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PROLOGO 


La  nueva  obra  que  hoy  entrego  a  la  indulgencia  de 
los  estudiosos  no  es  en  el  fondo  más  que  la  primera 
parte  de  otra  tres  o  cuatro  veces  mayor  que  bajo  el 
título  de  Ciencia  del  Derecho  y  de  las  histitiicioiies, 
vengo  componiendo  desde  1882  y  que  en  interés  tanto 
del  público  como  de  los  editores,  he  preferido  publi- 
car por  secciones. 

En  la  parte  que  hoy  sale  a  luz  bajo  el  título  de 
Génesis  del  Estado  y  de  sus  Instifucioiies  fiindanienta- 
les,  van  involucradas  las  bases  científicas  de  la  ense- 
ñanza que  durante  23  años  (1888-1911),  mientras 
hubo  en  Chile  gobiernos  que  amparaban  a  los  servi- 
dores públicos  contra  la  saña  ruin  de  las  pasiones  po- 
líticas y  de  las  venganzas  personales,  profesé  en  la 
Universidad  del  Estado  como  catedrático  de  la  asigna- 
tura de  Derecho  Administrativo;  y  según  se  deja  en- 
tender en  el  subtítulo,  la  obra  está  destinada  a  servir 
de  introducción,  o  si  se  quiere,  de  coronamiento  al 
estudio  de  las  varias  ramas  del  Derecho  Público. 

De  tiempo  atrás,  se  han  venido  formulando  críticas, 
en  apariencia  fundadas,  contra  el  carácter  meramente 
profesional  y  utilitario  de  nuestra  enseñanza  jurídica; 
y  aunque  yo  las  conceptúe  injustificadas  porque  ha- 
biéndosela instituido  para  formar  abogados,  no  inves- 
tigadores, es  absurdo  que  se  la  enrostre  como  delito 
el   rendir  los   frutos  propios  de  su  institución;  creo  a 
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la  vez  que  el  profesorado  no  debe  desdeñarlas  en  ab- 
soluto dado  que  ellas  son  la  expresión  de  laudables 
anhelos  de  progreso. 

No  sé  si  me  equivoque,  pero  me  parece  que  sin  re- 
nunciar al  procedimiento  exegético,  único  usado  en 
nuestra  enseñanza  jurídica,  acaso  porque  es  indispen- 
sable para  formar  profesionales,  podrían  nuestros  cate- 
dráticos imprimirla  carácter  acentuadamente  científico: 
bastaríales  empezar  o  coronar  el  estudio  de  cada  asig- 
natura con  la  exposición  de  la  teoría  inductiva  de  la 
correspondiente  rama  del  derecho.  Prácticamente  he 
apreciado  las  ventajas  de  este  arbitrio  porque  no  de 
otra  manera  procedí  mientras  tuve  a  mi  cargo  la  en- 
señanza del  Derecho  Administrativo.  En  mérito  de 
estos  antecedentes,  no  se  estimará  que  haya  mucha  arro- 
gancia en  creer  que  la  Génesis  del  Esiado  y  de  sus 
histitiiciones  finidanieníales  pueda  servir  o  de  introduc- 
ción o  de  coronamiento  al  estudio  del  Derecho  Pú- 
blico. 

A  la  verdad,  el  arbitrio  que  propongo  para  dar  ca- 
rácter científico  a  nuestra  enseñanza  jurídica  no  es 
invento  mío  porque  de  largos  años  atrás  lo  han  venido 
ensayando  con  más  o  menos  fortuna  varios  de  nues- 
tros catedráticos.  Desgraciadamente  no  todos  han  co- 
sechado frutos  apreciables  porque  bajo  la  inspiración 
de  una  filosofía  rancia,  algunos  se  han  imaginado  que 
a  cuenta  de  una  base  propedéutica  de  sus  enseñanzas, 
podían  dar  unas  pocas  nociones  generales,  por  lo  común 
algunas  clasificaciones  y  definiciones,  las  que  nunca  han 
bastado  en  parte  alguna  a  formar  el  espíritu  científico 
y  que  a  nadie  pueden  servir  en  sustitución  de  la  teoría 
positiva,  del  derecho. 

Sin  falsa  modestia,  yo  dejo  entender  en  el  subtítulo 
de  esta  obra  que  ella  puede  servir  a  modo  de  intro- 
ducción a  los  estudios  exegéticos  del  Derecho  Público, 
pero  no  sería  sincero  si  a  la  vez  no  declarase  que  re- 
conozco sus  defectos  y  que  espero  el  mejoramiento  de 
nuestra    enseñanza  jurídica    mucho  menos  de  la  adop- 
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ción  escolar  de  dicha  obra  que  del  hecho  de  haber 
demostrado  prácticamente  en  ella  la  posibilidad  de  es- 
tudiar las  instituciones  por  la  vía  inductiva. 

A  la  verdad,  nada  hay  políticamente  más  premioso 
que  el  difundir  el  espíritu  positivo  en  nuestras  demo- 
cracias porque  el  estado  de  equihbrio  inestable  en  que 
viven  y  que  es  un  peligro  viene  sin  duda  de  que  se 
dejan  guiar,  ora  en  sentido  revolucionario,  ora  en  sen- 
tido reaccionario,  por  simples  ideologías.  A  causa  de 
una  muy  deficiente  preparación  filosófica,  se  desdeña 
el  espíritu  positivo,  que  no  es  más  que  el  espíritu  cien- 
tífico, porque  se  lo  confunde  con  el  materialismo  y  el 
utiHtarismo;  y  en  la  creencia  de  que  no  puede  haber 
ideales  que  ennoblezcan  la  acción  humana  si  no  los 
sugiere  la  ideología,  se  la  hace  predominar  en  todos 
los  campos  donde  se  agita  el  pensamiento  político,  en 
la  prensa,  en  los  programas  de  los  candidatos,  en  las 
discusiones  parlamentarias,  en  las  cátedras  de  las  cien- 
cias del  derecho  y  del  Estado.  A  todas  luces,  impri- 
mir carácter  científico  a  estas  enseñanzas  es  propen- 
der a  fijar  el  rumbo  de  nuestras  democracias,  es  cegar 
la  fuente  principal  donde  las  ideologías  políticas  y  so- 
ciales se  forman  y  alimentan,  dejando,  no  obstante, 
subsistentes  los  ideales  de  la  ciencia. 

El  método  que  en  el  estudio  de  los  orígenes  de  la 
organización  política  de  los  pueblos  he  seguido,  de 
lleno  inspirado  en  la  sociología,  me  ha  llevado  a  po- 
ner de  relieve  la  importancia  que  a  la  población,  al 
territorio  y  a  la  ciudad  corresponde  como  partes  in- 
tecrrantes  del  Estado.  Hasta  cierto  punto,  es  ésta  una 
particularidad  que  en  bien  o  en  mal  distingue  a  mi 
obra.  No  niego,  no  sería  cuerdo  negar  que  sobre 
los  tres  tópicos  se  ha  escrito  mucho.  Pero  en  las  obras 
de  economía  social,  no  se  los  estudia  sino  bajo  los 
respectos  geográfico  y  económico,  no  bajo  los  res- 
pectos jurídico  y  político;  y  en  las  de  Derecho  Pú- 
blico, no  se  los  estudia  sino  como  objetos  pasivos  de 
la  administración  pública,  no  como  elementos  integran- 
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tes  y  fundamentales  del  Estado.  En  este  punto,  la 
novedad  de  mi  obra  consiste  esencialmente  en  haber 
completado  la  teoría  sociológica  del  Estado  reanudando 
y  desarrollando  las  inmortales  enseñanzas  de  Aristóteles, 
Concretada  la  presente  obra  al  estudio  de  los  orí- 
genes del  Estado,  no  hay  en  ella  cabida  para  deter- 
minar la  teoría  y  los  íines  de  la  organización  política. 
Sin  desconocer  que  sería  muy  interesante  determinar 
dichos  fines  por  la  vía  inductiva  para  rectificar  las 
doctrinas  puramente  ideológicas  de  los  individualistas 
y  de  los  socialistas,  creo  que  semejante  trabajo,  sobre 
no  caber  en  el  cuadro  de  esta  obra,  pecaría  de  pre- 
maturo porque  a  todas  luces  no  se  ha  de  poder  forjar 
la  teoría  definitiva  del  Estado  y  sus  instituciones  como 
no  se  forje  antes  la  teoría  científica  de  sus  orígenes. 
El  mismo  reiterado  fracaso  de  todas  las  tentativas  que 
se  han  hecho  para  construir  la  ciencia  de  la  política 
sin  tener  las  bases  inductivas  que  hayan  de  servirla 
de  fundamento  es  para  mí  una  elocuente  advertencia 
que  me  precave  contra  la  tentación  de  seguir  el  mis- 
mo camino.  Si  al  cabo  de  dos  mil  años  sobrenada 
La  Política  de  Aristóteles,  es  precisamente  porque  el 
incomparable  filósofo  compuso  su  obra  prescindiendo 
de  todas  las  ideologías  que  otros  pensadores  habían 
difundido,  compúsola  después  de  estudiar  las  consti- 
tuciones y  la  vida  de  más  de^  150  Estados  helénicos, 
esto  es,  compúsola  inductivamente.  Como  haga  esta 
observación  alguna  fuerza  en  el  ánimo  de  mis  lectores, 
no  dejarán  de  encontrar  muy  justificado  el  que  por 
regla  general,  me  haya  abstenitlo  en  esta  obra  de  ex- 
poner más  teorías  que  aquellas  que  se  refieren  a  los 
orígenes  del  Estado,  no  habiendo  acopiado  en  ella 
hechos  que  pudieran  servir  de  base  para  inferir  las 
teorías  de  su  organización  y  de  su  funcionamiento.  Sólo 
una  vez  me  he  desviado  de  estos  propósitos  al  estu- 
diar los  orígenes  de  la  administración  pública,  porque 
para  evitar  el  error  de  confundirla  con  el  gobierno, 
como    lo  hacen    generalmente    los    publicistas,  me    he 
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visto  precisado  a  deslindar  el  campo  que  a  mi  juicio 
la  corresponde  teóricamente. 

^  Animado  por  la  aversión  instintiva  que  las  ideolo- 
gías me  inspiran,  he  querido  dar  en  esta  obra  funda- 
mento sólido  a  mis  teorías  multiplicando  en  ocasiones 
excesivamente  las  citas  de  hechos  probatorios  y  com- 
probatorios. Por  cierto,  me  habría  placido  descar- 
garla de  tantas  y  tantas  citas  que  hacen  pesada  su 
lectura  y  que  son  ocasionadas  a  provocar  la  crítica 
de  los  literatos,  los  cuales  por  razón  de  oficio  se  curan 
más  de  la  forma  que  del  fondo.  Pero  he  tenido  que 
mantenerlas  porque  todavía  no  he  acertado  a  descu- 
brir cómo  podría  dar  carácter  inductivo  a  la  obra  su- 
primiéndolas. 

En  este  punto,    ofrece  mi    obra  otra    novedad  que 
para  los  doctos  no  pasará  inadvertida,  cual  es  el  gran 
número  de  obras  españolas,  americanas  y  chilenas^ue 
en  ellas  se  citan.     Cuando  los  autores  europeos  quie- 
ren hacer    ciencia  social    de  índole    inductiva,  apenas 
citan  obras  etnográficas  que  no  se  refieran  a  pueblos 
de  los  otros  continentes.     De  los   innumerables  auto- 
res españoles  que  durante  el  coloniaje  escribieron  de 
América,    Giraud-Teulon    parece    no  haber    conocido 
mas^  que  a  Herrera;  y  en  la  enorme  y  compleja  elabo- 
ración de  su  sociología,  Spencer  deja  adivinar  que  de 
los  araucanos  no  tuvo  más  noticias  que  las  que  encontró 
en  la   obra  tan   mediocre  de  Smith.     Entre  tanto,    es 
la  verdad  que  ninguno   de  los   otros  continentes  osten- 
ta una  literatura  etnográfica  tan  rica  como  la  de  Amé- 
rica, y  que  de  ningún  pueblo  bárbaro  se  han  escrito 
obras  etnográficas  tan  ricas  en  observaciones  como  de 
los  araucanos. 

Cuando  los  españoles  adelantaban  en  la  conquista 
de  América,  se  encontraron  en  la  misma  disposición 
psicológica  que  se  encontraron  Heródoto  ante  los  egip- 
cios y  ante  los  germanos  Tácito.  Ambos  historiando- 
res  escribieron  respectivamente  de  Grecia  y  de  Roma 
sin  exponer    la  vida  y  costumbres    de  los    o-rieo-os  v 
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de  los  romanos,  porque  las  suponían  conocidas  de  sus 
lectores.  Pero  en  el  Egipto  y  en  la  Germania  en- 
contraron usos,  prácticas,  costumbres  e  instituciones 
que  les  parecieron  sobre  modo  singulares,  tanto  que 
sin  vacilar  juzgaron  que  para  dar  a  conocer  ambos 
pueblos,  era  más  útil  escribir  la  etnografía,  que  no  la 
historia,  de  uno  y  otro. 

Lo  mismo  hicieron  aquellos  cronistas  españoles  que 
durante  el  coloniaje  escribieron  de  estos  pueblos.  Ten- 
tados por  la  singular  novedad  de  la  vida  de  los  in- 
dígenas americanos,  todos  los  autores  más  notables 
aplicaron  gran  parte  de  sus  obras  a  exponer  los  usos, 
las  costumbres,  las  instituciones,  el  modo  de  ser  y  el 
estado  de  cultura  de  los  pueblos  americanos.  Largo 
tiempo  antes  de  que  \"oltaire  y  Lenglet  du  Fresnoy 
establecieran  que  la  jurisdicción  de  la  historia  debía 
abarcar  la  vida  entera  de  los  pueblos,  los  cronistas 
españoles  habían  escrito  de  los  indígenas  americanos 
en  tan  rigurosa  conformidad  con  estas  normas  que  por 
mucha  parte  sus  obras  son  más  bien  estudios  etno- 
gráficos que  no  relaciones  históricas.  Solo  la  igno- 
rancia general  del  castellano  puede  explicar  el  que  los 
sociólogos  europeos,  fuera  de  España,  se  hayan  abs- 
tenido de  explotar  minas  tan  ricas.  No  hay  otra  ex- 
plicación razonable  para  tanto  desdén,  ])ues  si  atende- 
mos a  la  metódica  disposición  de  sus  partes,  a  la 
sobriedad  científica  de  sus  estilos,  a  la  enorme  exten- 
sión del  teatro  que  abrazaban,  y  a  la  abundancia  de 
las  observaciones  en  ellas  acopiadas;  las  obras  de 
Oviedo,  de  Torquemada,  de  Herrera,  de  Cobo  y  otras 
se  cuentan  sin  duda  a  justo  título  entre  las  más  pre- 
riadas  que  durante  acjuellos  tres  siglos  produjo  la 
literatura  histórica  de  Europa.  ¿Por  qué,  pues,  habría 
yo  desdeñado  esta  riquísima,  esta  inagotable  mina  de 
observaciones  etnográficas,  imitando  a  los  .sociólogos 
europeos  que  no  la  conocen? 

La  única  causa  que  habría  podido  retraerme  del 
propósito  que  siempre  tuve  de  buscar  en    América  la 
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comprobación  de  mis  doctrinas    habría  sido  la  dificul- 
tad de  conocer  y  procurarme  las  obras  más  importan- 
tes y   fidedignas  de  los    cronistas  y  etnóo-rafos    espa- 
ñoles; pero  me  es  sobre  manera  grato  declarar  en  esta 
coyuntura  que  tal  inconveniente  me  ha  sido  completa- 
mente allanado  por  la  inapreciabilísima    ayuda  que  el 
más    insigne  de  los    eruditos    americanos,  mi  antiguo 
amigo  José  Toribio  Medina,  me  ha  prestado  desdecios 
comienzos  de  mi  obra.      Era  él  secretario  de  la  Lega- 
ción de  Chile   en  Madrid   así  como    yo  lo    era   de"  la 
Legación  de  Chile  en  Berlín  cuando  a  pedido  mío,  en 
carta  que  conservo,  fechada  el   11  de  Abril  de   1885, 
me  dio  las  primeras  indicaciones  sobre  las  obras  ame- 
ricanas que  me  convenía  consultar;  y  desde  entonces, 
nunca   he  recurrido  a  él   sin   encontrar   la    ayuda   que 
buscaba.      Sus  consejos,  sus    juicios,    sus  indicaciones, 
su  excepcional  conocimiento  de  la  literatura  del  colo- 
niaje y  su   riquísima  biblioteca    de  obras    americanas; 
todo  reforzado  por  una  memoria  prodigiosa  y  un  claro 
talento  me  lo  ha  prestado  con  amistosísimo  desinterés 
para  que  yo  alcanzara  buen  éxito  en  mi  empresa.    Con 
un  fuerte  impulso  del  corazón  le  envío  por  la  vía  pú- 
blica esta  sola  palabra:   Gracias! 

Valentín   Letelier. 

Santiag^o  de  Chile,  calle  de  las  Claras  N'^  205,  a  fines  de  I9I6. 
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§  1.  Es  preocupación  muy  general  la  de  creer  que  la 
ciencia  de  la  lógica  es  materia  muy  abstrusa  que  se  debe  re- 
servar exclusivamente  para  alimentar  las  lucubraciones  de 
los  filósofos  y  que  los  estudios  de  metodología  solo  inte- 
resan a  las  especulaciones  abstractas  y  cuando  más,  también 
a  la  enseñanza  de  las  matemáticas  ( a  ). 

Pero  en  realidad,  las  cuestiones  de  metodología  interesan 
no  solo  a  la  filosofía  y  a  las  ciencias  exactas,  sino  también 
a  toda  investigación  científica,  a  toda  indagación  judicial,    a 


(a)  No  faltan  pensadores  distinguidos  que  se  hayan  dejado  embobar 
por  esta  preocupación.  Así,  Gil  y  Robles,  que  fué  profesor  de  la  Univer- 
sidad de  Salamanca,  opinaba  que  si  se  toma  el  método  en  el  sentido  de 
«orden  lógico  con  que  las  facultades  aprehensivas  colaboran  a  la  inven- 
ción y  a  la  exposición  científica»,  en  tal  acepción  no  puede  aplicarse  «a  la 
historia,  ni  al  arte,  ni  a  fin,  ni  acto  alguno,  que  no  resulten  científicos  ». 
Gil  y  Robles,  Metodología  Jurídica,  pág.  8. 
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todo  estudio,  y  a  la  política,  y  al  arte,  y  a  la  conducta  mis- 
ma de  la  vida. 

Podemos  pensar,  discutir,  razonar,  hablar,  investitrar,  pre- 
dicar, obrar  y  vivir  con  método  o  sin  método,  con  bueno 
o  con  mal  método;  y  en  el  fondo  es  una  misma  cosa  pro- 
ceder sin  método  o  con  mal  método.  De  consiguiente,  no 
cabe  prescindir  de  él  en  rama  alguna  de  los  conocimientos 
ni  en  obra  o  empresa  alguna  que  acometamos. 

Hay  ciencias,  como  la  mineralogía,  la  paleontología,  la 
lingüística,  cuyo  estudio  solo  interesa  a  unos  pocos.  El  de 
la  metodología  interesa  a  todos,  al  rústico  y  al  sabio,  al 
hombre  activo  tanto  como  al  reflexivo  y  en  igual  grado  al 
filósofo,  al  industrial,  al   pensador,   al  artista. 

La  falta  de  método  embrolla  y  dificulta  la  solución  de  las 
cuestiones  abstractas,  oscurece  y  complica  el  estudio  de  las 
materias  más  elementales,  desperfecciona  y  retarda  la  eje- 
cución de  las  obras  más  sencillas. 

\o  es  raro  que  los  estudiosos  encuentren  de  muy  dificil 
comprensión  algunas  obras;  y  casi  siempre,  bajo  la  inspi- 
ración de  una  modestia  inconsciente,  se  inculpan  a  sí  mis- 
mos, imaginándose  que  no  las  hallan  oscuras  sino  porque 
la  materia  es  para  ellos  muy  abstrusa.  Pero  en  realidad  no 
hay  materia  alguna  de  estudio  que  sea  por  naturaleza  abs- 
trusa; y  toda  obra  bien  hecha  es  fácilmente  comprensible 
para  cuantos  han  adquirido  de  antemano  los  conocimientos 
preparatorios  indispensables.  Son  las  obras  las  oscuras,  no 
las  materias,  y  sin  excepción  alguna,  cuando  la  oscuridad 
no  viene  del  empleo  de  una  terminología  nueva,  exótica, 
rebuscada  y  mal  definida,  viene  de  una  falta  muy  común  de 
método,  cual  es,  la  de  exponer  las  cosas  al  revés  empe- 
zando por  las  nociones  derivadas  y  compue.stas  y  omitiendo 
las  simples  y  primitivas  que  se  dan  por  supuestas  y  cono- 
cidas.    Con  un  poco  de  método,  todo  se  aclara. 

Apenas  son  creíbles  los  despropósitos  en  que  los  inge- 
nios más  altos  han  solido  incurrir  por  causa  de  los  malos 
métodos.  Por  más  extraño  que  nos  pare/xa,  ello  es  que 
durante  largos  siglos  una  figura  ha  valido  por  un  hecho, 
un  símil  por  una  demostración  y  la  simple  alegoría  ha  tenido 
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la  fuerza  de  un  raciocinio  irrebatible.  Los  teólogos  compa- 
raban la  Iglesia  con  el  alma  y  el  Estado  con  el  cuerpo,  y 
concluían  que  el  poder  espiritual  debe  inspirar  y  dominar 
al  temporal  (5).  Los  jurisconsultos  enseñaban  que  cuando 
un  monarca  conquista  un  país,  las  iglesias  quedan  sujetas 
al  derecho  de  regalía  por  esta  razón  decisiva,  porque  la 
corona  real  es  redonda  (  e  ).  En  pleno  siglo  XIX,  Stahl 
defendió  la  autocracia  absoluta  observando  que  el  rey  es  el 
padre  de  su  pueblo;  ¿y  acaso  (agregaba)  se  vio  alguna  vez 
que  los  hijos  compartiesen  con  sus  padres  el  gobierno  de 
la  familia?  (d).  Tamaños  despropósitos  no  se  evitan  en  el 
razonamiento  sino  adquiriendo  el  hábito  de  los  buenos  mé- 
todos. 

Particularmente  indispensable  es  el  buen  método  en  los 
estudios  políticos,  jurídicos  y  sociales  porque  a  virtud  de 
la  suma  complejidad  de  estas  materias,  el  que  se  propone 
asimilárselas  prescindiendo  de  este  guía  corre  el  mismo  pe- 
ligro de  los  que  penetran  sin  brújula  en  las  serranías  de 
los  Andes:  a  poco  andar,  se  desorientan,  se  extravían  y  se 
pierden. 

En  todos  los  grados  de  la  enseñanza,  pero  sobre  todos, 
en  el  superior;  en  todos  los  órdenes  de  estudio,  pero  so- 
bre todos,  en  el  orden  social,  debemos  empeñarnos  más  en 
descubrir  el  camino  que  lleva  a  la  verdad  que  no  en  reci- 
bir hecha  la  verdad  misma,  porque  mientras  los  conoci- 
mientos entran  en  la  memoria  como  en  un  tonel  sin  fondo, 
los  métodos  imprimen  al  espíritu  hábitos,  inclinaciones  y  ten- 
dencias que  no  pierde  jamás  y  que  le  sirven  en  todas  las 
circunstancias  de  la  vida   (e). 


(b)  Hurter,  Histoire  d'Iimocent  III,  t.  I,  liv.  III,  pag^.  255. 

(c)  Montesquieu,  Esprit  des  Lois,  liv.  XXIX,  chap.  XVI. 

(d)  Veron,  Histoire  de  la  Pi'usse,  pag.  265. 

(e)  En  particular,  los  maestros  deben  tener  siempre  presente  que  a  su 
misión  esencialmente  educativa  no  cuadra  que  hagan  el  desairado  papel 
de  diccionarios;  que  aun  en  la  tarea  de  instruir  a  la  juventud  están  obli- 
gados a  ser  sus  educadores    y  sus  guías,  y  que  para  este  efecto  se  deben,. 
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DesjTraciadamente,  como  lo  observa  JelHnek,  filósofos  y 
publicistas  han  descuidado  sobre  manera  la  determinación 
de  los  métodos  que  se  deben  emplear  en  los  estudios  de  las 
ciencias  políticas.  Desde  Augusto  Comte  (f)  y  sobretodo, 
desde  Stuart  xMill  (o-),  no  han  faltado  autores  que  se  hayan 
empeñado  en  construir  la  metodología  de  la  historia,  de  la 
económica,  de  la  estadística,  de  la  sociología  y  aun  de  la 
jurídica;  pero  en  lo  que  atañe  a  la  ciencia  del  Estado,  or- 
dinariamente se  la  ha  reducido  al  simple  comentario  de  tal 
o  cual  legislación  constitucional  ( como  fué  realmente  la 
República  de  Cicerón),  y  se  puede  decir  que  hasta  hoy  no 
se  ha  compuesto  tratado  alguno  que  exponga  la  teoría  de 
los  métodos  que  se  deban  seguir  en  los  estudios  políticos 
para  obtener  frutos  parecidos  a  los  que  se  obtienen  en 
las  ciencias  naturales  (7í).  Por  causa  de  esta  negligencia, 
nos  vemos  precisados  a  empezar  nuestra  obra  con  un  ca- 
pítulo de  metodología  que  holgaría  aquí  si  lo  encontráse- 
mos en  los  tratados  especiales  de  lógica. 

§  2.  Cuáles  métodos  se  deben  adoptar  por  las  ciencias 
políticas  y  jurídicas  para  la  investigación   y  el    estudio? 

Antes  de  entrar  a  determinarlo,  advirtamos  que  tanto  en 
HTuropa  como  en  América,  estas  ciencias  se  han  estudiado 
principalmente  con  fines  profesionales  y  que  por  esta  causa, 
se  ha  confundido  por  lo  común  el  investigador  con  el  pro- 
fesor, subordinándose  la  investigación  a  las  necesidades  de 
la  enseñanza.  En  fuerza  de  estos  antecedentes,  conviene 
averiguar  primero  cómo  se  las  ha  enseñado  para  ponernos 
en  grado  de  determinar  cómo  debemos  formarlas,    porque 


\ 


empeñar  más  i-n  inculcar  métodos  que  en  enseñar  una  suma  más  o  menos 
grande  de  nociones.  Appleton.  Méthode  dans  rensei<íiictneiit  da  Drnit. 
en  la  lievue  Intcnmtioiíale  de  rEnseignement  de  IX9I.  t.  I,  pag.  23S. 

{f)   Comte,   íV)i;/-.s    <¡i^  Philosophie   Positivo,    t.    IV,    quarante-huitü-me 
levon. 

{fr)     Siuart  Mili.  Systijmr  do  Logi(¡ue  deduciive  et  inductiyc.   t.  II, 
liv.  VI.  chap.  VI  á  XII. 

(/j)     Jellinck.  Ij'Etat   Moderne  et  son  Droit,  t.  I,  chap.  II,  pag.  38. 
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según  sea  el  camino  que  hemos  traído,  han  de  ser  las  rec- 
tificaciones que  habremos  de  hacer  para  enmendar  el  rumbo. 

Cosa  bien  sabida  es  que  durante  largos  siglos,  la  ense- 
ñanza de  estas  ciencias,  que  se  daba  subordinada  a  los  fines 
profesionales,  ha  rehuido  el  estudio  sistemático  de  la  teoría 
del  derecho  y  se  ha  concretado  a  una  exposición  comentada 
de  las  normas  jurídicas  vigentes.  Igualmente  sabido  es  que 
en  la  exposición  comentada  de  las  disposiciones  legales,  se 
han  formado  dos  escuelas  divergentes:  una  que  se  inclina 
a  la  exégesis  histórica,  y  otra  que  se  inclina  a  la  exégesis 
empírica,  erróneamente  llamada   fílosófíca. 

La  escuela  histórica  se  dirige  a  determinar  la  razón  ori- 
ginaria de  las  leyes,  a  fijarles  para  siempre  el  sentido  y  el 
alcance  con  que  el  legislador  las  dictó,  a  quitarles  aquella 
flexibilidad  para  regir  situaciones  y  casos  nuevos  que  abre  la 
puerta  a  lo  arbitrario,  a  evitar  que  en  el  trascurso  del 
tiempo  se  las  aplique  dándolas  interpretaciones  divergentes 
o  contradictorias. 

Particularmente  en  el  orden  público,  el  método  histórico 
rinde  el  fruto  inapreciable  de  reprimir  la  ideología  fijando 
a  las  disposiciones  jurídicas  el  sentido  originario.  Cuando 
en  el  estudio  del  derecho  constitucional,  por  ejemplo,  no  se 
sigue  este  método,  es  muy  frecuente  que  se  caiga  en  vanas 
divagaciones  acerca  de  los  derechos  que  en  abstracto  y  por 
naturaleza  corresponden  a  los  ciudadanos.  Por  el  contrario, 
?  cuando  estudiamos  los  orígenes  históricos  de  las  libertades 
constitucionales,  llegamos  a  la  conclusión  de  que  ellas  no 
existen  en  abstracto  porque  son  simples  y  prudenciales  limi- 
taciones de  los  Poderes  Públicos  y  en  particular,  del  go- 
bierno. 

Si  nos  atenemos  a  los  antecedentes,  la  libertad  de  im- 
prenta es  la  prohibición  impuesta  al  gobierno  de  perseguir 
en  lo  sucesivo  a  los  escritores  que  censuran  sus  actos  o  que 
sostienen  doctrinas  heréticas;  la  libertad  de  reunión  es  la 
prohibición  que  se  le  impone  de  perseguir  a  los  oposito- 
res que  celebran  asambleas  y  comicios  para  denunciar  los 
errores  de  la  política  dominante;  la  libertad  de  los  cultos 
es  la  prohibición  que  se  le  impone  de  hostilizar  y  negar  los 
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beneficios  del  Estado  a  los  que  en  el  orden  religioso  se 
permiten  no  andar  de  acuerdo  con  la  iglesia  dominante; 
y  la  libertad  de  enseñanza  es  la  prohibición  que  se  le  im- 
pone de  cerrar  aquellas  escuelas  donde  se  propongan  doc- 
trinas contrarias  a  las  doctrinas  oficiales. 

En  las  Constituciones  de  algunos  Estados  hispano  ame- 
ricanos, se  garantiza  la  libertad  de  locomoción.  Por  qué  ? 
porque  durante  el  coloniaje  el  gobierno  de  la  corona  no 
permitió  a  sus  subditos  moverse  de  un  lugar  a  otro  sino 
con  pasaportes  y  licencias  y  previa  extensa  información. 

El  primer  Congreso  Nacional  de  Chile,  el  de  1811,  pro- 
clamó la  libertad  de  comercio.  Por  cjué?  porque  hasta  aque- 
lla fecha  la  corona  de  España  tenía  cerrados  los  puertos 
para  el  comercio  extranjero.  Para  lo  sucesivo,  no  podría 
el  gobierno  de  Chile  ni  mantener  ni  decretar  de  nuevo  la 
clausura. 

En  una  palabra,  desde  la  Antigüedad  no  se  han  esta- 
blecido en  pueblo  alguno  tales  o  cuales  libertades  sino 
cuando  de  antemano  los  Poderes  Públicos  han  hostilizado 
y  perseguido  a  los  ciudadanos  que  ejercitaban  los  dere- 
chos correspondientes  o  cuando  había  antecedentes  que 
justificaban  el  temor  de  que  sobrevinieran  tales  persecu- 
ciones. 

Para  determinar  la  verdadera  teoría  del  derecho  políti- 
co, que  en  las  tres  cuartas  partes  de  sus  disposiciones 
está  dirigido  a  reprimir  para  lo  futuro,  en  pro  de  los  ciu- 
dadanos, los  abusos  y  los  excesos  de  la  autoridad  públi- 
ca, el  método  histórico  es  realmente  irreemplazable. 

En  contraposición  con  estas  ventajas,  la  enseñanza  his- 
tórica adolece  de  graves  defectos,  porque  al  empeñarse  en 
el  propósito  de  explicar  el  derecho  y  las  instituciones  me- 
nos por  lo  que  son  que  por  lo  que  han  sido,  les  quita 
aquella  flexibilidad  que  les  permite  abarcar  un  número  de 
casos  jurídicos  mayor  que  el  previsto  por  los  legislado- 
res, reduce  las  leyes  a  una  letra  muerta  sin  espíritu  y  sin 
vida,  inhabilitándolas  para  regir  nuevas  condiciones  socia- 
les, y  jiropende  fatalmente  a  paralizar  el  desarrollo  jurídico. 

lia  la  enseñanza  histórica,   y   no  otra,  la  que  induce  a  es- 
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tudiantes  y  catedráticos  en  el  cuádruple  error  de  tomar  la 
voluntad  del  legislador  por  la  fuente  única  del  derecho,  de 
creer  que  no  hay  derecho  fuera  de  la  fórmula  legislativa,  de 
confundir  el  derecho  con  la  ley  y  de  sacrificar  el  espíritu  a 
la  letra  (i). 

Por  el  contrario,  la  enseñanza  empírica,  que  prescinde 
en  absoluto  de  los  motivos,  circunstancias  y  orígenes  his- 
tóricos de  las  leyes,  estimula  vigorosamente  el  desarrollo 
del  derecho  y  de  las  instituciones  dando  en  cada  día  a  cada 
disposición,  nó  el  sentido  con  que  los  legisladores  la  dic- 
taron, sino  el  que  mejor  cuadra  al  caso  jurídico  que  se  trata 
de  resolver. 

Cuando  los  jurisconsultos  romanos  se  dedicaban  al  estudio 
de  la  legislación  patria,  proscribían  casi  en  absoluto  el  em- 
pleo del  método  histórico  porque  de  otra  manera  no  podían 
dar  a  las  leyes  antiguas,  que  se  suponían  irrevocables  y 
que  se  habían  dictado  en  circunstancias  ya  desaparecidas, 
sentidos  nuevos  que  las  habilitaran  para  regir  las  necesida- 
des del  presente  (J). 

Es  la  enseñanza  empírica  la  que  da  flexibilidad  a  las 
leyes  para  adaptarlas  a  nuevas  situaciones,  la  que  extiende 
su  alcance  para  hacerlas  abarcar  casos  no  previstos,  la  que 
a  menudo  con  infracción  de  su  letra  y  olvido  de  su  histo- 
ria, las  dota  de  una  vitalidad  que  las  preserva  de  caer  en 
desuso  y  las  habilita  para  regir  indefinidamente  las  alterna- 
tivas  y  el  desenvolvimiento  de  la  vida  social. 

Muy  conocida  es  la  manera  esencialmente  empírica  como 
los  tribunales  franceses  extendieron  a  las  sentencias  inter- 
locutorias  los  beneficios  del  recurso  de  casación.  Cuando 
este  recurso  se  instituyó,  las  resoluciones  judiciales  eran:  o 
sentencias,  o  fallos  preparatorios,  o  providencias;  y  se  esta- 


(i)  Turgeon  atribuye  estos  defectos  a  la  exégesis;  pero  es  la  exégesis 
histórica,  no  la  empírica,  la  que  adolece  de  ellos.  UEnseignement  de 
la  Faculté  de  Droit,  en  la  Revue  Internationale  de  FEnseignement, 
t.   I   de   1890,   pag.   298. 

Bunge,  Le  Droit,  c'est  la  Forcé,  liv.    II,  chap  V. 

(j)     Meijer,  De  la  Codiñcation,  pag.  48. 
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bleció  que  la  casación  solo  procedía  contra  las  sentencias. 
Mas,  bien  pronto  se  observó  que  a  menudo  los  fallos  pre- 
paratorios declaraban  derechos  permanentes  de  las  partes 
produciendo  cosa  juzgada,  por  manera  que  las  infracciones 
legales  que  en  ellos  se  cometían  no  tenían  menor  grave- 
dad que  las  que  se  cometían  en  las  sentencias.  Entonces, 
en  contra  de  la  auténtica  historia  de  la  ley,  concluyeron 
que  no  era  posible  que  el  legislador  hubiese  querido  sustraer 
de  la  casación  infracciones  tan  graves;  el  recurso  debe  proce- 
der también  contra  los  fallos  preparatorios,  porque  si  no  son 
en  verdad  sentencias  definitivas,  son  sin  duda  verdaderas 
sentencias,  sentencias  interlocutorias;  y  dado  que  la  ley  no 
distingue  entre  las  unas  y  las  otras,  fuerza  es  concluir  que  éstas 
son  tan  casables  como  aquéllas.  Fué  tan  feliz  en  este  caso  la 
jurisprudencia  francesa  que  a  pesar  de  la  tradición  histórica, 
las  leyes  dictadas  posteriormente  en  otras  naciones,  verbi- 
gracia, en  España  y  en  Chile,  han  sancionado  la  procedencia 
del  recurso  de  casación  contra  las  sentencias  interlocutorias. 

En  contraposición  con  estas  ventajas,  la  enseñanza  em- 
pírica adolece  del  grave  defecto  de  estimular  el  casuismo 
porque  al  prescindir  de  la  razón  originaria  de  las  leyes, 
propende,  mediante  el  uso  y  el  abuso  del  raciocinio  ad  tih- 
surdiim,  a  darles  en  cada  caso  un  sentido  específico.  Por 
esta  misma  razón,  quita  al  derecho  aquella  fijeza  y  a  las 
instituciones  aquella  estabilidad  sin  las  cuales  la  vida  social 
y  la  propiedad  y  la  familia  carecen  de  garantías. 

Al  método  empírico  recurren  ciertos  dictadores  y  tiranos 
que  para  no  enajenarse  la  conciencia  de  los  hombres  libres 
cubren  con  el  ropaje  externo  de  la  legalidad  sus  actos  más 
despóticos.  En  conformidad  con  el  derecho  romano  de  la 
República,  jamás  se  aplicaba  la  pena  capital  a  las  vírge- 
nes. La  exención  de  esta  pena  era  un  homenaje  rendido 
a  la  virtud.  Mas,  vino  Tiberio  y  para  entregarlas  a  las 
fieras  sin  infringir  el  derecho,  las  hizo  violar  previamente 
por  el  verdugo,  como  si  la  violación  material  las  privase 
realmente  del  privilegio  instituido  en  honor  de  su  virtud  ( /). 


(7)     Táciiu,  Alíñales,  liv.   V,  chap.   IX. 
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Hacia  1890  ocurrió  en  Chile  un  caso  que  puso  de  ma- 
nifiesto los  peligros  que  la  exégesis  empírica  ofrece.  He 
aquí  los  hechos   con  sus  antecedentes: 

Según  el  art.  1°  de  la  Constitución,  el  gobierno  de  Chile 
es  popular  representativo,  y  si  nos  atenemos  a  la  historia, 
no  se  puede  poner  en  duda  que  los  Constituyentes  de  1833 
emplearon  esta  palabra  en  el  único  sentido  que  la  política 
y  la  ciencia  le  habían  dado  hasta  entonces,  en  el  sentido 
de  gobierno  que  se  ejerce  por  medio  de  representantes. 
Con  este  calificativo  se  propusieron  los  constituyentes  es- 
tablecer, desde  los  comienzos  de  su  obra,  que  el  gobierno 
de  Chile  no  sería  ejercido  por  ninguna  persona  o  entidad 
que  pretendiese  ejercerlo  por  derecho  propio,  esto  es,  ni 
por  un  monarca  absoluto,  ni  por  una  aristocracia  vitalicia, 
ni  por  el  pueblo  mismo.  Durante  largos  años  no  se  dio 
otro  sentido  a  la  voz  representativo. 

Mas,  en  1888  apareció  la  obra  titulada  Gobierno  Par- 
lamentario y  Sistema  Representativo,  en  la  cual  su  autor, 
don  Julio  Bañados  Espinosa,  dio  a  esta  voz  un  sentido 
nuevo,  un  sentido  diferente  de  su  sentido  tradicional,  his- 
tórico y  etimológico.  En  los  Estados  donde  funcionan  cuer- 
pos legislativos  de  origen  popular,  dijo,  se  distinguen  (  dos 
sistemas  de  dirección  política:  el  Representativo  y  el  Parla- 
mentario >'.  Sistema  representativo  es  aquel  en  que  el  Minis- 
terio refleja  la  política  del  jefe  de  Estado  y  vive  subordinado 
a  su  voluntad.  Sistema  parlamentario  es  aquel  en  que  el 
Ministerio  refleja  la  política  de  la  mayoría  parlamentaria 
y  vive  subordinado  a  su  voluntad  (m).  A  la  verdad,  la 
nueva  terminología  no  podía  ser  más  desgraciada  puesto 
que  todo  sistema  representativo  es  parlamentario,  y  los  sis- 


(m)  Bañados  Espinosa.  Gobierno  Parlamentario  y  Sistema  Repre- 
sentativo, cap.  I,  pág.  7.  —  Bagehot,  que  fué  acaso  el  primero  que  hizo 
esta  distinción,  llama  al  uno  sistema  de  gabinete,  y  al  otro  sistema  pre- 
sidencial. La  Constitution  Anglaise,  chap.  I,  pag-.  21.  Acaso  sería  más 
acertado  llamar  al  uno  gobierno  de  gabinete  parlamentario,  y  al  otro, 
gobierno  de  gabinete  presidencial  o  real,  o  bien  ministerio  guberna- 
tivo y  ministerio  parlamentario. 

Viveiros  de  Castro,  Estudos  de  Direito  Publico,  cap.  VIII,  pág.  338. 
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temas  parlamentarios  son,  por  lo  común,  representativos. 
Pero  sea  de  esto  lo  que  sea,  se  ve  en  ella  el  propósito  de 
restringir  el  significado  de  la  voz  representativo,  porque 
en  lugar  de  su  sentido  genérico,  cual  es  el  de  gobierno 
ejercido  por  medio  de  representantes,  se  le  da  un  sentido 
específico,  cual  es  el  de  gobierno  ejercido  por  medio  de 
representantes  y  con  gal)inete  presidencial  o  real. 

Pues  bien,  cuando  en  1890  fueron  censurados  por  am- 
bas Cámaras  legislativas  los  ministros  de  Estado,  los  sos- 
tenedores de  la  política  presidencial  de  resistencia  alega- 
ron que  ellas  se  habían  puesto  con  sus  pretensiones  fuera 
de  la  ley,  porque  si  el  gobierno  de  Chile  es  popular  re- 
presentativo, según  la  Constitución  (decían),  el  jefe  del 
Estado  no  está  obligado  a  consultar  la  voluntad  del  Con- 
greso en  la  elección  de  los  secretarios  de  su  despacho,  y 
por  consiguiente,  cuando  se  le  exige  que  los  cambie  al 
paladar  de  las  mayorías  parlamentarias,  éstas  formulan 
exigencias  que  son  esencialmente  inconstitucionales.  Pero 
a  los  adictos  del  Congreso  no  hizo  esta  alegación  la  me- 
nor fuerza  porque  en  el  fondo  ella  se  reducía  a  sostener 
el  absurdo  de  que  los  Constituyentes  de  1833  habían  em- 
pleado la  voz  representativo,  nó  en  el  sentido  etimológico  e 
histórico  que  entonces  le  daban  todos  los  publicistas  sino 
en  el  sentido  arbitrario  y  restringido  que  se  le  atribuyó 
en  1888  (  /;  ). 

En  suma,  cada  una  de  las  dos  enseñanzas  tiene  carac- 
teres,   cualidades,    defectos    y  frutos    propios    y    peculiares 


/  (  n  )     Para   que   no   se   atribuya  a   estas   observaciones   un    alcance   que 

no  tienen  en  el  espíritu  de  su  autor,  debemos  advertir:  I"  que  a  nues- 
tro juicio,  es  indudable  que  los  Constituyentes  de  1833  se  inclinaron  mu- 
cho más  al  régimen  presidencial  que  al  parlamentario  ;  2*'  que  si  en 
I89I  imperaba  el  régimen  parlamentario,  no  es  porque  lo  hubiere  insti- 
tuido  al^juna   ley,    sino    porque   lo    habían  establecido    las   prácticas   parla- 

\  mentarías;  3"  que  nosotros  creemos  fatal  parala  República  un  régimen, 
cual  es  el  parlamentario,  que  anula  la  arción  y  la  responsabilidad  del 
gobierno  ;  y  4"  que  si  en  1891  nos  contamos  entre  los  revolucionarios, 
fué  porque  en  un  pueblo  libre  no  se  puede  reconocer  al  jefe  del  Estado  la 
facultad  de  cambiar  por  sí  solo  un   régimen   político  cualquiera. 
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que  si    por    un    lado   sirven    para   distinguirla,    por   otro    la 
inhabilitan  para  monopolizar  el  campo   (  ñ  ). 

El  que  sigue  el  método  histórico  se  pregunta:  ¿cuál 
fué  presumiblemente  la  voluntad  del  legislador  al  dictar 
esta  ley,  dadas  las  circunstancias  y  doctrinas  que  entonces 
dominaban?  Y  el  que  sigue  el  método  empírico  se  pre- 
gunta: ¿cuál  sería  presumiblemente  la  intención  que  el 
legislador  daría  a  esta  misma  ley  si  la  dictase  bajo  el  im- 
perio de  las  circunstancias  y  doctrinas  que  dominan  al  pre- 
senten- 
La  escuela  histórica,  como  lo  observa  di  Bernardo,  pro- 
pende a  mantenerse  fiel  a  la  tradición  y  a  la  historia  para 
que  no  queden  en  el  aire  instituciones  que  son  el  resul- 
tado de  una  determinada  cultura  (o)  y  por  lo  mismo,  deja 
abandonado  a  sí  mismo,  fuera  de  la  ley,  el  desarrollo 
jurídico  que  se  opera  con  posterioridad  a  la  actuación 
legislativa.  La  escuela  empírica,  al  contrario,  pretende  so- 
meter las  interpretaciones  de  la  ley  a  las  necesidades  y 
doctrinas  de  cada  momento,  de  suerte  que  bajo  de  su 
'criterio,  el  espíritu  de  las  disposiciones  legales  cambia  con- 
tinuamente. 

En  la    administración  judicial,    es  de   práctica  más   gene-  <. 
ral  el  método   histórico    precisamente   porque   dando  fijeza  j 
a    la   ley,    garantiza    mejor  los    intereses  particulares    y    el 
acierto   de   la  justicia.     Pero    en    el    gobierno    de   los    pue- 
blos  hay   que  preferir   el   método    empírico    porque    dando 
flexibilidad  a   la  letra  de    las  fórmulas    legislativas,  permite 
que  con    unas   mismas   leyes   gobiernen   radicales,   liberales 
y  conservadores  y  que  se  adapte  el  espíritu  de  las  institu- 
ciones a  las  necesidades  de  cada  día. 
1       §  3.      Ora    cuando    se    sigue    el    método    histórico,    ora 
cuando  se   sigue  el   método    empírico,   la  enseñanza  se   re- 
duce a   una  simple   exégesis  que   carece  de   carácter   siste- 


( 73 )     Bluntschli,    Tbéorie  genérale  de  l'Etat.  pag.  7. 

(o)     Di  Bernardo.   La  Puhhlica  Amininistrazione  e  la   Sociología. 
t.  I,  pag.  48. 
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matice  y  que  sustrae  del  estudio  todo  el  derecho  no  es- 
crito. 

No  son  los  Códigos  ni  tratados  científicos,  ni  textos  di- 
dácticos, ni  acomodos  que  abracen  toda  la  vida  jurídica 
de  las  sociedades;  y  sus  artículos  no  se  deben  mirar  como 
fórmulas  científicas  sino  como  disposiciones  legislativas  cuya 
suma,  cualquiera  que  sea  su  ordenamiento,  jamás  consti- 
tuye una  ciencia. 

Si  quisiéramos  saber  por  qué  en  la  enseñanza  jurídica 
se  ha  seguido  casi  siempre  el  procedimiento  exegético,  ten- 
dríamos que  buscar  la  explicación  en  los  fines  que  ordi- 
nariamente se  persiguen  al  estudiar  el  derecho  (/>)•  Por 
lo  común,  no  se  hacen  estos  estudios  con  el  propósito  de 
conocer  la  ciencia  del  derecho,  por  amor  a  la  verdad 
abstracta;  se  hacen  con  el  propósito  más  práctico  de  co- 
nocer las  leyes  para  poder  ejercer  la  abogacía.  Pues 
bien,  desde  el  punto  de  vista  protesional,  importa  mucho 
menos  conocer  la  teoría  científica  del  derecho  que  habi- 
tuarse al  manejo  expedito  de  los  códigos  y  estudiar  al  de- 
dillo la  historia,  la  inteligencia  y  las  aplicaciones  de  las  le- 
yes. A  nuestro  juicio,  la  enseñanza  profesional  no  puede 
prescindir  del  procedimiento  exegético;  pero  por  lo  mis- 
mo, sería  empeño  vano  buscar  en  ella  la  ciencia  propia- 
mente tal,  esto  es,   un  cuerpo  sistemático  de  doctrinas. 

Por  su  naturaleza,  el  procedimiento  exegético  induce  en 
errores  científicos  de  la  mayor  gravedad,  primeramente 
porque  no  siempre  la  ley  es  el  derecho  y  porque  gran 
parte  de  las  normas  jurídicas  no  han  sido  sancionadas  por 
el  Estado  ni  reducidas  a  fórmulas  escritas.  Para  la  exé- 
gesis  esta  parte  tan  importante  del  derecho,  dotada  de  vi- 
talidad  propia,  no  es  objeto  de  estudio:   no  existe. 

Korkounow  observa  cjue  entre  los  jurisconsultos  se  hace 
notar  una  escuela  j^ara  la  cual  no  hay  más  normas  jurídi- 
cas que  las  reglas  dictadas  por  el  Estado,  y  el  derecho 
no  es,  en  sustancia,   m.ls  que  la  suma  de  las  leyes  escritas; 


.(  p  )     Korkounow,    Tlirorit'  •^citrrnlt'  dn    ¡>ri<it.  chap.   II.  paK^.  96. 
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y  en  seguida  observa,  con  mucha  razón,  que  las  necesida- 
des del  foro  han  popularizado  esta  doctrina  porque  la 
mayor  parte  de  las  veces  las  cuestiones  jurídicas  se  redu- 
cen en  los  tribunales  a  determinar  si  la  ley  prevé  o  nó  el 
caso  de  la  litis,  ya  que  en  los  Estados  contemporáneos 
de  legislación  escrita  tiene  poca  importancia  el  derecho 
consuetudinario.  En  estas  condiciones,  si  unos  pocos  estu- 
dian el  derecho  bajo  el  respecto  teórico,  los  más  se  ha- 
bitúan a  confundirlo  con  la  ley,  porque  prácticamente  es 
el  criterio  que  sirve  para  resolver  las  cuestiones,  y  olvi- 
dan que  contra  una  legalidad  que  se  supone  infalible  pue- 
den prevalecer  intereses  sociales  superiores  que  quebran- 
ten su  inflexibilidad,  como  sucede  cuando  se  acuerda  la 
amnistía  (q).  ;  Qué,  mejor  prueba  de  que  no  siempre  la 
ley  es  el  derecho? 

En  el  orden  público,  donde  las  fuerzas  sociales  ejercen 
imperio  más  incontrastable,  se  podrían  citar  innumerables 
casos  en  que  patentemente  se  ve  que  la  ley  es  una  sim- 
ple aspiración  del  legislador,  que  de  hecho  no  tiene  a  me. 
nudo  carácter  de  norma  jurídica.  Supongamos  que  quere- 
mos estudiar  el  régimen  político  de  Chile  para  saber  si  él 
es  democrático,  aristocrático,  oligárquico  o  autocrático.  La 
exégesis  tomaría  como  fuente  de  estudio  la  legislación  es- 
crita y  llegaría  muy  pronto  a  la  conclusión  de  que  esta 
República  es  una  perfecta  democracia,  constituida  como 
está  sobre  la  base  legal  del  sufragio  universal,  puesto 
que  tienen  derecho  a  votar  todos  los  varones  que,  habien- 
do cumplido  21  años,  saben  leer  y  escribir.  Pero  si  el 
derecho  no  es  derecho  sino  cuando  es  hecho,  a  la  cien- 
cia no  le  basta  conocer  la  regla  escrita;  tiene  que  averi- 
guar lo  que  hay  en  la  realidad,  y  lo  que  hay  en  la  reali- 
dad es:  1°  que  no  sabe  leer  y  escribir  más  de  la  quinta 
parte  de  la  población  de  la  República;  2°  que  de  esta 
porción  no  se  inscribe  en  los  registros  ni  siquiera  la  quin- 
ta   parte;     3°    que    de    los    inscritos    más    de   la    mitad    no 


(  q )     Korkounow,   Théorie  genérale  du  Droit,  chap.  II,  pag.  96. 
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concurren  a  votar;  y  4"^  que  de  los  concurrentes  los  tres 
cuartos  delegan  su  conciencia  en  manos  del  cura,  del  ha- 
cendado o  del  prefecto  de  policía.  Conclusión :  mientras 
'  el  derecho  escrito  nos  halaga  con  la  ilusión  de  que  vivi- 
•,  mos  en  una  perfecta  democracia,  el  derecho  real,  el  de- 
recho que  la  exégesis  ignora,  nos  tiene  sujetos  a  una  oli- 
garquía tan  corruptora  como   diminuta  (  r). 

En  segundo  lugar,  el  empleo  casi  exclusivo  del  proce- 
dimiento exegético  nos  habitúa  a  satisfacernos  con  el  estudio 
verbalista  de  simples  fórmulas,  y  apartándonos  de  las  in- 
vestigaciones jurídicas  de  carácter  social,  mantiene  la  ciencia 
del  derecho  en  lamentable  atraso.  Es  un  fenómeno  que 
por  sí  solo  justifica  el  cambio  de  procedimientos  didácticos 
el  hecho  de  que  esta  ciencia  se  encueritre  tan  atrasada  que 
muchos  niegan  su  existencia  cuando  la  enseñanza  jurídica 
ha  tenido,  desde  el  siglo  XI  y  aun  desde  los  primeros  siglos 
del  Imperio  Romano,  tantos  y  tan  poderosos  estímulos.  En 
otros  órdenes  del  saber,  con  muchos  menos  estímulos  la 
enseñanza  ha  formado  grandes  ciencias. 

En  suma,  sea  que  se  siga  el  procedimiento  de  interpre- 
tación histórica  o  el  de  interpretación  empírica,  la  exégesis 
no  abarca  jamás  todo  el  derecho  {jorque  solo  estudia  el 
derecho  escrito.  Para  ella  pasa  inadvertido  el  desarrollo 
jurídico  que  se  opera  fuera  de  la  ley  a  impulso  espontáneo 
de  las  necesidades  sociales;   y  es  ella  la  que  ha  tenido  la 


( /• )  Según  la  Sipnosis  Estadística  de  I9I2,  el  31  de  Diciembre  de 
aquel  año  habia  inscritos  en  los  registros  electorales  de  Chile  593.234 
ciudadanos;  pero  en  esta  suma  están  incluidos:  I"  todos  los  que  han 
fallecido  después  de  haberse  inscrito,  puesto  que  sus  nombres  no  han 
sido  nunca  borrados  ;  2"  todos  los  que  se  han  inscrito  más  de  una  vez 
por  cambios  de  residencia  ;  y  3"  todos  los  que  se  han  inscrito  más  de 
una  vez  en  diferentes  circunscripciones  para  tener  varios  votos  que  ven- 
der el  día  de  las  elecciones.  Hechas  estas  eliminaciones,  lo  cual  no  co- 
rresponde a  la  Oficina  Estadística,  no  podría  suceder  que  cuando  el  nú- 
mero de  individuos  que  saben  leer  y  escribir,  comprendiendo  los  menores 
de  21  años,  es  de  poco  más  de  700.000,  entre  los  cuales  poco  menos 
de  la  mitad  corresponde  al  sexo  femenino,  haya  593  234  ciudadancjs  ins- 
critos. 


metodología  jurídica  15 


pretensión  de  negar  valor  jurídico  a  la  costumbre,  esto  es, 
de  establecer  que  el  derecho  nacido  espontáneamente,  que 
el  derecho  practicado  y  respetado  de  hecho,  que  el  dere- 
cho  por  excelencia  no  es  derecho. 

Al  expresarme  en  estos  términos,  no  quiero  en  manera 
alguna  negar  que  los  procedimientos  usuales  de  la  ense- 
ñanza jurídica  hayan  producido  estudios  científicos  de  real 
valía.  Para  desautorizar  semejante  negación,  bastaría  citar 
algunas  de  las  muchas  y  muy  preciadas  obras  de  la  juris- 
prudencia francesa.  Lo  único  que  quiero  decir  es  que  esos 
estudios,  desarrollados  casi  siempre  en  forma  exegética  de 
comento  de  leyes  positivas,  no  tienen  la  contextura  orgá- 
nica de  las  ciencias.  Conclusión :  para  darles  carácter  sis- 
temático es  indispensable  seguir  en  este  orden  las  mismas 
vías  que  se  siguen  en  los  otros  órdenes  de  conocimientos. 

Contra  los  serviles  procedimientos  de  la  exégesis,  se  hizo 
en  la  Antigüedad  una  tentativa  de  subversión  que  por  des- 
gracia durante  largos  siglos  no  fué  ni  comprendida  ni  segui- 
da; queremos  aludir  a  las  Institutüs  de  Justiniano.  Cuando 
la  codificación  del  derecho  romano  hizo  ver  que  por  su 
enorme  desarrollo  el  estudio  exegético  sería  el  cuento  de 
nunca  acabar,  se  organizó  una  enseñanza  sintética  que  pres- 
cindiendo de  pormenores  y  adoptando  una  clasificación  sis- 
temática que  distinguía  las  personas,  las  cosas  y  las  accio- 
nes,  abrazaba  toda  entera  la  vida  jurídica. 

Aun  cuando  por  su  contenido  no  pasan  de  ser  las  Insfitu- 
tas  más  que  un  mero  compendio  o  texto  elemental  de  estudio, 
suponen  por  su  contextura  un  grande  esfuerzo  de  genera- 
lización y  envuelven  una  tentativa  de  alto  vuelo  filosófico 
dirigida  a  sistematizar  la  enseñanza  del  derecho  enmen- 
dando profundamente  la  servilidad  de  los  procedimientos 
exegéticos,  que,  a  no  dudarlo,  habían  sido  los  usuales  (rr). 

Por  desgracia,  a  causa  quizá  de  su  mismo  vuelo  filosófico, 
aquel  ejemplo  ni  fué  comprendido  ni  rindió  frutos  apre- 
ciables.  Verdad  es  que  durante  largos  siglos,  los  comenta- 


(rr)     Sumner  Maine,    L' Anden    Droit    et    la    Coutume    Primitive, 
pag.  495. 
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dores  tuvieron  la  clasificación  de  las  Institutas,  hoy  tan 
desacreditada,  por  «  la  base  científica  de  todo  sistema  de 
jurisprudencia»  (s).  Pero  es  el  hecho  que  en  todas  las 
escuelas  de  derecho  siguió  prevaleciendo  el  estudio  exegé- 
tico  de  tendencia  profesional  contra  el  estudio  sistemático 
de  tendencia  científica.  A  tal  extremo  llegó  el  estravío  de 
los  procedimientos  didácticos  que  las  mismas  Institutas, 
compuestas  para  sistematizar  el  estudio  de  aquel  vasto  y 
complejo  fárrago  de  leyes,  fueron  sometidas  en  las  escuelas 
a  una  exégesis  que  venía  a  contrariar  y  anular  los  propó- 
sitos de  sus  autores. 

En  realidad,  solo  a  mediados  del  siglo  XIX  ha  venido 
a  empezar  la  reacción  contra  la  exégesis  porque  se  atribuye 
a  Unger,  catedrático  de  la  Universidad  de  Viena,  el  haber 
sido  el  primero  en  estudiar  un  cuerpo  jurídico  prescindiendo 
del  orden  y  de  la  letra  de  las  leyes  codificadas.  Convencido, 
según  se  ha  observado,  de  que  la  clave  para  la  inteligencia 
de  un  código  no  puede  estar  en  el  mismo  código  y  de  cjue 
un  código  no  es  un  buen  texto  didáctico,  hizo  prevalecer 
contra  el  estudio  exegético  de  la  legislación  positiva  el  del 
derecho  propiamente  tal  y  dio  a  su  obra,  por  el  hecho  de 
haber  renunciado  a  la  exégesis,  la  contextura  de  un  ver- 
dadero tratado  científico.  Tal  fué  el  Sistoinn  do  Derocho 
Civil  f]p  Aiisfriii. 

Como  era  de  preverlo,  se  alzaron  contra  aquella  tenta- 
tiva revolucionaria  todos  los  profesores  y  jurisconsultos  que 
estaban  habituados  a  seguir  el  orden  fijado  por  los  artículos 
del  Código  y  que  no  reconocían  más  derecho  que  el  de 
las  leyes  positivas.  Para  muchos  de  los  que  atacaban  vi- 
rulentamente a  Unger,  defender  el  procedimiento  exegético 
era  defender  su  pasado  científico.  En  particular,  aquellos 
que  habían    publicado    algunos    comentarios    más  o  menos 


(  s  )     Sumner  Maine,  ob.   cit.,  pág.   497. 

Las  primeras  Instituías  fueron  compuestas  por  Caius,  que  vivió  a  prin- 
cipios del  siglo  II,  y  estas  sirvieron  de  modelo  a  las  de  Justiniano.  Las 
de  Caius  estuvieron  perdidas  durante  largos  siglos,  hasta  que  Niebuhr  las 
descubrió  en  un   palimpsesto  el  año    I  «I  o. 


METODOLOGÍA    JURÍDICA  17 


reputados  no  podían  adherirse  a  la  nueva  escuela  sin  con- 
denar sus  propias   obras  al  menosprecio   (t). 

En  cambio,  la  nueva  tendencia  tuvo  creciente  aceptación 
de  parte  de  los  investigadores  jóvenes  que  acometían  el 
estudio  del  derecho  sin  prejuicios  de  escuela  y  que  guar- 
dando menos  miramientos  al  interés  profesional,  se  sentían 
más  tentados  a  dejar  los  caminos  trillados. 

§  4.  No  hay  más  que  un  medio  de  convertir  en  ciencia 
una  copia  cualquiera  de  conocimientos,  cual  es,  sistemati- 
zarlos desarrollándolos  lógicamente:  ni  hay  más  que  dos  mé- 
todos para  desarrollarlos  lógicamente,  cuales  son  la  inducción 
que  estudia  los  hechos  particulares  para  inferir  conclusio- 
nes generales,  y  la  deducción,  que  de  principios  generales 
establecidos  de  antemano,  infiere  conclusiones  y  aplicaciones 
particulares. 

Cuando  la  deducción  parte  de  generalizaciones  formadas 
inductivamente,  sus  conclusiones  pueden  incorporarse  en  la 
ciencia,  a  lo  menos  en  el  carácter  de  hipótesis  mientras  se 
acaba  de  comprobarlas.  Al  contrario,  cuando  parte  de 
principios  subjetivos,  sus  conclusiones  son  hipótesis  sim- 
plemente metafísicas,  sin  carácter  positivo,  que  nada  tienen 
que  ver  con  la  ciencia.  A  la  deducción  sin  base  inductiva 
se  da  con  toda    propiedad  el  nombre   de   método  subjetivo. 

Como  quiera  que  los  primeros  que  estudiaron  las  cosas 
no  fueron  propiamente  investigadores  sino  simples  filósofos 
que  daban  lucubraciones  subjetivas  a  cuenta  de  explicacio- 
nes positivas,  la  deducción  no  tuvo  durante  largos  siglos 
base  inductiva  para  desarrollar  los  conocimientos.  En  la 
inteligencia  de  que  el  espíritu  nace  enriquecido  con  ciertos 
principios  aprióricos  y  de  que  tomándolos  como  base  del 
saber  se  puede,  de  deducción  en  deducción,  construir  la 
ciencia  a  la  manera  de  una  sorites  sin  fin,  se  creía  que  la 
mayor  y  acaso  la  única  dificultad  de  la  elaboración  no  con- 
sistía sino  en  determinar  dichos   principios. 

A  este  propósito,  al  propósito  de  dar  base  a  la  deducción 


(t)     Gianturco,  II  Filangieri  de   I88I.  fascicolo  XII,  pag.   738   a  740- 
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en  cada  uno  de  los  órdenes  del  saber,  consagraron  bue- 
na parte  de  su  actividad  mental  algunos  de  los  más  insignes 
pensadores  de  la  humanidad;  y  no  otro  ha  sido  el  oficio  que 
en  la  historia  del  espíritu  humano  han  desempeñado  las 
categorías  del  entendimiento  de  Aristóteles,  los  postulados 
universales  de  los  escolásticos,  las  ideas  innatas  de  Descar- 
tes, los  principios  absolutos  de  Reid,  los  primeros  princi- 
pios de  Spencer,  etc.,  etc.  Todas  estas  hipótesis  suponen 
que  hay  en  la  constitución  del  espíritu  nociones  generales 
anteriores  a  toda  experiencia,  que  no  necesitan  ni  pueden 
demostrarse,  que  se  perciben  instintivamente  y  sin  las  cuales 
no  puede  haber  ciencia. 

A  la  verdad,  no  son  pocos  ni  poco  reputados  los  pensa- 
dores que  todavía  en  nuestro  siglo  creen  que  el  método 
deductivo  no  necesita  de  base  inductiva  para  rendir  frutos 
apreciables.  Sin  contar  entre  ellos  a  Herbert  Spencer, 
porque  después  de  sentar  esta  doctrina  en  sus  Prinioros 
Principios,  se  contradijo  a  sí  mismo  desarrollando  inducti- 
vamente su  inmensa  obra  científica,  el  hecho  es  que  perte- 
necen a  esta  escuela  casi  todos  los  que  en  nuestros  días 
cultivan  la  filosofía  abstracta.  Bástenos  citar  en  comproba- 
ción a  don  Enrique  Gil  y  Robles,  eminente  profesor  de  la 
Universidad  de  Salamanca,  hoy  finado.  En  su  sentir,  todas 
las  ciencias  fundamentales  se  forman  mediante  un  procedi- 
miento eurístico  o  de  lucubración  interna.  Para  formarlas 
no  necesita  ni  debe  el  entendimiento  recurrir  a  la  observa- 
ción de  los  hechos:  bástale  recogerse  sobre  sí  mismo  y  des- 
arrollarlas deductivamente,  y  no  se  puede  negar  que,  en 
efecto,  es  así  como  se  han  formado  la  teología,  la  ontología, 
la  metafísica,  el  derecho  natural  y  otras  especulaciones  aná- 
logas que  durante  largos  siglos  han  usurpado  el  nombre, 
el  puesto  y  la  dignidad  de  las  ciencias   ( //). 

Pero  los  metafísicos  (metafísicos  son  los  pensadores  que 
emplean  la  deducción  sin  base  inductiva )  no  han  querido 
que  las  ciencias  de  pura  imaginación  monopolizaran  el  em- 
pleo de  este  método.      Distrayendo   a  muchos  moralistas,  a 


(u)     Gil  y  Robles,  Metodología  jurídica,  páp.  13  a  16  y  38. 
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muchos  sociólogos,  a  muchos  economistas,  a  muchos  juris- 
tas, etc.,  de  la  vía  inductiva  que  espontáneamente  habrían 
acaso  seguido,  han  pretendido  sostener  que  las  ciencias 
sociales  se  reducen  a  un  materialismo  empírico  y  sin  ideales 
cuando  nacen  subordinadas  a  los  hechos,  cuando  no  se  las 
construye  sobre  la  base  de  los  principios  absolutos. 

Hutcheson  creía  que  raciocinando  sobre  la  premisa  de 
ciertos  principios  originales,  se  podía  establecer  la  teoría 
de  las  cosas  humanas  sin  recurrir  a  la  experiencia  de  lo  pa- 
sado ni  a  la  observación  de  lo  presente.  Ajuicio  de  Reid, 
todo  razonamiento  se  debe  fundar  en  alguno  de  los  princi- 
pios primeros,  y  esto  no  tiene  más  explicación  (decía)  sino 
que  a  virtud  de  la  constitución  de  nuestra  naturaleza,  no 
podemos  prescindir  de  ellos  en  nuestras  especulaciones;  y 
con  no  menor  ingenuidad,  enseñó  Hume  que  el  filósofo 
puede  explicar  el  curso  entero  de  las  cosas,  tanto  físicas 
como  morales,  con  solo  observar  los  principios  de  la  natu- 
raleza humana,  tales  cuales  los  ve  en  su  propio  espíritu    (  v). 

Respecto  de  autores  propiamente  contemporáneos,  nos 
concretaremos  a  recordar,  para  no  multiplicar  sin  objeto 
las  citas,  que  según  Thiers,  no  hay  más  medio  de  descubrir 
y  demostrar  los  derechos  del  hombre  que  observar  con-  , 
cienzudamente  la  naturaleza  humana,  y  que  según  vSpencer» 
renunciar  a  los  principios  absolutos  en  los  estudios  supe- 
riores es  entregarse  al  empirismo,  es  resignarse  a  vivir  sin 
ideales  (a'). 

Sea  que  tomen  como  base  los  principios  absolutos  o  un 
concepto  meramente  intuitivo  o  inexperimental  de  la  natu- 
raleza humana,  todos  estos  autores,  todos  los  autores  me- 
tafísicos    coinciden    en   la    propensión    a    prescindir    de    los 


(v)  Las  doctrinas  de  Hutcheson,  Reid  y  Hume  las  transcribimos  de 
Buckle,  Histoire  de  la  Civilisation  en  Angleterre,  t.  V,  pags.  159,  204 
et  219. 

Burlamaqui  enseñó  la  misma  doctrina.  Principes  du  Droit  Xaturel,. 
Partie  Premiére,  chap.  I,  §  II,  et  Partie  Seconde,  chap.  I,  §  II. 

(x)     Ahrens,  Cours  de  Droit  Xaturel.  pag-,  109. 

Thiers,  Le  Droit  de  Propriété.  liv.  I,  chap.  II,  pag.  14. 

Spencer,  Justice,  chap.  VII. 
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hechos,  buscando  la  explicación  de  las  cosas  fuera  de  las 
cosas  mismas  y  el  origen  de  las  instituciones  sociales,  nó  en 
la  sociedad,  sino  en  el  espíritu  humano. 

¿Cómo  determinan,  verbigracia,  los  orígenes  del  Estado? 
De  una  manera  muy  sencilla  y  esencialmente  deductiva.  En 
vez  de  estudiar  la  formación  del  Estado  en  sus  comienzos, 
suponen  que  del  estudio  de  la  naturaleza  humana  se  infiere 
que  la  repugna  toda  coerción  ;  que  de  consiguiente,  ha  de 
haber  habido  un  tiempo  en  que  la  sociedad  carecía  de  go- 
bierno;  que  en  aquel  estado  acrático  han  de  haber  estado 
a  la  orden  del  día  los  vejámenes,  las  violencias,  las  usurpa- 
ciones y  que  al  fin  se  han  de  haber  reunido  las  víctimas  y 
convenido  en  confiar  la  autoridad  a  uno  para  salvaguar- 
dar los  derechos  naturales  de  todos,  lín  conformidad  con 
este  método,  se  han  venido  componiendo  desde  la  Anti- 
güedad obras  como  la  Repühliea,  de  Platón, 'y  IJI  Contrtt- 
to  SociiiJ,  de  Rousseau,  que  carecen  en  absoluto  de  base 
positiva,  (jue  son  simples  lucubraciones  ideológicas  sin 
aprovechamiento  posible  y  que  siempre  traen  escondido  un 
peligro  para  el  orden  social,  cual  es,  el  de  suponer  que 
siendo  el  Estado  obra  voluntaria  del  hombre,  no  ha  de 
haber  dificultad  para  suprimirlo  mañana  como  no  la  hui)o 
ayer   para  crearlo. 

De  análoga  manera  han  preten'dido  los  metafísicos  ex- 
plicar el  origen  de  las  instituciones  fundamentales,  por  ejem- 
plo, el  de  la  propiedad.  Recurriendo  siempre  a  la  imagi- 
nación para  no  engolfirse  en  pesados  estudios  etnográfi- 
cos, han  supuesto  que  el  hombre  no  puede  vivir  sino  de 
su  trabajo  y  que  para  trabajar  necesita  indispensablemente 
apropiarse  una  porción  de  suelo.  Luego,  concluyen,  la 
aj)ropiación  es  un  hecho  necesario  y  providencial,  un  he- 
cho esencial  a  la  vida,  v  el  mismo  car;ícter  ha  de  tener 
también  la  propiedad  misma,  que  no  es  más  cjue  la  apro- 
piación  convertida  en   derecho  por  el  trabajo  (  i). 


(y)     Portalis,    /v.s/)o.sé  des   iiK^tH's  ilr  In   loi   relativo  fi   ¡a    l'inprir- 
té,  pag.   25   del   vol.  IV,  du   Cade  dvil  drs  Fraiu;ais. 
Ahrens,  ('ouis  de  Droit   Xntiirel,  pag.  296. 
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Sería  de  todo  punto  inoficioso  multiplicar  los  casos  de 
aplicación  del  mismo  método.  Al  presente  está  él  pros- 
crito de  todas  las  ciencias  inferiores,  y  fuera  de  los  auto- 
res metafisicos  y  anticientíficos,  ninguno  lo  emplea  en  las 
ciencias  sociales.  ;Cuál  es  la  causa  de  esta  proscripción? 
No  otra  que  su  absoluta  ineficacia,  comprobada  por  una 
experiencia  secular  (  z  ).  Durante  25  siglos  lo  han  emplea- 
do en  sus  lucubraciones  los  más  altos  ingenios  de  la  hu- 
manidad sin  haber  conseguido  aumentar  ni  con  un  ápice 
de  saber  el  caudal  de  los  conocimientos  humanos.  Su 
obra  más  preciada,  la  metafísica,  se  reduce  en  sustancia  a 
un  tejido  de  hipótesis  y  suposiciones  incorroborables  que 
dieron  pretexto  para  proclamar  la  impotencia  del  espíritu 
humano  para  descubrir  la  verdad,  y  es  toda  entera  tan 
discutible  que  en  vez  de  servir,  como  toda  doctrina  ver- 
dadera, de  vínculo  de  unión  mental  entre  los  hombres, 
jamás  se  encontraron  dos  metafisicos  que  se  entendieran 
entre  sí,  y  al  contrario,  no  ha  sido  raro  en  la  historia  de  la 
filosofía  que  los  discípulos  de  cada  escuela  se  hayan  dis- 
persado por  todos  los  vientos  sosteniendo  doctrinas  diver- 
gentes. 

§  5.  Si  el  método  subjetivo  no  ha  dado  frutos  apre- 
ciables  en  las  ciencias  filosóficas,  no  se  ve  por  qué  habría 
de  darlos  en  las  jurídicas. 

Desde  Platón  hasta  nuestros  días,  se  han  hecho  innume- 
rables tentativas  para  fundar  las  ciencias  del   Estado,  de  la 


( z )     Korkownow,    Théorie  líénérale  du  Droit.  pag.  4. 

Bunge  cree  que  ni  la  escuela  experimental,  que  emplea  el  método  in- 
ductivo, ni  la  escuela  especulativa,  que  emplea  el  método  subjetivo,  pue- 
den pretender  el  monopolio  de  la  verdad  y  que  es  dable  llegar  a  ella  por 
uno  u  otro  camino.  Bunge.  Le  Droit  c'est  la  Forcé,  liv.  I,  chap.  I,  pag.  13. 
En  su  apoyo  podría  citar  este  reputado  profesor  algunos  casos  en  que 
realmente  ciertos  autores  metafisicos  han  como  adivinado  algunas  ver- 
dades de  la  ciencia.  Pero  por  otro  lado,  se  puede  observar  que  esta 
adivinación  se  ha  fundado  siempre  en  una  experiencia  más  o  menos  in- 
consciente y  que  dichas  verdades  no  han  adquirido  carácter  de  científi- 
cas ni  han  pasado  de  meras  conjeturas  hasta  que  la  inducción  las  ha 
comprobado. 
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moral,  del  derecho,  etc.,  sobre  la  base  de  tales  o  cuales 
principios  absolutos;  y  sin  escepción  alg^una,  todas  han  su- 
cesivamente fracasado  porque  las  doctrinas  que  se  forman 
con  prescindencia  de  la  realidad,  como  las  metafísicas,  son 
por  naturaleza  inaplicables.  Es  particularmente  el  caso  de 
la  más  famosa  teoría  político-jurídica  inventada  por  el  sub- 
jetivismo, cual  es,  la  del  dcrfclio  nutura]. 

Así  como  en  el  orden  de  los  conocimientos  generales  la 
deducción  subjetiva  ha  creado  la  metafísica,  así  en  el  orden 
político-jurídico  el  mismo  método  ha  creado  la  hipótesis 
del  derecho  natural. 

Atribuyese  generalmente  a  los  griegos  y  sobre  todo  a  los 
romanos  el  haber  sembrado  con  e\  Jure  nnfunilf'  y  el  Jure 
gcnduin  los  primeros  gérmenes  de  esta  hipótesis;  pero  aun- 
que el  hecho  sea  efectivo,  debemos  advertir  que  en  la  An 
tigüedad  y  en  la  Edad  Moderna,  se  conocieron  con  los  nom- 
bres de  derecho  imturnl  y  de  derecho  de  gentes,  hipótesis 
que  en  el  fondo  son  muy  diferentes. 

En  Grecia,  el  concepto  de  derecho  natural  se  confunde 
de  manera  que  sorprende^  con  el  de  derecho  ideal.  Como 
quiera  que  normalmente  el  sentimiento  jurídico  se  anticipa 
a  la  reforma  de  las  leyes,  la  caducidad  de  las  instituciones 
genera  en  todos  los  pueblos  ideales  nuevos  que  se  hacen 
servir  de  piedra  de  toque  para  juzgarlas.  Cuando  ellas 
envejecieron  en  Atenas,  no  se  atribuyó  el  envejecimiento 
a  los  cambios  sociales  sino  a  que  originariamente  no  se  las 
había  dictado  en  conformidad  con  las  necesidades  de  la 
naturaleza  humana.  Sin  que  se  pensara  en  formar  una  doc- 
trina, se  llamó  derecho  natural  al  conjunto  de  normas  ju- 
rídicas que  se  suponían  conformes  con  la  naturaleza  humana 
y  que  inijjlícitamente  se  pro[)onían  como  modelos  para  re- 
formar el  orden   establecido. 

Cosa  muy  diferente  fué  la  (jue  los  romanos  conocieron 
con  el  nombre  de  derecho  do  goutcs,  a  lo  menos  antes  de 
Cicerón.  A  virtud  de  su  {)rivilegiada  ubicación,  Roma  fué 
desde  los  primeros  tiempos  emporio  de  activo  comercio 
que  atrajo  a  los  mercaderes  de  toda  la  Italia;  y  cuando 
empezaron   las  contiendas    judiciales,  se    encontró  con  que 
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no  podía  ni  aplicarles  la  ley  romana  porque  eran  extranje- 
ros, ni  negarles  justicia  porque  se  exponía  a  perder  gran 
parte  de  su  población  y  de  sus  riquezas.  Para  salvar  esta 
doble  dificultad,  recurrió  el  pretor  al  expediente  de  fallar 
las  contiendas  entre  extranjeros  o  entre  extranjeros  y  ro- 
manos en  conformidad  con  las  reglas  jurídicas  comunes  de 
Roma  y  de  los  demás  pueblos.  En  sustancia,  observa  Sum- 
ner  Maine,  el  Jus  gentium  no  es  más  que  la  suma  de.  las 
reglas,  ora  escritas,  ora  consuetudinarias  que  regían  en  todos 
los  pueblos  italianos,  que  eran  las  únicas  naciones  que  por 
entonces  estaban  al  alcance  de  la  observación  de  los  ro- 
manos y  las  únicas  que  enviaban  inmigrantes  al  territorio 
de  Roma  (a  a). 

De  estas  dos  someras  exposiciones,  se  infiere  que  entre 
el  derecho  natural  de  los  griegos  y  el  derecho  de  gentes  de 
los  romanos  había  tres  diferencias  capitales:  P  el  derecho 
natural  no  se  aplicaba,  el  de  gentes  era  parte  integrante 
del  derecho  positivo  de  Roma;  2""  a  pesar  de  no  aplicarse 
el  derecho  natural,  se  sostenía  en  principio  que  debía  pre- 
valecer contra  el  derecho  positivo;  el  derecho  de  gentes 
no  se  aplicó  en  Roma  sino  en  subsidio  del  derecho  roma- 
no; y  3^  el  derecho  natural  fué  .una  simple  hipótesis;  el  de 
gentes,   un   hecho. 

Cuando  la  filosofía  jurídica  de  los  griegos  llegó  a  ori- 
llas del  Tíber,  los  filósofos  y  los  jurisconsultos  romanos 
notaron  estas  diferencias,  como  lo  prueba  el  hecho  de  que 
Cicerón  distinguiese  el  Jus  civile,  el  Jas  naturale  y  el  jus 
gentium.  Solo  dos  siglos  más  tarde,  presumiblemente  solo 
cuando  Roma  se  asimiló  el  derecho  común  de  todos  los 
pueblos  para  establecer  su  legislación  universal,  se  atribuyó 
con  Caius  a  la  expresión  jus  gentium  el  significado  de  jus 
naturale,  si  bien  Ulpiano  mantenía  todavía  la  distinción 
primitiva  entre  ambas  (a  h). 


(a  a)     Sumner  Maine,  U Anden  Droit.   chap.  III,   pag.  48. 
Miraglia,  Filosofía  del  Derecho,  t.  I,  lib.  II,  cap.  II. 

(a¿)     Se  dice    de  Cicerón,  educado  en   Atenas,  haber    sido  el  primero 
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En  la  Edad  Media  y  sobre  todo,  en  la  Moderna,  se  re- 
novó el  empleo  de  ambas  expresiones,  pero  alterándose 
sustancialmente  el  sentido  de  una  y  otra.  FA  Jus  f^entium, 
que  en  los  tiempos  de  la  República  romana  fué  el  cuerpo 
de  reglas  civiles  comunes  de  los  pueblos  italianos,  pasó  a 
ser  rama  del  derecho  público  bajo  el  nombre  de  derecho 
internücional  y  quedó  compuesto  de  aquellas  normas  jurí- 
dicas, ora  escritas,  ora  consuetudinarias,  que  rigen  las  rela- 
ciones de  los  pueblos  soberanos. 

Hecha  esta  diversificacion,  se  reservó  el  nombre  de  dere- 
cho natural  para  un  cuerpo  imaginario  de  principios  abso- 
lutos, iguales  para  todos  los  pueblos,  invariables  a  través 
de  los  tiempos,  principios  que  emanan  de  la  naturaleza 
íntima  del  hombre,  que  rigen  independientemente  de  las  con- 
diciones sociales  y  no  son  modificados  por  los  cambios  de 
las  costumbres,  de  las  creencias  ni  del  modo  de  ser  de  los 
Estados.  El  Estado  mismo  es,  en  lo  fundamental,  como  si 
dijéramos,  un  cuerpo  geométrico  de  contextura  inmodifica- 
ble,  al  cual  deben  amoldarse  quieran  que  no  quieran  las 
sociedades.  En  una  palabra,  para  los  metafísicos,  el  dere- 
cho natural  es  el  molde  eterno  y  universal  de  todas  las 
organizaciones  poh'ticas  y  jurídicas  habidas  y  por  haber  y 
aquéllas  que  en  él  no  quepan  deben  ser  condenadas  a  velas 
apagadas  (a  c). 


que  entre  los  romanos  habló  del   jiiris  nafarale.     Krüegfer,  H¡stoi¡-c  des 
iS'ou/'ces  du  Droit  Romain,  pág.  53. 

Gumplowicz,  Derecho  Político  Filosófico,  cap.  IV,  pág.  91. 

Caius  vivió  a  principios  del  siglo  II,  y  Ulpiano  murió  asesinado  el  año  228. 

Instituías,  lib.  I,  tit.  II. 

(a  c)     Courcelle  Seneuil,  Los  Principios  del  IttTccho.  lib.  III.  cap.  I.  *5  3. 

Korkownow,   Throric  <íénéraU'  du  Droit.  liv.  I,  chap  HI. 

Gumplowicz,  Derecho  Político  Filosófico,  pág.  91. 

Ahrens,  Cours  de  Droit  Nattirel.  pag.  184  et  434. 

Burlamaqui,  Principes  du  Droit  Sature!,  partie  seconde.  chap.  V_ 
§  VIII  a  XI. 

Stahl  dice  que  «■  Hugo  Grotius  es  el  creador  del  sistema  de  filosofía  del 
derecho   que  se    designa  con  el   nombre    de    derecho  natural  y  que  du- 
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En  la  historia  del  desarrollo  político-jurídico,  es  ésta 
una  de  las  hipótesis  que  mayores  servicios  han  prestado 
a  los  pueblos.  Sistematizada  en  la  Edad  Moderna,  cuan- 
do por  una  parte,  había  empezado  la  emancipación  de  la 
razón  humana  y  cuando  por  otra,  no  tenían  el  Estado  y 
las  instituciones  más  fundamento  jurídico  que  un  origen  di- 
vino ya  muy  discutible,  trajo  consigo  el  inmediato  derrum- 
be de  estas  doctrinas  teológicas,  bajo  de  las  cuales  se 
amparaba  el  despotismo;  y  difundiendo  el  principio  revo- 
lucionario de  la  soberanía  popular,  justificó  en  teoría  el 
alzamiento  contra  un  orden  que  parecía  ser  eterno  y  que 
mantenía  aherrojados  la  libertad  y   el  espíritu. 

Fuera  de  estos  dos  servicios,  el  de  dar  fundamento  pro- 
visorio al  Estado  cuando  las  doctrinas  teológicas  se  derrum- 
baban por  su  propio  peso,  y  el  de  justificar  la  revolución 
contra  autocracias  indignas  y  corrompidas  que  pretendían 
perpetuarse  después  de  haber  cumplido  su  misión  históri- 
ca, la  hipótesis  del  derecho  natural  no  es  una  doctrina 
social  que  se  pueda  utilizar  como  se  puede  utilizar  toda 
doctrina   científica;    es    una   doctrina   metafísica   de    la    cual 


rante  un  siglo  hizo  autoridad  y  se  le  tuvo  por  el  único  posible  y  legítimo». 
Stahl.  Histoire  de  la  Philosophie  du  Droit,  pag.  147  et  155. 

A  la  verdad,  no  acierto  a  explicarme  en  qué  sentido  pudo  Stahl  atri- 
buir a  Grotius  la  invención  de  tal  sistema,  puesto  que  los  teólogos  cató- 
licos trataron  del  derecho  natural  a  lo  menos  desde  la  segunda  mitad  de 
la  Edad  Media.  Bástenos  citar  a  Santo  Tomás  de  Aquino.  Soinme  Tbeo- 
logique.  t.  VI,  seconde  partie,  premiére  section,  questions  91,  94,  95, 
96,  etc.,  etc. 

Por  de  contado,  entre  la  doctrina  de  Santo  Tomás  y  la  de  Grotius  hay 
diferencias  de  fondo,  y  entre  ellas  la  siguiente:  para  Santo  Tomás,  el  de- 
recho natural  emana  de  la  ley  divina;  para  Grotius,  el  derecho  natural 
emana  de  la  naturaleza  humana,  por  manera  que  no  dejaría  de  ser  lo  que 
es  aun  cuando  Dios  no  existiera.  Por  otra  parte,  la  exposición  de  Grotius 
es  más  sistemática  porque  se  hace  en  una  obra  destinada  exclusivamente 
al  derecho  natural.  Pero  estas  diferencias  no  justifican  el  que  se  diga 
haber  sido  Grotius  el  fundador  del  sistema  o  de  la  ciencia  del  derecho 
natural. 

Grotius,  Le  Droit  de  la  Guerre  et  de  la  Paix,  Discours  Préliminaíre, 
§  XI,  et  liv.  I,  chap.  I,  §  X,  5. 
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nunca  se  pudo  tener  la  menor  cuenta  en  la  organización 
político-jurídica  de  los   pueblos. 

Desde  los  primeros  siglos  históricos  de  la  Grecia  hasta 
nuestros  días,  siempre  que  se  ha  intentado  fundar  la  or- 
ganización político-jurídico  de  algún  Estado  en  principios 
absolutos  las  tentativas  han  fracasado  porque  aun  cuando 
teóricamente  se  los  supone  aplicables  en  todos  los  tiem- 
pos y  en  todos  los  pueblos,  de  hecho  o  no  son  suscepti- 
bles de  aplicación  práctica  o  solo  rigen  mientras  no  se 
modifica  el  estado  social.  Las  constrtuciones  más  famosas 
y  las  más  duraderas  legislaciones  han  sido  aquellas  que  con 
prescindencia  de  los  principios  absolutos  y  de  los  derechos 
abstractos  del  hombre,  se  han  concretado  a  establecer 
instituciones  y  normas  jurídicas  que  daban  satisfacción  a 
positivas  necesidades  de  los  pueblos. 

El  estudio  detenido  de  esta 'hipótesis  hace  ver  que  esen- 
cialmente el  llamado  derecho  natural  se  compone:  1"  de 
aquellas  instituciones,  derechos  y  normas  jurídicas  que  por 
hallarse  establecidos  en  todos  los  pueblos  civilizados  des- 
de la  más  remota  Antigüedad,  se  suponen  necesarios,  ino- 
misibles  y  eternos;  2°  de  algunos  principios  y  derechos, 
verbigracia,  el  de  la  libertad  personal,  el  de  la  libertad 
de  conciencia,  el  de  la  igualdad,  etc.,  que  no  estando  to- 
davía establecidos  en  algunos  pueblos,  se  estiman  por  el 
sentimiento  jurídico  dominante  indispensables  a  la  conse- 
cución de  los  fines  de  la  naturaleza  humana;  que  en  el 
fondo  no  son  sino  aspiraciones  más  o  menos  generosas  y 
más  o  menos  realizables,  y  que  si  ¡jueden  servir  de  idea- 
les para  la  acción  política  en  lo  futuro,  no  pueden  servir 
de  piedra  de  toque  para  condenar  lo  pasado,  cuando  ellos 
ni  estaban  formulados  ni  habrían  contado  con  el  asenti- 
miento general  (  n  cli  ).  Como  cjuiera  (]ue  en  la  prolongada 
vida  de  los  pueblos  no  hay  m.is  instituciones  y  normas  jurí- 
dicas necesarias  (|ue  las  requeridas  por  cada  estado  social, 
debemos   concluir  (jue    históricamente    todos  los    principios 


(ach)     Miraglia,   ¡'ilosofin  dt'l  ¡tci-fclio.  t.  I,  lil).   II,  cap.  I. 
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absolutos  del  derecho  natural  tienen  carácter  esencialmen- 
te relativo.  Su  ineficacia  proviene  de  que  falto  del  ele- 
mento de  ponderación  constituido  por  los  hechos,  los  me- 
tafísicos  llegan  rápidamente  a  conclusiones  prematuras  y 
aventuradas  que  carecen  de  practicabilidad. 

Los  primeros  que  notaron  la  insuficiencia  del  derecho 
natural  fueron :  Hugo  (1768-1844),  Savigny  (1779-1860)  y 
Fuchta  (1798-1846),  jurisconsultos  alemanes  que,  por  el 
hecho  de  pertenecer  a  la  escuela  histórica,  estaban  espe- 
cialmente preparados  para  conocer  las  causas  y  los  oríge- 
nes verdaderos  del  derecho  positivo  y  de  las  instituciones. 
Saliendo  al  frente  de  los  sostenedores  del  derecho  natu- 
ral, la  nueva  escuela  demostró  (dice  Korkounow)  que  el 
derecho  entero  no  es  más  que  un  producto  histórico  de 
la  vida  de  los  pueblos,  sujeto  a  una  evolución  regular,  y 
que  ni  es  creado  por  la  voluntad  de  los  legisladores  ni 
constituye  un  código  de  principios  eternos,  absolutos  e  in- 
variables (ad).  En  contra  de  una  doctrina  que  supone 
la  invariabilidad,  podemos  decir  con  Lambert  que  el  legis- 
lador se  expone  a  chocar  con  los  hechos  cuando  pretende 
inmovilizar  las  normas  jurídicas  porque  es  tan  impotente 
para  detener  o  suspender  el  desarrollo  del  derecho  como 
para  fijarle  el   rumbo  que  ha  de  seguir  en   lo   futuro   (  a  e  ). 

En  el  fondo  hay  una  irreductible  incompatibilidad  entre 
el  derecho   natural  y  las  investigaciones  sociales. 

Habiéndose  inventado  la  hipótesis  del  derecho  natural 
para  explicar  la  existencia  de  ciertas  instituciones  cuando 
no  se  conocía  el  método  de  las  investigaciones  sociales 
que  al  presente  sirve  a  la  ciencia  para  determinar  sus  orí- 
genes, no  abarca  en  realidad  más  que  una  parte  de  la  vida 
jurídica  que  se  desarrolló  en  tiempos  prehistóricos  y  deja 
sin  explicación  ramas  enteras  del  derecho  que  se  han  des- 
arrollado dentro  de  la  historia  y  a  nuestra  propia   vista. 


{ad)     Korkounow,   Théovie  genérale  du  Droit.  pag.  31  et  131. 
Grotius.  Le  Droit  de  la  Guerre  et  de  la  Paix.  Hv.  I,  chap.  I,  §  X,  5- 

(ae)     Lambert,  La  Fonction  du  Droit  Civil  Comparé,  pag.  35. 
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Sumner  Maine  observa  que  los  mejores  economistas  han 
rehusado  expresamente  estudiar  los  orígenes  sociales  de  la 
propiedad,  y  concretándose  a  celebrar  sus  beneficios,  la 
han  atribuido,  para  disfrazar  su  it^norancia,  al  estado  de  na- 
turaleza (iit).  La  misma  observación  podemos  hacer  res- 
pecto de  la  explicación  metafísica  de  las  demás  institu- 
ciones. 

Si  los  metafísicos  han  sentado  que  la  propiedad,  que  la 
familia,  que  el  Estado,  etc.,  son  de  derecho  natural,  es 
porque  viniendo  estas  instituciones  de  los  tiempos  pre- 
históricos, no  conocían  ellos  ni  las  causas  ni  el  modo  de 
su  formación  originaria  ni  la  intervención  cjue  en  ella  tu- 
viera el  hombre.  Y  a  la  inversa,  nadie  dice  que  sean  de 
derecho  natural  la  estadística,  las  aduanas,  el  Consejo  de 
Estado,  el  Congreso  Nacional,  etc.,  porque  habiendo  naci- 
do estas  instituciones  dentro  de  los  tiempos  históricos,  sa- 
bemos que  son  obras  del  esfuerzo   humano. 

Como  quiera  que  la  mavor  parte  de  la  vida  jurídica  de 
los  pueblos  civilizados  se  ha  desarrollado  en  los  tiempos 
históricos,  es  fuerza  recurrir  a  otro  método  para  estudiarla 
y  explicarla. 

En  realidad,  la  hipótesis  del  derecho  natural  está  vir- 
tualmente  abandonada  como  lo  prueba  el  hecho  de  que 
en  los  estudios  jurídicos  no  se  tiene  la  menor  cuenta  de 
ella  cuando  se  (|uiere  darles  carácter  científico.  Pero  con 
esta  eliminación  no  se  ha  conseguido  abrogar  completa- 
mente el  empleo  del  método  subjetivo  en  los  estudios  del 
orden  social.  Hasta  nuestros  días  quedan  todavía  econo- 
mistas, juristas,  publicistas,  etc.,  que  sobre  la  base  de  prin- 
cipios esencialinente  relativos,  esto  es,  subordinados  a  los 
hechos,  como  el  libre  cambio,  como  la  libertad,  como  el 
indiviilualismo,  han  pretendido  desarrollar  eurísticameiite 
las  ciencias  sociales  con  virtiéndolos  en  principios  absolu- 
tos,  inmodificables  y  eternos   l/iif). 

(  H  f )     SumniT  Maine,    Htn(h'>   sur  l'liistnirr  ihi   ¡>rnit.   ¡laj;.  290. 
{  n  }s)      •<  Nous  devons  qnant   a   présent  (  dit  Siuart   Mili)  laisscr  de  cúié 
la  classe   nombreuse  de  raisonneurs  cjui  ont  irailc  les  faits  snciaux  d'aprí-s 
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En  conformidad  con  esta  tendencia,  tendencia  que  sin 
duda  nació  bajo  el  influjo  de  ios  hábitos  intelectuales  que 
se  formaron  en  los  estudios  de  derecho  natural,  Whateley 
pretendía  que  la  economía  política  se  funda  en  un  corto 
número  de  hechos  simples,  universales,  observables  para 
la  experiencia  vulgar;  que  de  estos  hechos  se  infieren  al- 
gunos principios  generales ;  que  esta  ciencia  es  un  mero 
encadenamiento  de  deducciones;  que  por  consiguiente,  se 
la  debe  incluir  antes  que  entre  las  ciencias  físicas  o  de  ob- 
servación, entre  las  ciencias  lógicas  o  de  razonamiento ;  y 
que  es  trabajo  perdido  y  aun  perjudicial  el  recoger  muchos 
hechos  para  desarrollarla,  porque  lejos  de  llevar  al  fin  que 
se  busca,  ellos  confunden  el  espíritu  y  lo  estravían  inducién- 
dole en  falsas  teorías.  Opiniones  análogas  sostenía  Rossí, 
el  cual  se  complacía  en  comparar  la  economía  política  a 
la  ciencia  matemática,  que  sienta  sus  teoremas  absolutos  y 
hace  sus  demostraciones  sin  preocuparse  de  los  frotamien- 
tos, de  los  choques,  de  las  resistencias  que  puedan  modi- 
ficar la  a))licación  mecánica  del  cálculo  y  de  las  fórmulas 
abstractas  (  h  b ). 

Merced  a  método  tan  absurdo,  la  economía  política  cre- 
ció inflada  de  doctrinas  de  pura  imaginación,  que  han  re- 
sultado absolutamente  inaplicables  cuando  se  ha  querido 
resolver,  por  ejemplo,  los  problemas  suscitados  por  el  so- 
cialismo  contemporáneo. 


les  méthodes  géométriques,  sans  admettre  aucune  modification  d'une  loi 
par  une  autre...  J'entends  parler  de  ceux  qui  déduisent  leurs  conclu- 
sions  politiques,  non  des  lois  naturelles,  non  des  successions  de  phéno- 
ménes,  réelles  ou  imaginaires,  mais  de  máximes  pratiques  inflexibles. 
Tels  sont,  par  exemple,  tous  ceux  qui  fondent  leur  théorie  politique  sur 
ce  qu'on  appelle  le  droit  abstrait,  c'est-á-dire,  sur  de  máximes  universe- 
lles..  .     Tels  sont  encoré  ceux  qui  supposent  un   contrat  social  ». 

Stuart  Mili,  Systéme  de  Logique.  t.  II,  liv.  VI,  chap.  VIH,  §  2.  pag. 
480. 

(  a  h)  Simiand  observa  que  la  economía  política  clásica  sienta  en  sus 
principios  una  o  más  proposiciones  que  supone  aceptadas  de  antemano 
sobre  la  psicología  del  hombre  económico,  y  sobre  ellas  pretende  levan- 
tar todo  el  edificio.     Por  ejemplo  ésta:    En  el  orden  económico  el  móvil 
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Nada  prueba  mejor  la  ineficacia  del  método  subjetivo  que 
un  hecho  no  raro  en  la  historia  del  espíritu  humano,  cual  es, 
que  cada  y  cuando  se  ha  estudiado  un  mismo  problema  por 
la  vía  deductiva  sin  base  científica  y  por  la  vía  inductiva,  se 
ha  Iletrado  a  dos  o  más  soluciones  diferentes,  de  las  cuales 
ha  predominado  la  que  se  ha  inferido  de  los  hechos.  Para 
no  estendernos  sobre  manera,  recordemos  solo  un  caso.  Dos 
de  los  más  insignes  pensadores  de  la  humanidad,  Rousseau  y 
Spencer,  estudiaron  respectivamente  en  el  siglo  K\'II1  y  en 
el  XIX  el  problema  de  los  orígenes  de  la  desigualdad.  Para 
buscar  la  solución,  Rousseau  hizo  un  viaje  de  París  a  Saint 
Germain  y  en  los  7  u  8  días  de  su  permanencia  en  este 
lugar,  perdido  en  las  selvas,  en  la  soledad  y  el  silencio,  sin 
un  libro  que  le  diese  datos  positivos,  se  puso  a  pensar  cu.íl 
debió  ser  la  historia  de  los  tiempos  primitivos;  en  sus  medi- 
taciones, concluyó  por  desdeñar  las  viles  mentiras  de  las  so- 
ciedades civilizadas,  v  comparando  el  hombre  del  hombre  con 
el  hombre  de  hi  naturaleza,  llegó  a  descubrir  (jue  la  verda- 
dera causa  de  su  miseria  está  en  lo  que  se  cree  ser  su  per- 
feccionamiento (ni).  La  conclusión  de  Rousseau  es,  como 
se  sabe,  que  siendo  iguales  por  naturaleza  todos  los  hombres, 
la  desigualdad  no  puede  haber  nacido  sino  de  arreglos  so- 
ciales impuestos  por  la  usurpación,  la  fuerza  v  el  despotismo. 

De  manera  muy  diferente  procedió  Spencer.  Dado  tjue  las 
clases  sociales  vienen  de  los  tiempos  prehistóricos,  él  pensó 
sin  duda  que  corresponde  a  la  etnografía,  a  la  etnografía  que 
estudia  principalmente  la  vida  de  los  pueblos  más  atrasados, 
darnos  a  conocer  los  primeros  gérmenes  y  las  causas  origi- 
narias de  la  desigualdad.   Para  arrancar  esta   respuesta  a  di- 


ordinario de  las  acciones  humanas  es  el  interés.  Convertidas  estas  pro- 
posiciones vn  postulado,  de  ellas  se  saca  toda  la  ciencia  por  medio  de 
la   deducción. 

Simiand.  Ln  Mrthnili'  positivo  t'ii  scicnco  éconoiniíiuc.  pa^:.  10  et  II. 

Stuart   Mili.  Systrme  <ir  Loirique.  t.   II,  liv.   VI.  chap.   VIII,  «í  2. 

Minghetii,  U Econoiuic  Pnbüquc.  la  Moralc  et  !<•  I>rnit.  liv.  V,  pag. 
440. 

(ai)     Rousseau,  Lrs  (^níípssinns.  liv.  VIII,  pag.  365. 
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cha  ciencia,  acopió,  ordenó  y  clasifico  cuantos  datos  encon- 
tró en  las  obras  más  fidedignas  de  innumerables  viajeros  y 
misioneros.  Su  Sociología  descriptiva  no  es  sino  una  expo- 
sición sistemática  de  la  enorme  copia  de  observaciones  que 
recogió  antes  de  generalizar;  y  en  el  curso  de  sus  Principios 
de  Sociología,  demostró  que  la  desigualdad  no  es  impuesta 
originariamente  por  obra  de  la  fuerza,  sino  por  obra  de  las 
circunstancias  sociales. 

La  divergencia  de  ambas  conclusiones  no  es  indiferente  a 
la  vida  política  de  los  pueblos,  porque  si  la  desigualdad  trae 
su  origen  de  un  abuso  de  la  fuerza,  no  se  podría  condenarla 
revolución  que  se  alzara  contra  los  usurpadores  con  el  pro- 
pósito de  restablecer  el  imperio  del  derecho  primitivo ;  y  si  al 
contrario,  es  obra  de  las  circunstancias  sociales,  no  se  po- 
drían justificar  las  medidas  violentas,  y  para  establecer  el  ré- 
gimen de  la  igualdad,  no  habría  más  medio  legítimo  que  el 
de  modificar  el  estado  social  que  dio  vida  a  las  clases. 

§  6.  Si  la  deducción  no  puede  prescindir  de  la  base  in- 
ductiva, esta  subordinación  ineludible  deja  comprender  por 
sí  sola  que  en  los  comienzos  de  la  ciencia  el  papel  principal 
corresponde  a  la  inducción.  Estudiemos  las  condiciones  que 
garantizan  el  buen  suceso  en  el  empleo  de  este  método. 

Según  lo  hemos  observado  más  arriba,  el  empleo  del  mé- 
todo inductivo  requiere  un  acopio  previo  de  hechos.  Sea 
una  u  otra  la  naturaleza  de  los  fenómenos  que  hay  que 
estudiar,  este  requisito  tiene  el  carácter  de  inomisible. 

Mas,  en  las  ciencias  sociales  y  por  consiguiente,  en  las  po- 
líticas, la  observación  individual  y  directa  nunca  basta  a  la 
inducción  positiva  porque  los  hechos  se  presentan  a  cada 
persona  en  forma  tan  fragmentaria  que  no  se  podría  hacerlos 
servir  de  base  a  la  generalización  sin  peligro  de  graves  erro- 
res (aj).  Ora  queramos  determinar  los  orígenes  y  funciona- 
miento de  una  institución,  o  la  existencia  de  una  práctica,  de 
un  uso  o  de  una  costumbre,  o  la  naturaleza  de  tales  o  cuales 
relaciones  jurídicas,  etc.;  en  todo  caso  necesitamos  de  la  ob- 


(aj)     Korkownow,   Théorie  genérale  clu  Droit.  pag.  4  et  7. 
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servación  multipersonal  para  formar  la  base  positiva  con  los 
datos  parciales  que  cada  observador  recoja  o  surñinistre.  Sin 
desechar,  pues,  los  de  la  observación  individual,  porque  la 
ciencia  aprovecha  todos,  absolutamente  todos  los  que  se  le 
ofrecen,  debemos  tener  presente  que  ellos  solo  sirven  para 
completar  los  que  se  obtengan  por  otros  medios. 

Tres  son  las  fuentes  principales  donde  la  inducción  puede 
estudiar  los  hechos  jurídicos  para  inferir  las  leyes  que  rigen 
el  desenvolvimiento  del  derecho  y  de  las  instituciones,  a  sa- 
ber:  la  historia,  la  etnografía  y  la  estadística  (ak). 

De  las  tres  fuentes  principales,  la  estadística,  instituida 
casi  en  nuestros  días,  solo  nos  suministra  hechos  relativos  a 
la  vida  contemporánea  de  las  sociedades  más  civilizadas.  La 
historia  abarca,  sin  duda,  un  tiempo  mucho  más  largo,  puesto 
que  sus  relatos  empiezan  algunos  siglos  antes  de  la  Era  cris- 
tiana. Mas,  como  las  instituciones  fundamentales  han  alcan- 
zado en  todas  partes  un  grado  más  o  menos  alto  de  desen- 
volvimiento cuando  la  historia  empieza  sus  relatos,  tampoco 
podemos  estudiar  en  ella  todo  su  desarrollo  porque  no  da 
cuenta  de  sus  orígenes.  De  aquí  viene  la  necesidad  de  recu- 
rrir a  la  etnografía  para  estudiar  la  manera  como  nacen  y  em- 
piezan a  vivir  la  propiedad,  la  familia,  el  Estado,  etc. 

Por  más  predominante  que  sea  el  papel  de  la  inducción 
en  los  comienzos  de  las  ciencias,  este  predominio  no  la  auto- 
riza para  prescindir  de  la  deducción  y  proceder  por  sí  sola. 
Ninguno  de  los  dos  métodos  puede  proceder  por  sí  solo 
sino  provisoriamente.  Ambos  deben  auxiliarse  recíproca- 
mente  (fí/). 


(a7v)  Miraglia  no  encuentra  más  que  dos  fuentes,  la  inducción  histó- 
rica y  la  inducción  matemática  o  estadística;  pero  en  la  inducción  histórica 
comprende  acaso  la  etnográfica.  Miraglia,  Filosofía  del  Derecho,  t.  I, 
lib.  I,  cap.   II,  pág.    123   y    131. 

Jellinek  no  cuenta  más  que  una  sola  fuente,  la  historia,  L'État  Moderne 
et  son  Droif.  t.  I,  chap.  II,  tit.  V. 

Westermarck,   (iriixinr  du  Maria<>('.  pag.  I. 

(al)     Bluntschli,    TJiéoric  -genérale  da  l'Etat.    Introduction.  pag.  II. 
Stuart  Mili,  Systénie  de  Logique,  t.  I,  liv.  III,  chap.  XI,  §  I. 
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En  la  filosofía  se  llama  empirismo  al  sistema  de  conoci- 
mientos que  se  forma  mediante  la  práctica  de  generalizar  por 
la  vía  inductiva  y  no  comprobar  por  la  deductiva.  El  empi- 
rismo es,  de  consiguiente,  un  sistema  de  inferencias,  o  sea  de 
inducciones  precipitadas  y  no  comprobadas  (hII). 

En  la  vida  ordinaria,  él  es  de  muy  frecuente  aplicación.  Los 
proverbios,  los  adagios,  los  refranes  y  máximas  populares, 
hechos  en  vista  de  una  experiencia  limitada,  a  veces  luga- 
reña, son  generalizaciones  empíricas  que  para  fijar  el  rumbo 
de  la  humana  conducta,  suplen  al  conocimiento  de  las  leyes 
morales  y  sociales. 

En  la  política,  predomina  particularmente  el  empirismo 
cuando  sobrevienen  crisis  mentales  porque  no  habiendo  du- 
rante ellas  una  filosofía  común  que  inspire  a  los  gobernantes 
y  legisladores,  estos  tienen  que  vivir  al  día,  que  concretarse 
a  reformas  de  detalle,  que  limitar  mucho  sus  horizontes. 

Casi  todas  las  ciencias  han  pasado  por  un  estado  previo 
de  empirismo:  la  alquimia  es  el  estado  empírico  de  la 
química;  las  investigaciones  de  la  panacea  universal  y  los 
aforismos  de  Hipócrates  constituyen  el  estado  empírico 
de  la  biología;  empíricos  son  los  principios  del  arte  política 
sentados  por  Maquiavelo;  y  mero  empirismo  es  la  economía 
política  clásica. 

Cuando  se  enseña  que  las  violencias  provocan  las  revolu- 
ciones, y  las  revoluciones  la  reacción,  se  generaliza  empírica- 
mente, porque  si  es  verdad  que  en  ciertos  estados  sociales, 
basta  un  ligero  abuso  a  provocar  los  alzamientos,  hay  otros 
en  que  las  mayores  crueldades  no  surten  más  efecto  que  el 
de  afianzar  al  Poder  Público. 

Empíricamente  se  generaliza  también  cuando  se  sienta  que 
la  libertad  es  el  fin  de  la  política.  Acaso  podamos  decir  con 
fundamento  que  en  las  sociedades  más  civilizadas  fué  éste  el 
fin  más  importante  de  la  poHtica  cuando  al  hombre  no  se  le 
permitía  ni  pensar,  ni  creer,  ni  enseñar,  ni  publicar  sus  obras, 
ni  reunirse,  ni  asociarse,  ni  censurar  a  su  gobierno.  Pero  a 


(a  11)     Giddings,  Principios  de  Sociología,  lib.  I,  cap.  III,  pág.  94  a  97. 
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todas  luces,  no  podemos  decir  que  la  libertad  sea  el  fin  de  la 
política  en  todas  las  naciones  y  en  todos  los  tiempos. 

Aristóteles  hizo  una  observación  social,  profunda  para  su 
época,  pero  esencialmente  empírica.  Con  incomparable  sa- 
gacidad, advirtió  que  desde  los  siglos  más  remotos  se  habían 
desarrollado  considerablemente  en  Grecia  las  ciencias  y  las 
artes;  que  los  antepasados  de  los  griegos  contemporáneos 
habían  sido  verdaderos  bárbaros,  y  que  las  primitivas  legis- 
laciones dejaban  adivinar  que  se  las  había  dictado  para  regir 
en  pueblos  muy  atrasados.  Presumiblemente  (dice)  nuestros 
antepasados  se  asemejaban  al  vulgo  y  a  los  ignorantes  de 
nuestros  días  ;  es  por  lo  menos  la  idea  que  la  tradición  nos  da 
de  los  gigantes,  hijos  de  la  tierra,  y  sería  absurdo  estarse  a 
la  opinión  de  tales  gentes:  los  hombres  en  general  deben 
buscar,  no  lo  antiguo,  sino  lo  bueno  (am).  Pero  si  Aristóte- 
les notó  el  progreso  de  la  sociedad  griega,  no  determinó,  no 
pudo  determinar  sus  causas.  Aquellos  cambios  ¿eran  efectos 
de  causas  locales  o  de  causas  generales?  de  causas  transi- 
torias o  de  causas  permanentes?  Se  habían  efectuado  también 
en  las  otras  naciones?  Se  efectuarían  también  en  lo  futuro? 
El  príncipe  de  los  filósofos  no  lo  supo. 

Observación  general:  siempre  que  la  ciencia  se  confía  ex- 
clusivamente a  la  inducción,  se  expone  a  llenarse  de  nocio- 
nes empíricas. 

/  Así  como  la  deducción,  para  no  divagar  en  el  vacío,  nece- 
'sita  base  inductiva,  así  la  inducción  para  no  quedarse  a  me- 
dio camino,  necesita  la  comprobación  deductiva.  Aun  cuando 
ambas  vías  se  suelen  usar  por  separado,  no  son  en  realidad 
dos  caminos  que  lleven  a  Roma:  son  dos  procedimientos  de 
un  solo  método,  el  método  positivo,  que  se  vale  del  uno  para 
descubrir  las  verdades  fundamentales;  del  otro,  para  desarro- 
llarlas y  comprobarlas.  La  deducción  es  una  hipótesis  inco- 
rroborable  cuando  no  se  funda  en  base  inductiva:  ejemplo, 
la  metafísica;  la  inducción  tiene  el  carácter  de  simple  conje- 
tura que  el  estudio  puede  confirmar  o  desautorizar  mientras 


/ 


(ani)     Aristóteles,  La  Politiquc.  liv.  II,  chap.  V. 
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no  se  comprueba  deductivamente:   ejemplo,  el  darwinismo. 

Pero  no  solo  es  ocasionado  a  errores  el  uso  independiente 
y  exclusivo  de  uno  u  otro  procedimiento  sino  también  el  uso 
promiscuo  de  ambos  en  el  comienzo  de  las  investigaciones. 
Dado  que  antes  del  estudio  el  espíritu  semeja  una  tabla  rasa 
sin  generalizaciones,  sin  abstracciones,  ni  principios  absolu- 
tos, es  claro  que  no  se  puede  emplear  con  acierto  la  deduc- 
ción sino  cuando  la  inducción  ha  suministrado  de  antemano 
algunas  nociones  generales  que  puedan  servir  de  base  posi- 
tiva al  raciocinio.  En  conformidad  con  estas  observaciones,, 
la  historia  del  espíritu  humano  nos  enseña  que  para  fundar 
las  ciencias,  cuya  base  es  la  observación  de  los  hechos,  solo 
ha  sido  eficaz  el  procedimiento  inductivo,  y  que  el  deductivo 
no  ha  servido  más  que  para  comprobarlas  y  para  desarro- 
llarlas (a/2).  No  hay  ciencia  alguna  de  carácter  positivo  que 
se  sustraiga  al  imperio  de  esta  necesidad  lógica.  Aun  la  as- 
tronom.ía,  que  no  es  más  que  un  cuerpo  de  deducciones,  se 
funda  en  una  base  inductiva,  cual  es,  la  ley  de  la  gravitación 
universal. 

§  7.  Trazado  el  camino  que  se  debe  seguir  en  toda  in- 
vestigación científica,  estamos  ahora  habilitados  para  juz- 
gar, enmendar  y  cambiar  los  rumbos,  procedimientos  y 
formas  que  la  didáctica  impuso  durante  veinte  siglos  al 
estudio  de  las  ciencias  jurídicas. 


(an)  Stuart  Mili,  Systéme  de  Logique,  t.  I,  liv.  II,  chap.  III,  §  2, 
§  5  i  §  9. 

Bain,  Logique  Dédüctive  et  Inductive.  Introduction,  §  55,  liv.  II.  chap. 
III,  §  8,  et  chap.  IV,  §  3. 

El  mismo  Aristóteles,  junto  con  demostrar  que  el  silogismo  es  la  expre- 
sión de  la  deducción,  tuvo  por  absurdo  el  suponer  que  por  medio  de  silo- 
gismos se  pudiera  descubrir  nuevos  principios  y  enseñó  que  solo  por  me- 
dio de  la  inducción  se  podía  llegar  a  ellos. 

Según  Sumner  Maine,  fueron  Jeremías  Benthara  y  John  Austin  los  pri- 
meros juristas  que  trataron  de  construir  la  ciencia  del  derecho  prescin- 
diendo de  los  principios  aprióricos,  siguiendo  procedimientos  rigurosa- 
mente científicos,  valiéndose  de  la  observación,  la  comparación  y  el  análisis 
de  las  nociones  jurídicas.  Sumner  Maine,  Les  Institutions  Primitives, 
chap.  XII,  pag.  422. 
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Corno  quiera  (jue  el  método  positivo  hace  suyos  y  uti- 
liza todos,  absolutamente  todos  los  medios  de  investigación, 
no  podríamos  decir  con  propiedad  que  los  dos  procedi- 
mientos tradicionales  en  la  enseñanza  del  derecho,  cuales 
son,  el  de  interpretación  histórica  y  el  de  interpretación 
casuística,  queden  proscritos  y  eliminados.  Lo  único  que 
pasa  en  realidad  es  que  el  método  positivo  los  absorbe 
después  de  rectificarlos,  porque  junto  con  repudiar  las  ten- 
dencias empíricas  del  uno  y  las  tendencias  casuísticas  del 
otro,  los  relaciona  entre  sí  y  los  utiliza  como  instrumentos 
complementarios  de  investigación  y  de  estudio. 

Los  frutos  que  se  reportan  del  empleo  de  este  método 
en  el  estudio  del  derecho  y  de  las  instituciones,  son  real- 
mente inapreciables.  Mediante  él,  se  sistematizan  los  co- 
nocimientos políticos  y  jurídicos,  se  les  im{)rime  el  car;icter 
positivo  que  distingue  a  la  ciencia,  se  explican  los  oríge- 
nes y  las  diferencias  de  las  leyes  e .  instituciones  que  rijen 
en  los  pueblos  y  se  amplía  y  completa  la  noción  del  dere- 
cho. Trataremos  de  comprobar  someramente  estas  afir- 
maciones. 

Según  lo  hemos  observado  más  arriba  (§3),  sea  histó- 
rica, sea  casuística,  la  exégesis  induce  fatalmente  en  el  error 
de  tomar  la  ley  por  el  derecho,  y  el  derecho  escrito  por 
el  derecho  íntegro.  En  los  pueblos  de  legislación  codifi- 
cada, este  erróneo  concepto  es  afianzado  por  la  absurda 
disposición  que  ijuita  a  la  costumbre  todo  valor  jurídico 
para  ante  los  tribunales  (n  ñ).  Pues  bien,  el  método  po. 
sitivo  nos  enseña  que  el  verdadero  derecho  no  es  más  que 
la  expresión  de  aquellas  relaciones  que  espontáneamente 
se  establecen  entre  los  hombres  con  carácter  coercitivo;  que 
las  leyes  que  se  establecen  jior  el  impulso  externo  del  le- 
gislador no  crean  derecho  sino  cuando  son  sancionadas  por 
la  costumbre  y  el  asentimiento  social;  y  que  el  derecho  es- 
crito nunca  es  completo  por(jue   jamás  se  lo  desarrolla  rigu- 


(a/i)     Korkownow.    Thóofii-  ^i'iirrnl  ihi   /'/•n/r.  chap.  II.  pap.  9íi. 
«  La  costumbre  no  constituye  derecho    sino  en   los  casos  en   que  la   ley 
se  remite  a  ella  •   dice  el  art.  2  de  nuestro  ródif;;o  Civil. 
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rosamente  a  la  par  de  las  necesidades  y  de  las  costumbres 
de  los  pueblos. 

No  se  podría  citar,  en  comprobación,  caso  más  sugestivo 
que  el  de  las  relaciones  de  los  patrones  con  sus  obreros. 
Para  los  civilistas  exégetas,  ellas  están  acabadamente  regla- 
das por  las  leyes  civiles  y  no  hay  conflicto  que  no  tenga 
solución  en  las  disposiciones  que  rigen  el  arrendamiento  de 
servicios.  ;  Acaso  alguna  prohibe  a  los  interesados  esti- 
pular todas  las  condiciones  y  ventajas  que  les  acomoden? 
Pero  el  hecho  es  el  hecho:  sin  negar  la  luz,  no  podemos 
negar  que  hasta  hoy  no  se  ha  logrado  por  medio  de  esti- 
pulaciones fijar  el  número  máximo  de  horas  de  trabajo,  ni 
garantir  el  descanso  semanal,  ni  establecer  la  higiene  en 
los  talleres,  ni  contar  con  la  protección  de  los  patrones  en 
los  casos  de  invalidez,  ni  prohibir  el  trabajo  subterráneo, 
ni  reprimir  la  explotación  inhumana  de  la  mujer  y  del  niño. 
Cuando  quisiéramos  negar  este  vacío  del  derecho  escrito, 
las  continuas  huelgas  están  diciendo  a  gritos  que  para  regir 
las  relaciones  industriales  entre  hombres  libres,  no  basta, 
no  puede  bastar  una  legislación  que  trae  sus  orígenes  de  la 
antigua  Roma,  cuando  el  trabajo  estaba  en  manos  de  es- 
clavos. La  institución  del  contrato  del  trabajo  en  algunos 
Estados  no  es  más  que  el  reconocimiento  de  este  vacío. 

Mientras  los  publicistas  persistieron  en  el  empleo  del  mé- 
todo subjetivo,  fué  imposible  encontrar  la  razón  de  las 
diferencias  que  se  notan  entre  las  instituciones  similares  de 
pueblos  que  se  encuentran  en  diferentes  grados  de  desen- 
volvimiento social.  Cuantas  hipótesis  se  inventaban  para 
explicar  dichas  diferencias  fallaban  cuando  se  quería  com- 
probarlas extendiendo  el  campo  del  estudio  en  el  espacio  o 
en  el  tiempo.  Si  el  derecho  natural  ha  caído  derrumbado  en  1 
nuestros  días,  es  principalmente  porque  la  etnografía  ha 
conseguido  evidenciar  que  en  las  sociedades  primitivas  no 
existe  ninguna  de  aquellas  instituciones  que  esta  hipótesis 
suponía  universales  y  necesarias. 

En  nuestros  días,  la  general  adopción  del  método  positivo 
propende  a  encarrilar  el  espíritu  en  el  estudio  científico  de 
las  instituciones  y  a  darlas  una  base  social  que  las  explique  y 
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las  afirme.  Combatidas  violentamente  por  el  anarquismo,  to- 
das ellas  y  en  particular,  la  propiedad  y  la  familia,  piedras 
angulares  del  orden  jurídico,  se  han  sentido  bambolear  so- 
bre los  débiles  fundamentos  que  la  metafísica  les  halíía  su- 
puesto, }'■  no  han  recobrado  su  aplomo  sino  cuando  se  ha 
demostrado  que  son  frutos  y  efectos  de  la  cultura  social,  que 
no  pueden  desarrollarse  en  los  pueblos  primitivos  ni  supri- 
mirse en  los  civilizados. 

En  sus  Orígenes  del  Mutriinonio  v  de  hi  íví/íí/Z/íí.  Giraud- 
Teulon  hace  notar  este  cambio  de  métodos  que  se  ha  venido 
operando  en  los  estudios  jurídicos  a  impulso  de  las  ciencias 
naturales.  La  idea  a  priori.  dice,  la  concepción  mecánica 
imaginaria  de  los  fenómenos,  o  de  su  sucesión  quedan  para 
lo  futuro  eliminadas  en  el  terreno  de  las  ciencias;  y  los  ele- 
mentos de  las  hipótesis  no  son  ya  ideas  simplemente  subje- 
tivas, sino  hechos,  observaciones,  experimentos  (  no). 

Mediante  este  método,  se  ha  demostrado  el  desarrollo 
evolutivo  de  las  instituciones  fundamentales,  y  los  que  lo  han 
empleado,  Spencer,  Sumner  Maine,  Lubbock,  etc.,  han  he- 
cho más  por  el  afianzamiento  del  orden  social  que  aquellos 
autores  metafísicos  que  suponiéndolas  inmutables,  se  han  re- 
ducido a  condenar  el  espíritu  revolucionario  de  los  deshere- 
dados a  la  vez  que  les  negaban  toda  satisfacción  cerrando 
la  puerta  a  todo  avenimiento. 

1"  ruto  espontáneo  de  este  método  ha  sido  la  teoría  cientí- 
fica del  derecho  y  de  las  instituciones.  Sin  que  los  investiga- 
dores se  propusieran  demostrar  una  hipótesis  preconcebida^ 
sus  estudios  han  evidenciado  que  el  derecho  y  las  institucio- 
nes son  fenómenos  sociales,  que  se  desarrollan  juntamente 
con  la  sociedad  a  impulso  de  las  necesidades  sociales  y  que 
donde  las  necesidades  sociales  son  tales,  tal  es  el  derecho, 
tales  las  instituciones;  que  el  derecho  y  las  instituciones  cam- 
bian ríe  un  tiempo  a  otro  y  de  uno  a  otro  pueblo  porque  no 
son  unas  mismas  las  necesidades  sociales  en  todas  partes  y  en 


(«o)     Giraud-Teulon,   í^t-s   ( >ri^iin's  dii  Maria^c  et    de    la    l'aiiiilh; 
pag;.   7. 
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todos  los  siglos,  y  en  fin,  que  cuando  no  siguen  el  movimiento 
social,  cuando  no  se  amoldan  a  la  vida  social,  pierden  la  con- 
dición más  indispensable  de  su  existencia  y  quedan  en  el  pa- 
pel como  fórmulas  vanas  e  inaplicables  [ap). 

Consecuencia  de  esta  teoría  es  que  la  ciencia  del  Estado 
no  se  pueda  desarrollar  sino  subordinada  a  la  sociología  y 
que  en  ninguna  otra  parte  sino  en  los  grados  inferiores  del 
desenvolvimiento  social  debamos  buscar  los  orígenes  de  las 
primeras  instituciones.  '<  Surge  aquí  (dice  Posada)  la  interna 
y  estrecha  relación  entre  la  sociología  y  la  política.  El  pro- 
blema del  origen  y  naturaleza  del  Estado  es  un  problema 
que  tiene  sus  fundamentos  sociológicos  esenciales,  pues  solo 
determinando  el  origen  y  naturaleza  de  la  sociedad  y  la  ley 
a  que  obedece  el  desenvolvimiento  de  sus  formas  y  organis- 
mos, se  puede  determinar  la  necesidad  humana  que  da  ori- 
gen al  Estado,  que  lo  constituye  en  función  y  que  lo  orga- 
niza en  virtud  de  la  fuerza  con  que  la  necesidad  se  siente  y 


(ap)     Comte,    Cours   de  Philosophie   PosHive,  t.    IV,  XLVIII  lecon, 
pag.  238  a  246. 

Di  Bernardo,  La  Sociología   e   la    Pabblica   Amministrazione,  t.  I, 
pag.  390. 

(í  II   n'est  plus   contesté  aujourd'hui  (dit  Ihering)  que  le  droit  n'est  point, 

comme  on  se  le  figurait  autre  fois,  une  agrégation  exiérieure  de  disposi- 

tions  arbitraires  qui  doit  son  origine  á  la  pensée    du    législateur;    11    est, 

'i   '    iJbomme  le  langage  d'un  peuple,  le  produit  interne  et  reglé  de  l'histoire.  Sans 

^  youte,  l'intention  et  le  calcul  humains  contribuent  á  le  former,  mais  l'un  et 

l'autre   trouvent  plutót  qu'ils  ne  créent.  car  la  naissance  et  la  formation 

des  rapports  dans  lesquels  se  meut  la  vie  de  l'espéce  humaine  ne  dépen- 

dent  point  d'eux.   Le  droit  et  les  ijistitutions  ont  surgi  sousj^impulsion  de 

la  vie;  c'est  elle  qui  leur~conserve  leur  incessante  activité  extérieure.   La 

Torme  que  le  caractére  du  peuple  et  tout  son   mode  d'existence    ont    im- 

primée  au  droit  precede  tout  pensée,  toute  volonté  legislativa,  et   celle-ci 

ne  peut  y  toucher  sans  que  sa  tentativa  ne  tourne  á  sa  propre  confusión. 

/  /  Lorsque  nous  contemplons  l'histoire  de  la  formation  du  droit  nous  la  vo- 

'    I    yons  se  dérouler  constamment  sous  la  perpétuelle  influence  du  caractére, 

I    /'    du  degré  de  civilisation,  des  rapports  matériels,  des  vicissitudes  du  peuple. 

I    I     En  présence  des  puissantes  forces  historiques  (nous  dirions  sociales)  qui 

I   !      la  régissent,  la  coopération  de  la  raison  humaine,  voulant  creer  au  lieu  de 

'   I      rester  un  instrument,  se    réduit   á  rien  ».    Ihering,    Espvit    du   Droit  Ro- 

main.  I  t.,  §  3,  pag.  26. 
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de  la   adopción  de  esta  misma  necesidad  al  medio  »   (  aq  ). 

Bajo  el  respecto  de  la  educación,  el  mayor  beneficio  que 
el  empleo  del  método  positivo  brinda  es  el  de  convertir  a 
todo  estudiante  en  verdadero  constructor  de  la  ciencia  eman- 
cipándole de  la  autoridad  infalible  del  maestro,  porque  cuan- 
do los  hechos  son  conocidos,  cualquiera  puede  no  solo  in- 
ferir por  sí  mismo  las  conclusiones  sino  también  rectificar  las 
del  más  reputado  catedrático.  No  son  raras  estas  rectifica-; 
cienes  en  las  memorias  que  los  estudiantes  de  medicina  ha- 
cen para  obtener  grados  universitarios  con  datos  acopiados 
personalmente  en  las  clínicas  y  hospitales. 

Por  último,  a  diferencia  del  método  subjetivo,  que  lleva  a 
unos  a  unas  conclusiones  y  a  otras  a  otros,  el  método  posi- 
tivo rinde  unos  mismos  frutos  en  todas  las  manos,  y  sobre 
la  base  de  unos  mismos  hechos,  todos  los  investigadores 
que  lo  emplean  llegan  invariablemente  a  iguales  resultados. 
Cuando  dos  investigadores  se  contradicen  entre  sí,  la  con- 
tradicción viene  de  que  el  uno  ha  tomado  en  cuenta  hechos 
que  el  otro  ha  omitido.  El  método  positivo,  por  consiguiente, 
extirpa  de  raíz  en  el  profesorado  universitario  la  tendencia 
anti-científica  a  formar  escuelas  y  sectas  con  doctrinas  sub- 
jetivas más  o  menos  impugnables. 

ij  8.  Por  una  aberración  que  solo  se  explica  cuando  se 
conoce  la  tenacidad  con  que  las  preocupaciones  filosóficas 
suelen  arraigarse  en  el  espíritu  humano,  tenemos  que  uno 
de  los  pensadores  más  científicos  de  nuestros  días,  como  es 
sin  duda  Herbert  Spencer,  ha  salido  a  la  palestra  en  defensa 
de  los  principios  absolutos  y  consiguientemente,  del  método 
deductivo. 

Aun  cuando  entre  los  fundadores  de  las  ciencias  sociales 
él  es  acaso  el  que  ha  empleado  con  mayor  amplitud  el  mé- 
todo inductivo,  parece  pretender  que  ellas  se  fundan  origi- 
nariamente, nó  como  las  de  la  naturaleza,  en  el  estudio  de  las 
relaciones  de  coexistencia  y  de  sucesión  de  los  fenómenos, 
sino  en    unos  que  llamó  ¡¡rinioros  jirinripios.     Su  extraor- 


(aq)  Posada,  Tratado  de  Derecho  Político,  lib.,  III,  cap.  II.  pág.  104. 
Bunge,  Le  Droit.  c'ost  la  Forcé.  liv.  III.  chap.   VIII.  pag.   Ift3. 
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diñaría  paralogización  le  llevó  hasta  decir  que  renunciar  en 
las  investigaciones  a  tales  principios  es  renunciar  a  los  idea- 
les que  sirven  de  estímulo  tanto  a  la  actividad  científica 
cuanto  a  la  actividad  política. 

A  la  verdad,  si  miramos  al  fondo  de  las  cosas,  Spencer 
no  contradice  la  doctrina  que  venimos  sosteniendo,  según 
la  cual  no  es  posible  fundar  las  ciencias,  en  especial  las  de 
los  órdenes  superiores,  sino  mediante  el  método  inductivo. 
Si  aparentemente  está  de  acuerdo  con  los  metafísicos  por- 
que sostiene  que  todos  los  órdenes  de  investigación  se  han 
de  fundar  en  principios  tiprióricos,  en  realidad  nó,  por  cuan- 
to los  que  él  llama  primeros  principios  no  son  absolutos 
como  los  de  la  metafísica,  sino  que  son  frutos,  esto  es,  in- 
ducciones de  la  experiencia  colectiva  de  los  pueblos.  En 
este  punto  resalta  una  disidencia  irreductible. 

Como  es  sabido,  para  los  metafísicos  los  principios  ab- 
solutos son  anteriores  a  toda  experiencia,  son  innatos,  son 
evidentes  por  sí  mismos  y  constituyen  una  base  inomisible 
tanto  de  la  filosofía  cuanto  de  la  ciencia  experimental.  Entre 
tanto,  los  principios  primeros  que  Spencer  da  como  funda- 
mento a  la  ciencia  son  ciertas  nociones  que  todos  los  hom- 
bres profesan  porque  no  son  formadas  por  la  experiencia 
individual  sino  por  la  experiencia  de  la  sociedad  entera.  Por 
ejemplo,  la  base  de  su  obra  la  Justicia  es  que  la  libertad  de 
cada  uno  no  tiene  más  límites  que  la  libertad  de  los  demás; 
principio  que  nada  tiene  de  absoluto  ni  de  metafísico.  Según 
la  doctrina  de  Spencer,  estos  principios  intuitivos  no  han 
podido  imponerse  al  espíritu,  en  conformidad  con  la  hipó- 
tesis de  la  evolución,  sino  a  consecuencia  de  un  prolongado 
comercio  con  las  cosas  exteriores.  Por  tanto,  los  principios 
aprióricos  de  Spencer  solo  se  diferencian  de  los  principios 
inductivos  en  que  mientras  los  primeros  se  forman  como 
fruto  de  la  experiencia  colectiva  de  varias  generaciones,  los 
otros  son  frutos  laboriosamente  formados  por  las  inves- 
tigaciones de   unos  pocos  amantes  de  la  ciencia    (a  r). 


{a  r)     Spencer.  Justice.  %  33. 
Como  lo  observa  Simiand,  en  el  mismo  error  han   caído  los  economistas 
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Simplificada  en  estos  términos  la  cuestión  por  el  mismo 
Spencer,  creemos  que  es  procedimiento  anti-científico  el  de 
dar  por  fundamento  a  la  ciencia,  antes  de  toda  verificación, 
unas  nociones  empíricas  perpetuadas  por  la  educación  re- 
fleja, que  en  el  fondo  es  la  educación  irreflexiva.  Formadas 
antes  de  la  ciencia  para  suplir  la  falta  de  la  ciencia,  consti- 
tuyen el  saber  del  vulgo  y  no  pueden  ser  incorporadas  en 
ella  sino  cuando  la  inducción  las  ha  sometido  al  crisol  de 
escrupulosas  comprobaciones.  Si  en  algunos  casos  la  in- 
ducción ha  llegado  a  ratificarlas,  lo  más  frecuente  es  que 
haya  tenido  que  rectificarlas,  que  modificarlas,  c|ue  ampliar- 
las o  restringirlas  antes  de  ponerles  el  sello  de  la  verdad 
científica.  Si  hubo  en  los  pasados  tiempos  creencia  general, 
fundada  en  la  experiencia  de  todos  los  hombres,  fué  sin 
duda  la  de  que  el  sol  gira  alrededor  de  la  tierra,  y  sin  em- 
bargo ¿quién  no  comprende  cuan  irracional  y  absurdo  ha- 
bría sido  que  Copérnico,  Kepler  y  Newton  hubieran  pre- 
tendido fundar  la  astronomía  sobre  la  base  de  semejante 
princi{)io? 

Durkheim  observa  que  el  hombre  no  puede  vivir  en  me- 
dio de  las  cosas  sin  formarse  acerca  de  ellas  algunas  ideas 
que  le  sirvan  para  reglar  su  conducta.  Antes  de  que  la  cien- 
cia las  estudie  y  nos  dé  el  concepto  positivo,  ya  tenemos 
sobre  ellas  conceptos  más  o  menos  groseros,  y  como  estas 
nociones,  tan  imperfectas  como  son,  están  más  cerca  de 
nosotros  que  las  realidades  por  ellas  representadas,  pro- 
pendemos naturalmente  a  sustituir  las  realidades  por  las 
ideas  y  a  convertir  las  ideas  en    base  de    nuestras  especula- 


clasicos,  porque  han  sentado  como  postulados  de  la  económica  principios 
que  en  realidad  son  frutos  de  una  observación  más  o  menos  inconsciente. 
«  II  est  vraisemhable  (dit-il)  que  la  déduction  psychologique  dont  se  van- 
tait  l'économie  politique,  était  illusoire.  Les  ap|)lications  des  princi|)es  de 
Tintérct  personnel  au  cas  d'actions  économiques  particulicres.  que  de  bonne 
fois  souvent.  lOn  s'imaginait  déduire  de  ce  principe  meme.  rtaient  en 
réalité  le  résultat  d'une  observation,  sommaire.  inconsciente  peut-etre,  mais 
réelle  et  indispensable».  Simiand.  La  Mvthotle  positivo  on  scivnco  óco- 
nomiíjiic  pajj.  22. 
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cienes.  Esta  manera  de  proceder  se  encuentra  aun  en  el 
origen  de  las  ciencias  físicas.  Por  ella  caracterizaba  Bacón 
el  método  que  seguían  los  sabios  de  su  tiempo  y  que  él 
impugnaba.  Las  nociones  de  que  hablamos  son  notiones 
vulgares  o  praenotionos,  que  él  cree  ver  en  la  base  de  todas 
las  ciencias,  usurpando  el  lugar  de  los  hechos.  Son  idola, 
especies  de  fantasmas  que  nos  desfiguran  el  verdadero  as- 
pecto de  las  cosas  y  que,  sin  embargo,  tomamos  por  las 
cosas  mismas. 

En  las  ramas  especiales  de  la  sociología,  esta  tendencia 
empírica  de  los  estudios  es  más  manifiesta.  Los  hombres 
no  han  esperado  el  advenimiento  de  la  ciencia  social  para 
forjarse  ideas  sobre  el  derecho,  la  moral,  la  familia,  el  Esta- 
do, la  sociedad  misma.  En  los  estudios  de  sociología  es  ca- 
balmente donde  estas  praenotionos  dominan  más  los  espí- 
ritus sustituyéndose  a  la  realidad.  Si  hablamos  en  particular 
de  la  moral,  podemos  decir  que  no  hay  un  solo  sistema  en 
que  ella  no  aparezca  como  el  simple  desarrollo  de  una  idea 
inicial  que  la  contendría  toda  entera  en  potencia.  Para  unos, 
esta  idea  la  encuentra  el  hombre  formada  en  sí  desde  su 
nacimiento ;  para  otros,  ella  se  forma  lentamente  en  el  cur- 
so de  la  historia.  Pero  los  empíricos  tanto  como  los  ra- 
cionalistas, creen  que  esta  idea  envuelve  cuanto  hay  de  real 
en  la  moral  {a  s). 

Como  bien  se  comprende,  la  práctica  de  utilizar  en  el  es- 
tudio nociones  preconcebidas  ( prajenotiones )  viene  '  tanto 
de  la  imperfección  de  nuestra  inteligencia,  que  no  nos  per- 
mite llegar  en  un  acto  primo  a  la  verdad,  cuanto  de  su  na- 
tural pereza,  que  para  librarse  de  laboriosas  investigacio- 
nes, nos  hace  aceptar,  sin  comprobación,  generalizaciones 
pre-establecidas.  Pero  sea  uno  u  otro  su  origen,  semejante 
práctica  no  puede  contar  con  la  aceptación  de  los  investi- 
gadores a  no  ser  con  carácter  provisorio  y  bajo  la  inomisible 
condición  de  comprobar  previamente  toda  praenotion  que 
se  quiera  adoptar  como   principio  de  las  investigaciones. 


(as)     Durkheim,  La  Méthode  sociologique,  chap.  II.  pzg.  20  a  30. 
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Las  nociones  que  forman  el  saber  del  vulgo  son  obser- 
vaciones de  corto  alcance  que  generalmente  carecen  de  va- 
lor científico.  Nacidas  de  una  experiencia  superficial  que 
no  tiene  ni  medios  ni  voluntad  para  penetrar  hasta  el.  fondo 
de  las  cosas,  no  se  puede  decir  ni  que  sean  falsas  ni  que 
sean  verdaderas  sino  cuando  han  sido  sometidas  a  los  pro- 
cedimientos comprobatorios  que  la  lógica  aconseja.  Xo  es 
dable  que  en  los  estudios  científicos  nos  sometamos  a  la 
autoridad  del  vulgo  más  incondicionalmente  que  a  la  de  los 
grandes  investigadores.  Si  en  microbiología  prestamos  fe  a 
la  palabra  de  Koch  y  de  Pasteur,  es  porque  nos  consta  que 
antes  de  sentar  sus  conclusiones,  emplearon  con  la  más  ri- 
gurosa escrupulosidad  todos  aquellos  medios  de  investiga- 
ción y  comprobación  que  garantizan  contra  el  error.  Enton- 
ces ¿por  qué  habríamos  de  aceptar  a  priori,  como  base  del 
estudio  y  de  la  ciencia,  nociones  vulgares  que  se  forman  sin 
examen  detenido  de  los  hechos  y  que  se  infieren  de  la  apa- 
riencia más  l)ien  que  de  ia  realidad  de  las  cosas? 

Dicho  esto  ;debe  entenderse  que  queda  proscrito  en  ab- 
soluto el  empleo  del  método  deductivo?  Absolutamente. 
Xo  habrá  investigador  ni  filósofo  que  crea  posible  renun- 
ciar a  cualquier  medio  de  investigación. 

(jil  y  Robles  dice  que  en  cuanto  se  puede  colegir  con 
desconfianza  de  acierto,  entre  el  laberinto  intrincado  de  con- 
ceptos mal  definidos,  obscuros  y  equívocos,  método  positivo 
experimental  es  el  que  excluye  el  elemento  de  la  deducción. 
No  hay  tal  cosa.  El  método  positivo,  según  la  teoría  fun- 
damental de  Comte  y  de  Stuart  Mili,  aprovecha  todos  los 
medios  investigatorios  para  desculirir  la  verdad  y  unas  ve- 
ces sigue  la  vía  inductiva,   otras  la  deductiva  (nt). 

Lo  (jue  hay  es  que  no  se  puede  en  cada  caso  ni  adoptar 
arbitrariamente  uno  u  otro  procetlimiento,  ni  emplear  la 
deducción  sin  base  inductiva.  Cuando  se  trata  de  fundar  una 
ciencia,  se  entiende  que  no  hay  principios  inductivos  que 
puedan"  servir  de  base;   solo  hay  hechos   (jue  caen  bajo  la 

{at)     Gil  y  Robles,  Metodología  JiirirUca.  pág.  105. 

Giddinfis.  I'rliirijiins  ilr  Socioloirin.  lib.  II,  cap.  II.  i>á{j.  81  a  83. 
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jurisdicción  de  la  inducción.  Adoptar  la  vía  deductiva  en 
las  investigaciones  iniciales  es  suponer  que  hay  principios 
científicos  antes  de  que  haya  ciencia. 

Así  mismo,  en  toda  obra  de  arte  o  de  aplicación,  la  de- 
ducción es  no  solo  lícita  sino  indispensable.  Sea  en  la  pin- 
tura, en  la  escultura,  en  la  música,  sea  en  la  política,  en  la 
administración,  en  la  justicia  o  en  la  legislación,  el  agente 
reduce  su  acción  a  realizar  un  ideal,  esto  es,  a  aplicar  un 
principio,  una  verdad,  una  doctrina,  un  concepto  inductivo. 
Toda  obra  de  arte  es  una  obra  deductiva. 

Este  carácter  resalta  muy  particularmente  en  la  confec- 
ción de  las  constituciones  políticas.  Cuando  se  trata  de  or- 
ganizar un  Estado  nuevo  o  de  reorganizar  uno  antiguo,  es- 
pontáneamente empiezan  los  repúblicos  por  discutir  cuáles 
principios  convendrá  adoptar  como  base:  la  república  o  la 
monarquía,  el  sistema  unitario  o  el  federal,  la  democracia, 
la  aristocracia  o  la  autocracia,  el  régimen  represivo  o  el 
preventivo.  Una  vez  fijados  los  principios  fundamentales,  la 
cuasi  totalidad  de  las  disposiciones  constitucionales  se  de- 
riva de  ellos.  A  la  minoría  vencida  en  la  discusión  de  las 
bases,  no  queda  en  tales  casos  más  recurso  que  la  de  obte- 
ner concesiones  y  modificaciones  en  la  deducción  de  las  con- 
secuencias lógicas  observando  que  dados  tales  y  cuales  he- 
chos, una  constitución  rigurosamente  deductiva  sería  una 
obra  ideológica  que  en  estos  y  aquellos  puntos  no  se  amol- 
daría a  la   realidad. 

Carácter  deductivo  tiene  también  el  arte  social  por  exce- 
lencia, el  arte  política,  como  que  en  el  fondo  se  reduce  a 
la  aplicación  de  las  generalizaciones  de  la  ciencia  social  al 
gobierno  de  los  pueblos.  A  la  verdad,  estas  generalizaciones 
son  conclusiones  que  la  ciencia  establece  por  medio  de  la 
inducción;  pero  cuando  la  política  quiere  utilizarlas,  les  da 
con  toda  propiedad  el  nombre  de  principios  porque  a  ella, 
que  emplea  el  procedimiento  deductivo,  le  sirven  de  bases 
inductivas,  esto  es,  de  premisas. 

En  este  sentido,  pero  solo  en  este  sentido,  Appleton  ha 
podido  decir  muy  cuerdamente  que  »  aquellos  que  no  han 
estudiado  la    historia  de    las  legislaciones  no  pueden    com- 
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prender  con  facilidad  cómo  es  que  el  método  deductivo 
aplicado  al  derecho  garantiza  eficazmente  la  propiedad,  la 
libertad  y  la  vida  misma.  La  verdad  es  que  sin  este  método, 
todo  caería  en  manos  de  la  arbitrariedad...  porque  los 
jueces  no  tendrían   freno  tjue  les  sujetara»    (hü). 

Reconocemos,  pues,  los  inapreciables  servicios  que  la  de- 
ducción presta  a  las  artes  y  a  las  ciencias,  y  lo  único  que 
condenamos  es  en  el  fondo  el  que  se  la  emplee  sin  base 
inductiva  y  fuera  de  tiempo. 

En  contra  de  esta  conclusión,  ha  sostenido  Spencer  que 
renunciar  a  los  principios  absolutos  para  dar  base  a  las 
deducciones  y  a  la  ciencia  es  renunciar  a  todo  ideal,  es  vivir 
al  día,  es  entregar  la  política  en  manos  del  empirismo  (  n  v  ). 

En  nuestro  sentir,  es  grave  error  imaginar  que  la  política, 
el  arte  y  la  legislación  quedan  sin  ideales  cuando  renuncian  a 
los  principios  absolutos.  Eso  pudo  suceder  en  tiempos  ante- 
riores, cuando  no  se  conocía  una  doctrina  científica  que  re- 
primiera las  tendencias  empíricas  sistematizando  la  acción  po- 
lítica. En  nuestros  días,  si  se  renuncia  al  ideal  imaginario  e 
inasequible  de  la  metafísica,  se  rinde  homenaje  al  ideal  po- 
sitivo y  realizable  de  la  ciencia. 

Para  concebir  este  ideal  en  el  orden  político,  basta  deter- 
minar las  tendencias  espontáneas  del  desarrollo  jurídico  re- 
lacionando siempre  el  estudio  del  derecho  con  el  estudio  de 
la  sociedad.  Se  sabe,  por  ejemplo,  que  en  los  pueblos  más 
atrasados  impera  el  régimen  de  la  comunidad  agrícola ;  en 
los  de  civilización  media,  la  comunidad  doméstica,  y  que 
la  propiedad  individual  es  institución  peculiar  de  la  cul- 
tura europeo-americana.  Conocida  esta  evolución,  el  esta- 
dista que  se  encuentre  a  la  cabeza  de  una  comunidad  primi- 
tiva sabe  que  debe  dirigir  todos  sus  esfuerzos  a  disolverla  en 
un  porvenir  más  o  menos  remoto.  Para  sistematizar  así  su 
acción  política,  no  necesita  creer  que  la  propiedad  es  de  dere- 


(aij)     Appleton,  Méthode  dans  Venseipnemont  <lu  I>n>it.  pag,  244  de 
la  fíevue  International  de  V Enseignement .  t.  I  de  I89I. 

(  «  v)     Spencer,  Justice,  chap.  VII. 
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cho  natural;  concepto  que  no  se  compadece  con  el  hecho 
mismo  de  la  comunidad  ni  con  la  imposibilidad  de  disolverla 
en  un  momento  dado.  Le  basta  saber  que  las  tendencias  es- 
pontáneas de  la  sociedad,  bajo  el  impulso  del  comercio  y  de 
la  industria,  llevan  derechamente  a  la  individualización  de 
la  propiedad. 

Otro  ejemplo:  cualquiera  puede  observar  que  en  las  socie- 
dades cultas  de  nuestros  días,  se  ha  pronunciado  de  tres 
siglos  atrás  una  tendencia  irresistible  a  la  secularización  de 
las  instituciones,  alimentada  por  la  secularización  más  y  más 
completa  del  espíritu  humano.  Las  tentativas  de  resisten- 
cia que  se  han  hecho  por  la  reacción  no  han  conseguido 
otra  cosa  que  provocar  el  desbordamiento  de  la  corriente  un 
instante  detenida.  Ahora  ¿de  qué  sirve  al  estadista  el  estudio 
de  esta  evolución?  Le  sirve  para  sistematizar  sus  esfuerzos, 
para  evitar  las  contradicciones,  para  conocer  el  fin  a  donde 
ha  de  encaminar  sus  pasos.  Si  no  quiere  perturbar  la  socie- 
dad poniéndose  en  choque  con  sus  tendencias  espontáneas, 
debe  favorecer  el  cumplimiento  de  aquella  evolución  pro- 
pendiendo a  desligar  al  Estado,  siempre  que  la  cultura  al- 
canzada lo  permita,  de  cada  uno  de  los  vínculos  que  lo 
unen  todavía  a  la  Iglesia. 

En  consecuencia,  el  único  ideal  que  la  nueva  doctrina  des- 
truye es  el  de  aquella  escuela  que,  enamorada  de  principios 
metafísicos,  cree  tener  en  su  mano  la  constitución  absoluta- 
mente perfecta  y  quiere  imponerla  a  todos  los  pueblos  pres- 
cindiendo de  las  condiciones  sociales.  Científicamente,  no  hay, 
no  puede  haber  una  organización  político-administrativa  que 
cuadre  a  todos  los  pueblos,  por  la  misma  razón  que  no  hay, 
que  no  puede  haber  una  piel  elástica  que  calce  al  cuerpo  de 
todos  los  animales. 

§  9.  Si  para  dar  carácter  científico  a  nuestros  estudios 
tenemos  que  recurrir  indispensablemente  al  método  positivo, 
no  se  estimará  inoficioso  el  que  expongamos  a  vuela  pluma 
la  manera  como  lo  vienen  aplicando  los  más  reputados 
juristas  y  publicistas  de  nuestros  días. 

Según  lo  observamos  más  arriba  (§  2),  durante  algún 
tiempo  se  creyó  que  el  método  propio  de  los  estudios  po- 
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líticos  y  jurídicos  era  el  método  histórico,  el  cual  se  concreta 
a  exponer  las  formas  sucesivas  que  el  derecho  y  las  institu- 
ciones han  revestido  en  cada  pueblo  a  través  del  tiempo. 
Pero  la  simple  relación  de  los  hechos  puede  ser  historia, 
puede  ser  erudición,  puede  ser  labor  previa  para  fundar 
la  ciencia,  y  no  más.  Para  ser  ciencia,  tiene  que  ir  acom- 
pañada de   la  determinación  de  sus  causas. 

Habiendo  quedado  manifiesta  la  deficiencia  del  método 
histórico  en  su  forma  primitiva,  se  lo  perfeccionó  por  vSavi- 
gny  (1779-1860)  y  su  escuela,  enderezándolo  a  buscaren  la 
filiación  social,  esto  es,  en  la  organización  y  en  el  desenvol- 
vimiento de  las  sociedades,  las  causas  que  originan  y  des- 
arrollan el  derecho  y  las  instituciones  de  los  Estados    (a  \r). 

Pero  bien  pronto  se  notó  que  tampoco  se  llegaba  a  la 
ciencia  con  este  primer  perfeccionamiento  del  método  his- 
tórico, porque  cuando  se  aplica  al  estudio  aislado  de  cada 
sociedad,  lleva  él  a  conclusiones  particulares,  nó  a  conclu- 
siones generales;  manifiesta  cómo  han  nacido  y  se  han  des- 
arrollado en  ella  el  derecho  y  las  instituciones,  pero  no  está 
a  su  alcance  manifestar  si  el  derecho  y  las  instituciones  nacen 
y  se  desarrollan  de  la  misma  manera  en  todas  las  sociedades, 
esto  es,  si  su  nacimiento  y  su  desarrollo  han  obedecido  a 
causas  locales  y  transitorias  o  a  leyes  permanentes  y  univer- 
sales. Para  dar  esta  amplitud  a  los  estudios  políticos  y  jurí- 
dicos, ha  sido  menester  recurrir  al  móiodo  coiiipunitivo  (a  y). 

Algunos  ejemplos  harán  apreciar  mejor  cuan  diversas 
son  las  conclusiones  a  que  se  llega  con  uno  y  otro  método. 

En  el  estudio  de  los  procedimientos  judiciales  de  los  bár- 
baros invasores,  habían  notado  los  historiadores  del  dere- 
cho ciertas  formas,  prácticas  y  trámites  que  no  se  conocieron 
en  el  foro  romano,  ni  se  han  renovado  en  él  de  las  naciones 
contemporáneas.  P>ntre  esas  prácticas  singulares,  les  había 
llamado  vivamente  la  atención  una  (jue  les  parecía  pugnar 
con  todo  sistema  público  de  administración   de  justicia,  cual 


(a  H-)     St3h\,  Histoi'rp  de  la  Philosnphii-  dri  Dvnit.  pag;.  520  et  521. 
(fl\')     Comte,  Cours  fk'  Philñsophif  Positivc,  t.  IV.  pag.  312. 
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es,  que  el  procedimiento  para  exigir  el  pago  de  una  deuda 
no  empezaba  por  una  demanda  entablada  ante  el  juez,  sino 
por  un  acto  ejecutivo  de  embargo  no  autorizado:  el  acree- 
dor se  presentaba  en  el  domicilio  del  deudor,  y  de  propia 
autoridad  le  embargaba  bienes  bastantes  a  cubrir  el  crédito. 
Como  quiera  que  los  autores  aludidos  no  habían  encontra- 
do ni  ejemplos  ni  antecedentes  en  la  historia  jurídica  de  la 
civilización  europea,  habían  concluido  que  tal  procedimien- 
to era  una  peculiaridad  de  la  raza  germánica.  Posterior- 
mente, merced  a  estudios  comparativos,  se  ha  eliminado  por 
completo  esta  suj^erficial  explicación.  Habiéndose  averi- 
guado que  el  mismo  procedimiento  se  seguía  entre  los 
celtas  irlandeses  (a  x)  y  presumiblemente  en  la  India  y  en 
otros  pueblos,  se  ha  concluido  que  él  trae  su  origen  del  ré- 
gimen primitivo,  régimen  universal,  que  faculta  a  cada  hom- 
bre para  hacerse  justicia  por  sí  mismo,  y  que,  por  consi- 
guiente, no  es  peculiar  de  una  raza  sino  de  un  estado  social. 

Otro  ejemplo.  Se  encuentra  en  el  código  de  los  burgun- 
das,  dice  Glasson,  una  disposición  que  parece  haber  sido 
peculiar  de  aquel  pueblo,  cual  es,  que  el  padre  no  podía 
en  general,  disponer  libremente  de  sus  bienes  ;  pero  si  por 
acto  entre  vivos  los  dividía  entre  él  mismo  y  sus  hijos,  que- 
daba facultado  para  enajenar  su  propia  cuota,  seguro  de 
que  a  su  muerte  no  podrían  sus  herederos  anular  las  enaje- 
naciones ( a  z  )•  Pero  los  estudios  comparativos  demuestran 
que  no  hay  tal  peculiaridad.  Lo  que  hay  es  que  donde  la 
propiedad  tiene  el  carácter  de  doméstica,  el  padre  no  puede 
disponer  de  ella  por  sí  solo  prescindiendo  de  sus  hijos,  que 
son  sus  condueños,  y  que  en  algunos  pueblos  donde  ella 
propende  a  indiviflualizarse,  se  autoriza  la  partición  para  que 
el  padre  pueda  disponer  de  su  cuota  desinteresando  a  los 
demás  comuneros. 

A  la  verdad,  son  innumerables  las  prácticas  que  la  histo- 
ria del  derecho  pasó  en    un    tiempo   por    peculiaridades  de 


(ax)     Sumner  Maine,  Les  Institution  Primitives,  chap.  X,  pag.  349 
á  362. 

(az)     Glasson,  Le  Droit  de  Succession,  pag.  44. 
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tal  O  cual  pueblo  y  que  en  realidad  no  son,  según  lo  han  de- 
mostrado los  estudios  comparativos,  más  que  formas  jurí- 
dicas correspondientes  a  tales  o  cuales  grados  de  la  cultura 
social. 

Strabon  creía  que  era  costumbre  peculiar  de  los  dálma- 
tas  la  de  redistribuir  cada  ocho  años  la  tierra  entre  todos 
los  jefes  de  familia  (  />  a  i ;  pero  ahora  sabemos  que  la  re- 
distribución periódica  de  los  campos  de  cultivo  es  práctica 
que  se  sigue  donde  quiera  que  impera  el  régimen  de  la  co- 
munidad agraria  (/>  h). 

Análogamente  se  había  creído  hasta  hoy  que  las  comu- 
nidades de  aldea  no  existían  más  que  en  Rusia  y  se  atribuía 
su  existencia  al  espíritu  particularmente  comunista  de  la 
raza  eslava;  pero  ahora  sabemos  que  estas  comunidades 
han  existido  en  los  pueblos  más  diversos,  en  la  antigua  Ita- 
lia y  en  la  antigua  Germania,  en  el  Perú  y  en  la  China,  en  Mé- 
jico y  en  la  India,  entre  los  escandinavos  y  entre  los  árabes, 
porque  son  propias  de  aquel  estado  social  que  precede  a 
la  individualización  de  la  propiedad  (he). 

Estos  ejemplos,  que  fácilmente  podríamos  multiplicar,  nos 
manifiestan,  por  una  parte,  que  no  es  dable  confundir  la 
Ciencia  del  Derecho  y  de  las  Instituciones  con  su  historia, 
y  por  otra,  que  para  llegar  a  conclusiones  realmente  cien- 
tíficas, hay  que  recurrir  indispensablemente  al  método  com- 
parativo, que  prescindiendo  de  las  causas  y  circunstancias 
locales  y  nacionales,  atribuye  el  desarrollo  político  y  jurí- 
dico de  los  pueblos  a  la  ley  general  del  desenvolvimiento 
social. 

Cuando  el  método  comparativo  fué  adoptado  por  pri- 
mera vez  en  estos  estudios,  ya  había  probado  en  otros  su 
admirable  eficacia.  Ha  sido  el  método  comparativo  el 
que  ha  creado  en  nuestros  días,  a  nuestra  vista,  la  mito- 
logía comparada,  la  filología  comparada,  la  legislación   com- 


(ba)  Strabon,  (if'Ofíra]>hl<^.  t.   II.  liv.  Vil,  chap.  V,  §  5. 

(bb)  Laveleye,  Origines  de  la  Propriété.  chap.  IX.  pag.  157. 
(be)     Laveleye,  ob.  rit.,  chap.  I.  pag-.  I. 
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parada,  etc.,  etc.,  ciencias  que  han  nacido  de  cuerpo  entero, 
que  no  han  tenido  infancia,  que  parecen  haber  sido  obras 
de  la  generación  espontánea. 

Mediante  el  empleo  de  este  método,  el  sociólogo  ha 
descubierto  una  perfecta  regularidad  en  todos  los  fenóme- 
nos sociales,  aun  en  aquellos  que  parecen  ser  más  arbitra- 
rios; y  merced  a  él,  adquieren  importancia  capital  en  los 
estudios  políticos  y  jurídicos,  todos  los  pueblos,  aun  aque- 
llos que  se  encuentran  en  estado  de  mayor  atraso. 

«En  su  bello  libro  de  la  Política  ComparHchi,  Freeman 
declara  (dice  Starcke )  que  el  descubrimiento  de  este  mé- 
todo es  un  acontecimiento  de  tanta  importancia  que  por 
sí  solo  hace  del  siglo  XIX  uno  de  los  grandes  siglos  de 
la  historia  de  la  humanidad»   (hd). 

Susceptible  de  aplicaciones  prácticas  a  la  manera  de  todo 
método  científico,  el  comparativo  rinde  frutos  inapreciables 
a  la  vida  política  de  los  pueblos  porque  cuando  se  ha  pro- 
bado la  filiación  social  del  derecho  y  de  las  instituciones, 
se  acaban  todas  aquellas  ideologías  y  tentativas  que  supo- 
nen la  omnipotencia  del  legislador.  No  citaremos  más  que 
un  caso  para  poner  de  manifiesto  la  manera  como  el  mé- 
todo comparativo  puede  influir  en  la  vida  política  de  los 
pueblos. 

Es  sabido  que  según  la  doctrina  de  los  jurisconsultos 
romanos,  la  propiedad  es  creación  del  legislador,  y  que  en 
nuestros  días  profesan  esta  misma  doctrina  la  mayor  parte 
de  aquellos  que  no  la  juzgan  institución  de  derecho  natural. 
Implícitamente  participan  también  de  esta  opinión  las  mu- 
chedumbres socialistas  porque  cuando  reclaman  el  resta- 
blecimiento de  la  comunidad  agraria,  suponen  en  el  fonda 
que  el  Estado  es  arbitro  de  constituir  y  disolver  la  propie- 
dad. Entre  tanto,  de  las  investigaciones  que  se  han  hecho 
con  este  nuevo  instrumento  de  observación  social,  cual  es 
el  método  comparativo,  resulta  que  la  propiedad  se  cons- 
tituye por  obra  espontánea  del  desarrollo  social,  que  en  su 


{bd)     Starcke,  La  FamiUe  Priinitive,  pag.  I. 


52  CAPÍTULO    PRIMERO,    §    10 

constitución  oriorinaria  no  tiene  el  Estado  más  poder  que 
en  la  formación  de  los  astros  y  de  las  montañas  y  que  cuando 
él  interviene  no  interviene  para  crearla,  sino  j^ara  reorla- 
mentarla,  para  fortalecerla  y  para  crarantizarla.  Conclusión: 
no  está  en  manos  del  leorislador  restablecer  la  comunidad 
de  bienes  donde  impera  el  réü^imen  de  la  propiedad  indi- 
vidual; y  si  intentara  imponerla  a  viva  fuerza,  su  empeño 
causaría  de  pronto  verdaderos  desastres  económicos  y  a  la 
larjra,  fracasaría  fatalmente. 

6  10.  Estudiar  científicamente  una  institución  cualquiera 
es  determinar  su  formación  originaria,  su  orcranización  actual 
y  las  causas  sociales  de  su  nacimiento  y  de  su  desarrollo. 
Pero  cuando  uno  se  propone  hacer  tal  estudio,  se  siente 
embarazado  por  una  duda  que  los  sociólogos  y  publicistas 
científicos  no  han  resuelto  de  manera  uniforme,  cual  es: 
dónde  se  debe  estudiar  el  origen  del  derecho  y  de  las  ins- 
tituciones (/)<?). 

Si  el  estado  de  las  sociedades  más  atrasadas  de  nuestros 
días  se  pudiera  tomar  como  tipo  del  estado  [)r¡mitivo  de 
la  humanidad,  sería  sin  duda  en  ellas  donde  tendríamos  que 
estudiar  los  orígenes  del  Estado  y  sus  instituciones  (b  f). 
Pero  en  este  punto  no  hay  completa  conformidad.  vSegún 
una  escuela  que  representa  los  intereses  y  las  creencias  tra- 
dicionales, el  salvaje  de  nuestros  días  no  sería  una  repro- 
<lucción  del   hombre  primitivo:  sería  una  degradación  (h  ¡r)] 


(be)  A  juicio  de  Jellinek.  son  punto  menos  que  ociosos  los  estudios 
etnográficos  sobre  el  origen  de  las  instituciones,  porque  la  mayor  parte 
de  las  veces  la  ra/.ón  de  su  establecimiento  es  una  y  la  de  su  subsisten- 
cia otra  muy  diferenti-.  >  11  n'est  pas  necéssaire  (dice),  pour  bien  com- 
prendre  le  carartere  d'une  institution,  de  connaítre  tout  son  passé ;  il  suftit 
de  la  connaítre  á  partir  du  raomment  oíi  elle  répond  á  sa  destination  ac- 
tuelle;  la  seulement  commence  son  développement  véritable,  ce  n'est  qu'á 
partir  de  ce  moment  que  son  passé  apparaít  en  connexion  vivante  avcr 
le  présent».  Jellinek,  L'État  MoJí'nw  ct  son  Droit.  t.  I,  chap.  11,  tit.  V, 
pají.   72. 

(/>/■)  Posada.  Trutmlo  >!<'  Ih-n-cho  ¡'nliti<-,.  lih.  111.  cap.  11,  §  4, 
pág.  109. 

(/>A')     Tylor,   Ln  ('ivilisntioii   l'riinitivr.   t.   1,  chap.   I!,  pag.   39. 
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y  si  prestáramos  asenso  a  esta  doctrina,  fuerza  nos  sería 
concluir  que  no  podemos  estudiar  los  orígenes  primitivos 
del  Estado  en  las  tribus  de  Australia  y  de  la  Polinesia,  del 
África  Central  y  de  la  Tierra  del  Fuecro. 

Muchos  autores  (  dice  Lubbock )  creen  que  el  hombre 
primitivo  fué  un  simple  salvaje  y  que  la  historia  humana 
no  es  más  que  la  constancia  de  un  progreso  lento  y  no  inte- 
rrumpido, por  más  que  en  algunas  ocasiones,  ciertas  socieda- 
des hayan  permanecido  estacionarias  durante  largos  siglos,  y 
aun  a  veces  retrogradado.  Pero  otros  no  menos  eminen- 
tes sostienen  una  hipótesis  diversa,  cual  es,  que  el  hom- 
bre fué  en  sus  principios,  más  o  menos,  lo  que  es  al  pre- 
sente y  que  sus  cualidades  intelectuales  no  fueron  inferiores 
a  las  de  los  europeos  contemporáneos,  aun  cuando  no  al- 
canzara a  conocer  las  artes  ni  las  ciencias.  Conclusión: 
los  salvajes  de  nuestros  días  son  descendientes  degenera- 
dos de  nuestros  primeros  padres  [b  b). 

Si  quisiéramos  acopiar  datos  positivos  para  tomar  parti- 
do en  esta  disconformidad,  tropezaríamos  con  dificultades 
punto  menos  que  insalvables,  porque  los  orígenes  de  la 
cultura  humana  y  aun  los  de  la  cultura  occidental  son  abso- 
lutamente desconocidos.  Sabemos  que  la  civilización  euro- 
pea procede  de  Egipto  y  Judea,  de  Grecia  y  Roma,  pueblos 
que  florecieron  al  rededor  de  la  hoya  del  Mediterráneo. 
Pero  acerca  de  los  orígenes  de  cada  uno  de  ellos  no  hay 
sino  fábulas  y  mitos. 

Un  estado  social  cualquiera  no  puede  perpetuar  su  re- 
cuerdo sino  por  medio  de  las  artes,  pero  ellas,  esto  es^ 
la  escultura,  la  pintura,  la  arquitectura,  la  escritura,  la  in- 
dustria, etc.,  no  se  conocen  en  el  estado  primitivo  porque 
son  creaciones  de  la  cultura  humana,  muy  lenta  y  laborio- 
samente formadas.  En  realidad,  cuando  nos  proponemos 
determinar  los  orígenes  de  la  cultura  humana,  planteamos 
un   problema  de  términos  contradictorios  porque  para  saber 


(h  h)     Lubbock,   Origines  de  la  Civilisation.  Appendice  I. 

Lyell,  L'Ancienneté  de  THomme,  chap.  XIX,  pag.   419. 
Tylor,   La  Civilisation  Primitive.  t.  I.  chap.   II,  pag.  41  et  42. 
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donde  empieza  ella,  necesitamos  monumentos  de  recorda- 
ción que  no  pudieron  existir  en  los  tiempos  primitivos  de 
la   humanidad   (  h  i  ). 

Xo  obstante,  en  la  historia  de  las  sociedades  civilizadas 
quedan  innumerables  indicios  y  tradiciones  de  lo  que  fué 
su  estado  primitivo,  y  ellos  dejan  presumir  que  nuestros  pri- 
meros padres  tenían  todas  las  notas  que  distinjruen  al  sal- 
vaje más  salvaje  de  nuestros  días. 

Recurriendo  a  estos  medios  de  investigación,  podríamos 
demostrar,  verbigracia,  cjue  el  hombre  primitivo  llevó  vida 
errante,  que  no  conoció  ni  la  propiedad,  ni  la  agricultura 
y  que,  por  consiguiente,  vivió  de  la  caza  y  no  tuvo  habi- 
taciones de  materiales  sólidos  (  />  /  ). 

Que  esta  pintura  es  exacta  lo  prueban  primeramente 
unas  tradiciones  que  corrían  en  todos  los  pueblos  civiliza- 
dos de  la  Antigüedad,  según  las  cuales  todos  los  Estados 
fueron  fundados,  sin  excepción,  por  tribus  venidas  de  paí- 
ses lejanos;  ninguno  por  tribus  auchtóchtonas.  Generali- 
zando la  misma  observación,  dice  Sumner  Maine  que  no 
existe  pueblo  alguno  del  cual  se  pueda  afirmar  cjue  ocupa 
su  domicilio  originario  (  1)  I ).  Pues  bien,  si  advertimos  que 
el  Estado  supone  la  vida  sedentaria,  como  íí  prinri  lo  deja 
colegir  su  etimología,  fuerza  nos  es  tener  aquellas  tradicio- 
nes por  reminiscencias  reales,  siquiera  sean  vagas,  de  la 
primitiva  vida  nómade. 

Corrobora  estas  tradiciones  la  práctica  que  desde  los 
tiempos  prehistóricos  se  conservó  en  los  pueblos  antiguos 
de  computar  las  riquezas  en  especies  muebles.  Mientras 
para  nosotros  la  riqueza  por  excelencia  es  la  tierra,  el  fít'- 
nosis  la  cuenta  en  oro,  en  plata,  en  tiendas  y  cabezas  de 
ganado;  y  si  para  significarla  usaban  los  romanos  la  expre- 
sión  fhivilin  pocuiÜHquo,  esclavos  y  ganados,  fué  sin  duda 


(  h  i)     Tylor,   La  ('iyilisation   l'riniitivt:  t.  I,  chap.   II.  pajj.   44 

(''./)     Tylor.  ob.  cit..  chap.   11,  pag.  45  et  47. 

( /(  /  )      Sumner    Maine.    I/Aiicirii    I)rnit    rt    Jn    ('niitumi-    l'iiniitivr 
chap.   VIF,   pap.   2M. 
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porque  tuvieron  bienes  antes  de  que  se  constituyese  la 
propiedad  raíz  (bm). 

Mucho  más  que  estos  indicios  y  tradiciones,  prueba  la 
vida  nómade  de  los  pueblos  primitivos  el  régimen  del  es- 
tatuto personal,  que  durante  largos  siglos  ha  imperado  en 
las  sociedades  más  civilizadas.  Como  es  sabido,  con  arre- 
glo a  este  régimen  las  leyes  de  cada  Estado  no  obligan  ni 
aprovechan  a  todos  los  habitantes  del  territorio  nacional, 
sino  a  todos  los  individuos  de  la  tribu  o  del  pueblo,  o  de 
la  clase,  o  de  la  nación,  esto  es,  a  todos  los  que  se  supo- 
nen ligados  por  los  vínculos  de  una  sangre  común.  ¿Cuál 
es  el  origen  del  estatuto  personal?  Mientras  se  persistió 
en  el  error  bíblico  de  asemejar  nuestros  padres  a  los  eu- 
ropeos de  nuestros  días,  los  jurisconsultos  apuntaban  el 
hecho  sin  explicarlo.  La  explicación  vino  por  sí  misma 
cuando  se  sentó  la  hipótesis,  siquiera  fuese  con  cargo  de 
comprobarla,  de  que  en  el  estado  primitivo  los  pueblos  an- 
tiguos llevaron  vida  errante. 

Si  nos  propusiéramos  exponer  todos  los  indicios  que 
prueban  el  salvajismo  de  nuestros  primeros  padres,  no  ten- 
dríamos cuando  acabar.  Solo  para  reforzar  nuestra  tesis, 
expondremos  algunas  observaciones,  a  nuestro  juicio  deci- 
sivas, que  se  infieren  del  desarrollo    general  de  la  civiliza- 


ción. 


Hase  desarrollado  la  civilización  siguiendo  un  proceso  de 
causalidad  social,  porque  cada  período  ha  engendrado  al 
subsiguiente,  y  los  elementos  que  constituyen  la  cultura  de 
hoy  son  hijos  de  los  que  constituyeron  la  de  ayer.  Inde- 
pendientemente de  las  cualidades  morales  e  intelectuales  de 
cada  generación,  la  industria,  las  artes,  las  ciencias,  las  re- 
ligiones, el  derecho,  aparecen  tanto  más  desarrollados  cuanto 
más  se  avanza  en  la  historia;  y  viceversa,  cuando  los  es- 
tudiamos retrospectivamente,   aparecen  tanto  más  reducidos 


{h  m)     Génesis,  cap.  XIII,  §  2  y  5 

Pecunia  viene  de  pecas,  ganado,  y  familia,  de  famulus.  criado,  es- 
clavo. La  mujer  y  los  hijos  formaron  parte  de  la  familia  porque  origina- 
riamente tenían  la  condición  jurídica  de   los  esclavos. 


56  CAPÍTULO    PRIMERO,    §   10 

cuanto  más  nos  remontamos  a  sus  orígenes  {h  n).  Según 
el  pensamiento  de  Pascal,  se  puede  mirar  la  humanidad 
como  un  hombre  inmortal  que  se  enriquece  constantemente 
acumulando  progreso  a  progreso  porque  cada  generación 
agrega  los  frutos  de  sus  propios  esfuerzos  a  la  herencia  de 
las  generaciones  pasadas.  Podemos,  entonces,  concluir  que 
al  hombre  primitivo  le  faltó,  como  le  falta  al  salvaje  con- 
temporáneo todo  aquello  que  para  el  hombre  culto  cons- 
tituye la  civilización   humana  {h  ñ). 

Inferida  del  desarrollo  histórico,  esta  conclusión  está  con- 
firmada por  la  etnografía,  porque  nadie  ignora  que  en  los 
grados  medios  de  cultura  subsisten  claros  indicios  del  sal- 
vajismo primitivo  y  que,  por  la  inversa,  en  los  grados  mas 
bajos  no  se  ha  descubierto  resto  alguno  de  procedencia 
culta  {h  o). 

Concretándonos  al  pueblo  israelita,  que  entre  los  de  la 
Antigüedad  clásica  era  el  que  tenía  idea  más  elevada  de 
sus  orígenes,  su  procedencia  salvaje  está  atestiguaila  no  solo 
por  sus  pro[)ias  tradiciones  sino  también  por  ciertas  prác- 
ticas y  costuml)res  que  jamás  nacen  en  sociedades  civiliza- 
das. .Sus  patriarcas  fueron  simples  caciques  de  tribus  nó- 
madas o  pastoras,  como  que  a  uno  de  ellos  atribuía  la 
leyenda  el  haberlas  radicado  en  Canaán.  \o  conocían  el 
uso  de  los  metales  según  se  infiere  del  mito  de  Tubalcain 
y  del  empleo  del  cuchillo  de  piedra  en  las  ceremonias  re- 
ligiosas, y  tenían  por  moneda  los  animales  y  las  pieles.  Por 
último,  la  práctica  de  los  sacrificios  humanos,  de  cuya  abo- 
lición se  conservaban  vagos  recuerdos,  la  adoración  de  la 
serpiente  y  del  becerro  de  oro,  el  culto  de  los  altos  luga- 
res, el  exterminio  de  los  vencidos,  el  rapto  de  las  mucha- 
chas e.Ktranjeras,   la   venta  de  las  propias  hijas,    etc.,    etc., 


(6/j)     Bagehot,  Dévfh>p¡Himent  des  Xations,  liv.  I,  pag.   16  ct  liv.   III, 
pág.   124. 

{b  ñ)     Tyior.    Lh  ('ivilisntioii  Pr¡miti\r,  t.   I,  chap.  II.  pag.   30  et  36. 

(¿o)     Luhbock,   Or/o'/nf'.'í  dr  In  (^ivilisatinn.  chap.  I.  pag.  2  et  appen- 
dice. 
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son  prácticas  que  evidentemente  no  tienen  su  origen  en  un 
estado  anterior  de  civilización. 

Esta  conclusión  envuelve  la  solución  del  problema.  Poco 
importa  que  en  respeto  a  las  creencias  tradicionales,  se  sos- 
tenga que  bajo  el  respecto  moral  e  intelectual  el  hombre 
primitivo  valió  intrínsecamente  tanto  como  el  europeo  con- 
temporáneo. Lo  importante,  lo  decisivo  es  que  las  con- 
diciones de  su  vida,  las  condiciones  sociales  en  que  tuvo  que 
actuar  no  difieren  sensiblemente  de  aquellas  en  que  actúan  el 
neo-zelandés  y  el  fueguino  de  nuestros  días,  y  mientras  no 
se  pruebe  que  han  camI)iado  la  naturaleza  humana  y  las 
leyes  del  desenvolvimiento  político,  no  tenemos  por  que 
suponer  que  el  Estado  nació  en  las  tribus  primitivas  de  los 
tiempos  prehistóricos  de  manera  diferente  de  como  nace 
en   las   tril^us   salvajes   del   presente    (hp). 

§  11.  —  Demostrado  que  sin  mayor  peligro  de  error  po- 
demos buscar  en  las  sociedades  más  atrasadas  de  nuestros 
días  los  orígenes  del  Estado,  no  cjueda  pendiente  en  lo  to- 
cante a  los  métodos,  más  cuestión  que  la  de  saber  si  en  los 
estudios  sociales  se  debe  proceder  de  lo  compuesto  a  lo  sim- 
ple, o  sea  de  lo  derivado  a  lo  primitivo,  como  algunos  filó- 
sofos lo  han  pretendido,  o  si  por  la  inversa,  se  debe  seguir 
en  ellos  el  mismo  camino  que  se  sigue  con  todas  las  ciencias 
inferiores. 

La  lógica  enseñó  siempre  que  el  estudio  racional  debe  ir 
de  lo  simple,  que  es  lo  más  fácil,  a  lo  compuesto,  que  es  lo 
más  difícil;  y  de  lo  primitivo,  que  es  lo  elemental,  a  lo  deri- 
vado, que  es  lo  complejo.    Al  empezar  el  estudio  de  los  ele- 


{b  p)  «  C'est  á  celui  qui  prétend  qiii  la  pensée  et  laction  humaines 
ont  été  régies  dans  les  temps  primitifs  par  des  lois  essentiellement  dififé- 
rentes  de  celles  qui  rég-issent  le  monde  moderne,  á  donner  des  preuves 
sérieuses  de  cette  anomalie,  faute  de  quoi  la  doctrine  de  la  pernianence 
des  principes  restera  étahlie  comme  elle  l'est  en  astronomie  et  en  géolo- 
gie.  Le  fait  que  la  culture  ait  obéi  aux  mémes  tendances  dans  le  cours 
de  la  vie  des  sociétés  et  qu'on  puisse  déduire  de  ce  qui  a  eu  lieu  aux  ág-es 
historiques  ce  qui  s'est  produit  a  des  periodes  préhistoriques,  doit  étre 
adopté  comme  principe  fundamental  des  recherches  etnographiques ». 
Tylor,  La  Civilisation  Primitive.  t.  I,  chap.  II,  pag.  37. 


58 


CAPÍTULO    PRIMERO,    §    11 


inentos  constitutivos  del  Estado,  decía  ha  veinte  siglos  el 
más  grande  de  los  pensadores:  «En  esta  materia,  como  en 
todas,  remontar  al  origen  y  seguir  el  desarrollo  es  el  proce- 
dimiento más  seguro  para  estudiar  con  acierto  »  {hq  ). 

Pero  Augusto  Comte,  al  contrario,  enseña  que  en  biología 
y  en  sociología  es  no  solo  lícito  sino  indispensable  invertir 
este  procedimiento.  Cuando  estudiamos  el  mundo  físico,  dice, 
es  el  conjunto  lo  que  escapa  a  nuestra  observación;  la  no- 
ción del  sistema  solar  es  la  más  compleja  que  podamos  con- 
cebir; la  del  universo  no  será  jamás  realmente  positiva. 

Por  el  contrario,  en  los  dos  órdenes  superiores  de  la  bio- 
logía y  la  sociología  son  los  detalles  los  que  escapan  a  la 
observación  cuando  se  les  especializa  demasiado.  De  consi- 
guiente, en  la  filosofía  inorgánica  son  inasequibles  los  grados 
superiores  de  complegidad,  y  en  la  orgánica,  los  inferiores  de 
simplicidad;  y  la  peculiar  naturaleza  de  unos  y  otros  fenóme- 
nos, impone  la  inversión  del  procedimiento.  La  lógica  solo 
debe  exigir  que  se  proceda  de  lo  conocido  a  lo  desconocido, 
y  dentro  de  esta  regla  el  investigador  es  libre  para  empezar, 
según  el  objeto  de  la  inv^estigación,  o  por  lo  simple  o  por  lo 
compuesto.    Tal  es  la  conclusión  de  Comte  (  h  r). 

Otros  autores  son  de  sentir  que  no  hay  razón  bastante  para 
invertir  en  los  estudios  sociales  los  procedimientos  seguidos 
en  los  demás  órdenes  de  investigaciones.  Estudiando  el  mé- 
todo seguido  por  ciertos  mitólogos,  que  es  el  mismo  indica- 
do por  Comte,  Herberi  Spencer  apunta  los  graves  errores 
en  que  se  incurre  cuando  se  procede  analíticamente,  esto 
es,  de  lo  compuesto  a  lo  simple,  en  vez  de  proceder  sin- 
téticamente, esto  es,  de  lo  simple  a  lo  compuesto   (  />.s). 

Imbuidos,  por  ejemplo,  en  las  ideas  religiosas  de  los  pue- 
blos cultos,  los  mitólogos  aludidos  parten  de  la  noción  su- 
perior   de   la    unidad    divina  y  llegan    consiguientemente    a 


(6  (y)  Arisíóteleb,   La  l'olitiqut'.  liv.   I.  chaj).   I.  !j  3. 

[hr)  Comte,  Cnurs  di'  I'hilnsnphir  Pnsitivr.  t.  VI,  le«,-.   XLVIII.  pa^:. 
259. 

(hs)  SpenciT.   Principes  do  Noe/'»/');,';»'.  t.  II,  §  3 lo. 
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concluir  que  las  sociedades  primitivas  son  sociedades  mono- 
teistas.  Mas,  cuando  se  han  visto  forzados  a  reconocer  que 
los  salvajes  no  profesan  las  doctrinas  religiosas  que  se  supo- 
nen ser  las  primitivas,  han  tenido  que  negar  el  desarrollo  in- 
telectual y  suponer  que  el  fetiquismo  }  el  politeísmo  son  de- 
gradaciones del  monoteismo,  y  que  las  sociedades  salvajes  no 
son  sociedades  en  estado  primitivo  sino  sociedades  en  esta- 
do degradado.  El  método  sintético,  por  el  contrario,  de- 
muestra que  lo  primitivo  es  lo  más  simple  y  grosero,  esto  es, 
el  culto  fetiquista;  y  concluye  lógicamente  que  en  la  humani- 
dad no  ha  habido  degradación  del  monoteismo  al  fetiquismo, 
sino  desarrollo  del  fetiquismo  al  monoteismo. 

Se  han  hallado  en  toda  Europa,  inclusive,  en  Italia  y  Gre- 
cia, y  en  las  llamadas  cunas  de  la  civilización,  en  Siria,  en 
Egipto  y  en  la  India,  fragmentos  numerosos  de  cuchillos  de 
piedra;  y  por  otra  parte,  siempre  que  la  historia  los  mencio- 
na, aparecen  usados  exclu.sivamente  en  las  ceremonias  reli- 
giosas. Ahora  bien,  procediendo  de  lo  compuesto  a  lo  sim- 
ple, se  concluye  que  donde  ha  habido  cuchillos  de  piedra  ha 
existido  coetáneamente  la  práctica  de  los  sacrificios;  y  por- 
la  inversa,  procediendo  sintéticamente,  se  demuestra  que  en 
todas  las  sociedades  primitivas  el  uso  de  la  piedra  precede 
al  de  los  metales,  y  que  de  consiguiente,  donde  ha  habido 
cuchillos  de  piedra,  ha  vivido  un  pueblo  de  procedencia  pri- 
mitiva, que  no  ha  pasado  a  usarlos  exclusivamente  en  las  ce- 
remonias religiosas  sino  cuando  ya  los  había  reemplazado  en 
los  otros  usos  por  los  intrumentos  metálicos  (ht). 

Mientras  se  ha  tratado  de  explicar  la  propiedad,  la  familia, 
el  Estado,  las  lenguas,  las  religiones,  etc.,  etc.,  sin  estudiar 
sus  orígenes,  se  han  forjado  las  hipótesis  más  estrafalarias, 
con  las  cuales  si  se  han  aclarado  unas  dudas,  se  han  suscita- 
do otras.  Porque  en  las  sociedades  cultas  se  veían  estas  co- 
sas en  el  estado  de  organismos  perfectamente  desarrollados, 
se  ha  juzgado  que  las  causas  más  naturales,  que  son  las  más 
simples,  no  bastan  a  explicarlos;  y  en  general,  se  ha  creído  que 


(ht)  Lubbock,  ¿es  Origines  (lela  Civilisation.  Appendice  I,  pag.  485. 
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!os  resultados  que  ellos  han  producido  han  sido  las  causas 
que  los  han  orin^inado.  Así  es,  por  ejemplo,  como  se  ha  su- 
puesto que  el  estado  de  paz  (jue  la  ortranización  política 
garantiza,  ha  sido  una  de  las  causas  orio;inarias  del  Estado 
cuando  los  estudios  de  las  sociedades  primitivas  prueban 
evidentemente  lo  contrario,  a  saber,  que  en  todas  ellas  el 
Estado  nace  para  la  guerra,  hasta  el  punto  que  muy  frecuen- 
temente sus  funciones  se  suspenden  en  la  paz.  Estas  ol)ser- 
vaciones  nos  hacen  ver  (jue  en  las  materias  sociales  el  cono- 
cimiento realmente  científico  se  forma  sobre  la  base  del 
estudio  de  los  orígenes.  Es  punto  ya  demostrado,  dice  Tylor, 
que  a(]uellos  que  estudian  sistemáticamente  materias  de  mo- 
ral o  de  legislación  a  través  de  las  edades  salvajes  y  bárbaras 
para  llegar  al  período  de  la  civilización,  aportan  a  estas  in- 
vestigaciones un  elemento  científico  indispensable,  del  cual 
prescinden  a  nu-nudo  sin  escrúpulo  alL^uno  a(]uellos  autores 
que  las  tratan  bajo  el  respecto  puramente  teórico  (  hu  ). 

Multipliqúense  cuanto  se  quiera  los  casos  y  en  todos  se 
verá  (jue  p.ira  descubrir  verdades  fundamentales,  solo  es 
•procedente  el  método  sintético  o  inductivo,  y  que  soU^  para 
comprobarlas  o  descubrir  verdades  derivadas,  se  puede  em- 
plear el  analítico  o  deductivo. 

Una  buena  parte  de  ios  errores  políticos  y  sociales  (jue 
priman  en  los  [jueblos  cultos,  emana  justamente  de  la  inde- 
bida inversión  de  los  procedimientos  lógicos.  Cuando  se 
pregona  la  libertad  como  principio  absoluto,  por  ejemplc), 
es  porcjue  se  juzga  aplicable  a  todas  las  sociedades,  aun  a 
las  sociedades  primitivas  el  régimen  político  que  conviene  a 
las  más  cultas. 

Cuando  Locke  y  Rousseau  sostenían  (jue  el  origen  del  I'^s- 
taclo  es  un  contrato  social,  no  hacían  sino  retrotraer  a  las  so- 
ciedades primitivas  un  moiio  de  ser  propio  de  las  más  cultas, 
suponiendo  en  los  salvajes  el  criterio  suficiente  |)ara  apre- 
ciar las  ventajas  de  la  organización  política  y  para  contratar 
libremente  en  atención  a  ellas.      Y  la  acritud  con  (|ue  ciertos 


{Ini)  'lylor,  ('ivilisntimí  I'riiuiti\i'.\.  II  chap.  XIX.  pap.  575. 
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pensadores  censuran  las  instituciones  y  las  costuml^res  políti- 
cas y  relii^iosas  del  pasado,  emana  de  tjue  las  juzgan  con  el 
criterio  moral  del  presente,  como  si  fueran  deo^radaciones  de 
las  actuales.  Al  contrario,  aquellos  que  las  estuiiian  desde 
sus  orít)^enes,  se  sienten  naturalmente  inclinados  a  admirar  el 
desarrollo  reo^ular  a  que  han  estado  sujetas  desde  el  estado 
primitivo  o  de  simple  eml)rión  hasta  el  de  perfeccionamiento 
y  desarrollo  en  que  hoy  las  contemplamos. 

El  mayor  peliíjro  que  se  evita  siguiendo  la  vía  inductiva 
que  va  de  lo  sim[)le  a  lo  compuesto,  es  el  de  tomar  el  dere- 
cho y  las  instituciones  del  Estado  por  obras  caprichosas  del 
legislador.  Cuando  se  sigue  la  vía  inversa,  cuando  se  em- 
piezan los  estudios  por  las  sociedades  más  adelantadas,  don- 
de la  ley  ocupa  el  lugar  de  la  costumbre,  nos  inclinamos  a 
pensar  que  sin  la  acción  legislativa  no  puede  haber  ni  orden 
jurídico,  ni  organización  política,  porque  todo  lo  existente 
aparece  arreglado  por  la  soberana  voluntad  del  legislador. 
Y  a  la  inversa,  cuando  los  empezamos  por  las  más  atrasadas, 
donde  el  derecho  y  las  instituciones  nacen  y  se  desarrollan 
por  efecto  del  solo  impulso  social,  sin  que  ley  alguna  les  dé 
vida,  entonces  quedamos  perfectamente  habilitados  para  ad- 
mitir la  noción  científica  que  relaciona  el  desarrollo  político 
y  jurídico,  por  íntimo  e  indisoluble  nexo,  con  el  desarrollo 
de  la  sociedad. 

Para  seguir  este  orden  en  nuestros  estudios  (se  entiende 
que  con  cargo  de  comprobar  en  seguida  nuestras  conclusio- 
nes siguiendo  el  orden  inverso),  no  importa  que  no  poda- 
mos conocer  las  formas  más  simples  que  el  derecho  y  las 
instituciones  hayan  podido  tener  en  las  tribus  más  primitivas 
de  la  humanidad.  Sin  creer  como  Jellinek  que  el  desarrollo 
del  derecho  y  de  las  instituciones  no  se  deba  estudiar  sino 
desde  el  momento  histórico  en  que  ellos  empezaron  a  servir 
a  su  actual  destinación  (  hv)  porque  eso  es  discurrir  con  cri- 
terio profesional  de  jurisconsulto,   no  con   criterio  científico. 


(bv)     Jellinek.    L'État  Moderne  et  son    Droit,    t.  I,  chap.  II,  tit.  V, 
pag:.   72. 


62  CAPÍTULO    PRIMERO,    §    11 

nos  parece  que  basta  determinar  la  manera  como  el  orden 
jurídico  y  la  organización  política  germinan  y  se  desarrollan 
en  las  sociedades  más   atrasadas  de  nuestros  días. 

vSumner  Maine,  que  entre  los  juristas  contemporáneos,  es 
acaso  el  que  ha  manifestado  un  criterio  más  científico,  de- 
muestra igualmente  la  necesidad  que  hay  de  estudiar  los 
orígenes  del  derecho  para  comprender  su  desenvolvimiento. 
A  mi  juicio,  dice,  si  las  hipótesis  que  privan  sobre  el  dere- 
cho, no  resuelven  los  problemas  de  esta  rama  de  la  ciencia, 
es  porque  no  se  han  estudiado  para  forjarlas  aquellos  esta- 
dos sociales  en  que  han  nacido  las  instituciones  jurídicas 
que  se  trataba  de  explicar,  l'^n  realidad,  los  jurisconsultos 
no  han  tratado  de  observar  la  sociedad  en  que  vivían  y 
a  lo  más  también  las  sociedades  afines;  y  en  cuanto  a  las 
más  antiguas  o  más  diferentes,  se  han  limitado  a  formar 
conjeturas. 

Pero  no  se  comprende,  continúa  el  autor  citado,  por  que 
tal  método  sería  más  permitido  en  las  investigaciones  jurídi- 
cas que  en  cualesquiera  otras.  Lo  natural  parece  ser,  a  la 
inversa,  empezar  por  el  estudio  de  las  formas  sociales  más 
simples  en  el  estado  más  cercano  a  su  condición  primitiva. 
Porque  aun  cuando  los  fenómenos  que  las  sociedades  más 
atrasadas  presentan,  no  son  fáciles  de  comprender  a  prime- 
ra vista,  la  dificultad  de  explicarlos,  es  bien  poca  en  compa- 
ración de  la  que  el  estudio  del  complejo  organismo  de  las 
sociedades  cultas  ofrece  (/>a'). 

Si  cada  estado  social,  en  efecto,  es  mero  desarrollo  de  un 
estado  social  preexistente,  a  las  claras  se  infiere  que  estudiar 
las  sociedades  superiores  antes  (¡ue  las  inferiores,  equivale  a 
estudiar  el  efecto  antes  que  la  causa  cuando  justamente  es 
la  causa  lo  único  que  puede  explicar  el  efecto. 

Base  fundamental  de  las  ciencias  sociales  es  que  las  cos- 
tumbres, las  ¡deas  y  las  instituciones  de  cual(|uiera  época, 
se  explican  por  las  de  la  época  inmediatamente  anterior. 
Entre  tanto,  según  el   procedimiento   que    para  estudiar   las 


(bx)     Sumncr   .\Iaini-.   I/Aiiririi  ÍJmit,    chap.  V,  pag.   112. 
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sociedades  propone  Augusto  Comte  en  contra  de  su  propia 
doctrina,  ocurriría  cabalmente  lo  inverso,  a  saber,  que  las 
cosas  de  una  época  se  explicarían  por  las  de  la  época  si- 
guiente y  en  una  serie  de  fenómenos  sucesivos,  la  causa  so- 
brevendría después  del  efecto. 

La  conclusión  lógica  es,  por  tanto,  que  para  llegar  a  com- 
prender los  fenómenos  complejos  o  derivados,  se  ha  de  estu- 
diar previamente  los  fenómenos  simples  o  fundamentales, 
pero  que  al  procedimiento  sintético  debe  seguir  indispensa- 
blemente la  comprobación  analítica. 

El  conocimiento  que  se  adquiere  de  un  organismo  supe- 
ñor  antes  de  estudiarlo  en  el  estado  de  simple  embrión,  es 
esencialmente  empírico  o  incompleto;  y  las  sociedades  y  las 
instituciones  no  parecen  ser  un  fenómeno  natural  sino  cuan- 
do se  estudia  su  desenvolvimiento  desde  su  estado  embrio- 
nario. Cuando  el  estudio  desciende  de  las  superiores  a  las 
inferiores,  se  encuentran  pueblos  más  y  más  atrasados,  cuyo 
atraso  no  se  explica  sino  suponiendo  una  degeneración  inex- 
plicable, contraria  a  todo  lo  que  pasa  a  nuestra  vista  y  a 
lo  que  ha  ocurrido  dentro  de  la  historia,  por  manera  que 
para  adquirir  la  noción  científica  del  desarrollo,  es  indis- 
pensable ascender  de  las  inferiores  a  las  superiores. 

Tal  será  el  método  que  en  la  presente  obra  seguiremos 
para  averiguar  la  formación  de  la  estructura  político-admi- 
nistrativa del  Estado. 

§  12.  Expuesta  la  teoría  de  los  métodos  en  cuanto  in- 
teresa a  nuestras  investigaciones,  réstanos  enunciar  y  cla- 
sificar las  materias  que  en  esta  obra  estudiaremos  y  el  plan 
general  que  en  nuestros  estudios  posteriores  seguiremos. 
Como  quiera  que  nuestro  propósito  se  concreta  a  deter 
minar  la  génesis  de  las  instituciones  originarias  del  Estado, 
las  cuales  se  cuentan  en  los  dedos  de  una  sola  mano,  cree- 
mos proceder  con  acierto  absteniéndonos  de  hacer  en  esta 
obra  divisiones  que  suponen  el  pleno  desarrollo  del  orga- 
nismo político.  Separar,  por  ejemplo,  los  estudios  de  de- 
recho político  de  los  de  derecho  administrativo,  es  más 
que  conveniente,  indispensable,  cuando  se  trata  de  abar- 
car la   organización  de  un  Estado  culto,  esto  es,  de  un  Es- 
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tado  plenamente  desarrollado,  porque  sin  esa  separación 
ellos  se  extraviarían  en  la  multiplicid.id  de  las  institucio- 
nes y  no  nos  llevarían  a  notar  con  claridad  cuan  diversa 
es  la  naturaleza  jurídica  de  aquellas  que  han  sido  creadas 
para  prestar  servicios  y  de  aquellas  que  lo  han  sido  para 
ejercer  una  parte  del  Poder  Público,  lín  tales  casos,  la 
diversa  naturaleza  de  las  materias  impone  la  necesidad  de 
no  confundirlas  en  un  mismo  estudio  como  si  toilas  cons- 
tituyesen  una  masa  homogénea. 

Mas,  cuando  se  trata  de  investiy^ar  los  oríjrenes  del  Es- 
tado, semejante  procedimiento  no  tiene  aplicación,  no  tan- 
to [jorque  sean  muy  pocas  las  instituciones  cuya  ji^énesis 
hay  que  determinar,  cuanto  porque  en  los  primeros  grados 
del  desenvolvimiento  político,  cada  una  de  ellas  desempe- 
ña promiscuamente  funciones  de  la  más  diversa  naturaleza. 
En  tales  casos  las  distinciones  que  se  pretendiera  hacer 
serían  puratiiente  ideológicas  porque  no  corresponderían  a 
la  realidad  de  las  cosas.  Como  quiera  que  la  inve>tiga- 
ción  de  la  génesis  del  Estado  tiene  por  naturaleza  el  ca- 
rácter de  estudio  meramente  preliminar  o  propedéutico, 
es  claro  que  sus  conclusiones,  destinadas  a  servir  de  base 
común  al  derecho  político  y  al  derecho  administrativo,  se 
deben  determinar  sin  tener  mayor  cuenta  de  una  distinción 
que  en  realidad  no  se  necesita  sino  para  estudios  poste- 
riores. De  manera  análoga  se  procede  en  todas  las  cien- 
cias: las  nociones  generales  y  fundamentales  se  exponen  an- 
tes que  las  especiales  y   derivadas. 

En  discordancia  con  la  mayor  parte  de  los  publicistas, 
creemos  nosotros  que  la  ciencia  general  del  Estado,  sin 
perjuicio  de  los  estudios  especiales  de  derecho  político  y 
de  derecho  administrativo,  se  debe  estudiar  con  arrrglo  al 
siguiente   plan  : 
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Elementos    externos  | 
del  Estado I 


Elementos     internos 
del  Estado    


La  Población 
El  Territorio 
La  Ciudad 

Elementos   Po- 
líticos  


El  Poder  Legislativo 
El  Gobierno 
La  Justicia 


Elementos  Ad- 
ministrativos 


(  El  ejército 
I  La  policía 
La  Administración  j  La  recaudación 

política Las  tesorerías 

Los  correos  oficiales 
etc..  etc. 

La   higiene 
I  La   educación 


La    Administración  f 


social 1 


La  beneficencia 


I  Los  correos  públicos 
(      etc.,  etc. 


Esta  clasificación,  que  a  primera  vista  podría  parecer 
meramente  ideoló_a^ica,  está  rigurosamente  fundada  tanto  en 
la  real  complegidad  del  Estado  cuanto  en  la  distinción  capi- 
tal de  la  parte  general  y  de  las  partes  especiales  del  sistema. 
Vienen  en  ella  primeramente  los  elementos  externos,  que 
en  mayor  o  menor  grado  interesan  a  todas  las  ramas  del 
derecho,  y  a  continuación  los  elementos  internos,  entre  los 
cuales  se  distinguen  los  de  carácter  político  y  los  simple- 
mente administrativos.  No  hay  en  este  plan  nada  de  arbi- 
trario porque  él,  con  sus  clasificaciones,  está  determinado 
por  la  varia  naturaleza  de  los  elementos  que  componen  el 
Estado.  La  misma  distinción  del  derecho  político  y  el  de- 
recho administrativo,  que  en  los  estudios  de  la  génesis  del 
Estado  no  puede  diseñarse  con  mucha  claridad,  se  impone 
con  calidad  de  indispensable  cuando  se  quiere  conocer  la 
diversa  naturaleza  jurídica  de  las  instituciones  de  uno  y  otro 
orden. 

Para  nosotros,  el  derecho  administrativo  no  es  más  que 
el  conjunto  de  disposiciones  que  instituyen  los  servicios  pú- 
blicos, que  fijan  sus  atribuciones,  que  limitan  el  campo  de 
sus   tareas,  y  no    cabe  confundirlo  con    el   derecho  político, 
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que  es  el  conjunto  de  disposiciones  que  instituyen  los  Po- 
deres Públicos,  que  fijan  sus  facultades,  que  reglamentan  su 
ejercicio,  que  limitan  el   campo   de  sus  jurisdicciones. 

Aunque  esta  distinción  tan  lógica  y  tan  clara  es  descono- 
cida por  los  publicistas,  se  encuentra  instintivamente  sancio- 
nada por  el  sentido  común,  como  bien  lo  deja  entender  un 
hecho  que  día  a  día  se  repite  en  los  pueblos  americanos. 
Nótese  que  cada  y  cuando  queremos  instituir  o  mejorar  un 
servicio  para  cuyo  desempeño  no  encontramos  aptitudes  en 
los  nacionales,  recurrimos  sin  vacilaciones  al  arbitrio  de 
contratar  extranjeros,  y  traemos  a  estos  países  instructores 
militares  de  Francia  y  Alemania,  pedagogos  de  Alemania  y 
Norte  América,  ingenieros  navales  de  Inglaterra,  ingenieros 
hidráulicos  de  Holanda.  Pero  por  muy  malo  que  sea  nues- 
tro gobierno,  por  más  desprestigiado  que  esté  nuestro 
Congreso,  por  mucho  que  prevar¡(}uen  nuestros  tribunales, 
jamás  se  nos  ocurre  remediar  estos  males  contratando  en 
Bélgica  o  en  Suiza  gobernantes,  legisladores  o  jueces.  Por 
qué?  porque  si  nada  tiene  de  chocante  contratar  extranjeros 
para  tjue  nos  sirvan,  instintivamente  nos  repugna  la  idea  de 
contratarlos  para  que  nos  manden.  Un  pueblo  indepen- 
diente puede  sin  desmedro  confiarles  el  desempeño  de  al- 
gunos servicios  públicos;  pero  sería  indigno  de  su  indepen- 
dencia si  también  les  confiara  el  ejercicio  de  una  parte 
cualquiera  de  su  soberanía. 

A  nuestro  juicio,  si  es  verdad  cjue  el  error  engendra  el 
error,  la  confusión  del  derecho  político  y  el  derecho  adminis- 
trativo viene  de  otra  confusión  anterior,  la  del  derecho  polí- 
tico con  el  derecho  constitucional.  Como  quiera  (jue  ordina- 
riamente aparecen  entremezcladas  en  las  Constituciones  las 
normas  jurídicas  de  carácter  político  con  las  de  carácter  ad- 
ministrativo, no  se  ha  acertado  a  distinguirlas  y  clasificarlas  y 
se  ha  preferido  confundirlas  en  un  solo  cuerpo,  asaz  hetero- 
géneo. 

Nada  más  injustificado  que  semejante  confusión.  ICn  su 
sentido  más  lato,  la  Constitución  del  listado  abarca  la  suma 
total  de  las  instituciones  (jue  lo  integran  y  de  las  disposicio- 
nes ()ue  rigen  su  funcionamiento  y  las  relaciones  jurídicas   de 
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los  ciudadanos.  Las  instituciones  civiles,  como  la  propiedad 
y  la  familia,  integran  el  organismo  del  Estado  al  mismo  título 
que  las  más  grandes  instituciones  políticas  y  administra- 
tivas. 

Empero,  en  la  práctica  se  reserva  el  nombre  de  derecho 
constitucional  al  conjunto  de  disposiciones  que  están  conte- 
nidas en  una  Constitución  y  que  envuelven  la  solución  de 
aquellos  problemas  políticos,  civiles,  administrativos,  milita- 
res, penales,  etc.,  que  se  discutían  y  tenían  por  fundamenta- 
les al  dictarla.  Si  de  ordinario  prevalecen  en  el  derecho  consti- 
tucional las  disposiciones  de  derecho  político,  casi  siempre 
las  hay  también  de  derecho  administrativo,  y  aun  de  derecho 
civil,  de  derecho  penal,  de  derecho  comercial.  Constitucio- 
nes rigen  en  el  mundo  que  no  comprenden  la  organización  de 
algunos  de  los  Poderes  Públicos  y  que  en  cambio  establecen 
las  bases  de  tales  o  cuales  servicios  administrativos.  Báste- 
nos citar  la  Constitución  del  Imperio  Alemán,  fecha  el  16  de 
Abril  de  1871,  que  no  instituye  la  monarquía  imperial  por- 
que la  da  por  establecida  y  que  aplica  varios  de  sus  artícu- 
los a  la  organización  del  servicio  ferroviario  (  Arts.  41  a  47  ) 
y  varios  otros  a  la  del  servicio  de  correos  y  telégrafos  (  Arts. 
48  a  52).  En  suma,  el  derecho  constitucional  es  un  derecho 
mixto  y  solo  en  virtud  de  una  sinécdoque,  esto  es,  tomando 
por  el  todo  la  parte  más  importante,  se  puede  llamarlo  de- 
recho político. 

Cualquiera  que  sea  el  peso  de  estas  rápidas  observaciones, 
nos  bastará  dejar  establecido  que  en  ellas,  o  sea,  en  la  neta 
distinción  del  derecho  político  y  del  derecho  administrativo, 
está  fundado  nuestro  plan  general  de  la  Ciencia  del  Estado. 
Sin  embargo,  en  la  presente  obra,  que  en  el  fondo  no  es  más 
que  un  capítulo  preliminar  de  dicha  Ciencia,  ya  hemos  dicho 
que  no  podremos  ajustamos  rigurosamente  al  orden  preinser- 
to de  las  materias.  Por  efecto  de  circunstancias  sociales  que 
hemos  de  estudiar  a  su  tiempo,  el  gobierno  forma  a  los  prin- 
cipios parte  integrante  del  ejército,  y  por  efecto  de  la  cone- 
xión orgánica  que  al  nacer  une  a  ambas  instituciones,  el  es- 
tudio de  la  génesis  y  desarrollo  de  este  Poder  del  Estado  es 
todo  uno  y  se  completa  y  se  aclara  con  el  de  la  génesis  y  des- 
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arrollo  de  la  fuerza  pública.  En  mérito  de  éstas  observacio- 
nes, hemos  creído  que  no  debíamos  separar  ambos  estudios 
por  la  intercalación  de  estudios  extraños  y  que  debíamos  co- 
locarlos el  uno  a  continuación  del  otro  alterando,  nó  la  cla- 
sificación, sino  el  orden  que  en  el  plan  preinserto  corresponde 
a  las  inaterias  que  vamos  a  estudiar. 
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Sumario.  —  §  13.  La  población.  —  §  14.  Los  nómades.  —  §  15.  El  fraccio- 
namiento tribal.  —  §  16.  Proporcionalidad  entre  la  población  y  la 
producción. — •§  17.  Medios  de  fomento  de  la  población.  —  §  18. 
Hostilidad  recíproca  de  las  tribus.  —  §  19.  El  estatuto  personal.— 
§  20.  Prácticas  que  neutralizan  el  desarrollo  espontáneo  de  las  tri- 
bus. —  §  21.  Alianzas  perpetuas  de  tribus.  —  §  22.  Composición  tri- 
bal de  las  naciones  semi-civilizadas. — §  23.  Las  naturalizaciones. 
—  §  24.  La  inmigración.  —  §  25.  Integración  de  la  población  por 
la  fuerza.  —  §  26.  Formación  de  la  clase  dominante  y  de  la  clase 
servil. 


§  13.   Sin   necesidad  de  hacer  observaciones  ni  muy  déte 
nidas    ni  muy    profundas,    todo  Estado    aparece   a   nuestra 
vista,  cualquiera  que   sea  el  grado  de  su  desenvolvimiento, 
como  un  sistema  orgánico    compuesto    de  los   elementos  in- 
ternos y  externos  que  más  arriba  (  §  12  )  hemos  enunciado. 

Aun  cuando  prácticamente  sea  imposible  destruir  la  cone- 
xión orgánica  que  los  une  entre  sí,  es  frecuente  que  la  abs- 


(a)  Ordinariamente,  cuando  la  sociología  habla  de  la  sociedad,  el 
derecho  internacional  de  la  nación,  el  derecho  político  del  pueblo  y  el 
derecho  administrativo  de  la  población,  estas  cuatro  ciencias  se  refieren 
a  una  misma  entidad  conocida  con  cuatro  diferentes  nombres  que  se  la 
aplican  según  el  aspecto  por  donde  se  la  estudie.  Sociedad  se  dice  de 
la  población  cuando  se  la  estudia  regida  por  las  leyes  naturales.  Pobla- 
ción se  dice  de  la  sociedad  cuando  se  la  considera  regida  por  las  leyes 
administrativas.     Xación  es  una  población  .constituida    de    antiguo  en  Es- 
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tracción  separe  los  unos  de  los  otros  para  simplificar  su 
estudio;  y  cuando  se  ha  hecho  esta  separación,  los  elemen- 
tos externos,  esto  es,  la  población,  el  territorio  y  la  ciudad, 
aparecen  al  investigador  como  un  medio  ambiente  donde 
funcionan  el  Estado  y  sus  instituciones. 

En  el  estudio  de  la  génesis  del  Estado,  esta  separación 
tiene  por  efecto  inmediato  el  de  fijar  el  orden  de  nuestras 
investigaciones.  Si  para  los  efectos  del  estudio  ella  con- 
vierte los  elementos  externos  en  medio  ambiente  del  Estado, 
lógicamente  tenemos  que  estudiar  el  campo  donde  las  ins- 
tituciones funcionan  antes  que  las  instituciones  mismas  por- 
que la  vida  de  todo  lo  orgánico  se  desarrolla  subordinada 
a  las  influencias  externas. 

De  los  tres  elementos  externos  del  Estado,  el  m;ls  impor- 
tante es  la  población,  sujeto  y  objeto  por  excelencia  del 
derecho  y  de  las  instituciones  (  h  ).  Muchos  servicios  ad- 
ministrativos, el  censo,  la  higiene,  la  beneficencia,  la  ense- 
ñanza, la  })olicía  de  seguridad,  etc.,  etc.,  se  instituyen  en 
bien  de  la  población  sin  tener  mayor  cuenta  ni  de  su  radi- 
cación territorial,  ni  de  su  mayor  o  menor  diseminación. 
Así  mismo,  la  mayor   parte  del  derecho    penal,  del  derecho 


tado  y  que,  o  pertenece  a  una  misma  raza,  o  se  compone  de  varias  ra- 
zas que  se  han  asimilado  morainiente  y  están  animadas  de  un  espíritu 
común. 

Por  lo  tocante  a  la  palabra  ¡nii'hlo.  tiene  tres  acepciones:  I"  es  aque- 
lla parte  de  la  población  que  por  medio  del  voto  y  de  la  palabra,  diripe 
la  vida  politica  del  Estado;  2"  por  extensión,  se  la  usa  como  sinónima 
de  nación  cuando  se  dice  el  pueblo  chileno,  el  pueblo  inglés,  y  3"  en 
castellano,   se  la  usa  también  en  el  sentido  de  pequeña  aj^rupación   urbana. 

Bluntschli,  'riif'oric  ^('•iifh-nlc  <lr  l'Ktnt.  liv.  11.  chap.  II,  paj^.  "I  et 
chap.  V,    pag.  92. 

Jellinek,  L' Etni  Muderiu'  et  son  Droit.  t.  I,  chap.  IV.  tit.  111,  pajjs. 
147  á  210. 

C.umplowicz,   Dt'i'cclin  PoJíticn  Filnsoftco,  cap.   IX.  X   y  XI. 

Posada,   Trnttido  de  Dorrchn  Político,  t.  I,  lib.   IV.  cap.  IV,  ^  3. 

Burgess,  Cictwin  Politicn  y  Derecho  Coiistiincionnl.  t.  I.  \\\>.  I. 
cap.  I. 

i  I)  )     Aristóteles.   Ln  ¡'oliliiiiir.  liv.   IV,  chap.   IV.  S  -■ 
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civil,  del  derecho  político  no  se  preocupa  más  que  de  la  po- 
blación en  sí  misma  y  prescinde  casi  por  completo  de  los 
otros  dos  elementos  externos  que  integran  al  Estado. 

Sin  duda  hay  en  el  derecho  civil,  en  el  derecho  comercial, 
en  el  de  minería,  etc.,  ramas  importantes  que  se  concretan  a 
reglamentar  las  cosas,  la  propiedad,  los  contratos,  la  explo- 
tación de  las  minas,  etc.  Sin  duda  en  el  derecho  adminis- 
trativo hay  vastas  secciones  que  se  concretan  a  ordenar  la 
división  territorial  del  Estado,  a  reglamentar  la  viabilidad,  a 
imponer  el  aseo  de  las  calles,  a  instituir  el  servicio  de  des- 
agües y  alcantarillas,  etc.  Aun  podríamos  agregar  que  la 
mayor  parte  del  derecho  administrativo  de  cada  Estado 
no  mira  a  la  población,  sino  al  territorio  y  sobre  todo,  a 
la  ciudad. 

Así  es  la  verdad;  pero  también  lo  es  que  sin  excepción 
alguna,  todas  aquellas  partes  del  derecho  que  no  se  refie- 
ren directamente  a  la  población,  suponen  su  existencia  y  se 
proponen  su  bien. 

Si  se  componen  los  caminos,  se  los  compone  en  bien  de  la 
población;  si  se  fomenta  la  industria,  se  la  fomenta  para  en- 
riquecer la  población;  si  se  establece  la  policía  urbana,  se 
la  establece  para  la  comodidad  y  salud  de  la  población;  si 
se  organiza  cualquier  servicio  administrativo,  se  lo  organiza 
invariablemente  con  el  propósito  de  mejorar  las  condiciones 
jurídicas,  económicas  y  sociales  de  la  población;  y  en  fin, 
si  se  fijan  reglas  para  el  goce  de  la  propiedad  y  para  la 
celebración  de  los  contratos,  se  las  fija  en  interés  del  bien- 
estar de  la  población. 

A  ninguno  se  puede  razonablemente  ocurrir  que  cuando 
se  dicta  una  ley  de  división  territorial,  se  tenga  en  vista  el 
bien  del  territorio:  lo  que  se  persigue  es  la  mejor  administra- 
ción y  gobierno  de  la  población.  Ninguno  puede  pensar 
tampoco  que  cuando  se  fijan  reglas  para  la  apertura  y 
pavimentación  de  las  calles,  para  el  alineamiento  de  las 
casas,  para  la  higiene,  el  ornato  y  el  alumbrado  de  las  ciu- 
dades, para  el  laboreo  de  las  minas  se  tenga  en  vista  el 
bien  de  las  ciudades  o  de  la  industria  minera;  lo  que  se  per- 
sigue es  el  bienestar,  la  salud  y  el  placer  de  sus  habitantes. 
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En  este  sentido  se  puede  decir  que  la  población,  conside- 
rada unas  veces  como  un  cuerpo  orc^ánico  y  colectivo,  y 
otras  como  la  suma  divisible  de  los  habitantes  de  un  país, 
es  el  objeto  único  del  derecho  porque  cuando  se  habla  del 
territorio,  se  la  estudia  radicada  en  una  parte  determinada 
del  globo,  y  cuando  se  habla  de  las  ciudades,  se  la  estudia 
en  el  estado  de  aglomeración. 

En  la  antigua  ciencia  política,  que  había  establecido  una 
dualidad  absurda  considerando  como  cosas  absolutamente 
diferentes  la  sociedad  y  el  Estado,  la  población  no  fué  estu- 
diada sino  por  un  lado,  como  objeto  del  derecho,  esto  es, 
como  masa  pasivamente  sujeta  a  las  autoridades.  Esta  doc- 
trina trunca  adquirió  los  caracteres  de  doctrina  clásica  y 
oficial  bajo  el  imperio  prolongado  de  los  gobiernos  autocrá- 
ticos,  siempre  interesados  en  desconocer  todo  papel  activo 
a  la  población  atribuyendo  a  los  hijos  del  Estado  el  carácter 
de  subditos  y  negándoles  el  de  ciudmhmos  {  c  ). 

La  ciencia  contemporánea  ha  rectificado  a  fondo  estas 
doctrinas.  Para  ella  no  son  cosas  diferentes  la  sociedad  v 
el  Estado  porque  esencialmente  el  Estado  no  es  otra  cosa 
que  la  sociedad  ()olíticamente  organizada.  En  los  tratados 
de  derecho  público,  que  no  tienen  carácter  científico  sino 
descriptivo,  se  puede  definir  el  Estado  diciendo,  por  ejem- 
plo, que  es  el  conjunto  de  instituciones  establecidas  para 
mantener  y  desarrollar  el  orden  social;   pero  en  un  tratack) 


(o)  Jdlinek.  UÉtat  Moilcni"  ct  son  Dioit.  t.  II,  liv.  III.  ohap.  XIII, 
pag.  3F,. 

La  teoría  que  impugnamos  es  la  (|ue  Savijjny.  por  ejemplo,  establece  en 
las  siguientes  lineas: 

«  La  confusión  de  toutes  ees  idees  (celles  du  mot  jwupli'J  a  conduit  á 
attribuer  a  l'ensemble  des  gouvernés  lant  le  droit  ideal  du  j)euple  conside- 
ré comme  unité  naturelle  qje  les  priviléges  du  jioimius  romain.  et  á  placer 
ainsi  la  souverainité  entre  les  mains  des  sujeis.  Si  méme,  sans  faire  ce 
dernier  pas.  on  atribue  la  souverainité  a  la  reunión  de  tous  les  individus 
contemporains  gouvernants  et  gouvernés,  on  n'arrive  |)as  á  un  résultat  ¡ilus 
vrai.  D'abord  I' Etnt  ne  se  composc  pas  dv  tous  les  int¡i\'if¡iis  ¡tris  par 
tetv.  ni.iis  (¡c  ct'Vtains  catégories  t¡ue  creo  la  Conslitntion  ».  Savigny, 
Traitr  i¡v  r>rnit  íionuiln.  t.  I.  liv.  L  chap.  II.  ^  X.  pag.  29. 
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científico,  hay  que  empezar  por  reconocer  el  hecho  positivo, 
cual  es,  que  la  población,  que  la  sociedad  es  no  solo  ob- 
jeto pasivo  del  derecho,  sino  también  parte  integrante  y 
sujeto  activo  del  Estado.  Si  en  la  realidad,  la  misma  enti- 
dad que  por  sí  o  por  sus  órganos  hace  el  derecho  es  la 
,  que  lo  cumple  ;por  qué  no  reconocer  el  hecho  positivo,  cuál 
es,  que  la  población  desempeña  el  doble  papel  de  objeto  y 
de  sujeto?  Acaso  iríamos  a  sostener  que  el  personal  del  Esta- 
do, sus  gobernantes,  sus  legisladores,  sus  jueces,  sus  militares, 
sus  empleados  administrativos  constituyen  una  casta  política 
extraña  a  la  población?  Nó,  de  ninguna  manera;  h^y  que 
concluir  con  jellinek  que  la  población  es  no  solo  objeto  de 
obligaciones  pasivas  sino  también  sujeto  de  obligaciones 
activas  y  que  por  efecto  del  desarrollo  general  de  la  cultura 
política,  todo  hombre  sometido  a  la  potestad  del  Estado 
tiene  como  garantía,  frente  a  dicha  potestad,  los  derechos  y 
las  prerrogativas  de  una  persona  ( (/ ). 

Para  tener  una  población  que  sirva  de  base  al  Estado,  no 
basta  que  muchos  hombres  se  encuentren  viviendo  dentro 
del  perímetro  de  un  mismo  territorio,  porque  si  ellos  están 
divididos  en  fracciones  antagónicas,  cuyas  disidencias  son 
irreductibles  y  cuyas  fuerzas  se  equilibran  y  neutralizan,  en- 
tonces no  hay  allí  propiamente  una  población;  hay  dos  o 
más  poblaciones  que  aun  cuando  vivan  entremezcladas,  no 
se  confunden  y  que  estando  moraimente  separadas  por  di- 
vergencias fundamentales,  no  son  susceptibles  de  someterse 
a  un  gobierno  común.  Una  población  heterogénea  solo 
puede  servir  de  base  al  Estado  cuando  sus  razas,  sus  cas- 
tas, sus  clases,  sus  sectas,  sus  partidos,  no  obstante  el  anta- 
gonismo de  sus  intereses  y  aspiraciones  particulares,  están 
animados  de  un  mismo  espíritu,  el  espíritu  nacional.  Es  este 
elemento  psicológico  el  que  constituye  la  unidad  de  la  po- 
blación, y  el  Estado  mismo  lo  requiere  para  su  existencia 
porque  sin    coordinación,    no    puede  haber    subordinación, 


i  (1)     Jellinek,  UÉtat  Múdeme   et  son  Droit.  t.  II,  chap.  XIII,  pag-.  37 
et    38. 
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y  sin  subordinación  no  puede  haber  organización  polí- 
tica (  o  ). 

Exagerando  los  peligros  de  la  heterogeneidad,  los  Esta- 
dos primitivos  buscan  siempre,  para  constituirse,  poblaciones 
enteramente  homogéneas.  Cuando  por  la  victoria  se  subyu- 
gan elementos  extraños,  se  los  deja,  para  mantener  la  ho- 
mogeneidad, fuera  del  cuadro  del  Estado.  íSalvo  los  casos 
excepcionales  de  asimilación  por  medio  de  las  naturaliza- 
ciones y  las  adopciones,  el  empeño  más  perseverante  de  los 
pueblos  atrasados  se  dirige  a  mantener  la  triple  unidad  de 
sangre,  de  lengua  y  de  creencias  (/').  La  intolerancia  de 
los  israelitas  en  la  Antigüedad  contra  los  extranjeros  y  la 
de  los  católicos  en  la  Edad  Media  contra  los  herejes  no 
fueron  sino  simples  manifestaciones  del  temor  que  abriga- 
ban los  gobernantes,  inspirados  por  falsas  preocupaciones, 
a  que  el  Estado  sucumbiera  si  la  población  perdía  su  ho- 
mogeneidad. 

Sin  que  se  desconozcan  las  ventajas  de  la  iiomogeneidad 
social  y  demográfica,  en  las  etapas  superiores  de  la  cultura 
política  no  se  la  requiere  indispensablemente  porque  a  la  uni- 
dad objetiva,  fundada  en  la  identidad  de  sangre,  de  lengua, 
de  creencias,  se  ha  subrogado  la  unidad  subjetiva,  fundada 
en  la  identidad  de  los  destinos  históricos,  del  espíritu  nacio- 
nal, y   de  los  ideales  sociales   ( ¡j;  ). 

Que  el  funcionamiento  de  las  instituciones  j->úblicas  tro- 
pieza  con    menos  dificultades  en  los  Estados   de    población 


(  r  I  Posaria,  Tnttiido  tlr  Derrcho  l'olitici).  t.  I,  lili,  111.  cap.  VI. 
pájr.    If)2. 

Ihtring,   Ksjirit  iJii  J)roit  ¡¿omuin.  t.  I,  liv.   I.  tit.   I,  rha]).  1!,   pag.  It(0. 

Jellinek,  L'ÉttU  Modcriie  ct  smi  Droit.  t.  II,  liv.  111.  cha|).  XIII. 
pag^.   36  et  37. 

Burpcss,  Cit'iiri/i  Pnlitirtí  y  I>('vev¡tr)  Ciiiistituvioiinl.  t.  1,  lih.  1,  ca- 
pitulo I. 

(  /■)     Platón.  L,s   Luis.  liv.   IV,   pag.    123. 

{^\  Jfllinck.  f/État  .ViiJíTiir  ft  son  Ihoit.  t.  1.  chap.  IV.  paj,'.  204 
á  298. 

Bunge.  Lo  l)iitit  c'rst  la  Forcf.  ^  f>0. 
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homogénea  y  que  esta  circunstancia  autoriza  al  arte  política 
para  propender,  sin  perjuicio  de  la  libertad,  a  unificar  los 
elementos  heterogéneos,  no  hay  que  dudarlo.  Pero  si  por 
obra  de  los  acontecimientos  históricos  se  ha  formado  una 
entidad  internacional  con  elementos  de  diferentes  razas,  re- 
ligiones, lenguas  y  cultura,  la  hetereogeneidad  no  justificaría 
la  afirmación  de  que  falta  la  base  demográfica  para  consti- 
tuir el  Estado.  Donde  hay  una  masa  de  hombres  que  han 
corrido  en  la  historia  una  suerte  común,  que  independiente- 
mente de  la  fuerza  coactiva  se  avienen  a  perseguir  unos 
mismos  destinos  y  que  ante  los  extraños  aparecen  unidos 
para  la  defensa,  allí  se  debe  constituir  un  Estado  por  más 
grandes  que  sean  las  dificultades  con  que  los  Poderes  Pú- 
blicos hayan   de  tropezar  ( li  ).  r> 

§   14.   Cuando    se  estudia   una   sociedad    cualquiera  de  las  ^ 

que  forman  el  núcleo  de  la  civilización,  se  nota  que  las  más  ¡^ 

de  sus  industrias,   de   sus   costumbres  y  de   sus  instituciones 
suponen  la  vida  sedentaria.     Especialmente  la  propiedad  y         ^' 
la  familia,  que  sirven   de    fundamento   al  orden  civil,    requie-    j'^ 
ren  de  tal  manera  la  fijeza  de  la  residencia  que  jamás  se  las       m 
encuentra   constituidas  en  los  pueblos  nómades.  "^ 

De  este  hecho,  que  no  se  puede  negar,  se  ha  querido  inferir 
por  ciertos  autores  que  el  estado  natural  de  las  sociedades 
es  el  sedentario  y  que  de  consiguiente,  solo  por  excepción 
y  degeneración   llevan  algunas  vida  errante  (  i  ). 

Si  los  autores  aludidos  se  concretasen  a  enseñar  que  por 
causa  de  los  establecimientos  industriales,  de  los  hábitos 
domésticos,  de  la  propiedad  inmueble  y  de  la  enorme  acu- 
mulación de  cosas  muebles,  las  sociedades  tienen  que  vivir 
arraigadas  en  lugares  determinados,  su  doctrina  no  mere- 
cería reparos  porque  sería  simple  expresión  de  un  hecho 
general  y  positivo.     Desgraciadamente  la  propensión  inven- 


{  h)     Bluntschli,   Théorie  genérale  de  l'État,  liv.  II,  chap.  IV,  pag-.  85. 
Burgess,  Ciencia  Política  y  Derecho  Constitucional,  t.  I,  lib.  I,  ca- 
pítulo I. 

(  i)     Thorel,  Del  Oiñgen  de  las  Sociedades,  pág-.  208. 
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cible  a  generalizar  les  ha  inducido  en  el  error  de  dar  a  su 
doctrina  un  alcance  que  solo  hasta  cierto  punto  tiene  fun- 
damento en  los  hechos.  Partiendo  de  un  hecho  puramente 
imaginario,  cual  es  que  las  sociedades  fueron  creadas  por 
una  inteligencia  superior  con  todas  sus  instituciones  funda- 
mentales, los  metafísicos  y  los  teólogos  pretenden  concluir 
que  ellas  nacieron  sedentarias  y  que  la  vida  nómada  que 
algunas  llevan   es  una  vida  anómala. 

Esto  es  pura  fantasía.  Xi  las  observaciones  acopiadas  por 
la  etnografía  y  la  historia,  ni  las  más  antiguas  tradiciones 
de  la  humanidad  acreditan  que  alguna  vez  en  alguna  parte 
algún  pueblo  haya  retrogradado  del  estado  sedentario  a 
la  vida  nómada.  Lo  que  unas  y  otras  acreditan  es  al  con- 
trario que  mientras  las  sociedades  se  atienen,  para  soste- 
nerse, exclusivamente  a  la  j^roducción  espontánea  e  inter- 
mitente de  la  naturaleza,  vagan  errantes  de  comarca  en 
comarca  en  busca  de  sustento;  que  mediante  la  adopción 
de  la  agricultura,  algunas  se  radicaron  para  siempre  en  el 
curso  de  la  historia  echando  las  bases  de  prósperas  nacio- 
nes, y  que  de  consiguiente,  la  vida  nómada  es  tan  natural 
en  el  estado  de  mayor  atraso  como  lo  es  la  sedentaria  en 
el  de  mayor  adelantamiento. 

En  las  relaciones  de  sus  viajes  por  las  regiones  centrales 
del  continente  africano,  Livingstone  y  Stanley  mencionan 
numerosas  tribus  que  después  de  millares  de  años  de  exis- 
tencia, viven  todavía  errantes,  sin  duda  a  causa  de  su  inep- 
titud  para  los  trabajos  agrícolas. 

Araujo  dice  de  los  charrúas  del  L'ruguay  cjue  cuando  la 
caza  y  la  pesca  «  llegaban  a  faltar  en  una  región,  la  horda, 
total  o  parcialmente,  se  trasladaba  a  otro  sitio»';  y  Xor- 
denskiold  dice  de  los  chorotis  y  de  los  ashluslayos  del 
Chaco  boliviano  que  cada  uno  no  posee  más  que  lo  que  su 
familia  jíuede  llevar  consigo,  porcjue  todos  cambian  a  me- 
nudo  de  residencia  en  busca  de  alimentos   (  /  ). 


(/)     Araujo.   /¡istorin  t¡<'  los  l'linrnJas.  t.   I,  cap.   X.  pájj.  <>4. 
Nordenskiold,   />fl    \'i(' (¡t:s    índioDs  (laits   ¡r  Charo,  chap.  III.  pag.  29 
ef  37. 
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En  los  propios  territorios  de  Chile  y  de  la  Argentina,  la 
población  de  origen  caucásico  ha  vivido  siempre,  desde  la 
conquista,  codeándose  con  tribus  errantes.  Según  Rosales, 
los  puelches  usaban  casas  portátiles  y  a  menudo  se  mu- 
daban porque  vivían  de  la  caza  de  avestruces  y  guanacos 
y  en  acabándose  ella  en  una  comarca,  pasaban  a  otra;  y 
segiín  Alonso  de  Ovalle,  los  indios  pampas  tenían  «  por  cier- 
to género  de  prisión  y  cautiverio  el  atarse  a  un  lugar»,  y 
para  conservar  la  libertad  de  sus  movimientos,  no  querían 
«tener  casas,  ni  huertos,  ni  jardines,  ni  haciendas»,  que  fue- 
sen «  como  grillos  »  que  no  les  dejasen  sacar  el  pie  y  pa- 
saban <(  una  vida  alegre,  hoy  aquí,  mañana  acullá»  {  k). 
Por  último,  Darwin  dice  de  los  fueguinos  que   a  causa  de 


Con  referencia  a  ciertos  indígenas  del  Ecuador,  dicen  Juan  y  Ulloa: 
Toutes  les  fois  que  les  habitants  (  des  villes  )  ont  pris  les  armes  pour 
les  repouser,  ils  n'ont  eu  d'autre  avantage  que  d'étre  entres  sur  leurs 
terres  et  d'y  faire  quelques  prisonniers,  aprés  quoi  il  a  fallu  s'en  retour- 
ner  comme  on  était  venu,  sans  aucun  butin,  car  ees  peuples  ne  possé- 
dant  ríen  et  n'estimant  rien  de  ce  que  les  autres  hommes  estiment  por- 
tent  toutes  leurs  richesses  arec  eu.v,  et  quand  ils  se  voient  poursuivis 
d'un  cóté,  ils  passent  dans  un  autre  ».  Ulloa  y  Juan,  Voyage  au  Pérou, 
premiére  partie,  liv.  VI,  chap.  IV,    pag.  298. 

De  unos  indígenas  del  Río  de  la  Plata,  dice  Oviedo:  «Estos  guirandos 
son  flecheros  e  no  tienen  pueblo,  sino  que  de  unas  partes  a  otras  andan 
con  sus  mugeres  e  hijos  y  lo  que  tienen  s.  Historia  General  y  ?\atural 
de  las  Indias,  t.  11.  lib.  XXlll,  cap.  III,  pág.  173. 

De  los  jacroas,  que  vivían  a  la  boca  del  Río  Paraguay,  dice  el  mismo 
Oviedo:  «Esta  gente  no  tiene  assiento  ni  pueblo  conoscido :  van  de  una 
parte  a  otra  corriendo  la  caza,  y  llevan  consigo  sus  mugeres  e  hijos,  e  las 
mugeres  van  cargadas  de  todo  lo  que  tienen  ».  Oviedo,  ob.  cit.  t.  II,  libro 
XXIII,   cap.  XII,  pág.  191. 

Por  úhimo,  de  los  indígenas  de  Castilla  del  Oro,  dice  el  mismo  historia- 
dor que  no  permanecen  en  punto  alguno  sino  que  pasan  de  un  río  a  otro 
en  busca  de  oro  «  y  assi  se  mudan  segund  su  propósito,  al  modo  de  los 
alárabes  en  África,  que  traen  sus  mugeres  e  hijos  consigo,  e  todo  lo  que 
tienen  s.     Oviedo,  ob.  cit.  t.  III,  lib.  XXIX,  cap.  XXVII,  pág.  132. 

(  k  I     Rosales,  Historia  de  Chile,  t.  I,  lib.  I,  cap.  XXVI,  pág.  151. 
Alonso  de  Ovallo,  Histórica  Relación,  lib.  III,  cap.  VII,  pág.   177. 
Guevara,  Historia  de  la  Civilización  de  Araucania,  t.  I,  cap.  X,  pá- 
ginas 289. 
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que  su  alimento  principal  es  el  marisco,  tienen  que  cam- 
biar continuamente  de  residencia,  si  bien  por  la  misma 
causa  vuelven  con  las  estaciones  a  ocupar  el  paraje  que 
abandonan  (  1  ). 

Esta  vida  nómada  (observa  Dingelstedt)  es  impuesta  a 
las  poblaciones  atrasadas  por  la  necesidad  de  procurarse 
alimentos  para  sí  y  para  sus  ganados  porque  viven  exclu- 
sivamente de  los  frutos  espontáneos  y  agotables  de  la  na- 
turaleza. Entre  ellas  se  cuentan  los  kirguizes  pastores,  que 
viven  al  oriente  de  la  Rusia  europea  y  que  a  causa  de  que 
no  practican  la  agricultura,  yerran  en  busca  de  las  pasta- 
das en  el  invierno  hacia  el  sur,  y  en  el  verano  hacia  el 
norte  (  m  ). 

De  la  semejanza  de  costumbres  y  de  conformación  cra- 
neal, se  ha  inferido  que  los  kirguizes  son  directos  descen- 
dientes de  los  antiguos  escitas.  Pues  bien,  cuando  Heródoto 
menciona  a  estos  ilustres  antepasados  de  los  kirguizes,  dice 
de  ellos  que  no  tenían  ciudades,  ni  casas  o  habitaciones 
fijas,  que  no  vivían  de  la  agricultura  sino  del  pastoreo  v 
que  vagaban  de  una  comarca  a  otra  llevando  en  carros  sus 
hatos  y  familias  ( n  ). 

Los  antiguos  conocieron  muchos  otros  pueblos  nómades. 
El  solo  Strabon  menciona  un  gran  número.  Entre  el  mar 
Caspio  y  la  Germania,  asiento  en  nuestros  días  de  grandes 
poblaciones  agrícolas,  este  geógrafo  encontró  muchas  que 
vivían  errantes,  verbigracia,  los  tyregetas,  los  s;'irmatas  y 
otros,  que  arriaban  sus  ganados  de  pradera  en  pradera 
conforme  se  consumía  el  pasto  en  el  lugar  de  su  última 
residencia  (  ñ ). 


(1)     Darwin,    \'i>yii<sc  ihni  Xtiturtilislr.  chap.   X,   pajj.   228. 

(ni)     Dinjjc-lstcdt,  Le   ¡íéiiiinr  jinlrlnrc/inl  <li-s    Kit'<ihi¿.  pa;^.  2.  24 
et  25. 

(n)     Heródoto,  Los   Survns  Lihros.    lib.   IV,  cap.   LXXII  y  LXXXIV. 
D'.Xrbois  de  Jubainville,    Iji's   I'ri'inifrs   linln'tntits    ih^    ¡' I'Jtirojir.  t.  I, 
liv.   II,  chap.   II,  s5   2. 

(  ñ)     Strabon,   < it'Oi^riij>l¡ir.  t.  I.  iiv.   \'II.  chap.   III,   í   17. 
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Hábitos  semejantes  observó  en  la  misma  Germania.  Es 
hábito  peculiar  de  los  germanos,  dice,  la  facilidad  con  que 
se  trasladan  de  comarca  en  comarca,  lo  cual  se  explica 
cuando  se  sabe  que  llevan  una  vida  sobre  manera  simple,  que 
no  cultivan  los  campos,  que  no  guardan  dinero  y  que  habi- 
tan míseras  cabanas  de  construcción  ligera  y  provisoria  (o). 

Igualmente  nómades  eran  muchos  de  los  pueblos  de  la 
Etiopía,  de  la  Troglodítica  y  de  toda  la  Libia.  De  los  nasa- 
mones  cuenta  en  particular  Heródoto  que  durante  el  verano 
dejaban  sus  ganados  en  las  costas  del  mar  y  se  internaban 
en  el  territorio  para    cosechar  la  producción  de  dátiles  (p). 

En  perfecta  congruencia  con  estos  hechos,  las  tradiciones 
más  remotas  de  la  humanidad  acreditan  igualmente  que  en 
tiempos  inmediatamente  anteriores  a  la  historia,  llevaron 
vida  nómada  todos  los  pueblos  que  constituyeron  el  núcleo 
de  la  Antigüedad  clásica. 

Según  las  leyendas  mosaicas,  los  israelitas  eran  pastores 
semi-nómades  cuando  vinieron  a  establecerse  en  Canaán;  y 
los  pelasgos  que  conquistaron  la  Grecia  habían  vivido 
errantes  hasta  el  día  de  la  conquista.  Nómades  fueron  tam- 
bién según  las  tradiciones,  los  primitivos  fundadores  de 
Roma,  y  así  lo  comprueba  el  doble  hecho  de  no  haber  en 
el  latín  arcaico  palabra  para  expresar  la  idea  de  propiedad 
territorial  y  de  designarse  la  riqueza  privada,  tomando  el 
nombre  de  sus  elementos  esenciales,  con  la  expresión  fa- 
milia pecuniaqiie,  esclavos  y  ganados  (  q  ). 

§  15.  Inmediata  consecuencia  de  la  vida  nómada  es  el  frac- 
cionamiento tribal  de  las  poblaciones  primitivas  porque  si 
para  defenderse  necesitan  organizarse   en   grupos   más  gran- 


(  o  )     Strabon,   Géographie,  t.   II,  liv.  VII,  chap.  I,  §  3. 

(p)     Heródoto.   Los  Xiwve  Libros,  lib.  IV,  cap.  CLXXII  y  CLXXXVI. 
Strabon,   Géographie,  t.  III,  Hv.  XVI,  chap.  II,  §  I  et  IV,  §   7,   13    et   17. 

q)     Mommsen,  Histoire  Roinaine,  t.  I,  liv.  I,  chap.  XIII,  pag.  231. 
Herzberg,  Historia  de  Grecia  y  de  Roma,  pág.  5,  tomo  II    de  la  His- 
toria Universal  de  Oncken. 
Thucydlde,  Histoire  de  la  Giierre  da  Péloponése,  liv.  I,  chap.  II. 
Denys  d'Halicarnase,  Antiqíiités  Romaines,  t.  I,  pag.  22. 
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des  que  el  de  la  familia  elemental,  no  pueden  ellos  crecer 
mucho  sin  que  la  limitación  de  los  frutos  espontáneos  de  la 
naturaleza  les  precise  a  fraccionarse  de  continuo.  Como  lo 
observa  Giddings,  la  vitalidad  del  aorreorado  favorece  el  in- 
definido incremento  de  las  tribus:  pero  la  continua  segre- 
gación, ocasionada  por  el  hambre,  las  impide  desarrollarse 
mucho  (  ;■). 

De  los  aborígenes  de  Chile  sabemos  que  a  la  época  de 
la  conquista  incásica  «  no  formaban  un  cuerpo  de  nación 
que  hubiese  tomado  un  nombre  general  »  sino  que  vivían 
repartidos  en  estrechos  valles,  separados  entre  sí  por  mon- 
tañas y  comarcas  desiertas  ( s ).  Cuando  un  siglo  más  tarde 
llegaron  los  conquistadores  castellanos,  tuvieron  que  vencer 
una  por  una  innumerables  tribus  independientes;  y  res- 
pecto de  aquellas  del  sur  del  Hío-Hío,  que  se  negaron  a 
pasar   bajo  del   yugo,  jamás  reconocieron    gobierno    común 


(r)  Politiquement  (dit.  Roscher  )  les  peuples  chasseurs  n'arrivent  qu  á 
former  de  petites  bordes,  parce  qu'avec  une  si  faible  división  du  travail, 
une  grande  agrégation  d'hommes  ne  pourrait  se  maintenir.  Parfois,  les 
tribus  les  plus  voisines  dans  les  foréts  vierges  ne  se  connaissent  meme 
pas.  De  la  vient  l'incroyable  confusión  des  langues  si  défavorable  á  tout 
progrés  de  la  culture  chez  les  Indiens.  Sur  dou/.e  a  treize  millions  d'abo- 
rigénes,  on  coinpte,  mais  peut  étre  avec  exagération,  de  500  á  600  idio- 
mes  américains  ».  —  Koscher,  Ecoiiomir  Poíitiqíic  Rurolc.  liv.  1,  chapi- 
tre  I,  §  9. 

Giddings,  Principios  de  Sociología,  lib.  II,  cap.  1.  págs.  113  y  126. 

La  voz  tribu  tiene  un  sentido  genérico  y  un  sentido  esiiecítico.  Kn  su 
sentido  genérico  son  tribus  todas  las  agrupaciones  que  no  alcan^.an  a 
constituir  Estado  encabezadas  por  jefes,  caci(|ues  o  patriarcas.  En  su  sen- 
tido especifico  las  estudiaremos  más  adelante  (  §  22  I.  Por  ahora  usamos 
la  voz  en  su  sentido  genérico. 

Algunos  sociólogos,  por  ejemplo,  Giddings,  parecen  confundirla  trUm 
con  la  ¡torda.  Nosotros  creemos  que  se  las  debe  distinguir:  la  tribu,  com- 
puesta siempre  de  individuos  de  ambos  sexos  y  de  todas  edades,  es  un 
embrión  de  pueblo.  I, a  horda,  comjjuesta  e.xclusivamente  de  hombres  que 
cargan  armas,  es  un  embrión  de  ejército,  y  que  solo  se  convierte  en  tribu 
a  la  larga  merced  al  rapto  de  hembras.  —  Giddings,  Prittcifiins  dr  So- 
ciología, lib.   II,  cap.   III.  pág.  207. 

{  .s  )  Barros  Arana.  Historia  general  de  ('hile.  t.  I.  part.  I.  cap.  III, 
§   I   y  §  3. 


LA    POBLACIÓN 


ni  soberanía  extraña:  cada  una  encabezada  por  su  cacique 
formó  una  parcialidad,  como  decían  los  cronistas  españoles, 
es  decir,  un  Estado  embrionario,  con  el  cual  los  represen- 
tantes de  la  corona  de  España  tenían  que  tratar  de  igual  a 
igual  (t).    ' 

En  nuestros  propios  días,  Nordenskiold  ha  observado  la 
subsistencia  del  mismo  fraccionamiento  entre  los  chorotis  del 
Chaco  boliviano  (fz);  y  a  principios  del  siglo  XIX,  Azara 
contó  en  los  territorios  del  Paraguay  y  del  Río  de  la  Plata 
38  naciones  que  hablaban  idiomas  diferentes,  y  barruntaba 
que  otros  6  idiomas  se  hablaban  por  los  indígenas  que  vi- 
vían al  Occidente  de  las  Pampas,  otros  6  por  los  que  vivían 
al  Sur  hasta  el  Cabo  de  Hornos,  y  otros  8  por  los  que  vi- 
vían en  las  antiguas  provincias  de  Chiquitos  y  Moxos  (  v). 


(  t)  En  una  ocasión  mandaron  parlamentarios  al  g^obernador  don 
Francisco  Lazo  más  de  100  caciques  independientes  de  la  Imperial;  en 
otra  ofrecieron  la  paz  a  don  Luis  Hernández  de  Córdova  1 10,  y  en  una 
tercera  la  ofrecieron  30  al  marqués  de  Baldes.  Por  último,  al  primer 
parlamento  celebrado  por  los  araucanos  a  la  llegada  de  don  Martín  de 
Mojica  a  Chile,  concurrieron  más  de  200  caciques  de  la  Imperial.  Tolten, 
Boroa,  Queule  y  Mariquina. 

Medina,  Los  Aborígenes  de  Chile,  cap.  VII,  pág-s.  115  a  116. 

(  u )  Nordenskiold,  La  Vie  des  Indiens  dans  Je  Chaco,  chap.  III, 
pag.  29. 

(r)  Azara,  Descripción  e  Historia  del  Paraguay  y  del  Río  déla 
Plata,  t.  I,  cap.  XI,  §  8. 

Sobre  las  naciones,  dice  Azara:  «Llamaré  nación  a  cualquiera  con- 
gregación de  indios  que  tengan  el  mismo  espíritu,  formas  y  costumbres, 
con  idioma  propio  tan  diferente  de  los  conocidos  por  allá  como  el  espa- 
ñol del  alemán  ».      Azara,  ob.  et.   loe.  cit.,  §  3. 

«Hay  entre  estas  gentes  (de  la  Florida)  gran  variedad  de  lenguas  y 
habitaciones».  Herrera,  Historia  de  las  Lidias  Occidentales,  t.  III, 
Déc.  VI,  lib.   I,   cap.   IV,  pág.  217. 

ft  Los  indios  (de  Bariquizemeto)  son  de  nación  Cuibas,  con  grande 
diversidad  de  lenguas».  Herrera,  t.  IV,  Déc.  VII,  lib.  X,  cap.  XVI, 
pág.   202. 

Viniendo  de  Nicaragua  al  Sur,  a  30  o  40  leguas  de  Panamá,  reinaban 
allí  cuatro  señores  de  lenguas  diferentes.  Herrera,  t.  I,  década  II,  lib.  III, 
cap.  VI,  pág.  307. 

En  Nueva  Granada,  a  30  o  40  leguas  del  Darien,  n  la  primera  provincia 
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El  mismo  fraccionamiento,  en  gran  parte  mantenido  por  la 
misma  multitud  de  idiomas,  observó  Du  Petit-Thouars  entre 
los  indígenas  de  California  (  a);  y  no  de  otra  manera  pasan 
las  cosas  en  los  otros  continentes. 


desde  Acia  ázia  el  hueste  es  Comagre,  desde  donde  comienza  la  tierra 
rasa,  y  era  bien  poblada  desde  alli  adelante,  aunque  los  señoríos  eran 
pequeños  y  estaban  de  dos  a  dos  leguas  ».  Herrera,  t.  I,  Déc.  II.  lib.  III. 
cap.  V,  pág.   30.S. 

Con  referencia  a  los  primitivos  indígenas  del  Perú,  dice  Garcilaso  de 
la  Vega,  que  «cada  provincia,  cada  nación  (  gens )  y  en  muchas  partes, 
cada  pueblo  tenía  su  lengua  por  sí,  diferente  de  sus  vecinos.  Los  que 
se  entendían  en  un  lenguaje  se  tenían  por  parientes,  y  así  eran  amigos 
y  confederados.  Los  que  no  se  entendían,  por  la  variedad  de  las  lenguas, 
se  tenían  por  enemigos,  y  se  hacían  cruel  guerra  )i.  Garcilaso  de  la 
Vega,  Comentarios  Reales  ele  los  Incas,  lib.  I,  cap.  XIV.  pág.   16. 

Porto  Seguro  cree  que  a  menudo  esta  multiplicidad  de  tribus  es  apa- 
rente y  proviene  de  que  se  cuenta  cada  una  más  de  una  vez.  Observa, 
al  efecto,  que  «o  nome  de  Aimarás  ou  Saceos,  provinha  das  camizolas 
que  vestiam  esses  indios;  o  de  Moxos  ou  Molengas  era  dado  pelos  mes- 
mos  Aimarás  aos  visinhos,  que  elles  despresavam.  ( )tanás,  na  lingua 
noriamericana  mais  espulhada,  que  os  Europeos  chamaram  fíl<j;on(/ui- 
na.  nao  quer  dizer  mais  que  traficantes...  Pampas,  em  quichua,  signi- 
fica campo  aberto  e  raso;  e  segondo  se  eré,  Puelche  nao  quería  dizer 
mais  que  orientaes,  assim  como  ¡{uillirhes.  occidentaes,  e  Pe^uenches. 
os  dos  Pinhaes,  etc.  Cumpre,  pois,  nao  ligar  multa  importancia  a  toda 
essa  interminavel  nomenclatura  barbara,  que  alguns  autores  apresentam, 
sem  o  menor  criterio,  e  sem  advertirem  que  ás  vezes  contam  a  mesma 
tribu  por  duas  ou  mais,  se  cada  um  dos  visinhos  de  differente  lado  a 
designava  por  diflferente  nome  ou  alcunha.  geralmente  por  injuria  ou  vi- 
tuperio; poucas  vezes,  por  honra  ou  ajireí^o  f.  Porto  Seguro.  Historia 
(¡eral  (lo  íirasil.  t.  I,  cap.  H,  ¡lag.   19  e  20. 

Es  de  presumir,  realmente,  que  algunas  veces  se  hayan  hecho  varias 
tribus  de  una  por  falta  de  inteligencia  de  las  lenguas  indígenas;  pero  no 
cabe  error  cuando  se  toman  por  tribus  tliferentes,  agrupaciones  que  ha- 
blan diferentes  lenguas.  « Tengo  por  verosímil,  dice  Cobo,  que  deben  de 
(lasar  de  dos  mil  ( las  lenguas  que  se  hablaban  en  América ),  porque 
apenas  se  halla  valle  un  poco  ancho  cuyos  moradores  no  difieran  en  len- 
gua de  sus  vecinos.  Mas,  ;qué  digo  valle?  Pueblo  hay  en  este  arzobis- 
pado de  Lima  que  tiene  siete  aviins  o  parcialidades,  cada  una  de  su 
lengua  distinta  i'.  (  obo.  lüsUiria  <h-l  Si¡r\ n  Mmuln.  t.  111.  lib.  XI,  ca- 
pítulo  iX.   pág.  40. 

( ,v )  l)u  Petit-Thouars,  Vín-a^se  aiitnur  <ln  Mnrulf.  t.  11.  rha|).  X, 
pag.    K^4. 
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Cuando  se  habla  de  la  India,  el  vulgo  se  imagina  que 
con  este  nombre  se  designa  un  grande  Estado  de  población 
más  o  menos  homogénea,  como  España,  Francia  o  Alema- 
nia, sujeto  a  la  dominación  británica.  Pero  en  realidad  ni 
existe  ahora  ni  existió  nunca  en  el  globo  terrestre  un  Estado 
o  una  nación  que  se  llamase  India.  El  nombre  India  es 
una  mera  designación  geográfica  como  el  de  Europa,  como 
el  de  América,  o  mejor,  como  el  de  África,  que  se  emplea 
para  distinguir  una  vastísima  porción  del  continente  asiático 
donde  la  Gran  Bretaña  impone  su  soberanía  a  300.000.000 
de  habitantes  repartidos  entre  innumerables  tribus  y  pueblos 
que  jamás  constituyeron  nación.  Hacia  la  época  en  que  el  im- 
perio mongólico  cayó  derrumbado,  esto  es,  hacía  la  segunda 
mitad  del  siglo  XVIII,  reinaban  en  la  India  según  Sumner 
Maine,  más  de  2000  reyezuelos  independientes,  gran  parte 
de  los  cuales  ha  conservado  su  autonomía  bajo  de  la  domi- 
nación inglesa  (y). 

En  el  mismo  error  se  incurre  cuando  se  supone  que  los 
indígenas  de  Australia  o  los  de  Nueva  Zelandia,  o  los  de  las 
Marianas,  etc.,  constituyen  sendas  y  homogéneas  poblacio- 
nes. De  los  de  Australia  y  de  Nueva  Zelandia,  dicen  los  via- 
jeros que  están  divididos  en  tribus  que  a  menudo  hablan  len- 
guas o  dialectos  diferentes  y  a  los  cuales  no  une  lazo  político 
alguno  (z);  según  Freycinet,  en  las  Marianas,  cada  caserío 
vivía  bajo  la  autoridad  de  un  patriarca,  y  « todo  matoa,  cuyas 
familias  y  riquezas  le  bastaban  para  sostener  su  indepen- 
dencia,   tenía  derecho   a   fundar   un  nuevo  Estado  »    ( aa  ). 


(y)     Sumner  Maine,   Études  sur  l'histoire  da  Droit.  pag.  475. 
Lyall,  Moeiu's  de  TExtvéme  Orient.  chap.  VII.  pag.  326  et  471. 
Según  Lyall,    son   más  o  menos    460    los    Estados  que    actualmente  se 
cuentan  en  la  India  sujetos  a  la  dominación  británica. 

{z)     Du   Petit-Thouars,     Yoyage.  t.  II,    chap.    X,    pag.    134,    et  t.  III, 
chap.  XVII.  pag.   46,  et  chap.   XVIII.  pag.  279. 

Salvado,  La  Australia,  3*  Parte,  cap.  IV,  pág.    311. 
Freycinet.   Voy  age  autour  du  Monde,  t.  III,  pag.  734. 
Delessert,   Voyages  dans  les  deux  Océans,  pag.   150. 

(  aa)     Freycinet,   Voyage  autour  du  Monde,  t.  II,  pag.  475. 
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El  clan  de  los  kirguizes,  de  los  mongoles,  de  los  yacu- 
tas, de  los  samoyedos  (dice  Dingelstedt )  corresponde  a  la 
gens  de  los  griegos  y  de  los  romanos,  al  ghotram  de  la 
India,  al  thun  de  los  magores  del  Xepaul,  al  j)his  de  los 
albaneses,  al  hratstvo  de  los  montenegrinos.  Es  un  grupo 
de  parientes  reales  o  supuestos,  que  llevan  un  mismo  apelli- 
do, que  usan  un  mismo  tótem,  que  habitan  un  mismo  dis- 
trito, y  cuyos  miembros  se  prestan  auxilio  recíproco  y  no 
pueden  casarse  entre  sí  {ah  ). 

Respecto  del  continente  negro,  en  toda  la  parte  central 
recorrida -por  Livingstone,  Stanley  y  otros  viajeros,  la  po- 
blación forma  un  hormiguero  de  tribus  diminutas.  Aun  algu- 
nas poblaciones  pertenecientes  a  una  misma  raza  que  han 
alcanzado  considerable  desarrollo  aparecen  hoy  divididas 
en  pequeños  grupos  errantes  y  recíprocamente  desligados. 
En  este  caso  se  encuentran,  por  ejemplo,  los  indígenas  de 
Mayenna.  Unidos  etnológicamente  por  una  misma  sangre  y 
lengua,  jamás  se  ha  levantado  entre  ellos  un  jefe  común 
que  mantuviera  la  unidad  nacional  y  constituyera  un  grande 
Estado  porque  prefieren  vivir  repartidos  en  caseríos  recí- 
procamente independientes  y  aun  hostiles  (ac). 

El  fraccionamiento  tribal  no  es  un  fenómeno  peculiar  de 
los  bárbaros  y  de  los  salvajes  modernos;  es  un  fenómeno 
que  sin  duda  se  efectuó  también  en  los  más  remotos  siglos 
de  la  Antigüedad,  cuando  los  pueblos  más  civilizados  se  en- 
contraban en  los   grados  inferiores  de  su    desenvolvimiento. 

vSegún  Meyer,  el  Egipto  primitivo  estuvo  poblado  por 
numerosas  tribus,  cada  una  de  las  cuales  constituía  como 
si  dijéramos  un  Estado  independiente  (a  ch). 

Igualmente  los  numerosos  reinos  que  según  la  Biblia,  se 
dividían  el  pequeño  territorio  de  Canaán  no  fueron  sino  di- 
minutas tribus.      Cuando  la  leyenda  mosaica  nos  cuenta  que 


{ah)     Dingelstedt,  Réginie  patnarchal  des  kij-<j;lijz,    pag.  X  et  9. 

(ae)     Livingstone,   Dcvnier  Journal,  t.  II,  pag.  78,  79  et  86. 

{ach)    Meyer,   Historia  del  anticuo  Egipto,  lib.  I,  cap.  II,  pág.    141, 
■en  el  t.  I  de  la  Historia  Universal  de  Oncken. 
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para  combatir  a  cuatro  reyes  coaligados,  Abrahán  levantó 
entre  los  suyos  un  ejército  de  318  hombres;  que  al  llegar 
a  la  diminuta  extensión  de  la  tierra  prometida,  los  israeli- 
tas tuvieron  que  vencer  sucesivamente  a  más  de  30  reyes; 
y  que  después  de  la  muerte  de  Josué,  vencieron  a  otro  que 
poco  antes  había  subyugado  a  otros  70;  es  la  misma  leyenda 
la  que  atestigua  la  pequenez  de  las  poblaciones  aboríge- 
nes (ad). 

No    más    unida  aparece   en  los   albores    de   la  historia  la 
población    de  Grecia.     Hacia  los  tiempos  de   la   guerra  de 
Troya,   aquel  pequeño  territorio  estaba  dividido  en  más  de 
50  Estados  independientes  que  sin  denominación  común   vi- 
vían  hostilizándose  entre  sí.    Homero  nunca  los  designa  con 
un  nombre  comiín,  porque  cuando    menciona   a  los  helenos, 
alude  a  los  soldados  de  Aquiles,  que  constituían  una  simple 
tribu,  como  la  de  los  arjivos,  como  la  de  los  dañaos,  como 
la  de  los  aqueos,  etc.     La  guerra  de   Troya,  que  fué   según 
lo  observa  Thucídides,    la   primera   empresa    acometida  en 
común   por  los  pueblos  griegos,  despertó   sin  duda  el  espí- 
ritu de  nacionalidad,   pero  no    alcanzó  a  formar   con    todos 
ellos  una  nación.     Hasta  que  el  país  perdió  su  independen- 
cia  bajo   las    sucesivas    dominaciones    de    Macedonia    y    de 
Roma,   había   en  él  muchos    Estados   griegos   o    helénicos, 
verbigracia,   Atenas,  Esparta.    Argos,    Tebas,  etc.,  pero   no 
había  alguno  que  se  llamase  Grecia.     La  palabra  Grecia,  a 
semejanza  de  la  palabra  India,  no  fué   nunca   en    lo  antiguo 
nombre  de  algún  Estado:  fué  el  nombre  de  un  país  ocupado 
por  una  población   griega  que   siempre    estuvo  dividida  en 
muchos  Estados  iae). 


(ad)  Génesis,  cap.  XIV.  §  I  y  §   T-^- 
El  Libro  de  Josué,  cap.  XII,  ^  9  a  24. 
El  Libro  de  los  Jueces,  cap.  I,  §  7. 

(ae)  Cuando  Pausanias  visitó  el  territorio  de  Ática,  encontró  en  los 
pequeños  burg^os  tradiciones  según  las  cuales  cada  uno  de  ellos  había 
tenido  un  rey  en  la  época  en  que  Cécrope  reinó  en  Atenas,  y  todos  vivían 
tan  extraños  unos  a  otros  que  a  menudo  eran  prohibidos  entre  ellos  los 
matrimonios.     Fustel  de  Coulanges.  La  Cité  Antique,    liv.   III,  chap.  III. 

Según  Grote.    en   Beocia  cada  población     tenía    caracteres  físicos,    mo- 
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Por  lo  tocante  a  Roma,  tradiciones  fidedignas,  confirma- 
das por  la  organización  política  del  Estado,  atestiguan  que 
la  población  primitiva  de  su  estrecho  territorio,  cuyo  diá- 
metro no  medía  más  de  unos  20  a  25  kilómetros,  se  compo- 
nía también  de  grupos  independientes;  y  ya  veremos  que  el 
pueblo  romano  se  formó  por  la  unión  de  tres  de  ellos,  de 
donde  vino  la  palabra  tribu,  que  etimológicamente  quiere 
decir  tercio  (tit). 

El  mismo  fraccionamiento  encontramos  en  las  otras  socie- 
dades que  a  los  principios  de  la  historia  poblaban  el  resto 
de  Europa.  Según  Strabon,  los  íberos  vivieron  siempre 
antes  de  la  conquista  extranjera  que  les  sometió  a  una  do- 
minación común,  divididos  en  tribus  que  hablaban  lenguas 
diferentes  y  que  constituían  sendos  Estados  independientes. 
Cuánta  sería  la  pequenez  de  estos  grupos  lo  deja  colegir  la 
circunstancia  de  que  en  el  estrecho  territorio  situado  entre 
el  Tajo  y  los   Artabros  habitaban  como    30    pueblos  inde- 


rales  y  políticos  que  la  distinguían;  los  habitantes  de  Atenas  se  diferen- 
ciaban de  los  de  Ática,  y  aun  cuando  Esparta,  Argos,  Corinto  y  Sición  se 
decían  dóricas,  cada  una  tenía  dialecto  y  caracteres  especiales.  Grote,  His- 
toive  de  Grece.  t.  III.   2"  me.  Partie,  chap.  I,  pag.   130. 

Thucydide,  La  (liivirc  <hi  Pé¡(>¡>oitésc.  liv.  I,  chap.  III. 

Según  D'Arbois  de  Jubainville,  « GraYcos  (griego)  est  un  synonynie 
archaTque  d'Hellén,  personnifié  conime  lui.  Gráteos  aurait  donné  son  nom  á 
la  race  hellenique  avant  cjue  cette  race  prít  le  nom  d'Hellén  ►■.  D'Arbois 
de  Jubainville,  Les  Pi-cinirr^  lÍHhitiints  <lc  ri'Airnjn-.  liv.  III.  chap.  I, 
§  2,  pag.   226. 

"  Le  premier  e.xemple  de  nom  <!' ¡Irlléncs  employé  au  |)lur¡el  jiour  sig- 
nifier  l'ensemble  de  la  race  grecque  nous  est  foumi  ¡jar  une  inscription  qui 
aurait  été  composée  dans  la  48e  Olympiade  (  58S-.S85  avant  J.  C.  )  pour 
rappeler  le  souvenir  d'une  victoire  de  larcadien  H^chembrote  aux  jeux  am- 
phyctioniques.  Antérieurement,  quand  on  voulait  se  servir  du  mot  Hellénes 
avec  ce  sens  s()écial,  ont  le  faisait  jirécéder  de  l'adjective  neutre,  toui:  ont 
disait  Pfínlivllf'iU's.  expression  qu'on  trouve  dans  l'IIifírlc  d'Homere  et 
dans  les  Hciirrs  et  Jrs  Joui's  d'Hesiode>-.  D'Arbois  de  Jubainville, 
ob.  et  loe.  cit..  pag.   224. 

(ni)  Momm^en,  /.r  J'roit  Piihlii-  Homniíi.  l.  \'U  Prémiere  Pariie, 
pag.    122. 

Momnisen,  ¡{¡stnirc  liomniíw.  t.   1.  liv.   1,  chap.   IV.  ¡¡ag.   53  et  .>/. 
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pendientes.  El  mismo  geógrafo  atestigua  que  en  el  solo 
territorio  de  Albania  se  hablaban  en  su  tiempo  no  menos 
de  26  lenguas  (ag). 

Igualmente  fraccionadas  aparecen  en  los  tiempos  de  Julio 
César  las  poblaciones  de  la  Galia  y  de  la  Bretaña.  Mar- 
quardt  calcula  que  las  tribus  galas  subían  de  300  y  llegaban 
acaso  a  400  {ah).  Respecto  de  los  germanos,  Tácito  men- 
ciona más  de  100  y  presumiblemente  había  muchas  más. 
Así  mismo,  cuando  los  maggiares  aparecen  en  la  historia, 
estaban  divididos  en  más  de  100  tribus;  y  hacia  el  siglo  IX 
se  contaban  en  Noruega  30  Estados  independientes,  cada 
uno  de  los  cuales  no  tenía  mayores  dimensiones  que  las  de 
un  simple  cantón  (ai). 

En  una  palabra,  sin  excepción  alguna  todas  las  socieda- 
des primitivas  aparecen  divididas  en  tribus  que  se  conser- 
van siempre  diminutas,  porque  apenas  cobran  algún  des- 
arrollo se  fraccionan  para  mantener  proporcionada  la 
población  a  la  cuantía  de  los  frutos  espontáneos  {aj ). 

La  fuerza  que  mantiene  unidos  entre  sí  a  los  individuos 
de  cada  tribu  no  es  ningún  lazo  político:  es  la  doble  co- 
munidad de  la  sangre  y  de  los  intereses.  En  efecto,  donde 
quiera  que  hay  una  tribu  primitiva,  los  individuos  que  la 
componen  se  suponen  descendientes  de  un  mismo  tronco  y 
se  tienen  por  condueños  de  todo  el  territorio  que  ocupan 
o  recorren.  Tales  eran,  según  Nadaillac,  los  calpullis  del 
Imperio  Azteca,  esto  es,  se  componían  de  consanguíneos 
comuneros  (al). 

Hechos  que  comprueban  esta  doctrina  los  hay  innuniera- 


(ag)     Strabon,    Géographie.    t.  I,    Hv.    III,  chap.  I,  §  6,  et    chap.  III, 
§  5    et  t.  II,  Hv.  XI,  chap.  IV,  §  6. 

(ah)     Marquardt,   Organisation  de  FEmpire  Romain,  t.  II,  pag.  129. 

{ai)     Dareste.    Études    sur    l'Histoire    da    Droit.   XI,   pag.    251    et 
XVI,  pag.   320. 

(aj)     Gidding-s,  Pj-incipios  de   Sociología,  lib.   II,  cap.  I,    pág-.    118. 

(al)     Sumner  Maine,  L' Anden  Droit,  chap.  VI,  pag.   174. 
Mommsen,  Le  Droit  Public  Romain.  t.  VII,  pag.  23,  26. 
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bles.  Bástenos  observar  que  en  Rusia  el  niir  no  es  mas 
que  una  familia  patriarcal  que  dispone  de  una  propiedad 
colectiva  y  cuyos  miembros  se  suponen  vastagos  de  un 
común  antepasado;  que  en  Sumatra  se  suponen  oriundos 
de  un  mismo  vientre  y  condueños  del  territorio  todos  los 
habitantes  de  cada  caserío;  y  que  entre  los  liifílunders  de 
Escocia  se  tienen  por  parientes  todos  los  individuos  de 
cada  clan  (am). 

Para  que  el  parentesco  sirva  a  perpetuidad  de  vínculo  de 
unión,  se  requiere  pov  un  lado,  cjue  no  se  extinga  jamás,  ni 
aun  en  los  grados  más  lejanos,  y  por  otro,  que  para  man- 
tener la  continuidad  de  las  familias  y  de  los  entroncamien- 
tos,  se  atribuyan  a  la  adopción  los  mismos  efectos  jurídicos 
que  a  la  sangre,  borrándose  toda  distinción  entre  la  realidad 
y  la  ficción.  La  familia  romana  ( observa  Mommsen )  se 
componía  de  todos  aquellos  hombres  libres  que  se  encon- 
trarían unidos  bajo  la  potestad  de  un  mismo  ascendiente  si 
no  hubiera  ocurrido  ningún  fallecimiento;  y  como  práctica- 
mente no  se  podían  probar  los  entroncamientos  sino  hasta 
cierto  grado,  el  derecho  había  creado  un  medio  probatorio 
especialísimo  suponiendo  que  pertenecían  a  una  misma  gons 
todos  los  que  llevaban  un  mismo  noincii    o   apellido  (an). 

Lyall,  Mnciirs  de  ¡'Extreme  Orient.  chap.  VII,  pag.  321. 

Sumner  Maine.   Etudes  sur  Ihistoirc  du  Droit.  pag.   435   a  506. 

Sumner  Maine,  Les  Institutions  Primitiyes,  chap.   III. 

Posada,   Tratado  de  Derecho  Político,  lib.  III,  pájj.   124  a   127. 

Kn  oposición  a  Sumner  Maine,  pretende  Spencer  combatir  la  doctrina 
segfún  la  cual  la  sangre  es  el  vínculo  de  las  sociedades  primitivas;  pero 
los  hechos  <|ue  cita  en  contrario  no  la  desautorizan  porque  solo  prueban 
que  con  propósitos  bélicos  suelen  unirse  tribus  u  hombres  de  diferente 
sangre;  en  otros  términos,  Sumner  Maine  habla  del  principio  que  mantiene 
la  cohesión  social,  y  Spencer,  del  principio  que  da  origen  al  Kstado.  Spen- 
cer, Principes   de  SocioJoirie.  t.  II,  *5  317. 

Nadaillac,  L'Amérirnie  Préhistoriijue.  chap.   VI,  pag.   .^10  et  311. 

(am)  Laveleye,  De  la  Viujiriété.  chap.  II.  pag.  22',  et  chap.  XII, 
pag.    197. 

Letourneau.   Ih-  ¡a  ¡'rojtrieté.  pa)í-   '-^O- 

(  ai¡)     Mommsen,    Ihnit   Piihlic  Romain.  t.   Vil.  |)ag,    10. 

Kn  los  pueblos  donde  se  ha  querido   sin     duda    eludir  los  inronvenien- 
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Que  muy  a  menudo,  cuando  se  investigan  los  orígenes  de 
la  consanguinidad,  resulta  que  el  parentesco  se  reduce  a 
una  mera  ficción  jurídica,  es  un  hecho  que  se  infiere  de  la 
historia  y  que  la  etnografía  atestigua.  Cuando  las  gentes 
romanas  y  helénicas  se  suponían  descendientes  de  dioses  y 
semi-dioses,  bien  claramente  dejaban  entender  que  no  po- 
dían citar  el  nombre  del  común  y  verdadero  antepasado  de 
cada  una;  y  la  ceremonia  tan  frecuente  en  los  pueblos  bár- 
baros de  una  supuesta  y  recíproca  trasfusión  de  sangres 
para  establecer  relaciones  de  fraternidad  prueba  cuan  fácil- 
mente aceptan  ellos  la  ficción  por  la  realidad  (a/í). 

Lyall  observó  directamente  en  la  India  la  manera  cómo 
individuos  extraños  suelen  formar  tribus  de  consanguíneos 
aun  sin  recurrir  a  la  trasfusión  de  las  sangres.  Por  ejemplo, 
cuando  entre  los  bhiles  aparece  un  caudillo  audaz  y  afor- 
tunado, cuyos  asaltos  y  correrías  le  han  hecho  célebre,  se 
ve  muy  pronto  seguido  de  una  gavilla  colecticia  de  aventu- 
reros y  bandidos  venidos  de  todas  partes.  Para  distinguirse 
entre  todos  los  grupos  análogos,  esta  gavilla  toma  el  nom- 
bre de  su  caudillo,  y  cuando  éste  fallece,  se  convierte  de 
hecho  en  antepasado  epónimo,  y  se  tienen  por  descendien- 
tes suyos  todos  los  descendientes  de  sus  compañeros  de 
aventura  ( ao). 


tes  de  la  perpetuidad  del  parentesco,  se  ha  fijado  arbitrariamente  un  grado 
cualquiera  como  término.  En  Chile,  para  los  efectos  hereditarios  el  pa- 
rentesco se  extingue  en  el  6°  grado  según  el  articulo  992,  inciso  2°  del 
Código  Civil.  En  el  país  de  Gales,  el  parentesco  se  cuenta  hasta  el 
grado  18°.  Laveleye,  De  la  Propriété.  chap.  XII,  pag.  197  ;  y  entre  los  kir- 
guises, la  agnación  surte  efectos  jurídicos  hasta  el  grado  40".  Dingelstedt, 
Le  Régime  patriarchal  des  Kirghiz.   pag.  II. 

Estos  parientes  en  grados  tan  lejanos  son  los  que  en  Francia  se  llaman 
primos  según  la  costumbre  de  Bretaña  (á  la  mode  de  Bretagne). 

(a/j)     Sumner  Maine,  L' Anclen  Droit,  chap.  V,  pag.   124. 
Levy,  La  Famille  dans  l'antiquité  israélite.  pag.  77. 

(ao)  «Le  prestíge  d'un  chef  fameux,  surtout  s'il  s'agit  d'un  aventu- 
rier  retranché  d'un  clan  d'origine  patricienne,  attire  sous  ses  enseignes 
toutes  les  lames  vagabondes  du  pays.  A  la  rumeur  de  ses  succés,  ses 
parents  quitteront  peut  etre   leurs   villages  pour    se  joindre  a  lui;   et  le  Bhil- 
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Con  su  ingénito  espíritu  filosófico,  Posada  explica  a  fondo 
este  fenómeno  singularísimo,  las  tribus  de  consanguíneos 
formadas  con  individuos  extraños.  Son  dos  (observa)  las 
influencias  que  dan  origen  a  la  sociedad:  la  consanguinidad 
y  la  convivencia.  En  los  pueblos  cultos  ellas  actúan, 
no  separada,  pero  diversamente,  dando  lugar  la  primera  a 
la  familia,  y  a  la  sociedad  política  la  segunda.  Pero  en  los 
pueblos  atrasados,  ambas  se  confunden  y  surten  unos  mis- 
mos efectos.  Si  en  ellos  imperase  solo  el  lazo  de  la  sangre, 
no  habría  más  parientes  que  los  consanguíneos;  pero  como 
la  familia  se  entiende  formada  no  solo  por  la  consanguini- 
dad sino  también  por  la  convivencia,  lógicamente  se  tienen 
por  parientes  cuantos  viven  en  el  perímetro  doméstico  su- 
jetos a  la  autoridad  patriarcal  (f</>). 

vSea  uno  u  otro  su  origen,  la  tribu  es  el  primer  germen 
de  la  sociedad  política  y  del  Estado.  Se  puede  aplicar  a 
todas  las  tribus  de  consanguíneos  una  observación  que 
Ihering  hace  sobre  la  gens  romana:  la  gens  (dice)  es  la 
identidad  de  la  familia  y  del  Estado;  o  si  se  prefiere,  es  una 
familia  con  cierto  carácter  político,  o  una  sociedad  política 
con  cierto  carácter  doméstico  (cUj). 

P^ormados   espontáneamente   para    la  defensa  común  y  la 


hardi,  ambiticux  de  briller  dans  la  compajjnie  dun  noble  capitaine  aryep. 
met  au  service  de  l'association  ses  aptitudes  sans  pareilles  de  batteur 
d'estrade.  .  .  Par  suite  de  la  confraternité  qui  l'unit  pour  la  guerre  et  les 
aventures,  la  banda  se  rapproche  bientot  de  l'idée  de  párente;  elle  prend 
le  nom  de  son  fondateur,  entre  dans  son  cercle  (l'afrinité,  et  celui-ci  devient, 
aprés  sa  mort.  un  ancetre  éponyme  dont  la  reputation  maintient  lunion 
du  cercle  en  lui  léguant  la  communauté  du  nom  et  en  lui  inspirant  lor- 
gueil  de  sa  liliation ■•.  Lyall,  .\íiii-iirs  dr  V K.xtrrine  (h'icitt.  chap.  \'I1. 
pag.  342,   347,  353   et  354. 

Sumner  Maine,  L'Anciiu  [>i<iii  ii    In    <  iintiiiiirPiimitivr.  chap.  VIII. 
pag.   365. 

(  ap  )     Posada.     Trntrnlo    dr    iJtii-clií,  PnJiíico.    t.   1.    libro    III.    capi- 
tulo  VI.  §   I. 

{H(j}     Ihering.    I's¡ir¡l    du   Ihnit     Hnnmin.   t.   I.   liv.  I.  tit.   I,    chap.   II. 
pag.    185. 


LA    POBLACIÓN  '  91 


ayuda  mutua,  tienen  estos  grupos  de  consanguíneos  tanta 
vitalidad  que  aun  en  aquellos  casos  en  que  por  obra  de 
alianzas  o  de  conquistas  se  incorporan  en  grandes  Estados, 
mantienen  indomablemente  su  autonomía,  y  prolongan  su 
existencia  durante  largos  siglos  imponiéndose,  según  vere- 
mos, como  base  de  la  organización  política  y  administrativa. 
Nos  bastará  recordar  en  comprobación  que  las  phratrías  y 
los  demos  servían  de  fundamento  a  la  constitución  civil  y 
política  de  Atenas;  las  tribus  y  las  gentes,  a  la  de  Roma; 
los  cíilpullis  a  la  del  Imperio  Azteca,  y  los  Ajdlus,  a  la 
del  Imperio  Incásico  (ar). 

§  16.  Sea  en  el  estado  nómada,  sea  en  el  estado  seden- 
tario, la  población  humana  se  encuentra  muy  desigualmente 
repartida  en  cada  país  y  su  desarrollo  está  siempre  limitado 
por  la  cuantía  de  la  producción. 

Ya  en  el  siglo  X\'^III  observó  Montesquieu  que  los  paí- 
ses aplicados  al  pastoreo  son  relativamente  menos  pobla- 
dos que  los   aplicados  a   otras  industrias  y  que   la    división 


(ar)  Garcilaso  déla  Vega,  Crnnent arios  Reales  de  los  Incas,  t.  I. 
cap.  IX. 

Saavedra,  El  Avila,  pág-.  23. 

Nadaillac,  L'Amérique  Pvéhistorique,  chap.  VI.  pag-.  310. 

Denys  d'Halicarnase,    Antiquités  Romaines.  t.  II,    chap.  III,   pag-.   16. 

Por  vía  de  acopio  de  datos  para  estudiar  a  su  tiempo  los  oríg-enes  del 
Estado  (§  64),  observemos  en  este  punto  que  el  grupo  social  más  dimi- 
nuto que  se  encuentra  en  el  mundo  salvaje  es  la  gens  y  que  la  familia  ais- 
lada es  una  simple  abstracción  que  ni  existe  ni  podría  vivir  en  él.  No 
existe  porque  cuando  predominan  en  las  relaciones  sexuales  la  promiscui- 
dad y  la  poliandria,  no  se  puede  formar  ni  constituir  autonómicamente  el 
grupo  doméstico.  Y  no  podría  vivir  I"  porque  los  peligros  en  el  mundo 
salvaje  son  tan  grandes  que  el  diminuto  grupo  del  padre,  la  madre  y  los 
hijos  no  constituyen  una  fuerza  defensiva  bastante  a  contrarrestarlos;  y 
2°  porque  la  cacería,  única  industria  del  hombre  primitivo,  requiere  ordi- 
nariamente una  cooperación  mucho  mayor  que  la  que  ofrecen  los  miem- 
bros de  la  familia.  «  De  hecho,  dice  Giddings,  solo  en  medio  de  la  civi- 
lización es  posible  una  vida  garantida  y  confortable  de  un  hogar  aislado,  y 
es  más  posible  en  apariencia  que  en  realidad,  gracias  a  los  medios  de 
comunicación  que  han  suprimido  las  distancias  ».  Giddings,  Principios 
de  Sociología,  lib.   II,   cap.   I,   pág.    116   y  cap.   III,   pág.   204  y  206. 
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de  la  propiedad  estimula  el  desarrollo  de  la  población  (as). 

En  nuestros  días,  con  un  conocimiento  más  cabal  de  las 
múltiples  regiones  del  globo  y  de  sus  condiciones  naturales 
y  económicas,  se  ha  tratado  de  reducir  a  simples  cálculos 
matemáticos  el  desarrollo  que  en  cada  uno  puede  alcanzar 
la  población.  Por  ejemplo,  de  observaciones  hechas  en 
países  habitados  por  tribus  salvajes,  se  ha  inferido  que  cuan- 
do se  vive  exclusivamente  de  la  caza  y  de  la  pesca,  cada 
hombre  necesita  contar  para  su  sola  subsistencia  con  una 
extensión  media  de  50  millas  cuadradas.  En  conformidad 
con  este  cálculo,  una  tribu  compuesta  de  100  personas  se  ex- 
pone a  perecer  si  no  tiene  a  su  disposición  una  área  de  5000 
millas  cuadradas.  En  toda  la  parte  salvaje,  la  Australia  está 
poblada  según  esta  proporción,  y  en  laPatagonia  no  se  cuenta 
más  de  un   habitante  por  cada  78  millas  (ut). 

Los  datos  precedentes  son  corroborados  por  otros  fie  no 
menor  interés.  En  su  notable  obra  sobre  Hl  Hoiuhi-c  Pre- 
histórico, observa  Lubbock  que  donde  el  hombre  se  alimen- 
ta principalmente  de  la  caza,  ora  porque  no  conoce  la  agri- 
cultura, ora  porque  la  producción  vegetal  es  muy  escasa, 
el  número  de  pobladores  se  encuentra  naturalmente  limitado 
por  el  de  animales  selváticos. 

vSe  ha  calculado  que  en  Laponia,  cada  hombre  necesita 
para  vivir  de  un  promedio  de  cien  rengíferos;  pero  estos 
animales  son  domésticos  y  su  leche  se  cuenta  entre  los  ar- 
tículos más  imjiortantes  de  la  alimentación.  A  ser  selvá- 
ticos, no  se  los  podría  tener  a  mano  en  la  hora  precisa 
de  la  necesidad,  y  habría  (jue  matarlos  cuando  la  ocasión 
se  ofreciese,  sin  aguardar  oportunidades  ni  guardar  pro- 
porciones. En  tales  condiciones,  cada  lapón  necesitaría 
contar  para  su  subsistencia  con  un  número  mucho  mayor 
de  rengíferos. 

Cual  sea  el  mínimum  de  animales  selváticos  con  que  el 
salvaje  cazador  deba  contar,  no  es  punto    que  esté  matemá- 

(  as)     Montesquieu.   Es¡>r¡t   ilrs  Lois.Viv.  XXIll,  rhap.  XIV  t-t  W. 
Roscher,  Écoiioniir  Pnl¡tit¡uc  Ünrale.  ^  51. 

(  n  t  )     Lubbock.    ¡/  /¡oiniiir  Pifliistori<jiir.   pajj.   255. 
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ticamente  determinado.  Los  investigadores  tienen  que  con- 
cretarse a  enunciar  las  proporciones  aproximativas  que  se 
han  encontrado  en  tal  o  cual  país.  Se  ha  calculado,  por 
ejemplo,  que  el  territorio  de  la  Bahía  de  Hudson  está  po- 
blado por  139.000  habitantes,  y  que  dada  esta  población, 
a  cada  uno  le  corresponde  u\\  promedio  de  750  animales 
selváticos  {h  u  ). 

Aun  cuando  no  sea  posible  fijar  en  términos  precisos  la 
proporción  que  ha  de  haber  entre  la  población  humana  y 
la  de  los  animales  de  caza,  se  comprende  que  el  número 
de  los  consumidores  ha  de  estar  siempre  limitado  por  la 
cuantía  de  la  carne  destinada  al  consumo.  Esta  limitación 
cierta,  siquiera  sea  indeterminada,  nos  explica  por  qué  las 
sociedades  que  viven  de  los  frutos  espontáneos  de  la  tierra 
no  pueden  constituirse  en  grandes  poblaciones.  Si  entre 
los  fueguinos  no  hacen  vida  común  más  de  20  personas,  es 
porque  cada  paraje  no  da  alimentos  para  mayor  número. 
Si  entre  los  bosjemanes  ni  aun  las  familias  se  mantienen 
agrupadas,  es  porque  la  aridez  del  territorio  no  produce 
sustento  para  todos  sus  miembros  en  cada  comarca.  Aná- 
logamente, los  indios  desenterradores  de  raíces  viven  dis- 
persos porque  se  produce  en  cantidad  muy  limitada  su  ali- 
mentación favorita.  Los  seminólas  no  se  reúnen  sino  muy  rara 
vez  para  tomar  en  común  alguna  bebida  o  para  deliberar 
sobre  asuntos  de  interés  general,  porque  la  desnudez  del 
suelo  no  les  da  frutos  para  permanecer  agrupados;  y  de  los 
indios  serpientes  se  dice  no  haber  duda  en  que  la  escasez  de 
caza    les   mantiene  poHticamente  desorganizados  (  a  v). 


(  a  lí )     Lubbock,  L'Homme  Préhistorique.  pag.  327. 

«Les  peuples  chasseurs  (dit  Roscher),  pour  l'entretien  de  leurs  fonc- 
tions  respiratoires,  ont  besoin  d'une  enorme  quantité  de  nourriture.  On 
estime  qu'il  faut  á  un  Indien,  pour  y  suflire,  793  acres  dans  la  región  du 
Nord-Ouest  des  États-Unis,  6500  sur  le  territoire  de  la  Compagnie  de  la 
baie  d'Hudson,  et  de  12.000  á  44.000  en  Patagonie».  Roscher,  Econo- 
mía Politique  Rurale,  liv.  I,  chap.  I,  §  8. 

(ar)  Spencer,  Principes  de  Sociologie.  t.  II,  §226  et  319  et  t.  III, 
§  442  et  449. 

Giddings,  Principios  de  Sociología,  lib.  II,  cap.   I,  pág.   118. 
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Como  quiera  que  la  causa  eficiente  del  continuo  fracciona- 
miento de  las  sociedades  primitivas  es  la  limitación, de  los  fru- 
tos espontáneos  de  la  naturaleza,  las  tribus  son  en  cada  país 
más  o  menos  grandes  conforme  la  producción  natural  es 
más  o  menos  abundante.  En  ciertas  comarcas  de  Australia, 
cada  tribu  se  compone  de  no  más  de  200  a  300  salv^ajes 
nómades  y  a  menudo  de  menos  de  100,  mientras  que  la  de 
los  kirguizes  pastores  se  compone  de  300  a  350  tiendas  y  a 
veces  hasta  de  1500  («a);  y  la  de  los  tupinambos  del  Brasil 
cuenta  al  rededor  de  600  (u  y).  En  el  pueblo  de  los  ashlus- 
layos  del  Chaco  boliviano,  Xordenskiold  ha  contado  21 
caseríos,  poblado  cada  uno  por  no  más  de  200  habitan- 
tes (uz). 

En  todo  caso,  como  lo  observa  Giddings,  las  poblaciones 
más  densas  se  encuentran  en  las  comarcas  más  fértiles.  Las 
grandes  tribus  del  Norte  y  del  Sur  de  América  ocupaban 
magníficas  regiones.  Los  iroqueses  poseían  un  territorio  de 
grandes  recursos,  e  igualmente  favorecidos  estaban  los 
algonquines,  los  aztecas  de  Méjico,  los  mayas  del  Yucatán, 
y  los  incas  del  Perú,  etc. 

En  la  distribución  de  las  poblaciones  más  civilizadas  de 
la  Antigüedad,  resulta  mucho  más  evidente  la  relación  del 
desarrollo  demográfico  con  el  medio  físico.  La  primera 
masa  realmente  densa  de  población  que  encontramos  en  la 
historia,  aparece  radicada  en  aquel  valle  maravilloso  de  600 
millas  de  largo  y  no  más  de  7  de  ancho,  que  desde  tiempos 
inmemoriales  ha  sido  fecundado  por  el  Xilo;  y  no  menos 
fértil  era  el  valle  del  Eufrates,  que  durante  largos  siglos 
compitió  con  el  Egipto  (/>»)• 


(  fl  .V  )     Frcycinet.    \'t)ynu;r  niitinir  ¡lii  Moinli'.  t.   III,  paq;.   734. 
Dingelstedt,  Reísimo  patrinrchnl  des  Kirí^Iii/.  pag;.   10  et   II. 

(  ii  í' )      Freycinet,  ol).   cit..   t.   I.   paj:^.    151. 

( ti  X )     Xordenskiold,   Ln  \ir  ilrs    liiilii'iis  ilnns   ¡r    ('hiim.  chap.   VIH, 
pag.   130. 

{hn)     Giddings,  Pi'incipios    ilr  Snciolufrin.   Vú>.   II.  cap.   I,    l)ágs.    119 
V   120. 
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Sujetos  a  esta  limitación,  que  es  una  ley,  se  desarrollan 
todas  las  poblaciones,  así  las  más  atrasadas  como  las  más 
adelantadas  (bh).  La  única  diferencia  que  al  respecto  hay 
entre  unas  y  otras  es  que  en  las  primeras  solo  se  cuenta  la 
producción  espontánea,  y  que  en  las  segundas  el  factor  más 
importante  es  la  suma  de  las  producciones  agrícolas  e  in- 
dustriales. En  comprobación,  cualquiera  estadística  nos 
demostrará  que  el  número  de  habitantes  por  kilómetro 
cuadrado  es  mayor  en  los  países  más  industriosos,  que  allí 
donde  el  desarrollo  industrial  se  efectúa  muy  rápidamente, 
con  la  misma  rapidez  se  opera  el  desarrollo  demográfico  y 
que  cuando  la  producción  aumenta  o  disminuye,  fatalmente 
aumenta  o  disminuye  la  población. 

En  la  historia  de  nuestra  madre  patria,  tenemos  los  lati- 
no-americanos la  brillante  comprobación  de  esta  doctrina, 
porque  cuando  la  expulsión  de  los  industriosos  moros  (1609), 
la  población  general  de  España  disminuyó  no  solo  en  pro- 
porción al  número  de  los  expulsos,  que  no  ha  de  haber 
excedido  de  unos  800.000,  sino  en  proporción  a  la  subse- 
cuente decadencia  industrial,  por  manera  que  de  12  a 
14.000.000  de  habitantes  que  se  contaban  en  el  siglo  XVI, 
bajó  a  6  o  7.000.000  a  principios  del  siglo  XVIII. 

En  suma,  si  atendemos  a  las  condiciones  que  la  vida  hu- 
mana requiere,  en  cada  territorio  el  máximum  de  pobla- 
dores está  limitado  por  la  actual  cuantía  de  los  medios  de 
subsistencia,  y  consiguientemente,  en  las  sociedades  primiti- 
vas, incapaces  de  estimular  la  producción  natural,  es  menor 
que  en  las  más  adelantadas,  donde  la  industria  la  aumenta 
día  a  día   (be). 

Como  quiera  que,  según  lo  dicho,  la  población  humana 
se  desarrolla  subordinada  a  la  producción  natural  y  a  la 
producción  industrial,  factores  cuya   importancia  cambia  de 


(bh)     Giddings,  Principios  de  Sociología.  lib.  H,  cap.  I,  págs.    116 
y  117. 

Filangieri,  La  Science  de  la  Législation,  t.  I,  liv.  II. 

(be)     Spencer,  Les  Premiers  Principes,  §  175. 

Malthus,  El  Principio  de  la   Población,  Üb.  I,  cap.  I,  II  y  III. 
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una  a  otra  comarca,  no  hay  en  la  tierra  país  alcruno  donde 
los  habitantes  estén  diseminados  según  una  ley  de  densidad 
uniforme.  Aun  en  aquellos  países,  como  la  Rusia  europea 
y  la  República  Argentina,  donde  predominan  esas  intermi- 
nables llanuras  que  parecen  ofrecer  en  toda  su  extensión 
iguales  condiciones  de  vida  a  todos  los  habitantes,  la  po- 
blación se  encuentra  muy  desigualmente  repartida.  Aun  en 
aquellos,  como  Inglaterra  y  Bélgica,  donde  la  densidad 
humana  parece  haber  llegado  al  grado  máximo,  se  encuen- 
tran vacíos,  esto  es,  comarcas  o  parajes  casi  completamente 
inhabitados. 

Vallaux  atestigua  que  hacia  1890,  la  pobladísima  Bélgica 
contaba  más  de  262.000  hectáreas  de  terrenos  inhabitables 
y  no  cultivados,  aun  cuando  eran  susceptibles  de  algún 
aprovechamiento;  que  en  1911,  la  Baja  Bretaíia,  donde  vi- 
ven 105  habitantes  por  kilómetro  cuadrado,  contaba  cerca 
de  400.000  hectáreas,  o  sea,  más  de  un  cuarto  de  su  exten- 
sión, en  landas  inhabitadas;  y  que  la  India,  poblada  por 
300.000.000  de  hombres,  podría  alimentar  400.000.000  si  se 
explotara  todo  el  suelo  utilizable.  En  suma,  concluye  este 
geógrafo,  el  desigual  reparto  de  los  habitantes  es  uno  de 
esos  fenómenos  que  ¡larecen  escapar  a  las  explicaciones 
geográficas,  fenómeno  que  se  reproduce  en  todas  las  socie- 
dades humanas  y  en  todos  los  grados  de  la  civilización  {h  d). 

A  nuestro  juicio,  las  causas  más  generales  de  este  fenó- 
meno son  las  siguientes: 

]■'  La  desigualdad  de  la  producción  espontánea,  cuya 
cuantía  cambia  no  solo  de  un  país  a  otro  sino  taml)ién  de 
una  a  otra  comarca.  Predomina  principalmente  esta  causa 
en  los  países  primitivos,  porque  cuando  los  hombres  carecen 
de  aptitudes  industriales,  prefieren  para  establecerse  aque- 
llos parajes  donde  la  naturaleza  es  más  pródiga;  pero  aun 
en  los  países  civilizados,  la  población  es  por  lo  común  más 
rara  donde  el  suelo  es  más  estéril  y  viceversa. 

2'  La    desigualdad   de    las  condiciones  de    explotación 


ihil)     Vallau.x.   Lf  Snl  t'l  VÉtal.  ?    14.  pag.    74   a    76. 
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de  las  varias  comarcas  de  cada  país.  En  todos  los  países, 
pero  principalmente  en  los  más  atrasados,  los  habitantes 
se  acumulan  en  mayor  número  allí  donde  el  trabajo  (  la 
pesca,  la  caza,  la  agricultura  )  es  más  fácil  y  lucrativo,  y 
espontáneamente  quedan  reservados  para  una  población  más 
diseminada  aquellos  parajes  cuyo  aprovechamiento  es  más 
dificultoso. 

3^  La  desigualdad  de  los  estados  industriales,  porque 
no  pudiendo  vivir  la  industria  sin  el  obrero,  la  población 
se  agrupa  principalmente  allí  donde  hay  más  fábricas,  más 
talleres,  más  manufacturas. 

4"^  La  desigualdad  de  las  condiciones  higiénicas,  por- 
que cuando  las  causas  mórbidas  acortan  la  vida,  se  rarifica  la 
población,  y  cuando  la  higiene  la  alarga,  se  multiplican  los 
habitantes. 

5^  La  desigualdad  de  los  medios  de  comunicación  con 
el  mundo  externo,  porque  los  países  incomunicados  no  pro- 
ducen más  que  lo  indispensable  para  el  consumo  interior,  y 
según  la  regla  general,  la  población  no  aumenta  cuando  la 
producción  se  mantiene  estacionaria. 

§  17.  Si  los  habitantes  de  cada  país  se  distribuyen  es- 
pontáneamente en  proporción  a  la  cuantía  de  la  pro- 
ducción de  cada  comarca,  de  suyo  se  infiere  que  el  medio 
más  adecuado  de  aumentar  la  población  es  aumentar  la 
producción.   Nada  más  obvio. 

Por  causa  de  una  miopía  que  en  los  pasados  siglos,  cuan- 
do no  existían  ni  la  demografía  ni  la  estadística,  era  inevi- 
table, los  gobernantes  anteriores  a  la  época  contemporánea, 
trataron  de  fomentar  el  desarrollo  de  las  poblaciones  em- 
pleando otros  medios  cuyo  fatal  y  persistente  fracaso  ha 
parecido  autorizar  a  los  individualistas  para  negar  la  efica- 
cia de  la  acción  del  Estado  (  be  ). 

Dando  preferencia  a  la  acción  directa  sobre  la  indirecta, 
política  empírica  muy  propia  de  pueblos  atrasados,  los 
Estados    antiguos  trataron  de  desarrollar  la  población  repri- 


(h  e  )     Filangieri,  La  Science  de  la  Législation.  t.  I.  liv.  II,  chap.  I 
et  II. 
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miendo,  por  un  lado,  el  celibato  y  la  corrupción  esterili- 
zadora  de  las  costumbres,  y  estimulando,  por  otro,  el  matri- 
monio y  la  procreación  legítima. 

Entre  los  hebreos,  el  celibato  era  anatematizado  con  pena 
efectiva  de  infamia;  la  esterilidad  y  la  impotencia  eran  mo- 
tivos de  suma  vergüenza  porque  se  suponían  castigos  de 
Jehová,  y  al  adulterio  se  aplicaba  el  castigo  de  la  lapida- 
ción. En  la  misma  nación,  cuando  un  hombre  contraía  matri- 
monio, quedaba  exento  durante  un  año  del  servicio  militar 
y  de  toda  carga  pública  (  hf).  Evidentemente  estas  eximi- 
ciones  se  acordaban  en  interés  de  la  procreación. 

En  Atenas,  ni  los  oradores,  ni  los  generales  podían  tomar 
parte  en  el  gobierno  de  la  República  antes  de  ser  padres  de 
familia.  En  Esparta  quedaba  eximido  del  servicio  militar 
el  que  contaba  tres  hijos,  y  de  todas  las  cargas  públicas  el 
que  contaba  cuatro.  En  una  y  otra  República,  el  celibato 
era  reprimido  como  causa  de  corrupción  y  desmedro  para 
el  Estado  (hg). 

Mucho  más  completa  fué  la  legislación  demográfica  de 
Roma.  Ya  en  los  tiempos  meramente  tradicionales  de  la 
Monarquía,  se  habían  otorgado  envidiables  privilegios  a  los 
padres  de  familia;  y  posteriormente,  a  los  principios  de  la 
República  y  sobre  todo,  a  los  principios  del  Imperio,  se  dic- 
taron múltiples  ordenanzas  para  reprimir  la  corrupción  de 
las  costumbres,  se  agravaron  las  penas  contra  el  adulterio, 
se  impuso  la  multa  uxoria  y  se  declaró  incapaces  de  heredar 
a  los  célibes,  se  prohibió  llevar  joyas  y  usar  litera  a  las  mu- 
jeres de  cierta  edad  cuyos  vientres  no  hubiesen  contribuido 
al  aumento  de  la  población,  y  se  ofreció  asiento  gratuito  en 
los  teatros  y  otros  privilegios  y  recompensas  a  todo  padre 
de  familia  que  hubiera  tenido  cierto  número  de  hijos,  Dio- 
nisio de  Halicarnaso,    que  compulsó    los   anales    primitivos 


(  l>  /■)      Ilriitcronniiiin.   rap.  XXIV.   vers.  5. 

(/)/,>•)     Aristóteles,   Lii   Politiijuc.   liv.   II.  rhap.  VI,  §    13. 
Plutarco,  Lycur^uc.  t.  I,  pap.  1 10. 
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de  Roma,  afirma  haber  visto  una  ley  que  obligaba  a  los 
jóvenes  a  casarse  (bh). 

Pues  bien,  todos  estos  medios,  tan  numerosos,  tan  varios 
y  aparentemente  tan  bien  elegidos,  no  surtieron  el  efecto 
deseado  en  ninguno  de  los  Estados  antiguos.  Hacia  el  si- 
glo II  antes  de  nuestra  era,  Polibio  lamentaba  « la  penuria 
de  hombres  que  se  hacía  sentir  en  Grecia  y  que  dejaba  de- 
siertas las  ciudades  e  incultos  los  campos,  aun  cuando  no 
había  habido  ni  pestes,  ni  guerras  prolongadas  que  agota- 
sen las  fuerzas  nacionales»  {hi);  y  siglo  y  medio  después, 
Augusto  lamentaba  el  total  exterminio  de  las  legiones  de 
Varo,  porque  habiendo  empadronado  la  población  romana, 
notó  una  disminución  que  no  le  permitía  reponer  fácilmente 
las  fuerzas  perdidas   (  hj  ). 

El  mismo  fenómeno  se  repitió  después  de  algunos  siglos 
en  cada  una  de  las  naciones  modernas,  esto  es,  en  todas 
ellas  sin  excepción  no  dieron  frutos  los  medios  directos  de 
fomento.  Bástenos  citar  en  comprobación  la  legislación  espa- 
ñola. Junto  con  asestar  golpe  mortal  a  las  industrias  naciona- 
les expulsando  del  territorio  a  la  porción  más  industriosa  de 
los  habitantes,  como  eran  los  árabes  y  los  judíos  (  />i  ),  la  mo- 
narquía española  trató  de  reparar  el  daño  fomentando  di- 
rectamente el  desarrollo  de  la  población.  Con  este  propó- 
sito, dispuso  que  el  varón  casado  se  tuviese  por  mayor 
de  edad  y  libre  administrador  de  sus  bienes  y  de  los  de  su 
mujer  a  los  18  años;  que  en  los  dos  primeros  años  de  matri- 
monio, estuviese  libre  de  todos  los  pechos  reales,  de  los  con- 


(bh)     Fustel  de  Coulanges,  La  Cité  Antique,  Hv.  II,  chap.  III. 

Montesquieu,  L'Esprit  des  Lois,  liv.  XXIII,  chap.  XXI. 

Mommsen,  Histoire  Romaine,  t.  VII,  liv.  V,  chap.  XI.  pag.  252. 

Denys  d'Halicarnase,  Antiquités  Romaines.  t.  V,  liv.  IX,  chap.  V, 
pag.  308. 

(  6  i )     Polybe,  Histoire  genérale,  t.  III,  liv.  XXXVII,  chap.  IV,  pag.  286. 

(hj)  Suetonio,  Octavio  Augusto,  XXIII,  en  la  ^'ida  de  los  Doce 
Césares. 

{h  1)  Buckle,  Histoire  de  la  Civilisation  en  Angleterre,  t.  IV> 
chap.  XXY,  pag.  78  á  87. 

Altamira,  Historia  de  España,  t.  III,  §  675. 
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cejales  y  de  la  moneda  forera;  que  durante  el  primer  cuadrie- 
nio, quedase  exento  de  todas  las  cargas  y  oficios  concejiles, 
cobranzas,  huéspedes,  soldados  y  otros,  y  que  el  que  contase 
seis  hijos  varones  vivos  quedara  libre  por  toda  su  vida  de 
dichas  cargas  y  oficios  concejiles  aun  cuando  posterior- 
mente falleciera  alguno   (/>/;?). 

Pero  estos  medios  que  parecían  tan  adecuados  al  propó- 
sito de  desarrollar  la  población,  no  surtieron  efecto  alguno 
porque  no  hay  fomento  ni  estímulos  que  valgan  para  au- 
mentar el  número  de  los  habitantes  cuando  por  cualquier 
causa  se  amengua  la  cuantía  de  la  producción  que  los  sos- 
tiene. 

Es  fácil  probar,  dice  Filangieri,  que  todos  los  esfuerzos 
del  Estado  para  aumentar  la  población,  son  ineficaces  cuan- 
do no  se  remueven  los  obstáculos  que  entorpecen  el  des- 
arrollo demográfico.  Si  recorremos  los  empolvados  ma- 
motretos que  contienen  la  confusa  legislación  de  las  naciones 
europeas,  no  encontraremos  un  solo  Estado  que  no  haya 
dictado  leyes  para  fomentar  el  matrimonio,  y  otorgado  pri- 
vilegios a  los  padres  de  familia  y  en  especial,  a  los  que 
han  tenido  varios  hijos,  Pero  no  obstante  tantos  estímulos, 
la  esterilidad  de  la  naturaleza  se  perpetúa;  cada  día  se 
abre  en  medio  de  nosotros  una  ancha  tumba  donde  una 
generación  entera  corre  a  sumergirse  con  toda  su  posteri- 
dad, y  faltan  hasta  hoy  más  de  100.000.000  de  habitantes 
para  acabar  de  poblar  a  Europa.  Vistos  estos  hechos 
¿cómo  dudar  de  que  nuestros  sistemas  de  legislación  (  o  más 
propiamente  diremos  nosotros,  de  fomento  de  las  pobla- 
ciones )   adolecen  en  este  punto  de  grave  vicio? 

La  ineficacia  de  los  medios  directos  ha  resaltado  de  ma- 
nera singular  en  los  tiempos  posteriores,  porque  habiendo 
sobrevenido  en  las  naciones  europeas  un  prodigioso  des- 
arrollo industrial,  ha  sucedido  que  junto  con  caer  en  el  más 
absoluto  desuso  las  leyes  de  fomento,  la  j)(>blación  de  l-.u- 
ropa  ha  aumentado    en  mucho    m.is    de   los   l()().(MH).()(i(i  (jue 


{liiii)      Xiicvn  i\r((>pilacii)ii.  1.    H.  til.   I,   lil).   V. 
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a  juicio  de  Filangieri,  faltaban  para  llegar  al  estado  de  sa- 
turación. 

Conclusión:  si  se  exceptúan  aquellos  casos  en  que  una 
excesiva  mortalidad  ocasionada  o  por  la  guerra,  o  por  las 
condiciones  anti-higiénicas  de  los  habitantes  detiene  el  cre- 
cimiento de  la  población,  el  medio  por  excelencia  de  aumen- 
tarla es  el  fomento  de  la  industria  ;  de  manera  que  los  pa- 
dres no  tengan  motivo  para  temer  que  sus  hijos  queden  sin 
parte  y  sin  asiento  en  el  banquete  de  la  vida. 

§  18.  La  limitación  de  los  frutos  espontáneos  de  la  na- 
turaleza no  solo  ocasiona  el  fraccionamiento  de  las  socie- 
dades conforme  adquieren  un  desarrollo  desproporcionado, 
sino  que  también  mantiene  encendida  la  tea  de  la  discordia 
provocando  entre  las  tribus  comarcanas  la  lucha  por  la  vida. 

Según  Darwin,  cada  tribu  de  fueguinos  vive  rodeada 
de  otras  que  hablan  dialectos  diferentes  y  respecto  de  las 
cuales  se  mantiene  en  estado  de  guerra  permanente.  La 
mayor  parte  de  las  veces  no  hay  más  causa  que  ocasione 
la  ruptura  de  hostilidades  que  la  escasez  de  la  caza  y  de 
la  pesca  {bn  ). 

De  los  indios  de  Arauco,  dicen  dos  autores  citados  por 
Medina,  que  de  continuo  se  comprometían  en  guerras  tan 
encarnizadas  que  no  era  raro  pereciese  el  último  individuo 
de  la  tribu  vencida  ( h ñ). 

Nordenskiold  atestigua  que  la  causa  más  frecuente  de 
guerra  entre  los  indígenas  del  Pilcomayo  es  la    pesca  o  la 


(  b  11  I     Darwin,    Voyage.  pag-.  232  et  237. 

{h  ñ  )     Medina,  Los  Ahorígenes  de  Chile,  cap.  VII,  pág^.   120. 

Habiendo  Hobbes  forjado  su  filosofía  política  para  justificar  el  des- 
potismo de  los  Stuardos,  sus  doctrinas  fueron  siempre  muy  impopulares, 
y  los  autores  liberales,  desde  Locke  adelante,  han  querido  pulverizarlas 
demostrando  que  son  falsos  todos  sus  principios  fundamentales.  La  ver- 
dad es,  sin  embarg-o,  que  la  etnografía  más  bien  ha  confirmado  los  prin- 
cipios de  Hobbes  que  no  los  de  sus  contradictores.  Para  demostrar  la 
necesidad  originaria  del  despotismo,  Hobbes  sentó  que  a  los  principios 
los  hombres  vivieron  en  estado  permanente  de  guerra  de  todos  contra 
todos  y  que  el  miedo  recíproco  fué  lo  que  les  indujo  a  constituirse  en 
sociedad  civil  para    defenderse    unos    a  otros.      Hobbes,  Fondemens   de 
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codicia  del  botín;  y  Dumont  D'Urville  nos  informa  que 
casi  todas  las  islas  del  archipiélago  de  Viti  están  pobladas, 
pero  que  aquellas  que  se  encuentran  situadas  cerca  de 
tribus  poderosas,  son  de  continuo  devastadas  por  guerras 
asoladoras  (ho). 

«  En  el  estado  salvaje,  dice  Giddings,  hay  siempre  corrien- 
tes que  afluyen  de  todas  las  direcciones  hacia  los  mejores 
sitios  de  caza  y  de  pesca,  lo  cual  pone  en  contacto  a  tri- 
bus que  entre  sí  no  tienen  lazo  alguno  ni  relaciones,  pro- 
vocando crónicas  hostilidades.  Las  espantosas  luchas  entre 
las  tribus  algonquinas  e  iroquesas  eran  la  consecuencia  de 
su  convergencia  hacia  los  valles  del  Mohawk.  Los  valles 
del  Delaware.  del  Ohio,  del  Misisipí  Alto,  del  Colombia 
y  del  Colorado,  han  sido  centros  de  análogos  movimien- 
tos convergentes  y  teatros  de  guerras  de  exterminio  «   (  hp). 

La  gran  desgracia  de  los  mayennas,  dice  Livingstone, 
es  que  se  odian  unos  a  otros  de  tribu  a  tribu  en  términos 
que  cada  jefe  desearía  ver  muerto  a  su  vecino.  En  Tchorué, 
dice  más  adelante,  no  íbamos  a  parte  alguna  sin  topar  con 
indígenas  que  nos  rogaban  matásemos  a  sus  compatriotas, 
y  no  conseguíamos  decidirlos  a  venir  con  nosotros  a  los 
caseríos  vecinos  porque  les  arredraba  el  temor  de  encon- 
trar allí  a  los  matadores  de  sus  padres,  de  sus  tíos  y  de 
sus  abuelos  (hq).  De  las  tribus  árabes  de  Argelia,  dice 
Besson,  que  son  grupos  autónomos  que  a  menudo  viven  en 


la  Politique.  chap.  I,  pag.  6  et  15.  Pues  bien,  la  etnografía  enseña 
hoy  sustancialmente  lo  mismo,  a  saber,  que  los  salvajes  se  mantienen 
constituidos  en  tribus  con  el  ostensible  propósito  de  robustecer  su  defen- 
sa contra  los  enemigos,  y  <|ue  ellas  viven  en  estado  de  permanente  y  re- 
cíproca hostilidad. 

{ho)     Dumont   D'Urville,    Voyage  au  Pole  Sud.  t.   IV.  pag.   24rt. 
Nordenskiold,    La    Vie   des    Indiens    dans     7e     (l¡aco.    chap.    VIH. 
pag.   113. 

{hp)     Giddings,   Pi-iiicipios    de  SticioI(><sia.  lib.   II.   cap.   I,   pág.    129. 

{  h  (j  )     Livingstone,  Dernier  Journal,  t.  I,  pag.  142,  et  t.  II,  pag.  135 
et  139. 
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guerra  y  no  olvidan  sus  rivalidades  sino  cuando  sienten  la 
necesidad  de  unirse  contra  los  infieles  (br). 

Por  efecto  de  un  desarrollo  enteramente  espontáneo  de 
los  sentimientos,  la  aversión  contra  las  tribus  circunvecinas, 
que  nos  disputan  el  alimento,  se  extiende  y  se  generaliza 
hasta  convertirse  en  esa  hostilidad  contra  todo  extranjero, 
que  se  nota  en  los  pueblos  atrasados  y  que  más  o  menos 
atenuada  subsiste  hasta  los  grados  superiores  de  la  cultura. 
Una  de  las  mayores  dificultades  que  los  exploradores  del 
continente  negro  han  tenido  que  vencer  para  procurarse 
guías,  auxiliares  y  mozos  de  servicio  entre  los  indígenas 
ha  sido  la  resistencia  opuesta  por  muchas  tribus  a  celebrar 
tratos  con  individuos  extraños. 

Cuando  Stanley  costeaba  el  gran  lago  llamado  Tanga- 
nika,  llegó  al  frente  de  un  caserío  donde  fué  muy  mal  re- 
cibido porque  « los  wabemmbés  tienen  profunda  aversión 
a  los  extranjeros  » ;  y  de  los  indígenas  de  Mannkora,  dice 
que  son  de  cierto  superiores  a  los  demás  riberanos  del  río 
Livingstone,  pero  que  aborrecen  a  los  extranjeros,  etc., 
etc.   (hs). 

Por  herencia  de  las  primeras  edades,  el  derecho  aparece 
en  todos  los  pueblos  semi- civilizados  sancionando  estos 
odios  internacionales.  Ahí  tenemos  el  ejemplo  de  Grecia. 
Antes  de  la  guerra  de  Troya,  los  pequeños  Estados  de 
aquel  país,  poblados  por  una  misma  amalgama  de  dorios 
y  jonios,  vivían  en  guerra  casi  permanente,  y  para  no  verse 
precisados  a  cultivar  relaciones  de  comercio  y  amistad,  se 
empeñaban  en  bastarse  a  sí  mismos.  Más  aun :  como  para 
sancionar  esta  recíproca  aversión,  el  derecho  había  esta- 
blecido múltiples  y  odiosas  exclusiones  contra  los  extraños. 
No  obstante  la  diversidad  de  las  legislaciones  que  regían 
en  tantos  pueblos  independientes,  en  todos  ellos  el  extran- 
jero no  podía  ser  propietario,   ni  parecer  en  juicio,  ni  testar. 


(br)     Besson,  BuUetin  de  la  Société  de  Législation  Comparée.  de 
1894,  pag.   279. 

(hs)     Stanley,  Le  Continent  Mvstérieux.  t.  II,  pag-.  65   et  305. 
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Un  ateniense  no  podía  desposar  a  una  tebana,  y  solo  por 
medio  de  un  tratado  especial,  se  autorizaron  los  matrimo- 
nios entre  las  dos  únicas  ciudades  que  había  en  la  pequeña 
isla  de  Creta.  En  una  palabra,  todos  los  beneficios  sociales 
y  jurídicos  se  reservaban  exclusivamente  para  los  naciona- 
les; y  el  extranjero  podía  ser  expulsado  por  un  acto  lla- 
mado xénélasia,  sin  motivo  justificante  y  sin  forma  de  jui- 
cio  iht). 

Bajo  la  influencia  que  la  cultura  superior  ejerce  a  menudo 
sobre  la  inferior,  estas  exclusiones  jurídicas  fueron  también 
establecidas  en  Roma.  En  el  Estado  romano,  como  en  los 
Estados  helénicos,  el  extranjero  no  tenía  a  los  principios 
derecho  a  nada.  La  misma  plebe,  clase  formada  con  ele- 
mentos adventicios  extraños  al  núcleo  romano,  estaba  a  los 
principios  jurídicamente  excluida  de  toda  participación  en 
los  beneficios  del  Estado. 

Para  apreciar  hasta  qué  grado  llegaban  los  odios  inter- 
nacionales, baste  observar  dos  hechos:  1°  que  en  Israel  se 
tuvo  que  imponer  por  la  autoridad  de  Jehová  la  obligación 
de  dar  posada  al  peregrino  para  que  no  se  le  despidiese 
inhumanamente,  esto  es,  para  que  se  hiciera  por  respeto  a 
la  divinidad  lo  que  en  los  pueblos  cultos  hace  todo  liotelero 
por  su  propio  interés  {  hu  )\  y  -"  que  en  griego  y  en  latín, 
una  misma  palabra,  hostes,  servía  para  designar  al  huésped 
extranjero  y  al  enemigo  y  sirve    de  raíz  en  las  lenguas  ro- 


iht)  Thucydide,  < hierre  du  Pélopoiiese,  üv.  1,  chap.  III,  XV 
et  XVII. 

Strabon,  (réoi^raphie.  t.  III,    I¡v,  XVII,  chap.  I,  §   19. 
Grote,  Histoire  de  la   Grece.  t.  III,    2<''n=   Partie,  chap.  VI.  pag.  317. 
Fustel  de  Coulanges,  Xouvelles  Reeherches,  etc.,  pag.  44. 
Mommsen,  Histnire  Romaine.  t.  I,  liv.  I,  chap.  III,  IV  el  V. 

( />  II )  Es  singular  que  un  pueblo  de  tan  estrecho  nacionalismo  comí) 
t;I  de  Israel  y  tan  atrasado  bajo  de  otros  respectos  jurídicos,  haya  mos- 
trado abierta  tendencia  a  sustituir  el  estatuto  personal  por  el  real.  No 
contristarás  al  extranjero  ni  serás  molesto  al  peregrino,  pues  vosotros 
mismos  fuisteis  extranjeros  y  peregrinos  en  la  tierra  de  Flgipto.  dice  el 
Kxodo;  el  Levítico  dice  más  expresamente  que  el  extranjero  que  morare 
entre  los  israelitas    se  debe  considerar  como  el   natural  de    la    titrrn ;   v  el 
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manees  a  voces  que  expresan  ¡deas  tan  opuestas  como  7íos- 
teria  y  hostilidad. 

§  19.  Tanto  la  vida  nómada  cuanto  el  fraccionamiento 
de  la  sociedad  en  parentelas  hostiles  ejercen  en  la  formación 
originaria  del  derecho  una  influencia  trascendental  que  se 
hace  sentir  hasta  los  grados  más  altos  de  la  cultura  jurídica 
y  que  conviene  estudiar  antes  de  proseguir  nuestras  inves- 
tigaciones sobre  la  constitución  demográfica  del  Estado. 

Enséñanos  la  historia  de  los  pueblos  civilizados  que  cuan- 
do entre  ellos  se  realizan  conquistas  bélicas,  el  país  con- 
quistado queda  generalmente  sometido  después  de  la  gue- 
rra a  la  ley  común  del  vencedor.  Solo  por  excepción  y 
para  mientras  se  avienen  los  vencidos  a  la  dominación  ex- 
traña, suele  suceder  que  se  les  someta  por  algún  tiempo 
a  leyes  y  exclusiones  especiales,  siempre  enderezadas  a 
procurar  su  más  pronta  asimilación.  La  simple  diferencia 
de  nacionalidades  o  de  razas,  si  no  va  agravada  por  una 
muy  honda  diferencia  de  cultura,  no  es  para  los  pueblos  ci- 
vilizados causal  que  justifique  la  adopción,  por  parte  de  los 
conquistadores,  de  un  régimen  de  exclusión  que  pretenda 
privar  perpetuamente  a  los  vencidos  de  los  beneficios  del 
derecho  común. 

Por  el  contrario,  en  los  casos  de  guerras  de  conquista 
entre  sociedades  semi-civilizadas,  los  habitantes  del  territo- 
rio conquistado  son  agregados,  pero  no  asimilados  a  la 
población  vencedora,  y  ya  se  les  transporte  al  país  de  los 
conquistadores  en  calidad  de  esclavos,  ya  se  les  deje  en  el 
país  natal  en  calidad  de  tributarios,  quedan  de  todas  suertes 
fuera  del  cuadro  del  Estado,  como  extraños  al  cuerpo  po- 
lítico, sometidos  a  los  caprichos  del  conquistador  y  grava- 
dos con  cargas  que  en  esos  estados  sociales  ningún  hombre 
libre  soporta.  Casos  en  que  podamos  estudiar  este  régi- 
men, bajo    del  cual    aparece  una  población    heterogénea  y 


Deuteronomio  establece  que  no  se  haga  diferencia  entre  el  nacional  y  el 
extranjero  parala  administración  de  justicia.  Exodo.  cap.  XXII,  §  21  y 
cap.  XXIII,  §  9.  Levitico,  cap.  XIX,  §  33  y  34.  Deuteronomio.  cap.  I, 
§  16,   cap.  XXIV,  §   II   y  cap.  XXVII,  §  19. 
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compuesta  sujeta  a  diferentes  leyes,  nos  ofrece  muchos  la 
historia. 

Cuando  el  cautiverio  de  Babilonia,  los  israelitas  vivieron 
regidos  por  las  leyes  mosaicas  y  sometidos  a  sus  propias 
autoridades  (  hv)]  y  en  Egipto,  siempre  y  en  especial  antes 
de  la  dinastía  griega  de  los  Ptolomeos,  rigieron  varios  es- 
tatutos para  los  diferentes  pueblos  que  componían  el  Es- 
tado ( />A'). 

En  su  larga  vida  de  conquistador,  nunca  se  curó  el  pue- 
blo romano  del  gobierno  y  administración  de  los  Estados 
vencidos.  Satisfecho  con  sojuzgarlos  para  obligarlos  a  pa- 
garle tributo  y  a  prestarle  ayuda  en  sus  guerras  posterio- 
res, les  dejaba  intactas  sus  instituciones  y  sus  leyes;  y  salvo 
tal  o  cual  caso  excepcional,  habría  tenido  por  acto  de  de- 
bilidad el  hacerles  partícipes  de  los  beneficios  del  derecho 
romano  o  curarse  de  darles  buena  administración  y  bue- 
nas leyes. 

Cuando  los  bárbaros  invadieron  el  Imperio  Romano,  ora 
en  calidad  de  auxiliares  de  los  pretendientes,  ora  en  calidad 
de  conquistadores  y  enemigos,  cada  tribu  invasora  aportó 
consigo  un  estatuto  personal,  esto  es,  un  cuerpo  de  leyes 
consuetudinarias  que  respetaban  todos  los  individuos  que 
la  componían,  pero  (]ue  no  se  imponían  a  los  extraños  y 
ni  aun  a  los  habitantes  del  país  conquistado.  A  virtud  de 
esta  práctica,  hubo  países  donde  al  cabo  de  varias  y  sucesi- 
vas invasiones  que  fueron  superponiéndose,  quedaron  rigien- 
do simultáneamente  varios  estatutos;  pero  la  ley  sálica  o 
ripuaria  no  obligaba  más  que  a  los  francos;  la  ley  bur- 
gunda,  a  los  burgundas;  la  lombarda,  a  los  lombardos;  la 
visigótica,  a  los  visigodos;  y  en  todo  caso  y  en  todos  los 
Estados,  la  ley  romana  seguía  vigente  para  los  antiguos 
subditos  del   imperio  {hv). 


(  />  \-  )     Ledrain,  Ilistoirv  (flsnirl.  t.   II,  chap.  XV,  pag.  88. 

(  b  x  )     Dareste,   Etudes  (Nlistoiro  da  Dniit,  pag.  10. 

{by)     Schulte,    Ilistoire   du   Droit    et    des   Institutions    dv  I Alk'- 
magtw.  S  23  et  passim. 
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De  un  principio  semejante,  que  en  cada  Estado  y  para 
cada  individuo  hace  prevalecer  la  ley  gentilicia  contra  la 
ley  local,  se  derivan,  como  bien  se  comprende,  muchas  dife- 
rencias jurídicas  que  prácticamente  se  traducen  en  exclu- 
siones de  unos  y  privilegios  de  otros,  constituyen  regíme- 
nes odiosos  de  desigualdad  que  a  favor  de  las  circunstancias 
suelen  perpetuarse  durante  largos  siglos,  y  crean  dificulta- 
des a  veces  insuperables  a  la  política. 

Ejemplo  de  los  entorpecimientos  con  que  la  administra- 
ción y  el  gobierno  de  los  pueblos  tropiezan  por  causa  del 
estatuto  personal  es  el  actual  imperio  de  Austria-Hungría. 
Compuesto  de  numerosos  pueblos  que  a  causa  de  la  diver- 
sidad de  sus  razas  y  de  sus  historias,  son  inamalgamables  }' 
repugnan  a  la  unificación  nacional,  vive  constantemente 
agitado  y  debilitado  por  las  tendencias  y  pretensiones  anta- 
gónicas que  los  animan.  No  está  el  mal  propiamente  en 
que  cada  uno  quiera  conservar  su  autonomía,  sino  en  que 
hasta  hoy  no  se  ha  formado  un  fondo  de  aspiraciones  co- 
munes que  sirva  de  base  a  un  gobierno  nacional.  Leyes  re- 
clamadas por  los  unos  son  repudiadas  por  los  otros;  aquí 
se  exige  el  libre-cambio,  allá  la  protección;  unos  quieren 
unas  alianzas,  otros  otras.  El  antagonismo  es  tan  vivo  que 
la  formación  de  cada  ministerio,  el  nombramiento  de  los 
empleados,  la  traslación  de  los  jueces  suelen  crear  a  la  co- 
rona dificultades  casi  insalvables.  Para  remediar  estos  ma- 
les, la  raza  germánica,  que  tiene  acaso  un  ideal  superior 
de  la  cultura  jurídica  y  de  las  necesidades  del  imperio,  ha 
pretendido  amalgamar  a  todos  estos  pueblos  bajo  de  su  mano 
vigorosa;  pero  las  otras  razas,  celosas  de  su  personalidad, 
de  sus  tradiciones  y  de  sus  fueros,  le  han  disputado  el  po- 
der para  conservar  su  autonomía.  Hasta  el  12  de  Agosto 
de  1879  gobernó  el  ministerio  alemán  centralista  de  Auers- 
perg-Leihammer,  y  en  aquella  fecha  fué  subrogado  por  el 
Ministerio  de  Taafe  formado  por  la  coalición  de  los  tchecas, 
los  ruthenos,  los  dálmatas,  los  polacos,  los  húngaros,  etc. 
La  misma  alternativa  se  ha  venido  repitiendo  posterior- 
mente sin  adelantar  un  paso  en  la  amalgamación  de  elementos- 
tan  heterogéneos. 
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Este  sistema  político-jurídico,  conocido  en  la  ciencia  del 
derecho  bajo  el  nombre  de  estatuto  personal,  trae  evidente- 
mente su  origen  de  un  estado  primitivo  en  que  por  causa 
de  la  vida  nómada,  el  derecho  nace  con  absoluta  prescin- 
dencia  del  territorio,  y  en  que  la  cohesión  social  y  las  re- 
laciones jurídicas  se  establecen  como  mero  efecto  de  la 
consanguinidad.  Cuando  la  sociedad  carece  de  territorio 
porque  todavía  no  se  ha  radicado  en  parte  alguna,  no  puede 
regir  en  ella  el  principio  territorial,  en  virtud  del  cual  la 
ley  obliga  a  todos  los  que  viven  dentro  de  la  jurisdicción 
del  Estado,  y  cuando  las  relaciones  sociales  no  tienen  más 
fundamento  que  la  consanguinidad,  y  las  leyes  son  simples 
costumbres,  no  pueden  los  extraños,  fundados  en  el  hecho 
indiferente  de  su  residencia  y  cohabitación,  pretender  el 
goce  de  los  beneficios  de  un  derecho  ajeno.  Cada  cual 
lleva  su  ley  y  su  derecho  en   su  sangre. 

Cuando  Aristóteles  quiere  definir  la  ciudadanía,  sostiene, 
evidentemente  bajo  la  inspiración  del  estatuto  personal,  que 
el  domicilio  no  hace  al  ciudadano,  puesto  que  hay  esclavos  y 
extranjeros  domiciliados.  Aun  agrega  que  en  el  lenguaje 
usual,  ciudadano  es  el  hijo  de  padres  ciudadanos.  A  su 
juicio,  no  se  debe  llamar  ciudadano  sino  al  que  tiene  capa- 
cidad para  desempeñar  las  funciones  de  juez  y  de  magistra- 
do (/*/). 

Efecto  del  estatuto  personal  es  también  la  falta  en  los 
pueblos  más  atrasados  de  ciertas  nociones  sociales,  políti- 
cas y  jurídicas  como  patria,  tierra  natal,  inetn>poli,  patrio- 
tismo, domicilio,  etc.,  que  solo  pueden  nacer  cuando  el 
principio  territorial  ha  penetrado  en  las  costumbres  y  en 
el  derecho  {ca).  En  el  estado  de  mayor  atraso,  la  tribu 
reemplaza  a  la  patria,  la  clasificación  social  al  domicilio, 
la  lealtad  al  patriotismo  y  la  jefatura  social  a  la  sobera- 
nía territorial. 

Este  sistema  es  tan    inherente  a  los    grados   inferiores    del 


(  6z)      .Aristóteles.    I.n   r(>¡itii¡ue.   Hv.   III.  chap.   I.  §   3,  4  et  «>. 
(  r  íi  )     Lyall.   Mnrurs  ihl' l-'\tri'nw  < >rifnt.  chap.   VII.  pagf.   i25. 
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desarrollo  social,  que  cuando  alguna  nación  civilizada,  verbi- 
gracia, Francia,  ha  pretendido,  violándolo,  hacer  partícipes 
de  su  propia  cultura  jurídica  a  tales  o  cuales  pueblos  atra- 
sados, han  fracasado  lastimosamente  sus  empresas  de  colo- 
nización; y  al  contrario,  cuando  se  ha  avenido  a  respetar 
las  costumbres  e  instituciones  bárbaras  de  dichos  pueblos, 
acto  continuo  han  empezado  a  debilitarse  las  resistencias. 

Una  de  las  naciones  más  cultas  y  más  poderosas  de  la 
tierra,  cual  es  Inglaterra,  no  ha  logrado  fundar  y  mantener 
su  inconmensurable  imperio  colonial,  sino  respetando  en  los 
pueblos  sujetos  a  su  hegemonía  el  principio  del  estatuto 
personal.  Según  Lyall  lo  atestigua,  las  religiones,  las  sec- 
tas y  las  tribus  de  la  India  no  encuentran  estorbo  alguno  de 
parte  del  gobierno  británico  para  seguir  observando  los 
usos,  prácticas  y  costumbres  que  regían  al  tiempo  de  la  con- 
quista; y  las  instituciones  políticas  y  administrativas  de 
aquellos  pueblos  no  han  sido  sensiblemente  modificadas  por 
la  superposición  de  la  organización  inglesa.  A  tal  extremo 
llega  la  escrupulosidad  con  que  la  metrópoli  respeta  la  au- 
tonomía y  la  libertad  de  los  pueblos  indígenas,  que  impasi- 
blemente y  sin  escandalizarse  contempla  las  prácticas  más 
bárbaras,  como  la  brujería  y  la  adivinación,  y  solo  después 
de  muchas  vacilaciones  se  atrevió  un  día  a  prohibir  los  sa- 
crificios humanos.  Merced  a  esta  tolerancia,  los  460  Estados 
que  aproximativamente  se  cuentan  en  la  India,  se  han  mos- 
trado hasta  ahora  más  o  menos  conformes  con  la  dominación 
británica  (ch). 

Aunque  por  su  naturaleza  el  estatuto  personal  nace  en  los 
grados  inferiores  del  desarrollo  político,  sus  raíces  penetran 
tan  profundamente  en  las  sociedades,  que  aun  la  cultura 
jurídica  de  los  Estados  más  civilizados  no  ha  logrado  toda- 
vía extirparlo  por  completo,  pues  en  la  historia  humana  el 
derecho,  las  instituciones  y  todas  las  cosas  sociales  que  se 
forman  por  efecto  de  tales  o  cuales  causas,  de  ordinario  que- 
dan subsistentes,  por  efecto  de  la  inercia  y   del  hábito,  hasta 


{c  h)     Lyall,  Moeurs  de  1' Ext  reme  Ovient.  pag.  471. 
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largo  tiempo  después  de  haber  desaparecido  dichas  cau- 
sas (ec). 

§  20.  De  los  dos  fenómenos  que  hemos  estudiado  más 
arriba,  cuales  son  el  fraccionamiento  interno  y  la  recíproca 
hostilidad  de  las  tribus,  se  deriva  un  problema  cuya  solu- 
ción da  mucha  luz  sobre  los  orígenes  de  las  instituciones 
políticas.  Reducido  él  a  su  más  simple  expresión,  se  pue- 
de plantear  en  los  términos  siguientes:  si  las  tribus  viven 
hostilizándose  recíprocamente  y  cuando  apenas  empiezan  a 
desarrollarse  se  fraccionan,  ;cómo  se  forman  las  grandes 
poblaciones  que  constituyen  la  fuerza  de  los  Estados  pode- 
rosos? o  en  otros  términos,  ¿cuáles  son  las  causas  sociales 
que  paralizan  el  fenómeno  de  la  disgregación  y  dan  origen 
al  de  la  agregación? 

Sin  duda  es  en  el  estado  social  y  psicológico  de  los  pue- 
blos primitivos  donde  está  la  solución  de  este  problema; 
pero  es  el  hecho  que  la  doble  tendencia  a  la  hostilidad  y 
al  fraccionamiento  los  mantiene  reducidos  a  la  condición  de 
simples  embriones  demográficos.  A  través  de  millares  de 
años  de  existencia,  las  sociedades  más  salvajes  de  nuestros 
días  no  han  podido  por  aquella  causa  ascender  de  la  ínfi- 
ma categoría  de  diminutos  cacicazgos.  A  todas  luces,  si 
vemos  hoy  formadas  esas  grandes  poblaciones  que  consti- 
tuyen el  núcleo  de   la   civilización,  es  porque   aquella  doble 


(ce)  Disposición  inspirada  por  el  estatuto  personal  es,  verbigracia, 
la  del  artículo  15  del  Código  Civil  chileno  que  dice :  «A  las  leyes  patrias 
que  reglan  las  obligaciones  y  derechos  civiles  permanecerán  sujetos  los 
chilenos  no  obstante  su  residencia  o  domicilio  en  país  extranjero:  I"  en 
lo  relativo  al  estado  de  las  personas  para  ejecutar  ciertos  actos  que  ha- 
yan de  tener  efecto  en  Chile;  y  2°  en  las  obligaciones  y  derechos  que 
nacen  de  las  relaciones  de  familia,  pero  sólo  respecto  de  sus  cónyuges  y 
parientes  chilenos  >•. 

Por  el  contrario,  está  inspirada  en  el  estado  real  la  disposición  del 
art.  7°  del  Código  Civil  argentino  que  dice:  «La  capacidad  o  incapaci- 
dad de  las  personas  domiciliadas  fuera  del  territorio  de  la  República  será 
juzgada  por  las  leyes  de  su  respectivo  domicilio,  aun  cuando  se  trate  de 
actos  ejecutados  o  de  bienes  existentes  en   la  República». 

Jellinek,  L'Etnt    Mudrriw  ct  son    Ihnit.  t.   I,  chap.   II,  tit.  V.  ¡)ag.   71. 
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tendencia  ha  sido  en  algunas  partes  contrarrestada  por 
causas  de  mayor  eficiencia.     ¿Cuáles  son  ellas? 

Aun  cuando  el  fraccionamiento  interno  cesa  a  la  larga 
por  efecto  de  la  adopción  de  la  agricultura,  debemos  des- 
cartar de  nuestros  estudios  la  hipótesis  pueril  que  supone 
una  pareja  originaria  de  la  cual  nace  una  familia  que  por 
crecimiento  se  convierte  en  gens,  gens  que  por  crecimiento 
se  convierte  en  tribu,  tribu  que  por  crecimiento  se  con- 
vierte en  nación.  Con  arreglo  a  esta  hipótesis,  ideada  por 
el  mosaísmo  para  dar  fundamento  a  la  unidad  del  género 
humano,  las  grandes  poblaciones  de  los  Estados  antiguos 
se  tenían  por  simples  descendencias  ramificadas  de  un  tronco 
común,  de  un  patriarca  cualquiera,  de  un  Sem,  de  un  Cham, 
de  un  Japhet   (c  d). 

Desgraciadamente  no  se  funda  esta  hipótesis  en  hecho 
alguno  que  la  justifique.  Ideada  antes  de  que  la  observa- 
ción hiciera  ver  el  modo  y  forma  del  crecimiento  demográ- 
fico, es  obra  de  pura  imaginación  porque  para  explicar  un 
fenómeno  que  es  de  carácter  social,  prescinde  de  las  causas 
sociales,  y  suponiéndolo  de  una  simplicidad  absurda,  lo  atri- 
buye a  una  causa  meramente  biológica. 

No  hay  en  la  historia  humana  ejemplo  alguno  de  una 
tribu  que  por  efecto  de  un  desenvolvimiento  puramente  es- 
pontáneo, haya  llegado  en  breve  o  en  largo  tiempo  a  con- 
vertirse en  población  (ce).    Por  más  prolífica  que  una  tribu 


(ce/)  Martínez  Marina,  pág.  XIV  del  Prólogo  de  su  Teoría  de  las 
Cortes,  t.  I,  pág.   146. 

Thorel,  Del  Origen  délas  Sociedades,  pág.  21. 

Viveiros  de  Castro,  Estudios  de  Direito  Público,  pag.  4  a  9. 

Comte,  Cours   de  Philosophie  Positive.   t.  IV,  XLIX  lecon,    pag.  398. 

Con  referencia  a  los  pueblos  indígenas  de  África,  dice  Starcke :  « Le 
premier  groupement  social,  nous  le  reconnaissons,  n'a  pas  toujours  été 
celui  de  la  famille  ».     Starcke,   La  Famille  Primitive.  chap.  III,  pag.  53. 

(ce)  Guniplowicz.  Derecho  Político  Filosófíco,  cap.  VI,  pág.  113, 
caps.  VII,  pág.    146  y  VIII,  pág.    160. 

Es  muy  digno  de  notarse  que  en  los  Estados  civilizados,  por  ejemplo, 
los  de  la  América    hispana,  han   fracasado    lastimosamente    cada  vez  que 


112  CAPÍTULO    SEGUNDO,    §    20 


sea,  jamás  alcanza  las  proporciones  de  verdadera  población 
porque,  o  el  fraccionamiento  la  divide,  o  ciertas  causas  so- 
ciales, cuales  son  la  guerra,  el  infanticidio  y  los  malos  tra- 
tamientos, propenden  constantemente  a  debilitarla  y  empe- 
queñecerla. 

De  entre  estas  causas,  como  bien  se  comprende,  la  guerra 
propende  a  disminuir  el  número  de  varones  porque  las  fun- 
ciones militares  tienen  generalmente  carácter  viril.  Así  se 
explica  el  que  cuando  los  holandeses  se  establecieron  en 
Bantú,  se  contasen  allí  diez  mujeres  para  cada  hombre;  y 
el  que  después  de  una  guerra  civil  en  Sonora,  hubiese  para 
cada  hombre  siete  mujeres   (  vf). 

Según  D'Albertis,  de  los  300  habitantes  que  encontró  en 
el  caserío  de  Naiabui,  en  Nueva  Guinea,  a  lo  menos  los  dos 
tercios  eran  mujeres;  según  el  capitán  Dillón,  citado  por 
Rienzi,  en  Ticopia  (  Tahití ),  el  número  de  mujeres  era  en 
cierta  época  tres  veces  mayor  que  el  de  hoinbres  (e^);  y 
según  Azara,  cuando  los  guaraníes  del  pueblo  de  Icape  fue- 
ron sojuzgados,  «  las  dos  terceras  partes  eran  mujeres  «  {  cl¡  ) 

Mientras  la  guerra  alimenta  sus  fauces  insaciables  princi- 
palmente de  varones,  el  infanticidio  se  ceba  principalmente 
en  la  carne  de  hembra.  En  la  isla  de  Tawan,  cerca  de 
Nueva  Guinea,  como  notase  Albertis  que  había  muy  pocas 
muchachas,  un  misionero  le  explicó  el  hecho  informándole 
que  muchas  eran  tuuertas  al  nacer  (  c  i ).  En  la  Hoteiitocia, 
según  cierto  autor  citado  por  Lubbock,  el  infanticidio  es 
muy  común,  y  de   ordinario  las  víctimas    pertenecen    al  sexo 

se  han  empeñado  en  la  empresa  de  aumentar  sus  poljlaciones  mediante  el 
solo  fomento  de  la  vitalidad  nacional  cerrando  la  puerta  a  la  inmigración 
de  extranjeros. 

(<:•/')  Letourneau.  L' Evohition  du  Mariaí;»'  '■>  <lf  ¡n  l-'niiiilli-. 
chap.  V.  pag.  93  et  94. 

{  (\<í)     Rien/i,   La  OcosDÍa.  t.   III,  pág.   274. 
D'Albertis,   La  Xoiivelle  (hiiiióc.  pag.   160. 

{  c  ¡t)  Azara,  Drscripcii'iii  <•  Historia  del  Pavaicuny.  etc.,  t.  I.  ca- 
pitulo X.    ^  57. 

(ci)     D'.Alhertis.    La   Xoiivrllr  ( niiiwc.  pag.    I0«, 
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femenino.  Lo  mismo  pasa  en  ciertas  tribus  árabes  y  los 
padres  pretenden  justificar  estos  asesinatos  aduciendo  que 
las  mujeres  no  sirven   para  la  guerra   (  cj  ). 

De  Tahití  se  calcula  que  dos  tercios  de  los  recién  nacidos 
mueren  a  manos  de  sus  padres,  y  más  de  la  mitad  en  las 
islas  de  Sandwich.  En  Nueva  Gales  del  Sur  las  mujeres 
reciben  de  los  hombres  tan  cruel  tratamiento  que  muy  pocas 
llegan  a  la  edad  de  los  30  años;  y  de  Australia,  dice  Salva- 
do, que  cuando  por  primera  vez  se  internó  en  sus  bosques 
a  principios  de  1846,  solo  encontró  «  unos  seres  que  más 
tenían  de  bestias  que  de  hombres.  .  maridos  que  por  cual- 
quier friolera  mataban  a  sus  mujeres,  y  madres  tan  desnatu- 
ralizadas que  se  deshacían  de  su  tercera  hija  sin  alegar 
más  razón  que  el  excesivo  número  de  mujeres  »    (el). 

Hasta  que  el  gobierno  inglés  ha  conseguido  suprimir  prác- 
tica tan  inhumana,  los  Tobas  de  la  India  no  conservaban 
más  de  una  o  dos  hembras  por  cada  familia  para  la  procrea- 
ción y  eliminaban  las  demás  por  la  imposibilidad  de  susten- 
tarlas. En  China  nunca  se  abandonan  los  niños  varones, 
pero  por  la  misma  causa  indicada,  por  la  escasez  de  las  ali- 
mentos, se  dejan  abandonadas  en  las  calles  o  en  los  campos, 
o  se  tiran  a  los  ríos  las  hijas.  Sea  por  efecto  de  los  malos 
tratamientos,  sea  por  efecto  del  infanticidio,  cierto  viajero 
no  encontró  en  unos  caseríos  de  los  Condes  de  Bengala  ni 
una  sola   muchacha   {cm}. 

Vengamos  a  las  Américas.  Entre  los  pieles  rojas  del  nor- 
te, la    práctica  del  infanticidio  no  subleva  el  menor  escrú- 


(cj)  Lubbock,  L'Homme  Préhistorique.  pag-s.  393,  408,  417.  444 
et  475. 

(el)     Salvado,  La  Australia.  2*  Parte,  cap.  X,  pág.  248. 

{c  m)   Lubbock,  ob.  cit.,  pag.  393,  408,    417,  444  et  475. 

En  la  India  antigua,  las  hembras  eran  a  menudo  suprimidas  por  sus 
padres;  la  supresión  la  hacían  exponiéndolas  para  que  las  devorasen  las 
fieras  «como  lo  indican  claramente  pasajes  de  los  Vedas».  Lefmann, 
Historia  de  la  India  Antigua,  pág.  29  del  t.  I  de  la  Historia  Uni ver- 
sal de  üncken. 
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pulo  ni  el  más  leve  sentimiento  de  piedad.  Entre  los  in- 
dígenas del  Orinoco,  al  contrario,  sienten  las  madres  tan 
vivamente  la  desgraciada  condición  de  su  sexo  que  por 
conmiseración  matan  a  sus  hijas  recién  nacidas  cortándoles 
a  raíz  el  cordón  umbilical.  Y  entre  los  del  Paraguay,  el 
infanticidio  es  regla  antes  (jue  excepción  {en).  Azara,  que 
visitó  este  país  a  principios  del  siglo  XIX,  dice  que  en 
esa  época  no  quedaban  de  la  tribu  de  los  guaicunis  más 
que  un  varón  y  tres  mujeres,  y  que  su  exterminio  no  había 
sido  ocasionado  tanto  por  la  guerra  cuanto  por  las  prác- 
ticas del  aborto   y  el  infanticidio   (  e/i  ). 

Según  Niño,  los  chiriguanos  de  Bolivia  matan  por  caridad 
a  aquellos  de  sus  hijos  que  nacen  ciegos,  tullidos,  cojos, 
mancos  o  sordo-mudos  (co)\  y  en  las  tribus  de  los  choro- 
tis  y  de  los  ashluslayos  del  Chaco,  según  Nordenskiold,  se 
mata  a  los  niños  y  a  los  viejos  sin  el  menor  escrúpu- 
lo (  cp  ). 

De  estos  datos  se  infiere  que  las  prácticas  de  la  guerra, 
del  infanticidio  y  de  los  actos  violentos  son  tan  generales 
en  las  sociedades  atrasadas  y  tan  desastrosos  sus  efectos 
que  hay  que  desechar  la  hipótesis  que  atribuye  la  formación 
de  las  grandes  poblaciones  al  desenvolvimiento  espontáneo 
de  las  tribus  diininutas.  Las  prácticas  indicadas,  que  por 
cierto  no  fueron  extrañas  para  los  pueblos  de  la  Antigüe- 
dad clásica,  bastan  por  sí  solas  a  contrarrestar  el  crecimien- 
to de  las  tribus  (  e  <¡  ). 

Por  otra    parte,  si  en   algunos  casos    particulares    no    han 

(en)     Freycinet,    VQ\a<£ü  mitoiir  (hi   Moinir.  t.    II.  paf^.  5«6. 

(ríi)  .^/.ara,  Dcscripviñn  c  Jíistoi-ln  ilfl  Ptira^iiny.  t.  I.  cap.  X, 
§   122. 

(en)     Niño,   ICtiiOfSríit'in   ('li¡iií::iiai¡n.   cap.   VIII,  |)á)T.   215. 

{<-ji)  NordcnskiolH.  ¡.>i  \'lf  «/o  Iixlicn'^  dniís  le  (lineo,  rhap.  III, 
pa;í-   33. 

(c(¡)  Kn  Roma  las  más  anti;;uas  tradiciones  recogidas  por  Dionisio 
de  Halicarnaso,  atribuían  a  Rómulo  el  haber  prohibido  a  los  padres  ma- 
tar a  los  hijos  antes  de  enterar  tres  años  de  edad.  Denys  d'Halicarnase, 
Aiiti'iintf's  Rnmitiiits.  t.   II.   liv.   II.  chaj).   VI.  patj.   32. 
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actuado  con  mucho  vigor  estas  causas,  es  probable  que 
otras  de  orden  fisiológico  hayan  impedido  a  las  tribus  con- 
vertirse en  poblaciones.  Entre  un  número  tan  reducido  de 
individuos  como  el  que  compone  cada  tribu,  aun  cuando  no 
sean  originariamente  consanguíneos,  no  se  puede  practicar 
la  endogamia  durante  mucho  tiempo  sin  que  sobrevengan  el 
raquitismo  y  el  agotamiento.  Entregada  a  sus  solas  fuerzas 
vitales,  después  de  un  breve  período  de  prosperidad  y  cre- 
cimiento, cada  tribu  ha  de  propender  antes  que  a  crecer  por 
la  fecundidad,  a  decaer  y  a  extinguirse  por  el  raquitismo  y 
la  esterilidad. 

En  resumen,  los  pueblos  más  atrasados  viven,  general- 
mente, bajo  la  acción  permanente  de  causas  sociales  que 
propenden  a  empequeñecerlos  y  exterminarlos,  y  cuando 
algunos  por  excepción  se  sustraen  a  ellas,  la  escasez  de  la 
producción  espontánea  los  precisa  a  fraccionarse  cada  vez 
que  se  sienten  amagados  por  el   hambre. 

§  21.  Como  quiera  que  la  hipótesis  del  desarrollo  auch- 
tóchtono  y  espontáneo  no  basta  por  sí  sola  a  explicar  el 
crecimiento  de  las  tribus,  hay  que  buscar  en  otros  hechos 
las  causas  generadoras  de  las  grandes  poblaciones.  ;  Cuáles 
son  esas  causas? 

Un  hecho  fundamental  es  que  no  se  pueden  formar  gran- 
des poblaciones  mientras  el  hombre  vive  de  la  producción 
espontánea,  de  suj^o  intermitente  y  agotable.  Solo  cuando 
la  industria  agrícola  empieza  a  forzar  la  producción  natural, 
empieza  a  nacer  una  situación  económica  en  que  propende 
a  desaparecer  la  causa  más  grave,  cual  es  la  escasez  de  ali- 
mentos, que  mantiene  a  las  tribus  sujetas  a  la  necesidad 
permanente  de  fraccionarse  y  hostilizarse. 

Empero,  no  vayamos  a  creer  que  la  invención  de  la  agri- 
cultura forma  de  seguida  y  por  sí  sola  grandes  poblaciones. 
Su  efecto  se  concreta  a  facilitar  su  formación.  Aquellos  sen- 
timientos, en  especial  los  de  odio  que  por  efecto  de  una 
determinada  situación  social  germinan  en  el  corazón  de  los 
pueblos,  por  lo  común  no  se  extinguen  cuando  la  situa- 
ción causante  desaparece  sino  que  convertidos  en  alma 
de  hábitos    arraigados,   conservan    su   vitalidad  por    tiempo 
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indefinido.  En  la  India  inglesa  y  en  otras  regiones  del 
globo,  se  ha  observado  que  siglos  después  de  la  adop- 
ción de  la  agricultura,  cuando  de  largo  tiempo  atrás  la 
carencia  de  la  producción  espontánea  ha  sido  suplida  por 
la  abundancia  de  la  producción  agrícola,  muchas  tribus  si- 
guen hostilizándose  y  aun  fraccionándose  como  si  la  ley 
suprema  de  la  lucha  por  la  vida  las  precisara  todavía  a 
fraccionarse  y  hostilizarse. 

Este  fenómeno,  mitad  social,  mitad  psicológico,  deja  co- 
legir que  aun  cuando  la  existencia  de  las  grandes  pobla- 
ciones supone  indispensablemente  la  previa  adopción  de  la 
agricultura,  son  otros  los  hechos  que  explican  su  creci- 
miento y  su  formación.    Determinémoslos. 

Según  el  testimonio  uniforme  de  nuestros  cronistas,  cada 
parcialidad  de  indígenas,  presidida,  no  gobernada  por  un 
cacique,  se  manejaba  independientemente  en  el  territorio 
araucano  a  la  manera  de  un  Estado  embrionario  pero  so- 
berano. Mas,  en  ciertos  casos,  sobre  todo  en  los  de  gue- 
rra, cuando  se  jugaban  la  libertad  y  las  tierras  de  todos, 
las  tribus  más  extrañas  se  concertaban  entre  sí  y  proce- 
dían unidas  contra  el  común  enemigo   (vr). 

Un  acuerdo  semejante,  según  Azara,  celebraron  en  cierta 
ocasión  algunas  tribus  del  Uruguay.  Poco  antes  de  1679 
habían  emprendido  los  charrúas  una  guerra  de  exterminio 
contra  las  tribus  circunvecinas,  en  especial  contra  la  de  los 
minuaiies.  Pero  cuando  en  aquel  año  empezaron  los  es- 
pañoles las  obras  de  fundación  de  Montevideo,  charrúas  y 
minuanes  se  unieron  para  combatir  al  enemigo  común  en 
tan  estrecha  alianza  que  tiesde  entonces  se  les  da  indistin- 
tamente uno  u  otro   nombre  {rrr). 

Entre  los  kabiles  de  Berbería,  cada  caserío  forma  una 
comunidad  autónoma,  pero  en  ocasiones  de   peligro  común, 


{(•r)     Rosales,  Jüstnria  di-   i'liiU:   lil).   I,  cap.   XVIII.  pátfs.  112  v  113. 

Medina.  Los  Aborigénes  de  Cliilc.  cap.  VII,  páp.   120. 

Alonso  He  Ovalle.  Histórica  lívlacimi.  lib.  III,  cap.  II.  pág.    150. 

( r  rr)    Azara.   Dcsrripcii'ni  r  Historia    drl  Ptiraiíunv   y  del  l\io  úv 
In   Plnln.   t.    I,  cap.   X.   §    7    y    29. 
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y  sobre  todo,  cuando  se  les  llama  a  la  guerra  santa,  suelen 
unirse  varios  caseríos  formando  una  como  federación   (es). 

Así  mismo,  en  la  Hotentocia  es  común  que  varias  tribus 
diminutas  formen  alianzas  ofensivas  y  defensivas  contra  otra 
poderosa  que  las  amaga  por  junto.  Spencer,  que  lo  certi- 
fica, agrega  que  las  mismas  alianzas  de  tribus  por  causas 
análogas  se  celebran  en  Nueva  Caledonia,  en  Tanna,  en  Sa- 
moa,  y  que  entre  los  karenses  de  la  India  el  temor  a  un 
peligro  comiín  o  el  deseo  de  vengarse  de  una  común  inju- 
ria suelen  hacer  que  las  tribus  extrañas  se  concierten  para 
la  defensa  o   para  el   ataque  (ct). 

Cuando  los  españoles  arribaron  a  las  Filipinas,  las  tribus 
indígenas  se  encontraban  comprometidas,  según  Rosales,  en 
guerra  encarnizada;  pero  a  la  vista  de  aquellos  extranjeros 
y  a  poco  de  muerto  Magallanes,  se  unieron  pactando  para 
combatirlos  firmes  amistades  y  unión  de  armas  (cu). 

En  Australia  se  ha  visto  en  casos  de  grandes  epidemias 
refundirse  en  una,  dos  o  más  tribus  vecinas  y  explotar  en  co- 
mún los  territorios  respectivos,  y  en  casos  de  guerras,  con- 
federarse dos  o  más  caseríos  amigos,  cada  uno  empeñado  en 
aumentar  sus  aliados  para  asegurar  la  victoria   (  cv). 

Las  frecuentes  guerras  en  que  los  pueblos  de  Nueva  Ze- 
landia se  hallan  empeñados  y  la  flaqueza  de  las  tribus  (  dice 
un  viajero  )  son  causa  de  que  se  reúnan  muchas  para  formar 
ligas  ofensivas  contra  sus  enemigos.  En  otro  tiempo,  se  jun- 
taban habitualmente  las  tribus  de  la  Bahía  de  las  Islas  y  la 
de  Chuki-Anga  con  las  del  Churaki  para  asolar  los  pueblos 
de  la  Bahía  de  la  Abundancia  y  del  Cabo  Este.  En  los  úl- 
timos años,  los  dos  primeros  pueblos  iban  a  batallar  cada 
año  contra  los  de  Churaki  y  del  Wai-Kato  coligados  (  c^v). 


(es)     Hartmann,  Les  Peuples  d'Afrique,  pag.  203. 
Hanoteau  et  Letourneux,  La  Kahylie,  t.  II,  pag.  4  et  5. 

{ct)  Spencer,  Principes  de  Sociologie,  t.  III,  §  451  et  484. 

{cu)  Rosales,  Historia  de  Cliile.  lib.  I,  cap.  IV. 

(c^')  Freycinet,   Voyage  autoui^  du  Monde,  t.  III,  pag.   787. 

(cu)  Rienzi,  La  Oceania.  t.  III,  pág.   134. 
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Por  lo  común  estas  alianzas  son  muy  efímeras;  con  la 
misma  facilidad  con  que  se  las  hace  se  las  deshace;  y  las 
mismas  tribus  que  un  día  combaten  como  enemigas  otro  com- 
baten como  aliadas.  Empero,  bien  se  comprende  que  en  mu- 
chos casos,  cuando  se  perpetúan  las  causas  que  originan  estas 
alianzas,  las  alianzas  mismas  propenden  a  convertirse  en  con- 
federaciones permanentes  pasando  las  pequeñas  tribus  aliadas 
a  constituir  un  Estado  más  o  menos  grande  y  poderoso.  Tal 
fué,  verbigracia,  el  caso  de  las  tribus  celtíberas  en  tiempos 
de  la  conquista  romana,  según  lo  enseña  Costa  (  ex). 

« En  los  Estados  Unidos,  dice  Engels,  encontramos  la 
forma  más  desarrollada  de  una  federación  de  esa  especie  en- 
tre los  iroqueses.  Abandonando  sus  residencias  del  Oeste 
del  Misisipí,  donde  probablemente  habían  formado  una 
rama  de  la  gran  familia  de  los  dakotas,  después  de  largas 
peregrinaciones  se  fijaron  en  el  actual  Estado  de  Nueva 
York,  divididos  en  cinco  tribus.  No  excediendo  nunca  del 
número  de  20.000,  había  muchas  gentes  comunes  en  las 
cinco  tribus,  hablaban  dialectos  parecidísimos  de  una  mis- 
ma lengvía  y  ocupaban  a  la  sazón  un  territorio  compacto 
repartido  entre  las  cinco  tribus.  Siendo  de  conquista  re- 
ciente ese  territorio,  caíase  de  su  propio  peso  la  necesidad 
de  la  cohesión  habitual  de  estas  tribus  enfrente  de  las  hor- 
das rechazadas,  y  a  más  tardar,  en  los  primeros  años  del 
siglo  XV,  se  convirtió  en  una  liga  eiernn,  en  una  confe- 
deración que,  comprendiendo  su  nueva  fuerza,  no  tardó  en 
tomar  un  carácter  ofensivo:  cuando  llegó  a  su  apogeo  hacia 
1675,  había  conquistado  en  torno  suyo  vastos  territorios, 
cuyos  habitantes  había  en  parte  expulsado,  en  parte  hecho 
tributarios  »  (cy  )■ 

De  alianzas  análogas  encontramos  innumeraljles  casos  en 
la  historia  y  en  las  tradiciones.  La  leyenda  mosaica,  por 
ejemplo,  hace  resaltar   primeramente    la  tendencia    primitiva 


(c.v)     Costa,   ¡¡itvoducción  a  un  1  itüado  ch'  Politicti.  pág.   252. 

(  cy  )     Engels.   OrJtren    dr  la  Fninilia.  de  ¡a   Propiedad  y  dfl    Es- 
tado, pág.    166. 
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al  fraccionamiento  en  la  separación  de  Cain  y  Abel,  de  Sem, 
Cham  y  Japhet,  de  Abraham  y  Lot,  de  Ismael  e  Isaac,  de 
Esaú  y  Jacob,  cada  uno  de  los  cuales  se  supone  haber  sido 
tronco  de  una  raza  diferente.  Aliadas  en  seguida  para  la 
conquista  de  Canaan  las  doce  tribus  descendientes  de  los 
doce  hijos  de  Jacob,  vivieron  largo  tiempo  aisladas  o  regi- 
das accidentalmente  por  caudillos  hasta  que  a  despecho  de 
la  teocracia,  convinieron  en  unirse  bajo  el  cetro  de  un  mo- 
narca para  mantenerse  permanentemente  organizadas  con- 
tra los  ataques   délas   tribus  circunvecinas  (cz). 

Según  Fustel  de  Coulanges,  se  contaban  primitivamente 
en  el  territorio  de  Ática  170  a  174  demos,  los  cuales  dismi- 
nuyeron poco  a  poco  por  la  unión  de  varios  en  uno.  En  la 
llanura  de  Maratón,  había  cuatro  que  se  asociaron  a  perpe- 
tuidad para  adorar  el  Apolo  de  Delfos.  Otros  dos  se  unie- 
ron para  construir  y  dedicar  un  templo  a  Hércules.  Y  en 
fin,  por  incitación  de  Cécrope,  la  mayor  parte  de  ellos  adop- 
tó el  culto  de  Athenea  Palias  y  acordó  mantener  la  unión 
viviendo  en  una  sola  ciudad  [da).  Atestiguaban  también 
las  tradiciones  que  la  ciudad  de  Mantinea  se  había  formado 
por  la  unión  de  cinco  demos,  la  de  Tegea  por  la  unión  de 
nueve;  que  siete  u  ocho  unidos  habían  formado  la  de  Aegio, 
siete  la  de  Patral,  ocho  la  de  Dymé,  cuatro  la  de  Ama- 
tris,  etc.,  etc.   (  dh  ). 

Como  quiera  que  en  aquellos  remotos  siglos  los  pue- 
blos de  Grecia  vivían  en  estado  permanente  de  guerra, 
es  de  presumir  que  estas  uniones  tuviesen  en  el  fondo  el  ca- 
rácter y  alcance  de  verdaderas  ligas  bélicas  y  que  los  mo- 
tivos religiosos  no  fuesen  más  que  simples  pretextos  o  estí- 
mulos para  celebrarlas   y  sancionarlas. 

Casos  semejantes   de  alianzas  celebradas  bajo   el    aguijón 


(cz)     Sumner  Maine,  L' Anden  Droit.   chap.  V,  pag.  117. 

ida)     Fustel  de  Coulanges,  La  Cité  Antique.   liv.    III,  chap.    III. 
El   número   de   doce    tribus  es    presumiblemente   un   arreglo   social    ima- 
ginario  que   nunca   correspondió   a   la  realidad.   Véase   nota   (di). 

(dh)     Strabon.    < !éogra¡ilíie.  t.    II,  liv.   VIII,  chap.    III.  ^   2.  liv.  IX, 
chap.   I,  §  20  et  liv.  XII,   chap.    III,  §   10. 
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del  peligro  los  hay  innumerables  en  todo  el  curso  de  la 
historia.  Cuando  los  francos  invadieron  el  Imperio  Roma- 
no, no  formaban  una  tribu  simple,  observa  Sismondi,  sino 
una  asociación  de  tribus  (  de).  De  los  germanos,  dice  Gib- 
bon,  que  cuando  un  peligro  común  les  amagaba,  se  aliaban 
las  tribus  amagadas  para  constituir  un  solo  ejército  (dd). 
Lo  mismo  atestigua  Heródoto  respecto  de  los  persas  (  de). 
El  caso  más  notable  de  integración  demográfica  que  la 
historia  ofrece  es,  quizás,  el  de  la  formación  del  ¡iueblo  ro- 
mano. Según  lo  deja  entender  la  etimología  de  la  palabra 
trihu,  el  tercio,  el  pueblo  romano  fué  formado  originaria- 
mente por  tres  grupos  que  se  unieron  sobre  la  base  de  un 
igual  reparto  de  las  cargas  y  de  las  funciones  públicas.  La 
tradición  conservó  el  nombre  de  estas  tribus:  la  de  los 
ramnenses,  la  de  los  ticienses  y  la  de  los  lucerenses.  Kn  con- 
formidad con  la  base  fundamental  de  la  unión,  todas'  las 
corporaciones  religiosas,  los  arvales,  los  salios,  los  luper- 
cales,  los  augures,  las  vestales,  los  pontífices  (encargados 
de  la  guarda  de  los  puentes  del  Tíber)  y  todas  las  institu- 
ciones colegiales  del  Estado,  el  Senado,  las  curias,  el  ejército 
se  componía  de  tres  tercios  enteros,  esto  es,  de  un  número 
de  individuos  divisible  por  tres.  El  senado  se  componía  de 
300  senadores,  cada  legión  de  3000  infantes  y  300  caballeros, 
y  había  30  curias  y  300  frontes  curiales.  Tributo  era  el 
tercio  de  impuesto  con  que  cada  tribu  contribuía  a  los 
gastos  de  la  guerra,  y  trihimo  era  el  jefe  (]ue  en  represen- 
tación    de    una    tribu    mandaba   un    tercio   de     legión   (  d  t'). 

i  (¡i)     Sismondi,  Jlistoirr  iIcs  Ffanrnis.  t.    I.   cha|).    I,   paj^.  13    et    21, 
chap.    III.   pag:.    113  et  XXVI.  jiaj^.  614. 

[  il  il )     Giiihon,   llistnirr  di-  lu    ¡>écadenc<;  rlc  I' ¡''injiirc   ¡iuiiimii.  i-    I. 
chap.    IX.  pagf.    137. 

(  (/ í"  )     HeróiDíJü.  Los  /lunv   Lil>r().'>.  t.    I.  lib.    I,  pág.    125. 

(  r/ /■  I     Dionisio   de    Halicarnaso.   Aiitifuiités    Rniiiniíirs.  t.    II.   liv.    II. 
chap.    III.  ]ya'¿.    lo. 

Mommsen,    Ar  ¡Irnit  Piihlic  /íoinniíi.   i.    \'I'.  pag.  IO(j.  114  et  117. 
Mommsen,  Ilistnirc  liomaine.  t.   I,  liv.    I.  chap.  IV,  pag.  53  et  54. 
Mar<iuardt,    Le  I  'tilh'  rlir/  /e.s  üumniíis.  t.    I,  pag.   282  á   289. 
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§  22.  Antes  de  proseguir  nuestras  investigaciones  sobre 
las  causas  que  ocasionan  el  crecimiento  de  la  población 
primitiva,  conviene  estudiar  los  efectos  que  en  el  orden  so- 
cial surte  la  unión   permanente  de  tribus. 

vSe  ha  observado  repetidas  veces  que  en  los  grandes  im- 
perios bárbaros  y  aun  en  los  semi-civilizados,  la  población 
no  está  constituida  por  una  sociedad  de  individuos  sino  por 
una  asociación  de  tribus.  Cuando  Garcilaso  de  la  Vega 
habla  de  los  primeros  pueblos  fundados  por  los  Incas  al- 
rededor del  Cuzco,  dice  que  los  treinta  del  Poniente  se  com- 
ponían de  tres  nnciones  de  diferentes  apellidos,  a  saber: 
Masca,  Chillqui  y  Papiri;  que  los  veinte  del  norte  se 
componían  de  cuatro  naciones  de  diferentes  apellidos,  a 
saber:  Mayu,  Cancu,  Chinchapucyu  y  Rimactampu;  que 
los  del  mediodía  correspondían  exclusivamente  a  la  na- 
ción Ayarmaca ;  y  que  los  demás  eran  de  cinco  o  seis 
gentes  de  diferentes  apellidos.  Dado  que  los  tales  pueblos 
no  contaban  más  de  300,  400  o  1000  habitantes,  debemos 
presumir  que  las  agrupaciones  denominadas  naciones  por 
el  cronista  incásico  eran  simples  gentes  o  a  lo  más,  tri- 
bus  (  dg). 

En  concordancia  con  esta  organización  social,  Maspero 
dice  del  Imperio  faraónico  que  era  una  confederación  de 
tribus,   y   precisamente  en  los  mismos  términos  habla  Heró- 


(r/.i;)  Garcilaso  de  la  Vega,  Comentarios  Reales  de  los  Incas, 
l¡b.   I,  cap.  XX. 

En  éste  sentido  usa  Azara  la  voz  nación.  Azara,  Descripción  e  His- 
toria del  Pai-aguay  y  del  Rio  de  la  Plata,  t.   I,  cap.  XI,  §  3. 

Entre  los  aymarás  y  los  quichuas  de  Bolivia,  Bandelier  ha  encontrado 
subsistente  el  ayllu  en  regiones,  como  la  isla  de  Titicaca,  donde  parece- 
ría que  rigen  sin  competencia  la  constitución  y  la  legislación  de  la  Repú- 
blica. <i  Los  indígenas,  dice,  conservan  todavía  en  todas  partes,  sea  en 
la  puna  o  en  la  sierra,  la  organización  que  les  ha  sido  trasmitida  desde 
tiempos  pre-coloniales  y  que  está  basada  sobre  el  clan  (tribus)  como  uni- 
dad. El  clan  en  quichua,  así  como  en  aymará,  en  el  Perú  y  en  Bolivia, 
lleva  el  nombre  de  ayllu  ».  Bandelier.  Las  islas  de  Titicaca  y  Koati. 
t.    I.   págs.    176   y    177. 
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doto  de  los  persas  y  califica  Nadaillac  al  Imperio  Azte- 
ca (  (Ih). 

La  población  ateniense,  que  originariamente  se  había 
formado  por  la  unión  de  doce  burgos,  se  componía  en  los 
tiempos  históricos  de  diez  tribus,  y  todas  conservaban  tan 
celosamente  su  personalidad  y  su  autonomía  que  en  el  fondo 
constituían  también  una  verdadera  confederación  o  liga. 
En  comprobación,  baste  saber  que  las  fuerzas  militares  eran 
una  aglomeración  de  contingentes  independientes  aporta- 
dos por  ellas;  que  cada  una  elegía  anualmente  un  general 
para  que  mandara  el  ejército  turnándose  con  los  otros  nue- 
ve; y  que  cada  una  sostenía  para  sus  j^ropios  hijos  una 
escuela  cuyas  puertas  se  mantenían  cerradas  para  los  demás. 
Uados  estos  antecedentes,  no  es  de  extrañar  que  la  legis- 
lación de  Solón,  como  dice  Gide,  considerase  el  Estado 
ateniense  como  una  simple  aglomeración  de  familias  agru- 
padas en   (lomos,  tribus  y  ])l)ríitritiS   ( (1  i ). 

Análogamente  en  Roma  y  en  todos  los  Estados  italo- 
helénicos,  la  sociedad  civil  y  política  no  estaba  jurídicamente 
constituida  f)or  una  suma  de  individuos,  sino  por  una  aglo- 
meración de  agrupaciones,  cuales  eran  las  curias,  las  tribus 
y  las  gentes  {<lj)\   y   por  último,  en  el   Imperio    faraónico, 


{  ilh  )  Nadaillac,  1/ Aiiithi'iuc  Pfh'historiffur.  liv.  I.  chapitrc  III, 
pag.  68  et  chap.  VI,  pag.   310. 

Heródoto,  Los  \uevr  Lihros.  lib.  I,  cap    C"XX\'. 

En  las  leyendas  antiguas  algunos  pueblos  aparecen  divididos  en  doce 
agrupaciones  o  tribus.  Doce  habrían  sido  las  tribus  de  Israel,  doce  las 
ciudades  de  Jonia,  doce  los  burgos  primitivos  de  .Ática,  etc.  Kste  número 
es  puramente  imaginario,  tomado  de  los  signos  del  zodíaco  y  de  las 
revoluciones  anuales  de  la  luna.  Stade,  Historia  del  I'iifhJo  <//•  ísi-nul. 
pág.   58.      Lévy,   La  Fiiiniíli-  ihiiis   I' Aiitiifuitr   Isrnf'liU'.  pag.  70. 

{(/i)  Demosthene  et  ííschine.  Oíi;\/v.s.  t.  I,  |)ag.  I  «I  el  i  VIII. 
pag.   402. 

Ciide,    Htuilr  sur  Ih  l'rmiin:   liv.    1,  chap.    III.  |)ag.  íi9. 

{flj)  La  palabra  (\iria.  probablemente  se  derivó  de  fyii;/'/.*>  e  indica- 
ba, por  tanto,  un  grupo  de  ciudadanos.  Dionisio  de  Halicarnaso  y  Plu- 
tarco refieren  que  cuando  se  unieron  los  sabinos  y  los  romanos,  se  acor- 
dó que  cada     uno  se  dijera    romano,    jiero  (jue  en     conjunto  se   llamaran 
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los  nonios  constituyeron  la  base  de  la  organización  política 
hasta  los  tiempos  de  la  dominación  romana   (  di). 

Esta  organización  social,  simple  agregado  de  tribus  autó- 
nomas que  en  un  tiempo  fueron  independientes,  se  encuen- 
tra hasta  nuestros  días  en  los  pueblos  más  adelantados  de 
África  y   de  Asia  y  aun  en   naciones   europeas. 

Sin  hablar  del  sept  irlandés  y  del  clan  escosés,  cuya 
existencia  tiene  poca  importancia  jurídica,  observemos  que 
hasta  ha  poco  la  población  de  Montenegro  se  ha  compuesto 
de  42  tribus  ( píeme  j,  cada  una  de  las  cuales  comprendía 
algunos  linajes  (gentes)  o  fratrías  ( brastvo  )  (f/72]);yque 
en  las  comarcas  slavas  de  Rusia,  el  mir  es  una  entidad  co- 
lectiva reconocida  por  el  derecho  y  respetada  por  la  auto- 
cracia. 

Fuera  de  Europa,  encontramos  esta  organización  aun  en 
países  sujetos  a  la  dominación  de  naciones  europeas. 

Según  Besson,  la  tribu,  base  de  la  sociedad  árabe,  no 
es  más  que  una  agregación  de  familias  emparentadas  entre 
sí  y  reunidas  en  un  mismo  suelo  bajo  la  autoridad  del  más 
noble    y  del    más    anciano   (dn)\   y   Giraud  Teulon   observa 


quirites  en  memoria  de  la  patria  de  Tatius,  rey  de  Cures,  capital  de  los 
sabinos.  Como  quiera  que  sea,  los  ciudadanos  se  distribuían  en  las  cu- 
rias por  gentes,  dentro  de  las  cuales  existía  la  organización  patriarcal  que 
daba  autoridad  omnímoda  al  cacique.  Mas,  para  establecer  la  igualdad 
entre  todos  los  curiales,  particularmente  entre  los  padres  y  los  hijos  no 
emancipados,  se  prescindía  de  la  organización  de  las  gentes,  y  para  los 
efectos  del  reclutamiento  y  de  las  elecciones,  se  estimaban  iguales  todos 
los  miembros  de  la  curia  por  grande  que  fuese  en  el  orden  civil  la  dife- 
rencia de  derechos  que  había  entre  ellos. 

Mommsen,  Droit  PubUc  Romain.  t.  VII,  pag.   98,  100  et  180. 

Dionisio  de  Halicarnaso,  Antiquités  Romaines,  t.  II,  liv.  II,  cha- 
pitre  X,  pag.   96. 

Plutarco,    Vidas  Paralelas,  t.   I,  pág.   141. 

Mispoulet,  Etucles  d'Institutions  Romaines.  pag.  5. 

{di)  Meyer,  Historia  del  Antiguo  Egipto,  pág.  141,  t.  I  de  la 
Historia   Universal  de  Oncken. 

i  d  m)     Dareste.  Etudes  d'Histoire  du  Droit.  chap.  X,  pag.  235. 

(dn)     Besson,  Constitution  de  la  Famille  chez  les  kahvles  et   chez 
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que  entre  los  bogos  y  mareas,  no  se  cuenta  la  población 
por  cabezas  sino  por  parentelas,  de  suerte  que  la  sociedad 
política  de  aquellas  tribus  es  un  Estado  de  familias  {(Iñ). 

En'  todos  estos  pueblos,  los  hombres  viven,  como  dice 
Dingelstedt  de  los  kirguizes,  en  y  para  su  tribu,  e  ignoran  lo 
que  es  la  responsabilidad  individual.  Xo  es  el  inculpado 
sino  todos  los  hombres  de  su  tribu  quienes  deben  prestar 
el  juramento  justificativo.  Xo  es  el  culpable  sino  la  tribu 
entera  quien  debe  pagar  la  multa.  Cuando  no  se  paga  el 
precio  de  la  sangre,  no  se  mata  necesariamente  al  asesino 
sino  a  cualquiera  de  su  tribu.  La  tutela  de  las  mujeres  y  de 
los  niños  no  incumbe  a  tal  o  cual  j>ariente  sino  a  la  triliu 
entera.  Por  tribus,  no  por  cabezas,  se  reparten  las  contri- 
buciones directas,  }•  la  propiedad  individual  casi  no  ha  po- 
dido nacer  agobiada  por  la  propiedad  colectiva  (do). 

En  los  tiempos  primitivos,  cuando  todavía  el  Estado  no 
se  cura  de  reprimir  la  criminalidad  ni  las  infracciones  del 
derecho,  no  puede  defender  ni  su  persona,  ni  sus  bienes  el 
individuo  que  vive  aislado  con  la  pretensión  de  monopolizar 
una  parte  de  la  tierra,  porque  en  el  aislamiento  no  tiene 
ni  defensores,  ni  auxiliares,  ni  vengadores.  El  extranjero, 
que  no  está  incorporado  en  tribu  alguna,  vive  de  la  mera 
tolerancia,  siempre  expuesto  a  los  mayores  peligros  y  aten- 
tados. De  aquí  viene  que  en  todos  los  pueblos  atrasados 
encontramos  la  tribu  u  otra  agrupación  análoga  como  base 
del  derecho  y  de  la  organización  social. 

Laveleye  observa  que  en  Rusia,  el  munici|)io  slavo,  que 
en  el  fondo  es  una  comunidad  de  consanguíneos,  tiene  el 
carácter  jurídico   de    persona  dotada  de  vida  propia  y  acti- 


It's  iirnhcs  alfrériens.  pag.   279  du   /iiilh-tin  tli-  ¡n    SorÍPté  do  Lcisisla- 
tioíi  Coiiijtarét:  de   1894. 

Hanoteau  ct  Letourneux,   Ln    Ki>l>il¡i:   t.  II,  Premit-re  Section,   chap.  II. 

(  '/;'))     C.iraud  -  Teulon,     < ti-if^im-s    <¡ii     Muriato    et    >li-    lu     Fnmilh'. 
chap.  XXXIII.  pag.  4<>S. 

{  dn)     Dingelstedt,  Lo  ííétíimí'  Patriarclml  iJcs  Kir^liiz,  pag.  10. 
Costa,  Iiitroducrión  a  un  Tratado  df  Política,  pág.  245. 
Nadaillac,  L' AniPrií/ue  Próhistorii¡i¡i'.  chap.  VI,  pag.  310  et  311. 
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va;  que  es  ella,  no  el  individuo,  quien  existe  para  el  dere- 
cho público;  que  en  consecuencia  corresponde  a  ella  pagar 
los  censos  y  los  impuestos  y  prestar  el  servicio  militar;  y 
que  en  Java,  como  en  la  Slavia,  corresponde  al  municipio 
colectivamente  considerado  el  pago  de  los  servicios  perso- 
nales y  de  los  impuestos.  Agrega  el  publicista  belga  que 
en  la  Edad  Media  los  nobles  favorecían  la  existencia  de  las 
comunidades  domésticas  porque  mediante  ellas  aseguraban 
mejor  el  pago  de  los  censos  y  de  los  impuestos  (dp). 
Lo  mismo  sucede  al  presente  en  algunos  Estados  musul- 
manes: para  los  efectos  de  las  exacciones  fiscales,  el 
gobierno  musulmán  favorece  las  comunidades  porque  pre- 
fiere entenderse  con  un  grupo  antes  que  con  muchos  indi- 
viduos ( dq). 

En  realidad,  no  hay  pueblo  alguno  que  llegado  a  cierto 
grado  de  su  desarrollo,  no  funde  espontáneamente  su  or- 
ganización jurídica  y  política  en  agrupaciones  de  consanguí- 
neos. En  el  antiguo  Egipto,  en  la  antigua  Grecia,  en  la 
antigua  Roma,  en  la  Gemianía,  en  las  Galias,  en  la  India  de 
nuestros  días,  el  derecho  civil  se  asemeja,  según  lo  observa 
Sumner  Maine,  al  derecho  internacional  porque  no  está 
dirigido  a  reglar  las  relaciones  de  hombre  a  hombre,  sino  a 
llenar  los  intersticios  entre  las  agrupaciones  de  consanguí- 
neos, que  constituyen  las  unidades  políticas.  En  respeto  a 
esta  base  fundamental,  la  ley  no  obliga  inmediatamente  más 
que  al  patriarca  como  representante  de  la  parentela,  y  solo 
por  reflexión  a  los  individuos  que  la  componen.  En  respeto 
a  la  misma  base,  no  existe  el  derecho  de  testar  porque  vin- 
culados a  la  gens  o  a  la  familia  todos  los  derechos  y  obli- 
gaciones, mientras  ella  subsiste  ningún  individuo  puede  dis- 
poner de  los  bienes  ni  por  acto  entre  vivos,  ni  por  causa 
de  muerte.     En   la  misma  base  se  funda  aquel  régimen  penal 


(dp)     Laveleye,    De    la    Propriété.    chap.     II,    pag.    II,    chap.     IV, 
pag.   50,   et   chap.   XIV,   pag.   225. 

(dq)     Sumner    Maine,    L' Anden    Droit  et    la  Coutume   Primitive, 
chap.  VIII,  pag.   317  et  318. 
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que  imperó  en  Israel  y  que  impera  en  todos  los  pueblos 
atrasados,  según  el  cual  la  culpa  del  delito  y  del  daño  no 
es  individual  sino  colectiva,  y  merecen  el  castigo  por  igual 
tanto  el  autor  como  sus  consanguíneos  (  d  r ). 

Algunos  pueblos  de  la  Antigüedad  aparecen  desde  los 
principios  de  la  historia  divididos  en  dos  o  más  agrupacio- 
nes que  se  suponían  de  consanguíneos  y  que  desempeñaban 
papeles  muy  diferentes.  En  Roma  existieron  la  curia,  la 
gens  y  la  tribu;  y  en  Atenas  el  demos,  la  phratria  y  la 
phvhi   {  rr). 

Prescindiendo  de  la  curia,  que  no  era  sin  duda  más  que 
una  agrupación  político-militar  de  ciudadanos,  ;qué  diferen- 
cias había  entre  la  <>r'ns  y  la  tribu  en  Roma,  entre  el  demos 
y  la  phvlñ   en  Grecia? 

Los  etnógrafos  no  andan  muy  acordes  en  este  punto,  y 
las  definiciones  que  de  una  y  otra  agrupación  han  dado  son 
tan  vagas  que  por  medio  de  ellas  no  siempre  se  acierta  a 
clasificar  las  comunidades  de  consanguíneos  que  se  ofrecen 
al  estudio  (  ds). 

Sin  la  menor  pretensión  de  resolver  el  problema,  creemos 
(y  en  este  punto  no  hay  mayor  discordancia)  que  la  gp/js 
y  el  demos  fueron  agrupaciones  de  consanguíneos  que  se  su- 
ponían descendientes  de  un  tronco  común,  que  se  distinguían 
por  un  nombre  gentilicio,  el  cual  era  como  un  ajiellido,  y 
que  vivían  l)ajo  la  autoridad  de  un  cacique,  {patriarca  o  puler- 


(  <l  !•)  Sumner  Maine.  L'Aiicirn  Dfoil.  chap.  V .  papf.  119  et  159.  et 
rhap.  VI,  pafí.   175   et    179. 

Mommsen,  Ifistoirr  Roinfíinr.  t.  I.  liv.  I,  chap.  II.  ¡¡aj^.  33  et  cha- 
pitre  V,  pag.   Xf). 

(  /•/■  >  Trihii  (dice  Denys  d'Halicarnase  )  c'est  ce  que  nous  cxiirime- 
rions  en  grec  par  ees  mots  Pliylr  et  Trittys.  qui  signilíent  une  troisie- 
me  partie  du  peuple,  et  le  mot  de  curie  se  peut  rendre  en  nutre  langue 
par  ¡thi'atrn  et  Lochos,  qui  signilient  une  conipagnie  de  soldat  ».  Denys 
d'Halicarnase.     AtititjuitPs    Romaiiics.  t.    II,   liv.    II,   chap.    III.  pag.    16. 

(í/.s)     Saavedra.  K¡  Ayllu.  pág.   «8. 
Starke,  La  Famillc  Primitive.  pag.   10. 
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ínmiliae.  Es  la  que  Gidding-s  llama  con  propiedad  agru- 
pación g-e/íéí/ca   o   clan   (dt). 

Respecto  de  la  tribu,  (comprendida  la  phvhi)  nadie  acer- 
tó nunca  a  definirla  satisfactoriamente  por  la  razón  muy 
obvia  que  bajo  de  este  nombre  se  conocen  agrupaciones 
de   muy  diversa  naturaleza. 

En  Roma  y  en  Atenas  el  problema  no  ofrecía  dificulta- 
des porque  la  organización  y  las  funciones  de  estas  comu- 
nidades habían  sido  fijadas  por  las  leyes  o  las  costumbres. 
Legalmente  había  dos  diferencias  esenciales  entre  las  dos 
agrupaciones  de  cada  uno  de  ambos  pueblos:  1^  la  gens  y 
el  demos  se  componían  de  individuos,  los  consanguíneos; 
la  tribu  se  componía  respectivamente  de  gentes  y  de  demos ; 
2^  la  gens  y  el  demos  servían  de  base  al  orden  civil;  la 
tribu  a  la  organización  política  y  administrativa.  Pero  en  la 
ciencia  no  se  ha  logrado  hasta  hoy  distinguir  con  la  misma 
claridad   la  tribu. 

A  nuestro  juicio,  hay  tribus  políticas  y  tribus  naturales, 
y  de  las  naturales  unas  son  genéticas  o  de  consanguíneos, 
y  otras  demóticas  o  colecticias. 

La  tribu  genética  es  una  agrupación  que  posee  colectiva- 


idt)  Giddings,  Principios  de  Socío1o>¿;íh.  lib.  II,  cap.  I,  pág-.  125, 
y  cap.   III.  pág.   217. 

Costa.  Introducción  a  un  tratado  de  Política,  págs,  233  y  242. 

Costa  observa  con  mucha  razón  ( ob.  cit.,  págs.  234  y  235  )  que  cuando 
en  Roma  desapareció  el  derecho  gentilicio,  se  siguió  usando  la  voz  gens, 
gentes  en  el  sentido  de  nación,  naciones  (de  donde  viene  el  Derecho  de 
gentes).  Por  otra  parte,  como  la  iglesia  católica  llamaba  despectivamente 
gentiles  a  los  paganos,  no  se  pudo  seguir  dando  el  nombre  de  gejis  ni  el 
de  íientilidad  a  las  agrupaciones  patriarcales,  y  en  su  lugar  se  empleó  la 
palabra  familia. 

"  La  totalité  des  personnes  composant  une  famille  ( dice  Mommsen ) 
tant  hommes  que  femmes,  es  appclée  gens  chez  les  Romains  Le  mem- 
bre  isolé  de  la  famille  est  appelée  gentilis:  et  comme  de  civis.  civitas, 
on  a  tiré  de  gentilis  I'expression  complexe  gehtilitas,  synonyme  de 
gens.  Le  terme  primitif,  dont  l'origine  est  transparente,  a  pour  fonde- 
ment  l'idée  de  génération  >-.  Mommsen,  Le  Droit  Public  Romain,  t.  VII, 
pag.   8 

Lévy,  La  Famille  daiis  l'Antiquité  Israélite,  pag.  89. 
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mente  un  territorio  y  se  compone  de  gentes  que  a  pesar 
de  llevar  nombres  gentilicios  diferentes,  se  suponen  des- 
cender de  un  antepasado  epómino  común.  La  tribu  demó- 
tica  es  una  agrupación  formada  originariamente  por  una 
horda  colecticia  de  aventureros  que  se  asocian  bajo  la  mano 
de  un  caudillo,  que  se  distinguen  con  el  nombre  del  jefe  y 
que  ocupan  como  comuneros  un  territorio  determinado. 
vSegún  Giddings,  toda  población  se  debe  componer  indis- 
pensablemente de    elementos    demóticos  y  genéticos  (du). 

Presumiblemente  las  tres  tribus  que  en  un  principio  inte- 
graron el  pueblo  romano  y  las  cuatro  que  antes  de  So- 
lón (dv)  componían  el  pueblo  ateniense  fueron  naturales; 
pero  las  tradiciones  no  dan  luz  para  determinar  si  aquellas 
agrupaciones  fueron  de  naturaleza  genética  o  demótica. 

Por  último,  las  tribus  políticas  son  aquellas  que  el  Pista- 
do instituye  a  imitación  de  las  naturales. 

En  la  vida  de  todos  aquellos  pueblos  cuyos  orígenes  se 
remontan   a  los    tiempos  prehistóricos,    se    distingue    ciara- 


is u)  Giddings.  Principios  dv  Sociología.  liH.  II.  cap.  I,  pásfs.  130 
y   139,  y  cap.    III,  págs.    206  y  217. 

Costa,  Introducción  a  un  Tratado  de  Política,  pág.  247.  dice:  «  Era 
la  tribu  (  entre  los  celtíberos  )  un  agregado  orgánico  de  clanes  o  gentili- 
dades ». 

Nadaillac  dice  que  entre  los  indígenas  de  Guatemala  «  des  Calpullis  unis 
par  les  liens  dun  territoire  commun,  de  rites  religieux  communs.  dun  lan- 
gage  commun.  formait  la  tril)u  ».  Nadaillac,  L'Aincriquc  Prf'}iisti)ri(¡ui'. 
chap.  VI,   pag.   314. 

Según  Sumner  Maine,  en  Roma  ■<  le  groupe  élémeniaire  est  la  fami- 
lle.  .  .  L'aggrégation  des  familles  forme  la  gcns  ou  maison.  L'aggregation 
des  maisons  est  la  tribu  ".  Sumner  Maine.  L'Ancicii  Droit.  chap.  \', 
pag.- 121. 

Res¡)ecto  de  la  población  incásica,  dice  Saavedra  que  ■•  los  Ayllus. 
agregando  y  congregándose  por  ciertos  motivos  étnicos  y  geográficos, 
especialmente  por  la  guerra,  formaron  las  comunidades  de  pueblo  (marca) 
y  las  tribus».     Saavedra.   El  AvUu.   pág.  31. 

Rn  Israel,  según  í^évy,  •<  la  tribu  est  un  groupe  plus  spécialement  po- 
litique  »  et  •  le  clan,  par  contre,  offre  un  caractére  nettement  familial  ». 
Lévy,  La  Famillc  dans  l'Antiquité  Israelita,  pag.  72. 

{i¡\\     .Aristóteles,  La  Républif/nr  Atlif'nifnni.  ^   8. 
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mente  un  período  de  elaboración  espontánea  durante  el 
cual  las  prácticas  y  las  costumbres  jurídicas  se  forman  y 
se  imponen  por  sí  solas  sin  fuerza  coercitiva,  y  un  período 
de  elaboración  reflexiva,  durante  el  cual  el  Estado  crea  e 
impone  las  instituciones  y  el  derecho.  Las  tribus  natura- 
les se  forman  en  el  período  de  elaboración  espontánea; 
las  políticas,  en  el  de  elaboración  reflexiva. 

Cuando  Servio  Tulio  repartió  el  pueblo  de  Roma  en 
cuatro  tribus  (dx),  y  cuando  Clístenes  repartió  en  diez  tri- 
bus el  de  Atenas  [dy],  es  evidente  que  ambos  legislado- 
res tomaron  la  organización  social  como  base  de  la  orga- 
nización política,  si  bien  es  de  presumir  que  para  formar 
estas  agrupaciones  artificiales,  no  pudieron  respetar  muy 
rigurosamente  el  principio  de  la  consanguinidad  ni  el  ré- 
gimen del  estatuto  personal.  Más  adelante  (§  31),  com- 
probaremos esta  presunción. 

§  23.  En  los  dos  parágrafos  que  inmediatamente  prece- 
den, hemos  visto  aumentarse  la  población  mediante  la  con- 
federación  o   alianza   perpetua  de  dos   o   más  tribus. 

Otro  medio  empleado  espontáneamente  por  los  Estados 
para  aumentar  sus  poblaciones  es  el  de  la  naturalización, 
acto  por  el  cual  se  incorporan  entre  los  ciudadanos,  confi- 
riéndoseles   los  derechos  de  tales,   uno   o   más   extranjeros. 

La  práctica  de  las  naturalizaciones  surte  en  el  derecho 
público  efectos  análogos  a  los  que  la  adopción  surte  en  el 
derecho  privado.  Por  la  adopción,  el  individuo  corta  las 
relaciones  jurídicas  que  le  unen  con  su  familia  natural  y 
los  anuda    con   las    del   padre    adoptante;   y  análogamente, 


(  (Ix)     Aristóteles,  oh.  cit.,  §  21. 

{  d  v)  A  poco  de  caer  la  monarquía  se  contaban  en  Roma  cuatro 
tribus  urbanas  llamadas  Palatina,  Collina,  F;squilina  y  Succusana,  y  17 
rurales  denominadas  Aemilia,  Camilia,  Claudia,  Cornelia,  Fabia,  Cabria, 
Horatia,  Lemonia,  Menenia,  Papiria,  Pollia,  Pupinia,  Romilia,  Sergia,  Vol- 
tinia,  Votuna  y  Clustumina,  cuya  fundación  se  atribuía  a  Servio  Tulio  y 
a  otros  reyes.  El  año  367  de  R.  se  crearon  cuatro  más ;  otras  dos  el  año 
396;  otras  tantas  el  422,  dos  también  en  436,  en  455  y  en  513.  Número 
total  35.     Mommsen,  Le  Droit  Public  Romain.  t.  VIL  pag.   183  á   193. 

Ihering-.  Esprit  du  Droit  Romain.  t.   I,  pag.   184. 
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por  la  naturalización,  el  extranjero  rompe  los  lazos  que  le 
ligan  a  su  patria  natal  y  se  hace  subdito  de  un  nuevo 
Estado. 

Es  éste  un  efecto  jurídico  que  caracteriza  a  la  naturali- 
zación y  la  distingue  de  las  alianzas  y  confederaciones. 
Mientras  en  los  casos  de  alianzas  y  confederaciones  las  tri- 
bus aliadas  conservan  su  personalidad,  en  los  de  naturali- 
zación las  naturalizadas  la  pierden  disolviéndose  en  el  seno 
de  las  adoptantes. 

La  historia  y  la  etnografía  ofrecen  casos  muy  singulares 
de  naturalización. 

En  una  fecha  que  no  podemos  precisar,  los  ¡roqueses- 
lobos  de  Norte  América  fueron  adoptados  por  los  iroqueses 
falcones,  y  desde  entonces  el  clan  adoptado  desapareció 
por  completo  en  el  seno  del  clan   adoptante. 

En  la  vida  accidentada  de  los  pueblos  atrasados  no  es 
raro  que  se  repita  el  caso  de  Alba,  esto  es,  que  después 
de  lucha  encarnizada,  los  vencedores  naturalicen  a  los  ven- 
cidos y  que  confundiéndose  unos  y  otros  en  un  solo  cuer- 
po político,  se  extingan  para  siempre  los  odios  y  las  disi- 
dencias. 

De  los  charrúas,  dicen  los  etnógrafos,  que  cuando  los 
prisioneros  de  guerra  se  amoldaban  a  su  modo  de  ser, 
«  gozaban  de  la  mayor  libertad  sin  restricciones  de  ninguna 
clase,  pues  como  no  tenían  gobierno  ni  leyes,  todos  eran 
iguales  regulando  sus  acciones  j)or  la  costumbre  »  {  <l z  ).  En 
el  fondo,  lo  que  esto  significa  es  que  los  prisioneros  que- 
daban naturalizados. 

Como  quiera  que  en  los  primeros  grados  del  desarrollo 
social  la  consanguinidad  es  el  fundamento  de  la  sociedad  y 
del  derecho,  las  naturalizaciones,  las  adopciones  y  por  ex- 
tensión las  alianzas  están,  generalmente,  sujetas  a  ciertas 
solemnidades  cjue  han  sido  instituidas  con  el  ostensible  pro- 
pósito de  asimilarse  elementos  extraíalos   sin   violar  el  princi- 


(dz)     Azara,  Doscrijicidii  c  llistnrin  ilrl  Htu-nmuiy  y  dt'l  liin  <lr  ¡n 
Plata,  t.  I,  cap.  X,  ^   10. 

Araujo.  líistnrin  <¡c  los  Charrúas,  r^p.  XI 11.  pájj.   77. 
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pie  de  la  sangre  {eu).  Lo  esencial  de  esas  solemnidades 
consiste  en  que  los  extraños,  en  una  u  otra  forma,  se 
beben  o  se  trasfunden  recíprocamente  la  sangre,  como  para 
contraer  por  este  medio  pueril  relaciones  de  consangui- 
nidad. 

Heródoto  trae  varios  casos.  Entre  los  lidios  y  los  medas, 
dice,  las  ceremonias  de  la  confederación  vienen  a  ser  las 
mismas  que  entre  los  griegos,  y  solo  tienen  de  particular 
que  haciéndose  en  los  brazos  una  ligera  incisión,  se  lamen 
mutuamente  la  sangre^..  La  solemnidad  en  los  contratos 
y  alianzas  de  los  escitas  con  cualquiera  que  los  contraigan 
(  dice  más  adelante)  es  la  siguiente:  colocan  en  medio  una  ^iA/LÁx^- 
gran  copa  de  barro,  y  en  ella  juntamente  con  vino  mezclan 
la  sangre  de  entrambos  contrayentes  que  se  sacan  hirién- 
dose ligeramente  el  cuerpo  con  un  cuchillo  o  con  la  espada. 
Después  de  esto...  beben  del  vino  ensangrentado  así  los 
actores  principales  de  la  confederación  como  las  personas 
más  respetables  de  su  comitiva».  El  mismo  uso  tenían  pre- 
sumiblemente los  árabes  (  e  /> ). 

De  las  mismas  ceremonias  se  conservan  recuerdos  en  las 
leyendas  más  antiguas  de  Irlanda  y  del  norte  de  Europa,  y 
por  su  generalidad,  ellas  ponen  de  relieve,  dice  Tylor,  el 
gran  principio  moral  del  mundo  primitivo,  cual  es  que  el 
liombre  debe  benevolencia,  no  a  todo  el  género  humano, 
sino  a  su  sola  parentela  y  que  el  modo  de  dar  al  extraño 
derecho  a  la  buena  fe  y  al  efecto,  es  hacerlo  pariente  por 
vínculo  de  sangre  (ec).  Cuando  los  misioneros  y  explora- 
dores se  internan  en  países  salvajes,  por  ejemplo,  en  el 
África  Central,  a  menudo  no  encuentran,  para  evitar  la  hos- 
tilidad de  los  indígenas,  otro  medio  que  el  de  emparentarse 
con  ellos  merced  a  la    comunión    de   la   sangre.     Stanlev  se 


(  ea)     Lyall,  Moeurs  de  rExtréme  Orient,  chap.  VII,  pag-.  348. 
Lévj',  La  Famille  dans  l'Antiquité  Isvaélite.  pag-.   7  7. 

[eb]     Heródoto.  Los   Nueve  Libros,    lib.  I,  cap.  LXXIV,    lib.   III, 
cap.  VIII   y  lib.   IV.  cap.  LXX. 

(eel     Tylor,  AntropoloLíía.  cap.  XVI,  pág-,  488. 
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captó  muchas  amistades    por  medio    de   este  arbitrio  (  och  ). 

La  naturalización  tiene  en  los  Estados  primitivos  mucho 
mayor  importancia  que  en  los  más  cultos,  porque  si  en  éstos 
solo  se  la  emplea  o  para  premiar  servicios  públicos  pres- 
tados por  los  extranjeros  o  para  fomentar  el  progreso  na- 
cional ofreciéndoles  una  sólida  situación  jurídica,  en  aquéllos 
se  la  emplea  principalmente  para  llenar  las  bajas  de  la 
guerra  y  evitar  que  en  un  período  de  transitorio  debilita- 
miento los  vecinos  enemigos  se  sientan  tentados  a  la  con- 
quista por  la  debilidad  de  la  presa. 

Entre  las  naciones  antiguas,  ninguna  hubo  qué  no  recu- 
rriese de  vez  en  cuando  a  las  naturalizaciones  para  aumentar 
su  población,  y  en  especial,  después  de  guerras  muy  en- 
carnizadas, ¡)ara  restablecer  el  equilibrio  de  las  fuerzas;  y  se 
ha  observado  que  entre  las  más  prósperas  se  cuentan  cabal- 
mente aquéllas  que  más  liberales  se  mostraron  en  la  asimi- 
lación  de  elementos  extraños. 

Segiín  Aristóteles,  las  tradiciones  de  su  tiempo  atesti- 
guaban que  los  primeros  reyes  de  Esparta  habían  recurrido, 
para  remediar  la  escasez  de  hombres,  al  expediente  de  otor- 
gar la  ciudadanía  a  extranjeros;  que  en  Apolonia  y  en  Si- 
racusa,  la  naturalización  de  extranjeros  había  provocado 
disensiones  civiles,  y  que  casi  todos  los  gobiernos  habían 
enrolado  extranjeros  una  u  otra  vez  en  las  filas  de  los  ciu- 
dadanos ( ('(1 ). 

Por  lo  tocante  a  Roma,  hubo  tradiciones  recogidas  por 
los  grandes  historiadores  que  atribuían  origen  extranjero  a 


(ee/j)    Stanley,  Le  Coiitincnt  }íystér¡eux. 

Es  sabido  que  para  la  adopción  doméstica  se  emplean  también  en  los 
pueblos  atrasados  ceremonias  simbólicas.  Por  ejemplo,  entre  los  iberos, 
para  que  la  adopción  fuese  eficaz,  «  érale  forzoso  materializarse  mediante 
la  imitación  del  hecho  a  que  venia  a  sustituir:  la  mujer  del  ado|)tante  si- 
mulaba un  parto  y  el  adoptado  salia  de  entre  las  ropas  del  lecho,  repre- 
sentando el  papel  de  recién  nacido,  y  desde  aquel  instante,  aquellas  personas 
quedaban  ligadas  por  vínculos  tan  fuertes  como  los  de  la  consanguini- 
dad '.     Costa,  Introducción  n  un  Tratado  dr  Política,  pág,  264. 

{rd)  Aristóteles.  La  Politiiiuc.  liv.  II.  chap.  VI.  §  12.  liv.  III, 
chap.    III.  si   4.  et  liv.   VIII.  chap.    II.   i    II. 
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una  de  las  tribus  primitivas  y  recordaban  el  aumento  de  las 
gentes,  hecho  por  uno  de  los  primeros  reyes  con  elementos 
demográficos  extraños.  Por  otra  parte,  consta  histórica- 
mente que  en  su  prolongada  carrera  de  conquistas  llenó 
en  más  de  una  ocasión,  mediante  las  naturalizaciones,  las 
bajas  que  la  guerra  le  hacía  y  pudo  así  mantener  fijo  y 
aun  aumentar  el  número  de  sus  combatientes.  Ya  al  vencer 
a  los  albanos,  probablemente  después  de  porfiada  lucha, 
había  otorgado  a  los  vencidos  el  privilegio  de  la  ciudada- 
nía romana  y  aun  había  dado  asiento  en  el  Senado  a  mu- 
chas familias  nobles  de  la  antigua  metrópoli    del  Lacio. 

Losjulios,  losQuintilios,  los  Avelios,  los  Cloelios,  etc.,  etc., 
célebres  en  la  historia  posterior  de  Roma,  eran  de  origen  al- 
bano,  como  lo  prueba  el  hecho  de  que  para  conservar  la 
memoria  y  el  culto  de  sus  antiguos  lares  mantenían  siglos 
más  tarde  magníficos  santuarios  en  el  desierto  solar  donde 
en  un  tiempo  se  levantó  prepotente  la  ciudad  de  Alba. 
Así  mismo,  en  los  siglos  posteriores  y  sobre  todo,  después 
de  las  guerras  más  cruentas,  Roma  incorporó  muchas  ve- 
ces en  el  Estado  a  numerosos  subditos  italianos  (ee),  desde 
Julio  César,  aun  a  numerosos  subditos  bárbaros,  y  en  oca- 
siones a  poblaciones  enteras,  hasta  que  el  infame  Antonio 
Caracalla,  con  miras  interesadas,  otorgó  la  ciudadanía  ro- 
mana a  todos  los  subditos  del  Imperio   (  et). 

En  una  palabra,  dice  Sumner  Maine,  sea  que  contemple- 
mos los  Estados  griegos  o  el  Estado  romano,  las  aristo- 
cracias teutónicas  del  Ditmarsh  o  los  clanes  célticos,  o  las 
razas  slavas  de  Rusia  y  de  Polonia,  por  todas  partes  nota- 
mos que  en  un  momento   de  su  historia,  hombres  de   origen 


lee)  La  ley  Julia,  dictada  el  año  90,  antes  de  J.  C.  otorgó  la  ciuda- 
danía romana  a  todas  las  ciudades  itálicas.  Marquardt,  <  >rgauisation  de 
1' Empire  Romain,  t.   I,  pag.  312. 

Tito   Livio,  Décadas,  t.   I,  págs.   51.  5  7,  etc. 

(e/)     Mommsen, //isfoi're  Rouiaine.  t.  I,  liv.  I,  chap.   VII,  pag-.  124, 
t.    II,  liv.   II,  chap.   VII,  pag.   105   et  t.  V,  chap.  VII,   pag.   32. 

'<  In  orbe  romano  qui  sunt,  ex  Constitutione  Imperatoris  Antonini,  cives 
romani  effecti  sunt».     Digesto,  lib.   I,  tit.  V,  leg.  XVII. 
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extraño  han  sido  admitidos  e  incorporados  en  el  seno  de 
la  sociedad  primitiva  (  og  ). 

sj  24.  En  los  primeros  grados  del  desarrollo  social,  no 
puede  tener  la  inmigración  la  importancia  que  ha  tenido  en 
el  desarrollo  de  las  poblaciones  americanas. 

La  falta  de  caminos  y  de  comercio  internacional,  los  odios 
recíprocos  de  los  pueblos,  hi  insecruridad  délos  viajes,  la  ca- 
rencia de  posadas  y  medios  de  trasporte;  las  leyes  restric- 
tivas y  a  veces  prohibitivas  de  la  locomoción,  radican  a  los 
hombres  de  las  naciones  más  atrasadas  en  sus  terruños  y 
heredades,  por  manera  que  las  traslaciones  de  un  país  a  otro 
son  muy  raras,  muy  excepcionales,  de  carácter  meramente 
individual.  x\caso  no  vamos  descaminados  si  decimos  cpie 
en  las  sociedades  salvajes,  a  diferencia  de  las  semi-civilizadas 
y  de  las  bárbaras,  la  inmi(rración  si  no  es  del  todo  nula,  no 
aporta  continjrente  apreciable  al  desarrollo  de  las  pobla- 
ciones. 

Por  la  inversa,  históricamente  consta  haber  existido  pue- 
blos agrícolas  y  sedentarios  (jue  estimulados  al  comercio 
por  su  situación  geográfica,  han  abierto  con  liberalidad  sus 
puertas  a  los  extranjeros  para  que  viniesen  a  mercar  en  el 
territorio  nacional  y  a  los  nacionales  para  que  fuesen  a  mer- 
car en  países  extraños.  Xo  de  otra  manera  se  llenaron  de 
elementos  étnicos  extraños  la  Fenicia,  la  Jonia,  la  (irecia, 
Cartago,  etc.  Xo  de  otra  manera  se  fundaron  en  P!lspaña, 
en  la  (ialia,  en  el  sur  de  Italia  aquellas  colonias  de  mercade- 
res que  tanta  actividad  dieron  en  lo  antiguo  al  comercio 
internacional  de  la  hoya  del  Mediterráneo. 

Kn  la  historia  antigua  encontramos  que  también  algunos 
pueblos  conquistadores  abrieron  sus  puertas  a  la  inmigra- 
ción porque  ella  les  aportaba  un  elemento  social  que  dedi- 
cándose al  trabajo  y  al  comercio,  les  permitía  aplicar  toda 
su  atención  a  la  guerra  sin  gravarles  con  obligación  alguna 
y  por(^ue  en  los  casos  de  del)ilitamiento,  les  suministraba 
auxiliares  que  en  resguardo  de  sus  propios  intereses,  con- 
currían de   !)ueti  grado  a  la  defensa  del  listado. 

(efí)     Sumner   Maine,    I/Aiulrn  Druit.  thap.   V.  paj;.    122. 
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Como  quiera  que  en  las  sociedades  atrasadas  predomina 
la  propiedad  colectiva  y  se  tienen  por  condóminos  del  terri- 
torio a  todos  los  habitantes  en  su  calidad  de  consanguíneos, 
es  regla  muy  general  que  los  extraños  no  puedan  estable- 
cerse en  él  sino  merced  a  permisos  personales  que  de  hecho 
sino  de  derecho  les  autoriza  para  incorporarse  en  la  comu- 
nidad a  cargo  de  que  se  sustenten  con  sus  propios  bienes  o 
con  el  fruto  de  su  trabajo. 

De  los  araucanos,  dice  Guevara,  que  «  nadie,  ni  a  título 
de  aliado,  podía  instalarse  en  el  espacio  de  terreno  de  un 
grupo  patriarcal  sin  la  aceptación  tácita  de  la  comunidad  y 
sin  la  declaración  previa  de  pertenecer  a  ella  « ;  y  según  la 
ley  sálica,  el  forastero  no  podía  incorporarse  en  una  comu- 
na sino  con  previo  y  unánime  consentimiento  de  los  miem- 
bros más  antiguos  de  ella,  y  antes  de  contar  un  año  de 
residencia,  cualquier  vecino  podía  oponerse  a  su  admisión 
y  provocar  su  expulsión  (e/2  ).  En  todos  los  pueblos  atra- 
sados rigen  reglas,  no  precisamente  iguales,  pero  sí  aná- 
logas. 

A  diferencia  de  la  naturalización,  que  convierte  a  los  ex- 
traños en  nacionales,  la  inmigración  se  concreta  a  incorpo- 
rarles en  el  organismo  industrial  del  Estado,  dejándoles 
fuera  del  cuerpo  político,  sin  cargas,  pero  también  sin  de- 
rechos, tolerados,   pero   no  asimilados. 

En  las  naciones  de  la  Antigüedad,  los  hijos  de  inmigrantes 
nacidos  en  el  territorio  nacional  heredaban  la  condición  ju- 
rídica de  sus  padres,  y  a  virtud  del  imperio  del  estatuto 
personal,  los  descendientes  seguían  viviendo  fuera  del  cua- 
dro del  Estado  hasta  la  última  generación.  En  algunas 
naciones  se  formó,  a  la  larga,  con  ellos  una  verdadera 
clase  media  que  aun  cuando  estaba  excluida  de  todos  los 
beneficios,  se  distinguía  de  la  de  los  esclavos  en  que  vivía 
exenta  de  cargas  serviles,  y  a  pesar  de  esta  exención,  se  dife- 
renciaba de  la  de  los  amos  en  que  no    tenía  parte  en  el  go- 


(e/i)     Roscher,   Econoinie  Riirale.  §   "I. 

Dareste,   Études  d'Histoire  da  Droit.    XVI  I.  pag-.  405  et  400. 

Guevara,  Psicoloíi'ía  del  pueblo  Araucano,  cap.   II,  pág^.  36. 
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bierno  del  Estado.  Así  parece  haberse  formado  en  Roma 
la  clase  de  los   plebeyos. 

A  los  principios,  el  pueblo  romano,  que  vivió  recluido 
en  la  colina  del  Palatino,  donde  se  han  encontrado  las  rui- 
nas de  las  más  antiguas  murallas  de  circunvalación  urba- 
na (oi),  no  estaba  dividido  en  clases  (  f  / )  porque  las  tribus 
que  lo  constituyeron  no  se  habían  subyugado  unas  a  otras 
sino  que  se  habían  asociado,  según  hemos  visto,  sobre  el  pie 
de  la  más  perfecta  igualdad  (sj  21  ). 

Terminadas  las  obras  de  fortificación,  Roma  hizo  un  lla- 
mamiento general  a  cuantos  quisieran  venir  a  trabajar  y 
establecerse  a  la  sombra  de  sus  murallas;  y  acto  continuo, 
tentados  por  las  ventajas  de  su  situación  comercial,  afluye- 
ron de  toda  Italia  mercaderes  y  aventureros  (|ue  fijaron  su 
residencia  en  las  colinas  extra-murales  del  Ouirinal  y  el 
Aventino.  Según  las  tradiciones,  Roma  no  devolvía  ni  el 
esclavo  al  amo,  ni  el  deudor  al  acreedor,  ni  el  asesino  al 
juez,  y  daba  amparo  fuera  del  circuito  urbano  a  todos  los 
que  se  lo   pedían  (>'/). 

Con  esta  inmigración,  se  formó  a  extramuros  una  [po- 
blación colecticia  mientras  intramuros  se  desarrollaba  la 
genuina  población  romana.  De  las  dos  pol)laciones,  la  una 
era  de  origen  extraño  y  sin  tradiciones  domésticas,  vivía 
entregada  al  comercio,  no  intervenía  ni  en  la  política,  ni 
en  la  guerra,  y  ocupaba  un  surlo  qu("  no  le  pertenecía 
sino  a  título  precario.  La  conocida  m.ixima  jurídica,  ¡t]rl)s 
íít'iitrin  non  Imhct.  ilcja  adivinar  el  origen  colecticio  tle  esta 
población. 

La  otra  sociedad  era  la  (¡ue  constituía  el  pueblo  romano. 
.■V  ella  correspondía  exclusivamente  declarar  y  hacer  la 
guerra,    gobernar    y   administrar    el     listado.      VA   título    de 


(  f  ¡ )      I  itii  l.ivio,   [tt^radas   dv   la  Hi.storin    lyninnnñ,  t.     I.    pájis.   13 

Mnninii.cn.   liistnirc  líoinninr.  t.    I.  liv.    I,   rliaj».    IV.  jiítp.  '>I    a  ')9. 
(  f  /  I     Tito   Livio,  oh.  cit.,  t.    I.  lil).    1.   páfi.    >'K 
{  t- 1 )     Tilo  Livio,  ob.  cit.,  f.   I.  pájf.    19. 
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quirites  {  porta -lanzas),  con  que  siempre  se  distinguió  a  los 
patricios,  denota  que  a  los  principios  solo  ellos  habían  car- 
gado armas  y  que,  por  consiguiente,  con  arreglo  al  dere- 
cho político  primitivo,  solo  ellos  ejercían  las  funciones  de 
ciudadanos.  Si  al  emprender  una  expedición  los  genera- 
les invocaban  a  los  dioses  en  favor  del  pueblo  y  de  la 
plebe  romana  (populo  plehique  romanae },  era  sin  duda 
porque  se  tenía  a  la  plebe  por  una  entidad  distinta  del 
pueblo  (é  7}} ). 

Consta  así  mismo  que  en  las  distribuciones  de  los  cainpos 
conquistados  {  ager  puhlicus )  a  los  enemigos  no  tenían 
parte  más  que  los  habitantes  del  Palatino.  Las  tradiciones 
recordaban,  por  ejemplo,  un  reparto  de  dos  yugadas  por 
cabeza,  atribuido  a  Rómulo;  pues  bien,  él  no  aprovechó 
sino  a  los  solos  ciudadanos,  esto  es,  a  los  que  más  tarde  se 
distinguieron  con  el  apelativo  nobiliario  de  patricios.  Solo 
bajo  el  reinado  de  Servio  Tulio,  el  rey  demócrata,  fueron 
incluidos  por  primera  vez  los  plebeyos  en  una  distribución 
agraria,  dándoseles  siete  yugadas  de  tierra  por  cabeza;  y 
solo  en  el  año  298  de  Roma,  bajo  la  dictadura  de  los  de 
cenviros,  se  les  dio  la  propiedad  del  Aventino,  que  hasta 
entonces  habían  ocupado  a  título  precario;  y  todavía  tu- 
vieron que  luchar  esforzándose  durante  dos  siglos  más  para 
conseguir  cjue  en  el  agro  público  se  les  diera  parte  pro- 
porcional a  la  de  los  patricios.  Para  acabar  de  probar  la 
diversidad  de  origen  de  ambas  poblaciones,  bastará  adver- 
tir que  bajo  la  inspiración  del  estatuto  personal,  las  más  an- 
tiguas leyes  de  Roma  prohibían  los  matrimonios  mixtos 
entre  patricios  y  plebeyos  así  como  las  leyes  mosaicas  pro- 
hibían los  matrimonios  entre  nacionales  y  extranjeros  {(^n). 

Fustel  de  Coulanges  ha  observado  que  la  separación  de 
ambas  clases  es  mayor  cuando  más  remontamos  a  los  orí- 
genes de  Roma.     Tiene  que   ser  así  porque  a  los  principios 


(e  ¡n)    Fustel  de  Coulanges,   (Juestions  HistorJques,  pajj.  412. 

(  « /] )    Mommsen,  Droit  Public  lioinain.  t.   II,  pag.   132. 
Mommsen,  Histoire  Romaine,  t.  1,  liv.   I,  chap.   IV. 
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ellos  constituían  dos  poblaciones  regidas  por  diferentes  es- 
tatutos í  e/2  ). 

La  manera  como  los  descendientes  de  la  inmigración  ex- 
tranjera llegaron  a  constituir  una  clase  y  a  incorporarse  en 
el  pueblo  romano,  consta  palpablemente  en  la  historia  y 
en  las  tradiciones  aun  cuando  no  haya  sido  notada  por  los 
historiadores. 

Mientras  las  dos  poblaciones  vivieron  recíprocamente  ex- 
trañas, la  defensa  del  Estado,  según  lo  hemos  dicho,  estuvo 
a  cargo  exclusivamente  de  los  habitantes  de  Palatino,  y 
correlativamente  solo  ellos  tenían  derecho  a  los  beneficios 
públicos.  Pero  después  de  algún  tiempo,  cuando  esta  po- 
blación fué  diezmada  por  las  continuas  guerras,  tuvo  que 
gravar  a  la  población  adventicia  con  las  cargas  del  impuesto 
y  del  servicio  militar,  justificadas  por  el  amparo  que  Roma 
la  prestaba. 

A  virtud  de  esta  reforma  atribuida  por  las  tradiciones  a 
Servio  "lulio,  aun  cuando  a  la  población  extraña  solo  se  la 
tomaba  en  cuenta  para  gravarla  con  cargas,  quedaba  de  he- 
cho incorporada  en  el  Estado.  En  adelante  podía  ella  exi- 
gir con  toda  justicia  que  se  la  diese  participación  en  los 
beneficios  del  Estado,  alegando  que  puesto  que  contriliuía  a 
la  defensa  de  Roma  y  al  aumento  de  su  territorio,  sería  in- 
justificable el  que  se  la  negase  el  derecho  a  intervenir  en  el 
gobierno  y  a  participar  de  los  arriendos  de  las  tierras  |)úbli- 
cas.  En  los  tiempos  subsiguientes,  que  fueron  de  guerra 
perpetua  y  de  lucha  por  la  vida,  el  peligro  común  estrechó 
más   fuertemente  las  relaciones  entre  aml)as  polílaciones. 

sj  25.  Por  medio  de  las  alianzas,  de  las  naturalizaciones  y 
de  hi  inmigración,  las  poblaciones  crecen  en  perfecto  acuer- 
do con  los  elementos  integrantes.  Vm  otras  ocasiones  la 
integración  demográfica  se  opera,  no  en  virtud  de  un  común 
acuerdo,  sino  por  obra  de  la  fuerza. 

Entre  los  karenses,  pueblo  que  vive  al  norte  de  Siam,  cada 
villorrio    constituye  un  Estado  independiente,   y  cada  jefe  es 

(cfi)  Fustel  de  Coulan^es.  Ln  Cili'  Antii¡iii:  liv.  1\'.  chaiíilre  I. 
pap.   272. 
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un  príncipe  soberano;  pero  de  vez  en  cuando,  dice  wSpencer, 
aparece  un  Napoleoncito  que  subyuga  a  varios  de  estos 
caciques  y  funda  un  imperio  que  se  disuelve  a  la  muerte  del 
fundador.  De  los  maganyas,  pueblo  africano,  dice  el  mis- 
mo autor,  que  en  otro  tiempo  estaban  todos  unidos  bajo  la 
mano  de  un  solo  jefe  que  los  había  sometido  y  agrega  que 
cuando  éste  murió,  las  varias  tribus  subyugadas  recobra- 
ron su  independencia.  Así  mismo,  los  pequeños  Estados 
independientes  formados  por  tribus  de  Tschenus  fueron  en 
un  tiempo  reunidos  bajo  el  cetro  de  Nimia  Luquem,  que 
tomó  entonces  el  título  de  emperador  del  Congo  (  eo). 

Hechos  semejantes  se  han  observado  en  otras  partes  de 
la  tierra.  Hacia  la  época  del  descubrimiento  de  las  islas  de 
Sandwich,  había  en  ellas  un  rey  que  había  sometido  a  su 
cetro  varias  tribus  antes  independientes;  y  casos  análogos 
de  sojuzgamiento  y  conquista  se  han  registrado  en  Tahití,  en 
Nueva  Zelandia,  y  también  entre  los  malgaches, 

Merced  igualmente  al  empleo  de  la  fuerza,  fué  como  au- 
mentaron sus  poblaciones  todas  las  naciones  civilizadas  de 
nuestros  días  y  todos  los  grandes  Estados  de  la  Antigüe- 
dad. Según  Hallam,  hubo  a  los  principios  en  Bretaña  siete 
reinos  independientes,  los  cuales  se  unificaron  bajo  la  hege- 
monía de  uno  solo,  se  emanciparon  y  separaron  más  tarde. 
y  fueron  por  último  amalgamados  para  siempre  bajo  la 
mano  de  Egberto,  rey  de  Wessex.  Así  mismo,  en  la  parte 
del  territorio  escandinávico,  bañada  por  el  Mar  del  Norte, 
imperaban  a  principios  del  siglo  IX  treinta  reyes,  uno  de 
los  cuales  sometió  a  los  otros  y  fundó,  con  una  población 
relativamente  considerable,  el  reino  de  Noruega  (ep). 

Respecto  de  la  Antigüedad,  la  población  del  Imperio  Ea- 
raónico  se  formó  mediante  la  absorción  de  numerosas  tribus 
indígenas  por  dos  de  ellas,  las  cuales  concluyeron  por  unirse 


(eo)    Spencer,  Principes  de  Sociologie,  t.   II.  §  226  et  251. 
Hartmann.  Les  Peiiples  de  l'Añ'ique.  pag.   199. 

iep)     Dareste,  Étiides  d'Histoire  da  Droit.  XIV,  pag.  320. 
Hallam,  L'Euvope  au  Moven  Age.  t.    III,  Premiere  Partie,  chap.    Vil. 
pag.    134. 
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y  refundirse  a  perpetuidad  en  un  solo  cuerpo  (eq).  En 
Canaan,  según  las  leyendas  mosaicas,  las  doce  tribus  de 
Israel  vivieron  independientes  durante  varios  siglos,  unifi- 
cadas ocasional  e  intermitentemente  en  casos  de  guerra  bajo 
la  mano  de  los  dictadores  llamados  jueces,  hasta  que  la  de 
Judá  impuso  su  hegemonía  y  una  dinastía.  Y  de  Grecia 
sabemos  que  los  Estados  de  Atenas,  de  Esparta,  de  Te- 
bas,  etc.,  cuyas  poblaciones  se  habían  formado  merced  a 
la  unión  de  varias  tribus,  fundaron  y  se  dis[)utaron  sucesi- 
vamente la  hegemonía  general,  si  bien  el  pueblo  helénico 
no  se  unificó  sino  bajo  la  mano  amasadora  de  la  reyecía 
macedónica   y  de  la  República  romana. 

Para  el  efecto  de  comprobar  la  doctrina,  se  podría  pres- 
cindir de  todos  estos  casos  porque  bastaría  citar  el  de 
Roma.  En  la  historia  humana,  no  hay  ejemplo  de  un  acre- 
cimiento demográfico  tan  inconmensurable,  operado  por 
obra  de  la  fuerza.  El  pequeño  núcleo  de  latinos  que  ocho 
o  nueve  siglos  antes  de  la  Era  Cristiana  vivía  holgadamen- 
te en  la  colina  del  Palatino  acechando  los  movimientos  de 
las  tribus  circunvecinas,  establecidas  a  no  más  de  cinco  o 
seis  millas  de  fiistancia,  constituía  en  los  tiempos  de  Au- 
gusto una  población  heterogénea  compuesta  de  no  menos 
de  100.000.000  de  individuos  de  todas  las  razas.  Que  mu- 
chos de  los  pueblos  que  la  integraban  se  habían  unido  a 
los  romanos  por  alianzas,  es  cosa  sabida.  Pero  también 
se  sabe  que  la  mayor  parte  no  se  incorporó  en  el  Estado 
romano  sino  después  de  pasar  bajo  el  yugo  y  que  antes 
de  la  asimilación  jurídica  operada  por  el  Imperio,  la  coer- 
ción y  la  dependencia  eran  tan  generales  (|ue  apenas  se 
distinguían  los  aliados  de  los  tril)utarios  venciilos. 

s^  26.  Cuando  el  acrecimiento  demogr;ifico  se  opera  en 
los  pueblos  atrasados  mediante  la  fuerza,  da  origen  a  una 
organización  social  y  a  un  sistema  político  que  traen  con- 
sigo una  diversificación  de  funciones,  muy  digna  de  estudio. 

De  las  observaciones  de  los  .viajeros,  se    infiere  que  en  la 


(c'¡)     Meyer,    Hislnrin    i¡r¡    .l/jí/^uo    Kj^ipto.     cap.     IV.     p.íp.     147. 
tomo   I   de  la   Hislnrin  (  'nivrr^nl  de  Oncken. 
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mayor  parte  de  los  pueblos  salvajes,  donde  resaltan  sobre- 
manera ciertas  diferencias  personales,  no  las  hay  de  carác- 
ter social  o  jurídico,  fundadas   en  la  riqueza  o  en  la  sangre. 

Según  Azara,  entre  los  guanas  del  Paraguay,  entre  los 
charriías  del  Uruguay  y  entre  los  minuanes  del  norte  del 
Paraná,  no  se  conocían  ni  las  diferencias  de  clases  ni  las  de 
fortuna  {e r). 

Así  mismo,  según  Nordenskiold,  en  las  tribus  de  los  cho- 
rotis  y  de  los  ashluslayos  del  Chaco  no  hay  ni  diferencias 
de  clases  ni  distinciones  de  ricos  y  pobres.  «  Todos  somos 
hermanos  «,  dicen  ellos  para  significar  que  todos  son  igua- 
les (e  s). 

Con  referencia  a  los  kirguizes,  dice  Dingelstedt,  que  no 
tienen  clases  sociales  propiamente  talfes  y  con  referencia  a 
ciertos  indígenas  de  Australia,  dice  Letourneau,  que  no  co- 
nocen más  distinciones  que  las  fundadas  en  las  cualidades 
personales,  la  fuerza,  la  astucia,  los  poderes  mágicos  (et). 

Mientras  en  las  sociedades  civilizadas  el  régimen  de  la 
igualdad  es  efecto  del  predominio  del  estatuto  territorial, 
en  las  más  atrasadas  es  impuesto :  1°  por  la  propiedad  co- 
lectiva, que  repugna  las  diferencias  de  fortuna;  2°  por  el 
estatuto  personal  que  repeliendo  los  elementos  étnicos  ex- 
traños, mantiene  la  homogeneidad  de  la  población;  y  3° 
como  consecuencia  del  absoluto  predominio  del  estatuto 
personal,  por  la  inhumana  práctica  de  inmolar  implacable- 
mente a  los  prisioneros.  Bajo  de  este  respecto,  las  clases 
sociales,  fundadas  por  un  lado,  en  la  institución  de  la  pro- 
piedad doméstica,  y  por  otro,  en  una  recíproca  tolerancia 
de  elementos  demográficos  heterogéneos,  suponen  que  la 
cultura  general  ha  alcanzado  cierto  grado  de  desenvolvi- 
miento.  ¿Cuál  es,  pues,  su  origen? 


(  e  i- )     Azara,  Descripción  e  Historia   del  Paraguay  y  del  Río  de 
la  Plata,  t.   I,  cap.  X,  §  18,  29  y  82. 

(es)     Nordenskiold,  La    Vie  des  Indiens  dans  le  Cliaco.  ciiap.   III, 
pag.  31. 

(eí)     Dingelstedt,  Le  Régime  Patriarchal  des  Kirghiz.  pag.  9. 
Letourneau,  De  la  Propriété.  pag,  35. 
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Según  Bluntschli,  las  castas  de  la  India  eran  designadas 
en  tiempos  antiguos  con  el  nombre  de  variia.  esto  es,  color; 
lo  cual  deja  entender  que  originariamente  ellas  tenían  por 
fundamento  la  diversidad  de  razas.  Esta  presunción  está 
confirmada  por  la  diversidad  étnica  de  las  castas,  porque 
mientras  en  las  superiores  predomina  la  raza  blanca,  una 
gradación  insensible  nos  hace  llegar  hasta  la  m;is  pura  raza 
negra,  que  predomina  en  las  inferiores  (  eii). 

Análogamente,  en  la  composición  social  del  antiguo  Egip- 
to, encontramos  que  las  clases  superiores,  fundadoras  de  la 
primera  civilización  de  la  hoya  del  Xilo,  pertenecían  a  una 
raza  blanca  originaria  del  Asia  central;  y  las  inferiores  de 
los  siervos  y  de  los  esclavos,  a  una  raza  de  color,  presumi- 
blemente indígena. 

El  mismo  fenómeno  de  la  estática  social  se  ha  observado 
en  algunas  sociedades  salvajes  de  nuestros  días.  Entre  los 
kirguizes,  que  no  tienen  clases  sociales,  se  distinguen  los 
hombres  de  hiioso  hlniíco,  que  se  suponen  descendientes  de 
los  antiguos  khanes,  y  los  hombres  de  lanoso  nognt.  que 
ceden  a  los  primeros  todos  ios  puestos  de  honor  y  preemi- 
nencia (oA').  Asimismo,  en  las  islas  de  Sandwich,  según 
Ereycinet,  la  clase  de  los  caciques  parece  pertenecer  a  una 
raza  superior  por  su  talla,  por  su  fuerza  y  por  su  inteligen- 


(  e  i; )    Bluntschli,    Tliénru'  ixónt'nili-  dr  I' Ktnt.  liv.    II.  chaj).   VII. 

Debemos  observar  con  Sumnt-r  Maine  que  las  cuatro  castas  fundamen- 
tales fie  que  se  habla  en  todas  las  obras  relativas  a  la  India,  no  existen 
sino  en  los  libros  sagrados  de  aquella  sociedad.  La  «livisión  de  la  socie- 
dad indú  en  capas  horizontales,  perfectamente  definidas,  no  existe  al  pre- 
sente ni  es  probable  que  haya  existido  nunca.  No  hay  más  que  una  casta 
verdaderamente  universal,  la  de  los  brahmanes,  y  aun  éstos  están  divitli- 
dos  y  clasificados  según  su  profesión  o  domicilio,  forman  varias  centenas 
de  castas  y  se  encuentran  ocupando  el  i)uesto  de  altanero  pontilice  de 
Henares  o  de  humilde  cultivador  de  papa>  en  Orisa.  de  limosnero  en  los 
caminos  y  de  cocinero  en  las  ciudades,  lín  principio  se  dividen  ellos  en 
10  grandes  sepis,  y  el  solo  sept  del  norte  en  el  Pandjab  no  cuenta  menos  de 
4í)9  clases.  Sumner  Maine.  ICltidrs  sur  ¡' Histniri'  i¡u  Drnit.  pag.  28(> 
et  287. 

<  r  V  \      Dingelstedt.    Lr  lif'i:inir  ¡*titrlnf<linl  </<"•  Kirirlñ/..  pag.  <». 
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cia  a  la  del  resto  de  la  población  (  ex).  De  las  islas  de  Ha- 
way,  dice  Du  Petit-Thouars,  que  los  jefes  y  sus  familias  for- 
man una  verdadera  aristocracia  perteneciente  a  una  raza 
diferente  de  la  de  los  kanakas  porque  son  más  negros,  más 
grandes  y  más  fornidos  (ey).  El  mismo  navegante  nos 
atestigua  que  «  en  Nueva  Zelandia,  así  como  en  toda  la  Po- 
linesia, dice,  los  jefes  parecen  ser  de  origen  diferente  del  de 
los  demás  indígenas,  porque  en  general  son  más  negros  y 
mucho  más  corpulentos  (ez). 

Estos  hechos  manifiestan  por  sí  solos  que  en  los  primeros 
grados  del  desarrollo  político,  cuando  un  pueblo  es  sojuz- 
gado por  otro,  no  se  justaponen  para  quedar  en  un  pie  de 
igualdad  ni  se  suman  para  formar  una  masa  homogénea,  sino 
que  el  uno  se  superpone  al  otro  y  ambos  forman  dos  capas 
diferentes  de  la  sociedad,  la  superior  de  los  vencedores, 
cargada  de  privilegios,  y  la  inferior  de  los  vencidos,  despo- 
jada de  todos  los  derechos  y  condenada  al  trabajo.  Es  un 
mero  efecto  del  imperio  del  estatuto  personal  ( ffl). 

Que  tal  es  el  origen  principal  de  las  clases  desheredadas 
es  un  hecho  que  se  puede  comprobar  fácilmente.  En  Nueva 
Zelandia,  dice  Du  Petit-Thouars,  los  vencedores  salvan  de  la 
muerte  a  sus  prisioneros  de  uno  y  otro  sexo,  a  las  mujeres 
para  esposas  y  a  los  varones  para  esclavos  [fh).  En  la 
antigua  Asiría,  según  Lenormant,  los  esclavos  se  reclutaban 
principalmente  en  la  guerra  y  eran  muy  estimados  como 
operarios  en  la  construcción  de  las  obras  públicas   (fe). 

Los  romanos,  dice  Dionisio  de  Halicarnaso,  adquirían  sus 
esclavos    por  medios  muy  legítimos  :   o    bien    con    permiso 


(ex)     Freycinet,   Voy  age  autouv  du  Mon(h\  t.   II,  pag.  5  70. 

{ey)     Du  Petit-Thouars.    Voyage  autour  du  Monde,  t.  I,  chap.   VIII. 
pag.   386  et  387. 

[ez]     Du  Petit-Thouars,  ob.  cit..  t.   III.  chap.  XVII.  pag.   39. 

(/a)     Gidings,  Principios    de  Sociología,  lib.  II.  cap.    I,  pág.   136. 

(f  h)      Lenormant   et    Babelón,  Histoire    Ancienne  de  l'Orient.  t.  V, 
liv.   VI,  chap.  I.  ^   6,   pag.   89. 

(fe)     Du   Petit-Thouars,   ob.  cit.,  t.   III,  chap.   XVII.  pag.   127. 
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del  general,  guardando  para  sí  en  calidad  de  tales  a  los 
enemigos  apresados  en  la  guerra,  o  bien  comprando  a  la 
República  los  prisioneros  que  constituían  parte  principal 
del  botín  de  la  victoria  y  que  se  vendían  en  pública  su- 
basta (  /'  d  ). 

En  Canaán,  no  obstante  la  inhumana  barbarie  con  que  los 
israelitas  se  empeñaron,  por  órdenes  terminantes  de  Jehová, 
en  exterminar  hasta  el  último  vastago  de  la  raza  indígena, 
hubo  algunos  pueblos  que  anticipándose  a  ofrecerles  su  su- 
misión incondicional,  calmaron  la  ira  salvaje  del  conquista- 
dor, y  reducidos  a  perpetua  servidumbre,  conservaron  la 
vida  en  cambio  de  la  libertad. 

De  la  misma  manera,  la  conquista  de  Grecia  por  los  do- 
rios quitó  toda  ingerencia  en  el  gobierno  y  redujo  a  condi- 
ción servil  a  la  raza  indígena  de  los  jonios.  Los  pcrioeaís, 
que  aparecen  más  tarde  en  la  historia  de  los  Estados  helé- 
nicos, eran  siervos  tributarios  que  cultivaban  los  campos  y 
que  pertenecían  a  la  raza  sojuzgada  ( t'o). 

De  estos  hechos  sé  infiere  que  los  esclavos  y  los  siervos 
son  originariamente  prisioneros  de  guerra  a  quienes  el  ven- 
cedor perdona  la  vida  para  formar  clases  serviles  y  traba- 
jadoras que  le  permitan  dedicarse  por  completo  a  la  po- 
lítica y  a  las  armas.  Donde  el  vencedor  no  se  siente 
animado  por  este  incentivo  mata  implacablemente  a  los 
prisioneros   ( //'). 

La  superposición  de  los    vencedores    sobre   los  vencidos 


(/■'/)  ííenys  d'Halicarnase,  Antlfiuités  Rotnaines.  t.  III,  liv.  IV, 
chap.   \\   pat;.  ')I. 

(  fo)  Her/berg,  Historia  de  (Inda  y  ííoiiin.  pág.  22,  tomo  II  He 
la  líistnrin  l'nivcrsa]   de  Oncken. 

(  t' f )  Por  ejemplo,  entre  los  antiguos  indígenas  de  Chile.  Rosales. 
Historia  df  Chile,  t.   I.  lib.   I,  cap.  XXI.  pág.   128. 

Roscher,   Kconomii'  Politit/iie  I'uralf,  üv.   I,  chap.   I,  §   8. 

Kntre  los  albayas  del  Paraguay,  según  Azara,  era  costumbre  matar  a 
todo  enemigo  adulto  y  conservar  a  las  mujeres  y  a  los  muchachos  para 
esclavos.  .A /.ara.  Descripción  e  Historia  del  Paraguay  y  del  Rio  de 
la  Plata,  t     I,   cap.   X.  «5  97. 
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explica  satisfactoriamente  la  formación  de  una  clase  supe- 
rior que  queda  gozando  del  monopolio  del  gobierno  y  de 
una  clase  inferior  que  queda  condenada  al  trabajo,  pero  no 
explica  la  formación  de  la  clase  media  que  en  los  Estados 
antiguos  y  medioevales  integraba  la  organización  social. 
¿Cuál  es  su  origen? 

Si  la  plebe  romana  se  formó  presumiblemente  por  los 
descendientes  de  los  primeros  inmigrantes,  no  hay  datos 
que  nos  autoricen  para  atribuir  orígenes  análogos  a  las  cla- 
ses medias  de  los  demás  Estados.  Averiguar  los  orígenes  de 
las  clases  medias  es  para  nosotros  uno  de  los  problemas  más 
obscuros  de  la  historia  social   de  los  pueblos. 

Sin  que  alentemos  la  pretensión  de  resolverlo,  insinuare- 
mos algunas  observaciones  que  a  nuestro  juicio  dan  alguna 
luz:  P  que  en  todo  caso  las  clases  sociales  son  frutos  del 
imperio  combinado  del  estatuto  personal  y  de  la  fuerza 
(no  siempre  la  fuerza  militar),  como  lo  dejan  colegir  su  su- 
perposición y  sus  diferencias  jurídicas;  2^  que  dada  la  repug- 
nancia del  hombre  salvaje  al  trabajo,  la  clase  servil  no 
puede  formarse  originariamente  sino  por  prisioneros  de 
guerra  condenados  a  la  esclavitud  ;  3^  que  dados  los  múl- 
tiples privilegios,  y  sobre  todo  el  del  mando  que  originaria- 
mente corresponden  a  la  aristocracia,  esta  clase  se  ha  de 
formar  por  la  población  vencedora  que  queda  explotando 
a  la  población  vencida,  y  4^  que  la  clase  media,  compuesta 
a  los  principios  de  hombres  libres,  pero  sin  derechos  polí- 
ticos, puede  haberse  derivado  en  muchos  casos  de  aquella 
parte  de  las  poblaciones  conquistadas  que  por  no  haber 
sido  sorprendida  con  las  armas  en  la  mano,  no  fué  redu- 
cida ni  a  la  cautividad,  ni  a  la  esclavitud.  En  comproba- 
ción recordemos  que  la  aristocracia  medioeval  fué  formada 
principalmente  por,  los  bárbaros  invasores  y  que  la  bur- 
guesía fué  formada  casi  exclusivamente  por  la  población 
romana  de  las  ciudades  que  se  habían  sometido  sin  com- 
batir. 

La  organización  de  la  sociedad  en  clases,  tan  impopular 
en  los  Estados  democráticos  de  nuestros  días,  es  origina- 
riamente   un  progreso  de  suma    trascendencia    porque    no 

10 
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solo  humaniza  la  guerra,  interesando  a  los  vencedores  en 
la  conservación  de  la  vida  de  sus  prisioneros,  sino  también 
trae  consigo  tanto  en  el  orden  económico  como  en  el  po- 
lítico una  diversificación  de  funciones  que  da  fuerte  impulso 
al  desarrollo  de  la  sociedad   y   del  Estado  (í'g). 

No  obstante  estos  beneficios,  como  quiera  que  no  puede 
haber  clases  sociales  sin  privilegios  y  sin  exclusiones,  esta 
organización  se  forma  condenada  a  resistir  los  ataques  per- 
manentes de  los  desheredados,  por  manera  que  entre  las 
luchas  políticas  más  largas  de  la  historia  se  cuentan  las  que 
se  han  trabado  entre  el   privilegio  y  la  igualdad. 


{fg)     Comte,  Cours    de   Philosophie  Positive.    t.  V.    Lili''   le(;:on, 
pag.   133. 
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§  27.  I.  En  el  precedente  capítulo,  hemos  estudiado  la  po- 
blación en  sí  misma,  sin  tener  mucha  cuenta  del  medio 
físico  donde  se  desarrolla.  Pero  dado  el  carácter  sedenta- 
rio de  la  cuasi  totalidad  de  las  instituciones  del  Estado,  es 
claro  que  ninguna  población  puede  llegar  a  constituirse 
políticamente  si  no  ocupa  a  firme  y  por  derecho  propio 
una  porción  del  globo  terrestre  que  la  sirva  de  asiento  y 
domicilio. 

Aquella  porción  del  globo  terrestre  donde  vive  un  pue- 
blo con  personalidad  internacional,  o  sea,  donde  él  ejerce 
las  prerrogativas  inherentes  a  la  soberanía  es  lo  que  las 
ciencias  políticas  llaman    Territorio  (  a  ). 

De  dos  maneras  ejerce  su  imperio  la  soberanía  territorial: 
en  lo  exterior,  de  una  manera  negativa,  en  cuanto  está  pro- 
hibido a  todo  poder  extraño  ejecutar  allí  actos  de  domina- 
ción sin    consentimiento  del  Estado;  y  en  lo  interior,  de  una 


(a)     Schaffle,  Struttura  e  Vita  del   Corpo  Sociale.  t.  I,  pag.  661   e 
t.   II,  pag.   681. 

Jellinek,  L'État  Moderne  et  son  Droit,  t.  II,  liv.  III.  chap.  XIII. 
Bluntschli.   Théorie  genérale  de  FEtat.  liv.  IV,  chap.  IV,  pag.   216. 
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manera  positiva,  en  cuanto  están  sometidas  a  la  jurisdicción 
de  las  autoridades  públicas  todas  las  personas  que  se  en- 
cuentran dentro  del   perímetro  del  territorio   (  h  ). 

Como  lo  observa  Sumner  Maine,  la  noción  aparentemente 
tan  simple  de  la  soberanía  territorial  no  ha  entrado  en  las 
ciencias  políticas  y  en  el  espíritu  de  los  pueblos  sino  con 
mucho  trabajo  y  en  hora  muy  tardía  (  c  ).  Por  causa  del 
imperio  que  el  estatuto  personal  ejerce  en  los  primeros 
grados  del  desenvolvimiento  político,  las  sociedades  atrasa- 
das aplican  sus  reglas  jurídicas  independientemente  del  do- 
micilio, creen  que  el  Estado  no  necesita  de  un  territorio 
para  ejercer  su  acción,  y  no  pueden  elevarse  a  la  noción 
de  la  soberanía  territorial  porque  es  para  ellas  incompren- 
sible el  que  una  misma  ley  rija  a  individuos  de  sangre  ex- 
traña sin  que  medie  acuerdo,  naturalización  o  conquista, 
por  el  solo  hecho  de  que  unos  y  otros  vivan  en  un  mismo 
país.  En  fuerza  del  hál)¡tc\  que  en  materias  especulativas 
se  confunde  con  la  inercia  mental,  éstas  que  propiamente 
no  son  teorías  o  doctrinas  sino  simples  maneras  de  ver.  se 
han  impuesto  y  perpetuado  a  lo  largo  de  la  historia  casi 
hasta  los  tiempos  modernos.  Acaso  más  que  las  lucubra- 
ciones de  los  publicistas  y  jurisconsultos,  han  sido  las  gran- 
des guerras  nacionales,  provocadas  por  el  aparente  antago- 
nismo de  los  intereses  comerciales,  las  que  despertando  en 
los  pueblos  el  sentimiento  jmtrio,  como  algo  más  complejo 
que  el  sentimiento  nncionul,  les  han  llevado  a  fortificar  el 
principio  de  la  soberanía  territorial  en  resguardo  y  defensa 
de  dichos  intereses. 

Entre  todas  las  sociedades  (¡ue  existen  o  pueden  existir, 
la  del  Estado  es  la  única  cuya  existencia  está  vinculada  a 
la  dominación  de  un  territorio. 

La  familia,  las  religiones,  las  compañías  civiles  y  comer- 
ciales, pueden  vivir  todas  juntas  en  un  mismo  suelo  y  pueden 
prosperar  y  cumplir  sus  fines  sin  ejercer  imperio  ni  sobre  un 


( /,  )     Jellinek.   l^Ktnt   Mmlrrnr  rt  si>ii  ¡>rn¡i.   t.   II,   liv.   III.  chap.   XIII, 
pag.    17. 

(  f )     SumiKT  Maine.   l.'Anrirn  Droil.    chap.   IV.  pag.  98. 
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pequeño  terruño.  Pero  el  Estado  no  puede  cumplir  los 
suyos,  ni  prosperar  si  no  posee  exclusivamente  un  territorio 
que  aun  cuando  no  esté  sujeto  a  su  dominio,  lo  esté  a  su 
dominación.  Mientras  el  pueblo  lleva  vida  nómade,  la  co- 
hesión política  tiene  que  ser  muy  floja;  la  sociedad  no  pasa 
del  estado  de  simple  agrupación,  siempre  dispuesta  a  frac- 
cionarse; la  autoridad  carece  de  los  medios  más  elementales 
de  coerción,  y  por  falta  de  base  firme,  la  organización  polí- 
tica se  mantiene  en  equilibrio  inestable.  Si  los  gobiernos, 
según  veremos  (  §  65  ),  tienen  a  los  principios  carácter  oca- 
sional e  intermitente,  es  porque  no  pudiendo  el  Estado 
cumplir  integralmente  sus  fines  en  semejantes  condiciones, 
fracasan  una  y  más  veces  las  tentativas  que  hace  para  for- 
marse y  perpetuarse.  Cuando  Fray  Niño  atestigua  no  ser 
raro  entre  los  chiriguanos  de  Bolivia  que  multitudes  más  o 
menos  grandes  de  indios  se  alejen  del  caserío  para  escapar 
de  la  ira  de  algún  cacique,  deja  constancia  de  un  hecho 
que  prueba  la  impotencia  del  Estado  para  imponerse  coer- 
citivamente  (  d  ) 

Bluntschli  observa  que  aunque  vivan  gobernados  por 
jefes  y  regidos  por  ciertos  principios  jurídicos,  los  pueblos 
nómades  no  cumplen  con  todas  las  condiciones  fundamen- 
tales de  la  existencia  del  Estado  porque  él  no  acaba  de 
constituirse  mientras  no  fija  su  residencia  definitiva.  Aque- 
llos pueblos  que  en  la  época  de  las  grandes  migraciones 
abandonaban  su  propio  territorio  para  conquistar  otro  pa- 
saban accidentalmente  por  un  período  de  peligrosa  transi- 
ción, porque  el  Estado  antiguo  suspendía  su  existencia  antes 
de  que  empezara  el  nuevo  y  durante  todo  ese  tiempo,  que- 
daba roto  el  lazo  territorial,  no  manteniéndose  la  cohesión 
social  sino  en  fuerza  del  lazo  personal   (  e  ). 


(  d)     Vallaux,  Le  Sol  et  l'État,  chap.  II,  §  9,  pag.  35. 
Jellinek.    LÉtat    Moderne    et    son    Droit.    t.   II,    liv.  III,    chap.    XIII, 
pag-,   19  et  20. 

Roscher,  Economie  Politique  Rurale.  Hv.  I.  chap.  II.  í;   14. 
Niño,  Etnografía  Chiriguana,  cap.  III,  pág.   121. 

(e)  Bluntschli,    Théorie  genérale  de  l'État,  liv.  1.  chap.  I,  pag.  12. 
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A  la  inversa,  el  establecimiento  a  firme  de  un  pueblo  en 
un  territorio  cualquiera  surte  en  seguida  el  efecto  de  estre- 
char la  cohesión  social  poniendo  a  todos  los  ciudadanos  en 
la  precisión  de  vivir  los  unos  al  lado  de  los  otros,  creando 
peligros  y  necesidades  comunes  a  que  nadie  puede  escapar 
sino  mediante  la  ayuda  recíproca,  y  especializando  las  la- 
bores industriales  en  términos  que  ninguno  pueda  bastarse 
a  sí  mismo  (  /'). 

Giraud  Teulon  y  Paul  Gide  hacen  notar  con  mucha  pers- 
picacia que  uno  de  los  adelantamientos  más  importantes 
de  la  humanidad  es  la  transición  de  la  vida  nómada  a  la 
sedentaria,  porque  merced  a  él  se  forma  un  estado  social 
en  que  se  hace  posible  el  nacimiento  de  la  propiedad  y 
de  la  familia.  Prescindiendo  de  la  propiedad  inmueble, 
cuya  existencia  es  incompatible  con  la  vida  nómada,  la  más 
somera  observación  nos  hace  ver  que  el  hogar,  las  cos- 
tumbres domésticas  y  las  formas  superiores  del  matrimonio 
solo  pueden  nacer  y  prosperar  en  un  estado  sedentario 
que  al  crear  la  unión  material  de  los  individuos  de  cada 
familia,  despierte  entre  ellos  los  sentimientos  afectivos  que 
forman  la  unión  moral.  Xo  andaban  descaminadas  aquellas 
antiguas  tradiciones  que  atribuían  a  unos  mismos  héroes  la 
invención  de  la  agricultura  y  la  institución  del  matrimonio, 
a  Cécrope  en  Atenas,  a  Odin  entre  los  germanos,  a  Fohi  en 
Oriente.  En  Roma,  la  diosa  Céres  de  la  agricultura,  presidía 
las  ceremonias  nupciales  y  castigaba  las  infidelidatles  y  los 
divorcios.  Y  esto  se  explica  porque  cuando  el  h()ml)re  se 
radica  en  un  punto  y  traza  los  lindes  de  su  predio  y  constru- 
ye su  casa,  no  crea  para  sí  solo  un  establecimiento  que  ha  de 
durar  más  que  él;  lo  crea  para  sus  hijos  y  para  su  posteridad, 
echando   así  los   fundamentos   externos  de   una  familia  (.<,'"). 


(/■)     l'osada,    Trntiulo  do  Dervclio  PoJídco.  t.   I.   lil).   III.  cap.  III.   «5  2. 
pág.    117.  y  cap.  V.  ^  4.   pág.    150. 

(  ¡r  )     Paul  Giclc.   I^n  Frmiix:  liv.   I,  chap.    i.    pajj.   24. 
Giraud-'I  «.-ulon,   <  iriisinrs  dii    MnriuLíf   r(    t¡r    In   FainiUc.  chap.  XVII. 
pag.   352. 

Liilibock,  IjI-s  ( irifíiiirs  <le  ¡H  ('ivilisntioii.   chap.   III,   pág-    137. 


EL    TERRITORIO  151 


Así,  pues,  la  sociedad  que  todos  los  hombres  consti- 
tuyen en  fuerza  de  su  inevitable  residencia  en  el  globo  te- 
rrestre se  estrecha  sobre  manera  entre  los  de  cada  Estado 
en  fuerza  de  la  convivencia  que  la  ocupación  de  un  terri- 
torio limitado  les  impone  (  h  ).  Es  esta  adherencia  una  de 
las  circunstancias  más  fundamentales  que  permiten  al  jefe 
ocasional  de  la  tribu  asumir  sin  peligro  de  fraccionamien- 
to social  el  carácter  de  jefe  permanente.  Es  ella  la  fuerza 
que  al  crear  intereses  que  arraigan  al  hombre  en  un  lugar 
determinado,  retiene  a  los  descontentos  y  les  impide  esca- 
par al  imperio  coercitivo  del  Estado.  Por  consiguiente, 
la  territorialidad  forma  parte  integrante  del  Estado,  en  tales 
términos  que  según  lo  observa  Jellinek,  cuando  se  viola  un 
territorio,  propiamente  no  se  perturba  el  derecho  de  pro- 
piedad, sino  que  se  vulnera  la  personalidad  misma  del  Es- 
tado  (  i  ). 

II.  Para  que  el  territorio  sirva  de  asiento  al  Estado,  no  se 
necesita  en  las  sociedades  civilizadas  que  sea  continuo. 

En  los  tiempos  antiguos,  cuando  no  se  conocía  ni  el  va- 
por ni  la  briíjula,  cuando  las  naves  ordinariamente  no  se 
aventuraban  ni  muy  lejos  de  la  costa  ni  muy  afuera  de  los 
mares,  la  continuidad  del  territorio  era  indispensable  para 
mantener  la  unidad  del  Estado.  Cuando  para  subyugar  y 
dominar  a  pueblos  enemigos  que  vivían  a  larga  distancia 
absorbían  los  romanos  a  los  pueblos  pacíficos  y  aun  aliados 
que  encontraban  en  el  camino,  los  hábiles  conquistadores 
del  mundo  no  hacían  más  que  someterse  por  instinto  polí- 
tico al  principio,  entonces  ineludible,  de  la  continuidad  te- 
rritorial. 

En  los  tiempos  modernos,  ha  perdido  mucha  parte  de  su 
valor  esta  garantía  de  seguridad  que  el  Estado  antiguo  tanto 
apreciaba.  Merced  al  descubrimiento  de  la  brújula  y  al 
empleo  del  vapor  como   fuerza  motriz  de  los  ferrocarriles  y 


{  h)     Comte,  Systéme  de  politique  positive.  t.  II,  chap.  V,  pag-.  285. 

(/)     Jellinek,  L'État  Moderne  et  son  Droit,  t.  II,  Hv.  III,  chap.  XIII, 
pag.  22. 
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las  naves,  hoy  es  posible  administrar,  gobernar  y  defender 
un  territorio  tan  discontinuo  como  el  del  Imperio  Britá- 
nico ( j  ). 

Empero,  si  el  vapor  y  la  brújula  han  hecho  posible  el  te- 
rritorio discontinuo,  la  base  de  la  continuidad  territorial 
conserva  todas  sus  ventajas.  En  los  territorios  continuos, 
son  más  fáciles  y  menos  costosos  el  gobierno,  la  adminis- 
tración y  la  defensa;  la  unidad  del  espíritu  nacional  se  forma 
y  se  conserva  con  mayor  facilidad,  y  el  Estado  está  mejor 
garantido  contra  las  veleidades  de  independencia  de  las  re- 
giones más  alejadas  de  la  Capital. 

III.  Tanto  bajo  el  respecto  económico  como  bajo  el  res- 
pecto político,  los  países  son  o  depcndientos  o  indepen- 
dientes. 

Bajo  el  respecto  económico,  son  dependientes  aquellos 
países  cuya  producción  no  basta  al  consumo  necesario  de 
sus  habitantes  aun  cuando  con  sus  riquezas  naturales  e  in- 
dustriales puedan  procurarse  en  el  exterior  cuanto  han 
menester.    Los  demás  son  independientes  (  1  ). 

En  rigor  no  hay  entre  los  Estados  cultos  ninguno  que 
bajo  el  respecto  económico  sea  absolutamente  independiente 
porque  el  aumento  de  necesidades  que  la  civilización  trae 
consigo  los  ha  puesto  a  todos  en  el  caso  de  tener  que  recu- 
rrir unos  a  otros  para  satisfacerlas.  Pero  se  reserva  el 
nombre  de  dependientes  para  aquellos  que  tienen  que  ad- 
quirir, fuera  del  territorio  nacional,  las  cosas  necesarias  a  la 
vida  y  que  en  caso  de  riguroso  bloqueo,  quedarían  expues- 
tos al  peligro  de  no  alcanzar  a  subsistir  con  los  propios 
recursos.  Bajo  este  respecto,  algunas  de  las  más  podero- 
sas naciones  de  la  tierra,  que  necesitan  salitre  para  que  no 
disminuya  su  producción  agrícola,  están  bajo  la  fatal  depen- 
dencia de  Chile;  y  por  el  contrario,  nuestras  riquísimas  pro- 
vincias de  Tarapacá  y  Antofagasta  dependen  tan  absoluta- 


(/)     Schaflle.  Strutturn  r  \'itn  dol  Cni-j)0  Socinlr.  t.    II.   pag.    141. 
(  /  )     Aristóteles,   Ln  Politiqíit;  liv.   IV,  chap.   V,   §    I. 
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mente  del  resto  del  mundo  que  en  el  caso  de  un  doble 
bloqueo  por  mar  y  por  tierra,  estarían  expuestos  a  perecer 
todos  sus   habitantes  con   sus  inagotables  riquezas. 

Bajo  el  respecto  militar,  son  dependientes  aquellos  países 
abiertos  que  no  tienen  defensas  naturales  y  cuyas  fronte- 
ras son  fácilmente  franqueables.  En  ellos,  la  administración 
piiblica  tiene  que  aplicar  gran  parte  de  su  atención,  de  sus 
esfuerzos  y  de  sus  recursos  a  construir  baluartes  de  defensa 
para  prevenir  los  ataques  exteriores.  Por  el  contrario,  en 
los  países  militarmente  independientes,  la  administración 
puede  dedicarse  a  otras  tareas,  cierta  de  que  las  cordilleras, 
los  mares,  los  desiertos,  las  selvas  impenetrables  son  ga- 
rantías naturales  contra  todo  ataque  sorpresivo  (  m  ). 

Por  de  contado,  los  baluartes  naturales  no  bastan.  En 
todo  caso  y  en  todas  partes,  corresponde  principalmente 
al  pueblo  la  responsabilidad  de  la  suerte  y  de  la  vida  del 
Estado.  A  un  pueblo  degenerado,  corrompido,  ingober- 
nable y  sin  patriotismo,  no  le  valdría,  para  mantener  su  in- 
dependencia, el  nudo  inextricable  de  los  Alpes.  Un  pueblo 
disciplinado,  laborioso  y  patriota  ha  podido  fundar  un  Es- 
tado próspero  y  vigoroso  en  la  llanura  estéril,  arenosa  e 
indefensa  del  Brandeburgo  (  n  ). 

IV.  Como  quiera  que  bajo  el  respecto  físico  no  hay  Estado 
alguno  que  sea  exactamente  igual  a  otro,  cada  territorio 
impone  deberes  especiales  a  la  administración  y  al  go- 
bierno. 

El  territorio  quebrado  facilita  las  divisiones  territoriales, 
pero  dificulta  la  viabilidad.  El  territorio  marítimo  de  cos- 
tas abruptas  expuestas  a  los  vientos  y  a  las  rompientes,  no 
permite  la  apertura  de  puertos,  pero  constituye  un  baluarte 
natural  contra  las  invasiones  navales.  El  territorio  aislado 
por  montañas  difícilmente  transitables  entorpece  las  relaciones 
comerciales,  pero  a  la  vez  dificulta  las  guerras.  En  una 
palabra,  bajo  de   muchos  respectos,  la  naturaleza   del  terri- 


(m)    Aristóteles,  La  Politique,  liv.  IV,  chap. 'V,  §  2. 
(n)     Vallaux,  Le  Sol  et  l'État.  §  27  et  §  40. 
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torio   está  estrechamente    relacionada  con  la  administración 
y  el  gobierno  del  Estado   (  ñ  ). 

Para  determinar  los  deberes  que  un  territorio  cualquiera 
impone  al  Estado,  es  indispensable  estudiarlo  bajo  todos 
sus  aspectos.  Con  este  propósito  se  instituyen  oficinas  de 
hidrografía  a  efecto  de  estudiar  sus  costas,  sus  mares  y  sus 
corrientes;  oficinas  de  geografía  y  topografía  a  efecto  de  es- 
tudiar su  configuración,  sus  cadenas  de  montañas  y  sus  cli- 
mas; oficinas  de  geología  y  mineralogía,  a  efecto  de  estudiar 
la  naturaleza  de  su  suelo  y  sus  riquezas  subterr;ineas;  y 
oficinas  de  cartas  catastrales,  a  efecto  de  empadronar  sus 
propiedades  inmuebles  con  determinación  de  su  capacidad 
productiva.  «Se  comprende  (  observó  Strabon )  que  aque- 
llos gobernantes  regirán  mejor  el  Estado  que  mejor  conoz- 
can la  extensión  y  la  situación  exacta  del  país,  las  varieda- 
des de  su  clima  y  la  naturaleza  de  su  suelo  »    (  o  ). 

Merced  a  tal  estudio,  la  población  puede  no  solo  ad- 
ministrar mejor  el  territorio  sino  también  dominarlo  mejor. 
Si  el  conocimiento  de  las  condiciones  físicas  del  país  per- 
mite trazar  con  mayor  acierto  las  divisiones  territoriales, 
y  los  planes  de  viabilidad,  y  los  sistemas  de  defensa,  y  la 
ubicación  de  las  ciudades  y  de  los  puertos,  etc.,  etc.;  el  mis- 
mo conocimiento  permite  aprovechar  las  riquezas  naturales, 
implantar  nuevos  cultivos,  extender  la  navegación  fluvial, 
reemplazar  el  carbón  de  piedra  y  la  fuerza  humana  por  la 
fuerza  hidráulica,  y  la  fuerza  hidráulica  por  la  electricidad, 
formar  represas  para  almacenar  el  líquido  fecundante,  ha- 
bilitar campos  estériles    para  la   agricultura,  etc.,   etc.   (  /<  ). 

La  historia  de  cada  pueblo  industrioso  no  es,  en  el  fondo, 
más  que  la  historia  del  creciente  predominio  del  hombre  so- 
bre la  naturaleza,  por  manera  que  con  el  desarrollo  de  la 
civilización  se  va  amenguando   de  día  en    día  la    importancia 


(ñ)     Jfllinek,    LÉtat    Mmli-mr   rt    son    Ihnií.  t.    I,  chap.   IV.    tit.   II. 
pag.   133. 

(o)     Strabon.   < ¡f-oisrapliir,  t.   I.  liv.   I,  chaj).   I,  «á   16. 

(p)     Scháffle.  Struttura  e    \'ita   del  Corpa  Socialr.  t,  II,  pag.  681. 
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de  las  condiciones  físicas  como  factor  de  la  vida  del  Esta- 
do (q  ).  Decisivas  en  los  pueblos  más  atrasados,  que  no 
conocen  los  medios  artificiales  de  producción  y  de  defensa, 
ejercen  influencia  muy  secundaria  en  la  vida  de  los  Estados 
más  cultos.  Durante  larguísimos  siglos  de  la  historia  y  so- 
bre todo,  de  la  prehistoria,  la  Europa,  que  no  es  más  que 
una  península,  una  prolongación,  un  apéndice  del  Asia,  fué 
víctima  permanente  de  las  hordas  y  de  las  invasiones  orien- 
tales. Mas,  desde  la  gloriosa  batalla  de  Lepanto  hasta  la 
guerra  balcánica  de  1912-1913,  la  civilización  ha  venido 
reaccionando  en  contra  de  la  obra  histórica  de  reversión 
hacia  la  barbarie  y  hacia  el  despotismo  asiático  que  las  condi- 
ciones físicas  y  geográficas  habían  sucesivamente  favorecido. 

§  28.  Si  las  sociedades  primitivas  llevasen,  en  realidad, 
vida  absolutamente  nómade,  vagando  sin  cesar  por  todos 
los  ámbitos  de  la  tierra,  de  este  hecho  sería  fuerza  inferir 
que  ellas  carecen  en  absoluto  de  territorio.  Pero  no  pasan 
así  las  cosas,  porque  en  un  estado  de  tan  absoluta  vagabun- 
dería, nunca  se  encontró  tribu  alguna  en  parte  alguna  del 
globo.  Lo  que  la  etnografía  nos  enseña  es,  al  contrario, 
que  los  pueblos  más  salvajes  de  la  tierra  viven  confinados 
en  territorios  circunscritos  y  que  si  en  ellos  vagan  de  co- 
marca en  comarca  tras  de  la  caza  y  de  la  pesca,  nunca  tras- 
pasan los  límites  fronterizos,  sino  en  los  casos  de  guerras 
ofensivas. 

En  Norte  América,  según  Engels,  antes  de  la  invasión  in- 
glesa, cada  tribu  poseía  en  común  un  territorio  donde  resi- 
día y  otro  que  reservaba  para  la  caza,  dejando  alrededor  de 
ellos  una  faja  neutral  que  los  aislaba  de  las  tribus  circunve- 
cinas (r);   y  análogamente,  entre  los  araucanos,  según  Gue- 


( q  )  Jellinek.  L'État  Moderne  et  son  Droit.  t.  I,  chap.  IV,  tit.  II, 
pag.  136. 

Freeman,  Histoire  de  l'Europe  par  la  Géographie  Politique, 
pag;.  II  a  17. 

(r)  Engels.  Origen  de  la  Familia,  de  la  Propiedad  y  del  Estado, 
cap.  III,  pág.  161.  Véase  también,  Julius  Caesar,  De  Bello  Gallico,  Hb. 
IV.   cap.  I  y  lib.  Vi,  cap.  V. 

Starcke,  La  Famille  Pvimitive,  pag.  27. 
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vara,  el  distrito  de  cada  cacicazgo  «  tenía  nombre  propio  y 
fronteras  determinadas  que  lo  separaban  de  los  otros»   (  s). 

No  obstante  la  absoluta  falta  de  comunicaciones  entre  las 
sociedades  salvajes  4^  los  diferentes  países,  como  si  todos 
se  hubiesen  puesto  de  acuerdo,  arreglos  semejantes  se  en- 
cuentran en  todas  partes.  Darwin  atestigua  que  entre  los 
fueguinos  los  grupos  mayores  se  dividen  en  grupos  meno- 
res, los  cuales  se  confinan  en  territorios  separados  por  de- 
siertos (O-  Asimismo,  al  tiempo  del  descubrimiento  de 
Tasmania  (1643  ),  cada  tribu  ocupaba  un  territorio  de  caza 
donde  los  extraños  no  podían  penetrar  sin  exponerse  a  ser 
repelidos  por  la  fuerza  (u  ). 

Como  en  Tasmania,  las  tril)us  indígenas  de  Australia  an- 
tes de  la  invasión  inglesa  ocupaban  sendos  territorios,  de  no 
más  de  15  a  20  millas  de  diámetro;  y  en  aquel  estrecho 
círculo,  se  llevaba  cada  una  yendo  y  viniendo  de  aquí  para 
allá   sin  romperlo  nunca  (  y  ). 

De  los  Kirguizes,  pueblos  pastores  que  viven  al  oriente 
de  la  Rusia  europea,  dice  Dingelstedt  que  ocupan  un  terri- 
torio cinco  veces  más  grande  que  el  de  Francia;  i|ue  en 
busca  de  pasto  para  sus  ganados,  bajan  en  el  invierno  al  sur 
y  suben  en  el  verano  al  norte;  y  que  cada  tribu  se  supone 
dueña  de  las  comarcas  que  están  en  línea  recta  de  norte  a 
sur,  por  manera  que  los  extraños  no  podrían  disfrutarlas  sin 
pedirles  permiso  y  sin  pagarles  derechos  {  v). 

En  esta  pretensión  de  reservar  a  una  tribu  el  goce  exclu- 
sivo de  cad.i  comarca,  están  a  nuestro  juicio  los  orígenes 
del  territorio  del  listado;  v  {podríamos  citar  innumerables 
hechos  que  lo  comprueban. 


(  .s  )      Guevara.    l'sii-olo<^iii   ili'l   l'nrliln   Ainiiriiiio.   cap.    II.    páj;.    5f). 

(  t  }      Darwin.    \'(iyni^r  líuii    Xnliirnlistr.    pa^;.    2.^2,   et   237. 

(  i; )      Letourncau,    /><•  In   !'/'>¡irii'-t<'\  pa^:;.   35. 

(  \- )     Freycinet.    Voyn^f  nutnur  ilu  Mniuir.  t.   ill.  paj;.   733. 
Gibbon,  llistnir»'  de  la  Décadrnce  de  I Eiupire  lioinniíi.  t.  I.  rhapi- 
tre  XXVI,  pag.  f)I2. 

(  .V )     Dingelstedt.  />(•  Héfrimo  Patriunliiil  drs  h'ii-^hi/.  |)ag.  24.  t-t  f)3. 
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Hay  en  la  Biblia  un  pasaje  donde  aparecen  disputando  por 
una  comarca  los  pastores  de  Lot  con  los  de  Abraham  (v). 
Esta  leyenda  refleja  muy  bien  aquel  estado  social  en  que 
empieza  la  apropiación  colectiva  de  la  tierra  y  la  formación 
consiguiente  del  territorio.  Cuando  Strabon  nos  cuenta 
que  la  causa  más  frecuente  de  guerra  entre  los  trogloditas 
era  la  posesión  de  las  pastadas,  asevera  un  hecho  que  sin 
necesidad  de  su  testimonio  podíamos  presumirlo  porque  día 
a  día  e  inevitablemente  se  repite  entre  las  tribus  pastoras 
tanto  como  entre  las  cazadoras.  En  el  continente  austra- 
liano (  dice  Starcke),  ningún  extranjero  penetra  de  propia 
autoridad  en  el  distrito  de  una  tribu  extraña,  sin  exponerse 
a  ser  repelido  con  la  mayor  severidad ;  y  en  la  antigua  Ni- 
caragua, según  Herrera,  los  indígenas  « tenían  guerra  sobre 
los  términos».  El  mismo  Herrera  dice  que  en  la  provincia 
de  Pocorosa,  al  norte  de  Nueva  Granada,  los  caciques 
«  siempre  andaban  en  guerras  por  las  pesquerías,  semente- 
ras y  confines»,  y  que  entre  los  chichemecas,  cada  nación  o 
tribu  poseía  en  propiedad  tierras  bien  demarcadas  que  de- 
fendía a  mano  armada  contra  los  extraños  que  pretendían 
cazar  en  ellas  (  z). 

En  el  Brasil,  dice  Tylor,  cada  tribu  tiene  sus  fronteras  se- 
ñaladas con  rocas,  árboles,  corrientes  y  linderos  artificiales, 
y  el  traspasarlos  en  persecución  de  la  caza  se  tuvo  siempre 
por  acto  tan  grave  que  el  invasor  sorprendido,  sólo  por  la 
fuga  podía  escapar  de  la  muerte   (  a  a  ). 

Cuando  Du  Petit-Thouars  visitó,  en  1836,  la  Alta  Califor- 
nia, las  tribus  indígenas  vivían  errantes  de  aquí  para  allá, 
«  pero  sin  salir  nunca  de  los   respectivos   distritos,   cuyos  lí- 


(y)     Oénesis.  cap.  XIII.  §  5  a  12. 

(z)  Herrera,  Historia  de  las  Indias  Occidentales,  t.  I.  Década  II, 
lib.  III,  cap.  V.  pág.  316.  t.  II.  Década  III,  cap.  VII.  pág-.  104  y  t.  IV. 
Década  VIII.  lib.  VI,  cap.  XV,  pág.   327. 

Starcke.   La  Famille  Primitive,  pag.   18. 

Strabon,  Géographie.  t.  III,  liv.  XVI,  chap.  IV,  §   17. 

Bunge,  Historia   del  Derecho  Argentino,  t.  I,  pág.  lOI. 

i  a  a)     Tylor,  Antropología,  cap.  XVI.  pág.   495. 
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mites  objetados  de  continuo  por  las  vecinas,  eran  causas  de 
frecuentes  guerras  »    (a  h). 

Que  los  pueblos  atrasados  no  distinguen  la  propiedad  de 
la  soberanía,  es  un  hecho  que  demostraremos  más  adelante 
(§  30);  pero  por  lo  mismo  que  confunden  ambos  derechos, 
debemos  entender  que  la  apropiación  colectiv^a  de  una  co- 
marca por  una  tribu  independiente,  surte  el  doble  efecto  ju- 
rídico de  hacerla  dueña  y  soberana,  instituyendo  a  la  vez  la 
propiedad  y  el  territorio. 

§  29.  Uno  de  los  problemas  más  importantes  de  la  Cons- 
titución territorial  del  Estado  consiste  en  determinar  las  cau- 
sas de  la  definitiva  radicación  de  las  poblaciones;  y  las 
observaciones  que  inmediatamente  preceden,  allanan  sobre 
manera  el  camino  para  llegar  a  la  solución. 

Impuesta  en  sus  orígenes  la  vida  nómada  por  la  necesidad 
de  buscar  el  sustento  de  comarca  en  comarca,  es  claro  que 
esta  causa  cesa  de  actuar  en  todas  aquellas  regiones  donde, 
sea  por  obra  del  hombre,  sea  por  obra  de  la  naturaleza,  la 
producción  basta  por  su  abundancia  a  satisfacer  durante 
todo  el  año  la  necesidad  aludida. 

En  corroboración,  observaremos  que  algunas  de  las  socie- 
dades sedentarias  más  antiguas  que  se  conocen  aparecen  en 
los  albores  de  la  historia  establecidas  en  regiones  del  Asia 
donde  el  clima  y  la  feracidad  natural  de  los  terrenos  rinden 
cuatro  o  más  cosechas  por  año,  y  donde  sin  mayor  peligro 
de  verse  privado  del  sustento,  pudo  radicarse  desde  tempra- 
no el  salvaje  errante  de  aquellas  remotas  edades   (  n  <•). 

Con  mayor  razón,  la  adopción  de  la  agricultur.i,  (jue  pro- 
vee sin  intermitencias  al  sustento  de   las   poblaciones,   ha  de 

{ a  b)  Du  I'tiii- 1  houar-.  \'n\iiirr  nuíniír  <lu  Mninlr,  i.  II.  chai).  .\. 
pag.    134. 

(  a  (■ )  «  La  transition  He  cette  habituHe  de  nourriture  végétalc  á  lajjri- 
culture  proprement  dite  ne  dépend  pas  seulement  des  dispositions  nature- 
lles  d'un  peuple,  mais  dautres  circonstances  encoré.  Les  foréts,  notam- 
ment  celle  de  l'Amérique  du  Sud,  sont  trop  épaiscs  et  trop  parcourucs  par 
des  fleuves  gigantesques  pour  inviten  beaucoup  aux  courses  vagabondes, 
tandis  que  le  produit  de  la  culture  la  plus  chétive  nieme  alléche.  I>e 
mais,  que  fournit  le  pain  aux  Indiens,   se  cultive  .sans  le   secours  de   la  cha- 
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surtir  instantáneamente  el  efecto  de  eximirlas  de  la  necesi- 
dad de  vagar  de  aquí  para  allá  en  busca  de  la  producción 
natural;  y  dado  que  son  pocas  las  tierras  habitables  que 
rinden  cuatro  cosechas  por  año,  y  que  apenas  hay  algunas 
que  no  se  presten  a  los  cultivos  agrícolas,  nadie  juzgará  iló- 
gico concluir  que  esta  industria  ha  conspirado,  sin  duda, 
mucho  más  que  la  feracidad  espontánea  del  suelo  a  la  radi- 
cación definitiva  de  las  hordas  errantes. 

No  obstante  estas  observaciones,  sería  error  creer  que  la 
sola  feracidad  del  suelo  o  la  sola  agricultura  basten  a  arrai- 
gar las  poblaciones  nómades.  Aunque  las  continuas  trasla- 
ciones se  impongan  originariamente  por  la  necesidad  de 
pasar  de  las  comarcas  agotadas  a  otras  abundantes  en  caza 
y  pesca,  la  verdad  es  que  se  cuentan  numerosas  poblaciones 
que  han  persistido  en  la  vida  semi-nómada  hasta  largos  si- 
glos después  de  haber  adoptado  la  agricultura.  ¿  No  sabe- 
mos acaso  de  los  tártaros  que  siembran  en  una  comarca  el 
poligoniiin  tartaricuin.  lo  cultivan  y  cosechan  en  no  más  de 
dos  o  tres  meses  y  acto  continuo  se  trasladan  a  otro  paraje 
y  repiten  las  mismas  faenas?  (a  ch). 

Por  de  contado  la  traslación  es,  hasta  cierto  punto,  justi- 
ficada en  algunos  casos,  por  ejemplo,  cuando  a  causa  del 
desconocimiento  de  los  abonos,  el  cultivo  repetido  acaba 
por  esterilizar  el  suelo.  A  virtud  de  una  larga  experiencia, 
ciertas  tribus  de  las  montañas  de  la  India  saben  que  los 
jugos  se  agotan  a  los  tres  años  de  cultivo  continuo  y  que 
para  reponerlos,  hay  que  dejar  la  tierra  en  descanso  du- 
rante otro  período  igual.  Así  mismo,  con  referencia  a  los 
naturales  de  Castilla  del  Oro,  dice  Oviedo  que  cuando  en  una 
provincia  se  iba  cansando  la  tierra,  buscaban  otra  holgada, 
por  lo  cual  vivían   en   continuas  mudanzas  (  h  d). 


rrue,  se  récolte  sans  l'aide  de  la  faucille.  II  miirit  vite  et  il  suffit  de  le 
griller  pour  la  consomation ».  Roscher,  Traite  d' Economie  Politique 
Rurale,  liv.  I,  chap.  I,  §   7. 

(  a  ch  )     Laveleye,  De  la  Pi'opriété,  chap.  V,  pag.  72. 

(ad)     Oviedo,  Historia    General  y  Xatural    de   las    Indias,   t.  III, 
lib.  XXIX,  cap.  XXVII,  pág.   132. 
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En  tales  casos,  los  cambios  de  residencia  se  imponen  por 
las  necesidades  de  la  vida.  Pero  en  otros,  las  traslaciones 
no  se  explican  sino  como  efectos  del  hábito  adquirido  du- 
rante largos  siglos  de  vida  nómada,  puesto  que  se  las  efec- 
túa por  motivos  insignificantes  que  no  alcanzan  a  justificarlas. 

De  los  chorotis  y  de  los  ashluslayos  del  Chaco  boliviano, 
dice  Nordenskiol  que  no  son  del  todo  sedentarios ;  que  a 
menudo  cambian  de  parajes  en  busca  de  alimento  y  de  nue- 
vos cultivos,  y  que  en  el  estío  muchos  se  van  al  Pilcomayo 
para  entregarse  a  la  pesca,  y  en  la  estación  de  las  lluvias 
vuelven  a  su  antigua  residencia;  de  los  chiriguanos  del  mismo 
país,  dice  fray  Niño  no  ser  raro  el  que  multitudes  de  indios 
abandonen  su  pueblo,  ora  por  temor  a  la  ira  de  algún  caci- 
que, ora  alejados  por  la  carestía  de  la  vida;  y  de  los  tupi- 
nambos del  Brasil,  dice  Freycinet  que  con  frecuencia  trasla- 
dan sus  pueblos  de  un  lugar  a  otro  (íi  o). 

Prácticas  semejantes  se  han  observado  en  los  otros  conti- 
nentes. Según  ciertos  viajeros  citados  por  Spencer,  los  in- 
dígenas del  África  ecuatorial  y  en  particular,  los  bechuanas 
cambian  de  continuo  el  sitio  de  sus  pueblos,  algunos  de  los 
cuales  son  verdaderas  ciudades  que  cuentan  varios  miles  de 
habitantes  (u  f). 

Gibbon  dice  de  los  tártaros  que  su  adherencia  al  territo- 
rio es  tan  débil  que  por  cualquier  accidente  lo  dejan  de  un 
momento  a  otro  (íjíí);  y  Sumner  Maine  atestigua  que  en 
ciertas  regiones  de  la  India,  las  ciudades  han  sido  origi- 
nariamente simples  campamentos  militares,  y  que  conside- 
rándolas siempre  como  tales  a  pesar  de  sus  fundaciones 
posteriores   de    carácter  innuieble,   no  ha  sido  raro   que  los 

(ae)  Nordenskiold.  La  vir  <]cs  ¡nilicas  daiis  le  Chaco.  cha\y.  III. 
pag.  29. 

Xino,   Etno^rafin  ('hiriiíunita.  chap.   III.  pag.   121. 
Freycinet,    \'nyn<ír  autDtif  «Ii¡  Momír.  t.   I.  |)ag.    151. 

(a/')     Spencer,   Pi-inciprs  de  Sociolo^ir.  t.  II,   §  265. 
Livingstone,  Deriiier  ■ÍDurnal,  t.  I.  pag.  2fi«. 

(a/í)  Gibbon,  lUstnirv  de  la  Décadcncc  de  I'Iünjiire  liomniíi.  t.  I. 
chap.  XXVI,  pag.  612. 
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príncipes  las  hayan  abandonado  dejándolas  completamente 
desiertas.  Así  en  el  siglo  XIV,  para  castigar  el  espíritu 
subversivo  de  la  capital,  el  sultán  de  Dellii  dispuso  que  los 
habitantes  se  trasladasen  en  masa  a  Daulatabad,  a  diez  días 
de  distancia,  y  ninguno  fué  osado  a  desobedecer  (  a  h). 

Esta  vida  sedentaria  de  frecuentes  traslaciones,  efecto 
atávico,  sin  duda,  de  la  vida  nómada  primitiva,  no  fué  del 
todo  desconocida  por  los  pueblos  antiguos.  El  país  que 
actualmente  se  conoce  con  el  nombre  de  Grecia  (  dice  Tu- 
cídides)  no  fué  a  los  principios  habitado  de  manera  es- 
table, sino  que  semejó  un  campo  de  continuas  migracio- 
nes. Sin  pena  ni  resistencia,  los  habitantes  establecidos 
cedían  su  residencia  a  los  nuevos  invasores,  porque  no 
habiendo,  como  realmente  no  había,  ni  comercio,  ni  co- 
municaciones seguras,  cuando  el  suelo  sólo  se  explotaba 
en  la  medida  necesaria  al  consumo  de  sus  poseedores,  sin 
hacer  plantaciones  y  sin  miras  de  enriquecimiento,  todos 
emigraban  sin  dificultad,  ciertos  de  que  en  todas  partes  en- 
contrarían el  diario  sustento»  (a  i). 

De  estos  hechos  se  infiere  que  ni  la  feracidad  del  suelo 
ni  la  adopción  de  la  agricultura  bastan  por  sí  solas  a  ra- 
dicar para  siempre  a  los  pueblos  nómades.  Lo  único  que 
sobre  este  punto  se  puede  decir,  es  que  cuando  la  abun- 
dancia y  la  seguridad  de  la  producción,  ora  espontánea, 
ora  industrial,  garantizan  el  sustento  de  las  poblaciones, 
ellas  no  vuelven  a  sentirse  apremiadas  por  la  necesidad 
de  cambiar  de  residencia  para  procurárselo,  y  entonces 
cualquier  causa  secundaria  basta  a  retenerlas  por  tiempo 
indefinido  en   una  comarca  cualquiera. 

A  nuestro  juicio,  son  cuatro  las  causas  principales  que 
una  vez  asegurado  el  sustento,  conspiran  a  la  definitiva 
radicación   de  los  pueblos  nómades,  a  saber: 

1*  La  residencia  en  comarca  de     fronteras  difícilmente 
franqueables. 


(ah)     Sumner  Maine,  Études  sur  rHistoire  du  Droit.pzg.  158,  159, 
et  564. 

(a  í)  Thucydide,   (hierre  du  Péloponése,  liv.  I,  chap.  II. 


162  CAPÍTULO    TERCERO,    sj    29 

Para  el  salvaje,  que  carece  de  los  medios  de  dominar 
la  naturaleza,  un  país  encerrado  entre  cordilleras  o  de- 
siertos o  grandes  ríos  o  selvas  impenetrables,  es  como 
una  prisión  dentro  de  la  cual  está  reducido  a  procurarse 
por  medio  de  su  trabajo  la  parte  de  sustento  que  la  pro- 
ducción espontánea  le  escatima.  Pero  a(|uella  prisión  que 
le  mantiene  confinado  tiene,  a  la  vez,  las  calidades  y  las 
ventajas  de  una  fortaleza  que  le  preserva  contra  los  ene- 
migos exteriores. 

Cuando  no  se  estudian  a  fondo  las  causas  sociales  y 
geográficas  de  la  radicación  de  los  pueblos,  el  espectáculo 
de  su  diseminación  en  el  globo  induce  a  creer  que  ellos 
se  han  establecitio  en  sus  respectivos  territorios  sólo  j)or 
obra  del  acaso.  Es  éste  un  error.  Originariamente,  para 
establecerse  a  firme,  las  poblaciones  buscan  comarcas  cu- 
yas condiciones  físicas  y  geográficas  les  garanticen  a  la 
vez  el  sustento  y  la  seguridad.  ParticularmcMite  en  los 
primeros  grados  del  desarrollo  social,  cuando  el  estado 
de  guerra  nunca  cesa,  jamás  se  establece  voluntariamente 
una  tribu  en  lugar  abierto,  expuesto  a  la  invasión.  Son 
las  islas  y  los  países  encerrados  entre  ríos  invadeables,  o 
entre  cordilleras  infranqueables,  o  entre  selvas  impenetra- 
bles, o  entre  desiertos  aisladores,  los  únicos  que  a  los  prin- 
cipios merecen  la  preferencia  del  bárbaro  v  del  salvaje,  por- 
que garantizan  la  perpetuidad  de  sus  establecimientos  (  ;/,/). 
Cuando  por  cualcjuier  causa  pretende  una  tribu  estable- 
cerse en  otras  condiciones,  su  existencia  queda  expuesta 
a  los  mayores  peligros.  Solo  en  los  grados  superiores  de 
la  civilización,  pueden  vivir  y  prosperar  Estados  intlepen- 
dientes  no  resguardados  por  la   naturaleza. 

Entre  los  pueblos  que  constituyeron  el  núcleo  de  la  más 
antigua  civilización,  el  primero  que  aj^arece  en  estado  se- 
dentario es  el  de  los  asirios,  confinado  entre  dos  ríos,  el 
Eufrates  y  el  Tigris,  que  en  aquellos  remotos  siglos  han 
de  haber  si:lo  difícilmente   vadeables. 


(a   i)  Vallaux.   />e  No/  rt   ÍHint.  ^   37. 
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Entre  los  pueblos  que  florecieron  alrededor  de  la  hoya 
del  Mediterráneo,  el  primero  que  aparece  radicado  a  firme 
es  el  de  los  egipcios,  cu^o  país  está  resguardado  de  un 
lado,  por  un  desierto  hasta  hoy  mismo  intransitable,  y  de 
otro,  por  un  mar  que  en  el  estado  primitivo,  no  es  vía  de 
comunicación,  sino   barrera  que  aisla  e  incomunica. 

Y  entre  los  pueblos  europeos  uno  de  los  que  adoptaron 
la  vida  sedentaria  en  hora  más  temprana  parece  haber  sido 
el  de  los  griegos,  cuyo  país  está  cruzado  en  todas  direc- 
ciones por  montañas  y  canales,  difícilmente  franqueables. 

2^  La  segunda  causa  que  conspira  a  la  radicación  de 
las  poblaciones  es  el  aumento  de  los  bienes  en  propor- 
ción que  ora  por  su  naturaleza,  ora  por  su  cantidad,  ora 
por  su   volumen   se  hagan  intrasportables. 

En  realidad,  no  es  fácil  llevar  la  vida  nómada  sino  en 
el  estado  de  mayor  atraso  social  y  económico,  cuando  el 
hombre  puede  arrastrar  consigo  cuanto  le  pertenece.  Los 
mismos  pueblos  pastores  solo  pueden  efectuar  sus  trasla- 
ciones periódicas  porque  sus  riquezas  consisten  en  semo- 
vientes y  porque  en  la  adquisición  de  cosas  muebles  limitan 
la  cantidad  a  la  que  pueden  transportar  en  sus  grandes 
carros,  convertidos  en  habitaciones  ambulantes.  Mas,  cuan- 
do el  trabajo  agrícola  hace  nacer  la  propiedad  rural, 
aunque  sea  con  carácter  de  colectiva;  cuando  se  plantan 
árboles  cuyos  frutos  sólo  aprovechan  al  que  vive  a  su 
sombra,  y  cuando  se  edifican  casas  de  material  sólido,  ora 
por  vía  de  defensa  contra  los  enemigos,  ora  por  vía  de 
precaución  contra  los  incendios,  entonces  las  poblaciones 
se  sienten  arraigadas  por  múltiples  intereses  (  a  / ). 

Las  mismas  cosas  muebles  imponen  a  la  larga  el  arraigo 
definitivo  porque  si  cada  una  es  más  o  menos  trasporta- 
ble  como  su  nombre  lo    indica,    la  suma    total   de  las  que 


(al)  Schaffle,  Struttura   e   Vita  del    Corpo    Sociale.    t.   I,  pag-.   71. 

De  los  naturales  semi-nómades  de  Castilla  del  Oro,  dice  Oviedo  que  «  sus 
bienes  muebles  eran  pocos  e  ligera  cosa  llevar  la  hamaca  o  el  arco  e 
sus  personas  ».  Oviedo.  Historia  General  y  Xatiii-a¡  de  las  indias, 
t.   III,  lib.  XXIX,  cap.  XXVII,  pág.   132. 
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se  usan   en   los   menesteres   domésticos  constituye  una  masa 
prácticamente  inmueble. 

3^  La  tercera  causa  de   la  radicación  de  las  poblacio- 
nes es  la  guerra. 

De  todos  los  males  que  azotan  a  los  pueblos  civiliza- 
dos, la  guerra  es,  sin  duda,  el  que  hace  derramar  más  lá- 
grimas y  más  sangre,  y  el  que  mayores  trastornos  ocasiona 
en  la  sociedad  y  en  el  Estado.  A  primera  vista  nos  in- 
clinamos a  creer  que  la  guerra  no  puede  producir  otros 
frutos  que  desastres. 

Pero  si  al  hombre  culto  le  parece  ser  tan  desastrosa 
es,  sin  duda,  porque  en  los  Estados  civilizados  ella  trastorna 
muchos  arreglos  sociales,  destruye  irreproductivamente  los 
frutos  acumulados  ile  la  industria  y  el  arte,  y  estimula  la 
ejecución  de  actos  inhumanos,  actos  de  matanza,  incendio 
y  pillaje  que  perturl)an  el  orden  moral  soltando  la  rienda 
a  los  peores  instintos  de  la   naturaleza   humana. 

Los  pueblos  más  atrasados  no  tienen  los  mismos  moti- 
vos para  mirar  con  igual  horror  la  guerra.  En  ellos  la 
guerra  no  ocasiona  los  males  enunciados  porque  no  hay 
arreglos  sociales  que  se  perturben,  ni  riqueza  industrial  cjue 
se  pierda,  ni  obras  de  arte  que  se  destruyan,  ni  desarrollo 
científico  que  se  paralice,   ni   cultura  moral  ¡jue  se  ofenda. 

Sobre  que  no  jiuede  ocasionar  los  mismos  males,  la 
guerra  es,  en  las  poblaciones  más  atrasadas,  según  vere- 
mos, el  principal  factor  de  la  formación  de  las  ciudades, 
de  la  constitución  del  Estado  y  de  otros  beneficios  polí- 
ticos y  sociales.  En  parte  la  civilización  debe  tamlíién  a 
la  guerra  el   arraigo  de  los   pueblos  nómades. 

Se  j)0(lrían  citar  muchos  casos  en  (jue  la  guerra  ha  im- 
puesto la  vida  sedentaria  a  los  conquistadores;  y  muchos 
más  en   que   la   ha  impuesto   a  los   vencidos. 

Según  las  tradiciones,  los  dorios  que  conquistaron  la 
Grecia  en  los  albores  de  la  historia  habían  vivido  errantes 
hasta  el  día  de  la  con(iuista;  y  la  misma  vida  habían  lle- 
vado algunas  de  las  hordas  bárbaras  que  a  los  principios 
de  la  Edad  .Media  se  establecieron  en  el  Imperio  Komatio. 
I*ero  cuando   unos   y  t)tros  invasores  se  hubieron   im|)uesto 
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a  una  población  agrícola,  a  cuya  costa  podían  vivir,  fijaron 
para  siempre  su  residencia  en  los  países  conquistados,  po- 
niendo término   a  sus  correrías  y  traslaciones. 

A  la  inversa,  la  población  indígena  de  Chile  era  nóma- 
da a  la  época  de  la  conquista  incásica;  y  los  conquista- 
dores, que  eran  agricultores,  la  iniciaron  en  los  trabajos 
agrícolas,  la  enseñaron  a  sembrar,  cultivar,  regar  y  cose- 
char; importaron  el  llama,  el  maíz  y  el  poroto  pallar;  do- 
mesticaron el  guanaco,  utilizaron  su  lana,  y  establecieron 
las  industrias  sedentarias  de  la  alfarería  y  la  minería.  Cuan- 
do los  españoles  llegaron  a  este  país,  encontraron  ya  nu- 
merosos pueblos,  cada  uno  de  diez  a  quince  ranchos.  De 
ellos  Medina,  cuenta  más  de  ciento,  que  distinguiéndose 
como  en  realidad  se  distinguían  por  nombres  propios, 
no  se  pueden  tener  por  agrupaciones  y  establecimientos 
eventuales  y  transitorios   ( ,•;   in  ). 

Así  misino,  las  poblaciones  nómadas  que  hacia  el  siglo 
XVI  hormigueaban  en  las  repúblicas  del  Plata  y  de  Bo- 
livia,  los  puelches,  los  pampas,  los  charriías,  los  cho- 
rotis,  los  chiriguanos,  etc.,  (§14)  fueron  en  gran  parte 
sometidos  a  la  vida  sede.ntaria  por  la  conquista  española, 
y  después  de  un  proceso  de  asimilación  que  duró  tres 
siglos,  han  llegado  a  constituir  uno  de  los  principales  ele- 
mentos etnológicos  de  aquellos  pueblos. 

üe  análoga  manera  se  adelantó  en  la  Antigüedad  la  ra- 
dicación de  las  poblaciones.  Desde  que  Roma  llevó  sus 
arinas  fuera  de  Italia,  a  Iberia,  a  las  Gallas,  a  la  Bretaña, 
a  la  Tracia,  a  la  Libia,  etc.,  por  todas  partes  encontró 
pueblos  que  vivían  errantes,  de  la  caza,  de  la  pesca  o  de 
sus  ganados;  y  a  medida  que  los  sujetó  a  su  imperio,  es- 
tableció en  sus  territorios  colonias  agrícola-militares  que 
con  su  autoridad  y  con  su  ejemplo,  imponían  la  vida  agrí- 
cola y  sedentaria  a  las   poblaciones  (¿j  n). 

(a  in)  Medina.  Los  Aborígenes  de  Chile,  cap.  VIII.  pág.   15  9. 

Barros  Arana,  Historia  de  Cliile,  t.  I.  c.  III,  §  3  y  6.  y  c.  IV.  §  2  y  c.  V,  §  2. 
Latcham  es  de  sentir  (V.  El  Comercio  Precolonibiano  en  Chile,  pág.  4) 
que  se  ha  exagerado  mucho  el  influjo  civilizador  de  la  conquista  incásica. 

(a  n)  Mommsen,  Histoire  Romaine,  t.  VI,  chaps.  VII,  pag.  267. 


166  CAPÍTULO    TERCERO,    ij    29 


No  poco  conspirn  también  a  la  radicación  de  las  pobla- 
ciones nómadas  la  captura  de  prisioneros,  porque  reducidos 
a  la  esclavitud  y  trasportados  al  país  de  los  vencedores, 
son  forzados  a  labrar  la  tierra  y  a  llevar  vida  sedentaria. 
El  exorbitante  número  de  esclavos  que  hay  en  las  so- 
ciedades semi-civilizadas,  casi  siempre  mayor  que  el  de  hom- 
bres libres,  es  prueba  no  dudosa  de  la  parte  principal  que 
corresponde  a  la  esclavitud  en  el  arraiíj¡^o  de  los  pueblos 
nómades. 

4^  Fuera  de  las  tres  causas  indicadas,  las  cuales  por 
su  naturaleza  han  tle  actuar  jirincipalmente  en  los  grados 
inferiores  del  desarrollo  social,  bien  se  comprende  que  una 
vez  adoptada  la  vida  acrrícola  por  als^unas  poblaciones,  el 
ejemplo  y  la  práctica  apreciación  de  sus  ventajas  han  podi- 
do inducir  con  alcruna  rapidez  en  el  mismo  camino  a  las 
tribus  nómadas  circunvecinas. 

A  estarnos  a  las  tradiciones  l)íblicas,  los  israelitas  eran 
pastores  nómades  cuando  emigraron  a  Ei^ipto  capitaneados 
por  Jacob;  y  a  la  inversa,  altrunas  preneraciones  inás  tarde, 
cuando  regresaron  a  Canaan,  adiestrados  en  la  agricul- 
tura faraónica,  se  dividieron  la  tierra  por  tribus,  se  iledi- 
caron  a  las  faenas  rurales  y  se  establecieron  .i  firme  j^ara 
siempre. 

Hav.  sin  duda,  en  los  pueblos,  una  predisposición  fisio- 
lógica a  la  vida  sedentaria,  como  lo  prueba  el  hecho  de  que 
aun  los  nómades  ordinariamente  no  vagabundean  sino  cuan- 
do necesitan  buscar  el  sustento,  permaneciendo  en  cada 
comarca  mientras  la  ca/a  y  la  pesca  no  se  agotan.  A 
virtud  fie  esta  predisposición,  es  obvio  «[ue  los  salvajes 
errantes  se  han  de  acostumbrar  rápidamente  a  las  did/.uras 
de  la  vida  sedentaria  aiui  cuando  a  los  priiuipi(ís  tengan 
por  una  especie  de  servidumlirr  o  cautiverio  su  radicación 
forzada  (  ;/  ñ  ). 


(  a  ñ  )  «  L'lndomptahle  esprit  (i'indi-pendanre  des  nómades  nc  s'accom- 
mode  pas  du  sf-joiir  <lans  les  vilU's.  (|ik*  l^•^  Hcdouins.  non  moiiis  qu'an- 
ciennement  les  Germains,  regardent  comiiu-  «les  pri^()n^  ».  Kosclier.  /','co- 
nninii'  l'iiliti(¡ui'  liuralr.   liv.   I.  chap.   II.  §    I  •* 
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s^  30.  Ora  se  funde  en  una  ocupación  pacífica,  ora  en 
una  conquista  bélica,  la  residencia  permanente  surte  espon- 
táneamente el  efecto  jurídico  de  atribuir  la  propiedad  del 
suelo  a  la  población  ocupante.  Este  efecto  es  incontras- 
table y  las  disputas  y  oruerras  que  día  a  día  estallan  entre 
las  tribus  vecinas  por  causa  de  la  violación  de  los  linderos 
y  marcas  manifiestan  cuan  vivo  es  aún  en  las  sociedades  más 
atrasadas  el  sentimiento  jurídico  de  la  apropiación.  Pero 
esta  apropiación  ;se  rige  por  el  derecho  público  y  consti- 
tuye el  territorio,  o  se  rige  por  el  derecho  civil  y  consti- 
tuve  el  dominio   privado? 

Como  se  sabe,  en  las  sociedades  civilizadas  el  Estado  se 
puede  considerar  con  relación  al  suelo,  ora  en  el  carácter 
de  soberano,  ora  en  el  de  propietario.  En  virtud  de  sus 
derechos  de  soberanía,  legisla,  gobierna,  administra  e  im- 
pone con  fuerza  coercitiva  a  todos  los  habitantes  su  admi- 
nistración, su  justicia,  su  gobierno,  sus  leyes.  En  virtud 
de  sus  derechos  de  propiedad,  compra  o  enajena  una  por- 
ción cualquiera  de  territorio,  lo  usufructúa,  lo  grava,  lo  da 
en  arrendamiento,  etc.  El  Estado  solo  es  soberano  en  su 
propio  territorio,  pero  puede  ser  propietario  en  otro  cual- 
quiera. 

Pues  bien,  esta  distinción  tan  clara,  tan  precisa,  impuesta 
por  la  diferencia  sustancial  que  reconocemos  entre  el  de- 
recho público  y  el  derecho  privado,  no  se  hace  ni  se  puede 
hacer  en  las  sociedades  más  atrasadas  y  ni  aun  en  las  semi- 
civilizadas  (  a  o). 


(  ao  )  Posada,  Tratado  de  Derecho  Político,  t.  I,  lib.  IV,  cap.  III. 
§  5,  y  §  6,  pág.  187. 

«Lo  stanziaménto  (dice  Scháffle)  e  l'appropriazione  di  parte  della  su- 
perficie terrestre,  utilizzabile  per  parti  e  funzione  determinate  del  corpo 
sociale».     Scháffle,  Struttura  e  Vita  del  Corpo  Sociale.  t.  I,  pág-.   661. 

Para  expresar  la  idea  de  soberanía,  los  romanos  empleaban  o  bien  la 
palabra  iniperium.  que  hoy  tiene  otro  sentido,  o  bien  la  expresión  supre- 
ma potestas.  «Segundo  Brunialti  (dice  Viveiros  de  Castro),  os  romanos 
reconhecían  urna  suprema  potestas  ou  supremitas.  donde  se  derivam  as 
palavras  superius,  siiperanus,  souverain,  sovrano,  soberano  ^k  Viveiros 
de  Castro,  Estudos  de  Direito  Publico,  cap.  II,  pag.  46. 
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La  confusión  de  ambos  derechos  se  puede  inferir  de  los 
efectos  jurídicos  que  los  salvajes  y  los  bárbaros  dan  a  sus 
convenciones.  Cuando  los  araucanos  cedían  como  sobera- 
nos a  los  gobernadores  de  la  colonia  de  Chile  partes  de 
su  territorio,  entendían  ceder  también  la  propiedad,  y  cuan- 
do vendían  como  propietarios  algún  terreno  a  simples  par- 
ticulares, nunca  entendían    que  conservaban  la  soberanía. 

Du  Petit-Thouars  observa,  así  mismo,  que  los  neo-zelan- 
deses  no  distinguen  la  propiedad  de  la  soberanía  y  que 
cada  tribu  se  imagina  no  poseer  sobre  su  suelo  más  que 
un  solo  derecho.  De  aquí  resulta,  continúa,  que  cuando 
los  indígenas  ceden  una  parte  del  suelo  que  les  perte- 
nece, no  se  reservan  sobre  el  territorio  derecho  alguno 
semejante  al  del  ¡ni¡)Pi'iiiin  fjorque  no  tienen  de  él  la  me- 
nor idea  e  inconscientemente  enajenan  con  un  solo  acto 
tanto  la  propiedad  como  la  soberanía.  Cuando  el  barón 
de  Thierry  les  compró  una  comarca  en  1832,  con  el  pro- 
pósito de  fundar  una  colonia  independiente  donde  probar 
la  practicabilidad  de  sus  ideales  sociales,  adquirió  a  la  vez, 
por  medio  de  la  compra,  los  derechos  civiles  de  propietario 
y  los  derechos  políticos  de  soberano  (iip). 

Sumner  Maine  nos  atestigua  igualmente  que  en  la  India  y 
más  o  menos  en  todos  los  países  orientales,  se  confunde  el 
derecho  público  con  el  derecho  privado,  por  manera  que  el 
propietario  ejerce  la  soberanía  y  no  se  concibe  el  soberano 
sin  propiedad  {nq  ). 

Que  en  la  Antigua  y  en  la  Media  hdad  nunca  se  hizo  esta 
distinción,  es  un  hecho  que  se  infiere  de  muchas  maneras. 
Cuando  los  Estados  luchal)an  entre  sí,  el  vencedor  ad(}uiría 
no  sólo  el  imperio  o  prerrogativa  del  mando  sobre  los  ven- 
cidos sino  también  el  derecho  a  disponer  como  dueño  del 
territorio  conquistado,  aun  en  aquella  parte  que  pertenecía 
al    dominio    privado.      Así  habían  procedido  los  galos,  por- 


(iip)     Du   l'c-tit-Thouars.  ]'iiyti<ír  atitiiiir  f¡u  Mnn<l>:   t.  III.  chap    XVII. 
pag.  46  a  4H  et  passim. 

(/«'/)     Sumner  Maine.   />/(  <¡in'vri\   [í^k-   •?^-- 


EL    TERRITORIO  169 


que  alconquistar  el  país  que  los  romanos  denominaron  más 
tarde  Galm,  se  adueñaron  del  suelo  conquistado  en  el  doble 
carácter  de  soberanos  y  propietarios  (  a  r). 

El  territorio  (hemos  observado),  es  uno  de  los  elementos 
externos  del  Estado ;  y  en  la  Antigüedad  clásica  así  lo  de- 
mostró la  filosofía  política  de  los  griegos;  pero  esta  noción, 
para  nosotros  tan  elemental,  jamás  penetró  en  el  espíritu  de 
los  pueblos  antiguos,  ni  inspiró  los  actos  de  sus  gobiernos. 
Cuando  los  romanos  subyugaban  un  pueblo,  el  derecho  que 
entendían  adquirir  sobre  el  territorio  conquistado  era  el  de 
convertirlo  en  propiedad  civil  del  Fisco  o  de  los  ciudadanos, 
porque  la  prerrogativa  del  mando  la  adquirían  sobre  los 
vencidos  independientemente  del  territorio.  Vivieron  tan 
ayunos  de  la  noción  del  derecho  público  que  en  su  lengua 
nunca  hubo  palabra  que  sirviese  para  expresar  la  idea  de 
territorio.  La  expresión  ciger  publiciis  sólo  denotaba  la 
idea  de  los  campos  que  el  Estado  conquistaba  y  que  se  re- 
servaba para  sí  o  distribuía  a  los  ciudadanos;  y  la  expre- 
sión imperium  romanum  solo  quería  decir:  dominación  de 
Roma  sobre  los  pueblos,  y  no  llevaba  envuelta,  como  la 
lleva  en  nuestros  días,  la  idea  de  la  soberanía  territorial.  La 
misma  palabra  dominación,  que  tiene  la  misma  raíz  que  domi- 
nio {de  dominus,  dueño,  señor),  deja  adivinar  que  entre 
los  romanos  de  la  República,  el  poder  del  soberano  se  con- 
fundía con  el  derecho  del  propietario   (as). 

Por  lo  tocante  a  los  siglos  medios,  tampoco  se  distinguió 
la  propiedad  de  la  soberanía  ni  el  dominio  del  imperio,  ni 
el  derecho  público  del  derecho  privado.  Estimados  como 
simples  inmuebles,  los  Estados  eran  objeto  de  toda  clase 
de  contratos   y   de  actos  civiles.     En  la   Galia,    después  de 


(ar)  D'Arbois  de  Jubainville,  R eclierv lies  siw  1' Origine  de  la  Pro- 
priété  fonciére,    lib.  I,  chap.  I,  §  2. 

(  as)  «  Aucune  des  définitions  de  l'Éfat  (dice  Jellinek  )  que  nous  a  trans- 
mises  l'Antiquité  ne  mentionne  le  territoire.  Sous  l'influence  des  Anciens, 
la  science  politique  récente  na  d'abord  consideré,  elle  aussi,  que  l'élément 
personnel  de  l'Etat;  c'est  pourquoi  du  XVI  au  XIX  siécle,  les  définitions 
de  l'Etat  ne  parlent  pas  d'un  territoire  determiné  comme  élément  essentiel 
de  tout  Etat.     Klüber  est  le  premier,  autant  que  je  sache,  qui  ait  délinit  l'Etat 
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Clodoveo  I  en  511,  después  de  Clotario  I  en  561,  después 
de  Dagoberto  I  en  638,  después  de  Clodoveo  II  en  656  etc., 
el  reino  se  dividió  a  la  manera  de  una  herencia  privada  en- 
tre los  hijos  del  linado  monarca.  En  838  Luis  le  l!)ebon- 
naire  dividió  su  reino  entre  sus  hijos;  en  990  el  vizconde 
de  Beziers  legó  a  sus  hijos,  a  guisa  de  dote,  dos  obispados; 
en  1225  Luis  VIII  legó  a  su  primogénito  el  reino  de  Fran- 
cia, al  segundo  de  sus  hijos  el  Artois,  al  tercero  el  Anjou 
y  el  Maine,  y  al  cuarto  el  Poitou  y  la  Auvernia.  Más  tarde, 
por  vía  de  transacción,  Carlos  VIII  cedió  a  Alaximiliano  el 
Artois  y  el  Franco  Condado.  En  una  palabra,  el  territo- 
rio de  cada  Estado  se  vendía,  se  arrendaba,  se  legaba  y 
sus  propietarios  solían  arrancarle  partes  más  o  menos  con- 
siderables para  enajenarlas  a  fin  de  procurarse  recursos,  o 
para  darlas  en  garantía  del  cumplimiento  de  un  compromiso, 
o  para  constituir  la  dote  de  una  novia,  etc.  (  ;/  /  )• 


comme  une  société  de  citoyens  pourvus  rl'un  territoire  determiné  ».  Jellinek, 
L'État  Moderno  et  son  Droit.  t.  II,  liv.  III.  chap.  XIII.   pag.  18,  19  et  2>2. 

Solo  por  inadvertencia  ha  podido  Jellinek  afirmar  que  en  las  definiciones 
del  Estado  que  la  Antigüedad  nos  dejó,  no  se  tiene  cuenta  del  territorio. 
Aristóteles  enseña  de  manera  terminante  que  •  los  primeros  elementos  re- 
queridos por  la  ciencia  política  son  los  hombres  en  el  número  y  con  las 
cualidades  que  deben  tener,  y  el  suelo  de  la  extensión  y  con  las  propieda- 
des que  debe  poseer».  .Aristóteles,  La  I'olitiqíH'.  liv.  IV.  chap.  IV,  §  2.  En 
varios  otros  pasajes,  el  incomparable  filósofo  menciona  el  territorio  romo 
parte  integrante«del  Estado  y  esboza  su  teoría  ¡lolítica.  Desgraciadamente 
los  publicistas  posteriores  no  siguieron  las  aguas  de  Aristóteles,  porque  se 
dejaron  guiar  por  la  tendencia  autocrática  que,  considerando  al  Estado 
como  una  entidad  independiente  de  la  sociedad,  llamado  a  dominarla,  no 
tiene  porqué  preocuparse  del  asiento  que  ella  ocupe  en  el  globo.  De  aquí 
viene  que  hasta  hoy  mismo  no  se  hayan  preocupado  los  autores  de  desa- 
rrollar y  completar  la  teoría  política,  jurídica  y  sociológica  que  el  pensador 
griego  no  pudo  sino  esbozar. 

Mommsen,  Lf  Droit  Public  ¡x'nniniíi.   i.   \'\'.   p;ig.   371,   476  a  478. 

(  a  t  )  Hallani.  ilistoii-f  dr  ¡'F.umjw  un  Muyen  Aí^r.  t.  1.  chap.  1, 
pag.   lío 

Guizot,  < iouvi-rneincnt  fíf'jtrcsentntií'.  t.  I.  10"'"-  le(;-on,  pag.  1.^7  el 
I  I'-'ne  Ir^on.  pag.    151. 

Fustel  de  Coulanges,  Ln  Monarrhir  ¡''rnn<¡u('.  chap.  II,  p.ig.  '>0  et 
chap.   XVI,  pag.  608. 
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Cuando  un  monarca  ejecutaba  esOvS  actos  (observa  Thierry), 
obraba  menos  como  rey  que  como  padre  de  familia.  Como 
quiera  que  el  ejercicio  del  mando  iba  vinculado  a  la  pro- 
piedad territorial  con  absoluta  prescindencia  de  la  noción 
de  la  soberanía,  dichos  actos  no  tenían,  bajo  ningún  respecto, 
carácter  ¡eolítico.  Si  en  un  tiempo,  a  la  muerte  de  los  prínci- 
pes, se  formaban  lotes  que  se  distribuían  a  la  suerte,  es  por- 
que tanto  los  pueblos  como  los  gobiernos,  completamente 
aj'unos  del  derecho  público,  tenían  al  reino  por  patrimonio 
del  monarca,  y  para  reglar  la  sucesión  a  la  muerte  del 
propietario,  no  conocían  más  reglas  que  las  del  derecho 
civil  (  a  u  ). 

Nada  pone  más  de  manifiesto  la  confusión  de  ambos  dere- 
chos que  la  espontánea  organización  del  feudalismo.  Des- 
pués de  tantas  investigaciones  como  se  han  hecho  para 
descubrir  las  bases  y  los  orígenes  de  este  sistema,  se  ha 
llegado  a  la  conclusión  de  que  uno  de  sus  principios  orgá- 
nicos de  carácter  más  fundamental  era  la  confusión  de  la 
propiedad  y  la  soberanía:  el  propietario  ejercía  sobre  su 
dominio  los  derechos  de  soberano,  y  sólo  podía  ser  sobe- 
rano el  que  tenía  una  propiedad  sobre  la  cual  poder  ejer- 
cerlos (  a  r  ). 

A  la  misma  conclusión  nos  hace  llegar  el  estudio  del  pri- 
vilegio de  la  primogenitura.  Durante  varios  siglos  se  tuvo 
la  primogenitura  por  institución  de  derecho  público,  sea 
porque  provee  al  reemplazo  casi  automático  de  los  funcio- 
narios del  Estado,  sea  porque  manteniendo  el  principio  de 
la  indivisión  hereditaria,  constituyó  y  salvó  la  unidad  nacio- 
nal en  cada  una  de  las  monarquías  europeas.  La  verdad 
es,  sin  embargo,  que  en  sus  orígenes  la  primogenitura  fué 
instituida  por  el  derecho  civil  con  el  ostensible  propósito 
de  mantener  indivisas  las  propiedades  para  que  en  medio 
de  la  anarquía  reinante  no  se  amenguase  la  fuerza  defensiva 


(au)     Thierry,  Lettves  sur  Yhistoire  de  France.  X,  pag-.   145. 

(  a  r)     Sumner  Maine,    L' Anden    Droit    et   la    Coutumc  primitive, 
chap.  V.   pag.   199. 
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de  los  propietarios.  En  el  orden  púl)lico  se  adoptó  tam- 
bién la  reorla  hereditaria  de  la  primoj^^enitura,  no  por  otra 
razón  sino  porque  en  él  se  aplicaban  sin  distinciones  las  re- 
glas del  derecho  privado   (  ;í  a'  ). 

Porqué  se  confunden  en  los  pueblos  atrasados  la  propie- 
dad y  la  soberanía,  es  un  hecho  que  la  ciencia  explica  de  ma- 
nera satisfactoria:  la  confusión  es  ocasionada  exclusiva- 
mente por  el  carácter  colectivo  de  la  propiedad  territorial. 
Es  evidente,  en  efecto,  que  si  a  los  princij)ios  predominase 
la  apropiación  individual  del  suelo,  pronto  se  advertiría  tjue 
aun  sin  ser  propietario,  el  Estado  tiene  sobre  todo  el  terri- 
torio ciertos  derechos,  el  de  mandar,  el  de  administrar,  el 
de  impedir  las  incursiones  de  los  extraños,  etc.,  etc.  Por  el 
contrario,  cuando  el  territorio  pertenece  al  pueblo  entero, 
coino  entidad  colectiva,  el  Estado  se  imagina  ejercer  estos 
mismos  derechos  en  su  carácter  de  simple  propietario.  En 
tal  situación,  no  se  ocurre  distinguir  el  orden  piíblico  del 
orden  privado.  Una  reunión  general  parece  ser,  a  la  vez 
de  derecho  público  porque  a  ella  concurre  todo  el  pueblo, 
y  de  derecho  privado,  porque  se  compone  de  los  condue- 
ños del  suelo.  Un  camino  que  se  abre  por  acuerdo  común 
parece  a  la  vez  ser  público  porque  todos  tienen  derecho 
a  transitar  por  él  y  ser  privado  |)orque  corre  dentro  de 
una   propiedad. 

Esta  confusión  de  ambos  derechos,  cjue  subsiste  hasta 
largos  siglos  después  que  se  ha  empezado  a  individualizar 
la  propiedad  (  «,v),  presta  a  los  princi[)ios  ayuda  eficací- 
sima a  la  foriTiación  del  territorio.  En  efecto,  se  preocupa 
tan  poco  el  listado  primitivo  de  gobernar  bien  a  los  pue- 
blos, de  achninistrarles  buena  justicia,  de  darles  buenas 
leyes,  o  sea  de   ejercer  las    prerrogativas   de  la    soberanía. 


(  n  A  )  .Aciam  Smith,  Ri<hfssr  tlrs  Xníions.  i.  II.  liv.  III,  clmii  II, 
pag.   415    et   41(1. 

{ny)  Kl  mismo  Grotius  no  distin):;;uia  bien  aml>us  derechos  como  lo 
|)ruel>a  el  hecho  de  haber  enseñado  que  en  el  derecho  natural  la  propie- 
dad y  la  soberania  se  extinguen  de  una  mi.sma  manera.  Li'  I>rnit  ilr  In 
(iuerre  et  üf  la  l'aix,  t.  I,  liv.  II,  cha|>.  IX. 
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que  sin  duda  el  incentivo  principal  que  le  mueve  a  ensan- 
char su  territorio  es  el  interés  que  en  él  tiene  como  propie- 
tario. Cuando  las  tribus  salvajes  se  disputan  un  territorio, 
la  manzana  de  la  discordia  no  es  la  soberanía,  puesto  que 
sus  normas  jurídicas  tienen  carácter  personal;  es  la  pro- 
ducción, cuyo  goce  exclusivo  despierta  el  más  vivo  senti- 
miento de  la  apropiación.  La  noción  de  la  soberanía  territo- 
rial solo  se  forma  en  estados  sociales  mucho  más  adelantados, 
cuando  individualizada  la  propiedad,  se  encuentra  el  Estado 
en  una  situación  en  que  siente  que  sin  ser  propietario  puede 
ejercer  su  autoridad  sobre  todo  el  territorio,  y  que  aun, 
cuando  se  desprende  de  todo  dominio,  conserva  íntegro  su 
imperio,  porque  ad  reges  potestas  pertinet,  ad  singulos 
proprietas,  y  omnia  imperio  possidet,  singiili  dominio  {az). 

§  31.  Mientras  la  población  vive  nómada,  no  hay  posibi- 
lidad alguna  de  que  se  disuelva  el  régimen  del  estatuto  per- 
sonal porque  el  principio  de  la  sangre  predomina  en  abso- 
luto; y  merced  a  la  fuerza  conservadora  del  hábito,  continúa 
imperando,  por  lo  menos  parcialmente,  hasta  largos  siglos 
después  de  haberse  adoptado  la  vida  sedentaria.  Acerca  de 
este  punto,  ya  hemos  observado  (§  19)  que  aun  en  las  socie- 
dades más  cultas  subsisten,  a  la  manera  de  los  fósiles  de  la 
vida  orgánica,  restos  jurídicos  del  estatuto  primitivo. 

Empero,  desde  el  mismo  día  en  que  un  pueblo  adopta  la 
vida  sedentaria,  sin  tomar  en  cuenta  otras  causas  ni  otras 
circunstancias,  queda  constituido  un  nuevo  estado  social  en 
que  el  territorio  propende  a  convertirse,  con  influencia  cre- 
ciente, en  base  del  Estado,  de  las  instituciones  y  del  dere- 
cho {  b  a  ).  Sin  que  nadie  piense  de  pronto  en  renunciar  al 
principio  orgánico  de  la  consanguinidad,  el  principio  terri- 
torial se  empieza  a  introducir  como  subrepticiamente  entre 
los    cimientos    del   edificio    porque    en  los    nuevos  arreglos 


(az)     Bluntschli,   Théorie  genérale  de  l'État.  Hv.  IV,   Chap.  V. 
Schaffle,  Struttuva  e  Vita  del  Corpa  Sociale,  t.  11,  pa.g.  681. 

(ha)     Posada.    Tratado   de  Derecho   Político,  libr.   II.  cap.   III.  pág-i 
ñas  92  a  94   y  lib.  III,  cap.  III,  pág.   117. 

Sumner  Maine,  Les  Institutions  Primitives.  chap.   III,   pag.   91. 
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sociales  y  políticos,  máxime  en  la  creación  de  nuevas  insti- 
tuciones, no  se  puede  dejar  de  tener  cuenta  del  territo- 
rio (  /)  /)  ). 

Con  singular  saíjacidad,  Grote  observó  esta  evolución  en 
la  historia  primitiva  del  Ática.  «  El  lazo  de  agregación 
( dice  )  formado  por  la  religión  y  la  familia  es  el  más  antiguo, 
]>ero  aun  cuando  el  lazo  político  se  adopta  ni;'is  tarde,  ad- 
c]uiere,  durante  la  mayor  parte  de  la  historia,  una  influencia 
siempre  creciente.  P^n  el  primer  período,  las  relaciones  per- 
sonales constituyen  el  principio  predominante,  y  las  de  ca- 
rácter territorial  son  meramente  subordinadas;  en  el  segundo, 
la  propiedad  y  la  residencia  se  convierten  en  circunstancias 
predominantes,  y  del  elemento  personal,  no  se  tiene  cuenta 
sino  en  cuanto  aparece  ligado  a  ellas  »    (  b  c  ). 

Podemos  estudiar  esta  importante  evolución  en  numero- 
sos pueblos.  Una  de  las  primeras  radicaciones  territoriales 
que  la  tradición  y  la  historia  recuerdan  es  la  que  se  supone 
hecha  por  Moisés  y  Josué  cuando  los  israelitas  invadieron  y 
conquistaron  la  tierra  de  Canaán.  Según  la  leyenda  bíblica, 
Moisés  repartió  los  territorios  de  Sehon  y  Og  entre  las  tri- 
bus de  Rubén  y  de  Gad  y  la  media  de  Manases  (  />  <¡  ),  y 
Josué  repartió  el  resto  de  Canaán  entre  las  otras  nueve  tri- 
bus y  la  segunda  mitad  de  Manases  (  h  f  ). 

Kn  Atenas  se  atribuía  a  Clístenes  la  m;is  antigua  radica- 
ción territorial  tle  que  se  conservaba    memoria  y  c|ue  parece 


(  h  h  )  Por  causa  de  la  ignorancia  de  los  orígenes  dtl  derecho,  el 
principio  de  la  soberanía  territorial  parecía  tan  inconcuso  a  los  jurisct)n- 
sultos  de  los  siglos  X\'ll   y   XVIII   que  se  suponía  ser  de  derecho  natural. 

«  Celui  ou  ceux  quí  ont  la  souveraine  autoritó  \  dit  Boullenois  )  ont  seuls 
droit  de  faire  des  lois,  et  res  lois.  doivent  élre  exécuiées  dans  tous  les 
endroits  de  la  souveraineté  ou  elles  sont  connues  en  la  maniere  prescripte. 
<\'ttt-  hihaÍiih'  t'st  aussi  ancirimt'  (¡uc  le  iiinmlr-. 

Bullenois,  Traite  de  ¡n  I'risoiinulitf''  et  ríe  la  Renlité  des  ¡,nis.  t.  I, 
pag.   2. 


{  h  r  )     Grote,   Ilistoire  de  In  ( ifri-e.   t.    IV.   pag.    97. 
(  lid)     I >riiteroi¡(nnio.  cap.  III. 
h  r  )     l.'l   ¡.ilini  <li'  dnsiié.  cap.   XXIII. 
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haberse  practicado  en  el  año  508  A.  de  J.  Dividió  aquel  legis- 
lador el  pueblo  en  10  tribus,  que  radicó  en  sendos  barrios  de 
la  ciudad,  y  todo  el  territorio  en  30  distritos  o  demoi,  corres- 
pondiendo tres  distritos  a  cada  tribu.  De  esta  manera,  obser- 
va Grote,  se  estableció  la  distribución  local  segiin  los  demos 
o  cantones  como    base  de  las  nuevas  tribus  políticas  (  h  í  ). 

Por  lo  tocante  a  Roma,  se  atribuye  a  Servio  Tulio  el  haber 
dividido  la  población  urbana  en  cuatro  tribus  y  asignado  a 
cada  una  un  cimvteh  esto  es,  un  cuarto  de  la  ciudad.  Cuan- 
do la  monarquía  cayó  derrumbada,  había  otras  16  o  17 
tribus  radicadas  en  los  campos,  y  entre  los  años  283  y  513 
de  Roma  se  crearon  otras  hasta  enterar  35  (§  22,  nota  di). 
Como  lo  observa  Alommsen,  la  división  del  pueblo  romano 
en  tribus  tuvo  por  base  un  reparto  del  territorio:  a  cada 
una  se  asignó  un  barrio  en  la  ciudad  y  un  terreno  en  el 
campo,  donde  quedó  radicada   (bg). 

Cuando  los  bárbaros  invadieron  el  Imperio  Romano,  lle- 
garon divididos  en  tribus,  cuyo  principio  orgánico  era  la 
consanguinidad;  pero  a  virtud  de  la  ocupación  permanente, 
la  marca  germánica  se  convirtió  en  una  circunscripción;  las 
centurias,  que  habían  sido  personales,  se  hicieron  territo- 
riales (bh):,  el  j^rincipio  de  la  territorialidad  se  subrogó  al 
de  la  sangre;  las  relaciones  de  señor  a  beneficiario  fundadas 
en  la  propiedad  se  sustituyeron  a  las  de  parentesco,  y  el 
jefe  de  la  tribu  pasó  a  ser  jefe  de  feudo  (  b  i  ). 


(bf)     Démosthéne  et  Eschine,   CEuvres,  t.  I,   pags.   171   et  277. 

Aristóteles,  La  République  Athénniene,  §21. 

Grote,  Histoire  de  la  Grece.  t.  IV,  pag.  105. 

{bg)     Mommsen,  Droit  Public  Romain,  t.  VI',  pag-.    108,  et   181. 

Mispoulet  en  sus  Éfiide  d'lnstitutions  fíomaines,  impugna  esta  doc- 
trina de  Mommsen  a  nuestro  juicio  con  poco  acierto,  chap.  I. 

Denys  d'Halicarnase,  Antiquités  Romaines,  t.  III,  liv.  IV,  chap  IV, 
pag.   38  a  41. 

(bh)  Glasson,  Histoire  du  Droit  et  des  Institutions  de  VAngle- 
terre,  t.  I,  chap.  V,  pag.   188. 

(  b  i  )  Sumner  Maine,  Les  Institutions  Primitives,  chap.  III,  pag.  92 
et   107. 

Gneist,  Constitution  Communale  de  VAngleterre,  t.  I,  pag.   35. 


176  CAPÍTULO    TERCERO,    §  31 

El  mismo  doble  carácter  real  y  personal  tenían,  a  la  época 
de  la  conquista  española,  los  cnlpulli  del  Imperio  de  Moc- 
tezuma, porque  a  semejanza  de  los  (hmoi  de  Ática,  se  com- 
ponían de  individuos  de  una  misma  sangre  que  habitaban 
un  territorio  común   (  hj  ). 

Y  el  ayllu  aymará,  que  originariamente  parece  haber 
sido,  según  lo  observa  Saavedra,  una  simple  parentela, 
significó  después,  por  obra  de  la  evolución  y  el  crecimiento, 
una  tribu   territorial  (  h  1). 

En  todos  estos  casos,  la  población  sigue  como  antes  de 
radicarse,  dividida  en  agrupaciones  consanguíneas,  cada  una 
de  las  cuales  está  arraigada  en  un  cantón;  y  merced  a  este 
arreglo,  el  espíritu  conservador  de  los  pueblos  mantiene  las 
divisiones  sociales  haciéndolas  coincidir  con  los  distritos 
territoriales  y  dejándolas  siempre  sujetas  al  estatuto  per- 
sonal   (  h  m ). 

Con  referencia  a  los  subditos  del  Imperio  Incásico,  nos 
informa  Garcilaso  de  la  Vega  que  « no  les  era  lícito  casarse 
los  de  una  provincia  en  otra,  ni  los  de  un  pueblo  en  otro, 
sino  todos  en  sus  pueblos,  y  dentro,  en  su  parentela  (como 
las  tribus  de  Israel),  por  no  confundir  los  linajes.  .  .  Tam- 
poco les  era  lícito  irse  a  vivir  de  una  provincia  a  otra,  ni 
de   un  pueblo  a  otro,   ni   de  un  barrio  a  otro,  porcjuc  no  po- 


{hJ)     Spencer.   Pi-i¡ici¡>i's  de  Socinlnisi''.  t.   III.   i;   512. 

(  h  ¡  )     Saavedra,   El  Ayllii.   páij.    loJ. 

Según  Uhle,  el  ayllu  peruano  subsiste  hasta  nuestros  días  con  los  mis- 
mos caracteres.  Uhle,  El  Aylln  ¡'''fiiniin.  páf;.  81.  del  Jioli'tin  de  In 
Sociedad  Geográfica  de  Lima.   1911. 

(  h  m  )  Sin  peligro  de  confusiones,  cuando  el  historiador  antiguo  quiere 
denotar  la  sangre  de  un  personaje,  lo  caracteriza  diciendo  que  pertenece  a 
la  tribu  o  al  demos  tal  o  cual,  y  cuando  el  geógrafo  i|uiere  describir  un 
país,  habla  de  los  demos  en  que  está  dividido.  Strabon,  (iéo^rapltie. 
t.  III.  liv.   IX,  S   21,  pag.   213. 

Kn  Roma,  la  palabra  curia,  que  era  un  grupo  político  y  personal,  se 
empleó  a  la  larga  para  designar  la  |)arte  del  territorio  donde  las  ffciilcs 
que  la  componían  estaban  radicadas.  Mommsen,  iJroit  Public  Romaiii. 
t.   VI',  pag.    104. 
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dían  confundir  las  decurias,  que  estaban  hechas  de  los  ve- 
cinos de  cada  pueblo  y  barrio  «    (h  n). 

Empero,  la  subsistencia  del  estatuto  personal  después  de 
las  radicaciones  no  obsta,  en  cada  caso,  a  la  realización  de 
un  gran  progreso  político,  cual  es  que  la  organización  social 
queda  fundada  para  lo  futuro,  no  sólo  en  la  base  de  la  con- 
sanguinidad, sino  también  en  la  de  la  residencia  local;  y  la 
ley,  que  hasta  entonces  sólo  había  regido  para  la  agrupación 
de  consanguíneos,  empieza  a  regir  también  para  el  distrito 
donde  ellos  han  sido  arraigados. 

Las  antiguas  tribus  griegas  y  latinas  (dice  Giraud-Teulon) 
formaron  a  menudo  confederaciones  parecidas  a  la  de  los 
norteamericanos;  pero  los  verdaderos  ^stados  políticos 
datan  del  día  en  que  las  relaciones  jurídicas  fundadas  en  la 
consanguinidad,  fueron  reemplazadas  por  un  régimen  fun- 
dado en  el  principio  territorial  (bñ). 

De  estas  observaciones-  se  infiere  que  la  radicación  terri- 
torial propende  a  quitar  a  los  lazos  de  la  sangre  el  carácter 
de  lazos  políticos,  sustituyendo  al  estatuto  personal  el  terri- 
torial. El  arte  y  la  ciencia  política  no  han  inventado  hasta 
el  día,  otro  medio  de  abrogar  el  régimen  primitivo  fundado 
en  la  consanguinidad.  Cuando  la  autocracia  rusa  se  propuso 
desagregar  las  tribus  de  los  Kirguizes,  cuya  autonomía  la 
molestaba  (1867),  recurrió  a  un  medio  análogo:  decretó 
una  radicación  territorial  que  artificiosamente  no  coincidía 
con  la  división  del  pueblo  en  tribus  (h  o  ). 

A   los  pueblos   antiguos   no  pasó  inadvertido  el  alcance 


{b  n)  Según  Uhle,  en  el  Imperio  de  los  Incas,  «-  cada  ayllu  tenía  sus 
adoratorios,  objetos  de  culto  y  ceremonias  religiosas  distintas.  ...  y  la  for- 
ma de  los  ejércitos  reflejaba  las  divisiones  de  las  tribus  en  ayllus,  porque 
los  avllus  marchaban  a  la  guerra  separados  uno  del  otro  . .  .  Como  en  el 
campo,  los  avllus  ocupaban  en  la  capital  diferentes  barrios».  Uhle,  El 
Ayllu  Peruano,  pág.  84,  del  Boletín  de  la  Sociedad  Geográfíca  de 
Lima,   I9II. 

(b  ñ)  Giraud-Teulon,  Les  Origines  du  Mariage  et  de  la  Famille, 
chap.  XXIII,  pag.  463. 

(bo)     Dingelstedt,  Le  Réginie  Patriarchal  des  Kirghiz,  pag.  II. 
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de  este  progreso  como  lo  prueba  el  hecho  de  que  sus  tra- 
diciones atribuyesen  tendencias  democráticas  a  todos  aque- 
llos legisladores,  por  ejemplo  Clístenes  y  Servio  Tulio,  que 
habían  introducido  el  principio  territorial  en  las  bases  de  la 
organización  social. 

En  esta  evolución  nada  ocurre  que  no  aparezca  en  per- 
fecta conformidad  con  las  leyes  sociales,  A  los  principios, 
cuando  las  tribus  viven  en  permanente  y  recíproca  hostili- 
dad; cuando  por  falta  de  seguridad,  de  caminos  y  de  co- 
mercio no  hay  relaciones  de  pueblo  a  pueblo;  cuando  la 
población,  ora  nómada,  ora  sedentaria,  vive  confinada  y  sin 
movilizarse  en  el  estrecho  circuito  de  su  territorio,  la  ley 
de  la  consanguinidad  basta  al  orden.  Pero  cuando  se  des- 
arrollan la  agricultura,  la  industria  y  el  comercio,  los  hom- 
bres pasan  de  una  tribu  a  otra  llevados  por  sus  negocios, 
y  entonces  sobrevendrían  la  impunidad,  el  desorden  y  la 
anarquía  si  en  respeto  al  fuero  gentilicio,  no  se  aplicara  en 
cada  caso  la  ley  local,   ¡ex  loci. 

Preparada  por  el  progreso  social,  muy  a  menudo  esta 
evolución  ha  sido  impuesta  por  la  ley  de  la  victoria,  porque 
los  grandes  conquistadores  antiguos,  y  en  particular  los 
romanos,  que  tanto  respetaban  el  estatuto  personal  de  los 
pueblos  vencidos  en  lo  tocante  a  la  administración  local  o 
interna,  les  sujetaban  para  los  efectos  de  su  dominación  polí- 
tica y  militar  a  un  régimen  que  prescindía  de  las  relaciones  de 
consanguinidad  y  que  imponía  indistintamente  a  todos  los 
liabitantes.  Lo  mismo  se  repitió  en  la  luJad  Media.  Gneíst 
nos  informa  que  por  efecto  de  la  conquista  normanda,  el  rey 
(juedó  en  Inglaterra  con  más  poder  que  el  cjue  sus  colegas 
tenían  en  el  continente;  que  al  distribuirla  propiedad  territo- 
rial, dejó  a  vencidos  y  vencedores  muy  sujetos  a  la  autoridad 
real,  y  que  atropellando  el  estatuto  personal,  formó  distritos 
territoriales  para  la  administración  de  justicia  (  />  /» ). 


(  hji  )     Gneist.  ('oiíslitutioii  i'ommuiuiU-  'Ir  í Aii^h-tm-r.  t.  I,  pag.  94. 

Marquardt  manifiesta  cómo  la  extensión  del  privilegio  de  la  ciudadanía 
rumana  trajo  consigo  el  imperio  de  la  igualdad,  o  sea  la  sustitución  del 
fbtatuto  personal  por   el   estatuto   real.     Junto  con  extenderse  aquel  privi- 
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La  sustitución  de  un  estatuto  por  otro  ha  dejado  en  el 
orden  público  huellas  patentes  que  la  historia  política  nos 
ha  conservado.  Según  se  ha  observado,  durante  largos 
siglos,  mientras  imperó,  casi  exclusivamente  el  estatuto  per- 
sonal, la  tribu  daba  su  nombre  al  territorio,  y  se  llamó 
Grecia  al  país  habitado  por  los  griegos;  Germania,  al  ha- 
bitado por  los  germanos;  Galia,  al  habitado  por  los  galos; 
Francia,  al  habitado  por  los  francos,  e  Inglaterra  fué  la 
tierra  de  los  ingleses.  En  conformidad  con  estos  usos,  los 
príncipes  eran  conocidos  con  los  nombres  de  jefes  de  los 
helenos,  o  de  los  germanos,  o  de  los  galos,  o  con  el  de  rey 
de  los  ingleses,  de  los  francos,   de  los  visigodos. 

Bajo  el  influjo  del  estatuto  territorial,  tenemos  ahora  que 
ingleses  son  los  que  nacen  en  Inglaterra,  franceses  los  que 
nacen  en  Francia,  griegos  los  que  nacen  en  Grecia;  y  en 
conformidad  con  este  nuevo  uso,  Juan  sin  Tierra  prefirió 
llamarse  rey  de  Inglaterra;  en  lugar  de  rex  Francorum, 
Enrique  IV  adoptó  el  título  de  rey  de  Francia  y  de  Na- 
varra, y  modificaciones  análogas  se  han  hecho  inás  o  me- 
nos inconscientemente  en  cada  una  de  las  monarquías  euro- 
peas (bq).  El  título  de  emperador  de  los  franceses,  con 
que  se   pretendió   sustituir  el  principio  de  la  territorialidad 


legio,  «la  lengua  romana  se  convirtió  en  la  lengua  oficial,  y  se  difundió  a 
lo  lejos  suplantando  los  dialectos  locales.  ...  El  derecho  de  acunar  mo- 
neda desapareció  de  toda  Italia;  el  antiguo  derecho  privado  de  las  ciuda- 
des confederadas  cedió  el  lugar  al  derecho  romano  ;  el  vestido  romano, 
las  costumbres  romanas,  los  nombres  romanos,  el  cómputo  del  tiempo  se 
impusieron  en  toda  la  Italia  inferior  y  en  pocos  años  se  borró  hasta  el 
recuerdo  de  los  tiempos  anteriores  a  la  dominación  romana  ».  Marquardt, 
L'Organisation  de  FEmpire  Romain.  t.  í.  pag.  86. 

(b  q  )     Summer  Maine,  Les  lustitutions  Priniitives.  chap.  III,  pag.  93. 

Lyall  observa  que  la  voz  Radjputana  en  la  India  no  significa  el  país  de 
los  radjputas  en  el  sentido  en  que  Francia  significa  al  presente  el  país  de 
los  franceses,  sino  en  el  sentido  mucho  más  antiguo,  según  el  cual,  Lom- 
bardía  significaba  el  país  conquistado  por  los  lombardos,  y  Francia,  el 
país  ocupado  por  los  francos.  La  Radjputana,  es  pues,  aquel  territorio 
donde  un  clan  de  radjputas  pretende  la  dominación  para  su  jefe  y  la  po- 
sesión para  sí  por  derecho  de  ocupación  y  de  conquista.  Lyall,  Moeurs 
de  rEstréme  Orient,  chap.  VIII,  pag.  +17. 
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por  el  de  la  nacionalidad,  solo  brilló  un  momento  como 
una  fugaz  supervivencia  de  un  pasado  sin  vuelta. 

En  una  palabra,  desde  el  momento  en  que  una  tribu  se 
establece  definitivamente  en  un  territorio  (dice  Sumner 
Maine  ),  la  tierra  empieza  a  reemplazar  al  parentesco  como 
fundamento  de  la  organización  social.  Por  cierto  esta  sus- 
titución se  opera  muy  lentamente,  de  suerte  que  bajo  al- 
gunos respectos  no  está  todavía  cumplida,  y  en  lo  referente 
a  la  constitución  de  la  familia,  subsiste  el  lazo  de  la  san- 
gre. Pero  en  los  grupos  más  considerables,  el  suelo  donde 
viven  propende  a  formar  un  vínculo,  en  reemplazo  del  pa- 
rentesco (  b  r),  que  por  lo  tocante  al  Estado,  se  esfuma  en 
la  vaga  y  poco  positiva   noción  de  la   nacionalidad. 

§  32.  Las  lindes  territoriales  tienen  por  objeto  circuns- 
cribir el  territorio  donde  cada  Estado  ejerce  su  soberanía 
con  exclusión  de  los  demás  Estados,  o  donde  la  autoridad 
local  ejerce  su  jurisdicción  con  exclusión  de  las  autorida- 
des de  otras  circunscripciones.  A  los  confines  del  territo- 
rio nacional  que  llegan  hasta  las  lindes  divisorias  y  que 
presentan  el  frente  a  los  países  circunvecinos  se  da  el 
nombre  particular'de  frontoras  (h  rr). 

Aunque  en  los  pueblos  civilizados  las  lindes  divisorias 
son  mera  consecuencia  del  estatuto  real,  encuéntraselas 
establecidas  aun  en  los  más  atrasados  como  medio  de  cir- 
cunscribir los  territorios  en  que  las  respectivas  tribus  pue- 
den cazar  y  pescar.  Darwin  atestigua  que  entre  los  fue- 
guinos los  territorios  están  separados  por  fajas  desiertas 
(/>  .s);  y  según  Engels,  entre  los  indígenas  de  Norte  Amé- 
rica, corría    alrededor  de    cada    territorio  una    ancha   zona 


(/>/•)     Sumner  Mzine,  Les  Institiitions  I'rlniifivrs.   chap.   III,  pajr.  91. 
Posada,   Tratado  de  Derecho  Político,  t.  I.  4it).  IV,  cap.  II. 

{b  rr)  I>a  palabra  frontera  viene,  sin  duda,  de  frons.  frente.  En  el  len- 
guaje militar  se  decía  en  francés  faire  frnntiére  en  el  mismo  sentido 
en  que  hoy  decimos  hacer  frente:  »  et  comme  on  faissait  frontic-re  par- 
ticuliérement  sur  les  limites  des  pays  (dice  Littré  en  su  Dictionnaire  de 
la  Lan^ue  Frnncaise),  le  mot  a  ¡iris  le    sens  de  limites  d'Ktat  a  Ktat  •. 

( />  s)  Darwin,    \'nyage  d'iiii  Xatiiraliste.  pag.  232  et   237. 
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neutral.  El  mismo  objeto  tenían  el  bosque  limítrofe  de  los 
antiguos  germanos,  el  desierto  de  los  sueyos  que  Julio 
•  César  menciona,  el  isarnliolt  de  los  daneses,  el  sñchsen- 
Müld  y  el  hranihor  (en  eslavo,  bosque  protector),  que  en- 
tre los  eslavos  y  los  alemanes  dio  su  nombre  al  Brande- 
burgo  (h  t),  y  las  marcas  que  los  bárbaros  invasores  es- 
tablecieron entre  territorio  y  territorio  y  cuya  inviolabili- 
dad se  puso  a  cargo  de  empleados  llamados  marqueses. 
Simples  marcas  o  territorios  de  separación  fueron  origina- 
riamente la  Lorena,  el  Austria  y  la  Dinamarca. 

Sin  embargo,  en  los  pueblos  más  atrasados  las  lindes 
divisorias,  semejantes  a  los  cercados  particulares,  tienen 
más  bien  carácter  jurídico  que  político  porque  casi  no  se 
instituyen  más  que  para  sustraer  de  la  codicia  extraña  la 
producción  de  cada  paraje.  Con  ellas  se  circunscribe  la 
propiedad  antes  que  el  territorio.  Sólo  cuando  empieza  a 
regir  el  estatuto  real,  en  estados  sociales  más  o  menos 
adelantados,  se  empieza  a  dar  a  las  lindes  divisorias  el 
fin  político  de  circunscribir  el  territorio  donde  se  ha  de 
ejercer  la  soberanía. 

Los  linderos  que  separan  entre  sí  a  los  Estados  son 
naturales  o  artiñciales.  Son  naturales  las  quebradas,  las 
cordilleras,  los  ríos,  lagos  y  mares,  las  selvas  y  demás  ac- 
cidentes del  terreno  que  estorban  la  pasada  de  un  país  a 
otro.  Son  artificiales  los  mojones,  los  hitos,  las  murallas 
que  el  hombre  construye  para  fijar  en  el  terreno  la  línea 
divisoria,  de  suyo  imaginaria  (  h  u). 

Sean  ellos  naturales    o    artificiales,    la  línea  divisoria,  si 


(h  t)  Engels,  Origen  de  la  Familia,  de  la  Propiedad  y  del  Es- 
tado, cap.  III,  pág.  161. 

Viniendo  de  Nicaragua  hacia  el  Sur,  a  30  o  40  leguas  de  Panamá,  «rey- 
naban  allí  (dice  Herrera)  cuatro  señores  de  lenguas  diferentes,  que  te- 
nían cercados  sus  pueblos  de  cavas  y  palenques,  y  cardos  fuertes  y  es- 
pinosos, tan  entretegidos  que  hacían  una  pared  muy  fuerte  s.  Herrera. 
Historia  de  las  Indias  Occidentales,  t.  I,  Década  II,  lib.  III.  cap.  VI, 
pág.  307. 

(  h  ii)  Bluntschli,  Théorie  genérale  de  l'État,  liv.  IV,  chap.  IV,  pag.  220. 
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no  está  fijada  por  una  muralla,  nunca  aparece  en  el  te- 
rreno ni  es  visible  sino  iniagrinaria.  Cuando  los  linderos 
son  artificiales,  ella  corre  de  hito  en  hito  alrededor  de  • 
todo  el  territorio.  Cuando  son  naturales,  corre  en  las  cor- 
dilleras o  por  las  más  altas  cumbres  o  por  el  divortiu 
nquanini:  en  los  ríos,  por  la  parte  media  y  más  honda  de 
la  cuenca;  en  los  lagos,  selvas  y  desiertos,  los  corta  por 
mitad;  y  en  el  océano,  va  a  15  kilómetros  de  la  costa  si- 
guiendo las  sinuosidades  de  la  playa.  Hn  contra  de  estos 
trazos,  han  solido  prevalecer  otros  o  por  obra  de  la  es- 
pada o  por  obra  de  acuerdos  internacionales. 

Aun  cuando  generalmente  la  linde  divisoria  sea  una  lí- 
nea imaginaria,  es  el  hecho  que  los  linderos  artificiales 
solo  se  establecen  a  falta  de  otros  porque  no  solo  impo- 
nen gastos  crecidos  de  construcción  y  de  conservación  sino 
también  porque  tienen  menos  eficacia  para  evitar  los  con- 
flictos de  jurisdicción  o  de  soberanía.  Tampoco  han  sido 
raras  en  la  historia  política  las  contiendas  provocadas  por 
la  remoción  de  los  hitos.  Para  evitarlas  en  absoluto  cuan- 
do los  linderos  son  artificiales,  habría  (jue  aislar  cada  te- 
rritorio por  medio  de  murallas  como  la  de  China. 

l'^n  parte  alguna  se  pueden  apreciar  mejor  los  inconve- 
nientes de  los  linderos  naturales  que  en  la  línea  divisoria 
de  Bélgica  y  de  Francia.  Fuera  de  un  corto  y  diminuto 
riachuelo  que  en  una  sección  de  dicha  línea  separa  ambos 
territorios,  los  linderos  limítrofes  consisten  en  caminos,  cer- 
cos, fosos,  paredes,  calles,  etc.  Hay  calles  que  de  un  lado 
son  francesas  y  belgas  del  otro,  y  hay  casas  que  tienen  una 
puerta  en  Francia  y  otra  en  Bélgica  (  />  v).  Fn  semejantes 
condiciones,  deben  de  ser  crónicos  el  contrabando,  el  co- 
hecho y  la  corrupción  de  los  cuerpos  de  aduana  y  del 
resguardo,  y  para  hacer  respetar  los  límites,  se  ha  de  ne- 
cesitar un   numeroso  personal  de  empleados. 

Los  linderos  naturales,  cuya  existencia  es  anterior  a  la 
del  Estado,    no    ofrecen    tales    inconvenientes.    Adoptados 


(/.  y)   Vallaux,   />r  Sol  rt   ll'Jtnt,   f,  32,  pap.    I08. 
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espontáneamente  como  base  para  fijar  la  extensión  terri- 
torial del  Estado,  ellos  están  indicando,  con  el  dedo,  la 
línea  hasta  donde  se  puede  llegar  y  de  donde  no  se  puede 
pasar  y  poniendo  dificultades  con  los  entorpecimientos  del 
tránsito  a  la  violación  de  la  soberanía  de  los  pueblos  cir- 
cunvecinos. 

Porque  para  que  el  Estado  tenga  base  fi'sica  en  la  na- 
turaleza y  no  sea  una  creación  meramente  convencional  y 
política,  se  requiere  que  esté  encuadrado  y  determinado 
por  linderos  que  fijen  de  manera  visible  la  ubicación  que 
en  el  globo  de  la  tierra  le  corresponde.  Sean  ríos,  cor- 
dilleras, lagos,  selvas,  desiertos,  quebradas,  etc.,  todo  aque- 
llo que  en  el  estado  primitivo  aisla  a  los  pueblos,  sirve  a 
la  vez  para  defenderlos,  constituye  su  autonomía  física  y 
favorece  el  desenvolvimiento  pacífico  e  independiente  de 
su  personalidad  y  de  sus  instituciones.  Cuanto  mejores 
sean  los  confines  naturales  y  mejores  las  vías  internas  de 
comunicación  (dice  Schaeffle  ),  tanto  más  fácil,  típica  y  du- 
raderamente se  convertirá  el  territorio  en  Estado  {bv). 

Independientemente  de  los  acontecimientos  históricos,  un 
territorio  parece  constituir  un  Estado  natural  cuando  por 
su  clima,  por  su  producción,  por  su  sistema  fluvial,  por 
su  configuración  y  su  orografía,  y  sobre  todo,  por  sus 
fronteras  naturales,  se  diferencia  de  los  territorios  circun- 
vecinos. 

Si  por  obra  de  la  guerra  y  de  las  combinaciones  diplo- 
máticas, se  forman  varios  Estados  en  una  vasta  llanura  siem- 
pre igual  a  sí  misma,  ellos  parecen  ser  creaciones  simple- 
mente políticas  o  militares  que  por  carecer  de  base  y  de 
autonomía  naturales,  han  nacido  condenados  a  desapare- 
cer o  a  refundirse  en  uno  solo.  Y  por  el  contrario,  cuando 
el  territorio  tiene  caracteres  propios  y  defensas  naturales 
que  le  distinguen  y   aislan  de  los  circunvecinos,    la    perso- 


(b  y)  Vallaux,  Le  Sol  et  l'État.  §  32. 

Burgess,    Ciencia  Política   y   Derecho  Constitucional,    t.    I.    lib.    I. 
cap.   I,  pág.   12,  y  cap.  II. 

Schaeffle,  Stnittura  e  Vita  del  Corpa  Sociale.  t.  II,  pag.   141. 
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nalidad  del  Estado  aparece  más  de  relieve  y  su  existen- 
cia mejor  garantida. 

A  este  respecto,  es  digno  de  estudio  el  caso  asaz  signifi- 
cativo de  la  Suiza.  El  Estado  que  en  el  siglo  XIX  tomó 
este  nombre,  fué  en  la  Edad  Media  una  simple  porción 
del  Santo  Imperio  Germánico;  pero  por  efecto  de  la  natu- 
raleza montañosa  de  su  territorio,  vivió  siempre  en  un  aisla- 
miento muy  semejante  a  la  independencia,  poco  dócil  a  la 
dominación  imperial.  Era  costumbre  en  aquellos  siglos  que 
los  pueblos  que  tenían  intereses  comunes  formasen  ligas 
entre  sí  para  fines  comerciales,  y  en  mérito  de  ella,  los  que 
habitaban  el  nudo  de  los  Alpes  siempre  se  habían  ligado 
sólo  entre  sí,  como  si  nada  tuviesen  que  ver  con  el  resto 
del  Imperio.  Habituados  a  esta  autonomía,  cuando  la  co- 
rona quiso  someterlos  a  la  ley  común,  ya  era  tarde  y  sus 
montañas  les  permitieron  resistir  y  emanciparse.  Es  el  caso 
más  típico  (jue  se  puede  citar  de  un  Estado  que  se  forma 
principalmente  por  obra  de  su  territorio.  Por  eso,  aun  cuan- 
do el  prodigioso  perfeccionamiento  de  los  medios  ofensivos 
propende  a  igualar  la  suerte  de  todos  los  pueblos,  se  ha 
observado,  con  razón  (ij  17)  c|ue  de  los  países,  unos  son 
por  naturaleza  dependientes,  y  otros  por  naturaleza  imle- 
pendientes  (/>  a  ). 

En  suma,  los  linderos  naturales  tienen  las  siguientes  ven- 
tajas: 1'  por  regla  general  no  imponen  a  los  Estados  gastos 
de  construcción  ni  de  conservación ;  2'  si  no  evitan  en  abso- 
luto, disminuyen  considerablemente  las  contiendas  y  conflic- 
tos tle  jurisdicción  y  de  soberanía,  y  3'  constituyen  mejor 
la  autonomía  física  del  Estailo,  le  sirven  de  baluarte  y  a 
menudo  le  preservan  de  la  guerra  y  la  conquista.  En  cam- 
bio, tienen  un  defecto  que  no  carece  de  gravedad,  cual  es, 
que  entorpecen  la  interpenetración,  la  amistad  y  el  comercio 
entre  los  pueblos  vecinos. 

En  mérito  de  estas  inapreciables  ventajas,  los  Estados 
trataron    siempre   de  dar  a  sus  respectivos   territorios   lintle- 


( />  .\  I  Vallaux.   I,c  Sol  rt   l'IClnt,  ^  :S2,  pa>r.   loS. 
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ros  naturales.  Las  murallas  limítrofes  construidas  en  algu- 
nos paises,  en  la  China,  en  la  Quersoneso  (b  z),  en  la  JVIé- 
dia  {c  a),  en  Derbend  {c  h);  los  canales  y  fosos  abiertos  en 
otras  partes,  por  ejemplo  en  Thesalónica  (ce),  confirman 
nuestra  observación  porque  estos  linderos  se  construyeron 
artificialmente  solo  a  falta  de  los  otros. 

En  mérito  de  estas  ventajas,  algunos  Estados  han  preco- 
nizado la  teoría  de  las  fronteras  naturales  como  fundamento 
y  justificación  de  la  política  de  conquista;  y  ante  este  peli- 
gro, algunos  geógrafos,  verbigracia  Vallaux,  se  han  puesto 
a  sostener  que  no  hay  fronteras  naturales  {ccli). 

Por  de  contado,  ni  la  teoría  de  las  fronteras  naturales 
justifica  la  conquista,  ni  sería  motivo  para  desconocerlas  el 
que  los  Estados  conquistadores  funden  su  política  belicosa 
en  la  necesidad  de  tenerlas.  Ora  los  linderos  sean  natura- 
les, ora  sean  artificiales,  los  Estados  poderosos  propenden  a. 
absorber  a  los  débiles  con  ímpetu  tanto  más  incontrastable 
cuanto  menores  son  las  barreras  que  obstaculizan  su  paso. 
En  este  sentido,  es  claro  que  los  linderos  naturales  entorpe- 
cen la  conquista,  la  cual  se  opera  expeditamente  cuando  la 
línea  divisoria  corre  por  hitos  artificiales  que  no  oponen 
tropiezo  al  paso  del  conquistador.  Según  esto,  la  teoría 
de  las  fronteras  naturales  es  un  mero  pretexto,  como  lo  es 
la  de  las  nacionalidades,  porque  con  ella  o  sin  ella  los  acon- 
tecimientos siguen  un  mismo  curso. 

Sin  distinción  de  fronteras  naturales  y  artificiales,  pode- 
mos observar  que  así  como  la  historia  de  la  constitución  po- 
lítica comprende  en  gran  parte  la  historia  de  las  vicisitudes 
internas,  así  la  historia  de  la  constitución  territorial  com- 
prende, en  gran  parte,  la  historia  de  sus  vicisitudes  interna- 

(b  z)     Heródoto,  Los  Xueve  Libros,  lib.  VI,  cap.  XXXVI. 
{  c  a)     Jenofonte,  Expedition  de  Cyriis,  Vw.  II,  chap.  IV. 
(cb)     Justi,  Historia  de  la  Antigua  Persia.  pág.  93,  t.  II,  de  la  His- 
toria Universal,  de   Oncken. 

(ce)     Strabon,  Géographie,  t.  II,  liv.  VII,  frag-mento  28. 
í  cch)     Vallaux,  Le  Sol  et   l'État.  §  69. 
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cionales.  Sí  el  Estado  ha  sido  conquistador  o  conquistado, 
sus  vicisitudes  adversas  o  favorables  se  reflejan  en  los  cam- 
bios que  la  línea  fronteriza  lia  sufrido.  Tal  es  en  sustancia 
la  doctrina  que  se  infiere  de  la  conocida  obra  de  Freeman,  ti- 
tulada Historin  done  ral  do  Eurojm  por  lu  (¡ooirmiiH  Politicti. 

§  33.  Las  divisiones  territoriales,  obra  genuina  del  esta- 
tuto real,  tienen  por  objeto  facilitar  la  administración  y  el 
orobierno  de  los  pueblos  y  establecer  la  igualdad  entre  los 
ciudadanos  sometiendo  a  unas  mismas  autoridades  y  a  unas 
mismas  leyes  a  todos  los  habitantes  {<■  (]). 

Sin  las  divisiones  territoriales,  no  habría  igualdad  posible, 
porque  de  los  servicios  del  Estado  sólo  aprovecharía  aque- 
lla parte  de  la  población  que  residiese  en  la  capital,  y  las 
leyes,  si  eran  rigurosamente  cumplidas  en  el  lugar  del  asien- 
to de  los  Poderes  Públicos,  carecerían  de  vigor  a  la  dis- 
tancia. 

En  las  sociedades  más  atrasadas,  siempre  divididas  en  di- 
minutas tribus  independientes,  la  pequenez  de  la  población 
y  la  estrechez  del  territorio  hacen  innecesarias  las  divisio- 
nes administrativas.  Por  otra  parte,  el  estatuto  personal 
repugna  estos  arreglos,  porque  bajo  de  su  imperio  cada 
ciudadano  lleva  consigo  su  fuero  donde  quiera  que  vaya;  y 
sometido  al  jefe  designado  por  la  sangre,  no  acepta  la  su- 
jeción a  la  autoridad  del  jefe  departamental.  Es  el  esta- 
tuto real,  combinado  con  el  crecimiento  del  Estado,  la  causa 
que  da  origen  a  las  divisiones  territoriales.  Bajo  el  imperio 
del  estatuto  real,  la  extensión  del  Pastado  impone  la  divi- 
sión territorial  así  como  la  complejidad  de  la  administra- 
ción impone  la  división  en  ramas.  Dividir  la  administración 
en  ramas  es  señalar  a  cada  empleado  la  clase  de  funciones 
que  le  incumbe;  dividirla  en  distritos  es  fijarle  los  límites 
tle  su  jurisdicción. 

Prescindiendo  de  las  radicaciones  de  tribus,  radicaciones 
que  siempre  han  llevado  envuelta  una  división  del  territorio, 
estos  arreglos  se   han  hecho  por  obra  de  los  acontecimien- 
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tos  internacionales  antes  que  por  deliberación  de  los  gober- 
nantes y  legisladores.  Desde  que  un  pueblo  empieza  a 
crecer  merced  a  la  conquista,  la  ley  de  la  victoria  que  iguala 
a  todos  en  la  sujeción,  se  auna  con  el  aumento  del  territo- 
rio para  imponer  la  división  del  Estado  en  departamentos  o 
provincias. 

Verdad  es  que  entre  los  propósitos  del  vencedor  no  se 
cuenta  el  de  dividir  el  territorio  para  dar  buena  administra- 
ción a  los  vencidos.  Pero  el  deseo  de  mantenerlos  sojuz- 
gados le  induce  a  imponerles  gobiernos  locales,  transfor- 
mando los   Estados   subyugados   en  verdaderas  provincias. 

Así  procedió  Roma.  No  incorporó  de  pronto  a  los  pue- 
blos vencidos  en  el  Estado  romano,  sino  que  los  dejó  sub- 
yugados en  calidad  de  pueblos  extraños,  sin  los  derechos 
políticos  anexos  a  la  ciudadanía.  Para  el  efecto  de  la  su- 
jeción, fué  formando  con  cada  haz  de  pueblos  de  cada  raza 
una  o  más  circunscripciones  militares  que  denominó  provin- 
cias, esto  es,  regiones  vencidas  que  quedaban  sujetas  a 
pagar  un  tributo  o  censo  y  gobernadas  menos  por  sus  pro- 
pias leyes  que  por  la  voluntad  arbitraria  de  los  prefectos  o 
procónsules  romanos  (c  e). 

Así,  la  España  fué  dividida  el  año  de  197  a.  de  J.  C,  en 
dos  provincias,  Hispania  citerior  e  Hispania   ulterior:  con 


(ce)  Originariamente  se  daba  el  nombre  de  proviiicin  a  toda  misión 
confiada  a  un  ciudadano,  ora  por  el  Senado,  ora  por  el  pueblo,  con  pode- 
res omnímodos.  Posteriormente,  cuando  se  limitaron  los  poderes  de  los 
funcionarios  superiores  de  Roma,  se  llamó  provincia  a  la  esfera  de  acción 
de  cada  magistrado.  En  el  mismo  sentido  nosotros  empleamos  la  voz  depar- 
tamento: departamento  de  hacienda,  departamento  de  gobierno,  etc.  Des- 
pués de  las  conquistas  de  la  Cerdeña  y  de  la  Sicilia,  la  voz  provincia,  se 
empezó  a  emplear  en  el  sentido  de  gobierno  de  ultramar,  significando 
ora  el  comando  de  un  país  situado  fuera  de  Italia,  ora  la  región  misma  su- 
jeta a  la  autoridad  de  un  gobernador.  Como  quiera  que  a  diferencia  de 
los  territorios  itálicos,  los  demás  se  suponían  pertenecer  al  pueblo  romano 
y  para  ser  explotados,  aún  por  los  antiguos  dueños,  había  que  pagar  el 
vectigal  o  trihutum.  resultó  que  la  provincia  quedó  convertida  en  una 
circunscripción  administrativa  del  Imperio  Romano,  situada  fuera  de  Italia, 
en  los  países  conquistados,  sometida  a  un  magistrado  que  la  gobernaba 
autocráticamente,  o  en  nombre  del  pueblo,  o  en  nombre  del  Senado  y  sujeta 
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la  Macedonia  se  formó  otra  el  año  de  146;  y  Julio  César 
erigió  cuatro  en  las  Galias  (c  /'). 

Esta  conducta  fué  impuesta  a  Roma  por  el  imperio  que 
en  aquella  época  ejercía  el  estatuto  personal.  En  su  magna 
empresa  de  conquistas,  aquel  pueblo  no  habría  podido, 
con  todas  sus  fuerzas  y  poderío,  abarcar  la  enorme  exten- 
sión que  alcanzó  si  hasta  cierto  punto  no  hubiese  respetado 
la  autonomía  y  los  fueros  de  los  Estados  que  subyugaba. 

No  de  otra  manera  procedieron  otros  pueblos  conquista- 
dores de  la  Antigüedad.  Con  referencia  al  antiguo  Egipto, 
observa  Lenormant  que  para  los  efectos  administrativos,  el 
territorio  estaba  dividido  en  cierto  número  de  distritos  que 
los  griegos  llamaban  nomos,  y  que  los  más  de  ellos  correspon- 
dían a  principados  feudales  de  los  tiempos  primitivos,  cuyos 
límites  habían  sido  respetados  por  el  Estado  faraónico  (e^'). 

Por  la  misma  causa,  procedieron  de  la  misma  manera  los 
reyes  de  la  época  moderna  en  su  gran  lucha  con  el  feuda- 
lismo. En  su  tarea  histórica  de  reconstitución  de  la  unidad 
del  Estado,  la  reyecía  tuvo  buen  cuidado  de  respetar  la 
personalidad  jurídica  de  los  feudos  porque  cuando  los  so- 
juzgaba y  los  convertía  en  simples  provincias  o  departa- 
mentos, les  conservaba  sus  antiguos  límites  y  les  reconocía 


a  pagar  el  tributo  de  los  vencidos.  Marquarrit.  [^'< )fixniiisation  dr  ri:' tu- 
piré Eomaiii,  t.  II,  pág.  499  a  503. 

«Primitivement,  le  mot /)Z'ori/7c/a  s'est  dit  de  toute  mission  confiée  par 
le  sénat  cu  par  le  peuple  a  un  citoyen  avec  pleins  pouvoirs.  II  se  disaii. 
par  exemple.  de  la  mission  de  faire  une  guerre:  Hclluní  adversus  Aequos 
Fabio  ])rnyincia  data  rst.  ..  C'est  seulemcnt  sous  l'Empire  et  pas  tout 
a  fait  au  debut  que  le  mot  a  pris  une  signilication  géographique  ».  Fustel 
de  Coulanges,  La  (raule  Roniaine,  liv.  II,  chap.  III,  pág.  194. 

Kreeman,  Ilistoirc  do  VF.arnpo  par  la  (iéoisraphir  Politiipir.  liv.  1. 
chap.  II,  pag.  5.^  el  54. 

(  c  f)  Incumbía  al  general  vencedor,  auxiliado  por  diez  senadores,  or- 
ganizar las  provincias  y  su  administración  militar  en  cada  país  conquistado. 
Marquardt.  Or^anisation  do  I'Fmpiro  lioinaiii.  t.  11.  pag.  67,  I IX,  205 
et  503. 

{  c  f()  Lenormant,  Jlistniro  Aiicioiiiir  dr  í<>iirtit.  t.  III.  liv.  I\'. 
chap.  I,  §  3,  pag.   30. 
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cierta  autonomía.  En  Francia,  estos  departamentos  que 
anteriormente  habían  sido  feudos  independientes  se  cono- 
cieron con  el  nombre  de  países  de  Estado  y  existieron 
hasta  1790,  año  en  que  la  Convención  hizo  una  división 
territorial  que  prescindió    de  todos  los  fueros  (c  h). 

Como  hechas  sin  plan  sistemático  por  obra  de  los  acon- 
tecimientos, las  divisiones  territoriales  históricas  tienen  la 
ventaja  de  respetar  las  relaciones  jurídicas,  sociales  y  co- 
merciales que  se  han  establecido  antes  de  que  los  Estados 
se  hayan  convertido  en  simples  provincias;  pero  adole- 
cen de  ciertos  defectos  que  redundan,  a  la  larga,  en 
daño  de  la  administración,  del  gobierno  y  aun  de  la 
igualdad.  Desde  luego,  sus  términos  no  se  proporcionan 
recíprocamente  porque  cada  uno  se  ha  formado  con  inde- 
pendencia de  los  otros,  como  fruto  casual  de  una  guerra  u 
otro  acontecimiento  internacional  y  no  como  circunscrip- 
ción erigida  en  atención  a  las  necesidades  del  gobierno  y 
del  servicio  público.  En  seguida,  mientras  estas  provin- 
cias formadas  de  Estados  antes  independientes  conservan 
su  autonomía,  la  administración  no  se  uniforma  en  todo  el 
Estado,  la  autoridad  del  gobierno  es  en  unas  partes  mayor 
que  en  otras,  y  la  ley  no  es  una  ni  el  derecho  igual. 

No  obstante  los  inconvenientes  de  las  divisiones  históri- 
cas, no  siempre  ha  sido  empresa  fácil  rehacerlas  sistemá- 
ticamente. Orgullosas  estas  provincias  de  su  pasada  inde- 
pendencia, de  su  actual  autonomía  y  de  sus  valiosos  fueros, 
el  Estado  ha  tenido  que  respetarlas  para  no  crearse  difi- 
cultades, resignándose  a  tener  más  cuenta  de  los  antece- 
dentes históricos  que  de  las  necesidades  del  servicio  público. 
Bien  conocidas  son  las   dificultades  con  que  todo  gobierno 


( c  h)  Con  referencia  a  las  circunscripciones  erigidas  en  Alemania  bajo 
el  nombre  de  círculos,  dice  Freeman  :  <  Cest  ainsi  que  nous  avons  les 
deux  cercles  de  Haute  et  Basse  Saxe,  et  les  trois  cercles  de  Franconie. 
Souabe  et  Baviére.  Ce  sont  les  noms  des  anciens  duches,  et  tous  ees  cer- 
cles ont  une  conexión  géographique  plus  ou  moins  grande  avec  les  an- 
ciens pays  dont  ils  portent  le  nom  ».  Freeman,  Histoire  de  l'Europe  par 
la  Géo^raphíe  Politique.  liv.  11,  chap.  I,  pag.  203. 
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tropieza  en  España  por  causa  de  la  rebelde  e  ¡namaloramable 
autonomía  de  las  provincias  vascongadas,  del  antiguo  con- 
dado de  Cataluña  y  de  otras  partes  integrantes  de  la  mo- 
narquía. 

Con  esta  resistencia  se  ha  tropezado  siempre  en  todas 
aquellas  naciones  cuyas  provincias  fueron  en  un  tiempo 
Estados  independientes.  Aun  en  naciones  donde  el  impe- 
rio del  estatuto  real  está  sólidamente  asentado  se  suelen  re- 
sistir estas  divisiones  sistemáticas,  que  forman  las  circuns- 
cripciones territoriales  prescindiendo  de  los  vínculos  de  la 
sangre  y  de  la  nacionalidad.  «  Causa  extrañeza  (  observa 
Tocqueville )  la  extrema  facilidad  con  que  la  Asamblea 
Constituyente  destruyó  de  un  solo  golpe  las  antiguas  provin- 
cias de  Francia,  algunas  más  antiguas  que  la  monarquía,  divi- 
diendo sistemáticamente  el  reino  en  83  partes  diferentes  como 
si  se  tratase  del  suelo  virgen  del  nuevo  mundo.  Nada  sorpren- 
dió y  espantó  más  al  resto  de  Europa,  que  no  estaba  prepa- 
rada para  semejante  espectáculo.  «  Es  la  primera  vez  (  decía 
Burke)  que  se  ven  hombres  destrozando  a  su  patria  de 
manera  tan  bárbara».  Y  en  efecto,  parecía  que  se  despre- 
zaban  cuerpos  vivos  cuando  en  realidad  se  desprezaba  un 
cadáver  »   (  c  i  ). 

A  pesar  de  la  supremacía  que  el  estatuto  personal  tuvo 
en  los  tiempos  pasados,  la  Antigüedad  alcanzó  a  conocer  las 
divisiones  sistemáticas  establecidas  a  los  principios  de  ma- 
nera subrepticia  para  no  chocar  con  el  régimen  imperante. 
En  efecto,  las  radicaciones  de  tribus,  operaciones  que  ve- 
mos generalizarse  en  varios  de  los  Estados  antiguos  y  que 
consistían  en  asignar  a  cada  grupo  social  una  comarca,  lleva- 
ban envuelta  y  como  disimulada  una  verdadera  división  te- 
rritorial. .\un  cuando  esencialmente  la  radicación  no  era  a 
menudo  más  que  un  reparto  de  campos  fiscales,  el  arraigo 
(le  las  tribus,  grupos  autónomos,  hacía  de  las  comarcas  ver- 
daderos términos  de  una  división  territorial. 

Prescindiendo  de  las   radicaciones,  se  puede  tener  por  una 


{<•!)     Tocíjuevillf.   L'Ancii'ti  L'rísiiiir  n  la   ¡i'f^\iilnti(ni.  ¡laj^.   137. 
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de  las  primeras  divisiones  sistemáticas  que  la  historia  de  Eu- 
ropa menciona  la  que  en  Italia  practicó  el  emperador  Au- 
gusto cuando  formó  con  los  Estados  peninsulares,  todos  los 
cuales  estaban  bajo  la  mano  de  Roma,  once  grandes  regiones. 
vSin  embargo,  por  instintivo  respeto  al  estatuto  personal,  esta 
división  parece  haber  dejado  incólume  la  autonomía  de  los 
pueblos  itálicos,  antes  independientes,  para  todos  los  efectos 
de  la  administración  interna  (  cj  ). 

Las  divisiones  territoriales  de  los  Estados  no  son,  no  de- 
ben ser  arreglos  caprichosos  y  ni  aun  arreglos  simétricos. 
Para  practicarlas  con  acierto,  hay  que  tener  cuenta  conjun- 
tamente de  la  población,  de  la  extensión  y  topografía  del 
país,  de  su  riqueza  y  estado  industrial  y,  por  último,  y  so- 
bre todo,  de  sus  necesidades  políticas  (  e  A:).  En  las  esta- 
dísticas demográfica,  industrial  y  agrícola,  y  en  las  cartas 
geográfica,  hidrográfica,  orográfica  y  topográfica,  se  encuen- 
tra la  mayor  parte  de  los  datos  que  se  necesitan  para  for- 
mar las  varias  circunscripciones. 

En  la  América  latina,  donde  las  varias  comarcas  y  países 
no  tienen  personalidad  histórica  porque  nunca  constituye- 
ron Estados  independientes,  las  divisiones  territoriales  se 
pueden  practicar  sin  haber  atención  más  que  a  la  conve- 
niencia de  los  servicios  públicos,  a  las  limitaciones  naturales 
y  a  la  necesidad  de  subordinarlas  a  los  sistemas  políticos. 
Por  el  contrario,  en  la  mayor  parte  de  las  naciones  euro- 
peas, las  divisiones  territoriales  de  carácter  político  respetan 
hasta  hoy  mismo  la  autonomía  feudal  de  la  Edad  Media, 
por  manera  que  a  causa  de  la  desigual  extensión  que  los 
feudos  tenían,  sucede  que  al  lado  de  una  circunscripción 
muy  grande  hay  otra  muy    pequeña  y  un  funcionario  encar- 


(  cj  )  Marquardt,  Organisation  de  l'Empive  Roniain.  t.  II,  pags.  3 
et  7.  La  voz  región  viene,  sin  duda,  de  regir.  Formar  once  regiones, 
por  consiguiente,  quiere  decir  lo  mismo  que  formar  once  gobernaciones. 
En  el  uso  vulgar  se  ha  quitado  a  la  voz  región  su  significado  político 
y  solo  se  la  da  un  significado  geográfico. 

{ck)     Bluntschli,   Théorie  genérale  de  l'État.  liv.  III,  chap.  VI. 
Colmeiro.  Derecho  Administrativo  EspañoL  lib.  II,  cap.  IV. 
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gado  de  una  vasta  administración  se  codea  con  otro  encar- 
gado de  una  administración  municipal.  Aunque,  la  perfecta 
simetría  es  difícil  de  establecer,  esta  desproporción  no  se 
íustifica  sino  cuando  es  requerida  por  las  necesidades  de  la 
administración  y  el  gobierno. 

Por  regla  general,  en  todos  los  Estados  hay  varias  di- 
visiones territoriales  porque  se  hace  una  para  cada  una  de 
las  grandes  ramas  de  la  administración  pública.  Así,  por 
ejemplo,  en  Chile  el  territorio  está  dividido  en  23  provin- 
cias para  los  efectos  políticos;  en  seis  regiones,  presididas 
por  sendas  Cortes  de  Apelaciones,  para  los  efectos  judicia- 
les; y  para  los  efectos  navales,  todo  el  país  constituye  un 
solo  departamento  dividido  en  15  gobernaciones  (  el). 

Esta  multiplicidad  de  divisiones  es  impuesta  por  la  dife- 
rencia de  necesidades  de  los  servicios  públicos,  de  los  cuales 
unos,  como  el  del  registro  civil,  requieren  circunscripciones 
nniv  pequeñas,  y  a  otros,  como  el  de  la  administración  ma- 
rítima, bastan  unas  pocas  grandes  circunscripciones. 

Pero  si  no  basta  una  sola  división  para  todos  los  servicios, 
en  bien  de  ellos  se  deben  hacer  coincidir  las  demarcaciones 
o  líneas  terminales,  en  forma  que  cada  circunscripción  judi- 
cial comprenda  cuatro  o  cinco  provincias  íntegras  y  que  la 
jurisdicción  militar  de  cada  comandancia  de  armas  abrace 
uno  o  más  departamentos,  y  nunca  alcance  a  simples  frac- 
ciones de  otro.  Para  este  efecto  es  la  división  política  la 
llamada  a  servir  de  base  por  más  importante  a  todas  las 
divisiones  territoriales. 

En  abstracto  no  se  pueden  fijar  las  dimensiones  de  cada 
circunscripción,  puesto  que  hay  que  atender  conjuntamente 
a  tantos  y  tan  heterogéneos  elementos,  l'na  extensión  que 
acaso  sería  enorme  para  cualquiera  de  los  países  más  po- 
blados de  Europa,  por  ejemplo,  para  Bélgica,  sería  acaso 
diminuta  para  cualquiera  de  los  más  grandes  países  de  la 
América  latina,  por  ejemplo,  para  la  Argentina  o  el  Brasil. 
En  cada  caso  y  en   cada   país   corresponde  al  estadista  fijar 


(rl)     Ley  del   30  de   Agosto  de    I84X. 
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el  número  y  la  extensión  de  las  circunscripciones.  Lo  único 
que  se  puede  sentar  teóricamente  es  que  toda  división 
territorial  debe  hacerse  en  forma  que  sus  términos  resulten, 
no  ¡guales,  pero  sí  pquivalontes,  estableciendo  entre  ellos 
una  relativa  proporcionalidad.  Si  no  se  hubiera  de  respe- 
tar el  principio  de  la  equiv'alencia,  no  habría  para  qué  alla- 
nar la  autonomía  de  las  circunscripciones  históricas. 

Alo-unos  tratadistas  son  de  sentir  que  las  divisiones  ad- 
ministrativas se  deben  hacer  en  forma  que  cada  circunscrip- 
ción coincida  con  una  región  natural.  Pero  como  lo  ob- 
serva Gallois,  las  regiones  naturales,  caracterizadas  por  sus 
climas,  por  sus  constituciones  geológicas,  por  su  produc- 
ción natural  etc..  son  de  tamaño  muy  desigual,  no  pueden 
servir  de  base  para  establecer  una  división  territorial  de 
términos  equivalentes  y,  sobre  todo,  rara  vez  estarán  for- 
madas de  manera  de  satisfacer  las  necesidades  de  la  admi- 
nistración y  del  Gobierno   (  c  U  ). 

Mucho  más  practicable  es  la  regla  que  manda  dar  en  lo 
posible  límites  naturales  a  las  circunscripciones  para  evifar, 
|)Or  una  parte,  los  conflictos  de  jurisdicción  territorial,  y 
por  otra,  los  cuantiosos  gastos  de  amojonamiento.  Pero  si 
esta  regla  se  puede  respetar  generalmente  en  los  países 
quebrados  como  Grecia,  Suiza  y  Chile,  es  inaplicable  en  los 
países  llanos. 

Toda  división  territorial  constituye  un  sistema  que,  ora 
espontánea,  ora  deliberadamente  se  forma  subordinado  al 
sistema  vigente  de  administración  y  de  gobierno.  Hay  Es- 
tados donde  cada  circunscripción  administra  por  sí  misma 
sus  intereses  y  en  que  el  gobierno  se  comunica  directa- 
mente con  todos  sus  agentes  locales:  en  ellos  no  cabe  más 
que  una  división  simple,  de  un  solo  grado,  en  municipios, 
cantones  o  distritos.  Hay  otros  Estados  donde  funcionan 
agentes  políticos  y  administrativos  de  primero,  de  segun- 
do y  de  tercer  orden,  escalonados,  formando  una  pirámide. 


{cU)     Gallois,  Régions   Xaturelles   et   Xoins  de   Pays.    chap.  XII. 
pao;.   230. 
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que  es  una  jerarquía:  en  ellos  se  requieren  indispensable- 
mente divisiones  compuestas  de  varios  grados,  que  guar- 
den concordancia  con  el  sistema  político. 

De  las  divisiones  territoriales  coni[)uestas,  la  más  grande, 
la  más  famosa,  que  ha  servido  de  modelo  a  todos  los  Pasta- 
dos unitarios  es  la  de  la  Iglesia  Católica.  Dividiendo  toda  la 
cristiandad  en  patriarcados,  cada  patriarcado  en  arquidió- 
cesis,  cada  arquidiócesis,  en  diócesis,  y  cada  diócesis  en 
parroquias,  puso  indirectamente  a  todos  los  fieles,  sin  dis- 
tinción de  clases,  sangre,  fortuna,  ni  sexo,  bajo  la  mano  del 
pontífice  de  Roma,  colocado  en  la  cúspide  de  esta  colosal 
pirámide.  Como  que  el  sistema  unitario  es  una  aplicación 
del  estatuto  real  mucho  más  perfecta  que  el  sistema  fede- 
ral, este  gobierno  eclesiástico  suprimió  para  los  efectos 
religiosos,  todas  las  clasificaciones  y  diferencias  sociales  y 
como  si  viese  en  todos  los  pueblos  que  llevaban  el  sello 
indeleble  del  bautismo  una  masa  perfectamente  homogénea, 
los  dejó  sometidos  a  una  misma  ley  y  a  una  misma  auto- 
ridad ( (•  m  ). 

§  34.  A  primera  vista  sería  de  creer  que  una  cosa  ma- 
terial, esencialmente  pasiva,  como  es  el  territorio,  carece  de 
virtud  para  ejercer  influencia  alguna  sobre  la  población  y 
que  el  modo  de  ser  y  de  obrar  de  una  entidad  racional  y 
activa  como  es  la  población,  no  puede  ser  determinado  por 
el  medio  físico.    Pero  estas    dos    proposiciones,    recipróca- 


le//!) Según  Freeman,  la  división  territorial  eclesiástica  estaba  ya  ha- 
cia el  siglo  XI  establecida  en  toda  Kuropa  occidental,  y  sus  circunscripcio- 
nes, patriarcados,  arquidiócesis,  diócesis,  corresjjondian  a  regiones  y  países 
más  o  menos  autónomos  que  existían  de  antemano.  Mas,  cuando  poste- 
riormente la  carta  j)olít¡ca  con  sus  divisiones  interiores  se  modificó,  se 
cambió  y  se  reformó,  la  división  eclesiástica  fué  mantenida  con  algunas 
modificaciones  exigidas  por  los  celos  lugareños  o  nacionales.  Esta  sub- 
sistencia de  las  divisiones  eclesiásticas  hace  que  sea  útil  consultarlas 
cuando  se  trata  de  averiguar  la  extensión  o  trascendencia  de  algunos  cam- 
bios políticos  que  afectaron  al  territorio.  Kn  ellas  se  puede  ver  que  algunos 
Estados  europeos,  sin  perder  su  personalidad  internacional,  se  han  en  gran 
parte  dislocado,  cambiando  no  sólo  sus  limites  sino  su  asiento.  I-"reeman. 
Histnirr  <¡v  l'EurnjU'  par  la  (¡éo<£rapliiv  Politirfiu:  liv.  I,  cha|).  VI. 
pag.   1 63. 
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mente  complementai'ias,  están  contradichas  por  la  tradición 
y  la  historia,  porque  es  la  verdad  que  todos  los  pueblos 
de  la  tierra,  para  no  agravar  las  dificultades  de  la  vida, 
siempre  se  conformaron  y  adaptaron  y  amoldaron  a  las 
condiciones  externas  en  que  les  cupo  vivir    (en). 

Se  ha  observado,  por  ejemplo,  que  las  necesidades  im- 
puestas a  la  primitiva  población  egipcia  por  las  condicio- 
nes físicas  de  su  territorio,  ejercieron  profunda  influencia 
en  su  historia.  Para  comprobarlo,  se  ha  llamado  la  aten- 
ción al  hecho  singular  de  que  los  trabajos  hidráulicos  que 
regularizan  las  inundaciones  anuales  del  Nilo  forman  un 
sistema  cuyas  partes  todas  se  ligan  de  tal  suerte  entre  sí 
que  si  se  descuida  una  sola,  todo  el  país  perece  víctima 
o  de  la  superabundancia  o  de  la  escasez  de  las  aguas. 
En  estas  condiciones  se  necesita  que  haya  para  todo  el 
Egipto  una  dirección  única  que  reglamente  las  irrigacio- 
nes. La  preocupación  popular,  tan  absurda  en  todo  el 
resto  del  mundo,  que  atribuye  al  gobierno  la  responsabi- 
lidad de  las  buenas  y  de  las  malas  cosechas,  se  explica  en 
Egipto,  donde  en  gran  parte  depende  de  la  administración 
el  rendimiento  anual.  Pues  bien,  estas  singulares  condicio- 
nes impusieron  allí,  desde  muy  temprano,  la  necesidad  de 
la  monarquía  absoluta  como  fundamento  de  la  unidad  na- 
cional, y  en  una  época  en  que  todavía  no  se  conocían 
grandes  naciones  en  ninguna  otra  parte  del  mundo,  la  tierra 
y  la  población  egipcias  aparecen  sólidamente  unificadas 
constituyendo    un  vasto  imperio.    Que  la  necesidad  de  unirse 


(c  n)  Posada,  Tratado  de  Derecho  Político,  t.  I.  lib.  IV,  cap.  II.  pág.  173. 

Con  referencia  a  las  tribus  del  África  ecuatorial,  dice  Cureau :  « Ces 
collectivités  y  sont  incitées  par  la  pression,  soit  d'aptitudes  de  race,  soit 
de  conditions  locales,  géographiques,  climatériques  ou  autres.  qui  ont  im- 
primé au  caractére  et  aux  aptitudes  des  habitants  d'une  contrée  une  orien- 
tation  analogue.  Telle  population  est  assise  sur  un  terrain  cuprifere:  elle 
a  été  amenée  naturellement  á  déterrer  le  mineral  et  á  en  isoler  le  metal. 
Telle  autre  est  riveraine  d'un  grand  fleuve:  la  nécessité,  la  forcé  meme 
des  choses  en  á  fait  des  navigateurs  et  des  pécheurs».  Cureau,  Les 
Sociétés  Primitives  de  FAfrique  Equatoriale,  pag.  289. 

Freeman,  Histoire  de  FEurope parla  Géographie Politique.  pag.  7  a  10- 
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fué  lo  que  hizo  la  unificación  se  comprueba  n  ])Osíi'riori 
con  el  hecho  significativo  de  que  cada  y  cuando  el  Estado 
se  ha  dividido,  han  sobrevenido  la  esterilidad  y  la  mise- 
ria (  c  ñ). 

Observaciones  análogas  nos  dan  la  clave  de  la  primitiva 
historia  de  Grecia.  La  configuración  del  territorio  griego 
(dice  Grote),  tan  semejante  bajo  de  ciertos  respectos  a  la 
del  territorio  suizo,  ocasionó  dos  efectos  contrarios,  por- 
que junto  con  ofrecer  a  los  pueblos  helénicos  medios  de 
fácil  defensa,  les  mantuvo  políticamente  desunidos  y  ali- 
mentó los  sentimientos  lugareños  a  costa  del  de  naciona- 
lidad. Sin  duda  (agrega  Curtius)  la  historia  de  cada  pue- 
blo no  es  la  resultante  fatal  de  las  condiciones  físicas  en 
que  él  vive;  pero  tampoco  es  dudoso  que  condiciones  tan 
acentuadas  como  las  que  caracterizan  los  alrededores  de 
la  hoya  del  Archipiélago  helénico  pueden  imprimir  una 
dirección  particular  a  la  vida  histórica  de  un  pueblo,  lín 
Asia,  donde  hay  vastísimas  comarcas,  siempre  uniformes, 
con  un  solo  golpe  se  perturban  regiones  inmensas  y  mi- 
llones de  hombres  tienen  una  suerte  y  una  historia  comu- 
nes. Pero  en  Grecia  cada  pulgada  de  terreno  se  rebela 
contra  semejante  historia  porque  las  ramilicaciones  de  sus 
montañas  han  formado  cantones  cjue  llevan  vida  aislada  e 
independiente  (n  o). 

Hablando  de  la  henicia,  observa  Pietschmann  (|ue  este 
pueblo  nunca  fué  una  potencia  belicosa  y  concjuistadora 
j)or(}ue  su  angosto  territorio  no  podía  introducirse  como 
una  cuña  entre  los  poderosos  Estados  del  Asia  Occiden- 
tal.    La  vertiente  occidental   del    Líbano,    llamada  el   Mon- 


{(•  ñ)   Lenormant,    lli^tnirr  Aixifinir  i¡r   ¡(ififiit.   t     II.   liv.    1.   cha|).  i. 
§   2,   pag.   2».. 

Li*    Ron,    LfS  ]>i-t'iiiirf('s   ('i\  ilisnt inia^.    liv.    III,   rha|).    I.   pa;^.    I9.v 

((•  o)  Grote,   üislñirv  <¡r  la  Gri-re.  t.  III.  2'i"<-    Parlie,  chaj).  I.  pa>r.  122. 
Curtius,  Histnirc  ^ri'cíjuv.  t.   I,  liv.   I,  cha|).   I,  §   II. 
Herzberg,  La   Historia    ilc    (irrcia    y    tlr     l'nmn.     ])á>;.    3,   t.    II   de   la 
Historia    Cniví^rsa]  de   Oncken. 

Comte,  Cours  de    Philosftphir    Positivr.    t     V.    I.III"'    Icvnn.   pap.    175. 
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tenegro  de  la  Siria,  resistió  siempre  con  grandísimo  éxito, 
semejante  a  una  fortaleza  inexpugnable,  la  embestida  de 
poderosos  ejércitos  enemigos.  En  estas  condiciones,  para 
ascender  a  las  crestas  de  las  estribaciones  y  penetrar  en 
el  corazón  de  aquel  país  montañoso,  a  través  de  angostos 
y  escarpados  barrancos,  los  fenicios  encontraban  relativas 
facilidades  si  iban  en  caravanas  mercantiles,  obstáculos 
insalvables  si  iban  en  son  de  guerra.  Por  la  sola  influen- 
cia del  medio  físico,  se  vieron  precisados  a  vivir  del  mar 
y  de  la  pesca,  y  haciéndose  navegantes  y  mercaderes,  se 
asimilaron  rápidamente  los  adelantos  de  los  demás  pueblos 
con   quienes  trabaron  relaciones    {e  p). 

La  península  hispánica  (observa  un  pedagogo)  tiene  un 
carácter  geográfico  muy  marcado  como  puede  notarlo  quien- 
quiera que  mire  en  un  mapa  sus  sistemas  de  ríos  y  mon- 
tañas, sus  bosques  y  sus  llanuras;  y  este  carácter  se  ha 
impreso  desde  los  tiempos  primitivos  en  la  vida  militar  de 
sus  habitantes:  por  sus  condiciones  físicas,  España  es  y 
siempre  ha  sido  un  país  fácil  de  defender  y  difícil  de  sub- 
yugar. Así  mismo,  la  situación  geográfica  y  la  configura- 
ción de  Inglaterra,  su  carácter  insular  y  sus  relaciones  con 
el  continente,  la  distribución  de  sus  ríos  y  mesetas,  sus 
costas,  sus  bahías  y  su  carbón  de  piedra  han  ejercido  gran- 
dísimo influjo  en  la  historia,  en  la  vida  y  en  el  carácter 
del  pueblo  inglés  {  e  q). 

Contraponiendo  a  estos  hechos  otros  que  parecen  ser 
contrarios,  Bagehot  negó  de  la  manera  más  categórica  la 
influencia  del  territorio  en  las  poblaciones.  Entre  Atenas, 
Esparta  y  Roma  ( observa ),  las  influencias  físicas  no  son 
sensiblemente  diversas,  y  sin  embargo,  los  tres  pueblos  apa- 
recen separados  por  diferencias  esenciales.  En  Australia, 
donde  los  ingleses  y  los  indígenas  viven  bajo  de  un  mismo 
clima,   aun   cuando  trascurran   mil   años  no  pasarán   los  pri- 


{e  p)  Pietschmann,  Historia  de  los  Fenicios,  pág.  9,  t.  II  de  la  His- 
toria  l'nivei\sal  de  Oncken. 

(c  q)  Hinsdale,  El  Estudio  y  la  Enseñanza  de  la  Historia,  cap.  X, 
pág.  179  y   180. 
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meros  a  pertenecer  a  la  raza  de  los  segundos.  Durante  lar- 
gos siglos  han  vivido  en  unas  mismas  regiones  tropicales  el 
papú  y  el  malayo,  sin  asimilarse  recíprocamente  ni  perder 
sus  caracteres  etnológicos.  A  todas  luces,  las  condiciones 
físicas  no  hacen  ni  las  razas  ni  las  naciones  (cr). 

A  la  verdad,  creemos  nosotros  que  se  pueden  aceptar 
tanto  las  observaciones  cuanto  las  conclusiones  de  Bagehot, 
sin  negar  en  absoluto  la  influencia  de  las  condiciones  físicas. 
Tal  cual  ha  quedado  incorporada  en  la  ciencia,  esta  doctrina 
no  atribuye  al  territorio  una  influencia  decisiva,  sino  mera- 
mente moditicatriz.  Reconocemos  qué  las  influencias  físicas 
tienen  la  virtud  de  imprimir  formas  peculiares  a  la  manera 
de  vivir  y  al  carácter  y  a  las  aspiraciones  de  los  pueblos; 
pero  no  creemos  que  el  papú,  de  raza  negra,  se  convierta  en 
ateniense,  de  raza  caucásica,  por  el  hecho  de  residir  durante 
algunos  siglos  al  pie  ílel  Pireo;  ni  creemos  que  si  líneas  hu- 
biese instalado  chinos  en  el  Lacio,  los  descendientes  hubie- 
ran desempeñado  en  el  mundo  el  papel  de  los  romanos,  con 
su  inescrupulosidad,  con  su  empuje  y  con  su  arrogancia. 
Cuando  afirmamos  que  el  clima  y  el  suelo  de  \'iña  del  Mar 
son  muv  fivorables  para  los  claveles,  lU)  (jueremos  sos- 
tener (jue  bajo  de  su  influencia  las  variedades  inferiores  ad- 
quieran la  lozanía,  la  brillantez,  ni  la  belleza  de  las  superio- 
res. Lo  único  (jue  sostenemos  es  que  las  condiciones  físicas 
de  cada  comarca,  secundando  la  naturaleza  étnica  del  pue- 
blo, ejercen  en  él,  así  como  en  cada  variedad  de  la  rosa, 
una  influencia  modeladora  { <•  /•/•). 

Si  el  medio  físico  no  ejerciera  influjo  en  la  societlad,  dice 
Ihering,  el  griego  sería  siempre  griego  v  el  germano  siempre 
germano,  donde  tjuiera  que  se  establecieran;  pero  en  tal 
caso  no  se  explicarían  las  diferencias  (]ue  hay  entre  uno  y 
otro,  porque  en  sus  orígenes  arios,  ambos  pueblos  formaban 
uno  solo  y  solo  más  tarde,  cuando  se  establecieron  respec- 
tivamente en  el  territorio  helénico  y  en  el  territorio  germá 


(cr)     Bagehot,   I>(}vc¡t)p¡}Pnn'nt  ilrs  .Vrtf/'»;js.  liv.  III.  pag.  93. 
((•/•/•)     Fri'cman,   ¡fisliiirr  ilf  ¡' luirni>r  j>ur  Iti  ( irofri-njiliir    PoJitiíjiir. 
pag    10. 
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nico,  adquirieron  caracteres  peculiares  e  individualidad  na- 
cional (c  s). 

Sin  aceptar  los  términos  absolutos  de  la  generalización  de 
Ihering-,  que  el  suelo  es  el  pueblo,  creemos  que  toda  sociedad 
lleva  impreso  en  su  frente  el  sello  del  país  donde  se  ha  des- 
arrollado, porque  « la  vida  del  organismo  social  como  la 
de  todo  organismo  ( observa  Schaeftle ),  es  por  mitad  el 
resultado  de  la  acción  externa  de  la  naturaleza  ambien- 
te »  (ct).  Las  llanuras  dan  origen  a  pueblos  pastores  y 
agricultores,  y  los  países  de  larga  costa  a  pueblos  marinos  y 
comerciantes.  Si  los  pueblos  mediterráneos  no  pueden  ser 
navegantes  ni  colonizadores,  no  pueden  ser  mineros  aquellos 
que  viven  en  comarcas  donde  no  hay  minas.  El  hombre  de 
las  zonas  templadas  desarrolla  mayor  energía,  más  aptitud 
para  el  trabajo,  más  resistencia  contra  las  adversidades,  más 
perseverancia  en  los  propósitos;  y  el  de  las  zonas  tórridas, 
se  inclina  más  al  ocio  y  a  los  placeres  fáciles,  rehuye  el  es- 
fuerzo, y  si  es  más  pronto  en  sus  determinaciones,  tiene  el 
grave  defecto  de  ser  menos  perseverante  en  la  acción.  «  Se 
ha  observado  con  razón  (dice  Le  Bon),  que  en  los  países 
cálidos  es  donde  se  han  encontrado  los  pueblos  más  dóciles 
al  yugo  del  despotismo  »    (  c  u  ). 

Xo  es  menor  la  influencia  que  el  territorio,  su  topografía, 
su  extensión,  su  ubicación  geográfica  ejercen  en  el  derecho 
público.  vSegún  sea  el  territorio  más  grande  o  más  pequeño, 
continuo  o  discontinuo,  insular  o  continental,  la  organiza- 
ción de  los  Estados  tiene  que  adoptar  una  u  otra  forma. 
Tan  imposible  como  es  la  centralización  administrativa  en  los 
países  más  extensos,  por  ejemplo,  en  la  China  o  en  Rusia, 
es  la  descentralización  en  los  Estados  que  se  llaman   muni- 


{c  s)     Ihering,    Prehistoria    de   los   Indo-europeos,    §    17,    pág.  109 
y  113. 

(ct)     Schaeffle,   Striittura  e   vita   del   Corpo   Sociale.   t.    I,   pag.  65 
e  t.  II,  pag.  681. 

i  cu)     Le  Bon,  Les  premieres  Civilisations.  liv.  II.  chap.  I,  pag.  135. 
Bluntschli,   Tliéorie  genérale  de  VEtat,  liv.  III,  chap.  II. 
Aristóteles,  La  Politique.  liv.  IV,  chap.  VI. 
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cipales,  porque  cada  uno  no  comprende  más  que  un  munici- 
pio. Merced  a  su  situación  insular,  resguardada  p:)or  la  na- 
turaleza contra  las  invasiones,  la  Oran  Bretaña  ha  podido 
descuidar  su  ejército;  pero  la  multitud  de  sus  dominios,  di- 
seminados por  toda  la  tierra,  la  han  gravado  con  el  soste- 
nimiento de  la  más  poderosa  armada  que  la  historia  ha 
visto  (e  v). 

No  obstante  la  verdad  de  estas  observaciones,  debemos 
vivir  prevenidos  contra  la  doctrina  materialista  que  supone 
la  absoluta  pasividad  de  la  población  regnícola  ante  la  ac- 
ción del  medio  físico  ambiente.  Desde  el  día  en  cjue  la  po- 
blación fija  su  residencia,  empieza  ella  un  trabajo  lento  y 
profundo  de  adaptación  del  territorio  a  las  necesidades  de 
sus  habitantes.  Principalmente  por  medio  de  la  agricultura. 
de  la  irrigación,  de  la  minería,  de  la  navegación  y  de  la 
viabilidad,  el  suelo  nacional  va  sufriendo  modificaciones 
que  lo  ponen  por  completo  al  servicio  de  la  población 
que  no  lo  ha  hecho  suyo  sino  para  explotarlo.  Las  con- 
diciones externas,  el  clima,  la  topografía,  la  orografía,  la 
hidrografía,  las  selvas,  las  costas,  la  producción  natural,  la 
facilidad  o  la  dificultad  de  las  comunicaciones,  etc.,  etc.,  fa- 
cilitan o  entorpecen  la  formación  y  el  desarrollo  del  listado, 
pero  no  lo  hacen  nacer  ni  perecer,  y  si  predis¡)onen,  no  dis- 
ponen, porque  la  voluntad  humana  conserva  su  poder  para 
modificarlas  y  utilizarlas.  Siendo,  como  es,  una  institución 
social,  el  Kstado  (jue  vive  sin  duda  i)ajo  la  influencia  de  las 
condiciones  externas  a  las  cuales  tiene  que  amoldarse,  nace 
como  fruto  espontáneo  de   la  evolución   de   la  sociedad  y  de 


(cv)  n  La  centralisation  et  la  déceniralisation,  Hans  le  j;ouvLTnenient 
et  dans  radministration.  dépendent  de  létendue  du  territoire,  du  lien  qui 
existe  entre  ses  difTérentes  parties,  des  comiinications  possihles,  du  ra- 
ractcTe  insulaire  du  pays.  Ainsi,  Torpanisation  des  f«)nciinns  i)idjli<jues 
ne  saurait  ¿tre  la  menie  dans  un  jjrand  Ivtat  et  dans  un  petit....  On 
s'explique  de  la  méme  fa(,on  que  les  institutions  des  Ktals  dc|)t)urvus  de 
c<')tes  soient  tout  autres  t|ue  celles  des  Ktats  insulaires.  L'n  jjrand  nombre 
des  institutions  de  l'Ktat  angeláis  sont  dans  leur  essence  inh<*rentes  aii  droit 
d'un  Ktat  insulaire*.  Jellinek,  J/Ktul  Minlrim-  et  suiít  ///vi/í,  t.  I,  chaj). 
IV.   tit.   II,   pan-  133. 


EL    TERRITORIO  201 


los  acontecimientos;  y  en  seguida,  por  medio  del  arte  y  de 
la  industria,  puede  llegar  a  dominarlas  en  tanto  cuanto  en- 
torpezcan su  desenvolvimiento.  Si  la  tribu  primitiva  está 
precisada  a  sufrirlas  pasivamente,  el  pueblo  culto  es,  hasta 
cierto  punto,  arbitro  de  su  suerte  porque  tiene  medios  para 
reaccionar  contra  ellas,  para  contrarrestarlas,  para  neutrali- 
zarlas y  aun  a  veces  para  hacerlas  servir  a  su  propio  bie- 
nestar y  progreso.  Por  ejemplo,  la  naturaleza  imprime  ca- 
rácter minero  a  la  población  de  Atacama,  pero  sin  vencer 
obstáculos  muy  graves,  el  Estado  podría  desarrollar  en 
aquella  provincia  la  agricultura,  el  comercio  y  otras  indus- 
trias (cy). 

En  suma,  hay  siempre  una  compenetración  recíproca  en- 
tre la  población  y  el  territorio:  la  naturaleza  física  somete 
la  sociedad  y  el  Estado  a  los  moldes  del  territorio,  y  la  ac- 
tividad social  política  modifica  más  o  menos  profunda- 
mente el  medio  ambiente. 

íj  35.  El  Estado  de  Chile  ejerce  su  soberanía  sobre  el  lar- 
go y  angosto  territorio  que  se  halla  tendido  en  las  faldas 
occidentales  de  los  Andes  desde  el  río  Zama,  situado  en  el 
paralelo  17°57'  por  el  norte  hasta  el  Cabo  de  Hornos,  situa- 
do en  el  paralelo  55^59'.  Con  una  anchura  de  170  a  400 
kilómetros  y  una  largura  de  4230,  esta  faja  mide  aproxima- 
damente una  superficie  de  690.356  kilómetros  cuadrados, 
mayor  que  la  de  cualquiera  nación  europea  si  se  exceptúa 
Rusia. 

Por  su  situación  geográfica,  por  su  configuración  topo- 
gráfica y  aun  por  su  clima,  el  territorio  de  Chile  es  uno 
de  los  mejor  caracterizados  del  orbe  entero.  Clausurado 
como  está  entre  los  Andes  y  el  Océano  porque  en  realidad 
no  tiene  más  que  límites  orientales  y  occidentales,  goza  a 
la  vez  de  las  ventajas  de  la  isla  y  de  la  tierra  continental  y 
constituye  una  perfecta  autonomía  geográfica  que  garantiza 
la  independencia  nacional  y  el  desarrollo  normal  de  su  his- 
toria.    Las  mismas  revoluciones  que  han  mantenido  a  otros 


(cjO     Jellinek,    VÉtat  Moderne  et  son  Droit,  t.  I,    chap.   IV,  t.   II. 
pag  135. 


202  CAPÍTULO    TERCERO,    sj    35 

pueblos  hispano-americanos  en  estado  de  convulsión  cró- 
nica, han  sido  muy  raras  en  Chile  porque  desde  antes  que 
el  territorio  estuviese  ligado  por  la  línea  férrea,  los  cro- 
biernos  han  podido  debelarlas  y  aun  evitarlas  merced  al 
ñ'icil  trasporte  de  fuerzas  por  la  vía  marítima. 

Tendido  desde  la  zona  tórrida  hasta  la  frígida,  este  iar- 
ouísimo  territorio  abunchi  en  toda  clase  de  productos  ve- 
getales y  minerales  y  está  dividido  en  tres  regiones  per- 
fectamente definidas:  la  mineral,  la  agrícola  y  la  de  los 
bosques  y  de  la  pesquería. 

La  región  mineral,  con  sus  inagotables  depósitos  de  sali- 
tre y  de  manganeso  y  con  sus  riquísimas  minas  de  fierro, 
de  cobre  y  de  plata,  llega  viniendo  del  norte  hasta  el  ()ara- 
lelo  32°.  La  región  agrícola  con  sus  grandes  viñas  y  ha- 
ciendas de  pastoreo  y  con  sus  inagotables  hornagueras,  se 
extiende  más  o  menos  entre  los  grados  31  y  43.  Y  la  re- 
gión de  los  bosques  y  de  la  pesquería  abarca  toda  la  parte 
meridional  del  territorio.  Merced  a  tan  singular  variedad, 
las  tres  regiones  se  completan  recíprocamente,  el  territorio 
tiene  una  aptitud  insuperable  para  bastarse  a  sí  mismo,  y 
el  más  seguro  consumidor  de  los  protluctos  chilenos  es 
Chile  mismo.  De  esta  manera,  mientras  los  productos  agrí- 
colas que  exceden  del  consumo  local  alimentan  a  las  po- 
blaciones mineras,  los  tesoros  extraídos  de  las  minas  han 
constituido  algunos  de  los  capitales  con  (jue  se  han  formado 
los  grandes  fundos  y  con  que  se  han  construídíí  los  magní- 
ficos palacios  en  la  región    central   de  la   Re|)ública. 

l^n  toda  la  parte  meridional,  el  territorio  chileno  es  una 
simple  cuesta  que  desde  las  pendientes  faldas  de  los  Andes 
va  descendiendo  hacia  el  oeste  hasta  perderse  en  el  Océano 
Pacífico.  Por  el  contrario,  en  la  primera  y  en  la  segunda 
regiones,  va  encerrado  entre  dos  cordilleras,  la  de  los  An- 
des y  la  de  la  Costa,  (|ue  a  veces  se  juntan  y  se  dan  la 
mano  formando  ñutios  inextricables  y  valles  transversales,  y 
otras  se  separan  y  corren  jiaralelamente  de  norte  a  sur 
formanclo  valles  longitudinales,  como  el  de  la  Pampa  del 
Tamarugal,  entre  los  paralelos  19  y  22  o  como  el  de  la  re- 
gión agrícola,  (jue  mide  cerca  de  1Ü(HJ  kilómetros  de  largo. 
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La  singular  configuración  topográfica  de  este  territorio 
tiene,  para  sus  habitantes  y  para  la  administración  pública, 
ciertas  desventajas  que  están  más  que  compensadas  con 
ventajas  itiapreciables.  Por  causa  de  su  rápida  pendiente 
desde  los  Andes  al  mar,  sus  ríos  son  impetuosos  torrentes 
que  repugnan  a  la  navegación  y  que  en  invierno  arrastran 
o  debilitan  los  puentes  y  causan  enormes  perjuicios.  En 
cambio,  por  la  misma  causa,  se  puede  regar  muy  fácilmente 
todo  el  territorio  para  suplir  la  falta  de  las  lluvias,  que  en 
Chile  casi  no  caen  ni  en  la  primavera  ni  en  el  verano,  y 
disponer  de  una  fuerza  hidráulica  inexhaustible  que  ya  se  ha 
empezado  a  utilizar  por  la  industria  y  que  en  día  no  lejano 
dará  movimiento  a  todos  nuestros  ferrocarriles. 

La  misma  naturaleza  quebrada  del  territorio,  que  hace 
muy  costoso  el  desarrollo  de  un  plan  general  de  viabilidad, 
ahorra  al  Estado  los  grandes  gastos  que  la  construcción  y 
la  conservación  de  mojones  divisorios  imponen  en  otras  par- 
tes porque  en  Chile  casi  no  hay  circunscripción  administra- 
tiva, por  pequeña  que  sea,  que  no  esté  visiblemente  limitada 
por  lindes  naturales. 

Por  otra  parte,  esta  configuración  general  del  territorio, 
con  puertos  terrestres  por  el  oriente  y  puertos  marítimos 
por  el  occidente,  y  con  una  población  que  no  puede  des- 
arrollarse más  que  en  los  valles  centrales,  impone  a  la  ad- 
ministración pública  un  sistema  de  viabilidad  que  no  tiene 
ejemplo  en  el  resto  del  mundo  y  que  con  ser  muy*  simple, 
satisface  todas  las  necesidades  de  la  población  y  del  comer- 
cio. Semejante  a  una  espina  dorsal,  consiste  dicho  sistema 
en  un  gran  camino  longitudinal  que  corre  de  norte  a  sur 
por  el  centro  poblado  de  la  República  con  ramales  transver- 
sales hacia  los  puertos  de  mar  y  de  cordillera  y  que  combi- 
na sus  servicios  de  correos  y  de  trasportes  con  los  de  la 
vía  marítima.  Merced  a  esta  singularísima  configuración, 
Chile  está  mejor  servido  con  solo  5000  kilómetros  de  líneas 
férreas  que  otras  naciones  menores  con  20  o  30.000. 

Por  último,  las  altas  y  abruptas  cordilleras  de  los  Andes, 
que  sólo  por  algunos  boquetes  estrechos  franquean  la  pasada 
al   comercio,   constituyen  un  baluarte  natural  e  inexpugna- 
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ble  que  nos  defiende  por  los  flancos  terrestres,  y  un  obs- 
táculo militarmente  insalvable  que  obliga  a  chilenos  y  ar- 
gentinos a  vivir  en  perpetua  paz.  De  cuantos  gastos, 
preocupaciones,  inquietudes  y  peligros  libran  los  Andes  a 
Chile  y  la  Argentina  solo  pueden  apreciarlo  aquellas  nacio- 
nes que  viven  con  el  arma  al  brazo  porque  tienen  fronte- 
ras abiertas  a  los  vecinos. 

De  los  precedentes  datos,  se  infiere  que  tanto  bajo  el 
respecto  económico  cuanto  bajo  el  respecto  militar,  Chile 
es  uno  de  los  países  más  independientes  de  la  tierra. 

En  este  vasto  territorio,  cuya  superficie,  contando  las  islas 
adyacentes,  mide  m;is  de  700.000  kilómetros  cuadrados, 
vive  una  población  muy  escasa  que  relativamente  aumenta 
con   poca  rapidez. 

Según  cálculos  aproximativos  la  población  de  Chile  era, 
hacia  170(),  de  solo  80.000  habitantes  de  origen  español,  y 
no  pasaba  de  120.000  hacia  1740.  En  el  primer  censo 
levantado  en  este  país  en  1791,  fueron  empadronados 
unos  308.846  habitantes;  y  en  los  nueve  censos  posterio- 
res, los  cómputos  estadísticos  han  dado  los  siguientes  resul- 
tados: 

Años  H.ibit.intrs 


1813 900.000 

1835 1.01(».332 

1843 1.083. 801 

1854 1  .439.120 

1865 1.819.223 

1875 ....  2.075.071 

1885  2.527.320 

1895 2  712.145 

1907 3.249.092 

Si  prescindimos,  j)()r  su  insignificancia,  tle  la  j)art('  (|uc  m 
la  formación  de  la  nacionalidad  chilena  corresponde  a  la 
diminuta  inmigración  habida  en  el  territorio,  la  población 
actual   de   Chile  es  fruto  casi  exclu.sivo   del  cruzamiento  de 


EL    TERRITORIO  205 


la  raza  conquistadora  con  la  conquistada  porque  aun  cuando 
la  mujer  española  nunca  se  entregó  de  buen  grado  al  ma- 
cho indígena,  en  cambio  hicieron  buenas  migas  las  hembras 
araucanas  y   los  soldados  peninsulares   (  c  /  ). 


{c  z)     Amunátegui.  Las   Encomiendas   de   Indii!:enas.  t.  II,  cap.  XX, 
págs.   261    y   266. 

Barros  Arana.  Historia  de  Cliile.  t.  IV,  pág-.   227. 


CAPITULO  CUARTO. 
Las    Ciudades. 


Sumario.—  §  36.  La  ciudad.  — ?  -5  7.  Habitaciones  primitivas.  —  §  38.  Los 
caseríos.  —  §  39.  Carácter  defensivo  de  las  ciudades  primitivas.^ 
§  40.  —  La  vecindad  del  mar.  —  §  4L  Ciudades  comerciales.  — 
§  42.  Tendencia  civilizadora  de  las  ciudades.  —  §  43.  Las  ciudades 
capitales.  —  §  44.  La  población  rural  y  la  población  urbana.  — 
§  45.  Los  Estados  simples  o  municipales.  —  ^  46.  Extensión  de 
los  Estados.  —  §  47.  Constitución  urbana  de  América.  —  §  48.  ídem 
de  Chile. 


^  36.  Por  más  trascendental  que  sea  el  progreso  que  se 
realiza  cuando  de  la  vida  nómada  se  pasa  a  la  sedentaria, 
jamás  ha  bastado  él  a  completar  la  constitución  del  com- 
plejo organismo  del  Estado. 

A  diferencia  de  las  instituciones  civiles,  como  la  propie- 
dad y  la  familia,  que  en  rigor  pueden  nacer  y  alcanzar 
algún  desarrollo  en  el  estado  de  relativa  dispersión  creado 
por  las  necesidades  de  la  agricultura,  la  mayor  parte  de  las 
instituciones  públicas,  las  asambleas  generales,  los  parla- 
mentos, la  administración  superior  de  la  justicia,  las  prác- 
ticas democráticas,  la  enseñanza,  las  bibliotecas,  los  archi- 
vos, los  museos,  etc.,  etc.,  suponen  una  mayor  o  menor 
concentración  de  las  poblaciones. 

Mientras  la  población  vive  enteramente  entregada  a  la 
caza,  al  pastoreo  y  a  la  agricultura,  el  Estado  no  puede 
completar  su  organismo  porque  la  dispersión  de  los  ha- 
bitantes  no   permite  la  formación  de  algunas  de  sus  insti- 
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tuciones  fundamentales  y  porque  su  arraio^o  definitivo  solo 
se  garantiza  merced  a  los  enormes  esfuerzos  que  la  edifi- 
cación de  las  ciudades  absorbe  y  a  la  multiplicación  prodi- 
giosa de  objetos  muebles,  en  conjunto  intransportables,  que 
la    cultura    urbana    fomenta  y   requiere. 

Aunque  en  el  estado  de  dispersión  rural  rigen  a  la  ver- 
dad costumbres  jurídicas  que  hacen  las  veces  de  leyes, 
jamás  se  han  formado  legislaciones  civiles  ni  mucho  menos 
constituciones  políticas  para  pueblos  puramente  agrícolas. 
Sólo  cuando  la  cohesión  social,  producida  por  la  agrupa- 
ción urbana,  pone  término  al  fraccionamiento,  es  posible 
que  el  Estado  se  desarrolle  con  vida  vigorosa.  Sólo  cuan- 
do el  crecimiento  de  las  agrupaciones  urbanas  ha  desarro- 
llado las  necesidades  y  los  intereses  sociales  y  económicos 
y  consiguientemente  las  relaciones  jurídicas,  es  no  sólo 
posible  sino  indispensable  que  el  Estado  provea  j)or  medio 
de  la  ley  al  desenvolvimiento  correlativo  del  derecho. 

Ya  en  los  tiempos  de  mayor  esplendor  de  la  antigua 
ciencia  política,  se  observó  (jue  |)ara  constituir  el  Estado 
hay  en  cualquiera  ciudad  más  elementos  que  en  todo  el 
resto  de  la  nación  como  ésta  viva  dispersa  a  la  manera 
de  los  arcadios,  y  si  en  todos  los  países  y  en  todos  los 
tiempos,  la  minoría  urbana  se  sobrepuso  a  la  mayoría  ru- 
ral (  ii  ),  es  porque  a  virtud  de  su  condensación,  corres- 
ponde en  primer  término  al  pueblo  de  las  ciudades  cons- 
tituir y  dirigir  el  listado  y  suministrar  el  personal  de  las 
instituciones    públicas. 

En  realidad,  por  causa  del  papel  preponderante  (|ue  a 
las  poblaciones  urbanas  corresponde  en  la  vida  política, 
no  se  puede  concebir  la  existencia  y  el  funcionamiento  del 
l'^stado  sin  ciudades.  Muy  l)¡en  reconocieron  esta  prepon- 
derancia los  griegos  y  los  romanos  de  la  Antigüedad,  (|ue 
siempre  confundieron  la  ciudad  con  el  listado.  Por  efecto 
de    una   propensión    instintiva    clel    espíritu    a   tomar    por    el 


(<il     SchafTIe,  Striitttirn   r    Mtn    'hl   Cnfp'i   SnciaUí.   t.    II.    pap.    132. 
.\rist<')tfles.    l.n    PiiíitiijiW.   liv.    II.   chap.   I.   «i   5. 
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todo  la  parte  principal,  ellos  no  tenían  la  menor  cuenta 
de  las  poblaciones  rurales.  El  Estado  era  la  ciudad.  Si 
en  las  lenguas  románicas  la  palabra  ciudadano  significa,  nó 
habitante  de  una  ciudad,  sino  subdito  de  un  Estado,  es  ca- 
balmente porque  en  latín  la  palabra  civitas  significa  ciu- 
dad-Estado. 

De  aquí  viene  que  al  reglamentar  las  relaciones  jurídicas 
de  los  Estados,  el  derecho  internacional  prescinde  de  aque- 
llos que  no  han  llegado  a  la  etapa  superior  de  la  vida 
urbana,  o  si  tiene  alguna  cuenta  de  ellos,  es  sólo  para 
fijar  la  manera  y  forma  como  la  civilización  puede  absor- 
berlos y  asimilárselos.  La  existencia  del  Estado  del  Congo, 
sin  ciudades  y  casi  sin  población,  es  una  simple  y  excep- 
cional ficción  jurídica,  semejante  a  la  que  el  derecho  civil 
crea  cuando  autoriza  la  asignación  de  legados  a  institu- 
ciones que  no  existen,  pero  que  merced  a  ellos  pueden  lle- 
gar a  existir. 

Si  en  el  orden  constitucional  es  la  ciudad  uno  de  los 
elementos  primordiales  del  Estado,  análoga  itnportancia  tie- 
ne en  el  orden  administrativo.  La  cuasi  totalidad  de  los 
servicios  locales,  el  alumbrado,  la  pavimentación,  los  des- 
agües, los  tranvías,  los  teatros  y  diversiones  públicas,  las 
escuelas,  y  sobre  todo,  la  organización  municipal  suponen 
la  agrupación  urbana  como  que  nacen  en  las  ciudades  y 
sólo  por  obra  de  reflexión  se  extienden  a  los  campos.  Más 
aun:  se  puede  decir  que  es  virtud  peculiar  de  las  agrupa- 
ciones urbanas  la  formación  espontánea  de  servicios  admi- 
nistrativos. Los  pueblos  que  viven  en  estado  de  disper- 
sión rural  pueden  pasar  largos  siglos  sin  sentir  la  necesidad 
de  la  administración  pública,  o  sintiéndola  sólo  en  lo  re- 
lativo a  los  servicios  generales  del  Estado.  Pero  toda 
agrupación  urbana,  apenas  formada,  empieza  a  exigir  im- 
perativamente que  se  provea  a  su  seguridad  y  a  su  bien- 
estar. No  hay  fuente  que  genere  los  servicios  públicos 
tan  espontáneamente  como  la  ciudad. 

Después  de  referir  la  manera  como  nacieron  alrededor 
de  los  castillos  señoriales  algunas  poblaciones  urbanas  de 
la   Edad   Media,   Thierry  observa  que  con   el  tiempo  com- 
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prendieron  los  señores  que  la  prosperidad  de  ellas  les  era 
provechosa,  y  entonces  empezaron  a  otorgarles  privilegios 
y  franquicias  que  sin  sustraerlas  de  la  dominación  feudal, 
les  permitían  aumentar  sus  habitantes,  su  riqueza  y  su  co- 
mercio; y  de  esta  manera,  concluye,  el  régimen  puramente 
señorial  se  alteró  por  la  adopción  de  ciertas  prácticas  y 
costumbres  que  tenían  el  carácter  de  instituciones  públi- 
cas (/)). 

Cuando  las  leyes  recopiladas  de  Indias  mandaban  que 
elegido  el  lugar  que  se  quisiera  poblar,  el  gobernador 
respectivo  declarase  si  la  población  había  de  ser  ciudad, 
villa  o  aldea,  y  conforme  a  la  declaración,  se  formara  el 
concejo,  república  y  oficiales;  y  que  formada  una  empresa 
de  colonización,  y  cumplido  el  número  de  los  colonos,  se 
eligeran  de  entre  los  más  hábiles  justicia  y  regimiento  (c); 
no  hacían  más  que  autorizar  prácticas  e  instituciones  que 
en  las  agrupaciones  url)anas  nacen  espontáneamente  cuan- 
do   el   derecho  positivo    no   las   prohibe. 

Por  efecto  de  las  múltiples  exigencias  de  las  poblaciones 
urbanas,  exigencias  que  responden  a  necesidades  orgánicas 
de  toda  concentración  demográfica,  la  administración  de 
las  ciudades,  en  especial  de  las  más  grandes,  es  mucho 
más  compleja  que  la  del  Estado  mismo.  Como  quiera  que 
en  el  orden  local  no  se  puede  pretender  que  la  adminis- 
tración pública  se  concrete  a  conservar  el  orden,  que  es 
incumbencia  principal  de  los  Poderes  nacionales,  de  hecho 
se  la  reconocen  facultades  para  atender  también  a  la  se- 
guridad, a  la  higiene,  y  a  la  belleza  de  la  ciudad,  y  al  bie- 
nestar, al  recreo  y  a  la  cultura  de  sus  habitantes,  por  ma- 
nera que  la  administración  social,  tan  combatida  por  los 
individualistas,  es  el  fundamento  justificativo  y  el  fin  |)()r 
excelencia  de  las  instituciones  municipales.  Suprimidos  es- 
tos servicios,  todos  sociales,  apenas  tendrían  ellas  funcio- 
nes que  desempeñar  en  el   organismo  del   Estado. 


(//)      1  hierry.   Le  Tivrs  Etat.  chap.   I,  paj;.  -4. 

(f)     lii'cnpUaciñn  (lo  Leyes  dr  Indias,  lib.   IV.  lit.  VII,  leyes  2  y  19. 
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Para  la  seguridad  de  las  ciudades,  se  las  resguarda  por 
circuitos  de  murallas,  hoy  inútiles  ante  las  armas  ofensi- 
vas, se  las  pone  bajo  el  amparo  de  fortalezas  que  se  cons- 
truyen en  las  alturas  circunvecinas,  se  instituyen  cuerpos 
de  bomberos  contra  los  incendios,  se  levantan  diques  con- 
tra las  inundaciones,  se  instituye  la  policía  de  seguridad 
contra  los   malhechores,  etc.,  etc. 

Para  salubrificarlas,  se  limita  la  altura  máxima  de  los 
edificios;  se  fija  la  amplitud  mínima  de  los  patios;  se  en- 
sanchan, se  rectifican  y  se  pavimentan  las  calles;  se  cons- 
truyen alcantarillas  y  cloacas;  se  abren  plazas;  se  plantan 
árboles,  se  trae  agua  potable.  En  este  punto  es  de  notar 
que  aunque  la  línea  curva  tenga  más  gracia,  se  prefiere 
para  las  calles  la  recta  porque  es  la  que  más  acorta  el 
camino,  la  que  más  facilita  el  tráfico  y  la  que  da  paso  más 
expedito  a  la  ventilación  y  al  escurrimiento  de  las  aguas 
pluviales. 

Por  último,  se  adelanta  el  embellecimiento  de  la  ciudad 
y  se  atiende  al  bienestar,  recreo  y  cultura  de  sus  habitantes 
con  la  formación  de  paseos,  jardines  e  hipódromos;  con 
la  construcción  de  escuelas,  de  museos,  de  teatros,  de  cir- 
cos, de  jardines  zoológicos  y  con  los  servicios  de  alumbra- 
do, de  teléfonos,  de  correos,  de  telégrafos,  de  tranvías,  de 
coches   y    automóviles,   etc.,    etc. 

Todas  estas  obras,  instituciones,  medidas,  prohibiciones 
y  servicios  encarecen  enormemente  la  vida  urbana;  pero 
a  la  vez  la  hacen  más  higiénica,  más  intensa  y  más  agra- 
dable. 

Como  quiera  que  toda  agrupación  urbana  impone  al 
Estado  nuevos  deberes,  obligaciones  y  cargos"  que  en  ma- 
yor o  menor  grado  exigen  o  la  creación  o  la  extensión  de 
los  servicios  administrativos,  en  muchas  naciones  se  ha 
reservado  a  uno  u  otro  de  los  Poderes  Públicos  la  pre- 
rrogativa de  declarar  la  organización  que  corresponde  a 
cada    una    de   las   poblaciones. 

En  la  Edad  Media,  esta  declaración  se  hacía  por  medio 
de  cédulas  de  franquicia  y  libertad,  en  que  se  especificaban 
taxativamente   los   privilegios    y   facultades  que  se    otorga- 
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ban  a  la  población  favorecida.  Así,  en  el  anticruo  Imperio 
Germánico,  sólo  en  virtud  de  un  privilegio  real  podía  una 
población  adquirir  los  derechos  propios  de  la  ciudad,  cua- 
les eran  los  de  gobernarse  a  sí  misma  y  de  dictar  regla- 
mentos locales  con  fuerza  obligatoria;  pero  sin  una  con- 
cesión especial,  no  podía  fortificarse  ni  cargar  armas  ( ch }. 
Las  cñrtas  forales,  tan  conocidas  en  la  historia  política  de 
España,   tuvieron    este   mismo   objeto. 

En  el  régimen  administrativo  de  las  colonias  hispano- 
americanas, se  siguió  un  procedimiento  diferente  que  daba 
el  mismo  resultado.  Después  de  establecerse  que  a  cada 
agrupación  urbana  correspondía  una  organización  política, 
judicial  y  administrativa  según  su  importancia  reconocida, 
se  reservó  a  la  corona,  asesorada  por  el  Consejo  de  Indias, 
la  prerrogativa  de  darle  el  título  de  villa  o  de  ciudad,  o 
de  dejarla  reducida,  por  falta  de  declaración,  a  la  cate- 
goría de  simple  caserío,  villorrio  o  aldea  (  d ).  En  los 
primeros  años  de  la  independencia,  el  ejercicio  de  esta 
prerrogativa  pasó  en  Chile  a  manos  del  Poder  Legis- 
lativo. 

En  teoría,  no  se  puede  fijar  el  número  de  habitantes  de 
que  ha  de  constar  una  agrupación  para  que  ella  pueda 
exigir  el  título  de  ciudad  o  de  villa.  A  los  principios  de 
la  conquista  de  América,  una  agrupación  de  200  o  300  aven- 
tureros, con  unas  pocas  hembras  raptadas  a  la  población 
indígena,  se  estimaba  bastante  para  constituir  una  ciudad; 
y  no  se  habría  podido  exigir  mayor  número  sin  dejar  las 
nuevas  colonias  durante  largo  tiempo  en  peligroso  estado 
de  acefalía.  Entre  tanto,  al  presente  en  los  Estados  Uni- 
dos, se  clasifican  entre  los  burgos  y  aldeas  las  poblaciones 
que  cuentan  menos  de  8.000  habitantes;  las  que  cuentan 
menos  de  2.000  se  clasifican  en  Erancia  entre  'las  pobla- 
ciones rurales;  y  según  Jovanovic',  las  más  grandes  ciuda- 


(ch)     Schultc,  ilistoiro  (lu  Dinit  rt  (U's  Institutions  do  I AUvmaf^np, 
§  81. 

(d)     Recopilación  de  Leyes  de  Indias,  ley  6,  tít.  VIII,  lib.  IV. 
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des  de  Montenegro  no  cuentan  más  de  1.400  (o).  Esto 
significa  que  la  elevación  de  las  poblaciones  a  la  dignidad 
de  ciudad  está  subordinada  en  cada  país  a  las  condiciones 
sociales,    políticas   y   económicas. 

En  Chile  no  tiene  al  presente  importancia  alguna  la  cla- 
sificación de  las  poblaciones,  porque  la  organización  mu- 
nicipal no  está  subordinada  al  título  sino  al  número  de 
habitantes.  Aunque  una  población  lleve  el  título  de  ciu- 
dad o  villa,  elige  solo  nueve  municipales  si  no  cuenta  en 
todo  su  territorio  más  de  20.000  habitantes;  y  aun  cuando 
permanezca  reducida  a  la  categoría  de  simple  caserío,  elige 
un  municipal  más  por  cada  10.000  habitantes  de  exceso. 
La  solicitud  que  algunas  poblaciones  gastan  para  obtener 
que  el  gobierno  las  reconozca  como  villas  o  ciudades  es 
una  supervivencia  de  una  época  en  que  a  estos  títulos 
iban  vinculados  ciertos  privilegios,  franquicias  y  liber- 
tades. 

Es  fatalidad  inherente  a  las  condensaciones  urbanas  la 
limitación  de  la  libertad.  Sea  en  las  ciudades,  sea  en  los 
campos,  la  vida  común  no  es  posible  sino  cuando  los  in- 
dividuos se  adaptan  a  ella  sacrificando  algo  de  su  perso- 
nalidad. Cuanto  más  grande  y  más  densa  es  la  población 
urbana  tanto  más  sujetos  se  encuentran  los  vecinos  a  las 
condiciones  restrictivas  de  la  libertad  que  toda  condensa- 
ción demográfica  requiere  para  existir.  Por  obra  de  esta 
necesidad,  se  van  dictando  unas  tras  otras,  en  las  grandes 
ciudades,  medidas  que  imponen  la  construcción  de  mura- 
llas corta-fuegos,  que  fijan  el  máximum  edificable  de  cada 
solar,  que  limitan  la  altura  de  los  edificios,  que  prohiben 
arrojar  basuras  y  desperdicios  a  la  calle,  a  los  patios  y  a 
las  cloacas,  que  cierran  las  puertas  del  recinto  urbano  a  los 
vehículos  tirados  por  bueyes,  que  castigan  con  multa  al 
que  va  en    coche,  a  caballo  o  en    automóvil  a  mayor  velo- 


(e)     Jovanovic',  véase  BuUetin  de  la  Société  de  Législatión  Compa- 
rée  de   I889-I890,  pag.  471. 

Gidding-s.  Principios  de  Sociología,  lib.  II,  cap.  I.  pág.  116. 
Maunier,  L' Origine  des   Villes,  pag-.   34, 
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cidad  que  la  permitida,  que  aislan  a  los  enfermos  infeccio- 
sos, etc.,  etc.  La  razón  fundamental  de  estas  restriccio- 
nes, de  estas  prohibiciones,  de  estas  limitaciones  está  en  el 
hecho  notorio  de  que  la  vida  común  de  las  ciudades  es 
siempre  vida  solidaria  que  establece  la  responsabilidad  mu- 
tua de  los  vecinos  y  que,  notémoslo  bien,  afecta  profunda- 
mente a  la  administración  de  las  poblaciones  urbanas  (/'). 

A  diferencia  de  los  simples  caseríos,  que  se  componen  de 
habitaciones  aisladas  con  servicios  independientes,  las  ciu- 
dades propiamente  tales  constituyen  sistemas  ororánicos  cu- 
yas partes  conexas  se  afectan  recíprocamente.  Si  es  verdad 
que  toda  gran  ciudad  consta  de  barrios  semi-autónomos, 
cada  uno  de  los  cuales  aspira  espontáneamente  a  conver- 
tirse en  el  centro  principal,  también  lo  es  que  el  interés  de 
todos  ellos  se  sirve  mucho  mejor  por  medio  de  la  descen- 
tralización que  por  medio  de  la  independencia. 

A  fines  del  siglo  X\'III,  la  ciudad  de  Londres  estaba  di- 
vidida para  ciertos  efectos  administrativos  en  parroquias,  y 
las  parroquias  en  distritos,  cada  uno  de  los  cuales  tenía  un 
servicio  especial  y  casi  independiente  de  policía.  La  recí- 
proca independencia  de  estas  simples  comisarías  de  barrio 
se  respetaba  tan  rigurosamente  que  si  un  ladrón  perseguido 
infraganti  era  perseguido  por  los  guardianes  de  un  distrito, 
le  bastaba  pasar  al  otro  lado  de  la  línea  divisoria  para  que- 
dar a  salvo  de  la  persecución  { rr).  Pues  bien,  cuando  se 
reconoce  el  carácter  orgánico  de  las  ciudades,  estos  absur- 
dos no  pueden  ocurrir  porque  dicho  carácter  impone  de  la 
manera  más  rigurosa  la  unidad  de  los  servicios  urbanos. 

Kn  fuerza  de  este  carácter  orgánico,  la  administración 
urbana  debe  ser  una.  Si  cada  barrio  tuviera  una  adminis- 
tración independiente,  podría  suceder  que  el  uno  quisit-ra 
abrir  una  calle  y  el  otro  no  (juisiera  prolongarla;  que  éste 
fijara  a  una  vía  tal  nivel,  y  aquél,  otro  mucho  más  baio 
o  mucho  más  alto;   que  una  línea  de  tranvías  aceptada  ac|uí 


(/■)      Kowe,   Kl  <^ñh¡i'nio  <¡r  ¡n  (^imlml.  r.Tp.    IV,  p-ififs.   H.^  a   «7. 
(^)     Franqueville,  Lf    Systrmc  jurlicinifi'  de   la    (íruiidr  lirotnfxiw, 
t.   I,  pag.  568. 
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fuese  resistida  allá;  que  el  sistema  de  cloacas  y  desagües 
establecido  por  los  unos  se  repudiase  por  los  otros.  Podría 
suceder,  sobre  todo,  que  no  obstante  la  indisoluble  man- 
comunidad que  en  lo  tocante  a  la  higiene  hay  entre  barrio 
y  barrio,  uno  u  otro  se  negase  por  economía,  por  ignoran- 
cia, por  capricho  a  establecer  el  servicio  de  salubridad  con 
grave  peligro  de  la  población  entera. 

Por  el  contrario,  cuando  en  respeto  al  carácter  orgánico 
de  las  ciudades  se  instituye  la  administración  una,  la  auto- 
ridad fija  un  nivel  uniforme  para  sus  calles,  un  rumbo  ge- 
neral para  sus  líneas  férreas,  un  sistema  determinado  para 
sus  desagües,  y  con  un  solo  servicio  de  policía,  con  uno 
solo  de  higiene,  etc.,  atiende  a  las  necesidades  de  la  ciudad 
entera. 

Ahora  cabe  preguntarnos:  ¿cómo  se  forman  originaria- 
mente las  ciudades?  Para  resolver  este  problema,  no  tiene 
la  sociología  más  método  que  el  que  las  otras  ciencias 
siguen  en  casos  análogos:  siempre  que  un  investigador 
quiere  saber  cómo  se  forman  las  cosas,  estudia  primera- 
mente el  estado  anterior  a  su  nacimiento,  y  en  seguida  el 
proceso  de  su  formación.  En  conformidad  con  este  mé- 
todo, estudiemos  primero  el  estado  social  pre-urbano,  y  no 
dudemos  de  que  allí  descubriremos  cuáles  son  las  necesida- 
des sociales  que  precisan  a  los  habitantes  de  un  país  a  vivir 
agrupados  formando  ciudades. 

§  37.  De  innumerables  observaciones  acopiadas  en  los 
países  salvajes,  se  infiere  que  las  primeras  habitaciones  hu- 
manas, destinadas  a  guarecer  a  sus  moradores  contra  la  in- 
temperie, son  los  bosques,  las  cortezas  de  los  grandes  árbo- 
les, las  cuevas,  las  grutas,  etc.,  porque  semejante  a  los 
demás  antropoides,  el  hombre  no  es  a  los  principios  capaz, 
como  el  castor,  de  construirse  su  propia  morada  y  tiene 
que  ponerse  bajo  el  inseguro  amparo  de  la  naturaleza  (h). 


( h  )  En  los  siglos  pasados,  cuando  se  tenía  el  Pentateuco  por  la 
historia  primitiva  de  la  humanidad,  se  creía  que  puesto  que  Cain,  primer 
hijo  de  Adán,  fundó  una  y  acaso  siete  ciudades,  las  hubo    «  desde  el  prin- 
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Bory  de  Saint  Vincent  nos  informa  que  a  la  época  de  la  con- 
quista española,  los  guanches  de  las  Canarias  tenían  por  ha- 
bitaciones favoritas  las  grutas  (  /  );  y  l)u  Petít-Thouars  dice 
que  en  el  condado  de  Cumberland,  de  Nueva  Holanda,  no 
encontró  una  sola  morada  construida  por  los  indígenas,  por- 
que todos  se  guarecían  o  en  los  huecos  de  las  rocas  o  en  las 
cortezas  de  los  árboles  ( / ). 

Tácito  creía  que  era  costumbre  peculiar  de  los  germanos 
el  esconderse  en  cuevas  subterráneas  para  cobijarse  contra  la 
inclemencia  de  los  inviernos;  pero  La  Perouse  testifica  que 
la  misma  costumbre  tenían,  a  fines  del  siglo  XN'lIl,  los  in- 
dígenas de  Kamtschatka  y  de  la  bahía  de  Castries   (  / ). 

Empero,  si  las  guaridas  naturales  no  se  encuentran  en 
todos  los  parajes  adonde  la  vida  nómada  lleva,  ni  l)astan 
siempre  cuando  la  tribu  se  desarrolla,  es  de  presumir  que 
bajo  el  impulso  de  ambas  necesidades,  el  hombre  se  vea 
precisado  en  hora  muy  temprana  a  construirse  habitaciones 
tanto  para  tenerlas  donde  quiera  que  va  cuanto  para  darles 
el   ensanche  que  el  crecimiento    demográfico    requiere.     Es 


cipio  de  la  creación  del  mundo  -.  Bovadilla,  PnliticH  pura  Corro/^idn- 
res,  t.  I,  lib.  I,  cap.   I. 

(i)     Bory  de  Saint  Vinct-nt.  I^rs  Isli's    Fortuiiécs.  chap.    Il.pap.  84. 

(/)  Du  Pelit-1  houars,  \'nynfzr  nutour  du  Moiuli-.  t.  III,  chapitre 
XVIII,  pag.  275. 

(7)     Tácito,  (It'rmnnia.  XVI. 

La  Perouse,   Voya^e  atitour  du   Mnndf.  t.    III,  pajj.  <>5. 

Herrera,  Ilistorin  di'  Ins  ¡inlin.^  < icciilcntalcs,  t.  II,  Década  III, 
cap.  X. 

Las  tradiciones  que  los  pueblos  antiguos  conservaban  de  los  primeros 
habitantes  de  Europa,  acreditaban  que  éstos  no  hahian  tenido  ni  carros, 
ni  casas,  que  no  habian  conocido  el  arte  de  edificar  y  que  hablan  vivido 
en  prutas,  cavernas  y  cuevas.  D'Arlíois  de  Jubainville,  Li-s  jirrniicrs 
hnliilniíts  dr  ]'Ki¡rn¡u:   t.    I.  liv.    I.  chap.    I. 

Lubbock,  Ij'Umuiiír  l'rf^liistoriíjiii:  chap.  X. 

Oviedo  atestigua  ()ue  l«)s  indios  de  la  isla  Kspañola  •  vivían  en  ca- 
vernas o  espeluncas    soterrañas  e  fechas    en   las    peñas  e  montes y 

eran  contentos.  .  .  ni  pensaban  editicar  otras  rasas  ».  Oviedo,  Historia 
(iciivrñl  y  .\ntnrtil  df  htK  liidins.  I.   I,  lib.   III.  cap.  XII,  pág.  90. 
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precisamente  lo  que  Bory  de  Saint  Vincent  certifica  respec- 
to de  los  guanches. 

Destinadas  a  servir  de  guaridas  contra  las  inclemencias 
del  tiempo,  las  habitaciones  primitivas  se  construyen  de 
troncos  y  ramas  de  árboles  y  en  su  construcción  no  se  em- 
plean para  nada  ni  el  adove,  ni  el  ladrillo  y  ni  aun  la  pie- 
dra en  estado  natural. 

En  todos  los  países  más  salvajes,  una  casa  se  construye 
en  unas  pocas  horas  porque  se  compone  de  unas  cuantas 
ramas  de  árbol  apoyadas  con  cierta  inclinación  alrededor 
de  un  tronco  sin  labrar,  figurando  un  cono  sentado  sobre 
su  base.  Tales  han  sido  las  habitaciones  de  los  aborígenes 
de  Chile,  según  Barros  Arana  {m)]  de  los  indios  pescado- 
res que  habitaban  en  las  costas  australes  de  este  territorio, 
según  Medina  ( /3 ) ;  de  los  fueguinos,  según  Darwin  (22);  de 
los  pampas,  según  Alonso  de  Ovelle  y  Azara  (o);  délos 
charrúas,  según  Araujo  (p);  de  los  chiriguanos  de  Bolivia, 
según  Xino   (fy);    de    los  chorotis  y   de  los   ashluslayos  del 


{  722  )  Según  la  descripción  que  Rosales  hace  de  las  habitaciones  de 
los  araucanos.  Rosales,  Historia  de  Chile,  Hb.  I,  cap.  XXIV,  y  Zerda 
de  las  de  los  chibchas.  El  Dorado,  cap.  XII,  pág-.  74,  ellas  eran  muy 
superiores  a  las  que  dejaaios  mencionadas;  pero  ignoramos  si  estos  in- 
dios las  habían  mejorado  por  obra  de  un  progreso  auchtóchtono  o  por 
influencia  de  las  civilizaciones  incásica  y  española.  Según  Barros  Ara- 
na, a  la  época  de  la  conquista,  los  indígenas  de  Chile  vivían  dispersos 
en  los  campos  o  apiñados  en  las  cuevas,  cubiertos  con  cueros  de  anima- 
les.    Historia  de  Chile,  t.   I,  Parte   II,  cap.   III,  §   8, 

(22  )  Medina,  Los  Aborígenes  de  Chile,  cap.  V,  pág.  84  y  cap.  VIII, 
pág.   158. 

(22)     Darwin.    Voyage  d'un  Xaturaliste,  pag.    228. 

(o)  Alonso  de  Ovalle,  Histórica  Relación,  lib.  III,  cap.  VII, 
pág.   177. 

ip)     Araujo,  Historia   de  los  charrúas,  t.   I,  cap.  XXIII,  pág.   132. 
Azara,  Descripción  e  Historia  del  Paraguay  y  del  Rio  de  la  Plata, 
t.   I,  cap.  X. 

(  í/ )     Niño,  Etnografía  Chiriguana,  cap.  VI,  pág.   176. 
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Chaco,  según  Nordenskíold  (r);  de  los  indígenas  de  la  Isla 
Española,  según  Oviedo  (s);  de  los  guanches,  según  Bory 
de  Saint  Vincent  { t  )\  de  los  caledonios,  según  Jornandes  (  u); 
de  los  indígenas  de  Kamtschatka,  según  La  Perouse  (a); 
de  los  de  Australia,  según   Salvado  (a). 


(r)  Nordenskiold.  Ln  V;>  flos  Iiidicns  dnns  le  Chaco,  chap.  III, 
pag.  35. 

(.s)  Oviedo,  Historia  (/rDcral  y  Xatiiral  de  las  Indias,  i.  I,  V\h.\l, 
cap.   I,  pág.   163. 

(í)     Bory    de    Saint  Vinrent,  Les  Isles  Fortunées.  chap.   II.  pag.  X4. 

(u)     Jornandes,  llistoire  des  (¡oths.  chap.   I,  paj:r>   I'3. 

(  r  )     La  Perouse,    Voya'^e  autour  di¡  Moiidr.  t.   III,  pag;.  fi5. 

f  .V )  Mommsen,  llistoire  Roniaine.  t.  I,  liv.  I.  rhnp.  III.  pajj.  47 
et  t.   VI,  chap.  VII,  pag.   271. 

Herrera,  Historia  de  las  Indias  Occidentales,  t.  I,  Décacia  I.  lil).  IX, 
cap.   II. 

Es  de  advertir  ciue  en  los  pueblos  más  adelantados  o  menos  bárba- 
ros que  vivían  en  Nueva  Granada  hacia  la  época  de  la  conquista  espa- 
ñola, todas  las  habitaciones  de  los  caciques  eran  verdaderas  y  vastas 
fortalezas,  pero  en  su  construcción  no  se  empleaba  otro  material  ([ue  la 
madera. 

Fernández  de  Oviedo  dice  «  que  en  la  i)r()vincia  de  Hojfotá  eran  dij>;- 
nos  de  notarse  los  edificios,  los  cuales  estaban  construidos  de  madera  y 
a  modo  de  fortaleza  o  alcázar,  cercados  de  muchas  cercas  por  de  fuera 
y  por  de  dentro,  y  de  tal  arle  <)uc  quieren  ¡larecer  aquella  pintura  (|ue 
suelen  los  vulgares  llamar  lahyrinto:  y  hay  muchas  cosas  ijuc  ver  en 
esos  edificios,  los  cuales  son  de  los  señores  y  cada  uno  es  mejor  edifi- 
cado cuanto  es  mayor  su  dueño  •.  ( )viedo.  Historia  (Irnrral  v  Xatural 
deludías,  t.    II,  lib.  XXVI,  chap.   XXIII,   pág.   3«<í. 

Kn  la  capital  del  cacique  Hoj^otá  habia  casas  muy  bien  labradas,  cerca- 
das de  haces  de  cañas,  y  entre  ellas  se  distin^^uía  la  suya,  rodeada  de  dos 
cercas  a  gran  distancia  una  de  otra.  Herrera,  Historia  de  las  Indias  ( >c- 
cidentales.    t.   III,  Década  VI,  lib.   I,  cap.   11.  pág.  214. 

Los  moscas  fabricaban  sus  casas  de  madera,  con  techo  de  paja,  y  las 
de  los  caciques  eran  «  como  alcázares  con  muchas  cercas  alrededor  a 
manera  de  laberinto  ».    Herrera,  ob.  cit.,  t.  III,  Década  VI,  lib.  V,  cap.  VI. 

En  la  provincia  de  Anserma.  a  cuatro  leguas  de  esta  población  hacia  el 
occidente,  cerca  del  rio  Santa  Marta,  habia  un  |)ueblo  cuyo  caci(|ue  Cirichia 
«  vivía  en  unas  buenas  casas   con  una  plaza  delante,  cercada   de  las  cañas 
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Constrúyense  las  habitaciones  primitivas  de  ramas  o  tron- 
cos de  árboles  no  solo  porque  el  salvaje  ignora  la  manera 
de  utilizar  otros  materiales  más  sólidos  sino  también  porque 
a  causa  de  su  nativa  imprevisión,  que  no  se  cura  ni  del 
porvenir  ni  de  su  posteridad,  no  pretende  que  duren  más 
de  una  estación. 

Su  misma  vida  nómada  le  precisa  a  evitar  en  sus  habita- 
ciones el  empleo  de  materiales  sólidos  que  en  parte  le  coar- 
tarían la  libertad  de  sus  movimientos.  Con  referencia  a  los 
indígenas  de  Popaván,  Nueva  Granada,  dice  Cieza  de  León, 
que  como  el  enemigo  los  apretara,  quemaban  las  casas  de 
madera  y  paja  en  que  moraban  y  se  trasladaban  a  una  o  dos 
leguas  de  distancia,  y  en  tres  o  cuatro  días    construían   otra. 

Sin  datos  suficientes  para  hacer  una  inducción  positiva, 
creemos  que  los  materiales  incombustibles  se  empiezan  a  em- 


muv  gruesas  »  que  por  allí  se  hallaban.  Herrera,  ob.  et.  loe.  cit..  lib.  VI, 
cap.  VI,  pág-.   325. 

Cuando  Jorge  Robledo  pasó  (  1539)  el  Magdalena  y  atravesó  la  provin- 
cia de  Pícara,  llegó  al  pueblo  de  Pozo,  «  donde  los  señores  caciques  te- 
nían a  las  puertas  de  sus  casas  grandes  fortalezas  de  las  cañas  gordas  ». 
Herrera,   ob.  et.  loe.  cit.,  lib.  VIII.  cap.  I,  pág-.  356. 

Según  Oviedo,  los  alcázares  del  cacique  Guaramental.  en  el  pueblo  lla- 
mado Anoantal.  estaban  cercados  de  tres  muros  de  árboles  gruesísimos, 
entre  los  cuales  corrían  entretejidos  unos  cordones  de  espinas.  Dentro  de 
estos  muros  o  adarves,  estaban  las  habitaciones  del  cacique,  de  sus  mujeres 
y  de  su  servidumbre;  y  por  de  fuera  e  por  de  dentro  de  la  primera  muralla 
hacen  la  guardia  de  noche  los  gandules  ya  dichos  ".  Oviedo,  Historia  Ge- 
neral y  Xatural  de  las  Indias,  t.  II,  lib.  XXIV.  cap.  XII.  pág.  254. 

En  Méjico  y  en  el  Imperio  de  los  Incas  las  fortalezas  eran  generalmente 
de  piedra,  material  que  se  ha  de  empezar  a  emplear  antes  que  el  ladrillo. 

El  mismo  Oviedo  dice  que  cuando  Francisco  Pizarro  se  dirigía  a  Caja- 
marca,  en  busca  de  Atahualpa,  cada  día  pasó  por  pueblos  «  con  su  casa 
grande  cercada  como  fortaleza  » ;  que  al  llegar  a  una  ciudad,  encontró  una 
fortaleza  <-  cercada  con  piedra  muy  fuerte  »,  y  que  «  se  aposentó  en  una 
casa  fuerte,  cercada  de  piedra  labrada  a  manera  de  gentil  cantería.  .  .  e  tan 
ancho  el  muro  que  cualquiera  bien  fundada  fortaleza  le  avria  por  muy 
bueno  «.  Oviedo.  Historia  General  y  Xtitural  de  las  Indias,  t.  IV, 
lib.  XLVI,  cap.  IV,  págs.  160  y  161. 

Cieza  de  León,  Crónica  del  Perú.  cap.  XIII,  pág.  366  y  cap.  XXI, 
pág.  372. 
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plear  oricrínariamente  en  obras,  como  los  templos  y  las  mura- 
llas urbanas,  que  se  construyen  para  la  defensa  común  y  que 
las  primeras  habitaciones  que  con  ellos  se  construyen  han 
de  ser  las  casas  de  los  jefes,  destinadas  a  servir  de  fortale- 
zas contra  los  enemigos  y  de  refugio  al  pueblo  entero.  En 
comprobación  podemos  citar  unos  hechos  ocurridos  en  la 
Antigüedad,  y  otros  ocurridos  en  las  Indias  Occidentales. 
Según  Monimsen,  las  primeras  fundaciones  de  Italia,  anterio- 
res a  las  ciudades,  fueron  fortalezas  (jue  servían  de  lugares 
de  refugio  a  las  poblaciones;  y  según  Herrera,  la  casa  del 
cacique  Comagre,  en  Nueva  Granada,  a  30  leguas  del  l)a- 
rien,  fundada  sobre  muy  gruesos  postes,  estaba  cercada  por 
un  muro  de  piedra  (  i  ). 

Cuando  Tucídides  observa  (¡ue  en  los  primeros  siglos 
«  todos  los  griegos  iban  armados  porque  en  los  caminos  no 
había  seguridad  y  las  habitaciones  carecían  de  defensas», 
bien  claro  deja  entender  que  más  tarde  se  las  construyó  en 
forma  que  sirviesen  de  amparo  a  sus  moradores,  esto  es, 
con  materiales  incombustibles.  A  su  vez,  observa  Mommsen 
que  según  se  infiere  de  numerosos  indicios,  en  los  primeros 
tiempos  de  Roma,  las  habitaciones  de  las  f.imiUas  m;'is  po- 
derosas se  construían  a  manera  de  fortalezas  y  como  para 
que  sirvieran  de  base  a  la  defensa.  Cuando  la  plebe  ro- 
mana increpó  a  \'al(*rio  el  (jue  con  pretensiones  monáríjui- 
cas  se  construía  en  una  altura  una  casa  que  iba  a  ser  un 
castillo  inexpugnal)le  ( /.),  acaso  el  edificio  sospechoso  era 
inferior  a  la  casa  de  cualquier  modesto  republicano  de 
Chile,  y  no  se  la  atribuía  el  carácter  de  fortaleza  sino  por- 
que en  su  construcción  se  introducía  la  novedad  de  los  ma- 
teriales incombustibles.  La  suspicacia  venía  presumiblemente 
de  que  en  los  primeros  tiempos  de  la  República,  la  futura  ca- 
pital del   mundo   no  era  todavía   más  (jue  una  miserable  ran- 


(  \- )     Salvado,   í^n   Aiistrnliii,   .^"   l'artc.  cap.  X.  páji.   359. 

(z)     Mommsen,   Histoire  /intnniín:  t.   I.  pag.  68. 
Tito  [Jvio.   Décndns,   t.   I.  lib.    II,  pág;.    III. 
Thucydide.   (hierre  du  Pélopnnese,  liv.   I.  chap.  VI. 
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chería.  A  nuestro  juicio,  el  empleo  de  los  materiales  incom- 
bustibles no  se  generaliza  en  los  edificios  particulares  sino 
muy  tardíamente,  ora  bajo  la  inspiración  del  peligro,  ora  bajo 
la  inspiración  del  ejemplo.  Naciones  semi-bárbaras  se,  han 
conocido,  como  los  chibchas  de  Bogotá,  donde  a  pesar  de 
estar  muy  desarrollada  la  edificación  urbana,  no  se  ha  en- 
contrado ni  una  sola  habitación  particular  que  no  fuese  de 
madera  (  a  a). 

Desde  los  ranchos  pajizos  que  se  construyen  en  un  par 
de  horas,  hasta  los  grandes  palacios  cuya  construcción  dura 
largos  años,  la  arquitectura  de  las  habitaciones  es  modelada 
por  las  costumbres,  por  los  gustos  dominantes  y  por  el 
estado  de  la  civilización.  El  rancho  construido  de  ramas  y 
troncos  no  labrados,  sin  cimientos  y  sin  solidez,  revela  al 
salvaje  nómade  e  imprevisor,  que  vive  al  día,  que  no  tiene 
bienes  muebles  que  guardar,  y  que  no  se  preocupa  de  su 
posteridad.  El  palacio  de  ladrillo  o  piedra  revela  al  hom- 
bre civilizado  que  vive  más  para  sus  hijos  y  descendientes 
que  para  sí  mismo  y  que  necesita  tener  para  su  comodidad 
y  recreo  una  habitación  alhajada  con  libros,  cuadros,  curio- 
sidades y  numerosos  muebles  más  o  menos  costosos. 

En  muchos  países  salvajes,  la  habitación  es,  según  vere- 
mos, un  gran  caramanchón  sin  divisiones  interiores,  donde 
suelen  vivir  centenares  de  personas  de  ambos  sexos  y  de 
todas  edades.  Tales  habitaciones  suponen  costumbres  co- 
munistas, la  promiscuidad  sexual  y  el  impudor  de  sus  mo- 
radores. 

Por  el  contrario,  la  casa  de  los  pueblos  cultos  se  carac- 
teriza por  la  multiplicidad  de  divisiones  interiores  que  se 
establecen  no  sólo  para  separar  a  los   solteros   de  los  casa- 


(  aa)  «  Los  capitanes  Lebrija  y  San  Martín,  dicen  en  su  relación,  «que 
aunque  de  paja,  la  población  de  Bacatá  podría  pasar  por  una  de  las  más 
bellas  de  las  que  se  habían  encontrado  en  las  Indias  ».  Zerda,  El  Dora- 
do, estudio  hisiúvico,  etnogi'áfico  y  arqueol()<i;i(;o  de  los  Chibchas, 
pág.  74.  En  seguida  agrega  Zerda  que  en  1847  se  encontraron  ruinas  del 
único  edificio  de  piedra  que  los  chibchas  dejaron  y  que  parece  haber  sido 
un   templo. 
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dos  y  las  hembras  de  los  varones,  sino  también  para  con- 
sultar la  comodidad,  la  higiene  y  aun  la  diversa  destinación 
de  las  habitaciones. 

Sin  duda,  cada  una  de  las  artes  se  puede  hacer  servir  a 
manera  de  instrumento  para  graduar  la  cultura  de  los  pue- 
blos. Pero  ninguna  lo  pone  de  manifiesto  tan  instantánea 
y  tan  visiblemente  como  la  arquitectura.  Con  la  misma  ma- 
dera con  que  el  bárbaro  construye  un  efímero  y  tosco  ca- 
ramanchón, construye  el  suizo  un  hermoso,  cómodo  y  dura- 
dero chalet.  Con  la  misma  piedra  con  que  en  París  se 
construye  un  palacio  maravilloso  de  líneas  graciosas,  se 
construye  en  Chicago  y  en  Santiago  de  Chile  un  edificio 
pretensioso  y  churrigueresco.  Sin  necesidad  de  que  sea 
muy  profundo  observador,  un  viajero  cualquiera  no  tiene 
más  que  mirar  por  dentro  y  fuera  las  habitaciones  de  un 
pueblo  para  apreciar  a  ciencia  cierta  sus  hábitos  morales, 
sus  prácticas  higiénicas,  el  repartimiento  de  la  riqueza  na- 
cional y  el  estado  de  su  cultura. 

«  La  historia  de  la  habitación,  se  ha  dicho,  es  la  historia 
de  la  civilización  misma.  Hay  un  paralelismo  no  interrum- 
pido entre  los  perfeccionamientos  de  la  habitación  y  el  grado 
de  desarrollo  intelectual  y  social  de  los  pueblos.  Si  estudiá- 
ramos con  este  criterio  la  historia  del  hogar,  veríamos 
cuan  considerable  ha  sido  siempre  el  influjo  de  la  habita- 
ción sobre  el  estado  social  de  los  pueblos  y  viceversa,  cuan 
claramente  se  refleja  el  estado  social  en  la  elección  de  ma- 
teriales, en  los  procedimientos  de  construcción  y  en  el  arre- 
glo interior  de  los  departamentos,  por  manera  que  el 
carácter  de  cada  sociedad  aparece  tan  de  manifiesto  en  su 
artjuitectura  como  el  del  hombre  en  su  fisonomía  »    (  n  />), 

§  38.  Fiemos  observado  más  arriba  (  i^  1  5  i  que  para  ga- 
rantizar la  recíproca  defensa,  los  salvajes  andan  siempre 
agrupados  y  (|ue  jurídicamente  estas  agrupaciones  se  per- 
petúan hasta  grados  muy  altos  del   desarrollo  social. 

Pues   bien,    las   primeras    habitaciones   construidas   por  la 


{(th)     Berirand,    Le  Lo^cniíiil  il<-    ¡''nnriir  vt   du  ¡muvrc.  I'rcface 
par  Paepe,  pag.  XIII   et  XIV. 
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mano  del  hombre  aparecen  claramente  dispuestas  en  forma 
que  la  agrupación  jurídica  se  perpetúe  también  material- 
mente sin  dispersarse.  Sin  excepción  alguna,  se  ha  obser- 
vado en  todos  los  países  bárbaros  que  cuando  empieza  la 
edificación  doméstica,  los  consanguíneos  se  agrupan  en  el 
terreno  alrededor  de  su  patriarca  o  de  su  jefe  como  para 
estar  siempre  prontos  a  la  defensa  y  a  la  demanda  de  auxilio. 

Con  el  ostensible  propósito  de  facilitar  el  más  rápido 
agrupamiento  de  los  consanguíneos,  los  pueblos  salvajes 
construyen  habitaciones  de  dos  tipos  muy  diferentes:  las 
unas  son  enormes  caramanchones  o  barracas  con  capacidad 
para  albergar  gentes  y  aun  tribus  enteras;  y  las  otras,  de 
mucho  menor  extensión,  se  construyen  formando  caseríos  de 
comuneros-consanguíneos. 

Entre  los  antiguos  araucanos,  según  Guevara,  los  ran- 
chos de  los  caciques  más  ricos  y  poderosos  medían  hasta 
20  metros  de  largo  y  10  de  ancho  y  entre  los  guanas 
del  Paraguay,  según  Azara,  cada  caramanchón,  sin  divisio- 
nes ni  mamparas    interiores,  servía  para  doce  familias  (ac), 

AJo-o  análogro  atestigua  Xordenskiold  de  los  chacobos  y 
de  los  chiriguanos  de  Bolivia  y  de  algunos  indígenas  del 
Brasil:  sus  habitaciones,  dice,  eran  tan  grandes  que  cada 
una  podía  albergar  un  centenar  de  personas  (ad). 

Con  referencia  a  los  indígenas  de  Nueva  Granada,  dice 
Herrera,  que  sus  chozas  medían  cien  pies  de  largo  y  veinte 
de  ancho;  y  con  referencia  a  los  de  Venezuela,  dice  que 
« las  casas  en  que  moraban  eran  comunes  a  todos,  y  tan  ca- 
paces que  cabían  en  ellas  seiscientas  personas  »   (a  e). 


(ac)  Guevara,  Historia  de  la  Civilización  de  Araucania,  t.  I, 
cap.  VII,  pág-.  200. 

Azara,  Descripción  e  Historia  del  Paraguay  y  del  Río  de  la  Plata, 
t.   I,  cap.  X,  §  79. 

(ad)  Nordenskiold,  La  Me  des  Indiens  dans  le  Chaco,  chap.  XI. 
pag-.   151. 

Garcilaso  de  la  Vega,  Comentarios  reales  de  los  Incas,  lib.  VIII. 
cap.  XVII,  pág.   245   y  246. 

(  a  e)  Herrera,  Historia  de  las  Indias  Occidentales,  t.  I,  Década  I, 
lib.  IV,  cap.  I,  pág.  82,  y  lib.  IX.  cap.  II.  pág.  192,  y  t.  IV,  Década  VIII, 
lib.   IV,   cap.  XI.  pág.   277. 
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Análogamente,  Porto  Seguro  dice  de  los  tupis  del  Brasil, 
que  a  veces  la  población  entera  construía  para  sí  un  solo 
rancho,  sin  divisiones  interiores,  donde  cabían  hasta  200  per- 
sonas (  ü  f). 

Lubbock,  dice  que  en  el  Ude  los  tihures  viven  en  gran- 
des barracas  donde  todo  es  común;  y  La  Perouse  declara 
haber  medido  en  las  islas  de  Pascua  una  habitación  larga 
de  110  pies,  ancha  de  10,  «a  la  cual  no  se  podía  entrar 
sino  a  gatas  por  dos  puertas  que  no  tenían  más  de  dos 
pies  de  altura»    (ag"). 

Usos  análogos  tuvieron  los  bárbaros  de  otras  edades. 
En  las  ruinas  prehistóricas  de  ciertas  comarcas  de  Norte 
América,  se  han  encontrado  escombros  de  barracas  sin  di- 
visiones interiores,  donde  pudieron  albergarse  500  y  hasta 
1000  personas,  y  Mommsen  certifica  que  los  nombres  itáli- 
cos de  la  voz  casa,  cuales  eran  primitivamente  vicus  y 
pagus,  suponen  la  habitación  común  de  un  clan  entero  y 
por  efecto  de  una  transición  muy  explicable,  acabaron  por 
significar  villorrio  y   caserío  (  u  h  i. 

Mucho  más  general  parece  ser  el  caserío. 

Cuando  los  españoles  llegaron  a  Chile  (1536-1540),  en- 
contraron en  estos  valles  unos  caseríos  que  se  distinguie- 
ron con  el  apelativo  de  />íío/>/o.s-,  toldenas  o  rancherías. 
Cada  uno  se  componía  de  15  a  20  ranchos  y  era  habitado 
por  un  solo  cacica/.go.  Medina  menciona  con  sus  nombres 
propios  más  de   10(J  (ai). 


i  a  f )     Porto  Seguro,  Histnrin  (¡t'vnl  do  Urazil.  t.   I.  cap.    III.  pag.  33. 
Giraud-Teulon,    Los  Ori^invs    du  Maria<íc  ct  de   In   FnmiUr.   chapi- 
tre  VIH,  pag.   181  á  184. 

(  a  jtf )      La  Perouse.    \'iiynLS''  nutnur  du  Moiidr.  t.    II.   pag.   S8. 

í  a /j  )     Mommsen,  Ilistoirr  linnxnitu:  t.  I,   liv.  I,  chap.  III,  pag.  45. 
Giraud-Teulon,   Origines  da  MnriiiL!r.  chap.  VIII.  pag.  Ií<I   a  183. 
Maunier,    L'Oii'giiw  ot   ¡n   Foiictinti  écanmiiiijuc  drs    \  illrs.    liv.     I, 
chap.   III,  pag.  65   á  69. 

(ai)  Medina,  Los  Ahorífífiws  dr  íVj/if.cap.  VIII,  págs.  157  y  159. 
Molina,  Historia  Civil  drl  Reino  de  Chile,  lib.  II.  cap.  I,  pág.  58. 
Según     Azara,  entre    los    charrúas  del    Uruguay,  se  llamaba   toldo  a  la 
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La  misma  práctica  parecen  seguir  hasta  hoy  los  chirigua- 
nos de  Bolivia,  y  los  chorotis  y  los  ashluslayos  del  Cha- 
co (aj). 

En  la  isla  de  Timor,  según  Fre^xinet,  casi  no  se  encuen- 
tran habitaciones  aisladas  porque  todas  se  agrupan  forman- 
do caseríos  «  como  lo  exige  en  un  país  semi-civilizado  la 
necesidad  de  prestarse  recíproco  auxilio  en  los  casos  de 
irrupción  súbita  del  enemigo»  {al)',  y  en  Tonga,  según 
Letourneau,  cada  jefe  tiene  su  morada  en  el  centro  de 
una  plantación,  rodeada  de  habitaciones  para  sus  familia- 
res (  a  m ). 

En  caseríos  vivían  también  agrupados  los  antiguos  ger- 
manos (an);  y  según  Gibbon,  en  caseríos  se  agrupaban 
por  tribus  los  tártaros,  y  según  Costa,  los  celtíberos  (añ). 

Cuando  la    naturaleza  o  la    comunidad    rural    lo    exige, 


casa,  y  toldaría  «  al  pueblo  o  conjunto  de  muchos  toldos  ».  Azara,  Des- 
cripción e  Historia  del  Paraguay  y  del  Río  de  la  Plata,  t.  I,  cap.  X, 
§  14.     El  Diccionario  de  la  Academia  dice  toldería. 

Nadaillac,  V Amérique  Préhistorique,  chap.  V,  pag.  201. 

Amunátegui,  Las  Encomiendas  de  Indígenas,  t.  I,  cap.  I,  págs.  45 
a  48. 

«La  aldea,  dice  Cornejo,  (nosotros  diríamos  el  caserío),  la  aldea  es  la 
forma  original  y  natural  en  que  las  comunidades  se  establecen ;  no  crea 
sino  que  conserva  los  vínculos  »  de  consanguinidad  que  de  antemano  exis- 
ten en  la  tribu.  .  .  «  Cuando  el  clan  familiar  se  fija  permanentemente  en  un 
territorio,  crea  la  aldea;  así  es  que  esta  es  la  más  antigua  de  las  formas 
de  concentración  territorial  ».  Cornejo,  Sociología  General,  t.  I,  cap.  X, 
págs.  407   y  408. 

{aj)  Nordenskiold,  La  Vie  des  Indiens  dans  le  Chaco,  chap.  XI, 
pag.   151. 

Niño,  Etnografía  Chiriguana.  cap.  VI,  pág.   170. 

(al)     Freycinet,   \'oyage  autour  du  Monde,  t.  I,  pag.  627. 

(am)    Letourneau,  De  la  Propriété;  pag.   87,   88  et  90. 

(  a /2 )     Tácito,  Gemianía,  XVI. 

Schulte,  Histoire  du  Droit  des  Institutions  de  l'AUemagne,  §  9,  II. 

(  a  /I  )  Gibbon,  Histoire  de  la  Décadence  de  l'Empire  Romain.  t.  I, 
chap.  XVI. 

Costa,  Introducción  a  un  tratado  de  Política,  págs.  240  a  242. 
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esta  agrupación  por  caseríos,  suele  perpetuarse  hasta  gra- 
dos muy  altos  de  la  civilización.  En  Rusia,  el  temor  a  las 
bestias  feroces  y  a  las  dificultades  con  que  el  hombre  ais- 
lado tropieza  durante  el  invierno  para  subsistir,  han  hecho 
que  la  población  rural  se  agrupe  en  caseríos  de  60  a  80 
hogares  {no):  y  en  la  India,  fuera  de  los  centros  de  ma- 
yor cultura,  la  población  está  repartida  en  caseríos,  cada 
uno  de  los  cuales  es  habitado  por  comuneros  de  los  te- 
rrenos circunvecinos  ( (I  p). 

Empero,  si  la  necesidad  de  la  defensa  recíproca,  forta- 
lecida por  las  relaciones  de  consanguinidad,  induce  a 
construir  las  habitaciones  cercanas  unas  de  otras,  ésta  no 
es  razón  para  construirlas  contiguas.  Por  causa  de  la  in- 
flamabilidad de  los  materiales  lígneos  de  construcción,  los 
caseríos  primitivos  están  siempre  expuestos  a  la  voracidad 
de  los  incendios,  y  el  peligro  permanente  de  que  el  fuego 
consuma  la  población  entera  forma  en  hora  muy  temprana 
una  invencible  predisposición  contra  la  contigüedad  de  las 
habitaciones. 

De  los  araucanos,  dice  Rosales,  que  no  hacían  sus  casas 
juntas,  en  forma  de  pueblos,  porque  los  hechiceros  les  ha- 
bían prevenido  que  el  enemigo  los  acabaría  más  a  priesa  si 
los  encontraba  agrupados  {n  (j)\  y  de  los  indios  de  la  Cas- 
tilla de  Oro,   dice   Oviedo,  que  algunos   vivían    desparcidos 


i  o  o)     Hepworth,  Ln  Russir  Libre,  chap.  XXXVIII;  pag-.  274. 

Laveleye  observa  quf  aun  cuando  en  la  Rusia  slava  no  se  construyen 
nunca  las  casas  contiguas  entre  sí.  tampoco  se  las  construye  aisladas  en 
medio  de  los  campos.  Kl  nombre  del  caserío  ruso,  dcreviiin^  tiene  la 
misma  raíz  que  el  alemán  í/o//'  y  el  francés  troupe  o  triipcau  y  significa 
reunión  o  agregación  hecha  para  la  ])rotección  mutua.  Los  hombres  en  las 
épocas  primitivas,  concluye  Laveleye,  han  menester  agruparse  para  resis- 
tir en  común  a  los  ataques  de  los  enemigos  y  de  los  animales  feroces,  así 
como  para  explotar  colectivamente  la  tierra.  Laveleye,  De  ¡n  Prnpriñté, 
chap.   II,  pag.   17. 

Cornejo,  Sociolofj^ía  (Jencrnl.  t.   I.  ca|).   IX,  págs.  407  a  409, 

{  np)     Sumner  Malne,   Etiiücs  stir  riiislniri-  ilu  Drnii.   pag.  150  a  156. 

(ary)     Rosales,  Historin   dv  Chile,  t.   I.   lib.    I.  cap.  XXVI,   pág.  150. 
Molina,  Historia  Civil  del  Reino  de  Chile,  lib.  I.  cap.  IV,  pag.  19. 
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en  valles  y  laderas,  y  otros  en  las  sierras,  donde  formaban 
como  barrios,  construyendo,  sin  embarg'o,  «  unas  casas  des- 
viadas de  otras».  Lo  mismo  dice  de  los  panches,  vecinos 
de  Bogotá,  que  construían  sus  casas  «  apartadas  unas  de 
otras,   puestas  en  oteros  y  cerros»   [n  r)- 

En  la  isla  de  Timor,  toda  la  población  vive  en  caseríos 
que  permiten  a  sus  habitantes  auxiliarse  recíprocamente  en 
caso  de  peligro,  pero  las  habitaciones  agrupadas  están  se- 
paradas entre  sí  por  anchas  fajas  y  rodeadas  ordinariamente 
de  árboles  (as).  En  Sumatra,  en  Borneo  y  en  Java,  no 
se  ve  una  sola  casa  que  no  esté  cercada  de  jardines  (a  t)^ 
Igualmente  aisladas,  pe^ro  cercanas,  se  construyen  las  habita- 
ciones de  cada  caserío  en  la  India  (aw)  y  en  la  Slavia 
rusa  (a  r ). 

Con  referencia  al  Montenegro,  dice  Jovanovic',  que  no  se 
puede  dar  el  nombre  de  ciudades  a  sus  agrupaciones  urba- 
nas; que  sus  mayores  poblaciones  no  cuentan  más  de  1400 
habitantes;  que  sus  llamadas  calles  son  simples  caminos,  y 
que  sus  casas  se   construyen    siempre   aisladas   entre  sí  y  en 


(ai-)  Oviedo,  Historia  General  y  Natural  de  Indias,  t.  III.  lib. 
XXIX.  cap.  XXVII,  pág.  131,  y  t.  II,  lib.  XXVI,  cap.  XXIV,  pá- 
gina 392. 

«  En  estas  provincias  ( las  del  Darien  )  no  había  pueblos  grandes,  sino 
cada  principal  tenía  en  sus  tierras  tres  o  cuatro  casas,  o  más.  según  era : 
éstas,  juntas,  y  así  a  vista  unas  de  otras:  cada  uno  donde  sembraba  allí 
hacía  su  casa  ».  Medina,  El  Descubrimiento  del  Océano  Pacífico,  t.  II, 
pág.   194. 

Cuando  los  castellanos,  capitaneados  por  Núñez  Balboa,  (  I5I2  )  em- 
prendieron la  primera  expedición  contra  el  cacique  Dabaibe,  llegaron,  se- 
gún Herrera,  «  a  un  pueblo  de  500  casas,  apartadas  una  de  otra  ».  Herrera» 
Historia  de  las  Indias  Occidentales,  t.  I,  Década  I,  lib.  IX,  cap.  VI, 
pág.  200;  y  en  Ancerma,  Nueva  Granada,  según  Cieza  de  León,  las  casas 
se  construían  desviadas  unas  de  otras.  Cieza  de  León,  Crónica  del  Perú, 
cap.  XVI,  pág.  369. 

(as)  Freycinet,   Voyage  autour  du  Monde,  t.   I,  pag.  627. 

[at]  Rienzi,  La  Oceanía,  t.   I,  pág.  84. 

(ai;)  Sumner  Maine,  Études  sur  l'histoire  du  Droit,  pag.  150. 

(av)  Laveleye,  Déla  Propriété,  chap.   II,  pag.   17. 
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•ciertas  comarcas,  tan  dispersas,  que  no  se  puede  aceptar  que 
formen  parte  integrante  de  ciudad  alguna  (a  x). 

Por  último,  para  evitar  la  acumulación  excesiva  de  datos 
análogos,  bástenos  observar  que  la  misma  preocupación  de 
los  araucanos  tenían  los  antiguos  germanos,  porque  para 
prevenir  los  incendios,  dice  Tácito,  evitaban  agruparse  en 
ciudades  y  acostumbraban  a  construir  sus  habitaciones  sepa- 
radas entre  sí  por  solares  abiertos,  más  o  menos  gran- 
des (a  y) 

Presumiblemente  de  estas  preocupaciones  primitivas  pro- 
vino la  repugnancia  que  en  los  pueblos  más  cultos  de  la 
Antigüedad  había  contra  la  medianería.  En  todos  ellos,  como 
para  prevenir  un  gran  peligro,  la  religión,  las  costumbres  y 
las  leyes  prohibían  la  contigüedad  de  las  casas.  «  Ay  de 
los  que  juntáis  casa  a  casa  y  añadís  tierra  a  tierra  hasta  el 
término  del  lugar!  »  apostrofaba  Isaías  (a  z)  contra  los  aca- 
paradores de  predios  urbanos. 

En  Roma,  la  ley  prohibió  siempre  que  las  casas  se  toca- 
ran fijando  hacia  los  últimos  tiempos,  en  dos  pies  y  medio  la 
faja  mínima  de  terreno  que  se  debía  dejar  entre  ellas;  y  en 
Atenas,  todo  muro  de  circunvalación  se  debía  construir  a  un 
pie  de  distancia  de  la  línea  ílivisoria,  y  todo  muro  de  casa, 
a  dos  pies  (  h  n). 

I'or  su  naturaleza  anorgánica,  el  caserío  es  la  forma  em- 
brionaria que  las  poblaciones  url^anas  tienen    cuando  nacen 


(ax)  Jovanovic',  Jiullctin  ilf  In  Sociétp  do  Le^sií^Iniion  (^oiiijinrée 
de  I889-I890,  pag.  471. 

(nv)     Tácito,    (irrinnnin.  XVI. 

(az)     Isaías,  Profecías,  cap.   V,  §  8. 

{ha)  Según  una  descripción  He  Roma,  fundada  en  datos  oficiales  y 
hecha  el  año  357  de  nuestra  Era.  se  contaban  en  la  ciudad,  a  principios  del 
siglo  IV,  1790  palacios  y  46.602  insninc.  islas,  esto  es,  casas  aisladas. 
Marquardt,  L'( h-<;ni¡isnt¡on  finnucÜTc  <liez  les  Romain.  pag.  175.  Este 
aislamiento  venia  de  muy  atrás  porque  en  los  primeras  tiempos  de  Roma, 
según  Mommsen,  cada  pater  familiap  disponía  de  dos  yugadas  de  terre- 
no, en  cuyo  centro  tenia  su  casa.  Histnirr  Romaiiw.  t.  I,  pag.  206  et  250. 

Fustel  de  Coulanges,  La  Cité  AiUiíftir.   liv.    II,  chap.  VI. 

Letourneau,  De  la  Propriété.  pag.  Í2i. 
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espontáneamente.  Solo  aquellas  que  se  fundan  con  arreglo 
a  un  plan  deliberado,  de  ordinario  por  obra  del  Estado,  na- 
cen divididas  en  calles  que  distribuyen  a  los  habitantes  en 
cuadrángulos  más  o  menos  simétricos,  que  facilitan  la  ven- 
tilación y  la  salubrificación  de  la  ciudad  entera  y  que  unen 
entre  sí  los  barrios  más  extremos. 

«  Sacando  la  ciudad  del  Cuzco  v  algunos  otros  lucrares 
grandes  que  tenían  forma  de  pueblo,  dice  Cobo,  todos  los 
demás  no  la  tenían,  sino  que  las  casas  estaban  amontonadas 
sin  orden  ni  correspondencia.  .  .  cada  una  aparte,  sin  trabar 
ni  continuarse  entre  sí,  de  modo  que  no  formaban  calles  ni 
plazas».  Eran  como  recogederos  de  bestias,  observa  Gar- 
cilaso  de  la  Vega  {bb). 

Parecidas  observaciones  hizo  Torquemada  en  Guatemala. 
Según  el  testimonio  de  dicho  cronista,  predominaban  en  aquel 
país  los  caseríos  porque  no  había  llanuras  donde  hubiesen 
podido  formarse  ciudades  regulares.  Aun  los  pueblos  que 
hacían  cabeza  de  los  cacicazgos  y  que  tenían  algún  concierto 
no  pasaban  de  ser  acumulaciones  confusas  de  100  a  200 
habitaciones  (be). 

En  su  Viaje  al  rededor  del  mundo,  el  célebre  navegante 
Freycinet  habla  de  los  caseríos  que  encontró  a  su  paso. 
Con  referencia  a  la  isla  de  Timor,  dice  que  las  habitacio- 
nes estaban  aglomeradas  sin  simetría  alguna  y  que  el  case- 
río de  Cupang  contenía  como  unas  400  cabanas  levantadas 
sin  regularidad  alguna;  y  con  referencia  a  las  islas  de 
vSandwich,  dice  que  uno  de  los  pueblos  más  importantes, 
cual  era  Kayakakúa,  se  componía  igualmente  de  unas  400 
habitaciones  todas  dispersas,  sin  orden  y  sin   calles  {b  ch). 

Sería  inoficioso  multiplicar  las  citas  análogas. 


(hb)  Cobo,  Historia  del  Xuevo  Mundo,  t.  IV,  lib.  XIV,  cap.  III, 
pág.   163. 

Garcilaso  de  la  Vega,  Comentarios  Reales  de  los  Incas.  Hb.  I,  capí- 
tulo XII,  pág.   14. 

(be)  Torquemada,  Monarquía  Indiana,  t.  I,  lib,  III,  cap.  IV, 
pág.  249. 

(  b  ch  )  Freycinet,  Voya<re  autnur  du  Monde,  t.  I,  pag.  627,  et  t.  11, 
pag.  552. 
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Para  Sumner  Maine,  no  es  dudoso  que  estos  caseríos  pri- 
mitivos, compuestos  de  habitaciones  cercanas  pero  aisladas 
y  dispersas,  son  los  primeros  gérmenes  de  agrupaciones 
urbanas  que  merced  al  crecimiento  demográfico  y  a  la  aper- 
tura de  calles  regulares,  suelen  llegar  a  convertirse  en  ciu- 
dades. Es  presumible,  dice,  que  muchas  ciudades  de  Euro- 
pa hayan  tenido  sus  orígenes  en  antiguas  comunidades  de 
aldea;  y  sin  duda  alguna,  no  otros  han  sido  los  de  la  ma- 
yoría de  las  ciudades  de  la  India,  y  en  particular  los  de  la 
mayor  de  todas,  Calcuta,  que  no  es  más  que  una  aglome- 
ración de  aldeas.  Esta  observación  inferida  de  la  constitu- 
ción urbana  de  la  India,  es  plenamente  corroborada  por  el 
estudio  de  ciertas  etimologías  latinas.  En  latín  se  daba  el 
nombre  de  vicus.  de  donde  viene  viciniis,  vecino,  al  villo- 
rrio, pero  el  mismo  nombre  se  empleaba  en  el  sentido  de 
Inwrio,  por  manera  que  para  los  latinos,  la  ciudad  no  era  en 
el  fondo  más  que  una  aglomeración  de  villorrios  (  h  d  ). 

Estos  orígenes  enteramente  espontáneos  de  las  primiti- 
vas agrupaciones  urbanas  ponen  de  manifiesto  cuan  infun- 
dadas son  aquellas  tradiciones  que  corrían  en  los  pueblos 
antiguos,  según  las  cuales  las  ciudades  se  habían  construido 
de  propósito  deliberado.  Sin  negar  que  en  estados  sociales 
más  o  menos  avanzados  se  hayan  fundado  deliberada- 
mente algunas  ciudades,  creemos  que  no  hay  motivo  sufi- 
ciente para  atribuir  a  Manco  Capac  la  fundación  de  Cuzco, 
ni  a  Cécrope  la  de  Atenas,  ni  a  Hércules  la  de  Sevilla,  ni 
a  Rómulo,  ni  a  Remo,  ni  a  nadie  la  de  Roma.  .V  nuestro 
juicio,  las  ciudades  cuyos  orígenes  remontan  a  tiempos  pre- 
históricos no  han  sido,  en  general,  fundadas  deliberada- 
mente sino  que  se  han  formado  por  la  vía  del  desarrollo 
espontáneo,  como  lo  prueba  su  absoluta  falta  de  simetría. 
Presumi!)lemente  han  sido  los  escombros  soterrados  de  las 
murallas  de  circunvalación  los  (jue  han  inducido  en  la  creen- 
cia de  que  en  las  más  famosas  ciuilades  de  la  Antigüedad  fue- 

(/<(/)     Sumner  .Maine.  lümlrs  sur  ÍUistniri-  liu  Prnit.  ])ajr-  I  ^í'- 
Marquarfit.   <  fn^anlsntion  fie  VKmjñrr  Rnnuxin.    t.   I,  pag.  9. 
Maunicr,   L(  >ri<:ine  dos    VilJcs.  pag.  65.   "O  ct   71. 
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ran  fundadas  con  propósito  deliberado,  porque  no  se  ha 
advertido  que  las  murallas  se  han  podido  construir  o  bien  al 
nacer  la  ciudad,  o  bien  cuando  ya  contaba  siglos  de  exis- 
tencia. Los  pueblos  atrasados,  que  no  tienen  idea  alguna  de 
la  potencia  de  las  fuerzas  sociales,  no  pueden  explicarse  la 
existencia  de  las  ciudades  nacidas  en  siglos  prehistóricos 
sino  atribuyendo  su  fundación  a  personajes  míticos  (be). 
§  39.  Según  las  tradiciones  griegas,  cuando  Cadmo  erra- 
ba en  busca  de  su  hermana,  salió  de  Delfos  tras  de  un 
buey,  que  después  de  mucho  vagar  se  echó  de  cansancio 
en  cierto  sitio.  Cadmo  dio  al  paraje  el  nombre  de  Beo- 
cia  y  por  consejos  del  oráculo,  allí  mismo  fijó  su  residencia. 


(be)  Garcilaso  de  la  Vega,  Comentarios  de  los  Incas,  lib.  I,  capí- 
tulos XVI,  XVII  y  XX. 

Momrasen,  Histoire  Romaine,  t.  IV,  liv,  III,  chap.  XIV,  pag-.  57. 

Sobre  las  múltiples  y  contradictorias  tradiciones  relativas  al  supuesto 
fundador  de  Roma,  véase  Dionisio  Halicarnaso,  Antiquités  Roniaines, 
t.  I,  liv.  I,  chap.  XVI,  pag-.   157  á  159. 

En  nuestra  obra,  La  Evolución  de  la  Historia,  t.  II.  pág.  118,  hemos 
resumido  el  relato  de  Dionisio. 

Tarde  dice  en  contra  de  nuestra  doctrina:  «Toutes  les  fois  que  nous 
pouvous  remonter  á  l'origine  d'une  ville  antique  ou  moderne,  de  n'importe 
quelle  partie  du  monde,  nous  découvrons  qu'elle  a  été  non  pas  l'oeuvre  im- 
personelle  et  anonyme  d'une  foule,  mais  l'oeuvre  d'un  homme  ».  Tarde, 
Les  Transforniations  du  Pouvoir,  pag.  90  et  91.  Pero  es  la  verdad  que 
la  historia  verdadera  no  nos  ofrece  medio  alguno  que  nos  permita  conocer 
los  orígenes  de  las  grandes  ciudades  de  la  Antigüedad. 

En  las  obras  de  la  Antigüedad  abundan  los  datos  que  dejan  colegir  que 
aquellas  ciudades  que  más  brillaron  en  la  historia  fueron  originariamente 
simples  caseríos.  Cuando  Aristóteles  dice  que  fué  Hippodamus  de  Mileto, 
hijo  de  Euryphon,  el  primero  que  tuvo  la  idea  de  dividir  las  ciudades  en 
calles,  bien  deja  entender  que  en  los  tiempos  anteriores  cada  población  no 
era  más  que  una  aglomeración  de  habitaciones  sin  orden  ni  concierto. 
Aristóteles,  La  Politique,  liv.  II,  chap.  V.  §  I.  De  Roma,  dice  Tito  Livio, 
que  después  de  haber  sido  incendiada  por  los  galos,  cada  cual  reedificó 
su  hogar  donde  quiso  sin  respetar  la  línea  recta  y  sin  dejar  calles  regu- 
lares. Tito  Livio,  Décadas  de  la  Historia  Romana,  t.  II,  lib.  V,  pági- 
na 185,  y  Bergier  agrega  que  en  realidad  la  ciudad  dominadora  del  mundo 
no  se  vino  a  regularizar  sino  después  de  haber  sido  incendiada  y  recons- 
truida por  Nerón.  Bergier,  Histoire  des  Grands  Chemins  de  l'Empire 
Romain,  t.  II,  liv.  V,  chap.  V,  §  5  et  7. 
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Así  mismo  referían  aquellas  tradiciones  que  cuando  Per- 
seo  andaba  en  busca  de  un  lugar  para  fundar  una  ciudad, 
se  le  cayó  el  pomo  de  su  espada;  y  en  la  certidumbre  de 
que  este  accidente  era  claro  indicio  de  la  voluntad  de  los 
dioses,  resolvió  construir  allí  mismo  la  ciudad  de  Micenas, 
nombre  que  literalmente  significa  po/no  de  e5/)Hf/a. 

Si  estas  tradiciones  tuvieran  algún  fundamento  positivo, 
cualquiera  podría  inferir  de  ellas  que  la  elección  de  sitios 
para  fundar  las  primeras  ciudades  de  Grecia  fué  obra  de 
accidentes  fortuitos.  Xo  fué  otra  la  conclusión  a  que  llegó 
el  erudito  Goguet,  dado  que  después  de  haberlas  relatado, 
puso  término  a  su  relato  exclamando:  «  ¡Tales  eran  los  mo- 
tivos que  en  aquellas  remotas  edades  movían  a  obrar!  »  ( />/')• 

Otras  leyendas,  tanto  de  Grecia  como  de  otros  pueblos, 
atribuían  origen  diferente  a  la  fundación  de  otras  ciudades 
de  la  Antigüedad.  Según  Philicoro,  citado  por  Strabon, 
como  el  Ática  fuese  de  continuo  asolada  por  las  incursio- 
nes de  los  beocios,  Cécrope  imaginó  defender  la  población 
indígena  agrupándola  en  doce  ciudades,  la  cuales  se  refun- 
dieron posteriormente  a  iniciativa  de  Theseo  en  una  sola 
que  floreció  con  el  nombre  de  Atenas.  Con  un  propósito 
igualmente  defensivo,  se  supone  haberse  construido  la  pri- 
mera ciudad,  la  de  Enochia,  que  según  las  tradiciones  mo- 
saicas hubo  en  el  mundo,  a  Qué  razón  tuviera  Cain  para 
fundarla,  dice  Torquemada,  no  se  sabe  y  solo  se  puede 
congeturar  de  dichos  y  parecer  de  sabios  que  fuese  por 
asegurarse  de  sus  enemigos  que  podían  hacerle  mal  porque 
como  fratricida  que  era,  le  parecía  que  su  pecado  había 
de  tener  castigo  (  />  ^- ). 


(  b  f)  Goguet,  Origines  des  Lnis,  des  Arts.  etc..  t.  III,  liv.  I,  cha- 
pitre   IV,  arts.   III  et  IV. 

Según  Pausanias.  otras  tradiciones  referían  que  Perseo  había  dado  a 
la  ciudad  el  nombre  de  Micenas  porque  debajo  de  una  callampa,  que  tam- 
bién se  llama  Mvri's.  encontró  agua  para  apaciguar  la  sed.  Pausanias, 
Voyage  Iíisiin'i(¡ue.  t.   1,  liv.  II.  rhap.  X\'I.  pag.   183. 

{h<r)  Sí  Cécrope  agrupó  los  hal)itantes  en  doce  ciudades,  fué  pre- 
sumiblemente porque  encontró  la  población    dividida  en  doce  tribus.      El 
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¿Cuáles  de  estas  tradiciones  merecen  más  crédito,  las  que 
atribuyen  al  acaso  la  fundación  de  las  ciudades  o  las  que 
la  atribuyen  a  un  propósito  de  defensa? 

Los  autores  políticos  están,  por  lo  general,  de  acuerdo 
en  que  los  hombres  de  las  primeras  edades  se  agrupan  en 
poblaciones  precisamente  para  organizar  mejor  la  defensa 
recíproca  contra  los  enemigos  (hh);  y  no  es  dudoso  que 
en  cualquiera  estado  social  la  simple  agrupación,  indepen- 
dientemente de  toda  organización  y  de  toda  condición  ex- 
terna, aumenta  sobre  modo  su  fuerza  defensiva.  Cuando 
Francia  acababa  de  conquistar  la  Argelia,  el  gobierno  de 
Luis  Felipe  se  propuso  colonizar  este  país  diseminando 
labradores  franceses  en  el  campo;  pero  como  la  población 
indígena  empezase  a  exterminarlos  atacándolos  uno  a  uno, 
hubo  de  ordenárseles,  para  evitar  su  total  exterminio,  que 
se  agrupasen  en  las  ciudades  (bi). 

Aun  prescindiendo  de  la  eficacia  defensiva  de  las  agru- 
paciones, bastaría  estudiar  los  sitios  donde  se  levantaron 
las  más  famosas  ciudades  de  la  Antigüedad  para  concluir 
que  en  su  elección  no  tuvo  parte  alguna  el  acaso. 


mismo  número  de  tribus  se  encontraba  entre  los  israelitas,  entre  los  edo- 
mitas,  entre  los  nakhoridas,  entre  los  israelitas,  entre  los  Qéturenos,  como 
lo  observa  Maspero  en  su  Histoire  Ancienne  des  Peuples  de  VOrient, 
pag.  302. 

Esta  misma  distribución  duodecimal  del  pueblo  existia,  según  Heró- 
doto,  entre  los  jonios,  entre  los  acheos  y  entre  los  eolios.  La  idea  de  dis- 
tribuir los  pueblos  en  doce  tribus  no  vino  presumiblemente  de  que  a  los 
principios  se  encontraran  en  todos  ellos  doce  hermanos  que  sirviesen  de 
troncos;  sino  que  fué  sugerida  por  los  doce  signos  del  zodíaco.  Heródoto, 
Los  Nueve  Libros  de  la  Historia,  lib.  I,  cap.  CXLV,  CXLVI  y  CXLIX. 

Torquemada,  La  Monarquía  Indiana,  t.  I,  lib.  III,  cap.   II. 

Strabon,   Géographie,  t.  II,  liv.  IX,  chap.  I,  pag.  211. 

Goguet,  Origines  des  Lois,  des  u-irts,  etc.,  t,  III,  liv.  I,  chap.  IV, 
art.  I. 

(bh)     Rowe,   El  gobierno  de  la  Ciudad,  cap.  I,  pág.   6. 
Santo  Tomás   de  Aquino,  El    Gobierno  Monárquico,  lib.    IV,  cap.  II, 
pág.  353. 

Maunier,  L'Origine  des   Villes,  pag.  90. 

(bi)     P.  Leroy-Beaulieu,  La  Colonisation,  liv.  1,  chap.  I,  pag.  7. 
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De  un  extremo  a  otro  ciel  mundo  y  de  la  historia,  todas 
las  ciudades  primitivas  que  han  tenido  larga  vida  aparecen 
establecidas  en  lugares  que  por  sus  condiciones  geográficas, 
agrícolas  y  topográficas,  parecen  haber  sido  muy  deliberada 
y  muy  inteligentemente  elegidos  para  garantizar  la  defensa 
de  las  respectivas  poblaciones. 

Por  de  contado,  no  todas  las  poblaciones  primitivas  se 
agrupan  en  sitios  estratégicos  de  fácil  defensa.  Los  relatos 
de  los  viajeros  y  misioneros  que  han  recorrido  países  salva- 
jes atestiguan,  por  el  contrario,  que  las  tribus  y  las  hordas 
nómadas  se  establecen  en  cualquier  parte,  donde  la  pro- 
ducción las  atrae,  donde  el  peligro  las  agrupa,  donde  los 
enemigos  las  confinan,  donde  el  acaso  las  encuentra.  Lo 
que  sostenemos  es  que  antes  de  conocerse  el  arte  de  las 
fortificaciones,  los  hombres  no  se  agrupan  cuando  tienen 
libertad  de  elección  en  sitios  indefensos  sino  en  planos  es- 
tratégicos de  difícil  acceso  y  de  fácil  defensa. 

Con  referencia  a  los  fenicios,  observa  Pietschmann,  que 
para  establecerse  en  la  costa  no  eligeron  los  mejores  sitios 
bajo  el  respecto  marítimo  sino  aquellos  que  estaban  más 
amparados  por  la  naturaleza  contra  los  ataques  de  los  ene- 
migos, de  suerte  que  no  debieron  absolutamente  a  la  ex- 
celencia de  sus  puertos  los  frutos  que  obtuvieron  como 
navegantes,  y  si  descollaron  como  marinos,  en  mucha  parte 
alcanzaron  esta  habilidad  merced  a  la  circunstancia  con- 
traria de  tener  puertos  muy  malos  (hj). 

El  propósito  de  las  agrupaciones  urbanas  se  deja  ver 
claramente  en  esas  poblaciones  lacustres  (I'fiíhlhnuton)  que 
se  han  encontrado  en  la  Oceanía,  en  la  Ciuinea,  en  \'^ene- 
zuela,  en  vSuiza  y  en  otros  países,  y  que  tan  vivamente  han 
atraído  desde  1853  la  atención  de  los  arqueólogos. 

Según  las  tradiciones  aztecas,  la  ciudad  de  Méjico  fué 
fundada  en  una  laguna  por  unos  indígenas  que  llegaron 
allá  huyendo  de  la  persecución  de  los  aculhuas  de  Col- 
huacan,    y    para    franquear    o  cerrar   el    acceso    al    recinto 


(hJ)     Pietschmann,    Historia    (/'•  los  Fcnicins,   págs.    10  y    II   en  el 
tomo  II  de  la  Historia  uiii\'ersal.  de  Oncken. 
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urbano,  según  los  casos,  construyeron  alrededor  fortalezas 
y   puentes  levadizos  (hl). 

De  la  misma  manera,  bajo  el  imperio  de  circunstancias 
muy  semejantes,  los  primitivos  habitantes  de  Venecia  se 
establecieron  y  agruparon  en  los  islotes  donde  se  levanta 
la  ciudad  para  ponerse  a  salvo  de  las  depredaciones  de 
los  enemigos  circunvecinos. 

Así  mismo  se  han  encontrado  habitaciones  construidas 
sobre  estacas  en  la  abra  de  Dorei,  en  la  Nueva  Guinea, 
en  el  golfo  de  Guinea,  en  la  costa  de  los  Esclavos,  en  Ve- 
nezuela, en  el  Laos,  y  restos  de   construcciones   semejantes 


(bl)  Torquemada,  Monarquía  Indiana,  t.  I,  lib.  III.  cap.  XXII,  y 
lib.   IV,  cap.  XLVI. 

Herrera,  Historia  de  las  Indias  Occidentales,  t.  II,  Década  III, 
lib.  II.  cap.  XI. 

En  la  Castilla  del  Oro,  según  Oviedo,  los  indios  viven  y  tienen  sus 
moradas  en  los  árboles,  sobre  muchas  palmas  juntas,  a  donde  suben  las 
mujeres  con  los  hijos  en  brazos  tan  resueltamente  como  si  fuesen  por 
tierra  llana,  y  cubren  el  terreno  de  abajo  de  agua  y  paludes,  y  de  allí 
salen  en  canoas  a  la  tierra  enjuta.  « Esta  manera  de  pueblos  hacen  por 
estar  seguros  del  fuego  e  de  sus  enemigos  e  de  las  bestias  fieras  e  porque 
están  más  fuertes ».  Oviedo,  Historia  General  y  Xatural  de  Indias, 
t.  III,  lib.  XXIX,  cap.  XXVII,  pág.   131. 

Sobre  los  pueblos  indígenas  de  Venezuela,  situados  en  lagunas,  véase 
el  mismo  Oviedo,  t.   II,  lib.  XXV,  cap.  III,  pág.  277,  y  cap.   IX,  pág.  300. 

Respecto  de  los  del  Darien.  véase  Medina,  El  Descubrimiento  del 
Océano  Pacifico,  t.  I,  pág.  58. 

Cuando  la  primera  expedición  (  I5I2 )  contra  el  cacique  Dobaibe, 
Blasco  Núñez  de  Balboa  «  halló  el  señorío  del  cacique  Abibeyba,  que  por 
ser  la  región  de  pantanos  y  lagunas...  tenían  sus  casas  sobre  árboles 
grandísimos,  nueva  y  nunca  oida  vivienda,  y  sobre  ellos  tenian  sus  apo- 
sentos de  madera,  tan  fuertes  y  con  tantos  cumplimientos,  cámaras  y  re- 
tretes. .  .  como  si  las  hicieran  en  el  suelo  sobre  lixa  tierra  >».  Herrera, 
Historia  de  las  Indias  Occidentales,  t.  I,  Década  I,  lib.  IV,  cap.  II, 
pág.   83,  y  lib.  IX,  cap.  VI,  pág.   200. 

En  América  se  llamó  barbacoa  la  infraestructura  de  las  habitaciones 
lacustres,  compuesta  de  estacas  clavadas  perpendicularmente  y  coronadas 
por  un  zarzo  horizontal,  esto  es,  un  tejido  de  varas  y  mimbres  sobre  el 
cual  se  levantaba  la  casa.  Así  dice  Oviedo  que  en  la  laguna  de  Mara- 
caybo  vivían  unos  pueblos  « dentro  del  agua  sobre  barbacoas  e  buhíos 
de  madera  altos  que  debajo  dellos  andan  y  passan  canoas».  Oviedo, 
ob.  cit.,  t.  II,  lib.  XXV,  cap.   IX,  pág.  300. 
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se  han  hallado  en  Italia,  en  Francia,  en  Alemania,  en  Aus- 
tria y  otros  países  de  Europa.  En  cuanto  a  las  habita- 
ciones lacustres  de  la  vSuiza,  dice  Lyell,  parece  ser  que  por 
primera  vez  llamaron  la  atención  en  el  se(iuísimo  invierno 
de  1(S53  a  1854,  durante  el  cual  los  ríos  y  los  lagos  llega- 
ron al  nivel  más  bajo  (jue  se  les  ha  conocido.  Aprove- 
chando esta  circunstancia,  los  habitantes  de  Meilen,  ribera- 
nos del  lago  Zurich,  acometieron  la  empresa  de  levantar 
una  parte  del  fondo  para  convertirlo  en  terreno  utilizable, 
echando  en  ella  el  ])arro  cjue  extraían  de  la  ocupada  por 
las  aguas.  Cuando  con  mayor  enij^eño  se  proseguían  los 
trabajos  de  dragaje,  se  descubrió  un  gran  número  de  es- 
tacas de  madera  profundamente  enterradas  en  el  lecho  del 
lago,  y  entre  ellas,  muchos  martillos,  hachas  y  otros  ins- 
trumentos de  piedra.  Como  (juiera  que  todas  las  estacas 
estaban  con  sus  cabos  carbonizados,  se  supuso  natural- 
mente que  en  tiempos  inmemoriales  estas  habitaciones  ha- 
bían sido  destruidas  por  el  fuego. 

Según  Heróiioto,  una  parte  de  los  peonios  conservaron 
su  independencia  durante  la  invasión  de  los  persas  y  desafia- 
ron los  atacjues  de  Darío,  merced  a  la  singular  situación  de 
sus  habitantes.  «  Lo  que  les  salvó,  observa  en  este  punto 
Mr.  W^ylie,  fué  probablemente  el  hallarse  establecidos  en 
medio  del  lago,  a  distancia  considerable  de  la  ribera.  Los 
antiguos  habitantes  de  los  lagos  suizos  se  vieron,  ¡)or  el 
contrario,  precisados  a  causa  del  r;ipiilo  aumento  de  la  pro- 
fundidad de  las  aguas,  a  construir  sus  habitaciones  muy 
cerca  de  los  bordes,  y  quedaron  de  esta  manera  al  alcance 
de  las  flechas  y  de  los  proyectiles  inflamables  (jue  sus  ene- 
migos les  dirigiesen  desde   la   tierra  firme  (  />  m  ). 

{  h  III  )     Lvfll,   ¡j'Aiirimnrtó  (¡r  rilninnw.   rhap.   M,  paj^.  22  a  24. 

*  I.'hahitation  lacustre,  dit  Müllcr,  est  une  sorte  d'ouvrage  dcfetibif,  et 
le  fait  mt-me  He  Tavíjir  construitc  doit  témoigner  d'un  certain  progrés.  .  . 
L'cvolution  dans  les  conditions  d'existence  amena  la  nécessitc  d'une  pro- 
fection,  et  alors  on  recourut  á  l'eau  des  lacs  au  lieu  d'élever  des  reni|)arts>. 
Müller,   l/Kiirojir   ¡'rrliistnriíjtn:  chap.  XVII.  |>afr.    105. 

I.uhhork,  LHiimiiu'  I'rrfíistnrifjiH;  chaj».  VI. 

Heródoto,   Las    Xttrvr  Libros  ür  In  Hislnrin.  t.    II.   lib.   V,  cap.   XVI. 
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Son  también  las  necesidades  de  la  defensa  las  que  inducen 
a  los  hombres  de  los  pueblos  atrasados  a  establecerse  en 
lugares  altos  de  difícil  acceso.  La  ciudad  de  Mataka,  lla- 
mada Moembé,  dice  Livingstone,está  situada  en  un  alto  valle, 
rodeado  de  montañas,  donde  la  fundaron  sus  habitantes 
por  temor  a  sus  enemigos  los  mazitús  {hn).  \"uané-Ki- 
rombú,  dice  Stanley,  es  un  caserío  que  a  semejanza  de 
todos  los  enunciados  anteriormente,  está  situado  sobre  una 
colina  (h  ñ).  El  caserío  de  los  yanayguas  del  río  Parapiti, 
dice  Nordenskiold,  que  era  como  su  capital,  estaba  situado 
en  una  eminencia  de  un  valle  circular,  donde  difícilmente 
se  les  podía  atacar  sorpresivamente  (h  o). 

Aun  en  países  de  civilización  más  o  menos  avanzada, 
las  poblaciones  propenden  a  refugiarse  en  las  alturas  cuan- 
do sobrevienen  estados  crónicos  de  inseguridad,  depreda- 
ciones y  anarquía.  Jovanovic'  certifica,  por  ejemplo,  que  en 
la  Turquía  las  poblaciones  se  establecen  en  cimas  de  difícil 
acceso  con  el  propósito  de  escapar  a  las  depredaciones  de 
los  enemigos  y  de  los  facinerosos  (  h  p). 

No  de  otra  manera  procedieron  los  pueblos  antiguos. 

Según  Modestow,  todas  las  ciudades  etruscas  se  levanta- 
ron en  alturas  escarpadas  {b  q),  y  lo  mismo  afirma  Momm- 
sen  de  Alba,  y  demás  ciudades  del  Lacio,  y  Costa  de  las 
celtibéricas  (h  r).  Sabemos  también,  sin  necesidad  de  que 
nadie  lo  certifique,  que  Jerusalén  se  levantó  en  las  faldas 
del  monte  Sion,  Atenas  en  las  del  Pireo,  así  como  Cuzco 
en  las  del  Sachsahuaman,  y  Quito  en  las  del  Pichincha. 


(bu)    Livingstone,  Dernier  Journal,  t.  I,  pag.   83. 
{h  ñ)     Stanley,    Le  Continent  Mystérleuse.  t.  II.  pag-.   148. 
{b  o)     Nordenskiold,  La  Vie  des  Indiens  dans  le   Chaco,  chap.  XIX, 
pag.  259. 

(b  p)     Jovanovic',  Étude   sur  le  Montenegro,  en  el  Bulletin  de  la 
Sacíete  de  Législation  Comparée,  de  IS89-I890,  pag.  471. 

(b  q)     Modestow,    Introduction    á     THistoire     Romaine,    Deuxieme 
Partie,  chap.   II,  pag.   380. 

(br)     Mommsen,  Histoire  Romaine,  t.  I,  liv.  I,  chap.  II.  pag.  48. 
Costa,    Introducción  a  un  Tratado  de  Política,  pág.  248. 
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Grote  atestigua  que  en  los  tiempos  históricos  de  Grecia 
se  solían  descubrir,  en  las  alturas  naturales,  vesticrios  de  ha- 
ber sido  antiguamente  habitadas,  y  que  en  algunos  países 
estas  fundaciones  primitivas  suljsistían  convertidas  en  acró- 
polis y  designadas  con  los  mismos  nombres  de  las  ciudades 
que  ahora  se  levantaban  en  las  llanuras  (hs). 

Observaciones  análogas  se  hal?ían  hecho  en  la  Antigüe- 
dad. Orchómenos,  dice  Pausanias,  estuvo  situada  a  los  prin- 
cipios en  la  cima  de  la  montaña,  como  lo  prueiian  los  es- 
combros todavía  subsistentes,  de  sus  niurallas  y  de  su  plaza 
pública:  al  presente  se  levanta  en  la  falda  (  h  t  ). 

Lo  mismo  dicen  Platón  y  Strabon,  respecto  de  la  famosa 
Troya.  Aun  cuando  los  habitantes  de  la  nueva  Ilion  creían 
que  esta  ciudad  se  mantenía  en  su  primitivo  asiento,  la 
verdad  es,  según  ambos  autores,  que  había  sido  varias 
veces  trasladada  en  un  plano  descendente  desde  la  cima, 
donde  se  levantó  a  los  principios,  hasta  la  llanura,  donde 
florecía  en  los  comienzos  de  nuestra  Era  (  />  u ). 

Según  se  ha  observado  una  y  otra  vez,  el  culto  tan  ge- 
neral de  los  altos  lugares,  instituido  a  menudo  entre  escom- 
bros de  fortalezas,  deja  adivinar  la  preferencia  de  los 
pueblos  biirbaros  por  las  cimas  y  eminencias  naturales  como 
situaciones  esencialmente   defensivas  (  h  v  ). 

Bajo  de  este  respecto,  merece  mencionarse  muy  especial- 
mente la  ubicación  de  la  ciudad  que  mayor  influjo  ha  ejer- 
cido en  la  historia,  porque  la  comarca  donde  se  formó  fué 
siempre  muy  mal  sana  y  mucho  menos  fértil  que  las  comar- 
cas   limítrofes.     lín  cambio,  estando    como  estaba  resguar- 


(hs)  Cirotí-,  llistii'ni-  ili-  (!ri-<-i'.  t.  II.  l'rcmitrc  Tnriic,  ch.ip.  VI, 
pag.   34,s. 

{  h  t  )  Paus.anias,  \'/n-<i^T  ]¡istiir¡i¡ii>:  t.  II.  liv.  VIH.  rli;ii>.  XIII, 
pag.    If)0. 

(  /)  i;  )     riatim,   Lrs  Lois.  liv.   IIF.  pag.   84. 

Strahon.   < ir()^rnj>hii\  t.  III,  liv.  Xlll.  chap.  I,  §  2?. 

[bv)     Morgan,    Les  jn-t'mirrrs  ('i\ilisnti<>iis,  chsy).   IX,  pag.   312. 

Vallaux,  Lf  Sol  ot  l'État.  §  61,  pag.  330. 

Lihro  terconi  do  los  Royos,  cap.  XII,  ^  31.  cap.  XIII.  ij  2,  cap.  XV. 
§  14.  etc.,  etc. 
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dada  por  el  Tíber,  podía  hacer  frente  a  sus  enemigos  sin 
dejar  peligros  a  sus  espaldas,  y  estando  como  estaba  si- 
tuada sobre  el  Palatino  y  otras  colinas,  no  tenía  que  temer 
las  irrupciones  sorpresivas  y  conservaba  toda  su  libertad 
para  elegir  la  hora  del  ataque  (  b  M'). 

Como  bien  se  comprende,  no  todos  los  pueblos  han 
tenido  siempre  a  mano  alturas,  lagos  o  nudos  de  montañas 
donde  hacerse  fuertes,  y  los  que  han  habitado  en  llanuras 
sin  accidentes  topográficos  defensivos  han  de  haber  vivido 
expuestos  a  las  depredaciones  de  los  enemigos  hasta  que 
se  les  ha  ocurrido  pedir  amparo  al  arte  de  las  fortificaciones. 
En  la  leyenda  de  la  conquista  de  Canaán,  se  anota  varias 
veces  cómo  caían  en  poder  de  los  israelitas  las  ciudades  que 
se  levantaban  en  los  valles  y  cómo  solían  escapar  las  que 
se  levantaban  en  los  collados  y  alturas  {  h  x). 

Las  murallas  de  circunvalación  urbana  parecen  haberse 
generalizado  extraordinariamente  desde  la  más  remota  Anti- 
güedad. En  todas  las  naciones  que  florecieron  antes  de 
nuestra  Era,  las  ciudades  principales  aparecen  amuralladas 
cuando  empieza  la  historia.  Fueron  famosas  en  aquellos 
siglos  las    murallas  de  Babilonia   que    con  una  altura  de  50 


(/jAv)  A  través  de  30  siglos,  encontramos  una  repetición  espontánea 
del  caso  de  los  romanos  en  uno  de  los  países  más  salvajes  de  la  tierra. 
En  la  cima  escarpada  de  una  montaña,  que  en  Nueva  Zelandia  se  levanta 
a  orillas  de  cierto  río,  vivía  hace  algún  tiempo,  dice  Du  Petit-Thouars, 
una  tribu  cuyo  jefe  era  el  terror  de  las  tribus  circunvecinas  por  las  difi- 
cultades que  había  para  atacarle  en  su  nido  fortificado  y  por  las  facilida- 
des que  tenía  para  lanzarse  sobre  ellas  con  la  rapidez  del  águila  y  co- 
meter sin  mayor  peligro  todo  linage  de  depredaciones.  Du  Petit-Thouars, 
Voy  age  autour  du  Monde,  t.  III.  chap.  III,  pag.  21. 

Phinio  canta  un  himno  de  admiración  idolátrica  en  honor  de  Roma  y 
ensalza  la  bondad  del  clima,  la  salubridad,  la  fertilidad  y  la  variedad  de 
produciones  de  la  campaña.     Histoire  Naturelle,  Hv.  III,  §  VI,  N"   3. 

Con  más  respeto  a  la  verdad,  Strabon  dice  que  la  ubicación  de  Roma 
no  fué  elegida  libremente  sino  impuesta  por  la  necesidad  de  la  defensa. 
Géographie.  t.  I.  liv.  V,  chap.  III,  §  2  et  §  7. 

Herzberg,  Historia  de  Grecia  y  de  Roma,  pág.  267  del  tomo  II  de 
la  Historia    Universal,  de  Oncken. 

(bx)     Deuterononiio,  cap.  II.  §  36  y  37,  y  cap.  III,  §  10. 

El  Libro  de  Josué,   cap,  XI,  §  12  y  13. 
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codos  reales,  o  sean,  21  metros  y  50  centímetros,  y  un  espe- 
sor de  32  pies,  o  sean,  más  de  nueve  metros,  podían  dar 
asilo  a  pueblos  enteros  porque  el  desarrollo  de  su  perí- 
metro  alcanzaba  a  86  kilómetros  ( /j\'). 

Aun  se  han  encontrado  escombros  de  murallas  de  cir- 
cunvalación urbana  en  países  como  la  Etruria,  donde  los 
pueblos  que  las  construyeron  prosperaron  principalmente 
en  siglos  prehistóricos.  La  misma  leyenda  mosaica  con- 
serva reminiscencias  de  las  numerosas  ciudades  amuralla- 
das que  estorbaban  en  Canaán  el  paso  de  los  invasores. 
Según  el  Dcutoronoinio,  en  la  guerra  contra  el  rey  de  Ba- 
san, fueron  tomadas  y  destruidas  60  ciudades,  todas  «  forti- 
ficadas con  muros  muy  altos»,  sin  contar  otras  cjue  no  los 
tenían  (/>/). 

Dos  beneficios  principales  debe  la  humanidad  al  arte 
de  las  fortificaciones:  es  el  primero  el  de  permitir  a  los  pue- 
blos de  las  llanuras  agruparse  también  en  sitios  más  pro- 
picios para  su  desarrollo  y  para  el  comercio,  sin  quedar 
amenazados  por  la  devastación  y  la  ruina,  supliendo  las 
ventajas  que  ¡jara  la  defensa  ofrece  la  naturaleza  en  otras 
comarcas;  y  es  el  segundo  el  de  haber  resguardado  contra 
la  rapiña  militar,  merced  a  su  superioridad  sobre  los  pri- 
mitivos medios  de  ataque,  los  bienes  acumulados,  las  obras 
de  la  industria  incipiente,  las  construcciones  urbanas  y  la 
misma  vida  social.      Así  fué   como   pudieron    i^rosperar   Ar- 


( /»  \- )  Brialmont.  Ln  Drfense  des  Etats  vt  ¡es  Cninps  /Kctninchós, 
pag.  3. 

Según  Heródoto.  las  murallas  de  Babilonia  medían  50  coflos  reales  de 
espesor,  y  200  de  alto,  y  formaban  un  cuadrado  de  4}<0  estadios  de  des- 
arrollo, o  sea  de  120  estadios  por  cada  lado.  Heródoto,  Los  Xuevc  Libros 
do  la  Historia,  t.  I,  lib.  I,  cap.  CLXXVIII.  Si  contamos  180  metros  por 
estadio,  el  perímetro  de  las  murallas  alean/aban  a  86.400.  Respecto  de 
los  codos  reales,  medía  rada  uno  .S.S  cenlimctros.  Si  los  datos  de  Heródoto 
no  fuesen  errados,  tendríamos  t|ue  el  espe^or  de  las  murallas  era  de  27 
metros  y  50  centímetros,  y  su  altura  de  1 10  metros!  Nosotros  nos  atene- 
mos en  el  texto  a  los  dalos  más  fidedignos  de  Strabon,  Géof^raphic.  t.  III, 
liv.  XVI,  chap.  I,  S  I,  pág.  301. 

{  h  7.)     Modestow.   Iiitriidurtion  ii  ¡  Jiistnirc  lioinaine.  pag.  373. 

I >rnti'roitnmi(K  cap.  111.    §  4  y  5. 


LAS    CIUDADES  241 


gos,  Tebas,  Atenas  y  muchas  otras  ciudades  que  para  esta- 
blecerse prefirieron  los  sitios  más  propicios  al  comercio, 
porque  merced  a  las  murallas  de  circunvalación,  que  por 
causa  de  la  debilidad  de  las  armas  ofensivas  eran  punto 
menos  que  inexpugnables,  se  resguardaron  mejor  que  otras 
amparadas  solo  por  alturas  de  difícil  acceso.  Se  ha  obser- 
vado que  las  primeras  ciudades  del  mundo  fueron  fortalezas 
más  bien  que  mercados,  y  que  su  parte  esencial  no  se  com- 
puso   de  casas  sino  de  muros  ( c  a ) ;  y  esa  es  la  verdad. 

En  el  orden  social  como  en  todos  los  órdenes  de  la  natu- 
raleza, siempre  que  se  repiten  las  causas,  se  repiten  fatal- 
mente los  efectos.  Cuando  sobrevienen  épocas  prolonga- 
das de  anarquía,  turbulencias  y  depredaciones,  los  hombres 
vuelven  a  encontrarse  en  situación  semejante  a  la  de  las 
tribus  primitivas,  sin  más  garantía  para  sus  bienes,  para 
sus  personas  y  para  sus  vidas,  que  la  ayuda  mutua.  En  ta- 
les circunstancias,  como  si  obedecieran  a  una  voz  de  orden, 
los  que  viven  dispersos  sienten  la  necesidad  de  renunciar 
al  aislamiento  y  de  nuevo  empiezan  a  formar  poblaciones 
urbanas  al  amparo  de  baluartes  naturales  o  de  fortalezas 
artificiales.  Según  Lyall,  muchas  de  las  ciudades  de  la 
Radjputania,  en  la  India,  se  formaron  evidentemente  al  re- 
dedor de  los  fuertes  que  los  indígenas  construyeron  para 
defenderse  contra  las  incursiones  de  los  enemigos,  antes  de 
que  llegasen  los  ingleses  ( 1818  )  a  imponerles  la  paz  y  su 
arbitraje  (c  b). 

Análogo  origen  tienen  casi  todas  las  ciudades  que  se  for- 


(  c  a  )     Ihering.  Prehistoria  de  los  Indo-Europeos,  §  20. 

Scháffle,  Struttura  e  Vita  del  Corpa  Sociale,  t.  II,  pag.   135. 

« Les  nómades,  dit  Morgan,  c'est  une  regle,  ne  peuvent  se  décider  an 
siége  des  places  fortes  ».  Morgan,  Les  premieres  Civilisations,  chapi- 
tre  IX,  pag.   303. 

Grote,  Histoire  de  Gréce,  t.  II,  pag.   348  et  352. 

En  el  derecho  español  de  la  Edad  Media,  ciudad  era  la  población  urbana 
amurallada.  « Otrosi  decimos  que  doquier  que  sea  fallado  este  nome 
Ciudad,  que  se  entiende  todo  aquel  lugar  que  es  cercado  de  los  muros,  con 
los  arráyales,  e  con  los  edificios  que  se  contienen  en  ellos».  Ley  6,  tít.  33, 
Partida  7". 

(  c  ¿  )     Lyall,  Maeurs  de  VEstreme  Orient,  chap.  VIII,  pag.  392. 

16 
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marón  a  los  principios  de  la  Edad  Media.  Los  primeros 
invasores  del  Imperio  Romano,  que  vinieron  en  calidad  de 
aliados,  de  amigos  y  de  auxiliares,  se  habían  establecido 
ora  en  las  ciudades,  ora  principalmente  en  las  vilhie  (casa- 
quintas  )  de  los  campos,  porque  la  vida  rural  era  más  con- 
forme con  los  usos  y  los  gustos  de  los  bárbaros.  Mas, 
cuando  las  invasiones  se  renovaron  por  hordas  hostiles,  los 
habitantes  rurales,  así  los  antiguos  como  los  recién  llega- 
dos, hubieron  menester  de  obras  de  defensa  y  rodearon 
sus  villito  de  fosos  y  de  murallas,  convirtiéndolas  en  casti- 
llos y  fortalezas  que  sirvieron  de  refugio  a  las  poblaciones 
circunvecinas.  Xo  otro  origen  tienen  las  ciudades  francesas, 
cuyo  nombre  lleva  la  desinencia  villc.  Particularmente  en- 
tre los  siglos  IX  y  X,  dice  Thierry,  el  terror  que  las  depre- 
daciones de  los  normandos  causaban  indujo  a  los  pueblos, 
medrosos,  en  la  empresa  de  amurallar  los  burgos,  de  for- 
tificar las  habitaciones  de  las  grandes  propiedades  y  de 
multiplicar  los  castillos.  Espoleada  por  el  miedo,  la  jjo- 
blación  de  los  alrededores  se  aglomeró  en  estos  lugares  de 
refugio,  colocándose  bajo  el  amparo  y  la  dej)endencia  de 
los  grandes  propietarios,  y  sin  pensarlo  ni  quererlo,  pasó 
de  la  vida  rural  propiamente  dicha  a  principios  más  o  menos 
informes  de  vida  urbana.  El  mismo  origen  tienen  según 
Scháffle,  todas  las  primeras  ciudades  que  se  formaron  en  la 
Germania  (  c  c). 

sj  4U.  Mientras  los  pueblos  viven  en  estado  de  recíproca 
hostilidad  o  de  simple  desconfianza,  por  niiis  alto  c}ue  el 
grado  de  su  desenvolvimiento  social  sea,  no  pueden  eman- 
ciparse de  las  preocupaciones  de  la  defensa.  Nada  lo  ma- 
nifiesta mejor  que  las  discusiones  sostenidas  por  los  filóso- 
fos   políticos   en    los  más   cultos  l^^stados  de  la   .Vntigüedad, 


(ce)     Thierry,   Ijf   77(7*s   Etnt.   chap.  I,  j)a)í.   24. 

Guizot,  Histoirv  de  ¡a  CivJIisation  cu  Frniwr,  t.  I,  le^on  \III, 
pagf.  223,  et  t.   III,  le«;-on  V.  pag.  316. 

Schulie,  Histnire  dii  Drolt  et  des  Iiisilintinns  df  I Allcma^iw, 
§  «O,  II  et   IV. 

Schafne,  Strutturu  r  Vita  drl  ('(>ri»>   Sorinh-.  t.   II,   pag.    U.S. 

Maunier,  L<>ri^iiu'  des    VUles.  pag.   143  a   145. 
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acerca  de  las  v^entajas  y  peligros  que  la  vecindad  del  mar 
ofrece  a  las  ciudades. 

A  la  verdad,  fuese  una,  fuese  otra,  la  solución  de  este 
problema  tuvo  para  los  antiguos  una  importancia  que  en 
las  naciones  civilizadas  de  nuestros  días  apenas  se  puede 
apreciar  debidamente.  Antes  de  que  Roma  sojuzgase  al 
mundo,  casi  no  se  conocían  en  Europa  más  que  los  Esta- 
dos municipales,  así  llamados  aquellos  que  se  componen 
de  una  sola  ciudad  con  su  territorio  adyacente.  Tanto  en 
Grecia  como  en  Italia,  toda  ciudad  era  un  Estado,  ora  in- 
dependiente, ora  tributario  (  c  d).  En  semejantes  condicio- 
nes, cuando  se  discutían  las  ventajas  y  los  peligros  de  la 
vecindad  del  mar,  se  jugaba  nada  menos  que  la  existencia 
del  Estado  entero. 

Los  sitios  vecinos  al  mar,  dice  Cicerón,  amplificando  doc- 
trinas de  Platón  y  de  Aristóteles,  no  son  los  más  propicios 
para  fundar  ciudades  que  aspiren  a  la  perpetuidad  y  al 
imperio,  y  no  lo  son  primeramente  porque  las  poblacio- 
nes marítimas  viven  expuestas  no  solo  a  numerosos  peli- 
gros, sino  también  a  peligros  imprevistos.  En  la  tierra 
firme  concurren  muchos  indicios  a  denunciar  la  aproxima- 
ción regular  y  aun  las  sorpresas  del  enemigo.  El  solo  ruido 
y  aun  el  simple  eco  de  sus  pasos  nos  lo  hace  presentir. 
En  realidad,  no  hay  agresor  que  pueda  llegar  por  tierra 
de  manera  tan  repentina  que  no  dé  tiempo  para  saber  que 
viene,  quién  es  y  de  dónde  viene.  Pero  ese  enemigo  que 
llega  navegando  por  mar  puede  descender  en  nuestras  cos- 
tas antes  de  que  se  barrunte  su  aproximación;  y  cuando 
ha  desembarcado,  ningún  signo  exterior  indica  lo  que  es, 
ni  de  cuáles  tierra  viene,  ni  lo  que  quiere,  ni  si  se  presenta 
como  amigo  o  como  enemigo. 

Por  otra  parte,  están  permanentemente  expuestas  las 
ciudades  marítimas  a  un  influjo  corruptor  y  a  constantes 
cambios  de  costumbres.  vSu  cultura  es  de  continuo  alte- 
rada por   lenguas   extrañas   y   conocimientos    nuevos,  y  el 


{cd)     Bluntschli,     Le     Droit    PuhJic     General,    Hv.    IX,    chap.      I,, 
pag.  35  7. 
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<:omercio  las  trae  de  otros  pueblos  no  solo  mercaderías 
sino  también  usos  extravagantes  que  quitan  toda  estabili- 
dad a  sus  instituciones.  Los  hombres  de  esas  ciudades  no 
se  radican  en  sus  hogares,  porque  aun  cuando  no  cambien 
materialmente  de  lugar,  su  espíritu,  siempre  aventurero, 
viaja  por  todo  el  mundo. 

Xo  hubo  causa  que  después  de  minar  a  Corinto  y  a 
Cartago  conspirase  más  poderosamente  a  destruirlas  que 
la  vida  errante  y  la  dispersión  de  sus  ciudadanos,  los  cua- 
les arrastrados  por  la  pasión  del  comercio  y  de  las  em- 
presas marítimas,  habían  abandonado  el  cultivo  de  los  cam- 
pos y  el  arte  de  la  guerra. 

En  tercer  lugar,  la  vecindad  del  mar  fomenta  el  lujo  de 
las  ciudades  con  muchas  y  muy  funestas  seducciones  que 
son  importadas  por  el  comercio  exterior,  y  el  agrado  mis- 
mo de  tales  lugares  ofrece  al  fausto  y  a  la  ociosidad  los 
mayores  incentivos.  Lo  que  digo  de  Corinto  dudo  si  no 
puedo  aplicarlo  con  igual  exactitud  a  la  Grecia  entera.  .  . 
que  la  causa  manifiesta  de  sus  desgracias  y  trastornos  está 
^n  los  vicios  añejos  a  las  poblaciones  marítimas  (o  o).  Kn 
atención  a  tamaños  peligros,  Platón  enseñaba  que  era  ven- 
taja inapreciable  de  la  ciudad  de  Creta  el  estar  situada  a 
80  estadios  del  mar  (cí). 

La  opinión  de  Aristóteles  era  menos  tímida.  Si  prescin- 
dimos de  estos  inconvenientes,  decía  el  incomparable  filó- 
sofo, no  es  dudoso  que  se  provee  mejor  a  la  seguridad  y 
a  la  abundancia  del  Estado  allí  donde  la  ciudad  y  el  territo- 
rio están  situados  a  orillas  del  mar.  Las  agresiones  enemi- 
gas se  repelen  más  fácilmente  cuando  se  pueden  recibir 
auxilios  de  los  aliados  por  mar  y  por  tierra;  y  si  no  es 
dable  dañar  a  los  asaltantes  por  ambos  lados  a  la  vez,  se 
les  inferirá  ciertamente  mayor  daño  por  uno  cuando  a  un 
tiempo  se  pueda  hostilizarles  por  el  uno  y  el  otro. 

Por  último,  el  mar  ofrece  la  inapreciable  ventaja  de  abrir 


(ce)     Cicerón,  J)u  (ioiivcruoiin^iit.  liv.  II.  i;    III,  IV  ct  V. 
(('/")     Platón,   Les  Lois.  liv.    IV,  pag.    117. 
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la  puerta  para  satisfacer  las  necesidades  económicas  de  los 
*  habitantes  porque,  mediante  él,  importan  lo  que  no  produ- 
cen y  exportan  lo  que  les  sobra. 

Si  no  obstante  estas  ventajas  arredraran  los  peligros 
enunciados  más  arriba,  se  podría  imitar  a  ciertos  Estados 
cuyas  ciudades,  admirablemente  situadas,  están  más  o  menos 
separadas  del  puerto,  pero  no  tan  alejadas  que  no  alcan- 
cen a  dominarlo  con  sus  murallas  y  fortificaciones.  Merced 
a  esta  situación,  que  era  la  de  Atenas,  situada  a  unos  ocho 
kilómetros  del  mar,  la  ciudad  puede  mantener  expeditas  sus 
comunicaciones  con  el  mar  mientras  les  sean  útiles;  y  por 
el  contrario,  cuando  la  amaguen  con  algún  peligro,  le  basta, 
para  resguardarse  contra  todo  daño,  una  simple  medida 
legislativa  que  designe  específicamente  los  ciudadanos  a 
quienes  será  permitido  comunicarse  con  los  extranjeros. 

En  conformidad  con  esta  doctrina.  Feríeles  enardecía  a 
los  atenienses  en  la  lucha  contra  los  espartanos,  manifestán- 
doles las  ventajas  estratégicas  de  Atenas  respecto  de  Espar- 
ta   (  C  0-). 

La  conclusión  general  de  estas  interesantes  discusiones 
era  que  en  lo  posible  se  debía  elegir  para  asiento  de  las 
ciudades  aquellos  lugares  que  ofrecieran  juntamente  las 
seguridades  de  la  situación  terrestre  y  las  ventajas  de  la  si- 
tuación marítima.  Como  modelo  perfecto,  que  cumplía  todas 
las  condiciones,  se  citaba  la  ciudad  de  Roma,  porque  defen- 
dida en  sus  flancos  terrestres  de  toda  agresión,  ora  por  el 
Tíber,  ora  por  las  colinas,  ninguna  podía  venirle  del  mar, 
distante  unos  21  kilómetros,  sino  por  el  curso  siempre  vi- 
gilado del  río,  y  en  cambio,  merced  al  poco  calado  de  los 
bajeles,  tenía  todas  las  ventajas  de  un  verdadero  puerto 
marítimo  (c  72  ). 

La  historia  posterior  falló  la  cuestión  en  pro  de  la  doc- 
trina de   Aristóteles,  porque    durante    largos    siglos,    hasta 


{c  g)     Aristóteles,  La  Polhique.  liv.   IV.  chap.   V 

Thucydide,   Guevre  du  Péloponése,  Hv.   I,  chap.  LXXXI  et  CXLIII. 

(ch)     Un  modelo    semejante  fué  el   que  Felipe  II  tuvo  en  mientes  cuan- 
do a  sus  agentes  de  América  les  recomendó  que  atendiesen  a   que  los    lu- 


246  CAPÍTULO    CUARTO,    ij    41 

la  época  en  que  la  apertura  y  la  seguridad  de  las  vías  de 
comunicación  vinieron  a  facilitar  el  comercio  y  el  desenvol- 
vimiento de  las  ciudades  mediterráneas,  las  marítimas  pros- 
peraron más  rápidamente  a  pesar  del  constante  peligro  de 
la  piratería.  Así  es  como  en  medio  de  la  decadencia  gene- 
ral de  la  vida  urbana  durante  los  siglos  medios,  los  puertos 
de  Italia,  Pisa,  Genova,  \^enec¡a,  etc.,  mantuvieron  activí- 
simo comercio  entre  el  Oriente  y  el  Occidente,  alcanzaron 
un  grado  extraordinario  de  esplendor  y  poderío,  y  sin  po- 
seer más  que  un  rincón  de  terreno  en  las  costas  del  Medite- 
rráneo, pasearon  sus  banderas  respetadas  por  la  Grecia,  la 
Siria  y  el  Egipto  (c  i ). 

§  41.  Las  condiciones  que  dejamos  enunciadas,  dirigidas 
a  garantizar  juntamente  con  la  defensa,  la  subsistencia  de 
los  pueblos,  son  por  naturaleza  inomisibles  en  la  formación 
de  las  ciudades  primitivas,  todas  las  cuales  porque  nacen 
en  ambientes  hostiles,  no  pueden  desarrollarse  sino  asu- 
miendo el  carácter  de  fortalezas  militares.  Si  en  los  grados 
superiores  de  la  civilización  se  puede  hasta  cierto  punto 
prescindir  de  estas  condiciones,  en  los  inferiores,  cuando 
los  pueblos  viven  en  estado  permanente  de  guerra,  cuando 
no  hay  comercio,  ni  viabiliflad.  ni  comunicaciones  para  traer 
de  lejos  los  alimentos,  ni  industria  para  resacar  o  extraer  el 
agua,  las  agrupaciones  urbanas  no  pueden  desarrollarse  y 
perpetuarse  sino  en  comarcas  fértiles  (|ue  basten  a  su  sub- 
sistencia y  a  orillas  de  grandes  corrientes  que  no  sean  fá- 
cilmente desviables  por  los  enemigos. 

.\un  en  las  naciones  civilizadas,  aquellas  ciudades  indus- 
triales (jue  se  mantienen  artificialmente,  están  de  suyo  con- 
denadas a  llevar  una  vitla  intercadente  y  lánguida,  fatalmente 


fjares  que  se  hul)icTan  (k*  poblar  tuvieran  buenas  entradas  y  salidas  |)or 
mar  y  |)ur  tierra,  para  que  se  pudiese  entrar  y  salir  fácilmente,  comerciar, 
gobernar,  socorrer  y  di-fendcr.  liccoftilnciim  i¡c  JívUns,  t.  I,  lib.  IV, 
tit.  V.  1,  2. 

Kowe.   I'^l  ^ohimín  til-  In  fliidnd.  cap.   II.  páfr.   23. 

(  f •  / )     Michad,     Histniri'   i¡(-s    (^-oisadcs,    t.    TV.  liv.    XXII,   rhaj).  V, 
pag.  221. 
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subordinadas  a  todos  los  contratiempos  de  la  industria  que 
las  sostiene.  Cuando  Jenócrates  indicaba  al  rey  de  Mace- 
donia  una  montaña  como  sitio  adecuado  para  fundar  la  ciu- 
dad de  Alejandria,  el  monarca  preguntó  si  la  población 
podría  subsistir  con  los  productos  de  la  campiña  circunve- 
cina, y  como  se  le  contestase  negativamente,  declaró  que 
sería  gravísimo  error  fundar  una  ciudad  en  aquel  para- 
je (cj). 

Mas,  cuando  la  conquista  y  los  tratados  de  alianza  estable- 
cen la  paz  y  la  concordia  entre  pueblos  que  habían  vivido 
en  estado  de  permanente  hostilidad,  nuevas  fuerzas  creado- 
ras, movidas  por  el  interés,  dan  origen  a  ciudades  que  sin 
descuidar  por  completo  la  defensa  militar,  se  curan  princi- 
palmente de  situarse  en  las  condiciones  topográficas  y  geo- 
gráficas más  propicias  a  la  industria,  a  la  navegación  y  al 
comercio;  empiezan  entonces  a  bajar  de  las  cimas,  a  le- 
vantarse en  las  llanuras,  a  acercarse  al  mar,  y  aun  a  formarse 
en  los  desiertos  para  servir  de  paraderos  y  de  emporios  a 
las  caravanas. 

Tucídides  observó  ya  en  su  tiempo  que  por  causa  de 
la  piratería,  las  ciudades  más  antiguas  del  continente  y 
de  las  islas  se  habían  situado  a  distancia  del  mar,  pero  que 
las  fundadas  en  los  últimos  tiempos,  cuando  ya  la  navega- 
ción era  más  segura  y  más  general  la  riqueza,  se  habían 
levantado  a  orillas  del  mar,  principalmente  en  los  istmos, 
con  el  doble  propósito  de  asegurarse  el  comercio  y  fortifi- 
carse contra  los  pueblos  vecinos  (el). 

El  de  Grecia  es  un  ejemplo,  no  un  caso  único.  Al  es- 
tudiar las  causas  de  la  localización  y  crecimiento  de  las 
poblaciones  urbanas  de  Xorte  América,  un  profesor  con- 
temporáneo observa  que  la  mayor  parte  de  las  ciudades 
antiguas  y  medioevales  se  levantaron  en  las  faldas  de  las 
colinas,  en  las  islas,  en  los  promontorios,  en  llanuras  leja- 
nas   de  las   costas.     No  así  las    ciudades    norteamericanas, 


(cJ)     Santo   Tomás    de   Aquino,  El    Gobierno   Monárquico.  Hb.   II. 
cap.   III,  pág.  III. 

(el)     Thucydide,   Guerre  du  Péloponése,  liv.   I.  chap.  VII. 
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ninguna  de  las  cuales,  dice,  debe  su  desenvolvimiento  a 
su  situación  protegida  sino  a  su  ubicación  comercial  (c  lu). 

De  estas  observaciones  se  infiere  que  las  necesidades  de 
la  navegación,  de  la  industria  y  del  comercio,  secundadas 
por  la  progresiva  consolidación  de  la  paz,  crean  situacio- 
nes en  que  los  pueblos  tienen  que  prescindir,  por  lo  demás 
sin  peligros  y  con  ventajas,  de  aquellas  condiciones  que  en 
el  estado  primitivo  se  estiman  inomisibies.  Ya  no  es  nece- 
sario entorpecer  el  comercio  viviendo  lejos  del  mar  y  en 
cimas  escarpadas;  y  bajo  la  influencia  de  las  amistades  inter- 
nacionales, se  deja  de  estimar  peligrosa  la  afluencia  de 
extranjeros. 

Pero  las  necesidades  industriales  y  comerciales  prescinden 
no  solo  de  aquellas  condiciones  que  garantizan  la  indepen- 
dencia de  las  ciudades  sino  también  de  aquellas  que  garan- 
tizan su  alimentación,  su  bebida  y  su  existencia  misma. 
Siempre  que  de  las  industrias  locales  se  obtengan  los  rendi- 
mientos necesarios  para  adquirir  por  compra  las  cosas  in- 
dispensables a  la  subsistencia,  pueden  formarse  florecientes 
ciudades  en  comarcas  áridas,  donde  no  hal)ría  cómo  cose- 
char un  plato  de  trigo  ni  donde  llenar  un  jarro  de  agua. 

En  comprobación  baste  estudiar  las  condiciones  exter- 
nas de  Chañaral,  Taltal,  Antofagasta,  Iquique  y  otras  ciu- 
dades del  norte  de  Chile.  Nacidas  espontáneamente  en  el 
desierto  para  servir  de  centros  de  provisión  a  las  industrias 
extractivas,  carecen  de  vida  propia,  prosperan  o  decaen  con 
la  prosperidad  y  la  decadencia  tle  la  minería  y  tienen  que  pa- 
gar a  precios  exhorbitantes  los  elementos  de  su  subsistencia 
que  les  vienen  de  fuera,  y  el  agua,  que  solo  se  la  procuran 
o  resacándola  o  trayéndola  de  lejos  por  costosas  cañerías. 

Por  muy  grande  que  sea  la  actual  prosperidad  de  las  ciu- 
dades fundadas  en  condiciones  artificiales,  el  estadista  debe 
tener  presente,  siempre  (jue  esté  en  su  mano  la  elección  de 
sitio,   (jue    no  impunemente  se   violan    aíjuellas  condiciones 


(rnt)    Hinsílale.   f'JI  Hstiiilin  y    In    I'^iist'ñtmxn  <¡i-   In   Illstorin.  capí- 
tulo XXI.  pág.  433. 

Cornejo,   Sociolofiia   f'cufinl.  t.    I.  raj».  X.  páp.   412. 
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naturales  que  garantizan  la  vida  propia  de  las  poblaciones. 
Que  se  funde  la  ciudad  en  un  suelo  árido  y  estéril  porque 
de  otra  manera  no  se  pueden  satisfacer  las  necesidades  de 
la  industria  y  el  comercio  es  perfectamente  lícito;  pero  si 
se  puede  satisfacerlas  fundándola  a  orillas  de  un  río,  no  hay 
para  qué  fundarla  en  lugar  a  donde  haya  que  llevar  el  agua 
de  lejos;  y  si  se  puede  satisfacerlas  fundándola  en  sitio  alto, 
aireado,  seco  y  sano,  no  hay  para  qué  fundarla  en  terreno 
bajo,  húmedo  e  insalubre. 

§  42.  Cuando  se  estudia  la  historia  con  relación  a  la  cons- 
titución urbana  de  los  Estados,  salen  a  la  luz  innumerables 
hechos,  que  habían  pasado  inadvertidos  y  que  de  manera 
incontrovertible  demuestran  no  ser  indiferente  para  el  pro- 
greso humano,  el  que  las  poblaciones  vivan  dispersas  en  los 
campos  o  agrupadas  en  las  ciudades.  La  propiedad,  la  fami- 
lia, el  derecho  hereditario,  la  religión,  la  filosofía,  la  edifica- 
ción, la  industria,  las  artes,  la  administración  pública,  etc.,  etc., 
todo  se  desarrolla  más  rápidamente  en  las  ciudades. 

Según  Gibbon,  las  religiones  de  la  Antigüedad  recibieron 
en  el  siglo  IV  de  nuestra  Era  la  denominación  común  de 
paganismo,  de  pagani,  campesinos  o  aldeanos,  por  causa 
de  que  mientras  la  del  Evangelio  había  sido  abrazada  por 
los  mejores  elementos  de  las  poblaciones  urbanas,  la  de  los 
gentiles  se  conservaba  viva  en  los  campos  y  en  los  burgos 
rurales,  llamados  en  latín  pagi  (cu). 

Análogamente,  sobre  los  progresos  políticos  de  los  tiem- 
pos medios,  dice  Adam  Smith,  que  « el  orden  y  la  buena 
administración,  a  la  par  que  la  libertad  y  la  seguridad  indi- 
vidual se  establecieron  en  las  ciudades  hacia  una  época  en 
que  los  labradores  de  los  campos  estaban  expuestos  toda- 
vía a  todo  género  de  violencias  »   {c  ñ). 


(en)  Gibbon,  Histoive  de  la  Déeadence  de  l'Iwpire  Roinain.  t.  I, 
chap.  XXI,  pag-.   495. 

(cñ)  Adam  Smith,  La  Ricbesse  des  Xations,  t.  II,  liv.  III, 
chap.  III,  pag.   442  a  451. 

Laveleye.  Le  Gouveniement  dans  la  Démocratie,  t.  II.  liv.  XII, 
chap.  V, 
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En  el  estudio  del  derecho  y  de  las  instituciones  civiles, 
resalta  de  manera  ostensible  esta  influencia  civilizadora  de 
las  poblaciones  urbanas.  Se  sabe,  por  ejemplo,  que  la  pro- 
piedad urbana  se  ha  individualizado  antes  que  la  rural,  que 
la  propiedad  rural  no  conquistó  la  alienabilidad  sino  varios 
siglos  después  que  la  projiiedad  urbana;  y  que  la  libertad 
de  testar  y  la  igualdad  hereditaria  de  todos  los  hijos  y  en 
particular  de  los  varones  y  las  mujeres,  se  establecieron  para 
los  predios  iníru  muros  en  plena  Edad  Media,  mientras  que 
los  predios  agrícolas,  en  parte,  se  han  conservado  amayo- 
razgados hasta  nuestros  propios  días  (  r-  o). 

Dickel  atestigua  que  entre  los  slavos  meridionales,  la 
familia  de  las  ciudades,  semejante  a  la  del  resto  de  Europa, 
solo  comprende  el  padre,  la  madre  y  los  hijos;  y  que  la  de 
los  campos,  semejante  a  la  tribu  primitiva,  comprende  la 
parentela  toda  y  disfruta  del  suelo  en  común  e  indivisa- 
mente ((•])).  Así  mismo,  observa  Spencer,  que  entre  los 
árabes  de  Asia,  los  nómades,  que  viven  dispersos,  tienen 
abandonada  la  represión  de  la  delincuencia  al  interés  pri- 
vado y  a  la  venganza,  y  que  los  habitantes  de  las  ciudades 
la  tienen  confiada  principalmente  al  Estado,  personificado 
en  los  jefes  ( <•  (¡). 

Los  antiguos  parece  como  que  hubiesen  vislumbrado  esta 
influencia  civilizadora  de  las  ciudades,  y  se  disputaron  la 
gloria  irrenovable  y  sin  ejemplo  de  haber  sido  los  prime- 
ros que  las  fundaron.  Según  los  egipcios,  la  más  antigua 
ciudad  del  mundo  sería  Dióspolin  o  Thebas;  según  los  is- 
raelitas,   Enochia   (<•/•);     según   los  argivos,    Argos;  según 


{o  o)  Schulte.  ///sfo//v'  í/f;  Drn'it  i't  ijrs  lust  itiit  inns  '¡f  ¡Allrmñíinf. 
§    177.  IHO.  III  et  I«5. 

Troplon^j,  l)r^  ¡ >nn(itioiis  i-nti-f  \if\  ft  i/í-s  T<-'^tiimi-nt '<.  pape 
XLVIII. 

Boman.   .\nn<¡iiiti-  iji>  ¡a  líé^imí  AinJiin:   i.    II.  pag.    434. 

(  f/»)      nickel.   Lr  Xniivrim  Codf  Civil  thi  .Mnn(»''ii»^L!ro.   pag.  63. 

{  r  ij  )      Spenrer.   Justicr.   «5    112. 

{(•r)     fif'-iif'sis.  cap.  IV.  ij   17. 

Rnvadilla.  Política  pnrn  (^orrfjiidnros.  t.  I,  lib.  I.  cap.  I,  páfj.  7,  dice: 
1  V   la   primera  He  las  poblaciones  que  se   hizo  fué  la  ciudad   de  Bnos.  ha- 
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los  atenienses,  Cecropia,  llamada  después  Acrópolin  o  Ate- 
nas; según  los   asirios,  Babilonia, 

Como  quiera  que  en  aquellos  siglos  no  se  tenía  idea  de 
la  eficacia  de  la  acción  lenta  y  colectiva  de  los  pueblos, 
las  tradiciones  habían  inventado  personajes  para  atribuirles 
la  fundación  (  probablemente  espontánea  e  irreflexiva)  de 
las  primeras  ciudades  y  el  vulgo  los  había  deificado  y  tri- 
butado culto  religioso.  Era  una  manera  de  manifestar  cuan 
grande  importancia  atribuía  a  esta  fuerza  civilizadora  que 
se  llama  ciudad. 

Aquella  noble  emulación  no  era  inmotivada,  porque  si  la 
civilización,  voz  que  viene  de  ciritas,  no  nace  en  las  ciu- 
dades, en  ella  se  desarrolla  principalmente,  como  lo  deja 
entender  la  etimología  de  la  palabra.  Baste  observar  en 
comprobación  que  de  las  primitivas  sociedades  sedentarias, 
no  hay  ejemplo  de  alguna  que  se  haya  elevado  a  un  me- 
diano grado  de  cultura  sin  aglomerarse  en  poblaciones 
urbanas  y  que  si  exceptuamos  el  descubrimiento  del  fuego, 
la  domesticación  de  algunos  animales  y  la  invención  de  la 
agricultura,  la  cuasi  totalidad  de  los  adelantamientos  de 
importancia  social  se  han  realizado  en  las  ciudades.  «Nin- 
gún pueblo  exclusivamente  agrícola  y  privado  de  ciuda- 
des, dice  Ihering,  ha  producido  cosa  importante  para  la 
civilización»   (es). 

Si  quisiéramos  saber  de  donde  proviene  esta  virtud  ci- 
vilizadora de  las  ciudades,  habría  que  estudiar  la  cuestión 


cia  el  Oriente,  en  el  monte  Líbano,  que...  es  llamada  así  por  el  nombre 
de  su  hijo  Enoch;  y  se  pobló  de  gigantes...  Otros  dicen  que  fueron 
siete  las  ciudades  que  fundó  Caín,  y  que  las  llamó  Rnoch,  Mauli,  Leed, 
Tehe,  Lesea,  Celed,  Jebath  ». 

(es)  En  las  lenguas  cultas  son  varias  las  palabras  que  dejan  adivinar 
la  influencia  civilizadora  de  las  ciudades.  En  castellano  tenemos,  además 
de  civilización,  que  viene  de  civitas.  urbanidad,  que  viene  de  urbs; 
policía  y  política,  que  vienen  de  polis,  así  como  rustico  (grosero),  viene 
de  rus,  campo. 

i  Los  antiguos  arios  dice,  Ihering,  no  conocían  las  ciudades,  el  germa- 
no de  Tácito,  tampoco:  he  ahí  porqué  ambos  no  pasaron  de  las  prime- 
ras etapas  del  progreso.     Los  babilonios  y  los  egipcios  tuvieron  ciudades 
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bajo  de  muy  diferentes  respectos.  Bajo  el  respecto  indus- 
trial, tenemos  que  la  distribución  y  la  división  del  trabajo, 
base  fundamental  de  la  prosperidad  económica,  no  se  pue- 
den operar  en  los  cam¡)os,  donde  el  estado  de  dispersión 
pone  a  cada  hombre  en  la  necesidad  de  hacérselo  todo, 
sino  en  las  ciudades,  donde  la  condensación  de  la  pobla- 
ción permite  que  en  cada  obra  todos  tengan  tarea,  ayudán- 
dose y  completándose  recíprocamente  (ct). 

Bajo  el  respecto  de  la  cultura  social,  los  hombres  que 
viven  aislados  propenden  espontáneamente  a  l.i  rusticidad 
y  a  la  grosería,  por(jue  no  sienten  la  necesidad  ile  suavizar 
las  formas  y  los  modales;  y  a  la  inversa,  por  el  hecho  de 
vivir  en  permanente  contacto  los  habitantes  de  las  ciuda- 
des, que  no  pueden  ser  indiferentes  a  las  consideraciones 
personales  y  a  la  simpatía  humana,  propenden  a  ackjuirir 
hábitos  de  urbanidad,  de  decencia,  de  limpieza,  de  decoro 
y  sobre  todo,  de  tolerancia,  (jue  endulzan  las  relaciones 
sociales. 

Bajo  el  respecto  intelectual,  el  contacto  permanente-  de 
los  habitantes  de  las  ciudades  ocasiona  el  choque  constante 
entre  las  tloctrinas  antiguas,  que  ahora  parecen  ser  falsas, 
y  las  nuevas,  que  al  presente  parecen  ser  verdaderas,  y 
esta  comparación  espontánea  trae  consigo  el  abandono  de 
las  unas  y  la  propagación  de  las  otras,  mucho  más  rápida- 
mente t|ue  en  los  campos.  Por  otra  p.irte,  cuando  la  po- 
blación  esta  agrupada,  los   poderes  públicos,   y   entre  ellos 


desdf  temprano:    <\e   ahí    el    llorfciniicnto    de    su    niliiira  ►.      Iherinjj,   /'/•<•- 
liistnrifi  (¡f  Ins  Ini¡o-t'uro¡n-ns.  «5   21. 

Rowe.  Kl  ^ohierno  üc  In  Cimlml.  rap.  I.  ¡jáffs.  4  y  .•;,  dice:  «  La  pa- 
labra liiitjiui  es  desconocida  en  la  li-n;;ua  sánscrita.  Su  más  cercano 
equivalente,  vnstu.  quiere  decir  ninrmin.  «lnn¡i<-ilio.  sltin  de  litiliituciñn. 
Adrmás,  cada  una  de  las  lenguas  ind()-jjerm:'nicas  tiene  un  término  dife- 
rente para  ciudad.  Kl  desarrollo  urbano,  |)or  lo  tanto,  ha  tenido  que  ser 
|)osterior  a  la  división   del   tronco  r)ri)^inal    en   naciones   separadas  ». 

(ct\     ("omte.  (\nirs  tlv  Pliilosnphir  ¡*nsifi\«'.  t.  IV,   le^on  U.  pag.  454. 
Jherinp,   ¡'rr-hislorin    ilr   ¡os  ¡wln-rurojicns,  $   21.  |>ájr.    13». 
Rowe.   El  fr,,l,¡,.rnn  i¡»'  la  Ciudml.  cap.   I.  pájf».  2.    II. 
Cornejo.  Sncinlofíia    fifticral.  t.   I.  cap.   IX.  pájj.   40fí. 
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el  poder  espiritual,  obran  con  mayor  eíicacia  para  hacer 
converger  los  esfuerzos  individuales  al  cumplimiento  de  los 
fines  sociales.  En  el  estado  de  dispersión  rural,  ciertos  ser- 
vicios públicos,  y  en  particular  los  de  la  enseñanza,  o  no 
se  establecen  absolutamente  o  no  se  aprovechan  sino  muy 
poco. 

Schulte  observa  que  en  la  Edad  Media,  muchas  de  las 
poblaciones  urbanas  se  formaron  alrededor  de  los  claustros, 
en  los  lugares  de  peregrinación,  en  las  cercanías  de  las 
iglesias,  de  los  bautisterios  y  de  los  cementerios,  porque  la 
Iglesia  Católica,  única  maestra  de  la  cristiandad,  se  empeñó 
celosamente  en  agrupar  a  los  cristianos  para  darles  parte 
igual  en  los  beneficios  de  la  moral  y  de  la  cultura  evan- 
gélica y  para  evitar  que  por  causa  de  la  dispersión,  no 
quedasen  algunos  sin  asiento  en  la  mesa  de  la  sagrada  co- 
munión (c  u). 

Fuera  de  las  ciudades,  comúnmente,  no  se  forma  ni  el  li- 
terato, ni  el  artista,  ni  el  sabio,  porque  solo  en  ellas  existe 
una  como  atmósfera  intelectual  que  da  vida  y  estímulos 
para  las  obras  del  espíritu.  «Hablamos  del  campo  como 
del  mejor  sitio  para  la  reflexión  y  la  meditación  »,  dice 
Rowe,  y  no  advertimos  «  que  es  la  multitud,  el  ruido,  el 
roce  de  los  hombres  lo  que  aguza  el  intelecto,  desarrolla 
el  genio  inventivo,  remueve  la  actividad  comercial  y  des- 
pierta el  espíritu  de  cooperación  )»   (c^). 

Por  último,  es  en  las  ciudades  donde  se  forma  la  opinión 
pública  y  de  donde  sale  irradiándose  para  difundirse  en  los 
campos.  Allí  está  el  centro  natural  tanto  de  la  vida  inte- 
lectual cuanto  de  la  industria,  del  comercio  y  de  las  artes; 
allí,  la  sede  irreemplazable  del  gobierno  y  de  las  guarni- 
ciones militares.  Estas  dos  circunstancias  son  tan  impor- 
tantes que  por  sí  solas  vinculan  a  las  ciudades  la  prerro- 
gativa de  repartir  por  todo  el  territorio  los  beneficios  del 


(cu)     Schulte,  Histoire  du  Droit  et  des  Institutions  de  T  AJlemagne, 
§  80,  II. 

(c  v)     Rowe,  El  gobierno  de  la  Ciudad,  cap.  I,  pág,  3. 


254  CAPÍTULO    CUARTO,    §    42 

Estado  y  de  la  cultura,  adquiriendo  una  influencia  que  la 
población  rural   no  puede  disputarles  (fw). 

En  mérito  tle  esta  virtud  peculiar  de  las  ciudades,  ai}ue- 
llos  conquistadores  de  la  .Vntigüedad  que  tuvieron  tenden- 
cia civilizadora  acostumbraron  a  perpetuar  el  recuerdo  de 
sus  victorias  fundando  en  medio  de  los  bárbaros  poblacio- 
nes urbanas,  evidentemente  destinadas  a  incorporarlos  en 
la  vida  civil.  «  La  mayor  gloria  de  las  naciones  poderosas 
y  de  los  príncipes  ilustres  ( observa  un  autor  citado  por 
Santo  Tomás  de  A(}uino  )  ha  consistido  en  fundar  nuevas 
{)oI)laciones  o  en  dar  su  nombre  a  las  antiguas      (<*A'). 

Es  presumible  que  cuando  los  griegos  formaban  pobla- 
ciones urbanas  en  el  Asia  Menor,  en  las  Galias,  en  las  Si- 
cilias,  no  les  guiara  otro  propósito  que  el  de  establecer 
en  dichos  países  emporios  comerciales.  Pero  los  romanos, 
que  en  su  larga  carrera  de  conquistas  jamás  dieron  un  paso 
con  miras  mercantiles,  que  siempre  y  exclusivamente  pro- 
cedieron en  el  doble  carácter  de  políticos  y  guerreros, 
fundáronlas  a  la  vez  como  obras  de  defensa  militar,  para 
afíanzar  su  dominación,  y  como  obras  de  cultura  social, 
para  romanizar  a  los  vencitlos.  Si  bien  es  verdad  cjue, 
ora  para  eliminar  un  peligro  permanente,  ora  para  aca- 
bar con  una  resistencia  incómoda,  ora  para  castigar  una 
deslealtad  destruyeron  Allia  y  otras  ciudades  del  Lacio  ( <•  y), 
Sagunto,  Cartago  y  otras  ciudades  extrañas,  también  es 
verdad  que  nunca  hubo  pueblo  que  las  fundase  en  mayor 
número  y  que  con  uní  política  análoga  aportase  mayor 
emj)uje  a  la  civilización.  En  lugar  de  concretarse  a  cons- 
truir fortalezas,  las  cuales  solo  sirven  como  obras  de  do- 
minación y  defensa,  construían  ciudades  que  junto  con 
prestar  los  mismos  servicios  políticos  y  militares,  actuaban 


(r«)     Schafflc,  Stniotiini  r   \'itit<h-l  (^i>rpo   Soiinlr.  t.  \l,   pap.  n75. 

((•  .v)     Santo  Tomás  de  Aquino,  /;/  ^ohivnto  Moiuirquico.  lib.  II,  cap.  I, 
pág.   lOI. 

(í>  v)     Strabon,   < ipofrraphii'.  t.   I.  liv.  V.  chap.   III,  ^  4. 
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en  los  pueblos  bárbaros  con  una  fuerza  irresistible  de  asi- 
milación y  civilización   (  c  z  ). 

El  triple  carácter  que  distingue  a  las  ciudades  como  fun- 
dación permanente,  como  fortaleza  defensiva  y  como  fuerza 
civilizadora,  tiene  en  el  orden  jurídico  tanta  importancia  que 
por  sí  solo  autoriza  al  derecho  internacional  para  clasifi- 
carlas entre  los  medios  más  eficaces  y  usados  de  tomar 
posesión  de  países  habitados  por  tribus   bárbaras. 

La  virtud  civilizadora  de  las  agrupaciones  urbanas  no 
se  extingue  jamás.  En  los  grados  superiores  del  desen- 
volvimiento social,  se  manifiesta  no  solo  en  la  mayor  cul- 
tura qué  siempre  distingue  a  los  habitantes  de  las  ciuda- 
des respecto  de  los  campesinos  sino  también  en  la  mayor 
proporción  de  población  urbana  que  tienen  las  naciones 
más  civilizadas  (  d  n  ). 

Verdad  es  que  en  aquellos  países,  por  ejemplo,  algunos 
del  Oriente,  donde  el  estado  de  inseguridad  de  los  campos 
es  permanente,  las  habitaciones  aisladas  apenas  se  conocen 
porque  para  establecer  la  defensa  mutua,  la  población  se 
agrupa  en  villorrios  y  caseríos;  (dh)  pero  estas  agrupacio- 
nes, llamadas  J)urgos  rurales  porque  todos  sus  habitantes 
viven  dedicados  a  la  agricultura  y  no  conocen  las  industrias 
urbanas,  son  gérmenes  de  ciudades,  no  ciudades. 

Si    solo    se   computa   la    población    propiamente   urbana, 


{c  z)  La  organización  de  comunas  romanas  o  sea  de  colonias,  de  mu- 
nicipios y  de  ciudades  /'uris  iaf//2i  (dice  Marquardt)  fué  en  las  provincias, 
donde  la  vida  urbana  apenas  empezaba,  un  medio  de  proteger  los  países 
conquistados  contra  los  enemigos  de  dentro  y  de  fuera,  a  la  vez  que  de 
iniciarlos  rápidamente  en  la  cultura  social  y  jurídica  de  los  romanos. 
Cuando  todavía  no  había  principiado  el  último  siglo  de  la  Era  antigua, 
ya  se  había  fundado  en  el  suelo  galo  un  pequeño  número  de  colonias 
romanas  y  latinas,  merced  a  las  cuales  se  operó  en  un  tiempo  relativa- 
mente corto  la  romanización  de  la  Galia  Cisalpina.  Con  el  mismo  propó- 
sito se  establecieron  ciudades  romanas  en  la  Germania,  en  las  provincias 
del  Danubio,  en  Arabia,  en  Numidia  y  en  la  Mauritania.  Marquardt.  ( >r- 
ganisation  de  l'Empiere  Romain,  t.  I,  pag.   115. 

(Ja)     Schaffle,  Struttura  e  Vita  del  Corpo  Sociale,  t.  II,  pag.  137. 

{dh)     Paul   Leroy-Beaulieu,  La  Coio/Jisaíio/i,  liv.   I,  chap.  I,  pag.   7. 
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tenemos  que  en  Francia,  en  Alemania,  en  Inglaterra,  en 
Bélgica,  que  se  cuentan  entre  las  naciones  más  civilizadas, 
ella  comprende  un  tercio  y  a  veces  hasta  la  mitad  de  la 
población  total;  y  (jue  en  la  Rusia  europea,  donde  convi- 
ven dos  sociedades,  una  culta  y  diminuta  en  la  ciudad  y 
otra  semi-civilizada  y  diseminada  en  el  campo,  el  número  de 
de  los  campesinos  es  nueve  veces  mayor  que  el  de  los  ha- 
bitantes urbanos  (  (/  c  ). 

sj  43.  Literalmente  ciudad  capital  (de  ('ti¡)iit,  cabeza) 
quiere   decir   ciudad    cabecera. 

Hajo  el  doble  respecto  de  la  etimología  y  del  derecho, 
no  hay  ciudad  alguna  de  ningún  país  civilizado  (|ue  no  sea 
capital,  porque  aquellas  que  no  son  cabezas  del  Estado,  lo 
son  de  las  circunscripciones  territoriales  en  c|ue  el  Hstado 
se   halla  dividido. 

De  ordinario,  en  la  caj)ital  del  Estado  tienen  su  asiento 
tanto  los  Poderes  nacionales  como  las  jefaturas  de  los  ser- 
vicios públicos;  y  el  asiento  común  facilita  sobre  manera  el 
funcionamiento  de  los  órganos  del  Estado.  I'^mpero,  juríili- 
camente  no  ¡lay  óbice  j)ara  (|ue  en  respeto  a  especiales  an- 
tecedentes históricos  o  en  atención  a  conveniencias  ¡eolíticas 
o  locales,  se  establezca  el  gobierno  en  una  ciudad,  la  legis- 
latura en  otra,  y  en  otras  la  Corte  Suprema  de  Justicia 
o  las  jefaturas  de  los  servicios  públicos.  Así  en  Chile  tie- 
nen su  asiento  en  \'alparaíso,  en  una  ciudad  (jue  no  es  la 
Ca[)ital  de  la  Rejíública,  la  superintendencia  de  aduanas  y 
la    dirección    gerural    de    la    Armada. 

ranto  bajo  el  respecto  político  como  bajo  el  respecto 
internacional,  se  tiene  por  capital  del  listado  a  la  ciudad 
en  que  reside  el  gobierno.  Fm  el  antiguo  Imperio  Ger- 
mánico se  tenía  por  capital  a  \'iena,  aun  cuando  el  Poder 
Legislativo  residía  en  hrancfort  del  Meine;  y  en  el  moderno 
Imperio  Alem;in,  se  tiene  por  capital  a  Herlín,  aun  cuando 
la    Sujjrema    Corte  de   justicia   reside  en    Leij)/¡g  (ddi). 


{(Ir)     .\nat<»lo    I,croy-BcauIicu.   ¡/¡\mj>iri-   ili's  Tsnrs.  liv.  V.  chap.   11. 
t'lih)     Tarde.   I.rs  (riinsformetions  iht   I*ouvo¡r.  pa^.   lOh. 
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Durante  la  Edad  Media,  hubo  Estados  que  no  tuvieron 
capitales  fijas.  La  Monarquía  fi-anca,  por  ejemplo,  no  la 
tuvo.  A  París,  a  Orleans,  a  Lyon,  a  Metz,  se  reconocía 
cierta  preeminencia,  pero  los  reyes  no  vivieron  en  estas 
ciudades  sino  de  paso  y  por  temporadas.  Cualquiera  aten- 
ción política,  la  concertación  de  un  matrimonio,  la  reunión 
de  una  asamblea  de  proceres,  la  celebración  de  una  fiesta, 
eran  motivos  para  cambiar  de  asiento.  Por  lo  tocante  a 
las  asambleas  de  los  grandes,  se  celebraban  en  Attigny,  en 
Maestrich,  en  Colonia,  en  Aquisgran,  en  Troyes,  en  Metz 
en  Soisson,  etc.,  o  sea,  en  el  lugar  a  donde  se  las  con- 
vocaba (de). 

Lo  mismo  ocurría  entre  los  anglo-sajones  porque  no  había, 
dice  Gneist,  capital  ni  lugar  fijo  para  la  reunión  de  las 
Asambleas  nacionales,  llamadas  ^Vitenagelnote,  sino  que  el 
rey  lo  designaba  en  cada  convocatoria  según  los  tiempos 
y  las  circunstancias,  cambiándolo  siempre  que  se  le  ocu- 
rría (df). 

Análogamente  en  España,  los  reyes  vagaron  sin  capital 
fija  de  ciudad  en  ciudad,  y  porque  no  tenían  domicilio  per- 
manente, establecieron  por  ley  que  las  Cortes  « débense 
ayuntar  allí  donde  el  rey  fuere»  según  lo  prescribe  la  ley  3, 
tit.  XV,  Part.  II. 

No  pasaron  así  las  cosas  en  la  Antigüedad.  Como  quiera 
que  en  aquellos  siglos  se  confundía  el  Estado  con  la  ciudad 
y  jurídicamente  no  se  agrandaba  por  las  conquistas,  no 
cabía  que  sirviera  de  cabeza  otra  ciudad  que  la  que  cons- 
tituía el  Estado.  Si  bajo  la  inspiración  de  las  doctrinas 
actuales  nos  inclinamos  a  creer  que  Roma  perdió  su  rango 
de  capital  del  Estado  romano  cuando  el  gobierno  imperial  se 
estableció  en  Constantinopla,  la  verdad  es  que  en  el  siglo  IV, 
nadie  ni  aun  el  mismo  Constantino,  autor  de  la  traslación, 
pensó  en  despojar  de  su  dignidad  a  la  Ciudad  eterna  (dg). 


(  d  e)     Fustel  de  Coulanges,  La  Monarchie  Franque.  chap.  VII,  pag.  112. 

{(I  f)     Gneist,  Constitution  Communale  de  rAngleterre,  t.  I.  pag.   77. 

{(!<>;)     Constantin    (dice  Gibbon)    «decora  la  nouvelle  ville  (Constanti- 

nople)  du  nom  de  colonie  et  de  filie  ainée  de  Vancienne  Roine.     Celle- 
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El  establecimiento  de  los  emperadores  en  Constantinopla, 
así  como  su  establecimiento  en  Ravenna,  en  Xicomedia  o 
en  otras  ciudades,  era  para  los  antiguos  un  hecho  que  no 
afectaba  al  derecho.  Después  lo  mismo  que  antes,  se  tuvo 
a  Roma  por  el  Estado  romano.  En  realidad,  no  perdió 
Roma  el  carácter  y  rango  de  cabeza  del  Imperio,  sino 
mucho  más  tarde,  cuando  las  invasiones  de  los  bárbaros  lo 
hubieron  despedazado  para  crear  con  sus  girones  cien  Esta- 
dos independientes,  y  cuando  a  virtud  de  una  profunda  e 
insensible  modificación  del  sentimiento  jurídico,  se  hubo  ad- 
mitido que  la  soberanía  del  Estado  puede  estar  compartida 
entre  muchas  ciudades. 

Por  causa  de  la  importancia  (¡ue  el  rango  de  cajiital 
comporta,  han  solido  suscitarse  en  algunas  naciones  moder- 
nas donde  ninguna  ciudad  tenía  antecedentes  para  asumir 
el  carácter  de  metrópoli,  rivalidades  que  han  llegado  a  po- 
ner en  peligro  la  unidad  del  Estado.  Principalmente  se 
han  suscitado  ellas  en  ciertos  Estados  que  se  han  consti- 
tuido mediante  la  confederación  de  pueblos  independientes 
o  autónomos  porque  al  confederarse  las  ciudades  que  an- 
tes habían  sido  cabezas,  no  siempre  se  han  resignado  a 
ceder  su  antiguo  rango  a  una  sola.  La  designación  hecha 
en  Suiza  de  tres  ciudades,  Berna,  Zurich  y  Lucerna,  para 
que  anualmente  se  alternasen  en  el  rango  de  capital,  no 
fué  más  (]ue  una  transacción  entre  las  contrapuestas  e  in- 
compatibles pretensiones  de  los  cantones  autónomos. 


ci  conserva  la  supériorité  léj^ale  ct  reconnue  que  méritaient  son  rang  et 
le  souvenir  de  son  ancienne  grandeun.  Gibbon,  I )éctu1en('('  do  ¡' l:'nifiiro 
f'nmnin.  t.  I,  et  chap.  XIII.  pag.  22«  et  chap.  XVII.  pág.  3ft2. 

No  vayamos  a  imaginarnos  (observa  Tarde)  que  Roma,  era  respecto  del 
Imperio  Romano  lo  mismo  que  nuestras  capitales  son  resjiecto  de  los  Es- 
tados contemporáneos.  Podría  desa|)arerer  Paris  sin  <)ue  cesara  de  existir 
la  Francia,  y  la  «iesfrucción  de  Berlín  no  traería  necesariamente  consigo 
la  de  Prusia.  y  la  Inglaterra  podría  muy  bien  seguir  viviendo  cuando 
una  invasión  enemiga  destruyera  por  completo  a  Londres.  Tarde,  Los 
triiiistorniutinus  <hi  ¡'in¡v(>ir.  pag.  1 10.  Por  el  contrario,  si  en  la  An- 
tigüedad hubiera  perecido  Roma,  con  ella  se  habría  acabado  el  Imperio 
Romano. 
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Al  presente,  todos  los  pueblos  cultos  han  renunciado,  en 
interés  de  la  administración  y  del  gobierno,  al  absurdo  ré- 
gimen de  la  continua  mutuación  de  la  capital.  En  las  na- 
ciones civilizadas,  donde  el  Estado  desempeña  funciones  tan 
complejas  y  en  parte  tan  técnicas,  no  funcionan  con  acierto 
los  Poderes  Públicos  si  no  tienen  a  mano  archivos,  biblio- 
tecas, laboratorios,  museos,  oficinas  estadísticas,  etc.,  etc.; 
y  estas  cosas  ni  son  prácticamente  trasportables,  ni  se  las 
puede  establecer  en  varios  lugares  (  d  h  ).  La  experiencia 
ha  persuadido  a  los  pueblos  a  sacrificar  sus  pretensiones 
particulares,  ordinariamente  lugareñas,  en  aras  del  interés 
general  del  Estado. 

;Cuál  de  entre  las  muchas  ciudades  que  hay  en  cada  na- 
ción se  debe  elegir  para  capital  del  Estado?  Si  para  elegir 
la  capital  no  se  hubiera  de  atender  más  que  a  las  ventajas 
y  desventajas  que  las  unas  tienen  con  respecto  a  las  otras, 
el  asiento  de  los  Poderes  Públicos  se  debería  establecer  en 
aquella  que  por  su  situación  más  central,  estuviera  más 
equidistante  de  todos  los  puntos  del  perímetro  fronterizo; 
que  por  su  situación  topográfica,  se  encontrase  más  a  salvo 
del  peligro  de  una  captura;  que  merced  a  la  mayor  fertilidad 
de  sus  alrededores,  pudiera  asegurar  mejor  la  satisfacción 
de  las  necesidades  de  su  alimentación  y  de  su  crecimiento; 
que  por  su  mayor  población,  riqueza  y  cultura,  hubiese  con- 
quistado la  hegemonía  desde  antes  que  se  la  diese  el  rango 
de  cabeza  suprema,  y  que  por  su  más  resuelta  y  decisiva  ac- 
tuación en  la  historia  nacional,  hubiese  conspirado  más 
eficazmente  a  la  formación  del  Estado.  La  ciudad  que  en 
un  país  reúne  todas  estas  condiciones  es  la  capital  natuntl 
del  Estado.  Ejemplos:  París,  Roma  y  Santiago,  ciudades 
que  aun  privadas  del  título  de  capital,  seguirían  en  Erancia, 
en  Italia  y  en  Chile  a  la  cabeza  de  la  cultura  nacional  y 
del  movimiento   político. 

Empero,  no  siempre  está  la  práctica  de  acuerdo  con  la 
teoría.     Por    obra    de    las  necesidades    políticas,  ha  solido 


(dh)     Vallaux,  Le  Sol  et  l'Étnt.  §  65. 
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darse  el  rango  de  capital  a  una  ciudad  que  no  cumplía  nin- 
guna de  las  condiciones  enunciadas.  Por  obra  de  la  riva- 
lidad entre  ciudades  que  anteriormente  habían  ocupado 
igual  rango,  ha  solido  suceder  que  aquella  a  quien  corres- 
pondía hacer  de  cabeza  ha  sido  privada  del  título  de  ca- 
pital por  una  liga  de  sus  rivales.  En  estos  y  en  otros  ca- 
sos análogos,  se  ha  obviado  a  veces  la  dificultad  mediante 
la  construcción  de  una  ciudad  que  dejando  a  salvo  el  amor 
propio  de  las  poblaciones  rivales,  ha  asumido  sin  mérito 
alguno  la  dignidad  de  capital  del  I^^stado.  Las  capitales 
así  formadas  se  llaman  capitales  nrt ificinlos.  Ejemplos: 
Madrid  y  Washington  (  d  i  ).  (jue  privadas  de  las  ventajas 
que  el  título  de  capital  comporta,  nunca  habrían  ascendido 
de  la  categoría  de  ciudades  de  segundo  orden. 

En  la  Edad  contemporánea  se  ha  amenguado  enormenu-ii- 
te  la  im()ortancia  de  atjuellas  condiciones  naturales  que  las 
ciudades  deben  cumplir  para  a'^pirar  al  rango  de  capitales. 
Merced  principalmente  a  la  multiplicación  y  al  perfeccio- 
namiento de  los  medios  de  comunicación,  se  puede  decir 
sin  hipérbole  que  más  o  menos  desde  cualquier  lugar  de 
un  país  se  puede  gobernar  con  facilidad  a  la  nación  entera. 
Sobre  todo,  el  ferrocarril,  el  vapor  y  el  telégrafo,  (jue  per- 
mitt-n  transportar  la  fuerza  tan  pronto  como  se  imparte  la 
orden,  iiabilitan  a  ciudailes  situadas  en  los  extremos,  por 
ejemplo,  a  San  Petersburgo  y  Buenos  .Aires,  para  servir  de 
asientos  de  los  Poderes  Públicos  con  tanta  eficacia  como 
la  ciudades  centrales  de  Moscow  y  íle  Córdoba  (  dj  ). 

Cualesquiera  que  sean  las  condiciones  de  una  ciudad, 
cuando  se  la  confiere  el  título  de  capital,  //»o  /Jirfo,  queda 
dotada  de  un  doble  poder  de  atracción  para  prosperar  y 
de  irradiación  para  difundir  su  cultura  [)or  todo  el  Estado. 
Es  éste   un   fenómeno  espontáneo   (juc  afecta    al   orden  eco- 


{  <l  i  )       Vall.Tux.   Lr  S,,¡  it  ¡  ¡Ünt.   ?   í.3. 

(  (/_/  I  I. a  inierfsante  histi^ria  de  la  erección  «le  Buenos  Aires  en  capi- 
tal federal  de  la  República  Argentina,  se  puede  leer  en  Kivarola,  />*•/  AV- 
j^imi'i)  Fi'dfrntivo  ni  I  iiiinrin.  cap.   XVII 
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nómico,  al  orden  político,  al  orden  jurídico,  y  en  una  pala- 
bra,  al   orden  social  entero. 

A  la  ciudad  cabecera  acuden  de  todo  el  Estado  los  bra- 
ceros y  proletarios  porque  en  sus  permanentes  construccio- 
nes de  obras  públicas  encuentran  siempre  trabajo  bien  re- 
munerado; acuden  los  que  se  han  enriquecido  en  las 
provincias  porque  en  ella  la  vúda  ofrece  más  comodidades; 
acuden  los  solicitantes  de  empleos,  porque  en  ella  residen 
los  supremos  dispensadores;  acuden  los  políticos  y  los  am- 
biciosos porque  allí  están  los  Poderes  Públicos  que  hay  que 
escalar;  acuden  los  investigadores  y  los  eruditos  porque 
de  ordinario  no  encuentran  en  otros  lugares  una  Biblioteca 
Nacional,  un  museo  histórico,  un  archivo  general,  museos 
de  etnología,  de  etnografía,  de  historia  natural,  de  artes, 
de  industrias,  etc.;  acuden,  en  fin,  los  mejores  artesanos, 
los  mejores  industriales,  los  mejores  arquitectos,  los  mejo- 
res artistas  porque  la  afluencia  de  las  fortunas  acumuladas 
en  las  provincias  y  la  progresiva  cultura  de  una  población 
en  incesante  desarrollo  dan  lugar  a  la  demanda  de  las  me- 
jores aptitudes  en  todos  los  órdenes  de  la  actividad  huma- 
na y  a  la  creación  de  las  industrias  del  lujo  y  de  obras  de 
arte.  En  una  palabra,  la  vida  nacional  propende  espontá- 
neamente a  concentrarse  con  mayor  intensidad  en  la  ciudad 
capital  de  cada  Estado    (di). 

De  esta  fuerza  de  atracción  y  de  progreso  están  dotadas 
no  solo  las  capitales  de  los  Estados,  sino  también,  siquiera 
sea  en  menor  grado,  las  de  las  circunscripciones  territoria- 
les. Los  romanos,  que  apreciaban  las  ventajas  anexas  al 
rango  de  capital,  acostumbraban  a  conferirlo  en  los  Estados 
vencidos,  no  a  las  poblaciones  más  importantes,  sino  a  las 
que  les  habían  sido  más  leales.  Según  Alarquardt,  Augusto 
formó  en  las  Gallas  64  distritos  administrativos,  y  todas 
las  grandes  ciudades  que  actualmente  florecen  en  Francia 
traen  su    origen  de  las   64  aldeas   que   entre  las  300  o  400 


(di)     Schaffle.  Striittura  e  Vita  del  Carpo  Sacíale,  t.   II,  pag.  136, 
Tarde,  Les  Transfarmations  du  Pouvoir,  pag.  106. 


262  CAPÍTULO    CUARTO,    §    43 

que  había  en  el   territorio    galo,   eligió    el    emperador  para 
capitales  de  dichas  circunscripciones  (  d  11). 

Pero  el  fenómeno  que  venimos  estudiando  es  de  natura- 
leza doble  porque  a  semejanza  del  maestro  que  estudia  para 
enseñar  y  que  enseña  tanto  más  cuanto  más  estudia,  esta 
fuerza  de  atracción  y  de  progreso  de  las  capitales  actúa 
siempre  combinada  con  una  fuerza  proporcionalmente  igual 
de  irradiación.  Por  efecto  del  mayor  perfeccionamiento 
de  sus  industrias,  de  la  mayor  grandeza  de  sus  construccio- 
nes, del  mayor  esplendor  de  sus  artes,  de  la  mayor  belleza 
de  sus  teatros,  de  sus  plazas,  de  sus  paseos,  la  ciudad  ca- 
pital se  atrae  la  admiración  de  las  demás  agrupaciones  ur- 
banas y  espontáneamente  se  convierte  en  un  modelo  nacio- 
nal cuyo  régimen,  cuya  administración,  cuyas  modas,  cuyas 
obras,  cuyos  adelantamientos  todas  tratan  de  imitar. 

Demóstenes  nos  informa  que  no  satisfechas  con  la  mera 
adaptación  de  la  legislación  ateniense,  varias  ciudades  grie- 
gas habían  adoptado  la  práctica  de  hacer  suya  toda  ley  que 
Atenas  dictaba  para  su  propio  y  exclusivo  gobierno  (f//?j); 
y  Dareste  dice  que  el  derecho  inunicipal  dictado  para 
Stockholmo,  en  el  siglo  \'III,  fué  a  poco  adoptado  por  las 
demás  ciudades  de   la   Suecia   (  d  ii  ). 

Por  lo  tocante  a  las  colonias  romanas,  observa  briedlán 
der,  en  mavor  o  menor  grado  todas  aspiraban  a  presen- 
tarse bajo  las  apariencias  de  una  co|)ia  reducida  de  la 
capital,  ambición  que  se  manifestaba  hasta  en  la  práctica 
de  tomar  sus  nombres  en  los  sitios  de  Roma.  Así,  Ari- 
minum  tenía  su  Aventino,  además  de  su  Germalus  y  un 
\'elabrum.  Lo  mismo  decimos  de  Antio(}uía  en  Pisidia, 
que  ostentaba  además  un  cuartel  toscano.  I^^n  Penevento 
había  una  región  esquilina,  vn  Herculano  una  región  pala- 
tina,  y  un  \  aticano    rn    Lyon    y   en    Mattiacum,  capital   del 


{i¡  II)  Mar<iiiardi.   i  ir^nnisatioi)  i¡r  I' Knijiii-i-  HniDiiiii.  t.  II.  |>a>i.  129 
et    130. 

{ il  in)  Demosthenc  et   Kschine,   0«'uv/fs.  t.   Vil.   ]>ím.   .H9. 

i  il  n  \  Dareste.    Kimíi-^  <¡  histniri'  ila  Dmit.   pa>¡f.   281. 
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país  de  los  Cattes  (la  Hesse  de  nuestros  días).  Así  misino, 
tanto  las  colonias  como  los  municipios  tenían  a  ejemplo 
de  Roma  termas,  teatros,  circos,  anfiteatros,  y  sobre  todo, 
plazas  públicas  (  fora  ).  adornadas  de  templos  y  pórticos. 
A  ninguna  faltaba  tampoco  un  Capitolio  edificado  en  alguna 
altura,  y  de  ordinario  coronado  como  el  de  Roma,  por 
templos   consagrados  a  Júpiter,   a  Juno  y  a  Minerva  (dñ). 

Si  bajo  el  respecto  legal  son  capitales  aquellas  ciudades 
que  la  autoridad  designa  para  asientos  de  los  gobiernos 
locales,  de  los  Poderes  Públicos  y  de  las  jefaturas  generales 
de  la  Administración,  bajo  el  respecto  social  corresponde  de 
hecho  esta  dignidad  a  las  más  grandes  ciudades  del  Estado. 

Son,  en  efecto,  las  grandes  ciudades  las  que  espontánea- 
mente hacen  cabeza  en  la  nación,  las  que  personifican  su 
cultura  superior,  las  que  fijan  el  molde  y  la  vitalidad  de  las 
modas,  las  que  sostienen  las  mejores  instituciones  científicas 
y  de  beneficencia,  las  que  imprimen  rumbo  al  progreso 
general,  las  que  dan  forma  y  vida  a  las  grandes  aspiracio- 
nes nacionales.  Cuando  las  capitales  se  fijan  en  ciudades 
de  menor  importancia  o  construidas  ad  boc.  su  legítima 
influencia  es  de  continuo  contrarrestada  y  aun  a  menudo 
neutralizada  por  la  de  las  grandes  ciudades.  París  no  dejó 
de  ser  la  capital  de  Francia  mientras  el  gobierno  residió 
en  Versalles,  y  New- York,  Boston  y  Filadelfia  tienen  mejo- 
res títulos  que  Washington  para  llamarse  capitales  de  los 
Estados  Unidos  de  Norte  América. 

En  realidad,  las  grandes  ciudades  son  las  capitales  natu- 
rales del  Estado  porque  aun  privadas  de  esta  dignidad, 
dirigen  el  espíritu  nacional  y  encabezan  su  cultura.  Toc- 
queville  ha  manifestado  como  por  haberse  concentrado 
principalmente  en  París  la  vitalidad  de  la  nación  francesa, 
esta  ciudad  ha  anulado  de  tal  suerte  la  personalidad  política 
de  las  demás  poblaciones   que  desde  1789  no   ha   imperado 


{(Iñ)     F'riedlander,  Moeurs  Romaines  du  régne  d'Auguste,  t.  III, 
liv<   IX,  chap.   I,  pag.   175. 

Rowe,  El  Gobierno  de  la  Ciudad,  cap.  I,  pág.  14. 
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más  voluntad  c|ue  la  suya  (do).  Su  influencia  no  sería 
menor  s¡   perdiese  el  rango  de  capital. 

Por  desgracia,  no  siempre  está  libre  de  graves  dificul- 
tades la  residencia  de  los  Poderes  Públicos  en  medio  de 
grandes  poblaciones.  Como  ya  se  ha  observado,  toda  gran 
ciudad  es  para  el  Estado  un  ambiente  preñado  de  peligros, 
peligrosa  menudo  sorpresivos,  que  son  los  más  graves.  En 
parte  alguna,  observa  Laveleye,  resalta  más  que  en  las 
grandes  ciudades  el  irritante  contraste  de  la  opulencia  y  la 
miseria.  Allí  es  donde  cada  día,  la  nata  de  los  ociosos  os- 
tenta los  refinamientos  de  un  lujo  insultante  a  la  vista  de 
obreros  que  a  menudo  no  ganan  lo  necesario  para  vivir;  y 
allí  es  donde  toman  cuerpo  con  mayor  violencia  y  se  ditun- 
den con  más  sorpresiva  rapidez  las  ideas  y  las  pasiones  hos- 
tiles para  el  actual  orden  social  {(Ij>).  ¿Cuántas  veces  se  ha 
presenciado  desde  1789  en  adelante  el  anómalo  espectáculo 
de  las  muchedumbres  proletarias  e  ignaras  de  París  cam- 
biando la  forma  de  gobierno  de  Francia  y  fijando  los  destinos 
generales  de  a(juella  gran   nación .' 

En  vista  de  los  peligros  que  las  grandes  ciudades  ofre- 
cen al  Estado,  algunos  publicistas  se  han  puesto  a  sostener 
que  en  cada  país  el  asiento  de  los  Poderes  Públicos  se 
debe  establecer  lejos  de  ellas,  en  poblaciones  poco  nume- 
rosas. En  defensa  de  esta  doctrina,  Laveleye  presenta  a 
las  naciones  europeas  el  ejemplo  de  los  sabios  y  previ- 
sores norteamericanos,  los  cuales  así  en  la  Federación 
como  en  los  Estados  particulares,  han  designado  pequeñas 
ciudades  para  asientos  del   gobierno  y  el   parlamento   {(hj). 

Empero,  esta  doctrina,  que  ¡)or  su  carácter  político  nada 
vale  si  no  se  la  puede  aplicar,   tropieza  en   la  práctica  con 


((/o)     Tocqueville,     ¡/ Anden     l!i'-^inn'    rt    la    líévolution.    chapi- 
tre  VII. 

Tarde,  ¡yCs  Trnnsformntions  du  l'<iu\  i¡ii\  pap.   107. 

{il¡))     Laveleye      />e     ( íouvernrnient     <í»ns   !h    Drniocrntir.    t.    I. 
pajj.  9h  et  335. 

(ilf¡)     Laveleye,   Lv  i'nntvcrnvnivnt    dans  In   Ih-nittrrutir.  i.   1,   pa- 
ge  9o  et   335. 
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obstáculos  insuperables  porque  una  cosa  es  designar  para 
capital  una  pequeña  ciudad  cuando  el  Estado  viene  na- 
ciendo y  otra  muy  diferente  cambiar  el  lugar  del  asiento 
de  los  Poderes  Públicos  cuando  el  Estado  cuenta  algún 
tiempo   de  existencia. 

Verdad  es,  por  ejemplo,  que  en  Chile,  bajo  el  respecto 
teórico,  tendría  inapreciables  ventajas  políticas  la  traslación 
del  asiento  de  los  Poderes  Públicos  a  una  ciudad  de  segun- 
do orden  como  Quillota,  o  a  un  puerto  nuevo  como  Llico, 
pues  en  Santiago  el  gobierno  está  sometido  regularmente 
a  influencias  que  son  muy  conservadoras  arriba  o  muy  dema- 
gógicas abajo  y  que  en  uno  y  otro  caso  no  representan  bien 
la  opinión  media  de  la  República.  Establecido  en  una  po- 
blación secundaria,  quedaría  sujeto  por  largos  años  a  la 
influencia  exclusiva  de  los  representantes  del  pueblo. 

Pero  es  el  caso  que  esta  traslación  sería  prácticamente 
punto  menos  que  imposible.  No  podría  ella  comprender 
los  tribunales  superiores  de  justicia,  que  para  funcionar 
necesitan  como  ambiente  un  foro  más  o  menos  ilustrado; 
y  el  cuerpo  de  abogados  residente  en  Santiago,  elemento 
importantísimo  de  nuestra  clase  política,  no  se  iría  a  esta- 
blecer en  Quillota  o  en  Llico  por  el  gusto  de  vivir  cerca 
de  los  Poderes  Públicos.  vSi  estos  obstáculos  se  salvaran, 
habría  que  construir  para  efectuar  la  traslación  en  térmi- 
nos convenientes  y  decorosos  casas  para  el  gobierno,  para 
los  ministerios,  para  el  Congreso,  para  los  tribunales,  para 
las  direcciones  superiores  de  los  servicios  públicos,  y  ha- 
bría que  fundar  archivos,  bibliotecas,  oficinas  de  estadís- 
tica, etc. ;  todo  lo  cual  no  se  podría  hacer  en  pocos  años 
e  impondría  gravámenes  tan  abrumadores  que  mucho  antes 
de  llegar  al  fin  el  Erario  habría  caído  en  falencia.  Mutíi- 
tis  mutandis  los  demás  Estados  no  tendrían  más  facilida- 
des que  Chile   para  efectuar  la  traslación. 

Por  otra  parte,  lleva  envuelta  la  doctrina  la  periódica 
repetición  de  las  mismas  dificultades  y  de  los  mismos  gra- 
vámenes. Si  los  Poderes  Públicos  se  deben  establecer  en 
el  seno  de  pequeñas  poblaciones,  la  conclusión  es  que  la 
traslación   se  debe    repetir   cada    y  cuando  la   capital,   por 
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efecto  de  su  crecimiento  y  de  su  atracción,  se  convierta  en 
gran  ciudad.  Si  para  efectuar  las  traslaciones,  se  pudieran 
vencer  los  intereses  y  las  tradiciones  que  arraigan  a  los 
Poderes  Públicos  en  las  ciudades  donde  siempre  estuvie- 
ron, sería  aquello  el  cuento  de  nunca  acabar. 

Aun  cuando  estas  objeciones  no  miran  al  fondo  de  la 
doctrina  sino  a  su  inaplicabilidad,  incurriríamos  en  error  si 
creyésemos  que  ella  es  aceptable  en  abstracto.  Salvo  casos 
excepcionales,  las  grandes  ciudades  deben  ser  las  capitales 
legales  de  los  Estados  por(}ue  son  sus  capitales  naturales. 
El  que  haya  en  ellas  mayores  peligros  políticos  no  es  ra- 
zón para  que  el  Estado  las  abandone  en  manos  de  auto- 
ridades inferiores  sino  al  contrario  para  que  saliendo  al 
frente  de  las  dificultades,  establezca  allí  el  asiento  de  aque- 
llos Poderes  que  pueden  obrar  con  más  rapidez  y  energía 
porque  para  obrar  no  tienen  que  consultar  a  otros  ni  aguar- 
dar órdenes  o  instrucciones  (  d  r  i. 

i^  44.  ¿Cómo  se  debe  distrüjuir  la  población  en  cada  Es- 
tado? ;Por  iguales  partes  entre  los  campos  y  las  ciudades 
o   en   una  proporción   diferente? 

Cuestiones  son  éstas  ciue  las  escuelas  del  lii)re  cambio  y 
el  individualismo  se  concretan  a  plantearlas  sin  resolverlas, 
pero  que  la  ciencia  política  debe  estudiar  a  fondo  porque 
interesan  sobre  manera  al  bienestar  y  a  la  paz  de  los  Esta- 
tados.  Busquemos  la  solución. 

Ante  todo,  conviene  observar  que  la  distinción  de  habi- 
tantes rurales  y  habitantes  urbanos  no  significa  por  cierto 
cjue  haya  en  el  país  dos  poblaciones,  mucho  menos  dos 
poblaciones  independientes.  Aun  cuando  una  porción  de 
ellos  viva  dispersa  en  los  campos  y  otra  agruj^ada  en  las 
ciudades,  en  cada  Estado  no  hay  m.is  ijue  una  |>oblación, 
cuyos  elementos  comjjonentes,  después  de  un  lento,  largo 
e  insensible  trabajo  de  diferenciación,  de    integr;ición    y  de 


(</r)  Hn  Chilr  nunca  se  ha  dictado  ley  alguna  que  designe  a  San- 
tiago u  otra  ciudad  para  capital  de  la  República,  y  ni  aun  se  ha  señala- 
do el  lugar  en  que  el  Congreso  Nacional  debe  celebrar  sus  sesiones, 
como  lo   prescribe  el  articulo   37,   inciso    12  de   la    Constitución. 
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acomodación,  se  han  amoldado  y  conectado  recíproca  e  in- 
disolublemente. Scháffle  observa  con  mucha  razón,  que 
el  bienestar  de  las  ciudades  trasciende  a  los  campos  y  que 
cuando  la  población  urbana  se  siente  satisfecha,  la  misma 
satisfacción  experimenta  la  población  rural  (  d  s  ).  Tal  es 
la  verdad;  pero  también  es  verdad  la  proposición  inversa, 
que  la  prosperidad  de  la  agricultura  trasciende  a  las  indus- 
trias urbanas  y  que  la  miseria  de  los  campos  se  hace  sentir 
en  las  ciudades.      Por  qué?  porque  la  población  es  una. 

Como  si  la  población  constituyera  un  cuerpo  orgánico,  no 
se  pu^de  separar  la  parte  urbana  de  la  rural  porque  a  virtud 
de  la  estrecha  conexión  que  de  antiguo  se  ha  estable- 
cido entre  ambas,  la  una  necesita  indispensablemente  de  la 
otra.  Los  caminos,  que  a  la  manera  de  los  radios  de  una 
circunferencia  salen  de  la  ciudad  y  llegan  hasta  el  períme 
tro  del  territorio  rural,  son  como  los  nervios  o  vínculos  de 
unión  que  mantienen  la  unidad  orgánica  de  la  población 
entera   {  d  t ). 

Así  mismo,  conviene  observar  que  cuando  no  sobrevie- 
nen causas  extrañas  de  perturbación,  las  poblaciones  se 
acomodan  por  sí  solas  en  sus  respectivos  'territorios  y  se  dis- 
tribuyen espontáneamente  entre  los  campos  y  las  ciudades 
en  proporción  al  estado  de  las  industrias  rurales  y  de  las 
industrias  urbanas.  La  misma  ley  natural  que  fija  la  den- 
sidad demográfica  de  cada  país  (  §  16  )  rige  también  su  dis- 
tribución. De  donde  se  infiere  que  ordinariamente  estas 
cosas  se  arreglan  bien  por  sí  solas. 

No  obstante,  ha  solido  ocurrir  que  por  una  u  otra  causa, 
las  más  de  las  veces  por  torpezas  políticas  que  de  antiguo 
han  perturbado  el  desenvolvimiento  normal  de  las  po- 
blaciones, se  han  encontrado  los  gobernantes  en  la  necesi- 
dad de  levantarlas  de  un  estado  de  atraso,  ocasionado  por 
la   decadencia  de  las  ciudades,  o  en   la  de  aliviarlas  de  un 


{(Is)     Scháffle,  Struttura  e  Vita  del  Carpo  Sociale,  t.  II,  pag.  675.. 
(dt )     Scháffle,  Struttura  e  Vita  del  Corpo  Sociale,  t.  II,  pag:.  130, 


138  et   139. 
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profundo  malestar,  ocasionado  por  la  despoblación  de  los 
campos.  En  tales  casos,  se  requiere  indispensablemente  la 
intervención  del  Estado  para  estimular  o  el  aumento  de  las 
poblaciones  urbanas,  o  el  de  las  poblaciones  rurales. 

La  política  misma,  considerada  en  su  más  noble  significa- 
do, puede  interesarse  en  la  redistribución  de  las  pobla- 
ciones. 

En  todos  los  países  donde  florece  la  civilización  europea, 
unas  y  otras  poblaciones  manifiestan  tendencias  diferentes, 
políticamente  antagónicas,  pero  socialmente  complementa- 
rias, porque  mientras  las  unas  son  progresistas  y  a  menudo 
revolucionarias,  las  otras  son  conservadoras  y  a  menudo 
reaccionarias. 

En  las  ciudades,  donde  el  comercio  ititelectual  es  más  di- 
recto y  más  rápido,  las  nuevas  doctrinas  se  diíunden  con 
suma  facilidad,  y  a  menudo  apasionan  a  las  muchedumbres 
desde  antes  (jue  la  discusión  y  el  estudio  las  aquilaten  y 
acrisolen.  Por  la  inversa,  ellas  penetran  muy  lenta  y  traba- 
josamente en  el  intelecto  de  las  poblaciones  rurales,  y  a  ve- 
ces, siglos  después  de  difunditlas  en  las  ciudades  y  ile 
incorporadas  en  la  ciencia,  tropiezan  en  los  campos  con  re- 
sistencias invencibles  (fin). 

Uno  de  los  más  excelsos  estadistas  contempor.ineos  se 
propuso  deliberadamente  hacer  servir  a  la  paz  de  un  grande 
imperio  esta  tendencia  conservadora  de  las  poblaciones  ru- 
rales. Habiéndose  probado  frustráneamente  para  pacificar 
a  la  Irlanda  todos  los  medios,  ora  de  violencia,  ora  de  benig- 
nidad, (jue  la  política  empírica  aconseja,  Williams  E.  (ilads- 
tone  imaginó  un  día  un  nuevo  medio  para  infiltrar  a  los 
irlandeses  el  es[)íritu  de  ortlen,  cual  fué  el  de  convertirles 
en  habitantes  rurales  dándoles  participación  en  la  |)r()piedad 
agrícola.  Al  efecto,  propuso  que  se  expropiase  a  los  lores 
terratenientes  una  parte  de  sus  fundos  y  que  dividida  en 
peíjueñas  parcelas,  se  la  vendiese  a  los  irlandeses  por  precios 


{  il  II  )     Kowf.   El  <i(>hirrnn   dr  In    Citidiid.   cap.  V.  páj^s.    109   a    113, 
V  119  a    124. 
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pagados  a  largo  plazo  y  con  un  interés  muy  bajo.  Por 
causa  de  su  fracaso,  fracaso  esencialmente  transitorio,  sus 
aspiraciones  no  se  han  venido  a  realizar  sino  en  nuestros 
días,  largos  años  después  de  su  fallecimiento. 

La  política  inversa  se  impuso  a  los  Estados  medioevales. 
En  los  siglos  subsiguientes  a  las  invasiones,  la  nobleza  de 
origen  bárbaro,  afecta  a  la  agricultura,  se  fué  a  vivir  en  los 
campos,  a  la  sombra  de  los  castillos,  del  trabajo  de  los 
siervos,  y  las  antiguas  poblaciones  romanizadas  siguieron 
agrupadas  a  \^  defensiva  viviendo  en  las  ciudades  del  traba- 
jo de  los  obreros  y  de  los  esclavos.  Por  causa  de  esta 
distribución  espontánea,  la  dirección  política  de  los  Esta- 
dos quedó  radicada  durante  varios  siglos  fuera  de  las  ciu- 
dades; fenómeno  nunca  visto  antes  ni  después  en  la  vida 
de  los  pueblos.  De  aquí  proviene  que  mientras  la  historia 
antigua  habla  siempre  de  las  ciudades  y  apenas  menciona 
los  campos,  la  historia  medioeval  anterior  al  siglo  XI,  ha- 
bla siempre  de  los  campos  y  apenas  menciona  una  u  otra 
vez  a  las  ciudades  (d^v).  Evidentemente,  para  levantar  a 
los  pueblos  de  la  postración  en  que  las  invasiones  bárbaras 
los  habían  sumido,  era  indispensable  dar  nueva  vida  a  las 
ciudades;  y  precisamente  fué  lo  que  por  su  propio  interés 
hizc  la  reyecía  desde  el  siglo  XI  adelante  con  la  lentitud, 
las  intermitencias  y  la  flojedad  propias  de  una  política  que 
se  seguía  sin   propósito   deliberado. 

Al  estadista,  de  consiguiente,  no  siempre  es  lícito  contem- 
plar con  indiferencia  la  distribución  de  los  habitantes  del 
territorio.  Muy  a  menudo  puede  verse  requerido  a  intervenir 
ora  por  las  necesidades  del  orden,  ora  por  las  del  progreso. 


{  dw  )     Thierry,  Histoive  du  fier.'í  Etat.  chap.  I.  pag.    15. 

Guizot,  Histoive  de  la  Civilisation  en  France.  t.  IV,  le^on  XVI. 
pag.   213.  et  lecon  XVIII,  pag.  251. 

Guizot.  Histoire  de  la  Civilisation  en  Europe.  lecon  VII,  pag.  198. 

Fustel  de  Coulanges.  en  oposición  a  todos  los  historiadores,  sostiene 
con  mucho  fuego  que  las  ciudades  medioevales  nunca  perdieron  el  pre- 
dominio y  que  en  ellas  tuvieron  sus  asientos  y  capitales  los  funcionarios 
francos.  Fuste!  de  Coulanges,  La  Monarquie  Fvanque,  chapitre  X. 
pag.   186. 
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Muy  a  menudo  también  habrá  tle  intervenir  para  contra- 
rrestar los  efectos  de  una  distribución  desproporcionada  y 
anómala,  ocasionada  por  causas  perturbadoras.  ¿Quién  no 
comprende,  verbi  gracia,  que  la  falta  permanente  de  poli- 
cía rural,  dando  lugar  al  bandalaje,  ocasiona  a  la  larga  en 
los  campos  una  despoblación  (jue  corresponde  al  Estado 
remediar? 

Lo  difícil  no  es  encontrar  fundamentos  que  )ustití(iuen  la 
intervención  del  Estado,  sino  escogitar  los  medios  que  se 
hayan  de  emplear  para  ejercerla  con  eficacia  y  sin  daño  de 
la  libertad.  El  histórico  fracaso  de  la  política  romana  en 
este  negocio  es  una  lección  que  los  pueblos  deben  tener 
siempre  presente. 

Hacia  los  fines  de  la  Re[)ública  y  principios  del  Imperio, 
la  población  de  la  capital  del  mundo  liabía  llegado  a  un 
estado  pletórico  que  causaba  hondas  inquietudes  a  los  go- 
bernantes. Xo  era  (]ue  faltase  la  cabida  material  porque 
desde  aquellos  siglos  prehistóricos  o  meramente  tradicio- 
nales en  que  todos  los  romanos  podían  ampararse  dentro 
de  las  murallas  que  circundal)an  el  P.datino,  la  ciudad  había 
crecido  y  embellecídose  enormemente  (  r/ \  ).      I  )r   una   me- 

(  (7  i- )  Según  las  tradiciones  que  se  conservaron  hasta  los  tiempos 
del  Imperio,  el  diámetro  del  primitivo  territorio  romano  no  medía  más  de 
oO  a  80  estadios  (cada  uno  de  IHO  metros),  puesto  que  Strabón  dice  que 
los  pueblos  circunvecinos  independientes  vivían  a  30  o  40  estadios  de 
Roma,  y  que  entre  la  quinta  y  la  sexta  piedra  miliaria  a  partir  de  dicha 
ciudad,  había  un  lugar  llamado  ¡'rcsti.  por  donde,  según  la  tradición,  pa- 
saba la  frontera  del  territorio.  < ifn^rnjtliic.  t.  I.  liv.  V.  chap.  III,  §  2  et  4. 
Gabias,  ciutiad  de  los  volteos,  (pie  fué  subyugada  por  los  romanos  en 
los  tiempos  de  Tarquino  el  antiguo  (  Tito  Livio.  I)f''cn<h\s.  t.  I.  lili.  I. 
|)ág.  86),  se  levantaba  a  no  más  de  12  millas  de  Koma.  Por  el  Tíber 
tampoco  llegaba  el  territorio  romano  hasta  el  mar.  puesto  que  el  mi^mo 
Tito  Livío  cuenta  cjue  sólo  bajo  el  reinado  <ie  Anc«»  llegó  el  imperio  del 
Kstado  hasta  el  Mediterráneo,  tomando  a  los  veyos  la  selva  Moesia.  Tito 
Livio.   ob.   cit..  t.  I,   pág.  .S.S.      Roma  está   situada   a   27   kilómetros  del  mar. 

Según  Dionisio  de  Halicarnaso.  la  ciudad  de  los  veyos.  que  era  tan 
grande  como  Atenas  y  ¡lasaba  por  la  plaza  más  fortificada  del  país  de 
los  tyrnhenos,  se  levantaba  a  100  estadios  de  Roma,  esto  es.  a  18  kilóme- 
tros. Dénys  d'Halicarnase,  Antitjiiiths  fíornaiiifs.  t.  II,  liv.  II,  chapi- 
ire   Xm.   pí.g.    III. 
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elida  tomada  personalmente  por  Piinio  el  joven  en  los  tiem- 
pos de  Vespasiano,  resulta  que  desde  la  columna  áurea, 
plantada  en  el  foro  para  servir  de  punto  de  partida  del 
vasto  sistema  de  viabilidad,  hasta  las  murallas  de  circunva- 
lación se  contaban  en  línea  recta  3765  pasos,  por  manera 
que  el  diámetro  del  circuito  intramuros  medía  unos  7530 
pasos.  Pero  si  también  tomamos  en  cuenta  los  arrabales 
de  extramuros:  el  diámetro  medía  alrededor  de  unos 
14.500  pasos.  Lo  cual  significa  que  el  perímetro  urbano 
alcanzaba  más  de  40  kilómetros  de  desarrollo  (f/-Y). 

Desde  las  conquistas  de  Grecia,  del  Asia  Menor  y  del 
Egipto  (f/r),  por  efecto  de  las  extraordinarias  riquezas  y 
esclavos  ganados  a  los  enemigos,  el  embellecimiento  de 
Roma  se  había  desarrollado  a  la  par  con  su  crecimiento. 
Un  siglo  antes  de  la  Era  cristiana,  poco  antes  o   poco  dés- 


(  d X )  Piinio,  Histoire  Xaturelle.  t.  I,  liv.  III.  chap.  VIII.  §  13 
et   14. 

En  el  texto,  que  como  se  sabe,  es  traducción  de  Littré,  los  datos  nu- 
méricos están  errados  y  en  parte  se  contradicen.  Por  un  lado  dice  el 
texto  que  el  desarrollo  de  las  murallas  medía  13.200  pasos  y  por  otro  que 
la  medida  del  radio  dio  30.765  pasos.  Si  el  radio  medía  30.765  pasos,  lo 
que  da  61.530  para  el  diámetro,  el  desarrollo  de  la  circunferencia  habría 
alcanzado  a  más  de  184.000  pasos.  Suprimiendo  el  cero  en  la  medida  del 
radio,  tenemos  el  diámetro  de  7530  pasos,  pero  en  tal  caso  el  desarrollo 
de  la  circunferencia  sería,  no  de  13.200  pasos,  sino  de  más  de  22.000. 
Bergier  da  los  datos  numéricos  con  mayor  exactitud  en  su  Histoire  des 
grands  chewins  de  l'Empire  Romain.  t.  I.  liv.  II,  §  XVI,  N°  4  et  liv. 
III,  §  XVII,  N"  4  et  5. 

Conviene  advertir  que  por  efecto  del  desbordamiento  de  la  población, 
la  que  vivía  intramuros  era  desde  antes  de  la  caída  de  la  República 
menor  que  la  que  \'ivía  en  las  afueras.  Segtiri  Dionisio  de  Halicarnaso, 
fué  Servio  Tulio  quien  dio  el  último  ensanche  a  la  ciudad  de  Roma,  y  las 
murallas  que  este  monarca  construyó  no  abarcaban  un  recinto  urbano  ma- 
yor que  el  de  Atenas.  Por  causa  de  la  relativa  estrechez  de  este  recinto, 
la  población  empezó  por  ocupar  todo  el  pomeriuin.  que  era  una  avenida 
circular  que  corría  a  lo  largo  de  las  murallas,  y  en  seguida  formó  los 
arrabales  o  barrios  extramuros.  Dénys  d'Halicarnase,  Antiquités  Ro- 
maines.  t.   III,  liv.   IV,  chap.   IV,  pag.  37. 

Tito  Livio,  Décadas  de  la  Historia  Romana,  t.   I,  lib.   I,  pág.    74. 

(  dv)     Piinio.  ob.   cit..  liv.  XXXI V.  §  XVI. 
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pues  del  año  659  de  Roma,  el  orador  L.  Crassus,  adorno 
el  atrio  de  su  casa  con  unas  seis  columnas  de  mármol  de 
Hymeto  altas  de  12  pies;  lujo  nunca  visto  que  escandalizó 
a  las  preocupaciones  lugareñas;  pero  el  ejemplo  no  se  per- 
dió. El  año  676  de  Roma,  la  casa  más  maí^nífica  de  Roma 
era  la  del  cónsul  M.  Lepidus;  solo  35  años  más  tarde,  ella 
ocupaba  el  100''  rango  en  orden  descendente;  y  en  los 
tiempos  de  Plinio,  se  contaban  por  millares  las  que  la  supe- 
raban {(1 /.  ). 

Mucho  mayor  fué  la  riqueza  de  las  obras  destinadas  al 
solaz  y  placer  del  pueblo.  Los  baños,  los  circos  y  los 
teatros  que  en  la  misma  época  se  empezaron  a  construir 
en  Roma,  llegaron  a  sobrepujar  los  más  espléndidos  que 
se  veían  en  otras  naciones.  En  la  primera  mitad  del  últi- 
mo siglo  de  la  Era  antigua,  M.  Scaurus,  yerno  de  Sila, 
hizo  construir,  mediante  una  enorme  fortuna  formada  con 
las  confiscaciones,  un  teatro  destinado  a  durar  no  más  de  30 
días.  Constaba  el  edificio  de  tres  pisos,  el  j)rimero  de  már- 
mol, el  segundo  de  vidrio  y  el  tercero  de  madera  dorada, 
y  descansaba  sobre  36(J  columnas  marmóreas,  altas  de  38 
pies,  entre  las  cuales  se  levantaban  3000  estatuas  arrebata- 
das a  los  pueblos  vencidos.  Dentro  de  aquel  esplendente 
recinto,  cabían   80.000  espectadores  sentados. 

Pocos  años  después  alcanzaba  gran  j^opularidad  un  pro- 
sélito de  Julio  César,  llamado  C.  Curión,  merced  a  la 
singular  extravagancia  de  unos  dos  editicios  que  hizo 
construir.  No  pudiendo  competir  con  Scaurus  en  magnifi- 
cencia, se  propuso  sobrepujarlo  en  ingenio  y  levantó  dos 
teatros  de  madera  que  jiraban  sobre  ejes.  A  ciertas  horas 
del  día,  los  dos  edificios  se  unían  por  la  parte  trasera  y  en- 
tonces en  cada  uno  de  ellos  se  celebraban  juegos  sin  moles- 
tar a  los  del  otro.  A  otras  horas,  se  juntaban  de  frente  y 
entonces  queban  ambos  formaiuio  un  solo  y  grande  anfitea- 
tro de  gladiadores. 


{,!/)     Plini.i.    Hisfnirr    Xtitiin'}!,:  i    I.   l¡v.   XVII.   chnp.    I.    el    t.  II. 
liv.   XX  W  I.  ij    III  tt  XXIV.   §    7 
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Por  último,  hacia  la  misma  época,  el  dictador  Julio  Cé- 
sar hizo  construir  un  circo  que  medía  tres  estadios  (  540 
metros  )  de  largo,  y  uno  (  180  metros  )  de  ancho,  y  que  po- 
día contener  260.000   espectadores  sentados  (  e  a  ). 

A  los  incentivos  con  que  la  maravillosa  metrópoli  atraía 
a  los  hombres  de  placer  de  todo  el  Imperio,  se  agregaban 
los  de  una  institución  administrativa  que  se  había  fundado  en 
beneficio  exclusivo  de  los  ciudadanos  romanos,  que  fué  una 
de  las  causas  principales  de  la  plétora  de  la  población  y  que 
sin  duda  precipitó  el  derrumbe  de  la  República;  queremos 
hablar  de  la  Annoiui,  institución  fundada  para  repartirles 
raciones  de  cereales. 

Por  efecto  de  la  subyugación  de  la  Sicilia,  de  la  España 
y  del  África,  Roma  venía  recibiendo  anualmente  una  canti- 
dad tan  enorme  de  tributos  ( los  cuales  se  pagaban  en  es- 
pecie) que  después  de  satisfechas  liberalmente  todas  las 
necesidades  del  Estado,  quedaba  sobrante  la  mayor  parte. 
Entonces  empezó  la  plebe  a  exigir  que  se  la  distribuyera 
la  parte  sobrante  de  los  tributos,  alegando  que  habían  sido 
ganados  al  enemigo  con  sus  esfuerzos  y  su  sangre.  Los 
demagogos  y  los  tribunos,  movidos  por  el  propósito  de 
captarse  las  adhesiones  de  los  plebeyos,  se  mostraron  tan 
complacientes  ante  estas  exigencias  que  compitieron  en 
liberalidad  a  costa  de  la  República.  Por  efecto  de  la  puja 
que  se  trabó  entre  ellos,  en  pocos  años  quedó  establecido 
que  las  raciones  de  cereales  se  repartirían  mensual  y  gra- 
tuitamente a  los  proletarios,  a  razón  de  cinco  modii  por 
persona  (e  h). 

Jamás  en  parte  alguna  se  estableció  institución  que  oca- 
sionara mayores  estragos.     En  la  certeza  de   que  en  Roma 


(  e  a  )     Suetonio,  C.  J.  César,  pág.  48. 

Plinio.    ob.    cit..    t.    II.    liv.     XXXIV,    §    XVII.     liv.    XXXVI.    §     II, 
et  §  XXIV. 

Strabon,    CTéo<j;fa})hie.  t.    I,   liv.  V.  chap.    III.  §  8. 

(eb)     Marquarrlt.    L'OrganJsatioii    /inanciére    chex    les    Rojiiains, 
pag-.   144  et   157. 

Villard,  Lp  Prolétariat.  liv.    III,  pag-.  95   et   lOI. 
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tenían  asegurados  sin  trabajar  el  sustento  y  el  placer,  los 
romanos,  que  siempre  habían  sido  afectos  a  la  agricultura, 
abandonaron  los  campos  en  manos  de  los  esclavos  y  se 
vinieron  a  vivir  ociosos  en  la  metrópoli,  a  explotar  las 
ambiciones  de  los  demagogos,  a  trabar  sangrientas  luchas 
en  pro  de  sus  cohechadores.  Bajo  la  dictadura  de  Julio 
César,  alcanzó  a  400.000  el  número  de  padres  de  familia 
alimentados  por  la  .\/u70/írí.  y  bajo  la  de  Augusto, 
a  320.000. 

Por  efecto  de  tan  desastrosa  política,  desaparecieron  en 
los  campos  romanos  los  pequeños  predios,  que  durante 
largos  siglos  habían  constituido  la  base  conservadora  de 
las  instituciones  republicanas.  Tan  rápida  y  tan  intensa- 
mente se  operó  la  concentración  de  dominios  que,  según 
Plinio,  la  vasta  provincia  de  África  estaba  repartida  en  el 
primer  siglo  del  Imperio  entre  solo  seis  propietarios.  A  la 
vez,  se  restringieron  sobre  manera,  particularmente  en  Ita- 
lia, las  labores  agrícolas  de  carácter  reproductivo,  porque 
no  habiendo  consumo  interior  ni  comercio  exterior,  se  las 
concretó  al  cultivo  de  quintas,  vergeles  y  jardines,  y  en 
escala  reducida,  al  pastoreo  y  a  la  viticultura  {('<').  La 
producción  de  cereales  llegó  a  ser  tan  escasa  (|ue  cuando  a 
causa  de  los  vientos  contrarios,  se  retardaba  el  arribo  de  los 
tributos  a  Roma,  la  |)ol)lac¡ón  no  tenía  otras  fuentes  para 
proveerse  de  alimentos,  y  bajo  la  amenaza  del  hambre,  ponía 
en  peligro  la  paz  del   Imperio. 

Estas  múltiples  tentaciones  con  que  Roma  ejercía  su  po- 
der de  atracción  se  completaban  con  el  más  vasto  sistema 
de  viabilidad  que  la  historia  recuerda;  sistema  ijue  tenía 
su  punto  de  partida  o  si  se  quiere  de  llegada  en  una  co- 
lumna lU-  oro  plantada  en  el  toro  y  se  desarrollaba  y  rami- 
ficaba hasta  tocar  por  todas  partes  el  perímetro  fronterizo 
del  Imperio.  Uno  de  los  caminos,  largo  de  4400  millas, 
unía   York  con    jerusalén   pasando   por  Londres,  Houlogne, 


(/■(•)     .Marfjuarrit.     L'(  ff^Huisutioii    /inniicif'rr    ilir/    /»•>    liniiniins. 
pap.    140.    141.    142,    147. 

Plinio.   Histoirr  Xiiturrllr.  t.    1.  iiv.   XVIII.   V!l,  á   3. 
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Reims.  Lyon,  Milán,  Roma,  Brindisi,  Bisancio,  Antioquía  y 
Tiro   {  e  d). 

Para  dar  cabida  a  la  enorme  y  creciente  afluencia  de 
subditos  y  ciudadanos  venidos  de  todas  partes  del  Impe- 
rio, Roma  había  crecido  horizontalmente  desbordándose 
fuera  de  las  murallas  hasta  extenderse  en  una  circunferen- 
cia de  40  a  45  kilómetros,  y  verticalmente  superponiendo  piso 
sobre  piso  hasta  alcanzar  alturas  nunca  vistas.  Dado  que 
Augusto  limitó  la  altura  máxima  a  70  pies,  en  la  cual  ca- 
ben desahogadamente  siete  u  ocho  pisos  cómodos  de  arrien- 
do barato,  es  claro  que  antes  de  esta  ordenanza  se  cons- 
truían edificios  más  altos  (  e  /' ). 

En  mérito  de  comparaciones  hechas  con  grandes  ciudades 
de  nuestros  días,  especialmente  con  París,  Londres  y  Ber- 
lín, tomando  en  cuenta  el  área  del  recinto  urbano,  el  nú- 
mero y  altura  de  las  casas,  etc.  {e  g)  se  ha  tratado  por 
muchos  historiadores  y  arqueólogos  de  determinar  la  pobla- 
ción de  Roma  a  los  principios  del  Imperio.  Pero  los  datos 
que  se  ha  pretendido  utilizar  para  la  inducción  son  de  ca- 
rácter tan  congetural,  que  según  uno  de  estos  autores,  la 
población  era  de  1.200.000  habitantes;  según  otro,  de 
1.650.000;  según  otro,  2.265.000;  según  otro,  de  4.000.000, 
y  según  otro,   de   14.000.000  !   ( >-  h  ). 

(  ed)  Bergier,  Histoire  dt^s  Grands  Cheniins  de  ¡'Euipire  Ro- 
main.  t.   II.  liv.  V,  chap.    IX,  §   I. 

Strabon,   Géographie.  t.    I.  liv.  V,   chap.   III.  ^  9. 

(ef)     Strabon,   (léograpliie.   t.    I,   liv.   \'.   chap.    III.  ^   7. 

(  e^")  Seg-ún  una  descripción  de  Roma,  hecha  en  el  año  35  7,  y  fun- 
dada en  un  documento  oficial  que  se  redactó  entre  los  años  312  y  315 
de  nuestra  Era,  habla  en  la  ciudad  1790  palacios  y  46.602  insulie.  o  casas 
aisladas.  Marquardt.  L'( h'ganisatioii  fíimnciére  chez  les  Romains. 
pag.    155. 

(eh)  Marquardt.  L'Orgaiiisation  tiiimicii-n^  clivz  Ves  RojuhÍiis. 
pag.    151   á   156. 

El  último  empadronamiento  romano  de  que  se  conservan  noticias  se 
levantó  por  orden  de  Claudio  el  año  48  de  nuestra  Era.  Según  Tácito,  se 
empadronaron  entonces  6.944.000  ciudadanos.  (Tácito.  Anuales.  Hb.  XI. 
cap.  XXV  ).     Mas  como  el   privilegio  de    la  ciudadanía    se  había    otorgado 
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Afortunadamente  estos  estudios  congeturales  son  inoficio- 
sos para  nuestro  propósito  porque  no  es  el  número  de  ha- 
bitantes lo  que  crea  el  estado  pictórico;  es  su  desproporción 
con  el  desarrollo  alcanzado  por  las  industrias  urbanas.  Si 
las  industrias  urbanas  pueden  alimentar  6  o  7.000.00U  de 
habitantes  como  en  Londres,  no  hay  plétora  con  una  pobla- 
ción tan  enorme;  si  no  pueden  alimentar  más  de  50.000 
habitantes,  hay  plétora  con  una  población  de  solo  100.000. 
Cualquiera  que  fuese  el  número  de  habitantes  de  Roma  a 
los  fines  de  la  República  y  principios  del  Imperio,  ello  es  que 
la  ciudad  estaba  en  estado  pictórico. 

Ante  aquella  muchedumbre  venal,  corrompida,  desafecta 
a  la  República,  sin  civismo,  los  mismos  demagog^os  y  ambi- 
ciosos que  la  habían  utilizado  y  halagado  se  sintieron  alar- 
mados e  hicieron  los  más  grandes  esfuerzos  para  descargar 
de  ella  a  la  ciudad  de  Roma.  Con  este  propósito,  ya  que 
ninguno  osaba  tomar  sobre  sí  la  responsabilidad  de  supri- 
mir la  .\/í/íO/íí(.  limitaron  por  una  j)arte  el  número  de  ciu- 
dadanos con  opción  al  reparto  gratuito  de  cereales  (/•/), 
y  acometieron  por  otra  la  empresa  de  fundar  colonias  de 
proletarios  lejos  de  la  metrópoli.  Desde  Sila,  que  radicó 
140. 00()  legionarios,  ya  desocupados,  en  las  tierras  italianas 
confiscadas  a  sus  enemigos,  y  desde  Julio  César,  que  a  su 
turno  radicó  en  una  ocasión  80.000,  fueron  muchas  las  co- 
lonias fundadas  por  los  cónsules,  generales  y  soldados  vic- 
toriosos. 

Pues  bien,  todos  aquellos  i\>íkierzos  fueron  completa- 
mente frustáneos.  Apenas  se  abría  un  vacío  por  causa  de 
los  colonos  que  partían,  se  llenaba  con  los  nuevos  inmi- 
grantes que  llegaban.  Aun  cuando  algunos  emperadores 
llegaron  a  suspender  la  comerciabilidad  de  las  suertes  de  tie- 
rra y   a  convertir  los  colonos  libres  en  siervos  prohibiéndo- 


ya  a  toda  Italia,  no  podemos  calcular  sobre  la  base  de  este  número  la 
población  de  Roma,  sino  la  de  toda  la  penin.sula.  que  se  ha  computado 
en   unos   25.000.000. 

(e/)      Marquardt,     I/( )f<rai¡isution     fiíumcirir    iliry    /<•>    lírminins, 
pajf.    I4.S   et   H'^. 
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les  alejarse  de  sus  propiedades,  las  incitantes  tentaciones 
de  Roma  podían  más  en  el  ánimo  de  los  romanos.  El  nú- 
mero de  los  que  afluían  era  mayor  que  el  de  los  que  la  au- 
toridad alejaba;  y  aquella  masa  de  proletarios  que  se  re- 
hacía por  acrecimiento  después  de  cada  tajada  que  se  la 
cortaba,  se  prestó  primero  para  eliminar  de  los  negocios  pú- 
blicos a  todos  los  hombres  probos,  en  seguida  para  derribar 
la  República  con  el  propósito  de  humillar  al  patriciado,  y 
por  ú!timo,  para  derrumbar  y  crear  emperadores  a  su  re- 
galada gana. 

Aquel  tremendo  fracaso  de  una  política  que  se  siguió 
durante  más  de  un  siglo  y  que  parecía  tan  hábilmente  con- 
cebida para  descargar  a  Roma  del  exceso  de  habitantes, 
no  prueba  en  manera  alguna  que  el  Estado  sea  impotente 
para  redistribuir  la  población  de  una  ciudad  o  de  todo  un 
territorio.  ;  Acaso  sería  lícito  sostener  que  la  medicina  es 
impotente  para  extirpar  un  tumor  del  hígado  por  el  hecho 
de  que  el  enfermo  no  ha  sanado  después  de  someterse  man- 
samente a  varias  sangrías?  En  todo  caso,  hay  que  buscar 
el  remedio  que  conviene  a  la  enfermedad.  En  el  caso  de 
Roma,  lo  único  que  podemos  concluir  es  que  mientras  sub- 
sistan las  causas  que  ocasionan  la  plétora,  los  medios  di- 
rectos carecen  de  eficacia  en  los  pueblos  libres  para  acabar 
con  el  mal;  y  que  si  los  estadistas  romanos  fracasaron,  fué 
porque  no  obstante  lo  laudable  de  sus  propósitos,  no  apli- 
caron al  mal  el  remedio  que  convenía.  Regida  como  está 
la  diseminación  demográfica  por  una  ley  natural  que  salvo 
los  casos  de  perturbación  ocasionados  por  causas  extrañas, 
siempre  proporciona  la  población  a  la  cuantía  de  la  pro- 
ducción, es  claro  que  para  acabar  con  la  plétora  no  hay  más 
remedio  que  fomentar  las  industrias  tanto  en  los  campos,  para 
atraer  el  exceso  de  habitantes  urbanos,  como  en  las  ciuda- 
des, para  proporcionar  su  número   al  desarrollo  industrial. 

En  nuestros  días,  viven  preocupados  por  los  efectos  de 
un  fenómeno  semejante  las  principales  naciones  de  Euro- 
pa (ej)  porque  en  todas  ellas  actúan  ciertas  causas  sociales 

(ej)     Cornejo,  Sociología  ^enei-al.  t.  I,  cap.   IX,  §  V. 
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y  económicas  que  merced  a  los  actuales  medios  de  tras- 
porte de  las  provisiones,  rápidos,  seguros  y  baratos,  vienen 
dando  un  desarrollo  desmesurado  a  las  poblaciones  urba- 
nas. Mientras  las  ciudades  no  tenían  más  medio  de  co- 
municación que  la  carretera  para  atender  a  su  provisión, 
su  crecimiento  estaba  fatalmente  limitado  por  la  cuantía 
de  la  producción  de  los  alrededores,  y  fuese  por  la  larga 
duración  de  los  viajes,  fuese  por  la  carestía  de  los  fletes, 
no  se  podía  aprovechar  la  leche,  ni  las  hortalizas,  ni  las 
frutas,  y  muy  poco  la  carne  fjue  se  producían  a  la  distancia. 

Al  presente,  merced  a  los  ferrocarriles  y  vapores,  los 
más  lejanos  centros  de  producción  alimentan  el  consumo 
de  todas  las  grandes  ciudades.  París  se  provee  de  pinas, 
de  plátanos  y  naranjas  en  el  Brasil ;  New  York  se  regodea 
con  las  coles  de  Hamburgo,  que  hacen  competencia  a  las 
de  Missouri;  y  los  frigoríficos  de  la  República  Argentina 
sacian  de  carne  a  gran  número  de  habitantes  de  las  prin- 
cipales ciudades  de  Estados  I 'nidos  y  de  Europa.  En  rea- 
lidad, hoy  no  tiene  h'mites  el  crecimiento  de  las  poblaciones 
uri)anas  (<•  k ). 

Por  efecto  de  estas  causas  y  de  estas  facilidatles,  la  po- 
blación de  las  ciudades  más  importantes,  en  especial  de 
las  capitales,  ha  venido  aumentando  desproporcionalmente 
con  relación  a  la  fjoblación  rural;  v  por  otra  parte,  la  masa 
de  ociosos,  de  rebeldes  y  de  miserables  (|ue  en  ellas  se 
ha  formado,  prueba  con  su  sola  existt^ncia  (jue  el  incre- 
mento de  las  agrupaciones  urbanas  tampoco  guarda  pro- 
porción  con    el  desarrollo  de    las    industrias. 

,  A  cuál  remedio  recurrir  para  estirpar  el   mal: 

En  tiempos  pasados,  se  trató  de  poner  coto  al  crecimien- 
to de  las  poblaciones  urbanas  reduciendo  el  circuito  de  las 
ciudades,  medida  de  no  d¡fí<:il  ejecución  cuantío  todas  eran 
amuralladas.  Así  fué  como  en  Irancia  se  dictaron  en  los 
siglos  X\'II  y  X\'lll  numerosas  ordenanzas  para  reducir 
la  (iudad  de  I*arís  a  un  estrecho  circuito  imponiendo  con- 
diciones que  dificultaban   la  construcción   de  nuevas  hai)ita- 

(/•Al      Haflley,    /.«     I'iiiii-^jxiri  jinr  ¡f  ('hfiinn  lif  i'fi:  rha|).   I.  pag.   2.V 
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ciones,  gravando  con  impuestos  los  materiales  y  las  casas, 
y  llegando  hasta  prohibir  la  construcción  de  nuevos  edifi- 
cios. Pero  el  crecimiento  de  la  ciudad  continuaba  sin  in- 
terrupción fomentado  por  la  extrema  centralización  política 
y  administrativa  de  la  monarquía  (  e  /).  Para  dar  alojamiento 
a  su  creciente  población,  París  estrechaba  sus  calles,  edi- 
ficaba sus  patios  y  construía  nuevos  pisos  sobre  sus  casas 
multiplicando  inconsideradamente  las  habitaciones  húmedas, 
oscuras,  sin  ventilación  y  malsanas.  No  pudieron  ser  peo- 
res  los  efectos   de   aquella   errada   política. 

Para  determinar  con  acierto  los  medios  que  se  han  de 
emplear  contra  el  excesivo  crecimiento  de  las  poblaciones 
urbanas,  es  indispensable  averiguar  previamente  las  causas 
del  fenómeno.  Las  causas  que  a  nuestro  juicio  ocasionan 
actualmente  la  despoblación  de  los  campos  y  la  plétora  de 
algunas  ciudades  son  las  siguientes: 

I'*  La  concentración  y  mayor  desarrollo  de  las  indus- 
trias en  las  ciudades,  que  haciendo  subir  los  salarios  atraen 
a  los  obreros.  Las  destilaciones,  las  fábricas  de  encajes, 
las  curtiembres,  las  vidrierías  que  antes  estaban  en  los  cam- 
pos, se  han  venido  instalando  de  algunos  años  a  esta  parte 
en  los  suburbios  de  las  grandes  poblaciones. 

2*  El  desarrollo  de  la  servidumbre  en  las  familias  de 
las  ciudades.  Mientras  en  los  siglos  pasados  todas  las  fa- 
milias, salvo  las  de  la  nobleza  y  de  la  banca,  se  bastaban 
a  si  mismas,  al  presente  cada  una  alquila  para  su  servicio 
uno  o  más  sirvientes;   duplicando   casi  la  población  urbana. 

3*  La  concentración  de  la  mayor  parte  de  las  obras 
públicas  en  las  ciudades. 

4^  La  construcción  de  sistemas  ferroviarios.  Cuando 
la  viabilidad  era  pesada,  peligrosa  y  cara,  los  propietarios 
rurales  vivían  en  sus  fundos  con  sus  familias.  Hoy  merced 
a  la  comodidad,  a  la  baratura,  a  la  seguridad  y  rapidez  del 
trasporte  ferroviario,  viven  en  la  ciudad  y  van  de  vez  en 
cuando  al  campo. 

(el)     Tocqueville.  L'Ancieii    Régiinv  et    In    Révnluiion.    chap.   VII. 
pag.    135. 
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5*  La  adopción  en  grande  de  la  maquinaria  agrícola 
que  requiriendo  menos  brazos  para  las  faenas  rurales,  deja 
a  muchos  campesinos  sin  trabajo  y  les  precisa  a  emigrar 
hacia  las  ciudades. 

6^  La  difusión  de  la  instrucción  primaria  que  fomen- 
tando aspiraciones  nuevas  en  los  braceros  del  campo,  les 
arrastra  a  salir  en  busca  de  fortuna. 

Conocidas  las  causas  del  desmedido  crecimiento  de  las 
poblaciones  urbanas,  no  es  difícil  encontrar  los  remedios. 
Si  la  causa  es  el  mayor  desarrollo  industrial  de  las  ciudades, 
hay  que  dividir  la  propiedad  de  los  campos,  hay  que  fo- 
mentar la  agricultura  intensiva,  hay  que  dar  vida  a  nuevas 
industrias  rurales.  Si  la  causa  es  la  desmedida  concentra- 
ción de  las  obras  públicas  en  las  ciudades,  hay  que  aumen- 
tar los  fondos  destinados  a  la  construcción  de  puentes, 
caminos  y  ferrocarriles.  En  tin,  si  la  causa  es  la  instruc- 
ción primaria,  hay  que  generalizarla  más  rápidamente  para 
que  ninguno  pueda  envanecerse  de  haberla  recibido. 

§  45.  Científicamente  el  Estado  más  elemental  es  aquel 
que  comprende  una  ciudad  rodeada  de  un  territorio  cuya 
producción  baste  a  las  necesidades  de  su   población   (  <>  11). 

Por  muy  estrechos  que  en  las  grandes  naciones  contem- 
por;íneas  parezcan  ser  estos  términos,  es  la  verdad  que  la 
ciencia  política  tiene  en  ellos  todos  los  elementos  que  se 
requieren  para  constituir,  gobernar  y  administrar  un  Estado. 
Aun  podemos  agregar  que  en  el  Estado  así  compuesto, 
la  máquina  de  la  administración  es  más  simple  y  de  más 
fácil  manejo,  y  suieta  a  una  vigilancia  más  directa  y  más 
interesada,  ofrece  mayores  garantías  de  probidad  y  labo- 
riosidad. 

Hasta  donde  es  prácticamente  posible,  los  Estados  he- 
lénicos de  la  Antigüedad  vivieron  largos  siglos  reducidos  a 
las  dimensiones  mínimas;  y  merced  a  esta  circunstancia,  pu- 
dieron funcionar  en  ellos  instituciones  administrativas,  polí- 
ticas y  jurídicas  (jue  por  su  naturaleza  fracasan  en  Estados 
fie    muy    numerosa    población    y    muy    extenso    territorio. 

((•//i      Aristóteles,   /wt  l'olitiifUi'.  liv.   FV,  chap.   IV  et   V. 
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Compuestos,  en  efecto,  de  solo  una  ciudad  y  la  comarca  ad- 
yacente, establecieron  sin  mayores  dificultades  el  gobierno 
directo  del  pueblo,  los  tribunales  populares,  la  comunidad 
agrícola,  las  mesas  comunes,  (e  m)  el  teatro  gratuito ;  ins- 
tituciones que  no  pueden  prosperar  en  las  grandes  nacio- 
nes, donde  el  número  y  la  diseminación  de  los  ciudadanos 
obstaculizan  su  funcionamiento. 

Empero,  de  que  tales  instituciones  no  puedan  funcionar 
en  los  grandes  Estados  no  debemos  concluir  que  ellos  estén 
obligados  a  reducirse  y  estrecharse  en  las  dimensiones  mí- 
nimas. Como  quiera  que  tales  instituciones  se  pueden  su- 
primir o  reemplazar  porque  o  no  son  esenciales  o  no  son 
irreemplazables,  la  conclusión  lógica  es  que  debemos  acep- 
tar la  existencia  de  los  Estados  con  las  dimensiones  amplias 
o  estrechas  que  la  historia  les  haya  fijado. 

Mas,  en  oposición  a  esta  doctrina,  se  ha  levantado  de  an- 
tiguo una  escuela  política  que  partiendo  de  un  principio 
absoluto,  cual  es,  que  en  todo  Estado  todos  los  ciudadanos 
deben  intervenir  personalmente  en  las  deliberaciones  y  de- 
cisiones de  interés  común,  da  solución  diferente  al  problema. 
En  el  sentir  de  dicha  escuela,  encabezada  por  los  más  gran- 
des filósofos  políticos  de  Grecia,  la  extensión  del  territorio 
debe  proporcionarse  al  número  de  los  ciudadanos,  y  el 
número  de  ciudadanos  debe  ser  tal  que  reunidos  en  el  foro, 
alcancen  todos  a  oir  los  pregones  del  stentor,  la  palabra  de 
los  oradores  y  la  voz  de  mando  de  los  generales   {  e  n). 

De  acuerdo  con  esta  doctrina,  Hippodamus  de  Mileto  era 
de  sentir  que  el  Estado  no  debía  contar  entre  labradores, 
artesanos  y  defensores  más  de  10.000  ciudadanos;  Platón 
sostenía  que  prescindiendo  de  los  labradores  y  los  artesa- 
nos, a  quienes  negaba  el  derecho  de  intervenir  en  los  nego- 
cios públicos,  el  número  de  los  ciudadanos  no  debía  exce- 
der de    5040,   que  según    plausibles  conjeturas,   era   el  que 


{e  m)     Aristóteles,  ob.   cit.    liv.  II.    chap.    VI,    §   21.  chap.  VII,  §    4  et  5, 
et  chap.  VIII,  §   2. 

{en)     Aristóteles,  La   Politique.  liv.   IV,  chap.  IV,   tj   7. 
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cabía  en  la  pequeña  plaza  de  Atenas;  y  Aristóteles  enseña- 
ba que  el  Estado  tío  debía  ser  ni  muy  pequeño,  porque 
en  tal  caso  no  se  bastaría  a  sí  mismo,  ni  muy  grande,  por- 
que entonces  se  dificultaría  mucho  el  gobierno;  en  suma, 
no  debiera  abrazar  más  que  una  ciudad  y  el  territorio  ad- 
yacente (  p  ñ  ). 

l'or  causa  de  la  formación  del  inconmensurable  Imperio 
Romano  }■  de  las  grandes  naciones  modernas,  estaban  estas 
doctrinas  completamente  desautorizadas  cuando  en  el  si- 
glo XX'lll  ajiareció  Rousseau  con  la  pretensión  de  reha- 
bilitarlas. Después  de  establecer  que  la  soberanía  es  pre- 
rrogativa indivisible,  inalienable  e  indelegable  del  pueblo, 
concluye  este  filósofo  que  cada  Estado  no  debe  constar 
más  que  de  una  sola  ciudad  y  de  solo  10.000  ciudadanos, 
a  fin  de  que  todos  puedan  ejercer  la  soberanía  [)or  sí  mis- 
mos y  en  acto  tínico  (  <•  o  ). 

Por  til  timo,  en  pleno  siglo  XIX  fueron  estas  doctrinas 
amparadas  por  la  altísima  autoridad  del  más  grande  de  los 
filósofos  contemporáneos.  De  acuerdo  con  Aristóteles,  sos- 
tuvo Augusto  Comte  que  cada  Estado  debe  reducirse  a  una 
ciudad  y  la  comarca  adyacente  porque  tal  es  (  dice  )  «  según 
una  experiencia  decisiva,  la  más  vasta  sociedad  política  que 
puede  nacer  y  durar  sin  opresión  >■    (  <• />  ). 

En  conformidad  con  estas  doctrinas,  todo  municipio  debe 
constituir  un  Estado,  y  todo  Estado  se  debe  reducir  a  un 
solo  municipio,  o  mejor  dicho,  no  son  más  que  una  sola  y 
misma  cosa  la  ciudad,   el   municipio  y  el  Estado. 

Para  los    antiguos,   (jue   nunca  concibieron    la   posibilidad 


(í'ñ)      Platón,    />r>   ¡jui".   liv.   \',    pají-    líi5. 
PlatDn,   /,a    l\t^¡iuhliinir.  liv     IV.  pa){.    140. 

Aristóteles.   1,h   l*n¡¡tit¡ur.   liv.  II.  rhap.  V.   ^    -.   liv,   III.  rhap     1   'i    II   v\ 
liv.   IV.  chap.   IV  el  V 

Santo  Tomás  He   Aquino.    /■,'/  < ioltirriio   Moiinrijuifn.  lih.  IV.  cap.  X 

(fol     Rousseau.   Lt-  f  'oiitrnt  sncinl.  liv.    III.  rhap.  XIII 

ir  ¡i)     Comte.  Systrnif  ih    l*n¡itiiiiir  rnsitivr.  t    II.  chap.   V.  pag.  290 
et   iOtt. 

Aristóteles.   I^n  ¡'n¡iti<¡iif.   liv.   I\'.  rhap.   IV.  ^  ^. 
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jurídica  de  las  orrandes  naciones,  estas  doctrinas  aparenta- 
V)an  el  genuino  semblante  de  la  verdad  porque  parecían 
estar  fundadas  en  los  hechos,  como  lo  prueba  la  circunstan- 
cia de  que  tanto  la  ciencia  cuanto  la  opinión  vulgar  confun- 
dían la  noción  del  Estado  con  la  de  la  ciudad.  No  impor- 
taba que  por  medio  de  la  conquista  se  subyugasen  cien 
pueblos  a  perpetuidad:  cuando  Roma  hubo  extendido  su 
imperio  hasta  los  límites  extremos  del  mundo  conocido,  no 
se  entendió  que  el  Estado  romano  había  crecido;  lo  que  se 
entendió  fué  que  no  obstante  haber  subyugado  muchos  pue- 
blos, el  Estado  Romano  seguía  reducido  a  la  sola  ciudad 
de  Roma  y  la  comarca  adyacente.  Con  arreglo  a  este  con- 
cepto, los  ciudadanos  romanos,  sin  distinción  de  los  nativos 
y  los  adoptados,  estaban  obligados  a  trasladarse  a  Roma, 
esto  es  al  seno  del  Estado,  para  ejercer  los  derechos  anexos 
a  la  ciudadanía  {e  q). 

En  las  sociedades  civilizadas,  no  concuerda  con  los  hechos 
aquel  concepto  jurídico  del  Estado.  De  hecho  y  derecho 
cada  Estado  abraza  en  ellas  tantas  ciudades  y  tantos  terri- 
torios cuantos  son  los  que  se  encuentran  bajo  de  su  sobe- 
ranía. Al  Estado  simple  de  la  Antigüedad  ha  sucedido  in- 
contrastablemente el  Estado  compuesto.  Una  doctrina  que 
por  un  lado,  pretende  reducir  cada  Estado  a  una  sola  ciu- 
dad, y  que  por  el  otro,  condena  implícitamente  la  existencia 
de  las  grandes  naciones,  sin  proponer  medios  prácticos  y 
humanos  de  someterlas  al  cartabón  no  puede  ni  incorpo- 
rarse en  la  ciencia  ni  contar  con   la  adhesión   de  la  política. 

Que  la  democracia  entendida  a  la  manera  de  los  griegos 
no  puede  funcionar  sino  en  Estados  diminutos,  punto  es  que 
debemos  aceptar  sin  reservas  con  lord  Brougham  {e  r). 
Igualmente  debemos*  convenir  en  que  una  ciudad  con  la  co- 
marca   advacente    contiene    todos  los  elementos    necesarios 


(  e  <j)     Marquardt,   í/()i-<j:¿ii¡¡siit imi  <lr  ¡' I-^miiin^  líniíuiiii.  t.   I,  paj>:.  87. 

(er)      Lord  Brouirhaní,  La  Déinocratie  et  les  (}ou\anwnwtits  /nixtes, 
chap.  III. 

Posada,    Ti-atado  ilr   Dernclm  Político,  t.   1.   lih.    IV,  cap.   V.  pág.  195. 
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a  la  constitución  y  a  la  vida  del  Estado.  Pero  de  estas 
premisas  no  se  infiere  absolutamente  (|ue  todos  los  Estados 
deban  ser  pequeños,  como  si  la  democracia  pura  fuese  el 
único  sistema  propio  para  orarantizar  la  consecución  de  los 
fines  políticos,  jurídicos  y  sociales  del  Estado.  Como 
quiera  que  las  mismas  garantías  encontramos  en  otros  siste- 
mas políticos  que  se  adaptan  indistintamente  a  las  más 
grandes  tanto  como  a  las  más  pequeñas  naciones,  no  tene- 
mos porqué  subordinar  de  manera  necesaria  la  magnitud 
del  Estado  a  las  condiciones  elementales  requeridas  por  la 
democracia  pura. 

Cuando  por  amor  a  la  ideología,  tan  fascinante  para  los 
espíritus  poco  científicos,  quisiéramos  seguir  estas  doctrinas, 
muy  pronto  recibiríamos  la  sorpresa  de  notar  que  en  mu- 
chos casos  ellas  son  impracticables  aun  en  las  condiciones 
fijadas   por  sus  más  insignes  sostenedores. 

Si  cada  ciudad  debe  constituir  un  bastado  y  cada  listado 
no  debe  contar  más  de  KJ.ÍKJO  ciudailanos  para  que  todos, 
reunidos  en  una  sola  asamblea,  puedan  deliberar  en  co- 
mún, no  se  ve  cómo  adaptar  semejante  organización  a  Lon- 
dres y  a  \ew  York,  a  París  y  Buenos  Aires,  cuyas  poblacio- 
nes se  cuentan  por  inillones.  Aun(]ue  el  mismo  Aristóteles 
notó  con  respecto  a  Babilonia  la  incompatibilidad  ele  su 
doctrina  con  las  grandes  ciudades  (  /*s  ),  ello  es  que  en  prin- 
cipio los  antiguos  pudieron  sostener  la  teoría  de  los  Estados 
riuinicipales  porque  a  su  juicio  no  había  jurídicamente  óbice 


(í'.s)  <  .\  qiioi  reciinnaitra-t-on  l'idt-iitité  de  la  ritt"  quand  U-  mérnt*  lieu 
reste  constammftit  orciipé  par  des  hahitants?  Ce  ne  sont  reriainement 
pas  les  murailles  qiii  cnnstituiront  cefte  unifé ;  car  il  serait  po.ssihie  en 
effct  d'enclore  d'un  rempart  continu  le  Pélopont-sc  entier.  On  a  vu  des 
rites  avoir  des  dimensions  presque  aussi  vastes,  et  représenier  dans  leur 
rircunscription  plutót  une  nation  qu'une  ville:  témoin  Babylone  ¡trise  par 
l'ennemi  depuis  trois  jours.  qu'un  de  ses  quartiers  l'ignorail  encoré.  I)ii 
reste ...  .  létendue  de  la  cité  est  un  ohjet  que  Ihomme  polilique  ne  doit 
pas  néjfliper».      .Aristóteles.    ¡jH    f'nlitiifiii:  liv.   III,  chap.   I.   §    12. 

Según  lo  hemos  dicho  más  arriba  (nota  h  \  ).  Heródoto  certifica  que 
el  perímetro  ruadrian^ular  de  las  murallas  de  Babilonia-  media  480  esta- 
dios, o  sea.   Mo.400  metros.     Dentro  de  este   recinto,  se  extendian  unas  Ha- 
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para  que  los  gobiernos  impidiesen  el  desarrollo  de  la  po- 
blación y  el  aumento  del  número  de  los  ciudadanos  (eO- 
Dado  que  la  cultura  política  de  las  sociedades  civilizadas 
no  toleraría  medidas  encaminadas  a  reprimir  la  procreación 
y  el  desarrollo  de  las  poblaciones  ¿cómo  constituiríamos  el 
Estado  municipal  en  una  ciudad  que  cuenta  los  ciudadanos 
por  centenares  de  miles?  ; Olvidaríamos  el  principio  funda- 
mental, cual  es.  que  todos  los  ciudadanos  deliberen  en  acto 
único,  y  formaríamos  varias  circunscripciones  urbanas?  Y 
en  tal  caso,  si  tenemos  el  medio  de  aplicar  a  las  más  gran- 
des naciones  el  anhelado  sistema  de  la  democracia  pura, 
cual  es  el  de  formar  circunscripciones  ;por  qué  habríamos 
de  reducir  el  Estado  a  una  sola  ciudad? 

Igualmente  irrealizable  es  la  condición  impuesta  por  Aris- 
tóteles, a  saber,  que  la  extensión  del  territorio  y  el  número 
de  los  habitantes  basten  a  las  necesidades  del  Estado.  Com- 
prendemos que  en  los  grados  inferiores  de  la  civilización, 
cuando  los  Estados  viven  en  permanente  y  recíproca  hosti- 
lidad, y  relativamente  tienen  pocas  necesidades,  cada  uno 
se  empeñe  en  bastarse  a  sí  mismo.  Pero  en  los  grados  su- 
periores, esta  absoluta  independencia  económica  es  utópica 
porque  a  virtud  del  desarrollo  de  la  cultura,  aumentan  en 
tales  términos  las  necesidades  de  la  vida  colectiva  y  de  la 
vida  individual  que  para  satisfacerlas  cada  pueblo  tiene  que 
recurrir  a  los  otros  y  trabar  y  cultivar  relaciones  mercan- 
tiles (  e  íí  ). 

Es  afirmación  gratuita  de  Augusto  Comte  el  que  una  ex- 
periencia decisiva  haya  probado  que  solo  los  Pastados  mu- 
nicipales puedan  nacer  y  vivir  sin  opresión.  Si  hemos  de 
atenernos  a  la  experiencia  de  la  historia,  ya  que  la  de  un  indi- 


nuras  consagradas  a  la  agricultura,  donde  fueron  establecidos  ios  judíos 
cautivos.  La  ciudad  propiamente  tal  parece  haber  estado  ceñida  por  una 
segunda  muralla,  menos  gruesa,  pero  no  menos  fuerte  que  la  exterior. 
Por  lo  general,  las  casas  tenían   tres  o  cuatro  pisos. 

(f  í)      Aristóteles,  ob.  cit.  liv.  II,   chap.  III,  ¡j  6.  chap.  IV.  ^  3  et  chap.  VI, 
^   13,  et  liv.   III,  chap.  IV,  §  5. 

{hu)     Spencer,   Principf^s  de  Sociologie.  t.   III,  §  5  72. 
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viduo  cualquiera  no  ofrece  base  para  inducciones  científicas, 
tenemos  que  llegar  a  una  conclusión  casi  radicalmentt'  inver- 
sa, porque  en  los  ¡jequeños  Estados  de  la  Antigüedad  y 
de  la  Edad  Media,  fué  legendaria  la  opresión  de  los  de  abajo 
por  los  de  arriba  y  porque  es  cabalmente  en  las  grandes 
naciones  de  nuestros  días  donde  se  han  empezado  a  prac- 
ticar las  doctrinas  que  hacen  del  gobierno  una  institución 
de  fomento    para  el  progreso  y  de  amparo  para  el  derecho. 

i^  46.  Eliminando  el  pie  forzado  de  la  democracia  pura, 
algunos  filósofos  y  publicistas  han  disertado  extensamente 
acerca  de  las  dimensiones  que  correspondan  a  los  Es- 
tados. 

En  sentir  de  l'uffendorf,  no  se  pueden  fijar  en  abstracto 
ni  la  cuantía  de  la  población  ni  la  extensión  del  territorio. 
Los  Estados,  dice,  que  en  otro  tiempo,  cuando  los  había 
infinitos  se  tenían  por  grandes,  parecen  pequeños  en  la  l^dad 
Moderna  ante  los  vastos  reinos  e  imperios  cjue  la  guerra  ha 
formado.  En  todo  tiempo,  de  consiguiente,  para  (]ue  la 
existencia  de  cada  Estado  esté  garantida  contra  el  ataque 
de  fuerzas  superiores,  su  magnitud  se  debe  proporcionar  a 
la  de  los  Estatlos  circunvecinos  (  f»  \  ).  No  enseña  la  doc- 
trina cómo  se  debe  proceder  para  establecer  la  ecjuivalen- 
cia  entre  las  naciones,  si  suprimiendo  las  pequeñas  o  des- 
presando  las  grandes. 

Pero  sea  de  ello  lo  (jue  sea,  observaremos  con  Quete- 
let,  que  no  está  en  la  mano  del  hombre  fijar  la  extensión 
absoluta  y  uniforme  de  los  Estados,  líxigir  la  uniformidatl 
de  la  extensión  entre  los  jiueblos,  sería  tan  poco  natural 
como  exigir  la  de  talla  entre  los  hombres  porque  sobre  las 
conveniencias  que  fijan  sus  límites  comunes,  están  ademas 
los  antecedentes  históricos  (|ue  actúan  con  fuer/a  incon- 
trastable  (  o  A  ) 

Por  su  parte,  opina  Montestjuií-u.  (jue  la  extensión  de  los 
Estatlos    no    debe    ser    una    para   to«los    sino    <]ue    s<>    debe 

(  «■  >  )  l'uffrnHi.rt.  ¡.il'i-nt  </<•  In  .\iHiiii-  ct  '/e>  tífli^.  hv.  \II. 
rhap     II,    ^   II. 

(  e  A  )      (^)u<MeÍPi.    íhi  Svstfini'  SrH'inl.   pag     I^^- 
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subordinar  a  su  organización  política.  A  su  juicio,  las  repú- 
blicas deben  ser  pequeñas  porque  en  los  grandes  Estados 
fácilmente  se  forman  fortunas  y  ambiciones  desmesuradas 
que  son  amenaza  permanente  para  las  instituciones  demo- 
cráticas. A  la  inversa,  todo  grande  imperio  supone  un 
soberano  investido  de  autoridad  autocrática  porque  siendo 
muy  vasto  el  territorio,  solo  la  rapidez  de  las  resoluciones 
puede  neutralizar  las  desventajas  de  la  distancia  y  porque 
a  falta  de  la  vigilancia  inmediata  y  directa,  es  necesario 
que  aquellos  pueblos  y  autoridades  subalternas  que  residen 
lejos  de  la  capital  se  sientan  reprimidos  por  el  temor.  Por 
último,  las  monarquías  deben  ser  medianas  porque  las  pe- 
queñas se  transforman  en  repúblicas  y  las  grandes  no  se 
libran  del  despotismo  sino  rigiéndose  mal  o  fraccionándose. 
En  nuestros  días,  esta  doctrina  ha  sido  apoyada  por  la 
altísima  autoridad  de  Sumner  Maine   {  e  v  )■ 

Aun  cuando  esta  doctrina,  a  semejanza  de  todas  las  de 
Montesquieu,  parece  estar  muy  bien  encuadrada  en  la  teoría 
general  del  Estado,  ello  es  que  a  la  luz  de  los  hechos  no  resis- 
te al  más  somero  examen.  Si  en  el  curso  de  la  historia,  hasta 
nuestros  propios  días,  siempre  han  existido  pequeños  Esta- 
dos autocráticos,  grandes  repúblicas  y  monarquías  de  todos 
tamaños,  tenemos  que  concluir  que  dicha  doctrina  no  se 
infiere  de  los  hechos  y  que  científicamente  la  pequenez  no 
es  condición  de  la  república,  ni  la  medianía  peculiaridad  de 
la   monarquía,  ni    privilegio    de    la  autocracia  la  grandeza. 

A  nuestro  juicio,  del  influjo  de  la  extensión  del  territo- 
rio sobre  las  formas  de  gobierno  lo  único  que  discreta- 
mente se  puede  decir  es:  1°  que  la  democracia  pura  solo 
es  practicable  en  los  Estados  municipales;  2°  que  según 
sean  sus  necesidades  políticas,  los  Estados,  grandes  o  pe- 
queños,  se   pueden    regir    democrática,    aristocrática    o    au- 


(er)     Montesquieu.  L'Es¡)rit  des  Lois.   liv.    VIH,  rhap.  XVI.  XVII 
et  XIX. 

Sumner  Maine,    Études  sur  l'Histoirv  du  iJioit,  pag.  600  á  603. 
Passy,  Les  Formes  du  Gouvernement.  chap.   III. 
Pi  y  Margal!,   Les  Nationalités.  chap.    I   et  VI. 


288  CAPÍTULO    CUARTO,    §    46 


tocráticamente;  y  3"  que  el  sistema  federal  con  administra- 
ción descentralizada  es  más  propio  de  los  Estados  muy 
vastos  porque  en  ellos  no  puede  el  gobierno  nacional  ni 
conocer  todas  las  necesidades  locales  ni  satisfacerlas  opor- 
tunamente. 

Sin  excepción  alguna,  hay  en  todo  imperio  muy  vasto 
necesidades  locales  que  por  su  peculiaridad  no  se  compren- 
den a  la  distancia;  intereses  diversos,  a  las  veces  antagó- 
nicos, que  no  se  pueden  atender  por  medio  de  leyes  gene- 
rales; tradiciones  y  creencias  miiltiples  que  se  deben  respetar 
en  homenaje  a  la  libertad  de  conciencia  y  que  por  igno- 
rancia de  la  psicología  pjopular,  los  gobernantes  y  los 
legisladores  suelen  vulnerar  vivamente  con  actos  que  pare- 
cían ser  inocentes. 

Es  lo  que  Sumner  Maine  observa  respecto  de  la  India. 
Acostumbrados  los  ingleses  a  ver  una  sola  nación  en  aquel 
país  que  la  l'^urofia  distingue  con  el  nombre  de  India,  han 
pretendido  en  ocasiones  que  se  trasplanten  al  suelo  indú 
las  instituciones  democráticas  y  representativas.  Entre  tan- 
to, es  la  verdad,  observa  el  insigne  jurista,  que  los  princi- 
pios de  la  democracia  y  del  gobierno  responsable  huelgan 
en  las  discusiones  tocantes  a  la  manera  de  organizar  polí- 
ticamente la  india.  Quien  conoce  la  amalgama  de  socie- 
dades hetereogéneas  (|ue  los  europeos  confunden  bajo  de 
un  solo  nombre  no  puede  concebir  un  régimen  en  cjue  los 
25U.ÜU(l,UUU  de  indús  intervengan  directamente  en  el  gobier- 
no y  puedan  hacer  efectiva  la  responsabilidad  de  los  go- 
bernantes. En  las  naciones  europeas,  tjue  no  cuentan  más 
de  50.000.000  de  habitantes,  únicas  donde  se  ha  ajilicado 
y  se  ensaya  todavía  el  sistema  democrático,  nadie  puede 
tener  idea  de  las  dificultades  con  (jue  se  tropezaría  al  im- 
plantarlo en  un  imperio  de  250.( >()().(>()()  de  habitantes  <jue 
pertenecen  a  muchas  y  muy  diversas  razas  y  se  encuentran 
en   los  grados  más  diferentes  de  cultura   {  r  /.  ). 


(  !•  /  )     SuiuniT    .Maiiu-,    l'jtinlfs    ^n'-    I' ff i^ioin-    <lii    Ihnií.    pap.    599 
€t    606. 
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En  tales  condiciones,  propias  de  todos  los  Estados  muy 
vastos,  se  puede  aceptar  en  ocasiones  la  autocracia  para 
su  gobierno,  pero  nunca  la  centralización  para  su  adminis- 
tración. (Ira  por  causa  de  la  anarquía  crónica,  ora  por 
la  necesidad  de  organizar  militarmente  la  nación,  el  gobier- 
no autocrático,  ya  hereditario,  ya  temporal,  se  impone  a 
menudo  con  carácter  de  indispensable,  y  en  principio  no 
ha)^  inconveniente  para  que  sea  progresista  y  respetuoso 
del  derecho;  pero  en  el  círculo  limitado  de  la  posibilidad 
humana,  no  está  que  sea  dable  a  dicho  gobierno  dirigir 
bien  por  sí  mismo  la  administración  de  todo  el  Estado.  No 
es  de  extrañar  por  eso  el  que  una  de  las  administraciones 
más  descentralizadas  que  se  conocen  en  las  naciones  cultas 
funcione  en  el  vastísimo  imperio  de  Rusia  bajo  la  mano  del 
gobierno  más  autocrático  de  Europa  (/'ñ). 

La  antigua  República  romana  atendió  a  estas  necesida- 
des políticas,  peculiares  de  los  grandes  Estados,  dejando  a 
los  pueblos  que  subyugaba  la  facultad  de  administrar  sus 
intereses    a  su  regalada  gana.     No   hay   para   qué   advertir 


(  f  a  )      «  La   conmune   (  dice  Laveleye  )  est  la  molécule  constitutive  de  la 

nationalité     russe Pour    tout    ce    qui    concerne    l'administration,    elle 

jouit  d'un  self-governnient  aussi  complet  que  le  townsbip  américain  «. 
Laveleye,  Les  formes  primitives  de  la  Pi^opriété,  chap.   II,  pag.  II. 

Hepworth  Dixon,  La  Russie  Libre,  chap.   XXXVIII. 

Generalmente,  aun  en  las  obras  científicas,  se  confunde  la  descentra- 
lización administrativa  con  la  descentralización  política.  Para  nosotros  la 
descentralización  administrativa  es  base  fundamental  de  toda  buena  admi- 
nistración, sobre  todo  en  las  grandes  naciones;  y  al  contrario,  la  descen- 
tralización política  es  causa  de  debilidad  de  los  gobiernos.  No  se  puede 
condenar  en  absoluto  la  descentralización  política  porque  ella  se  im- 
pone con  carácter  de  inevitable  en  dos  casos:  I"  en  las  sociedades  atra- 
sadas cuando  un  pueblo  subyuga  a  otros,  en  cuanto  el  estatuto  personal 
deja  subsistente  la  autonomía  de  las  entidades  subyugadas;  y  2°  en  las 
sociedades  civilizadas,  cuando  se  unen  para  formar  una  sola  nación  varios 
pueblos  independientes,  porque  de  ordinario  no  se  resignan  a  sacrificar 
su  independencia  sino  con  reserva  de  su  autonomía.  Pero  en  estos  ca- 
sos, la  descentralización  política  es  un  régimen  esencialmente  transitorio 
porque  la  incontrastable  tendencia  del  Estado  a  la  unidad  la  empieza  a 
minar  desde  el  primer  día  por  medio  de  leyes  generales  que  a  la  larga 
acaban  con  la  autonomía. 

19 
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que  no  procedió  así  inspirada  por  una  sabia  política;  pro- 
cedió así,  inspirada  por  su  egoísmo  y  por  el  estatuto  per- 
sonal, que  de  consuno,  la  aconsejaban  no  molestarse  encar- 
gándose de  los  servicios  públicos  de  pueblos  que  había 
vencido  y  desdeñaba.  El  hecho  histórico  es  que  merced  a 
la  indiferencia  y  al  desprecio  con  que  la  ciudad  domina- 
dora les  trataba,  se  estableció  espontáneamente  un  régimen 
de  administración  descentralizada  tan  perfecto  que  los  esta- 
distas romanos  no  habrían  podido  organizar  de  intento  otro 
más  adecuado. 

Al  reaccionar  contra  aquel  sistema,  instituido  por  obra 
de  los  acontecimientos,  el  Imperio  rindió  sin  duda  a  la  cul- 
tura humana  el  inapreciable  beneficio  de  adelantar  la  asi- 
milación de  los  pueblos  vencidos  sometiéndolos  como  ma- 
sas blandas  y  moldeables  a  la  administración  imperial;  pero 
simultáneamente  se  condenó  a  sí  mismo  a  desempeñar  una 
tarea  imposible  y  a  cargar  con  responsabilidades  {¡or  fal- 
tas que  ni  le  eran  imputables  ni   podía  reprimir. 

Para  los  que  se  preocupan  de  las  formas  de  gobierno,  es 
muy  interesante  estudiar  los  efectos  del  establecimiento  del 
Imperio  en   Roma. 

Mientras  la  administración  se  mantuvo  descentralizada, 
esto  es,  regida  por  el  estatuto  personal,  los  abusos,  los  ve- 
jámenes, las  exacciones  injustas,  las  granjerias  y  los  pecula- 
dos casi  no  provocaban  más  que  descontentos  locales  y  el 
gobierno  de  Roma  conservaba  su  prestigio.  Pero  tan  pronto 
como  se  la  unificó  y  centralizó,  empezaron  a  estallar  con 
suma  frecuencia  revoluciones  generales  por  causas  locales 
porque  las  ¡provincias  cargaban  a  la  cuenta  del  emperador 
el  mantenimiento  de  funcionarios  tiránicos  y  corrompidos. 
De  esta  manera  la  misma  política  que  robusteció  la  fuerza 
del  gobierno  de  Roma  minó  también  su  existencia. 

\¡  aun  los  magníficos  caminos  abiertos  entre  la  capital  y 
las  provincias  más  lejanas,  como  una  red  tendida  para  man- 
tener apresados  a  los  pueblos,  bastaron  a  garantizar  el  orden. 
La  propensión  invencible  de  todo  funcionario  de  origen 
autocrático  a  tiranizar  a  los  pueblos  para  explotarlos,  y  la 
imposibilidad   material  de   que  todas  las    quejas  llegaran  a 
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Roma  hacían  que  los  prefectos,  los  procónsules,  los  gober- 
nadores, los  recaudadores,  los  jueces  romanos  se  entrega- 
sen desaforadamente  al  saqueo  de  los  pueblos  y  que  para 
nada,  si  no  era  para  escudarse,  tomasen  en  cuenta  la  volun- 
tad del  emperador,  a  quien  sin  embargo  comprometían 
con  sus  iniquidades  ante  las  poblaciones  vejadas. 

Volviendo  a  nuestro  asunto,  creemos  que  científicamente 
no  se  puede  fijar  la  extensión  máxima  que  los  Estados  de- 
ben tener  así  como  tampoco  se  puede  fijar  el  volumen  que 
deben  tener  los  astros.  Cada  Estado  es  un  producto  his- 
tórico a  CUYO  desenvolvimiento  no  concurre  la  humana  vo- 
luntad sino  como  instrumento  de  los  sucesos;  y  desde  que 
la  historia  se  interesó  en  la  vida  de  los  pueblos,  sus  terri- 
torios se  han  constituido,  crecido  o  decrecido  independien- 
temente de  toda  doctrina  preconcebida,  por  obra  solo  de 
los  acontecimientos.  Sea  grande,  sea  pequeña,  toda  po- 
blación que  ha  conquistado  su  independencia  y  se  ha  fijado 
a  perpetuidad  en  un  territorio  propio  tiene  derecho  a  consti- 
tuir un  Estado,  el  cual  una  vez  constituido,  existe  con  vida 
plena  aunque  su  excesiva  pequenez  no  le  permita  acometer 
empresas  que  requieran  mayores  fuerzas  y  aunque  su  desme- 
surada  magnitud   dificulte  sobre    manera  su   administración 

V  su   gobierno. 

Ante  la  recíproca  impotencia  de  las  naciones  europeas 
para  absorberse  unas  por  otras,  Montesquieu  dijo  que  la 
naturaleza  ha  fijado  ciertos  límites  a  cada  Estado  para  bur- 
lar las  ambiciones  de  los  hombres  (  fb).  No  hay  tal  cosa. 
En  el  curso  de  la  historia  los  límites  de  las  naciones  vanan 
de  continuo  por  obra  de  los  tratados  y  de  las  guerras,  y 
dentro  de  un  mismo  territorio  florecen  ora  muchos  Estados, 
ora  uno  solo,  y  algunos  como  el  Imperio  romano  en  lo  an- 
tiauo  y  el  Imperio  británico  en  nuestros  días  han  extendido 
su  soberanía  por  todo  el  mundo  conocido,  y  otros  como  la 
antio-ua  Atenas  y  la  moderna  Venecia  han  vivido  reducidos 


(fb)     Montesquieu,  Consídérations  sur  la  grandeur  des  Bonmins  et 
leur  décadence.  chap.  V,  pag.  42. 
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a  las  dimensiones  mínimas  de  una  ciudad  y  la  comarca  ad- 
yacente. Particularmente,  merced  a  la  multiplicación  y  per- 
feccionamiento de  los  medios  de  comunicación,  la  naturale- 
za no  parece  poner  al  presente  muchos  obstáculos  al 
indefinido  engrandecimiento  de  las  naciones.  Por  más  vasto 
que  sea  un  Estado  y  por  más  dificultades  que  su  desmesu- 
rada extensión  ofrezxa,  la  industria,  la  ciencia  y  la  política 
suministran  medios  y  recursos  para  gobernarlo  bien,  admi- 
nistrarlo bien  y  defenderlo  bien  (  fe  ).  Los  Estados  co/?)- 
puvstos  no  tienen  menor  derecho  a  la  vida  que  los  Estados 
simplf^s. 

§  47.  Cuando  los  esforzados  españoles  del  siglo  X\'^I 
llegaron  al  continente  americano,  encontraron  tanto  al  norte 
como  al  sur  naciones  donde  estaba  muy  adelantada  la  cons- 
titución urbana. 

Con  referencia  a  Méjico,  llamado  por  ellos  Nueva  Es- 
paña, dice  Torqueniíula  que  de  improviso  toparon  con  una 
ciudad,  la  de  Cempoala,  que  contenía  de  25  a  30.U00  ve- 
cinos y  de  cuyas  casas  unas  eran  de  adobe  y  otras  de  pie- 
dra de  manipostería.  Más  adelante,  en  el  camino  que  lle- 
vaba a  Méjico,  divisaron  a  una  y  otra  margen  innumerables 
pueblos  de  tres,  de  cuatro  y  de  cinco  mil  vecinos,  sin  ha- 
blar de  la  ciudad  de  Tumpantzinco,  donde  se  contaban 
como  unas  20.000  casas.  Por  lo  tocante  a  la  capital  de  Moc- 
tezuma, dice  Torquemada  que  tenía  120.000  casas,  y  en 
cada   una  tres  y    cuatro   y    hasta   diez  vecinos,  por   manera 


(  fe  )  En  suma,  dice  Bluntschli,  la  existencia  jurídica  del  Estado  no 
depende  de  sus  dimensiones.  Pero  cuanto  más  se  extiende  un  imperio, 
más  difícil  se  hace  recorrerlo  y  por  tanto.  j;^ol)ernarlo  y  administrarlo. 
Un  imjjerio  desmesuradamente  grande  no  ¡)ucde  reunir  sus  fuerzas  disper- 
sas sino  lentamente;  y  preci.sado  a  mantener  defendidos  los  costados  dé- 
biles, los  divide  y  los  debilita.  Los  medios  de  comunicación  que  los 
pueblos  cultos  poseen  amenguan  la  dilicultad  sin  hacerla  desaparecer. 
La  palabra  alada  vuela  como  el  rayo  a  los  últimos  extremos  del  mundo, 
pero  carece  de  aquella  autoridad  que  el  poder  presente  tiene,  y  puede 
ser  mal  comprendida,  y  si  el  subalterno  no  gusta  de  la  orden,  puede  fá- 
cilmente eludirla  o  cum|)lirla,  arrevesadamente.  Bluntschli,  Théorie  ¡^f'- 
iiérnlv  do  r ICtnt.  liv.   III,   chap.  IV. 
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que  a  esta  cuenta  habría  dentro  de  su  recinto  más  de 
300.000  habitantes  (fd)  y  quizá  más  de  400.000. 

Hacia  la  misma  época  florecían  también  en  el  Imperio 
de  los  Incas  muchas  y  muy  populosas  agrupaciones  urba- 
nas. Según  los  datos  y  descripciones  de  Garcilaso  de  la 
Vega,  sobresalía  entre  todas  la  ciudad  del  Cuzco,  que 
hacía  de  cabeza  no  solo  por  sus  mejores  construcciones  y 
mayor  población  sino  también  porque  servía  de  asiento 
permanente  a  los  emperadores  (fe). 

De  acuerdo  con  las  tradiciones  incásicas,  las  situaciones 
topográficas  de  estas  ciudades  ponen  de  manifiesto  los  pro- 
pósitos predominantemente  defensivos  de  sus  primitivos 
pobladores.  Garcilaso  de  la  Vega  observa  en  términos 
categóricos  que  «  por  causa  de  las  guerras  que  unos  a  otros 
se  hacían »  los  pueblos  se  habían  establecido  general- 
mente «  en  riscos  y  peñas  altas  a  manera  de  fortaleza,  donde 
fuesen  menos  ofendidos  desús  enemigos»    iff). 


{  f  d)  Torquemada.  Monarquía  Indiana,  t.  I.  lib.  III.  cap.  V.  XXII 
y  XXItl. 

En  Guatemala  estaba  igualmente  muy  adelantada  la  constitución  urba- 
na. Batres  Jáuregui  habla  de  la  magnificencia  de  la  capital  cuya  pobla- 
ción era  «  tan  grande  que  el  rey  pudo  encontrar  72.000  combatientes  para 
luchar  con  los  españoles  «.  Batres  Jáuregui,  Los  Indios,  I^  Parte,  ca- 
pítulo II,  pág.  23.  Guatemala,  1893.  Según  historiadores  citados  por  el 
mismo  Batres,  había  en  Quiche  un  colegio  real  dirigido  por  70  maestros 
que  educaba  unos  5000  alumnos.  Batres  Jáuregui,  ob.  cit.,  cap.  VI,  pá- 
gina 60.     Véase  también  el   cap.  VII,  I"  Parte,  pág.  74  de  la  misma  obra. 

Corresponde  a  la  expedición  de  Francisco  Fernández  de  Córdova  el 
honor  de  haber  encontrado  en  Yucatán  las  primeras  casas  de  material  in- 
combustible que  los  españoles  vieron  en  América.  Después  de  una  refriega 
con  los  indígenas  (años  I5I7).  «los  castellanos  se  volvieron  a  embarcar 
contentos  de  haber  hallado  gente  de  razón  y  otras  cosas  diferentes  del  Da- 
rien  y  de  las  Islas,  especialmente  casas  de  piedra  y  cal,  cosa  que  hasta 
entonces  no  habían  visto  en  aquellas  Indias  ».  Herrera,  Historia  de  Jas 
Indias  Occidentales,  t.   I,  Década   II,  lib.   II,  cap.  XVII,  pág.  290. 

(  fe  )  Garcilaso  de  la  Vega,  Comentarios  reales  de  los  Incas,  lib.  VII, 
cap.  VIII   a  XI. 

(/f)  Garcilaso  de  la  Vega,  Comentarios  Reales  de  los  Incas,  lib.  I, 
cap.  XII. 

Las  Casas,  De  las  antiguas  gentes'  del  Perú.  cap.  V,  pág.  40.  y 
cap.  XIII.  pág.   107. 
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Bajo  este  respecto,  es  digna  de  notarse  la  ubicación  de 
la  antigua  ciudad  de  Quito,  Situada  en  una  estrecha  gar- 
ganta que  comunica  dos  extensas  llanuras,  la  una  por  el 
norte  y  la  otra  por  el  sur,  lo  más  razonable  habría  sido, 
si  sólo  se  hubiese  atendido  a  la  comodidad  de  los  habi- 
tantes y  al  futuro  engrandecimiento  de  la  ciudad,  fundarla 
en  una  u  otra  de  ambas  llanuras.  Fué  lo  que  observaron 
Juan  y  Ulloa  cuando  vinieron  al  Ecuador  en  compañía  de 
La  Condamine.  Pero  los  primitivos  pobladores,  que  tenían 
que  garantizar  su  propia  seguriilad  antes  que  la  prosperi- 
dad de  sus  descendientes,  prefirieron  ampararse  en  un  pa- 
raje que  si  en  lo  futuro  había  de  llegar  a  ser  estrecho,  les 
ofrecía  de  pronto  la  inapreciable  ventaja  de  defenderles  con- 
tra los  ataques  de  las  tr¡l)us  circunvecinas;  lo  cual  fué 
siempre,  según  dichos  autores,  atención  preferente  de  los 
indígenas  que  fundaron  ciudades  en   América  {t'<í). 

Igualmente  notable  es  la  ubicación  del  Cuzco.  A  la  fe- 
cha de  la  conquista,  la  ciudad  aparecía  recostada  en  las 
laderas  y  faldas  del  cerro  llamado  Sachsahuaman,  el  cual 
la  abrazaba  por  el  oriente  y  el  septentrión;  y  en  la  cumbre 
se  levantaba,  construida  por  los  sucesores  de  Manco  Ca- 
pac,  una  soberbia  fortaleza;  signo  inei]uívoco  de  la  primi- 
tiva destinación   militar  de  la  población. 

Pero  las  ciudades  incásicas  ofrecen  al  estudio  otras 
particularidades  no  menos  interesantes.  Según  Garcilaso 
de  la  \'ega,  en  la  ca|)ital  se  distinguían  dos  partes:  la  del 
Cuzco   Iluimn  o  alto,   y   la  del    Cuzco  Iliirin  o  bajo,      «  A 


(  /  (lí )  Joi'S*^  Juan  y  Antonio  l'lloa,  \'oyfíL;f' nu  Pému.  |)rfmiére  par- 
tie.  liv.   V,  chap.    IV. 

En  confirmación  del  aserto  de  Juan  y  l'llua,  citaremos  a  Guevara,  quien 
dice  de  ios  antiguos  araucanos  que  construían  bus  habitaciones  en  sitios 
altos  para  poder  dominar  los  alrededores,  cuidar  c\  );anado  y  vigilar  los 
movimientos  de  los  enemigos.  Guevara.  Historia  fio  ¡n  (^iviliznciñn  do 
Artwcniíiñ,  t.    I.  cap.  VII.  pág.   I9M. 

Otro  tanto  dice  Herrera  de  los  indigenas  de  Nueva  Granada:  «  siempre 
estos  naturales  poblaron  en  sitios  altos  y  escombrados  ».  Herrera.  His- 
torin  fir  ¡as  Indias  (JrcidfntHh's.  t.  IV.  Década  VIH.  lib.  IV,  capitu- 
lo VIII,  pág.   175. 
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semejanza  desto  (continúa)  huvo  después  esta  misma  divi- 
sión en  todos  los  pueblos  grandes  o  chicos  de  nuestro 
Imperio «  y  se  distinguían  el  Hanan  AvUu  y  el  Hurin  Ajdlu, 
que  significan  el  linaje  alto  y  el  bajo,  y  el  Hanan  suyu  y  el 
Hurin  suyu,  que  significan  el  distrito  alto  y  el  bajo  (fh). 
Prestando  sin  duda  crédito  a  las  tradiciones,  dice  el  histo- 
riador que  en  todas  las  ciudades  se  hizo  esta  división  para 
imitar  la  del  Cuzco  y  que  la  del  Cuzco  se  estableció  al 
fundarse  lá  ciudad,  separándose  los  pobladores  traídos  por 
el  Inca  de  los  traídos  por  la  reina. 

A  nuestro  juicio,  la  explicación  positiva  de  esta  división 
que  distinguía  la  población  alta  de  la  baja,  es  la  que  Pla- 
tón y  Strabon  dieron  de  la  situación  de  Troya  y  otras 
ciudades  griegas  que  en  los  tiempos  históricos  florecían  al 
pie  de  altas  montañas.  Fundadas  originariamente  en  las 
cumbres,  sus  poblaciones  habían  descendido  de  manera  in- 
sensible hasta  establecerse  en  las  llanuras  porque,  merced 
a  la  consolidación  de  la  paz  en  los  alrededores,  no  sentían 
la  necesidad  de  permanecer  arraigadas  en  incómodas  si- 
tuaciones estratégicas  (§  39). 

En  corroboración  de  esta  conjetura,  observemos  que  si 
las  ciudades  incásicas  aparecían  establecidas  o  en  riscos 
y  peñas  altas,  o  en  las  faldas  de  los  cerros  con  fortalezas 
o  acrópolis  en  las  cumbres,  es  a  todas  luces  porque  se  for- 
maron en  una  época  primitiva  en  que  las  vecindades  estaban 
pobladas  de  enemigos;  y  si  al  tiempo  de  la  conquista,  las 
más  se  componían  de  dos  partes,  una  alta  y  otra  baja,  era 
sin  duda  porque  merced  a  las  grandes  conquistas  de  los 
Incas,  se  había  consolidado  la  paz  entre  los  pueblos  so- 
juzgados y  habían  podido  las  poblaciones  urbanas,  alejado 
el  peligro  del  ataque  sorpresivo,  empezar  el  insensible  des- 
censo de  las  cumbres  a  las  faldas. 

Sea  de  ello  lo  que  sea,  lo  importante  es  que  las  agru- 
paciones urbanas  que  había  en  América  a  principios  del 
siglo  X\'^I  quedaron  en  general  subsistentes  después  de  la 


(fh  )     Garcilaso  de  la  Veg^a,  Comentarios  Reales  de  los  Incas,  lib.  I, 
cap.  XVI 
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conquista  porque  el  interés  de  su  propia  defensa  indujo  a  los 
españoles  a  conservarlas.  Colocados  por  su  audacia  aven- 
turera en  ambientes  hostiles  sobre  manera  peligrosos,  los 
conquistadores  se  encontraron,  como  los  franceses  que  colo- 
nizaron la  Argelia,  en  la  imposibilidad  de  vivir  dispersos,  fa- 
talmente condenados,  so  pena  de  la  vida,  a  permanecer 
agrupados  para  defenderse  mutuamente  (  //" ).  Prescindiendo 
de  los  propósitos  de  evangelización  (  f'J  )  que  tampoco  se 
podían  cumplir  si  la  raza  indígena  se  dispersaba,  la  sola 
situación  militar  basta  a  explicar  el  cuidado  con  que  los 
españoles  conservaron  las  ciudades  precolombianas  donde  las 
había  y  el  empeño  que  gastaron  para  fundarlas  en  acjuellos 
países  donde  la  constitución  urbana  aun  no  había  empezado. 
De  esta  necesidad  surgió  Buenos  Aires  en  1580. 

La  misma  corona  intervino  .solícitamente  dictando  leyes 
que  por  una  parte,  fijaban  las  condiciones  topográficas  en 
que  las  ciudades  se  debían  fundar  para  garantía  de  su  pros- 
peridad, y  por  otra,  ofrecían  a  los  que  las  fundaran  en  Amé- 
rica privilegios  especiales  que  no  se  ofrecían  a  los  que  las 
fundaran  en  España.  Una  de  esas  leyes  disponía  que  los 
solares  que  se  hubieran  de  poblar  en  las  Indias  tuvieran  sa- 


{  /■/ )  -  Les  hahitants  des  deux  Villes  et  des  Villages  (dicen  Juan  y 
L'lloa)  vivent  dans  des  ajjpréhensions  continuelles  et  bont  toujours  pour 
ainsi  diré  les  armes  a  la  main  pour  défendre  leurs  maisons  et  leurs  cha- 
carés  ou  Biens  de  campagne.  contre  les  frécjuentes  invasions  des  Indiens 
infedéles,  qui  environent  tellenient  le  pays,  que  chaqué  village  est  menacé 
de  la  part  de  ees  barbares  qui  habitent  dans  son  voisinage  ».  Juan  y 
Ulloa,  \'o\í/^r<'  íi"  Pérou.  t.  I.  premiere  partie,  liv.  VI.  chap.  IV.  i)a- 
ge  298. 

Herrera  atestigua  que  entre  las  instrucciones  que  la  corona  dio  a  Ni- 
colás de  Obando  se  contaba  la  de  •  que  se  hiciesen  las  poblaciones  que 
le  pareciesse  en  la  Isla  ( de  la  Española ),  y  que  ninguno  pudiesse  vivir 
fuera  de  ellas  t.  Herrera,  Historia  til'  las  Indins  f  fccidriitalvs.  t.  I, 
Década^.  Wb.   IV,  cap.  XII.  pág.  99. 

(  /'  / )  Herrera  refiere  haber  dispuesto  la  corona  que  en  las  provincias 
de  Méjico  «  se  juntassen  los  indios  en  pueblos  grandes,  para  ser  mejor 
doctrinados  en  las  cosas  de  nuestra  santa  fe.  porque  de  estar  derramados 
y  a|)artados  unos  de  otros,  no  lo  pí)dian  ser  ».  Herrera.  Historin  tie  lus 
htiHiis    «hci<lriitn¡('s.  t.    IV.  Década   VIII.  iib.  V.  caj»    V,  pág.   294. 
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lidas  y  entradas  por  mar  y  por  tierra,  en  forma  que  fácil- 
mente se  pudiera  salir,  entrar,  comerciar,  gobernar,  soco- 
rrer y  defender  (fk)',  y  otra  concedía  al  fundador  de  toda 
colonia  y  de  toda  población  urbana  la  jurisdicción  civil  y 
criminal  de  primera  instancia  por  todos  los  días  de  su  vida 
y  por  los  de  un  hijo  o  heredero  (fl). 

Desgraciadamente  inspirada  en  contra  de  tan  liberales 
principios  por  el  doble  temor  a  las  novedades  de  los  extran- 
jeros y  a  las  irrupciones  de  los  piratas,  la  corona  adoptó 
en  lo  tocante  a  la  fundación  de  poblaciones  urbanas  una 
política  que  propendiendo  a  enclaustrar  sus  colonias,  en- 
torpeció sobre  manera  en  ellas,  durante  los  tres  siglos  de 
su  dominación,  el  desarrollo  del  comercio  y  del  progreso. 
Consistió  aquella  política  en  un  propósito  perseverante  de 
reprimir  hasta  donde  fuese  posible  la  fundación  de  ciudades 
marítimas,  a  la  vez  que  estimulaba  la  de  ciudades  medite- 
rráneas situando  en  ellas  el  asiento  y  la  capital  de  los  vi- 
rreinatos, de  las  presidencias,  de  las  gobernaciones  y  de  las 
reales  audiencias.  En  tal  sentido,  se  dictaron  leyes  ter- 
minantes, por  manera  que  cuando  se  ofrecían  privilegios 
al  fundador  de  poblaciones  urbanas,  se  entendía  que  solo 
serían  otorgados  al  que  las  fundara  lejos  de  las  costas.  Xo 
se  elijan  sitios  para  pueblos  abiertos  en  lugares  marítimos 
(prescribía  Felipe  II)  por  el  peligro  que  en  ellos  hav  de 
corsarios  y  no  ser  tan  sanos  y  porque  no  se  da  la  gente 
a  labrar  y  cultivar  la  tierra  ni  se  forman  en  ellos  tan  bien 
las  costumbres  [fm). 

En  conformidad  con  estas  prescripciones,  las  dilatadísi- 
mas costas  de  América,  destinadas  a  establecer  activo  co- 
mercio con  el  antiguo  Continente,  no  tuvieron  más  puer- 
tos que  los  indispensables  para  que  las  colonias  interiores 
no  perecieran  de  asfixia;  las  mismas  poblaciones  que  por 
obra  de  la  necesidad,  ante  la  indomable  resistencia  opuesta 


(fk)  Recopilación  de  Indias,  lib.  IV,  tít.  V.  ley  2. 
(fl)  Recopilación  de  Indias,  Hb.  IV,  tít.  V,  ley  II. 
ifm)     Recopilación  de  Indias,  lib.   IV,  tit.  VII,  leyes  4  y  6. 
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por  los  indígenas  se  formaban  a  orillas  del  mar,  no  pasaron 
de  la  categoría  de  simples  caseríos  y  villorrios;  y  fuera 
de  Buenos  Aires,  acaso  no  se  puede  citar  otra  ciudad  ma- 
rítima que  por  su  rango  político  lograse  adquirir  alguna 
importancia. 

Las  capitales  de  casi  todos  los  demás  virreinatos,  go- 
bernaciones y  audiencias  se  habían  situado  mediterránea- 
mente para  resguardarlas  contra  los  manotones  de  la  pi- 
ratería. En  el  reino  de  Chile,  que  es  todo  costa  con  un 
desarrollo  de  más  de  3(Mi(i  kilómetros,  no  hubo  antes  de  la 
independencia  un  solo  ¡muerto  que  mereciera  el  nombre  de 
ciudad,  y  la  capital  se  fundó  en  un  valle  interior,  a  150 
kilómetros  del  Océano, 

La  travesía  marítima  entre  Méjico  y  el  Perú  era  en  ex- 
tremo dificultosa  para  buques  de  vela;  y  sin  embargo,  en 
la  larguísima  costa  de  Nueva  España  no  hubo  más  puertos 
que   Veracruz  y  Campeche. 

La  población  interior  de  Nueva  Granada  no  se  comuni- 
caba con  el  mar  más  que  por  Santa  Marta  y  Cartagena;  y 
un  viajero  fidedigno  atribuye  a  razones  políticas  el  mal 
estado  en  que  se  mantenía  el  camino  (}ue  iba  de  Caracas 
a  la  Guaira. 

Ilumboldt  enseña  así  mismo  que  no  pudiendo  fundarse 
la  capital  de  la  (iuayana  en  la  magnífica  desembocadura 
del  Orinoco,  se  fundó  por  razones  estratégicas  y  adminis- 
trativas 85  leguas  más  arriba,  y  todo  el  territorio  inter- 
medio fué  condenado  por  la  metrópoli  a  no  contener 
población   urbana  de  importancia  (í'n). 

De  esta  manera,  la  masa  de  la  población  hispanoamericana 
vivió  en  un  aislamiento  completo  porcjue  a  las  barreras 
naturales,  a  las  dificultades  y  peligros  de  las  comunica- 
ciones, la  política  recelosa  de  la  metrópoli  agregaba  obs- 
táculos artificiales,  como  era  la  absoluta  prohibición  de 
comerciar  con  los  extranjeros,  y  aun  con  la  España  misma 
por  otro  intermedio  (juc  la  Casa  de  Contratación  de  Cádiz. 


(fn)     P.  LtToy-Bcaulieu.    La    Colonisation.    liv.    I.    chap.   I,  pag.    18 
ct    19. 
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§  48.  A  diferencia  de  otros  países  americanos  donde  ha- 
bía a  la  época  de  la  conquista  ciudades  más  o  menos  im- 
portantes, Chile  debe  por  completo  a  la  administración  y 
al  gobierno  de  los  conquistadores  los  inapreciables  bene- 
ficios de  su  constitución  urbana. 

Cuando  los  españoles  de  Almagro  (1536)  y  de  Valdivia 
(  1540  )  invadieron  este  país,  no  encontraron  en  él  más  que 
unos  miserables  caseríos,  compuesto  cada  uno  de  15  a  20 
ranchos  dispersos  (fñ).  Estas  agrupaciones,  que  los  es- 
pañoles distinguieron  con  el  nombre  de  pueblos,  y  que  no 
pasaban  de  ser  embriones  de  ciudades,  se  disolvieron  casi 
totalmente  por  la  dispersión,  la  fuga  o  el  exterminio  de 
sus  pobladores. 

En  cambio,  desde  los  primeros  días  de  la  conquista,  los 
españoles  echaron  los  cimientos  de  Santiago  (1541),  déla 
Serena  (  1544)  y  de  Concepción  ( 1550  )  no  solo  con  el  ob- 
jeto de  tomar  posesión  efectiva  del  territorio  por  medio 
de  fundaciones  permanentes  sino  también  con  el  de  vivir 
unidos  y  apercibidos  contra  las  sorpresas  y  los  ataques  de 
la  población  indígena.  Si  en  otros  países  de  América  se 
habían  establecido  los  conquistadores  en  las  habitaciones 
urbanas  de  sus  mismos  enemigos,  es  porque  siendo  ellas  de 
matetial  sólido,  les  ofrecían  abrigo,  amparo  y  defensa  con- 
tra sus  propios  dueños,  ventajas  que  no  les  ofrecían  los 
miserables  ranchos   pajizos   de  los  pueblos  chilenos. 

En  la  historia  de  la  pacificación  y  civilización  de  los  abo- 
rígenes de  Chile,  tuvo  el  establecimiento  de  poblaciones 
urbanas  una  trascendencia  que  es  poco  conocida,  no  obs- 
tante haber  sido  de  carácter  realmente  decisivo. 

De  tres  medios  se  valió  la  corona  para  someter  la  raza 
indígena:  la  guerra,  las  misiones  y  la  fundación  de  ciudades. 
Por  medio  de  la  guerra  se  ocupó  el  país,  pero  no  se  so- 
juzgó la  población;  se  la  venció,  pero  no  se  la  dominó. 
A  pesar  de  cuantas  derrotas  se  les  infligieron,  los  araucanos 
conservaron  su  independencia   hasta  1881. 


{fñ)     Medina,  Los  aborigénes  de  Chile,  cap.   VIII,  pág.   157   y    159. 
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Las  misiones,  que  sirven  sin  duda  de  auxiliares  en  la  obra 
de  civilización  de  los  bárbaros,  ya  sojuzgados,  son  de 
suyo  absolutamente  impotentes  para  someter  y  pacificar 
bárbaros  independientes.  Ni  en  Chile,  ni  en  parte  algu- 
na se  ha  conseguido  jamás  someterlos  a  una  sobera- 
nía extraña  por  medio  de  una  prédica  que  les  manifieste 
las  ventajas  de  la  vida  y  de  la   civilización    cristianas  (fo). 

De  los  tres  medios  aludidos,  el  que  más  adelantó  la  obra 
de  pacificación  y  civilización  de  la  raza  indígena  fué  el  es- 
tablecimiento de  poblaciones  urbanas.  Porque  sean  unos 
u  otros  los  propósitos  de  sus  fundadores,  toda  ciutlad  pro- 
pende a  pacificar  y  civilizar  la  población  comarcana  por 
medio  del  comercio  y  las  relaciones  sociales  hasta  donde 
alcanzan  los  radios  de  su  influencia. 

De  los  gobernadores  de  Chile  que  conquistaron  porcio- 
nes del  territorio  indígena,  acaso  no  hubo  uno  solo  que  no 
afianzara  su  posesión  por  medio  del  establecimiento  de  po- 
blaciones urbanas.  En  el  siglo  X\'III,  al  cabo  de  dos  siglos 
de  guerra,  aun  los  militares  habían  llegado  a  persuadirse  a 
que  solo  mediante  la  fundación  de  ciudades  se  acabaría  de 
someter  y   pacificar  a  los   indígenas. 

Bajo  este  respecto  son  notables  por  la  claridad,  la  exac- 
titud y  la  justicia  de  sus  observaciones  un  proyecto  que  don 
Pedro  de  Córdova  y  Figueroa  remitió  al  rey  en  1737,  y  un 
Iníoi-iiw  sohi-r  ¡)()h¡HCÍonos  que  el  padre  Villarreal  presentó 

{fo)  Guevara,  Historia  de  hi  ('ivili/.m-i'in  de  Arnucniíia.  t.  II, 
págs.   602  a  611. 

Batres  Jáuregui,    Los  ludios.  2"  Parte,  cap.    IV,  pág.   118. 

Fray  B.  Niño  asevera  que  los  chiriguanos  mantuvieron  su  independen- 
cia contra  las  fuerzas  españolas  y  solo  se  sometieron  ante  la  prédica  de 
los  misioneros.  Niño,  Ktno<rrnfin  Cliirif^uunn.  cap.  II,  pág.  74.  Hay 
en  este  aserto  una  evidente  exageración,  porque  la  verdad  es  que  solo  des- 
pués de  haber  sido  sometidos  por  la  fuerza,  los  chiriguanos  se  apacigua- 
ron  y  se  dejaron  ganar  por  los  misioneros. 

Azara  dice,  por  el  contrario,  que  el  modo  como  los  jesuítas  formaron 
algunos  de  los  pueblos  de  guaraníes  «  hace  ver  que  nadie  conoció  mejor 
que  ellos  la  insuficiencia  de  los  medios  eclesiásticos  o  persuasivos  ». 
Descripcii'm  r  Historin  del  I'tirfí^imy  y  did  Rio  de  la  Plata,  t.  I, 
cap.  XJII.  §  3. 
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a  Felipe  V  en  1752.  Ambos  autores  proponían  como  el 
medio  más  eficaz  de  reducir  a  los  indígenas  de  la  Arauca- 
nia  la  construcción  de  una  línea  fronteriza  de  villas  y  ciu- 
dades y  que  una  vez  pacificados  los  de  las  comarcas  veci- 
nas, se  construyera  otra  y  otra  más  al  interior  del  territorio 
araucano  ( fp).  Sea  por  desidia,  sea  por  desconfianza,  sea 
por  falta  de  recursos,  los  proyectos  no  se  ejecutaron ;  pero 
ellos  estaban  tan  bien  concebidos  que  en  realidad  fué  me- 
diante el  establecimiento  de  poblaciones  urbanas,  como  se 
logró  entre  1863  y  1881  acabar  la  definitiva  pacificación  de 
la  Araucania. 

Entre  tanto,  cuando  la  conquista  de  Chile  quedó  consu- 
mada en  el  siglo  XVI  hasta  los  límites  por  entonces  irre- 
ductibles de  la  Araucania,  se  impuso  al  gobierno  de  este 
reino  una  tarea  de  suma  trascendencia  social,  cual  fué  la 
de  civilizar  y  asimilar  la  población  sojuzgada.  Para  lograr 
este  propósito,  era  indispensable  a  las  administraciones 
civil  y  eclesiástica  de  los  nuevos  soberanos  agruparla  en 
villas  y  ciudades,  porque  en  el  estado  de  dispersión  rural, 
mientras  los  indígenas  vivieran  sin  forma  de  república  ni  so- 
ciedad política,  repartidos  en  sus  quebradas,  valles  y  mon- 
tañas; el  servicio  de  misiones,  el  de  escuelas  y  otros  o  no 
existirían  o  tendrían  que  multiplicarse  con  la  doble  des- 
ventaja de  su  mayor  costo  y  su  menor  eficacia.  A  la  vez, 
sería  menos  estrecho,  más  intermitente  y  más  ocasional  el 
contacto  de  los  indígenas  con  la  cultura  europea,  y  la  asi- 
milación étnica  de  ambas  razas  se  operaría  de  manera  mu- 
cho más  lenta  y  dificultosamente  {fq). 


{fp)  Carvallo  Goyeneche,  Descripción  histórico -geográfica  del 
reino  de  Chile,  t.  I,  cap.  C. 

Villarreal,  Informe  sobre  contener  y  reducir  a  la  debida  obediencia 
los  indios  del  reino  de  Chile,  Santiago  de  Chile,   1876. 

(  fc[  )  Barros  Arana,  Historia  de  Chile,  t.  V,  parte  cuarta,  cap.  XXII, 
§  3.  y  t.  VI.   parte  quinta,  cap.  VIII,  §  2  y  3. 

Rosales,  Historia  de  Chile,  t.   I,  cap.  XXVI,  pág.   151. 

Herrera,  Historia  de  las  Indias  Occidentales,  t.  IV,  Década  VIII, 
lib.  V,  cap.  V,  pág.  294. 

Olivares,  Historia  de  Chile,  lib.    I,  cap.  XXVI. 
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Inspirados,  pues,  en  el  propósito  de  adelantar  la  civiliza- 
ción de  los  indígenas  y  apoyados  por  reiteradas  cédulas  rea- 
les ( fr),  varios  gobernadores  de  este  reino  fincaron  el 
lustre  de  sus  nombres  en  la  empresa  de  reducir  a  la  vida 
urbana  a  los  dispersos  habitantes  de  este  territorio.  Marín 
de  Poveda  fundó  a  fines  del  siglo  XVII  las  poblaciones  de 
Rere,  Itata,  Talca  y  Chimbarongo;  don  José  de  Alanzo,  en 
la  primera  mitad  del  siglo  KYIII,  las  de  San  Felipe,  los  An- 
geles, Cauquenes,  San  Fernando,  Alelipilla,  Rancagua,  Cu- 
ricó  y  Copiapó,  a  la  vez  que  trasladó  y  repobló  la  de 
Talca;  y  don  Ambrosio  O'Higgins,  entre  17S8  y  1796  las 
de  lllapel,  Combarbalá,  \\allenar,  Ligua,  San  José  de  Maipo, 
Nueva  Bilbao  (  í's),  Linares  y  Parral.  Fn  una  palabra,  fuera 
de  los  caseríos,  villorrios  y  aldeas  que  se  habían  formado 
espontáneamente,  al  terminar  el  período  colonial  había  en 
Chile,  según  Barros  Arana,  unas  30  ciudades  y  villas  fun- 
dadas por  los  gobernadores,  Fn  todas,  administradas  por 
sendos  cabildos,  se  habían  establecido  los  más  indispensa- 
bles servicios  temporales  y  espirituales;  y  su  población  al- 
canzó a  comprender  como  la  tercera  parte  de  los  habitan- 
tes del   reino    (  f'1 ). 

La  fundación  de  poblaciones  urbanas,  por  consiguiente, 
que  originariamente  fué  en  Chile  obra  de  conquista,  ocu- 
pación y  defensa,  fué  en  los  tiempos  posteriores  obra  de 
civilización   y  de  gobierno,  de  las  (}ue   más  honra  dan   a  la 


(/"/•)  La  ley  I,  tít.  III,  lib.  VII  de  la  Recopilación  He  Indias  (1551- 
1578  )  mandaba  expresamente  reducir  a  los  indios  a  vivir  en  poblaciones 
para  que  «  no  viviesen  divididos  y  separados  por  las  sierras  y  montes,  pri- 
vándose de  todo  beneficio  espiritual  y  temporal,  sin  socorro  de  nuestros 
ministros  y  del  que  obligan  las  necesidades  humanas  que  deben  dar  unos 
hombres  a  otros  ». 

(  fs  )  Una  ley  aprobada  por  el  Congreso  Constituyente  en  5  de  Agosto 
de  If<2t<,  declaró  puerto  mayor  a  Nueva  Bilbao  y  mandó  en  memoria  de 
la  Constituci(Sn  dictada  aquel  año  que  se  diese  a  la  población  el  nombre 
de  Constitución.  Lelelier,  Sesiones  dr  los  cuerpos  Le^islntivos  de 
riille.   t.   XVI,   pág.    279. 

(/'O  Barros  Arana,  Historin  de  ('hile.  t.  V,  parte  cuarta,  capitulo 
XXXIII,  §    I.  y  t.   VII.  parte  quinta,  cap.  XXVI,  §  O. 
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administración  pública  de  este  Estado.  Los  pueblos  de 
Rere,  de  Itata,  de  Talca,  de  Chimbarongo,  de  Rancagua, 
de  Melipilla,  fundados  en  el  corazón  de  territorios  de  tiem- 
pos atrás  pacificados,  no  tuvieron  efectivamente  otro  ob- 
jeto que  facilitar  la  enseñanza  y  doctrina  de  los  indios  y  la 
administración  y  gobierno  de  aquellos  partidos. 

Muchos  viajeros  que  han  tenido  ocasión  de  estudiar  la 
etnología  de  Chile,  han  notado  la  casi  perfecta  unidad  de 
raza,  fruto  de  la  mezcla  de  la  población  española  y  de  la 
población  indígena,  que  hay  actualmente  en  la  pobla- 
ción de  este  territorio;  y  Barros  Arana  nos  enseña  que 
ya  a  fines  del  siglo  XVII,  la  fusión  de  vencedores  y 
vencidos  estaba  tan  adelantada  que  la  lengua  indígena  se 
había  extinguido  casi  por  completo  en  toda  la  porción  so- 
juzgada del  territorio  y  el  castellano  era  ya  lengua  general 
de  todo  el  reino  de  Chile  desde  las  orillas  del  Bío  Bío 
hasta  el  desierto  de  Atacama  (  fu). 

Por  de  contado,  esta  fusión  fué  fruto  en  primer  lugar  del 
cruzamiento  de  las  razas  impuesto  por  las  concentraciones 
urbanas  porque  si  hubo  pocas  españolas  que  se  uniesen 
con  machos  indígenas,  fueron  muchas  las  hembras  arauca- 
nas que  se  unieron  con  sus  conquistadores.  FJice  Azara 
que  «los  conquistadores  llevaron  pocas  o  ninguna  mujer 
al  Paraguay  »  y  tuvieron  que  unirse  con  las  indias.  Lo  mis- 
mo  pasó  en   Chile  y  en  todas  las  colonias  pobres  (fv). 

Esta  obra  meritísima  de  la  administración  española  ha 
sido  continuada  por  la  de  la  República.  Un  decreto  expe- 
dido por  la  Junta  de  Gobierno  de  1813  mandó  formar  dos, 
tres  o  más  villas  para  agrupar  en  ellas  a  los  indígenas  y  ha- 
cerles partícipes  de  la  vida  civil  y  jurídica  del  Estado  (fx)] 
y  una   ley   fechada  el   27  de  Octubre  de  1823  mandó  repo- 


(fu)     Barros  Arana,  Historia  de  Chile,  t.  V,  pág.   291. 

(fv)  Azara,  Descripción  e  Historia  del  Paraguay,  eic,  t.  I,  capí- 
tulo XIV,  §  5. 

Herrera,  Historia  de  las  Indias  Occidentales,  t.  I,  Década  I,  lib.  VI, 
cap.  XVIII,  pág.   144. 

(/a)     Barros  Arana,  ob.  cit.,  t.   IX,  pág.  217. 
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blar  las  ciudades  de  Angol,  Imperial  y  \'^¡llarrica.  A  prin- 
cipios de  1881,  el  ministro  del  Interior  don  Manuel  Recaba- 
rren  ocupó,  a  la  cabeza  de  algunos  guardias  nacionales, 
toda  la  parte  que  se  conservaba  independiente  del  territo- 
rio araucano  y  mandó  fundar  allí  Temuco,  Traiguén  y  otras 
importantes  poblaciones. 

Fuera  de  estas  ciudades,  destinadas  a  dominar,  pacificar  y 
civilizar  a  los  araucanos,  ha  correspondido  al  gobierno  de 
la  República  fundar  otras  de  carácter  netamente  industrial, 
cuya  existencia  solo  es  posible  en  los  grados  superiores  de 
la  civilización.  El  tipo  de  estas  poblaciones  es  Taltal,  que 
destinada  a  servir  de  emporio  de  provisiones  a  la  indus- 
tria salitrera,  está  situada  en  una  comarca  árida  y  seca  y 
tiene  que  importar  por  mar  cuanto  necesita  para  la  vida  de 
sus  habitantes. 


CAPÍTULO  QUINTO. 
Orígenes  de  las  Asambleas  Deliberantes. 


Sumario.  —  §  49.  Rstado  acrático  de  las  sociedades  primitivas. —  g  50.  Ré- 
gimen consuetudinario  de  ellas. —  §  51.  Las  asambleas  generales. — 
§  52.  Sus  orígenes  sociales.  —  *^  53.  Las  asambleas  generales  lo- 
cales.—  §  54.  Impopularidad  de  las  asambleas  generales  y  de  los 
cuerpos  legislativos  en  ciertos  estados  sociales. --§  55.  Extinción 
de  las  asambleas  generales  y  adopción  del  régimen  representativo 
local. — §  56.  Régimen  municipal  de  Chile  durante  el  coloniaje. — 
§  57.  El  senado  romano. —  §  58.  Las  asambleas  aristocráticas  de  la 
Edad  Media.  —  §  59.  Orígenes  históricos  del  régimen  representati- 
vo.—  §  60.  Causas  políticas  y  sociales  que  lo  originaron.  —  §  6L  La 
bifurcación  parlamentaria. 


§  49.  Después  de  haber  determinado  la  manera  como 
se  forman  y  desarrollan  la  población,  el  territorio  y  la  ciu- 
dad, o  sea  los  elementos  externos  del  Estado,  correspón- 
denos  determinar  los  orígenes  de  las  instituciones,  o  sea, 
de  los  elementos  internos  que  forman  su  constitución  or- 
gánica. 

Durante  algunos  siglos,  la  ciencia  política  se  desarrolló 
implícitamente  fundada  en  un  postulado  que  era  un  simple 
prejuicio,  cual  es,  que  la  existencia  del  Estado,  así  se  lo 
estime  de  institución  divina  o  de  derecho  natural,  ha  de- 
bido  empezar  al  mismo  tiempo  que  la  de  la  sociedad  (a). 


(a)  Bovadilla,  Política,  para  Corregidores,  t.  1,  lib.  1,  §  5.  »  Y  lo 
que  hace  a  nuestro  propósito  (dice  allí  Bovadilla)  es  saber  que  desde 
el  principio  de  la   creación    del    mundo,   huvo  ciudad   cercada    y   murada; 


20 
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Esta  doctrina  parecía  estar  confirmada  por  la  repetición 
de  ciertos  hechos  que  en  el  curso  de  la  historia  dejan  ver  la 
simultaneidad  del  nacimiento  de  las  nuevas  sociedades  y 
de  los  nuevos  Estados.  Porque  en  los  casos  de  revolu- 
ciones, cuando  una  porción  del  pueblo  triunfa  contra  el  go- 
bierno establecido  o  cuando  una  sección  del  territorio  po- 
blado se  segrega  del  resto,  nunca  se  vio  a  los  descontentos 
obtener  su  independencia  para  vivir  en  estado  de  naturaleza; 
siempre  se  rebelaron  contra  unas  autoridades  para  some- 
terse a  otras  más  de  su  agrado;  siempre  se  sustrajeron  a 
la  soberanía  de  un  Estado  que  creían  injusto  o  mal  orga- 
nizado para  organizar  otro  que  les  satisfaciera.  Por  obra 
de  un  solo  alumbramiento,  nacía  una  sociedad  indepen- 
diente y  un   nuevo  Estado. 

En  el  siglo  XVIII,  esta  doctrina  cayó  derrumbada  bajo 
el  vigoroso  empuje  de  nuevas  y  por  de  pronto,  más  popu- 
lares hipótesis  políticas.  No  es  que  de  antemano  no  se  co- 
nociesen hechos,  innumerables  hechos,  que  la  desautoriza- 
ban de  manera  absoluta,  porque  desde  el  siglo  X\',  en  que 
la  civilización  se  puso  en  directo  contacto  con  la  barbarie, 
centenares  ile  conquistadores,  de  aventureros,  de  mercade- 
res y  de  misioneros  habían  atestiguado  la  existencia  de 
sociedades  absolutamente  amorfas,  esto  es,  ayunas  tle  toda 
organización  política.  Pero  en  la  historia  del  espíritu  hu- 
mano, se  puede  observar  que  si  las  doctrinas  científicas, 
frutos  de  la  observación,  se  modifican  inmediatamente  cuan- 
do hechos  nuevos  llegan  a  contradecirlas,  las  doctrinas  me- 
tafísicas, frutos  de  simples  lucubraciones  mentales,  no  mué-  [ 
ren  de  pronto  cuando  se  demuestra  que  son  imcompatibles 
con  la  realidad,  sino  que  permanecen  subsistentes  hasta 
que  son  desautorizadas  por  nuevas  doctrinas  de  la  misma 
naturaleza.     Correspondió   a  la   liipótesis    anticientífica   del 


de  donde  se  colige  tjue  para  conservarse  en  ella  la  vida  sociable  de  los 
hombres,  necesariamente  havia  de  haver  leyes  de  república,  y  para  re- 
medio del  desprecio  del  bien  común  y  del  desorden  de  la  compañía 
humana,  era  forzoso  enfrenar  y  reprimir  el  furor  y  soberbia  de  los 
hombres,    con    leyes  y  jueces,  cárcel  y    cuchillo,  y    otras    penas.  • 
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contrato  social  llevar  a  cabo  esta  obra  negativa  de  des- 
autorización. 

Aunque  no  sea  verdad  que  los  hombres  primitivos,  esto 
es,  que  los  salvajes  más  atrasados  vivan  en  un  estado  pa- 
radisíaco de  inocencia,  de  felicidad,  de  paz  y  de 'recíproca 
armonía,  la  hipótesis  de  Locke  y  de  Rousseau  ha  sido  con- 
firmada por  la  etnoorrafía  en  cuanto  supone  que  a  los  prin- 
cipios las  sociedades  son  masas  completamente  amorfas, 
sin  organización  y  sin  cabeza.  Es,  por  ejemplo,  lo  que  ates- 
tiguan los  cronistas  del  coloniaje  respecto  de  los  aborí- 
genes de  Chile.  No  tenían  leyes  (dice  Córdoba  y  Figueroa) 
para  gobernarse  políticamente,  ni  gobierno  democrático, 
aristocrático,   ni  monárquico  (h). 

Don  Pedro  de  Usauro  Martínez  de  Bernavé,  que  vivió 
entre  los  indios  y  que  para  estudiarlos  a  fondo  aprendió 
su  idioma  y  frecuentó  sus  tratos  y  terrenos  (dice)  hasta 
ser  práctico  en  sus  ritos  y  costumbres,  observa  que  cada 
parcialidad  tenía  por  cabeza  uno  o  más  caciques,  pero  que 
su  mando  se  reducía  a  llevar  la  voz  de  su  terreno,  y  en 
lo  demás,  le  obedecía  el  que  quería  y  su  superioridad  no 
alcanzaba  a  hacerse  obedecer  (  c ). 

Paralogizados  por  el  sentido  que  en  castellano  se  atri- 
buye al  nombre  caci(¡ue,  los  historiadores  y  los  etnógra- 
fos han  incurrido  comúnmente  en  el  error  de  creer  que 
las  tribus  araucanas  reconocían  jefes,  esto  es,  gobernantes 
o  capitanes  investidos  de  autoridad  y  facultados  para  man- 
dar e  imponer  la  obediencia.  Pero  los  cronistas  más  fide- 
dignos, como  Carvallo  y  Goyeneche,  atestiguan  que  si  bien 
las  cosas  cambiaron  muy  pronto  bajo  el  influjo  de  la  cultura 
española,  a  los  principios  estos  indios  carecían  de  gobierno 
viviendo  sin  sujeción  a  ley  alguna  y  que  ni  los  caciques 
estaban  investidos  de  autoridad  ni  nadie  les  debía  obe- 
diencia (f/).   Como  si  deliberadamente  se  hubiese  propuesto 

(6)     Córdoba  y   Figueroa,  Historia    de    Chile.  Hb.    I,  cap.   XIV. 

(c)  Martínez  de  Bernavé,  La  Verdad  en  Campaña,  §  XLVIII,  pági- 
na  102. 

(  (/)     Carvallo  y  Goyeneche,  Reino  de  <  liilr.  i.   II,  cap.   C. 
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quitar  todo  pretexto  a  esa  paralogización,  observa  Oli- 
vares que  el  nombre  de  CHciquc  es  peculiar  de  los  indíjrenas 
de  la  isla  Española;  que  sin  duda  por  aparente  analogía, 
lo  aplicaron  los  conquistadores  a  los  indígenas  de  Chile; 
y  que  entre  los  araucanos  se  llama  nlmf'ii  el  que  lleva  la 
voz  de  su  parcialidad.  «Y  estos  f;/;/j<'/ír's  (agrega)  aunque 
afectan  jurisdicción  y  querrían  ser  obedecidos  como  los  jue- 
ces ordinarios  entre  los  españoles  y  aun  pasan  a  llamar 
vasallos  a  los  de  su  adherencia  y  devoción,  con  todo  es 
ésta  una  apelación  vana  y  ridicula,  porque  esta  gente  abo- 
rrece como  la  muerte  toda  especie  de  sujeción  y  vasallaje, 
y  así  no  son  regidos  por  alguna  especie  de  gobierno  de 
los  que  ha  hecho  necesarios  en  el  mundo  la  buena  polí- 
tica »    {o). 

Testimonios  igualmente  fidedignos  acreditan  cuan  gene- 
ral ha  sido  el  estado  acrático  entre  los  salvajes.  De  los 
fueguinos  dice  Darwin  que  «  sus  diferentes  tribus  no  tienen 
ni  gobierno  ni  jefes»  (/*);  de  los  charrúas  del  Uruguay, 
dice  Araujo  que  cuando  se  encontraron  con  los  españoles 
«carecían  de  organización  civil  y  política  »  {fí)\  de  los  cho- 
rotis  y  de  los  ashluslayos  del  Chaco,  dice  Nordenskiold 
que  '■  cada  jefe  no  es,  en  realidad,  más  que  un  padre  de  fa- 
milia respetado,  pero  que  no  gobierna,  y  que  si  bien  en  la 
guerra  desempeña  papel  importante,  no  tiene  autoridad 
efectiva  sobre  los  guerreros  »   (  //  ) ;   de  los  caciques  guara- 


(  (• )     Olivares,  üistorin   <lf  Chür.  hh.   I,  cap.  XIV. 

F.n  la  provincia  de  ('astilla  del  Oro.  dice  Oviedo,  ••  el  principal  ^eñor 
se  llama  (¡iic\  i.  y  en  algunas  partes  saco:  e  aqueste  nombre  cacif^ur 
no  es  de  la  Tierra-Kirmc.  sino  propianienti-  desla  isla  Kspañola,  e  como  fué 
esto  lo  primero  que  poblaron  e  imanaron  los  chripstianos.  ellos  han  dado 
este  nombre  rnvir/ui-  a  los  sefiores  de  otras  partes  por  donde  en  estas 
Indias  han  discurrido.»  Oviedo.  Historia  (irnfrnl  v  Xtitural  di'  las 
Inrlins.  t.   III.   lib.    XXIX,   cap.  XXVI,  pág.   429. 

(  /■)      Darwin.    \'n\H<sr   iriin   Snturnlistv.   |)ag.   232. 

{^)     Araujo,  üistorin  de  los  Chamins.  IX.  pág.  59. 

(/i)  Nordenskiold,  f^n  \'ir  ilrs  Iwlifiis  ilnns  Ir  ^'hiico.  ch.ip.  III. 
pag.  30. 
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nís,  dice  Azara  que  el  que  posee  la  dignidad  de  tal  «  no 
difiere  de  los  demás  indios  en  casa,  vestido,  ni  insignia,  ni 
exige  tributo,  respeto,  servicio  ni  subordinación  « ;  y  que 
« tampoco  manda  en  la  guerra,  y  si  es  tonto,  le  dejan  y 
toman  otro  » ;  de  los  pampas,  dice  el  mismo  Azara  que  «  sue- 
len hacer  lo  que  el  cacique  les  propone  relativo  a  su  seguri- 
dad, sin  sufrir  jamás  que  exija  de  ellos  servicio,  ni  tributo 
alguno,  ni  que  los  mande,  reprenda,  ni  castigue»  (i);  de 
los  senekas,  dice  Engels  que  el  poder  del  saquom  en  el 
seno  de  la  gens  es  paternal,  de  naturaleza  purameVite  moral, 
sin  tener  ningún  medio  coercitivo  (j);  y  de  los  indígenas 
de  California,  dice  Lubbock  que  antes  de  su  conversión  al 
cristianismo,  no  tenían  ni  religión,  ni  gobierno,  ni  jueces, 
ni  policía,  ni  leyes  { 1). 

Pasemos  ahora  a  otras  partes  del  mundo  salvaje. 

En  Xasau  corresponde  a  los  jefes  ordenar  las  ceremonias 
en  las  fiestas  públicas;  pero  esta  prerrogativa,  según  Rienzi, 
no  les  faculta  para  ejercer  autoridad  alguna;  y  en  Austra- 
lia, según  el    mismo  viajero,  los  indígenas  viven   subdividi- 


(  y )  Azara.  Descripc/i'm  e  Uistoria  del  I'araguay  y  del  Rio  de  in 
Plata,  t.   I.   cap.  X,   §  42   y  54. 

(/)  Engfels,  OrÍQ-en  de  la  Familia,  de  l¿t  Projiiedad  y  del  Estado. 
cap.  III.  pág.   152. 

(1)     Lubbock,   Origines  de  la  Civilisatioii,  chap.  V.  pag.   211. 

De  unos  indígenas  de  Venezuela  dice  Herrera  que  k  nunca  se  cono- 
cieron señores  a  quien  obedeciesen,  sino  tener  respeto  al  más  rico,  que 
mejor  les  da  de  comer  y  de  beber  ».  Herrera,  Historia  de  las  Indias 
Occidentales,  t.  IV.  Década  VIII,  lib.  VIII,  cap.  II,  pág.  356. 

El  mismo  Herrera  dice  de  los  indígenas  del  Brasil  que  no  tenían  rey 
ni  justicia,  sino  un  principal  en  cada  aldea,  al  cual  obedecían  por  su 
voluntad,  y  no  por  fuerza...  y  no  servía  sino  para  llevarlos  a  la  guerra 
y  aconsejarles  como  habían  de  pelear.  Herrera.  Ob.  cit.,  t.  11,  Década  IV, 
lib.  VIII,  cap.  XIII,  pág.   397. 

De  una  información  levantada  en  el  Perú  por  don  Francisco  de  Toledo 
hacia  1572,  resulta  que  "hasta  Topainga  Yupangui,  que  tuvo  y  sujetó 
tiránicamente  estos  reinos,  los  dichos  naturales  no  tuvieron  ningún  señor 
ni  cacique  que  los  mandase  ni  gobernase  en  tiempo  de  paz,  ni  a  quien 
tuviesen  ninguna  subjecion.  »  Medina.  La  Inipi'enta  en  Lima.  t.  II.  pá- 
gina  178. 
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dos  en  familias  independientes,  no  reconocen  jefe  común  y 
no  tienen  idea  alguna  ni  de  gobierno,  ni  de  organización 
social   ( in  ). 

Cuando  Dumont  D'Urville  llegó  a  Xuka-Hiva  (1838),  los 
indígenas  vivían  bajo  la  mano  de  tres  jefes  cuya  autoridad 
(observa  este  navegante)  se  reducía  a  imponer  el  tnfui  y  a 
presidir  ciertas  ceremonias  (  /;);  y  cuando  Du  PetitThouars 
llegó  a  las  Marquesas,  los  indígenas  no  conocían  forma  al- 
guna de  gobierno  y  vivían  sometidos  a  la  ley  natural,  que 
es  la  del  más  fuerte  (  ñ  ). 

Lo  mismo  atestigua  Livingstone  de  ciertos  indígenas  de 
Zanzíbar  y  del  África  Central  (  o ),  y  otro  tanto  Spencer 
de  los  bosjemanes,  de  los  nagas,  de  los  cayaguas  sur-ame- 
ricanos, de  los  esquimales,  etc.,  etc.  Un  día  se  preguntó 
a  unos  naturales  de  Xicobar  que  quién  era  el  jefe  de  ellos, 
y  los  interrogados  se  echaron  a  reir  a  la  idea  de  que  uno 
solo   pudiera  mandar  a  un  gran  número  de  sus  iguales  { p). 

A  la  verdad,  se  puede  presumir  con  fundamento  que  el 
estado  acrático  es  mucho  más  general  de  lo  que  en  las 
obras  de  viaje,  de  historia  y  de  etnografía  aparece.  Sea 
por  la  dificultad  de  concebir  la  existencia  de  sociedades 
amorfas,  sea  por  la  pobreza  de  las  lenguas  cultas,  que  no 
tienen   palabra  para  expresar  la  ¡dea  de  jefe   sin    autoridad, 


(  //;  )      Rien/i.    Ln    ( hcniím.   t.   I,  pátj.    135    y   t.   IV,   páj;.  20.S. 

De  los  (aitianos.  que  son  los  bárbaros  que  han  alcanzado  el  más  alto  jfrario 
de  civilización  antes  de  la  adopción  de  los  metales,  dice  I,ul)bock  que  no 
solo  carecían  en  absoluto  de  leyes  si  no  que  también  no  tenian  palabra 
alpuna  ¡)ara  expresar  la  idea  de  ley-  Lubbock.  l/Hoininc  l'rchistnriiHH'. 
chap.  XIII,    pag.    427   el    441. 

{  ¡I  )  üumont  Dl'rville.  í'ovanre  un  l'nlc  Sii<l  i-t  ilnns  ¡' nréaiiit'. 
t.   IV,  pay.    10. 

(  II  )  IJu  l'etit-Thouars.  Vnyn^r  nutoiir  ilu  MuiiiU:  i.  H.  chap  W. 
pag.    355. 

(  o)  Livingstone.  Ih-rnirr  Joiinuil.  t.  I.  |)ag.  12,  15*)  et  203,  et  I.  II. 
pag.  9X. 

{  ¡,  )  Spencer.  I'rimiprs  ih-  Soiiohfsi»'.  t  II.  §  22ty.  257.  3I.Hcl  325, 
et    t.    111.    ^    442.    471    et    483. 
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damos  de  ordinario  nombres  que  suponen  mando  a  ind¡> 
viduos  que  en  las  tribus  salvajes  carecen  en  absoluto  de 
facultades  para  imponer  la  obediencia  y  no  gozan  de  más 
prerrogativa  que  la  de  llevar  la  voz.  El  caso  de  los  con- 
quistadores españoles  que  llainaron  Cíiciqíies  y  atribuyeron 
cierta  jefatura  y  autoridad  política  a  los  ulmenes  arauca- 
nos se  ha  de  haber  repetido  en  muchas  ocasiones.  Cuando 
a  los  órganos  del  antiguo  Estado  romano  (observa  Ihering) 
les  damos  los  nombres  de  rov,  de  poder  lefíislfitivo,  de 
juez,  los  concebimos,  sin  duda,  con  arreglo  a  las  nociones 
actuales  de  derecho  público,  de  manera  completamente 
errónea  (  q  ).  Así  mismo,  cuando  atribuimos  a  los  pri- 
mitivos incas  del  Perú  la  majestad  y  el  poderío  de  los 
emperadores,  incurrimos  en  otro  anacronismo  de  la  mis- 
ma naturaleza,  porque  según  cierto  autor  citado  por  Saa- 
vedra,  a  los  principios  se  llamaron  incas  todos  los  jefes  de 
los  ayllus,  esto  es,  los  simples  caciques  (7')-  Por  último, 
al  hablar  del  estado  acrático  de  las  Marquesas,  observa 
Du  Petit-Thouars  que  el,  único  título  de  distinción  allí 
conocido  es  el  de  Ariki:  que  comúnmente  se  ha  atribuido 
a  esta  voz  el  significado  de  jefe,  y  aun  el  de  rev;  pero 
que  en  las  islas  sólo  significa  hombre  que  tiene  tierras,  o 
sea,   propietario   rural  (rr). 

§  50.  Para  ponernos  en  grado  de  averiguar  con  acier- 
to los  orígenes  del  Estado,  debemos  empezar  desechando 
aquellas  preocupaciones  que  la  hipótesis  del  estado  de  na- 
turaleza ha  difundido,  según  las  cuales  la  vida  salvaje,  sin 
gobierno  y  sin  distinciones,  es  una  vida  de  libertad,  de 
igualdad  y  de  absoluta  indisciplina. 

Aun  cuando  en  los  primeros  grados  del  desenvolvimiento 
social  no  se  dictan  leyes,  ni  se  acatan  autoridades,  ni  se  to- 
lera organización   política  alguna,  no  se  puede  decir  ni  que 


(  fj  )     Ihering,  Esprit  du  Droit   Ronu^iii.  t.   I.  tit.  I,  chap.  II,  §   16. 

(/■)     Saavedra,  El  Ayllu,  pág.   34. 

(  rr)     Du   Petit-Thouars,    Voyage  autoui-  du   Monde,  t.   II,  chap.   XV 
pag.   355. 
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todos  los  salvajes  que  componen  cada  tribu  sean  jurídi- 
camente iguales,  ni  que  vivan  exentos  de  todo  régimen  dis- 
ciplinario, porque  rigen  con  carácter  coercitivo  costumbres 
que  establecen  muchas  desigualdades  y  múltiples  restric- 
ciones {s  ). 

Aquellos  que  han  estudiado  superficialmente  la  vida  pri- 
mitiva, dice  Lubbock,  se  imaginan  que  el  salvaje  tiene  sobre 
el  hombre  culto  a  lo  menos  esta  ventaja,  la  de  gozar  de 
una  libertad  muciio  mayor  que  aquella  que  es  compatible 
con  el  estado  de  cultura.  Pero  esta  creencia  carece  real- 
mente de  fundamento  porque  el  salvaje  no  es  libre  en  parte 
alguna.  Desde  que  nos  ponemos  a  observar  cómo  pasan 
las  cosas  fuera  de  las  sociedades  civilizadas,  encontramos 
que  la  vida  cuotidiana  del  hoinbre  está  minuciosamente  re- 
glamentada por  un  sistema  que  a  nosotros  nos  parece  in- 
soportable, de  costumbres  imperativas  y  de  prohibiciones 
y  privilegios  absurdos. 

La  manera  de  cazar,  la  de  pescar,  la  de  cortar  madera, 
la  de  construir  canoas,  la  de  hacer  fuego,  la  de  labrar  y 
pulir  la  piedra,  la  de  emprender  una  marcha,  la  de  em- 
pezar un  combate  o  una  obra;  en  una  palabra,  la  vida  en- 
tera del  salvaje  se  desarrolla  sujeta  a  usos  y  costumbres 
cuya  puntual  observancia  está,  por  lo  común,  garantida  con 
penas  terribles. 

Mientras  van  en  expedición,  no  pueden  sentarse  los  al- 
gonquines  en  la  tierra  húmeda,  ni  mojarse  los  pies,  y  tienen 
que  usar  las  tasas  de  beber  por  un  lado  a  la  ida  y  por 
otro  a  la  vuelta.  A  los  mongoles  les  es  prohibido  em- 
plear el  cuchillo  para  sacar  comida  de  la  marmita,  apo- 
yarse en  una  fusta,  tocar  la  fusta  con  la  flecha,  derramar 
licor  en  el  suelo,  quebrar  un  hueso  con  otro,  etc.,  etc.  Los 
indígenas  de    la   Rusia   americana    no    pueden   echar  huesos 


(s)  No  necesitamos  advertir  que  no  han  sido  los  investijfadores  cien- 
tificos,  que  han  sido  los  metafisicos  del  derecho  natural,  con  Rousseau  a 
la  cabeza,  los  que  han  supuesto  que  en  las  sociedades  primitivas  reinan 
la  libertad  y  la  igualdad.  Véase  por  ejemplo:  Hurlamaqui.  ¡'riiniprs  i¡ij 
Drnit    Xntnrfl.  Partí»-   Premiere.  chaj).   IV,  ^   III. 
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al  fuego,  ni  darlos  a  los  perros,  ni  botar  al  suelo  los  re- 
cortes de  cabellos,  ni  las  partículas  de  las  uñas.  Según 
Ward,  en  la  mujer  indií  es  delito  imperdonable  revelar  el 
nombre  de  su  marido.  La  misma  prohibición  rige  en  la 
Cafrería;  y  en  algunas  tribus  de  ambas  Américas,  de  Aus- 
tralia y  de  vSiberia,  se  evita  con  horror  pronunciar  el  nom- 
bre  de    los    muertos   (f). 

En  las  islas  de  Sandwich,  el  que  come  con  hombres  no 
puede  comer  con  mujeres;  a  la  mujer  se  la  prohibe  comer 
cocos  y  otros  frutos,  carne  de  puerco,  de  tortugas  y  de 
otros  animales:  y  ningún  guerrero  puede  emplear  contra 
sus  enemigos,  ni  aun  en  caso  de  grande  apuro,  la  lanza 
barbada  destinada  a  la  caza:  la  infracción  de  estas  prohi- 
biciones acarrea  la   pena  de  muerte   (  u  ). 

Oviedo  acredita  que  cuando  los  indígenas  de  la  Españo- 
la se  proponían  salir  a  buscar  oro,  tenían  que  ayunar  y  abs- 
tenerse de  todo  trato  carnal  durante  20  días;  y  que  los 
de  Bogotá,  para  desenojar  al  sol,  tenían  que  abstenerse  de 
comer  sal  y  de  conversar  con  sus  mujeres  durante  ciertas 
épocas  del  año.  Análogamente,  el  verídico  Azara  nos  in- 
forma que  entre  los  albayas  del  Paraguay,  las  solteras  no 
comían  carne;  solo  comían  legumbres  y  pescados  cuya  lon- 
gitud no  excediese  de  palmo  y  medio,  y  en  el  período  de 
la  menstruación,  tenían  que  abstenerse  de  consumir  sus- 
tancias grasas  ( \r  ). 

Cuando  tan  minuciosamente  reglamentados  están  los  ac- 
tos más  inocentes  de  la  vida  ordinaria,  bien  se  comprende 
que  no  han  de  estar  exentos  de  reglamentación  los  de  na- 
turaleza jurídica.  No  se  distinguen  en  las  sociedades  más 
atrasadas  los  actos  jurídicos  de  los   meramente  morales,  hi- 


( t )     Lubbock.  Les  (Jrigjups  de  la  Civilisdtion.  chap.  X.  pag.  440. 
Bagehot.    Lnis    du    Déveloj)¡iement    des  Xatioiis.    liv.    III,  pag.    I6ft 
á   168. 

(  u  )     Freycinet,    \'oyage  autour  du  Monde,  t.    II,  pag.  483  et  597. 

(^i)     Oviedo,  Historia  General  y  Natural  de  las  Indias,  t.  I,  lib.  V, 
cap.  III,  pág.   135   y   136,  y  t.  II,  lib.  XXVI,  cap.  XXVIII,  pág.   402. 
Azara,  Descripción  e  Historia  del  Paraguay,  cap.  X.  §  lOI. 
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giénicos,  políticos,  profesionales,  etc.,  etc.:  y  en  fuerza  de 
esta  confusión,  todos  indistintamente  se  ejecutan  en  con- 
formidad   con    reglas    y    prácticas    tradicionales  (  v ). 

La  manera  de  contraer  matrimonio,  la  dependencia  y 
emancipación  de  los  hijos,  los  derechos  de  la  maternidad  y 
de  la  paternidad,  el  dominio  y  tradición  de  las  cosas  mue- 
bles, los  derechos  del  amo  sobre  el  esclavo,  la  autoridad  de 
los  caciques  y  patriarcas,  y  en  una  palabra,  la  vida  jurídica 
entera  de  los  salvajes  se  desenvuelve  sujeta  a  la  más  minu- 
ciosa reglamentación. 

Con  referencia  a  los  araucanos,  dice  Molina  que  el  cuer- 
po de  sus  leyes,  conservado  tradicionalmente,  "  se  deno- 
mina iKlniiipu.  que  (juiere  decir  las  costunihrt'S  tld  ¡mis.  .  . 
y  no  son  otra  cosa  que  sus  primeros  usos,  y  las  tácitas 
convenciones  que  se  han   estal)lecido  entre  ellos»    (  a). 

En  cuanto  a  la  igualdad  jurídica,  son  también  las  cos- 
tumbres las  que  en  el  mundo  salvaje  autorizan  a  los  más 
fuertes  para  hacerse  servir  de  los  más  débiles,  para  ocupar 
los  lugares  preferidos,  para  tomar  los  mejores  bocados  y,  en 
una  palabra,  para  mantenerse    en   una  situación  privilegiada. 

No  vayamos  a  creer  que  por  no  tener  más  garantía  que 
las  de  las  costumbres,  sean  fáciles  de  infringir  estas  prohibi- 
ciones y  de  atropellar  estos  privilegios.  Aquellos  que  sos- 
tienen que  sin  fuerza  no  hay  derecho  no  pueden  compren- 
der el  carácter  jurídico  de  unas  costumbres  (jue  se  establecen 
sin  la  intervención  del  Estado,  y  no  pueden  comprenderlo 
porque  no  advierten  (ju<-  hay  coacciones,  las  coacciones 
puramente  morales  de  la  opinión,  de  las  creencias,  de  los 
hábitos  arraigados,  (¡ue  se  ejercen  con  mayor  vigor  y  efica- 
cia que  las  de  la  fu«rza.  En  realidad,  no  hay  imperio  más 
incontrastable  (jue    el   de  las  c()'^tiimbre<<.      Los   tupis   creen 


(  \  )  Puede  estudiarse  en  Cornejo  {  Sn<  lolit^iit  f  niirral.  I  II.  <"ap.  IV', 
§  VI  y  S  IX).  la  distinción  entre  el  háliilo,  el  uso,  la  rostumbre  mor.il  y 
la  costumbre  jurídica. 

(a  )  Molina,  ('oinprndio  iti-  In  Histuiin  Civil  «/'■/  h''iii<>  '/<  '  Inh-, 
lih    II,  cap.   H.   páp.   •>2. 

Smith,    í.os  Aroiirniins.  cap.   XI\',  páp     l^I. 
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que  si  no  respetaran  las  costumbres  de  sus  antepasados, 
serían  rápidamente  exterminados;  los  jefes  de  los  damaras, 
que  en  apariencia  proceden  arbitrariamente,  viven  sumisos 
a  las  costumbres  y  tradiciones  de  sus  tribus;  y  de  los  arau- 
canos se  sabe  que  nadie  era  osado  a  infringirlas,  y  que  en 
ellas  se  inspiraba  todo  el  que  tenía  que  tomar  alguna  deter- 
minación. Se  puede  aplicar  a  todos  los  pueblos  bárbaros  la 
observación  que  Tácito  hizo  respecto  de  los  germanos:  la 
costumbre  puede  entre  ellos  más  que  la  ley  en  otras  partes: 
pliisque  ihi  honi  mores  valent,  (¡luiw  alibi  bonae  Jeges.  [y). 

Hasta  qué  punto  sean  imperativas  las  costumbres,  pode- 
mos determinarlo  en  los  Estados  cultos.  Una  observación 
somera  nos  hace  ver  que  en  todos,  ellas  prevalecen  siempre 
contra  la  ley  a  pesar  y  despecho  de  la  voluntad  aparente- 
mente omnímoda  de  los  legisladores;  y  en  todos,  hombres 
que  sin  escrúpulcjs  infringen  la  Constitución  no  osan  alterar 
la  manera  vulgar  de  saludar,  de  vestir,  de  sentarse,  de  co- 
mer, etc.,  etc.,  y  con  depresiva  sumisión  acatan  y  trasmiten 
los  usos  más  rutinarios  como  si  fuesen  leyes  sagradas  e  in- 
violables. 

Se  repite  a  menudo  que  entre  los  salvajes  no  rige  más  ley 
que  la  del  más  fuerte;  pero  aun  cuando  en  los  estados  so- 
ciales que  preceden  a  la  civilización  los  fuertes  por  ser  fuer- 
tes gozan  realmente  de  situaciones  privilegiadas,  no  debe- 
mos creer  que  vivan  exentos  de  toda  disciplina  y  que  puedan 
impunemente  hacer  de  las  suyas.  Casi  invariablemente  pre- 
domina en  las  sociedades  salvajes  la  fuerza,  es  verdad. 
Pero  cuando  el  más  fuerte  abusa  contra  el  más  débil,  la 
reacción  espontánea  del  sentimiento  jurídico,  como  lo  ob- 
serva Ihering,  hace  que  la  opinión  gene»al,  que  personifica 
la  fuerza  preponderante,  preste  su  apoyo  decisivo  al  dere- 
cho violado.  Aun  los  hombres  de  menor  cultura,  observa 
Tylor    (  z  ),    no    podrían     vivir    asociados   si    entre  ellos    no 


{y  I      Spencer,   l'rincipes  df  Sociolofiif.  t.   III,  §.  467. 
Tácito.  Germania.  cap.  XIX. 

(z)     Ihering-,  Esprit  du  Droit  Romahi.  t.   I,  §   II,   pág.   122. 
Tylor,  Antropología,  cap.  XVI,  pág.  478. 
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rijriese  más  derecho  que  el  que  los  alemanes  llaman  derecho 
del  pufio.   Fausti-eclít.  y  los  ingleses  lev  del  jmlo.  Club  hiw. 

Pues  bien,  l;is  costumbres  constituyen  en  las  sociedades 
más  atrasadas  un  régimen  disciplinario  que  reprimiendo 
hasta  cierto  punto  a  los  más  fuertes,  garantizan  a  la  tribu 
contra  la  disolución. 

Como  quiera  que  en  las  sociedades  más  atrasadas  no  hay 
Poderes  Públicos  que  hagan  derecho,  fuerza  es  concluir 
que  originariamente  la  costumbre  desempeña  la  función  de 
única  y  exclusiva  fuente  de  los  gérmenes  jurídicos  que  en 
ellas  aparecen.  Lo  cual  significa  que  en  la  primera  época 
de  la  vida  de  los  pueblos,  época  que  siempre  se  prolongó 
durante  larguísimos  siglos,  hay  derecho  antes  de  que  haya 
leyes  y  decretos,  y  el  desenvolvimiento  jurídico  se  efectúa 
de  manera  absolutamente  espontánea,  sin  intervención  de 
la  fuerza. 

Tan  incontrastable  es  el  imperio  de  la  costumbre  (}ue  en 
los  pueblos  semi-civilizados  ella  se  impone  al  derecho  es- 
crito en  términos  de  no  dejarle  alientos  para  emanciparse. 
Cuando  en  los  albores  de  la  historia  antigua  se  dictaron 
algunos  códigos,  no  se  trató  de  establecer  normas  jurídicas 
nuevas,  forjadas  por  los  legisladores.  En  estados  sociales 
tan  atrasados,  nunca  se  les  ocurrió  a  los  Poderes  Públicos 
eliminar  la  costumbre,  ni  subrogarla,  y  ni  aun  completarla, 
mucho  menos  infringirla  alterándola.  Para  los  pueblos 
semi-civilizados,  la  empresa  de  dictar  códigos  se  concreta  a 
escriturar  y  publicar  acjuellas  normas  jurídicas  que  la  cos- 
tumbre ha  establecido  y  que  las  clases  privilegiadas  han 
conservado  mediante  la  tradición  oral.  La  idea  de  hacer 
artificialmente  dei^cho  por  medio  de  leyes  y  decretos  es 
una  ¡dea  revolucionaria  <|uc  no  se  acepta  sino  muy  a  la 
larga  y  muy  trabajosamente  en  la  vida  de  los  pueblos.  Si 
las  leyes  primitivas  no  fuesen  simples  trasuntos  de  la  cos- 
tumbre, presumiblemente  no  se  las  acataría  (  n  n  ) 


(  H  /I  )     Sumner  Maine,    I'jiudcs  sui'  lllistoin-  du  I>roit.  i)ajf.  2\2. 

Ihering.   Ksjnit  dti  Proit  fífunain.  i.   11.  §  29.   pag.  39. 

De'nys  dHalicarnaM-,   Aiitiiniites  Homninrs.  t.  VI.  liv.   X.  rhap.  1  ct  II. 
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Podríamos  comprobar  nuestras  observaciones  con  la  au- 
toridad de  numerosos  testimonios.  F'ustel  de  Coulanges 
dice  que  el  Códio^o  de  Dracon  fué  un  mero  trasunto  de 
las  costumbres.  Xiebuhr,  citado  por  Falck,  dice  que  las 
principales  disposiciones  de  las  Doce  Tablas  fueron  simple 
expresión  escrita  de  antiguas  costumbres  itálicas;  Schulte 
dice  que  los  códigos  dictados  por  los  bárbaros  entre  los 
siglos  V  y  VII  contenían  todas  las  costumbres  jurídicas  vi- 
gentes; y  Eginhardo  dice  que  Carlomagno  dispuso  que  se 
recopilasen  y  escriturasen  todas  las  leyes  no  escritas  que 
regían  en  los  pueblos  sujetos  a  su  dominación  (  ¡t  h). 

Por  de  contado,  cuando  ensalzamos  la  costumbre  como 
la  fuente  más  genuina  del  derecho,  no  pretendemos  cegar 
la  fuente  legislativa.  Apreciamos  debidamente  la  importan- 
cia de  la  función  que  la  ley  desempeña,  en  cuanto  le  corres- 
ponde adelantar  el  desarrollo  jurídico  anticipándose  a  la 
costumbre  que  se  forma  muy  lentamente.  Lo  único  que 
pretendemos  es  reivindicar  para  la  costumbre  el  carácter 
de  fuente  preponderante  por  la  sencilla  razón  de  que  si  la 
función  del  derecho  es  realizarse  y  si  la  regla  que  no  se 
cumple  no  es  derecho,  hay  muchas  leyes  que  no  constitu- 
yen derecho  porque  no  se  cumplen,  en  tanto  que  la  costum- 
bre que  siempre  se  cumple,  a  despecho  del  legislador,  siem- 
pre constituye  una  norma  jurídica   (  a  c). 

.Si  nos  preguntáramos  cuándo  cesa  la  costumbre  en  su 
función   de  fuente  del   derecho,   tendríamos  que  contestarnos 


(ab)  Fustel  de  Coulanj,res,  La  Cité  Anti(¡iw,  liv.  IV,  chap.  VIII, 
pag.   370. 

Falck,  Encyclopédie  juridiquc.  §  68. 

Schulte,  Histoirc  du  Di'oit  et  des  Institutioiis.  pag.  69,  75,  78,  «2, 
€t  83. 

Sumner  Maine,  L' Anden  Droit.  chap.  I,  pag.    17. 

Eginhard,   Vic  de  l'Empereiir  Charles.  XXIX. 

(a  c)  Ihering.  Esprit  du  Droit  Romaiii.  t.  1,  §  4.  pag.  50  et  t.  II, 
§  29. 

Savigny,  Traite  du  Droit  Roniaiii.  t.  1.  liv.  I,  chap.  II,  ^  XVI,  pag.  39 
et  §  XV.  pag.   47. 
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que  nunca,  porque  aun  en  las  sociedades  más  civilizadas, 
donde  los  códigos  se  dictan  con  el  ostensible  designio  de 
subrogarla,  ella  prosigue  su  labor  silenciosa  y  nunca  inte- 
rrumpida, llenando  los  vacíos  del  derecho  escrito,  amol- 
dándolo al  ambiente,  eliminando  en  él  las  partes  inadaptables, 
enmendando  la  plana  al  legislador;  extendiendo,  restrin- 
giendo, modificando  o  afianzando  el  sentido  y  el  alcance 
de  las  disposiciones  legales  (  n  vh  ). 

Si  en  los  pueblos  civilizados  parece  ser  muy  reducido  el 
imperio  de  la  costumbre,  es  porque  la  mayor  parte  de  las 
normas  jurídicas  que  originariamente,  acaso  en  siglos  muy 
remotos,  se  han  derivado  de  ellas  aparecen  hoy  desfigura- 
das, a  causa  de  que  en  tiempos  anteriores  han  sido  incor- 
poradas por  el  legislador  en  el  deiecho  escrito  (  n  d  ).  \i\ 
error  proviene,  en  tales  casos,  de  creer  que  las  leyes  escri- 
tas son  normas  más  o  menos  ideológicas  inventadas  por  el 
legislador  cuando,  a  la  verdad,  si  estudiáramos  los  orí- 
genes primeros  de  nuestra  patria  potestad,  de  nuestra 
tutela,  de  nuestro  usufructo,  de  nuestro  régimen  hereditario, 
de  nuestra  compra-venta,  etc.,  no  tardaríamos  en  notar 
que  todas  estas  instituciones,  imitadas  de  Roma,  nacieron 
y  florecieron  antes  de  que  el  derecho  escrito  llegase  a 
reglamentarlas  en  conformidad  con  las  prácticas,  usos  y 
costumbres  más  generales.  En  realidad,  el  derecho  escrito 
no  es,  hasta  cierto  punto,  más  c^ue  la  costumbre  escritu- 
rada. 

El  imperio  de  la  costumbre  es  mucho  mayor  en  (d  orden 
público,  donde  el  gobierno  está  sujeto  a  la  implícita  condi- 
ción de  respetar  el  modo  de  ser  de  la  sociedad,  que  en  el 
ordeti  privado,  donde  la  justicia  tiene  que  aplicar  las  leyes 
sin   miramientos  sociales. 

Por  más  perfecta  que  sea  la  organización  del  Estado,  por 
mucha  (jue  haya  sido  la  previsión  de  sus  legisladores  y 
gobernantes,    siempre    hay    una    parte    de  su    vida    que  se 


{n  ili  )     Savijjny,    ífiiite' thi  ¡>ri>it  ¡{'nninin.   t.  1.   liv     I,   rhap.    II.  ¡5  X\' 
(  íi  í/ )     Savigny.  oh.   cit.,  i.    I,  liv.    1.  chap.    III.  §  XVIII.   pap-    75. 
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substrae  a  la  reglamentación  de  sus  leyes  y  de  sus  decretos 
y  que  se  rige  por  usos,  rutinas  y  prácticas  que  se  han 
establecido  insensiblemente,  que  han  cobrado  fuerza  y  vi- 
gor sin  llamar  la  atención  de  nadie  y  que  conspiran  con 
suma  eficacia  al  funcionamiento  de  las  instituciones  y  ma- 
gistraturas públicas. 

En  los  Estados  más  cultos,  donde  la  codificación  está 
más  desarrollada,  los  legisladores  han  intentado  cegar  esta 
fuente  jurídica  estableciendo  que  las  costumbres  no  consti- 
tuyen derecho  sino  en  aquellos  casos  excepcionales  en  que 
la  ley  las  reconozca  y  sancione.  Pero  si  esta  disposición 
ha  logrado  restringir  en  el  orden  privado  la  fuente  originaria 
del  derecho  civil,  no  ha  impedido  que  el  derecho  público 
se  desarrollase  por  el  solo  efecto  del  establecimiento  de 
prácticas  y  costumbres  que  a  menudo  se  han  sobrepuesto 
a  las  disposiciones  contrarias  de  las  leyes  y  aun  de  las 
constituciones. 

No  es  exagerar  decir  que  la  administración  pública  se 
veria  a  cada  momento  paralizada  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  si  se  propusiera  regirse  exclusivamente  por  las 
disposiciones  escritas.  Son  muchas  las  oficinas  donde  a  causa 
del  silencio  de  la  ley,  sólo  las  prácticas  establecidas  pue- 
den decirnos  si  un  empleado  es  superior  o  inferior  respecto 
de  otro,  en  cuál  departamento  debe  funcionar,  cómo  debe 
impartir  sus  órdenes,  cuáles  libros  le  corresponde  llevar, 
cuáles  servicios  se  le  pueden  exigir,  en  cuáles  horas  debe 
prestarlos,  etc.,  etc.  Es  la  costumbre  la  que  en  Chile  da 
derecho  a  los  nuevos  empleados  para  devengar  sueldo,  no 
desde  la  fecha  del  nombramiento  sino  desde  aquella  en  que 
empiezan  a  prestar  sus  servicios.  Es  la  costumbre  la  que 
da  a  los  preceptores,  y  no  a  otros  empleados,  derecho  a 
casa. 

Oigamos  lo  que  acerca  de  este  punto  dice  un  juriscon- 
sulto norteamericano  citado  por  Goodnow:  "  Un  conoci- 
miento práctico  de  la  acción  de  cualquiera  de  los  grandes 
departamentos  del  gobierno,  dice,  debe  convencer  a  toda 
persona  de  que  el  jefe  de  un  departamento  necesita  pro- 
ceder a  menudo  discrecionalmente  en   la  distribución  de  los 
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asuntos  y  responsabilidades.  La  ley  limita  el  ejercicio  de 
sus  atribuciones;  pero  eso  no  sij^nifica  que  necesite  citar 
una  ley  para  cada  cosa  que  hace.  Ningún  Estado  podría 
ser  administrado  con  sujeción  a  tales  principios.  Empe- 
ñarse en  regular  mediante  leyes  los  menores  movimientos 
de  cada  parte  del  complicado  mecanismo  del  gobierno  re- 
velarla la  más  imperdonable  ignorancia  en  la  materia.  Si 
cabe  trazar  las  grandes  líneas  de  sus  movimientos  e  impo- 
ner límites  al  ejercicio  de  sus  facultades,  en  cambio  hay 
infinidad  de  cosas  que  es  imposible  prever  ni  definir  y  que 
son  esenciales  para  la  marcha  del  gobierno.  De  aquí  (]ue 
en  cada  departamento  gubernatnental  se  hayan  establecido 
usos,  que  han  venido  a  constituir  una  especie  de  derecho 
consuetudinario  y  que  regulan  los  derechos  y  deberes  de 
cuantos  obran   dentro   de  sus  límites    respectivos»   { u  o). 

Mucha  mayor  importancia  que  en  el  orden  administrativo, 
tiene  la  costumbre  en  el  orden  político,  y  especialmente 
en   la   rama  que  constituye  el  orden  parlamentario. 

FoUock  observa  que  en  gran  parte  la  Constitución  ingle- 
sa se  compone  de  acuerdos  implícitos  (jue  jamás  han  sido 
expresamente  sancionados  ni  definidos  por  los  Poderes 
Públicos  del  Estado.  Si  nos  atenemos  solo  a  la  ley  es- 
crita, el  soberano  conserva  hasta  hoy  la  facultad  omnímoda 
de  vetar  las  leyes  que  el  Parlamento  le  propone;  pero  las 
prácticas  parlamentarias  la  han  anulado  por  completo.  Le- 
galmente  hay  consejeros  áulicos  con  los  cuales  puede  ase- 
sorarse el  rey;  pero  las  prácticas  parlamentarias  le  prohiben 
oir  otros  consejos  que  los  del  gabinete.  El  gabinete  mis- 
mo, que  tan  poderosamente  influye  en  la  vida  política  del 
Imperio  Británico,  no  ha  sido  instituido  por  ley  alguna;  y 
ninguna  ley  tampoco  reconoce  la  existencia  de  los  parti- 
dos y  de  sus  jefes,  sin  los  cuales  no  es  posible  el  gobierno. 
Por  último,  sería  inútil  buscar  en  las  leyes  escritas  alguna 
disposición  que  obligue  a  los   ministros   que    no  son  lores  a 


(  <j  »•  )      (.■oodnow.    Ihi-rclifi    AiiniilU^t Int i\i>    ('nnipaiiiiín.     t     I.    lil»     I. 
cap.  V,  §   I.  pág.   42. 
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ocupar  asientos  de  diputados  en  la  cámara  de  los  comu- 
nes (a/). 

Como  bien  lo  observa  Dupriez,  es  en  la  costumbre  donde 
principalmente  se  basan  la  existencia  y  hasta  cierto  punto 
la  organización  de  los  Poderes  Públicos  de  Inglaterra,  la 
forma  monárquica  de  su  gobierno,  el  orden  de  sucesión 
del  trono,  casi  todas  las  prerrogativas  del  soberano,  el 
principio  de  la  irresponsabilidad  y  de  la  inviolabilidad  rea- 
les, la  existencia  del  parlamento,  su  división  en  dos  cáma- 
ras, la  composición  de  la  de  los  lores,  la  organización  del 
consejo  privado,  la  responsabilidad  de  los  ministros,  etc., 
etc.   (a  g). 

Sí  se  arguye  que  en  Inglaterra  nunca  ha  sido  abrogada 
la  costumbre,  veamos  lo  que  pasa  en  Chile,  Estado  que 
desde  la  vigencia  del  Código  Civil  (1857  ),  pretende  no  tener 
más  derecho  que  el  derecho  escrito. 

vSin  entrar  en  pormenores,  observaremos  que  en  las  Amé- 
ricas  no  hay  Estado  alguno  donde  el  derecho  parlamenta- 
rio esté  tan  desarrollado  como  en  Chile.  La  vida  entera  de 
los  ministerios,  su  organización,  sus  relaciones  con  cada  una 
de  las  Cámaras,  sus  facultades  para  proveer  los  cargos  pii- 
blicos,  etc.,  etc.  están  sujetas  a  ciertas  reglas  que  todo  par- 
lamentario conoce  y  que  ningún  ministro  se  atrevería  a  in- 
fringir. Pero  este  cuerpo  jurídico  de  reglas  no  ha  sido 
instituido  ni  por  la  Constitución,  ni  por  las  leyes.  Si  el 
Presidente  de  la  República  debe  gobernar  de  acuerdo  con 
las  mayorías  de  ambas  Cámaras;  si  tiene  que  elegir  sus  mi- 
nistros entre  aquellos  ciudadanos  que  cuentan  con  la  ad- 
hesión más  o  menos  condicional  de  una  y  otra;  si  un  ministro 
de  Estado  no  puede  combatir  proyectos  de  ley  propuestos 
por  cualquiera  de  sus  colegas;  si  a  la  menor  insinuación  de 
una  u  otra  rama  del  Congreso  debe  el  Ministerio  resignar 
sus  carteras;  si  la  elección    para  presidente  de  la  mesa   de 


(  a  /)     Pollock.    lutroduction   á   l'étude    de   la   Science    Politique, 
pag.   261. 

(  ü  g)     Dupriez,  Íes  Ministres,  t.  I,  pag.   7. 
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un  representante  desafecto  al  gabinete  es  causal  que  impone 
la  renuncia,  etc.,  etc.;  todo  esto  se  hace,  no  porque  alguna 
ley  escrita  lo  prescriba,  sino  porque  las  prácticas  parla- 
mentarias lo  han  establecido. 

En  1890  se  pretendió  que  el  régimen  parlamentario  no 
imperaba  jurídicamente  en  Chile  porque  ninguna  ley  escrita 
lo  ha  establecido.  Pero  en  tal  caso  no  imperaría  en  parte 
alguna  del  mundo.  En  Inglaterra,  en  Francia,  en  España, 
en  Italia,  lo  mismo  que  en  Chile,  el  derecho  parlamentario 
ha  sido  formado  casi  exclusivamente  por  las  prácticas  par- 
lamentarias, y  no  sabemos  que  haya  alguna  nación  donde 
haya  sido  instituido  por  leyes  escritas. 

En  una  palabra,  la  costumbre  es  la  mejor  de  las  leyes,  la 
más  adecuada  a  las  necesidades  y  a  las  circunstancias  socia- 
les, ley  que  no  requiere  sanción  para  empezar  a  regir  ni 
derogación  para  suspender  su  vigencia,  que  nace  y  muere 
a  su  hora  aun  cuando  la  legislatura  esté  en  receso  y  aun 
cuando  el  gobierno  esté  acéfalo,  que  lleva  su  sanción  con- 
sigo y  no  puede  ser  impunemente  infringida,  cjue  se  adelanta 
al  derecho  escrito  cuando  éste  va  lentamente,  que  lo  re- 
frena cuando  va  muy  fie  carrera,  que  lo  amolda  y  hace 
viable  cuando  su  aplicación  tropieza  con  dificultades. 

Esta  ley  de  todos,  esta  ley  por  excelencia  es  la  que  con 
soberanía  no  disputada  rige  en  las  sociedades  más  atrasadas. 

s^  51.  Una  de  las  prácticas  más  genuinas  de  las  socieda- 
des atrasadas,  donde  todavía  no  se  han  diversificado  ni  las 
funciones  públicas  ni  las  de  la  industria,  es  la  de  celebrar 
asambleas  generales  para  deliberar  y  tomar  determinacio- 
nes sobre  asuntos  de  interés  común.  Hásela  observado  en 
todos  los  países  que  componen  el  mundo  bárbaro,  y  mer- 
ced a  la  historia,  sabemos  cjue  también  floreció  en  todos  los 
pueblos  que  formaron   r\   núcleo  de  la  Antigüedad  clásica. 

Rosales  dice  de  los  araucanos  que  no  vivían  sometidos  a 
una  cabeza  o  jefe  permanente,  sino  a  un  régimen  muy  pare- 
cido a  lo  que  los  políticos  llaman  democracia  o  inijioriiini 
¡xtjiuhin',  porque  para  cualquiera  cosa  de  importancia,  se 
juntaban  todos,  y  en  especial  los  caciques  y  convenían  en  lo 
que  se  había  de  hacer. 
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Testimonios  igualmente  fidedignos  tenemos  de  muchos 
otros  pueblos  bárbaros  de  la  América  iMeridional.  Azara 
atestigua  la  práctica  de  las  asambleas  generales  entre  los 
charrúas,  entre  los  guaraníes,  entre  los  albaias,  entre  los 
payaguas  y  en  otras  tribus  del  Paraguay,  del  Uruguay  y 
del  Río  de  la  Plata;  Boman  las  ha  visto  funcionar  en  Sus- 
ques,  villorrio  de  la  Puna  de  Atacama,  y  Bandelier  nos 
informa  que  también  las  celebran  en  nuestros  días  los  ayma- 
rás del  Titicaca   {a  h). 

La  misma  práctica  ha  sido  observada  en  otros  continen- 
tes y  en  otras  edades.  En  juntas  generales  deliberan  sobre 
asuntos  de  interés  común  los  indígenas  de  Victoria,  los  de 
Nueva  Zelandia,  los  de  las  comarcas  bárbaras  de  la  India. 
En  el  Loango  y  en  toda  la  parte  occidental  y  meridional 
del  continente  africano,  se  sigue  la  misma  práctica  (  ei  i),  y 
según  Besson,  antes  de  la  conquista  de  Argelia  por  los 
franceses,  «  cada  caserío  de  los  kabilas  tenía  vida  propia  y 
autonomía,  ofreciendo  en  pequeño  un  remedo  de  una  se- 
mecracia  porque  la  soberanía  estaba  radicada  en  la  asam- 
blea general  de  los  ciudadanos  ».  Es  la  que  los  cronistas  de 
la  conquista  de  América  llamaban   behetrm  (aj). 


iali)     Rosales,  Historia  de  Chile,    t.  I,  lib.  I,  cap.  XXXII. 

Según  Molina,  las  asambleas  generales  se  llamaban  en  la  lengua  arau- 
cana Butacoyag  o  Aucacoyag,  esto  es,  el  Gran  Consejo,  o  el  Conse- 
jo de  los  Araucanos.  Molina,  Compendio  de  la  Historia  Civil  del 
Reino  de  Chile,  pág.    62. 

Olivares  trae  en  su  Historia  de  Chile  ( lib.  I.  cap.  XXIV )  una  rela- 
ción de  la  manera  como  se  celebraban  los  llamados  Parlamentos  araucanos. 

Azara,  Descripción  e  Historia  del  Paraguay  y  del  Bín  de  la  Plata, 
t.  1,  cap.  X,  §  20,  54,  99,  III,   etc. 

Boman,  Les  Antiquités  de  la  Región  Andine,  t.  II,  pag.  433. 

Bandelier.  Las  Islas  de  Titicaca  y  Koati.  t.  I,  págs.  181  y   193. 

(ai)     Hartmann,  Les  Peuples  de  l'Afrique,  pag.  209  et  210. 

(  aj)  Besson,  Bulletin  de  la  Société  de  Législation  Comparée 
de   1894.  pag.   280. 

En  este  sentido  usaba  la  palabra  Pedro  de  Valdivia  cuando  decía  que 
Chile  era  tierra  de  behetrías.  Medina,  Los  Aborígenes  de  Chile,  cap.  VII,^ 
pág.   115. 

De  la  información    levantada    por  el   virrey    don    Francisco  de  Toledo- 
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Así    mismo,    en  la    antigua    Islandia    vemos    funcionar  la 
asamblea  general  desde  el  siglo  IX,  cuando  fué   colonizada 


entre  1570  y  1572  sobre  la  fundación  del  Imperio  Incásico,  resulta  que 
«  hasta  Topainga  Yupangui,  que  tuvo  y  sujetó  tiránicamente  estos  reinos, 
los  dichos  naturales  no  tenían  ni  tuvieron  ningún  señor  ni  cacique  que 
los  mandase  ni  gobernase  en  tiempo  de  paz  ni  a  quien  tuviesen  ninguna 
sujeción,  y  eran  como  behetrías,  sin  que  hubiese  entrellos  ningún  géne- 
ro de  gobierno».     Medina,  La  Imprenta  en  Lima,  t.  I,  pág.   178. 

Con  relación  a  la  Tierra  Firme,  dice  Herrera  que  o  la  primera  provin- 
cia desde  Acia  acia  el  Hueste  es  Comagre  » ;  que  « los  castellanos  llama- 
ron Cueva  toda  la  Tierra  hasta  la  provincia  de  Perúquete  »,  y  que  a  otra 
provincia  comarcana  «  dixeron  las  behetrías,  por  no  haver  en  ella  nin- 
gún señor  I.  Herrera.  Historia  de  las  Indias  Occidentales.  Década  II. 
lib.  III,  cap.  V. 

Respecto  del  Perú,  dice  Sarmiento  de  Gamboa,  que  t  desde  el  diluvio 
general...  hasta  al  tiempo  que  empezaron  los  ingas,  que  fueron  3519 
años,  todos  los  naturales  destos  reinos  vivieron  en  behetrías  sin  reconos- 
cer  señor  natural  ni  elegido,  procurando  conservarse  en  una  simple  liber- 
tad».    Sarmiento  de  Gamboa,   (Jeschiehte  des  Inkareiches.  pag.   29. 

«  Hay  conjeturas  muy  claras  que  por  gran  tiempo  no  tuvieron  estos 
híjmbres  (los  primitivos  indígenas  del  Perú)  reyes  ni  rejjública  concer- 
tada sino  que  vivían  por  behetrías  como  ahora  los  Floridos,  los  chirigua- 
nos y  los  Brasiles.  .  .  Primeramente  en  el  tiempo  antiguo  en  el  Perú  no 
había  reino  ni  señor  a  quien  todos  obedeciesen,  mas  eran  behetrías  y 
comunidades  ».  José  de  .Acosta,  Historia  Xatural  y  Moral  de  las  In- 
dias, lib.  I,  cap.  XXV,  y  lib.  VI,  cap.  XIX.  citado  por  Riva  .Agüero.  Ln 
Historia  en  el  Perú.  pág.  65. 

Según  Garcilaso  de  la  Vega.  Huayna  Capac  envió  a  los  naturales  de 
Manta  « los  requirimientos  acostumbrados  que  se  a|)ercibiesen  para  la 
guerra,  o  se  rindiesen  a  su  Imperio».  De  antemano,  en  previsión  déla 
guerra,  ellos  habían  tratado  de  organizar  con  las  naciones  circunvecinas 
la  defensa  común:  pero  «no  habían  podido  reducirlos  a  unión  y  confor- 
midad porque  las  más  eran  behetrías  sin  ley  ni  govierno;  por  lo  cual 
los  unos  y  los  otros  se  rindieron».  Garcilaso  de  la  Vega.  Comentarios 
Reales  de  his  Incas,  lib.  IX,  cap.  VIH.  pág.  312. 

Con  el  mismo  sentido  usa  Cobo  la  voz  behetría.  •  A  tres  órdenes  o 
clases,  dice.  |)odemos  reducir  estas  gentes  (  las  de  toda  América  ).  toman- 
do por  razón  constitutiva  de  cada  clase  la  manera  de  gobierno  y  rejiú- 
blica  que  guardan  entre  si:  en  la  primera  clase  pongo  aquellos  que  pasan 
la  vida  en  behetrías,  sin  pueblos,  reyes  ni  señores:  estos  son  los  más 
rudos  y  salvajes  de  todos  ».  Cobo,  Historia  del  Suevo  Mundo,  t.  III, 
lib.  XI.  cap.  X,   i)ág.   53. 

Acosta  observa  que  •  cosa  es  averiguada  que  en  lo  que  muestran   más 
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por  los  noruegos,  hasta  el  siglo  XIII,  en  que  fué  por  ellos 
mismos  conquistada  (ak). 

La  misma  práctica  siguieron  los  godos,  particularmente 
antes  de  su  establecimiento  en  el  Imperio  Romano.  Un  cro- 
nista citado  por  Blaramberg,  recuerda  una  reunión  general 
celebrada  por  ellos  con  motivo  de  un  hambre  que  les 
asolaba.  Para  proporcionar  la  cuantía  de  los  alimentos  al 
niimero  de  los  individuos,  se  propuso  muy  seriamente  ma- 
tar a  los  viejos,  a  los  niños,  y,  en  general,  a  cuantos  no 
estuviesen  en  estado  de  cargar  armas,  y  después  de  alguna 
deliberación,  se  pretirió  disponer  que  un  tercio  de  la  po- 
blación se  segregara  de  la  parte  restante  y  saliera  a  bus- 
carse la  vida   (  a  7). 

A  pesar  de  su  habitual  concisión.  Tácito  nos  ha  dejado 
muchas  y  muy  interesantes  noticias   sobre  las   asambleas  ge- 


los  bárbaros  su  barbarismo  es  en  el  gobierno  y  modo  de  mandar.  .  .  Por 
esto,  agrega,  muchas  naciones  y  gentes  de  indios  no  sufren  reyes  ni  se- 
ñores absolutos,  sino  viven  en  behetría:  y  solamente  para  ciertas  cosas, 
mayormente  de  guerra,  crean  capitanes  y  príncipes,  a  los  cuales  durante 
aquel  ministerio  obedecen  ».  Acosta,  Historia  Xatural  y  Moral  de  las 
Indias,  t.  II,  lib.  VI,  cap.  XI,  pág.   III.  y  cap.  XIX,  pág.   126. 

Como  quiera  que  antes  de  la  conquista  de  América  no  podía  haber  en  los 
reinos  españoles  población  alguna  sin  gobierno,  la  voz  behetría  se  usaba 
en  el  derecho  político  con  un  sentido  algo  diferente  dándose  este  nombre 
al  pueblo  que  tenía  el  privilegio  de  elegir  el  jefe  que  le  rigiera.  Behetría, 
dice  la  ley  3,  tít.  XXV,  Partida  IV,  « tanto  quiere  decir  como  heredamiento 
que  es  suyo  quito  de  aquel  que  vive  en  él  e  puede  recibir  por  señor 
a  quien  quisiere  que  mejor  le  faga».  Behetría  de  parientes  era  aquella 
que  no  podía  elegir  por  jefe  sino  un  consanguíneo.  Behetría  de  mar  a 
mar,  era  la  que  podía  elegir  a  cualquiera  persona,  aun  a  cualquier  extraño. 

Los  cronistas  de  la  conquista  de  América,  evidentemente  llamaron  be- 
hetría a  la  población  autónoma  que  se  gobernaba  a  sí  misma.  Cuando 
Cieza  de  León  dice  que  «todos  los  indios  sujetos  a  la  gobernación  de 
Popayan  han  sido  siempre  y  lo  son  behetrías».  (Crónica  del  Perú,  capí- 
tulo XIII,  pág.  366),  lo  que  quiere  significar  es  que  vivían  sin  jefe  ni 
señor. 

(a  k)     Dareste,  Études  d'Histoire  da  Droit.  pag.  342. 

{al)  Blaramberg,  Les  Institutions  et  les  Lois  de  la  Roumanie, 
pag.  37. 
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nerales  de  los  germanos  (a  7/);  y  D'Arbois  de  Jubainville 
nos  habla  extensamente  de  las  celebradas  por  los  celtas  de 
Irlanda  (a  ni). 

Respecto  de  la  Antigüedad  clásica,  Mommsen  acredita 
que  los  comicios  del  pueblo  romano  se  celebraban  ya  en 
los  tiempos  de  la  monarquía  y  eran  tan  antiguos  como  la 
misma  Roma  (un);  y  cuando  Aristóteles  lial)la  de  las  de- 
mocracias griegas,  desconocido  como  era  el  régimen  repre- 
sentativo, supone  siempre  que  la  legislatura,  la  justicia  y 
la  designación  de  los  gobernantes  eran  prerrogativas  de  los 
pueblos.  La  reunión  que  en  Atenas  se  llamaba  /o-/e.S7« 
(  l^kklosiii  I  no  era  otra  cosa  que  la  asamblea  general  del 
pueblo  {u  íi ). 

Con  referencia  a  las  juntas  generales  de  los  anglo-sajones, 
conocidas  bajo  el  nombre  de  WifcnHíii'WOt.  Gneist  obser- 
va que  ni  en  su  composición  personal  ni  en  su  historia  se 
encuentra  indicio  alguno  de  representación  ni  de  elecciones, 
como  que  todos  los  concurrentes  asistían  por  derecho  pro- 
pio, ninguno  a  nombre  ni  por  mandato  ajeno.  Tan  pro- 
fundamente incompatible  era  aquel  sistema  con  el  régimen 
representativo  que  como  la  cosa  más  natural  del  mundo, 
un  rey  llamado  Athelstane  dispuso  que  ninguno  pudiera 
asistir  a  la  asamblea  sino  por  derecho  propio  (  n  o  i.    En  los 


I  n  11  )      Tácito,   (icriDHnia.  cap.  XI. 

Martínez  Marina,  Teoría  de  las  Cortes,  t.  I.  Primera  Parte,  cap.  I. 
páff.   4. 

{  a  m  )  D'Arbois  de  Jubainville,  ¡Utudes  sur  le  Drnit  ci'ltituir.  t.  I. 
2<'me  partie.  chap.    I,  i;  4,  pag^.  320. 

(  a /j  )     Mommsen.   Le  Droil  I'iiblic  Roiunin.  t.  VI',  ¡lap.  348. 

(añ)     Aristóteles.  La  Poliiique.  liv.  VII,  chap.  III.    §  3. 
Perrot,    ¡\l  fhrerho  Fúhlico  dr  Atrnas.  pájfs.   43  v    195. 

{a  o)  Guizot,  ¡íisttiire  du  ( '(n¡\  rmeinent  liepresentatif.  t.  I,  le- 
9^on  IV<^">e  pajj.  69. 

Gneist.  Ln  Constitutinn  Conmniinlr  dr  I' Aiifíleterre.  t.  I.  paff.  77. 

Glasson,  lüstoire  du  íirnii  et  des  Itistitutinns  de  1' An^íleterre,  t.  I, 
chap.   III.    pag.    40  et    42,      •  On  les  designaii     lies   assamblées)    sous  le 
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mismos  principios  se  funda  en  todas  partes  del. mundo  la 
organización  de  todas  las  asambleas  generales  de  origen 
espontáneo. 

Al  hablar  de  los  parlamentos  araucanos,  Rosales  advier- 
te a  los  gobernadores  de  Chile  que  para  garantizar  sus  con- 
venios con  los  indígenas,  deben  cuidar  de  «  no  comunicarlo 
solo  con  una  o  dos  provincias  o  con  sus  caciques,  sino,  tam- 
bién, con  los  demás  de  las  otras  porque  no  dan  otra  ex- 
cusa para  contradecir  cualquiera  determinación  si  no  es: 
«no  me  llamaron,  no  hicieron  caso  de  mi;  pues  si  los  de- 
más dieron  la  paz  o  determinaron  algo,  que  lo  cumplan 
ellos,  que  yo  no  quiero  «    {  a  p  ). 

En  todos  aquellos  pueblos  que  por  causa  de  su  atraso 
no  se  han  elevado  todavía  a  la  compleja  noción  de  la  per- 
sonalidad del  Estado,  el  principio  que  va  envuelto  eu  las 
palabras  del  araucano,  cual  es,  que  en  aquello  que  a  cada 
uno  interesa,  solo  él  es  competente  para  estipular,  resolver 
y  contraer  obligaciones,  constituye  el  origen  y  el  funda- 
mento jurídico  de  las  asambleas  generales.  vSea  porque 
todavía  no  hay  gobierno,  sea  porque  a  los  principios  no 
se  le  reconoce  la  facultad  de  asumir  la  representación  de 
todos,  la  asistencia  personal  es,  en  tales  condiciones,  más 
que  un  derecho,  una  necesidad.  Con  mucha  sagacidad 
observó  Guizot  que  los  francos  celebraban  sus  asambleas 
generales,  no  en  virtud  del  principio  de  la  soberanía  del 
pueblo,  sino  en  ejercicio  del  derecho  de  cada  hombre 
libre  a  disponer  de  sí  por  sí  mismo   (a  q  ). 

Este  mismo  principio  nos  explica  la  asistencia  de  las  mu- 
jeres a  las  asambleas  de  algunos  pueblos.  Por  de  contado, 
debemos  presumir  que    la  entrada    no    ha  de    estar   franca 


nom  (dice  Glasson )  de  ^Vitenagemot.  du  mot  gemot.  qui  vient  de 
Metan,  motian,  se  reunir  (en  anglais  to  nieet)  ou  de  gemetan.  se 
retrouver  ». 

(ap)     Rosales,  Historia  de  Chile,  t.  I,  lib.  I,  cap.  XXXII. 

(aq)     Guizot,  Histoire   da    Gouveniement    Répresentatif.  t.   I,    le- 
9on  XXe,  pag.  213. 


328  CAPÍTULO    QUINTO,    §    51 

para  ellas  en  aquellos  pueblos  más  belicosos  que  por  obra 
del  estado  permanente  de  guerra,  se  han  habituado  a  un  ré- 
gimen, cual  es  el  militar,  de  carácter  acentuadamente  mas- 
culino con  la  inevitable  consecuencia  del  avasallamiento  de 
la  mujer.  Pero  nada  se  opone  a  la  asistencia  personal  de 
las  mujeres,  a  lo  menos  en  calidad  de  comparsas,  ni  en  los 
pueblos  de  índole  pacífica  ni  en  aquellos  donde  todavía  no 
han  sido  ellas  muy  esclavizadas.  En  ciertas  comarcas  de 
Australia,  Delessert  tuvo  ocasión  de  observar  que  las  mu- 
jeres ancianas  concurrían  a  las  juntas  generales  (í(/');  y 
segiín  Engels,  a  las  asambleas  generales 'de  los  iroqueses, 
en  Norte  América,  asiste  la  gens  en  masa,  esto  es,  hombres 
y  mujeres,  ancianos  y  niños  (as). 

Base  que  el  funcionamiento  de  las  asambleas  generales 
supone  con  carácter  de  inomisible  es  el  principio  jurídico  que 
reduce  cada  Estado  a  una  sola  ciudad,  y  que  permite  a  la 
población  entera  congregarse  expeditamente  cada  y  cuando 
el  interés  común  lo  requiere.  vSi  ellas  florecieron  en  la 
Antigüedad  clásica,  particularmente  en  Roma  bajo  el  nom- 
bre de  comicios,  es  cabalmente  porque  los  Estados  antiguos 
jamás  se  estimaron  agrandados  por  la  conquista,  y  cuando 
las  armas  de  algunos  de  ellos  dominaban  todo  el  mundo 
conocido,  se  seguía  creyendo  que  sus  límites  primitivos  o 
municipales  permanecían  fijos. 

En  los  grados  inferiores  del  desenvolvimiento  social,  du- 
rante la  vida  nómade,  el  estado  de  agrupación  en  que  los 
salvajes  se  mantienen  por  vía  de  ayuda  y  defensa  mutua 
constituye  de  suyo  una  asamblea  permanente;  y  sin  nece- 
sidad de  convocatorias,  todos  se  encuentran  en  toda  oca- 
sión reunidos  para  adoptar  resoluciones  de  interés  común. 
En  los  grados  subsiguientes,  la  adopción  de  la  agricultura 
pro[)ende  sin  duda  a  dispersarlos  a  la  larga;  pero  de  pronto 
el  carácter  colectivo  que  entonces  predomina  en  la  pro- 
piedad  les  mantiene    unidos  en   las  labores    de  la  explota- 


(/!/•>     Delessert.    \'oyfige  (¡nns  les  deux  f tréans.    pap.   143. 

( /i  .s- )     Kngcls,   Uri^rn  (iv  1h  ¡•"arniliH,  cap.   III,  págs.   \5t>  y   157. 
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ción  común  y  les  afianza  en  la  práctica  de  congregarse  con 
más  o  menos  frecuencia  (at). 

Bajo  la  inspiración  de  la  doctrina  clásica  de  Montes- 
quieu,  algunos  publicistas  contemporáneos  se  han  imaginado 
ver  establecida  en  Grecia  y  en  Roma  la  separación  de  Po- 
deres, asignando  a  las  asambleas  generales  de  aquellos 
Estados  la  prerrogativa  de  legislar.  La  verdad  es,  sin  em- 
bargo, que  en  los  grados  inferiores  y  medios  del  desarrollo 
político,  ellas  tienen  promiscuamente  a  su  cargo  todas  las 
funciones  públicas  y  que  por  causa  del  respeto  supersticioso 
que  los  pueblos  atrasados  tributan  al  derecho  consuetudi- 
nario, lo  que  menos  hacen  es  legislar.  De  los  inciertos 
datos  que  la  tradición  y  la  historia  nos  suministran  sobre 
los  orígenes  de  los  códigos  más  antiguos,  se  infiere  un  he- 
cho positivo,  cual  es  que  los  pueblos  helénicos  y  romano 
tuvieron  que  luchar  durante  largos  siglos  antes  de  conse- 
guir que  se  dictaran  verdaderas  leyes,  y  que  las  primeras 
no  fueron  dictadas  por  las  asambleas  generales  sino  por 
dictadores  armados  ex-professo  de  la  potestad  legislativa. 
A  la  verdad,  la  asamblea  general  no  es  originariamente  un 
órgano  instituido  para  desempeñar  una  función  especial: 
identificada  como  nace  con  la  sociedad  entera,  es  un  orga- 
nismo completo,  apto  para  desempañar  todas  las  funciones 
de  interés  social. 

El  régimen  de  las  asambleas  generales,  que  por  el  hecho 
de  confundir  el  Estado  con  la  sociedad  es  anterior  a  todo 
proceso  de  diferenciación  orgánica,  no  se  puede  estimar 
como  un  régimen  ideal  del  porvenir  según  lo  predican  al- 
gunos demócratas,  sino  como  un  régimen  primitivo,  propio 
de  los  grados  inferiores  del  desarrollo  político. 

§  52.  ¿Cuál  es  la  necesidad  o  causa  social  que  da  origen 
a  las  asambleas  generales?  En  el  sentir  de  íSpencer,  estas 
instituciones   tienen    a  los    principios    carácter   militar    más 


(ai)  <' Les  chefs  de  famille,  réunis  en  assemblée  sous  la  présidence 
du  starosta  ou  maire  qu'iis  ont  élu,  discutent  et  reglent  directement  les 
aÉfaires  communales »,  dice  Laveleye  del  mir  de  Rusia,  Les  formes  pri- 
mitives  de  la  Propriété,  chap.  II,  pag.  II. 
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bien  que  político,  y  son  en  sus  orígenes  simples  consejos 
de  guerra.  Kn  confirmación  de  esta  hipótesis,  se  pueden 
citar  innumerables  hechos  (nu). 

En  Roma,  donde  el  rey  desempeñaba  ante  todo  las  fun- 
ciones de  general  y  los  senadores  las  de  meros  jefes  mili- 
tares, se  daba  a  los  ciudadanos  reunidos  en  comicios  el  ape- 
lativo de  ryí;;nVf'.s-,  que  (¡uiere  decir  jiortu-lan/iis,  porcjue 
f)riniitivamente  asistían  a  las  asambleas  como  guerreros 
a[)arejaclos  con  esta  arma.  Entre  los  antiguos  germanos, 
la  asamblea  no  era  en  realidad  más  tjue  la  nación  arma- 
da ( a  i' ) ;  y  después  de  su  establecimiento  en  el  Imperio  Ro- 
mano, los  godos,  los  burgundas  y  los  francos  conservaron, 
dice  Thierry,  la  costumbre  de  celebrar  asambleas  a  donde 
los  reyes  y  los  guerreros  de  raza  germánica  asistían  arma- 
dos. Sidonius  ApoUinaris  nos  ha  trasmitido  algunos  por- 
■  menores  relativos  a  una  de  estas  reuniones,  a  la  cual  llega- 
ron los  conquistadores  con  la  espada  al  cinto.  Así  mismo, 
continúa  el  historiador,  las  asambleas  celebradas  por  Clo- 
doveo  y  sus  sucesores  eran  simples  consejos  de  la  raza 
conquistadora  y  de  la  población  militar,  por  manera,  ob- 
serva Fustel  {le  Coulanges,  que  en  el  lenguaje  de  aquella 
época  eran  sinónimas  y  se  usaban  promiscuamente  las  pala- 
bras ('xcrcitns  y  j}Oj)iilus   (ha). 

Hechos  análogos  encontramos  en  pueblos  muy  diferen- 
tes. La  dieta  de  los  tártaros  se  componía,  según  (iibbon, 
de  los  jefes  de  tribu  acompañados  por  numerosos  séquitos 
de  guerreros,  y  era  el  pueblo  armado  el  que  deliberaba 
cuando  el  monarca  quería  oír  consejo  («  í').  Así  mismo, 
a  las  asambleas   generales   de   los    primitivos    polacos  sólo 


(  n  u  )  Spencer,  I'rinripes  de  Sociolo^ic,  t.  III.  f5  401. 

(  íí  \-  )  Tácito,   (ifi-manin.  XIII. 

(  fl  .V  I  Thierry,  Lvtti'fs  sur  riüstnirr  «U'  Francc.  XXV.  pag.  421. 

Fuste!  de  Coulanges,  La  Mntiarchir  fraiH/Uf.  chap.  III.  pafj.  tu. 

Rs    de  advertir   que  Fustel    de    Couianjíes    niega   que  en    la    monarquía 
franca  se   celebrasen   asambleas  generales  de   carácter  nacional. 

(ny)  Ciibbon.    I>écarlonc('  df  ¡'ICmpirr  limuniít,  i.  I,  pap.  '>I5. 
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concurrían  los  que  cargaban  armas;  y  en  Hungría,  hasta 
principios  del  siglo  XVI,  los  señores  se  reunían  a  imitación 
de  sus  antepasados  en  un  campo  abierto  armados  como  para 
entrar  en  batalla  (ha).  Por  último,  entre  los  araucanos, 
la  asamblea  general  se  llama  Auca-cagiiin,  que  según  Mar- 
tínez de  Bernavé,  vale   tanto  como  junta  de  alzarse  ( b  c ). 

Los  hechos  enunciados,  que  fácilmente  se  podrían  multipli- 
car, parecen  confirmar  la  hipótesis  que  atribuye  origen  mi- 
litar a  la  institución  de  las  asambleas  generales.  Pero  otros, 
no  menos  numerosos,  la  desautorizan  por  completo. 
'  Cuando  se  estudia  el  carácter  colectivo  de  la  propiedad 
primitiva,  se  encuentra  que  las  asambleas  generales  se  com- 
ponen, no  propiamente  de  guerreros,  sino  de  condóminos. 
Si  todos  ellos  asisten  armados,  no  es  porque  vengan  a  un 
consejo  de  guerra;  es  porque  las  armas  son  las  insignias  de 
los  ciudadanos.  Allí  donde  la  asamblea  comprende  la  po- 
blación entera,  los  guerreros  armados  se  codean  con  an- 
cianos y  mujeres  inermes. 

Cuando  se  dice  que  las  asambleas  generales  no  son  en 
sus  orígenes  sino  meros  consejos  de  guerra,  implícitamente 
se  afirma  que  en  ellas  solo  se  trata  de  asuntos  militares. 
Pero  los  testimonios  más  fidedignos  no  confirman  estos 
asertos.  Cuantos  han  leído  la  historia  romana  saben  que  si 
los  comicios  por  centurias  tenían  carácter  militar,  los  comi- 
cios por  curias  solo  deliberaban  sobre  asuntos  jurídicos  y 
políticos  (J)d).  Así  mismo,  en  las  asambleas  generales  de 
los  germanos  se  trataba,  según  Tácito,  no  solo  de  la  paz  y 
de  la  guerra,  sino  también  de  legislación,  de  elecciones,  de 
emancipaciones,  de  matrimonios,  etc.,  etc.  (  h  e)\  y  en  las  de 
los  merovingios,  según  Schulte,  de  las  cosas  del  ejército,  de 
la  aceptación  de  presentes,   de  la  publicación  de   leyes,  de 


{b  a)  Dareste,  Études  d'Histoire  du  Droit.  pag.  249. 

{he}  Martínez  de  Bernavé,  La  Verdad  en  Cainpañíi,  LXXVII. 

(bd)  Mommsen,  Le  Droit  Public  Romain.  t.  VP,  pag.  348. 

(be)  Tácito,  Germania,  XI. 
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la  recepción  de  embajadores,  de  la  audición  de  informes, 
de  los  enviados  reales,  de  la  justicia,  etc.,  etc.   (bt). 

A  su  turno  nos  informa  Cineist  que  en  las  asambleas 
generales  de  los  anglo-sajones,  llamadas  W'itaiiiíseniot,  se 
trataba  no  solo  de  la  guerra,  del  ejército  y  de  la  defensa  del 
reino,  sino  también  de  las  instituciones  civiles,  políticas, 
judiciales  y  eclesiásticas;  de  ordenanzas  de  policía;  de  la 
conservación  de  los  caminos  y  de  los  puentes;  de  amone- 
dación y  de  impuestos;  de  los  abusos  de  los  funcionarios, 
de  las  querellas  de  los  grandes  y  de  los  prelados,  de  soli- 
citudes  particulares,  etc.,  etc.   (  h  <j;). 

Por  último,  Ü'Arbois  de  Jubainville  describe  en  estilo 
animado  la  compleja  actividad  de  estas  asambleas  en  la 
Irlanda  céltica.  Las  grandes  asambleas  públicas,  que  to- 
maban el  nombre  de  (^oniihuil  cuando  se  reunían  para 
hacer  leyes  y  tratados,  tenían,  dice,  en  la  vida  de  los 
celtas  irlandeses  una  importancia  cjue  no  se  puede  exage- 
rar. Todas  las  necesidades  y  todas  las  pasiones  de  los 
hombres  encontraban  satisfacción  en  estas  reuniones.  Para  la 
piedad  había  en  ellas  ceremonias  religiosas;  para  los  liti- 
gantes, abogados  y  jueces,  y  para  los  amantes  de  la  música, 
cantores  y  tañedores.  Aquellos  que  tenían  afición  a  la 
literatura  y  a  la  historia,  encontraban  poetas  que  recitaban 
versos  nuevos,  sabios  que  recordaban  las  antiguas  compo- 
siciones épicas,  las  nóminas  de  los  reyes,  las  geneologías  de 
las  familias  [írincipales.  Las  mujeres  vers.ítiles  (\(th\m's), 
reclutaban  nuevos  maridos  y  los  reyes,  soldados.  Los  co- 
merciantes ganaban  dinero;  los  políticos  deliberaban  gra- 
vemente sobre  los  más  altos  intereses  nacionales;  y  la 
juventud  alegre  tenía  allí  entretenimientos  propios  de  la 
edad   (  /)  //  ). 

(/</■)  Schultf,  llistíiirr  lili  ¡frnil  et  drs  Inatitiitions  <¡i-  lAlh- 
ntagnf.  §  46. 

[hg)  Gneist,  Constitiition  Coniiminalo  ilc  l'Anfxh'tem:  t,  I.  pa- 
j^e   75   et   «I. 

ibh)  D'Arbois  de  Jubainvillf.  ¡"¡tildes  -m-  '-  T'r'./r  Crlíiijur.  t.  I. 
pag.  320. 
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En  cuanto  al  personal  de  las  asambleas  generales,  no 
siempre  se  compone  exclusivamente  de  guerreros.  Ya  he- 
mos visto  que  en  algunas  tribus  de  Australia  y  de  Norte 
América,  asisten  también  a  las  reuniones  plenarias  los  an- 
cianos inválidos,  los  niños  y  las  mujeres;  y  algunos  de  nues- 
tros cronistas  coloniales  atestiguan,  así  mismo,  la  asistencia 
de  mujeres  y  niños  en  los  parlamentos  celebrados  por  los 
araucanos. 

En  otras  partes,  los  guerreros  son  excluidos  de  las  asam- 
bleas generales.  En  las  comunidades  más  orrandes  de  los 
slavos  meridionales,  solo  concurren  a  las  asambleas  genera- 
les los  padres  de  familia  llegados  ala  edad  madura  (hi); 
y  entre  los  hotentotes  del  África  Meridional,  así  como  entre 
los  gopas  de  Bengala,  el  jefe  de  cada  tribu  es  asistido  por 
un  consejo  de  ancianos  (  hj  ).  Práctica  parecida  se  sigue 
hasta  nuestros  días  por  los  chiriguanos  de  Bolivia  (67);  y 
según  Sumner  Maine,  en  ciertos  caseríos  de  la  India,  sólo 
los  ancianos  tienen  derecho  de  asistir  a  las  asambleas  ge- 
nerales (  I)  m). 

Pues  bien,  de  estos  hechos,  aunados  con  los  que  cita 
Spencer,  se  infiere  la  verdadera  teoría  de  las  asambleas 
generales.  Ellas  no  son  meros  consejos  de  guerra;  tam- 
poco son  simples  sesiones  de  comuneros.  En  sus  orígenes 
ellas  se  reúnen  o  funcionan  cada  y  cuando  hay  que  delibe- 
rar sobre  asuntos  de  interés  común,  sin  distinguir  los  de 
derecho  público  y  los  de  derecho  privado,  ni  los  de  ca- 
rácter civil  y  de  carácter  militar,  ni  los  jurídicos,  de  los 
políticos,  de  los  morales,  de  los  económicos  o  de  los  higié- 
nicos. • 

Que  de  ordinario  la  atención  de  estas  asambleas  aparece 
principalmente  embargada  por  los  asuntos   militares  es  mu- 


{  b  i  )     Sumner    Maine,    L' Anden    Droit   et   la    Coutume    Primitive, 
chap.   VIH.  pag.   330. 

(  hj  )     Letourneau,  De  la  Propriété.  pag.   102  et  133. 

(hl)     Niño,  Etnografía  Chiriguana,  cap.  V,  pág.   161. 

(  b  m)  Sumner  Maine,  Études  sui^  THistoire  du  Droit,  pag.   163. 
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cha  verdad,  y  el  estado  permanente  de  recíproca  hostilidad 
en  que  las  tribus  salvajes  viven  explica  tan  absorbente 
preocupación.  Pero  las  mismas  asambleas  tienen  que  tra- 
tar también  de  todos  los  asuntos  que  interesen  a  la  pobla- 
ción en  general  porque  todavía  no  se  han  formado  órganos 
especiales  que  las  reemplacen  en  el  desempeño  de  algunas 
funciones. 

Si  las  asambleas  generales  fuesen  simples  consejos  de  gue- 
rra, ellas  no  existirían  en  los  pueblos  pacíficos  o  suspen- 
derían sus  funciones  en  los  tiempos  de  paz.  Xo  ocurre  ni 
lo  uno  ni  lo  otro :  las  asambleas  compuestas  de  ciudadanos  ar- 
mados funcionan  en  tiempo  tle  paz  y  tratan  de  asuntos  que 
no  tienen  carácter  militar;  y  pueblos  esencialmente  pacífi- 
cos, como  algunos  de  la  India,  las  celebran  cada  vez  que 
necesitan   deliberar  sobre  asuntos   de    interés   común   (  h  n  ). 

§  55.  Con  intermitencias  más  o  menos  prolongadas,  las 
asambleas  de  los  tiempos  prehistóricos  se  han  perpetuado 
en  los  pueblos  civilizados  hasta  nuestros  propios  días,  si 
bien  no  han  alcanzado  tan  pasmosa  longevidad  sino  su- 
friendo desmedros  y  modificaciones  que  las  han  transfor- 
mado en  su  estructura  hasta  quedar  reducidas  casi  exclusi- 
vamente al  papel  de  órganos  legislativos  locales.  Determinar 
las  causas  sociales  de  estas  trasformaciones  es  poner  de  ma- 
nifiesto el  proceso  de  diferenciación  orgíinica  que  ch'i  origen 
a  los  cuerpos  representativos,  llámense  ellos  Congresos, 
parlamentos,  cortes,  dietas,  cabildos,  municipalidades  o 
como   se  quiera. 

Mientras  el  Estado  permanece  estrechado  entre  los  lími- 
tes elementales  de  un  solo  municipio,  no  hay  ^^'\  puede  ha- 
ber más  de  una  asamblea  general,  la  cual  comprende  a 
todos  los  hombres  válidos,  que  prácticamente  se  distinguen 
por  su  aptitud  para  cargar  armas.  Pero  cuando  por  obra 
de  la  coníjuista  o  de  las  alianzas  nace  el  listado  compuesto, 
espontáneamente  queda  constituido  un  sistema  de  dos  o 
más  asambleas  generales,  de  las  cuales   una   es  de   carácter 


(  l>  t¡)     Suniner  Maine,  ¡^tudes  sur  J'Uistdiro  dii  Droit,  pag.  Ift3  et  I^f>. 
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nacional  porque  ejerce  las  funciones  legislativas  en  todo  el 
Estado,  y  las  demás  son  de  carácter  local  porque  solo  pue- 
den ejercerlas  en  sus  respectivos  municipios. 

Originariamente,  por  tanto^  las  asambleas  locales,  a  se- 
mejanza de  las  asambleas  nacionales,  no  son  instituciones 
políticas  creadas  por  el  legislador;  son  instituciones  socia- 
les, creadas  por  las  respectivas  sociedades  y  con  las  cuales 
se  confunden.  Sin  excepción  alguna,  siempre  que  nos  es 
dable  conocer  sus  orígenes,  encontramos  que  ellas  provie- 
nen del  sometimiento  de  varias  tribus  o  Estados  munici- 
pales a  la  soberanía  o  a  la  hegemonía  de  uno  solo; 
sometimiento  que  virtualmente  convierte  las  asambleas 
generales  de  los  pueblos  vencidos  en  asambleas  locales,  y 
la  asamblea  general  del  pueblo  vencedor,  en  asamblea 
nacional. 

Así  se  formaron  estas  instituciones  en  todos  los  Estados 
que  se  desgajaron  del  Imperio  Romano   (  h  ñ  ). 

Respetuosos  del  estatuto  personal,  los  romanos  dejaban 
subsistentes  las  instituciones  de  los  pueblos  vencidos,  y  no 
los  sometían  sino  en  tanto  cuanto  les  era  indispensable 
para  mantenerlos  subyugados  y  explotarlos  a  perpetui- 
dad (ho). 

Cuando  la  conquista  de  Macedonia  (  año  168  antes  de 
J.  C. ),  dividieron  el  país  en  cuatro  regiones  y  le  impusie- 
ron un  tributo  anual,  pero  a  la  vez  declararon  libres  a  los 
macedonios  y  les  dejaron  incólumes  sus  leyes,  sus  instituciones 
y  la  facultad  de  elegir  sus  magistrados  locales  (hp)]  y 
cuando  César  subyugó  las  tribus  célticas,  cada  una  de  las 
cuales  era  regida  por  un  príncipe,  un  senado  y  una  asam- 
blea general,  esta  organización  quedó  subsistente  en  sus 
partes  esenciales  (b  q). 


(  b  ñ  )     Mommsen,  Histoire  Ronmine,  t.  VII,  chap.  XI,  pag.  284. 

(ho)     Guiraud,  Les  Assamblées  provinciales  dans  l'Empire  Ro- 
main,  liv.  I,  chap.   I,   pag.  37. 

(bp)     Marquardt,   Organisation  de  l'Empire  Romain,  t.  II,  pag.  204- 

[bq)     Mommsen,  Histoire  Roniaine,  t.  VI,  chap.  VI,  pag.  275. 
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El  año  45  (antes  de  J.  C.)  se  dictó  una  ley  que  tuvo  por 
objeto  uniformar  el  régimen  municipal  de  todas  la  ciuda- 
des de  Italia;  y  aun  cuando  para  establecer  la  uniformidad 
se  hubo  de  modificar  algunas  constituciones,  en  todas  se 
dejaron  subsistentes  el  senado  y  la  asamblea  popular  que 
existían  desde  antes  de  la  conquista  (  h  /■). 

Así  mismo,  en  las  cartas  municipales  que  en  noinl^rc  del 
pueblo  romano  se  otorgaban  a  las  ciudades  de  fuera  de 
Italia  se  las  devolvía  la  facultad  de  administrarse  y  gober- 
narse a  su  regalada  gana;  facultad  que  implicaba  el  res- 
peto de  las  instituciones  preexistentes  por  parte  de  los  vence- 
dores. Menos  por  liberalismo  que  por  desdén  de  los  pueblos 
vencidos,  Roma  otorgaba  esta  autonomía  aun  a  acjueilos 
Estados  subyugados  que  por  razones  políticas  o  militares,  de- 
jaba bajo  la  mano  de  sus  procónsules  y  gobernadores.  A  con- 
dición de  que  se  mantuvieran  sumisos,  la  pagaran  tributo  y 
contribuyesen  con  los  auxilios  militares  que  les  exigiese,  nada 
la  importaba  que  conservasen  su  consejo,  su  asamblea  popu- 
lar, sus  magistraturas  y  todas  sus  leyes  e  instituciones   (  h  s). 

Esta  organización  parece  haber  resistido  al  ariete  destruc- 
tor de  las  invasiones,  porque  después  del  establecimiento' 
de  los  bárbaros  en  el  Imperio  Rojiiano,  se  ven  funcionar 
en  muchas  ciudades,  dice  Guizot,  el  Senado,  la  curia  y  las 
asambleas  públicas;  y  estas  instituciones,  que  no  fueron 
erigidas  ni  por  los  romanos  ni  por  los  invasores,  eran  las 
mismas  que  habían  florecido  en  siglos  anteriores  de  inde- 
[jendencia   y  soberanía  (  /;  M- 

Lejos  de  proponerse  destruir  las  asambleas  generales,  los 
invasores  que  habían  acostumbrado  celebrarlas  en  sus  países 
originarios,   pusieron  particular  em¡>eño  en   la  obra  de  man- 


{  b  r)     Marquardt,  ob.   cii.,  t.   I.  [lájj.  '>3. 

.    (  h  s)     Marquardt.  ob.  cit.,  t.  I,  pags.   XX,  lOo,  109.  IIO.  20(),  310  ct  311. 

(  li  t  )     Gui/ot.  Histoirf    de    ln    ('i\ilis/if¡f>ii    cu    h'uro¡n:  Vil''    Ic(,-on. 
pag.    198. 

Gui/ot.  líistolrr  fie  la  CiyilisHlinn  r¡¡  I- rniicr.  t.  IV,  pag.  22^. 
Marquardt.   Orfíttiiisntiun  dr  VEnijiirv  líomnin.  t.  I.  pag.  93. 
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tenerlas,  de  restablecerlas  y  de  infundirlas  nueva  vida  en 
todas  aquellas  partes  del  Imperio  donde  quedaron  domi- 
nando (bu). 

Que  las  asambleas  locales  de  los  germanos,  llamadas  en  su 
lengua  máls  (de  mahl,  reunión,  asamblea),  y  placitn  en  latín, 
subsistieron  después  de  las  invasiones  es  punto,  dice  Guizot, 
que  no  se  puede  revocar  en  duda,  porque  los  textos  de 
sus  propias  leyes  lo  atestiguan.  Si  alguno  citado  al  mahl, 
estatuye  la  ley  sálica,  no  concurriere,  será  condenado  a 
pagar  15  solidi  a  menos  que  haya  tenido  impedimento  le- 
gítimo. Que  la  asamblea,  conventus,  (  manda  la  ley  ale- 
mana )  se  celebre  según  la  antigua  costumbre  en  cada  cen- 
turia ante  el  conde  y  su  comisario  y  ante  el  centurión.  Que 
el  placitum  se  celebre  en  todas  las  Kalendas  o  cada  15  días 
si  es  necesario,  dispone  la  ley  de  los  boyares  (b  v). 

Fuera  de  las  Gallas  vemos  repetirse  el  mismo  fenómeno 
político,  cual  es  el  de  la  subsistencia  de  las  asambleas  pú- 
blicas en  los  lugares  poblados.  Según  Laveleye,  en  las 
ciudades  de  Italia  las  asambleas  generales  funcionaron  acti- 
vamente durante  los  siglos  medios  bajo  el  nombre  de  Par- 
lamentos (bx);  y  según  Gneist,  las  asambleas  locales  de 
Inglaterra,  que  más  tarde  se  convirtieron  en  tribunales  de 
condado,  y  que  más  o  menos  modificadas,  subsisten  hasta 
nuestros  días,  fueron  primitivamente  asambleas  deliberan- 
tes de  los  diminutos  reinos  anglo-sajones;  las  cuales,  cuando 
se  unificó  el  Imperio,  quedaron  subsistentes  bajo  la  supre- 
macía de  las  asambleas  generales  llamadas  ^^^itenagemote. 
Así  mismo,  en  el  reino  de  los  Visigodos,  encontramos  las 
asambleas  generales  bajo  el  nombre  de  Conventus  jmblicus 
vicinorum :  y  por  último,  una  ley  dictada  en  el  Concilio  del 
reino  de  León,  hacia  el  año  1120,  dispone  que  todos  los 
vecinos    de    esta   ciudad    «  assí    los    que    moran    dentro    los 


(bu)  Martínez  Marina,   Teoría  délas  Cortes,  t.  I,  pág-.  5. 

i  b  v)  Guizot,  Histoire  de  la  Civilisation  en  France.  t.  III,  pag.  292. 

{bx)  Laveleye,  Le    Gouvernement   dans   la   Démocratie.    t.  II.  li- 

vre  XII,  chap.  V,  pag.  312. 
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muros  como  los  de  fuera  ayam  un  foro  et  uienaan  todos 
primero  uiernes  de  coaresma  al  cabildo  de  Sea.  María  de 
Riegla  »   (hy). 

Entre  los  slavos  del  sur,  las  asambleas  llamadas  Skuj>(- 
chinn  {h  z),  que  se  componen  de  todos  los  miembros  de  las 
respectiv^as  ^e/jífs  y  que  funcionan  autonómicamente  bajo  de 
los  poderes  nacionales,  vienen  también  a  todas  luces  de 
tiempos  muy  lejanos,  anteriores  a  la  formación  del  Estado 
compuesto  en  que  hoy   aparecen  incorporadas. 

l^ormadas  espontáneamente,  sin  intervención  del  legisla- 
dor y  compuestas  de  todos  los  ciudadanos  interesados,  las 
asambleas  locales  ejercen  originariamente  sus  funciones  sin 
más  limitaciones  que  las  establecidas  por  la  soberanía  del 
Estado  en  que  están  incorporadas.  De  hecho  actúan  sobe- 
ranamente en  la  administración  de  los  intereses  locales,  en  la 
elección  de  magistrados,  en  el  arreglo  de  las  relaciones  ju- 
rídicas de  los  vecinos,  en  lo  tocante  a  la  organización  de  la 
propiedad  y  de  la  familia,  al  régimen  hereditario  y  a  la  re- 
presión de  los  delitos,  etc.,  etc. 

Es  difícil,  dice  Guizot,  enumerar  las  atribuciones  y  ocupa- 
ciones de  las  asambleas  (¡ue  se  celebraban  bajo  de  los  mero- 
vingios.  Fuera  de  la  justicia,  eran  asuntos  de  su  incumben- 
cia todos  aquellos  cjue  miraban  al  interés  común  de  la 
circunscripción  territorial;  y  además  en  ellas  sé  perfeccio- 
naban los  contratos  y  ante  ellas  adquirían  la  publicidad  y 
la  autenticidad  que  en  nuestros  días  les  dan  los  nota- 
rios (o  H  ). 

La  misma   ilimitada  competencia  ejercían  en  los  siglos  me- 


( /»  \' )  Cortes  (ir  los  anti^íiios  reinos  (ir  ¡.ron  y  lir  ('fi.stiiln.  t.  I. 
páj^s.    17  y  IX. 

Colmeiro,  Introducción  n  ¡as  ('(^rtrs  de  ios  untif^uos  reinos  dr  Lvón 
y  dr  Castiliñ.   parte  primera.  |)áp.   I IX. 

Cineist,  Constitntion  ('ornnnninlr  dr  i' Anfilrterrr.  t.  I.  pag.   75. 

Hinojosa,    Estudio  sohrr  ¡n    Historia  drl  ¡h-rcclio  Español,  pág.  7. 

ihz)  Sumner  Mainc.  L'Ancirn  I'roil  rt  la  (^oiiltimr  ¡'rirnitixc. 
chap.  VIÍI.  pap.  330. 

(  ca)     Guizot,  ¡listoirr  dr  la  t'iyiUsation  on  Francc.  t.  III.  pag.  293. 


orígenes  de  las  asambleas   deliberantes  339 


dios  las  asambleas  de  condado  en  Inglaterra.  Sin  restric- 
ción alguna  de  carácter  jurídico,  ellas  atendían  a  la  policía 
local  de  seguridad,  a  la  construcción  y  conservación  de  los 
puentes  y  de  los  caminos,  a  la  reparación  de  los  fuertes  y 
de  las  murallas  de  circunvalación  urbana;  convocaban  a 
las  milicias,  resolvían  asuntos  eclesiásticos,  administraban 
justicia,  y  actuaban  a'  la  manera  de  notarios  para  dar  au- 
tenticidad  a  ciertos  actos. 

En  una  palabra,  como  lo  observa  Scháffle,  bajo  el  res- 
pecto fisiológico,  la  asamblea  de  todos  los  vecinos  no  es 
una  institución  de  carácter  especiñco,  que  desempeñe  funcio- 
nes determinadas;  es  una  institución  de  carácter  vniversal, 
que  atendiendo  a  todas  las  necesidades  y  progresos  locales, 
integra  y  desarrolla  la  vida  colectiva  de  la  población  (cb). 

La  autonomía  de  las  asambleas  municipales  llegó  en  los 
siglos  medios  a  tal  extremo  que  uno  de  los  principios  más 
inconcusos  de  la  jurisprudencia  de  aquella  época  fué  que 
la  ley  general  no   puede  prevalecer  contra  la  ley  local. 

De  estos  hechos  se  infiere  que  ora  actúen  independiente- 
mente como  poder  nacional,  ora  actúen  solo  autonómica- 
mente como  poder  municipal;  las  asambleas  generales  son 
siempre  cuerpos  legislativos.  No  pierden  su  carácter  legis- 
lativo las  locales  por  el  hecho  de  que  no  puedan  dictar 
leyes  nacionales,  ni  lo  pierden  las  nacionales  por  el  hecho 
de  que  no  puedan  dictar  leyes  locales.  Son  restricciones 
que  en  los  Estados  compuestos  se  imponen  por  la  super- 
posición o  por  la  yuxtaposición  de  órganos  que  anterior- 
mente han   constituido  sendos  todos    independientes    (ce). 

En  cuanto  a  la  vitalidad  de  estas  instituciones,  ellas  han 
resistido  la  acción  deletérea  de  los  siglos  y  de  los  cambios 
sociales  y  en  algunos  Estados  han  subsistido  más  o  menos 
transformadas  hasta  nuestros  días  (  c  ch  ). 


(cb)     Scháffle,  Struttui-a  e  Vita  del  Corpo  Sociale.  t.  II,  pag.  670. 

ice)     Hinojosa,  Estudios  sobre  la  Historia  del  Derecho  Español, 
pág.  30. 

(c  ch)     Henry  Babeau  es  de  sentir  que  a  consecuencia  de  las    invasio- 
nes y  de  la  organización  feudal,  las  asambleas  generales  locales  desapare- 
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Como  quiera  que  la  propiedad  colectiva  da  interés  a  los 
comuneros  en  las  asambleas  generales,  ellas  han  tenido  vida 
más  intensa  y  perdurable  en  aquellas  poblaciones  donde 
se  han  conservado  desde  los  tiempos  primitivos  egidos  y 
dehesas,  esto  es,  campos,  bosques,  y  en  greneral  bienes  ru- 
rales de  carácter  indivisible  e  inalienable  y  pertenecientes 
al  común  del  pueblo.  Restif  de  la  Bretonne,  dice  Babeau, 
pinta  de  visu  lo  que  a  fines  del  reinado  de  Luis  X\'  era 
la  vida  comunal  de  su  aldea,  en  los  siguientes  términos: 
«  La  pequeña  parroquia  de  Sucy,  que  posee  bienes  comu- 
nales, se  gobierna  a  la  manera  de  una  familia  muy  ramifi- 
cada: allí  todo  se  decide  por  mayoría  de  votos  en  asambleas 
que  en  los  días  festivos  se  celebran  en  la  plaza  pública  al 
terminarse  la  misa  y  que  se  convocan  mediante  el  repique 
de  las  campanas  »   (cd). 

En  muchas  pequeñas  poblaciones  de  Suiza,  de  Austria, 
de  Alemania,  del  norte  de  España,  etc.,  etc.,  donde  la  indi- 
vidualización de  la  propiedad  no  ha  conseguido  todavía 
convertir  en  heredades  particulares  los  egidos  y  dehesas  de 
los  tiempos  primitivos,  la  práctica  de  las  asambleas  gene- 
rales subsiste  con  gran  vitalidad  en  nuestros  días  y  ha  so- 
lido resistir  aun  a  leyes  que  han  tratado  de  suprimirlas  para 
reemplazarlas    j)or    el    régimen    representativo  (cf).     Los 


cieron  en  Francia  durante  la  Edad  Media  hasta  el  siglo  XI  inclusive  y 
que  en  el  siglo  XII  reaparecieron  y  prolongaron  su  vida  hasta  que  la  re- 
volución francesa  vino  a  suprimirlas.  H.  Babeau,  Les  Assamhlées  Gé- 
iwralt's.  pag.  7  á   19. 

No  obstante  la  gran  competencia  y  autoridad  de  Babeau,  es  de  poner 
en  duda  la  muerte  de  las  asambleas  porque  en  todos  los  códigos  de  los 
bárbaros  hay  disposiciones  que  prescriben  su  funcionamiento  y  porque 
en  aquellos  siglos,  dentro  de  las  ciudades,  la  justicia  fué  siem|)re  admi- 
nistrada popularmente. 

Respecto  de  Kspaña,  por  lo  menos,  es  un  hecho  que  las  asambleas  gene- 
rales funcionaron  durante  toda  la  Edad  Media.  Hinojosa,  I'Jstudios  suhre 
la  Historiii  dul  Derecho  Españnh  pág.  7  y  o5. 

{c(J)     n.  Habeau,  Les  Assnmblées  (i('>n»''ralrs.  pag.  2. 

(  ce)  Sobre  la  subsistencia  de  las  asambleas  generales  en  el  norte  de 
l^spaña,  son  sobre  manera  interesantes  unos  estudios    publicados  por  (Jos- 
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cabildos  llamados  abiertos  en  el  lenguaje  administrativo  de 
España  no  son  sino  supervivencias  de  las  primitivas  asam- 
bleas generales   (  c  /'). 

§  54.  Para  adelantar  en  el  estudio  de  este  proceso  de 
diferenciación,  debemos  anticiparnos  a  desvanecer  de  nues- 
tro espíritu  ciertos  prejuicios  que  miran  a  las  instituciones 
legislativas,  sean  ellas  nacionales  o  municipales,  y  que  nos 
impiden  adquirir  nociones  realmente  positivas  acerca  de  la 
manera  y  forma  como  estos  cuerpos  se  transforman  y  evo- 
lucionan. 

En  los  Estados  más  civilizados,  gozan  ellas  de  tanta  popu- 
laridad que  casi  no  juzgamos  posible  el  que  alguna  vez 
hayan  sido  miradas  con  repugnancia  por  los  pueblos.  Tanto 
en  Europa  como  én  América,  los  pueblos  cuentan  entre  sus 
más  preciadas  conquistas  políticas  la  institución  de  los  cuer- 
pos legislativos  con  carácter  de  permanente;  y  en  aquellas 
naciones,  como  Turquía  y  Rusia,  donde  se  ha  retardado 
su  establecimiento,  han  luchado  denodadamente  por  tenerla 
como  si  con  ella  hubiera  de  llegarles  el  summun  de  la  fe- 
licidad. 

Una  u  otra  vez  han  sido  atacadas  por  la  opinión  pública 
estas  instituciones  (cg),  pero  en    el   fondo    los   ataques   se 


ta.  Pedregal  y  Serrano,  bajo  el  título  de  Materiales  para  el  Estudio  del 
Derecho  Municipal  Consuetudinario,  Madrid  1885;  estudios  que  se  re- 
produjeron unidos  a  otros  en  otra  obra  titulada :  Costa,  Derecho  Consue- 
tudinario y  Economía  Popular  de  España.  2  vol..  Barcelona,  1902. 
Véase  particularmente  en  el  tomo  I  el  estudio  de  López  Moran  sobre  el 
Gobierno  de  los  pueblos,  Democracia  directa,  pág.  269. 

(  c  f)  K  Dos  especies  de  ayuntamientos  o  concejos  se  practican  hoy 
día  en  tes  pueblos.  Una  de  los  que  se  dicen  particulares;  otra,  de  los  ge- 
nerales, que  llamamos  abiertos.  .  .  Su  uso  principalmente  se  dirige  a  la 
elección  de  sirvientes  del  pueblo,  como  son  médico,  cirujano.  .  .  y  otros. 
Suelen  celebrarse  también  cuando  se  trata  de  repartimiento,  o  contribu- 
ción de  vecinos,  o  de  asunto  que  toque  ala  utilidad  de  todos».  Santa- 
yana  y  Bustillos,  Gobierno  Político  de  los  Pueblos  de  España,  pág.  26, 
Zaragoza,   1742. 

(  e  g"  )  Por  ejemplo,  por  Sumner  Maine,  en  sus  Essais  sur  le  Gov- 
vernement  populaire,  París,  1887. 
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han  enderezado  mucho  menos  contra  su  existencia  que  con- 
tra su  organización  y  su  funcionamiento.  Pueblos  y  publi- 
cistas ven  en  ellas  una  garantía  de  libertad  y  una  fuerza  de 
progreso. 

Pues  bien,  los  que  nos  liemos  criado  en  esta  atmósfera 
nos  resistimos  a  creer  (jue  alguna  vez  en  la  vida  de  los 
Estados  se  hayan  extinguido  las  instituciones  legislativas 
víctimas  de  la  letal  imliferencia  de  los  pueblos,  y  que  los 
mayores  esfuerzos  para  sostenerlas  y  darles  vida  se  hayan 
hecho  en  ocasiones  por  algunos  de  los  monarcas  más  au- 
tocrcáticos  de  la  historia.  .A  priori  no  se  comprende,  en 
efecto,  como  haya  j)odido  suceder  que  un  autócrata  haya 
apoyado  de  buen  grado  una  institución  que  con  su  sola 
existencia  cercenaba  su  poder,  o  que  un  pueblo  la  haya 
negado  su  apoyo  olvidamlo  que  ella  es  la  mejor  salvaguar- 
dia de  sus  derechos  y   libertades  {  c  I¡  ). 

Entre  tanto,  es  la  verdad  (]ue  numerosos  testimonios  his- 
tóricos aci^editan  el  grande  empeño  puesto  [)or  algunos 
monarcas  en  la  empresa  de  restablecer  en  su  pasado  vigor 
instituciones  legislativas  que  se  extinguían  lánguidamente 
por  falta  de  adhesión  popular. 

Si  hubo  en  la  historia  príncipes  despóticos,  fueron,  sin 
duda,  los  em¡)eradores  romanos;  y  no  obstante,  algunos 
de  ellos,  en  la  cpoca  de  mayor  poderío,  se  esforzaron  ora 
por  restablecer  las  antiguas  instituciones  legislativas,  ora  por 
establecer  otras  nuevas. 

Sin  hablar  de  Augusto  y  sus  inmediatos  sucesores,  (jue 
con  tanto  ahinco  se  empeñaron  en  restaurar  la  ilignidad  y 
la  autoridad  del  Senado  romano  ¿no  es  singular  (jue  los 
esfuerzos  de  acjuellos  déspotas  en  favor  de  las  instituciones 
legislativas  se  estrellaran  en  la  indolencia  y  la  pasiva  opo- 
sición de  los  pueblos  mismos  <jue  con  ellas  habían  de  bene- 
ficiarse? (  I-  i  ) 


{  r  li )      husiel    flr    C  oulanjjo;..     Ltt     Mminrrliir     l-'rniKjtit'.     rhap.     XVI, 
pag.  fi30  et  f>38. 


{ci\     Suctonio.    ( h'tavii)  Aufíustn,   XXXV. 
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El  año  de  418  de  nuestra  era,  Honorio  y  Teodosio  el  Jo- 
ven dirigieron  a  Agrícola,  prefecto  de  la  Galia  meridional, 
un  rescripto  que  se  conserva  y  por  el  cual  disponían  que 
anualmente  se  celebrara  en  Arles  una  asamblea  para  revi- 
sar las  cuentas  y  tratar  de  asuntos  de  interés  general.  Esta 
asamblea  debía  componerse  parte  de  funcionarios  munici- 
pales, y  parte  de  diputados  elegidos  ex~professo.  Para  ase- 
gurar de  manera  eficaz  la  concurrencia  de  todos  los  que 
estaban  obligados  a  asistir,  se  les  apercibió  aun  con  mul- 
tas que  llegaban  a  tres  y  aun  a  cinco  libras  de  oro.  Pues 
bien,  a  pesar  de  las  ventajas  que  los  pueblos  de  la  Galia 
podían  reportar  de  esta  institución  y  a  pesar  de  las  multas 
con  que  se  apercibía  a  los  inconcurrentes,  las  asambleas 
no  cobraron  vida  porque  las  ciudades  no  nombraban  dipu- 
tados ni  asistían  las  personas  obligadas  (cj). 

Esfuerzos  análogos  hicieron  los  primeros  monarcas  bár- 
baros que  se  establecieron  en  el  Imperio  Romano  y  los  re- 
sultados no  fueron  diferentes.  Las  leyes  de  los  alemanes, 
de  los  francos  ripuarios,  de  los  francos  salios,  etc.,  etc.,  dis- 
ponían que  las  asambleas  locales  se  celebraran  según  la  anti- 
gua costumbre  y  apercibían  con  multa  a  todos  aquellos  que 
convocados  dejasen  de  concurrir  sin  tener  impedimento  legí- 
timo. Pero  era  tal  la  repugnancia  de  todos  por  estas  asam- 
bleas que  preferían  pagar  las  multas  a  prestar  su  asistencia, 
y  llegó  a  suceder  que  para  imponerlas  y  aprovecharlas,  los 
condes,  los  vizcondes  y  otros  funcionarios  hicieron  convo- 
caciones, ciertos  de  que  no  se  atendería  a  ellas  (el). 

Así  mismo,  entre  los  anglo-sajones,  los  reyes  hicieron 
para  conservar  la    práctica  de    las    asambleas    grandes    es- 


(c_/)  Guizot.  Histoire  de  la  Civilisation  en  Europe.  Deuxieme  le- 
9on,  pag.  46  á  48. 

Tierry,  Lettres  sur  l'Histoire  de  France.  XXV,  pag.  415. 

{el)  Guizot,  Histoire  de  la  Civilisation  en  Franee.  t.  III,  IV^  lei^on, 
pag.  292  á  297. 

Según  Fustel  de  Coulanges,  las  asambleas  nacionales  propiamente  tales 
no  se  conocieron  en  ninguna  de  las  monarquías  bárbaras.  La  Monarchie 
Franque.  chap.  III. 
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fuerzos  y  dictaron  penas  contra  los  subditos  inconcurrentes. 
Pero  éstos,  dispersos  en  los  territorios  y  ocupados  en  la 
labranza,  no  se  cuidaban  de  ejercer  sus  derechos  de  soberanía. 

Para  no  distraer  continuamente  de  sus  ocupaciones  a  los 
ciudadanos  o  no  imponerles  frecuentemente  las  molestias 
del  viaje  y  la  asistencia,  Athelstane,  entre  los  anglosajones, 
dispuso  que  las  de  condados  se  celebrarían  solo  cada  tres 
meses,  y  aun  así  no  concurrían  los  propietarios,  que  eran 
los  oblisrados  a  la  asistencia  (c  ni ). 

Pepino,  Carlomagno  y  sus  inmediatos  sucesores  trataron 
también  de  restablecer  la  institución  de  las  asambleas  ge- 
nerales; pero  con  todos  sus  esfuerzos  no  consiguieron  más 
que  darles  un  esplendor  efímero  y  no  lograron  comunicar 
a  los  pueblos  entusiasmo    ni  interés  por  su    mantenimiento. 

En  el  Imperio  germánico,  los  soberanos  tuvieron  (jue  im- 
poner castigos  para  poder  reunir  el  número  de  hoinbrcs  libres 
bastante  a  celebrar  las  dietas  regionales  (  Hoftnge  )  (en  ). 

Aun  en  los  siglos  posteriores,  cuando  ya  los  pueblos 
empezaban  a  despertar  de  su  letargo  y  a  reivindicar  los 
derechos  políticos,  se  sentían  movidos  por  invencible  re- 
pugnancia contra  las  asambleas  legislativas.  Cuando  vea- 
mos, dice  Thierry,  que  ya  en  el  siglo  XI\'  las  principales 
ciudades  de  los  Estados  eran  convocadas  a  cortes,  parla- 
mentos y  asambleas  generales,  no  atribuyamos  a  la  burgue- 
sía de  entonces  el  mismo  gusto  que  a  la  actual  por  las 
institucio.nes  legislativas.  Dentro  de  la  misma  Inglaterra, 
no  se  recibió  siempre  por  las  ciudades  y  los  burgos  como 
una  buena  nueva  el  anuncio  de  las  elecciones  para  el  |)arla- 
mento.  En  los  siglos  XI \'  y  XV,  la  gente  se  mostraba 
tan  poco  celosa  de  ejercer  los  derechos  electorales  (jue  si 
acaso  el  shi'rH'  resolvía  conferirlos  a  tal  o  cual  ciudad  que 
no  gozaba  de  ellos,  los  habitantes  se  querellaban  contra  tal 
resolución  como  contra  un  vejamen  y  hacían  presentaciones 
al  rey    contra   el    magistrado   t]ue   nmHriosumente    (era   la 


{  c  m  )     Guizot.  fiouyfrneinent  Répresentatif,  t.  I.  IV»  levon.  pag.  65. 

(en)      Schultc,  Ilistmrc  dii    Dmil   ct   fies    Institutinns  de   l'Alle- 
ma^iw.  §  72,    IX. 
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palabra  empleada)  intentaba  obligarles  a  enviar  diputados 
al  parlamento. 

Hacia  la  misma  época,  varias  ciudades  del  sur  de  Fran- 
cia, invitadas  a  nombrar  diputados  a  los  Estados  Genera- 
les, pedían  al  rey  de  Inglaterra,  que  a  la  vez  era  señor  de 
Guienne,  auxilio  para  resistir  a  este  apremio  que  el  rey  de 
Francia  les  había  hecho,  decían,  con  mal  designio  {c  ñ). 

En  Dinamarca,  donde  la  justicia  era  administrada  por  las 
asambleas  generales  de  centuria  o  de  provincia,  la  negli- 
gencia de  los  hombres  libres  para  concurrir  a  ellas  era 
tanta  que  la  corona  hubo  de  nombrar  para  suplirlos  en  las 
funciones  judiciales  unos  jueces  permanentes  llamados  boni- 
hres  de  verdad  (co). 

Estos  hechos  envuelven  una  explicación  que  es  una  lec- 
ción porque  en  forma  elocuente  nos  enseñan  que  las  insti- 
tuciones democráticas  no  pueden  subsistir  cuando  falta  en 
los  pueblos  el  espíritu  democrático.  No  es  el  despotismo 
el  enemigo  más  de  temer. 

Sin  duda  se  pueden  citar  algunos  casos  históricos  en  que 
por  medio  de  la  violencia  se  han  arrebatado  al  pueblo  sus 
más  preciadas  conquistas  políticas  y  jurídicas;  pero  regular- 
mente no  las  ha  perdido  por  despojo  sino  por  prescripción 
y  abandono.  En  la  mayor  parte  de  las  veces,  él  ha  perdido 
sus  derechos  porque  ha  dejado  de  ejercerlos,  y  sus  más  ca- 
ras instituciones  han  perecido  porque  ha  dejado  de  pres- 
tarles aquella  adhesión  que  es  para  ellas  como  el  aire  de 
la  vida.  Así  desaparecieron  en  los  pueblos  clásicos  las 
asambleas  generales  y  con  ellas  el  derecho  de  sufragio. 

Si  hubo  en  lo  antiguo  pueblo  de  índole  democrática,  ce- 
loso en  un  tiempo  de  sus  derechos,  fué  sin  duda  el  de  Ate- 
nas. Pues  bien,  en  los  años  inmediatamente  anteriores  a  la 
conquista  macedónica,  ya  se  notaba  en  el  espíritu  público 
de  los  atenienses   una   decadencia   que  si  el    desarrollo  nor- 


(•  c  ñ  )     Thierry,  Lettres  sur  F Histoive  de  France,  XXV,  pag.  413. 
Pasquet,    Les    Origines   de   la    Clmmhre    des   Communes,    pag.   187 
et  197. 

(co)     Dareste,  Études  d'Histoire  du  Droit,  pag.   316. 
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mal  no  hubiese  sido  perturbado  por  las  oruerras  subsicruien- 
tes,  sin  duda  les  habría  llevado,  como  les  pasó  más  tarde 
a  los  romanos,  a  perder  sus  derechos  y  sus  libertades  en 
medio  de  la  general  indiferencia.  Para  aseo^urar  la  asisten- 
cia de  los  ciudadanos  a  los  comicios  públicos,  se  llegó  a 
establecer  la  medida  entonces  revolucionaria  de  la  remune- 
ración del  servicio,  ofreciéndose  que  en  cada  día  de  asam- 
blea se  repartirían  tres  óbolos  por  cabeza.  Pero  en  general 
no  creyeron  los  ciudadanos  que  valiera  la  pena  molestarse 
por  tan  modesta  dieta   (  c  p  ). 

Fué  en  esa  época  cuando  el  incomparable  y  patriota  ora- 
dor que  en  el  grado  más  alto  personificaba  a  la  vez  la  cultura 
y  el  patriotismo  helénicos  alzó  su  voz  para  enrostrarles  su 
abstención,  su  indolencia,  su  egoísmo,  su  falta  de  espíritu 
cívico.  9  \'osotros,  les  decía  Demóstenes,  no  os  curáis  de 
los  asuntos  de  interés  general  sino  durante  las  horas  en  que 
sentados  en  la  plaza  pública  escucháis  las  noticias  que  os 
traen,  y  tan  pronto  como  regresáis  a  vuestras  habitaciones 
lleváis  el  pensamiento  a  otras  cosas  y  no  volvéis  a  acordaros 
de  ellos  »    (  <•  <¡  ). 

Con  una  vida  imlependiente  más  larga  porque  se  pro- 
longó hasta  las  invasiones  de  los  bárbaros,  los  romanos 
tuvieron  tiempo  para  perder  sus  derechos  y  olvidar  sus 
prácticas  democráticas  como  consecuencia  de  su  abstención 
y  falta  de  civismo.  Ya  en  las  postrimerías  de  la  Repú- 
blic.i,  los  ciudadanos  no  ejercían  por  lo  común  sus  derechos 
si  los  candidatos  no  remuneraban  liberalmente  sus  votos. 
Hasta  dónde  llegó  el  cohecho  lo  deja  barruntar  el  hecho 
de  que  la  elección  para  la  prefectura  endeudó  a  Julio  César 
en  38.0UU  OUO  de  sestercios.  Ksta  profuiula  corru|)ción  prue- 
ba que  ya  en  at}uella  época  los  romanos  ejercían  los  ilere- 
chos  cívicos  atendiendo  más  a  sus  intereses  particulares  que 
a  los  de  la   Repúblic.»       X^miikís  ahora  sus  consecuencias. 


(cp)     .Aristóteles.   />«    Politii/uc    liv.   VII.    rhap.   I.    §  9  ct    rhap.   III. 
§  3.  et  liv.  VIII,  chap.  VII.  §   10. 

Aristóteles.  I^n  ¡írpiihUijur  Athi'nirnnr.  ^  t>] . 

{  <•  (j  )     DfmosthOne  et  Eschine,    fh'nvrcs  (^ntiijilt'li's.  t.   II.  pajj.   223. 
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Bajo  de  la  República,  en  Roma  y  en  los  municipios  ro- 
manos (c  r),  a  diferencia  de  las  ciudades  llamadas  provin- 
ciales, era  de  costumbre  que  cuando  no  se  presentaba  para 
una  elección  el  número  necesario  de  candiidatos,  le  comple- 
tase o  el  presidente  de  la  Asamblea  o  el  Senado  respectivo. 
A  causa  de  las  cargas  que  gravaban  a  los  curiales,  empezó 
a  ocurrir  desde  los  primeros  tiempos  del  Imperio  que  los 
ciudadanos  se  abstuviesen  de  presentar  sus  candidaturas,  y 
entonces,  a  cada  elección  no  quedaba  al  pueblo  más  que 
elegir  a  los  que  el  presidente  o  el  vSenado  le  proponían.  A 
la  larga,  la  elección  popular,  que  en  fuerza  de  las  circuns- 
tancias tenía  que  concretarse  a  confirmar  designaciones 
hechas  por  una  u  otra  autoridad,  se  convirtió  en  una  mera 
formalidad.  A  la  vez,  los  ciudadanos,  que  en  estas  elec- 
ciones sin  candidatos,  se  veían  defraudados  de  las  especta- 
tivas  del  cohecho,  se  desinteresaron  del  ejercicio  de  sus 
derechos  políticos.  Entonces,  sin  resistencia  alguna,  en  me- 
dio de  una  indiferencia  general,  se  transfirió  el  derecho 
electoral  de  manos  de  los  pueblos  a  manos  de  los  Senados, 
en  Roma  por  Tiberio,  y  en  las  demás  ciudades  de  Italia 
por  los  sucesores  de  Diocleciano.  Después  de  esta  reforma, 
jurídicamente  quedaron  subsistentes  los  comicios  o  asam- 
bleas populares;  pero  por  falta  de  pábulo,  de  interés  y  de 
objeto  llevaron  una  vida  muy  lánguida  (es). 

Entonces  fué  cuando  los  envilecidos  usufructuarios  del 
nuevo  régimen,  del  régimen  que  había  arrasado  las  liber- 
tades populares,  alzaron   su   voz  para   ensalzar   las    ventajas 


(er)  Ciudades  inuincipales  fueron  a  los  principios  aquellas  ciuda- 
des italianas  a  cuyos  habitantes  se  había  otorgado  la  ciudadanía  romana 
sin  derecho  de  voto.  Como  quiera  que  a  estas  ciudades  no  se  podía  dar 
el  nombre  de  civitates  porque  la  civitas  era  la  ciudad -Estado,  se  las 
denominó  municipios.  Las  ciudades  de  fuera  de  Italia  se  llamaban  ciu- 
dades provinciales. 

Marquardt,  Organisation  de  l'Empire  Romain.  t.  I,  pag.  38.  88 
et   106. 

(es)  Marquardt,  Organisation  de  l'Empire  Romain.  t.  I,  pag.  125, 
190  á   198. 
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del  Imperio  y  deplorar  las  humillaciones  a  que  hubieron  de 
someterse  en  los  tiempos  de  la  República  los  servidores  de 
Roma.  Los  Cicerones  y  los  Catones,  decían,  habían  tenido 
que  mendigar  los  votos  de  la  plebe,  que  someterse  a  los 
trámites  dispendiosos  de  las  elecciones  populares,  que  ex- 
ponerse a  la  vergüenza  de  un  fracaso ;  en  tanto  que  ellos, 
los  cortesanos  del  éxito,  tenían  la  felicidad  de  vivir  en  un 
siglo  y  bajo  de  un  régimen  en  que  un  príncipe  justo  y  ex- 
clarecido  distribuía  los  cargos,  los  honores  y  las  recom- 
pensas según  los  méritos  y  virtudes  de  los  aspirantes!   (o  i). 

§  55.  Fuera  de  acjuellas  pequeñas  poblaciones  de  Suiza, 
España,  Austria  v  otros  países  donde  a  virtud  de  circuns- 
tancias muy  especiales  subsisten  hasta  nuestros  propios 
días,  las  asambleas  generales  se  extinguieron  lánguidamente 
en  el  curso  de  la  Edad  Moderna  víctimas  de  la  indiferencia 
popular.  Las  causas  sociales  de  su  impopularidad  y  de 
su  consiguiente  extinción  son  de  muy  varia  naturaleza. 

En  realidad,  la  práctica  de  las  asambleas  generales  no 
tiene  alicientes  sino  en  los  grados  inferiores  del  desarrollo 
social.  Especialmente  en  las  sociedades  sedentarias,  ella 
supone  un  Estado  reducido  a  los  límites  elementales  de  un 
simple  municipio,  una  población  cívica  no  muy  numerosa 
que  pueda  agruparse  en  un  solo  local,  una  clase  esclava 
que  trabaje  en  el  campo  y  en  la  industria  mientras  los  hom- 
bres libres  se  ocupan  en  la  política  y  en  la  guerra,  y  por 
último  la  comunidad  agrícola,  (¡ue  precisa  a  los  comuneros 
a   reunirse  de  continuo  (  c  n  ). 

Un  aumento  muy  considerable  de  la  población,  aun  cuan- 
do el  Estado  se  mantenga  dentro  de  los  estrechos  límites 
de  un  solo  municipio,  torna  imposible  las  reuniones  de 
todos  los  ciudadanos  en  una  sola  plaza;  y  cuando  para 
celebrarlas  se  tuviera  en  todos  los  Estados,  según  lo  ob- 
serva Aristóteles,  una    llanura   tan   extensa   como    la    de   Ba- 


(  c  t)  Gibbon,   Dócnrlcuco,  dn  í'Empirv  Romain.    t.   I,   rhap.   XII,    |i.i- 
ge  3fí4. 

(cu)  Lavclcvp.    !.'•    t  !nn\iTiiiiii,nr    ,l,¡n-     1„     Di'-ihí  ,if,,t  i,-     t     II.   li- 

vre  XII.  chap.  III. 
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bilonia,  no  habría  medio  de  que  valerse  para  que  los  ora- 
dores se  hiciera^n  oir  de  toda  la  asamblea  y  para  que  la 
deliberación  fuese  realmente  común   (  c  a'  ). 

Por  otra  parte,  la  extensión  territorial  de  los  Estados 
compuestos  o  de  las  tribus  aliadas  crea  dificultades  especia- 
les que  no  todos  pueden  salvar.  Unas  veces  los  gastos, 
otras  los  peligros  del  viaje,  otras  la  falta  de  medios  de 
locomoción,  retraen  a  muchos  de  la  asistencia.  A  los  mis- 
mos parlamentos  araucanos  de  los  tiempos  de  la  colonia, 
solía  faltar  la  masa  de  los  hombres  válidos,  como  lo  prueba 
el  hecho  de  que  el  número  de  los  asistentes  nunca  pasó  de 
2000,  cuando  el  de  los  combatientes  solía  llegar  a  15.000,  a 
20.000  y  hasta  30.000  (  c  x ). 

Por  último,  cuando  la  individualización  de  la  propiedad 
está  muy  adelantada,  progreso  que  se  realiza  en  las  ciuda- 
des antes  que  en  los  campos,  se  establece  la  insondable  se- 
paración de  los  intereses  generales  y  los  particulares,  y 
apegándose  desde  entonces  cada  cual  a  su  terruño,  no  hay 
medio  de  conseguir  que  la  masa  de  la  población  sacrifique 
su  tiempo  y  su  hacienda  en  aras  de  la  cosa  pública. 

Hacia  fines  de  la  Edad  Media,  merced  a  las  pocas  liber- 
tades que  las  ciudades  habían  obtenido  desde  el  siglo  XI, 
el  estado  social  de  las  poblaciones  urbanas  empezaba  noto- 
riamente a  entorpecer  la  práctica  de  las  asambleas  genera- 
les. Se  habían  ya  constituido  naciones  relativamente  grandes 
cuyos  ciudadanos  se  contaban  a  veces  por  millones,  dise- 
minados entre  centenares  de  municipios;  en  todas  las  ciu- 
dades más  populosas,  la  propiedad  se  había  individualizado 
merced  sin  duda  a  la  incorporación  del  esfuerzo  personal 
en  las  construcciones;  el  desarrollo  de  las  artes  y  las  in- 
dustrias había  creado  intereses  considerables  que  era  me- 
nester atender,  y  artesanos,  industriales  y  propietarios  cal- 
culaban muy  bien  que  la  frecuente  asistencia  a  las  asambleas 


(cv)     Aristóteles,  La  PoUtique.  liv.  II.  chap.  III,  §  3. 

( e  -Y )     Góng-ora   Marmolejo,   Historia    de    Chile,  cap.    XXXIX  y  XL. 
Olivares,  Historia  de  Chile,  cap.  XXIV. 
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les  irrogaba  perjuicios  que  la  atención  de  la   cosa    pública 
no  les  compensaba  de  manera  alguna. 

En  Anna  Karenine.  ha  puesto  Tolstoí  un  diálogo  entre 
dos  hermanos,  vSergio  Ivanitch  y  Levine,  que  hace  ver  la 
actual  decadencia  de  las  asambleas  generales  en  Rusia.  He 
aquí  un  extracto  de  dicho  diálogo: 

Sergio.  —  ¿Sabes  que  lo  que  pasa  en  esta  comuna  no 
tiene  nombre?  Tú  haces  mal  en  no  asistir  a  las  asambleas. 
vSi  los  hombres  de  valer  no  toman  en  sus  manos  la  admi- 
nistración, todo  andará  a  la  diabla.  K\  dinero  de  los  contri- 
buyentes no  se  utiliza,  pues  no  hay  escuelas  ni  enfermeros, 
ni  matronas,  ni  farmacias,  ni  nada. 

Levine. — He  tratado  de  hacer  algo,  pero  no  he  conse- 
guido  nada.      ;  (Jué  quieres  que  haga? 

vSergiü.  -  Te  resignas  muy  fácilmente.  ;  Cómo  no  pones 
en  esto  un   tantico  de  amor  propio  ? 

Levine.  —  No  creo  vo  que  el  amor  propio  tenga  nada 
que  ver  en  esto.  Si  en  la  Universidad  se  me  hubiese  im- 
putado incapacidad  para  comprender  el  cálculo  diferencial 
al  igual  de  mis  condiscípulos,  habría  sentido  herido  mi  amor 
propio.  Pero  en  este  caso,  sería  necesario  empezar  por 
creer  en  la  utilidafl  de  las  innovaciones. 

Sergio.-  ;Cómo?  ;  Querrías  tú  sostener  que  ellas  son  inú- 
tiles? 

Levine.  —  A  la  verdad,  yo  no  veo  en  ellas  nada  de  útil, 
nada  que  me  interese. 

Sergio.  —  .Según  eso,  ;  para  tí  es  indiferente  que  el  pue- 
blo perezca  sin  socorros,  que  matronas  groseras  hagan 
morir  a  los  recién  nacidos  y  que  los  campesinos  se  pudran 
en  la  ignorancia? 

Levine.  —  Pero  es  ijue  no  veo  la   jjosibilidad  de    .  . 

Sergio.  —  ¿Cómo?  ¿Xo  ves  que  fiscalizando  mejor  el  empleo 
de  las  contribuciones  se  podría    tener  un  servicio    médico.' 

Levine.  —  Yo  no  creo  que  .se  pueda  establecer  servicio 
médico  en  una  comuna  de  4000  verstas  cuadradas.  Por  lo 
demás,   no  tengo  absolutamente  fe  en  la  medicina. 

.Sergio. —  Eres  injusto;  |)ero  ¿y  las  escuelas." 

Levine.  —  ¿Para  qué  sirve  fundarlas.' 
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Sergio. — ¿Cómo  para  qué  sirven  las  escuelas?  Irías  a  ne- 
gar también  las  ventajas  de  la  instrucción?  Y  si  la  encuen- 
tras buena   para  tí  ;la  rehusarás  a  los  demás? 

Levine.  —  Todo  eso  puede  ser  muy  verdadero;  pero 
¿quién  me  manda  a  mí  molestarme  para  establecer  un  ser- 
vicio médico  que  yo  no  utilizaré  jamás,  escuelas  donde  yo 
no  educaré  mis  hijos,  a  donde  los  labriegos  no  quieren  en- 
viar los  suyos  y  a  donde  no  sé  que    sea  bueno   enviarlos? 

Sergio.  —  ¿Acaso  el  campesino  que  sabe  leer  no  te  sirve 
mejor  que  el  que  lo  ignora? 

Levine. — Eso  no,  de  ninguna  manera.  Interroga  a  quien 
quieras  y  todos  te  responderán  «  que  el  campesino  que  sabe 
leer  vale  menos  como  peón,  porque  se  niega  a  ocuparse  en 
la  reparación  de  los  caminos  y  si  se  le  emplea  en  la  cons- 
trucción de  un  puente,  lo  primero  que  hace  es  robarse  las 
tablas  ». 

Este  admirable  cuadro,  pintado  al  natural,  nos  hace  ver 
lo  que  sin  duda  pasaba  en  los  países  occidentales  de 
Europa  hacia  principios  del  siglo  XV,  cuando  se  hizo  sentir 
la  decadencia  de  las  asambleas  generales.  Como  personifi- 
cación de  la  poltronería  y  el  egoísmo,  Levine  representa 
a  la  masa  de  los  dueños  de  heredades,  los  cuales  por  efecto 
de  la  individualización  de  la  propiedavd,  se  desinteresan  de 
las  asambleas  generales. 

Ahora  estudiemos  los  efectos  inmediatos  de  aquel  egoísta 
retraimiento  de  parte  de  los  pueblos. 

En  las  Provincias  Unidas,  donde  a  los  principios  se  go- 
bernaba a  sí  mismo  el  pueblo  de  cada  ciudad,  dejaron  de 
asistir  a  las  asambleas  públicas  los  más  de  los  burgueses,  y 
a  virtud  de  este  general  retraimiento,  no  se  pudo  contar 
para  celebrarlas  sino  con  la  fracción  diminuta  de  los  ricos, 
por  manera  que  sin  protesta  alguna,  se  formó  en  cada  ciu- 
dad una  oligarquía  municipal  que  excluyó  del  gobierno 
local  a  la  masa  de  la  población.  Mas,  a  partir  desde  el  si- 
glo XV,  dice  Laveleye,  estos  mismos  notables  empezaron 
a  encontrar  pesada  la  carga  del  gobierno  y  a  pedir  como 
una  gracia  el  que  se  les  permitiera  hacerse  representar  en 
las  reuniones  por  medio  de   delegados.     Como    quiera  que 


352  CAPÍTULO    QUINTO,    i^    55 


el  derecho  tradicional  imponía  la  comparecencia  personal, 
los  príncipes  soberanos  de  la  casa  de  Borgoña  opusieron 
larga  resistencia  a  la  innovación,  y  no  cedieron  sino  bajo 
la  presión  incontrastable  de  la  opinión  pública.  El  munici- 
pio donde  primero  se  estableció  el  régimen  representativo 
fué  el  de  Harlem  hacia  1428;  y  en  el  siglo  X\'I,  todas  las 
poblaciones  de  las  Provincias  Unidas  habían  adoptado  el 
mismo  régimen.  Desde  entonces,  aun  cuando  las  asambleas 
generales  nunca  fueron  expresamente  suprimidas,  el  gobier- 
no local  quedó  exclusivamente  en  manos  de  una  corpora- 
ción de  burgueses  llamada  Troedschaj),  que  a  los  princi- 
pios se  había  formado  para  representar  a  la  oligarquía 
dominante,  pero  que  a  la  larga,  reclutándose  a  sí  misma, 
quedó  actuando  por  derecho  propio  y  sin  sujetarse  a  ins- 
trucciones extrañas  (cv). 

Una  evolución  análoga  se  operó  en  Francia,  y  merced 
a  la  erudita  labor  de  Henry  Babeau,  podemos  seguir  paso  a 
paso  la  ¡iaulatina  substitución  de  las  asambleas  generales 
por  las  asambleas  representativas. 

Según  lo  hemos  acreditado  más  arriba,  a  los  principios  de 
la  Edad  Media  el  pueblo  de  cada  ciudad  se  gobernaba  v  ad- 
ministraba a  sí  mismo  acordando  en  asambleas  generales  lo 
que  se  debía  hacer.  Pero  hacia  el  siglo  XV,  se  empezó  a  sen- 
tir la  necesidad  de  modificar  este  régimen  porque  a  los  bur- 
gueses que  vivían  consagrados  a  su  trai^ajo  les  perjudicaba 
y  les  molestaba  la  frecuencia  de  las  reuniones.  A  semejanza 
de  lo  que  hacia  la  misma  época  pasaba  en  las  ciudades  de  los 
Países  Bajos,  las  de  Francia  solicitaron  también  con  singular 
uniformidad  que  se  las  descargase  de  tan  pesadas  tareas  admi- 
nistrativas, estableciéndose  cabildos  que  asumiesen  una  parte 
de  las  funciones  públicas.  De  buenas  o  malas  ganas,  la  reye 
cía  hubo  de  ceder  a  estas  exigencias  y  en  pocos  años  el 
régimen  rejjresentativo  para  la  administración  y  el  gobierno 
municipales,  se  generalizó   por  toda  la  monarquía  (  c  /  ). 


(cy)     Laveleye,  Le   Gouvernomrut   ilnns   In    Df'mocralic.  t.  II,  pa- 
ge   402. 

(cz)     H.  Babeau,  Les  Assamhiées  f^énéralvs,  pag.  224  et  251. 
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Durante  tres  siglos,  las  asambleas  generales  conservaron 
la  prerrogativa  de  formar  el  personal  de  los  cabildos  o 
corps  de  ville,  por  manera  que  los  regidores,  o  municipa- 
les, o  cabildantes,  tenían  origen  electivo.  En  1692  se  mo- 
dificó radicalmente  este  régimen  porque  con  el  doble  pro- 
pósito de  aumentar  las  prerrogativas  y  las  entradas  de  la 
corona,  Luis  XIV  asumió  la  facultad  de  proveer  estos 
cargos  confiándolos  al   mejor  postor. 

Entre  tanto,  seguían  subsistentes,  a  lo  menos  jurídica- 
mente, las  asambleas  generales  porque  no  fueron  suprimidas 
cuando  se  instituyeron  los  cabildos  (da).  Pero  en  toda  la 
monarquía  habían  venido  a  menos,  suplantadas  en  muchas 
de  sus  funciones  ora  por  los  cuerpos  representativos,  ora 
por  la  administración   real. 

Especialmente  en  las  grandes  ciudades,  los  habitantes  se 
mostraban  cada  día  más  reacios  contra  la  práctica  de  reu- 
nirse en  masa  para  tratar  de  asuntos  de  interés  público. 
Hacia  fines  del  siglo  XVIII,  las  asambleas  ni  se  reunían  con 
la  frecuencia  necesaria  ni  conservaban  el  carácter  de  ge- 
nerales. Cuando  la  revolución  estalló,  no  asistían  a  ellas 
más  que  los  notables  de  cada  ciudad,  y  la  masa  del  pueblo 
estaba  excluida  porque  había  dejado  prescribir  su  dere- 
cho (db). 

En  los  burgos,  en  los  caseríos,  en  las  aldeas,  en  los  villo- 
rrios, donde  son  más  fáciles  las  reuniones  generales  y  donde 
la  actividad  industrial  es  menor,  las  asambleas  subsistieron 
con  mayor  vitalidad;  pero  la  porción  más  cuerda  de  los 
habitantes  las  miraba  con  sumo  disfavor.  En  un  burgo  de 
la  Champagne,  se  lamentaba  hacia  el  año  1612  la  frecuen- 
cia de  las  asambleas  que  no  servían,  se  decía,  más  que 
para  divertir  al  pueblo  y  «  en  las  que  no  se  pesaban  las 
razones  de  los  más  notables  y  sensatos  sino  que  se  con- 
taban  los  votos  de  una   muchedumbre   confusa  y  desorde- 


(da)  H.  Babeau,  Les  As samhlées  genérales,  pag-.  221. 

(db)  Tocqueville,    L' Anclen    Régime   et   la   Révolution,    pag.    91 
et  95. 
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nada».  Para  remediar  estos  inconvenientes,  se  pedía  el 
establecimiento  de  un  cabildo  compuesto  de  15  miembros 
electivos. 

«El  intendente  de  Borgoña  informaba  en  1784  que  mu- 
chas ciudades  de  su  jurisdicción  habían  representado  los 
inconvenientes  que  se  derivaban  de  la  práctica  de  congre- 
gar a  todos  los  habitantes  para  deliberar  sobre  asuntos  de 
mínima  importancia.  Estas  asambleas,  donde  todos  tienen 
asiento,  no  pueden  ser  otra  cosa  que  fuentes  de  desórde- 
nes. A  solicitud  de  algunas  poblaciones,  se  ha  reemplazado 
la  asamblea  general  por  algunos  ciudadanos  principales 
tomados  de  cada  clase  en  número  fijo. 

«  Así  mismo,  en  el  reglamento  de  la  comunidad  de  Arrens, 
en  Bigorre,  leemos:  La  experiencia,  dicen  los  habitantes, 
nos  enseña  que  los  negocios  no  se  pueden  tratar  y  decidir 
sino  muy  difícilmente  en  asambleas  generales  numerosas, 
porque  en  las  más  hay  díscolos  y  a  menudo  su  funciona- 
miento es  perturbado   por  los  que  nada  tienen  cjue  perder. 

«En  todos  estos  motivos  se  fundaron  los  intendentes 
para  suprimir  o  restringir  las  asambleas.  En  Lourdes,  una 
ordenanza  de  1761  las  suprimió  porque  eran  o  tumultuosas 
o  poco  ilustradas  para  conocer  los  verdaderos  intereses  de 
la  comunidad.  En  1776  y  en  1777  el  intendente  de  Cham- 
pagne expidió  una  ordenanza  que  si  bien  mantenía  la  ()l)li- 
gación  de  convocarlas  en  ciertos  casos  excepcionales,  trans- 
fería a  un  cuerpo  electivo  de  notables  la  administración  de 
los  intereses  municipales.  Medidas  análogas  se  dictaron  en 
casi  todas  las  provincias  durante  la  segunda  mitad  del  si- 
glo XVIII  B   (cíe). 

Kn  fuerza  de  causas  análogas,  igual  evolución  vemos  ope- 
rarse en  España.  Entre  los  siglos  XI  y  Xl\',  según  Martí- 
nez Marina,  «  las  vecindades  o  cabezas  de  familia  reunidas 
en  cabildo  o  ayuntamiento  representaban  toda  la  pol)la- 
ción  ».  Pero  desde  el  mismo  siglo  XI\\  se  empezó  a  cam- 
biar este   régimen     haciéndose  en  él    entre  otras   reformas: 


(do)     H.  Babeau.  Les  Assemhlées  genérales,  pag.  251  a  254. 
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1°  la  de  reducirse  « la  representación  de  cada  Concejo  a  un 
determinado  número  de  personas,  conocidas  desde  entonces 
hasta  ahora  con  los  nombres  de  regidores,  jurados,  veinti- 
cuatros, y  otros  » ;  y  2°  la  de  proveer  estos  oficios  por  elec- 
ción de  los  mismos  ayuntamientos  o  asambleas  generales, 
confirmada  por  la  corona,  lo  cual  quedó  sancionado  por 
real  cédula  de  1435   (  d  e). 

Bovadilla,  que  dio  a  luz  su  famosa  obra  en  1619,  esto  es, 
cuando  se  acababa  de  cumplir  esta  evolución,  dice  que  sin 
duda  la  supremacía  residia  en  la  congregación  y  universi- 
dad de'  todo  el  pueblo  ( que  se  llama  Concejo  Abierto), 
pero  que  ahora  «por  costumbre  reside  en  los  ayuntamien- 
tos y  Concejos,  los  cuales  solos  pueden  todo  lo  que  el  pue- 
blo junto  »    (  d  /'). 

Y  por  último,  Santayana  y  Bustillos  atestiguaba  de  visu 
hacia  1742  que  los  cabildos  abiertos,  o  sea  las  asambleas 
de  todos  los  vecinos,  presididas  por  los  alcaldes  y  regidores, 
«  rara  o  ninguna  vez  se  celebraban  en  las  ciudades  popu- 
losas», porque  en  ellas  «  generalmente  todo  cuanto  condu- 
ce al  gobierno  de  la  república  está  hoy  al  cuidado  de  los 
ayuntamientos   que  se  celebran  por   los    regidores»    (dg). 

Síntoma  no  dudoso  de  la  decadencia  de  las  asambleas  ge- 


id  e)     Martínez  Marina,   Teoría  de  las  Cortes,  t.  I,  cap.  XI,  §  3,  4  y  7. 

Hinojosa,  Estudios  sobre  la  Historia  del  Derecho  Español,  pág.  68. 

La  voz  cabildo,  así  como  cabo,  así  como  capital  y  otras,  viene  de  caput, 
cabeza.    Cabildo  es  la  corporación   que  hace  de  cabeza  en  la  ciudad. 

Concejo  viene  de  concilium.  concilio,  reunión,  y  no  se  debe  confundir 
con  Consejo,  que  viene  de  consilium,  dictamen  o  parecer  que  se  da  a  una 
persona  para  que  ajuste  a  él  su  conducta.  Es  singular  que  las  dos  pala- 
bras, de  significados  tan  diferentes,  tomaran  la  letra  J  al  pasar  al  castellano. 

Agregaremos  que  si  los  vocales  de  los  consejos  se  llaman  consejeros, 
los  de  los  concejos  se  llaman  concejales  o  miembros  conciliares.  Es 
errado  llamar  miembro  conciliar  al  vocal  del  Consejo  de  Instrucción  Pública. 

(  d  f)  Bovadilla,  Política  para  Corregidores,  t.  II,  lib.  III.  cap.  VIIÍ, 
pág.    146. 

(dg)  Santayana  y  Bustillos,  Gobierno  político  de  los  Pueblos  de 
España,  págs.  26  y  27. 

Hinojosa,  Estudios  sobre  la  Historia  del  Derecho  Español,  pág.  65. 
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nerales  es  la  práctica,  aparentemente  anodina,  de  eleg^ir 
funcionarios  que  hagan  sus  veces  durante  los  interregnos 
de  sesión  a  sesión.  Mientras  ellas  conservan  su  primitiva 
vitalidad,  nunca  confían  a  nadie  ni  su  representación,  ni  sus 
poderes,  y  siempre  que  lo  juzgan  necesario,  multiplican  sus 
reuniones  para  atender  por  sí  mismas  las  necesidades  lo- 
cales. Mas,  cuando  por  efecto  de  las  causas  sociales  que 
hemos  enunciado,  se  hacen  más  difíciles  las  reuniones  fre- 
cuentes, no  queda  a  la  asamblea  otro  camino,  para  no  inte- 
rrumpir la  continuidad  de  su  gobierno,  que  el  de  elegir 
mandatarios  que  la  suplan. 

Tenemos  un  caso  típico  en  la  colonia  inglesa  de  Roches- 
ter-Town.  Ocupados  los  colonos  en  sus  faenas  agrícolas 
y  dispersos  en  el  campo,  no  podían  celebrar  asamblea  con 
la  frecuencia  que  las  necesidades  del  gobierno  local  reque- 
rían, y  para  no  perjudicarse  gravemente  en  sus  intereses 
particulares,  habían  acordado  no  reunirse  más  de  una  vez 
por  mes.  Pero  como  entonces  notaran  que  andaban  mal  el 
gobierno  y  la  administración  de  la  colonia,  acordaron: 
1"  que  en  lo  sucesivo,  cuando  se  juzgase  necesario  celebrar 
asamblea,  los  vecinos  serían  convocados  al  son  de  un  tam- 
bor para  que  se  reunieran  en  la  iglesia;  2"  que  los  regla- 
inentos  y  ordenanzas  que  allí  se  dictaran  serían  obligatorios 
para  todos;  y  3°  (jue  en  cada  reunión  mensual  se  eligirían 
doce  liombres  buenos  que  se  encargarían  del  gobierno  local 
durante  el  receso  de  la  asamblea.  l'Lstos  hombres  buenos, 
concluye  Laveleye,  formaron  más  tarde  el  concejo  munici- 
pal  (  <¡  h  ). 

\ín  el  curso  de  la  lülail  Moderna,  el  entronizamiento  de 
las  monarquías  absolutas  fué  fatal  para  los  cabildos,  porque 
en  cada  nación  la  corona  se  arrogó  la  facultad  de  nombrar 
al  presidente  (  el  iimin'  en  l'rancia,  el  corregiilor  en  Espa- 
ña )  y  aun  a  los  mismos  regidores,  los  despojó  tle  su  anti- 
gua jurisdicción  y  autoridad  y  los  convirtió  en  simples 
cuerpos  consultivos. 


(dh)     Lavi'lcye,   Lo  < }otivrn\cii)>'nt  dniís  In  I-ti-inniTulir.  t.   I,  liv.  II. 
rha|>.   XI,  pag.  92. 
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Consumada  en  España  esta  evolución  a  principios  del  si- 
glo XVI,  cuando  Carlos  I  hubo  sojuzgado  a  los  comunes 
de  Castilla,  un  autor  clásico  y  erudito  podía  enseñar  sin 
contradicción  en  1619  que  «  el  ayuntamiento  y  Senado  de 
una  República.  .  .  solo  es  para  dar  su  parecer  a  los  que  tie- 
nen la  suprema  autoridad »  y  no  inviste  poder  alguno,  ni 
está  armado  de  facultades  de  mando,  ni  puede  ejecutar  sus 
pareceres  y  deliberaciones  sino  que  se  ha  de  referir  en  esto 
a  los  corregidores;  y  lo  contrario  no  lo  deben  consentir 
las  justicias  porque  es  en  perjuicio  y  diminución  y  caída  de 
la  majestad».  Funda  esta  doctrina  Bovadilla  en  que  regu- 
larmente el  cabildo  carece  de  jurisdicción  criminal  «  porque 
no  tiene  mero  y  mixto  imperio  por  havelle  el  Pueblo  Ro- 
mano trasferido  en   el   Príncipe  y  en  sus  Ministros»    (di). 

§  56.  A  virtud  de  reales  cédulas  expedidas  por  los  Reyes 
Católicos,  los  descubridores  de  América  habían  sido  auto- 
rizados para  dividir  cada  provincia  descubierta  en  distritos 
y  en  alcaldías,  para  fundar  poblaciones  urbanas,  para  nom- 
brar corregidores  que  gobernasen  los  distritos,  y  alcaldes 
mayores  que  gobernasen  las  alcaldías,  y  en  fin,  para  nom- 
brar el  personal  de  alcaldes,  regidores  y  oficiales  que  cons- 
tituyese el  cabildo  de  cada  ciudad.  Por  vía  de  complemento 
de  estas  disposiciones,  Carlos  I  ordenó  por  real  cédula  fecha 
el  26  de  Junio  de  1523,  que  los  vecinos  de  cada  ciudad 
eligiesen  los  regidores  de  su  cabildo  cuando  esta  designa- 
ción no  correspondiese  a  los  descubridores  (  dj  ). 

En  ejercicio  de  su  privilegio  de  descubridor,  Pedro  de 
Valdivia  formó  el  7  de  Marzo  de  1541  el  cabildo  de  la  noví- 
sima ciudad  de  Santiago  de  Chile  nombrando  dos  alcaldes, 
seis  regidores,  un  mayordomo  y  un  procurador.  El  Cabil- 
do, así  compuesto,  que  fué  el  primero  que  hubo  en  Chile, 
se  instaló  el  día  11  del  mismo  mes  y  año. 


(di)     Bovadilla,  Política  para  Corregidores,  t.  11,  lib.  III,  cap.  VIII, 
pág.   172. 

idj)     Recopilación   de    Indias,    lib.  IV,    tit.  III,    1.    8.  10,  16,  tit.  V, 
1.    II   y  tit.  X,  ley  3. 
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A  los  principios  de  la  colonia,  el  Cabildo  se  renovaba 
anualmente  por  cooptación  {(11)',  pero  muy  pronto  se  em- 
pezó a  modificar  este  sistema  de  provisión  de  los  cargos 
concejiles.  \o  habían  transcurrido  siete  años  completos 
cuando  ya  el  virrey  del  Perú  disponía  por  cédula  de  1548 
que  en  lo  sucesivo  los  oficiales  reales,  esto  es,  el  tesorero, 
el  contador  y  el  veedor  de  hacienda,  entrasen  al  cabildo  como 
regidores  perpetuos  con  voz  y  voto.  Algunos  años  más 
tarde  (  1591  ),  Felipe  II  disponía  así  mismo  que  en  toda 
ciudad,  villa  o  lugar,  el  alférez  real  formase  parte  integran- 
te del  cabildo  respectivo  con  voz,  voto  y  salario  duplicarlo 
y  en  calidad  de  regidor  m;is  antiguo.  De  vez  en  cuando, 
además,  la  corona  o  el  gobernador  de  Chile  nombraba  con 
carácter  de  regidor  perpetuo  a  tal  o  cual  subdito  a  quien  se 
quería  honrar  (  d  m). 

Esta  misma  organización  fué  modificada  más  tarde.  Pre- 
sumiblemente bajo  el  reinado  de  Felipe  III,  cuando  más  se 
extendió  la  venalidad  de  los  oficios  y  de  los  cargos  conce- 
jiles como  medio  de  aumentar  las  rentas  fiscales,  la  corona 
se  arrogó  la  jjrovisión  en  remate  público  de  diez  de  las  va- 
ras de  regidores  perpetuos  y  no  dejó  sino  dos  de  car/icter 
amovible  para  que  se  proveyeran  anualmente  por  coopta- 
ción entre  los  vecinos  principales  de  la  ciudad. 

Habíase  fijado  en  2000  pesos  o  sea  en  400  libras  esterli- 
nas el    precio    mínimo    jíara     empezar    las    pujas;    cantidad 


(<il)  No  hemo.s  encontrado  real  cédula  al(^una  que  autorizase  a  los 
cabildos  de  las  Indias  o  solo  al  de  Santiago  de  Chile  para  integrarse  a 
sí  mismos.  Pero  que  se  seguía  el  procedimiento  de  cooptación  no  es  du- 
doso puesto  que  consta  en  actas  de  unas  sesiones  celebradas  con  tal 
propósito  y  transcriptas  por  .Amunátcgui.  E¡  Cahildo  de  Saittin<^o.  t.  1, 
cap.   I,   pájj.   7,   t.   II,  cap.   XI,   y   i.   III.   ca|>.   XI. 

{  fl  ni  )  Amunátegui.  ICI  Cahildn  <lr  Sniiliñf^o.  t.  I,  cap.  I,  III  y  XIV, 
t.   II.  cap.   III   y   XI,   y  t.   111,  cap.   VIII   y   XV. 

Iif'Co¡>ilm-iñn  di'  ¡as  Lfvfs  dv  Indias,  I  ib.   IV.  lít.  X.  I.  4. 

Una  real  cédula  fecha  en  1568  y  renovada  en  I6I0  dispuso  que  para 
lo  sucesivo  los  cabildos  de  las  ciudades  principales  de  las  Indias  se 
compusieran  de  doce  regidores,  y  los  de  las  demás  poblaciones,  de  solo 
seis,      ¡iecnpilaciiin  de  Indias,  loe.  cit.,  ley   I. 
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exorbitante  no  solo  porque  el  cargo  de  regidor  no  pro- 
curaba provechos  apreciables  sino  también  porque  la  po- 
breza general  del  vecindario  no  daba  para  tanto.  En  mu- 
chas ocasiones  no  hubo  postores  que  se  interesasen  por 
obtener  las  varas,  y  el  Cabildo  solía  pasar  años  y  años 
con  su  quorum  incompleto.  Para  remediar  aquellos  males 
que  trascendían  a  la  administración  de  la  ciudad,  el  presi- 
dente x\mat  dio  el  carácter  de  perpetuos  y  de  venales  a 
todos  los  cargos  de  regidores  y  rebajó  a  solo  300  pesos, 
o  sean  60  libras  esterlinas  el  mínimum  de  las  posturas. 
Mediante  estas  disposiciones,  dice  Barros  Arana,  el  Cabil- 
do de  Santiago  funcionó  desde  principios  de  1758  con  el 
número  completo  de  sus  miembros  (dn). 

Empero,  no  duró  mucho  la  vida  activa  del  Cabildo.  Pre- 
cisado a  recabar  la  aprobación  de  autoridades  superiores 
para  todas  las  medidas  de  carácter  general  que  acordaba, 
su  falta  de  autonomía  le  tenía  condenado  a  vegetar.  Según 
Amunátegui,  hacia  los  fines  de  la  Colonia  se  encontraban 
vacantes  dos  varas  de  regidores  porque  habiendo  sido  ofre- 
cidas en  remate  al  mejor  postor,  no  se  habían  presentado 
interesados.  En  cuanto  a  los  j-egidores  en  ejercicio,  o  no 
asistían  absolutamente  a  las  sesiones  o  asistían  muy  de  vez 
en  cuando,  faltos  de  interés  y  de  estímulo  en  la  tarea  de 
servir  a  la  ciudad  (dñ). 

Gobernaba  por  entonces  el  reino  de  Chile  el  brigadier 
don  Francisco  García  Carrasco,  quien  para  tener  un  apoyo 
en  sus  conflictos  con  la  real  Audiencia,  nombró  por  sí  y 
ante  sí  doce  regidores  auxiliares  de  entre  los  vecinos  prin- 
cipales de  la   ciudad. 

El  Cabildo  así  reconstituido  tomó  parte  activa  en  los 
primeros  movimientos  de  la  Independencia,  y  entre  los  co- 
rifeos principales  de  la  causa  de  la  patria  figuraron  pre- 
cisamente algunos  de  los  regidores  auxiliares  que  con  fines 
muy  diversos  había  nombrado  García  Carrasco. 


(dn)     Barros  Arana,  Historia  de  Chile,  t.   VI,   pág-.  203. 
(  d  ñ)     Amunáteg-ui,  Crónica  de  1810.  t.   I.  pág.   175. 
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En  fecha  23  de  Septiembre  de  1811,  el  Concrreso  Nacio- 
nal ofició  al  Cabildo  para  que  con  eliminación  de  la  su- 
basta, propusiera  un  medio  de  completar  su  número,  y  ha- 
biendo propuesto  la  corporación  el  nombramiento  de  ali^unos 
suplentes  y  las  personas  que  se  podían  nombrar,  la  legis- 
latura aceptó  el   arbitrio  y  los  nombres. 

Mantúvose  este  régimen  hasta  el  27  de  Julio  de  1826, 
fecha  de  una  ley  que  dispuso  para  lo  sucesivo  la  elección 
popular  de  los  cabildos. 

Con  posterioridad  han  regido  la  administración  municipal 
de  Chile  tres  leyes  orgánicas:  la  del  8  de  Noviembre  de 
1854,  la  del  12  de  Septiembre  de  1887  y  la  del  22  de  Di- 
ciembre de  1891. 

En  la  última,  que  es  la  vigente,  se  singularizó  el  legislador 
chileno  estableciendo  como  un  progreso  inapreciable  de 
nuestro  régimen  municipal  la  institución  primitiva  de  las 
asambleas  generales! 

§  57.  En  la  mayor  parte  de  los  Estados  antiguos  de  Gre- 
cia, de  Italia,  de  las  Galias  y  de  otros  países,  funcionaron  al 
lado  de  las  asambleas  generales  unas  instituciones  cjue  no 
obstante  sus  diferentes  organizaciones,  se  asemejaron  al  Se- 
nado romano  en  cuanto  se  compusieron  de  elementos  se- 
niles y  aristocráticos. 

Sus  orígenes  sociales  no  han  sido  bien  ileterminados. 
Mommsen  opina  que  los  Senados  de  los  Estados  italianos  se 
instituyeron  a  imitación  y  semejanza  del  romano  (r/o); 
pero  esta  explicación,  (jue  carece  de  carácter  científico  por- 
(jue  no  da  la  causa  social,  nos  deja  a  obscuras  sobre  los 
orígenes  de  atjuellos  Senados,  los  de  Grecia,  los  de  (ia- 
lia,  etc.,  que  aparecen  florecientes  hacia  una  época  en  c|ue 
los  Estados  helénicos,  célticos,  etc.,  no  estaban  todavía  so- 
metidos a  la  influencia  de  Roma   (  </ /; ). 


( f /  o  )     Mommsen,   Hisloirr    Roiuaiiu:    t.   II.    liv.   II,    chap.   \',   pajj.  6, 
et  t.   V.  liv.   IV,  chap.  X,  pag.   \9t^. 

{  <¡  fi  )      Mommsí-n,   ¡{¡sloirc  Ixninninc.   t.   VI.  chap.  VI,  pag.   275. 
S«*nún   Dionisio  de   Halicarnaso,  el   Senado  romano    se   habría  instituido 
a   imitación  de  tos  Consejos    de  ancianos  que  habia  en  Grecia.     Después 
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De  todos  aquellos  Senados,  el  que  desempeñó  papel  más 
importante  en  la  historia  antigua  fué  sin  duda  el  de  Roma; 
y  sea  que  sirviese  o  no  de  modelo  a  los  que  se  organiza- 
ron o  reorganizaron  cuando  ya  su  fama  había  llegado  a 
luengas  tierras,  el  estudio  de  sus  orígenes  nos  dará  nocio- 
nes más  o  menos  positivas  acerca  de  los  orígenes  de  todas 
las  instituciones  análogas. 

Por  de  contado,  no  aludimos  a  los  orígenes  históricos 
que  sobre  carecer  de  importancia  para  nuestro  estudio,  han 
de  haber  sido  diferentes  de  uno  a  otro  Estado;  aludimos  a 
las  causas  sociales,  que  han  de  haber  sido  generales  para 
que  la  misma  institución  apareciera  en  Estados  tan  dife- 
rentes. 

Según  las  tradiciones,  el  Senado  romano  habría  sido 
fundado  por  Rómulo,  cuya  existencia  personal  es  muy 
dudosa;  y  se  habría  compuesto  a  los  principios  de  100 
patricios,  designados  de  entre  los  jefes  de  las  gentes. 
Las  mismas  tradiciones  referían  que  posteriormente,  con 
motivo  de  haberse  operado  la  fusión  de  tres  tribus  para 
formar  el  pueblo  romano,  el  número  de  senadores  se  ha- 
bría triplicado  a  fin  de  poder  asignar  a  cada  una  el  nú- 
mero primitivo  de  100.  Mucho  más  tarde,  o  sea  el  año  666 
de  Roma,  con  motivo  de  haberse  confiado  al  Senado  cier- 
tas funciones  judiciales,  se  creyó  indispensable  elevar  a  600 
el  número  de  senadores;  pero  este  número  no  se  mantuvo 
nunca  fijo  ora  porque  de  hecho  disminuía  con  las  muertes 
y   proscripciones,  ora  porque  de  derecho  se  aumentaba  con 


de  referir  que  Rómulo  eligió  100  patricios  para  que  le  asesorasen  en  el 
gobierno,  agrega:  «El  Consejo  de  estos  100  patricios  se  llamaría  en 
griego  (Jerusia,  es  decir.  Consejo  de  ancianos  o  Senado,  que  es  el  nom- 
bre que  los  romanos  le  han  dado  siempre.  Pero  no  podría  yo  decir  si 
esta  institución  fué  así  llamada  porque  se  compusiera  de  hombres  de  edad 
avanzada  o  en  razón  de  sus  virtudes,  pues  los  antiguos  llamaban  (He- 
rontes.  es  decir,  ancianos,  tanto  a  las  personas  de  edad  como  a  las  de 
mérito...  Esta  práctica,  a  semejanza  de  muchas  otras,  venía  de  los 
griegos,  pues  allí  todos  los  reyes.  .  .  tenían  un  Consejo  compuesto  de 
proceres».  Denys  d'Halicarnase.  Antif¡uités  Romaines,  t.  II,  liv.  II, 
chap.  V,  pag.   26  et   27. 
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los  asientos  que  se  reservaban  para  los  funcionarios  superio- 
res (cónsules,  pretores,  cuestores,  etc.),  que  cesaban  en  el 
desempeño  de  sus  cargos  y  que  a  los  fines  de  la  República 
eran  elegidos  tanto  de  entre  los  patricios  como  de  entre 
los  plebeyos  (  d  q  ). 

En  sentir  de  Mommsen,  es  presumible  (jue  el  Senado 
primitivo  fuese  una  mera  representación  de  las  familias  y 
que  se  compusiera  de  miembros  elegidos  por  ellas  mismas 
sin  intervención  del  Estado.  Si  así  hubiese  ocurrido,  el 
Senado  romano  habría  tenido  el  carácter  de  institución  so- 
cial espontánea  antes  de  adquirir  el  de  institución  política; 
pero  ni  la  historia  ni  las  tradiciones  alcanzan  a  la  época  en 
que  según  la  presunción  de  Mommsen,  el  vSenado  se  inte- 
graba independientemente  del  Estado.  A  contar  desde  los 
siglos  meramente  tradicionales  de  la  monarquía,  los  sena- 
dores fueron  siempre  vitalicios,  nunca  hereditarios,  y  se 
nombraban  a  los  principios  por  el  rey,  en  seguida  por  los 
cónsules,  después  por  los  censores,  más  tarde  por  los  mis- 
mos censores  e  indirectamente  |ior  los  comicios,  y  final- 
mente por  el   Senado   (  d  r). 

;Cómo,  pues,  se  formó  originariamente  el  Senado?  Ya 
que  ni  la  historia  ni  las  tradiciones  remontan  hasta  los 
orígenes  de  esta  institución,  procuremos  encontrarlos  en  la 
etnografía. 

Cuando  entre  los  araucanos  se  celebraban  juntas  gene- 
rales para  declarar  la  guerra,  luego  se  apartaban  los  caci- 
ques, dice  Góngora  Marmolejo,   v   sin   deiar  tjue  se  acercase 


{<¡r¡)     Mommsen.    í^r  ¡)fi>it  l'iihlic  fínmnin.   t.   Vil.  pag;.    12  ñ   22. 

Kl  ingreso  de  los  plel)eyos  en  el  Senado  por  la  puerta  de  las  magis- 
traturas elertivas  les  hizo  poco  menos  (pie  dueños  de  este  cuerpo.  Kn  la 
lista  reconstituida  de  los  senadores  que  hahia  el  año  55  antes  de  nuestra 
Era.  aparecen  372  plebeyos  y  solo  43  patricios.  Knire  unos  y  otros  se  con- 
taban 7  cx-censores.  28  ex-cónsules.  120  ex-prelorcs,  7  ex-ediles,  53 
ex-tribunos  y  199  ex-cuestores.  I.aveleye.  Le  (¡ouvrrnvtnvnt  ihiiis  la 
Démocratir.  t.  II.  liv.  VIII,  chap.  VI.  pag    20. 

Denys  d'Halicarnase.  Antifjuiirs  /ínmaitirs.  t.  II.  liv.  II.  chap.  V.  XI 
ct  XX 

{  d  r)     Mommsen.  Drnit  I'ublic  Romnin.  t.  VII.  pag.  23  a  38. 
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indio  alc^uno  que  no  fuese  de  los  principales  para  que  no 
se  conociera  su  secreto,  acordaban  lo  que  se  había  de  ha- 
cer (ds). 

Así  mismo,  entre  los  chiriguanos  de  Bolivia,  « el  gran 
cacique  llama  a  parlamento  y  consulta  a  todos  los  caci- 
ques «  en  los  casos  de  guerra;  y  durante  la  paz  el  jefe  de 
cada  tribu  «  no  es  solo  en  la  administración  »  porque  siem- 
pre actúa  asesorado  por  consejeros  que  elige  libremen- 
te   {dt  ). 

Según  Oviedo,  los  indígenas  de  la  antigua  Nicaragua 
«  no  se  gobernaban  por  caciques  e  único  señor  »  sino  a  ma- 
nera de  comunidades,  por  cierto  número  de  viejos  elegidos 
popularmente;  y  los  de  Castilla  del  Oro  acostumbraban,  al 
comenzar  sus  guerras  o  al  acometer  cualquiera  empresa 
importante,  asesorarse  de  aquellos  hombres  a  quienes  más 
veneraban   (  (/  u  ). 

Dumont  D'Urville  atestigua  que  en  Mti,  donde  el  rey 
gobernaba  con  autoridad  omnímoda,  cuando  tenía  que  to- 
mar resoluciones  de  carácter  grave,  se  asesoraba  de  los 
principales  jefes  y  guerreros  (  d  v);  y  Wilson  observó  tam- 
bién en  las  islas  de  Palaos  ( 1783  )  que  cuando  el  rey  tenía  que 
resolver  asuntos  importantes,  no  olístante  su  autoridad  ab- 
soluta, congregaba  en  la  plaza  pública  a  los  jefes  y  oficiales 
superiores  del  Estado  para  que  deliberasen  y  le  presenta- 
sen su  dictamen   (  d  x). 

Algo  análogo  observó  vStanley  en  Bammbineh,  cerca  del 
lago  Victoria,  porque  habiendo  sido  asaltado  por  los  indí- 
genas y  ofrecídoles  algunos  cachivaches  y  fruslerías  para 
que  le  dejasen  en  paz,  el  rey  rechazó  con  su  bastón  a  la 
muchedumbre,  llamó   a  su    lado   a  media   docena    de   ancia- 


(ds)     Góngora  Marmolejo,  Historia  de  Chile,  cap.  XLVI. 

(dt)     Niño,  Etnografía  Ciiiriguana.  cap.  V,  págs.   161   y   165. 

(du)     Oviedo,   Historia  general  y    natural   de   las    Indias,  t.    III, 
lib.   XXIX.    cap.   XXVI,  pág-.   127,  y  t.  "^IV,  lib.  XLII,    cap.  I,  pág.  36. 

idv)     Dumont  D'Urville,    \'oyage  au  Polo  Sud.  t.   IV,  pag.   247. 

(dx)     Wilson.  Rélation  des  Isles  Pelew,  pag.  297. 
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nos,  y  se  apartó  con  ellos  a  celebrar  consejo  para  resolver 
lo  más  conveniente  (  d  ^y). 

De  estos  hechos  se  infiere  que  no  obstante  las  asambleas 
generales,  los  Senados,  o  sea  los  Consejos  compuestos  de 
hombres  de  edad  madura,  nacen  espontáneamente  en  las 
sociedades  bárbaras  y  tienen  su  origen  en  la  pr;ict¡ca  de  pedir 
dictamen  reservado  a  los  jefes,  caciques  y  patriarcas  {(1/.). 
Aun  cuando  estos  Consejos  tengan  por  lo  común  compe- 
tencia para  deliberar  solare  todo  asunto  importante,  es  de 
presumir  que  a  los  principios  no  se  los  celebre  más  que  para 
tratar  de  la  paz  y  de  la  guerra,  y  que  la  primera  necesi- 
dad que  les  dé  vida  sea  la  de  substraer  de  la  publicidad 
aquellas  resoluciones  cuyo  éxito  depende  en  gran  parte  de 
la  reserva.  Si  prescindimos  del  mítico  Rómulo,  a  quien  se 
atribuía  por  las  tradiciones  la  fundación  del  Senado,  no 
hay  inconveniente  alguno  para  admitir  que  el  famoso  Con- 
sejo de  Roma  tuvo  primitivamente  estos  orígenes. 

En  un  pueblo  belicoso,  que  habiendo  nacido  rodeado  de 
vecinos  hostiles  se  veía  precisado  de  continuo  a  deliberar 
sobre  la  paz  y  la  guerra,  se  debió  sentir  desde  tem|)rano 
los  inconvenientes  de  las  deliberaciones  públicas  y  la  nece- 
sidad de  dejar  la  última  palabra,  en  forma  de  simple  dicta- 
men para  no  atropellar  ni  la  soberanía  del  pueblo  ni  la 
autoridad  de  los  jefes,  a  un  consejo  áulico  cuyas  determi- 
naciones se  pudieran   mantener  en   reserva. 

Todo  esto  es  muy  presumible  como  que  está  fundado 
en  datos  positivos  de  la  etnografía  universal;  pero  en  la 
constitución  y  funcionamiento  del  Senado  romano  hay  dos 
j)untos  que  complican  sobre  modo  el  prol)lema,  cuales  son: 
1"  el  número  redondo  de  sus  miembros;  y  2°  el  carácter 
legislativo  de  sus  resoluciones. 

A  semejanza  de  las  asambleas  generales,  los  Consejos  pri- 
mitivos de  origen  espontánr-o  constan   de  un   número  inde- 


( >] y  )     Stanley,  Le  Continent  Mystérienx.  t.  I.  pag.  297. 

(f/z)     Sumner    .Maine,    I/Ancirii    Droit    ft    In    ('outunif    l'iiinitivt\ 
chap.  I,  pag.  39. 
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finido  de  miembros.  vSi  a  las  reuniones  públicas  tienen 
derecho  de  asistir  todos  los  hombres  Vcálidos,  a  las  de  con- 
sejeros tienen  derecho  de  asistir  o  bien  todos  los  que  son 
convocados,  o  bien  todos  los  que  han  llegado  a  cierta  edad 
o  a  ciertas  jefaturas.  El  número  fijo  y  redondo  de  300 
senadores  con  que  el  Senado  romano  llegó  a  los  tiempos 
históricos,  es  claro,  indicio  de  que  al  empezar  la  historia, 
el  Estado  había  ya  intervenido  en  la  organización  de  este 
cuerpo.  Cómo,  por  cuáles  motivos  y  en  cuáles  circunstan- 
cias, son  preguntas  cuyas  contestaciones  podemos  acaso 
encontrar  en  la  tradición  romana  si  la  estudiamos  a  la  luz 
de  la  etnografía  universal. 

Sabemos  que  entre  los  germanos,  se  celebraban  regular- 
mente asambleas  generales,  pero  que  cuando  se  reunían  va- 
rias tribus,  no  pudiendo  concurrir  todos  los  hombres  libres, 
las  deliberaciones  se  tenían  entre  los  solos  jefes  (ea).  Sa- 
bemos que  entre  los  aztecas,  las  asambleas  de  las  gentes 
( calpullis )  eran  generales,  pero  que  las  de  las  tribus  se 
componían  exclusivamente  de  mandatarios  designados  por 
cada  calpulli  (e  b).  Sabemos  que  entre  los  iroqueses,  cada 
gens  celebraba  asambleas  generales,  pero  que  la  confedera- 
ción de  tribus  formada  en  el  siglo  XV  era  dirigida  por  un 
consejo  federal  compuesto  de  50  saquem  o  caciques  elegi- 
dos por  sus  respectivas  parcialidades.  Costa  observa  que 
cuando  las  tribus  celtíberas  se  sintieron  amenazadas  por  la 
invasión  romana,  se  vieron  precisadas  a  confederarse  para 
oponerla  alguna  resistencia;  y  la  federación  (  continúa  ) 
trajo  como  obligada  consecuencia,  entre  otras  instituciones 
especiales,  una  asamblea  federal   (  ec). 

Estos  hechos  manifiestan  que  cuando  por  efecto  de  con- 
federaciones o  uniones  de  tribus,  tiene  la  población   un  in- 


(ea)  Gneist,  Constitution  Communale  de  T Angletevre.  t.  I,  pag.  XO. 

(eb)  Nadaillac,  UAmévique  Préhistorique,  chap.  VI,  pag.  314. 

(ec)  Costa,  Introducción  a  un  Tratado  de  Política,  pág.  252. 
Engels,  Origen  de  la  Familia,  de  la  Propiedad  y  del  Estado,  cap.  III, 

págs.   156  y   158. 

Giddings,  Principios  de  Sociología,  lib.  II,  cap.  III,  pág.  213. 
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cremento  repentino  y  considerable,  incontinenti  se  hace 
sentir  la  necesidad  de  un  cuerpo  permanente  de  consejeros 
que  en  representación  de  las  agrupaciones  asociadas  ase- 
sore y  fiscalice  al  jefe  común;  y  en  estados  sociales  atra- 
sados, donde  todavía  no  ha  echado  raíces  el  régimen  elec- 
toral, espontáneamente  se  deja  la  función  de  representantes 
en  manos  de  los  hombres  más  venerados  y  prestigiosos, 
cuales  son  los  jefes  de  reducciones  o  parcialidades,  los  ca- 
ciques y  los  patriarcas. 

Fórmase  entonces  una  altísima  magistratura  semejante  a 
un  Consejo  de  Estado  que  funciona  sin  perjuicio  de  las 
asambleas  generales,  que  interviene  en  la  deliberación  de 
todo  asunto  importante  y  que  a  pesar  de  su  carácter  me- 
ramente consultivo,  impone  sus  dictámenes  y  ejerce  una 
preeminencia  incontrastable  porque  representa  entidades 
que  antes  fueron  independientes  y  porque  está  especialmente 
encargada  de  mantener  las  condiciones  del  pacto  de  unión 
í  e  ch  ). 

Así  mismo  se  infiere  de  estos  hechos  que  tan  pronto 
como  se  cierran  para  la  generalidad  las  |)uertas  de  estas 
corporaciones,  se  propende  a  limitar  el  número  de  sus 
miembros  con  el  propósito  de  mantener  la  igualdad  entre  las 
agrupaciones  aliadas,  impidiendo  que  las  mayores  tengan  en 
el  Senado  mayor  representación  e  influencia.  Este  pro- 
pósito aparece  muy  manifiesto  en  la  historia  política  de 
Atenas:  cuando  Solón  dividió  la  población  en  cuatro  tribus, 
asignó  100  senadores  a  cada  una,  por  manera  que  el  Se- 
nado se  compuso  de  400;  y  cuando  Clístenes  la  dividió  en 
diez  tribus,  asignó  50  senadores  a  cada  una  y  el  Senado 
quedó  compuesto  de   500  (  c  <l ). 

Pues  bien,  según  las  tradiciones  del  Tíber,  en  Roma  se 
estableció   una    organización    constitucional    muy  semejante 


(ech)     Sumner  Maine,   L'Aiuií'ti    Ihnit    el    ¡n    CiniluiiH'    Priinilivv. 
chap.   I.  pag.   39  et  40. 

Costa,  Introducción  n  un  Tratarlo  de  PnlíticA,  pág.    253. 

( (' f/ )     .Aristóteles.  La  ROpuhliquc  Athéniennv,  §  8  et  21. 
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por  obra  de  causas  análogas.  Habiéndose  formado  el  pue- 
blo romano  por  la  confederación  de  tres  agrupaciones  o 
tribus,  se  adoptó  como  base  de  igualdad  el  principio  cons- 
titucional del  reparto,  por  tercios,  de  todas  las  cargas  y  be- 
neficios del  Estado.  Para  este  efecto,  todas  las  corpora- 
ciones se  compusieron,  como  ya  lo  hemos  observado  (§  21), 
de  un  número  de  miembros  divisible  por  tres.  Entre  ellas,  el 
Consejo  de  los  ancianos  se  compuso  de  300  miembros,  100 
por  cada  tribu. 

Compuesto  a  los  principios  exclusivamente  de  patricios, 
su  composición  aristocrática  deja  presumir  que  el  Senado 
romano  nació  antes  de  que  los  plebeyos,  mercaderes  inmi- 
grantes venidos  de  fuera,  fuesen  jurídicamente  incorporados 
en  el  Estado,  esto  es,  cuando  la  población  cívica  de  Roma 
no  contaba  más  que  aquella  porción  que  más  'tarde  cons- 
tituyó la  clase  aristocrática. 

A  nuestro  juicio,  todas  estas  inducciones  están  bien  fun- 
dadas en  los  hechos  que  más  arriba  hemos  enunciado;  pero 
a  la  vez  todas  ellas  suponen  que  el  Senado  romano  fué  un 
cuerpo  meramente  consultivo  cuando  en  las  historias  más 
conocidas  aparece  que  dictaba  unas  leyes  llamadas  sena- 
doconsultos  de  carácter  tan  obligatorio  como  las  que  dic- 
taba la  plebe  bajo  el  nombre  de  plebiscitos  (  e  e). 

La  verdad  es,  sin  embargo,  que  originariamente  no  tuvo 
el  Senado  la  facultad  de  legislar.  Según  se  infiere  de  la 
raíz  de  la  palabra,  el  Senado,  de  senex,  anciano,  fué  a  los 
principios  un  cuerpo  compuesto  exclusivamente  de  hombres 
de  edad  madura,  esto  es,  de  hombres  de  consejo;  y  el 
nombre  de  sus  acuerdos  y  resoluciones,  sencidoconsultos, 
deja  entender  de  manera  muy  clara  que  hacia  la  misma 
época,  se  concretaba  a  expedir  dictámenes  y  pareceres  sin 
carácter  obligatorio.  Las  Instituías  de  Justiniano  conser- 
varon el  recuerdo  de  una  época  en  que,  según  las  tra- 
diciones, no  ejercía  todavía  facultades   legislativas  el   Sena- 


( e  e )     Denys   d'Halicarnase,    Antiquités    Romaines,    t.    VI,    liv.    XI, 
chap.  VIII,  pag-.    321. 
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do  (ef)\  y  Mommsen  nos  enseña:  1°  que  tanto  en  los 
tiempos  de  la  monarquía  como  en  los  de  la  República,  la 
competencia  de  aquel  cuerpo  se  reducía  a  dar  dictamen  so- 
bre las  resoluciones  de  los  comicios  y  sobre  ciertos  decre- 
tos de  los  matristrados;  y  2°  que  esta  misma  competencia 
no  podía  él  ejercerla  por  su  propia  iniciativa,  sino  a  instan- 
cia o  del  pueblo  o  de  un  magistrado.  Por  consiguiente, 
el  Senado  romano  fué  también  a  los  principios  un  simple 
consejo  de  patriarcas,  y  más  que  a  un  cuerpo  legislativo 
se  asemejaba  a  un  Consejo  de  Estado  (og). 

Hay  un  hecho  jurídico  de  la  mayor  importancia  cuyo 
significado  histórico  ha  pasado  inadvertido  y  que  a  nues- 
tro juicio  acaba  de  comprobar  el  carácter  meramente  con- 
sultivo del  antiguo  vSenado  romano,  es  a  saber,  que  sus 
acuerdos  y  resoluciones  no  entraban  en  vigor  como  no 
fuesen   aprobados   por  el  jefe  del  Estado. 

Para  nosotros,  que  hemos  nacido  bajo  un  régimen  aná- 
logo, el  trámite  previo  de  la  sanción  no  implica  en  ma- 
nera alguna  que  los  cuerpos  legislativos  carezcan  de  carác- 
ter legislativo.  Pero  a  todas  luces,  esta  práctica  no  ha 
podido  establecerse  sino  a  la  larga,  cuando  la  autocracia 
ha  empezado  a  disputarles  y  a  compartir  con  ellos  la  fa- 
cultad de  legislar.  A  los  principios,  cuando  la  legislatura 
es  una  asamblea  general  que  se  confunde  con  el  pueblo 
entero,  dicha  facultad  se  ejerce  sin  cortapisa  alguna  y  los 
acuerdos  legislativos  cobran  vigor  sin  necesidad  de  que 
sean  sancionados  por  ninguna  magistratura.  Las  resoluciones 
de  la  asamblea  general  de  Atenas  y  los  plebiscitos  de  los 
comicios  romanos  no  necesitaban  de  sanción  para  ejecu- 
tarse y  cumplirse  (  o  h  ).  Por  consiguiente,  si  los  acuerflos 
del  vSenado  romano  no  adquirían  carácter  obligatorio  sino 
cuando  el  magistrado  los  aprobaba,  es  sin  duda  porque 
juríilicamente  se  les   tenía  por  simples  dictámenes. 


(ef)     histitutns.  liv.   I.  tit.   II,  §  5. 

(vf/:)     Mommsen,  Le  Droit  Public  l'ninnin.  t.  VII,  pap.   219  a  233. 

(  (' h  )     Mispoulet,   FJtudos  i¡'Instittitions  líornnitws,  pag    f>7. 
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Sugestionados  por  las  actuales  organizaciones  políticas 
de  los  principales  Estados,  algunos  romanistas  han  soste- 
nido que  la  constitución  política  de  Roma  estuvo  fundada 
en  el  sistema  de  la  bifurcación  parlamentaria,  como  lo 
prueba,  según  ellos,  el  hecho  de  que  el  cónsul  o  su  re- 
emplazante jamás  propusiese  una  ley  a  los  comicios  por 
centurias  sin  recabar  previamente  la  aprobación  del  Se- 
nado. 

Pero  según  lo  observa  Mispoulet,  este  hecho  no  prueba 
en  manera  alguna  que  el  vSenado  desempeñase  las  funcio- 
nes legislativas.  No  se  requería  la  intervención  del  Sena- 
do para  que  prestase  su  aprobación  como  cámara  legisla- 
tiva sino  para  que  diese  su  dictamen  como  Consejo  de 
Estado;  no  constituía  este  cuerpo  un  poder  que  contraba- 
lancease el  poder  de  los  comicios,  sino  una  magistratura 
que  asesoraba  a  los  cónsules;  y  muchas  leyes  se  dictaron 
sin  que  ningún  senadoconsulto  las  autorizara  o  las  san- 
cionara (  e  i ). 

La  manera  como  aquel  cuerpo  consultivo  asumió  en  las 
postrimerías  de  la  República  las  facultades  de  Poder  Le- 
gislativo es  un  punto  interesante  de  la  historia  política  de 
Roma  y  su  dilucidación  envuelve  una  grande  enseñanza 
para  las  democracias.  Según  las  Institutas,  cuando  los 
ciudadanos  se  hubieron  multiplicado  tanto  que  se  hizo  difí- 
cil la  frecuente  reunión  de  los  comicios  para  legislar,  pa- 
reció conveniente  transferir  al  vSenado  las  facultades  legis- 
lativas con  el  fin  de  que  reemplazara  al  pueblo  romano,  que 
manifestaba  no  tener  interesen  ejercerlas  (ej);  y  Alomm- 
sen  observa  que  si  los  simples  dictámenes,  los  senado - 
consultos,  se  transformaron  a  la  larga  en  leyes,  fué  por 
efecto  de  la  práctica  que  invariablemente  se  siguió  durante 
varios  siglos  de  aprobarlos,  sancionarlos  y  cumplirlos  (e  k). 


(ei)     Mispoulet,  Études  d'Institutions  Romaines,  pag.  65   et   141. 

{ej)     Instituías,  liv.  I,  tit.  II,  §  5. 

{ek)     Mommsen,  Droit  Public    Romain.    t.  VII,    pag.  219  a  233,  et 
456  a  469. 
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vSi  en  los  Estados  de  derecho  escrito,  no  se  comprende 
bien  esta  transformación,  es  porque  en  ellos  no  prevalece 
por  lo  común  la  práctica  contra  las  leyes  que  establecen 
taxativamente  la- competencia  de  las  instituciones.  Pero  en 
aquellos  Estados,  como  la  República  romana,  donde  predo- 
mina el  derecho  consuetudinario,  los  usos,  prácticas  y  cos- 
tumbres pueden  por  sí  solos  crear  instituciones,  modificarlas, 
ampliar  o  restringir  su  competencia,  aumentar  o  amenguar 
sus  facultades.  No  es,  por  consiguiente,  de  extrañar  que 
los  senadoconsultos  adquiriesen  carácter  obligatorio  por- 
que después  de  haber  sido  acatados  durante  varios  siglos, 
ya  ningún  magistrado  y  ningún  ciudadano  osó  infringirlos. 

A  nuestro  juicio,  amibas  explicaciones,  la  de  las  Insti- 
tutos y  la  de  Mommsen,  parecen  ser  igualmente  verdade- 
ras; ambas  se  completan,  y  ambas  ponen  de  manifiesto  la 
decadencia  de  los  comicios. 

§  58.  Cuando  de  los  magníficos  y  colosales  escombros 
del  Imj)erio  Romano  se  levantaron  los  toscos  edificios  de 
las  monarc^uías  bárbaras,  por  obra  de  generación  espon- 
tánea aparecieron  en  ellas  unas  asambleas  deliberantes  que 
la  Antigüedad  no  conoció  y  que  en  los  siglos  medios  pres- 
taron sin  duda  algunos  servicios  a  la  unificación  de  los 
nuevos  Estados  y  al  robustecimiento  de  los  derechos  in- 
dividuales:  aludimos  a  los  Consejos  aristocráticos. 

A  la  época  de  las  invasiones,  ya  las  asambleas  naciona- 
les del  Imperio,  esto  es,  los  comicios  y  el  Senado  de  Roma, 
habían  perdido  por  indignidad  y  prescripción  las  prerroga- 
tivas de  legislar  y  de  inspirar  y  guiar  al  gobierno  del  Es- 
tado; y  en  conformidad  con  una  antigua  práctica  jurídica 
que  mandaba  a  todo  magistrado  asesorarse  de  prudentes 
consejeros  siempre  que  le  correspondiese  resolver  asuntos 
graves  (<•/),  los  emperadores  habían  adoptado  la  de  so- 
meterlos al  estudio  y  dictamen  de  un  Consejo  de  .iulicos,  lla- 
mado  Consistorio  o  Auditorio. 

Por  su  parte,  los  monarcas  bárbaros  (jue  al  imjjoiursc  al 
Imperio,  ora  como  auxiliares,   ora  como   invasores,    no  de- 


(ei)     Mommsen,  iJrait  l'uhlic  lioitmin.  t.  VII.  pag.  226. 
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jaban  de  admirar  sus  instituciones,  trataron  de  remedar  la 
Corte  de  Constantinopla  rodeándose  también  de  una  junta 
de  dignatarios  palaciegos. 

Pero  no  se  detuvo  en  aquel  punto  el  desenvolvimiento  de 
la  nueva  institución.  Como  quiera  que  en  ningún  Estado 
se  podía  negar  al  príncipe  el  derecho  de  asesorarse  con 
quienes  quisiese,  los  monarcas  bárbaros  adoptaron  a  poco, 
en  ejercicio  de  esta  prerrogativa,  la  práctica  de  llamar  de 
vez  en  cuando  a  su  Consejo  a  todos  los  proceres  del  reino, 
en  especial  aquellos  cuyo  poder  se  temía  y  cuya  ayuda  se 
necesitaba.  A  nuestro  juicio,  no  es  otro  el  origen  de  las 
asambleas  aristocráticas  que  florecieron  durante  los  siglos 
medios  (eU). 

Bajo  los  nombres  latinos,  usados  indistintamente,  de  con- 
cilium,  conventus,  congregatio,  curia  plena,  coronata  o 
solemnis,  estas  asambleas  fueron  apareciendo  a  medida  que 
la  formación  de  los  nuevos  Estados,  más  o  menos  indepen- 
dientes de  Roma  y  de  Constantinopla,  de  hecho  sino  de 
derecho,  hacía  sentir  la  necesidad  de  integrar  su  organiza- 
ción política. 

Ya  desde  el  siglo  IV,  adoptaron  los  reyes  lombardos  la 
práctica  de  congregar  a  los  dignatarios  de  la  corona  y  a 
los  grandes  propietarios  rurales  para  que  reunidos,  en  asam- 
blea, deliberasen  acerca  de  las  leyes  y  asuntos  que  se  some- 
tiesen a  su  discusión   (e  m). 

Entre  los  francos,  no  aparecieron  las  asambleas  aristocrá- 
ticas sino  en  el  siglo  VI,  ni  se  compusieron  a  los  principios 
sino  de  los  dignatarios  de  la  corte.  Pero  desde  el  año  616 
aparecen  congregados  los   proceres  de  todo    el  reino.     La 


{  e  11)  Pasquet  observa  que  en  Inglaterra,  hacia  el  siglo  XII,  no  se  dis- 
tinguían por  sus  atribuciones  la  corte  (curial  compuesta  de  todos  los 
proceres  del  reino,  y  la  compuesta  de  los  dignatarios  de  palacio.  Una  y 
otra  constituían  el  consejo  del  rey.  Como  quiera  que  el  monarca  podía 
asesorarse  con  quien  se  le  ocurría,  unas  veces  pedía  consejo  a  muchos, 
otras  a  pocos.  Pasquet,  Origines  de  la  Chambre  des  Coinmunes.  pag. 
7  et  10. 

(  e  /J3  I  Fustel  de  Coulanges.  La  Monarchie  Franque.  chapitre  V, 
pag.   115. 
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curici  coronada  o  corte  real  se  llamó  entonces  conventus 
¡T^onoralis,  ayuntamiento  general.  Hacia  el  siglo  XIII,  esta 
misma  asamblea  se  distinguía  con  el  nombre  de  jnirlanienio, 
nombre  que  de  largo  tiempo  atr;ís  se  daba  en  ciertos  docu- 
mentos, dice  Pardessus,  a  las  reuniones  de  vecinos  y  (jue 
por  su  etimología  supone  el  carácter  deliberante  {  e  ii  )■ 

En  la  misma  época,  esto  es,  en  la  que  subsiguió  a  las  in- 
vasiones, nace  la  asamblea  aristocrática  entre  los  visigodos. 
Aquella  institución  tuvo  en  la  Iberia  un  florecimiento  extra- 
ordinario. Unidos  los  proceres  de  la  monarquía  y  los  ílig- 
natarios  de  la  Iglesia,  a  lo  menos  desde  la  conversión  de 
Recaredo,  acostumbraron  a  congregarse  en  Toledo  para  deli- 
berar sobre  los  asuntos  de  interés  público,  y  los  congresos 
( concilii  I  que  se  conocen  con  el  nombre  de  esta  ciudad 
brillaron  en  aquellos  siglos  más  que   ningunos  otros  (  f  ñ  ). 

En  la  Gran  Bretaña,  donde  había  siete  reinos,  que  antes 
lie  la  conquista  normanda  se  habían  refundido  en  imo  solo, 
las  asambleas  nacionales  se  componían,  según  Gneist,  de  un 
corto  número  de  ní)bles,  número  (jue  relativamente  dismi- 
nuyó cuando  la  heptar(]uía  cayó  derrumbada.  Del  cómputo 
de  las  firmas  que  se  cuentan  en  algunas  actas,  resulta  (|ue 
a  las  asambleas  generales,  llamailas  W'ift'ituííi'iiKtt,  nunca 
concurrieron  más  de  unos  1U6  príncipes,  duques  y  dignata- 
rios de  palacio,  fuera  de  la  muchedumbre  (jue  no  se  conta- 
ba. Estimada  la  asistencia  a  los  consejos  reales  antes  como 
una  carga  tjue  no  como  una  |)rerrogativa,  solo  concurrían 
los  que  eran  nominativamente  convocados  por  la  corona  y 
(jiie  no  podían  cUidir  el  cumplimiento  de  la  obligación   (  *•  r»  ). 


(  Pti)  Fustfl  df  (.oiilanpes.  ¡^n  Monnrcliic  l'iuixjuc  chap.  V.  pag,  H" 
et  chap.  XVI,  pag.  í>3I  et  í>32. 

Pardessus,  L'( h'fíaiiisntion  jtulicinin:  paj^.  "4.  X'éase  la  nota  {ífí\  He 
este  mismo  capitulo. 

(eñ)     Martínez  Marina,    Trnrín  dv  ¡as  Cortes,  t.  I.  cap.   II. 
Colmeiro,  Constitución  y  (inhifrao  dt'  ¡os  /írinos  dr   Lnin  y  Custi- 
lla,  t.  1,  cap.   V. 

(eo)  Gneist,  Cnnstiiiiíion  Coinmunnle  df  VAn^Ietcm:  \.  I.  pa^;.  75 
et  82. 

Pasquet,  Les  t  frigines  dt' ¡n  Clmntltn^  des  Communrs.  pag.  5. 
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Ni  entre  los  visigodos,  ni  entre  los  francos,  ni  entre  los 
lombardos,  ni  entre  los  anglo-sajones,  ni  en  parte  alguna  se 
dictó  decreto  ni  ley  que  estableciera  las  asambleas  aristo- 
cráticas (ep).  Compuestas  a  los  principios  no  más  que  de 
los  dignatarios  de  la  corte,  congregados  para  que  expresa- 
sen sus  pareceres  sobre  los  asuntos  que  se  las  proponían, 
aquellas  asambleas  no  tuvieron  carácter  legislativo  ni  políti- 
co, ni  sus  actos  surtieron  efectos  jurídicos.  A  la  manera  del 
primitivo  Senado  de  Roma,  fueron  simples  Consejos  cuyos 
acuerdos  tenían  el  carácter  de  meros  pareceres  que  el  rey 
podía,  a  voluntad,  seguir  o  no  {  e  q).  Sin  la  sanción  real 
nada   valían. 

Como  quiera  que  aquellas  asambleas  tenían  carácter  me- 
ramente consultivo,  de  ordinario  no  podían  funcionar  de 
propia  autoridad.  Si  exceptuamos  los  casos  de  vacancia 
del  trono  y  otros  análogos,  no  se  reunían  ellas  sino  cuando 
y    donde  la    corona  las   convocaba,  y    suspendían   sus   fun- 


(ep)  Glasson,  Hiíítoire  du  Droit  et  des  Institutions  de  l'Aiiglete- 
rre.  t.  II,  chap.  III,  pag.   155. 

Martínez  Marina,   Teoría  de  las  Cortes,  t.  I,  cap.  X,  §  2. 

(  e^)     Fustel  de  Coulanges,  La  Monarchie  Franque.  pag.   631  et  632. 

«  Jiu  point  de  vue  législatif  (dice  Glasson  de  las  asambleas  de  los  gran- 
des ingleses )  les  membres  de  ees  assamblées  n'avaient  ancun  pouvoir 
propre;  ils  donnaient  seulement  leur  opinión  si  le  roí  la  provoquait  et 
rien  n'obligeait  le  prince  á  la  suivre.  Le  roi  demandait  aux  membres  de 
l'assamblée  leur  avis.  surtout  pour  les  nominations  aux  dignités  ecclésias- 
tiques;  mais,  méme  dans  ees  cas  il  n'était  jamáis  question  de  vote  ni  de 
décisions  de  l'assamblée  ».  Glasson,  Histoire  da  Droit  et  des  Institu- 
tions de  FAngleterre.  t.  II.  chap.  III,  pag.  157. 

Compuestas  de  los  arzobispos  y  obispos,  los  abades  y  los  condes,  los 
thanes  y  los  caballeros,  las  asambleas  de  los  normandos  en  Inglaterra 
solían  tratar  de  las  cosas  de  la  guerra,  de  la  justicia,  de  la  iglesia,  etc., 
pero  en  todo  caso,  se  concretaban  a  dar  opiniones  y  pareceres,  por  ma- 
nera que  las  llamadas  leyes  de  la  época  normanda  no  son  sino  simples 
writs  o  decretos  gubernativos,  reales  cédulas  e  instrucciones  administra- 
tivas. Gneist,  Constitution  Communale  de  l'Angleterre,  t.  I,  pag.  183 
et   184. 

<  Ni  nous  ne  trouvons  jamáis  en  face  du  roi  franc  une  assamblée  na- 
tionale  ou  populaire.  .  .  nous  voyons  toujours  autour  de  lui  un  conseil... 
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ciones  cuando  ella  tenía  a  bien  disolverlas.  Tanta  depen- 
dencia no  se  explicaría  si  estas  grandes  juntas  hubiesen  na- 
cido realmente  como  ramas  del  Poder  Legislativo. 

Por  efecto  del  mismo  carácter  consultivo  que  ellas  tuvie- 
ron, nunca  se  fijó  en  parte  alguna  el  número  de  sus  miem- 
bros. Como  quiera  que  aun  en  la  época  en  que  ellas  alcanza- 
ron su  mayor  explendor,  se  reconocía  universalmente  al 
monarca  la  prerrogativa  de  asesorarse  con  quien  quisiese,  él 
formaba  su  Consejo  a  veces  con  unos,  a  veces  con  otros,  ora 
con  muchos,  ora  con  pocos.  Sin  llamamiento  personal  de 
la  corona,  nadie  jíodía  tomar  asiento  en  su  Consejo,  así 
fuese  noble  o  plebeyo. 

Cuando  siglos  más  tarde  se  ordenó  a  las  ciudades  nom- 
brar diputados  que  las  representasen  en  los  Consejos  rea- 
les, se  adoptó  la  práctica  de  dirigir  la  convocatoria  al 
shi'rif,  al  nuiirc,  al  corregidor,  al  alcalde.  Pero  si  el  lla- 
mamiento no  se  hizo  ¡personalmente  a  los  nuevos  conse- 
jeros de  la  corona,  no  fué  jjorque  ellos  pertenecieran  a  la 
burguesía,  puesto  que  a  menudo  las  ciudades  confiaban 
su  representación  a  individuos  de  la  nobleza;  fué  porque 
antes  de  la  elección  o  nombrainit-nto,  no  se  sabía  a  quiénes 
dirigir  la  citación.  Tal  es  el  origen  del  privilegio  t|ue  los 
nobles  se  arrogaron  de  no  estimarse  comprendidos  en  las 
convocatorias  como  no  se  les  llamase  por  céilula  jx-rso- 
nal   (  i>  r  ). 

Por  último,  a  consecuencia  también  del  carácter  mera- 
mente   consultivo    de    aquellas    grandes    asambleas,    no  se 


Assurément  aucune  loi  écrite  ne  l'ohlige  á  le  consulier;  mais  c'est  conime 
une  nécessité  morale  qu'il  le  consulte  ».  Fustcl  de  Ci)ulanpes,  Ln  Moiinr- 
cliic  Frni¡(jiu\  chap.  V,  pag.  «7  et  «M. 

F'asquet.  Les  Ori^iiirs  ({ría  (liainhn-  des  Cnmniuiirs,  pag.  <>,  dice 
expresamente:  •  Dans  ees  assemblées.  le  roi  (  d'.Angleterre  )  consultait  ses 
vassaux  sur  les  questions  qu'il  jugeail  l)on  de  leur  soumettrc:  mesures 
pnlitiques,  projets  législatifs,  causes  judiciaires  d'importance  cxccptionne- 
lle.  II  n'élait  nullement  lié  par  l'avis  exprimé  par  son  conseil,  bien  que 
dans  la  practique  il  luí  fút  diflicile  de  passer  ouire  >. 

(  f  /•  »  Pasquet,  Lfs  ( fi'ifíiin's  fif  In  Chamhro  drs  (^nmmtinrs. 
pag.   Ií>0. 
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trataba  en  ellas  de  más  asuntos  que  de  los  propuestos  por 
la  corona,  ni  se  podía  hacer  otra  cosa  que  dar  pareceres 
y  formular  peticiones  y  representaciones.  No  era  de  su 
incumbencia  legislar  ni  acordar  resoluciones  de  carácter 
decisivo. 

Que  en  principio  podía  la  corona  seguir  o  no  a  volun- 
tad el  dictamen  de  los  grandes  no  es  dudoso,  pero  tam- 
poco es  dudoso  que  de  hecho  ordinariamente  lo  seguía 
porque  cuando  un  gobierno,  aun  un  gobierno  autocrático, 
adopta  la  práctica  de  asesorarse  con  sus  subditos  más 
poderosos,  toma  consigo  mismo  el  compromiso  implícito 
de  deferir  a  los  pareceres  que  le  dan  como  no  haya  ra- 
zones de  mucho   peso   que  justifiquen   una  divergencia. 

Incrementóse  sobre  manera  el  carácter  semi-imperativo 
de  aquellos  pareceres  cuando  las  cortes  reales  abrieron  sus 
puertas  a  los  proceres  del  reino  entero,  formando  el  Con- 
sejo de  la  corona  con  el  imponente  ayuntamiento  de  toda 
la   nobleza. 

Aun  cuando  jurídicamente  conservase  la  asamblea  gene- 
ral el  carácter  de  mero  Consejo  de  Estado,  compuesta 
como  estaba  en  cada  reino  de  orgullosos  prelados  y  de 
proceres  levantiscos  y  poderosos,  cuya  ayuda  necesitaba 
de  continuo  la  corona,  no  era  dable  desatender  sus  pare- 
ceres como  cuando  eran  acordados  por  simples  y  compla- 
cientes palaciegos. 

Como  quiera  que  las  asambleas  aristocráticas  no  se  ins- 
tituyeron por  obra  de  los  legisladores,  sino  por  efecto  de 
la  pr;íctica  (jue  los  monarcas  adoptaron  de  asesorarse  con 
sus  principales  subditos,  quedaron  absolutamente  elimina- 
das del  gobierno  las  clases  inferiores  que  siglos  antes  lo 
habían  dirigido  soberanamente,  reuniéndose  en  asambleas 
generales.  Consumóse  aquella  eliminación  sin  que  hubiese 
de  parte  de  los  grandes  ni  violencia,  ni  usurpación,  ni  des- 
pojo, ni  protestas  de  parte  de  los  plebeyos.  La  evolución 
se  operó  espontáneamente  porque  sobrevinieron  causas 
sociales  que  desinteresaron  e  inhabilitaron  a  las  clases  in- 
feriores para  el  ejercicio  de  las  funciones  políticas.  No  ca- 
rece de  interés  su  estudio. 
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Empezaremos  por  observar  que  hacia  la  época  de  la  for- 
mación de  las  monarquías  bárbaras,  se  había  ya  modificado 
profundamente  el  concepto  jurídico  de  la  extensión  terri- 
torial del  Estado.  Aun  cuando  nunca  se  puede  fijar  fechas 
precisas  para  cambios  de  doctrinas  que  se  relacionan  con 
la  psicología  popular,  se  ha  sostenido  fundadamente  que 
ya  bajo  el  principado  de  Diocleciano  (  285-303),  había  que- 
dado asentado  el  nuevo  j^rincipio  jurídico,  según  el  cual  el 
Estado  comprende  no  solo  el  municipio  núcleo  o  plásmico, 
sino  taml)ién  todas  aquellas  poblaciones,  países  y  ciudades 
donde  se  reconoce  su  soberanía;  y  por  tanto,  son  ciudadanos 
suyos  no  solo  los  que  componen  la  descendencia  de  la  tribu 
o  tribus  dominadoras  sino  también  los  pertenecientes  a  los 
demás  pueblos  asimilados.  Dado  este  antecedente,  era 
inevitable  que  la  masa  de  las  poblaciones  renunciase  a  las 
primitivas  prácticas  democráticas  porque  para  asistir  a  las 
asambleas  los  ciudadanos  dispersos  en  un  vasto  territorio  tro- 
piezan con  obstáculos  que  no  existen  para  atjuellos  c}ue  re- 
siden   en  el  municipio  donde  ellas  se  celebran. 

A  las  dificultades  peculiares  de  la  locomoción,  se  agregó 
en  acjuellas  circunstancias  la  inseguridad  general.  Las  in- 
vasiones sucesivas  de  hordas  bárbaras,  ayuna^^  de  senti- 
miento jurídico,  halíían  desorganizado  aquellas  instituciones 
de  Roma  que  servían  de  amparo  a  las  personas,  a  las  ¡)ro- 
piedades,  al  derecho.  Particularmente  en  los  caminos,  des- 
aparecieron ante  los  invasores  aquellos  funcionarios  postales 
que  bajo  su  responsabilidad  y  custodia,  habían  conducido 
a  los  viajeros  entre  los  más  lejanos  lugares.  Los  peligros 
que  amagaban  al  viajero  eran  tales  que  nadie  se  aventu- 
raba a  viajar  si  no  tenía  bastante  caudal  o  poderío  para 
hacerse  acompañar  ác  un  lumieroso  séc]u¡to.  I'or  mucho 
f^ue  fuese  su  civismo,  la  masa  de  las  poblaciones,  tju<'  no 
podía  remunerar  este  servicio,  de  necesidad  antes  que  de 
lujo,  tenía  que  quedar  eliminada  de  las  asambleas. 

Conspiró  a  rematar  esta  eliminación  del  estado  llano  el 
excesivo  costo  que  las  armas  y  los  arreos  de  combate  ad- 
quirieron por  efecto  de  su  perfeccionamiento.  Cuando  era 
práctica  inviolable  que  todos  los  ciudadanos  anduviesen   ar- 
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mados,  sobre  todo  para  asistir  a  las  asambleas,  la  adopción 
del  caballo  y  de  la  cota  de  malla,  cuya  adquisición  solo 
unos  pocos  podían  hacer,  retrajo  de  la  asistencia  a  la  masa 
que,  según  los  usos  del  tiempo,  no  podía  presentarse  con 
el  decoro  debido.  A  la  inversa,  aquellos  que  tenían  re- 
cursos para  adquirir  caballos  y  cota  de  malla  alcanzaban 
por  una  parte  tanta  distinción  que  el  apelativo  de  caba- 
llero pasó  a  denotar  nobleza,  y  por  otra,  tanta  superiori- 
dad sobre  el  común  de  los  ciudadanos  que  les  fué  dable 
eliminarlo  sin  tropezar  con  la  menor  resistencia  (es). 

Empero,  de  todas  las  causas  sociales  que  vincularon  a  los 
grandes  de  cada  reino  las  funciones  superiores  del  Estado, 
la  más  poderosa,  la  más  decisiva  fué  sin  duda  el  avasalla- 
miento de  las  poblaciones,  ocasionado  por  la  formación  es- 
potánea  de  las  clases  sociales. 

Cuando  a  causa  de  la  impotencia  del  Estado  se  hizo  cró- 
nica la  inseguridad  general,  espontáneamente  se  empezó  a 
formar  un  sistema  de  defensa  social  que  puso  la  masa  de 
las  poblaciones,  a  la  vez,  bajo  el  amparo  y  bajo  la  depen- 
dencia de  los  poderosos  y  que  al  cabo  de  tres  siglos  de 
gestación  dio  origen  al  feudalismo.  Salvo  los  casos  excep- 
cionales de  conquista,  el  vasallaje  se  instituyó  ordinaria- 
mente bajo  la  presión  de  las  circunstancias,  por  efecto  de 
contratos  voluntarios. 

Tanto  los  débiles  como  los  poderosos  procedían  libre- 
mente a  comprar  los  unos  la  protección,  los  otros  la  ad- 
hesión. En  una  situación  social  en  que  el  aislamiento  estaba 
rodeado   de   peligros,   nadie    estimaba  la   libertad  como  un 


(e  s)  Por  efecto  de  la  misma  causa,  el  mismo  fenómeno  se  realizó  en 
la  Antigüedad,  según  lo  notó  Aristóteles.  «  L'entretien  des  chevaux  (dice) 
est  une  dépense  que  les  riches  seuls  peuvent  en  general  supporter.  Aussi 
dans  les  anciens  temps,  tous  les  H^tats  dont  la  forcé  militaire  consistait  en 
cavalerie  étaient  des  Etats  oligarchiques.  .  .  Dans  un  pays  naturellement 
propre  a  l'éléve  des  chevaux,  l'oligarchie  peut  sans  peine  se  constituer  tres 
puissamment ;  car  la  cavalerie,  qui  fait  alors  la  forcé  et  la  sécurité  nationa- 
les,  exige  toujours  pour  son  entretien  beaucoup  de  fortune».  Aristóteles, 
La  Politique.  liv.  VI,  chap    III,  §  3  et  liv.  VII,  chap.   IV,  §  3. 

Guiraud,  La  Piopriété  fonciére  en  Gréce,  pag.  121  et  122. 
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bien  que  se  debiera  conservar  a  costa  de  toda  clase  de  sa- 
crificios; nadie  tenía  repugnancia  a  comprar  la  seguridad 
con  el  vasallaje.  Como  quiera  que  a  las  poblaciones  con- 
venía tener  a  los  poderosos,  esto  es,  a  los  grandes  propie- 
tarios y  a  los  altos  funcionarios  más  bien  como  amigos  que 
como  a  enemigos,  se  entregaban  de  grado  a  ellos,  ponién- 
dose bajo  su  protección.  Aun  los  pequeños  propietarios 
compraban  a  los  grandes  la  protección,  cediéndoles  sus 
parcelas  de  terreno  para  recibirlas  en  seguida  de  sus  pro- 
tectores o  patronos  con  cargo  de  rendirles  vasallaje.  Por 
su  parte,  el  gran  propietario  vecino  hacía  el  mismo  doble 
contrato  de  ¡)rotección  y  vasallaje  con  otro  más  poderoso, 
de  suerte  que  el  edificio  social  del  feudalismo  semejó  una 
pirámide  cuya  cúspide  era  el  rey  y  cuya  ancha  base  eran 
las  poblaciones  del  reino  {o  t ). 

Pues  bien,  bajo  acjuel  sistema  jerárcjuico  de  desigualda- 
des, se  tornó  imposible  la  intervención  del  pueblo.  «Si  en 
los  Estados  de  la  Antigüedad  clásica  no  obstó  la  desigual- 
dad al  florecimiento  de  las  asambleas  generales,  es  porque 
en  ellos  la  clase  que  constituía  la  masa  del  pueblo  conservó 
siempre  su  libertad.  Tan  libres  eran  los  plebeyos  como 
los  patricios  en  Italia,  y  tanto  los  démotas  como  los  eupa- 
tridas  en  Grecia.  Muy  diferente  fué  entre  los  siglos  \'  y 
XI  la  condición  jurídica  de  la  masa  de  la  jíoblación  cívica, 
porque  los  hombres  c}ue  antes  habían  constituido  la  clase 
media  popular  y  (|ue  después  constituyeron  el  estado  llano 
(quedaron  convertidos  en  sumisos  vasallos.  lín  semejante 
estado  de  dependencia,  no  podían  ellos  pretender  el  de- 
recho ni  siquiera  insinuar  la  pretensión  de  presentarse  en 
las  asambleas  a  deliberar  altivamente  de  igual  a  igual,  a  la 
manera  de  los  ciudatlanos  libres,  con  los  patronos  en  cuyas 
manos  estaban  su  suerte,  su  sustento  y  sus  vidas.  Xo  po- 
dían concurrir  a  tales  reuniones  sino  en  la  calidad  en  (jue 
según   las  crónicas   concurrían,  esto    es,    formando   sé<)uitos 


(i-  t  )     l'ustcl    fie    Coulang;es,     íji'<    rrunsínriuntions     ilr    In    ¡'nyniitc 
pt'tniniít  l'époque  caroHit^ripniíc  liv.   IV,  chap.   I. 
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sumisos,  complacientes  y  leales.  No  es  que  hubiera  despo- 
jo. Es  que  son  las  situaciones  sociales  las  que  dan  y  quitan 
los  derechos  de  unas  clases  respecto  de  las  otras  (eu). 
Una  clase  avasallada  y  dependiente  no  puede  asumir  unas 
funciones,  cuales  son  las  de  los  Poderes  Públicos,  que  supo- 
nen libertad  e  independencia.  Los  que  socialmente  están 
en  condición  de  dependencia  no  tienen  capacidad  para  des- 
empeñar políticamente  el  papel  de  gobernantes  y  legislado- 
res y  jueces. 

El  estudio  de  los  orígenes  de  las  asambleas  aristocráti- 
cas acaba  de  comprobar  estas  observaciones,  porque  no  se 
ha  encontrado  el  menor  indicio  de  que  a  los  principios  se 
tuviese  el  propósito  de  excluir  al  estado  llano.  Nunca  dic- 
taron los  reyes  decreto  de  exclusión,  y  si  solo  convocaban 
a  los  grandes  y  a  los  prelados,  únicos  hombres  identifica- 
bles  a  la  distancia,  únicos  que  podían  venir,  únicos  cuyo 
acuerdo  les  interesaba,  no  les  molestaba  ni  inquietaba  la 
asistencia  de  las  muchedumbres  anónimas.  Los  proceres  de 
las  asambleas  lombardas  deliberaban  en  presencia  de  una 
inmensa  muchedumbre,  circunstante  inmensa  multitudi- 
ne  {  e  v).  A  las  sesiones  de  los  Concilios  de  Toledo  asis- 
tía el  pueblo  entero,  omni  populo  assistente,  y  parece  ser 
que  para  la  validez  de  ciertas  resoluciones,  se  requería  su 
consentimiento  (eA').  Así  mismo,  a  los  ^Vitenagemote 
anglo -sajones  asistía,  según  Gneist,  además  de  los  magna- 
tes  del  reino,  una  muchedumbre  del   pueblo   (  ey  )   y    a  los 


(  e  u  )  Guizot,  Les  Origines  du  Gouvernement  Représentatif,  t.  I, 
XXe  lecon,   pag.   264. 

Schulte,  Histoire  du  Droit  et  des  Institutions  de  TAUemagne, 
§  42  et  46. 

{ev)     Hallam,  L'Europe  au  Moyen  Age,  t.   I,  pag.   186. 

(ex)     Martínez  Marina,    Teoría  de  las  Cortes,  t.  I,  págs.  13  y  65. 
Colmeiro,  Constitución  y  Gobierno  de  los  Reinos  de  León  y  Casti- 
lla, t.  I,  cap.  V,  pág.  59. 

(  ey)     Gneist,  Constitution  Communale  de  1' Angleterre,  t.  I,  pag.  82. 
Bajo  de  los  merovingios,    dice  Schulte,  el  pueblo  prestaba   su   consenti- 
miento en  los   asuntos  más  importantes;  mas    esta    práctica    cayó    poco   a 
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ayuntamientos  generales  de  la  monarquía  merovingia,  los 
grandes  traían   un  largo  séquito  de  vasallos  (ez). 

Empero,  no  vayamos  a  dar  a  la  asistencia  de  estas  mu- 
chedumbres anónimas  el  menor  alcance  político  o  jurídico. 
Si  exceptuamos  los  Concilios  de  Toledo,  en  los  cuales  pa- 
rece ser  que  el  pueblo  conservaba  alguna  parte  de  su  so- 
beranía primitiva,  la  asistencia  del  estado  llano  era  volun- 
taria, no  obligatoria;  se  la  toleraba,  pero  no  se  la  necesitaba. 
En  las  deliberaciones  y  votaciones,  él  no  intervenía  sino 
con  inunnullos,  vociferaciones  y  signos  de  ajirobación  o 
reprobación,  y  los  acuerdos  adcjuirían  fuerza  con  o  sin  su 
consentimiento. 

sj  59.  La  adopción  del  régimen  representativo  j)ara  la 
constitución  de  las  asambleas  nacionales,  inmediato  efecto 
del  llamamiento  del  estado  llano  a  las  funciones  políticas, 
viene,  como  se  sabe,  de  los  últimos  siglos  de  la  Edad  Media; 
pero  dicho  régimen  había  sido  ya  ensayado  en  los  siglos 
antiguos. 

Ya  en  el  siglo  II  antes  de  nuestra  lira,  cuando  las  asam- 
bleas generales  florecían  universalmente  con  apariencias  de 
perpetuidad,  encontramos  una  asamblea  representativa  entre 
los  licios  (  t'ii  ).  Fraccionado  este  pueblo  en  numerosos 
Estados,    veintitrés  de  ellos   habían   resuelto  confederarse  y 


poco  en  desuso.  Se  encuentra,  es  cierto,  algo  más  tarde  c|ue  la  jiublica- 
ciún  de  nuevas  leyes  se  hacía  con  la  a¡)robación  del  |)uel)lo,  pero  esta 
aprobación  era  una  simple  formalidad  que  permitía  a  los  carlovingios  ha- 
cer más  soportable  la  autoridad  que  ejercían.  Cuanto  más  crecía  el  po- 
der real,  mayor  importancia  adquirían  los  que  cultivaban  relaciones  con  el 
rey;  y  así,  en  lujjar  del  pueblo,  se  ve  i)ien  pronto  formando  los  consejos 
y  las  asambleas  a  aljfunos  jjrandes  que  a  virtud  de  sus  relaciones  con  el 
rey,  habían  adquirido  consideracit'm  y  poder.  Schulte,  Ilisloirr  í/ij  I>rnit 
et  des  Iiistittitinns  ilr  ¡' .Mífinnfíiw.  §  42  et  4f). 

Fustel  de  Coulanges,   />n  Monanliic  Frnn<¡ui'.  chap.   III. 

(('■/.)  Fustel  de  Coulanges,  T,ii  Mnnitrrhii-  Friiii'iiir.  ch.i[).  XV'I, 
pag.  í>3f)  á   64,S. 

(  tu)  Kn  mérito  de  un  texto  de  -Aristóteles,  se  ha  supuesto  que  en  el 
siglo  IV,  antes  de  J.  C.,  la  re|)ública  de  Mantinea  se  regia  por  el  sistema 
re|>resentativo;   pero  el   texto  aludido  (véase   Ln  Politiqne.   liv.    Vil.  cha- 
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constituir  por  medio  de  representantes  una  asamblea  común 
llamada  Svnedrion.  De  los  Estados  confederados,  unos  te- 
nían derecho  a  hacerse  representar  por  tres  diputados, 
otros  por  dos,  y  los  restantes  solo  por  uno.  La  asamblea 
elegía,  fuera  de  otros  funcionarios,  un  presidente  de  la 
Confederación  llamado  liciarca,  formaba  tribunales  encar- 
gados de  administrar  justicia,  votaba  los  impuestos  y  decidía 
de  la  paz  y  de  la  guerra.  Bajo  la  dominación  romana,  quedó 
subsistente  la  Confederación  y  aun  siguió  funcionando  la 
asamblea  representativa,  pero  sin  competencia  para  tratar 
ni  de   contribuciones,  ni  de  política  exterior  (fh). 

Según  Marquardt,  habían  florecido  confederaciones  se- 
mejantes en  Italia,  en  Macedonia,  en  Grecia;  confederacio- 
nes que  después  de  haber  sido  disueltas  por  la  conquista 
romana,  habían  sido  restauradas  por  el  Imperio  con  asam- 
bleas representativas  a  la  cabeza. 

Componíanse  aquellas  asambleas  de  diputados  (  legati  J 
elegidos,  no  por  la  masa  de  los  ciudadanos,  sino  por  los 
cuerpos  municipales,  y  solo  tenían  derecho  de  hacerse  re- 
presentar en  ellas  las  principales  poblaciones  de  cada  pro- 
vincia. 

Su  tarea  más  importante  consistía  en  procurar  recursos 
para  las  fiestas  públicas,  particularmente  para  las  que  re- 
quería el  culto  del  emperador  reinante.  Concluidas  las 
fiestas,  la  asamblea  se  constituía  en  concilio  provincial; 
concilio  provincial  que  se  ocupaba  en  revisar  las  cuentas  de 
las  fiestas  pasadas,  en  formar  el  presupuesto  de  las  venide- 
ras, en  reglamentar  el  repartimiento  de  las  contribuciones, 
en  decretar  la  erección  de  estatuas  y  monumentos,  en  acor- 
dar agradecimientos  al  gobernador  saliente,  en  formular 
querellas  contra  las  exacciones  y  vejámenes  de  los  funcio- 
narios imperiales,  y  reclamaciones  contra   la  tasa  de  los  im- 


pitre II,  §  2)  solo  dice  que  la  masa  de  los  ciudadanos  se  sentía  satisfecha 
allí  y  en  otros  Estados  con  elegir  electores  que  se  encargasen  de  elegir 
los  jefes  de  la  república,  conservando  ella  su  poder  deliberante. 

(fh)     Strabon.   Géographie.  t.  III.  liv.  XIV.  §  2  et  3. 

Marquardt,   Oi'ganisatiou  de   l'Einpire  Romain,  t.  II,  pag.  306   a   308. 
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puestos,  en  acordar  el  envío  de  embajadas  al  emperador 
o  al  Senado,  etc.,  etc.   (fe). 

De  estas  asambleas,  las  establecidas  por  el  Imperio,  casi 
exclusivamente  para  organizar  el  culto  de  los  emperadores, 
fueron  instituciones  artificiales  y  no  tuvieron  raíces  en  los 
pueblos  porque  no  vinieron  a  satisfacer  ninguna  necesidad 
social   (  fd). 

A  la  inversa,  aquellas  que  habían  existido  desde  antes 
de  la  conquista,  habían  nacido  en  fuerza  de  una  necesidad 
política  que  se  deja  sentir  en  todos  los  grados  del  des- 
envolvimiento social  siempre  que  varios  pueblos  indepen- 
dientes se  confederan  conservando  su  autonomía.  Sea  que  to- 
davía florezcan  las  asambleas  generales,  sea  que  ya  se  hayan 
extinguido,  toda  confederación  requiere  un  cuerpo  político 
que  en  representación  menos  de  los  ciudadanos  que  de  los 
Estados  confederados,  vele  por  el  cumplimiento  del  pacto 
de  unión.  En  comprobación,  bastará  recordar  los  dos  casos 
típicos  de  Norte  América,  donde  para  constituir  una  entidad 
internacional  respetable,  recurrieron  al  mismo  arbitrio  los  iro- 
queses  del  siglo  X\'  y  los  colonos  ingleses  del  siglo  X\'I1I. 

Cosa  muy  diferente  decimos  de  las  asambleas  represen- 
tativas que  desde  el  siglo  XII  empezaron  a  nacer  en  las 
monarquías  europeas  porque,  según  lo  demostraremos,  las 
causas  sociales  se  aunaron  con  las  políticas  para  dar  ori- 
gen  a  estas  instituciones. 

Bajo  el  respecto  histórico,  sabemos  que  los  primeros 
Estados  generales  de  Erancia  en  que  figuraron  mandatarios 
de  la  burguesía  fueron  los  de  1302  (/  t»);  que  las  ciudades 


(fe)  Marquardt.  ( >rgaiüsation  r¡e  l'Kmpirc  liomnin.  t.  II,  pag.  508 
á  520. 

GirauH,  Les  Assainhlérs  provincialfs  dans  rKmpirv  Romaiiu  Intro- 
duction   II,  pag.    II.  liv.   I.  chaj).   II.  et   iiv,    III.   rhap.   I.  ct  VI. 

(  f  (I )     Giraud,  oh.  cit..  liv.  II,  chap.   I,  et  liv.  111,  chap.  VI  et  Conclusión. 

(  fp)  En  los  siglos  XII  y  XIII.  por  lo  menos  desde  1 108.  se  daba  el 
nombre  de  pnrlnmontn  a  las  asambleas  de  los  grandes  y  a  toda  junta  que 
se  reunia  para  tratar  de  asuntos  públicos;  pero  por  causas  que  expon- 
dremos más  adelante  (  §  93  ).  en  el  siglo  XIII  se  reservó  este  nombre  para 
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autónomas  del  Impero  Germánico  aparecen  por  primera 
vez  representadas  en  la  dieta  general  de  1255  (//');  que 
en  Inglaterra  fué  Juan  sin  Tierra  el  que  instituyó  el  ré- 
gimen representativo  cuando  ordenó  en  la  convocatoria  de 
1214  que  cada  condado  acreditase  como  madatarios  cuatro 
caballeros  de  juicio,  si  bien  la  burguesía  solo  en  1264  fué 
autorizada  para  hacerse  representar  en  el  Parlamento,  o 
más  exactamente  hablando,  en  la  que  más  tarde  se  llamó 
Cámara  de  los  Comunes  {f  g}\  y  por  último,  que  en  el 
reino   de    León,   los    procuradores    de   las   ciudades  vienen 


la  Corte  real  de  justicia,  por  lo  cual  no  se  pudo  ya  dar  el  mismo  nom- 
bre a  la  asamblea  representativa  que  apareció  en    1302. 

Dareste  de  la  Chavanne.  Histoire  de  F Administration  en  France, 
t.  I.  pag.   77. 

Pardessus,  L'Organisation  Indiciaire,  pag.   135. 

(//)  Schulte,  Histoire  du  Droit  et  des  Institutions  de  l'AUe- 
magne,  §  72. 

{fg)  «Le  mot  Parlement  est  francais:  Luis  VH,  roí  de  France,  est 
le  premier  qui  donna  ce  nom  aux  Assamblées  genérales  des  Etats  vers 
le  milieu  du  donziéme  siécle»...  Mais,  «ce  qu'on  y  nomme  actuellement 
Parlement  n'est  qu'une  Cour  souveraine  de  Justice,  composée  de  Pairs,  de 
quelques  Prélats,  de  Juges  et  d'Avocats».  Blackstone.  Comentaires  sur 
les  Lois  Angloises,  t.  I,  liv.  I,  chap.  II,  pag.  217. 

La  primera  de  aquellas  asambleas  que  llevó  oficialmente  el  nombre  de 
parlamento  fué,  según  Guizot,  la  de  1258,  y  según  Gneist,  la  de  1275; 
pero  de  antemano  Mathieu  París  había  llamado  parliamentum  a  la  de 
1240,  compuesta  solo  de  barones.  Véase  la  nota  (en)  de  este  mismo 
capítulo  y  el  §  93  del  cap.  VIII, 

Guizot,  Origines  du  Gouvernement  Répresentatif.  t.  II,  pag.  157, 
163  á  165,  et  182. 

Gneist,  Constitution  Communale  de  T Angleterre,  t.  I.  pag.  185,  269 
et   313. 

Pardessus,  UOrganisation  Judiciaire,  pag.   118  et  119. 

Pasquet,  Les  Origines  de  la  Chambre  des  Communes.  pag.  3. 

Trasplantado  del  Continente  el  nombre  de  Parlamento,  calzaba  muy 
bien  a  Consejos  que  eran  convocados,  no  para  legislar,  sino  para  hablar 
o  como  ahora  se  dice,  conferenciar  sobre  los  asuntos  del  reino.  Pasquet, 
Les  Origines  de  la  Chambre  des  Communes.  pag.  53  et  55. 

Stubbs  y  otros  publicistas  atribuyen  a  Juan  sin  Tierra  el  primer  llama- 
miento de  los  Comunes  a  hacerse  representar  en  el  Consejo  real  porque 
un  cronista  cuenta  que  una  convocatoria  del  21  de  Julio  de   I2I3  dispuso 
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figurando  desde  unas  Cortes  celebradas  en  la  ciudad  del 
mismo  nombre,  hacia  el   año   1188   (í'h). 

De  estos  hechos  se  infiere  que  el  llamamiento  de  la  bur- 
guesía a  los  Consejos  nacionales  de  los  reyes  impuso  la 
adopción  del  régimen  representativo,  porque  no  pudiendo 
ella  asistir  en  masa  como  la  nobleza,  no  había  otro  medio 
de  oírla  que  oír  a  sus  representantes. 

Como  quiera  que  el  llamamiento  de  los  burgueses  no 
implicaba    un    reconocimiento    de    sus    derechos    políticos, 


que  cada  una  de  las  ciudades  de  sus  dominios  enviase  a  Saint  Alt)an  cua- 
tro hombres  buenos  y  el  preboste  a  informar  sobre  los  perjuicios  que  los 
obispos  habían  sufrido.  Pero  aun  cuando  dicho  Consejo  se  reunió,  parece 
ser  que  no  asistieron  los  representantes  de  las  ciudades,  en  términos  que 
se  ha  llegfado  a  neg^ar  la  autenticidad  de  la  convocatoria.  Pasquet,  Les 
()ri<íines  de  la  Chambre  ríes  Coinimines,  pag.  46  et  47. 

(  fh)     Martínez  Marina,   Teoría  de  las  Cortes,  t.   I,  cap.  XI,  §  14  y  15. 

«  La  Constitución  de  Castilla  exigía,  dice  Martínez  Marina,  que  las  juntas 
nacionales  se  convocasen  y  tuviesen  precisamente  allí  donde  a  la  sazón 
se  hallase  el  rey  y  su  corte.  .  .  ;  y  de  aquí  provino  sin  duda  el  que  a  estas 
grandes  juntas  se  les  diese  el  nombre  de  C(^rtest.  Martínez  Marina, 
ob.  cit.,  loe.  cit.,  cap,  XXVI,  §  2. 

«  Nótase  en  las  de  León,  de  II 88,  observa  Colmeiro,  el  uso  de  la  voz  latina 
Cu/"ia.  que  substituye  a  Co/ici y/ti //j;  y  Cu/'/'a  significa  en  romance  palacio 
o  corte,  esto  es,  el  lugar  donde  el  rei  tenía  su  residencia;  y  de  aquí  el 
nombre  de  Cortes.  La  cuestión  etimológica  sería  poco  importante  si  no 
fuese  porque  contribuye  a  demostrar  que  la  secularización  de  las  asam- 
bleas de  grandes  y  prelados  iniciada  en  las  Cortes  de  Nájera  de  1 137  o  1138, 
llegó  a  su  cumplimiento  en  las  de  León  de  II88  ».  Colmeiro,  Introduc- 
ción a  las  Cortes,  etc..  Parte  primera,  págs.   II   y   12. 

Colmeiro,  Constitución  y  (lohierno  de  los  reinos  de  León  y  Cas- 
tilla, t.   I,  cap.  XXVIII,  pág.   305. 

El  encabezamiento  del  acta  en  latín  de  las  Cortes  de  1188.  dice  así: 
€  In  Dei  nomine.  Kgo  dominus  .Mdefonsus  Rex  Legionis  et  Gallicie  cum 
celebrarem  curiam  apud  Legionem  cum  archiepiscopo  et  episcopis  et  ma- 
gnatibus  regni  mei  et  cum  electis  eivibus  ex  singulis  civítatibus,  cons- 
tituí et  iuramento  firmavi »  Cortes  de  los  Antifruos  Reinos  de  León  y 
Cñstilln.  t.   1,   pág.  39. 

Colmeiro,  Introducción  a  l&s  Cortes  de  los  Antif^uos  líeinos  de  León 
y  Castilla.  Parte  primera,  pág.    142. 

Las  primeras  Cortes  generales  o  comunes  de  los  dos  Reinos  de  León 
y  de  Castilla  se  celebraron  en  1250,  en  Sevilla.  Colmeiro,  Introduc- 
ción a  las  Cortes,  etr..  Parte  |)rimera,  pág.   154. 
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nunca  fué  convocada  a  elecciones  toda  la  población  cívica 
del  Estado;  y  tanto  en  España  como  en  Inglaterra  y  en 
Francia,  la  mayor  parte  de  las  ciudades  fué  ordinariamente 
eliminada  en  las  convocatorias.  En  todos  los  Estados  se 
reconocía,  en  principio,  a  la  corona  la  facultad  de  designar 
las  ciudades  con  las  cuales  quería  tratar  de  los  asuntos  pú- 
blicos; y  aunque  las  más  importantes,  en  fuerza  de  su  ma- 
yor y  más  decisiva  influencia,  fueron  casi  siempre  convoca- 
das, los  reyes  aumentaban  o  disminuían  ad  libitiim  el 
número  de  las  que  en  cada  caso  debían  integrar  los  Con- 
sejos nacionales  (fi). 

Era  lo  que  pasaba,  por  ejemplo,  en  Inglaterra.  En  el 
fragor  de  la  lucha  que  sostenía  contra  los  barones,  la  co- 
rona quiso  captarse  el  apoyo  del  estado  llano,  y  movida 
por  este  designio,  dio  a  ciertas  ciudades  el  derecho  de  ha- 
cerse representar  en  el  Parlamento  (fj).  No  lo  confirió 
a  todas  porque  desconfiaba  de  la  lealtad  de  muchas.  Con- 
firiólo exclusivamente  a  aquellas  cuyas  adhesiones  la  inte- 
resaban y  con  las  cuales  creía  contar.  Las  chocantes  des- 
igualdes  de  la  representación  parlamentaria  de  Inglaterra, 
que  subsistieron  hasta  ha  pocos  años,  provinieron  precisa- 
mente de  que  en  sus  orígenes  no  fué  ella  establecida  en  fa- 
vor del  pueblo  entero  sino  ciudad  por  ciudad,  según  conve- 
nía a  los  intereses  de  la  corona  (fk). 


{fi)  «Le  roi  (  d'Angleterre  )  demeura  libre  de  choisir  comme  il  lui 
convenait  les  membres  de  son  conseil.  II  avait  la  meme  liberté  en  ce 
qui  concernait  la  composition  de  son  «  grand  Conseil  »,et  c'est  ce  qui  rend 
si  diflicile  de  distinguer  un  Parlement  d'un  Conseil,  méme  au  temps 
d'Edouard  I.  Conseil  et  Parlement  ont  la  méme  origine:  ils  dérivent  l'un 
et  l'autre  de  l'ancienne  curian.  Pasquet,  Origines  de  la  Chambre  des 
Communes,  pag.   10  et  153  et  154. 

(  fj )     Pasquet,  Les  Origines  de  la  Chambre  des  Communes,  pag.  256. 

(fk)  Guizot,  Les  Origines  du  Gouvernement  Répresentatif.  t.  II, 
pag.   181. 

Rowe,  El  Gobierno  de  la  Ciudad,  cap.  V,  pág.  128. 

Pasquet,  Les  Origines  de  la  Chambre  des  Communes,  pag.  67,  68  et  187. 

Sobre  el  llamamiento  de  la  burguesía  a  los  Consejos  reales  en  Inglate- 
rra, hace  Pasquet  unas  observaciones  que  se  pueden  aplicar  a  España  y 
Francia.      «On    se    représente    ordinairement    (dice)   la    fondation    de    la 
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Lo  mismo  pasaba  en  España.  Libre  la  corona  para  de- 
liberar sobre  los  asuntos  públicos  con  quienes  la  daba 
gana,  ora  convocaba  unas  ciudades,  ora  otras,  casi  siempre 
a  las  más  importantes  bajo  el  respecto  tributario;  y  en  cada 
caso,  solo  gozaban  del  privilegio  de  voto  en  Corte  aque- 
llas que  eran  nominativamente  convocadas. 

A  las  Cortes  de  León  de  1188  fueron  convocadas  todas  las 
ciudades  del  Reino;  y  solo  12  a  las  de  Valladolid  de  1425. 
En  las  de  Burgos  de  1315  estuvieron  representadas  100,  y 
solo  50  en  las  de  1391. 

A  la  larga,  muy  a  la  larga,  aquellas  que  por  su  mayor 
importancia  habían  sido  siempre  convocadas  ganaron  por 
prescripción  el  privilegio  porque  prudencialmente  no  se 
podía  eliminarlas  en  las  nuevas  convocatorias.  Hacia  el 
siglo  XV,  no  lo  habían  ganado  a  firme  más  que  las  ciu- 
dades de  Burgos,  Toledo,  León,  Sevilla,  Córdoba,  Murcia, 
Jaén,  Segovia,  Zamora,  Avila,  Salamanca  y  Cuenca;  y  solo 
al  siglo  siguiente,  cuando  las  Cortes  empezaban  a  decaer, 
lo  obtuvieron  también  Toro,  Valladolid,  Soria,  Madrid, 
Guadalajara  y  Granada.  Las  ciudades  que  no  tenían  voto 
en  cortes  debían  conferir  sus  poderes,  en  cada  caso,  a  los 
diputados  de  las  privilegiadas  (f'l). 

Chambre  des  Communes  comme  étant  le  clernier  terme  d'un  niouvement 
qui  aurait  commencé  avec  la  Grand  Charte  et  se  serait  continué  par  les 
provisions  d'Oxford  et  la  convocation  du  Grand  Parlement  de  1265,  pour 
se  terminer  par  la  reunión  du  Parlement  mndólc  de  1295.  Cette  évolu- 
tion  aurait  été  déterminée  par  l'alliance  de  la  noblesse  et  de  la  hourgeoi- 
sie,  qui  auraient  fait  cause  commune  confre  une  royauté  trop  puissante  et 
qui  seraient  parvenúes  á  limiter  le  pouvoir  du  roi.  Mais,  l'étude  des  do- 
cuments  nous  conduit  a  des  conclusions  toutes  différentes:  ce  n'est  pas  la 
nation  qui  demande  a  étre  représentée  dans  le  Parlement  du  roi;  c'est  le 
roi  qui  impose  á  ses  sujets  l'obligation  de  se  faire  representar  a  son  Par- 
lement». Pasquet.  Les  (Jrigines  de  la  Chambre  des  Comimines.  pag.  261. 

{  f  1  )  Martínez  Marina,  Teoría  de  las  Cortes,  t.  I,  cap.  XIV,  §  I  a 
13,  y  cap.  XVI,   §  8. 

Colmeiro.  Constitución  y  Hobicrnn  ríe  los  Heinos  ilr  Lenn  y  Cas- 
tilla, t.  I,  pág.   317. 

Sempere,  Historia  del  Derecho  Español  lib.  III,  cap.  XXIV,  página  387. 

Colmeiro,  Introducción  a  las-  Cortes  de  los  Antiguos  Reinos  de 
León  y  Castilla.  Parte  primera,  págs.   I"   y    19. 
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A  la  verdad,  no  es  muy  larga  la  nómina  de  las  ciudades 
con  voto  en  cortes;  pero  es  que  muchas  lo  habían  perdido 
hacia  el  siglo  XV.  Por  un  lado,  la  corona  empezó  a  eli- 
minar en  las  convocatorias  a  muchas  poblaciones  esperan- 
zada en  que  de  esta  manera  le  sería  más  fácil  manejar  y 
cohechar  a  los  procuradores,  dice  Martínez  Marina;  y  por 
otro  lado,  las  ciudades  eliminadas,  que  carecían  de  medios 
para  hacerse  respetar,  que  se  habían  visto  en  grandes  apu- 
ros para  cubrir  los  viáticos  y  dietas  de  los  procuradores 
y  que  a  causa  de  la  inseguridad  de  los  caminos,  no  siempre 
encontraban  vecinos  que  aceptasen  el  mandato,  no  tenían 
mucho  interés  ni  en  ejercer  el  privilegio,  ni  en  reclamar 
contra  las  eliminaciones.  Cuando  un  siglo  más  tarde  qui- 
sieron recobrar  su  privilegio,  ya  lo  habían  perdido  por 
prescripción  y  se  estrellaron  contra  la  doble  y  mancomu- 
nada resistencia  de  la  corona  y  de  las  poblaciones  privile- 
giadas (  í' m  ). 

En  España,  nunca  correspondió  a  los  pueblos  elegir  sus 
mandatarios.  A  los  principios  correspondió  generalmente 
a  los  alcaldes,  regidores  y  jurados  ejercer  esta  facultad; 
pero  muy  pronto  algunos  cabildos  y  ayuntamientos  pro- 
testaron contra  esta  práctica  y  exigieron  que  las  elecciones 
se  sometieran  a  la  aprobación  del  común.  Como  quiera  que 
nunca  se  dictaron,  a  lo  menos  en  los  primeros  siglos,  reglas 


(  f  m  )  Martínez  Marina.  TfDi-ia  de  las  Cortes,  t.  I,  cap.  XYI,  §  4  a 
8.   10  y   II. 

Lo  mismo  pasó  en  Inglaterra.  <  Le  droit  electoral  (  dice  Pasquet  )  avait 
alors  si  peu  de  valeiir  qu'on  ne  songeait  pas  á  le  definir  avec  precisión: 
on  ne  le  fit  qu'au  commencement  dii  XV  siécle.  c'est-a-dire  á  une  époque 
ou  le  rol  de  la  Chambre  des  Communes  était  deja  devenu  fort  important; 
cent  ans  plus  tot,  les  électeurs  se  dérobaient  á  leur  pretendu  droit.  pour 
ne  pas  payer  leur  pan  de  l'indemnité  accordée  aux  députés  ».  Pasquet. 
Les  Orio-ines  de  la  Chambre  des  Communes.  pag.   167  et  168. 

'<  Le  service  de  cour  au  Parlement  du  roi  apparaissait  alors  au,\  com- 
munes beaucoup  plus  comme  un  devoir  que  comme  un  droit  ».  Pasquet. 
ob.   cit..  pag.   183. 

«  Le  nombre  des  villes  convoquées  et  le  nombre  des  villes  represen- 
tees  diminue  peu  á  peu  (  en  Angleterre  ).  .  .  Les  villes  ne  protestent  jamáis 
quand  on  cesse  de  les  convoquer  ».     Pasquet,  ob.  cit.,  pag.   187. 


388  CAPÍTULO    QUINTO,    §    59 


de  derecho  público  para  uniformar  en  todo  el  reino  la 
constitución  de  los  mandatos,  la  anarquía  imperó  sin  restric- 
ciones. «  Había  Concejos,  dice  Colmeiro,  que  nombraban 
sus  procuradores  por  elección,  otros  por  turno,  y  los  más 
por  suerte.  Tal  ciudad  debía  estar  representada  por  sus 
alcaldes  o  regidores,  tal  otra  por  un  oficial  del  Concejo  y 
un  caballero  o  vecino  del  estado  llano,  y  ciertas  por  un 
hidalgo».  Por  lo  tocante  a  la  manera  de  constituir  el  man- 
dato parlamentario,  la  misma  anarquía  hubo  en  Inglate- 
rra ( f  n). 

A  los  principios  correspondía  a  cada  población  la  obliga- 
ción de  cubrir  los  viáticos  y  dietas  de  sus  procuradores  y  el 
derecho  de  acordar  con  ellos  la  cuantía.  Bajo  el  peso  de 
esta  carga,  toda  convocatoria  suscitaba  en  las  ciudades  las 
mayores  lamentaciones  por  los  gastos  que  les  echaba  enci- 
ma. Como  quiera  que  las  Cortes  se  congregaban  siempre 
en  interés  de  la  corona,  las  poblaciones  empezaron  desde  el 
siglo  Xl\''  o  bien  a  rehuir  la  designación  de  procuradores, 
o  bien  a  pedir  que  se  cargasen  al  tesoro  real  los  gastos  del 
mandato.  Contra  lo  que  era  de  prever,  la  corona  no  hizo 
gran  resistencia  a  la  demanda.  Persuadida  sin  duda  al  prin- 
cipio de  que  quien  paga  manda,  tomó  a  su  cargo  los  gas- 
tos a  contar  desde  las  Cortes  de  Ocaña,  celebradas  en 
1422    {fñ). 

Bajo  del  régimen  vigente  en  las  naciones  más  civilizadas, 
los  diputados  son  elegidos  por  circunscripciones,  departa- 
mentos o  provincias;  pero  cada  uno  actúa  en  representación 
de  la  nación  entera.  Sus  facultades  están  fijadas  por  las 
leyes,  y  sus  electores  no  pueden  jurídicamente  cercenárselas 


(/'/)  I  Colmeiro,  Constitución  y  (lohicrnn  <lr  los  l\r¡iti)s  dr  Ln'm  y 
Castilla,  t.  I,  cap.  XXVIII,  pág.  324. 

Martínez  Marina,  Teoría  de  las  Cortes,  t.  I,  cap.  XX,  §   I. 

Pasquet.  Les  (^rii^iiirs  ríe  In  CJmnilirf  (Irs  Cnntnnnirs.  pap  171 
et   172. 

(fñ)  Martínez  Marina,  Tenria  <¡e  Ins  (^ortes,  t.  I.  cap.  X.XI,  sj  6 
a   10. 

Pasquet,  Les    Origines  de  ¡a  Chamltre  des  Ci>mimjiies.  pag.   192. 
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por  medio  de  instrucciones  prohibitivas  o  restrictivas.  No  es 
aquella  una  manera  de  conferir  un  mandato  por  cuenta 
ajena;  es  una  manera  de  designar  los  funcionarios  que  han 
de  ejercer  la  potestad  legistativa. 

Otro  fué  el  régimen  que  imperó  entre  los  siglos  XII  y 
XVI,  por  lo  menos  en  España  y  en  Inglaterra.  No  repre- 
sentaban los  diputados  a  la  nación,  sino  exclusivamente  a 
sus  mandantes  (f  o)  y  sus  facultades  no  estaban  fijadas  de 
manera  general  en  las  leyes,  sino  que  cada  uno  tenía  las 
que  se  le  conferían  en  los  poderes  e  instrucciones  con  que 
venía  premunido.  En  realidad,  la  constitución  de  aquellos 
mandatos  se  regía  por  la  ley  civil,  y  al  igual  de  cualquier 
mandante  particular  que  está  facultado  para  ampliarlos  o 
restringirlos,  los  pueblos  ejercían  el  mismo  derecho  confi- 
riendo a  los  procuradores  poderes  o  ilimitados,  absolutos 
y  decisivos,  o  especiales,  restringidos,  y  frecuentemente  ad 
referendum.  En  una  ocasión,  bajo  el  reinado  de  Carlos  I,  To- 
ledo no  los  dio  a  sus  procuradores  sino  para  oir  lo  que  la 
corona  pidiera  o  propusiera,  reservándose  el  derecho  de 
decidir.  Coino  renunciasen  los  electos  porque  creyeron  que 
no  se  confiaba  en  su  discreción  y  energía,  el  ayuntamiento 
eligió  otros  en  su  reemplazo.  Abiertas  las  Cortes,  les  exi- 
gió la  corona  que  prestasen  su  consentimiento  para  levantar 
un  subsidio  extraordinario  de  300  cuentos;  pero  ellos  lo 
negaron  alegando  que  no  estaban  facultados  para  prestarlo, 
y   don  Pedro  Laso  de  la  Vega  declaró  que  primero  consen- 


(/o)  «  Dans  ees  Parlements  primitifs  (  dice  Pasquet  )  chacun  des  com- 
tés  est  censé  agir  individuellement.  Les  représentants  d'iin  Comté  ne  sont 
pas  les  représentants  de  l'Angleterre,  mais  les  fondés  de  pouvoir  d'un 
Comté,  capables  uniquement  de  parler  et  de  prendre  des  engagements  au 
nom  de  leur  Comté  et  pouvant,  d'un  Comté  á  l'autre,  prendre  des  enga- 
gements  différents.  La  présence  simultanee  des  deputés  n'est  pas  indis- 
pensable; en  1265,  deux  comtés  qui  n'ont  pas  envoyé  de  deputés  au 
Parlament  re^oivent  l'ordre,  aprés  la  session  cióse,  de  les  faire  venir  de- 
vant  le  rol  et  son  conseil,  sans  doute  pour  qu'iis  puissent  prendre,  eux 
aussi,  les  engagements  qui  ont  été  pris  par  les  autres  delegues  des 
Comtés ».  Pasquet,  Les  Origines  de  la  Chambre  des  Coinmunes, 
pag.  35. 
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tiría  que  le  cortasen  la  cabeza  antes  que  infrintrir  sus  ins- 
trucciones (f  p  ). 

(iuiada  tanto  por  sus  tendencias  avasalladoras  cuanto 
¡:)or  el  instinto  político,  la  dinastía  austríaca  reaccionó  con- 
tra prácticas  tan  anómalas  que  imprimían  a  los  diputados 
el  carácter  de  modestos  procuradores  civiles  impidiéndoles 
asumir  el  de  funcionarios  públicos,  capaces  de  compartir 
con  la  corona  el  ejercicio  de  la  soberanía.  Con  este  pro- 
pósito, les  exigió  que  exhibiesen,  al  llegar  a  la  Corte,  las 
instrucciones  que  se  les  habían  dado  y  que  jurasen  no  traer 
otras  secretas  y  reservadas;  y  les  prohibió  informar  ni  con- 
sultar a  los  ayuntamientos  sobre  lo  que  se  pedía  o  propo- 
nía por  la  corona.  Como  no  alcanzara  su  objeto  con  estas 
órdenes  y  prohibiciones,  mandó  en  las  convocatorias  de  1632 
V  1638  que  « las  ciudades  enviasen  sus  procuradores  con 
poderes  absolutos  y  bastantes  »  y  dispuso  que  no  fuesen 
admitidos  en  las  Cortes  aquellos  diputados  cuyos  mandatos 
no  les  facultasen  para  votar  decisivamente  sobre  cuanto  en 
ellas  se  propusiera,  y  así  se  ejecutó   i  f  (¡). 

Aun  cuando  Martínez  Marina  es  de  sentir  (jue  con  la  pro- 
hibición de  las  instrucciones  imperativas  se  acabaron  junta- 
mente la  autoridad  de  los  ayuntamientos  y  las  libertades  de 
los  pueblos  (ir),  nosotros  creemos  que  fué  aquella  me- 
dida la  que  acabó  de  transformar  el  mandato  civil  en  función 
pública  y  la  reunión  de  procuradores  particulares  en  Corte 
de  legisladores  o  por  lo  menos,  de  consejeros  nacionales. 
Si  en  Kspaña  no  se  notó  de  pronto  la  trascendencia  del 
cambio,  es  sin  duda  portjue  la  decadencia  del  espíritu  pú- 
blico, ocasionada  por  el  despotismo  combinaílo  de  la  Iglesia 
y  la  reyecía,  no  dejó  alientos  a  los  diputados  para  sacar 
partido  de  la  situación  independiente  en  que  de  la  noche  a 
la  mañana  se  encontraron. 


(/■/»)     Martinc/  Marina,    it-orm    '/«•    ¡ns   Corrrs.  t.   I,  cap.    \XIII,   8   4, 
,   6   y    7. 

Gneist,  Constitutitiii  Conimutmh'  df  ¡'An^Ietcrrc.  t.  I.  pag.  2^9. 
(  ff¡)     Martines  Marina,  oh.  et  loe.  cit.,  §  9  y   10. 
(  f  r  )     Martínez   Marina,   Teoría  dv  ¡as  Cortes,  t.  I.  cap.  XXIV,  ^   17. 
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;Cuáles  causas  dieron  origen  al  régimen  representativo? 
;Por  qué  fué  establecido  entre  los  fines  del  siglo  XII  y  los 
principios  del  XIV  y  no  antes  y  no  después? 

Los  autores  que  más  a  fondo  han  estudiado  esta  cues- 
tión han  concluido  por  lo  común  que  el  régimen  representa- 
tivo se  derivó  de  cierto  principio  jurídico  del  feudalismo, 
según  el  cual  ninguna  persona  podía  ser  gravada,  sin  su  pro- 
pio consentimiento,  con  impuestos  ni  contribuciones.  En  res- 
peto a  este  principio,  cuando  los  reyes  se  encontraron  sin 
recursos  para  sufragar  las  cargas  del  Estado,  no  tuvieron 
otra  cosa  que  hacer  sino  convocar  a  los  pueblos,  exponer- 
les las  necesidades  públicas  y  pedirles  algún  auxilio. 

A  todas  luces,  dice  Spencer,  el  motivo  que  indujo  a  los 
reyes  en  la  idea  de  congregar  en  asamblea  a  los  represen- 
tantes de  la  población  imponible  fué  el  deseo  de  obtener 
subsidios.  El  primer  propósito  de  las  convocaciones  de  di- 
putados burgueses,  dice  Gneist,  fué  en  Inglaterra  deliberar 
con  una  diputación  de  comunidades  imponibles  sobre  la 
prestación  de  subsidios  extraordinarios  (  /  rr). 

Para  nosotros  no  es  dudoso  que  la  inmunidad  de  las 
ciudades  precisó  a  los  reyes  a  tratar  de  igual  a  igual  con 
ellas  (fs).  El  principio  de  la  inmunidad,  que  en  los  gra- 
dos inferiores  del  desarrollo  social  distingue  al  hombre 
libre  del  tributario,  fué  defendido  con  tenaz  energía  por  los 
pueblos  durante  toda  la  lídad  xMedia,  y  en  casi  todas  las 
naciones  europeas,  se  lo  tuvo  por  base  de  la  constitución 
política  y  del  pacto  feudal.  En  España,  desde  antes  de  la 
conquista  musulmana,  se  había  establecido  que  los  reyes 
debían  satisfacerse  con  las  contribuciones  de  costumbre; 
que  no    les  era   lícito  exigir    de   sus   subditos    ni    dones,  ni 


(í'rr)     Spencer,  Principes  de  Sociologie.  t.  III,  t;  500. 

Gneist,  Constitiition  Communale  de  VAngleterre,  t.  I,  pag.  314. 

Según  Pasquet,  esta  teoría  se  viene  sosteniendo  por  los  publicistas 
desde  el  siglo  XVII,  como  que  aparece  en  una  obra  de  Brady,  cuya  pri- 
mera edición  es  del  año  de  1690.  Pasquet,  Les  Origines  de  la  Cham- 
bre des  Cow mimes,  pag.   199  et  206. 

{fs)     Pasquet,  Les  Origines  de  la  Cliambre  des  Communes,  pag.  206. 
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subsidios,  ni  empréstitos  forzosos;  y  que  todo  nuevo  mo- 
narca debía  jurar  el  día  de  su  coronación  que  respetaría 
estas  leyes  (/í)..  En  las  Recopilaciones  aparecen  incluidas 
muchas  reales  cédulas  dirigidas  a  sancionar  el  respeto  a  la 
inmunidad  de  los  pueblos. 

Estos  mismos  principios  fueron  sancionados  en  Inglate- 
rra. Según  los  artículos  12  y  14  de  la  Ma^na  Cbartu. 
ningún  impuesto  ni  contribución  de  naturaleza  alguna  se 
exigirá  a  los  subditos  del  reino  sino  con  el  consentimiento 
de  un  Consejo  compuesto  de  los  prelados  eclesiásticos,  los 
condes,  los  barones  y  los  vasallos  directos  del  rey.  En  con- 
firmación de  la  doctrina  de  Spencer  y  Gneist,  es  digno  de 
advertirse  que  éste  es  el  único  caso  en  que  la  Miit^uu 
Charta  impone  a  la  corona  la  convocatoria  de  dicho  Con- 
sejo (fu). 

Entre  las  poblaciones  inmunes,  venían  figurando  en  toda 
Europa,  desde  el  siglo  XI,  las  ciudades  que  habían  obtenido 
fueros  de  franquicia  y  libertad.  Prevalidas  ellas  de  la 
penuria  casi  permanente  de  los  reyes  y  de  los  señores  feu- 
dales, les  habían  comprado  sus  fueros  y  con  ellos  la  inmu- 
nidad, pagándoselos  a  peso  de  oro.  Mediante  aquellas  com- 
pras, la  burguesía  se  equiparaba  a  la  nobleza  y  al  clero 
dentro  de  ciertos  límites,  en  lo  tocante  a  la  inmunidad;  y 
cuando  aumentó  el  número  de  las  ciudades  libres,  quedó 
sobre  modo  amenguada  la  masa  imponible  de  los  Estados. 
Bajo  el  aguijón  de  los  apuros  pecuniarios,  los  reyes  y  los 
señores  feudales  no  tuvieron  siempre  escrúpulos  para  arran- 
car tributos  por  la  violencia,  faltando  a  sus  juramentos.  Pero 
estos  procedimientos,  contrarios  a  lo  pactado,  no  eran  de 
imitarse  porque  nadie  corre  tanto  peligro  con  la  violación 
de  lo  establecido  como  los  poderosos  que  fundan  su  po 
derío  en   un  asentimiento   meramente   consuetudinario.   Para 


(/"/)     Laveleye,    Lv    (iouvt'i-iicmrnl   ///i/js    In  Ifi'inmiittir.  t.   II,  livre 
Xll,  chap.   VI.  pag.  330. 

Pasquet,  Les  Origines  de  la  Chambre  des  Commuiirs.  pap.  25. 

(fu)     Pasquet,  Les  Ori^iiws  tlr  ¡n  CJininhn-  des  Cíunintines.  pafj.  12 
et  25. 
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hacer  las  cosas  en  regla,  tuvieron  los  monarcas  que  some- 
terse a  tratar  con  los   procuradores  de    las  ciudades  (fv). 

Hacia  el  siglo  XIV,  dice  Thierry,  era  axioma  común 
que  las  ciudades  que  gozaban  de  fuero  I  villes  d'éclievi- 
nage )  no  podían  ser  pechadas,  y  de  aquí  vino  que  cuando 
los  reyes  se  propusieron  gravarlas  con  impuestos,  se  vie- 
ron precisados  a  tratar  con  los  mandatarios  especiales  de 
estas  pequeñas  poblaciones  libres  (fw). 

Para  llamarlas  a  la  Corte,  sin  provocar  protestas,  el  rey 
ejercitó  una  prerrogativa  que  nadie  le  desconocía,  la  de 
pedir  consejo  a  quien  quisiera  aun  cuando  los  grandes  fue- 
sen consejeros  natos.  Con  el  pretexto  efectivamente  de 
pedir  consejo,  el  rey  empezó  a  extender  sus  convocatorias 
a  los  burgueses,  si  bien  lo  que  en  realidad  se  proponía  era 
ganárselos  para  arrancarles  ayuda  y  subsidios  ( f  x). 

Mas,  para  acabar  de  comprender  cuan  espontánea  fué  la 
generación  de  estas  asambleas,  necesitamos  estudiar  su  na- 
turaleza originaria. 

§  60.  Bajo  la  sugestión  de  la  doctrina  clásica,  según  la 
cual  en  todo  Estado  se  deben  distinguir  tres  Poderes,  el 
Ejecutivo,  el  Judicial  y  el  Legislativo,  los  publicistas  han 
creído  ver  legislaturas  en  las  asambleas  representativas  que 
aparecieron  en  la  segunda  mitad  de  la  Edad  Media.  Pero 
del  estudio  imparcial  de  sus  orígenes,  se  infiere  que  aquellos 


(fv)  Pasquet  sostiene  que  en  Inglaterra  el  rey  podía  exigir  subsidios 
a  las  ciudades  dependientes  de  la  corona  sin  necesidad  de  pedirlas  con- 
sentimiento. (Pasquet,  Les  Origines  de  la  Cliainhre  des  Coinmunes. 
pag.  209),  y  por  consiguiente,  no  pudo  serla  necesidad  de  obtener  este 
consentimiento,  lo  que  le  indujo  a  darlas  representación  en  su  consejo. 
Pero  aunque  la  emancipación  de  las  ciudades  no  fuese  en  Inglaterra  tan 
general  como  en  el  continente,  el  pacto  feudal  no  autorizaba  a  los  seño- 
res para  exigir  de  sus  vasallos  y  de  sus  subditos  más  subsidios,  gabelas, 
derechos  y  contribuciones  que  los  establecidos  por  la  costumbre.  En  los 
términos  que  la  corona  empleaba  para  pedir  subsidios,  se  ve  una  petición 
de  quien  no  tiene  derecho  a  exigir,  a  menudo  una.  petición  tímida,  nunca 
una  imposición. 

(/vr)     Thierry,  Lettres  sur  l'Histoire  de  France,  XXV. 

(/■-y)     Pasquet,  ob.  cit.,  pag.   82  et   83. 
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cuerpos  no  tuvieron,  sobre  todo,  a  los  principios,  la  facul- 
tad de  legislar,  y  que  sin  adulterar  su  verdadera  naturaleza, 
tampoco  podemos  reconocerlos  como  instituciones  que  se 
establecieran  con  el  deliberado  propósito  de  limitar  el  po- 
der de  la  corona. 

Las  Cortes  castellanas,  el  Parlamento  inopias,  los  Estados 
generales  de  Francia  y  la  Dieta  germánica  no  nacieron  a 
guisa  de  Poder  Público  que  en  representación  de  toda  la 
nación  viniese  a  encargarse  de  las  funciones  legislativas. 
En  ningún  caso  habrían  dado  vida  los  monarcas  absolutos 
de  aquellos  siglos  a  una  institución  que  hubiese  de  cerce- 
nar tan  considerablemente  el  poder  de  la  corona.  Lo  que 
hizo  viable  el  Poder  Legislativo  es  cal)almente  el  haber  na- 
cido sin   pretensiones  de   legislar  (  /'  \-  ). 

Ligados  por  instrucciones  imperativas,  los  procuradores 
de  las  ciudades  tenían  jurídicamente  el  carácter  de  mandata- 
rios civiles  más  bien  que  el  de  representantes  nacionales 
llamados  a  desempeñar  con  toda  independencia  funciones 
públicas.  Mientras  en  el  derecho  púbMco  de  nuestros  días, 
la  elección  por  localidades  es  un  medio  de  nombrar  dipu- 
tados que  representen  a  la  nación  entera  y  (¡ue  oleren  inde- 
pendientemente según  su  conciencia,  los  de  los  siglos  XIII 
y  XI\'  entendían  no  representar  más  que  a  sus  respectivos 
mandantes    y  estar  obligados  a    respetar    las    instrucciones 


(fv)  •  Henri  III  et  ses  conscillcrs  (dice  Pasquet  |  en  convuquant 
les  chevaliers  des  comtés,  Simón  de  Monfort  en  convoquant  les  cheva- 
liers  des  comtés  et  les  de|)utés  des  villes,  Kdouard  I  dans  les  diflérents 
essais  qui  ont  abouti  au  «  Parlemeni  modele  »  de  1295,  ne  ce  sont  nulle- 
ment  proposé  de  mettre  des  entraves  a  l'autorité  du  pouvoir  central,  mais 
au  contraire  de  forlilier  ce  pouvoir,  dons  ils  étaient  les  depositaires  ». 
Pasquet,  Les  Origines  dei  ](i  l^Iininhrc  <irs  Coininuiws.  pag.   If>  el  55. 

!  II  est  certain  que  le  hut  d'Kdouard  I.  rn  convoquant  les  d<'putés  des 
comtés  et  des  villes,  n'a  pas  été  de  les  faire  participer  ;i  son  (i-uvre  lé- 
gislative.  Légiférer  est  une  prérogative  royale:  les  sujets  n'intervienent 
qui  pour  donner  conseil  ()uand  le  roi  le  leur  demande  ».  Pasquet,  ob.  cit., 
pag.  20?. 

Guizot,  Les  (trifziiirs  iln  ( •iinvrrin'rurnt  ficpn'sentatif.  i.  M,  IR'"'"'" 
le^on,   pag.   296. 
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que  de  éstos  recibían.  La  congregación  de  todos  ellos  no 
constituía  una  asamblea  parlamentaria  en  el  sentido  actual 
de  la  palabra,  mucho  menos  una  asamblea  legislativa :  cons- 
tituía una  junta  de  procuradores  civiles  que  en  nombre  de 
sus  respectivos  poderdantes  y  en  cambio  de  algunas  con- 
cesiones reales  de  interés  local,  solían  otorgar  los  subsidios 
que  la  corona  solicitaba  (/'/). 

Dado  el  carácter  antes  jurídico  que  político  de  las  dipu- 
taciones, carácter  que  dio  a  los  electos  los  nombres  de 
procuradores,  imindníHrios  y  diputados  con  que  hasta  hoy 
se  les  conoce,  de  suyo  se  infiere  que  el  mandato,  sujeto  a 
las  reglas  del  derecho  privado,  era  esencialmente  modifi- 
cable  y  revocable,  y  comprendía  más  o  menos  facultades  a 
voluntad  de  los  poderdantes,  los  cuales  aun  presumible- 
mente se  reservaban  la  de  intervenir  por  sí  mismos  en  las 
negociaciones  {g  a).  Merced  al  carácter  civil  del  mandato,  el 
régimen  representativo  no  tropezó,  a  los  principios,  con  las 
resistencias  que  indudablemente  lo  habrían  obstaculizado  si 
las   ciudades  hubiesen    creído  que    sus    mandatarios  podían 


ifz)  Laveleye,  Le  (Jouverneiuoiit  dans  la  Démocvatw.  t.  II,  li- 
vre  VIII,  chap.  III,  pag.  9  et  chap.  XIV. 

Martínez  Marina,    Teoría  de  las  Cortes,  t.  I,  cap.  XXIII,  §  3  y  4. 

Colmeiro,  Constitución  y  Gobierno  de  los  Reinos  de  León  y  Castilla. 
t.  I,  cap.  XXVIII,  pág.   35*5. 

«  On  pourrait  (  dice  Pasquet )  appeler  ce  systeme  un  systeme  de  pro- 
curation  i)lutót  qu'un  systeme  représentatif  proprement  dit  «.  Pasquet, 
Les  Origines  de  la  Chambre  des  Comniunes,  pag.  81. 

«  Elles  ( les  deux  Chambres  du  Parlement )  profitérent  du  besoin  conti- 
nuel  d'argent  qui  füt  la  conséquence  des  grandes  expéditions  en  France 
et  des  victoires  eclatantes.  Sous  de  formes  qui  restaient  empreintes 
d'une  grande  humilité,  elles  obligérent  les  rois  á  accepter  leurs  pétitions 
en  n'accordant  les  aides  que  sous  conditions  ou  a  la  fin  de  la  session 
parlamentaire  ».     Pasquet,  ob.  cit.,  pag.  266. 

( ^"  a  )  Dice  Colmeiro:  «En  ningún  cuaderno  de  Cortes  del  siglo  XIII 
se  halla  el  nombre  de  procurador.  Llamábanse  los  enviados  de  los 
Consejos  hombres  buenos,  pcrsoneros.  mandatarios  o  ciudadanos.  ■  . 
Empieza  el  uso  de  la  denominación  procurador  del  Consejo  en  las  de 
Medina  del  Campo  de  1305  ».  Colmeiro,  Introducción  a  las  Cortes  de 
¡os  antiguos  Reinos  de  León  y  de  Castilla.  Parte  primera,  pág.   28. 
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prescindir  de  sus  instrucciones,  imponerles  leyes  y  tributos, 
y  convertirse  en  soberanos  de  los  propios  mandantes. 

Limitada  la  competencia  de  aquellas  asambleas  por  el 
objeto  de  las  convocatorias  y  la  de  cada  procurador  por 
sus  respectivas  instrucciones,  no  tenía  la  junta  facultades 
para  deliberar  sobre  los  rumbos  de  la  política  y  de  los 
asuntos  de  interés  nacional.  Nunca  se  propuso  en  las  asam- 
bleas de  Francia  y  de  España,  ni  por  sus  miembros,  ni  por 
la  corona,  proyecto  alguno  de  ley;  y  su  iniciativa  se  con- 
cretó siempre  a  formular  representaciones,  aprovechando 
los  días  de  mayor  penuria  de  la  Corte,  en  demanda  de  que 
se  extirparan  tales  o  cuales  abusos  y  peticiones  en  de- 
manda de  que  se  ejecutaran  tales  obras  y  cuales  refor- 
mas (gh). 

A  nuestro  juicio,  solo  en  Inglaterra  logró,  a  la  larga,  la 
asamblea  de  los  procuradores  aunada  con  la  de  los  barones, 
no  propiamente  arrebatar  a  la  corona  el  poder  legisla- 
tivo, sino  compartir  con  ella  su  ejercicio.  Al  cabo  de  dos 
siglos  y  medio  de  lucha,  establecióse  allí  sucesivamente : 
1°  bajo  Eduardo  III  (1327-1377),  que  lo  convenido  entre 
el  rey,  el  gran  Consejo  y  los  comunes  no  podría  abrogarse 
sino  en  la  misma  forma;  2"  bajo  Ricardo  II  (1377-139')), 
que  en  lo  sucesivo  no  se  dictarían  nuevas  leyes  sin  el  asen- 
timiento de  los  comunes;  y  3°  bajo  luirique  V  (  1413-1422  ), 
que  los  comunes  no  podían  ser  obligados  a  nada  sin  su 
propia  voluntad.  Como  consecuencia  de  estos  principios 
constitucionales,  desde  el  reinado  de  Enrique  1\'  empiezan 
los  diputados  a  ejercer  la  altísima  prerrogativa  de  iniciar 
leyes,  proponiendo  verdaderos    j>royectos    (ifr). 


{^I>)  l'.isqiift.  /.f.s  0/-/V/;k'.s  tlr  In  ( 'limiihit'  des  Comintiiirs.  paR. 
41,  45   et  2(u>. 

(/^c)  Gneist,  ('oiistitutinn  Cuininuinil''  '!•■  I  \n'jlitiTi-f.  i.  I.  pag. 
321,  2>22  ct  332. 

Es  presumible  que  también  en  .Arapón  alr.ui/ar.m  ias  Corles  a  conquistar 
la  potestad  le(;islativa  ;  pero  la  perdieron  rápidamente  por  efecto  de  la 
unificación  de  la  monarquía. 

Kn   esta   é(ioca    empez<'>   l;i    ri'ntlici<')n    de  cirentas  de   la    inversión    de   los 
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Como  quiera  que  en  aquellas  capitulaciones  no  se  des- 
pojaba al  monarca  de  la  potestad  legislativa  sino  que  se 
le  comprometía  a  compartir  su  ejercicio  con  los  barones  y 
con  los  comunes,  implícitamente  quedó  establecido  que  la 
corona,  cuyo  consentimiento  se  requería  para  dictar  nuevas 
leyes,  podía  aceptar  o  no  las  que  el  Parlamento  la  propu- 
siera. A  nuestro  juicio,  éste  fué  en  Inglaterra  el  origen 
de  la  doble  y  real  prerrogativa  de  la  sanción    y   del  veto. 

Cosa  bien  sabida  es  que  cuando  el  Senado  romano  hubo 
asumido  el  Poder  Legislativo,  sus  resoluciones  no  entraban 
en  vigencia  sino  a  virtud  de  la  aprobación  consular.  Pero 
aquella  sanción  era  muy  diferente  de  la  que  se  estableció 
en  Inglaterra.  Si  los  senadoconsultos  no  adquirían  en 
Roma  fuerza  de  ley  sino  cuando  el  cónsul  los  sancionaba, 
es  porque  originariamente  ellos  tuvieron  el  carácter  de  me- 
ros dictámenes,  que  solo  regían  cuando  el  magistrado  los 
hacía  suyos  aprobándolos.  El  requisito  de  la  sanción  fué 
perpetuo  indicio  de  que  el  Senado  no  tuvo  a  los  principios 
la  facultad  de  legislar  y  de  que  no  la  adquirió  sino  respe- 
tando las  formas,  esto  es,  los  trámites  que  antes  se  habían 
seguido  para  dar  fuerza  a  sus  dictámenes. 

Origen  y  alcance  diferentes  tuvo  la  sanción  real  en  Ingla- 
terra. Hasta  el  reinado  de  los  Eduardos,  el  Poder  Legis- 
lativo había  estado  vinculado  a  la  corona.  Cuando  el  Par- 
lamento dejó  de  ser  junta  de  procuradores  civiles  y  se 
convirtió  en  asamblea  de  legisladores,  no  tenía  ni  voluntad, 
ni  fuerza  para  despojar  por  completo  a  la  corona  de  la 
facultad  de  legislar.  Por  su  parte,  la  corona,  siempre  ne- 
cesitada   de  subsidios,  se   sentía   impotente    para    mantener 


caudales  públicos.  Según  Guizot,  en  1340  nombró  el  Parlamento  una 
comisión  que  examinara  las  cuentas  porque  recelaba  que  alguna  parte  de 
los  subsidios  no  ingresaban  en  las  arcas  reales.  Es,  dice  Guizot,  el  pri- 
mer ejemplo  de  rendición  de  cuentas  hecha  a  un  Parlamento  sobre  la 
inversión  de  los  impuestos.  Guizot,  Histoire  des  Origines  du  Gouvev- 
nement  Représentatif.  le^on  XXII,  pag.  360. 

En  la  Antigüedad.  Aristóteles  había  recomendado  a  las  aristocracias  la 
práctica  de  rendir  cuentas  de  la  inversión  de  los  dineros  públicos.  La 
Politique.  liv.  VIII,  chap.  VII,  §   II. 
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incólumes  sus  antiguas  prerrogativas.  En  esta  situación, 
impotentes  ambas  entidades  para  vencerse  y  anularse  por 
completo,  huljieron  de  optar  por  el  único  camino  que  les 
quedaba,  el  del  avenimiento,  compartiéndose  el  ejercicio 
del  Poder  Legislativo.  La  sanción  fué,  por  consiguiente, 
juntamente  con  el  derecho  de  proponer,  defender,  discutir, 
sancionar  y  vetar  los  proyectos  de  ley,  la  participación  que 
la  corona  se  reservó  en  las  tareas  legislativas.  Si  excep- 
tuamos el  caso  de  los  senadoconsultos,  creenios  cjue  an- 
tes del  siglo  XIX,  la  sanción  tuvo  siempre  orígenes  análo- 
gos e  igual  significado. 

De  muy  diferente  manera  pasaron  las  cosas  en  las  mo- 
narquías continentales. 

Concretándonos  al  reino  unido  de  León  y  Castilla,  cuyas 
Cortes  siguieron,  a  los  principios,  una  carrera  paralela  a  la 
del  Parlamento  inglés  y  estuvieron  a  punto  de  conquistar  e 
Poder  Ejecutivo,  podemos  declarar  ¡)erentoriamentc  que  la 
corona  nunca  las  reconoció  la  facultad  de  legislar  y  que 
de  hecho   nunca  dictaron  leyes. 

No  ignoramos  que  por  lo  menos  desde  el  siglo  XI 11  los 
procuradores  de  las  ciudades  se  empellaron  por  conseguir 
que  no  se  dictaran  nuevas  leyes  sin  su  consejo.  Pero  a 
pesar  de  las  solemnes  promesas  de  algunos  monarcas,  la 
corona  no  declinaba  ante  estos  propósitos  sino  cuando  se 
encontral)a  en  situación  angustiosa;  y  en  todo  caso,  el  re(jui- 
sito  de  pedir  consejo  no  implica  la  transferencia  del  Poder 
Legislativo  a  manos  de  las  C'ortes,  sino  una  traba  puesta  a 
su  ejercicio  en  manos  del  rey. 

Tampoco  ignoramos  que  en  algunas  ocasiones  las  ciuda- 
des pretendieron  establecer  (jue  las  nuevas  leyes  no  las 
obligarían  mientras  no  fuesen  promulgadas  en  Cortes.  Pero 
prescindiendo  de  (jue  nunca  se  consiguió  establecer  a  lirme 
esta  regla,  lo  decisivo  es  que  al  exigir  (jue  se  la  respetara, 
no  pretendían  las  Cortes  acaparar  el  Poder  Legislativo,  sino 
establecer  un  modo  de  promulgación  (jue  las  permitiese  for- 
mular peticiones  y  representaciones  contra  las  nuevas  leyes. 

Por  último,  tampoco  ignoramos  que  a  solicitud  y  reclama- 
ción de  los  procuradores,  una  y  otra  vez  declaró  la  corona 
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(  y  la  repetición  de  las  declaraciones  prueba  la  reincidencia 
en  SU  violación  )  que  lo  fecho  con  acuerdo  de  las  Cortes, 
solo  con  acuerdo  de  las  Cortes  se  podría  desfacer.  Pero 
esta  declaración,  así  como  la  que  se  hizo  en  el  mismo  sen- 
tido por  Eduardo  III  de  Inglaterra,  no  tuvo  a  los  princi- 
pios el  carácter  de  un  principio  de  derecho  público,  mucho 
menos  de  derecho  constitucional ;  no  fué  sino  un  principio 
de  derecho  privado  que  se  puede  traducir  y  aclarar  en 
estos  términos:  n  lo  estipulado  entre  dos  personas  no  se  pue- 
de dejar  sin  efecto  por  la  voluntad  de  una  sola  «.  Que  este 
fué  el  sentido  y  alcance  de  aquella  declaración,  lo  dejan 
ver  sus  orígenes.  Las  leyes  dictadas  por  la  corona  con 
acuerdo  de  las  Cortes  fueron  casi  invariablemente  frutos  de 
laboriosas  gestiones  y  transacciones.  Cuando  las  Cortes 
estaban  dispuestas  a  conceder  los  subsidios  que  la  corona 
pedía,  nunca  se  los  daban  sin  exigir  algo  en  cambio.  Las 
leyes  que  se  dictaban  en  tales  condiciones  eran  como  si  dijé- 
ramos el  precio  de  los  subsidios.  Abrogarlas  cuando  las 
ciudades  habían  ya  entregado  su  dinero  era  una  felonía  y 
una  defraudación,  era  dejar  sin  efecto,  por  la  voluntad  de  la 
parte  obligada,  una  obligación  contraída  en  un  verdadero 
convenio  sinalagmático  a  cambio  de  otra  ya  cumplida  (gd). 


(gd)  A  la  verdad,  hubimos  de  pasar  por  muchas  vacilaciones  antes 
de  concluir  que  las  cortes  españolas  nunca  tuvieron,  antes  del  siglo  XIX, 
la  potestad  legislativa.  Arredrábanos  el  temor  de  ponernos  en  contradic- 
ción con  la  generalidad  de  los  publicistas,  y  sobre  todo,  con  el  insigne 
Martínez  Marina,  quien  aplica  los  capítulos  XVII  y  XVIII,  tomo  II  de  su 
Teoría  de  las  Cortes,  a  demostrar  que  aquellas  juntas  de  procuradores 
compartían  con  el  rey  el  ejercicio  del  Poder  Legislativo.  Por  nuestra  par- 
te, de  los  mismos  hechos  expuestos  por  Marina,  inferíamos  que  la  potes- 
tad legislativa  había  sido  prerrogativa  exclusiva  de  la  corona  ;  pero  temía- 
mos equivocarnos,  y  solo  vinimos  a  afirmarnos  en  nuestra  doctrina  cuando 
hubimos  conocido  los  tres  siguientes  testimonios: 

I»  La  ley  12,  tít.  I,  Partida  I,  que  dice:  «  Emperador  o  rey  puede  facer 
leyes  sobre  las  gentes  de  su  señorío,  e  otro  ninguno  no  ha  poder  de  las  fa- 
cer en  lo  temporal,  fueras  ende  si  lo  fisiessen  con  otorgamiento  de  ellos. 
E  las  que  de  otra  manera  fuesen  fechas  non  han  nombre  ni  fuerza  de  leyes, 
ni  deven  valer  en  ningún  tiempo  ».  Evidentemente  Alfonso  X  no  hizo  más 
que  expresar  en   esta    declaración   un    principio    del  derecho    político  del 
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Incurriendo  en  evidente  anacronismo  y  exagerando  la 
importancia  jurídica  de  las  representaciones  parlamentarias, 
Marina  sostiene  que  las  Cortes  de  España  fueron  verdade- 
ros cuerpos  legislativos  porque  siempre  tuvieron  voto  con- 
sultivo en  materias  de  justicia,  y  derecho  u  proponer  refor- 
mas en  materias  de  gobierno;  «  a  cuyas  propuestas  (pro- 
sigue ),  presentadas  con  el  modesto  título  de  peticiones, 
estaban  los  monarcas  obligados  a  responder  y  aun  a  con- 
formarse con  ellas  »   si  no  hai)ía  justas  causas  que  collones- 


siglo  XIII.     Si  así   no  hubiese  sido,   las  Cortes  de   Alcalá  de    1348   no  ha- 
brían aprobado  las  Partiütis. 

2"  Kn  un  discurso  leído  (  año  de  1894)  en  la  Universidad  de  Madrid, 
por  el  eminente  catedrático  don  Antonio  Sánchez  Moguel,  se  sostiene 
brillantemente  nuestra  doctrina.  A  su  juicio,  el  Poder  Legislativo  corres- 
pondió exclusivamente  a  la  corona,  y  las  Cortes  no  tuvieron  jurídica- 
mente sino  el  carácter  de  juntas  consultivas.  Sánchez  Moguel,  Discurso 
leído  en  la  ( 'nivcrsida<l  Central,  etc. 

3°  Por  último,  el  afamado  j)ublicista  don  Manuel  Colmeiro,  que  por 
encargo  de  la  Real  Academia  de  la  Mistoria,  escribió  en  dos  grandes  tomos 
su  InlrodiKciiin  ii  las  Cortes  de  ios  Reinos  de  Lrnn  y  de  Castilla,  im- 
pugna victoriosamente  la  opinión  de  Martínez  Marina.  En  valde,  dice: 
"  apura  el  docto  jurisconsulto  las  fuerzas  de  su  ingenio  para  probar  un 
imposible,  a  saber,  que  en  la  Edad  Media,  la  potestad  legislativa  residía 
en  las  Cortes  con  el  rey.  Por  más  grato  que  nos  fuese  reconocer  la 
antigüedad  de  este  principio  constitucional,  no  ¡)uede  el  mejor  deseo  pre- 
valecer contra  la  verdad  de  la  historia»...  ,\  su  juicio,  «las  Cortes  de 
León  en  el  siglo  XII  eran  por  vía  de  consejo,  y  ninguna  ley  ni  práctica 
alteró  este  carácter  en  las  posteriores».  Colmeiro,  ¡ntrodiiceiñn  a  las 
Cortes  de  los  antií^iiOs  /*einos  de  León  y  dr  Castilla,  Parte  primera, 
pág.   66,    144.   etc. 

La  documentación  original  de  las  Corifs  ílr  I. con  v  de  Castilla  se  puede 
estudiar  en  dos  obras: 

La  primera  se  titula  Cortes  dr  los  Antif^nos  /.'c/íxís  de  León  y  di- 
Castilla,  publicadas  por  la  Real  .Academia  de  la  Historia,  en  2  vol.  Ma- 
drid. 1861 -1863,  seguidos  de  otros  dos  que  contienen  una  erudita  ¡ntro- 
dnecion  de  don  Manuel  Colmeiro,  Madrid,  1883-  1884.  En  esta  recopilación 
se  encuentran  las  actas  de  las  Cortes  celebradas  desde    1020  hasta   1405. 

La  segunda  obra  se  titula  ylrín.s  de  las  Cortes  de  Castilla,  publicadas 
por  acuerdo  del  Congreso  de  Diputados;  esta  recopilación  empieza  con 
las  Cortes  de  Madrid  de  L'563;  van  publicados  37  tomos.   Madrid.  1801-1913. 

Para  nuestros  estudios,  nosotros  solo  hemos  consultado  la  primera  obra. 
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taran  la  repulsa  (^'e).  Pero  lo  que  se  infiere  de  estas 
palabras  y  de  la  obra  entera  de  aquel  insigne  publicista, 
es  que  las  Cortes  españolas  no  tuvieron  más  derecho  en 
materias  de  gobierno  que  el  más  insignificante  de  los  de- 
rechos, el  de  pedir,  y  que  en  absoluto  carecieron  de  la 
facultad  de  legislar  de  propia  autoridad.  Los  hechos  mismos 
confirman  esta  inferencia,  porque  todas  las  leyes  y  todos  los 
códigos  que  han  regido  en  España  desde  el  siglo  XII  ade- 
lante se  dictaron  antes  del  siglo  XIX  exclusivamente  por  la 
corona,  de  vez  en  cuando  a  pedido  de  las  Cortes,  siempre 
de  propia  autoridad,  en  ejercicio  de  una  prerrogativa  no 
compartida. 

Cuando  estudiamos  superficialmente  las  relaciones  de  los 
monarcas  españoles  con  las  Cortes,  nos  inclinamos  sin  pen- 
sarlo "ni  quererlo  a  interpretarlas  de  manera  muy  errónea. 
Bajo  la  sugestión  de  las  organizaciones  políticas  contempo- 
ráneas, creemos  entonces  que  en  una  u  otra  forma,  eran 
las  Cortes  las  que  hacían  las  leyes,  y  que  la  corona  se  con- 
cretaba a  sancionarlas  a  semejanza  del  rey  de  cualquiera 
monarquía  constitucional,  a  semejanza  del  presidente  de 
cualquiera  república  americana.  Pero  en  el  fondo  las  co- 
sas pasaban  muy  de  otra  manera. 

La  prerrogativa  de  la  sanción,  establecida  en  las  consti- 
tuciones de  todos  los  pueblos  civilizados,  se  deriva  de  un 
principio  político  según  el  cual  el  gobierno,  encargado  de 
mantener  el  orden,  debe  estar  premunido  de  facultades  para 
decidir  si  las  nuevas  leyes  son  o  no  ocasionadas  a  trastor- 
nos. En  el  fondo  no  es  otra  la  doctrina  con  que  los  publi- 
cistas justifican  una  prerrogativa  semejante  que  en  mayor  o 
menor  grado  lleva  envuelta  la  del  veto  e  implica  más  que 
una  limitación  de  la  soberanía  del  Poder  Legislativo  una 
participación  decisiva  reservada  al  Gobierno  en  su  ejercicio. 


que  tenemos  en  nuestra  biblioteca  particular,  y  los  diez  primeros  tomos 
de  la  segunda,  únicos  que  posee  la  biblioteca  de  nuestro  Congreso  Na- 
cional, y  únicos  que  hemos  encontrado  en   Chile. 

La  Biblioteca  Nacional  ha  pedido  a  Madrid  ambas  obras  completas. 

(ge)     Martínez  Marina,   Teoría  de  las  Cortes,  t.  II,  cap.  XXVI. 
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En  la  misma  Inglaterra,  donde  consta  históricamente  que  la 
sanción  se  estableció  como  reconocimiento  de  la  prerrogati- 
va que  la  corona  se  reservó  de  concurrir  a  la  formación  de 
las  leyes,  hoy  se  pretende  justificarla  recurriendo  a  la  mis- 
ma   doctrina. 

Xada  de  parecido  encontramos  en  las  relaciones  de  los 
monarcas  de  Castilla  con  sus  Cortes.  A  lo  menos  en  los 
tres  o  cuatro  primeros  siglos,  aquellas  juntas  nacionales  no 
formularon  ley  alguna  que  pudiese  ser  sancionada  por  los 
reyes.  En  peticiones  ordinariamente  muy  humildes,  (}ue 
solían  convertirse  en  altivas  representaciones  cuando  la  co- 
rona estaba  muy  débil  de  fuerzas  o  muy  urgida  de  subsidios 
o  cuando  había  violado  la  fe  jurada,  o  dejado  sin  cumpli- 
miento solemnes  promesas  anteriores,  las  Cortes  se  con- 
cretaban a  rogar  que  se  remediasen  males,  que  se  extirpa- 
sen abusos,  que  se  removiesen  funcionarios  prevaricadores, 
que  se  proveyese  a  tales  o  cuales  necesidades.  Como  quiera 
que  no  otorgaban  los  subsidios  solicitados  sino  en  cambio 
de  la  real  promesa  de  deferir  a  sus  peticiones,  ordinaria- 
mente las  acogía  la  corona;  pero  en  principio  no  st-  la 
disputaba  la  prerrogativa  soberana  de  dictar  las  leyes  (jue 
habían  de  satisfacer  las  necesidades  representadas.  En 
suma,  si  podríamos  citar  numerosas  leyes  dictadas  por  la 
corona  que  no  entraron  en  vigencia  sino  después  de  haber 
sido  consentidas  por  las  Cortes,  no  conocemos  ni  una  sola 
que  fuese  dictada  de  propia  autoridad  |)or  las  Cortes  y  solo 
sancionada    por  la  corona. 

Volviendo  al  asunto  principal  del  presente  [)arágrafo, 
concluiremos  de  pronto  ser  verdad  que  a  consecuencia  de 
la  inmunidad  de  las  ciudades,  los  reyes  tuvieron  que  trufar 
con  ellas  para  obtener  subsidios  y  que  esta  necesidad  les 
indujo  en  la  idea  de  adoptar  el  régimen  representativo 
porcjue  no  encontraron  otro  medio  de  ponerse  al  habla  con 
ellas.  Pero  si  en  estos  hechos  encontramos  los  motivos 
políticos  de  aquella  política,  otras  son  las  causas  propia- 
mente sociales. 

Durante  los  primeros  siglos  de  la  Edad  Media,  las  ¡)obla- 
ciones  urbanas    habían   venido  a   menos   en    toda   Europa 
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esquilmadas  por  los  mismos  señores  feudales  bajo  de  cuya 
dependencia  se  habían  puesto  en  los  tiempos  de  las  inva- 
siones para  captarse  su  amparo.  No  había  progreso  in- 
dustrial posible  bajo  de  un  régimen  político  en  que  nadie 
tenía  seguro  el  fruto  de  su  trabajo  porque  las  expolia- 
ciones de  los  pueblos  por  los  poderosos  no  respetaban 
tasa,  ni  medida,  ni  contrato,  ni  juramento. 

Aquellas  prácticas  hicieron  crisis  más  o  menos  hacia  el 
siglo  XI  igf).  Irritadas  las  poblaciones  contra  un  siste- 
ma de  protección  que  se  había  convertido  en  sistema  de 
expoliaciones,  empezaron  a  oponer  viva  resistencia  al  pago 
de  los  subsidios  y  tributos,  pero  sin  cerrar  la  puerta  al 
avenimiento.  Muchas  veces  ni  aun  a  costa  de  los  mayo- 
res vejámenes  se  conseguía  gran  cosa  de  algunas  ciudades. 
Ante  la  recíproca  impotencia  de  los  unos  para  impedir  por 
completo  las  exacciones  y  de  los  otros  para  hacerlas  en  la 
medida  que  las  deseaban,  se  tuvo  el  buen  acuerdo  de  tomar 
el  camino  de  las  transacciones.  Particularmente  en  los  días 
de  apuros  de  los  señores  de  quienes  dependían,  las  ciuda- 
dades  obtuvieron  de  ellos  la  inmunidad  en  cambio  de  una 
suma  alzada  de  dinero.  Por  cuantioso  que  el  precio  pare- 
ciera, ellas  quedaban  sobradamente  indemnizadas  con  un 
privilegio  que  las  permitía  entregarse  al  trabajo  sin  el 
peligro  de  que  el  fruto  las  fuese  arrebatado  de  las  ma- 
nos (gh). 

Consta  históricamente  que  ni  los  señores  feudales,  ni  los 
prelados,  ni  los  abades,  ni  los  reyes  respetaron  la  fe  jurada 
y  que  las  exacciones  se  repitieron  a  pesar  de  las  cartas  fe- 
rales o  de  franquicia  y  libertad.  Pero  no  es  dudoso  que 
bajo  de  aquel  régimen  algún  alivio  han  de  haber  tenido 
las  ciudades  cuando  a  continuación  se  las  ve  prosperar  rá- 
pidamente y  adquirir  auge  extraordinario  en  tiempo  relati- 
vamente breve.     En  la  historia   política  y  económica  de  los 


igf)     Guizot,  Histoire  de  la  Civilisation  en  Europe,  pag.  202  á  206. 

{  g  h)     Martínez   Marina,     Teoría    de   las    Cortes,    t.  I,    cap.  XI,    §   I, 
2  y  3. 
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pueblos,  marca  un  jalón  del  progreso  el  florecimiento  de 
las  ciudades  libres  de  aquellos  siglos  ("•/). 

Aquel  fenómeno  no  pudo  ser  indiferente  para  la  política. 
En  todos  los  tiempos  y  en  todos  los  países,  cuando  nace 
una  fuerza  social,  propende  espontáneamente  a  convertirse 
en  fuerza  política,  así  como  cuando  se  debilita,  decrece  su 
influencia  en  el  Estado.  Las  poblaciones  urbanas,  que  ha- 
bían sido  eliminadas  en  la  composición  personal  de  los 
Poderes  Públicos  del  Imperio  Romano  cuando  se  habían 
reducido  a  masas  informes  de  proletarios  famélicos,  depra- 
vados y  faltos  de  civismo,  llegaron  a  convertirse,  por  efecto 
de  su  emancipación,  en  fuerzas  sociales  de  que  no  era  pru- 
dente prescindir,  y  que  no  estimándose  representadas  en 
sus  particulares  intereses  por  los  individuos  de  la  nobleza, 
que  eran  antagonistas  suyos,  necesitaban  constituir  para 
defenderlos  una  representación  propia. 

Hay  hechos  históricos  que  ponen  de  manifiesto  el  incre- 
mento de  la  importancia  política  de  la  burguesía.  Según 
lo  hemos  observado  más  arriba  (§  59),  los  monarcas  ingle- 
ses la  abrieron  las  puertas  de  los  Consejos  nacionales  por- 
que la  estimaron  tan  fuerte  que  su  auxilio  podía  ser  dicisivo 
en  la  lucha  que  sostenían  contra  los  barones. 

Motivos  y  causas  análogas  parecen  haber  actuado  en  Es- 
paña a  favor  del  estado  llano.  También  allí  precedió  el 
crecimiento  de  las  poblaciones  urbanas;  también  allí  la  co- 
rona las  llamó  en  su  auxilio  contra  la  nobleza  pendenciera, 
revoltosa  y  levantisca;  también  allí,  en  fin,  los  monarcas  las 
convocaron  a  los  Consejos  nacionales,  tentados  por  la  ex- 
pectativa del  aporte  de  fuerza,  dinero  y  apoyo  que  ellas 
les  traían   (  ^j  ). 

Para  quien  conoce  la  egoísta  política  de  los  grandes  y  de 


{ fi  i  )  Giiizot.  iiouvvvnvmeut  Hopréscntatif,  douzieme  le^on.  pa- 
ge   179. 

Laveleye,  Le  (louverncment  dans  /a  Démocratii\  t.  II.  liv.  XM. 
chap.  V. 

(  [^¡  )  Colmciro.  Cnustitucinn  y  (iohirrnn  dr  ¡os  Reinos  de  León  y 
Castüla.  t.  I,  cap.  XXVIII,  pág.  302. 
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los  monarcas  de  la  Edad  Media,  no  es  dudoso  que  si  de 
antemano  no  se  hubiesen  desarrollado  las  ciudades  como 
fuerza  social,  ellos  no  habrían  tenido  interés  en  ganárselas  y 
no  les  habrían  abierto  las  puertas  de  los  Consejos  nacionales. 

Resuelto  el  llamamiento  déla  burguesía  ¿en  cuál  forma 
concurriría  a  los  Consejos  de  la  Corte?  No  se  podía  pen- 
sar en  la  asamblea  general.  Aunque  todavía  predominaba 
el  principio  primitivo  de  la  comparecencia  personal  tanto 
en  las  juntas  nacionales  de  los  grandes  cuanto  en  las  lo- 
cales de  los  vecinos,  no  era  practicable  el  que  la  po- 
blación de  todo  el  reino  viniese  en  masa  a  conferenciar 
con  el  monarca.  Las  relativas  facilidades  que  hay  para  con- 
gregar en  una  plaza  a  todos  los  vecinos  de  un  municipio, 
se  convierten  en  obstáculos  insuperables  cuando  se  trata  de 
reunir  a  todos  los  subditos  de  un  vasto  Estado.  El  mismo 
desarrollo  industrial  que  había  incrementado  la  importancia 
política  de  las  poblaciones  urbanas  las  radicaba  alrededor 
de  sus  intereses,  porque  no  podían  abandonarlos  para  tras- 
ladarse a  una  ciudad  lejana,  sin  exponerse  a  perder  el 
fruto  de  su  trabajo.  Para  darlas  asiento  en  los  Consejos 
sin  ocasionarles  daños  considerables,  no  se  encontró  mejor 
arbitrio  que  el  de  incorporar  en  el  orden  público  la  insti- 
tución civil  del  mandato   (gl). 

§  61.  La  bifurcación  del  Poder  Legislativo,  sistema  que 
tanto  se  ha  generalizado  en  los  Estados  cultos,  no  se  ha  efec- 
tuado en  todas  partes,  como  sería  de  creerlo,  a  virtud  de 
unas  mismas  causas.  Para  determinar  con  acierto  sus  orí- 
genes, conviene  distinguir  tres  clases  de  Estados:  la  de  los 
federales,  la  de  los  aristocráticos  y  la  de  los   democráticos. 


(  <rl)  Es  de  notar  que  de  antemano  los  grandes  y  más  aun  los  prela- 
dos habian  adoptado  en  España  la  práctica  de  comparecer  en  las  juntas 
nacionales  por  medio  de  mandatarios.  Colmeiro,  Constituci'in  y  Go- 
bierno de  los  Reinos  de  León  y  Castilla.  1. 1,  cap.  XXVIII,  págs.  306, 
307,   312  y  315. 

En  Inglaterra,  el  régimen  representativo  estaba  establecido  desde  tiem- 
pos inmemoriales  para  la  constitución  periódica  de  ciertos  tribunales  de 
ciudades  y  para  la  de  ciertas  asambleas  eclesiásticas.  Pasquet,  Les  Ori- 
gines déla  Chambre  des  Communes,  pag.   18  et  21. 
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En  las  naciones  confederadas,  la  bifurcación  es  un  siste- 
ma político  arbitrado  para  satisfacer  la  doble  necesidad  de 
dar  representación  en  el  Poder  Legislativo,  por  un  lado  al 
pueblo,  esto  es,  a  la  suma  de  todos  los  ciudadanos  activos, 
y  por  otro  lado,  a  los  Estados  que  han  convenido  en  formar 
parte  de  la  federación  bajo  de  ciertas  condiciones  que  t^a- 
ranticen  su  autonomía  (o/n).  vSi  en  cada  país  el  gobierno 
que  representa  al  Estado  puede  vetar  una  ley  dictada  por 
la  legislatura  que  representa  al  pueblo,  es  perfectamente 
razonable  que  en  la  federación  haya  una  Cámara  que  en  re- 
presentación de  todos  los  Estados  confederados  pueda 
dejar  sin  efecto  las  resoluciones  de  otra  Cámara  que  obra 
en  representación  de  todos  los  pueblos.  El  hecho  es,  como 
lo  hemos  ya  observado,  que  desde  la  Antigüedad,  desde 
las  ligas  helénicas  y  macedónicas,  hasta  la  formación  del 
Imperio  Alemán  y  de  los  Estados  Unidos  de  Norte  Amé- 
rica, siempre  que  se  ha  constituido  una  federación  se  ha 
puesto  a  su  cabeza  una  asamblea  compuesta  de  represen- 
tantes de  los  Estados  que  ha  funcionado,  sea  en  consorcio, 
sea  con   independencia  de   la   asamblea  de  composición  o  de 


(frní)     Bryce.  La  Repúhlica  Xnrtr  Anii^ricana.  t.  I.  cap.  X  y  XIII. 

Véase  el  art.  6  de  la  Constitución  del  Imperio  Alemán,  fechada  el  16 
de  .Abril  de  1X71.  Según  dicho  articulo,  el  Bundesrath  se  compone  de 
plenipotenciarios  ( Iievollniihl)t\<xto )  de  los  Estados  confederados. 

«  D'apres  la  Constitution  des  Ktats  l'nis  (  dice  Bapehot  )  et  d'apres  celle 
de  la  Suisse,  la  Chambre  haute  a  auiant  d'autorité  que  I'autre  Chambre; 
elle  pourrait  lui  creer  des  diftlculiés  extr¿*mes  et  si  bon  lui  semblait,  la 
paralyser  entiérement ;  si  elle  ne  le  fait  pas,  il  faut  moins  en  savoir  gré 
aux  regles  constitutionnelles  qu'á  la  sagesse  des  membres  qui  composent 
la  Chambre  haute.  Dans  les  deux  Constitutions  précitées,  cette  dange- 
reuse  división  de  pouvoirs  s'appuie  sur  une  doctrine  |>articuliere  dont  je 
n'ai  pas  á  m'occuper  en  ce  moment.  On  prétend  qu'il  doit  exisler  dans 
un  gouvernement  federal  quelque  institution.  quelque  autorité.  quelque 
corps  possédant  un  droit  de  Veto  et  représentant  sur  le  picd  de  l'cgalité 
chacun  des  Ktats  qui  composent  la  cónfédération  ^.  Hagehot,  Lñ  Cnns- 
titution  Ai}fí¡aisc.  chap.  V,  pag.   152. 

Sumner  Maine  cree  que  en  los  Estados  l'nidos  de  N.  A.  la  bifurcación 
se  estableció  por  vía  de  imitación  de  la  Constitución  inglesa.  Sumner 
Maine,  Lf  ( !ittivcriwnirnt   Popiilnirc.  chap.   IV.  pag.   314. 
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origen  popular.  Mientras  los  Estados  federales  pretendan 
conservar  su  autonomía,  la  bifurcación  se  tiene  que  conser- 
var como  base  fundamental  de  la  federación.  Allí  la  bifur- 
cación es  un  arreglo   político  sin  raíces  sociales. 

Evidentemente  no  sería  lícito  atribuir  los  mismos  oríge- 
nes a  la  bifurcación  parlamentaria  de  las  naciones  organizadas 
según  el  sistema  unitario.  ¿Cuáles  serán  ellos? 

En  sociedades  atrasadas  se  suelen  seguir  ciertas  prácti- 
cas políticas  que  a  primera  vista  parecen  llevar  a  la  bifur- 
cación. Según  Góngora  Alarmolejo,  cuando  los  araucanos 
celebraban  juntas  generales  y  acordaban  emprender  una 
guerra,  luego  se  apartaban  los  principales  y  sin  dejar  acer- 
carse ninguno  de  condición  inferior  para  poder  guardar  el 
secreto  de  sus  deliberaciones,  convenían  en  lo  que  se  ha- 
bía de  hacer  (gn).  Una  práctica  análoga  se  seguía  entre 
los  germanos,  porque,  según  Tácito,  los  jefes  resolvían  por 
sí  solos  los  asuntos  de  menor  importancia  y  deliberaban 
sin  duda  para  ponerse  de  acuerdo,  sobre  los  más  importan- 
tes antes  de  someterlos  alas  asambleas  populares  (gñ). 
Por  último,  Thierry  nos  informa  que  entre  los  francos  las 
asambleas  generales  decidían  de  la  paz  y  de  la  guerra,  y  que 
para  tratar  de  otros  asuntos,  en  especial  de  los  más  com- 
plejos, los  jefes  y  los  ancianos  se  congregaban  aparte  {go). 

Por  más  significativas  que  parezcan  ser  estas  prácticas, 
incurriríamos  en  error  si  viésemos  en  ellas  los  orígenes  de 
la  bifurcación  parlamentaria.  Lo  que  ellas  ponen  de  ma- 
nifiesto no  es  la  formación  originaria  de  un  Poder  Legisla- 
tivo dividido  en  dos  ramas,  sino  la  de  un  Consejo  de  Es- 
tado compuesto  de  hombres  maduros  que  asesora  al  jefe  y 
funciona  al  mismo  tiempo  que  la  asamblea  popular. 

A  nuestro  juicio,  nunca  encontraremos  los  verdaderos  orí- 
genes de  la  bifurcación  mientras  los  busquemos  fuera  del 
tiempo  y  del   país  donde  se  estableció. 


i  g  n  }     Góngora  Marmolejo,  Historia  de  Chile,  cap.  XLVI. 

(g  ñ  }     Tácito,  La   Germanie,  XI. 

ig  o)     Thierry,  Lettres  sur  FHistoire  de  France,  XXV,   pag.  422. 
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Cuando  las  poblaciones  urbanas  fueron  llamadas  a  los 
consejos  reales,  éstos  funcionaban  de  siglos  atrás  con  más 
o  menos  intermitencia,  según  hemos  visto,  en  cada  una  de 
las  naciones  europeas,  compuestos  de  proceres  y  dignata- 
rios que  dentro  de  la  organización  política  establecida,  eran 
los  naturales  consejeros  déla  corona  (gp).  En  estas  cir- 
cunstancias, aunque  ningún  monarca  se  propusiera  fundar 
una  nueva  institución  deliberante,  puesto  que  nobles  y  bur- 
gueses eran  convocados  a  un  solo  Consejo,  al  Consejo  real, 
era  fuerza  que  para  formular  peticiones,  para  acordar  sub- 
sidios, para  entablar  querellas  y,  en  general,  para  tratar  de 
asuntos  que  sólo  interesaban  o  a  éstos  o  aquéllos,  se  reu- 
niesen unos  y  otros  separadamente.  De  hecho  empezó 
entonces  el  Consejo  real  de  cada  monarquía  a  dividirse  en 
dos  asambleas,  la  de  los  grandes,  que  asistían  personal- 
mente por  derecho  propio,  y  la  de  la  burguesía,  que  se  ha- 
cía representar  por  sus  diputados  (gq).  No  funcionaban 
ellas  combinadamente  como  si  ambas  formasen  un  solo 
Poder  Público   por<|ue  cada  una    tenía  una  esfera  especial 


(  n-n)  Tanto  en  Inglaterra  como  en  {-"rancia  y  Kspaña.  pasaron  a  veces 
largos  intervalos  de  tiempo  durante  los  cuales  no  se  reunió  el  Consejo  real 
de  los  proceres.  Particularmente  sobrevino  esta  suspensión  de  la  vida  del 
Consejo  en  Inglaterra  cuando  a  consecuencia  de  la  conquista  normanda,  la 
corona  quedó  armada  de  un  poder  obsoiuto  que  la  permitió  proceder  sin 
consulta  de  los  grandes.  Por  esto  h:\n  dicho  algunos  autores  que  la  anti- 
gua asamblea  de  proceres  desapareció  en  aquel  reino.  Gneist.  Constitii- 
tiim  Cointuunalo  de  rAn<ílot<^rrc.  t.  I,  pag.  IS5.  et  Guizot,  Orifíines 
du  (iouyrrncmvnt  Rtíprósvntutit',  t.  II,  pag.  72.  Pero  es  el  hecho  que 
hacia  el  siglo  XII  reaparece  el  Consejo  real  funcionando  con  los  barones 
de  todo  el  reino. 

i  fí 'I  )  Con  referencia  a  Inglaterra,  dice  Guizot  que  a  los  principios  los 
diputados  de  los  condados,  esto  es,  los  caballeros  formaron  un  solo  cuerpo 
o  Consejo  con  los  grandes;  pero  que  los  diputados  de  las  ciudades  y 
burgos  formaron  desde  su  primer  aparecimiento  una  asmblea  distinta  q«* 
celebró  sus  sesiones  separadamente.  Guizot,  llisti)in'  <¡>'  Oriiinws  du 
(lotn-rrtwmcnt  lirprpscntatif.  t.  II.   ni""»»  le^on,  j)ag.   2í>f<  et  2ft9. 

Por  mi  parte,  creo  también  presumible  que  los  diputados  burgueses  se 
reuniesen  separadamente  desde  las  primeras  veces  que  fueron  convocados; 
pero   llamados  como  eran   para  que    comparecieran  anti'  el  rey  y  Riiti'  d 
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de  competencia,  siendo  como  era  la  una  un  simple  Consejo 
de  proceres  y  dignatarios,  y  la  otra  una  junta  de  diputados 
que  no  en  calidad  de  legisladores  sino  de  procuradores,  no 
tuvieron  originariamente  más  función,  fuera  de  la  consultiva, 
que  la  de  conceder  o  denegar  los  subsidios  (gr).  En  In- 
glaterra no  fué  raro  que  mientras  los  diputados  de  las  ciu- 
dades eran  despedidos  casi  al  llegar  a  la  Corte,  o  inmediata- 
mente después  de  haber  acordado  los  subsidios,  el  Consejo 
real  siguiese  estudiando  con  los  solos  proceres  del  reino 
los  asuntos  que  la  corona  había  sometido  a  su  conocimiento. 
Aun  prescindiendo  del  orgullo  aristocrático  que  no  per- 
mitía a  los  nobles  codearse  en  unos  mismos  estrados  con 
los  procuradores  burgueses,  la  separación  de  ambas  asam- 
bleas se  imponía  por  la  diversa  naturaleza  de  sus  funciones. 
Mientras  los  Consejos  de  la  nobleza  afectaban  al  reino  en- 
tero en  tanto  cuanto  la  corona  los  hacía  suyos,  los  acuer- 
dos de  los  procuradores  no  empecían  ordinariamente  a  los 
grandes,  cuya  inmunidad  permanecía  intangible.  Nada  prue- 
ba tan  bien  la  recíproca  independencia  de  ambas  asambleas 
como  el  hecho  no  raro  de  que  se  convocase  y  funcionase 
la  una  sin  que  jurídicamente  se  sintiese  la  necesidad  de 
que  también  se  convocase  y  funcionase  la  otra.    Particular- 


Consejo  real.  ( Pasquet,  Les  Origines  de  la  Chambre  des  Communes, 
pag-.  I0et28),  es  igualmente  presumible  que  en  muchas  ocasiones  nobles 
y  plebeyos  celebraran  sesiones  comunes  para  tratar  de  los  asuntos  sobre 
que  la  corona  pedía  parecer. 

(gr)  «  Loin  que  la  división  du  parlement,  á  son  origine,  eüt  lieu  (dice 
Guizot)  dans  les  formes  qui  prévalurent  50  ans  plus  tard,  elle  s'opérait 
d'aprés  d'autres  principes.  Ancune  idee  d'intéréts  généraux  et  d'une  re- 
présentation  nationale,  n'existait  alors.  Les  intéréts  spéciaux,  assez  im- 
portants  por  intervenir  dans  le  gouvernement,  et  intervenaient  pour  leur 
propre  compte  seulement.  et  traitaient  isolément  leurs  propres  affaires. 
S'agissait-il  uniquement  des  choses  oü  les  hauts  barons  parussent  intéressés 
et  «ü  le  roi  n'eíit  besoin  que  d'eux?  lis  venaient  et  délibéraient  seuls. 
S'agissait-il  de  modifications  á  la  nature  et  au  mode  de  transmission  de 
la  propriété  territoriale  féodale?  les  chevalier  de  comtés  intervenaient.  .  . 
S'agissait-il  d'intéréts  commerciaux?  le  roi  en  traitait  avec  les  seuls  dépu- 
tés  des  bourgs  ».  Guizot,  Les  Origines  du  Gouvernement  Représen- 
tatif.  t.  II,   IJeme  lecon,   pag.   272. 
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mente  en  España  quedó  probado  desde  1538  que  no  cons- 
tituían ambas  un  Poder  Público  porque  irritada  la  corona 
ante  la  arroj^ancia  con  que  los  grandes  actuaron  en  las 
Cortes  de  Toledo,  celebradas  aquel  año,  no  volvió  jamás  a 
convocarlos  (gs). 

Los  monarcas  del  continente  europeo  hicieron  cuanto  pu- 
dieron para  mantener  la  separación  de  ambas  asambleas. 
Aleccionados  con  lo  ocurrido  en  Ingrlaterra,  donde  la  alian- 
za de  ambas  se  había  impuesto  a  la  corona,  resistieron  todos 
los  empeños  que  ellas  hicieron  para  formar  una  sola  fuer- 
za. Acaso  presentían  los  peligros  que  la  fusión  de  1789 
trajo  consigo. 

En  1614  el  obispo  de  Beauvais  propuso  en  unos  Estados 
generales  de  Francia  que  los  tres  órdenes,  esto  es,  la  no- 
bleza, el  clero  y  la  burguesía  deiii^erasen  en  común;  pero 
la  corona  no  lo  consintió,  temerosa,  dice  Dareste  de  la  Cha- 
vanne,  de  que  la  opinión  de  la  mayoría,  manifestada  sin 
las  ordinarias  contradicciones  por  la  asamblea  entera,  no 
apareciera  armada  como  de  fuerza  imperativa  (gt).  Así 
mismo,  en  España  (año  de  1538)  bajo  el  reinado  de  Car- 
los 1,  >'  cada  clase,  dice  Sempere,  tuvo  sus  juntas  particu- 
lares con  tal  separación  que  habiendo  solicitado  permiso 
los  grandes  para  conferenciar  cuando  les  pareciera  conve- 
niente con  los  procuradores  de  las  ciudades  »,  les  fué  de- 
negado por  la  corona  (gu). 

Pues  bien,  aquella  separación  inicial,  impuesta  a  los  prin- 
cipios por  la  diversidad  de  funciones,  fué  el  origen  de  la 
bifurcación  parlamentaria  en  el  único  país  donde  se  ha  esta- 
blecido espontáneamente,  en  Inglaterra.  Sin  duda  alguna, 
si  a  fines  de  la  Edad  Media  se  huljiese  alimentado  el  pro- 
pósito   deliberado    de   establecer    el   Poder    Legislativo,  a 


(^.s)     Actas  de  !as  Cortes  (Je  Cust illa.  t.  I.  pág.  XI. 

Martínez  Marina,    Ti'orin  de  las  Cortes,  t.  I,  cap.  X,  §  8,  9  y  II  a    15. 

i  ff  t )     Dareste  He  la  Chavanne,  Histnire  dr  ¡'Aministratinn  en  Fran- 
ce.  t.  I.  chap.  I!,  ¡5   I. 

í  ^  íi  I     Sí-mperc,    Hisltirin    del    ¡>erer¡io    Español,    lib.   IV.    cap.    III, 
pág.   428. 
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nadie  se  le  habría  ocurrido,  como  se  ha  pensado  (gv), 
que  conviniese  instituir  dos  Cámaras  para  confiarles  sus  fun- 
ciones. Antes  de  conocer  las  lecciones  que  la  Revolución 
Francesa  legó  a  la  humanidad,  antes  de  conocer  los  peli- 
gros que  la  dictadura  de  una  asamblea  ofrece,  se  habría 
pensado  con  sobrada  razón  que  bastaba  una  sola.  Pero  es 
el  caso  que  este  Poder  fundamental  del  Estado  se  formó 
mediante  la  acción  combinada  de  ambos  cuerpos  sin  que 
los  actores  mismos  barruntaran  la  naturaleza  de  la  institu- 
ción que  engendraban.  Habiendo  combinado  sus  fuerzas, 
no  para  hacer  leyes,  sino  para  resistir  a  las  exacciones  y 
al  despotismo  de  la  corona,  se  apropiaban  por  igual  los 
barones  y  los  comunes  las  concesiones  y  las  prerrogativas 
que  se  arrancaban  a  los  monarcas,  y  entre  ellas,  la  de  in- 
tervenir en  la  formación  de  las  leyes.  El  Poder  Legislati- 
vo nació  entonces  bifurcado  porque  fueron  dos  las  asam- 
bleas que  lo  conquistaron  y  porque  representando  ellas 
clases  e  intereses  sociales  diferentes  y  aun  antagónicos, 
ninguna  habría  consentido  en  dejar  confiado  exclusivamente 
a  la  otra  el  ejercicio  de  tan  importantes  funciones.  Sea 
como  aliadas,  sea  como  rivales,  ambas  hubieron  de  compar- 
tirse la  potestad  legislativa. 

En  las  naciones  del  continente,  no  se  pudo  establecer  la 
bifurcación  porque  aun  cuando  los  burgueses  y  los  nobles 
se  reunían  también  separadamente,  nunca  constituyeron  las 
dos  asambleas  partes  integrantes  y  conexas  de  un  mismo 
Poder  Público  y  porque  habiéndose  aliado  la  burguesía  con 
la  corona  para  combatir  al  feudalismo,  jamás  combinaron 
sus  fuerzas  para  conquistar  la  potestad  legislativa.  Si  en 
aquellas  condiciones  hubieran  perdido  los  reyes  dicha  po- 
testad, no  la  habrían  asumido  combinadamente  las  dos  asam- 
bleas, sino  una  de  ellas,  aquella  que  la  hubiera  conquistado 
con  sus  solos  esfuerzos.  Pero  es  la  verdad  que  habiendo 
vivido  ambas  en  perpetuo  divorcio,  ninguna  tuvo  fuerzas 
para  conquistar  por  sí  sola  tan   alta  prerrogativa. 


(gv)     Martínez  Marina,  ob.  y  loe.  cit.,  cap.  X,  §  23. 
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Por  efecto  de  estos  antecedentes,  l.i  bifurcación  no  se  es- 
tableció en  parte  alguna,  fuera  de  Inglaterra,  y  solo  allí 
podemos  observar  la  manera  como  ambas  asambleas  arran- 
caron parte  por  parte  al  poder  absoluto  de  la  corona  los 
elementos  jurídicos  necesarios  para  investirse  del  Poder 
Legislativo.  Concretados  originariamente  los  barones  a  dar 
consejos  y  los  diputados  a  conceder  subsidios  y  formular 
quejas  y  peticiones,  se  prevalieron  de  los  continuos  apuros 
de  lá  corona  para  obtener  concesiones  que  cambiaron  de 
raíz  la  organización  constitucional  del  Estado.  En  1215  se 
la  arrancó  la  promesa  de  no  imponer  nuevos  tributos  sin 
consentimiento  de  los  grandes,  de  los  (bunes  y  de  los  pre- 
lados; en  1382,  la  de  no  dictar  nuevas  leyes  generales  sin  el 
consentimiento  de  los  comunes;  en  1407,  la  de  que  no  se 
podría  legislar  en  ciertas  materias  sino  con  el  acuerdo 
combinado  de  los  lores  y  de  los  comunes;  y  en  1418,  la  de 
que  no  se  impondrían  en  adelante  a  los  comunes  obliga- 
ciones que  ellos  no  hubiesen  aceptado  o  estipulado  en  ejer- 
cicio de  su  libre  voluntad  (^.v).  Así  quedaron  constituidas 
en  ramas  reciprocamente  complementarias  del  Poder  Legis- 
lativo aquellas  dos  asambleas:  el  Consejo  anodino  de  los 
proceres  y  la  modesta  junta  de  los  procuradores  bur- 
gueses. 

Bifurcado  este  Poder  por  efecto  de  la  preexistencia  de 
las  dos  asambleas  que  asumieron  sus  funciones,  el  antago- 
nismo de  clase  impidió  su  fusión   posterior. 

Sin  duda,  si  las  instituciones  solo  durasen  mientras  sub- 
siste la  causa  que  las  ha  dado  vida,  ha  largos  años  que  la 
bifurcación  habría  desaparecido  en  todas  aquellas  naciones 
donde  ha  cesado  el  antagonismo  de  las  clases  sociales. 
Pero  así  como  algunas  se  suprimen  mientras  subsiste  la 
causa  generadora,  porque  en  la  práctica  no  rinden  los 
frutos  que  de  ellas  se  esperaban,  así  otras  siguen  subsisten- 
tes después  de  desaparecer  la  razón  primera  de  su  estable- 
cimiento, porque  en   la  práctica  rinden   frutos  (juc    no    se  es- 


{  f¡  X  )     C.neist.    Cnnsliiiii inii    i  'nnitiiiiimh-   </(•  I .\¡¡¡i¡ftvrn\  t.   I.  pajj. 
313  á  32í>. 
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peraban  en  ellas.  Baste  observar  que  el  gobierno,  instituido 
en  sus  orígenes  exclusivamente  para  la  guerra,  se  perpetúa 
en  vista  de  las  ventajas  que  su  institución  ofrece  para  la  paz. 

i\]go  análogo  explica  la  subsistencia  de  la  bifurcación. 
Bifurcado  el  Poder  Legislativo  a  virtud  de  la  preexistencia 
de  dos  asambleas  siempre  antagónicas  y  a  las  veces  aliadas, 
el  régimen  se  ha  mantenido  después  de  haber  desaparecido 
las  causas  del  antagonismo  y  de  las  alianzas  en  mérito  de 
las   ventajas  que   él    ofrece  a  las  tareas    legislativas  (g'j^)- 

Sin  duda  este  arreglo  constitucional  tiene  también  algu- 
nos inconvenientes.  Por  causa  de  la  bifurcación,  suele  suce- 
der que  el  tercio  más  uno  de  los  representantes  paralice  la 
acción  de  los  otros  tres  cuartos,  porque  la  mayoría  de  un 
voto  de  una  Cámara  basta  a  dar  por  rechazada  una  ley  apro- 
bada por  la  unanimidad  de  la  otra;  por  la  misma  causa,  sue- 
len sobrevenir  conflictos  constitucionales  sin  solución  entre 
esta  rama  que  apoya  una  cosa  o  un  ministerio  y  aque- 
lla que  lo  repudia  o  combate;  por  la  misma  causa,  se 
suelen  entorpecer  las  tareas  legislativas  en  términos  que  un 
proyecto  aprobado  con  carácter  de  urgente  en  la  una  queda 
encarpetado  durante  años  en  la  otra,  etc.,  etc.   (gz). 

A  pesar  de  estos  inconvenientes,  la  bifurcación  ha  triun- 
fado porque  garantiza  contra  las  precipitaciones  y  las  sor- 
presas de  una  sola  Cámara  la  mayor  madurez  de  las  leyes 
y  las  resoluciones,  porque  cuando  una  sola  ejerce  sin  con- 
trapeso ni  limitaciones  poder  tan  importante,  no  se  puede 
impedir  que  animada  del  doble  sentimiento  de  su  omnipoten- 
cia y  de  su  irresponsabilidad,  dicte  leyes  injustas  y  cometa 
abusos  contra  el  pueblo,  y  porque  la  irresistible  sugestión 
que  los  grandes  oradores  ejercen  sobre  sus  auditorios,  hasta 
llevarlos  a  defender  con  el  mayor  entusiasmo  las  peores 
causas,  se  contrarresta  con  la  institución  de  dos  Cámaras, 
dando  tiempo  para  que  los  miembros   de  la   una   pesen  fria- 


(gy)     Stuart   Mili,  Le  Gouvernement  Représentatif,  chap.  XIIL 

(gz)     Bentham,  CEuvres,  t.  I,    pag.  363. 

Bagehot,  La  Constitution  Anglaise,  chap.  V,  pag.   151. 
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mente  el  pro  y  el  contra  de  las  cuestiones  discutidas  en  la 
otra  (  h  n  ). 

Si  se  prejj^untara,  observa  Bentham,  cuáles  beneficios  ha 
reportado  Inglaterra  de  la  Cámara  de  los  Lores,  acaso  no 
sería  fácil  recordar  casos  en  que  ella  haya  evitado  que  se 
dictasen  malas  leyes,  y  antes  al  contrario  no  sería  difícil  re- 
cordar no  pocos  en  que  ha  impedido  que  se  dictasen  alcru- 
nas  muy  buenas.  Pero  a  pesar  de  estos  antecedentes,  no 
se  podría  concluir  lóg^icamente  que  en  la  constitución  in- 
glesa dicha  Cámara  esté  demás,  como  un  estorbo,  porcjue 
al  acervo  de  ciertas  instituciones  hay  que  abonar  no  solo  el 
bien  (jue  hacen  sino  también  el  mal  (jue  evitan.  ;  Preten- 
deríamos acaso  suprimir  por  innecesaria  la  policía  de  un 
pueblo  cuando  nos  cerciorásemos  de  que  durante  largos 
años  no  se  ha  cometido  en  él  un  solo  delito  que  haya  re(jue- 
rido  su  intervención?  (  h  /> ). 

vSea  de  esto  lo  que  sea,  ello  es  que  los  Estados  democrá- 
ticos, especialmente  los  de  Hispano-América,  cjue  se  h.in 
organizado  en  la  Edad  Contemporánea,  han  optado  por  la 
bifurcación  aun  en  aquellos  casos  en  cjue  no  había  ni  ante- 
cedentes históricos,  ni  antagonismos  sociales  que  la  hicieran 
indispensable.  En  Chile,  donde  se  empezó  el  4  de  Julio 
de  1811,  fecha  de  la  inauguración  de  nuestro  primer  cuer- 
po legislativo  (he)  con  el  régimen  de  la  Cámara  única,  la 
Constitución  de  1828  adoptó  para  siempre  el  de  la  bifurca- 
ción; y  en  una  sesión  celebrada  el  6  de  Agosto,  el  Congre- 
so Constituyente  repartió  sus  miembros  entre  las  dos  Cáma- 
ras, la  de  Senadores  y  la  de  Diputados,  que  había  instituido 
en   dicho  Código  (hd). 

(ha)  I  avfleye.  Lr  < Inuvrrtwnwiit  dmis  In  ¡>émncratii:  t  II,  liv.  VIII, 
chap.  III. 

Bentham,   (Kuvrvs,  t.   I,   pag.    3tii. 

{  h  h  )     Bentham,   (Eiivrcs.  t.  I,  pag.  365. 

(  li  f  )  Koldán,  Las  Primaras  Asambleas  S'acionaics,  cap.  I,  pági- 
nas  I   y  51. 

{  h  fh  I.etelier,  Sesiones  de  los  Cuerpos  Legislativos  de  Chile, 
t.  XVI.  pág.  281. 
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§  62.  Se  dice  que  en  una  sociedad  existe  el  Estado  cuan- 
do en  ella  hay  un  personal  más  o  menos  reducido,  más  o 
menos  numeroso  de  funcionarios  que  con  autoridad  coercitiva 
ejerce  la  prerrogativa  de  desempeñar  las  funciones  públi- 
cas (a  ), 

Supuesto  este  concepto,  creemos  que  con  la  abundante 
copia  de  datos  apuntados  más  arriba,  ha  quedado  estable- 
cido que  en  los  grados  primitivos  del  desarrollo  político, 
el  Estado  no  existe  porque  en  ellos  la  sociedad  entera 
desempeña,  sin  coerción  alguna,  por  sí  misma,  mediante  las 
asambleas  generales,  todas  las  funciones  públicas. 

No  son  las  asambleas  generales  de  los  pueblos  primiti- 
vos, como  las  de  los  pueblos  cultos,  simples  órganos  del 
cuerpo  político.      Cuando    todavía  no  ha    empezado  el  pro- 


(a)     Hobbes,  Les  Fondements   déla  Politique.  chap.  V,  §  VII,  VIII 
et  IX. 
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ceso  de  la  diferenciación  orgánica,  cada  una  de  ellas  es  un 
cuerpo  entero  y  amorfo,  es  una  tribu  que  se  reúne  ¡)ara 
tratar  de  los  asuntos  de  interés  común,  pero  que  no  pre- 
tende tener  facultades  para  imponer  coercitivamente  sus  re- 
soluciones. Solo  en  grados  más  o  menos  altos  de  cultura 
política,  de  ordinario  solo  en  Estados  compuestos,  se  con- 
vierten ellas  en  órganos  específicos  de  funciones  determi- 
nadas. Por  consiguiente,  si  las  asambleas  generales  son 
anteriores  a  todo  régimen  coercitivo  y  a  toda  organización 
política,  es  claro  que  con  el  estudio  precedente  no  hemos 
resuelto  todavía  el  problema  de  los  orígenes  del  Estado. 

En  los  siglos  medios  y  modernos,  la  teología  y  la  meta- 
física eludieron  este  problema  y  los  afanes  consiguientes  de 
la  investigación  sentando  u  priori  que  toda  sociedad  nace  or- 
ganizada políticamente  porque  según  ambas  escuelas,  la  ins- 
titución del  Estado  es  o  de  origen  divino  o  de  derecho 
natural.  Pero  cuando  la  etnografía  hubo  demostrado  con 
abundante  copia  de  datos  que  las  sociedades  más  atrasadas 
son  amorfas,  y  viven  en  estado  acrático,  y  se  manejan  a  guisa 
de  simples  behetrías,  estas  doctrinas  quedaron  virtualmente 
eliminadas  y  los  investigadores  empezaron  a  preguntarse 
cuándo  y  dónde,  cómo  y  porcjué  se  forman  los  Poderes 
Públicos. 

Como  quiera  que  la  existencia  del  listado,  aun  en  los 
grados  más  primitivos  de  su  desenvolvimiento,  supone  la 
sujeción  de  todos  los  ciudadanos  a  un  cuer[)0  de  funcio- 
narios, la  mayor  dificultad  del  problema  está  en  determinar 
las  causas  y  circunstancias  en  fuerza  de  las  cuales  el  salvaje 
indisciplinado,  rebelde  a  toda  obediencia,  se  aviene  a  reco- 
nocer y   acatar  la  autoridad  de  uno  o  más  de  sus  iguales. 

Cuando  por  vía  de  protesta  contra  la  corrupción  y  las 
tiranías  del  orden  social  se  inventó  la  hipótesis  del  estado 
paradisiaco  de  naturaleza  (  h  ),  el  espíritu  humano  se  alejó 
de   la  solución  del    problema    en   vez   de    acercarse   a   ella, 


(6)     Locke,   Le  frouvprnomnnt  CiviL  rhap.  I.  §  I  et  XI. 
Sumner  Maine,  L'Ancicn  Droit,  chap.   III.  pag.  6«. 
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porque  supuestos  los  hombres  en  el  pleno  goce  de  la  liber- 
tad, de  la  igualdad  y  de  la  felicidad,  es  más  difícil  compren- 
der cómo  se  avinieron  a  someterse  a  un  orden  que  en 
o-ran  parte  les  cercena  estos  beneficios  estableciendo  jerar- 
quías, trabando  las  acciones,  imponiendo  cargas  y  obliga- 
ciones. 

Por  un  momento  se  creyó  haber  encontrado  la  solución 
explicando  lo  mismo  con  lo  mismo.  Si  toda  la  dificultad 
estriba  en  determinar  cómo  los  salvajes  rebeldes  se  someten 
a  la  obediencia,  lo  más  obvio  parecía  ser  sentar  que  la 
coerción  se  había  impuesto  por  obra  de  la  fuerza.  Pare- 
cían comprobar  esta  hipótesis  los  innumerables  casos  his- 
tóricos en  que  pueblos  sin  organización  política  alguna 
habían  sido  reducidos  por  obra  de  la  conquista  a  respetar 
la  autoridad  y  las  leyes  del  Estado  vencedor. 

No  otro  es  el  fundamento  de  la  adhesión  que  hasta  hoy 
mismo  prestan  a  esta  doctrina  algunos  publicistas  de  no 
escasa  nombradía.  En  la  historia,  dice  Gumplowicz,  no  hay 
ejemplo  de  Estado  alguno  que  se  haya  constituido  por  otro 
medio  que  el  de  la  fuerza;  y  aquellos  que  le  atribuyen 
origen  diferente  tienen  que  recurrir,  para  fundar  sus  hipó- 
tesis, a  lo  que  se  supone  haber  ocurrido  en  tiempos  pre- 
históricos (c  ). 

Aun  en  la  etnografía  no  escasean  los  hechos  que  parecen 
llevar  a  la  misma  conclusión.  P^ntre  los  indígenas  de  Tas- 
mania,  los  más  fuertes  se  hacían  jefes  con  general  asenti- 
miento, y  entre  los  bosgemanes,  la  fuerza  da  distinción. 
El  jefe  de  los  tapayos  se  distingue  en  la  tribu  por  su  ma- 
yor estatura,  y  el  más  esforzado  adquiere  entre  los  bedui- 
nos grande  autoridad.  Respeto  análogo  tributan  a  la  fuerza 
los  australianos,  los  chorotis  y  los  ashluslayos  del  Chaco, 
los  comanches,  los  dayakes,  etc.  Stanley  atestigua  que 
durante  sus  viajes  por  el  África  Central,  en  cien  ocasiones 
notó  que  los  salvajes  no  respetan  más  que  el  valor  y  la 
fuerza;   y  vStrabon  dice  que  entre  los    etiopes  de  su  tiempo, 


(c)     Gumplowicz,  Derecho  Político  Filosófico,  cap.  VI,  pág.  118. 
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se  confería  la  realeza  al  que  había  alcanzado  la  fama  de 
mayor  bravura  (  oh  ). 

No  obstante  las  precedentes  observaciones,  creemos  que 
no  hay  razón  para  ver  en  estos  hechos  los  orígenes  del 
Estado.  Cuando  la  conquista  o  la  revolución  ha  dividido 
un  Imperio  en  varios  pueblos  independientes,  el  Estado  ha- 
bía nacido  de  antemano.  Como  quiera  que  en  estos  casos 
se  desmembra  una  entidad  internacional,  u  priori  se  puede 
suponer  que  la  desmembración  no  se  ha  de  operar,  por  lo 
común,  sin  desgarramiento,  sin  lucha  y  sin  el  empleo  de  la 
fuerza.  Pero  si  los  Estados  que  se  forman  por  desmembra- 
ción de  otro  deben  en  gran  parte  su  independencia  a  la  fuer- 
za, no  hay  hecho  alguno  que  nos  autorice  a  creer  que  de 
la  misma  manera  se  forme  el  Estado  primitivo,  el  Estado  que 
nace  espontáneamente.  En  oposición  a  la  doctrina  de  Gum- 
plowicz,  podemos  afirmar  que  la  historia  no  ofrece  caso 
alguno  de  formación  originaria  del  Estado.  oí      31' 

No  es  dudoso  que  la  fuerza  ha  creado  muchos  Estados. 
Tampoco  es  dudoso  que  se  puede  erigirlos  por  medio  de 
un  pacto  social  o  de  un  tratado  internacional.  Pero  el  pro- 
blema no  se  resuelve  con  averiguar  lo  que  se  ha  hecho  ar- 
tificial y  reflexivamente,  porque  lo  que  nos  interesa  saber 
y  que  seguimos  ignorando,  es  dónde  están  los  orígenes 
espontáneos  del  Estado,  cuáles  son  las  situaciones  sociales 
que  le  llaman  a  la  vida. 

Divídese  la  vida  de  los  pueblos,  según  ya  lo  observamos 
(§  22),  en  dos  etapas  muy  diferentes:  una  de  desarrollo 
espontiiiion  y  otra  de  desarrollo  n'flf.\i\(i  (  ti  ).  V.n  la  pri- 
mera, cada  costumbre  constituye  una  ley;  de  cada  práctica 
nace   una  institución,   y   todo    es   obra    imprcmeditaila  de  la 


(  cA  )     Stanley,   Lv  Continont  Mystéririi.\.  t.  I,  pag.  258. 
Spencer.  Principes  de  Sociolofiif,  t.   III.  §  472  et  473. 
Sumncr  Maine,   L'Ancion    Dmit    rt    In    Cntitiinir   Priniitivi'.    ch.ip.   I. 
pac-   ^^7. 

NorHcnskiold,   Ln   \'ir  des  Indicas  dniís  ¡c  dioco.  chap.  III.  pag.  20. 
Slrahon.    (lco^rn¡ hic.  t.  III.  liv.  XVII,  chap.   II.  §  3. 

(  d)     Ahrcns.   Droit  Xaturcl.  pag.  48h. 
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sociedad  entera.  En  la  segunda,  el  derecho  público  y  las 
instituciones  se  crean  de  intento  por  medio  de  leyes  y  decre- 
tos, y  todo  es  obra  de  la  autoridad  pública.  Pues  bien,  si 
a  la  historia  interesa  averiguar  cómo  se  han  erigido  algu- 
nos Estados  en  la  etapa  del  desarrollo  reflexivo,  donde  se 
deja  ver  la  acción  directa  del  hombre,  la  ciencia  se  empeña 
principalmente  en  determinar  cómo  nacen  en  la  etapa  del  des- 
arrollo espontáneo,  cuando  solo   actúan    las  causas  sociales. 

Para  averiguar  este  hecho,  sería  vano  recurrir  a  la 
prehistoria,  como  supone  Gumplowicz  que  se  hace.  Fun- 
dada esta  ciencia  meramente  congetural  en  el  estudio  de 
algunos  restos  dispersos  que  desde  los  tiempos  anteriores 
a  la  historia  han  llegado  hasta  nosotros,  nada  positivo  pue- 
de decirnos  sobre  los  orígenes  del  Estado.  ;Cómo  llega- 
remos, pues,  a  determinarlos? 

De  antiguo  ha  existido  una  escuela  que  ha  pretendido  de- 
terminar los  orígenes  de  las  cosas  por  medio  de  razonamien- 
tos puramente  empíricos,  comprometiéndose  en  divagacio- 
nes contradictorias  que  nunca  pusieron  término  a  cuestión 
alguna.  Caso  conocido  de  aplicación  de  este  método  es  el 
ocurrido  en  el  siglo  XVII,  cuando  sin  conocimiento  alguno 
de  los  hechos  fundamentales,  los  jurisconsultos  discutían  si 
la  sucesión  testada  es  anterior  o  posterior  a  la  intestada, 
sosteniendo  unos  el  pro  y  otros  el  contra. 

Para  nosotros,  toda  cuestión  relativa  a  los  orígenes  de 
una  cosa  cualquiera  es  una  cuestión  de  hecho  que  no  se 
puede  resolver  ideológicamente.  Refiriéndonos  particular- 
mente a  los  del  Estado,  no  es  dudoso  que  si  nos  fuese  dable 
conocer  los  hechos  con  que  empieza  a  nacer  la  organización 
política  de  las  sociedades,  podríamos  formar  la  teoría  de  sus 
orígenes,  pero  tampoco  lo  es  que  en  caso  contrario,  sólo 
podríamos  formar  conjeturas  deleznables  sin  valor  cientí- 
fico. Dadas  estas  premisas  y  si  es  vano  empeño  interrogar 
a  la  historia  y  a  la  prehistoria  sobre  los  hechos  que  dan 
vida  al  Estado  ;  a  cuál  ciencia  recurriremos  en  demanda  de 
luz  y  de  auxilio? 

A  nuestro  juicio,  no  hay  en  realidad  más  que  una  ciencia 
que  pueda  alumbrar  el  camino  de   nuestras  investigaciones,  y 
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es  aquella  que  vive  consagrada  al  estudio  de  los  pueblos 
más  atrasados,  esto  es,  de  aquellos  donde  el  Estado  todavía 
no  ha  nacido  o  apenas  empieza  a  germinar:  la  etnografía; 
y  en  esta  ciencia,  no  aparece  confirmada  la  hipótesis  de  la 
fuerza.  En  otros  términos,  cuando  el  Estado  empieza  a 
germinar,  la  fuerza  no  explica  la  germinación,  o  sea,  no  ex- 
plica cómo  pueda  suceder  que  en  las  tribus  más  atrasadas, 
donde  no  están  diversificadas  las  funciones  militares,  donde 
todos  los  varones  válidos  son  guerreros,  donde  muchos  go- 
zan a  la  vez  de  igual  fama  de  bravura  y  de  fuerza,  uno  solo 
logre  imponerse  en  calidad  de  jefe  sobre  la  sociedad  entera. 

Que  las  tribus  primitivas,  tribus  belicosas  (¡ue  viven  en 
guerra  perpetua  y  pelean  cuerpo  a  cuerpo,  atribuyen  par- 
ticular importancia  a  la  fuerza  muscular  así  como  al  valor, 
a  la  astucia,  a  la  agilidad,  etc.,  es  mucha  verdad.  Pero  no  se 
podría  ver  en  estos  hechos  los  orígenes  del  Estado  sin  atri- 
buirles un  alcance  que  de  suyo  no  tienen.  Si  la  fuerza  es  el 
origen  del  Instado  ;cómo  se  explica  que  el  Estado  subsista 
en  aquellos  países  donde  por  medio  de  la  revolución,  reco- 
bran los  pueblos  juntamente  la  libertad  y  el  poder  de  dis- 
poner a  su   arbitrio  de  sus  destinos? 

Como  bien  lo  demostró  Augusto  Comte.  ningún  poder 
público  puede  vivir,  y  mucho  menos,  perpetuarse,  sino  cuen- 
ta con  el  asentimiento  explícito  o  implícito  de  los  pueblos, 
constituyéndose  en  órgano  de  las  aspiraciones  y  necesida- 
des sociales.  Que  ésta  es  la  raíz  y  el  origen  de  los  Pode- 
res Públicos,  bien  lo  prueba  el  hecho  de  que  cuando  sea 
por  causa  de  la  anarquía  mental,  sea  por  causa  de  las 
crisis  políticas,  no  prestan  asentimiento  los  pueblos  a  la 
actuación  de  las  autoridades,  el  gobierno  aparece  débil, 
inhábil  y  perezoso,  impotente  para  cumplir  los  fines  más 
elementales  de  su  institución,  aun  cuando  se  exhiba 
con  las  apariencias  de  muy  fuerte  por  las  arbitrarieda- 
des   que    cometa   (  c  Ii  ).     Pues    bien,    la  hipótesis    tjue    atri- 


(  r  h  )     Ciimte,  Cnurs   de   PhiJosophir    Positivc,  t.   IV,  lei^on    XLVIII. 
pag.  244. 
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buye  a  la  fuerza  la  institución  originaria  del  gobierno  es 
una  hipótesis  anti-cientííica  porque  supone  la  posibilidad 
de  que  él  exista  merced  a  la  sola  violencia  sin  tener  la 
menor  cuenta  del  asentimiento  social.  En  el  orden  social, 
no  hay  más  fuerzas  que  aquellas  que  se  forman  por  el  con- 
curso de  las  voluntades  individuales.  La  misma  fuerza  pú- 
blica no  puede  existir  ni  explicarse  como  se  prescinda  del 
asentimiento  social. 

No,  mientras  la  conciencia  humana  distinga  las  imposi- 
ciones de  hecho  de  las  de  derecho,  la  fuerza  jamás  podrá 
explicar  por  sí  sola  ni  los  orígenes,  ni  la  existencia  del 
Estado,  y  aun  cuando  las  autoridades  recurran  de  continuo 
a  los  medios  coercitivos  para  imponer  la  obediencia,  en 
todo  caso  hay  que  contar  con  el  asentimiento  social,  más  o 
menos  forzado,  más  o  menos  espontáneo,  para  explicar  el 
nacimiento  y  la  perpetuidad  de  este  organismo  (/  ). 

En    oposición  a  la  hipótesis    de  la    fuerza,    forjada  para 


(  / )  «Le  plus  fort  (dice  Rousseau)  n'est  jamáis  assez  fort  pour  étre 
toujours  le  maitre  s'il  ne  trasforme  sa  forcé  en  droit  et  l'obéissance  en  de- 
voir...  La  forcé  est  une  puissance  physique  ..  Ceder  á  la  forcé  est  un 
acte  de  necessité,  non  de  volonté;  c'est  tout  au  plus  un  acte  de  pruden- 
ce.  .  .  Supposons  un  moment  ce  pretenda  droit.  Je  dis  qu'il  n'en  resulte 
qu'un  galimatías  inexplicable,  car  sitót  que  c'est  la  forcé  qui  fait  le  droit, 
l'effet  change  avec  la  cause:  toute  forcé  qui  surmonte  á  la  preniiére  suc- 
céde  á  son  droit.  Sitót  qu'on  peut  désobéir  impunément,  on  le  peut  légi- 
timement  ».     Rousseau,  Le  Contrat  Social,  Hv.  I,  chap.  III. 

Burlamaqui,  Principes    dii    Droit    Xaturel,  Partie  premiere,  chap.  IX, 

§  in. 

«La  forcé  (dit  Guizot)  joue  un  grand  role,  un  role  de  tous  les  jours, 
dans  les  affaires  humaines;  elle  n'en  est  pas  le  principe.  le  mobile  supé- 
rieur:  au  dessus  de  la  forcé  et  du  rrMe  qu'elle  joue,  plañe  toujours  une 
cause  morale  qui  decide  de  l'ensemble  des  choses.  .  .  Concevez,  je  ne  dis 
pas  un  peuple,  mais  la  moindre  reunión  d'hommes,  concevez-la  soumise  á 
un  souverain  qui  ne  le  soit  absolument  que  de  fait,  á  une  forcé  qui  n'ait 
aucun  droit  que  celui  de  la  forcé,  qui  ne  gouverne  pas  du  tout  a  titre  de 
raison,  de  justice,  de  verité;  a  l'instant  la  nature  humaine  se  révolte  contre 
une  telle  supposition :  il  faut  qu'elle  croit  au  droit.  C'est  le  souverain  de 
droit  qu'elle  cherche,  c'est  le  seul  auquel  l'homme  consente  á  obéir ». 
Guizot,  Histoire  de  la  Civilisation  en  Europe,  neuviéme  le9on,  pag.  251 
et  253. 
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sancionar  el  despotismo  de  las  autocracias  modernas,  se 
ideó  en  el  siglo  XVI  la  del  convenio  general,  popularizada 
por  Rousseau,  desde  1762,  bajo  el  nombre  del  Contrato  So- 
ciiil.  Aunque  los  verdaderos  autores  de  esta  doctrina  fue- 
ron acaso  Languet  y  Suárez,  ella  fué  acogida,  antes  que  en 
otra  parte,  en  Inglaterra  no  sólo  porque  allí  hubo  filóso- 
fos liberales  que  se  propusieron  demostrar  que  el  despo- 
tismo carecía  de  base  jurídica,  sino  también  porque  la 
naturaleza  de  la  }f{igna  Clnirtu,  transacción  celebrada  entre 
el  rey,  los  barones  y  los  comunes,  parecía  ser  un  antece- 
dente histórico  (]ue  probaba  la  existencia  de  contratos  so- 
ciales en  los  orígenes  de  los  Estados. 

Según  las  enseñanzas  de  Locke,  si  los  hombres  son  ori- 
ginariamente libres,  iguales  e  independientes,  ninguno  ha 
podido  sin  su  propio  consentimiento  ser  sometido  al  poder 
político  de  un  tercero.  Lo  mismo,  literalmente  lo  mismo  ha- 
bía enseñado  Suárez.  No  es  objeción  contra  esta  doctri- 
na, ojjserva  Locke,  decir  que  en  la  historia  no  se  recuerda 
caso  alguno  de  homl^res  que  viviendo  en  estado  de  natu- 
raleza, hayan  convenido  en  formar  un  cuer|)o  político  y 
establecer  un  gobierno.  ¿Acaso  poríjue  la  historia  no  lo 
atestigua  estamos  menos  ciertos  de  que  los  guerreros  de 
Jerges  fueron  niños  antes  de  ser  adultos?  Hechos  que  re- 
gularmente han  de  haber  ocurrido  antes  de  la  invención 
de  la  escritura  no  j)ueden  constar  en  la  historia;  pero  esta 
circunstancia  no  nos  autori/a  para  negar,  por  ejemjílo,  (}ue 
los  fundadores  de  Rom.i  y  los  de  \'enecia  eran  lil)res,  igua- 
les e  independientes  «ruando  se  pusieron  de  acuerdo  |)ara 
fundar  uno  y  otro  Estado   (  lí). 

Ideada  por  vía  de  reacción  contra  la  hipótesis  de  la 
fuerza,  que  sanciona  el  despotismo,  la  del  contrato  social 
jirohija  por  el    contrario   la   (h)ctrina    de   la  soberanía    de  los 


{^)     Locke.  Lr   (íouvornvmcnt   Civil,  chap.  VII.  =5   I.   VII  ct  VIII 
Rousseau,  /yf  (^ontrat  Social,  liv.   I,  chap.  VI. 

Suárez,    Tratactus  dr  Lvixibus.  lib.  III,  cap.  II,  (  véase  nota  a  m). 
Janet.    ¡listoirc    tlr    In    Scinncn    Politiíjxw.     t.     II,    liv.   III,    chap.    III, 
pag.   158  á  Ih2,  et  chap.   IV,  pag;.    1X4  a  191. 
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pueblos.  Cuando  ellos  empezaban  a  protestar  contra  el  des- 
potismo de  las  autocracias,  la  hipótesis  del  contrato  social  lle- 
gó a  tiempo  a  justificar,  juntamente  con  sus  protestas,  toda 
tentativa  de  rebelión  contra  los  Poderes    tradicionales  (h  ). 

Empero,  la  ciencia,  que  no  es  ni  liberal  ni  conservadora, 
no  puede  aceptar  a  cuenta  de  hechos  positivos  unas  hipó- 
tesis tendenciosas  que  quitan  al  Estado  el  carácter  de,  ins- 
titución social  espontánea  y  le  atribuyen  el  de  creación 
artificial,  suprimible  a  voluntad  de  los  pueblos.  Fuera  de 
los  Estados  antiguos,  que  nacieron  en  siglos  prehistóricos, 
son  innumerables  los  que  se  han  formado  en  el  mundo 
bárbaro  a  la  vista  de  las  sociedades  más  civilizadas;  si  el 
nacimiento  de  cada  uno  fuese  obra  de  un  contrato,  sería 
inexplicable  que  además  de  la  historia,  guardara  también 
silencio  la  etnografía. 

El  atraso  intelectual  de  los  salvajes,  su  imprevisión,  su 
falta  de  preparación  política,  su  desapego  de  las  cosas  de 
interés  general  son  tales  que  la  hipótesis  del  contrato  so- 
cial, sobre  incorroborable,  resulta  inverosímil  porque  les 
supone  civismo  para  reunirse  como  los  ciudadanos  de  un 
pueblo  culto,  discreción  para  discutir  las  necesidades  polí- 
ticas y  sociales,  y  competencia  para  esbozar  esta  obra,  la 
del  Estado,  que  se  supone  ser  la  más  compleja  del  hombre. 

No  negamos  nosotros  que  la  existencia  de  cada  Estado 
deba  contar  con  el  asentimiento  general:  no  sería  obra  so- 
cial si  la  sociedad  misma  no  prohijara  su  nacimiento.  Lo 
que  negamos  es  que  los  Estados  nazcan  por  obra  de  con- 
venios: si  el  Estado  es  un  producto  social,  debe  nacer  por 
obra  de  necesidades  sociales,  que  al  hacerse  sentir  produz- 
can la  común  conformidad  (  i ). 

En  verdad,  estas  hipótesis,  que  suponen  hechos  imagina- 
rios para  explicar  hechos  positivos,  más  bien  han  obscurecido 
que  no  aclarado   el  problema  de  los  orígenes   del    Estado. 


{h)     Viveiros  de  Castro,  Estados  de  Direito  Publico,  cap.  I,  pag-.  14. 

(/)     Burgess,  Ciencia  Política  y  Derecho  Constitucional,  t.  I,  lib.  II, 
cap.  II,  págs.   81  a  87. 
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Si  para  resolverlo  recurrimos,  como  en  todos  los  proble- 
mas de  las  ciencias  experimentales,  a  la  directa  observación 
de  los  hechos,  Ueg^amos  sin  mayor  entorpecimiento  a  una 
solución  que  sin  duda  no  se  conforma  con  las  doctrinas  pre- 
concebidas, pero  (]ue  en  cambio  se  funda  en  la  realidad  de 
las  cosas. 

Garantiza  la  eficacia  de  este  procedimiento  la  circunstan- 
cia de  haber  existido  en  todos  los  tiempos  de  la  historia, 
hasta  nuestros  propios  días,  sociedades  sin  organización 
política,  donde  viajeros  de  los  pueblos  cultos,  desde  Heró- 
doto  adelante,  han  observado  directamente  los  primeros 
indicios  de  la  organización  del  Estado.  Cuando  las  obser- 
vaciones manifiestan  que  donde  quiera  que  impera  un  tle- 
terminado  estado  social  se  re[)iten  unos  mismos  hechos,  esta- 
mos autorizados  para  inferir  conclusiones  generales  (jue  por 
lo  menos  tienen  el  carácter  de  hipótesis  científicas.  Averi- 
güemos si  ellas  dan  alguna  luz  sobre  los  orígenes  del  Estatlo. 

sj  63.  Hemos  hecho  notar  más  arriba  (§  50)  que  en  las 
sociedades  más  atrasadas  imperan  usos,  pr;iciicas  y  costum- 
bres (jue  son  acaso  más  inviolables  que  las  leyes  y  que 
desempeñan  la  función  de  verdaderas  normas  jurídicas.  Entre 
las  costumbres  de  los  salvajes,  no  es  sin  duda  la  menos 
notable,  en  "una  vida  ordinaria  de  violencias,  la  de  tributar 
respeto  y  veneración  a  la  ancianidad. 

lint  re  los  aborígenes  de  Chile,  el  más  anciano  de  cada 
tribu  o  ¡nii'cinlidinl.  llevaba  la  voz,  ocupaba  el  primer 
asiento  y  era  mirado  por  todos  «  con  algún  gt'nero  de  aten- 
ción ".  Según  Ivrcilla,  la  voz  del  viejo  Colocólo  prevaleció 
en  el  Consejo  de  cacicjues,  reunido  para  elegir  un  general; 
y  según  Rosales,  el  anciano  Liempichum  impidió  en  otra 
ocasión   que  sus  compatriotas  apelasen  a  las  armas  {J  ). 

[j)     (  («rdolia  y  FiRueroa,  ¡Usturin  de  Chih;   lib.   I,  cap.  XIV. 

Scfjiin  A/ara,  en  el  Rio  de  la  Plata  se  llamaba  también  fmnialiiltid  al 
conjunto  (|ue  entre  los  Pampas  formaba  el  cacique  con  su  gente.  Azara, 
lUsiiiitciñn  f  }íi<t,.,;„  ,/,./  Pnro^unv  y  <lol  A'/o  ih  In  l'lntn.  i.  I, 
cap.  X.  §  42. 

Krcilla.   Lii  Aniíicium.  <  .inin  11. 

Rosales.  HistariH  Je  (liih:  t.   III.  Iib.  VII.  cap.   II.  pág.  21. 
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Cuando  los  ingleses  llegaron  a  colonizar  la  Australia, 
cada  tribu  tenía  a  su  cabeza  un  heanim,  que  quiere  decir 
patriarca  o  anciano;  y  los  viejos  eran  tan  considerados 
que  se  les  reserv^aban  las  mejores  raíces  de  las  yerbas  y  las 
carnes  más  tiernas  de  los  animales  [k).  En  ciertos  pueblos 
atrasados  de  la  India,  donde  no  hay  más  gobierno  que  el 
de  las  asambleas,  éstas  se  componen  exclusivamente  de  los 
ancianos  de   cada  tribu   (  /  ). 

En  las  Marianas,  la  jefatura  de  cada  caserío,  cuyos  veci- 
nos todos  pertenecían  a  una  misma  tribu,  correspondía  a  un 
nmga-lahi,  que  quiere  decir  jefe  de  familia,  patriarca,  hom- 
bre anciano  ( 77 ). 

Así  mismo,  entre  los  kirguizes  de  la  Rusia  asiática,  el 
jefe  de  tribu  se  llama  ak-sakal,  que  vale  tanto  como  barba 
blanca  (  m  )]  y  entre  los  slavos  meridionales,  el  anciano 
goza  de  grandes  consideraciones  sociales.  « vSin  respeto  por 
la  vejez,  no  hay  salvación  »,  dice  un  proverbio  servio.  «El 
padre  es  para  el  hijo  un  dios  terrestre»,  dice  otro  (  n  ). 

El  mismo  respeto  se  tributaba  a  los  ancianos  "en  el  seno 
de  los  pueblos  antiguos.  De  los  egipcios  y  de  los  lacede- 
monios  lo  atestigua  expresamente  Heródoto  (;1);  y  res- 
pecto de  los  israelitas,  las  leyendas  bíblicas  conservaron  el 
recuerdo  de  la  grande  autoridad  moral  que  los  patriarcas 
ejercieron;  y  es  sabido  que  hasta  los  tiempos  históricos  el 
Sanhedrin  fué  un  Consejo  de  Ancianos. 

Agreguemos  que,  según  Strabon,  los  albaneses  profesa- 
ban sumo  respeto  a  los  ancianos,  independientemente  del 
que  profesaban  a  sus   padres   (  o  ). 


(A')     Freycinet,   Voyage  autour  du  monde,  t.  II,  pag.   782. 
Salvado,  La  Australia,  3^^  Parte,  cap.  IV,  pág.  311. 
( 1 )     Sumner  Maine,  Études  sur  l'histoire  du  Droit,  pag.   163. 
{11)     Freycinet,   Voyage  autour  du   Monde,  t.  II,  pag.  474. 
(  723 )     Dinsgelstedt,  Le  Régime  patriarchal  des  Kirgiz,  pag.   10. 
(  n  )     Sumner  Maine,  L' Anclen   Droit  et  la  Coutume  Primitive,  cha- 
pitre  VIII,  pag.   327. 

(  ñ)     Heródoto,  Los  Xueve  Libros  de  la  Historia,  lib.  II,  cap.  LXXX. 
(  o  )     Strabon,   Géographie,  t.  II,  liv.  XI,  chap.  IV,  pag.  410. 
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La  práctica  primitiva  de  vincular  funciones  públicas  de- 
terminadas a  la  ancianidad  ha  quedado  impresa  en  la  ter- 
minología administrativa  de  muchos  pueblos.  Por  obra  de 
una  trasposición  espontánea,  aplican  ellos  al  funcionario  el 
calificativo  que  originariamente  no  conviene  más  que  al 
hombre.  Así,  en  Australia,  donde  la  jefatura  de  cada  tribu 
corresponde  siempre  a  un  anciano,  a  un  ín^mui.  los  indíge- 
nas han  convertido  este  calificativo  en  título,  llamando  hcu- 
riH  al  gobernador  inglés,  aun  en  los  casos  en  que  él  cuenta 
pocos  años  de  edad  (  p  ). 

De  trasposiciones  análogas  encontramos  numerosos  ejem- 
plos en  la  etnografía  y  en  la  historia.  En  la  Rusia  slava, 
observa  Laveleye,  la  noción  de  la  autoridad  se  confunde 
con  los  de  la  paternidad  y  de  la  edad.  Stiimstn  significa 
el  íinciuno;  stnrskinH.  mus  micinno;  y  al  emperador  se  le 
llama  pudro.  Así  mismo,  entre  los  aztecas,  el  rey  era  lla- 
mado rincu-Toculiili,  que  significa  nhuolo  o  subió  ancin- 
no  (  »/  ). 

En  la  Antigüedad  hubo  numerosos  casos  de  análogas 
trasposiciones.  Según  Strabon,  los  macedonios  llamaban 
poUfronns  a  sus  magistrados,  y  los  lacedeinonios  y  los  ma- 
saliotas  dallan  el  nombre  de  írorontus  a  los  suyos:  ambas 
¡)alabras  significan  uncinno  (  r).  En  Creta,  los  cónsules  se 
denominaban  liosmovn,  que  vale  tanto  como  uncinno  dis- 
linguUlo,  y  no  otro  era  en  Esparta  el  sentido  de  la  palabra 
cmhüjndor  (  s  ).  .\s\  mismo,  en  Israel  los  ¡ueces  se  llama- 
i)an   fiiK-iuiios  (  t  I. 

Entre    los  bárbaros    invasores,   la    ancianidad    era    sobre 


(  /)  )     Freycinet,    \'nyníS('  nutnnr  (¡ti  Mimtlr.  t.   III.   paj^.   782 

(  (j  )     Nadaillac,  Í/Ainrriffur  Pn'Iiisttn'ifjiir.  chap.  VI,  pap.  309  i-t  315. 
Laveleye,   />e  la  Proprióté.  chap.   II.   ¡jap.   25>. 

(r)     Strabon,  Géo'^rajthir.  t.   II,  liv.  VII,  fragment  3",  pag.   "I. 

(  s  )     Santíj  Tomás  de  Aquino.   K¡  t Inhiprnn  M<innn¡ui('0.  Iil>.   IV.  ca- 
pitulo   XVIII.  pág.   452. 

(í  )      DrtitiTOHomio.  cap.    XIX.    §    12,  raí..   •'^'^'-  S    ''*•  ^'<^- 
Thonissen,   Drnit  CrimiiU'l  des  Pruplos  Ancivns,  t.   I,  pag.  214. 
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modo  venerada;  así  lo  deja  colegir  la  idea  de  distinción 
honorífica  que  se  atribuyó  a  la  voz  señor  {  de  senex  y  de 
sennior)  y  que  en  parte  ha  conservado  hasta  nuestros 
días  (  12 ).  Análogamente,  según  se  ha  observado,  las  vo- 
ces ealdorman,  eider,  presbvter,  señor,  monseñor,  sir, 
scheikb,  etc.,  etc.,  han  significado  originariamente  hombre 
anciano,  y  en  razón  de  la  consideración  que  daban  o  de 
las  funciones  que  se  desempeñaban,  se  han  convertido  o  bien 
en  términos  honoríficos  o  bien  en  títulos  de  funciones  que 
hoy  se  pueden  confiar  a  jóvenes  o  viejos,  indistintamen- 
te (  V  ). 

Empero,    de  las  voces   antiguas   cuyo  sentido   originario, 


(  u  )  El  uso  de  la  palabra  señor  para  dirigirse  al  interlocutor  parece 
haberse  introducido  o  por  lo  menos  generalizado  en  Roma  cuando  los 
emperadores  adoptaron  la  pompa  oriental  que  traía  consigo  el  servilismo 
de  los  cortesanos.  En  los  tiempos  de  la  República,  los  romanos  se  tra- 
taban  de  tú  y  el  mismo  tratamiento  daban  a  los  magistrados  superiores. 

De  Augusto,  dice  Suetonio:  4  Siempre  tuvo  horror  al  título  de  seíior.  .. 
Estando  un  día  en  el  teatro,  y  habiendo  dicho  un  actor:  «Oh,  señor  equi- 
tativo y  bueno!»  todos  los  espectadores  aplicaron  estas  palabras  a  Au- 
gusto y  aplaudieron  con  entusiasmo;  pero  él  contuvo  en  seguida  con  la 
mano.  .  .  estas  indecorosas  adulaciones  y  a  la  mañana  siguiente  las  censuró 
en  severo  edicto.  Prohibió  también  a  sus  hijos  y  nietos  darle  jamás  este 
tratamiento  ni  aun  en  juego  s>.     Suetonio,   Octavio  Augusto,  Lili. 

Esto  cambió  más  tarde.  «  Lorsque  les  souverains  de  Rome  eurent  perdu 
de  vue  le  sénat  et  leur  ancienne  capitale,  ils  oubliérent  aisément  l'origi- 
ne  et  la  nature  du  pouvoir  que  leur  était  confié.  .  .  Si  le  souverain  se 
fit  toujours  appeler  imperator,  ce  mot  fut  pris  dans  un  sens  nouveau  et 
plus  relevé.  Au  lieu  de  signifier  le  general  des  armées  romaines,  i!  de- 
signa le  maitre  de  l'univers.  Au  nom  d'empereur,  dont  l'origine  tenait 
au.K  institutions  militaires,  on  en  joignit  un  autre  qui  marquait  davantage 
l'esprit  de  servitude.  La  dénomination  de  seigneur  ou  dominus  expri- 
mait  originairement,  non  l'autorité  d'un  prince  sur  ses  sujets,  ni  celle  d'un 
commandant  sur  ses  soldats,  mais  le  pouvoir  arbitraire  d'un  maitre 
sur  des  esclaves  domestiques.  Consideré  sous  ce  vil  aspect,  les  pre- 
miers  Césars  rejetérent  ce  titre  avec  horreur.  Leur  résistance  devint  in- 
sensiblement  plus  faible  et  le  nom  moins  odieux.  Enfin,  la  formule  de 
notre  Seigneur  ou  Einpereur,  fut  adoptée  par  la  flaterie».  Gibbon, 
Décadence  de  l'Empire  Romain,  t.  I,  chap.  XIII,  pag.  230. 

(r)  Sumner  Maine,  L' Anden  Dvoit  et  la  Coutume  Primitive,  chap. 
I,  pag.   37. 
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hoy  perdido  y  olvidado,  pone  de  manifiesto  la  preeminencia 
que  antes  se  atribuyó  a  los  ancianos,  ninguna  más  impor- 
tante que  la  de  Senado.  Formada  sobre  la  base  de  la  raíz 
senex,  anciano,  esta  voz  deja  adivinar  por  sí  sola  que  el  Se- 
nado romano  fué  en  sus  orígenes  un  Consejo  de  Ancianos; 
y  en  conformidad  con  el  sentido  etimológico  de  la  palabra, 
debemos  tener  por  cierto  que  originariamente  se  dio  el 
nombre  de  somidor  al  anciano  que  tenía  asiento  en  este 
Consejo.  Al  presente,  no  se  tiene  cuenta  del  significado 
para  aplicar  el  nombre;  aun  cuando  no  se  componga  de 
ancianos,  un  cuerpo  del  Estado  puede  llamarse  Sonndo,  y 
los  miembros  del  Senado  se  llaman  sf^niidoros.  aun  cuando 
sean  jóvenes. 

Si  la  veneración  espontánea  eleva  a  los  ancianos  en  el 
concepto  social  y  en  la  jerarquía  del  listado,  las  prerroga- 
tivas de  la  paternidad  les  dan  en  el  orden  doméstico,  en  su 
calidad  de  patriarcas  o  caciques,  una  autoridad  incontrasta- 
ble. Entre  los  araucanos  el  cacique  tenía  sobre  los  suyos 
derecho  de  vida  y  muerte,  y  no  se  estimaba  criminoso  que 
el  padre  matara  a  su  hijo,  o  el  marido  a  su  mujer,  porque 
el  homicida  no  hacía  en  uno  y  otro  caso  más  (jue  derra- 
mar su  propia  sangre.  Igualmente,  entre  los  slavos,  el  pa- 
triarca gobierna  su  casa  como  amo  absoluto,  y  nadie,  ni 
aun  el  juez  imperial,  tiene  facultades  para  intervenir  en  ella. 
Su  cabana  reúne  a  la  vez  los  caracteres  de  una  fortaleza  y  de 
un  templo,  y  los  actos  que  dentro  de  ella  se  ejecutan  están 
substraídos  a  la  jurisdicción  de  todo  extraño  (  .v  ). 

Lo  mismo  |)asa  en  la  India:  aun  cuando  el  gobierno  inglés 
nunca  ha  reconocido  la  jurisdicción  omnímoda  de  los  pa- 
triarcas, es  el  hecho  que  ellos  gobiernan  sus  familias  des- 
póticamente, (|uc    mantienen   sus    hogares   rodeados  de  im- 


( .r  )     Ilepwnrth-Dixon.  !.n  l'ii'^sir  Uhn:  chap.   XXXVII.  pap.   268. 

Olivares,  Historin  ih-  (^/lih:  páp.   45. 

<  Lns  padres  He  familia.  Hice  Molina,  no  están  sujetos  a  ninfruna  pena 
cuando  matan  a  sus  hijos  y  mujeres,  porque  por  sus  estatutos  están  He- 
claraHos  Hueños  naturales  He  sus  vidas  ».  Molina.  Historia  Civil  i¡r} 
A'f/'/io  fh'  Chile,  lib.  II,  cap.  II,  pág.  64. 
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penetrable  misterio  y  que  sin  su  expreso  consentimiento 
ninguna  persona  de  sangre  extraña  se  atreve  a  violar  el  re- 
cinto doméstico.  Los  antiguos  aforismos  jurídico-morales, 
que  la  casa  del  inglés  es  su  fortaleza  y  que  cada  cual  es 
rey  en  su  casa,  son  sin  duda  reminiscencias  de  un  régimen 
análogo  que  primitivamente  ha  de  haber  imperado  en  la  so- 
ciedad inglesa   (y  ). 

Entre  los  armenios  el  jefe  de  familia  tenía  dentro  de  su 
hogar  autoridad  tan  ilimitada  que  impunemente  podía  ma- 
tar a  su  mujer,  a  sus  hermanos  solteros,  a  sus  hijos  (z  ); 
y  entre  los  osetas  del  Cáucaso,  la  potestad  del  padre  sobre 
sus  hijos  es  tan  absoluta  que  él  puede  donar  y  vender  los 
recién  nacidos  (  a  a  ). 

Dareste  dice  que  el  derecho  primitivo  de  Irlanda  recono- 
cía al  rededor  de  cada  casa  un  perímetro  de  autonomía  y 
protección,  cuya  amplitud  variaba  con  la  calidad  de  las  per- 
sonas: para  el  jefe  ordinario  el  diámetro  del  terreno  medía 
un  tiro  de  ballesta;  para  el  rey,  64  tiros.  Cuando  un  ex- 
traño penetraba  en  su  recinto,  quedaba  bajo  el  amparo  }- 
la  autoridad  del   dueño  de  casa  (  a  /j  ). 

Entre  los  antiguos  germanos,  cada  gens  era  gobernada 
despóticamente  por  su  respectivo  patriarca.  Xingún  ex- 
traño, ni  aun  el  que  administraba  la  justicia  penal,  podía 
franquear  sin  su  permiso  la  línea  divisoria  de  la  tierra  sálica 
o  solar  de  familia  (  a  c  ). 

En  Roma  se  conceptuaba  tan  inviolable  el  domicilio  que 
su  violación  constituía  sacrilegio  y  el  pater  familiae  estaba 
armado  de  tan  ilimitada  autoridad  que  hasta  época  muy 
moderna  tuvo  sobre  los  suvos  derecho  de  vida   v  de  muer- 


(y)     Sumner  Maine,  Études  sur  VHistoire  du   Droit.  IV,    pag.   150. 

(z)     Dareste,  Études  d'Histoire  du  Droit.  t.  II.  VI,  pag.   120. 

(  a  a  )     Dareste,  ob.  cit.,  pág.  144. 
Olivares,  Historia  de  Chile,  lib.  I,  cap,  X. 

(ab)     Dareste,  Études  d'Histoire  du  Droit,  t.  II,  VI,  pag.  370. 

(  a  e)     Sumner  Maine,  Études  sur THistoire  du  Droit.  t.  III.  pag.  107. 
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te  (af/);  y  respecto  de  Israel,  las  leyendas  mosaicas  con- 
servaron reminiscencias  de  una  época  en  que  los  patriarcas 
mandaban  aplicar  la  última  pena  a  personas  de  su  depen- 
dencia ( a  e  ). 

Como  quiera  que  el  patriarcado  se  funda  en  la  consangui- 
nidad, el  patriarca  es  generalmente  hereditario  y  su  juris- 
dicción jamás  se  extiende  fuera  del  círculo  de  su  goiis  o 
parentela  {ni).  Los  autores  que,  desde  Platón  adelante, 
han  pretendido  convertir  al  patriarca  en  jefe  político  nunca 


(  a  rf)     Fustel  de  Coulanges,  La  Citó  Antiquo.  liv.   II,  chap.  VI. 
Denys  d'Halicarnase,    Antiijuites  Romaines.  t.   II.    liv.   II,    chap.  VIII. 
pag.  56  á  59. 

(  a  e  )     Génesis,  XXXIII,  §  24. 

(  a  /")  «  Los  caciques,  dice  Rosales,  son  las  cabezas  de  las  familias  y 
linages,  de  modo  que  no  tiene  un  caciijuc  qua  lo  reconozca  más  dr  los 
(le  su  ii/ja^LTC».  Rosales,  Historia  de  Chile,  t.  I,  lib.  I,  cap.  XXIII.  pági- 
na  137. 

Posada,   Tratado  de  Derecho  Político,  t.  I,  lib.  III,  cap.  VI.  §  I. 

El  carácter  hereditario  del  patriarcado,  inherente  a  la  naturaleza  de 
esta  institución  espontánea,  ha  sido  notado  por  innumerables  viajeros. 
«  Aunque  los  caciques  o  capitanes  Pampas,  dice  .\zara.  heredan  de  su  pa- 
dre este  empleo  o  dignidad,  la  pierden  también  si  los  indios  encuentran 
otro  que  les  dé  pruebas  de  mayor  talento,  astucia  y  corage».  A/ara, 
Descripción  e  Historia  del  Paraf^uay  y  del  Rio  de  la  Plata,  t.  I,  capí- 
tulo X,  §  42. 

«El  cacicazf^o  es,  entre  los  guaraníes,  una  especie  de  dignidad  here- 
ditaria como  nuestros  mayorazgos».   Azara,  ob.  y  loe.  cit.,  §   54. 

Entre  los  guanas,  « tienen  la  costumbre  de  que  el  primogénito  del  ca- 
cique sea  reputado  por  cacique,  viviendo  el  padre  de  todos  los  que  na- 
cen   algunas  lunas  antes  y  después    que  él  ».     Azara,  ob.  y  loe.  cit.,  §  75. 

Entre  los  senekas.  el  sHqu»'in  de  cada  ^rns  *  debe  elegirse  en  la  mis- 
ma gens,  y  sus  funciones  son  hereditarias  en  el  sentido  de  que  deben  ser 
ocupadas  en  seguida  de  nuevo  en  caso  de  quedar  vacantes.  El  jefe  militar 
podia  elegirse  fuera  de  la  ^ens.  y  a  veces  hasta  faltar  por  completo  i. 
Engeis,  Orifíen  dr  la  Familia,  de  la  Propiedad  y  del  Estado.  ca|).  III. 
pág.   152. 

Entre  los  araucanos,  los  Toquis  o  generales  eran  electivos;  los  /  /- 
mencs  o  patriarcas,  hercditario.s.  Molina,  Historia  Civil  del  Reino 
de  Chile,  lib.  11,  cap.  II,  pág.  63. 

Costa.  Introducción  a  un  Tratado  de  Política,  pág.  242  y  243. 

Bunge.  Historia  del  Derecho  Argentino,  t.  1.  pág.  99. 
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se  han  curado  de  explicar  cómo  puede  suceder  que  se  aven- 
gan a  prestarle  obediencia  las  personas  de  sangre  extraña 
que  han  de  formar  la  porción   más  considerable   del  pueblo. 

Sea  una  u  otra  la  posición  política  que  en  los  Estados 
semi-civilizados  ocupan  los  ancianos,  la  verdad  es  que  en 
los  más  atrasados,  donde  no  hay  más  cargos  públicos  que 
los  militares,  jamás  se  vinculan  a  la  mayor  edad  las  funcio- 
nes activas  de  las  jefaturas.  Una  cosa  es  que  se  les  res- 
pete y  se  les  oiga,  y  otra  que  se  les  confíe  el  mando  y  se 
les  obedezca;  y  el  que  un  patriarca  tenga  autoridad  abso- 
luta sobre  sus  consanguíneos  no  implica  en  manera  alguna 
que  tenga  ni  siquiera  una  sombra  de  jurisdicción  sobre  los 
extraños. 

Córdoba  y  Figueroa  atestigua  que  entre  los  aborígenes 
de  Chile,  donde  el  patriarca  tenía  derecho  de  vida  y  de 
muerte  sobre  los  suyos,  los  de  cada  parcialidad  miraban 
al  más  anciano  «  con  algún  género  de  atención,  no  subor- 
dinación »  (ag);  y  Molina  corrobora  aquel  testimonio  ob- 
servando que  «los  toquis  (esto  es,  los  jefes  militares)  no 
tienen  más  que  la  sombra  de  la  soberanía»,  y  que  aun  cuan- 
do los  ulmenes,  « engolosinados  con  el  dominio,  quisieran 
ampliar  su  autoridad  y  gobernar  como  absolutos  due- 
ños ))....  el  pueblo  que  no  está  todavía  en  estado  de  sobre- 
llevar el  despotismo,  huye  de  sus  pretensiones  y  les  obliga 
a  contenerse  dentro  de  los  límites  prescriptos  por  la  cos- 
tumbre (  a  h  ). 

De  los  indígenas  de  la  bahía  de  Castries  y  de  los  de  la 
isla  de  Segalien,  dice  La  Perouse  que  no  reconocían  jefe 
ni  autoridad,  pero  que  la  dulzura  de  sus  costumbres  y 
el  respeto  que  guardaban  a  los  ancianos  neutralizaban  en 
gran   parte    los  inconvenientes  de  esta  anarquía  (  h  i  ). 

En   Xueva  Zelandia,    cada   tribu    no   era   en  cierto    modo 


(  a  ^  )  Córdoba  y  Figueroa,  Historia  de  Chile,  lib.  I,  cap.  XIV. 

(  ah)  Molina,  Historia    Civil    del   Reino   de   Chile,   lib.   II,  cap.  II, 
pág-.  63. 

(ai)  La  Perouse,   ^'oyage.   t.  III,  pag.  67. 
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más  que  una  gran  familia  que  vivía  sometida  a  un  jefe, 
esto  es,  a  un  patriarca  a  quien  se  tributaba  deferencia  y 
respeto  más  bien  que  verdadera  obediencia;  en  Nuka-Hiva, 
los  indígenas  vivían,  al  tiempo  del  descubrimiento,  bajo  la 
mano  de  patriarcas  que,  no  obstante  su  carácter  heredi- 
tario, carecían  de  autoridad  para  imponerse  y  gobernaban 
con  su  simple  influjo  personal  {nj  );  y  por  último,  según 
Nordenskiold,  en  el  Chaco  boliviano,  la  autoridad  de  los 
jefes  es  muy  grande  entre  los  chañes  y  los  chiriguanos, 
tribus  semi-civilizadas,  pero  es  meramente  nominal  entre 
los  chorotis  y  los  ashluslayos,  (jue  permanecen  en  estado 
de  barbarie  {ni). 

En  una  palabra,  los  ancianos  de  los  pueblos  primitivos 
no  están  investidos  como  tales  de  parte  alguna  de  la  au- 
toridad pública;  actúan  como  consejeros,  no  como  gober- 
nantes; como  mediadores,  no  como  jueces;  y  si  se  les  pide 
parecer  sobre  la  conveniencia  de  tal  o  cual  empresa,  no 
se  les  confía  ni  su  dirección,  ni  su  ejecución. 

§  64.  Aunque  los  datos  precedentes  manifiestan  de  ma- 
nera patente  que  en  las  sociedades  más  atrasadas  no  está 
armado  el  anciano  de  autoridad  jurídica  ni  política,  sino 
que  goza  de  cierta  preeminencia  moral,  se  ha  pretendido 
en  el  último  siglo  fundar  en  ellos  la  renovación  de  la  anti- 
gua y  discutida  hipótesis  que  atribuye  al  Estado  origen 
patriarcal.  Conviene  estudiar  esta  doctrina  antes  de  pro- 
seguir nuestras  dilucidaciones  etnográficas. 

Para  fundar  el  Estado  en  el  patriarcado,  esta  doctrina 
supone  que  por  efecto  del  desarrollo  espontáneo,  la  fa- 
milia se  convierte  en  parentela,  la  parentela  en  tribu  y  en 
nación  la  tribu.  Sentado  este  principio,  supone  como  con- 
secuencia que  por  obra  de  la  misma  evolución,  así  como 
el  padre  de  familia  asume  el  papel  de  patriarca  respecto 
de  todo  la  parentela,  así  el  patriarca  asume  el  de  jefe  res- 


(«.;■)     Ricnzi,  Ln  Ocoanin.  t.   II.   pníj.   211.  v  f.  III,  pájr.   133. 

[ni)     Nordenskiold,   Ln    Vio  des   Indirns   dnns  ¡r   Chaco,  chap.   III, 
pag.   30,  et  chap.  XIV.  pag.    200. 
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pecto  de  la  tribu,  y  el  jefe  de  la  tribu,  el  de  rey  respecto 
de  toda  la  nación.  Por  consiguiente,  según  esta  doctrina, 
la  sociedad  política  no  es  algo  esencialmente  diferente  de 
la  sociedad  doméstica;  es  un  simple  desarrollo;  y  correlati- 
vamente, la  potestad  política  se  funda  en  la  potestad  patria, 
el  soberano  actúa  como  directo  sucesor  del  padre,  y  a  los 
pueblos  no  corresponde  en  el  Estado  otra  condición  jurí- 
dica que  la  que  corresponde  a  los  hijos  en  el  hogar  {  a  11 ). 

Forjada  esta  hipótesis  por  Platón,  impugnada  a  fondo 
por  Aristóteles  y  renovada  tres  siglos  después  por  Cicerón, 
fué  en  seguida  reforzada  en  las  naciones  cristianas  por  las 
leyendas  bíblicas  relativas  al  Estado  patriarcal,  y  en  la 
Edad  Moderna,  desde  Filmer  (año  de  1680)  adelante,  se 
granjeó  la  importante  adhesión  de  los  jurisconsultos  realis- 
tas, para  quienes  la  teoría  de  la  autoridad  paternal  tenía  la 
doble  ventaja  de  imponer  a  los  monarcas  la  obligación  de 
la  bondad  y  la  de  la  obediencia  pasiva  a  los  pueblos. 

Por  último,  en  la  Edad  Contemporánea,  cuando  el  de- 
rrumbe de  la  monarquía  absoluta  parecía  haber  envuelto 
en  los  escombros  las  doctrinas  jurídicas  que  la  habían 
sustentado,  muchos  y  muy  eminentes  pensadores  han  creído 
que  una  vez  eliminada  la  hipótesis  del  derecho  natural, 
era  fuerza  prestar  asenso  a  la  del  origen  patriarcal  del 
Estado   {  a  m  ).     A  juicio    de  Sumner    Maine,    que    fué    sin 


(all)     Platón,  Les  Lois,  liv.   III,  pag.  82  et  83. 

Bovadilla  dice:  «Equipárase  la  Política  a  la  Económica,  que  trata  del 
gobierno  de  la  casa,  porque  la  familia  bien  regida  es  la  verdadera  imagen 
de  la  República,  y  la  autoridad  doméstica  semejante  a  la  autoridad  su- 
prema, y  el  justo  gobierno  de  la  casa  es  el  verdadero  modelo  del  go- 
bierno de  la  República».  De  aquí  se  infiere  que  el  que  no  sabe  gober- 
nar su  casa  mal  sabrá  gobernar  la  República...  porque  la  casa  es  una 
pequeña  ciudad,  y  la  ciudad  es  una  casa  grande;  y  cuanto  al  gobierno, 
la  casa  y  la  ciudad  solo  difieren  en  la  grandeza».  Bovadilla,  Política 
para  Corregidores,  t.  I,  lib.  I,  cap.  I,  pág.  13. 

Posadas,  Tratado  de  Derecho  Político,  t.  I,  vol.  I,  pág.  189  a  193,  edi- 
ción de  I9I5. 

(am)     Platón,  Les  Lois.  liv.   III.  pag.  82  et  83. 
Cicerón,  Les  Devoirs,  liv.   I,  chap.  XVII. 
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duda  uno  de  los  juristas  más  científicos  que  la  humanidad 
ha  producido,  esta  hipótesis  no  había  caído  transitoria- 
mente en  descrédito  sino  por  efecto  de  una  circunstancia 
accidental,  cual  es,  la  de  que  la  mayor  parte  de  los  inves- 
tigadores han  sido  libre-pensadores  (jue  a  toda  costa  han 
querido  fundar  sus  sistemas  jurídicos  independientemente  de 
las  leyendas  bíblicas   (  u  n  ). 

Por  grande  que  sea  la  autoridad  científica  de  estos  pen- 
sadores, nos  será  lícito  observar  que  en  los  últimos  años 
han  quedado  definitivamente  eliminados  algunos  de  los  he- 
chos que  han  servido  de  fundamento  a  su  doctrina.  Como 
bien    lo    observó  el    mismo  Sumner  Maine,   la  hipótesis  pa- 


Goguet,   Origine  des  Lois.  etc,  t.   I,  liv.   I,  pag.  22. 

Rousseau,  Le  Contrat  Social,  liv.  I,  chap.  II. 

Pufendorf,  Le  Droit  Xaturel  et  de  Gens.  t.   II,  liv.  VII.  chap.   I,  §  V. 

Comte.  Cours  de  Philosopliie  Positive.  t.  IV,  pag.  398,  et  t.  V, 
pag.   122. 

Comte.  Systénie  de  I*oHtit¡ue  Positive.  pag.    170.   IKI  et  273. 

Sumner  Maine,  L' Anden  Droit.  chap.  V. 

Sumner  Maine,  L' Ancien  Droit  et  la  Coutume  Priniitive.  chap.  Vil. 

Tarde.  Les  Transformations  da  Ponvoir.  chap.   II. 

Janet,  Ilistoire  de  la  Science  Politiíjuc,  t.  II.  liv.  IV,  chapitre  II 
pag.  308. 

Como  li)  maniticsia  Janet  en  la  parte  citada  de  su  ohra,  Filmer  sostenía 
que  el  Poder  Público  es  una  herencia  de  la  potestad  patriarcal  de  nuestro 
padre  Adán.  Contra  esta  doctrina  habia  de  antemano  alzado  su  voz  el 
padre  jesuíta  Suárez,  uno  de  los  talentos  más  vigorosos  que  en  la  orden 
de  San  Ignacio  han  florecido,  haciendo  ver  que  Adán  tuvo  potestatcrn 
oeconninican.  non  ¡>o¡iticani:  que  la  potestas  doniinandi  sea  regcndi 
politice  homines,  nulli  linmini  in  ¡mrticulari  data  est  inmediate  a 
Deo,  sino  que  ha  sido  por  él  depositada  in  hominiim  collectione:  y  que 
no  teniendo  ninguno  potestad  para  gobernar  a  los  demás,  sólo  por  obra 
del  consentimiento  común  ha  podido  llegar  la  multitud  a  formar  un  cuerpo 
político,  esto  es,  un  Estado  con  gobernantes  y  gobernados.  Suáre/,  Trac- 
tatus  de  Legihus.  lib.  MI,  cap.  II. 

Si  la  doctrina  atribuida  a  Filmer,  publicada  en  IhHO,  había  sido  extrac- 
tada y  refutada  por  Suárez  en  su  Tratado  de  las  Leyes,  cuya  licencia 
para  iniprimir  aparece  fechada  en  161 3.  evidentemente  solo  por  error  se 
ha  atribuido  dicha  doctrina  a  Filmer. 

(  a /J )     Sumner  .Maine,   L' Ancien   Droit.  chap.  I.  pag.  116. 
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triarcal  supone  que  el  origen  plásmico  de  la  sociedad  polí- 
tica es  la  familia,  que  la  agregación  de  familias  forma  la 
gens  y  la  de  gentes,  la  tribu,  la  cual  por  efecto  de  su  des- 
arrollo espontáneo  (es  lo  que  se  deja  entender)  se  con- 
vierte en  pueblo  y  nación  (  a  ñ  ).  Corriendo  parejas  con 
el  desarrollo  concéntrico  del  grupo  plásmico,  el  padre  se 
convierte  en  patriarca,  el  patriarca  en  jefe,  el  jefe  en  rey. 
Tal  sería  en  el  fondo  el  proceso  de  la  derivación  del  Es- 
tado. No  habría  simplicidad  igual.  Sin  recurrir  para  nada  a 
las  causas  sociales,  el  simple  desenvolvimiento  demográfico 
nos  explicaría  la  formación  originaria  del  organismo  polí- 
tico. 

Desgraciadamente,  el  hecho  fundamental,  cual  es  la  exis- 
tencia de  la  familia  antes  de  la  gens,  no  se  ha  comprobado 
todavía.  Sin  duda,  merced  a  un  débil  esfuerzo  de  abstrac- 
ción, podemos  reconstituir  imaginariamente  en  cualquiera 
tribu  salvaje,  el  grupo  natural  que  llamamos  familia,  com- 
puesto del  padre,  la  madre  y  los  hijos.  Sin  duda  en  algu- 
nos países  salvajes  donde  escasean  los  frutos  espontáneos 
o  donde  empieza  la  apropiación  individual  del  suelo,  se 
suelen  encontrar  familias  que  viven  aisladamente,  o  más  bien 
grupos  que  por  su  pequenez  se  asemejan  a  las  familias. 
Empero,  en  la  mayor  parte  de  los  países  salvajes,  la  familia 
no  existe  realmente  porque  las  prácticas  tan  generales  de 
la  promiscuidad  y  la  poliandria  no  la  dejan  formarse;  y 
cuando  por  excepción  se  la  encuentra  en  Australia,  en  la 
Tierra  del  Euego  y  en  otros  países,  no  constituye  ella 
una  institución  jurídica,  sino  un  grupo  material  formado 
por  la  simple  cohabitación,  inepto  para  servir  de  funda- 
mento al  Estado.  Por  otra  parte,  los  peligros  que  ama- 
gan la  vida  primitiva  son  tan  graves  que  las  familias  ais- 
ladas no  siempre  pueden  contrarrestarlos.  La  imperiosa 
necesidad  de  la  común  defensa  las  precisa  a  mantenerse 
unidas  por  los  lazos  de  la  solidaridad,  aun  en  aquellos  casos 


(  a  ñ  )     Sumner  Maine,  L' Anden  Droit.  chap.  V.  pag.   121. 
Sumner  Maine,  U Anden  Droit  et  la  Coutunie  Prhnitivc.  chap.  VII, 
pag.   256,  260  et  264. 


436  CAPÍTULO    SEXTO,    ij    64 


en  que  la  escasez  de  los  alimentos  las  induce  a  dispersarse 
materialmente.  Bajo  la  presión  de  estas  circunstancias,  se 
desarrolla  el  derecho  gentilicio  sin  el  menor  peligro  de  que 
nazca  para  hacerle  competencia  el  derecho  de  familia.  \o 
hay  derecho  hereditario  porque  la  propiedad  se  posee  co- 
lectivamente, y  los  habitantes  de  cada  territorio  no  tienen 
derechos  y  obligaciones  como  miembros  de  tales  o  cuales 
familias  sino  como  miembros  de  tal  o  cual  í^ons  o  tribu. 
Ue  consiguiente,  podemos  concluir  que  bajo  el  respecto 
jurídico,  la  gen s  a  veces,  a  veces  la  tribu,  es  el  grupo  plás- 
mico más  pequeño  que  se  encuentra  en  los  países  salva- 
jes  (  íi  o ). 

Cuando  algunos  autores  pretenden  fundar  el  Poder  Pú- 
blico en  la  potestad  patriarcal,  indeliberadamente  atribuyen 
al  jefe  natural  de  la  familia  primitiva  la  misma  preeminen- 
cia y  funciones  domésticas  que  corresponden  al  de  la  fa- 
milia civilizada.  Es  este  un  error  de  perspectiva  ocasio- 
nado por  la  falsa  posición  del  observador. 

Ya  al  discutir  los  métodos  propios  de  las  investigaciones 


(  a  o  )     Baez.  Iiitroflucci'in  al  estudio  de  In  Sociolosia.  pág.   126. 

Cornejo,  Sociolo<i;iu  (ionvrnh  t.   I.  pág.   161  a  180. 

Westermarck  sostiene  que  en  los  países  más  salvajes  los  hombres  son 
monógamos  y  las  familias  viven  generalmente  aisladas.  Véase  su  obra 
Origines  dii  Mariaf^e.  chap.  III.  En  otra  obra  que  de  años  atrás  veni- 
mos componiendo,  nosotros  creemos  dejar  bien  probado  que  esta  doctrina 
de  Westermarck  se  funda  en  hechos  aparentes  más  que  reales.  Para  aceptar 
la  opinión  de  este  sabio  profesor  hay  que  desconocer  la  veracidad  de 
centenares  de  fidedignos  testimonios  antiguos  y  modernos  que  acreditan 
hechos  contrarios. 

Con  referencia  al  régimen  conyugal  de  los  indígenas  de  Hawai,  dice 
Giraud-Teulon :  «  La  consanguinité  indiquée  par  les  nomenclatures  ne  ré- 
veille  pas  l'idée  de  relations  dindividu  a  individu,  mais  celles  d'une  pá- 
rente spécifique  ou  genérale  d'un  individu  avec  une  horde  enticre.  L'enfant, 
avant  de  se  voir  rattaché  par  des  liens  directs  á  son  pére  oú  á  sa  mere, 
aurait  été  affilié  á  Tensemble  du  groupe  oú  le  hasard  l'avait  fait  naltre: 
il  aurait  eu  pouT  paront  la  tribu  entiere;  ses  peres  auraient  été  tous  les 
hommes  dñge  múr;  ses  meres  toutes  le  fcmmes  de  la  communauté  qui 
auraient  pu  luí  donner  le  jourt.  Giraud-Tt-uIon,  (Jrigiites  du  Mariagc 
et  de  la  Fatnille.  chap.  II,  pag.  69. 
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sociales  (§  11),  advertimos  con  la  autoridad  de  Spencer  y 
Sumner  Maine  cuan  grave  es  el  peligro  que  se  corre  siempre 
que  se  pretende  explicar  instituciones  y  fenómenos  de  las 
sociedades  primitivas  en  vista  de  lo  que  son  las  instituciones 
y  los  fenómenos  similares  de  las  sociedades  civilizadas. 
Para  evitar  en  lo  posible  los  errores,  hay  que  tomar  muy 
en  cuenta  las  diferencias  de  grados  sociales  que  indefec- 
tiblemente implican  una  diversidad  más  o  menos  profunda 
de  los  conceptos  jurídicos.  El  estudio  de  la  familia  com- 
prueba plenamente  estas  observaciones. 

En  Roma,  constituían  la  familia  todas  las  personas  de 
cada  casa,  a  saber:  el  padre,  la  madre,  los  hijos,  los  nietos, 
los  esclavos,  y  por  consiguiente,  formaban  parte  de  ella 
individuos  de  sangres  extrañas.  La  misma  voz  familia  que 
se  empleaba  para  designar  el  grupo  no  envuelve  idea  al- 
guna de  institución  natural  formada  por  los  lazos  de  la 
generación  y  la  consanguinidad,  porque  viene  de  famulus, 
sirviente  o  esclavo.  La  familia  era,  por  tanto,  el  grupo  de 
personas  que  estaban  bajo  la  potestad  y  dominio  de  un 
tercero. 

En  ciertas  comarcas  de  la  India,  no  se  puede  reconstituir 
el  grupo  doméstico  ni  aun  en  la  forma  adulterada  que  tuvo 
en  Roma,  porque  en  cada  aldea  se  estiman  y  se  llaman  entre 
sí  hermanos  todos  los  habitantes.  Últimamente,  refiere 
Sumner  Maine,  algunos  misioneros  cristianos  han  hecho  un 
experimento  que  ha  consistido  en  formar  aldeas  con  neó- 
fitos traídos  de  todas  partes.  Pues  bien,  estas  personas  que 
jamás  se  habían  conocido,  que  tenían  muy  diferentes  tradi- 
ciones domésticas  y  que  no  estaban  ligadas  por  vínculo 
alguno  de  sangre,  apenas  se  encontraron  reunidas,  se  orde- 
naron en  cofradías  {  confrérie )  y  adoptaron  los  hábitos  y 
el  lenguaje  de  hermanos  como  si  realmente  fuesen  hijos  de 
unos  mismos  padres   {  a  p  ). 

Estos  hechos,  que  no  son  excepcionales,  prueban  que  las 
voces,  padre,  hijo,    hermano,    etc.,  etc.,    no   tienen    en   las 


(ap)     Sumner  Maine,  Les  Institutions  Primitives,  chap.  VIII,  page 
295 -et  300. 
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sociedades  atrasadas  los  mismos  significados  que  les  atribuí- 
mos en  las  más  civilizadas.  Padre  no  es  propiamente  en 
las  primeras  el  progenitor;  es  el  que  ejerce  la  patria  potes- 
tad; en  este  sentido,  el  hijo  emancipado  era  jurídicamente, 
tanto  en  Roma  como  en  la  India,  padre  de  su  propia  ma- 
dre. Así  mismo,  hijo  no  es  el  engendrado  por  un  tercero; 
es  el  que  vive  bajo  patria  potestad.  En  este  sentido,  el  es- 
clavo y  la  mujer  casada  se  contaban  entre  los  hijos  de  fami- 
lia de  cada  casa.  Ue  estos  conceptos  jurídicos,  se  infiere 
que  en  las  sociedades  atrasadas,  el  parentesco  se  funda  me- 
nos en  la  sangre  cjue  en  las  relaciones  de  subordinación  do- 
méstica; que  para  emplear  en  el  seno  de  la  familia  las  voces 
pudro,  hijo,  hcnnuno,  ha  habido  que  modificar  sus  signi- 
ficados originarios  equiparando  la  dependencia  doméstica  a 
la  dependencia  política,  y  por  fin,  que  lejos  de  servir  la  fa- 
milia a  manera  de  modelo  para  el  Estado,  ella  se  ha  inspi- 
rado para  organizarse  en  los  arreglos  políticos. 

Sobre  este  punto,  son  muy  dignas  de  anotarse  ciertas 
observaciones  de  Lubbock.  Las  relaciones  de  parentesco 
y  de  familia  nos  parecen  ser  tan  naturales,  dice,  cjue  nos  in- 
clinamos a  creer  que  se  fundan  en  la  naturaleza  misma. 
Para  nosotros,  por  ejemplo,  no  se  prestan  a  la  menor  duda 
los  siguientes  conceptos:  que  padre  es  un  varón  adulto  que 
ha  engendrado  un  hijo;  que  el  hijo  es  tan  pariente  de  su 
padre  como  de  su  madre;  que  el  libre  consentimiento  es 
condición  esencial  del  matrimonio;  (jue  el  matrimonio  debe 
ser  un  estado  si  no  indisolublt-,  duradero,  y  (jue  solo  por 
excepción  se  pueda  encontrar  el  tipo  monstruoso  de  un  pa- 
dre o  de  una  madre  que  no  ame  a  sus  hijos.  Entre  tanto, 
es  el  hecho  que  estos  principios,  que  nos  parecen  ser  tan 
absolutos  y  universales,  fallan  radicalmente  en  las  sociedades 
primitivas  porque  en  su  lugar  imperan  hábitos  y  costum- 
bres (]ue  repugnan  a  la  institución  de  la  familia  tal  cual  la 
comprendemos  en  los  pueblos  civilizados.  Aun  cuando  no 
admitamos  (}ue  la  promiscuidad  absoluta  sea  el  estado  pri- 
mitivo de  todas  las  sociedades,  ello  es  que  en  las  más  atra- 
sadas el  matrimonio  se  celebra,  se  disuelve  y  se  reanuda  sin 
condiciones,  formalidades  ni  plazos;  que  el   rapto  violento 
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es  en  ellas  el  medio  más  honroso  de  tomar  mujer;  que  en 
ellas  es  muy  frecuente  el  matrimonio  de  una  mujer  con  va- 
rios hermanos,  el  de  hermanos  con  hermanas,  el  de  los 
padres  con  sus  hijas;  que  los  más  de  los  salvajes  descono- 
cen la  paternidad,  determinada  solo  por  inducción,  y  no 
reconocen  más  que  la  maternidad,  hecho  materialmente  ob- 
servable; que  por  la  misma  causa,  a  menudo  el  hijo  no 
conoce  ni  hereda  al  padre,  ni  recibe  su  nombre;  que  en  la 
generalidad  de  las  tribus  salvajes,  el  infanticidio  es  tan  ge- 
neral que  en  algunas  las  dos  terceras  partes  de  los  niños 
mueren  asesinados  por  sus  padres;  y  por  último,  como  con- 
secuencia general,  que  los  hábitos  de  respeto  filial  y  de 
patria  potestad,  que  se  suponen  origen  de  la  organización 
política,  no  se  forman  sino  tardíamente,  cuando  ya  el  orga- 
nismo del  Estado  está  muy  desarrollado  (  a  q  ).  ¿Cómo, 
entonces,  una  familia  que  no  tiene   unidad  ni  cabeza,  que  en 


(aq)  Lubbock,  Les  Origines  de  la  Civilisation,  chap.  III,  IV  y  X, 
appendice    II. 

Bagehot,  Lois  scientiñques  du  Developpement  des  Xatious,  liv.  II, 
§   II,  pag-.   123  et   149. 

Rosales,  Historia  de  Chile,  Hb.   I,  cap.  XXIV. 

Suniner  Maine,  L' Anclen  Droit  et  la  Coutunie  Primitive,  chap.  VII, 
pag-.   268  et  269. 

De  los  padres  charrúas,  dice  Azara,  que  «  nada  mandan,  enseñan  ni  pro- 
hiben a  sus  hijos,  ni  éstos  respetan  ni  obedecen  a  los  padres  sino  en  lo  que 
quieren,  haciendo  siempre  lo  que  se  les  da  la  gana  sin  respeto  ni  sujeción  ». 
Azara,  Descripción  e  Historia  del  Paraguay  y  del  Río  déla  Plata, 
t.    I,  cap.  X,  §   19. 

Los  minuanes  del  Uruguay  «tienen  de  muy  singular,  dice  Azara,  el  que 
los  padres  siempre  cuidan  de  los  hijos  hasta  desmamarlos.  Entonces  los  en- 
tregan a  algún  pariente  sin  volverlos  a  admitir  en  su  casa  ni  tratarlos  como 
hijos».  Azara,  Descripción  e  Historia  del  Paraguay  y  del  Rio  de  la 
Plata,  t.   I,  cap.  X,  §  30. 

Sobre  la  incertidumbre  de  la  paternidad,  véase  Starcke,  La  Fainille 
Primitive.  deuxieme  partie,  chap.   I   et   II. 

Conviene  advertir  que  muchas  de  las  conclusiones  de  Lubbock  han  sido 
impugnadas  por  Westermarck,  sabio  profesor  finlandés,  en  su  obra  Origi- 
nes du  Mariage  dans  l'espéce  humaine.  Por  nuestra  parte, creemos  que  con 
ciertas  rectificaciones,  más  o  menos  importantes,  las  conclusiones  de  Lub- 
bock  quedan   subsistentes. 
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los  países  salvajes  vive  dispersa  o  a  lo  menos  sin  relacio- 
nes jurídicas,  cuyos  miembros  se  miran  a  menudo  como  ex- 
traños, donde  no  puede  haber  ni  autoridad,  ni  dependencia 
fundadas  en  la  generación  porque  los  padres  y  los  hijos 
se  desconocen,  ;cómo,  decimos,  podría  ser  origen  del  es- 
tado? 

A  nuestro  juicio,  la  hipótesis  patriarcal  habría  quedado 
enterrada  para  siempre  en  la  Antigüedad  si  en  los  siglos 
modernos,  cuando  se  hubo  eliminado  la  del  origen  divino 
del  Poder  Público,  no  se  hubiera  sentido  la  necesidad  de 
dar  fundamento  plausible  a  la  monarquía  absoluta.  Para 
investir  a  los  reyes  de  autoridad  paternal,  (]ue  es  la  más 
arbitraria  y  funesta  para  los  pueblos,  se  les  supuso  directos 
herederos  de  los  patriarcas  y  se  asimiló  la  sociedad  civil  a 
la  sociedad  doméstica.  Pero  no  hay  tal  herencia  ni  tal  ana- 
logía. La  autoridad  paterna,  instituida  para  suplir  la  in- 
experiencia de  los  hijos,  es  transitoria  porque  solo  dura 
hasta  que  ellos  alcanzan  su  completo  desarrollo  y  es  inevi- 
table porque  los  menores  no  pueden  ni  cambiarla  ni  subs- 
traerse a  ella;  la  autoridad  política,  que  se  ejerce  sobre  el 
pueblo  entero,  es  permanente,  pero  se  puede  cambiar  por 
voluntad  de  los  subditos.  La  subordinación  doméstica  se 
funda  en  la  filiación;  la  subordinación  política,  en  la  nece- 
sidad del  orden.  La  sociedad  doméstica  se  mantiene  unida 
por  los  vínculos  de  la  sangre;  la  sociedad  política,  por  los 
del  territorio  y  el  derecho.  El  fin  de  la  familia  es  la  re- 
producción; el  del  Estado  la  conservación  y  el  desarrollo 
del  orden.  Por  consiguiente,  para  emplear  los  términos  de 
Aristóteles,  la  diferencia  no  es,  como  se  ha  supuesto,  de 
menos  a  más,  sino  esencialmente  específica  (  ti  r). 

Empero,  cuando  tantos  y  tan  altos  pensadores  han  soste- 
nido el  origen  patriarcal  del  Estado,  sería  aventurado  creer 
que  esta  doctrina  carezca  en  absoluto  de  fundamento  posi- 
tivo.     Hay  sin   duda  hechos  (jue  parecen   justificarla.    Según 


(a/-)     Aristóteles,   Ln  PoUtii/tic:  liv.   I,  rhap.   I. 

I-ockf.   L(>  (7nuyernon}f'ti(  Civil,  chap.  XIV. 

Blunschli.   T¡ié(>rie  générah'  lie  VKtut.  liv.   11.  chap.  XIX 
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se  viene  observando  desde  la  Antigüedad,  el  régimen  pa- 
triarcal ha  precedido  en  muchas  partes  al  régimen  político, 
por  manera  que  en  ellas  el  Estado  aparece  como  simple 
derivación  del  patriarcado.  El  mismo  Platón,  que  no  nece- 
sitaba la  base  de  los  hechos  para  construir  sus  fantasma- 
gorías políticas,  porque  le  bastaba  su  fecunda  imaginación, 
atestigua  que  entre  los  bárbaros,  y  que  aun  entre  los  grie- 
gos, quedaban  vestigios  de  los  cuales  se  infería  que  en  los 
primeros  tiempos,  no  se  había  conocido  más  gobierno  que 
el  de  los  patriarcas  (as).  No  obstante  estos  hechos,  nos 
atrevemos  a  creer,  amparados  bajo  la  autoridad  de  Spencer, 
que  esta  doctrina  se  funda  en  una  imperfecta  observación, 
tanto  de  las  sociedades  realmente  primitivas  cuando  de  las 
circunstancias   que  generan   el  Poder   Público  {a  t  ). 

Sin  duda  en  muchas  sociedades,  especialmente  en  algunas 
de  natural  manso  y  pacífico,  se  ha  retardado  la  constitución 
del  Estado  hasta  una  época  en  que  el  patriarcado  se  en- 
contraba en  pleno  florecimiento.  Pero  si  no  podemos  sos- 
tener que  un  fenómeno  sea  causa  de  otro  por  el  hecho  de 
que  el  primero  (verbigracia,  el  día)  preceda  siempre  al  se- 
gundo (la  noche),  la  general  precedencia  del  patriarcado 
no  nos  autoriza  para  concluir  que  él  sea  el  origen  del  Estado. 
En  el  orden  natural,  nada  hay  más  falso  que  el  aforismo 
latino:  post  hoc,  ergo  propter  hoc. 

Para  sostener  que  la  potestad  política  se  deriva  de  la  po- 
testad patriarcal,  no  basta  probar  la  precedencia  del  pa- 
triarcado; precedencia  que  por  lo  demás,  no  siempre  ha 
existido.  Es  indispensable  citar  casos  comprobados  en  que 
un  hombre  aparezca  acatado  como  gobernante  por  el  pueblo 
entero  en  mérito  de  ser  patriarca  de  una  simple  tribu.  Pero 
casos  de  esta  naturaleza  nunca  se  han  citado,  y  creemos  que 
no  se  han  de  encontrar  en  la  vida  de  las  sociedades  porque 
el  carácter  de  patriarca,  que  da  a  un  anciano  autoridad 
sobre  sus  agnados,  ha  de  ser  ordinariamente  un   óbice  para 


(as)     Platón,  Les  Lois.  liv.  III,  pag.  81. 

(ai)     Spencer,  Principes  de    Sociologie,  t.  III,  §  450  et  475. 
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que  se  sometan  a  ella  los  individuos  de  sangre  extraña. 
Los  patriarcas  mismos  han  de  mirar  con  antipatía  la  insti- 
tución de  la  jefatura  política,  que  si  no  les  pone  en  condi- 
ción suljalterna,  por  lo  menos  les  hace  sombra  y  competen- 
cia. En  una  palabra,  así  como  nunca  se  vio  que  por  obra 
de  su  solo  desarrollo  espontáneo,  una  tribu  se  convirtiera 
en  pueblo  y  mucho  menos  en  nación,  tampoco  se  vio  jamás 
que  un  patriarca  se  convirtiera,  por  efecto  del  desarrollo 
espontáneo  de  la  consanguinidad,  en  jefe  y  mucho  menos 
en   rey   (  u  ii ). 

§  65.  ¿Cuál  es,   pues,  el  origen  del  Pastado? 

Al  impugnar  la  hipótesis  que  supone  ser  la  fuerza  el  ori- 
gen del  Estado,  dejamos  establecido  que  a  pesar  de  este 
rechazo,  se  debe  entender  (}ue  la  coacción  es  un  elemento 
jurídico  indispensable  a  toda  organización  política   (  n  /.). 

Así  mismo,  al  impugnar  la  hipótesis   del   contrato   social, 


(  n  n  )     Gumplowicz,   Precis  do  Socinlngio.  pag.   181  et  197. 

Aquellos  sociólog-os  que  desde  Bachoffen  o  Giraud-Teulon  vienen  soste- 
niendo que  el  matriarcado  es  una  fase  de  la  organización  de  la  familia  que 
siempre  precede  al  patriarcado  aducen  otros  argumentos  para  demostrar 
cuan  imposible  es  que  el  Poder  Público  se  derive  de  la  potestad  patriar- 
cal. La  tradición,  observa  Giraud-Teulon,  que  supone  ([ue  las  sociedades 
de  los  tiempos  heroicos  fueron  gobernadas  por  monarcas  cuyo  valor  se 
habría  derivado  de  la  patria  potestad  parece  haber  aniidatado  la  era  de 
las  monarquías.  Si  la  autoridad  del  bnsileus  se  deriva  de  la  del  patriar- 
ca, tal  fenómeno  no  se  puede  efectuar  sino  cuando  de  antemano  se  ha  in- 
corporado en  el  régimen  de  la  familia  el  |)arcntesco  agnático.  Fíntre  tanto, 
es  la  verdad  que  en  las  sociedades  más  atrasadas  no  se  conoce  más  pa- 
rentesco ()ue  el  de  la  linea  femenina,  y  que  la  agnación,  con  su  más  di- 
recto fruto,  cual  es  el  patriarcado,  solo  se  establece  en  estados  sociales 
más  o  menos  adelantados.  En  apoyo  de  esta  doctrina,  observa  Spencer. 
que,  por  ejemplo,  entre  los  iroqueses  no  pudo  derivarse  el  Poder  Público 
de  la  potestad  patriarcal  porcjue  el  |)atriarcado.  incompatible  con  la  cog- 
nación, no  alranzíj  a  desarrollarse  en  aquel  pueblo. 

Giraud-Teulon,  Ijfs  < triiíiin-s  tln  Mnri  ií;i\  etc..  chap.  X.\II,  p.ig.  460 
et  461. 

Spencer,  Principes  de  Sociolo^ir.  t.   II,  §  318. 

Gumplowicz,   Précis  do  Sooiolofrio.   pag.   180  et  181. 

Bunge.  Historia  dol  Dorochn  Ar^ontinn,  t.   I.  pág.    125  a  129. 

(az)     Ihering,  L' Evolution  du  Dntit.  §   113  et   I3í). 
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dejamos  también  establecido  que  a  pesar  de  este  rechazo, 
se  debe  entender  que  el  asentimiento  general  es  otro  de 
los  elementos  jurídicos  que  sirven  de  base  a  toda  organi- 
zación política. 

Dados  estos  antecedentes,  el  problema,  cuya  solución 
perseguimos,  queda  reducido  a  buscar  en  los  grados  infe- 
riores del  desenvolvimiento  social  situaciones  en  que  los 
salvajes  más  indisciplinados  sientan  espontánea  e  imperio- 
samente la  necesidad  de  seguir  y  prestar  obediencia  a  uno 
de  sus  ¡guales. 

Pero,  antes  de  averiguar  lo  que  la  etnografía  nos  dice 
acerca  de  este  punto,  conviene  que  estudiemos  un  fenómeno 
político  que  nos  hace  columbrar  los  orígenes  primeros  del 
Estado  y  que  se  ha  repetido  en  el  curso  entero  de  la  historia 
cada  y  cuando  se  han  reproducido  ciertas  circunstancias.  vSin 
necesidad  de  adquirir  conocimientos  muy  profundos  sobre 
la  vida  política  de  los  pueblos,  podemos  cerciorarnos  de 
que  en  todas  partes  la  anarquía  interior  y  las  guerras  ex 
tranjeras,  cuando  se  han  prolongado  sobre  manera,  han 
engendrado  como  si  dijéramos  fatalmente  dictaduras  mili- 
tares y  gobiernos  despóticos.  En  la  Antigüedad,  después 
de  un  siglo  de  sangrientas  revoluciones,  el  pueblo  más 
altivo  y  más  celoso  de  sus  libertades,  el  pueblo  romano, 
acabó  por  confiar  todos  los  poderes  públicos  al  menos 
meritorio  de  sus  caudillos,  a  César  Augusto;  y  en  la  Edad 
Contemporánea,  después  de  diez  años  de  anarquía  y  des- 
enfreno, el  pueblo  que  sacrificó  a  un  rey  bondadoso  y  sin 
hiél  para  recuperar  sus  libertades,  las  ofreció  en  holocaus- 
to a  un  general  victorioso.  No  hay  en  este  sometimiento 
de  los  pueblos  a  la  esclavitud  política  nada  de  irracional 
porque  cuando  prende  la  anarquía,  ella  propende  a  perpe- 
tuarse alimentándose  a  sí  misma,  y  los  elementos  conser- 
vadores, esto  es,  los  que  necesitan  de  la  paz  para  vivir  y 
prosperar,  acaban  por  persuadirse  a  que  el  único  remedio 
de  la  situación  consiste  en  constituir  un  poder  absoluto 
que  a  costa  del  orden  legal,  restablezca  el  orden  social. 

Esto  no  es  todo,  porque  el  mismo  efecto  ha  emanado 
de  las  guerras  nacionales  cuando  se  han   repetido  con  mu- 
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cha  frecuencia  o  cuando  su  duración  se  ha  prolongado 
sobre  manera,  como  que  no  fué  otro  el  origen  de  las  mo- 
narquías absolutas  que  florecieron  en  la  Edad  Moderna. 
Durante  los  siglos  medios,  las  monarquías  del  continente 
europeo  habían  vivido  muy  desmedradas  y  en  la  mayor 
pobreza.  Por  un  lado  el  feudalismo  y  por  el  otro  las 
ciudades  emancipadas,  tanto  por  causa  de  su  autonomía 
como  por  causa  de  su  inmunidad,  habían  reducido  a  lími- 
tes muy  estrechos  el  poder  y  los  recursos  de  la  reyecía. 
En  los  Estados  no  se  conocían  ni  los  ejércitos  permanentes, 
ni  las  contribuciones  para  pagar  los  servicios  públicos. 
Solamente,  en  ocasiones  excepcionales,  podía  el  rey  exigir 
auxilios  pecuniarios;  y  solamente  en  los  casos  de  guerra, 
podían  ser  obligados  los  vasallos  a  servir,  equiparse  y  ar- 
marse gratuitamente  por  el  término  de  no  más  de  40  a  90 
días.  Para  las  guerras  de  terruño  a  terruño,  en  rigor,  no 
se  necesitaba  más. 

Mas,  cuando  a  fines  de  la  Edad  Media  empezaron  las 
grandes  guerras  nacionales,  aquel  régimen  que  debilitaba 
a  los  Estados,  manteniéndolos  desarmados  y  divididos  en 
mil  autonomías  inmunes,  se  hubo  de  modificar  radicalmente 
para  franquear  la  constitución  de  poderes  absolutos.  Por 
de  pronto,  la  perpetuidad  del  peligro  iinpuso  la  necesidad 
de  los  ejércitos  y  de  las  contribuciones  permanentes  que  ro- 
bustecieron sobremanera  a  la  reyecía;  y  para  dar  unidad 
a  las  operaciones  bélicas  y  mantenerlas  en  reserva,  hubo 
que  concentrar  su  dirección  en  manos  del  rey  sometiendo 
a  ella  los  nobles  levantiscos.  A  imitación  del  Papado  y 
a  iniciativa  de  Fernando  el  Católico,  se  instituyó,  ora  para 
procurarse  amistades,  ora  para  espiar  a  los  enemigos,  el 
nuevo  servicio  de  la  diplomacia,  el  que  dirigido  exclusiva 
y  sigilosamente  por  la  corona,  dejó  al  real  arbitrio  la  de 
cisión  de  la  paz  y  de  la  guerra,  y  de  consiguiente,  la  suerte 
misma  de  los  pueblos.  Mientras  la  reyecía  se  fortalecía 
más  y  más,  la  fuerza  rebelde  del  feudalismo  que  se  había 
constituít-lo  exclusiva,  pero  admirablemente  para  la  defensa 
local,  se  desprestigiaba  y  debilitaba  de  día  en  día  porque 
se  mostraba  impotente  para  cooperar   con   la   corona  en  la 
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empresa  de  la  salvación  nacional.  Así  fué  como  de  las 
grandes  guerras  nacionales  salieron  formadas  las  monar- 
quías absolutas. 

Pues  bien,  este  hecho  no  es  un  fenómeno  ocasional  que 
haya  acaecido  una  sola  vez  en  la  vida  de  los  pueblos.  Por 
efecto  de  una  ley  social,  las  grandes  guerras,  así  como  la 
anarquía  prolongada,  propenden  en  todas  partes  y  en  to- 
dos los  tiempos  a  crear  jefaturas  absolutas  (  h  a  ).  Según 
lo  observa  Aristóteles,  durante  las  guerras  médicas,  la  au- 
toridad del  Areópago,  de  Atenas,  para  gobernar  el  Estado 
se  robusteció  sobre  manera  sin  que  ningún  decreto  popular 
le  confiriese  nuevas  facultades,  nada  más  que  porque  había 
asumido  la  dirección  de  las  operaciones  bélicas  (bh);  y 
cuando  Napoleón  III  sucumbió  en  Sedán,  la  Francia  entera, 
aun  en  su  parte  bonapartista  y  monárquica,  acató  la  dicta- 
dura ilegal  de  Gambetta. 

Sería  fácil  probar,  dice  Mommsen,  que  en  los  tiempos  de 
paz,  el  antiguo  cantón  de  Luca  era  regido  por  un  gobierno 
democrático  y  que  solo  en  casos  de  guerra,  los  magistra- 
dos nombraban  para  dirigirla  un  rey,  esto  es,  un  jefe  seme- 
jante al  dictador  romano  (be). 

Por  obra  de  causas  análogas,  un  fenómeno  parecido  se 
efectúa  día  a  día  en  las  últimas  gradas  de  la  escala  social. 
Con  singular  concordancia,  misioneros,  exploradores  y  via- 
jeros atestiguan  que  los  salvajes  más  indisciplinados  se  unen 
entre  sí  y  se  someten,  no  diremos  a  una  autoridad,  pero  sí 
a  una  dirección  cuando  se  sienten  amagados  por  un  peli- 
gro común  o  tentados  por  la  esperanza  de  un  buen  botín. 
La  experiencia,  observa  un  autor  citado  por  Spencer, 
ha  enseñado  -a  los  caribes  que  para  vencer  se  necesita  no 
solo  valor  sino  también  disciplina,  y  movidos  por  este  prin- 
cipio, se  reúnen  en  los  casos  de  guerra  y  eligen  capitán 
que  les  mande.     De  los  indígenas  de  Nicaragua,  dice  Ovie- 


(6  a)     Spencer,  Principes  de  Sociologie,  t.  II,  §  259. 

(66)     Aristóteles,  La  Répuhlique  Athénniene,  §  25. 

(be)     Mommsen,  Histoire   Romaine.  t.  I.  liv.  II,    chap.  I,  pag-.   305. 
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do  que  «no  se  gobernaban  por  caciques  e  único  señor», 
sino  a  manera  de  comunidades  por  un  Consejo  de  viejos, 
elegidos  popularmente,  el  cual  cuando  era  necesario,  instituía 
<  un  capitán  general  para  las  cosas  de  la  guerra  «  (  I)  d  )\ 
y  de  los  abipones  del  Paraguay,  dice  otro  autor  que  no  res- 
petan a  su  cacique  como  juez  ni  le  honran  como  señor, 
pero  le  siguen  y  obedecen  como  jefe  militar  en  los  casos 
de  guerra  (  he).  En  Xuka-Hiva,  donde  los  patriarcas  go- 
biernan durante  la  paz  con  su  influjo  personal  más  bien 
que  con  autoridad  política,  el  jefe  se  hace  obedecer  de 
todos  en  los  casos  de  guerra  (  h  t  )\  y  en  Suna,  país  del 
África  Central,  los  warinis,  que  viven  en  estado  acrático 
durante  la  paz,  reconocen  por  jefe  en  la  guerra  al  que  más 
se  distingue  en  los  combates  (  h  g  ). 

De  la  misma  manera  pasaron  las  cosas  entre  los  arauca- 
nos. Aunque  en  los  tiempos  normales  sus  caciques  no  es- 
taban armados  de  autoridad  alguna  sobre  los  extraños, 
cuando  llegaba  el  caso  de  una  guerra,  se  elegían  en  juntas 
generales    jefes  a  quienes  prestaban    obediencia    todas   las 


(  b  d)  Oviedo,  Historia  faenera}  y  Xntiiral  de  las  Indias,  t.  IV, 
lib.   XXXXII,  cap.  I,  pág.   36. 

Costa  observa  que  los  celtíberos  estaban  divididos  antes  de  la  conquista 
rumana  en  numerosos  pueblos,  cada  uno  de  los  cuales  era  gobernado 
por  un  régulo,  pero  que  de  vez  en  cuando  se  confederaban  contra  el 
enemigo  común.  «  Y  la  federación,  continúa,  traía  como  obligada  conse- 
cuencia instituciones  especiales,  entre  otras  una  Asamblea  federal  y  un  rey 
de  reyes,  con  poder  omnímodo  y  dictatorial,  lo  mismo  que  en  Grecia,  que 
en  la  Galia,  que  en  la  Fenicia,  que  en  América.  Podemos  formarnos 
una  idea  de  esta  institución  recordando  en  la  liiblia  a  Akis,  nombrado 
mclfk  por  los  seranitn  o  régulos  de  los  cananeos;  en  la  Iliadn.  a  Aga- 
menón, elegido  rey  de  reyes  por  los  reyezuelos  de  las  tribus  helénicas:  a 
Clovis,  proclamado  caudillo  por  los  h'niiif^s  de  las  tribus  fráncicas;  o  en 
el  poema  de  Krcilla  a  Caupolican,  aclamado  jefe  del  ejército  confederado 
por  los  demás  caciques  de  los  araucanos  •.  Costa.  Introducción  n  un 
tratado  de  Política,  pág.  252  y  253. 

(he)     Spencer,  Principes  de  Socioloi^ie.  t.   III.   5  473. 

(  h  f)     Rienzi.  Ln  ( >ceanía.  t.   II.  pág.  411. 

(  li  fr )     Stanley.  Le  Continent  Myterieux.  t.  I.  pag.   105. 
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tribus  que  habían  concurrido  a  la  elección.  Michimalongo, 
Caupolican,  Lautaro,  Turcupichum,  Lientur,  Loncomilla, 
Butapichón,  Pelantaro,  Aillapaje,  etc.,  etc.,  que  en  diferen- 
tes ocasiones  aparecen  ejerciendo  el  mando  supremo,  no  lo 
alcanzaron  por  herencia  en  su  calidad  de  patriarcas,  sino 
por  elección  general  en  atención  a  su  fuerza,  a  su  bravura 
o  a  su  astucia  (  h  b  ). 

Bagehot  observa  que  un  grado  cualquiera  de  perfección 
en  las  instituciones  políticas  puede  dar  la  superioridad  en 
la  guerra;  y  con  el  testimonio  de  algunos  viajeros,  agrega 
que  entre  las  tribus  salvajes,  parecen  llevar  la  ventaja 
aquellas  que  se  someten  a  un  poder  monárquico  más  vigo- 
roso, mientras  que  se  muestran  débiles  aquellas  donde  rigen 
gobiernos  multipersonales.  Donde  quiera,  concluye,  que 
la  guerra  absorbe  de  continuo  la  actividad  nacional,  un  des- 
potismo que  dure  por  lo  menos  tanto  como  la  campaña  es 
indispensable  porque,  según  Macaulay  lo  ha  dicho  muy  cuer- 
damente, a  menudo  se  han  visto  ejércitos  victoriosos  man- 
dados por  jefes  incapaces,  pero  nunca  mandados  por  asam- 
bleas deliberantes  (  h  i). 

En  realidad,  al  más  inexperto  se  le  ocurre  que  ordinaria- 
mente no  se  puede  hacer  la  guerra  con  probabilides  de  buen 
éxito,  a  no  ser  contra  hordas  indisciplinadas,  como  no  sea  di- 
rigida por  un  jefe  que  lleve  las  operaciones  con  unidad,  con 
energía,  con  rapidez  y  con  sigilo.  Cuando  los  expediciona- 
rios que  acompañaron  a  Ciro  el  joven,  regresaban  a  Grecia, 
resolvieron  elegir  un  jefe  porque  uno  solo,  dice  Jenofonte, 
podría  mejor  que  varios  imponer  su  voluntad  al  ejército;  si 
era  menester  mantener  en  reserva  algún  movimiento,  solo 
el  caudillo    lo  conocería  para    que  no    se  lo  divulgara,   y  si 


(  b  }i)     Rosales,  Historia   de  Chile,  t.  I.    lib.  I,    cap.  XVIII,  pág.   112 
y   113. 
Medina,  Los  Aborígenes  de  Chile,  cap.  VII,  pág-.  120. 
Alonso  de  Ovalle,  Histórica  Relación,  lib.  III,  cap.  II,  pág-.   150. 
Góngora  Marmolejo,  Historia  de  Chile,  cap.  XXXVIII. 

(hi)     Bagehot,  Le  Développement  des  Nations,  liv.  II,    chapitre  III, 
pag.   70. 
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era  necesario  tomar  la  delantera  al  enemigo,  se  ganaría  tiem- 
po con  la  supresión  de  las  deliberaciones.  En  tin,  las  reso- 
luciones se  ejecutarían  con  rapidez  porque  no  habría  que 
aguardar  a  que  los  estrategas  las  acordasen  a  pluralidad  de 
votos  (  hj). 

En  el  famoso  Discurso  de  la  Corona,  Demóstenes  expli- 
ca en  parte  la  derrota  de  Queronea,  recordando  que  en 
Atenas  nada  se  hacía  sin  la  venia  del  pueblo,  que  todo  se 
discutía  en  la  plaza  pública,  y  que  en  tales  condiciones,  no 
se  podía  conservar  el  secreto  de  las  operaciones  militares. 
Por  el  contrario,  en  Macedonia,  Filipo  era  generalísimo  de 
sus  tropas,  y  todo  lo  que  él  juzgaba  conveniente  lo  ejecu- 
taba de  seguida  sin  divulgarlo,  sin  someterlo  a  deliberacio- 
nes públicas  y  sin  pedir  la  venia  de  nadie  (  />  A' ). 

A  diferencia  de  los  griegos,  los  bárbaros  araucanos  imi- 
taron en  una  ocasión,  sin  pensarlo  ni  saberlo,  los  procedi- 
mientos de  Filipo  de  Macedonia.  Tratábase  de  organizar 
un  levantamiento  contra  los  invasores,  y  con  este  motivo  se 
celebró  una  junta  general  en  la  cual  Caupolican  no  sometió 
a  la  deliberación  de  los  concurrentes  más  que  la  resolución 
de  la  guerra,  y  sin  protesta  de  ninguno,  se  reservó  el  plan 
de  operaciones  y  de  ataque  que  había  forjado  (  />  /  ). 

Según  los  datos  que  preceden,  en  las  tribus  salvajes,  que 
viven  ordinariamente  en  estado  acrático,  se  constituyen, 
cuando  un  peligro  común  las  amaga,  autoridades  (]ue  a  di- 
ferencia del  patriarca,  por  su  naturaleza  permanente,  here- 
ditario y  agnático,  son  ocasionales  y  electivas  y  ejercen 
jurisdicción  sobre  el  pueblo  entero.  En  tales  casos,  aunque 
ninguna  ley  lo  prescriba,  la  simple  necesidad  de  la  acción 
combinada  y  de  la  dirección  unipersonal  impone  a  todos 
la  subordinación,  l.i  discipliiii  y  l.i  obediencia;  y  sin  pactos 
previos  ni  empleo  de  la   fuerza,  el  jefe  nace  ortlinariamente 


(  h  i  )  Jenofonte,  Expedition  de  Crrus,  liv.  \M,  rhap.  I. 

( /<  A' »     Démosténe  et  Ebchine,   CEtivrvs.  t.   V,   pag    451. 

{hl)  Rosales.  Historia  de  Chile,  t.  I.  lih.  III.  cap.  XXXI.   pág.  483 
y  484. 
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armado  de  facultades  coercitivas    que  por  asentimiento  ge- 
neral se  acatan  con   docilidad. 

Este  acatamiento  espontáneo  es  tanto  más  de  admirar 
cuanto  que  la  autoridad  a  quien  se  tributa  inviste  a  los  prin- 
cipios carácter  esencialmente  transitorio,  como  que  solo 
nace  para  conjurar  el  peligro  y  cesa  por  completo  cuando 
él  desaparece.  Julio  César  atestigua  que  entre  los  germa- 
nos no  había  durante  la  paz  magistrados  que  gobernasen, 
pero  que  cuando  un  pueblo  quería  defenderse  o  atacar, 
elegía  un  jefe  con  potestad  de  vida  y  de  muerte  (  /;]/). 
Así  mismo,  entre  los  antiguos  araucanos,  que  durante  la 
paz  vivían  bajo  la  autoridad  puramente  nominal  de  los  ul- 
menes, no  se  elegían  jefes  armados  de  potestad  sino  en  los 
casos  de  guerra  «y  para  solo  las  cosas  de  guerra»,  dice  un 
cronista  (h  ni  )\  y  no  de  otra  manera  pasaban  las  cosas 
entre  los  charriías  del  Uruguay,  según  Araujo,  y  entre  los 
primitivos  indígenas  del  Perú,  según  don  Francisco  de  To- 
ledo (  1)  n  ).  Análogamente,  diferentes  autores  nos  infor- 
man que  en  la  Baja  California,  no  reconocen  jefe  los  aborí- 
genes sino  en  los  casos  de  guerra  y  solo  mientras  ella 
dura;  que  en  las  tribus  de  los  cabezas -chatas,  la  autoridad 
de  los  jefes  cesa  con  la  guerra;  y  que  en  Vancouver,  no 
tienen  los  caciques  más  función  que  dirigir  los  movimientos 
en  las  incursiones  bélicas.  En  resumen,  observa  Spencer,  no 
nace  el  poder  público  para  reprimir  las  agresiones  internas 
de  uno  a  otro  individuo,  sino  para  reprimir  las  agresiones 
externas  de  tribu  a  tribu   (  b  ñ  ). 


(hll)     Julius  Caesar,  De  Bello  Gallico.  Hb.  VI,  cap.  V,  pág.  263. 

(b  m)     Rosales,  Historia    de  Chile,  t.  I,  lib.  I,  cap.  XXIIT. 

Los  toquis,  dice  Olivares,  son  casi  los  únicos  que  mandan  como  lo 
deja  entender  su  nombre,  de  toquin.  mandar;  pero  «estos  oficios  son  sin 
ejercicio  en  la  paz,  ni  hay  otro  alguno  que  tenga  jurisdicción  en  ella». 
Olivares,  Historia  de  Chile,  lib.  I,  cap.  XIV. 

(b  n)  Araujo,  Historia  de  los  Charrúas,  cap.  XI,  pág.  67,  cap.  XIII, 
pág.  77,  y  cap.  XIV,  pág.   81. 

Medina,  La  Imprenta  en  Lima,  t.  I,  pág.  179. 

Sarmiento  de  Gamboa,   Geschichte  des  Inkareische,  pág.   29. 

(bñ)     Spencer,  Justice,  %   112. 
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Constituido  originariamente  el  Poder  Público  con  propó- 
sitos transitorios,  de  suyo  se  infiere  cjue  los  caudillos  de  las 
sociedades  primitivas,  a  diferencia  de  los  patriarcas,  no  han 
de   tener  carácter  vitalicio,  mucho  menos  hereditario. 

Está  acreditado  el  origen  electivo  de  los  primeros  jefes 
no  solo  por  la  etnografía,  que  lo  ha  observado  innumerables 
veces  en  los  pueblos  más  atrasados,  sino  también  por  las 
tradiciones  más  fidedignas  de  la  Antigüedad. 

Lo  primero  en  cjue  aparece  haber  sido  muy  político  el 
gobierno  de  los  mejicanos,  dice  Acosta,  «  es  el  orden  que  te- 
nían y  guardaban  inviolablemente  de  elegir  rey.  porque  desde 
el  primero  que  tuvieron  llamado  Acamapich,  hasta  el  últi- 
mo, que  fué  Moctezuma,  ninguno  reinó  por  herencia  y  suce- 
sión, sino  por  legítimo    nombramiento    y  elección»   ( ')  o ). 

En  la  Antigüedad,  fué  muy  general  el  carácter  electivo 
de  las  monarquías.  Cuando  Ciro  dijo  a  los  caduseos: 
«  elegid  por  vosotros  mismos  según  vuestra  costumbre  un 
jefe  que  con  la  ayuda  de  los  dioses  y  la  nuestra  atienda  a 
vuestras  necesidades  »,  claro  testimonio  dejó  de  que  la  jefa- 
tura suprema  se  proveía  por  elección  (  h  j)  ). 

Por  Aristóteles  sabemos,  asimismo,  que  los  Acsxinin'tns, 
reyes  o  dictadores  absolutos  de  la  antigua  (Grecia,  eran 
instituidos  también  por  elección,  ora  con  carácter  vitalicio, 
ora  para  un  objeto  transitorio,  y  tjue  igualmente  electivos 
eran  los  dos  reyes  de  Lacedomonia  y  el  de  Cartago  (  h  q  ). 

La  auténtica  historia  de  Roma  solo  empieza  unos  dos 
siglos  después  déla  monarquía;  pero  es  muy  significativo 
que  sus  tradiciones,  escrituradas  por  Tito  Livio  y  Dionisio 
de  Halicarnaso,  atestigüen  uniformemente  que  el  cetro  pasó 
siempre  de  una  mano  a  otra,  por  elección  o  aclamación,  y 
que  nunca  se  dio  el  caso  de  íjue  un  hijo  sucediese  a  su 
padre. 


{b  o)     Acosta,  Historia  Xoturul y  Mortü  df  las  Indias,  t.  II.  lib.  VI. 
cap.   XXIV,  páy.   136. 

(  /» /»  )     Xcnophon,  Cvropédie.  liv.  V,  chap.   IV. 

(  /*  7  )     Aristóteles.   La  Politiíjiir.  liv.   II.    chap.   VI.  §  20.  ci  cha¡v  VIII. 
§   2.  et  liv.  IIl.  chap.  IX,  §  5. 
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Por  elección  también  eran  nombrados  los  reyes  de  la  Ir- 
landa céltica,  y  cuando  no  procedían  a  gusto  del  pueblo  en 
el  desempeño  de  sus  funciones,  podían  ser  depuestos  por  la 
Asamblea  (  b  r). 

Empero,  no  vayamos  a  creer  que  estas  elecciones  se  ha- 
gan por  votación,  medio  tardíamente  ideado  para  conocer 
la  voluntad  real  de  los  pueblos  contra  las  imposiciones  de 
minorías  atropelladoras  y  bulliciosas,  que  aparentan  mu- 
cha fuerza  metiendo  mucho  ruido.  Cuando  Jornandes  re- 
fiere que  antes  de  terminadas  las  exequias  de  Teodorico,  los 
godos  proclamaron  rey  «  al  ruido  de  las  armas  al  valiente  y 
glorioso  Torismundo  )'  (  b  rr),  bien  deja  entender  que  la 
elección  se  redujo  a  una  simple  aclamación. 

De  la  misma  manera  procedían  las  demás  hordas  invaso- 
ras.  Los  reyes  de  cada  una  de  ellas,  que  en  realidad  no 
eran  sino  jefes  militares,  se  elegían  sin  votaciones  por  el 
pueblo  entero,  o  sea  por  la  asamblea  general,  que  cuando 
salía  a  campaña,  se  convertía  en  ejército.  Por  obra  de  las 
circunstancias  en  que  la  proclamación  se  hacía,  era  costum- 
bre alzar  al  electo  sobre  los  hombros  o  sobre  un  escudo  a 
fin  de  que  toda  la  muchedumbre  le  conociera  de  visu.  Así 
procedían  los  germanos,  así  los  francos,  así  los  godos,  así 
los  escandinavos,  etc.,  etc.  Cuando  ya  el  régimen  heredi- 
tario era  antiguo  en  España,  se  decía  corrientemente  alzar 
o  levantar  rev  por  proclamar  rev,  y  esta  expresión,  que 
en  sus  orígenes  había  tenido  sentido  propio,  y  que  ya  no 
se  usaba  sino  en  sentido  figurado,  se  conservaba  como  re- 


(  b  /•)     D'Arbois  de  Jubainville.  Le   Senchus  Mor.  pag-.   72. 

(6  rr)     Jornandes,  Histoire  des  Goths.  pag-.  275. 

En  la  información  levantada  en  el  Perú  por  don  Francisco  de  Toledo 
hacia  1572,  se  dice:  que  «  cuando  entrellos  ( los  naturales  )  salía  algún  in- 
dio que  se  señalaba  más  que  los  otros  en  la  guerra,  iba  éste  delante,  al 
cual  seguían  todos,  sin  que  hobiese  otra  manera  de  elección  para  que  fuese 
su  capitán  y  los  mandase.  .  .  y  si  otro  se  señalaba  más  quél  le  dejaban, 
y  siempre  seguían  al  que  más  se  señalaba  k.  Medina,  La  Imprenta  en 
Lima.  t.  I.  pág.   178. 
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miniscencia  de  la  solemnidad  de  las  aclamaciones  primiti- 
vas (  b  s). 

La  misma  condición  de  transitorio  con  que  originaria- 
mente se  constituye  el  Poder  Público,  al  cual  no  se  da  vida 
sino  para  dirioir  determinadas  operaciones  bélicas,  nos  ex- 
plica la  multiplicación  de  los  interregnos  en  las  primeras 
etapas  de  la  vida  de  los  Estados,  dado  que  las  guerras 
tienen  siempre,  aun  en  las  sociedades  inferiores,  carácter  de 
intermitentes. 

Mientras  en  las  naciones  más  civilizadas  se  tiene  la  con- 
tinuidad del  gobierno  por  condición  inomisible  de  orden, 
de  paz  y  de  progreso,  las  tradiciones  de  los  primeros  tiem- 
pos, los  anales  de  las  épocas  más  remotas  y  los  relatos  de 
los  viajeros  atestiguan  de  consuno  que  algunos  pueblos 
han  recorrido  largas  etapas  en  el  camino  de  la  civilización 
antes  de  sancionar  la  perpetuidad    del  Poder  Público. 

Según  el  Lihro  do  los  Juccos,  los  israelitas  no  tuvieron  go- 
bierno permanente  antes  de  la  constitución  de  la  monarcjuía. 
Durante  un  período  que  presumiblemente  abrazó  más  de 
500  años,  se  concretaron  a  elegir  en  los  casos  de  común 
peligro  un  jefe  político-militar  que  les  condujese  a  la  victo- 
ria, pero  una  vez  restablecida  la  paz,  no  se  curaban  de  darle 
sucesor  cuando  fallecía,  por  manera  que  casi  indefectible- 
mente encontramos  un  interregno  después  de  cada  jefa- 
tura. 

Análogamente,  según  las  primitivas  tradiciones  romanas, 
Numa  fué  elegido  rey  después  de  un  interregno  de  más  de 
un  año  {  h  t  ),  y  según  el  Soacluis  Mor.  entre  los  celtas 
irlandeses,  después  de  la  muerte  del  rey  Coneré  transcurrió 
un  septenio  entero  antes  df  que  el  pueblo  pensara  en  elegir 


(  b  s  )     Ihcring.  Preliistorin  de  los  I ndo- Europeos.  %  38. 

Grégoirc  de  Tours.  líistoirf  ecclésiastiíjtic  de  Franco,  t.  I.  liv.  II. 
chap.  XL. 

Fustel  de  Coulanjjes,  La  Monarchie  Franquc,  chap.   II.  pag.  50. 

Colmeiro,  Historia  do  la  Constitucii'm  do  7o.s  Roif¡tis  dr  Loan  y  Cas- 
tilla, t.    I,  cap.  XVIII. 

(  h  t  )     Tito  Livio,   Doradas,  t.   I,  pág.   32. 
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un  sucesor  (  h  u  ).  En  los  Estados  cultos  la  necesidad  per- 
manente de  atender  a  la  conservación  del  orden  y  a  la  ad- 
ministración de  los  intereses  públicos  impone  la  perpetui- 
dad  del  gobierno. 

La  guerra,  entonces,  que  tantos  estragos  causa  en  las 
sociedades  cultas,  es  en  las  tribus  primitivas  así  como  en  las 
más  civilizadas  el  factor  más  poderoso  de  cohesión  interna  y 
de  subordinación  política.  A  no  actuar  en  los  corazones  el 
temor  al  exterminio  o  la  esperanza  del  botín,  los  salvajes 
no  se  avendrían  a  respetar  ni  la  autoridad  ni  las  órdenes 
de  uno  de  sus  iguales.  En  aquellas  sociedades  que  viven 
siempre  en  paz  porque  las  guerras  o  son  muy  difíciles,  o 
no  ofrecen  incentivos  suficientemente  tentadores,  la  venera- 
ción a  los  ancianos,  el  respeto  a  los  fuertes,  la  admiración 
a  los  más  hábiles  y  astutos  jamás  llegan  a  convertirse  en  verda- 
dera obediencia.  Spencer  cita  en  comprobación  numerosos 
pueblos,  verbi  gracia,  los  esquimales,  los  bodos,  los  dhi- 
raales,  los  todas,  los  michmis,  los  karenses,  los  lepchas,  etc., 
que  nunca  tienen  guerras  y  que  correlativamente  viven  li- 
bres y  dispersos,  o  bien  sujetos  por  lazos  voluntarios  a  jefes 
que  carecen  de  facultades  coercitivas. 

La  jefatura  accidental  instituida  para  dirigir  las  opera- 
ciones de  una  guerra  cualquiera  es  el  primer  órgano  espe- 
cífico que  se  crea  para  desempeñar  funciones  determinadas. 
Por  elemental  que  sea  esta  organización,  en  la  vida  política 
de  los  pueblos  no  hay  adelantamiento  alguno  de  mayor 
trascendencia  porque  cuando  una  tribu  salvaje  instituye  un 
jefe,  lo  que  hace  es  fundar  un  Estado.  Si  es  muy  discuti- 
ble que  en  las  monarquías  constitucionales  el  rey,  lla- 
mado por  metonimia  el  soberano,  personifique  por  sí  solo 
al  Estado,     no    cabe    discusión    respecto    de   los     primeros 


(bu)     Spencer,  Principes  de  Sociologie,  t.   IIÍ,  §  442. 
Cornejo,  Sociología  General,  t.   II.  cap.  VI,  §  II. 
Viveiros  de  Castro,   Estudos  de  Direito  Publico,  cap.   I,  pag.  24. 
Stein,  La  Scienza  della  Pubblica  Amministrazione,  pag.  10. 
Comte,  Cours    de    Philosophie    Positive,  t.   IV,    Lie   lecon,  pag.  504 
a  507. 
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jefes,  que  con  nadie  comparten  el  ejercicio  de  la  sobera- 
nía (  /)  V  ). 

§  66.  En  los  pasados  siglos,  cuando  la  etnografía  no  ha- 
bía todavía  acopiado  y  clasificado  datos  relativos  a  la  vida 
primitiva  de  las  sociedades,  la  ciencia  política  quiso  saber 
cuál  fuese  el  primer  gobierno  de  los  pueblos,  y  cuáles  los 
orígenes  de  las  primeras  monarquías;  y  con  la  sola  ayuda 
de  las  tradiciones  había  llegado  a  establecer,  por  hecho 
casi  indiscutible,  que  la  rcyecía  había  aparecido  en  la  etapa 
inferior  del  desenvolvimiento  político  antes  que  otra  alguna 
forma  de  gobierno  (  /*  w  ). 

Sin  propósito  preconcebido,  habían  conspirado  a  difun- 
dir este  error  los  más  antiguos  historiadores.  Había  em- 
pezado la   historia  a  relatar  los    orígenes    de  los    pueblos 


(  6  \'  )     D'Arhois  de  Juhainville,  Scitclius  Mor.   pag.   70. 

(  b  w  )  Aristóteles  dice  que  de  las  magistraturas  supremas  de  Atenas  la 
más  antigua  fué  la  reyecia ;  que  con  esta  forma  de  gobierno  apareció  el 
Estado  ateniense  en  sus  orígenes,  y  que  más  tarde  se  instituyó  la  pole- 
marquia  para  suplir  la  incapacidad  militar  de  algunos  reyes.  Aristóteles, 
Ln  RéjtubliijUf  Athénn'unt-,  §  3. 

Strabon,  defiriendo  sin  duda  a  la  o()inión  de  Aristóteles,  dice:  t  Go- 
bernados originariamente  por  rcyi-s,  los  atenienses  adoptaron  con  el  tiem- 
po el  régimen  democrático  ».  Strabon,  (Sf^oiírapliir,  t,  II,  liv  ,  IX.  chap.  1. 
§  20. 

Cicerón  generalizó  el  hecho  afirmando  cjue  «  en  los  tiempos  antiguos 
todas  las  naciones  fueron  gobernadas  por  reyes  ».  Cicerón,  Des  Lois, 
liv.  III,  §  II,  pag.   155. 

Es  digno  de  notarse  que  entre  los  autores  antiguos,  Plat<')n  enseñó  una 
doctrina  diferente,  a  saber,  que  el  primer  gobierno  fué  el  patriarcado  y 
que  en  seguida  se  nombraron  jefes;  al  patriarcado  habría  sucedido  o  la 
aristocracia  o  la   monarquía.     Platón,  Les  Lois,  liv.   III,  pag.  81   et   84. 

Bovadilla  y  en  general  todos  los  teólogos  católicos  sostienen  en  respeto 
a  las  leyendas  mosaicas  »  que  Nemrod.  hijo  de  Chus,  y  nieto  de  Cham.  .  . 
fué  el  primero  que  redujo  después  del  Diluvio  los  hombres  a  que  obede- 
ciesen a  un  solo  rey,  y  él  se  apodrr<'>  del  reino  y  señorío  del  mundo  y 
fundó  la  población  de  Babilonia*.  Hovadilla.  I'oUticn  ¡utra  <'orrefíido- 
res.  t.  I,  lib.  I,  cap.  I.    pág.   X. 

Goguet,  dice  que  el  gobierno  monárquico  es.  sin  disputa,  el  más  anti- 
guo y  más  universalmente  establecido,  como  lo  atestigua  la  Escritura. 
Goguet,   Di-  ¡'(h'ifíiiw  fh'S  Lois.  etc..  t.  I.  pag.   20. 
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hacia  una  época  en  que  los  directos  sucesores  de  aquellos 
caciques  y  de  aquellos  jefes  militares  y  ocasionales  que  apa- 
recen en  las  primeras  etapas  del  desenvolvimiento  político 
se  habían  transformado  sin  cambiar  de  nombre,  por  efecto 
de  una  evolución  insensible,  en  jefes  permanentes  y  here- 
ditarios. En  estas  circunstancias,  paralogizados  por  la 
identidad  de  las  denominaciones,  los  historiadores  se  ima- 
ginaron ver  verdaderos  reyes  en  los  simples  jefes  de  tribu, 
recordados  por  las  tradiciones.  El  caso  del  antiguo  Perú, 
donde  el  título  de  Incn,  que  a  los  principios  no  significaba 
sino  cacique  o  patriarca,  quedó  a  la  larga  monopolizado 
por  el  príncipe  del  Imperio  (/ía),  parece  haberse  repetido 
en  cada  una  de  las  naciones  que  florecieron  en  la  Anti- 
güedad. 

Cuando  la  Bihlia  nos  cuenta  que  Abraham  reunió  un  ejér- 
cito de  318  siervos  para  combatir  a  cuitro  reyes  [bv]  y 
que  en  Canaán,  que  no  medía  más  de  200  kilómetros  de 
largo  ni  más  de  160  de  ancho,  imperaban  al  tiempo  de  la  in- 
vasión israelita  más  de  100  reyes,  a  todas  luces  da  este 
nombre  a  simples  caciques  o  jefes  de  tribus  diminutas  (hz). 

Análoga  observación  cabe  hacer  respecto  de  los  primiti- 


{bx)     Saavedra.  El  Ayllu.  pág.   34. 

II  On  avait  constamment  représente  le  g-ouvernement  Aztéque  (  dit  Na- 
daillac  )  comme  une  monarchie  héréditaire,  fortement  org-anisée  et  appu- 
yée  sur  une  noblesse  également  héréditaire...  Les  récits  presque  unáni- 
mes des  écrivains  espag-nols,  domines  á  leur  insu  peut-étre  par  les 
impressions  ou  les  préjugés  de  leur  pays.  contribuérent  á  établir  cette 
légende.  Les  recherches  nouvelles  permettent  au  contraire  de  croire  que 
le  gouvernement  était  tres  démocratique  et  que  les  fonctions  s'obtenaient 
par  élection».    Nadaillac,  LWmévique  Préhistorique.  chap.  VI,  pag.  309. 

{hy)     Génesis,  cap.  XIV,  §   I   a   14. 

(  6  z )     El  Libro  de  Josué,  cap.  XII,  §  9  a  24. 

El  Libro  de  los  Jueces,  cap.  1,  §  7. 

Ihering-.   Esprit  du  Droit  Ronmin.  t.  I,  liv.  I,  tit.  I,  chap    II,  §   16. 

Según  Morgan,  el  territorio  de  la  Palestina  no  mide  más  de  200  kiló- 
metros de  largo,  ni  más  de  160  de  ancho,  o  sea  su  superficie  solo  alcanza 
a  32.000  kilómetros  cuadrados.  Morgan,  Les  Premieres  Civilisations, 
chap.  IX,  pag.   306. 
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VOS  jefes  helénicos  y  romanos.  En  los  tiempos  históricos, 
se  llamaba  l)HSÍh'US  en  Grecia  y  rcx  en  Roma  al  príncipe 
vitalicio  y  absoluto  de  un  Estado  más  o  menos  poderoso; 
y  cuando  los  historiadores  y  filósofos  notaron  (}ue  los  pri- 
mitivos jefes  habían  llevado  estos  mismos  nombres,  se  ima- 
ginaron que  ambos  pueblos  habían  sido  regidos  por  ver- 
daderos reyes  hacia  una  época  en  que  el  territorio  griego 
estaba  dividido  en  más  de  50  Estados,  y  en  que  el  territo- 
rio romano  no  medía  más  de  20  a  25  kilómetros  de  diá- 
metro (  <•  ii).  Evidentemente  incurrieron  en  este  error  porque 
no  advirtieron  (jue  por  efecto  de  una  evolución  insensible, 
más  fácil  de  percil)ir  en  sus  resultados  que  en  su  desarrollo, 
había  cambiado  de  manera  profunda  el  significado  de  ambas 
voces.  Según  se  ha  observado  repetidas  veces,  el  latín  re\\ 
el  celtoirlandés  W/í/j.  el  gótico  rniks,  el  griego  hnsilms,  el 
germánico  kocniíí,  el  sánscrito  kimi,  que  en  todos  los  pue- 
blos civilizados  significan  n\\\  significaron  originariamente 
S}t<¡uoin  o  cncifun',  esto  es,  jefe  de  fjf/i.s  o  de  tribu  {<-!>). 
En  el  establecimiento  de  las  monarquías  bárbaras,  entre 
los  siglos  I\'  y  \'l,  aparece  plenamente  confirmada  esta  doc- 
trina. Como  lo  ha  observado  Fustel  de  Coulanges,  las 
hordas  invasoras  no  pretendieron  emanciparse  de  Constan- 
tinopla  y  formar  Estados  independientes  cuando  se  estable- 
cieron en  el  tt-rritorio  (le!  Imperio;  y  al  contrario,  a(juelIos 
de  sus  jefes  que  se  distinguían  con  el  título  de  lirvcs.  se 
declaraban  humildemente  subditos  y  siervos  del  emperador. 
No  significaba  entonces  el  título  de  rpv,  dice,  lo  que  signi- 
ficó más  tarde,  y  a  nadie  se  le  ocurría  parangonarlo  con  el 
de  t>mj)rru<h>r,  portiue  se  estimaba  a  la  inversa  que  el  rey 
estaba  muy  por  debajo  del  simple  patricio,  del  cónsul  y 
aun   del  maestre  de   la   milicia  (  f  c  ). 


íca)     Strabon,   (}éo^rn¡>liif.  t.    I,   liv.   V,    rhap.   III.   §   2  ei    4. 
Mommscn,  Histnirf  htomaiiu'.  t.  I,  liv.   I,  chaj).  IV,  pajj.  5  7. 
(olí)     Knpcls,    Ori^rn  de  Iti  Fnniilin.   páp.    190  y  231. 
Costa,   littroducciiilt  a  un  Trillado  dr  PoliticH.  pág.  243. 
Iherinjr,  Prehistoria  d»-  los   Indoriiropfos,  i  44,  págs.  424  a  42ft. 
(ce)     Fustel  de  Coulanges.  L'Inynsion    (írrinnniíiur.  liw  II.  cha¡)iire 
XI,  pag.  515. 
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Sea  de  esto  lo  que  sea,  el  hecho  es  que  según  se  infiere 
de  los  datos  acopiados  más  arriba  ( §  51 ),  en  los  grados 
inferiores  de  su  desenvolvimiento,  las  sociedades  desempe- 
ñan por  sí  mismas  todas  las  funciones  públicas;  y  en  el 
mundo  nunca  hubo  ni  pudo  haber  gobierno  anterior  al  de 
las  asambleas  generales  (  c  ch  ).  Aun  a  priori  no  se  com- 
prende cómo  podría  suceder  que  si  todas  las  instituciones 
fundamentales  han  de  tener  origen  social,  el  gobierno  de 
uno  precediese  al  de  todos. 

Más  aun:  según  lo  hemos  demostrado  en  el  precedente 
parágrafo,  el  primer  órgano  específico  que  las  sociedades 
crean  para  confiarle  el  desempeño  de  funciones  determina- 
das no  es  nunca  la  monarquía  hereditaria,  absoluta  y  per- 
petua; es  siempre  la  jefatura  militar,  electiva  y  temporal, 
llamada  exclusivamente  a  dirigir  las  operaciones  de  una 
guerra. 

Empero,  si  un  concurso  cualquiera  de  circunstancias,  que 
por  haberse  verificado  una  vez  puede  repetirse  ciento,  es 
el  que  origina  la  cooperación  y  la  subordinación  política, 
bien  se  comprende  que  su  frecuente  repetición  ha  de  pro- 
pender a  imprimir  carácter  de  permanente  a  la  autoridad 
accidental,  y  carácter  de  habitual  a  la  obediencia  ocasio- 
nal (  c  d ).  Esta  evolución  se  ha  de  efectuar  en  el  mundo 
bárbaro,  particularmente  cuando  una  tribu  belicosa  se  en- 
cuentra rodeada  de  tribus  hostiles,  porque  la  permanencia 
del  peligro  la  precisa  a  perpetuar  la  jefatura  de  su  caudillo 
ora  para  proveer  prontamente  a  la  defensa,  ora  para  pre- 
parar con  acierto   el  ataque. 

Tal  es  la  explicación  más  plausible  de  las  primitivas  re- 
yecías  de  Esparta  y  de  Roma.  Dado  que  en  uno  y  otro 
pueblo,  el  rey  no  tenía  originariamente  poder  más  que 
para  dirigir  los  asuntos  militares  y  los  religiosos,  que  eran 
conexos,  es  evidente  que  la  reyecía  fué  instituida  solo  para 


(  c  ch )     Sumner   Maine.  L' Anclen   Droit   et  la   Coiitume   Prlmltlve, 
chap.  VI,  pag.   230. 

Lubbock,  Origines  de  la  Clvlllsatlon,  chap.  X,  pag.   438  et  439. 
(cd)     Spencer,  Principes  de  Sociologie,  t.  III,  §  473. 
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dirigir  la  guerra:  y  si  quedó  subsistente  en  la  paz  acapa- 
rando otras  funciones  públicas,  fué  sin  duda  porque  bajo  la 
amenaza  permanente  de  los  Estados  circunvecinos,  todos 
rivales,  espartanos  y  romanos  sintieron  la  necesidad  de  man- 
tener organizadas  sus  fuerzas  para  la  defensa  y  para  el  ataque. 
En  uno  y  otro  pueblo,  el  rey  empezó  por  ser  simple  jefe 
militar  (  ce  ). 

En  Tasmania,  el  caudillo  cjue  ejercía  el  mando  durante 
la  guerra,  ordinariamente  lo  perdía  tan  pronto  como  la  paz 
se  restablecía;  pero  cuando  el  estado  de  guerra  se  prolon- 
gaba durante  mucho  tiempo,  correlativamente  propendía  a 
perpetuarse  la  jefatura  del  caudillo,  a  lo  menos  mientras  no 
sobrevenían  fracasos  que  le  desprestigiasen   (  </'). 

Según  l'l  ¡Jhi-o  <li'  los  Jueces,  varios  de  los  dictadores 
instituidos  por  el  pueblo  de  Israel  para  dirigir  las  opera- 
ciones bélicas,  conservaron  cierta  autoridad,  |)or  lo  menos 
la  autoridad  judicial  que  les  dio  el  nombre,  cuando  termina- 
ron las  guerras  cuya  dirección  se  les  había  confiado;  y  la 
conservaron  no  solo  a  virtud  del  prestigio  que  la  victoria 
les  había  dado,  sino  también  en  fuerza  de  la  necesidad  de 
mantener  la  organización  militar  (juo  la  hostilidad  de  los 
Estados  circunvecinos  imponía. 

A  nuestro  juicio,  es  en  esta  subsistencia  de  los  caudillos 
victoriosos,  requerida  por  la  permanencia  de  un  peligro  na- 
cional, donde  están  los  orígenes  tanto  de  la  transformación 
del  simple  jefe  militar  en  verdadero  gobernante  cuanto  de  la 
institución  de  la  monarquía,  y  no  en  actos  casi  imposibles  de 
usurpación,  avasallamiento  y  violencia.  Hay  una  razón  deci- 
siva para  creer  que  esta  evolución  se  o[)era  ordinariamente 
sin  resistencias,  y  es  que  en  los  grados  inferiores  del  des- 
arrollo jurídico,  no  se  distingue  el  derecho  civil  del  derecho 
militar,  ni  las  funciones  gubernativas  de  las  judiciales  ni  de 
las    legislativas.      Por    causa    de    esta    confusión,    cuando    el 


ice)     Aristóteles.   Ln   Pnlitiqnc.    liv.   III,  chap.  IX.  $  2. 
Ihering:,   Hsprit  du  l>roit  liOiiinin.  t.   I.  sS   20.  pag.  253  á  255. 

(o/')     Spcncer.  Justice.   §   III. 
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encargado  del  mando  militar  continúa  en  la  paz  drago- 
neando de  jefe,  se  encuentra  por  el  mismo  hecho  armado 
de  facultades    omnímodas  y  convertido  en  autócrata  y  rey. 

A  los  principios,  observa  Spencer,  la  continuidad  de  la 
guerra  impone  la  permanencia  del  caudillo;  y  en  seguida, 
cuando  su  prestigio  como  jefe  militar  aumenta,  lo  adquiere 
por  el  mismo  hecho  como  jefe  civil,  y  durante  las  subsi- 
guientes etapas  de  la  evolución  social,  continúan  estrecha- 
mente confundidas  la  supremacía  militar  y  la  supremacía  po 
lítica  (c^),  por  manera  que  en  la  mayor  parte  de  los 
pueblos  más  atrasados,  no  hay  más  general  posible  que 
el  rey  ni  es  posible  que  reine  otro  que  aquel  que  manda  los 
ejércitos. 

Podríamos  comprobar  históricamente  que  estos  son  los 
orígenes  de  la  monarquía  primitiva.  Según  observa  Stade, 
«  así  como  el  origen  si  no  del  reino  de  Jerobbaal,  a  lo  me- 
nos de  su  fama  nacional  fué  una  brillante  expedición  de  re- 
presalias contra  uno  de  los  pueblos  del  desierto  que  empeza- 
ban a  estrechar  a  los  hijos  de  Israel  en  la  comarca  occidental 
del  Jordán,  de  igual  suerte  la  monarquía  benjamita  debió 
su  fundación  a  un  hecho  parecido :  a  la  atrevida  incursión 
de  los  amonitas,  tribu  del  desierto  en  la  tierra  de  Galaad, 
que  dio  motivo  a  Saúl  para  una  gloriosa  campaña,  mediante 
la  cual  logró  que  se  fijaran  en  él  sus  compatriotas.  Pero 
ésta  no  fué  más  que  la  causa  exterior  o  determinante;  en 
realidad,  la  eficiente  que  trajo  consigo  la  fundación  de  la 
monarquía  de  Saúl  arrancaba  de  más  hondo.  Un  peligro 
mucho  mayor  que  el  de  las  incursiones  de  las  tribus  del 
desierto  sirio  no  solo  amagaba  a  Israel  sino  que  ya  lo  había 
herido:  la  dominación  de  los  filisteos.  Sacudir  el  yugo  de 
esta  dominación  extranjera  fué  la  misión  que  se  impuso  a 
la  monarquía  benjamita  »    (  c  h  ). 

En  la  conquista  del  Imperio   Romano,   por  los   bárbaros 


(cg)     Spencer,  Principes  de  Sociologie,  t.  II,  §  259,  et  t.  III,  §  473 
et  553. 

i  c  h  )     Stade,  Historia  del  Pueblo   de  Israel,    pág-,  79  del  tomo  IIl 
de  la  Historia  Universal  de  Oncken. 
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se  puede  estudiar  prácticamente  la  manera  como  los  cau- 
dillos militares  llegan  a  convertirse  en  jefes  políticos.  Los 
caudillos  que  invadieron  el  Imperio  seguido  de  hordas  más 
o  menos  numerosas  no  eran  reyes  propiamente  tales,  y  los 
que  le  seguían  se  habrían  sublevado  contra  el  epíteto  de 
subditos.  Todos  eran  iguales,  compañeros,  uust rostiónos, 
y  la  muchedumbre  que  ellos  formaban  era  guiada,  no  go- 
bernada por  el  que  había  tomado  la  iniciativa  de  la  expe- 
dición. Mas  cuando  hubieron  ocupado  el  territorio  roma- 
no, acaso  prestos  a  disolverse,  el  semblante  liostil  de  la 
población  ambiente  les  precisó  a  mantenerse  unidos  bajo 
la  dirección  del  caudillo,  el  cual  quedó  por  el  mismo  hecho 
convertido  en  jefe  político  como  encargado,  por  obra  de 
los  sucesos,  de  mantener  el  orden  establecido  por  la  ocupa- 
ción y  la  victoria. 

Casos  análogos,  aunque  no  semejantes,  se  repiten  a  me- 
nudo en  los  estados  de  barbarie  y  de  semicivilización. 
Cierto  jefe  anglo-sajón,  Hengist,  dice  Spencer,  se  llamaba 
Iicrc-togii,  que  literalmente  significa  froncrnl;  y  este  cargo 
no  se  transformó  en  el  de  rey  sino  después  del  estableci- 
miento de  los  anglo-sajones  en  la  Ciran  Bretaña  »    (  c  i  ). 

Aun  prescindiendo  del  prestigio  ganado  por  el  caudillo 
durante  la  guerra,  la  victoria  no  siempre  pone  fin  a  su  jefatu- 
ra porque  al  punto  de  conjurarse  el  peligro  externo,  surgen 
peligros  dentro  del  Estado  vencedor.  En  los  grados  me- 
dios del  desarrollo  social,  la  servidumbre  de  los  vencidos 
y  la  esclavización  de  los  prisioneros  crean  dentro  del  territo- 
rio nacional  una  amenaza  permanente  de  subversión  y  po- 
nen a  los  vencetlores  en  situación  de  permanecer  organi- 
zados militarmente  y  por  consiguiente  subordinatlos  a  un 
caudillo.  De  esta  manera  se  perpetúan  en  la  paz  la  coope- 
ración y  la  subordinación  políticas,  consentidas  nada  más 
(jue  para  garantizar  el  buen   suceso  de  una  guerra  (  r /' ). 

Independientemente   de   las   ventajas    que    para   acometer 


{('i)     Spencer.   Priiu-ipos  dt'  Socinlofíii:  t.  III,  §  518. 

(cj)     Cornejo.  Socinlofíía  (Iviwraí.  t.  H,  cap.  VF,  §  11. 

Comie.  Cours  de  PliHosnphie  Positive,  X.  V,  Lili*  le^on,  pag.  127  et  133. 
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una  guerra  ofensiva  o  defensiva  ofrecen  la  cooperación  y 
la  subordinación,  cualquiera  sistema  político  es  en  la  paz  tan 
superior  al  estado  acrático  que  en  todas  las  sociedades  la 
existencia  de  los  gobiernos,  prescindiendo  de  su  forma  y 
de  su  personal,  queda  sobrado  garantida  por  los  beneficios 
que  rinde  desde  que  ha  transcurrido  bastante  tiempo  para 
que  puedan  ser  apreciados. 

Solo  el  exceso  de  los  abusos,  por  una  parte,  y  la  abso- 
luta ignorancia  de  lo  que  es  la  vida  acrática  de  los  salvajes 
por  otra,  pudieron  en  el  siglo  XVIII  inducir  a  varios  pen- 
sadores en  la  peregrina  ocurrencia  de  hacer,  entre  el  llama- 
do estado  de  naturaleza  y  el  estado  de  civilización,  compa- 
raciones desfavorables  a  la    cultura   política  de  los    pueblos. 

Para  la  masa  de  las  sociedades,  estas  especulaciones  ca- 
recen por  lo  extravagantes  e  irracionales  de  toda  conse- 
cuencia práctica,  como  que  en  medio  de  los  más  graves 
cambios  políticos,  la  existencia  de  los  gobiernos,  indepen- 
dientemente de  la  forma  que  se  les  dé  y  de  las  personas 
que  los  compongan,  fué  siempre  respetada  aun  por  los  más 
osados   revolucionarios. 

Las  garantías  con  que  la  vida  y  la  familia,  la  propiedad 
y  el  trabajo  cuentan  en  el  estado  político  son  tan  evidentes 
que  los  débiles,  que  forman  la  masa  social,  se  han  de  sen- 
tir vivamente  interesados  en  el  mantenimiento  de  los  go- 
biernos instituidos  originariamente  con  ocasión  de  la  gue- 
rra; y  de  otro  lado,  los  fuertes  tienen  tantas  facilidades  en 
los  Estados  incipientes  y  semi-bárbaros  para  acaparar  el 
poder  y  ejercerlo  en  su  propio  provecho  que  de  ordinario 
no  se  han  de  sentir  menos  interesados  en  su  subsistencia. 

Por  de  contado,  el  afianzamiento  de  las  jefaturas  milita- 
res no  siempre  les  da  carácter  hereditario.  Precisamente 
si  hay  cargos  que  se  deben  confiar  más  en  atención  al  mé- 
rito que  a  la  sangre,  observa  Olivares,  son  los  de  las  ar- 
mas, «  como  sea  así  que  en  las  guerra  no  es  dado  errar  dos 
veces,  porque  el  primer  error  se  paga  con  la  ruina»    (  el  ). 


(el)     Olivares,  Historia   Civil,  Militar  y  Sagrada  de  Chile,  lib.  I, 
cap.  XIV. 
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Donde  el  rey  es  a  la  vez  jefe  activo  del  ejército,  esta  nece- 
sidad ha  de  inducir  a  los  pueblos  a  mantener  el  carácter 
electivo  de  la  corona.  Así  se  explica  que  ascendieran  al 
trono  por  elección  todos  los  reyes  que  imperaron  en  Roma, 
en  Cartago,  en  Esparta,  durante  los  siglos  tradiciona- 
les (c  11  ). 

Con  todo,  cuando  un  caudillo  ha  ganado  gran  prestigio 
con  victorias  que  no  solo  han  salvado  sino  también  en- 
grandecido a  la  patria,  su  ascendiente  público  le  permite 
designar  por  sí  mismo  al  subdito  que  ha  de  sucederle,  como 
lo  hicieron  los  primitivos  reyes  romanos  {  <•  m  );  y  cuando 
en  varias  generaciones  salen  de  una  misma  familia  jefes  y 
servidores  públicos,  el  régimen  hereditario  se  establece  es- 
pontáneamente con  general  asentimiento,  como  ocurrió,  se- 
gún Aristóteles,  en  los  tiempos  heroicos  de  la  Grecia  (  c  /; ). 
vSi  aun  en  las  repúblicas  más  cultas  y  democráticas  se  ve  a 
menudo  que  las  elecciones  dan  preferencia  en  contra  de  los 
varones  más  meritorios  a  simples  gandules  herederos  de 
nombres  gloriosos,  con  mayor  facilidad  se  ha  de  abrir  ca- 
mino el  régimen  hereditario  en  las  sociedades  atrasadas, 
donde  no  se  distingue  el  derecho  público  del  privado  y 
donde,  por  consiguiente,  no  hay  jurídicamente  diferencia 
entre  heredar  un  Estado  y  heredar  un  fundo.  Cuando  a 
l.i  muerte  de  Clodoveo  sus  cuatro  hijos  varones  se  repar- 
tieron por  igual  el  Estado  franco,  sin  tener  la  menor  cuen- 
ta de  la  voluntad   del  pueblo  (  r  ñ  ),  procedieron   evidente- 


(c  11)     MomiTiM-n.  Lr  ¡trnit  Puhlic  Romnin.  t.  III.  pag.  5  a  8. 

Aristóteles,   La  Politique.   liv.   II,  chap.  VI.  §  20,   et  chap.   VIII,  §  2. 

F.l  Codex  Ánti<¡uior  déla  Veslrogotia  (Suecia)  de  principios  del  siglo 
XIII  daba  también  carácter  electivo  a  los  reyes.  «Les  Suédois  (disponía 
im   artículo)  ont  á  élire  le  roi  et  anssi  á  le  déposer  ». 

Heanchet.   Loi  ilc  Vcstrafíotliif.   pag.   200. 

(  f  //J )      Mommsfn.   Histnin-    l\nmnii¡<'.    t.   I.  liv.   I.    chap.   V,   pag.   »0. 

(  c  tí  )      Aristóteles,   L»   Politiíjur.  liv.   III,  chap.   IX.  §   7. 

(  (•  ñ  )  "  I-es  quatre  freres,  dit  Grégoirc  de  Tours,  lírcnt  le  partagc 
conformement  á  la  loi».  De  quelle  loi  s"agit-il  ici?  continué  Fustel  de 
Coulanges.     Est-cc  une    loi   politique?    Nous  n'en   connaissons  aucune  sur 
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mente  en  ejercicio  del  derecho  que  la  ley  civil  les  daba 
llamándoles  a  heredar  los  bienes  paternos.  Si  las  mujeres 
no  tuvieron  nunca  parte  fué  porque  la  ley  sálica  las  ex- 
cluía de  la  herencia.  Más  tarde,  cuando  se  adoptó  el  ré- 
gimen de  la  primogenitura  para  la  transmisión  hereditaria 
de  la  propiedad,  el  mismo  régimen  triunfó  para  la  transmi- 
sión hereditaria  de  la  corona.  Volvemos  a  repetirlo:  en 
las  sociedades  atrasadas,  una  sola  ley  rige  el  orden  público 
y  el  orden  privado;  y  esta  unidad  del  derecho  permite  que, 
sobre  todo  en  los  casos  de  conquistas,  en  que  el  jefe,  des- 
pués de  recompensar  a  sus  compañeros,  se  ha  de  sentir  due- 
ño de  los  Estados  vencidos,  se  establezca  el  régimen  here 
ditario  para  la   transmisión  del  gobierno. 

§  67.  Cuando  las  causas  que  ocasionan  la  concentración 
de  poderes  se  prolongan  y  se  agravan  sobre  manera,  fatal- 
mente, según  hemos  visto,  se  constituye  una  autocracia  ab- 
soluta que  asume  todas  las  funciones  del  Estado  y  es  de 
ordinario  acatada  por  el  pueblo  entero.  En  tales  casos, 
obran  los  acontecimientos  con  tanta  fuerza,  que  la  mayor 
parte  de  las  veces  el  jefe  militar  se  hace  gobernante,  legis- 
lador, juez  y  administrador  público  con  la  entusiasta  ad- 
hesión de  los  pueblos  y  sin  que  se  lamente  ni  se  note  el 
paso  de  la  libertad  al  despotismo. 

En  los  Estados  democráticos  de  nuestros  días,  que  para 
adquirir  personalidad  internacional  han   tenido  que  emanci- 


ce  point.  .  .  Quand  Grégoire  de  Tours  dit  que  les  quatre  fréres  partag;ent 
le  royaume  selon  la  loi,  11  pense  á  une  loi  d'ordre  civil,  á  la  loi  qui 
regle  la  succesion  entre  particuliers.  .  .  La  loi  salique  en  effet  a  un  cha- 
pitre  Des  successions.  .  .  oú  nous  pouvons  saisir  les  regles  du  droit  suc- 
cesoral  des  Francs.  «  Si  un  homme  meurt  et  qu'il  ne  laisse  pas  de  fils, 
sa  mere  héritera  et  si  sa  mere  est  morte,  son  frére,  sa  seur,  puis  ses 
collateraux . .  .  Comme  la  loi  emploie  le  pluriel  filios,  nous  pouvons  croire 
que  ce  sont  tous  les  fils  qui  héritent,  sans  nul  droit  d'ainesse...  Or  ees 
lois  appartiennent  au  droit  privé.  Ce  ne  sont  pas  de  lois  politiques.  II 
n'y  est  pas  question  nomrnément  du  royaume. 

Fustel  de  Coulanges,  La   Monarchie  Franque,  chap.  II,  pag.  36  á  40. 

Grégoire  de  Tours,  Histoire  ecclésiastique  de  Francs.  t.  I,  liv.  III, 
chap.  I. 
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parse  de  las  monarquías  absolutas,  se  cree  a  pies  juntillas 
que  todas  las  autocracias  han  sido  impopulares  y  que  todas 
se  han  instituido  por  obra  de  la  fuerza  en  contra  de  los 
intereses,  de  las  libertades  y  de  la  voluntad  de  los  pueblos. 
Pero  seria  fácil  demostrar  que  todas  las  autocracias  históri- 
cas se  impusieron  por  obra  de  los  acontecimientos  y  que 
muchas  prestaron  grandes  servicios  a  las  naciones  y  pro- 
longaron su  vida  afianzadas  por  el  afecto  popular  (  c  o  ). 

vSin  engolfarnos  en  vastas  dilucidaciones  históricas,  báste- 
nos recordar  concisamente  las  condiciones  en  que  nació  y 
en  que  vivió  la  más  memorable  de  las  autocracias  europeas, 
la  del  Imperio  Romano.  Aunque  Augusto  venció  a  sus 
competidores  por  medio  de  las  armas,  no  se  valió  de  ellas 
para  derribar  la  República,  y  aun  es  dudoso  que  nunca 
alentase  el  propósito  de  fundar  el  Imperio  o  una  reyecía. 
El  título  de  emperador  que  asumió  por  herencia,  no  sig- 
nificaba todavía  lo  que  significó  más  tarde.  I^nijn'riKlor 
había  sido  a  los  principios  todo  funcionario  a  quien  corres- 
pondía el  ini¡)erium,  esto  es,  el  mando,  y  en  el  siglo  de 
César  y  de  Augusto  era  de  práctica  que  solo  asumiesen 
este  título  los  generales  victoriosos.  En  todo  caso,  podía 
haber  y  a  menudo  hubo  varios  emperadores  a  la  vez.  Solo 
mucho  más  tarde  (^  63,  nota  {¡i  i)  ),  acaso  desde  los  tiempos 
de  Nerón,  se  reservó  dicho  titulo  exclusivamente  para  el 
príncifie  (  c  fi  ).      Muchas  de  las  leyes  cjue  a  propuesta  suya 


(co)  Guizot.  Histoiro  (Jr  Ifi  (Ivilisñtion  en  rhinipt'.  neuvienie  Icvon, 
pag.  250. 

En  toda  Grecia,  dice  Laurent,  los  tiranos  figuraron  como  jefes  del  par- 
tido popular,  y  lejos  de  ser  motejados  con  nota  de  infamia,  se  les  estimó 
y  se  les  honró.  Solón  celebra  en  sus  versos  la  justicia  de  un  tirano,  y 
los  más  notables  poetas,  Píndaro,  Ksquilo,  Limonides,  Anacreonte,  vivieron 
en  las  cortes  de  los  tiranos.  Los  más  grandes  historiadores  y  filósofos  de 
la  Antigüedad,  aun  los  más  enemigos  de  la  tiranía,  colmaron  de  elogios 
a  Pisistrato,  que  fué  una  de  las  grandes  figuras  de  Grecia.  Laurent,  Gréce. 
liv.   11,  chap.   III,  pag.   76. 

(  cp)  Mommsen,  Le  Droit  Public  lioinnin.  t  I.  pag.  141  a  144,  ct 
t.  V,  pag.  24  á  29,  42  et  43. 

Gibbon,  Décadence   de  TEmpire   Roiiihíii.  i.  I.  chap.  XIII.  pag.  230. 

A  la  vez  que  se  reservaba  para  el  jefe  del  Estado  el  título  de  Empe- 
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se  dictaron  estaban  derechamente  enderezadas  a  restable- 
cer, rejuvenecer  y  vigorizar  las  antiguas  instituciones  y  prác- 
ticas republicanas  (  c  q  ).  Pero  fuesen  cuales  fuesen  sus 
propósitos,  el  hecho  es  que  la  necesidad  de  poner  término 
a  la  espantosa  anarquía  que  duraba  hacía  ya  un  siglo  le 
armó  de  poderes  dictatoriales,  y  que  la  necesidad  de  unifi- 
car el  Imperio  y  de  mejorar  su  administración,  su  gobierno 
y  su  justicia  dio  a  la  dictadura  carácter  de  perpetua.  ¿Ha- 
bía en  las  provincias  recaudadores  y  publícanos  que  esquil- 
maban y  vejaban  a  los  pueblos?  El  emperador  nombraba 
curadores  que  amparasen  en  su  nombre  a  los  contribuyen- 
tes. ¿Había  jueces  locales  que  animados  por  pasiones  de 
bandería,  cometían  iniquidades  contra  sus  adversarios?  El 
emperador  o  bien  nombraba  funcionarios  que  en  defensa 
de  las  víctimas  se  arrogasen  el  conocimiento  de  los  pro- 
cesos, o  bien  reveía  por  sí  mismo  las  causas,  estableciendo 
de  hecho  el  recurso  de  alzada.  ¿Querellábanse  los  pueblos 
contra  las  exacciones  injustas  impuestas  por  los  gobernan- 
tes municipales?  El  emperador  disponía  que  ningunos  ser- 
vicios y  tributos  serían  exigibles  mientras  no  fuesen  autori- 
zados por  los  legados  imperiales  ( c  r ).  A  la  vez,  unió 
material  y  socialmente  todo  el  territorio  imperial  por  una 
espesa   red   de   magníficos  e  insuperables    caminos;   dio    in- 


rador.  se  reservó  para  su  casa  habitación,  por  efecto  de  una  circunstan- 
cia accidental,  el  nombre  de  palacio-  Según  cuenta  Suetonio,  el  empe- 
rador Augusto  se  instaló  en  una  modesta  casa  que  había  pertenecido  al 
orador  Hortensio  y  que  se  distinguía  con  el  nombre  de  Palatium  porque 
estaba  situada  en  el  monte  llamado  Palatino,  o  Palatium.  Desde  en- 
tonces y  por  efecto  de  esta  circunstancia  accidental,  viene  que  se  llame 
palacio  a  la  habitación  del  jefe  del  Estado  y  por  extensión  a  la  de  los 
grandes  de  cada  nación.  Suetonio,  Vida  de  los  Doce  Césares:  Octavio 
Augusto,  cap.  LXXII.  Bergier,  Histoire  des  Grands  Chemins  de  l'Eni- 
pire  Romain,  t.  II,  liv.  V,   chap.  VIII,  §  6,  pag.  386. 

(cq)     Mommsen,  Le  Droit  Public  Romain,  t.  V,  pag.   158. 

(  c  2" )     Fustel  de  Coulanges,  La   Gaule  Romaine,  liv.  II,  chap.  III. 

Entre  los  más  importantes  servicios  prestados  por  el  Imperio,  anote- 
mos también  que  Augusto  es  el  primer  jefe  de  Estado  que  haya  confec- 
cionado bajo  el  nombre  de  Rationavium  o  Beviarium  Imperii,  lo   que 
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greso  en  los  cuadros  administrativos,  sin  mayores  distincio- 
nes, a  todos  los  subditos  de  Roma;  reemplazó  paulatina- 
mente las  legislaciones  locales  por  una  legislación  nacional, 
dictando  leyes  que  regían  en  el  Imperio  entero:  propendió 
a  universalizar  la  lengua  latina  facilitando  así  la  dit'usión  de 
la  cultura  superior  de  aquellos  tiempos,  en  especial  de  la 
cultura  cristiana  y  de  la  cultura  helénica;  y  por  último,  ce- 
rró la  edad  de  las  guerras  e  inició  la  de  la  paz  perpetua, 
soñada  por  \'irgilio,  protegiendo  con  liberalidad  nunca  vista 
las  artes  y  las  letrks. 

Los  pueblos  no  se  mostraron  hostiles  ni  indiferentes  ante 
servicios  tan  considerables.  Sugestionados  por  los  historia- 
dores romanos  que  como  instrumentos  de  odios  patricios, 
imprimieron  mancha  indeleble  de  infamia  en  la  frente  de  los 
primeros  emperadores,  nosotros  nos  inclinamos  a  creer  que 
el  Imperio  fué  muy  odiado  y  tropezó  con  muchas  dificulta- 
des para  constituirse.  Pero  no  hubo  tal  cosa.  Hl  Imperio 
se  constituyó  con  el  apoyo  entusiasta  de  la  plebe  romana  y 
de  las  provincias  y  con  la  sola  oposición  de  la  diminuta 
clase  de  los  patricios  (c /•/■),  cuyos  privilegios  debían  quedar 
abolidos  en  la  nueva  organización  política,  porque  ;cómo 
convertir  el  Senado,  el  ejército  y  la  administración  romana 
en  administración,  ejército  y  Senado  imperiales  si  no  se  daba 
ingreso  en  todas  las  instituciones  y  servicios  del  Estado  a 
todos  los  subditos  de  Roma?  ;Y  cómo  corregir  los  abusos 
y  exacciones  cjue  los  funcionarios  cometían  contra  los  pue- 
blos si  el  emperador  no  se  arrogaba  facultades  autocráti- 
cas    para    dominarlos,    castigarlos,    removerlos?     Antes    de 


hoy  se  llama  Presupuestos  de  entradas  y  gastos  de  la  República,  docu- 
mento {]ue  redactó  de  su  puño  y  letra  y  transmití»'»  a  sus  sucesores.  Tá- 
cito, Amialfs.  liv.  I,  chap.  XI. 

Marquardt,   L'Or^Huisatinn  /¡nancirn'  clirz  Jen  líomniíis.  pap.  2f)0. 

(c/t)  Según  Flavin  Josefo.  el  mismo  CaHgula  fué  un  «emperador  loca- 
mente amado  por  la  plebe,  y  cuando  cayó  asesinado,  ella  reclamii  con 
energía  el  castigo  de  los  asesinos  en  tanto  que  el  Senado  no  hizo  más 
que  aparentar  que  estaba  animado  del  mismo  empeño  ».  Flavius  Jose|)h, 
Ilisloii-f  Ancicmic  (U:s  Juiís.  liv.  XIX.  chap.  I,  pag.  507  et  509  de  ses 
(Juivrrs  Completes. 
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la  Edad  Contemporánea  nunca  fué  posible  establecer  la 
igualdad,  que  es  la  expresión  del  estatuto  territorial,  sino 
a  costa  de  la  libertad,  que  es  la  expresión  del  estatuto 
personal.  Sea  de  esto  lo  que  sea,  ello  es  que  la  adhesión 
al  Imperio  fué  muy  general;  en  el  Senado  romano  nada 
se  hacía  sino  a  propuesta  o  con  el  beneplácito  del  prínci- 
pe; y  los  pueblos  mismos  no  elegían  para  las  funciones 
públicas  sino  los  ciudadanos  que  el  príncipe  les  recomen- 
daba. 

A  la  luz  de  la  historia,  no  cabe  duda  razonable  en  que 
las  monarquías  absolutas  de  la  Edad  Moderna,  cumplieron 
una  misión  análoga  y  fueron  igualmente  populares  porque 
para  unificar  la  ley,  la  administración,  la  justicia  y  el  go- 
bierno de  cada  Estado  hubieron  de  arrasar  con  el  apoyo 
de  la  clase  media  las  autonomías,  las  inmunidades  y  las 
libertades  del  feudalismo. 

Si  a  pesar  de  esta  popularidad  originaria  anima  a  los 
pueblos  democráticos  aversión  tan  profunda  contra  las  au- 
tocracias, es  porque  ellos  no  ven  más  que  los  abusos,  la 
corrupción,  las  expoliaciones  y  las  tiranías  a  que  el  des- 
potismo fatalmente  se  entrega  cuando  se  siente  consolida- 
do (es  ).  De  todos  los  gobiernos,  en  efecto,  el  que  más 
fácilmente  olvida  los  fines  sociales  del  Estado,  el  que  más 
desfachatadamente  se  inclina  a  regir  a  los  pueblos  con  la 
sola  mira  de  explotarlos,  el  que  menos  respeta  la  propie- 
dad y  las  personas,  los  derechos  y  las  libertades  (  c  t),  es 
aquel  que  en  su  calidad  de  absoluto,  actúa  sin  cortapisas, 
sin  fiscalización  jurídica,  a  la  manera  de  una  fuerza  que  no 
se  siente  moderada  ni  cohibida  por  ninguna  otra.  La 
odiosidad  de  los  pueblos  democráticos  es,  por  tanto,  muy 
iustificada. 


(es)  La  palabra  tirano,  dice  Santo  Tomás  de  Aquino,  «  se  deriva  de 
fuerza  porque  oprime  con  su  poder  y  no  gobierna  con  justicia  »,  y  la 
palabra  despotismo,  derivada  del  griego,  « es  el  poder  de  un  señor  so- 
bre su  siervo».  Santo  Tomás  de  Aquino,  El  Gobierno  Monárquico, 
lib.  I,  cap.  I.  pág.   9.  y  lib.  II.   cap.   IX,  pág.   144. 

(ct)     Santo  Tomás  de  Aquino,  ob.  cit.,  lib.  I,  cap.   III.  ¡)ág.   20. 
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No  obstante,  la  ciencia  debe  reconocer  la  inapreciable 
cooperación  que  las  autocracias  han  prestado  a  la  vida  y 
al  desenvolvimiento  político  de  las  sociedades.  Merced  a  los 
gobiernos  autocráticos:  P  se  organiza  en  los  pueblos  más 
atrasados  la  defensa  militar;  2"  se  convierten  las  lenguas 
y  las  culturas  locales  en  lenguas  y  culturas  nacionales; 
3°  se  unifica  el  gobierno  de  vastos  imperios;  4°  se  adelanta 
la  sustitución  del  estatuto  personal  por  el  estatuto  real, 
propendiendo  a  igualar  todas  las  razas  y  todas  la  clases  de 
cada  nación;  5°  se  dictan  leyes  y  códigos  nacionales  que 
prevalecen  contra  las  leyes  locales;  6°  se  diversifica  la  ad- 
ministración de  justicia  y  se  instituye  el  recurso  de  alzada; 
7"  bajo  la  necesidad  de  poner  al  fácil  alcance  del  gobierno 
las  partes  más  extremas  del  territorio,  se  establece  espontá- 
neamente el  sistema  nacional  de  viabilidad,  con  grandes 
ventajas  para  el  comercio;  8°  se  incrementa  la  extensión 
territorial  dentro  de  la  cual  la  agricultura  y  la  influstria 
pueden  cambiar  sus  productos  sin  cortapisas  insupera- 
bles (fU  ). 

§  68.  La  organización  política  cuyos  orígenes  dejamos 
determinados,  concretada  a  poner  el  gobierno  entero  de  la 
tribu  en  manos  de  un  solo  funcionario,  es  por  su  propia 
simplicidad  un  mero  embrión  incapaz  de  desempeñar  las 
múltiples  funciones  de   un    listado    adulto    y  de    adaptarse    a 


(cu)  «  Suflen  repetir  escritores  m()Hern(>>,  observa  Hurgess,  que  Asia 
no  es  más  que  el  hogar  de  las  teocracias  y  fie  los  despotismos.  Ks  inne- 
gable, pero  no  debe  decirse  en  tono  desdeñoso.  Las  teocracias  y  los 
despotismos  tienen  su  puesto  en  el  desarrollo  histórico  del  listado,  y  su 
obra  es  tan  necesaria  para  el  progreso  de  la  civilización  política  como  la 
de  cualcjuier  otra  forma  de  organización.  Aun  no  ha  acabado  su  come- 
tido; su  exigencia  se  reproduce  siem|)re  y  donde  (|uiera  que  se  pretende 
elevar  una  población  bárbara  a  los  primeros  grados  de  la  civilización.  So- 
meter a  ley  la  libertad  indisciplinada  es  el  primer  problema  que  se  ofrece 
en  el  desarrollo  del  Estado,  y  la  historia  universal  no  enseña  más  medio 
de  resolverle  que  las  teocracias  y  los  despotismos».  Burgess.  (^irncin 
Politicn  y  I>rrcchnConstituvionul.  t.  I.  lib.   II,  cap.  II.  pág.   80. 

Guizot.  Histnirv  de  la  (jxilisaíinn  rti  I'Jiirnpo,  9^   le^on.  pag.  247. 

Spencer.  Principrs  do  Sociologio,  t.  III,  8  481. 
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sociedades  que  se  encuentren  en  mediano  grado  de  des- 
envolvimiento. 

Se  comprende  que  en  una  tribu  diminuta,  acaso  nómada, 
falta  de  intereses  permanentes  que  puedan  periclitar,  donde 
no  incumbe  al  Estado  la  conservación  del  orden  interno, 
baste  un  solo  funcionario  a  satisfacer  la  única  necesidad 
política  que  se  siente,  la  de  aunar  y  disciplinar  las  fuerzas 
sociales,  bajo  el  imperio,  de  una  sola  voluntad  para  dirigir 
con  unidad  y  sigilo  las  operaciones  bélicas.  Pero  en  pue- 
blos ya  crecidos,  siempre  sedentarios,  donde  hay  que  aten- 
der simultáneamente  a  la  defensa  exterior  y  al  orden  in- 
terno, a  la  prevención  y  represión  de  la  delincuencia,  a  la 
administración  de  justicia,  a  la  percepción  e  inversión  de  las 
rentas,  al  abastecimiento  de  los  ejércitos,  a  la  salubridad 
y  belleza  de  las  ciudades,  etc.,  etc.;  la  multiplicidad  de  los 
funcionarios  es  impuesta  por  la  multiplicidad  y  diversidad 
de  las  necesidades  políticas  y  administrativas.  Un  hombre 
solo,  por  más  grande  que  sea  su  voluntad,  por  más  po- 
derosas que  sean  sus  facultades,   no  basta   a  todo. 

Cuenta  la  Biblia  que  en  una  ocasión  alguien  increpó  a 
Moisés  la  ambición  de  cjuerer  hacerlo  todo  por  sí  mismo. 
« Te  consumes  en  el  trabajo,  le  decía,  y  no  sirves  bien  a 
tu  pueblo  "  (cA');  y  con  este  motivo,  observa  Santo  To- 
más, que  todo  gobierno,  sea  unipersonal,  sea  multipersonal, 
necesita  el  auxilio  de  diversos  funcionarios  públicos,  los 
cuales  vienen  a  ser  como  su  indispensable  complemen- 
to ( o  \r  ). 

Cohibidos  por  esta  necesidad,  v  ganosos  de  procurarse 
algún  alivio,  los  jefes  primitivos  empiezan  por  recurrir  a  la 
ayuda  de  sus  ;'uilicos  y  de  sus  servidores  domésticos,  los 
cuales  sin  comisión  política  alguna,  se  suelen  encontrar  enton- 
ces desempeñando  funciones  del  gobierno  o  convertidos  en 


(cr)     Éxodo,  cap.  XVIII,  §  18. 

( c  »■ )    Cornejo.  Sociología   General,  t.  II,  cap.  VI,  §  VII. 
Santo  Tomás  de  Aquino,  Gobiei'iio  Monárquico.  Hb.   II,  cap.  X. 
Martínez   Marina,    Teoría    de   las    Cortes,  t.  II,  2^  Parte,  cap.   XXVII. 
pág.  317. 
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verdaderos  consejeros  de  Estado.  No  necesitamos  recor- 
dar en  comprobación  que  algunos  de  los  senados  primitivos 
fueron  originariamente  simples  Consejos  de  Estado,  deriva- 
dos de  la  práctica  seguida  por  los  jefes  de  consultar  a  los 
hombres  de  edad  madura. 

A  virtud  de  prácticas  análogas,  en  la  Asiria  y  en  la  Fer- 
sia  antigua  los  miserables  eunucos  de  palacio  acapararon 
las  principales  funciones  del  Estado  y  adquirieron  grande 
influencia  política;  y  en  el  Egipto  faraónico,  los  simples 
domésticos,  tales  como  el  gran  copero  y  el  porta-abanico, 
se  ganaron  a  la  larga  la  confianza  del  monarca  y  le  ase- 
soraron en  los  negocios  más  graves  (  e  x ). 

Con  referencia  a  Herodes  el  Grande,  dice  Flavio  Josefo, 
que  entre  sus  áulicos  más  amados,  tenía  tres  eunucos;  que 
de  ellos  uno  le  servía  de  copero,  el  segundo  de  maestro 
de  cocina  y  el  tercero  de  camarero,  y  que  los  tres  le  ayu- 
daban en  los  asuntos  de  mayor  importancia  (  cy  ). 

Según  Marquardt,  a  los  principios  del  Imperio  Romano, 
el  príncipe  desempeñaba  sus  tareas  con  la  ayuda  de  unos 
oficiales  que  él  nombraba  de  entre  los  libertos,  que  remu- 
neraba con  dinero  de  su   [)ropio  peculio   y  que   no  tenían  la 


(  c  .V  )     Spencer.  Principes  de  Socioloíxie.  t.  III.  §  504. 

«  Para  dar  una  ¡dea  de  la  vida  de  las  cortes  del  Sudán  Central  que  rin- 
den horaenaje  al  Islam,  elegiremos  la  de  Bornu,  que  ha  sido  visitada  va- 
rias veces  por  viajeros  alemanes.  Reina  allí  al  presente  la  dinastía  de 
los  Kanemíes.  la  cual  procede  de  los  intendentes  de  la  dinastía  anterior. 
El  sultán  o  mai.  . .  ejerce  allí  un  poder  absoluto.  Sus  principales  funcio- 
narios son  el  divina  o  primer  ministro,  que  regla  los  asuntos  interiores,  el 
mala  o  tesorero,  e\  j urania  o  jefe  de  los  eunucos,  el  mistrvma  o  superin- 
tendente de  las  mujeres,  el  sintalma  o  gran  copero  (  échanson  ),  el  inainta 
o  jefe  de  cocina,  el  /iJHr/ím-Aui/o/x' o  superintendente  de  los  esclavos... 
El  mai  celebra  todas  las  mañanas  su  consejo,  al  cual  son  convocados  sus 
hermanos,  los  funcionarios  superiores  y  los  kn<;nauas  o  consejeros  del 
príncipe.  .  .  Los  eunucos  gozan  alli  de  grande  estima  como  en  la  Corte 
de  Fur  y  en  la  de  Baghirmi ;  en  ocasiones  se  levantan  a  la  categoría  de 
hombres  de  Estado,  jefes  de  tropa  >•.  Martmann.  /wiv  Pmjtlrs  dr  l'Afri- 
tjtn:  pag.   194. 

(  cy  )  Flavius  Joseph,  Histoire  Ancienne  des  .luiís.  üv.  XVI.  chapi- 
tre  XI,  pag.  434  des   (h'uvres  Completes. 
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calidad  de  empleados  públicos  sino  la  de  empleados  parti- 
culares del  palacio.  Pero  cuando  la  monarquía  imperial  se 
desarrolló  por  completo,  especialmente  hacia  la  época  de 
Diocleciano  y  Constantino,  dichos  oficiales  habían  adquirido 
grande  influencia,  salían  exclusivamente  del  orden  de  los 
caballeros  y  desempeñaban  papeles  semejantes  a  los  de 
nuestros  ministros  de  Estado.  En  particular,  el  prefecto 
del  pretorio,  que  ordinariamente  era  un  eunuco,  acaparó, 
merced  a  su  terrible  influjo,  gran  parte  de  las  funciones  de 
gobierno  cuyo  desempeño  había  correspondido  privativa- 
mente al  emperador  {  c  z  ). 

En  la  Edad  Media  los  domésticos  de  palacio  se  multipli- 
caron en  proporción  al  boato  de  las  cortes,  y  merced  a  su 
oficiosidad  y  a  su  servilismo,  se  ganaron  la  confianza  de  los 
reyes  y  adquirieron  en  el  Estado  un  auge  extraordinario. 
Sin  tener  mayor  cuenta,  por  lo  excepcional  del  caso,  de 
aquel  mayordomo  cuyo  incontrastable  poderío  le  permitió 
derrocar  a  su  amo  y  fundar  la  gloriosa  dinastía  de  los  carlo- 
vingios,  nos  bastará  advertir  que  la  cuasi  totalidad  de  los 
altísimos  dignatarios  que  se  pavonean  en  las  cortes  contem- 
poráneas fueron  originariamente  simples  domésticos,  a  me- 
nudo esclavos,  que  en  los  palacios  reales  tenían  a  su  cargo 
los  más  viles  oficios.  El  chambelán  era  el  camarero  que 
cuidaba  el  dormitorio  del  rey  y  le  velaba  el  sueño;  los  con- 
destables (comités  stabuli)  y  los  mariscales  estaban  a  car- 
go de  las  caballerizas;  los  senescales  eran  mayordomos  que 
cuidaban  las  casas  y  vigilaban  a  los  sirvientes;  el  palafre- 
nero sujetaba  al  caballo  por  el  freno  cuando  el  rey  iba  a 
montarlo;  y  el  gran  maestro  o  gran  cocinero  era  sencilla- 
mente el  jefe  de  la  cocina  (  d  a  ). 


(cz)  Marquardt,  L'Orgauisation  fínanciere  chez  les  Romains, 
2e  Partie,  IV.  pag-.   136. 

Gibbon,  Décadence  et  Chute  de  TEmpire  Roinain,  t.  I,  chap.  XVII, 
pag.  376. 

{da)     Spencer,  Principes  de  Sociologie.  t.  III,  §  504. 
El  auge  de  los  domésticos  de  palacio  no  se  detuvo  allí.      «  Le  maire  du 
palais  frank,  dice  Sumner  Maine,  devint  roi  des  Franks;  le  chambellan  des 
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Apenas  necesitamos  decir  que  cuando  estos  oficiales  rea- 
les, ministeriales  Jiospitii  domini  regis  como  se  les  llama- 
ba, se  hubieron  convertido  por  su  servilismo  en  personajes 
de  grande  influencia,  la  nobleza  y  el  clero  no  tuvieron  a  in- 
dignidad ocupar  aquellos  humildes  y  humillantes  oficios. 
Así  es  como  encontramos  ya  bajo  los  carlovingios  muchos 
proceres  del  reino  y  altos  prelados  de  la  Iglesia  desempe- 
ñando con  risible  arrogancia  las  funciones  de  oficiales  pala- 
ciegos. 

La  reunión  de  todos  ellos  formaba  un  Consejo  a  la  vez 
eclesiástico  y  civil,  y  tanto  de  gobierno  como  de  hacienda  y 
de  justicia,  que  se  reunía  cuando,  donde  y  para  deliberar 
sobre  los  asuntos  que  el  rey  fijaba.  De  este  Consejo  uni- 
versal se  desgajaron  en  el  siglo  XIII  l.i  Corte  de  Cuentas, 
la  Corte  de  Justicia  que  se  llamó  Parlamento,  el  Consejo  de 
Estado  y  los  secretarios  o   ministros  de  Estado  (dh). 

Análogo  origen  tuvieron  en  Inglaterra  el  Consejo  de  la 
corona  y  el  gabinete  del  Gobierno.  En  los  tiempos  de  la 
monarquía  sajona,  acostumbraba  el  rey  pedir  en  los  asuntos 
políticos  (jue   le  preocupaban  el   parecer  de  sus   domésticos, 


empereurs  romano-gi-rmains  est  aujoiirdhiii  cmpercur  d'.MIcmajjnc.  Le 
sang  des  sénéchaux  d'Hlcosse  coule  dans  les  veines  des  rois  d'AnjjIctcrre. 
Les  connétahles  de  France  ont  tour  á  tour  ébranié  ou  raffermi  le  trünc  ». 
Sumner  Maine,    Lt^s  Iiistitntions  I'/i¡iiiii\rs.  chap.  V,   paj^.    174. 

Blackstone,  Coiiinitiitiiiits  stw  h's  Lois  niifsloiscs.  t.  11.  cha|i.  I, 
pag.  28. 

Fiistel  de  (oulanges.  La  Moiuinliip  Frani¡m;  chap.  VII,  pan-   I •♦8. 

Sumner  Maine,  Lf.s-  Instituí iniís  I'riiiiitivvs.  chap.   V,  pag.    173. 

{  f]  h  )      Aucoc.  IjI-  Cnnscil  il' Etnt.  pap.   27  et  28. 

Rn  Chile,  el  Consejo  de  Estado  fué  instituido  por  el  articulo  102  de  la 
Constitución  de  1833  y  reorganizado  por  la  enmienda  de  1x74  en  la  forma 
que  tiene  en  el  actual  articulo  93. 

Antes  de  1833,  el  proyecto  de  Constitución  de  I8II  insiituyo  (  Art.  128) 
un  Cimsvjo  Cívico,  que  era  un  verdadero  Consejo  de  F,stado.  pero  que 
no  llegó  a  la  vida,  y  el  Reglamento  provisorio  de  1 81 4  instituy«'i  un  .SV- 
luirío  Consultivo,  que  también  era  un  Consejo  de  Estado  y  que  vivió 
algunos  meses.  Por  último,  la  Constitución  del  29  de  Diciembre  de  1823, 
abrogada  en  Enero  de  1825.  instituyó  (  .Xrt.  28  )  un  (^onsrjn  di'  Kstndo, 
con  las  atribuciones  y  el  nombre  de  tai. 
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/  King's  servants  )  como  el  camarero,  y  de  sus  empleados 
particulares,  como  el  archivero  f  constahularius I :  y  hacia  el 
siglo  XI,  habían  ellos  adquirido  tanto  auge  que  a  poco  de 
la  conquista  normanda,  formaron  oficialmente  parte  inte- 
grante de  la  Cámara  palatina,  que  era  como  un  Consejo 
de  la  corona  (de). 

Entre  los  empleados  particulares  que  por  obra  de  la  pri- 
vanza se  convirtieron  en  grandes  dignatarios,  merece  espe- 
cial mención  el  cancellarius.  Originariamente  el  canciller  fué 
un  simple  secretario  escribiente  del  rey,  tomado  del  orden 
eclesiástico  y  encargado  de  la  tarea  manual  de  sellar  los 
despachos  y  las  cartas  privadas  para  garantir  su  autenti- 
cidad. Por  su  proximidad  a  la  persona  del  monarca  y 
por  su  oficiosidad  para  alivianarle  las  tareas  del  gobierno, 
el  canciller  gozó  siempre  de  un  favor  sin  límites.  En  el 
siglo  XII,  se  le  confiaron  atribuciones  nuevas  que  le  con- 
virtieron en  alto  funcionario  del  Estado  ;  en  el  siglo  XIII, 
se  le  hizo  juez  supremo  del  reino,  transfiriéndose  a  él  la 
autoridad  que  había  correspondido  al  Justiciarius,  que  fué 
entonces  suprimido;  y  bajo  el  reinado  de  Isabel,  se  agre- 
gó a  sus  funciones  la  de  custodio  del  Gran  Sello.  Armado 
de  tanta  autoridad  y  de  tan  importantes  facultades,  el  lord 
gran  canciller  es  inmediatamente  después  del  rey  el  pri- 
mer magistrado  del  Imperio  Británico  (  d  d  ). 

En  cuanto  al  gabinete  propiamente  tal,  nunca  se  dictó 
ley  que  lo  instituyese,  y  a  semejanza  de  otras  instituciones 
políticas  de  Inglaterra,  tiene  su  origen  en  la  costumbre  (de). 
Desde  tiempos  inmemoriales,  solía  el  rey  convocar  barones 
y  altos  dignatarios  de  la  corona  para  pedirles  parecer  so- 
bre asuntos  de   gobierno,   y    la  existencia   de  este  Consejo 


(de)     Glasson,  Histoire  du  Droh  et   des  Institutions  de  VAngle- 
terre.  t.  II.  chap.  V.  pag.  322. 

idd)     Franqueville.  Le  Systeme  judiciaire  de  la    Grand  Bretagne, 
t.  I,  pag.  38. 

Glasson.  ob.  et  loe.  cit.,  pag.   328. 

(de)     Dupriez,  Les  Ministres,  t.  I,  pag.  49. 
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había  sido  sancionada  por  diferentes  leyes.  Aun  cuando  to- 
dos ellos  eran  convocados  en  cada  caso  por  la  corona,  no 
inspiraban  igual  confianza  su  lealtad  y  su  competencia.  Ha- 
ciendo de  hecho  una  distinción  odiosa,  los  Stuardos  acos- 
tumbraron reunir  en  secreto  a  los  que  conceptuaban  más 
adictos,  formar  con  ellos  un  Consejo  íntimo  y  resolver  las 
cuestiones  políticas  a  menudo  con  prescindencia  o  en  con- 
tra de  lo  acordado  por  el  Gran  Consejo.  El  nombre  de 
gübinete  que  hasta  hoy  conserva  el  ministerio  inglés  y  que 
se  le  aplicó  sin  duda  trasponiéndolo  de  la  sala  del  real  des- 
pacho donde  se  reunían  los  consejeros,  ha  perpetuado  el 
recuerdo  de  sus  orígenes  cortesanos. 

Por  lo  (|ue  toca  al  Parlamento,  no  pudo  ver  con  simpatía 
la  espontánea  y  extralegal  iiistitación  de  este  cuerpo  de 
áulicos  que  rehuyendo  las  res{)onsabilidades  o  infringiendo 
el  orden  constitucional,  daba  en  secreto  al  rey  consejos  que 
de  continuo  le  inducían  a  chocar  con  el  puel)lo  o  con  los 
Poderes  del  Estado.  Bajo  el  reinado  de  Carlos  II,  estos 
áulicos  llegaron  a  cinco  y  formaron  la  famosa  cñhula  que 
tan  profundamente  irritó  a  la  opinión  pública.  Sin  tener  la 
menor  idea  de  que  este  gabinete  pudiera  llegar  a  conver- 
tirse en  el  principal  instrumento  de  la  supremacía  parlamen- 
taria, el  Parlamento  entabló  contra  los  áulicos  una  política 
inexorable  de  completo  exterminio.  Por  su  parte,  el  princi- 
pal responsable,  el  rey,  pretendió  cubrirlos  con  el  manto  de 
la  inmunidad  real,  sosteniendo  que  en  cuanto  ellos  obraban 
por  órdenes  suyas,  no  estaban  sujetos  a  responsabilidad. 
Pero  los  corifeos  parlamentarios  replicaron  a  su  turno  que 
bajo  la  inmunidad,  ¡jrivilegio  personalísimo  del  rey,  no  podía 
ampararse  en  Inglaterra  subdito  alguno  ;  y  varios  de  aque- 
llos áulicos  pagaron  en  la  horca  el  pecado  de  sus  consejos 
subversivos  (  <]  i). 


{df)     Dupricz.  L«'s  Ministros,  t.  I,  pap.    13  a   19. 

«  Empleóse  durante  algunos  años  la  palabra  cáhnln  por  sin<')nima  fie 
^abinetr.  y  como  aconteció  por  extraña  coincidencia  en  167 1  que  las  letras 
iniciales  de  los  nombres  de  las  cinco  personas  que  lo  componían,  a  sa- 
ber, Cliflford.   .Arlington.   Buckin^ham.   Ashley   y   Laudcrdalc,   formaban   esa 
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Acaeció  entonces  un  fenómeno  singularísimo,  a  primera 
vista  inexplicable.  En  vez  de  desaparecer  por  efecto  de  los 
repetidos  y  en  ocasiones  inicuos  ajusticiamientos,  el  gabinete 
que  no  podía  desaparecer  porque  respondía  a  premiosas 
necesidades  del  gobierno,  pero  que  tampoco  podía  perpe- 
tuarse como  consejo-  de  áulicos  irresponsables  porque  el 
Parlamento  no  lo  toleraba,  cobró  nueva  vida  y  se  convirtió 
en  una  institución  que  por  una  parte,  debía  auxiliar  a  la  co- 
rona, y  por  otra,  refrenar  sus  tendencias  autocráticas.  Fué 
este  el  efecto  lógico  de  los  ajusticiamientos  porque  a  virtud 
de  ellos,  los  consejeros  que  hasta  entonces  habían  sido  áuli- 
cos serviles  y  complacientes,  cuando  se  sintieron  responsa- 
bles, se  convirtieron  espontáneamente  en  altivos  y  dignos 
funcionarios  del  Estado,  llamados  a  mantener  la  armonía  en- 
tre la  corona  y  el  Parlamento  (d g). 


misma  palabra  (en  inglés,  cabal);  luego  designaron  las  gentes  aquel 
Consejo  con  tan  enérgica  y  significativa  denominación».  Macaulay.  His- 
toria  de  la  Revolución  de  Inglaterra,  t.  I,  §  XXVIII  y  XXIX. 

{dg)     No  carecen   de  interés  los  siguientes  datos  históricos: 

Originariamente,  en  todas  las  naciones  europeas,  cada  ministro  era  un 
ministro  universal  que  podía  conocer  en  toda  clase  de  asuntos. 

En  Inglaterra,  bajo  el  reinado  de  Isabel  no  había  más  que  un  ministro, 
sir  Robert  Cecil.  Hacia  los  fines  de  dicho  reinado,  se  dividió  el  ministe- 
rio único  en  dos,  el  del  Norte  y  el  del  Sur.  En  1782.  el  ministro  del  norte  se 
convirtió  en  ministro  del  exterior,  y  el  del  sur  en  ministro  del  interior. 
En  1794  se  creó  el  ministerio  de  la  guerra,  al  cual  se  adscribieron  las  colo- 
nias en  I80I.  En  1854  se  creó  el  ministerio  de  las  colonias,  y  en  1858 
el  de  las  Indias.  El  gabinete  mismo  y  los  demás  miembros  del  minis- 
terio no  han  sido  instituidos  por  ley.  Tan  poderoso  como  es,  el  gabinete 
no  tiene  hasta  hoy  autoridad  jurídica. 

En  Francia,  bajo  los  primeros  Capelos  correspondía  al  canciller  priva- 
do la  redacción  y  autentificación  de  las  decisiones  reales,  y  solo  en  el 
siglo  XIII  ascendió  este  funcionario  al  rango  de  los  grandes  dignatarios 
de  la  corona,  cuales  eran,  el  senescal,  el  condestable,  el  gran  copero 
(  houteiller )  y  el  gran  camarero.  Además  de  estos  dignatarios,  funcio- 
naban en  la  Corte  unos  modestos  oficiales  llamados  secretarios  de  ha- 
cienda (  sécretaires  de  fínances).  En  1547,  Enrique  II  nombró  cuatro 
de  estos  secretarios  de  hacienda,  los  puso  bajo  la  mano  del  condestable 
de  Montmorency,  especie  de  ministro  universal ;  y  encomendó  a  cada  uno 


476  CAPÍTULO    SEXTO,    §    68 


Desde  que  la  corona  se  vio  reducida  para  evitar  conflic- 
tos a  conformarse  con  la  voluntad  del  Parlamento,  tomó  el 
camino  más  expedito  que  se  la  ofrecía,  el  de  confiar  las  car- 
teras ministeriales  a  miembros  de  una  u  otra  Cámara ;  y  por 
efecto  de  esta  práctica,  perdió  el  gabinete  el  carácter  de 
institución  administrativa  y  asumió  el  de  órgano  puramente 


la    administración  de  una  cuarta  parte  de  los  Estados.     En    1559,  el  mismo 
monarca  les  dio  por  primera  xtz  el  título  de  Secff^tarios  de  Estado. 

Después  de  esta  fecha  se  empezaron  a  instituir  los  ministerios  especiales; 
a  poco  de  dictado  el  edicto  de  Nantes.  en  1598.  el  de  asuntos  eclesiásticos; 
en  I6I9,  el  de  la  guerra;  en  1626,  el  de  negocios  extranjeros;  bajo 
Luis  XIV,  el  de  marina,  etc.,  etc.  Dareste  de  la  Chavanne,  Histoire  de 
r Adininistration  en  France.  t.  I.  chap.  I,  §  III. 

Lu^ay,  Les  Secrétaires  d'Etat.  chap.  I,  pag.  3  á  16. 

En  España  no  se  instituyeron  los  ministerios  especiales  antes  del  si- 
glo XIX.  Don  Alvaro  de  Luna,  el  conde  duque  de  Olivares,  Alberoni,  el 
conde  de  Aranda,  etc.,  fueron  verdaderos  ministros  universales,  o  canci- 
lleres, en  el  sentido   bismarkiano  de  la  palabra. 

En  Chile,  el  primer  gobierno  independiente,  que  fué  una  Junta  de  siete 
vocales,  instituida  el  18  de  Septiembre  de  I8I0,  tuvo  dos  secretarios,  los 
cuales,  a  nuestro  juicio,  no  fueron  verdaderos  ministros  de  Estado.  Barros 
Arana.  Historia  de  Chile,  t.  VIH,   pág.  221. 

El  Reglamento  Constitucional  de  ¡«I2.  dispuso  (  Art.  XIV  ):  «  Para  el 
despacho  de  los  negocios  habrá  dos  secretarios,  el  uno  para  los  negocios 
del  reino,  y  el  otro  para  las  correspondencias  de  fuera  ». 

El  14  de  Marzo  de  1814,  al  hacerse  cargo  don  Francisco  de  la  Lastra 
de  la  Dirección  Suprema,  nombró  tres  secretarios,  uno  de  gobierno,  otro 
de  guerra  y  el  tercero  de  hacienda.  Barros  Arana,  líisfnria  de  (liile.  t.  IX. 
pág.   362. 

Cuando  O'Higgins  se  hizo  cargo  de  la  Dirección  Suprema  en  Febrero 
de  181 7  mantuvo  estas  tres  secretarías,  cuya  existencia  fué  sancionada 
por  la  Constitución  de  I8I8  (cap.  III.  arts.  I  a  4  ).  El  art.  6,  cap.  II  de 
la  misma  Constitución  les  dio  el  alto  carácter  de  ministros  de  Estado  al 
disponer  que  el  Director  Supremo  ito  exjtediría  orden  ni  coiniinica- 
riñn  alguna  sin  (¡iie  fuese  subserijUa  por  el  respectivo  secretario.  En 
varias  ocasiones  el  Senado  de  I8I8-I822,  impuso  a  O'Higgins  el  cum- 
plimiento de  esta  disposición.  Véase,  por  ejemplo.  Letelier.  Sesiones  de 
los  Cuerpos  Lefíis}nti\ os  de  Chile,  t.   III.  anexo  N"  693. 

Respecto  de  la  República  .Argentina,  dice  Matienzo:  «  La  .Asamblea 
General  Constituyente,  reunida  en  1813.  conservó  durante  algún  tiempo 
la  institución  del  triunvirato.  Solo  en  22  de  Enero  de  1 814.  a  propuesta 
del  mismo    triunvirato,  resolvió  concentrar  el   Poder  Ejecutivo  en  un   Direc- 
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político.  Como  quiera  que  al  formarse  un  gabinete,  de  lo 
que  principalmente  se  trata  es  de  reflejar  opiniones  polí- 
ticas, nunca  se  ve  un  militar  a  la  cabeza  del  ministerio  de 
la  guerra,  ni  un  marino  a  la  cabeza  del  ministerio  de  ma- 
rina. Tampoco  se  ve  que  el  ministerio  de  las  Indias  se  con- 
fie a  los  ex-gobernadores,  o  el  de  hacienda  a  banqueros  o 
a  comerciantes.  wSolo  la  cancillería  se  confía  siempre  a  un 
jurisconsulto,  y  por  excepción  se  ha  confiado  alguna  vez  el 
ministerio  de  relaciones  exteriores  a  un  diplomático  de  la 
carrera.  En  suma,  los  ministros  no  son  tomados  de  los 
cuadros  administrativos,  y  solo  en  la  carrera  parlamentaria 
se  pueden  ganar  méritos  para  llegar  al  gabinete  (d  h). 

Por  el  contrario,  en  aquellos  Estados  donde  no  impera 
el  régimen  parlamentario,  los  ministros  conservan  su  carác- 
ter originario  de  funcionarios  puramente  administrativos. 
Es,  por  ejemplo,  lo  que  pasa  en  Prusia.  Xo  estando  obli- 
gado el  jefe  del  Estado  a  seguir  la  política  de  la  mayoría 
parlamentaria,  elige  sus  cooperadores  en  atención  a  sus  ap- 
titudes más  que  a  sus  opiniones;  y  así,  de  ordinario  llama 
a  su  lado  hombres  experimentados  que  han  probado  su 
idoneidad  y  su  fidelidad  sirviendo  durante  largos  años  en 
los  cuadros  de  la  administración.  De  esta  manera  llegan 
a  encargarse  de  los  ministerios  con  un  conocimiento  pro- 
fundo de  los  servicios  que  van  a  dirigir,  pero  también  con 
aquellos    hábitos  de    obediencia  que   la  vida  administrativa 


tor  Supremo,  pero  se  apresuró  a  dictar  en  4  del  mismo  mes  una  ley  que 
reglamentaba  las  secretarías  de  Estado,  y  por  la  cual  obligaba  al  Director 
a  hacer  autorizar  sus  decretos  con  la  firma  del  secretario  del  respectivo 
departamento».  Matienzo,  El  Gobierno  Representativo  Federal,  ca- 
pítulo Vil,  pág.   128. 

Véase  también  la  colección  de  estudios  hecha  bajo  la  dirección  de  don 
Rodolfo  Rivarola  con  el  rubro  de  Funci'hi  Constitucional  de  los  Minis- 
tros, y  en  particular,  el  de  González  Calderón,  sobre  el  origen  histórico 
de  estos  funcionarios  en  la  República   .Argentina. 

(dh)  Franqueville,  Le  Gouvevnement  et  le  Pavlement  Britanni- 
qiies,  t.  I,  pag.   520. 

Dupriez,  Les  Ministres,  t.  I,  pag.  42  et  43. 
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crea  y  que  les  inhabilitan  para  refrenar  las  tendencias  des- 
póticas del  amo  (  d  i  ). 

ij  69.  Con  los  secretarios,  los  consejeros,  ministros  y  de- 
más funcionarios  nd  latero,  ora  particulares,  ora  públicos, 
el  gobierno  de  un  Estado  naciente  puede  cumplir  sin  mayo- 
res inconvenientes  los  muy  restringidos  fines  de  su  institu- 
ción primitiva,  los  cuales  se  concretan  exclusivamente  a 
mantener  organizada  para  la  guerra  una  sociedad  diminuta, 
acaso  una  simple  tribu  {<1J). 

Hay  constancia  histórica  y  etnográfica  de  innumerables 
Estados  que  han  vivido  largos  siglos  sin  más  gobierno  propia- 
mente político  que  el  de  unjefecon  sus  auxiliares  inmediatos. 
Sea  porque  el  Estado  no  se  preocupa  todavía  de  conservar 
el  orden  interno,  sea  porque  el  estatuto  personal  confia  a 
los  caciques  o  patriarcas  el  gobierno  de  cada  parentela  y  de 
cada  tribu,  ello  es  que  el  jefe  nacional  no  siente  la  necesidad 
de  instituir  agentes  locales  que  le  auxilien  y  secunden  a  la 
distancia.  El  Estado  de  Israel  en  tiempo  de  los  jueces,  y 
el  de  Ática,  en  tiempo  de  los  reyes  primitivos,  no  parecen 
haber  tenido  más  compleja  organización   política. 

Pero  tan  pronto  como  el  Estado  empieza  a  crecer,  prin- 
cipalmente por  obra  de  la  conquista,  empiezan  a  surgir 
nuevas  necesidades  políticas,  en  especial,  la  de  conservar 
el  orden  creado  por  la  guerra;  y  no  obstante  la  coopera- 
ción de  sus  áulicos  y  caudatarios,  el  jefe  se  empieza  a  sen- 
tir impotente  para  mantener  sojuzgados  a  los  pueblos  ven- 
cidos desde  una  distancia  <jue  no  le  permite  notar  en  hora 
oportuna  los   síntomas    y    manifestaciones   de  subversión    v 


(  (/  /  )     nu|)rie7..  Les  Minlstrrs.  t.  I.   pajj.   359  et  360. 

íí/7'1  De  los  indígenas  del  Kio  de  la  Plata  y  el  interior  del  país,  dice 
el  padre  Guevara.  .  que  «su  gobierno  era  de  los  más  infelices»,  porque 
todo  él  «se  reducia  al  cacique  que  hacia  cabe/a».  Bunpe,  Ilistorin  »h'¡ 
Derecho  Arfícntino.  t   I.  pág.  98. 

*  Aunque  los  agoreros  y  hechiceros  tenian  siempre  al^^ún  ascendiente 
sobre  los  indigenas.  parece  que  entre  los  del  Kio  de  la  Plata  no  existió  más 
dignidad  firme  y  estable  que  el  cacicazgo».  Bunge,  ob.  cit.  t.  I,  pág.  99 
V    100. 
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descontento.  Indicio  ostensible  de  este  sentimiento  de  im- 
potencia es  el  hecho  de  que  en  todas  partes  y  en  todos 
tiempos,  los  conquistadores,  aun  los  de  tendencias  más  ab- 
sorbentes, lo  primero  que  siempre  hicieron  para  afianzar  sus 
conquistas  fué  instituir  agentes  locales  del  Estado  vence- 
dor. En  tales  casos,  las  guerras  afortunadas  traen  consi- 
go la  ramificación  del  gobierno. 

Aun  cuando  la  función  casi  única  de  estos  agentes  con- 
sista en  mantener  sojuzgados  a  los  pueblos  vencidos,  en 
las  sociedades  atrasadas  es  frecuente  que  por  efecto  del 
imperio  del  estatuto  personal,  se  confie  tan  importante  mi- 
sión o  al  mismo  jefe  derrotado  o  a  cualquiera  de  sus  inme- 
diatos herederos. 

Cuando  los  reyes  de  Méjico,  de  Tezcuco  y  de  Tacuba, 
dice  un  autor,  conquistaban  un  país,  acostumbraban  a  de- 
jar su  autoridad  a  los  jefes  indígenas.  Así  mismo,  cuando 
el  pipa  de  Bogotá  subyugó  ciertas  tribus  de  chibchas,  dejó 
a  los  jefes  vencidos  la  jurisdicción  que  ejercían  de  antemano 
y  el  derecho  de  transmitir  hereditariamente  la  dignidad  de 
cacique  (  d  k  ). 

Respecto  de  los  Incas  del  Perú,  «  tuvieron  un  aviso,  dice 
Cieza  de  León,  para  no  ser  aborrecidos  de  los  naturales, 
que  nunca  quitaron  el  señorío  de  ser  caciques  a  los  que  les 
venía  de  herencia  y  eran  naturales,  y  si  por  ventura  alguno 
cometía  delito.  .  .  que  mereciese  ser  desposeído  del  señorío 
que  tenía,  daban  y  encomendaban  el  cacicazgo  a  sus  hijos  o 
hermanos  y  mandaban  que  fuesen  obedecidos  por  to- 
dos »   {di). 

De  la  misma  política  encontramos  numerosos  ejemplos 
en  la  Antigüedad. 

Según  Heródoto,  Cambises  habría  dado  el  Egipto  en  feudo 
al  faraón  derrocado  si  no  le  hubiese  sorprendido  maquinando 


(dk)     Spencer,  Principes  de  Sociologie,  t.  III,  §  508. 

(di)  Garcilaso  de  la  Vega,  Comentarios  de  los  Incas,  lib.  II,  capí- 
tulo XIII,  pág.  49,  y  lib.   V,  cap.  XII,   pág.    145. 

Cobo,  Historia  del  Xuevo  Mundo,  t.  III,  lib.  XII,  cap.  XXV,  pá- 
o-ina  235. 
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sediciones,  pues  era  «  costumbre  y  política  de  los  persas  el 
tener  gran  cuenta  con  los  hijos  de  los  reyes,  soliendo  repo- 
nerlos en  posesión  de  la  corona  aun  cuando  sus  padres  hu- 
biesen sido  traidores  a  la  Persia  »   (  d  in  ). 

Jenofonte  retiere  que  en  recompensa  de  la  adhesión  de 
los  cilicianos  y  de  los  cipriotas,  Ciro  el  Grande  jamás  les 
sujetó  al  gobierno  de  sátrapas  persas  sino  (|ue  les  permitió 
seguir  regidos  por  jefes  indígenas  (  d  n  )■ 

No  de  otra  manera  procedió  Roma  para  llevar  a  cabo 
su  estupenda  empresa  de  dominación  universal.  Por  de 
pronto,  esto  es,  durante  las  primeras  etapas  de  su  carrera 
de  conquistas,  no  se  curó  absolutamente  de  gobernar,  mu- 
cho menos  de  administrar  a  los  pueblos  vencidos.  Sometía- 
los, no  para  hacerles  partícipes  de  los  beneficios  de  sus  leyes 
y  de  su  cultura  jurídica,  sino  para  explotarlos  y  sacarles 
tributo;  y  del  todo  en  todo  indiferente  a  su  bienestar,  les 
dejaba  en  libertad  de  regirse  como  les  diese  la  gana  (  d  ñ  ). 
Merced  a  esta  política,  que  no  fué  política  lilieral  inspirada 
por  el  respeto  al  derecho,  sino  política  de  odio  y  desj^recio, 
insj)¡rada  por  el  estatuto  personal,  la  dominación  de  Roma 
tropezó  con  menos  resistencias  y  se  afianzó  muy  r;ipida- 
mente. 

Mas,  cuando  empezó  a  extender  su  imperio  a  lejanos 
países,  le  fué  menester  afianzarlo  creando  autoridades  (jue 
mantuvieran  a  los  vencidos  bajo  el  yugo  de  su  dominación 
porque  a  la  distancia  no  podía  de  otra  suerte  vigilarlos, 
descubrir  sus  planes  e  impedir  alzamientos  sorpresivos.  Al 
efecto,  convirtió  paulatinamente  en  provincias  suyas  a  todos 
los  grandes  países  que  sojuzgó;  y  sin  alterar  en  lo  menor 
la  organización  política  y  administrativa  de  los  Estados, 
puso  a  la  cabeza  de  cada  una  de  ellas  un  funcionario  que 
bajo   el   título  de   ¡trocniísiil.   o   de  ¡>rnl'rri<t,   o   de  ^ohoriin- 


(  il  111  )  Heródoto.  Los  Xneve  Libros  ric  la  JIistori¿i.  lil).  III.  cap.  XV 

(  ij  II  I  Xenophon,  Cyrnpéd'n:  liv.  VII.  chap.   IV. 

{  il  ñ  )  Marquardt.     L'ftrirniiisatioii     do    VEnipirr     fiomnin.     t.     II, 
pag.   204. 
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dor,  asumía  en  nombre  del  pueblo  y  del  Senado  romano, 
todo  el  poder  público,  aun  cuando  de  hecho  apenas  lo 
ejerciese  sino  en  tanto  cuanto  era  indispensable  por  una 
parte,  para  enriquecerse  y  por  otra,  para  mantener  la 
dominación  de  Roma. 

En  su  estudio  sobre  la  organización  del  Imperio  Roma- 
no, Marquardt  nos  informa  una  y  otra  vez  cómo  Roma 
confería  a  las  ciudades  subyugadas  la  autonomía  para  admi- 
nistrar sus  intereses  locales  y  regirse  como  les  pluguiese, 
al  mismo  tiempo  que  política  y  militarmente  las  sujetaba  a 
un  gobernador.  A  un  régimen  de  esta  naturaleza  sometió 
las  ciudades  griegas;  y  las  de  Cilicia,  continúa,  quedaron  en 
la  misma  situación  que  las  de  Grecia,  las  cuales  junto  con 
recibir  el  derecho  de  jurisdicción  sobre  sus  ciudadanos,  fue- 
ron reducidas  a  la  condición  de  tributarias,  sometidas  a  un 
gobernador.  Plutarco  nos  dice  que  Marcellus  restituyó  la 
libertad  a  los  siracusanos,  pero  lo  que  quiere  decir  es  que 
aquel  general  romano  los  emancipó  de  la  tiranía  que  los  ago- 
biaba y  los  repuso  en  el  goce  del  derecho  de  administrarse 
y  gobernarse  a  sí  mismos.  Xo  se  puede  atribuir  mayor 
alcance  a  las  palabras  de  Plutarco  porque  Siracusa  no 
quedó  entre  las  ciudades  independientes,  sino  que  al  igual 
de  Thermas  y  de  otras,  quedó  sometida  a  pagar  diezmos 
y  a  reconocer  la  autoridad  de  un  gobernador  romano   (do). 

Mientras  los  pueblos  vencidos  conservaron  el  carácter 
de  Estados  tributarios,  o  sea,  hasta  los  fines  de  la  República, 
los  procónsules,  prefectos  y  gobernadores  romanos  no  fue- 
ron, a  la  verdad,  más  que  simples  militares  encargados  de 
afianzar  y  mantener  las  conquistas.  Pero  a  la  larga,  des- 
pués de  combatir  en  numerosas  guerras  como  auxiliares 
de  Roma,  se  avinieron  tan  absolutamente  a  la  dominación, 
que  empezaron,  uno  tras  otro,  a  reclamar  la  ciudadanía  ro- 
mana; y  por  obra  de  esta  rápida  asimilación,  los  que  po- 
dríamos llamar  capitanes  generales,  quedaron  de  hecho  con- 


i  d  o)     Marquardt.      UOrganisation     de     TEmpire     Roinain,    t.    I, 
pag.   109  et  112. 
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vertidos  en  verdaderos  gobernadores  civiles  o  agentes 
políticos  del  Imperio  Romano. 

Merced  a  esta  ramificación  del  gobierno,  impuesta  en  sus 
orígenes  por  necesidades  puramente  militares,  el  estatuto 
personal  cede  una  vez  más  el  campo  al  estatuto  real,  por 
cuanto  los  jefes  locales,  cuyo  gobierno  se  funda  casi  siem- 
pre en  la  sangre,  son  suplantados  y  eliminados  por  los  jefes 
extraños,  que  la  victoria  impone. 

§  70.  Tanto  en  las  repúblicas  como  en  las  monarquías, 
y  sea  la  constitución  democrática,  aristocrática  o  autocrá- 
tica,  en  todos  los  tiempos  y  en  todos  los  Estados  corres- 
ponde al  gobierno  la  facultad  de  expedir  órdenes,  decretos, 
reglamentos,  ordenanzas,  pragmáticas,  cédulas,  etc.,  para 
cumplir  los  mútiples  fines  con  que  se  ha  instituido. 

Bajo  la  sugestión  de  la  errónea  doctrina  de  Montesquieu, 
que  concretó  la  función  del  gobierno  a  la  tarea  de  ejecutar 
las  leyes,  dándole  el  nombre  de  Poder  Ejecutivo,  los  pu- 
blicistas han  llamado  potef^tud  roíilnnieiiturin  a  la  facultad 
de  expedir  decretos.  Pero  si  en  realidad  corresponde  al 
gobierno  no  solo  la  observancia  de  las  leyes,  sino  taml)ién 
la  conservación  del  orden  dentro  o  fuera  de  ellas,  la  orga- 
nización de  los  servicios  con  o  sin  la  cooperación  legislati- 
va, y  sobre  todo,  la  fijación  de  los  rumbos  del  Estado,  cree- 
mos (]ue  con  más  propiedad  se  puede  dar  a  esta  prerrogativa 
el  nombre  de  jiotestad  poJiticn.  Si  la  potestad  guberna- 
tiva fuese  meramente  reglamentaria,  jamás  podría  expedir 
decretos  orgánicos. 

Así  como  la  potestad  judiciaria  es  inherente  a  los  tribuna- 
les y  la  potestad  legislativa  a  las  legislaturas,  así  la  potestad 
política  es  inherente  a  los  gobiernos.  Las  Constituciones 
y  demás  leyes  no  pueden  dársela  ni  (juitársela,  por(|ue  la 
tienen  por  el  hecho  de  existir;  solo  pueden  restringirla, 
ampliarla,  hasta  cierto  punto  reglamentarla.  De  consiguien- 
te, aun  en  acjuellos  casos  en  que  ellas  no  se  la  confieren 
expresamente,  se  entiende  que  el  jefe  del  Estado  está  arma- 
do de  la  potestad  política  en  tanto  cuanto  dichas  leyes  no 
se  la  restrinjan.  Así,  en  Inglaterra  donde  algunas  leyes 
han  encargado  expresamente  a  la  corona  su  reglamentación, 
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el  gobierno  real  se  ha  creído  siempre  facultado,  sin  oposi- 
ción del  Parlamento,  para  reglamentar  también  la  ejecución 
de  aquellas  que  no  le  han  conferido  tal  facultad.  ¿Por  qué 
se  cree  armado  de  esta  facultad  cuando  ley  alguna  se  la  ha 
conferido?  porque  todo  gobierno  la  tiene  por  el  hecho  de 
ser  gobierno. 

Por  efecto  de  la  reacción  contra  el  sistema  autocrático, 
algunos  publicistas  norte-americanos  han  sostenido  que  en 
las  repúblicas  no  puede  el  gobierno  ejercer  la  potestad  po- 
lítica sino  en  virtud  de  expresa  delegación  legislativa,  y 
que  ejercerla  sin  autorización  es  propio  de  las  monarquías 
(dp).  A  nuestro  juicio,  esta  doctrina  tal  cual  suena  en- 
vuelve intrínsecamente  un  contrasentido  en  cuanto  supone 
la  posibilidad  de  que  existan  gobiernos  sin  la  facultad  de 
gobernar. 

Para  encontrarle  fundamento,  hay  que  distinguir  la  potes- 
tad que  dicta  decretos  reglñmentarios,  así  llamados  aquellos 
que  se  concretan  a  reglamentar  la.  observancia  de  las  leyes,  y 
la  potestad  que  dicta  decretos  orgánicos,  así  llamados  aque- 
llos que  organizan  servicios  y  aquellos  que  en  determinadas 
circunstancias  hacen  las  veces  de  la  ley  y  que  la  ciencia  ita- 
liana llama  decretos-leyes.  Sin  duda  alguna,  la  potestad 
orgánica,  que  se  ejerce  sin  cortapisas  en  las  autocracias  ab- 
solutas, no  es  inherente  a  los  gobiernos  y  conviene  más  al 
régimen   monárquico   que  al   republicano. 

Por  el  contrario,  cuando  la  potestad  política  se  mantiene 
en  su  carácter  reglamentario,  no  se  la  puede  tener  por  una 
prerrogativa  de  naturaleza  autocrática  y  de  simple  y  elimi- 
nable  aditamento  o  adorno:  es  la  facultad  misma  de  gober- 
nar; y  así  como  no  pueden  los  tribunales  desempeñar  sus 
funciones  si  no  están  armados  de  la  facultad  de  dictar  sen- 
tencias, así  tampoco  pueden  los  gobiernos  desempeñar 
las  suyas  si  no  están  armados  de  la  facultad  de  expedir 
decretos  {  d  q  ). 


(  d p  )     Goodnow.  Derecho  Administrativo   Comparado,  t.   I.  lib.   I, 
cap.   IV,  §  II. 

{  d  q  )     En   Chile,  el    Presidente  de  la  República    ejerce  esta  potestad  no 
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Aun  cuando  la  potestad  orgánica  convenga  más  al  régimen 
monárquico,  no  por  eso  pueden  proscribirla  en  absoluto 
las  Constituciones  republicanas.  Como  quiera  que  las  leyes 
jamás  preven  todos  los  casos  y  sorpresas  del  porvenir,  no 
podrían  los  gobiernos  responder  del  orden  y  de  su  pacífico 
desenvolvimiento  si  estuviesen  reducidos  a  reglamentarlas  y 
ejecutarlas.  En  la  vida  de  los  pueblos,  día  a  día,  surgen 
males  y  necesidades  que  el  legislador  no  previo,  cuyos  re- 
medios no  admiten  espera  y  ante  los  cuales  no  puede  el 
gobierno  cruzarse  de  brazos  por  falta  de  facultades  sin  fal- 
tar a  sus  deberes  más  elementales.  En  tales  casos,  las  más 
celosas  democracias  le  instan  a  obrar  sin  pararse  en  pelillos 
constitucionales.  Con  razón  dice  Stein:  nunca  hubo  ni  habrá 
jamás  en  el  mundo  Estado  que  pueda  ser  regido  solo  por 
las  leyes  ( (/  r  ). 

vSegún  Bertolini,  la  potestad  política  no  se  puede  ejercer 
en  Italia  constitucionalmente  sino  para  reglamentar  la  ejecu- 
ción de  las  leyes,  y  se  juzgan  inconstitucionales  aquellos  de- 
cretos que  se  dictan,  no  decimos  infringiéndolas,  sino  com- 
pletándolas para  llenar  los  vacíos  que  ellas  han  dejado. 
X()  obstante,  conviene  en  que  por  excepción,  en  casos  de 
suma  y  calificada  urgenfia,  ¡íuede  la  corona  expedir  de- 
cretos-leyes bajo  la  inmediata  responsabilidad  de  los  minis- 
tros (ilrr).  lín  tales  casos,  el  decreto-ley  (jue  se  dicta, 
por  ejemplo,  para  hacer  fuera  de  presupuesto  un  gasto  im- 
postergable, se  justifica  política,  no  jurídicamente,  suponiendo 
que  el  Ministerio  parlamentario  no  hace  más  que  interpretar 
la  voluntad  implícita  del  Poder  Legislativo.  De  males  y 
necesidades  análogos,    no    están    exentas    las    Repúblicas,  y 


solo  como  prerrogativa  inherente  a  la  Suprema  Magistratura  sino  también 
a  virtud  de  lo  dispuesto  por  el  articulo  73,  inciso  2"  de  la  Constitución, 
que  entre  sus  atribuciones  tija  la  de  «expedir  los  decretos,  reglamentos 
e  instrucciones  í|ue  crea  necesarios  para  la  ejecución  de  las  leyes». 

Sobre  la  clasillcación  de    los  decretos,  véase  Stein,  Scicnza  drlla  j>ul>- 
hlicH  Ainininistrnziono.  §  309. 

idr)     Stein,  Scivnza  (ivlla  PiihhUcn  Amniiitistrazionv.  §  309. 

(  ti  rr  )     Bertolini,  Stif^gi,  t.   I,  pag.   59  e  64. 
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SUS  gobiernos  pueden  sentirse  precisados  a  ejercer  la  po- 
testad orgánica   lo  mismo  que  los  de  cualquiera    monarquía. 

En  principio  es  muy  poco  reglamentable  el  ejercicio  de 
la  potestad  política  porque  teniendo  que  actuar  la  mayor 
parte  del  tiempo  sobre  el  campo  de  lo  imprevisto,  a  menudo 
fracasaría  si  hubiera  de  sujetarse  a  reglas  preestablecidas 
de  carácter  muy  rígido. 

Merced  al  carácter  prudencial  que  el  ejercicio  de  la  potestad 
política  tiene,  se  pueden  alternar  en  el  gobierno  con  unas 
mismas  leyes  los  radicales,  los  liberales  y  los  conservado- 
res y  fijar  en  cada  momento  al  Estado  el  rumbo  que  a 
juicio  de  la  mayoría  dominante,  más  convenga  a  la  satis- 
facción   de  las  necesidades  sociales. 

Empero,  el  que  no  convenga  reglamentar  el  ejercicio  de 
la  potestad  política  no  significa  que  sea  arbitraria  ni  que  so 
pretexto  de  conservar  el  orden,  pueda  violar  las  leyes  sin  la 
justificación  de  una  necesidad  absoluta  e  impostergable. 
Nunca  deben  olvidar  los  gobiernos  que  si  el  ejercicio  de  la 
potestad  política  está  confiado  a  su  sola  prudencia,  su  campo 
de  acción  tiene  en  cada  Estado  limitaciones  y  vallas  que  no 
pueden  ellos  saltar  sin  trastorno  del  orden  jurídico. 

Es  el  vicio  de  que  adolecieron  las  ordenanzas  dictadas  por 
Carlos  X  de  Francia  el  2S  de  Julio  de  1830,  y  los  decretos 
dictados  por  el  Presidente  de  Chile  el  1°  de  Enero  de  1891. 

El  artículo  14  de  la  Constitución  francesa  estatuía  que  «  el 
rey  es  el  jefe  supremo  del  Estado.  .  .  y  hace  los  reglamentos 
y  ordenanzas  necesarios  para  la  ejecución  de  las  leyes  y  la 
seguridad  del  Estado  » ;  y  con  el  pretexto  de  que  el  rey  po- 
día dictar  todas  las  disposiciones  que  a  su  juicio  fuesen  in- 
dispensables para  conservar  el  orden  público,  expidió  en 
aquel  día  cuatro  ordenanzas  que  venían  a  infringir  leyes 
fundamentales  del  reino.  Basta  saber  que  una  de  ellas  sus- 
pendía la  libertad  de  imprenta  y  otra  modificaba  la  ley  de 
elecciones.  Consecuencia  de  estas  arbitrariedades  fué  la 
revolución  que  estalló  a  los  pocos  días  y  que  derrocó  la 
dinastía  legitimista  (  d  s  ). 


(ds)     Raiga,  Le  Pouvoir  Réglamentaire,  pag.  34  á  37. 
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Con  no  mayor  respeto  al  orden  jurídico  procedió  Raima- 
ceda  en  1891,  porque  so  pretexto  de  que  la  Constitución 
(  Art.  12  )  confía  id  Presidente  de  la  República  la  admi- 
nistración y  el  gobierno  del  Estado,  y  le  confiere  autori- 
ridad,  sobre  todo  aquello  que  mira  a  la  conservación  del 
orden  público,  decretó  el  1°  de  Enero  que  mantendría  el 
ejército  y  seguiría  haciendo  los  gastos  públicos  sin  autori- 
zación legislativa.  Consecuencia  de  estas  arbitrariedades 
fué  la  revolución  que  a  los  pocos  días  estalló  encabezada 
por  el  Congreso  y  que  después  de  cruentos  sacrificios,  de- 
rribó del  poder  a  uno  de  los  presidentes  más  patriotas,  más 
laboriosos  y  más  liberales  que  ha  tenido  la   República. 

A  la  verdad,  por  más  indefinida  que  sea  la  potestad  po- 
lítica, en  los  Estados  constitucionales  siempre  se  la  debe 
suponer  limitada  por  las  leyes,  y  de  consiguiente,  carece 
jurídicamente  de  valor  todo  decreto  que  las  infrinja  {d  t  ) 
o  que  so  pretexto  de  reglamentarlas  imposibilite  o  torne 
muy  dificultoso  el  ejercicio  de  las  libertades  públicas  y  de 
los  derechos  cívicos. 

Lo  que  mejor  caracteriza  la  naturaleza  j)olítica  de  un 
Estado  es  la  mayor  o  menor  extensión  que  en  él  tiene  la 
potestad  gubernativa.  Mientras  en  las  autocracias  los  go- 
biernos unen  a  la  facultad  de  gobernar  las  de  legislar  y  de 
juzgar,  en  muchas  democracias  están  jurídicamente  reducidos 
al  papel  de  simples  ejecutores  de  las  leyes  (  da  ).  Dado 
este  antecedente,  es  muy  explicable  el  que  en  las  constitu- 
ciones de  aquellos  pueblos  que  vienen  emancipándose  de 
las  monarquías  absolutas,  se  restrinja  la  potestad  política 
estableciéndose  que  los  gobiernos  deben  concretarse  a  go- 
bernar (  d  V  ). 

{  il  t  )     Hlackstone,  ob.  y  loe.   cit..  pag.   362. 

((/(;)  Blarkstone,  (^oininrntairfs  sur  h's  Lois  Aii^Ioises.  t.  I. 
liv.    I,  chap.   VII,  i)ag.   341. 

{(¡y)  Kn  Francia,  desde  la  revolución  de  1789  la  potestad  regla- 
mentaria ha  sufrido  la  influencia  de  las  vicisitudes  políticas.  Las  consti- 
tuciones de  1 791  y  1793  la  restringeron  hasta  el  punto  de  casi  suprimirla 
en  fuerza  de  la  reacción  que    se    operaba  contra    el  poder  real ;  pero   en 
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Desgraciadamente  no  es  tarea  fácil  deslindar  el  campo 
jurisdiccional  de  la  potestad  política.  La  Constitución  de 
Chile  enumera  ( Art.  28  )  unas  materias  que  deja  reservadas 
al  conocimiento  del  Poder  Legislativo;  pero  esta  reserva 
ni  se  hace  en  todas  las  Constituciones,  ni  impide  que  la 
política  actúe  en  las  mismas  materias  por  vía  de  reglamen- 
tación de  las  leyes  respectivas.  Es,  además,  incompleta 
puesto  que  no  comprende  materias  como  la  propiedad,  la 
familia,  el  testamento,  etc.,  etc.,  cuya  organización  funda- 
mental corresponde  privativamente  al  legislador.  En  todo 
caso,  cuando  la  ley  haya  enumerado  por  completo  las  mate- 
rias que  quedan  reservadas  a  la  potestad  legislativa,  faltará 
averiguar  lo  que  sobre  el  mismo  punto  enseña  la  ciencia. 

A  nuestro  juicio,  el  campo  jurisdiccional  de  la  potestad 
política  se  debe  fijar  y  deslindar  en  concepto  a  la  naturaleza 
de  las  funciones  del  gobierno;  y  si  nos  guiamos  por  este 
criterio,  tenemos  que  cualquiera  que  sea  la  forma  política 
del  Estado,  el  gobierno  no  necesita  para  gobernar  de  otra 
facultad  que  de  la  de  dictar  disposiciones  de  derecho  polí- 
tico y  de  derecho  administrativo,  y  por  consiguiente,  para 
desempeñar  sus  funciones  peculiares,  no  tiene  por  qué  ejer- 
cer su  potestad  fuera  de  estos  órdenes. 

De  aquí  se  infiere  que  aun  cuando  en  las  autocracias 
pasen  las  cosas  de  otra  manera,  ello  es  que  al  gobierno 
como  gobierno  no  le  corresponde  hacer  derecho  civil, 
ni     derecho    comercial,    ni     derecho    procesal,     ni    derecho 


la  del  año  VIII,  dictada  bajo  la  influencia  de  Napoleón,  se  declaraba  que 
«  el  gobierno  propone  las  leyes  y  hace  los  reglamentos  necesarios  a  su 
cumplimiento»  (Art.  44).  La  Carta  de  I8I4,  otorgada  por  Luis  XVIII, 
mantuvo  (  Art.  14  |  esta  facultad,  la  cual  fué  restringida  por  la  Constitu- 
ción de  1830.  La  Constitución  de  1848  se  limita  a  establecer  (Art.  49) 
que  el  Presidente  de  la  República  tiene  el  derecho  de  proponer  proyectos 
de  ley  por  medio  de  sus  ministros  y  de  supervio;ilar  y  asegurar  la  eje- 
cución de  las  leyes.  La  de  1852  (Art.  6)  establece  que  el  jefe  del  Es- 
tado hace  los  reglamentos  y  decretos  necesarios  para  la  ejecución  de  las 
leyes»,  y  la  de  1875  (Art.  3  )  que  corresponde  al  Presidente  de  la  Repú- 
blica asegurar  la  ejecución  de  las  leyes. 
Stein,  ob.  cit.,  §  310. 
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penal.  Sin  duda,  en  todos  los  órdenes  jurídicos,  sin  ex- 
cepción alguna,  puede  la  potestad  política  actuar  legíti- 
mamente puesto  que  ninguno  está  substraído  a  la  tuición 
del  gobierno.  Pero  en  todo  caso  debe  actuar  creando  sim- 
ple derecho  administrativo  sin  jamás  alterar  los  otros  órde- 
nes jurídicos.  Reglamenta  el  servicio  de  los  oficiales  civi- 
les que  inscriben  los  matrimonios  y  los  nacimientos,  pero 
no  organiza  la  familia;  reglamenta  el  servicio  de  los  regis- 
tros conservadores  de  bienes  raíces,  pero  no  organiza  la 
propiedad;  reglamenta  el  servicio  de  las  cárceles  y  de  las 
prisiones,  pero   no  instituye    ni  suprime  penas. 

Aunque  el  terreno  propio  de  la  actividad  gubernativa  sea 
el  orden  público,  tampoco  puede  actuar  dentro  de  él  la 
potestad  política  sino  sujeta  a  múltiples  restricciones.  Cuan- 
do la  ley  fija  las  atribuciones  del  gobierno,  implícitamente 
le  prohibe  ejercer  otras.  Cuando  la  Constitución  garantiza 
ciertas  libertades,  implícitamente  manda  al  gobierno  ampa- 
rarlas. Por  indefinida  que  sea  la  potestad  del  gobierno,  en 
este  como  en  los  otros  órdenes,  actúa  subordinada  a  las 
leyes. 

El  terreno  donde  siempre  se  reserva  mayor  extensión  a 
la  potestad  política  es  el  del  orden  propiamente  administra- 
tivo. Actúa  allí  con  menos  limitaciones  no  solo  porque 
originariamente  la  administración  entera  se  crea  y  desarrolla 
por  obra  del  gobierno,  sino  también  porcjue  el  ejercicio  de 
la  potestad  política  en  este  orden  mira  solo  a  la  situación 
de  los  empleados  públicos  y  no  esconde  ¡jeligro  alguno  para 
los  derechos  privados  ni  para  las  libertades  públicas.  De 
aquí  proviene  sin  duda  el  que  las  naciones  más  antiguas  y 
más  libres  hayan  conservado  sin  desconfianza  a  la  potestad 
política  el  car;ícter  orgánico  en  el  orden  administrativo. 
Según  I  )upri('Z,  no  es  el  legislador  el  (}ue  forma  en  Prusia 
los  cuadros  de  la  administración,  ni  el  (jue  crea  los  servicios 
y  los  empleos,  ni  el  (jue  asigna  los  emolumentos  y  las  atri- 
buciones, ni  el  (jue  fija  la  competencia  de  los  funcionarios 
administrativos;  es  la  potestad  política  de  la  corona.  La 
administración  entera  ha  sido  creada  y  está  regida  por  re- 
glamentos reales.     El    Lhndtn^  no   interviene   .sino   cuando 
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los  arreglos  administrativos  requieren  un  aumento  de  gas- 
tos, y  anualmente  concede  en  globo  los  fondos  destinados 
al  sostenimiento  de  cada  servicio,  y  el  gobierno  los  distri- 
buye e  invierte  como  le  da  la  gana  (  dx).  No  de  otra  ma- 
nera pasan  las  cosas  en  Francia,  porque  con  el  ostensible 
propósito  de  tener  bajo  la  mano  del  gobierno  el  nume- 
rosísimo personal  de  la  administración  del  Estado,  se  ha 
conservado  en  este  orden  sin  alteración  el  régimen  imperial, 
y  bajo  de  la  República  corresponde,  como  antes,  a  la  po- 
testad política  fijar  las  atribuciones,  los  deberes,  la  compe- 
tencia y  los  derechos   de  los  empleados  públicos  (dv). 

En  Chile,  la  Constitución  reserva  al  Poder  Legislativo  la 
creación  y  la  supresión  de  los  empleos,  la  asignación  de  los 
sueldos  y  la  fijación  de  las  atribuciones;  y  los  presupuestos 
de  gastos  públicos  consignan  una  por  una  las  dotaciones 
de  los  funcionarios,  quitando  al  gobierno  toda  libertad  para 
alterar  la  organización  de  los  servicios  del  Estado.  En  res- 
peto a  este  régimen,  no  puede  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica alterar  la  organización  de  aquellos  servicios  que  han 
sido  instituidos  por  medio  de  leyes.  Mas,  a  virtud  de  lo 
dispuesto  por  el  artículo  72  de  la  Constitución,  que  le  confía 
la  administración  y  el  gobierno  del  Estado,  este  magistrado 
se  ha  creído  siempre  autorizado,  con  la  tolerancia  del  Poder 
Parlamentario,  para  anticiparse  al  legislador  en  la  creación 
de  servicios  nuevos  y  para  alterar  y  suprimir  aquellos  que 
han  sido  instituidos  por  simples  decretos,  aun  cuando  los 
presupuestos  los  hayan  sancionado  con  la  consignación  de 
fondos.  Desde  hace  cincuenta  años  esta  es  la  inteligencia 
que  prácticamente  se  ha  atribuido  a  las  disposiciones  cons- 
titucionales. 

Entre  los  empleos  y  servicios  instituidos  por  obra  de  la 
potestad  política,  se  cuentan  unos  cuyo  sostenimiento  re- 
quiere   fondos   especiales  y  que  si  en  el    primer    año  de  su 


(dx)     Dupriez,  ob.  cit.,  pag;.  493. 

(dy)     Dupriez,  Les  Ministres,  t.  I,  pag.  439. 

Stein,  Scienza  della  Puhhlica  Amministrazione,  §  310. 
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creación  se  han  costeado  con  el  dinero  que  los  presupues- 
tos han  dado  para  atender  a  necesidades  imprevistas,  no 
han  podido  mantenerse  posteriormente  sino  merced  a  la 
ratificación  parlamentaria.  Por  simples  decretos  ratificados 
por  los  presupuestos  posteriores,  se  han  instituido  origina- 
riamente en  Chile  el  Cuerpo  de  Ingenieros  Civiles  (  1843  ), 
la  Delegación  Fiscal  de  Salitreras  (  1887  ),  la  Dirección  Ge- 
neral de  Prisiones  (  1889),  el  Consejo  de  Higiene  (  1889), 
los  correos,  los  telégrafos,  los  establecimientos  de  instruc- 
ción pública  y  casi  todos  los  servicios  del  Estado.  Si  los 
más  de  ellos  aparecen  hoy  regidos  por  leyes  especiales,  es 
porque  el  legislador  ha  llegado  a  organizarlos  cuando  esta- 
ban ya  más  o  menos  desarrollados. 

Otros  servicios  y  empleos  no  suponen  aumento  de  gastos, 
a  lo  menos  en  el  acto  de  su  creación;  y  cuando  se  los  ha 
creado,  han  solido  funcionar  durante  largos  años  sin  noticia 
del  Poder  Legislativo.  Así  se  instituyó  en  1830  la  Junta  de 
Vacuna  y  sus  servicios  se  confiaron  a  personas  filantrópicas 
que  se  avinieron  a  prestarlos  gratuitamente.  Así  se  institu- 
yó en  1843  la  Oficina  Central  de  Estadística,  y  sus  servicios 
se  confiaron  al  secretario  de  la  Aduana  de  Valparaíso  y  al 
oficial  1°  de  la  Intendencia  de  vSantiago,  que  no  exigieron 
por  esta  nueva  carga  aumento  de  sueldo.  Así  se  instituyó 
en  1868  el  servicio  de  giros  postales,  que  se  puso  en  manos 
de  los  empleados  de  correos;  así,  en  1871  la  Oficina  de  Can- 
je de  Publicaciones,  encomendada  a  los  enijileados  de  la 
Biblioteca  Nacional;  así,  en  1872  la  Oficina  General  de  In- 
migración, encomendada  a  la  Sociedad  Nacional  de  Agricul- 
tura; así,  en  1873  la  Oficina  Hidrográfica,  encomendada  a 
marinos  de  la  escuadra  nacional,   etc.,  etc. 

Como  lo  observa  Di  Bernardo,  la  potestad  reglamentaria 
cuando  mira  a  la  aplicación  de  las  leyes,  no  es  [prerrogativa 
exclusiva  del  gobierno  central.  También  la  ejercen  los  jefes 
o  gobernadores  de  las  provincias.  <¡  Estando  más  o  menos 
alejados  de  la  capital,  estos  altos  funcionarios  conocen 
mejor  que  cualesc]uiera  otros  las  necesidades  locales  y  se 
encuentran  en  grado  de  armonizar  la  aplicación  de  las  leyes 
con  las  circunstancias  y    con  las   condiciones   especiales  del 
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ambiente.  Mas,  en  el  ejercicio  de  esta  potestad  ellos  deben 
respetar  no  solo  las  disposiciones  de  las  leyes  sino  también 
los  reglamentos  y  decretos  expedidos  por  los  jefes  de  las 
administraciones  generales.  Los  reglamentos  expedidos 
por  los  prefectos  se  dicen  provinciales  porque  solo  tienen 
vigor  en  la  provincia  en  que  se  dictan  »   (  d  /.  ). 

Aun  los  alcaldes  ejercen  la  potestad  reglamentaria  en  la 
aplicación  de  los  reglamentos,  ordenanzas  y  decretos  muni- 
cipales. 

En  Francia,  antes  de  la  revolución,  ejercían  la  potestad 
reglamentaria  no  solo  el  rey  sino  también  los  Parlamentos, 
esto  es,  los  tribunales  superiores  de  justicia.  Habían  adquiri- 
do ellos  esta  facultad,  lo  mismo  que  la  de  administrar  justicia, 
por  una  especial  delegación  de  la  corona,  de  suerte  que  el 
ejercicio  de  la  potestad  dejaba  adivinar  que  originariamente 
ellos  habían  formado  parte  del  gobierno.  Un  decreto  del 
16  de  Agosto  de  1790  dispuso  que  para  lo  sucesivo,  a  fin 
de  respetar  la  separación  de  los  poderes,  proclamada  por 
la  Constitución  de  1789,  los  tribunales  no  podrían  hacer  re- 
glamentos y  que  debían  dirigirse  al  Cuerpo  Legislativo 
siempre  que  juzgasen  necesario  interpretar  alguna  ley  o 
dictar  una  nueva  (ea  ). 

El  estudio  de  la  potestad  política  es  sobre  modo  intere- 
sante no  solo  porque  ella  constituye  una  de  las  fuentes  prin- 
cipales del  derecho,  en  especial  del  derecho  administrativo, 
sino  también  porque  su  mayor  o  menor  extensión  da  la 
medida  de  las  libertades  públicas.     No  incurriríamos  en  hi- 


(dz)  Di  Bernardo.  La  Sociología  e  la  pubhlica  Amministrazione. 
t.  II,   pag.  627. 

Stein,  Sclenza  della  Pubhlica  Amministrazione,  §  309  d. 

(ea)     Raiga,  Le  Pouvoir  Réglamentaire,  pag.   15  et  17. 

El  decreto  francés  de  1790  es,  sin  duda,  el  origen  del  artículo  5  de 
nuestro  Código  Civil,  que  dice:  «La  Corte  Suprema  de  Justicia  y  las 
Cortes  de  Alzada,  en  el  mes  de  Marzo  de  cada  año,  darán  cuenta  al  Pre- 
sidente de  la  República  de  las  dudas  y  dificultades  que  les  hayan  ocurri- 
do en  la  inteligencia  y  aplicación  de  las  leyes,  y  de  los  vacíos  que  noten 
en  ellas  1). 
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pérbole  si  dijéramos  que  en  gran  parte  la  historia  de  las 
alzas  y  bajas  de  la  potestad  política  lleva  siempre  envuelta 
la  historia  de  las  vicisitudes  de  la  libertad. 

En  Roma,  mientras  rigieron  las  instituciones  republicanas, 
casi  no  se  conocieron  más  que  los  senadoconsultos  y  los 
plebiscitos:  por  lo  menos  no  han  llegado  hasta  nosotros 
disposiciones  emanadas  de  la  potestad  reglamentaria  {  e  b  ). 
Pero  desde  que  el  Imperio  empezó  a  usurpar  todos  los  po- 
deres, empezaron  a  rarear  las  disposiciones  emanadas  del 
Poder  Legislativo  y  a  multiplicarse  los  edictos,  los  rescrip- 
tos, las  cédulas  y  las  constituciones  imperiales.  Desde  Ca- 
racalla,  no  se  vuelven  a  encontrar  senadoconsultos,  y  los 
códigos  romanos  que  han  llegado  hasta  nosotros  fueron 
obras  de  los  emperadores  (  e  c). 

En  Inglaterra,  donde  la  conquista  normanda  suplantó  las 
instituciones  democráticas  con  la  reyecía  absoluta,  todas 
las  leyes  de  la  época  normanda,  dice  Gneist,  no  son  más 
que  proclamas,  cédulas  e  instituciones  administrativas  revo- 
cables. Aun  en  nuestros  días,  los  decretos  /  writs  I  forman 
la  esencia  del  Derecho  Administrativo  inglés,  y  para  las 
concesiones  graciosas  de  carácter  más  durable,  se  usan  las 
cédulas.  Solo  bajo  los  reinados  de  los  tres  Eduardos  (1272- 
1377  ),  se  estableció  que  lo  acordado  entre  el  rey,  el  gran 
Consejo  y  los  Comunes  no  se  podía  abrogar  sino  en  la  mis- 
ma forma.  Bajo  Ricardo  II  (  1377-1399  ),  se  agregó  que 
no  se  podía  dictar  nuevas  leyes  sin  el  consentimiento  de 
los  comunes,  y  desde  Enrique  \'  (  1413-1422  ),  que  ellos 
no  serían  obligados  en  ningún  caso  contra  su  voluntad.   Así, 


(  r  h)  Es  de  ¡jresumir  que  la  falta  de  derecho  reglamentario  provenga, 
no  de  que  no  lo  hubiese,  sino  de  su  carácter  transitorio.  En  las  repúbli- 
cas antiguas,  la  disposicióp  dictada  por  un  magistrado  temporal  solo 
regía  mientras  él  permanecía  en  el  ejercicio  de  sus  funciones.  Así.  en 
Atenas  se  dictaban  decretos  en  gran  número,  según  el  testimonio  de  De- 
móstenes;  pero  si  no  eran  sancionados  por  una  ley.  su  vigencia  no  se 
prolongaba  por  más  de  un  año.  Démosthene  et  Eschine.  (Kuvrrs.  t.  VI. 
pag.   75   et  t.  VII.  pag.   73  et  77. 

(ec)     Meijer,  iJr  la  CodUiCHtinn.  pag.   73. 
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concluye  Gneíst,  quedó  establecida  la  diferencia  entre  las 
leyes   propiamente  tales  y  los  decretos  (  e  d  ). 

§  71.  vSegún  lo  hemos  dicho  más  arriba,  el  llamado 
Beino  de  Chile  (ee)  constituyó  hasta  1786  una  sola  pro- 
vincia del  Virreinato  de  Lima,  gobernada  por  un  capitán 
general  y  dividida,  para  los  efectos  judiciales,  en  catorce  co- 
rregimientos. 

El  cargo  de  corregidor,  cuya  institución  originaria  estu- 
diaremos más  adelante  (  §  92  ),  era  a  los  principios  eventual 
porque  la  corona  lo  proveía,  ora  de  oficio,  ora  a  pedi- 
mento de  los  pueblos,  en  casos  y  ocasiones  particulares  para 
resolver  cuestiones  o  dificultades  civiles  o  criminales  (ef). 


{e  d)  Gneist,  Cnnstitution  Communale  de  l'Angleterre,  1. 1,  pag.  183, 
184  et  321. 

(  e  e  )  Es  de  presumir  que  la  denominación  de  Reino  de  Chile  se  usase 
por  los  primeros  conquistadores  en  el  sentido  de  país  o  provincia  de 
Chile.  Propiamente  hablando,  Chile  no  era  un  reino  porque  todo  el  país 
estaba  dividido  en  comunidades,  las  del  norte  del  rio  Maule,  bajo  la  so- 
beranía de  los  Incas,  y  las  del  sur,  independientes. 

Rosales  explica  de  manera  muy  diversa  la  denominación.  «  En  aquellas 
Cortes  (dice,  más  o  menos  hacia  1553),  el  Emperador...  trató  de  casar 
a  su  hijo  Phelipe  II,  Príncipe  de  las  Españas,  con  la  Serenísima  doña 
María,  única  y  singular  heredera  de  los  Reynos  de  Inglaterra,  y  como  los 
grandes  de  aquel  Reyno,  reconociendo  que  doña  María  era  legítima  Reyna, 
respondiessen  que  avia  de  ser  Rey  también  quien  se  casasse  con  ella,  se 
trató  de  que  el  Príncipe  se  coronase  por  Rey  de  Chile,  y  como  ya  estas 
Provincias,  que  antes  no  tenían  otro  título,  estubiessen  por  del  Emperador, 
y  perteneciessen  a  la  corona  de  Castilla,  dixo:  «pues  hagamos  Reyno  a 
Chile  »,  y  desde  entonces  quedó  con  ese  nombre».  Rosales,  Historia  de 
Chile,  t.  II,  lib.  IV,  cap.  IX,  pág.  41. 

Sobre  el  origen  etimológico  del  nombre  Chile,  y  sobre  el  origen  histó- 
rico de  la  expresión  Reino  de  Chile,  véase  Amunátegui,  Apuntaciones 
Lexicográficas,  t.  II,  artículo  Chile,  pág.  62  a  86. 

(ef)  Bovadilla,  Política  para  Corregidores,  t.  I,  lib.  I,  cap.  II, 
pág.   17. 

Originariamente  en  España  los  intendentes  tenían  en  su  jurisdicción  el  ca- 
rácter de  administradores  superiores  de  todos  los  ramos  del  servicio  público. 
Una  real  cédula  de  1766  dispuso  que  para  evitar  embarazos  y  confusión 
en  la  administración  de  justicia,  se  separasen  los  corregimientos  de  las 
intendencias  en  todo  el  reino;   que  los  corregidores    ejercieran  en  su  par- 
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Más  tarde,  con  el  ostensible  propósito  de  substraer  la  jus- 
ticia de  manos  de  los  ayuntamientos,  se  dio  carácter  de 
permanente  al  cargo  y  el  de  anuos  a  los  titulares.  Por  fin, 
los  reyes  católicos  adoptaron  por  sí  y  ante  sí  la  práctica 
de  nombrar  los  corregidores  por  tiempo  indefinido.  En 
Chile  estos  funcionarios  fueron  siempre  vitalicios,  a  lo  me- 
nos de  hecho. 

En  1786  se  dividió  el  territorio  en  dos  provincias  y  diez 
y  nueve  partidos,  los  cuales  en  1808  se  aumentaron  a  vein- 
tidós. A  la  cabeza  de  cada  provincia  se  puso  un  jefe  que 
se  distinguió  con  el  nombre  de  gohcriuidor-intondento,  sin 
duda  para  indicar  que  tenía  a  su  cargo  no  solo  las  funcio- 
nes políticas  sino  también  las  de  administrador  superior  de 
la  real  hacienda  (  e  g  ). 

A  la  cabeza  de  cada  partido,  quedó  el  alcalde  ordinario 
con  jurisdicción  en  lo  civil  y  lo  político,  y  un  subdelegado 
de  intendente  con  jurisdicción  en  lo  tocante  a  la  real  ha- 
cienda. 

Tal  era  el  régimen  que  imperaba  en  Chile  cuando  en 
1810  estalló  la  revolución  de  la  Independencia.  Pero  muy 
pronto  se  advirtió  que  para  animar  las  fuerzas  vivas  de  las 
poblaciones  del  norte  en  favor  de  la  emancipación,  carecían 
de  autoridad  moral  los  empleados  puramente  administra- 
tivos; y  apenas  congregado  el  primer  Congreso  Nacional, 
se  creó  la  nueva  provincia  de  Co(iuiml)o  y  se  puso  a  la 
cabeza  de  ella  un  gobernador  político  y  militar  (  23  de  Sep- 
tiembre de  1811  ). 

La  Constitución  de  1818  respetó  la  división  tripartida 
del  Estado,  dejó  un  gobernador-intendente  a  la  cabeza  de 
cada  provincia  y  creó  para  cada  partido  un  teniente-gober- 
nador. A  unos  y  otros  funcionarios  confirió  en  su  cajií- 
tulo   I\'   atrilniciones    judiciales   para   conocer   en    los   nego- 

tido  las  facultades  de  justicia  y  ¡)()licía,  y  c|ue  1í)s  intendentes  se  circuns- 
cribiesen y  citlesen  a  los  ramos  de  hacienda  y  guerra.  Ley  2().  lít.  II, 
iib.   7  de  la   Xov.  Rccop. 

(e<fS)  Guevara.  Ilistorin  da  In  (^i\ili/iic¡i¡n  di-  A  i-niiiniiin.  t.  II. 
cap.  X,  pág.   612  y  613. 
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dos  contenciosos,  con  apelación  a  la  Cámara  de  Justicia. 
Exceptuáronse  de  esta  jurisdicción  las  causas  de  policía  y 
las  de  hacienda,  cuyo  conocimiento  se  reservó  para  los  o-o- 
bernadores-intendentes,  con  apelación  respectivamente  a  la 
Cámara  de  Justicia  y  a   la  Junta  Superior  de  Hacienda. 

En  la  Constitución  de  1822  se  suprimieron  (  Art.  142) 
las  intendencias,  se  mandó  dividir  el  territorio  en  departa- 
mentos y  éstos  en  distritos,  y  se  puso  (  Art.  143  )  a  la  ca- 
beza de  cada  departamento  un  juez  mayor  con  el  nombre 
de  Delegado  Directorial,  que  mandase  en  lo  político  y 
militar  y  que  administrase  la  justicia  asistido  por  un  ase- 
sor (  Art.  149  ).  A  la  vez  se  dispuso  (  Art.  154  )  que  en  la 
capital  de  cada  departamento  hubiese  un  teniente  de  la 
tesorería  general,  por  manera  que  con  mucho  acierto  qui- 
taba al  jefe  político  el  título  de  intendente  el  mismo  código 
que  encomendaba  a  otro  funcionario  la  administración  de 
la  hacienda   pública. 

Independizadas  a  la  caída  de  O'Higgins  las  tres  provincias 
de  Concepción,  vSantiago  y  Coquimbo,  sus  Plenipotencia- 
rios firmaron  el  30  de  Marzo  el  acta  de  unión  que  recons- 
tituyó la  unidad  del  Estado  chileno.  Ordenábase  en  esta 
Carta  Constitucional  erigir  seis  departamentos  y  poner  a 
la  cabeza  de  cada  uno  «  un  jefe  político  con  el  título  de 
intendente-),  nombrado  por  el  gobierno  de  una  terna  ele- 
gida  popularmente. 

La  misma  Acta  mandaba  dividir  los  departamentos  en 
delegaciones,  a  la  cabeza  de  cada  una  de  las  cuales  debía 
ir  un  delegado;  y  las  delegaciones,  en  distritos,  a  la  ca- 
beza de  cada  uno  de  los  cuales  debía  ir  un   subdelegado. 

Aquel  arreglo  no  rigió  largo  tiempo.  En  una  nueva 
Constitución,  promulgada  el  29  de  de  Diciembre  de  1823,  se 
dividió  el  Estado  (Art.  190  y  siguientes)  en  departamentos, 
delegaciones,  subdelegaciones,  prefecturas  e  inspecciones,  y 
se  pusieron  a  la  cabeza  de  estas  secciones  respectivamente 
gobernadores,  delegados,  subdelegados,  prefectos  e  inspec- 
tores. 

Abrogada  esta  Constitución  antes  de  que  se  la  diera  cabal 
cumplimiento,  o  sea    en  Enero  de   1825,   el   gobierno  dividió 
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el  territorio  de  la  República,  por  decreto  fechado  el  31  de 
Enero  de  1826,  en  ocho  provincias;  y  esta  división  fué  san- 
cionada por  la  ley  del  30  de  Agosto  del  mismo  año.  La  ley 
del  12  de  Octubre  de  1826  y  las  Constituciones  de  1828 
y  1833  dieron  al  jefe  de  la  provincia  el  título  de  intendente; 
y  la  última,  que  es  la  vigente,  dividió  la  provincia  en  depar- 
tamentos, regidos  por  gobernadores;  el  departamento  en 
subdelegaciones,  regidos  por  subdelegados;  y  la  subdelega- 
ción  en  distritos,  regidos  por  inspectores. 

En  los  datos  históricos  que  hemos  apuntado,  está  la  ex- 
plicación de  esta  terminología.  Originariamente,  en  1786, 
el  jefe  de  la  provincia  se  llamaba  con  toda  propiedad  go- 
bernador-intendente porque  acumulaba  en  sus  manos  las 
funciones  políticas  y  de  hacienda.  Los  legisladores  de  1826, 
1828  y  1833  encontraron  muy  largo  el  título,  y  sin  darse 
cuenta  de  lo  que  hacían,  le  cercenaron  la  mitad  dejando  al 
jefe  de  la  provincia  la  denominación  de  intendente,  que  ha- 
bía tenido  como  administrador  de  la  hacienda,  y  quitán- 
dole la  de  gobernador,  que  era  la  que  le  convenía  como 
agente  político. 

En  la  Constitución  de  1823,  redactada  por  don  Juan  Ega- 
ña,  hubo  delegaciones,  subdelegaciones  e  inspecciones  regi- 
das respectivamente  por  delegados,  subdelegados  e  inspec- 
tores; y  en  la  de  1833,  en  cuya  confección  tomaron  parte 
importante  don  Mariano  y  don  Juan  Egaña,  se  suprimieron 
las  delegaciones  y  los  delegados,  y  no  obstante  se  dejaron 
sub.sistentes  las  subdelegaciones  y  los  subdelegados;  se  su- 
primieron las  inspecciones,  pero   no  los  inspectores. 

En  los  últimos  años,  a  inílujo  de  la  odiosidad  suscitada  en 
los  partidos  de  oposición  por  los  abusos  de  los  funciona- 
rios políticos,  se  ha  empezado  a  reclamar  en  Chile  la  supre- 
sión de  los  intendentes  y  de  los  gobernadores.  La  campaña 
hecha  el  año  de  1892  en  el  Congreso,  durante  la  discusión 
de  los  presupuestos,  para  quitarles  el  sueldo  fué  directa- 
mente encaminada  a  este  propósito.  Por  ese  medio  se 
quiere  desarmar  al  gobierno  e  incapacitarle  para  violar  los 
derechos  electorales. 

El  camino  no  puede  ser  más  errado.     El   gobierno   inter- 
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viene  en  las  elecciones  no  solo  por  medio  de  los  intenden- 
tes y  de  los  gobernadores,  sino  también  por  medio  de  los 
notarios,  de  los  jueces,  de  los  oficiales  civiles,  de  los  teso- 
reros fiscales,  y  sobre  todo,  por  medio  de  la  policía.  Para 
ser  lógicos,  habría  que  suprimir  casi  todos  los  servicios  del 
Estado.  ¿Quién  no  ha  conocido  jueces  que  para  dictar  sus 
fallos  en  los  autos  sobre  inclusiones  o  exclusiones  de  ma- 
yores contribuyentes  y  de  ciudadanos  electores  se  aseso- 
raban con  los  grandes  electores  de  la  República?  ¿Por  eso 
suprimiríamos  la  justicia? 

Es  un  error,  hijo  de  la  ignorancia  de  la  ciencia  política, 
el  creer  que  un  funcionario  político  no  tiene  que  hacer 
cuando  no  tiene  a  su  cargo  funciones  administrativas. 


32 


CAPITULO   SÉPTIMO. 
Génesis  de  la  Fuerza  pública. 


Sumario.  —  §  72.  La  fuerza  pública.  —  §  73.  Confusión  primitiva  de  la  po- 
blación y  la  fuerza  pública.  —  §  74.  Predominio  del  estatuto  perso- 
nal en  la  organización  primitiva  de  la  fuerza  pública.  —  §  75.  La 
organización  decimal  de  la  fuerza  pública.  —  §  76.  Organización 
militar  de  Roma. — §  77.  Gratuidad  del  servicio  militar  primitivo: 
el  botín.  —  §  78.  Causas  sociales  de  la  diversificación  de  las  funcio- 
nes militares.  —  §  79.  Los  mercenarios,  el  sueldo  y  el  ejército  per- 
manente. —  §  80.  Naturaleza  del  servicio  de  policía.  —  §  8L  Su 
complejidad.  —  §  82.  Sus  orígenes  sociales.  —  §  83.  Su  evolución. — 
§  84.   Orígenes  históricos  de  la  policía  en  Chile. 


§  72.  Entre  las  numerosas  instituciones  que  en  las  nacio- 
nes más  adelantadas  componen  el  Estado,  cuéntanse  varias 
que  con  ser  indispensables  al  desenvolvimiento  de  la  vida 
política,  se  podrían  suprimir  sin  que  peligrase  por  esta 
causa  la  existencia  misma  del  Estado.  La  supresión  de  tales 
instituciones  trae  consigo,  no  la  suspensión  de  la  vida  del 
Estado,  sino  la  de  las  funciones  correspondientes. 

Otras  instituciones  son,  por  el  contrario,  de  carácter  tan 
fundamental  que  jamás  pueden  faltar  sin  que  peligre  la  exis- 
tencia del  Estado,  y  entre  éstas  cuéntase  sin  duda  la  de  la 
fuerza  pública.  Como  quiera,  dice  Stein,  que  el  ejército  es 
un  elemento  orgánico  de  la  vida  del  Estado,  nunca  hubo  ni 
habrá  jamás  Estado  sin  ejército  (  a  ). 


(  a  )     Stein,  La  Scienza  della  Puhblica  Amministrazione,  §  83. 
Según  Ihering,   la  palabra  ejército,    en   latín   exercitus.  significa    lite- 
ralmente: fuerza  que  sale  de  la  fortaleza,    ex  arce.     Ihering,  Prehistoria 
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Según  ya  lo  hemos  observado,  uno  de  los  principios 
fundamentales  del  Estado  es  la  subordinación,  merced  a  la 
cual  se  garantiza  el  indispensable  acatamiento  a  las  autori- 
dades y  a  las  leyes.  Pero  dada  la  diversidad  de  caracteres, 
de  tendencias,  de  propósitos,  de  ideas,  jamás  se  tendría  la 
subordinación  general  y  absoluta  si  el  Estado  no  dispusiera 
de  medios  coactivos  para  imponer  la  conformidad. 

Así  mismo  hemos  observado  que  los  Estados  se  forman 
originariamente  por  efecto  de  las  necesidades  bélicas,  que 
precisan  a  los  pueblos  a  organizarse  para  vencer  en  la  lucha 
por  la  vida.  Aquellos  que  en  este  primer  período  no  dis- 
ponen de  los  elementos  militares  indispensables  para  garan- 
tizar la  victoria  perecen   antes  de  llegar  a  la  edad  adulta. 

Pues  bien,  la  fuerza  pública  se  organiza  espontáneamente 
con  estos  dos  objetos  primordiales  y  desempeña  el  doble 
papel  de  instrumento  de  victoria  para  mantener  la  indepen- 
dencia en  lo  exterior,  y  de  medio  de  coacción  para  con- 
servar el  orden  en  lo  interior. 

Empero,  no  se  pretenda  dar  a  nuestras  palal)ras  un  alcan- 
ce (jue  no  tienen.  Cuando  decimos  que  la  fuerza  pública  es 
un  medio  de  coacción,  no  queremos  en  manera  alguna  de- 
jar entender  que  a  nuestro  juicio,  no  haya  coacción  sin  fuerza. 
Lejos  de  pensar  tal  cosa,  creemos,  al  contrario,  que  la  fuerza 
no  es  el  medio  más  eficaz  ni  más  regular  de  coacción,  como 
que  en  el  orden  interno,  casi  no  cabe  ijue  se  la  emplee 
sino  contra  los  rohchlos.  esto  es,  contra  aquellos,  los  mal- 
hechores por  un  lado  y  los  revolucionarios  por  otro,  que 
niegan  obediencia  a  las  autoridades  o  las  leyes.  Con  res- 
pecto a  la  generalidad  de  los  ciudadanos,  son  raros  los 
casos  en  que  proceda  contra  ella  el  empleo  de  la  fuerza. 
Con  la  sola  y  diminuta  excepción  de  los  rebeldes,  todos  res- 
petan el  orden  jurídico  o  porcjue  los  hábitos  tradicionales, 
hábitos  casi  irrenunciables,  les  imponen  el  respeto,  o  porcjue 


</e  los  I nün-vii roneos.  §  43,  páfj.  4 IX.  Originariamenti',  por  consiguiente, 
cuando  la  población  entera  de  Roma  estaba  organizada  para  la  guerra,  se 
dio  el  nombre  de  ejército  a  un  destacamento  o  división  que  salía  a  cam- 
paña. 
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SU  interés  está  en  no  violarlo,  o  porque  la  opinión  común 
y  su  medio  social,  y  sus  amigos,  y  sus  parientes,  y  la  pro- 
pia conciencia  reprueban  las  infracciones  (/>).  Como  medio 
de  coacción  carece  la  fuerza  de  verdadera  eficacia  política 
cuando  actúa  contra  el  sentimiento  social,  y  en  general  no 
tiene  más  ventaja  que  la  de  poderse  manejar  a  voluntad. 
Durante  la  Edad  Media,  hasta  el  torpe  establecimiento  de 
la  Inquisición  en  el  siglo  XIII,  la  iglesia  católica  enseñó  a 
las  potestades  temporales  cómo  se  puede  desarrollar  la 
dominación  de  los  pueblos  hasta  el  más  ilimitado  absolu- 
tismo sin  emplear  otros  medios  de  coacción  que  los  de  na- 
turaleza moral.  Podemos  concluir,  entonces,  que  no  necesita 
el  Estado  emplear  a  cada  momento  la  fuerza  porque  estas 
coacciones  puramente  morales,  mucho  más  eficaces,  están 
siempre  actuando  y  secuadando  sus  propósitos.  En  otros 
términos,  el  orden  jurídico  nace  y  se  mantiene  por  sí  mismo 
desde  antes  que  llegue  el  Estado  a  imponerlo  a  los  rebeldes 
por  medio  de  la  fuerza.  Así  lo  prueba  el  hecho  ya  demos- 
trado de  que  en  las  etapas  inferiores  del  desarrollo  político 
la  fuerza  no  desempeñe  función  alguna  en  la  empresa  de 
asegurar  la  cooperación  y  la  subordinación  general. 

En  todo  Estado  hay  que  distinguir  las  fuerzas  nativas  o  en 
esencia  y  las  fuerzas  organizadas  o  en  potencia.  El  número 
de  hombres  en  estado  de  cargar  armas,  la  calidad  de  los 
baluartes  territoriales,  y  el  monto  de  las  riquezas  del  suelo 
dan  la  medida,  no  de  las  fuerzas  con  que  el  Estado  cuenta 
en  un  momento  determinado,  sino  de  las  que  podría  des- 
arrollar a  la  larga.  Sin  el  estudio  de  estos  elementos,  no 
puede  el  estadista  graduar  hasta  dónde  le  es  dable  desarro- 
llar la  potencialidad  militar  del  Estado.  Pero  en  una  guerra, 
casi  no  son  utilizables  las  fuerzas  nativas  sino  en  tanto  cuan- 
to han  sido  de  antemano  organizadas:  y  para  el  enemigo 
extranjero,  la  organización  militar  con  los  ferrocarriles,  los 
acorazados  y  los  elementos  bélicos,  determina  por  sí  sola  la 
fuerza  de  ataque  y  de  defensa.      Sin  hipérbole  se  puede  afir- 


(h)     Posada.  Tratado  (¡e  Derecho  Político,  t.  I,  vol.  1,  pág.  108,  edi- 
ción de   T9I5. 
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mar  que  las  fuerzas  nativas  de  China  son  a  lo  menos  diez 
veces  mayores  que  las  del  Japón;  y  s¡  en  la  o^uerra  de  1895 
triunfó  irresistiblemente  el  Mikado,  fué  «merced  a  la  superio- 
ridad de  sus  fuerzas  organizadas. 

En  los  primeros  grados  del  desenvolvimiento  político, 
hasta  el  de  semi-civilización  inclusive,  una  sola  institución, 
el  ejército,  constituye  toda  la  fuerza  pública  y  cuando  el 
gobierno  toma  a  su  cargo  la  tarea  de  hacer  respetar  el 
derecho,  ella  atiende  simult;íneamente  a  los  dos  fines  indi- 
cados, el  de  la  independencia  y  el  del  orden.  Pero  a  virtud 
de  causas  sociales  que  expondremos  más  adelante,  en  la 
vida  de  todas  las  naciones  más  civilizadas,  ha  llegado  fatal- 
mente una  época  en  que  se  ha  juz^rado  indispensable  des- 
doblar la  fuerza  publica,  creando  una  nueva  institución,  la 
de  la  policía,  para  descargar  al  ejército  de  la  atención  per- 
manente del  orden  interno. 

Aunque  el  ejército  se  organice  principalmente  para  la 
defensa  exterior  y  para  la  defensa  interior  la  policía, 
ambas  instituciones  se  unen  en  el  propósito  común  de  am- 
parar al  Estado  contra  los  peligros  que  amaguen  o  su 
existencia,  o  su  pacífico  y  regular  desenvolvimiento.  Bien 
se  deja  ver  esta  comunidad  de  proj)ósitos  en  los  casos  de 
guerras  exteriores,  cuando  aparece  la  policía  llevando  au- 
xilio al  ejército,  y  en  los  de  conmociones  internas,  cuando 
aparece  el  ejército  prestando  ayuda  a  la   policía. 

Cualesquiera  que  sean  la  organización  del  ejército  y  la 
de  la  policía,  ambas  instituciones  tienen  dos  caracteres  co- 
munes (|ue  asemejan  la  una  a  la  otra  y  la  distinguen  de 
las  dem;is  instituciones  públicas,  pero  a  la  vez  tienen  uno  cjue 
establece  entre  las  dos  ramas  diferencias  tjue  a  la  larga  im- 
ponen su  diversiticación. 

El  primero  de  los  caracteres  comunes  es  tjue  ambas  ins- 
tituciones prestan  más  servicios  al  Estado  con  su  sola  pre- 
sencia tjue  con  su  efectiva  actuación.  A  diferencia  de  las 
otras  instituciones,  cuya  utilidad  se  mide  ordinariamente  por 
el  grado  tle  su  actividad,  el  ejército  y  la  policía  merecen 
mayor  galardón  cuando  por  efecto  de  su  organización  y  de 
su   potencia   permanecen  inactivos  jiorcjue  no  hay  enemigos 
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exteriores  con  quienes  pelear  ni  facinerosos  dentro  del  te- 
rritorio a  quienes  perseguir,  que  cuando  entrando  en  plena 
actividad  afianzan  la  tranquilidad  social  con  múltiples  apre- 
hensiones, y  la  independencia  nacional  con  cien  victorias. 
De  ningunas  otras  se  puede  decir  lo  mismo. 

El  segundo  de  los  caracteres  que  asemejan  al  ejército 
la  policía  es  que  ambas  instituciones  carecen  de  autonomía 
en  cuanto  no  pueden  desempeñar  sus  funciones  peculiares 
de  fuerza  amparadora  del  Estado  sino  a  virtud  de  órdenes 
extrañas. 

Por  el  hecho  de  que  la  fuerza  sea  la  fuerza,  tiene  que  su- 
bordinarse a  los  Poderes  encargados  de  dirigir  el  Estado. 
Cuando  en  los  períodos  anormales  de  los  pueblos  conquista 
ella  de  hecho  la  libertad  de  acción,  no  tardan  en  entroni- 
zarse el  militarismo  ni  en  perecer  las  libertades  públicas. 
Como  quiera  que  la  fuerza  pública  es  el  instrumento  más 
potente  de  la  función  ejecutiva  del  Estado,  dice  Stein,  debe 
concretarse  a  obedecer  incondicionalmente  y  no  pretender 
que  se  la  dé  participación  ni  en  el  gobierno,  ni  en  el  Poder 
Legislativo.  La  historia  de  todos  los  tiempos  y  de  todas 
las  naciones  nos  enseña  que  siempre  que  la  fuerza  militar 
prevalece  contra  la  potestad  civil,  la  libertad  viene  a  menos 
y   en  su  lugar  surge  el  despotismo  (  c  ). 

No  obstante  estos  caracteres  que  asemejan  el  ejército  a 
la  policía,  debemos  evitar  el  error  vulgar  de  confundir  ara- 
bas instituciones.  Dintínguense  no  tanto  por  sus  fines, 
puesto  que  cada  una  de  las  dos  puede  ser  llamada  a  secun- 
dar los  de  la  otra,  sino  por  sus  modos  de  proceder,  esen- 
cialmente diversos.     Llamado  el  ejército   a  aniquilar   a    los 


(c)     Stein,  Scienza  (Mía  Puhhlica  Amministrazione,  pag.   165. 

Apenas  necesitamos  prevenir  que  la  exclusión  del  militarismo  no  implica 
en  manera  alguna  la  de  los  militares,  los  cuales  aun  prescindiendo  de 
algunos  que  sobresalgan  por  sus  dotes  políticas,  pueden  prestar  buenos 
servicios  no  solo  en  los  consejos  de  gobierno  sino  también  en  los  cuer- 
pos legislativos  merced  a  su  competencia  especialisima.  En  Chile  los  ge- 
nerales O'Higgins  (I8I7-I823)  y  Bulnes  (  I84II85I  ),  se  cuentan  entre 
los  mejores  Presidentes  que  la  República  ha  tenido. 
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enemigos  de  la  nación,  no  tiene  porqué  ajustar  sus  proce- 
dimientos a  normas  jurídicas  que  le  imponoran  el  respeto  a 
las  personas  o  a  las  cosas.  Siempre  que  no  ofenda  con 
sus  actos  los  sentimientos  actuales  de  humanidad,  puede 
destruir  vidas,  propiedades  y  cuanto  juzgue  necesario  para 
alcanzar  la  victoria.  La  policía  no  tiene  la  misma  libertad 
de  acción.  Encargada  de  mantener  el  orden,  no  puede  pro- 
ceder contra  las  personas  sino  cuando  ello  sea  absoluta- 
mente indispensable  para  restablecerlo;  y  por  regla  general, 
sus  procedimientos  se  sujetan  a  normas  jurídicas  que  tienen 
por  objeto  poner  a  salvo  las  garantías  individuales  y  las 
libertades  públicas.  Cuando  bajo  la  inspiración  de  gober- 
nantes despóticos  prescinde  la  policía  de  estas  normas 
jurídicas,  en  el  acto  sobreviene  la  alarma  general  porque 
de  fuerza  amparadora  del  derecho  que  era,  por  el  hecho  de 
infringirlas  se  convierte  en  fuerza  amenazante. 

Aunque  la  fuerza  pública  sirva  al  Estado  entero  y  por 
consiguiente,  a  todos  los  Poderes,  ella  actúa  particular- 
mente sometida  al  gobierno.  A  diferencia  de  las  institu- 
ciones propiamente  administrativas,  cuya  naturaleza  servil 
no  se  concilla  con  la  de  los  Poderes  Públicos,  el  ejército 
y  la  policía  son  los  brazos  del  gobierno,  son  partes  inte- 
grantes del  gobierno,  en  cuanto  le  corresponde  conservar 
el  orden  y  resguardar  la  independencia  del  Estado. 

Cuando  las  Constituciones  de  los  pueblos  civilizados  han 
confiado  al  príncipe  la  dirección  superior  de  la  fuerza  pú- 
blica, sin  duda  han  establecido  este  régimen  no  solo  por 
efecto  de  los  antecedentes,  de  los  cuales  se  infiere  que  a 
los  principios  no  hay  más  jefe  político  que  el  jefe  militar 
(§65),  sino  también  porque  han  advertido  que  para  cum- 
plir su  misión,  los  gobiernos  necesitan  indispensablemente  dis- 
poner del  ejército  y  de   la  policía  (  di  ). 

Haciendo  una  metonimia,  decimos  (]ue  corresponde  a  la 
fut-rza  pública  conservar  el  orden  y  resguardar  la  indepen- 
dencia   del   Estado.      En   realidad,  esta    misión    corresponde 


(  c7i  )     Stein,  Ln  Scidiza  drlln  Ptihhliin  Ainministraziono.  pag.  95. 
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al  gobierno,  y  si  la  atribuimos  ordinariamente  al  ejército  y 
a  la  policía,  es  porque  para  cumplirla,  el  gobierno  tiene  que 
valerse  de  ambas  instituciones  a  la  manera  de  instrumentos 
de  coacción  y  defensa. 

§  72).  vSi  un  miembro  cualquiera  no  puede  existir  antes 
que  el  cuerpo  de  que  form.a  parte  integrante,  dado  el  ca- 
rácter orgánico  del  Estado  tampoco  puede  existir  el  ejér- 
cito antes  que  el  Estado  mismo.  En  corroboración  de 
este  principio,  inferido  a  priori  de  la  naturaleza  de  toda 
organización  política,  los  viajeros,  los  misioneros  y  los  et- 
nógrafos atestiguan  que  en  las  sociedades  primitivas,  aunque 
vivan  en  estado  de  guerra  perpetua,  no  se  conoce  la  ins- 
titución que  llamamos  ejército,  encargada  de  resguardar 
la  independencia  nacional.  Según  lo  hemos  venido  demos- 
trando, no  existe  en  ellas  la  diversificación  de  las  funcio- 
nes públicas,  por  manera  que  cuando  sobreviene  la  guerra, 
todos  los  hombres  válidos  toman  las  armas,  los  ancianos 
acuerdan  el  plan  de  campaña  y  las  mujeres  atienden  a  los 
heridos.  Fuera  de  los  niños  y  de  los  inválidos,  ninguno  se 
substrae  de  la  participación  activa,  y  a  cada  guerra,  el 
pueblo  entero  se  convierte,  no  diremos  en  ejército,  puesto 
que  no  se  organiza,   pero  sí  en  fuerza  militar. 

Los  testimonios  comprobatorios  abundan  en  la  historia  y 
en  la  etnografía.  Según  los  cronistas  del  Coloniaje,  nunca 
acostumbraron  los  araucanos  aplicar  permanente  y  exclusiva- 
mente una  porción  de  cada  tribu  a  las  faenas  de  la  paz  y 
la  otra  al  servicio  militar;  pero  no  por  esto  se  mostraí^an 
más  remisos  para  el  ataque  y  para  la  defensa,  porque  cuan- 
do un  cacique  quería  hacer  la  guerra  acudían  a  su  voz, 
dice  Alonso  de  Ovalle,  todos  los  indios  de  su  reducción 
con  armas  y  caballos  (  d  ). 


(  d)  Alonso  de  Ovalle.  Histórica  Relación,  t.  I,  lib.  III,  cap.  V, 
pág.  169. 

Guevara,  Historia  de  la  Civilización  de  Araucania.  t.  I,  cap.  X.  pá- 
gina 291. 

Ercilla  atestigua  lo  contrario,  o  sea.  que  entre  los  araucanos  se  distin- 
guía al  tiempo  de  la  conquista  la  población  militar  de  la  civil : 
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Así  mismo,  entre  los  indígenas  de  Australia,  según  Frey- 
cinet,  «  no  existe  ningún  cuerpo  militar  permanente,  sino 
que  cuando  el  interés  general  lo  reclama,  la  tribu  entera 
tómalas  armas;  y  al  movilizarse  esta  fuerza,  la  siguen  to- 
dos, hombres,  mujeres  y  niños  »    (  c  ). 

Si  remontamos  algunos  siglos  en  el  curso  de  la  historia, 
encontramos  que  los  pueblos  de  otras  épocas  siguieron  las 
mismas  prácticas. 

Entre  los  anglo-sajones,  dice  Gneist,  «  la  constitución 
militar  se  fundaba  en  la  obligación  que  con  igual  peso  gra- 
vaba a  todos  los  hombres  libres  de  prestar  sus  servicios  » 
en  los  casos  de  guerra ;  y  en  la  monarquía  franca,  según 
Fustel  de  Coulanges,  estaban  tan  poco  diversificadas  las 
funciones  militares  que  en  el  lenguaje  corriente  se  confun- 
dían el  ejército  y  el  pueblo  y  ambas  voces,  oxcrcitiis 
y  j)()j)iilus.  se  usaban  promiscuamente  (  /').  Lo  mismo  pa- 
saba entre  los  visigodos  de  España  porque  «  al  principio  de 
la  reconquista,  dice  Colmeiro,  todos  los  hombres  capaces 
de  llevar  las  armas  acudían  en  tropel  a  la  hueste  del  rey  y 
militaban  debajo  de  su  enseña  (  g). 

Régimen  análogo  había  imperado  siglos  antes  en  Atenas: 
con  arreglo  a  las  leyes  de  Solón,  las  cuales  no  hicieron  en 
este   punto  más  que  ratificar  el   derecho  preexistente,  todos 


•  Los  que  están  a  la  g^uerra  dedicarlos 
No  son  a  otros  servicios  constreñidos. 
Del  trabajo  y  labranza   reservados 
Y   de   la  pente  baja  mantenidos  ». 

Ln  A  macana,  canto  I,  pág.  m. 

Nosotros  no  tenemos  datos  para  decidir  en  esta  contradicción.  Pero  no 
podemos  menos  de  observar  que  seria  cosa  extraordinaria  el  que  los 
araucanos  hubiesen  llegfado  en  hora  tan  temprana  a  la  diversilicarii'm  de 
las  funciones  militares. 

{(')     Freycinel,    \'oyafj;o  atitonr  dii  Mninh:  t.   111,  pag.   787. 

( /')     Gneist,  Cniístitntion  Ciniiniunnli'  ilr  ¡'Ai¡ír¡ftctrr.  t.   I,  pag.  3.S. 
Fustel  de  Coulanges,  Ln  Mniinnliii'  ¡''rntujut;   chap.  III,  pag.  67. 

i  fí  )  Colmeiro,  Historin  t¡r  ¡n  Cniísdtuciini  y  ilcl  (iohimid  <//• /o.» 
rrinos  de  Lniíi  v  ilr  Castilla,  t.   II,  pág.   2fí3. 
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los  ciudadanos  eran  soldados.  Empezaba  la  vida  militar  a 
los  18  años,  edad  en  que  el  varón  recibía  las  armas  y  salía 
a  establecerse  de  guarnición  en  la  frontera  por  un  bienio, 
y  pasado  este  período,  quedaba  obligado  a  correr  en  de- 
fensa del  Estado  siempre  que  se  le  llamase  (  h  ). 

En  Esparta  imperaba  y  subsistió  el  mismo  régimen  hasta 
una  época  en  que  los  demás  Estados  griegos  lo  habían 
dejado  caer  en  desuso.  «  Al  revés  de  lo  que  ocurría  en 
el  resto  de  la  Grecia,  dice  Fustel  de  Coulanges,  allí  los 
ciudadanos  eran  soldados  aun  en  tiempo  de  paz,  y  el  servicio 
militar  les  obligaba  durante  40  años  de  la  vida  »    (  i  ). 

Por  último,  en  la  primitiva  organización  militar  del  pue- 
blo romano,  todos  los  ciudadanos  estaban  obligados  a  car- 
gar armas  y  prestar  el  servicio  activo  desde  los  17  hasta 
los  45  años  de  edad,  y  en  seguida  el  servicio  de  reserva 
hasta  los  60.  A  la  población  armada,  que  más  o  menos 
era  la  misma  que  tenía  derecho  de  asistir  a  los  comicios,  se 
daba  indistintamente  los  nombres  de  exercitus  y  ]><qmlus, 
y  la  constitución  política  del  Estado  se  confundía  con  su 
constitución  militar  (j  ). 

De  estos  datos  se  infiere  que  en  Roma,  así  como  en  todos 
los  pueblos  atrasados,  el  carácter  militar  iba  vinculado  a  la 
ciudadanía;  todo  ciudadano  era  soldado,  todo  soldado  era 
ciudadano,  y  jurídicamente  no  se  podía  hacer  distinción 
entre  el  pueblo  y  el  ejército. 

Tampoco  se  podía  hacerla  físicamente,  [)or  las  aparien- 
cias, porque  en  los  pueblos  bárbaros  no  se  usan  uniformes 


(  h  I     Démosthéne  et  Eschine,   (l'Juvres.  t.   I,  pag.   280. 

(i)     Fustel   de  Coulanges,   Xouvelles  Recherches.  pag.   77. 

(  j  )     Mommsen,  Le  Droit  Piihlic  RomainA.  VP,  pag.  2,  1 14,  117  et  273. 

Marquardt,  L'Organisation  Militaire  chez  les  Romains,  pag    9. 

Ihering,  Esprit  du  Droit  Romain,  t.  I,  §  20,  pag.  247  et  249. 

Ya  hemos  observado  en  otra  parte  (§24)  que  si  solo  los  patricios  se 
distinguían  con  el  apelativo  de  quirites,  lanceros,  es  porque  originaria- 
mente solo  ellos  constituían  todo  el  pueblo  romano.  Sobre  los  orígenes 
de  la  palabra  quirites,  véase  Plutarco.  Vies  des  Homines  lUustres, 
T.   I,   pág.   82. 
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especiales  para  la  guerra,  ni  cralones,  presillas,  colores  u 
otros  signos  que  sirvan  para  distinguir  al  ciudadano  en  ser- 
vicio activo  del  ciudadano  en  disponibilidad.  A  lo  más, 
suelen  llevar  distintivos  y  adornos  vistosos  aquellos  que, 
sean  o  nó  jefes,  han  sobresalido  por  sus  proezas  y  hazañas, 
como  lo  observan  algunos  cronistas  españoles  con  refe- 
rencia a  ciertos  pueblos  de  estas  Américas  (  A'  ). 

Empero,  sería  incurrir  en  error  creer  que  bajo  el  respeto 
de  la  organización  y  la  disciplina,  se  pueda  tomar  un  pue- 
blo salvaje  o  bárbaro  por  un  verdadero  ejército.  En  reali- 
dad, cada  pueblo  no  es  en  la  guerra  más  que  una  honlfi 
anorgánica  e  indisciplinada  que  en    las   batallas  acomete  en 


(A)  Oviedo,  Historia  (lenoral  y  Sutural  de  ¡as  Indias,  t.  11,  li- 
bro XXV,  cap.  XXII,  pág.  330,  y  t.'lll.  üh.  XXIX.  cap.  XXIII,  pág.  118. 
cap,  XXVI,  pág.   130. 

De  los  indios  del  Darien,  dice  López  de  Gomara,  que  cuando  iban  a  la 
guerra,  llevaban  en  la  cabeza  «grandes  penachos  por  gentileza».  López 
de  Gomara,  Historia  general  de  las  Indias,  pág.  199. 

En    Francia    no    era   todavía    de  rigor  el   uniforme  a  los  principios  del 
reinado  de   Luis  XIV,  y  cada  capitán   vestía  a  los    soldados   de    su    com 
pañía  como  quería  o  como  podía. 

Sábese  que  la  organización  moderna  del  ejército  francés  fué  obra  de 
Michel  Le  Tellier,  que  actuó  como  secretario  de  Estado  desde  1643  hasta 
1685,  y  sobre  todo,  de  su  hijo  el  célebre  marqués  de  Louvois,  que  actuó 
como  secretario  de  Estado  desde  1662,  cuando  solo  contaba  21  años  de 
edad,  hasta  I69I.  A  la  perseverancia  y  dotes  administrativas  de  ambos, 
secundada  por  la  afición  de  Luis  XIV  al  brillo  externo,  se  debe  sin  duda 
la  adopción  del  uniforme  militar.  .Xndré,  Michel  Le  Tellier.  chap.  VII, 
pag.  339.  Rousset,  Ilistoire  de  L'iiivois.  t.  I,  chap.  III.  pag.  185  et  208. 
ICl  uniforme,  que  tanta  utilidad  reporta  al  servicio  militar,  no  parece  ha- 
berse adoptado  sino  en  razón  de  la  economía  que  el  Estado  obtenía  con- 
feccionando los  trajes  de  una  misma  calidad  y  tela  en  enormes  cantidades. 

No  está  fuera  de  lugar  recordar  que  fué  Louvois  también  quien  adoptó 
la  bayoneta  í¡  douille.  inventada  por  Vauban,  y  hoy  usada  en  el  mundo 
entero.  Hasta  entonces  el  fusil  era  arma  poco  apreciada,  y  aún  se  había 
proscrito  su  uso  en  el  ejército  porque  no  se  podía  disparar  cuando  es- 
taba montada  la  bayoneta.  Se  prefería  el  mosquete  y  la  pica.  Con  la  in- 
vención de  Vauban,  que  consistió  en  montar  la  bayoneta  fuera  de  la 
línea  del  disparo,  el  fusil  triunfó  porque  merced  a  ella  pudo  prestar  a  la 
vez  los  servicios  de  las  otras  dos  armas  rivales.  Kousset,  ob.  cit.  A.  I, 
chap.   III.  pag.    190  et   t.   III.  chap.  V.   pag.   328. 
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pelotones  y  obedece  mucho  menos  a  las  órdenes  de  su  jefe, 
que  a  los  impulsos  irrefrenables  del  valor  o  del  miedo. 

Lo  que  mejor  caracteriza  a  la  horda  es  que  a  diferencia 
de  los  ejércitos,  vive  y  pelea  en  estado  anorgánico.  En  ella, 
cada  cual  lleva  los  arreos,  armas  y  vestimentas  que  más  le 
acomodan;  sin  formar  cuerpos  especiales,  unos  van  a  ca- 
ballo, otros  a  pie;  entremezclados  todos  confusamente,  no 
se  distingue  la  caballería  de  la  infantería,  ni  los  flecheros 
de  los  lanceros  o  los  honderos:  y  por  último,  son  absolu- 
tamente desconocidos  los  distintivos  y  uniformes  de  cuer- 
pos (i). 

Según  Heródoto,  hasta  los  tiempos  de  Ciajares  los  mc- 
dos  « iban  al  combate  mezclados  y  en  confusión  ->  y  según 
Jenofonte,  hasta  los  tiempos  de  Ciro,  los  persas  no  habían 
separado  la  caballería  de  la  infantería  (  m  ). 

Strabon  dice  que  entre  los  soanes  del  Cáucaso,  todos  los 
hombres  eran  guerreros,  pero  que  no  se  sometían  a  la  dis- 
ciplina de  los  ejércitos  regulares  (  n  ),  y  Tucídides  nos  in- 
forma que  cuando  los  tracios  vinieron  en  auxilio  de  Atenas, 
al  tercer  año  de  la  guerra  del  Peloponeso,  una  porción  del 
contingente  se  componía  de  150.000  combatientes  que  no 
eran  más  que  «  una  masa  confusa  »    (  ñ  ). 

Cuando  Sifax,  rey  de  Numidia,  ofreció  su  amistad  a  los 
romanos  contra  Cartago,  les  observó  sin  embargo  modes- 
tamente que  desde  tiempos  inmemoriales  su  ejército  care- 
cía de  infantería  y  que  en  el  fondo  no  era  más  que  una 
masa  desordenada   de  caballería  ( o  ). 


f  1 )  Molina,  Historia  Civil  del  Reino  de  Chile.  Hb.  II,  cap.  III. 
pág.  71,  y  Ercilla,  La  Araucana,  Parte  II,  canto  XXV.  Según  Molina 
y  Ercilla,  los  araucanos  estaban  muy  adelantados  en  el  arte  de  la  guerra. 
Véase  también  Guevara,  Historia  de  la  Civilización  de  Araucania,  t.  I, 
cap.  X,  pág.  290. 

(m)  Heródoto,  Los  Nueve  Libros  de  la  Historia,  lib.  I.  cap.  CIII. 
Jenofonte,  Cyropédie,  liv.  IV.  chap.  III. 

(  n)     Strabon,  Géographie,  t.  II,  liv.  XI,  chap.  II,  §   19. 

iñ)     Thucydide,  Guerre  du  Péloponése,  liv.   II,  chap.  XCVIII. 

(o)     Tito  Livio,  Décadas,  t.   IV,  lib.  XXIV,  pág.   150. 
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Por  último,  Herrera  dice  de  los  indios  de  Quito  que  «  nunca 
ordenaron  escuadrones  para  pelear  sino  en  gruesas  bandas 
socorrer  a  la  parte  flaca»   (p). 

Es  un  error  de  espejismo  de  los  historiadores  atribuir  a 
las  masas  guerreras  de  los  pueblos  atrasados  los  caracteres 
orgánicos  y  la  fuerza  eficiente  de  los  ejércitos  contempo- 
ráneos. Como  quiera  que  esas  masas  guerreras  no  eran 
más  que  poblaciones  civiles  movilizadas,  sin  instrucción  mi- 
litar, sin  separación  de  armas,  con  poca  o  ninguna  discipli- 
na, no  es  empresa  de  gigantes  ni  de  héroes  el  desbandar 
una  muchedumbre  de  dos  millones  de  hombres  con  unas 
pocas  falanges  organizadas. 

F"ustel  de  Coulanges  observa  que  bajo,  de  los  merovin- 
gios,  las  poblaciones  civiles  eran  de  continuo  arrancadas  a 
sus  trabajos  y  que  se  las  enviaba  a  la  guerra  sin  la  menor 
instrucción  militar,  y  agrega  que  por  su  falta  de  cohesión 
y  disciplina  y  por  su  desconocimiento  del  manejo  de  las 
armas,  los  más  grandes  ejércitos  o  se  desbandaban  antes 
del  combate  o  eran  fácilmente  exterminados   (  q  ). 

Así  mismo,  observa  Grote,  que  según  se  infiere  del  es- 
tudio de  la  IIÍíkIh  y  la  (klison.  la  masa  de  los  griegos,  que 
todavía  no  habían  instituido  el  arma  de  la  caballería,  se 
avalanzaba  en  el  sitio  de  Troya  contra  los  defensores  de  la 
ciudad  y  vice-versa,  los  sitiados  contra  los  sitiadores,  sin  se- 
guir una  marcha  regular  ni  guardar  una  línea  de  batalla. 
Mientras  los  más  osados  se  encontraban  ya  comprometidos  en 
combates  singulares,  los  rpás  tímidos  se  mantenían  a  la  dis- 
tancia como  simples  espectadores.  Esta  manera  desordenada 
de  combatir,  inmortalizada  por  la  Ilinfln,  es  de  todos  cono- 
cida y  contrasta  notablemente  con  esas  cargas  simultáneas  de 
la  falange  griega  (jue  ani(iuilaron  a  los  persas  en  Platea  y  en 
Kunaxa.  En  la  (irecia  heroica,  unos  pocos  guerreros  de 
sobresaliente    gallardía    sobresalen   entre    la  muchedumbre 


ip)     Herrera,   ¡listorin   rio  Ins  Iiulias  ( hridcnfnlrs.  t.  III.  Decada  V. 
lib.   X.  cap.  XII,  pág.   202. 

(  fj  I     Fustel  de  Coulanges.  La    Monnrdiie    Franqu*:  pag.   29(»  a  298. 
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desorganizada  e  impotente;  en  la  Grecia  histórica,  la  masa 
entera  de  los  combatientes  aparece  combinada  en  un  sistema 
donde  cada  hombre,  sea  oficial,  sea  soldado,  ocupa  un  lu- 
gar determinado,  por  manera  que  cuando  se  alcanza  una  vic- 
toria, todos  comprenden  que  es  fruto  del  esfuerzo  común  y 
combinado   (  r ). 

Aquella  manera  desordenada  de  pelear,  inmortalizada 
por  los  poemas  homéricos,  no  es  peculiar  de  los  griegos 
antiguos;  es  la  manera  común  de  todos  los  pueblos  bár- 
baros. Con  referencia  a  los  indígenas  de  Valdivia,  dice 
Martínez  de  Bernavé,  que  no  establecían  «  campo  formal  de 
batalla  »  ni  guardaban  «  orden  militar  en  sus  guerras  »  sino 
que  procedían  a  la  manera  de  bandoleros  asaltando  en 
gavillas  las  familias  y  las  propiedades;  y  Herrera  dice  que 
cuando  los  Tlascaltecas  salían  a  pelear,  « los  escuadrones 
no  iban  en  ordenanzas,  sino  apeñuscados»    {  rr). 

§  74.  Bases  fundamentales  de  la  organización  de  todo 
ejército  son:  1'^  la  separación  por  armas,  y  2^  la  separa- 
ción por  cuerpos.  La  separación  por  armas,  fundada  en  la 
diversidad  de  funciones  que  les  corresponde  desempeñar  en 
la  guerra,  tiene  por  objeto  facilitar  el  empleo  de  cada  fuer- 
za en  las  condiciones  más  propicias  para  hacerla  rendir  toda 
la  utilidad  posible.  La  separación  por  cuerpos,  requerida 
por  el  carácter  pasivo  y  sin  iniciativa  de  las  masas  milita- 
res, se  establece  con  el  fin  de  multiplicar  los  jefes  porque 
son  ellos  los  que  con  su  talento,  su  destreza,  su  actividad  y 
su  valor  determinan  el  grado  de  eficiencia  que  a  cada  ejér- 
cito corresponde.  ¿Cómo  se  llegan  a  establecer  estas  se- 
paraciones? 

Apenas  se  necesitará  convenir  expresamente  en  que  mu- 
chas veces  estas  separaciones  se  han  de  haber   establecido 


(;•)     Grote,  Histoire  de  Gréce.  t.   II,  pag.    346. 

Ihering,  Prehistoria  de  los  Indoeuropeos,  §  43,  pág.    423. 

(rr)     Martínez  de  Bernavé,  La  Verdad  en  Campaña,  §  LXXVII. 
Herrera,  Historia  de  las  Indias  Occidentales,  t.  II,  Década  II.  Hb.  VI, 
cap.  XVII,  pág.  164. 

Cureau,  Les  Sociétés  primitives  de  l'Afrique  équatoriale.  pag.  351. 

/ 
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por  imitación.  Al  ofrecer  su  alianza  a  los  romanos,  el  rey 
Sifax  les  manifestó  su  admiración  por  la  organización  de 
las  legiones  y  les  pidió  le  dejasen  un  centurión  para  que 
adiestrase  a  los  numidas  en  el  arma  de  la  infantería  y  or- 
ganizase sus  fuerzas  a  la  manera   romana  (  s  ). 

Si  en  los  tiempos  de  Tácito,  después  de  varios  siglos  de 
guerra  con  los  romanos,  los  germanos  separaban  la  caballe- 
ría de  la  infantería  (  t ),  sin  duda  lo  hacían  a  ejemplo  de  sus 
enemigos.  Jenofonte  dice  que  entre  los  persas,  fué  Ciro  el 
Grande  el  primero  que  sintió  la  necesidad  de  la  caballería 
cuando  notó  que  sus  enemigos,  j)or  el  hecho  de  pelear  a 
caballo,  tenían  ventaja  inapreciable  para  rehuir  o  ace[)tar 
el  combate  a  voluntad  y  según  les  convenía  (  u  ).  Es  tam- 
bién de  suponer  que  entre  los  medos  procediese  Ciajares 
por  imitación  de  ejércitos  organizados  cuando  estableció 
«  el  orden  y  la  separación  en  su  milicia  disponiendo,  según 
Heródoto,  que  se  formasen  cuerpos  de  caballería,  de  lan- 
ceros y  de  sagitarios  »   (  v  ). 

Podríanse  citar  muchos  otros  casos  análogos  de  imitación 
porque  no  son  pocos  los  pueblos  bárbaros  de  la  Kdad  Mo- 
derna que  han  remedado  en  lo  fundamental  la  organización 
militar  de  los  conquistadores  europeos.  Caso  comproba- 
torio que  nos  interesa  particularmente  es  el  de  los  arauca- 
nos, (^omo  bien  lo  observa  Molina,  antes  de  la  concjuista 
española,  no  conocieron  ellos  la  caballería,  pero  cuando 
notaron  las  ventajas  que  esta  arma  daba  a  los  conquista- 
dores, se  empezaron  a  adiestrar  para  incorjíorarla  en  sus 
ejércitos.  La  emulación  que  les  animaba  era  tan  viva  que 
ya  en  1568,  o  sea  17  años  solamente  después  de  los  prime- 
ros encuentros  desfilaron  ante  los  españoles  los  escuadrones 


(s)  Tilo   Livio.   Décndiis.  t.    IV.   lil).   XXIV.  páj,'.    149. 

(/)  Tácito,  (Jerinania,  chap.  VI. 

(i;)  Jenofonte,  Cyropédic,  liv.    IV,  cha|).   III. 

(  \-  )  Heródoto,    Los    Xueve   Libros    de    la    Historia,    lib.     I,    cap. 
(III. 
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araucanos,  si  bien  fué   solo    en   1585    cuando  se    dio  a  esta 
arma  orden  estable  (  ^v  ). 

Empero,  sería  inconducente  citar  otros  casos  de  imitación 
porque  a  nuestro  juicio,  no  hemos  de  encontrar  en  ellos, 
sino  en  el  imperio  del  estatuto  personal  los  orígenes  de  la 
constitución  fraccional  de  los  ejércitos.     Innumerables    tes- 


(^v)  Molina,  Historia  Civil  del  Reino  de  Chile.  Wb.  II,  cap.  III,  pá- 
gina 70, 

Rosales,  Historia  de  Chile,  t.  I,  lib.  I,  cap.  XVIII,  pág-.  1 10. 

Según  algunos  cronistas,  la  organización  militar  de  los  araucanos  estaba 
muy  atrasada  a  la  época  de  la  conquista  española,  como  que  marchaban 
y  entraban  en  batalla  a  la  manera  de  las  hordas,  esto  es,  en  pelotones, 
Góngora  Marmolejo,  Historia  de  Chile,  págs.  5  y  ÍI6  del  tomo  II  de  la 
colección  de  Historiadores  de  Chile. 

Guevara,  Historia  de  la  Civilización  de  Araucania,  t.   I,  pág.  293, 

Por  el  contrario,  Ercilla  nos  da  idea  de  una  organización  militar  ya 
muy  desarrollada  que  fué  para  él  un  motivo  de  admiración.  Dice  en  La 
Araucana: 

«Los  que  están   a  la  guerra  dedicados 
No  son  a  otros  servicios  constreñidos, 
Del  trabajo  y  labranza   reservados 

Y  de  la  gente  baja  mantenidos;  — 
Pero  son   por  las  leyes  obligados 

De  estar  a  punto  de  armas  proveídos 

Y  a  saber  diestramente  gobernallas 
En  las  lícitas  guerras  y  batallas,,. 

Cada  soldado  un  arma  solamente 
Ha  de  aprender  y  en   ella  ejercitarse; 

Y  es  aquella  a  que  más  naturalmente 
En  la  niñez  mostrare  aficionarse. 

Hacen  su  campo,  y  muéstranse  en  formados 
Escuadrones  distintos  muy  enteros 
Cada  hila  de  más  de  cien  soldados 
Entre  una  pica  y  otra  los  flecheros.  .  , 

Si  el  escuadrón   primero  que  acomete 
Por  fuerza  viene  a   ser  desbaratado, 
Tan  presto  a  socorrerle  otro  se  mete 
Que  casi  no  da  tiempo  a  ser  notado. 

Canto  I,   págs,  6  y  7, 

Dejen  de  encarecer  los  escritores 
A  los  que  el  arte  militar  hallaron,,. 
Pues  los  últimos  indios    moradores 
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timonios  históricos  y  etnográficos  acreditan  que  en  los  gra- 
dos inferiores  del  desenvolvimiento  político,  los  grandes 
ejércitos  se  forman  siempre  por  la  alianza  o  concurrencia  de 
varias  tribus  o  pueblos  y  se  componen  de  los  contingentes 
que  los  aliados  y  los  tributarios  aportan  a  la  común  defensa. 
De  los  indígenas  de  Nicaragua,  dice  Herrera,  que  « cada 
cacique  trahia  señal  propia  para  su  gente  en  la  guerra»,  y 
con  referencia  al  Imperio  Incásico,  dice  Uhle,  que  en  la  or- 
ganización militar  se  reflejaba  el  fraccionamiento  social  por- 
que los  iivllus  constituían  en  ella  cuerpos  reciprocamente 
independientes  (,^')- 


Del  araucano  Estado  así  alcanzaron 
El  orden  de  la  guerra  y  disciplina 
Que  podemos  tomar  dellos  dotrina. 

¿Quién  les  mostró  a  formar  los  escuadrones. 
Representar  en  orden  la  batalla. 
Levantar  caballeros  y  bastiones. 
Hacer  defensas,  fosos  y  muralla. 
Trincheas,  nuevos  reparos,  invenciones 
Y  cuanto  en  uso  militar  se  halla. 
Que  todo  es  un   bastante  y  claro  indicio 
Del  valor  desta  gente  y  ejercicio? 

Canto  XXV.  pág.  410. 

Latcham  explica  esta  aparente  contradicción,  diciendo  que  entre  la  pri- 
mera y  la  segunda  expedición  de  Valdivia,  o  sea  en  el  breve  periodo  de 
1546  a  1550,  los  araucanos  inventaron  nuevas  armas  de  combate,  confedera- 
ron sus  tribus,  organizaron  sus  ejércitos  y  eligieron  capitanes  generales. 
Latcham,  Ln   Cnj>fífi<litd  í^ucrrorn  tic  los  nrniicaiios.  págs.   17  a  36. 

(  \- )  Herrera,  llistorin  (le  las  íiiditis  Occidvutnh^s.  t.  II.  Década  III. 
lib.    IV.  cap.  Vil,  pág.    104. 

l'hle,  Kl  Aillu  Prniimo,  pág.  84  del  lioli-tin  ilr  In  Sovivdad  dro- 
¡rráfíca  de  Lima,  correspondiente  a   191 1. 

Rn  alabanza  de  los  Incas  peruanos,  dice  Garcilaso  de  la  Vega,  que 
«  nunca  descomponían  los  capitanes  naturales  de  las  provincias  de  donde 
era  la  Gente  que  traían  para  la  guerra;  dejávanles  con  los  oficios  aun- 
que fuesen  maeses  de  campo  y  dábanles  otros  de  la  sangre  real  por  su- 
periores, y  los  capitanes  holgaban  mucho  de  servir  como  tenientes  de 
los  Incas ».  Garcilaso  de  la  Vega,  Cmnfittarios  Rvalos,  t.  I.  lib.  II. 
cap.  XIII.  pág.  49. 

•  Todos  los  capitanes,  maeses  de  campo  y  oficiales  principales  del  ejér- 
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En  los  ejércitos  así  compuestos  cada  contingente  es  co- 
mandado por  un  jefe  propio,  de  ordinario  consanguíneo, 
que  se  distingue  por  los  colores,  vestimentas,  adornos,  ar- 
mas, etc.,  que  son  de  uso  y  costumbre  en  su  respectiva  na- 
ción. Nos  inclinamos  a  pensar  que  éste  es  el  origen  de  los 
uniformes  militares,  adoptados  principalmente  para  distin- 
guir a  la  simple  vista  un   cuerpo  de  otro. 

En  la  Iliada,  citada  por  Ihering,  aparece  Néstor  dispo- 
niendo que  Agamenón  distribuya  los  hombres  por  tribus  y 
familias  a  fin  de  que  cada  una  ayude  a  las  demás  y  todas 
se  auxilien  recíprocamente;  y  cuando  los  tracios  vinieron  en 
auxilio  de  Atenas,  al  tercer  año  de  la  guerra  del  Peloponeso, 
dice  Tucídides,  los  odryses  y  los  Getas  formaban  la  caballe- 
ría, y  algunos  montañeses  independientes  la  infantería  (  a  ). 

Análogamente  entre  los  germanos,  no  era  el  azar,  según 
Tácito,  el  que  formaba  las  bandas  o  escuadrones,  sino  que 
cada  grupo  se  componía  exclusivamente  de  una  familia  en- 
tera, de  toda  una  parentela  (z);  y  según  Heródoto,  el  in- 
menso ejército  con  que  Jerjes  invadió  la  Grecia,  el  más 
grande  que,  antes  de  1914,  vio  la  historia,  vino  organizado 
de  parecida  manera  porque  cada  nación  estaba  represen- 
tada en  él  por  una  brigada,  la  cual  se  distinguía  por  sus 
armas,  trajes,  colores  y  blasones  particulares  y  era  coman- 
dada por  un  jefe  nacional  (  a  a). 


cito,  dice  Cobo,  eran  comúnmente  del  linaje  y  sangre  real  de  los  Incas, 
que  no  se  fiaban  de  otros;  y  cuando  se  conducía  gente  de  las  provincias» 
los  capitanes  que  la  llevaban  al  Cuzco  se  quedaban  con  el  cargo  que  an- 
tes, salvo  que  les  ponía  el  Rey  a  cada  uno  un  capitán  y  superior  de  su 
linaje  de  Incas:  y  así,  el  dejarles  los  cargos  que  tenían  era  hacerles  te- 
nientes de  los  que  de  nuevo  ponían.  .  .  Cuando  marchaba  el  ejército  en  orde- 
nan/a de  guerra,  iban  repartidos  en  diversos  escuadrones  por  sus  provin- 
cias y  naciones,  guardando  cada  uno  el  orden  por  su  antigüedad  ».  Cobo, 
Historia  del  Xiievo  Mundo,  t.  IV,  lib.  XIV.  cap.  IX.  pág.  197. 

(a)     Thucydide,   (hierre  dii  Péleponése,  liv.  II.  chap.  XCVIII. 
Ihering,  Preliistoria  de  los  Indo-Europeos,  S;  XLIII.  pág.  414. 

(  z )     Tácito,  Germania,  VII. 

(a  a)     Heródoto,  Los  Xueve  Libros  de  la  Historia,  lib.  Vil,  cap.  XL 
a  LXl,  y  lib.   IX.  cap.  XXXI  a  XXXIII. 
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En  cuanto  a  las  fuerzas  griegas,  carecían  de  unidad  orgá- 
nica porque  se  formaron  con  la  suma  de  varios  ejércitos 
heterogéneos,  cada  uno  de  los  cuales  concurrió  en  repre- 
sentación de  uno  de  los  Estados  aliados,  y  mantuvo  su  auto- 
nomía y  sus  propios  jefes  durante  toda,  la  guerra.  Regía 
todavía  el  estatuto  personal  de  manera  tan  soberana  que 
su  fuerza  se  hacía  sentir  aun  dentro  de  cada  contingente. 
Prescindiendo  de  los  otros  ejércitos  griegos,  concretémonos 
a  eí^tudiar  por  vía  de  comprobación  la  composición  que 
tres  siglos  después  tenía  todavía  el  que  había  encabezado 
la  resistencia  contra  los  invasores  (  n  h  ). 

Como  quiera  que  la  población  de  Atenas  había  sülo  re- 
partida en  diez  tribus  por  Clístenes,  el  ejército  ateniense  no 
era  más  que  la  sama  de  otros  tantos  contingentes  suminis- 
trados por  ellas.  A  la  cabeza  de  cada  contingente,  iba  un 
tuxinrciK  elegido  por  su  propia  tribu  con  facultad  de  nom- 
brar capitanes;  y  en  cuanto  al  comando  general  del  ejército, 
estaba  a  cargo  de  diez  ostríiti'<X}is  que  las  tribus  elegían 
separadamente  para  que  lo  ejercieran  por  turno  (  ;i  «•  ). 
De  esta  manera  se  mantenía  el  principio  fundamental  del 
estatuto  personal,  que  cada  uno  no  puede  estar  bajo  la  de- 
pendencia de  jefes  (jue  no  pertenezcan  a  su  propia  .sangre. 
Luego  veremos  que  el  primitivo  ejército  romano  se  orga- 
nizó sobre  la  misma  base. 

Xo  de  otra  manera  se  formaban  los  ejércitos  reales  du- 
rante la  Edad  Media.  Ningún  Estado  mantenía  ejércitos 
permanentes,  y  cuando  un  monarca  se  veía  comprometido 
en  una  guerra,  estaba  precisado  a  exigir  de  sus  grandes 
vasallos  (¡ue  acudiesen  en  su  auxilio  con  los  contingentes 
que  según  el  pacto  feudal,  les  correspondían.  Kn  el  fondo, 
el   ejército  real   era   un  sinijilc  agregado  de   contingentes,  y 


{  n  h)  Scfjún  Grote.  hasta  los  tiompos  de  Licurgo,  los  hopliías  o  ca- 
balleros de  cada  tribu  o  de  cada  barrio  combatían  unidos,  esto  es,  for- 
mando cuerpo  autónomo.     Grote,   Histairr   (ir  In    fr'réef.  t.  IV,   pag.    19. 

(ae)      Aristóteles,   />h  I\épi¡hlif¡t¡r  AtliPnit'iinr,   ^   21  et  oO. 
Dcmosthene  et  Kschine,   Cfur/'f.s  í 'om/»/é(e.'»,  t.  I,  pag.  393. 
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no  decimos  que  era  la  suma  de  ellos  porque  cada  uno  cons- 
tituía un  cuerpo  autónomo  que  se  distinguía  por  los  escu 
dos,  blasones,  pendones  y  colores  del  respectivo  feu- 
do (a  d ).  No  tenía  la  corona  intervención  alguna  en  la 
designación  de  los  jefes  ni  en  la  formación  de  la  oficialidad, 
porque  la  organización  y  el  comando  de  los  contingentes 
correspondían  al  señor  feudal  que  los  traía  en  auxilio  del 
rey.  En  una  ocasión  en  que  Fernando  el  Católico  había 
ordenado  que  una  porción  de  las  tropas  del  duque  de  Me- 
dina Coeli  fuese  en  socorro  del  conde  de  Benavente,  el  du- 
que rehusó  obedecer  la  orden  real,  y  contestó  altivamente  al 
enviado  del  monarca:  «  Decid  a  vuestro  amo  que  he  venido 
a  la  cabeza  de  mis  tropas  a  servirle  a  él  y  que  ellas  no  van 
a   parte  alguna  sin   su  jefe  «   (  a  e  ). 

Bajo  de  aquel  régimen,  los  individuos  de  las  clases  infe- 
riores nunca  podían  llegar  a  las  jefaturas,  y  cuando  un  jefe 
era  achacoso,  valetudinario,  inepto  o  cobarde,  la  incapaci- 
dad no  tenía  remedio  como  él  mismo  no  atendiese  a  procu- 
rarse coadjutores  o  reemplazantes. 

Cuando  las  ciudades  compraron  su  autonomía  desde  el 
siglo  XI  adelante,  quedaron  por  lo  general  gravadas  con 
la  obligación  de  auxiliar  al  rey  en  los  casos  de  guerra.  En 
fuerza  de  esta  obligación,  cada  una  organizaba  los  contin- 
gentes con  que  debía  acudir  en  auxilio  del   rey   y   los  j)onía 


(ad)  Con  referencia  a  las  fuerzas  militares  de  la  monarquía  franca, 
dice  Fustel  de  Coulanges: 

«  Cette  armée  n'était  pas  distribuée  en  lég-ions  ou  régiments  comme  les 
armées  réguliéres.  Elle  était  répartie  en  cites..  .  Nous  y  avons  un  corps 
d'armée  d'Arvernes.  et  d'autres  corps  d'armées  de  Biturigfes,  de  Poitevins, 
d'Angevins,  etc.  .  .  .  Les  rois  francs  n'ont  pas  eu  un  organisme  militaire 
que  füt  distinct  de  l'organisme  civil.  lis  n'ont  meme  pas  eu  d'officiers 
spécieaux  pour  commander  aux  soldats.  .  .  Le  comte,  ses  vicaires,  ses 
centeniers,  qui  la  veille  administraient  et  jugeaint  ees  hommes,  devenaient 
leurs  officiers  et  leurs  généraux.  Fustel  de  Coulanges,  La  MoimrcJiía 
Fránque.  pag.   295. 

(  a  e  )  Prescott.  Ilistoire  du  Régne  de  Ferdinand  et  d'lsabellr.  t.  II 
pag.   105. 
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bajo  el  comando  de  jefes  nombrados  ora   por  las  asambleas 
generales,  ora  por  los  ayuntamientos. 

En  España,  correspondía  generalmente  al  alférez  o  al- 
guacil mayor  de  cada  ayuntamiento  el  comando  de  las  tro- 
pas urbanas,  y  así,  en  la  guerra  de  los  moriscos,  apareció, 
dice  Colmeiro,  el  alférez  mayor  Diego  \'^ázquez  de  Acuña 
por  cabo  de  la  tropa  concejil  con  el  pendón  de  Raeza.  Duró 
esta  práctica  hasta  el  año  de  1569.  En  este  año  Eelipe  II 
ordenó  a  Sevilla  (jue  levantase  milicias,  y  sin  tener  cuenta 
de  la  autoridad  de  su  alguacil  mayor,  las  puso  bajo  la 
mano  de  un  coronel  nombrado  por  la  corona  (»(/').  Así 
es  como  en  el  orden  militar,*  lo  mismo  cjue  en  el  orden 
civil,  no  se  adelanta  el  estableciraiento  del  estatuto  real  sino 
allanando  los  fueros  y  libertades  de  los  pueblos. 

§  75.  La  división  de  las  fuerzas  militares  por  nacionali- 
dades, y  sobre  todo,  la  subdivisión  por  tribus,  se  establecen 
siempre  en  los  grados  inferiores  del  desarrollo  político  no 
solo  porque  carecen  de  carácter  realmente  sistemático  sino 
también  porcjue  son  efectos  espontáneos  del  estatuto  per- 
sonal, que  propende  de  suyo  a  mantener  tanto  en  los  arre- 
glos sociales  como  en  los  administrativos  la  autonomía  de 
las  agrupaciones  consanguíneas. 

.Mas,  en  grados  del  desenvolvimiento  social  (jue  no  po- 
dríamos j)rrcisar  con  exactitud,  |)<'ro  (jue  más  o  menos 
corresponden  al  estado  de  semi-civilización,  aparece  adop- 
tada por  muchos  pueblos,  con  singular  uniformidad,  una 
tercera  división  de  las  fuerzas  militares,  la  que  sin  ronijier 
todavía  los  vínculos  de  la  sangre,  tiene  cierto  car;lcter 
sistem;ítico  porcjue  se  funda  en  la  base  decimal. 

Como  si  fuese  una  s¡ngularida<l  del  lm|íerio  Incásico, 
cuenta  Garcilaso  que  antes  de  la  conquista  española,  la 
población  entera  estaba  dividida  tanto  para  lo  militar  cuanto 
para  lo  civil  en  decurias  de  a  diez,  de  a  cincuenta,  de  a 
ciento,  de  a   quinientos  y  de  a  mil    hombres   mandados  por 


iuí)     CDlmeiro,  ('(jiistitiiiinn  y  <inhiiTii'   '/<•  /">•    /.''•//»'■>>  «/'•  Irnn  v 
Castilla,  t.  II.  pág.  2í>5. 
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jefes  escalonados  jerárquicamente.  Pero  en  la  misma  Amé- 
rica hubo  otros  pueblos  que  se  vieron  sometidos  a  régimen 
muy  parecido  como  bien  lo  dice  Batres  Jáuregui  respecto 
de  los  que  habitaron  la  antigua  Guatemala  (  a  g  ),  y  no  de 
otra  manera  estuvieron  siempre  organizadas  las  naciones 
semi-civilizadas  del  antiguo  continente. 

Según  el  Éxodo,  Moisés  escogió  entre  todo  el  pueblo  de 
Israel  algunos  hombres  valerosos  y  los  puso  por  príncipes, 
tribunos,  centuriones  y  caporales  de  fracciones  compuestas 
de  10  y   de  50  individuos   (  a  h  ). 

Es  presumible  que  en  Esparta  fuesen  también  agrupa- 
ciones decimales  y  jerarquizadas  las  enoniotias  y  otras 
mandadas  respectivamente  por  los  enomotarcas,  lochagas  y 
polemarcas  (a  i  ). 

De  un  texto  de  Tácito,  se  infiere  que  en  un  tiempo  estu- 
vieron sujetos  los  germanos  a  una  organización  parecida, 
fundada  en  la  base  de  las  divisiones  y  subdivisiones  deci- 
males (aj).  Así  mismo,  una  antigua  ley  capitular  acre- 
dita que  un  rey  Clotario  estableció  en  la  monarquía  franca 
el  régimen  de  las  centurias,  y  una  ley  de  Canuto  dispuso 
en  la  Heptarquía  Sajona  que  to^o  hombre  libre  se  incor- 
porase en  una  decuria  y  en  una  centuria  (al). 


{aii-}  Garcilaso  de  la  Vega.  Comentarios  Reales  de  los  Incas,  lib.  II, 
cap.  XI. 

Batres  Jáuregui,  Los  Indios,  pág.   75. 

Torquemada,  La  Monarquía  Indiana,  t.  I.  lib.  III.  cap.  XXIV,  pág.  295. 

Según  Molina,  las  fuerzas  de  los  araucanos  estaban  también  divididas  en 
fracciones  decimales;  pero  como  este  historiador  solo  atestigua  lo  que  vio 
en  la  2*  mitad  del  siglo  XVIII,  no  podemos  saber  si  esta  organización 
era  espontánea  o  establecida  a  imitación  de  la  de  las  fuerzas  españolas. 
Molina.  Historia  Civil  del  Reino  de  Chile.  Hb.  II,  cap.  III,  pág.  71. 

{ah)     Éxodo,  cap.  XVIII,  §  25. 

(ai)     Fustel  de  Coulanges,   Xou melles  Recherches.  pag.   7  7  et  85. 
(a./)     Tácito,   dcrmania.  cap.    VI. 

(ai)  Blackstone,  Conimentaires  sur  les  Lois  Anfílaises,  t-  VI, 
pag.  442. 

Gneist,  Constitution  Cninniunalc  de  l'Angletcrre.  t.   I,  pag.  52. 
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Por  último,  en  grandes  extensiones  de  Rusia,  en  ciertas 
comarcas  del  Japón,  y  en  la  mayor  parte  de  la  China,  las 
poblaciones  han  vivido  hasta  nuestros  días  repartidas  tam- 
bién en  decenas  y  centenas   (  a  in  ). 

En  una  palabra,  dice  Gneist,  todas  las  organizaciones  pri- 
mitivas tienen  invariablemente  carácter  militar,  se  fundan  en 
el  número  10  por  la  sola  razón  de  ser  diez  los  dedos  de 
las  manos  y  se  las  encuentra  establecidas  en  los  grados 
inferiores  de  todas  las  razas  (  a  n  ). 

;De  dónde  viene  la  idea  de  fraccionar  las  fuerzas  milita- 
res en  cuerpos  de  diez,  de  ciento  y  de  mil  individuos? 

Desde  los  comienzos  del  presente  trabajo,  hemos  venido 
demostrando  la  decisiva  influencia  que  a  los  principios  del 
desarrollo  político  ejerce  la  guerra  en  el  crecimiento  de  las 
poblaciones,  en  la  fundación  de  las  ciudades,  en  el  naci- 
miento de  las  instituciones.  Sin  hipérbole  se  puede  afir- 
mar que  el  Estado,  organizado  en  las  sociedades  más  cultas 
para  servir  los  intereses  de  la  paz,  del  orden  y  del  pro- 
greso, nace  y  se  desarrolla  en  las  más  atrasadas  exclusi- 
vamente por  y   f)ara  la  guerra. 

Como  (fulera  c^ue  los  intereses  de  la  paz  se  van  desarrollan- 
do paralelamente  con  la  civilización  hasta  adquirir  en  las  so- 
ciedades más  cultas  carácter  jíreponderante,  no  es  de  ex- 
trañar (jue  ])or  el  contrario,  la  |)reocupación  de  la  guerra 
sea  en  las  más  atrasadas  tan  absorbente  cjue  imponga  la 
militarización  no  solo  de  las  instituciones  sino  también  de 
las  costumbres,  y  tanto  la  de  la  sociedad  cuanto  la  del  Es- 
tado. 

Platón  observó  (jue  las  leyes  de  Creta  se  habían  dictado 
en  atención,  no  a  la  [)az,  sino  a  la  guerra.  Por  ejemplo, 
decía,  lo  que  indujo  al  legislador  de  a(juel  Estado  a  esta- 
blecer la   mesa  común   fué  el  haber  notado  (]ue  en  todos  los 


(nni)     Spencer.   f'fiin-i¡)rs  <¡c  Sociolo^sii'-   '•   '"<  !?    ^I-- 

(  n  II  )     Gneist.  Constitution  Coiiimunalr  de  I' Aniíli'tcrro.  t.  I,  pajf.  34. 
Kn    alpunos    pueblos    se  ha    preferido    el    fraccionamiento  Huodecimal. 
Iherinjj.  Esjtrii  du  Droit  líomain,  t.  I.  §  20.  pa^.  248. 
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pueblos,  cuando  las  tropas  están  en  campaña,  la  necesidad 
de  vivir  prevenidas  las  precisa  a  tomar  la  comida  en  común 
durante  todo  el  tiempo  de  la  guerra.  Y  con  esto,  quiso 
sin  duda  condenar  un  error  muy  común,  cual  es,  el  de  no 
ver  que  entre  los  Estados  se  halla  trabada  una  guerra  per- 
petua de  cada  uno  contra  todos.  Dado  este  antecedente, 
si  en  tiempo  de  guerra  es  indispensable  a  la  seguridad 
pública  que  todos  los  ciudadanos  tomen  su  alimento  en 
común  y  que  siempre  haya  algunos  que  mientras  tanto  ha- 
gan la  guardia,  ello  no  es  menos  indispensable  durante  la 
paz;  que  lo  que  de  ordinario  se  llama  paz,  no  lo  es  más 
que  en  el  nombre,  y  de  hecho,  sin  que  medie  declaración 
de  guerra,  cada  Estado  está  por  su  constitución  armado 
contra  todos  los  que  le  rodean   {  a  ñ  ). 

Para  determinar  con  acierto  la  diversiíicación  posterior 
de  las  funciones  militares,  conviene  advertir  que  la  orga- 
nización decimal  de  que  venimos  hablando  no  se  aplica 
primitivamente  a  un  cuerpo  especial  de  ciudadanos  encar- 
gados de  la  fuerza  pública.  Se  aplica  a  la  sociedad  entera. 
Como  quiera  que  en  los  grados  inferiores  del  desenvolvi- 
miento político,  se  confunde  el  ejército  con  el  pueblo,  no 
queda  substraído  de  este  régimen  ningún  ciudadano,  y  cuan- 
do solo  se  va  tras  de  organizar  las  fuerzas  militares,  lo 
que  en  realidad  se  hace  es  organizar  la  sociedad  ente- 
ra (  a  o ). 

Para  los  pueblos  más  atrasados,  siempre  rebeldes  contra 
toda  autoridad,  la  organización  militar  tiene  el  inapreciable 
beneficio  de  someterles  y  habituarles  a  una  disciplina  más 
o  menos  rigurosa.  Sin  duda,  dice  Ihering,  el  espíritu  que 
esta  disciplina  engendra  es  una    forma  inferior  del   espíritu 


(  a  ñ  )     Platón,   Les  Lois.   t.   I,  liv.  I.   pag^.   5   et  6. 

(  a  o)  Cobo  habla  primeramente  de  la  organización  decimal  de  la  socie- 
dad civil  en  el  Imperio  Incásico,  y  al  tratar  más  tarde  de  la  organización 
militar,  dice:  «  Guardábase  en  la  guerra  el  mismo  gobierno  que  en  la  paz, 
dividiendo  los  soldados  por  sus  decurias  y  centurias.  Cobo,  Historis.  del 
Xuevo  Mundo,  t.  III,  lib.  XII,  cap.  XXV,  pág.  233,  y  t.  IV,  lib.  XIV, 
cap.   IX,  página   197. 
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moral;  y  se  funda  más  bien  en  un  hábito  mecánico  que  en 
la  educación  interna  y  moral.  Pero  con  todos  sus  defectos, 
la  discijílina  militar,  única  que  los  pueblos  bárbaros  respe- 
tan libremente,  es  de  un  valor  inapreciable  porque  les  hace 
sentir  la  necesidad  del  orden  exterior  y  cobrar  aversión 
contra  el  desorden  (  u  j»  ).  Los  pueblos  atrasados  cjue  no 
se  someten  a  la  disciplina  militar  viven  a  perpetuidad  en 
estado  acrático,  faltos  de  hábitos  para  someterse  a  un  ré- 
gimen político. 

Por  su  simetría,  tan  adecuada  al  réoimen  militar,  j)or  su 
expedito  fraccionamiento,  tan  conveniente  a  las  necesidades 
del  servicio;  y  por  las  facilidades  que  ofrece  para  los  cóm- 
|)utos  numéricos  e  instantáneos  de  las  fuerzas;  la  orcraiiiza- 
ción  decimal  está  dotada  de  una  vitalidad  extraordinaria. 
Cuando  las  funciones  militares  se  diversifican,  los  ejércitos 
nacen  sometidos  a  ella,  y  en  los  pueblos  más  civilizados 
sigue  tan  sólidamente  establecida  que  parece  destinada  a 
perpetuarse  a  título  de  régimen  irreemplazable. 

§  76.  í^os  hechos  fundamentales  que  sobre  ¡a  primitiva 
organización  militar  hemos  apuntado  en  los  dos  preceden- 
tes parágrafos,  a  saber,  la  división  por  tribus,  la  separación 
por  nacionalidades  y  el  fraccionamiento  decimal,  aparecen 
literalmente  reproducidos  en  la  historia  tradicional  de  los 
primeros  tiempos  del  pueblo  romano. 

Compuesta  como  fué  la  primitiva  población  romana  por 
la  unión  de  tres  tribus,  todas  sus  instituciones  hubieron  de 
organizarse  para  mantener  la  igualdad,  como  ya  lo  hemos 
observado  (  §  21  y  57  i,  sobre  la  base  de  números  tlivisi- 
bles  en  tercios  enteros.      Con    arreglo  a  este   pie    forzado. 


(  n  ji  \  '  ("ette  intliiencf  (  celle  fie  la  j^ucrre  ).  dit  Iherinjí,  st-  montre 
deja  flans  la  Constituiion  la  |)lus  antique  que  Rome  appurta  avec  elle. 
Cette  Constitutiun  est  une  armure  qui  doit  son  origine  á  la  j;uerrc,  qui  est 
faite  pour  la  g;uerre.  et  que  Kom<-.  qui  veut  c-tre  toujours  arniée.  ne  dépose 
jamáis,  mcme  pendant  la  paix .  .  .  La  Kome  antique  est  un  campenient  per- 
manent;  l'ordre  et  la  discipline  sévtTe  des  camps  y  régnent;  la  Consti- 
tutiun politique  devint  une  constitutiun  militairc  ».  Iherinp,  Esprit  dii 
Ihnit  Roinaiii.  t.    I,  ^  20,  pag.  247  ct  263  a   2íi.^. 

Comxe,  Con rs  df  P¡iilosn¡>liic  Pnsil i \r.  i.   V.   1,1 1 1*"  le(,on,   paj;.    127. 
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cada  legión  se  compuso  de  300  caballeros,  100  por  tribu, 
y  de  3000  infantes,  1000  por  tribu.  La  palabra  nñles,  mi- 
litar, significa  etimológicamente  un  soldado  que  forma  parte 
de  un  contingente  de  mil  legionarios.  A  la  cabeza  de 
cada  contingente,  iba  un  jefe  representante  de  la  tribu  res- 
pectiva, un  tribunum  militum  (  a  q  ). 

Pero  este  mismo  contingente,  que  constituía  un  simple 
tercio  de  legión,  no  era  el  último  término  del  fracciona- 
miento, porque  a  pesar  de  la  confusión  de  las  tradiciones, 
claramente  se  infiere  de  ellas  que  los  mil  legionarios  de 
cada  contingente  estuvieron  repartidos  en  diez  centurias, 
mandadas  por  sendos  centuriones,  y  los  cientos  de  cada 
centuria  en  diez  decurias,  mandada  por  sendos  decurio- 
nes (  a  /■ ). 


{aq)  Mommsen,  Lii  Droit  Public  Roinain.  t.  VI,  V^-  partie,  page 
114  et  117. 

Ihering-,  Prf'historia  (le  los  Indo-europeos.  s  XLIII. 

{a  r)  Marquardt,  L'Organisation  wilitaire  chez  les  Ronmius.  page 
5   á  9. 

Mommsen.  Le  Droit  Public  Romaiih  t.  VI,   I^e  partie,  pag.  114  á  121, 

Sobre  las  primitivas  organizaciones  militares  del  pueblo  romano,  tene- 
mos las  noticias  que  Tito  Livio    y  Dionisio  de  Halicarnaso  nos  dejaron: 

Rómulo.  dice  Dionisio  de  Halicarnaso,  dividió  todo  el  pueblo  en  tres 
cuerpos,  y  puso  a  la  cabeza  de  cada  uno  un  jefe  distinguido.  Después 
dividió  cada  cuerpo  en  diez  y  les  puso  bajo  el  mando  de  los  más  bravos 
capitanes.  A  los  grandes  cuerpos  los  llamó  tribus,  y  a  los  30  menores 
curias.  Tribu  es  lo  que  en  griego  llamamos  Phylé  o  Trittys,  esto  es, 
un  tercio  del  pueblo,  y  la  voz  curia  se  puede  traducir  al  griego  por 
Phratra  y  Lochos,  esto  es,  una  compañía  de  soldados.  Los  jefes  de  las 
tribus  se  llamaron  tribunos  y  los  de  las  curias  curiones.  Denys  de  Ha- 
licarnase.  Antiquités  Romaines.  t.   II,  11  v.   II,  pag.   16. 

En  esta  breve  noticia,  no  aparecen  las  decurias,  y  solo  vagamente  se 
diseñan  las  centurias.  Veamos  ahora  lo  que  dice  Tito  Livio  sobre  la 
segunda  organización  que  Roma  dio  a  sus  fuerzas  militares.  Según  Tito, 
el  rey  Servio  Tulio  dividió  el  pueblo  entero  en  seis  clases  y  cada  clase 
en  un  número  fijo  de  centurias.  «  Formaban  la  primera  clase,  dice,  aque- 
llos que  poseían  una  renta  de  100.000  ases  o  más.  y  se  dividía  en  80  cen- 
turias: 40  de  hombres  maduros  que  se  encargaban  de  la  custodia  de  la 
ciudad,  y  40  de  jóvenes  que  hacían  la  guerra  en  el  exterior...  A  la  se- 
gunda  clase  pertenecían    aquellos   cuya    renta    fluctuaba    entre     100.000  y 
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Cuando  por  causa  de  la  cuasi  permanencia  del  estado  de 
guerra  se  encontraba  muy  diezmada  la  población  nacional, 
recurría  Roma  en  demanda  de  auxilio  a  los  pueblos  alia- 
dos y  a  los  tributarios,  y  los  contingentes  con  que  unos  y 
otros  acudían  constituían  en  el  ejército  romano  cuerpos 
autónomos  con  nombres,  colores,  vestimenta  y  armas  es- 
peciales. Solo  después  de  la  segunda  guerra  púnica,  cuan- 
do el  codiciado  privilegio  de  la  ciudadanía  se  brindó  a 
todos  los  latinos,  fueron  éstos  admitidos  a  enrolarse  con- 
fundidos en  la   masa  de  los  legionarios  romanos   (  ;/  /■/• ). 

Durante  la  monarrjuía  y  en  los  dos  primeros  siglos  de 
la  República,  cada  ciudadano  estaba  obligado  no  solo  a 
servir  personalmente  en  el  ejército,  entre  los  17  y  45  años 
de  edad,  sino  también  a  cargar  con  los  triples  gastos  del 
armamento,  del  equipo  y  de  la  alimentación:  pero  según 
veremos  más  adelante,  muy  pronto  adoptó  la  República 
la  práctica  de  indemnizar  en  parte  estos  gastos,  para  con- 
cluir con   la  franca   remuneración   del    servicio   militar. 


75.000  ases  y  se  componía  de  20  centurias,  l'ara  formar  parte  de  la  ter- 
cera se  exigfía  de  50.000  a  75.000  ases  de  renta  y  el  número  de  sus  cen- 
turias era  igual  al  de  la  segunda.  La  renta  de  la  cuarta  clase  era  de  25.000 
a  50.000  ases,  y  el  número  de  sus  centurias  igual  al  de  la  precedente. 
I, a  quinta  clase,  compuesta  de  aquellos  individuos  cuya  renta  era  de 
11.000  a  25.000  ases,  constaba  de  30  centurias.  Y  |)or  último,  el  res- 
to riel  puel)lo  compuesto  de  gente  cuya  renta  no  alcanzaba  a  11.000 
ases,  quedo  reunido  en  una  sola  centuria  y  exento  del  servicio  mi- 
litar. Después  de  organizar  así  la  infantería,  formó  doce  centurias  de 
caballería  entre  los  principales  de  la  ciudad,  repartiendo  en  seis  las  tres 
que  había  organizado  Kómulo  -.  Cada  clase  estaba  equipada  y  armada 
de  una  manera  especial.     Tito  Livio,   /¡f-radns.  t.  I.  lib.    I.   págs.  70  y  71. 

F.n  esta  noticia  es  digno  de  notarse  que  la  voz  ci'ntui'in  no  se  usa  en 
el  sentido  de  agrupaci<'>n  de  100  individuos  sino  en  la  de  compañía.  Pero 
el  significado  etimológico  de  la  palabra  deja  colegir  sin  lugar  a  duda  que 
a  los  princi|)ios  se  repartió  el   pueblo  romano  en   agru|>aciones  centenales. 

Por  una  razón  análoga  debemos  suponer  que  la  centuria  se  subdividió 
en  decurias,  puesto  que  las  voces  devuria  y  ilrctirinn  se  siguieron 
usando  en  los  tiempos  históricos,  siquiera  fuese  con  significados  algo 
alterados. 

(  n  rr )     Marquardt,  ob.   cít.,   pag.   ')\    ii  93. 
Mommsen,  ob.  et  loe.   cit.,  |)ag.   271. 
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§  77.  En  los  parágrafos  precedentes,  hemos  estudiado  la 
organización  que  para  desempeñar  funciones  militares  se 
da  la  sociedad  entera  en  los  grados  inferiores  del  des- 
envolvimiento político. 

Pero  estos  estudios  no  bastan  porque  para  comprender 
las  causas  de  la  diversificación  de  las  funciones  militares, 
o  sea  las  de  la  institución  originaria  de  los  ejércitos  perma- 
nentes, es  indispensable  determinar  en  cuáles  condiciones 
prestan  el  servicio  de  las  armas  los  hombres  de  los  pue- 
blos atrasados. 

Algunos  cronistas  del  Coloniaje  anotaron  como  una  sin- 
gularidad de  los  araucanos  el  que  para  hacer  la  guerra  no 
se  previniese  el  sueldo  y  pre  de  los  guerreros  porque  a 
una  voz  que  daba  el  cacique  acudían  todos  los  de  su  par- 
cialidad armados  y  equipados  a  su  propia  costa  (  a  s  ).  Pero 
en  eealidad,  la  gratuidad  del  servicio  militar  se  encuentra 
establecida  en  todos  los  pueblos  de  la  tierra  antes  de  la 
institución  de  los  ejércitos  permanentes. 

En  una  antigua  relación,  transcripta  por  Medina,  se  ob- 
serva que  cuando  algiin  cacique  de  las  provincias  del  Da- 
rien  quería  hacer  la  guerra,  « todos  habían  de  ir  a  hacerlo, 
sin  que  por  ello  les  diese  cosa  alguna  » ;  y  con  referencia  a 
la  provincia  de  Pozo,  en  Nueva  Granada,  dice  Cieza  de 
León  que  había  allí  grandes  tesoros  perdidos  en  los  tem- 
plos y  en  las  sepulturas  porque  los  indígenas  no  los  busca- 
ban para  otra  cosa,  «  pues  no  pagan  sueldo  con  ello  a  la 
gente  de  guerra  >'   (  a  t  ). 


(as)     Martínez  de  Bernavé,  La  Verdad  en  Campaña.  §   LXXVIII. 

«Cada  soldado,  dice  Molina,  debe  conducir  consigo  de  su  casa,  no  solo 
las  armas,  pero  aun  los  víveres,  como  acostumbraban  hacer  los  antiguos 
romanos.  Así  como  todos  son  obligados  al  servicio  militar,  así  no  hay 
allí  ninguno  que  deba  contribuirá  la  subsistencia  del  exército».  Molina, 
Historia  Civil  del  Reino  de  Chile,  üb.  II,  cap.  III,  pág.  73. 

Rosales,  Historia  de  Chile,  t.  I,  lib.  I,  cap.  XXII,  pág.   135. 

(a  O  Medina,  El  Descubrimiento  del  Océano  Pacííico,  t.  II,  pági- 
na  194. 

Cieza  de  León,   La  Crónica  del  Perú.  cap.  XXI.  pág.   373. 
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Entre  los  germanos,  fué  gratuito  el  servicio  de  las  armas, 
según  Tácito  ( n  u  ),  y  el  mismo  régimen  imperó  durante 
siglos  en  los  pueblos  bárbaros  que  se  instalaron  en  el  Imperio 
Romano.  En  la  monarquía  merovingia,  dice  Eustel  de  Cou- 
langes,  el  servicio  militar  no  era  retribuido,  y  el  guerrero 
no  solo  servía  sin  sueldo  sino  que  probablemente  ni  aun 
era  alimentado  por  el  Estado,  teniendo  que  soportar  sobre 
las  fatigas  y  los  peligros,   los  gastos  de  la  guerra  (  u  av  ). 

El  mismo  régimen  subsistió  bajo  de  los  carlovingios;  con- 
tinuó el  carácter  gratuito  del  servicio  militar;  los  ciudada- 
nos convertidos  en  guerreros  no  percibían  sueldo  ni  aun  en 
campaña,  y  como  tampoco  eran  alimentados  por  el  Estado, 
tenían  que  llevar  consigo  víveres  que  les  bastasen  durante 
un  tiempo  prudencial  (  n  v  ),  o  por  lo  menos,  mientras  em- 
pezaban las  depredaciones. 

La  organización  militar  de  los  anglo-sajones,  dice  Gneist, 
se  fundaba  en  la  triple  obligación  que  gravaba  a  todos  los 
hombres  libres:  1°  de  enrolarse  personalmente  en  el  ejér- 
cito; 2°  de  armarse  a  su  propia  costa;  y  3°  de  proveer  por 
sí  mismos  a  su  propia  subsistencia  durante  la  campaña  (  ;/  a  ). 

Así  mismo,  en  España  fué  lo  ordinario  durante  los  siglos 
medios,  según  Colmeiro,  que  los  subditos  y  vasallos  aban- 
donasen sus  hogares  para  acudir  al  llamado  del  rey  cuando 
estallaba  la  guerra  y  que  en  cada  caso  le  sirviesen  hasta 
tres  meses  sin  retribución   alguna  («  r). 

Respecto  de  la  Antigüedad,  atestigua  Demóstenes,  que 
en  su  tiempo  los  ciudadanos  propiamente   tales   de   Atenas, 


(  n  II  )     Tácito,   frfrinniiia.  XIV. 

(  II  \v )     Fuste!    de    Coulanges,    La    Monarcliit'     ¡•¡•nii(¡u(:    chap.     XII. 
pap.   299. 

(  fl  i-  )     Fustel  de  Coulanges,  Les  Transforiíiatioiis  de  lu  h'nynnti-  jii-n- 
flant  Vépofjue  cai-nliii<¿:Jeiiiie.  pag.  513. 

( ¿1  .V )     Gneist,     Constitutinn     Comiminnlr     de     I'An'íleteri-e.    t.     1. 
pag.   35. 

{ ii  y  )     Colmeiro,  Cnnstitiiriiin  y  dnltieriin  dr  los  Heiims  de  León  y 
Castilhi.  t.  II,  pág.   264. 
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a  diferencia  de  los  mercenarios,  servían  gratuitamente  al 
Estado  {  ü  z);  y  Marquardt  acredita  que  en  Roma,  donde 
cada  tribu  suministraba  un  contingente  para  formar  la  legión 
y  un  tributo  para  atender  a  los  gastos  de  equipo,  los  ciu- 
dadanos se  alimentaban  en  la  guerra  a  su  propia  costa, 
no  dándoles  sus  servicios  militares  derecho  a  sueldo  {ha  ). 
De  estos  hechos,  que  fácilmente  se  podrían  multiplicar, 
inferimos  sin  peligro  de  error  que  el  servicio  de  las  armas, 
por  regla  general,  no  impone  gravámenes  al  Estado  en  los 
pueblos  atrasados.  Pero  si  el  Estado  mismo  no  remunera 
los  servicios  que  se  le  prestan,  sus  defensores  saben  muy 
bien  procurarse  compensaciones.  El  que  los  guerreros  ten- 
gan que  armarse,  equiparse  y  alimentarse  a  su  propia  costa 
no  significa  que  estén  necesariamente  precisados  a  sufragar 
los  gastos  con  su  propio  peculio.  Por  lo  menos  desde  que 
el  ejército  sale  del  territorio  nacional  en  persecución  de 
los  enemigos,  se  entiende  que  ellos  tienen  derecho  a  vivir 
a  costa  del  país  invadido  y  que  a  cada  victoria  pueden  no 
solo  resarcirse  de  sus  gastos  sino  también  enriquecerse  a 
costa  de  la  población  vencida.  Tal  es  el  origen  del  primi- 
tivo derecho  bélico,  que  autoriza  las  exacciones,   el   pillaje 


(  az)  Démosthéne  y  Eschine,  (Euvres,  t.  I,  pag-.  446,  et  t.  lí.  pag.  75 
et  364. 

{  b  a)  Marquardt,  UOrganisation  Fiímneieve  diez  les  Romains. 
Deuxieme  partie,  III,  pag.  115  a  122. 

Sobre  la  obligación  de  cargar  con  los  gastos  hay  mucha  confusión. 
Mommsen  y  Marquardt  son  de  sentir  que  antes  de  la  institución  del  suel- 
do, año  348  de  Roma,  cada  tribu  pagaba  y  alimentaba  sus  soldados  con 
un  tributo  instituido  al  efecto,  y  creen  que  los  trihuni  aerarii  desempe- 
ñaban el  papel  de  comisarios  pagadores.  Mommsen,  Le  Droit  Public 
Romain.  t.  VI,  Iré  partie,  pag.  122.  Marquardt,  UOrganisation  Fi- 
nanciére  chez  les  Ronmins.  pag.  220  á  224.  A  la  verdad,  está  en  lo 
posible  el  que  el  Estado  romano,  que  en  época  tan  remota  organizó  sus 
fuerzas  militares,  eximiese  en  hora  muy  temprana  a  los  ciudadanos  de  car- 
gar con  los  gastos  militares,  transfiriendo  la  obligación  a  las  tribus.  Nos- 
otros decimos  en  el  texto  que  los  gastos  siguieron  hasta  el  año  348  de 
Roma  a  cargo  del  peculio  particular  de  los  ciudadanos  porque  así  lo  afirma 
terminantemente  Tito  Livio.     Décadas,  t.  II,  lib.  IV,  pág.  95. 
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y  el  botín,    como  lo    certifica  Tácito  respecto  de  los  germa- 
nos i  h  h). 

Los  araucanos,  según  hemos  visto,  servían  gratuitamente 
en  la  guerra,  y  aun  agrega  un  cronista  que  su  civismo  era 
tanto,  que  se  daban  por  bien  recompensados  con  lograr  la 
coyuntura  de  defender  a  su  patria;  pero  era  entendido  que 
por  medio  del  pillaje  y  el  botín  {jodian  procurarse  la  corres- 
pondiente soldada  (  />  c  ). 

Entre  los  cafres,  el  botín  pertenece  al  jefe  de  la  expedi- 
ción; pero  si  éste  quiere  conservar  sus  compañeros,  tiene 
que  compartirlo  con  ellos   (  /j  ch  ). 

De  los  kimbundas  (  de  África  ),  dice  Hartmann,  que  sirven 
en  la  guerra  sin  recibir  sueldo  ni  equipo,  ¡jero  que  se  re- 
servan la  mitad  del  botín  y  se  libran  de  continuo  al  pilla- 
je (  h  d ). 

En  la  España  medioeval  se  repartía  el  botín  de  la  victo- 
ria entre  los  vencedores,  después  de  apartar  un  quinto  para 
las  armas  reales  (/>(');  y  entre  los  francos  y  presumible 
mente  en  todas  las  monarc^uías  bárbaras  de  origen  germá- 
nico, el  botín  se  distribuía  por  lotes  entre  los  jefes  y  los 
soldados  vencedores  (  I)  i). 

(  h  l>  )     Tácito,   (icrmaniíí,  cap.  XIV. 

(  he)     Martínez  de  Bernavé,  La    \erdad  en    Campaña.   §  LXXVIII. 

Molina,   Historia  Civil  del  Reino  de  Chile,  lib.  II,  cap.  IV,  pág.   78. 

Respecto  de  las  fuerzas  españolas  que  peleaban  en  Chile  contra  los  in- 
dígenas, y  que  nosotros  creemos  eran  remuneradas  por  la  corona,  dice 
sin  embargo  Rosales  que  don  Alonso  de  Rivera  (  I60I-If)05  )  puso  en  las 
compañías  de  caballería  «tenientes  con  25  ducados  de  sueldo  cada  un  mes, 
siendo  don  Pedro  Maldonado  el  primero  que  tuvo  tenencia  con  sueldo  en 
este  exército».  Rosales,  Historia  de  Chile,  t.  I,  lib.  I,  cap.  XXII.  pá- 
gina 135  y  t.  II,  lib.  V,  cap.  XXII,  pág.  3ó7.  Presumiblemente  hasta 
aquella  fecha  los  colonos  de  este  país  se  habían  defendido  a  sí  mismos 
sin  remuneración  alguna,  movido.s  por  el  interés  de  salvar  sus  vidas  y 
sus  bienes. 

(  hch)     Letourneau.   l)f  Jn  ¡'rnpriétr.   pag.    113. 

(bd)  Hartmann,  Les  Peuples  d' Afrii¡ue.  pag.  22ft. 

(be)  Partida  Se/íunda.  tít.  XXVI,  leyes   I,  4  y  9. 

(  b  f)     Fustel  de  Coulanges,  La  Monarchie  Franque.  chap.  III.  pag.  65. 
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Kn  G,ec,a  después  de  la  victoria  de  Platea,  se  reservó 
un  diezmo  del  botín  para  los  dioses,  esto  es,  para  el  sacer- 
ck>c.o,  y  lo  restante  de  la  presa,  dice  Heródoto,  inclusive 
as  concubinas  de  los  persas,  el  oro,  la  plata,  las  alhajas, 
los  muebles  y  bagajes,  se  repartió  entre  los  combatientes 
según  el  mentó  y  dignidad  de  cada  uno  (6o-,  En  los 
tiempos  de  Demóstenes,  la  regla  general  era  en  Aleñas  que 
cuando  la  guerra  se  hacía  con  mercenarios,  el  botín  corres- 
pondiese al  Estado;  que  cuando  con  ciudadanos,  a  los  que 
tomaban  parte  en  ella  y  que  en  todo  caso,  el  ejército  tu- 
viese derecho  de  vivir  a  costa  del  enemigo  (hh) 

Kntre  los  israelitas  el  botín  de  la  victoria  pertenecía  sin 
duda  a  los  combatientes,  salvo  una  parte  que  se  reservaba 
para  los  levitas.  Es  verdad  que  Achan  fué  lapidado  por 
haberse  apropiado  algunas  cosas  en  la  captura  de  ferichó  • 
pero  es  que  en  aquel  caso,  con  el  ostensible  propósito  de 
inspirarles  horror  irreconciliable  contra  el  enemigo,  se  ha- 
bía ordenado  destruir  en  absoluto  cuanto  le  perteneciera  En 
los  casos  ordinarios,  el  botín  se  repartía  entre  el  sacerdocio 
y  el  ejercito,  que  era  el  pueblo  entero   (bi) 

Por  último,  entre  los  romanos,  donde  el  botín  de  la  vic- 
toria pertenecía  de  derecho  al  Estado,  de  hecho  se  acostum- 
bro  desde  los  primeros  siglos  ceder  una  parte  considerable 
a  la  tropa  y  a  los  oficiales.  Derivada  esta  práctica  de  la 
gratuidad  del  servicio  militar  y  fundada  en  un  principio  de 
equidad  que  imponía  al  Estado  el  deber  de  recompensar 
los  sacrificios  de  sus  defensores,  quedó  plenamente  justifi- 
cada y  afianzada  a  los  fines  de  la  República,  cuando  a  causa 
ele  la  larga    duración   y  lejanía  de  las   guerras,    tenían    los 


ihi)      f-lUhrn.lr.fusaó.   cap.   VII.   cap.   VIH,  ,^   27,  y  cap.  XI,  §   14 
Los  .\  luneros,  cap.  XXXI.  §   II   a  47.  -  o       • 

El  Deuieronoinio.  cap.  III,  s  7.  cap.  XX.  §  14. 
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legionarios  que  al:)andonar  sus  intereses  por  tiempo  inde- 
finido (  ¡)j  ). 

sj  78.  Pasemos  ahora  a  determinar  las  causas  sociales  que 
determinan  la  diversificación  de  las  funciones  militares. 

Como  quiera  que  en  los  primeros  grados  del  desenvol- 
vimiento político,  la  sociedad  entera  está  organizada,  a  la 
manera  de  un  ejército,  casi  exclusivamente  para  la  guerra, 
bien  se  comprentle  que  en  el  fondo  lo  que  hay  que  estu- 
diar no  son  las  causas  que  diversifican  las  funciones  mili- 
tares; son  las  causas  que  apartan  del  servicio  de  las  armas 
una  porción  cualquiera  de  los  elementos  sociales.  En  otros 
términos,  concrétase  el  problema  a  determinar  cómo  de  la 
sociedad  militar  llega  a  desprenderse,  a  desarrollarse  y  a 
distinguirse  la  sociedad   civil. 

En  realidad,  la  necesidad  de  substraer  al  servicio  de  las 
armas  una  porción  más  o  menos  grande  de  elementos  so- 
ciales se  hace  sentir  desde  el  día  en  que  por  efecto  de  la 
adopción  de  la  vida  sedentaria,  la  tribu   tiene  que    trabajar 


(  hj  )  Tito  l.ivio.  Iti-iifln^:  t.  I.  lili.  III.  |)á);.  2V).  v  i.  11.  lih.  Vi. 
pág.    191. 

Marquardt,  l/<  >r^;aiiisiit¡on  l'immcifrr  ilic/.  /c-  h'niiuiins.  pají.  122 
et  357. 

Iherinji.   ri-rliistorin  <¡r  los  liiilD-curujn-ns.   sj  45,   páj;^.    4o(). 

Según  refiere  Polibio.  al  día  siguiente  de  la  toma  de  Cartagena.  *  cuan- 
do se  lnd)ierí)n  juntado  en  el  foro  los  bagajes  de  los  soldados  (|ue  servían  a 
los  cartagineses  y  todos  los  bienes  de  los  ciudadanos  y  de  los  obreros,  los 
tribunos  distribuyeron  el  botin  según  la  costumbre,  cada  uno  a  sus  legiones. 
.\  cada  toma  de  ciudad,  los  romanos  obraban  de  la  misma  manera.  Según 
la  importancia  de  la  pla/a,  destacaban  una  porción  más  o  menos  numerosa 
de  soldados,  nunca  más  de  la  mitad  para  (|ue  salieran  a  recoger  botín.  Kl 
resto  de  las  tropas  quedaba  a  la  vista  con  el  arma  al  bra/.o  por  lo  <pie 
|)odía  ocurrir.  Los  soldados  enviados  al  pillaje  estaban  obligados  a  entre- 
gar el  botín  a  sus  legiones,  y  en  seguida  los  tribunos  hacían  la  distribución 
entre  todos,  inclusive  los  centinelas,  los  enfermos  y  los  que  andaban  en 
comisiones  lejanas,  .\ntes  de  salir  a  campaña,  lodos  se  comprometían  por 
juramento  a  no  tomar  |)ara  si  parte  alguna  de  botín  antes  de  la  distribu- 
ci<')n  p.  Polibio,  Histnirr  ( Irin^rnlr.  t.  11,  lib.  10,  cap.  X\'I.  \'éase  la 
opinión  fliferente  sino  contraria  de  IherÍDg,  ¡'irhistnriii  'Ir  los  ¡mlo- 
riil'n¡n'ns.    .§    44. 
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para  subsistir  en  un  territorio  cuya  producción  espontánea 
no  basta  a  su  subsistencia. 

Si  en  las  tribus  de  cazadores  están  los  hombres  perma- 
nentemente dispuestos  a  la  guerra,  en  las  sociedades  seden- 
tarias el  trabajo  agrícola  es  un  obstáculo  a  la  permanencia 
del  estado  bélico.  Nada  pone  más  de  manifiesto  el  espíritu 
esencialmente  militar  de  los  espartanos  que  aquella  política 
que  sacrificaba  los  intereses  de  la  industria  y  la  agricultura 
no  solo  a  la  guerra,  sino  a  la  simple  obligación  de  practicar 
los  diarios  ejercicios  de  las  armas.  En  la  historia  humana, 
no  se  conoce  ejemplo  de  otro  pueblo  sedentario  que  con 
ánimo  tan  ligero  haya  vivido  tan  dispuesto  a  prescindir  de 
las  atenciones  requeridas  por  las  necesidades  'industria- 
les (hl). 

Que  los  pueblos  sientan  esta  necesidad  en  grados  tan  in- 
feriores del  desenvolvimiento  social  lo  prueba  el  espontáneo 
apresuramiento  con  que  para  satisfacerla  establecen  la  es- 
clavitud, renunciando  a  la  práctica  primitiva  de  quitar  la 
vida  a  los  prisioneros.  Dado  el  profundo  desdén  con  que 
los  salvajes  miran  el  trabajo,  a  su  juicio  indigno  de  hom- 
bres libres,  la  institución  de  una  clase  que  labre  el  campo 
mientras  ellos  se  dedican  a  la  guerra  es  una  institución  in- 
dispensable para  el  progreso  social  y  en  sus  orígenes,  pro- 
fundamente humana.  Con  la  institución  de  la  esclavitud, 
empieza  la  diversificación  de  los  elementos  civiles  (  /}  II ). 

Si  el  desarrollo  del  trabajo  impone  la  consagración  a  sus 
tareas  de  una  porción  de  los  elementos  sociales,  el  des- 
arrollo de  la  población  permite  que  sin  peligro  para  la 
comiín  defensa,  otra  porción  de  ellos  renuncie  para  siem- 
pre al  servicio  de  las  armas. 

En  efecto,  por  más  belicoso  que  un  Estado  sea,  bien  se 
comprende  que  el  solo  aumento  de  la  población  va  tornan- 
do más  y  más   innecesario,    inconveniente  y  acaso  perjudi- 


(  h  1)     Spencer,  Principes  de  Sociolo¡x¡('.  t.  III.  §   517. 

(  h  l¡)    Comte,   Coui'.s    ríe    Pliilosñj,h¡c  'Positive.  t.   IV,    pag.   508,    et 
t.   V.  pajj.    133. 
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cial  la  movilización  en  masa  de  los  ciudadanos.  A  cada 
nuevo  enrolamiento,  sin  que  ley  alguna  lo  disponga,  el 
número  de  los  que  quedan  en  la  reserva  va  aumentando  con 
relación  al  de  los  que  salen  a  campaña;  y  en  cada  caso, 
como  ocurre  siempre  que  son  muchos  los  llamados  y  pocos 
los  necesarios,  cada  uno  trata  de  descargarse  de  su  propia 
obligación  con  la  obligación  de  los  demás.  Por  obra  de  estas 
circunstancias,  una  porción  creciente  de  ciudadanos,  sobre  todo 
de  aquellos  que  viven  entregados  al  ocio  y  a  los  placeres,  se 
desacostumbra  rápidamente  del  servicio  militar,  y  sin  cjue  la 
ley  establezca  excepciones  ni  exclusiones,  llega  por  tin 
una  época  en  que  los  unos  se  sienten  muy  bien  con  el  mo- 
nopolio de  las  armas,  mientras  que  el  resto  de  la  pobla- 
ción se  siente  mucho  mejor  con  el  hecho  de  vivir  substraída 
a  los  peligros  de  la  guerra.  Al  revés  entonces  de  lo  que 
ii  jH'iori  se  pudiera  creer,  que  el  aumento  de  la  población 
hace  innecesarios  los  ejércitos  permanentes  allí  donde  todos 
son  soldados,  lo  que  ocurre  es  precisamente  lo  contrario, 
porcjue  cuando  todos  están  obligados  a  servir  no  necesitán- 
dose más  que  el  servicio  de  unos  pocos,  espontáneamente 
la  pereza,  el  egoísmo,  el  temor  de  los  peligros,  la  afición 
a  los  placeres,  las  atenciones  del  trabajo  confían  la  defensa 
común  a  los  que  se  han  anticipado  a  tomar  las  armas,  los 
cuales  quedan  constituyendo  una  fuerza  que  en  los  casos  de 
guerras  muy  duraderas  o  de  situaciones  políticas  que  re- 
(juieren  su  apovo,  propende  a  convertirse  en  institución 
permanente  del   listado. 

l'n  antiguo  cronista  citatlo  por  Hlarainberg,  refiere  que 
como  resolviesen  los  godos  en  una  ocasión  formar  una  ex- 
pedición contra  los  pueblos  vecinos,  fueron  tantos  los  (|ue 
se  presentaron  a  enrolarse  en  ella  que  para  evitar  que  la 
tierra  no  fuese  a  quedar  desierta,  hubo  de  limitar  el  rey  el 
número  de  los  expedicionarios  disponiendo  cjue  el  resto 
del  pueblo  quedara  bajo  el  gobierno  de  su  hijo  primogé- 
nito  a  carg(í   del   cultivo   de   los  campos  (  /»  //;  ). 

(  /.  iii  I  lilaranihtTj;.  ¡,rs  li¡>t  iriit  inii-^  it  /rs  /,o;s  </»•  ¡n  línumanii-. 
pag.   .^7. 
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Este  hecho  no  es  absolutamente  excepcional,  porque  en 
todas  partes  y  en  todos  los  tiempos,  cuando  las  poblacio- 
nes exceden  por  su  crecimiento  a  las  necesidades  perma- 
nentes de  la  cruerra,  se  forma  espontáneamente  un  residuo 
de  elementos  que  jamás  se  movilizan,  que  en  cada  caso 
deja  a  los  más  belicosos  tomar  la  delantera,  que  a  la  larga 
se  apega  a  la  paz  y  que  aumenta  de  día  en  día. 

Marquardt  observa  que  aun  cuando  el  servicio  militar 
nunca  dejó  de  ser  obligatorio  en  Roma  para  todos  los  ciu- 
dadanos (  h  n  ),  ello  es  que  desde  la  tercera  guerra  púni- 
ca, o  sea  desde  que  por  una  parte,  se  hubo  alejado  de  las 
fronteras  el  peligro,  y  por  otra,  se  hubo  formado  una  clase 
ociosa  y  poltrona,  enriquecida  con  los  despojos  de  los  ven- 
cidos, de  hecho  empezaron  los  más  a  substraerse  a  los  en- 
rolamientos de  las  nuevas  expediciones,  porcjue  perdida  la 
afición  a  las  armas,  preferían  permanecer  en  sus  hogares, 
delegando  las  tareas  de  la  común  defensa  en  los  que  de 
propia  voluntad  acudían   a  las  filas. 

El  mismo  fenómeno  se  había  efectuado  dos  o  tres  siglos 
antes  en  el  Estado  ateniense.  Merced  a  sus  victorias  ante- 
riores, Atenas  ejercía  en  la  mayor  parte  de  (irecia  una  he- 
gemonía que  la  permitía  vivir  casi  desarmada,  sin  recelos 
ni  inquietudes;  y  al  amparo  de  la  paz,  habían  germinado 
y  desarroUádose  artes,  industrias,  instituciones,  escuelas, 
ciencias  e  intereses  que  absorbían  en  gran  parte  la  activi- 
dad y  la  inteligencia  del  pueblo  y  le  hacían  perder  el  es- 
píritu militar.  Ufanos  de  su  cultura,  engreíanse  los  ate- 
nienses de  ser  entre  los  griegos  los  que  primer(í  habían 
renunciado  a  la  costumbre  primitiva  de  ir  siempre  armados; 
y  no  era  raro  que  se  aplicaran  los  fondos  de  la  guerra  a 
costear  espectáculos  populares  (  h  ñ  ).  En  semejante  esta- 
do social,  los  habituados  a  las  tareas   y  ocios  de  la   paz  no 


(hn)     Marquardt,  L'(>r¡j;aiiisatioii  Militaii-c    che/,    los  Roiiiaiiis.  pa- 
ge  278. 

(bñ)     Thucydide,   (hierre  dii  Péloponest\  Üv.   I,  chap.  VI. 
Démosthéne  et  Eschine,   íEuvres.   t.  I,  pajj.  467. 
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solo  se  resisten  a  servir  en  el  ejército  sino  que  difunden  en 
el  resto  del  pueblo  la  aversión  a  la  guerra;  y  el  espíritu 
l)él¡co  que  anima  a  todos  los  hombres  en  los  pueblos  más 
atrasados  se  concentra  en  el  pequeño  número  de  aquellos 
que  no  tienen  más  medio  de  subsistencia  que  las  armas.  \ué 
lo  que  acaeció  en  Atenas,  porque  a  pesar  de  la  amenazante 
avalancha  de  la  dominación  macedónica,  que  se  aproxima- 
ba cautelosa  pero  incontrastable:  el  pueblo  resistía  el  ser- 
vicio militar.  En  vano  se  lamentaba  Demóstenes  de  que 
los  dispensados  del  enrolamiento  desanimasen  a  los  que 
intentaban  enrolarse  porque  cuando  proponía  que  se  res- 
tableciera la  vigencia  de  la  antigua  ley  que  imponía  la  obli- 
gación universal  del  servicio  militar,  tropezaba  con  la  re- 
sistencia pasiva  del  egoísmo,  la  poltronería  y  la  taita  de 
espíritu  cívico  (  h  o  ). 

Pero  el  espíritu  bélico  decae  no  solo  a  causa  del  desarro- 
llo de  las  artes  de  la  paz  sino  también  a  causa  de  la  cre- 
ciente complicación  de  las  artes  militares,  complicación  que 
ordinariamente  ocasiona  un  aumento  de  gastos.  Por  sí 
misma  la  complicación  tle  las  artes  militares  en  los  jíut-blos 
civilizados  aleja  del  ejército  a  los  ricos  porque  convirtiendo 
la  milicia  en  una  profesión  técnica  y  absorbente,  les  pone 
en  la  situación  de  tener  que  sacrificar  sus  intere.ses  parti- 
culares para  ¡jrestar  el  servicio  de  las  armas;  pero  en  los 
pueblos  atrasados,  donde  cada  ciudadano  se  arma  a  su 
propia  costa,  el  consiguiente  aumento  de  los  gastos  milita- 
res más  bien  retrae  del  enrolamiento  a  la  mayor  parte  de 
la  población,  a  la  parte  pobre  que  careciendo  de  fortuna, 
no   puede  hacerlos  a  su  propia  costa   (  h  ¡t  ). 

Heeren  acredita  como  en  Cariago  a  causa  de  los  altos 
gastos  del   cíjuipo,  el  servicio  militar  fué  monopolizado  por 

{lin)      Di-mnsthcnc  et  Kschine.    </•,'(/ \/v>.   t.    I.   pa^.   4m7  et  4X4. 

ihji)     SpcnctT,   J'rin(ii>fs  lie  StHÍ(iln<^ir.   t.   III,   *5   517. 

.\rist<'.teles  dice:  «  Lcntrctien  des  chevaux  est  une  dépense  que  Ii-.s  riche.s 
seuls  peuvent  en  ijénéral  t.upporter.  .\int.i,  dans  les  enciens  temps,  tous 
les  Ktats  dont  la  forcé  militaire  consistait  en  cavalerie  étaient  del  i:tat- 
oli^iarchiques».      .Aristóteles,    Ijn    ¡*o]it¡i¡ui:   liv.    VI.   rhnp.    III.   íi    1  et  2 
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la  clase  patricia  (  h  <[ ),  y  Gneist  observa  igualmente  que 
a  virtud  de  una  causa  análoga,  acaso  por  la  adopción  de 
la  cota  de  malla  y  del  caballo  como  elementos  indispen- 
sables del  equipo  militar,  las  clases  inferiores  del  pueblo 
inglés  quedaron  durante  los  siglos  medios  fuera  del  ejér- 
cito, reducidas  a  hacer  servicio  de  rondas,  y  a  trabajar  en 
las  fortificaciones  y  en  los  caminos.  Es  muy  presumible  que 
el  movimiento  de  emancipación  de  las  ciudades  en  el  siglo 
XI  se  dirigiese  en  parte  principal  a  rescatar  las  poblaciones 
urbanas  de  la  pesada  carga  del  servicio  militar  (  h  r  ). 

Por  de  contado,  no  son  estos  los  únicos  casos  en  que 
por  la  misma  causa  ha  quedado  excluida  la  masa  popular 
del  servicio  de  las  armas.  Concretándonos  al  caso  de  ma- 
yor resonancia  histórica,  es  sabido  que  en  la  organización 
militar  de  Servio  Tulio,  los  pobres  con  menos  de  11.000 
ases  de  renta  quedaron  privados  del  derecho  de  enrolarse 
entre  los  legionarios  (  i^   76,  nota  a  q  ). 

Todas  estas  exclusiones,  ora  de  hecho,  ora  de  derecho, 
van  formando  en  las  sociedades  semi- civilizadas  una  masa 
creciente  de  elementos  que  no  se  podrían  llamar  pacifí^ttis 
porque  en  principio  no  son  contrarios  a  la  guerra,  pero 
que  con  la  mayor  propiedad  se  pueden  llamar  civiles. 
porque  les  repugna  el  enrolamiento  personal  y  prefieren 
dejar  a  cargo  exclusivo  de  los  aficionados  la  obra  de  la 
común   defensa. 

sj  79.  Con  la  institución  de  los  ejércitos  permanentes,  al- 
canza el  grado  superior  de  desarrollo  y  adquiere  forma  or- 
ofánica  v  definitiva  la  diversificación  de  las  funciones  militares. 


(  h  (j  )  Heeren.  De  la  Politiqur  ef  du  <  Omiiirrcf^  di-s  Friijdi^s  <lf 
rAiitJfjuitf:  t.   IV,  pag.  284. 

{  h  r )  .\udoin  hace  ver  cómo  en  Francia,  bajo  el  reinado  de  Felipe  Au- 
;j:usto.  a  tines  del  siglo  XII  y  principios  del  XIII,  muchas  ciudades  prefe- 
rían pagar  en  cada  caso  gruesos  rescates  a  contribuir  con  los  correspon- 
dientes contingentes  de  fuerzas  para  auxiliar  al  monarca  en  las  guerras  que 
sostenía.  Con  el  precio  de  estos  rescates  el  rey  contrataba  mercenarios. 
Audoin,  L'Armée  Royale  aii  temps  de  Philippe  Auguste.  pag.  5,  II  et  33. 

Gneist,  Constitution  Commuimle  de  1' Angletevve,  t.  I,  pag.  36  et 
38  a  43. 
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Para  determinar  con  acierto  los  orígenes  de  esta  institu- 
ción, observaremos  previamente  que  ella  no  puede  nacer  en 
los  grados  inferiores  del  desarrollo  político,  cuando  los 
ciudadanos  tienen  que  costear  con  sus  propios  |)eculios  los 
gastos  de  armamento,  de  alimentación,  de  equipo  y  de 
trasporte.  Sería  ponerles  en  una  situación  imposible  el 
obligarles  a  cargar  con  los  gastos  militares  al  mismo  tiempo 
(]ue  reteniéndolos  a  perpetuidad  en  las  filas,  se  les  impediría 
administrar  sus  intereses  para  obtener  los  recursos  necesa- 
rios. Esto  no  puede  ser.  Por  su  naturaleza,  la  institución 
del  ejército  permanente  supone  la  adopción  de  un  régimen 
remunerativo  (  h  rr  ). 

En  dos  ocasiones  históricas,  en  la  Antigüedad  y  a  fines 
de  la  Edad  Media,  se  ha  dejado  el  servicio  gratuito  por  el 
retribuido,  y  en  ambas  no  se  ha  llegado  a  instituir  el 
sueldo  periódico  sino  con  inucha  repugnancia  y  titnidez, 
dándosele  durante  largo  tiempo,  para  mantener  incólume  el 
principio  de  la  gratuitiad,  el  carácter  de  indemni/acion  antes 
(jue  el  de  remuneración. 

En  Roma,  desde  los  primeros  tiempos  de  l<i  República, 
se  pensó  que  no  era  justo  exigir  a  los  cnhnlh'fos  el  que  ad- 
quiriesen los  caballos  con  dineros  de  su  propio  peculio 
poríjue  semejante  ol)ligación  les  ponía  en  un  pie  de  desven- 
tajosa desigualdad  respecto  de  los  /x-o/ics;  y  entonces,  para 
igualar  los  gravámenes  de  una  y  otra  arma,  se  adoptó  la 
práctica  de  dar  a  los  primeros  una  indemnización  para  com- 
prar caballos  (  nos  i'íjuesti'i'  )  y  otra  para  mantenerlos  (  nos 
l¡(il'ilr;il-illin   )    (   /<  >   I. 


(  I)  rr  )  Kn  c\  Imperio  Incásico.  '  el  sueldo  y  pajja  de  los  ipie  profe- 
saban la  milicia,  dice  Cobo,  era  que  el  Inca,  mientras  andai)an  en  su  ser- 
vicio ausentes  de  sus  casas,  les  daba  de  comer  y  vestir,  armas  y  muni- 
ciones, y  los  pueblos  de  comunidad  les  labraban  sus  |it''*íf'a<'tí''  >'  hacían 
las  sementeras.  Sin  esto,  eran  bien  j)remiados  los  capitanes  y  ájente  de 
cuenta  y  todos  los  soldados  que  en  las  ocasiones  se  mostraban  esforza- 
dos k.      Cobo,     Historin     ihl    Xiirvn    Mninlo.     t.    I\'.    lib.     XIV.    caiv    l.\. 

(  lis  )  No  necesitamos  advertir  que  etimol<')j{icamente  i-nhnllrrñ  ry,  rl 
soldado  de  cabalbria,  y  <|ue  solo  adcpiirió  el   sentido  de  distinción  señoril 
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Algún  tiempo  después,  cuando  merced  al  empuje  de  sus 
legiones,  el  Estado  Romano  había  ya  vencido  muchos  pue- 
blos y  agrandado  muchas  veces  su  territorio,  se  pensó  que 
tampoco  era  justo  que  solo  cargasen  con  los  gastos  de  la 
guerra  aquellos  que  en  cada  caso  se  adelantaban  por  patrio- 
tismo a  enrolarse  en  las  expediciones  mientras  la  masa  crecien- 
te de  los  poltrones  y  de  los  egoístas  se  mantenía  substraída 
juntamente  a  los  gravámenes  y  a  los  peligros;  y  entonces, 
para  compensar  los  sacrificios  de  los  movilizados,  se  adoptó 
(año  406  a.  de  J.  C. )  la  práctica  de  darles  una  indemniza- 
ción llamada  estipendio  ora  al  principio,  ora  al  fin  de  cada 
campaña  (  h  t ). 

Por  último,  cuando  a  causa  de  la  decadencia  del  espíritu 
militar,  empezaron  los  ricos  a  substraerse  al  servicio,  llama- 
dos en  su  reemplazo  los  proletarios  de  la  sexta  clase  de 
Servio  Tulio,  que  carecían  de  recursos  para  cargar  ni  aun 
transitoriamente  con  los  gastos,  se  sintió  la  necesidad  de 
darles  un  estipendio  cada  cierto  tiempo,  mientras  durase  la 
campaña.  Aquel  estipendio  se  convirtió  en  verdadero  suel- 
do cuando  Julio  César  junto  con  alzarlo  hasta  exceder  la 
cuantía  media  de  los  gastos,  dispuso  que  el  pago  se  hiciese 
cada  cuatrimestre  (  h  u  ). 


cuando  en  la  Edad  Media  quedó  monopolizado  este  servicio  por  las  cla- 
ses superiores. 

Peón,  en  italiano  pedone.  viene  de  prs.  pvdis.  pie,  y  originariamente 
significó  soldado  de  infantería. 

Aes.  significa  cobre,  bronce,  pero  se  empleaba  la  palabra  para  sig- 
nificar dinero,  así  como  hoy  se  usa  en  el  mismo  sentido  la  palabra  ¡.hu^a. 
De  aes  viene  la  palabra  Aerariuw.  erario,  caja  de  dinero. 

En  lin,  ecuestre  viene  de  eqinis.  caballo,  y  hordeariiun  de  hnrdenm. 
cebada. 

(bt)  Sti¡,rndium.  según  Plinio,  viene  de  stipis.  vellón  (moneda  de 
cobre  )  y  de  pondera,  pesar,  porque  a  los  principios  la  remuneración  se 
daba  pesada,  a  razón  de  una  libra  por  cada  as  de  cobre.  Plinio.  Ris- 
toire  XatureJle,  t.  11,  liv.  XXXIII,  chap.  XIII.  §   I  et  2. 

Marquardt,  L'Organisation  Financiere  che/,  les   h'omains.  [r¿g.  221. 

(bu)     Suetonio,   Cayo  Julio  César,  XXVI. 

Marquardt,  L'Organisation  ílnanciere  cliex  les  fíoniains.  pag.   II y. 
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De  manera  muy  semejante  se  instituyó  en  las  monarquías 
modernas  la  remuneración  periódica  de  los  servicios  milita- 
res. Aunque  en  principio  los  siíbditos  debían  cargar 
con  los  gastos  personales  cuando  acudiesen  a  la  defensa  de 
su  señor,  ello  es  que  desde  el  siglo  IX  se  empezó  a  intro- 
ducir en  Francia  y  en  el  Imperio  Germánico  la  práctica  de 
darles  alguna  indemnización  para  que  cubrieran  sus  gravá- 
menes, y  aun  verdaderas  recompensas  en  los  casos  de  victoria. 
Más  tarde,  a  fines  de  la  Edad  Media,  cuando  empezaron 
las  grandes  guerras  nacionales,  no  bastó  el  servicio  de  sólo 
40  a  90  días  a  que  los  vasallos  estaban  obligatlos  por  el 
pacto  feudal,  y  hubo  que  recurrir  o  bien  a  contratar  merce- 
narios, o  bien  a  retener  sobre  las  armas  las  milicias  feudales; 
en  uno  y  otro  caso  con  cargo  de  pagar  a  cada  individuo  un 
sueldo  que  desde  el  primer  momento  tuvo  más  carácter  de 
remuneración  que  de  indemnización   (  />  \    ). 

(on  la  formación  de  los  ejércitos  permanentes,  se  incor- 
poran definitivamente  en  el  organismo  constitucional  del 
Estado  unos  defensores  que  hasta  entonces  no  sirven  sino  en 
calidad  de  auxiliares  ocasionales,  cuales  son  los  nicrcctiu- 
rios.  Como  quiera  que  en  el  sentido  etimológico  de  la  pa- 
labra, (jue  no  concuerda    con   el    sentido  despectivo   que  el 


(  /.  \  )  wScluiltc-.  llislniíf  lili  Ihnit  rt  (/<•>  I list it Ut idlis  ilc  l'AIli'- 
tlUILL'IH:    ^    ^■^■ 

I)aret>te  de  la  Chavannt-,  JJistoirc  dv  ¡'Admiuistintioii  I\¡h]i,fUi'  rn 
FroiK-r.   t.   II,  rhap.  XIX.  §   II,  pag.   287. 

(iiiizot,  Histoirc  <lii  (loinri-iicinriil  ¡íf^j)r('scntntH',  t.  II,  le<;'on  V. 

I'rescott,  Hislnin-  lili  fírixiic  fie  Frnliiuiitd  ct  (rlsahellc:  t.  II.  pap.  105. 
et   t.   III.  pafí.   70. 

X  La  loi  féodale,  encort-  en  vigiieur  dans  cette  partie  de  la  péninsule, 
uhiigeait  les  difierents  cites  ii  veiller  :i  la  défense  de  leur  tcrritoire.  en 
levant  <|uand  elles  y  étaient  convoquces.  un  ceriain  nombre  de  soldats,  dont 
lentretien  était  a  leur  charge  pendant  trois  mois;  les  six  mois  suivants  le 
gouvernement  intervenait  avec  elles  dans  les  frais».  Prescott,  Histoii'fí 
lili  lii-isnc  lie  PliilIjX'  II.  t.   IV,  pag.   157. 

Según  Audoin,  (  I/Aniinr  Roynlr  ñU  trin¡i.s  dr  PliiHpc  Aníxnstn, 
pag.  35  ).  el  más  antiguo  documento  que  se  conoce  en  Francia  sobre  el 
pago  de  tropas  mercenarias  f^  <■)  l'nmjttr  •rf-iii'rtil  í/cv  ;•<•»<•/)(»>»  '/'/  l'ny 
priidniít  l'itniíri'  1202. 
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vulgo  la  atribuye,  mercenario  es  el  que  sirve  por  paga  (  de 
niercvs,  merced ),  todo  ejército  permanente  es  ejército  de 
mercenarios  porque  soldado  es  también  el  que  sirve  por 
paga,  por  una  soldada,  por   un  sueldo  (  de  soliduní  ). 

Por  lo  común  no  aparecen  los  mercenarios,  como  sería 
de  pensarlo,  en  las  épocas  de  despoblación  de  los  Estados. 
Aparecen  principalmente:  1"  cuando  por  una  u  otra  causa, 
se  retraen  los  ciudadanos  de  servir  gratuitamente  en  el 
ejército;  2°  cuando  el  Estado,  por  haber  crecido  a  costa  de 
los  pueblos  vecinos,  vive  rodeado  de  enemigos  irreconcilia- 
bles que  le  precisan  a  mantener  fuerzas  permanentes  para 
su  defensa;  y  3°  cuando  se  pretende  mantener  sometido  el 
pueblo  por  tiempo  indefinido  bajo  la  mano  de  autocracias 
tiránicas  y  odiosas. 

Por  causa  de  la  decadencia  del  espíritu  militar  en  los 
ciudadanos,  la  repiíblica  de  Cartago  confió  desde  muy  tem- 
prano su  defensa  a  mercenarios  que  remuneraba  con  un 
sueldo  periódico  (  hx)[  y  en  Grecia,  después  de  la  batalla 
de  Cheronea,  cuando  empezó  a  declinar  el  espíritu  cívico, 
se  recurrió  a  los  mismos  auxiliares,  los  cuales  por  su  ca- 
rácter de  extranjeros  y  por  su  desafección  al  pueblo,  no  tuvie- 
ron inconveniente  para  apoyar  a  los  tiranos  que  les 
remuneraban  liberalmente  sus  servicios  (  hv). 

Por  obra  de  causas  análogas,  aparecieron  los  mercena- 
rios en  Roma.  Como  lo  observa  Alarquardt,  en  la  Consti- 
tución de  Servio  Tulio  no  era  propiamente  una  carga  el  ser- 
vicio militar;  era  un  honor  reservado  a  las  clases  pudientes, 
al  cual  no  podían  aspirar  los  ciudadanos  que  gozaban  de 
rentas  inferiores  a  11.000  ases.  Pero  el  retraimiento  de  los 
ricos,  apegados  a  sus  comodidades,  se  empezó  a  genera- 
lizar en  tal  grado  que  poco  antes  de  Polibio,  hubo  de  re- 
bajarse este  mínimum  a  4000  ases  porque  con  el  antiguo  ya 
no  se  podía  llenar  los  claros  de  las  filas.      Como  tampoco 


(b  x)     Heeren,  De  la    Politiinii'   n    ,lu  Cominevce  des  Pea  pies   de 
VAntiquité.  t.  IV,  pag.  283  a  294. 

(  h  y  )     Grotf.   Histoire  de  < h-iu-i:   t.   IV,  pag.  35. 
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se  consiguiese  en  algunos  casos  completar  los  enrolamien- 
tos con  esta  enorme  rebaja,  húbose  de  adoptar  a  poco, 
desde  los  tiempos  de  Mario,  la  práctica  de  enganchar  vo- 
luntarios sin  haber  atención  a  la  renta,  dando  entrada  en 
el  servicio  de  las  armas  a  los  más  miserables  proletarios;  y 
como  estos  nuevos  defensores  de  la  República,  por  un  lado 
no  podían,  a  causa  de  su  miseria,  subvenir  a  los  gastos  mi- 
litares, y  por  otro  no  estaban  obligados  a  servir,  fué  me- 
nester que  el  Estado  les  diese  una  retribución  para  que  se 
armaran,  se  equiparan  y  se  alimentaran. 

Hn  la  historia  de  Roma,  aparecen  por  j:)rimera  vez  los 
mercenarios  hacia  la  primera  guerra  púnica,  y  ya  desde  los 
tiempos  de  Augusto,  queda  abolida  la  obligación  del  ser- 
vicio militar  y  no  subsiste  otro  medio  de  enrolamiento  que 
el  enganche  voluntario  con  la  base  de  la  retribución  perió- 
dica (  1}  z  ).  Estos  mercenarios,  menos  afectos  a  la  entidad 
intangible  de  la  República  que  al  general  de  carne  y  hueso 
que  hacía  vida  común  con  ellos  y  les  remuneraba  directa 
y  liberalmente  sus  servicios,  fueron  los  principales  instru- 
mentos de  la  formación  de  la  autocracia  imperial  {<-¡i  ). 

En  el  orden  militar,  tuvo  aquel  profundo  trastorno  de  las 
instituciones  consecuencias  tan  graves  como  en  el  orden 
político.  Cuando  los  gobernantes  son  realmente  popula- 
res, no  necesitan  de  guardias  especiales  para  conservar  en 
sus  manos  el   poder;   pero  cuando  se   han    impuesto    infrin- 


{  U  ■/)  «Les  prétoriens,  dit  .Marquardt.  reccvaient  720  deniers  par  an  ; 
les  soldats  de  cohortes  urfifíiifi:  360;  et  les  légionnaires,  225.  1.a  durée 
légale  du  service  était  de  seize  ans  pour  les  prétoriens;  de  vinjít  ans 
pour  les  coliortes  urhaiiH-  et  les  légions;  de  vingt-cinq  ans  ¡)our  les 
troupes  auxiliaires.  . .  ;  de  vingt-six  pour  les  soldats  de  la  Hotte».  Mar- 
quardt, L'fh'í^nnisHtioii  milittiirr  iliry.  ¡rs  líoimiiiis.  ])ag.  105.  27S 
et   282. 

-  En  este  año,  dice  Tito  Livio.  una  s<jla  cosa  notable  ocurrió  en  Ivs- 
paña.  el  hecho  de  ser  los  celtiberos  los  primeros  soldados  mercenarios 
que  hasta  entonces  habian  recibido  los  romanos  en  el  ejército  ».  'lito 
Livio,   Décadas,  t.   IV.  lib.  XXIV,  pág.   15  L 

(  r  <í  )  Marquardt.  I/<  >i'^nitisntinii  miütnifi-  <■//»•/  hs  líniíiaiiis 
page   141    a    143  et    L^S. 
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giendo  las  leyes  tradicionales,  merced  a  la  fuerza  de  que 
disponían  ocasionalmente ;  la  ira,  el  despecho  y  el  deseo 
de  venganza  les  suscitan  sediciones  que  les  precisan  a  vivir 
rodeados  de  una  guardia  permanente.  En  Roma,  donde  los 
legionarios  eran  licenciados  a  la  terminación  de  cada  gue- 
rra, la  dictadura  hubo  de  retenerlos  indefinidamente  en  las 
filas  (oh)  porque  si  los  había  utilizado  como  instrumentos 
de  destrucción  para  derribar  la  República,  los  necesitaba 
como  instrumentos  de  coacción  para  perpetuar  el  Imperio. 
El  ejército  permanente,  dirigido  contra  las  clases  aristocrá- 
ticas defensoras  de  las  instituciones  republicanas  y  compues- 
to casi  exclusivamente  de  proletarios  mercenarios,  fué  el 
hijo  genuino  y  el  apoyo  indispensable  de  la  autocracia  im- 
perial. En  los  siglos  medios  y  antiguos,  hubo  muchos  casos 
análogos,  casos  en  que  para  afianzar  tiranías,  se  dio  carác- 
ter de  permanente  a  la  fuerza  pública. 

Si  la  dominación  interna  de  una  autocracia  sobre  el  pue- 
blo necesita  cuando  es  violenta  apoyarse  en  una  fuerza 
permanente,  con  mayor  razón  necesita  el  mismo  apoyo  la 
dominación  externa  de  un  Estado  sobre  otros  Estados.  Dado 
el  carácter  municipal  del  Estado  primitivo,  es  claro  que 
todos  los  grandes  imperios  que  figuraron  en  la  historia  hu- 
bieron de  formarse  a  costa  de  numerosos  pueblos  vencidos  y 
conquistados,  los  cuales  antes  de  conformarse  definitivamente 
con  la  derrota,  el  despojo  y  su  impotencia,  han  de  haber  vi- 
vido en  acecho  de  un  momento  de  debilidad  para  lanzarse  al 
desquite  contra  el  conquistador.  En  fuerza  de  esta  predis- 
posición de  espíritu  de  los  vencidos,  el  vencedor  tiene  que 
permanecer  por  tiempo  indefinido  con  el  arma  al  brazo 
manteniendo  guarniciones  permanentes  en  la  frontera  y  en 
los  países  conquistados.  «  Nada,  decía  Demóstenes  a  los 
atenienses,  nada  ha  dado  más  ventajas  a  Filipo  que  el  man- 
tener en  armas  un  ejército  permanente  de  mercenarios,  con 
el  cual  ha  vivido  siempre  prevenido  para  la  defensa,   siempre 


(ch)     Marquardt.     f/(  )rL^a¡i¡satinn     riiilitaii'f     che/,    les     Bf)iiiHÍi¡s, 
page  158  á   166. 
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apercilíido  para  el  ataque»'  (  ve).  Así  mismo,  según  Jeno- 
fonte, cuando  Ciro  el  (irande  se  hubo  apoderado  de  Babi- 
lonia, juzgó  indispensable  establecer  allí  a  firme  una  fuerte 
guarnición  para  mantener  sojuzgados  a  los  vencidos:  y  al 
efecto,  dejó  en  la  ciudad  un  cuerpo  de  mercenarios  cuyos 
sueídos  quedaron  a  cargo  de  la  población  (  c  d  ).  Xo  de 
otra  manera  procedió  Roma,  principalmente  en  los  listados 
que  conquistó  fuera  de   Italia. 

La  formación  de  los  ejércitos  permanentes  es  sin  duda 
uno  de  los  hechos  más  trascendentales  de  la  historia  polí- 
tica de  los  pueblos,  y  aun  cuando  trae  consigo  grandes  i)e- 
neficios,  a  la  vez  envuelve  graves  peligros  para  el  desenvol- 
vimiento normal  de  las  instituciones  públicas. 

Si  hemos  de  atenernos  a  las  enseñanzas  de  la  historia,  no 
es  dudoso  (lue  los  ejércitos  permanentes  han  traído  consi- 
go  los  siguientes  males  o  peligros : 

1"  Han  facilitado  el  entronizamiento  de  las  autocracias, 
dictaduras  y  tiranías; 

2"  Han  tornado  arrogantes  y  provocadores  a  los  lista- 
dos en  sus  relaciones  recíprocas; 

^"  Han   impuesto   gastos   cuantiosos   a    los    pueblos;    y 

4"  Han  distraído  del  trabajo  una  gran  porción  de  hom- 
bres esforzados. 

Pero  las  mismas  enseñanzas  maniíit-stan  (jue  ellos  por 
otro  lado: 

1"  Han  acabado  con  los  cuerpos  de  consanguíneos  y 
con  los  jefes  natos,  extendiendo  el  imperio  del  estatuto  te- 
rritorial; 

2°  Han  diversificado  las  funciones  militares  permitien- 
do (]ue  la  mayor  porción  de  los  ciudadanos  se  aplicase  a  las 
tareas  de  la  paz,  encargando  a  unos  pocos  las  de  la  guerra; 

S**  Han  robustecido  la  personalidad  del  Kstado  afian- 
zando su  independencia  en  el  exterior  contra  los  listados 
rivales  y  en  <d  interior  contra  las  tribus  de  consanguíneos;  y 


(<■«•)     Df'-mosthí-ne  ct    Kschine,   <h'ii\rr\.  t.   II.  ]>aff.   7S. 
{f<l)     Xénophon,  (\r<)j>f'ili<\  liv.   \'ll.  riia|).   V. 
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4°  Han  fortificado  la  acción  del  Estado  en  la  empresa 
de  conservar  el  orden  y  de  hacer  cumplir  las  leyes,  las  sen- 
tencias y  los  decretos. 

s^  80.  Para  poder  estudiar  con  criterio  seguro  los  oríge- 
nes sociales  de  la  policía,  es  indispensable  determinar  pre- 
viamente la  naturaleza  de  este  servicio. 

En  su  sentido  más  lato,  se  da  el  nombre  de  policía  a 
todo  servicio  que  tiene  por  objeto  prevenir  un  daño  cual- 
quiera y  extirparlo  administrativamente  cuando  a  pesar  de 
las  medidas  preventivas,  ha  aparecido.  Asi  se  dice  policía 
de  aseo,  policía  de  salubridad,  policía  de  guarda -bos- 
ques, etc.  En  este  sentido,  la  policía  de  seguridad,  cuyos 
orígenes  nos  proponemos  determinar,  no  es  más  que  una 
simple  rama  de  la  policía  general. 

Así  como  el  ejército  está  instituido  para  garantizar  el  or- 
den constitucional  y  la  existencia  del  Estado,  así  la  policía 
lo  está  para  evitar  que  se  cometan  delitos  en  cualquiera 
parte,  y  faltas  en  los  lugares  piiblicos.  Una  y  otra  insti- 
tución sirven,  de  consiguiente,  en  diferentes  esferas  para 
mantener  el  orden  jurídico  establecido  por  el  Estado. 

Todo  servicio  de  policía,  cualquiera  que  sea  su  natura- 
leza, es  esencialmente  preventivo;  pero  la  prevención  sería 
muy  deficiente  si  cuando  se  ha  ejecutado  un  daño  no  se 
persiguiese  a  los  responsables  y  no  se  les  aplicase  la  san- 
ción penal  correspondiente  para  evitar  el  mal  ejemplo  y 
la  reincidencia.  De  consiguiente,  sin  perder  su  carácter 
preventivo,  la  policía  tiene  que  ejercer  de  continuo  funcio- 
nes represivas.  Así,  cuando  estalla  una  epidemia,  a  pesar 
de  las  medidas  higiénicas  que  se  habían  establecido  para 
alejarla,  la  policía  de  salubridad  impone  el  aislamiento  y  la 
desinfección  para  reprimirla. 

.\nálogamente,  la  ¡policía  de  seguridad  tiene  siempre  que 
prevenir,  y  en  su  caso,  que  reprimir.  En  desempeño  de  sus 
funciones  preventivas,  lleva  registros  de  los  sirvientes  do- 
mésticos, de  los  cocheros  del  servicio  público,  de  las  casas 
de  prostitución,  y  vigila  las  tabernas,  los  teatros,  los  míti- 
nes y  las  calles;  y  en  desempeño  de  sus  funciones  represi- 
vas, pesquisa  los  delitos,  aprehende  los  delincuentes,  recoge 
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y  entrega   a  la    )usticia    los    instrumentos    y  los    efectos  del 
delito,  etc. 

Aun  cuando  en  todos  los  pueblos  cultos  se  encargue  a  la 
policía  de  seguridad  la  aprehensión  de  los  delincuentes,  su 
función  más  característica  es  la  función  preventiva.  Esta  es 
también  su  función  más  delicada  y  más  peligrosa.  Fundada 
la  policía  preventiva  en  la  noción  del  peligro,  no  es  posible 
fijar  en  abstracto  los  límites  de  su  acción;  por  manera  que 
si  es  una  garantía  cuando  la  dirigen  magistrados  democrá- 
ticos, se  convierte  en  una  amenaza  para  las  libertades  pú- 
blicas cuando  la  dirigen  magistrados  avasalladores  de  ten- 
dencias autocráticas. 

De  aquí  proviene  que  los  pueblos  viven  en  un  perpetuo 
vaivén  entre  el  régimen  judicial,  j)uramente  represivo,  que  fa- 
vorece la  libertad  pero  que  no  evita  el  mal,  y  el  régimen 
policial,  principalmente  preventivo,  que  evita  el  mal  pero  en 
parte  a  costa  de  la  libertad.  En  teoría,  la  intervención  de  la 
policía  se  justifica  siempre  que  el  orden  y  el  derecho  apare- 
cen amenazados  (  c  f  ).  En  la  práctica,  la  aplicación  rigu- 
rosa de  esta  doctrina  traería  por  consecuencia  la  anulación 
o  el  cercenamiento  de  las  libertades. 

VA  gobernante  que  comprenda  su  deber  de  estimular  el 
desenvolvimiento  de  las  facultades  humanas  no  dará  inter- 
vención a  la  policía  sino  en  tanto  cuanto  ella  no  pueda  ser 
suplida   ¡)or  la  iniciativa   individual. 

Si  en  una  ciudad  las  familias  no  alcjuilan  sirvientes  antes 
de  cerciorarse  por  sí  mismas  de  la  honradez  de  los  (]ue  les 
ofrecen  sus  servicios;  si  allí  la  gente  es  tan  escrupulosa  (jue 
nunca  se  expiden  recomendaciones  y  certificados  de  pro- 
bidad en  favor  de  quien  no  los  merece;  si  por  otra  parte 
la  pol)lación  es  pequeña  y  todos  los  vecinos  se  conocen 
recíprocamente,  la  policía  puede  muy  bien  eximirse  de  IK-- 
var  el   registro  de   la  servidumbre. 

Kn  todas  las  grandes  ciudades  europeas,  la  policía  exige 
(|ue   los   dueños  de   casa,  de   hoteles  o  de  posadas  la    (len 

{  (•  i' )  Stein.  ¡jii  Scii-ii/n  ili'lln  l'ui>tili<i\  Aimiiiiii'^frn/inni:  «i  44 
V  §   h/.v 
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noticia  de  los  pasajeros  o  huéspedes  que  lleguen  a  pedir 
alojamiento;  y  aun  cuando  en  general  estén  suprimidos  los 
pasaportes,  exige  a  los  forasteros  que  justifiquen  su  identi- 
dad personal,  su  procedencia  y  su  destino.  Para  este  efecto, 
se  expiden  en  España  por  la  misma  policía  las  llamadas  cé- 
dulas personales.  Ahora  bien,  ;qué  necesidad  de  estas  me- 
didas de  policía  habría  en  las  pequeñas  ciudades  de  Chile, 
esto  es,  fuera  de  Santiago  y  Valparaíso? 

La  institución  preventiva  por  excelencia  es  la  cédula  de 
identidad  o  cédula  personal. 

En  todo  Estado  bien  organizado,  cada  ciudadano  está 
obligado  a  llevar  consigo  una  cédula  que  en  cualquier  mo- 
mento, sea  ante  la  autoridad,  sea  ante  los  particulares,  acre- 
dite su  identidad  personal. 

Por  la  falta  de  esta  institución,  han  fracasado  en  Chile  el 
servicio  militar  obligatorio  y  el  impuesto  de  capitación,  los 
jueces  del  crimen  no  saben  de  ordinario  con  quién  hablan 
en  los  procesos,  y  ofrece  graves  entorpecimientos  la  em- 
presa de  hacer  cumplir  la  obligación  de  la  asistencia  es- 
colar. 

La  cédula  personal  impone  la  probidad  en  el  uso  de  los 
nombres. 

En  nuestras  clases  inferiores,  es  práctica  muy  general  que 
los  hombres  cambien  de  nombre  al  pasar  de  un  lugar  a 
otro.  Muchas  familias  de  soldados  muertos  en  la  guerra 
de  1879  no  recibieron  pensiones  que  el  legislador  las  otor- 
gó porque  no  pudieron  acreditar,  a  causa  de  los  cambios  de 
nombres,  la  identidad  de  los  fallecidos.  Muchas  otras  solo 
obtuvieron  este  beneficio  después  de  salvar  grandes  dificulta- 
des habiendo  tenido  que  probar  que  los  soldados  inscriptos 
con  tales  nombres  se  llamaban  de  cual  otra  manera.  Pues 
bien,  la  cédula  de  identidad  personal  evita  males  de  esta  na- 
turaleza porque  mediante  ella,  las  identificaciones  se  hacen, 
por  lo  común,  instantáneamente. 

§  81.  Determinada  la  naturaleza  del  servicio  de  policía, 
podemos  ahora  estudiar  su  complejidad,  su  extensión  y 
distinguirlo  donde  quiera  que  lo  encontremos. 

Una   observación   muy   superficial    no  reconoce  más   fun- 

3.Í 
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cienes  de  policía  que  la  de  guardar  el  orden  en  las  calles 
y  caminos  combinada  con  la  de  perseguir  y  aprehender 
a  los  delincuentes.  Pero  en  realidad  la  corresponden  tan- 
tas atenciones  que  sin  exageración  se  puede  tener  el  ser- 
vicio policiario  por  uno  de  los  más  complejos  del  Es- 
tado. 

Sin  intentar  una  enumeración  taxativa,  observemos  que 
a  la  policía  corresponde  también:  1°  velar  por  el  cumpli- 
miento de  ciertas  leyes  administrativas,  por  ejemplo,  la  que 
impone  la  obligación  de  la  asistencia  escolar  y  la  que  re- 
glamenta el  trabajo  industrial;  2°  llevar  los  registros  de 
las  prostitutas  y  vigilar  las  casas  de  prostitución,  no  para 
evitar  las  relaciones  sexuales  irregulares,  sino  para  reprimir 
el  escándalo,  para  amparar  a  los  menores  y  para  imponer 
la  higiene;  3°  reprimir  la  embriaguez  en  las  tabernas  y  lu- 
gares públicos  y  aprehender  los  ebrios  que  cometan  des- 
órdenes en  las  calles,  tranvías,  teatros,  etc. ;  4°  vigilarlos 
garitos  y  los  hipódromos  para  impedir  t;into  los  juegos 
prohibidos  y  las  apuestas  mutuas  cuanto  las  malas  artes,  y 
5°  amparar  a  los  animales  contra  los  malos  tratamientos  de 
los  cocheros  y  conductores. 

Si  el  cuerpo  de  guardianes  conocidos  con  los  nombres 
de  soronos.  vigilnntcs.  jtolicinlos,  concreta  su  atención  a 
estos  servicios,  hay  en  todo  Estado  culto  otros  cuerpos  de 
policía  que  bajo  las  más  varias  denominaciones,  se  encuen- 
tran entreme/xlados  con  la  mayor  parte  de  las  instituciones 
políticas  y  administrativas  y  (|ue  tienen  a  su  cargo  funcio- 
nes especiales  de  policía. 

Sin  salir  de  Chile,  son  cuerpos  de  policía  encargados  de 
guardias  especiales:  1"  el  resguardo  de  las  aduanas,  cuya 
incumbencia  es  reprimir  los  contrabandos;  2"  el  cuerpo  de 
celadores  del  telégrafo,  instituido  por  el  reglamento  fechado 
el  31  de  Enero  de  1872;  3°  el  cuerpo  de  guarda -bosques, 
instituido  por  el  reglamento  fechado  3  de  Marzo  de  1873; 
4°  el  cuerpo  de  los  guardianes  de  las  salitreras,  instituida 
por  el  decreto  fechado  el  1°  de  Abril  de  1889;  5°  los  conduc- 
tores de  trenes,  los  jefes  de  estación,  los  guarda -vías  y 
y  otros  empleados  ferroviarios  con  arreglo  a  la   ley  fechada 
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el  6  de  Agosto  de  1862;  6°  el  cuerpo  de  guardianes  del 
Congreso  Nacional,  etc.,  etc.  (  c /). 

Esta  multiplicidad  de  los  servicios  de  policía  es  impuesta 
por  la  diversa  naturaleza  de  los  peligros  que  hay  que  com- 
batir. Por  muy  bien  organizado  que  esté  un  cuerpo  de 
policía,  nunca  puede  desplegar  la  enorme  variedad  de  apti- 
tudes que  se  requieren  para  prevenir  males  y  delitos  que 
son  de  muy  variada  índole  y  que  se  ven  venir  disfrazados 
bajo  las  formas  más  engañadoras.  Si  un  solo  cuerpo  de  policía 
se  encargara  de  tantas  funciones  preventivas,  tendría  que  des- 
cuidar o  la  atención  de  la  seguridad  general  o  la  de  los 
delitos  especiales^  como  el  contrabando,  la  caza  furtiva,  etc. 

A  la  verdad,  no  sería  empresa  de  romanos  enumerar 
taxativamente  todos  los  servicios  policiarios  que  funcionan 
en  el  Estado;  pero  erraríamos  si  creyésemos  que  una  enu- 
meración completa  nos  daría  por  sí  sola  idea  cabal  de  la 
complejidad  y  de  la  extensión  de  la  policía. 

En  contra  de  lo  que  el  vulgo  cree,  advirtamos  que  la  po- 
licía de  un  Estado  no  se  compone  exclusivamente  de  los  guar- 
dianes que  bajo  diferentes  nombres  están  encargados  de 
conservar  el  orden  en  las  calles,  en  los  caminos  y  en  las 
instituciones  públicas.  También  forman  parte  integrante 
del  sistema  policiario  del  Estado  todas  aquellas  leyes  y 
medidas  que  se  dictan  e  instituciones  que  se  establecen  con 
el  objeto  de  impedir  daños,  desórdenes  y  faltas  o  actos  de- 
lictuosos {  c  g). 


(cf)  Stein  observa  que  no  se  puede  instituir  un  ministerio  de  policía 
porque  los  servicios  de  policía  están  repartidos  por  todos  los  departa- 
mentos del  gobierno  y  de  la  administración.  En  tal  caso  tampoco  podría 
haber  ministerio  de  obras  públicas  puesto  que  las  tienen  todos  los  depar- 
mentos  gubernativos,  ni  ministerio  de  instrucción  puesto  que  todos  los 
departamentos  sostienen  o  pueden  sostener  escuelas.  La  verdadera  razón 
porque  no  se  puede  instituir  un  ministerio  de  policía  es,  a  nuestro  juicio, 
que  la  policía  constituye  un  ramo  administrativo  sin  iniciativa  propia  e  in- 
herente al  gobierno.  Xo  puede  haber  más  ministerio  de  policía  que  el 
ministerio  de  gobierno. 

Stein,  La  Scienza  della  Pubblica  Ammiiiistrazione.  §  40. 

{c g)  Posada.  La  Administración  Política  y  la  Administración 
Social,  lib.  I.  cap.  III. 
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La  institución  de  la  censura  de  imprenta  (  1813  ),  la  de 
teatro  (  1830  y  1834  );  la  de  la  licencia  para  imprimir  libros; 
la  de  los  registros  de  sirvientes  domésticos,  de  cocheros, 
de  prostitutas;  la  de  la  cédula  de  identidad  personal;  la  de 
las  murallas  corta-fuegos,  la  del  sistema  decimal  de  pesas  y 
medidas  (1840-1864),  la  de  los  pasaportes,  la  de  las  tari- 
fas de  los  coches  de  posta,  etc.,  etc.,  son  por  su  carácter 
preventivo,  instituciones  de  policía. 

Análogamente  son  medidas  de  policía  la  prohibición  de 
las  lidias  de  toros  (  1823  ),  la  de  cargar  armas  blancas  y  ar- 
mas cortas  (  1824  ),  la  de  mendigar,  la  de  salir  al  público 
en  estado  de  ebriedad,  la  de  las  loterías  (1890),  la  de  las 
apuestas  mutuas  (  1902)  etc.,  etc. 

En  el  imperio  faraónico  todos  estaban  obligados  a  decla- 
rar ante  la  autoridad  con  cuáles  medios  de  subsistencia 
contaban,  y  eran  condenados  a  muerte  así  los  que  hacían 
declaraciones  falsas  como  los  que  empleaban  medios  ilícitos 
para  ganarse  la  vida  (  e  h  ). 

En  la  legislación  de  vSolón,  se  apercibía  con  duras  penas 
al  que  no  teniendo  fortuna  propia,  no  se  aplicaba  a  un 
trabajo  honesto  para  vivir;  y  cuando  un  padre  no  había 
enseñado  a  sus  hijos  alguna  profesión  o  arte,  no  tenía  de- 
recho a  exigirles  que  le  alimentaran  en  la  vejez  o  en  la 
miseria  (  c  i). 

En  las  poblaciones  urbanas  de  la  Edad  Media,  fueron  muy 
generales  las  dos  reglas  siguientes:  todo  vecino  (jue  care- 
ciese de  rentas  propias  podía  ser  obligado  a  trabajar  en 
cualquier  arte,  oficio  o  industria  honrada;  y  todo  forastero 
que  viniese  a  establecerse  en  ellas  debía  rendir  caución  para 
responder  de  que  tenía  medios  honestos  de  subsistencia  y 
de  que  no  iba  a  vivir  a  costa  del  vecindario  (  cj). 

En  Inglaterra,  una  ley  antigua,  acaso  una  simple  costum- 

(cJi)  Lenormant,  Ilistoirv  Ancicnne  di-  Vdvieut.  t.  III,  liv.  IV. 
chap.  I.  §  5.  pag.  45. 

(<•;')     Démosthéne  et  Eschine,   (TJuvres.  t.   I.  pag.  2fj6. 
Grotc,  Ilistoire  de  Grécp.  t.  IV.  pag.   190. 

(í-_/)     Gneiíít,  Const'ttitt'mn  Coinimtnalo  dv  I  Anúlete  rn:  t.  II,  pag^.  64. 
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bre  autoriza  a  los  jueces  de  paz  en  los  casos  de  persecución 
de  delincuentes  para  investir  con  el  cargo  de  guardián  del 
orden  a  cualquier  vecino  haciéndole  prestar  juramento 
de  fidelidad  y  de  respeto  a   la  ley   (el  ). 

Análogamente,  una  real  orden  dictada  en  1514  para  el 
reino  de  Granada  disponía  que  «  cuando  algún  robo  o  muer- 
te y  daño  se  hiciere  en  cualquier  camino  y  parte  de  dicho 

reino los  vecinos  del  lugar  sean  obligados  de  seguir  el 

rastro  de  los  malhechores  hasta  que  entren  en  otra  juris- 
dicción, e  allí  dar  el  rastro  a  los  del  otro  lugar.  ...  y  los 
otros  sean  obligados  de  hacer  lo  mismo;  so  pena.  .  .  .  que 
sean  obligados  a  pagar  todo  el  daño  que  hicieren  los  di- 
chos malhechores  »    (  c  722  ). 

Todas  estas  medidas  son  de  carácter  esencialmente  pre- 
ventivo y  buenas  o  malas  forman  parte  integrante  del  sis- 
tema de  policía. 

Inductivamente  podemos  entonces  definir  la  policía  de 
seguridad  diciendo  que  es  el  conjunto  de  leyes,  medidas  e 
mstituciones  que  en  cada  Estado  están  dirigidas  a  impedir 
que  se  cometa  el  delito  o  el  daño  o  que  escape  a  la  acción 
de  la  justicia  el  agente  responsable. 

Así  mismo,  por  la  vía  inductiva,  llegamos  a  la  conclusión 
de  que  el  personal  de  policía  no  es  en  el  Estado  más  que 
una  parte  del  sistema  policiario,  y  de  que,  por  tanto,  puede 
haber  policía  sin  policiales, 

§  82.  Con  la  ayuda  de  las  precedentes  nociones,  relati- 
vas a  la  naturaleza,  complejidad  y  extensión  de  la  policía, 
podemos  entrar  en  el  estudio  de  sus  orígenes  sin  peligro 
de  mayores  tropiezos. 

Apenas  necesitamos  decir  que  en  las  sociedades  más  atra- 
sadas, donde  todavía  no  existe  el  Estado,  tampoco  existe 
la  policía.  Dado  el  carácter  orgánico  de  la  constitución 
político -jurídica  de  las  sociedades,  no  se  comprende  cómo 
podría  empezar  a  existir  la  fuerza  del  Estado  antes  que  el 
Estado  mismo. 

(el)     Gneist,  ob.  cit.,  t.  IV,  pag.   46. 

(cm)    Novísima  Recopilación,  lib.  XII,  tit.  XV,  I.   10. 
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Más  aún:  si  el  fin  primordial  de  la  policía  es  la  preven- 
ción y  pesquisa  de  los  delitos,  a  priori  debemos  suponer 
que  el  nacimiento  de  esta  institución  nunca  se  efectúa  sino 
en  grados  relativamente  altos  del  desarrollo  político,  por- 
que en  los  inferiores  no  corresponde  al  Estado  la  repre- 
sión de  la  delincuencia  ni  de  los  meros  desórdenes  internos. 

Según  lo  ha  observado  Spencer  (en)  y  lo  hemos  de- 
mostrado más  arriba,  el  Estado  no  se  constituye  origina- 
riamente sino  para  el  solo  fin  de  organizar  la  defensa  y  el 
ataque  contra  las  sociedades  extrañas,  dejando  a  cargo  ex- 
clusivo de  la  venganza  privada  la  persecución  de  los  delin- 
cuentes. vSi  exceptuamos  el  núcleo  actual  de  las  naciones 
civihzadas,  la  pesquisa  de  oficio  fué  siempre  prohibida  en 
todos  los  pueblos  de  la  tierra  (  <•  íi  ). 

Al  empezar  su  disertación  sobre  el  derecho  penal  de  la 
ley  sálica,  Pardessus  observa  que  la  legislación  de  las  tribus 
germánicas  tiene,  en  lo  c}ue  toca  a  la  pesquisa  de  los  deli- 
tos, una  peculiaridad  que  la  distingue  de  las  legislaciones  de 
casi  todos  los  pueblos  antiguos  y  modernos,  cual  es  la  falta 
de  represión  pública  y  la  sanción  del  derecho  de  la  venganza. 
Pero  si  en  la  historia  del  derecho  penal  hay  al  presente 
un  hecho  bien  establecido,  es  {|ue  en  las  primeras  etapas 
del  desarrollo  político  no  se  conoce  más  medio  de  represión 
cjue  la  venganza  privada  y  que  cuando  el  Estado  empieza  a 
intervenir,  no  actúa  sino  a  guisa  de  amigable  componedor  sin 
facultades  para  perseguir  a  los  delincuentes. 

Entre  los  caribes,  dice  un  autor  citado  por  Lubbock,  el 
que  se  cree  ofendido  se  venga  por  sí  mismo  a  medida  de 
sus  fuerzas  y  el  púl)lico  no  se  cura  del  castigo  de  los  crí- 
menes. Entre  los  indígenas  de  Norte  América,  cuando  se 
comete  un  asesinato  corresponde  exclusivamente  a  la  taini 
lia  del  occiso  obtener  la  debida  satisfacción  y  los  jefes  de 
tribus  no  tienen  nada  que  hacer.     En  las    islas  del  Pacífico, 

(en)     Spencer,  Justicc.  §   112. 

(  (•  ñ )  En  otra  obra  que  esperamos  publicar  próximamente  tratamos 
y  comprobamos  plenamente  este  punto.  Por  ahora  apuntaremos  solo  unos 
pocos  datos. 
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no  era  el  jefe  el  que  castigaba  el  delito  de  robo,  sino  que 
la  víctima  tornaba  venganza  contra  el  ladrón.  En  Austra- 
lia, la  ley  del  tallón  rige  con  la  anuencia  general:  cuando 
uno  mata  o  hiere  a  otro,  la  víctima  o  sus  parientes,  se  ven- 
gan del  ofensor  (  c  o  ). 

Según  D'Arbois  de  Jubainville,  el  derecho  céltico  impo- 
nía como  un  deber  a  los  parientes  del  occiso  el  ejercicio 
de  la  venganza  y  jamás  hacía  intervenir  al  Estado  en  la 
represión  de  los  crímenes  (  c  p  ). 

En  Israel,  en  Roma  y  en  Atenas  había  sin  duda  justicia 
penal,  pero  ella  no  podía  actuar  ordinariamente  sino  a  ins- 
tancia de  la  víctima  o  de  sus  parientes.  Si  por  cualquiera 
causa,  por  interés,  por  miedo,  por  desidia,  por  efecto  de 
una  transacción  privada,  no  perseguían  ellos  al  delincuen- 
te, la  autoridad  pública  no  se  estimaba  facultada  para  mo- 
lestarle {  c  q). 

En  grados  superiores  del  desarrollo  social,  se  suelen  en- 
contrar vigentes  ciertas  prácticas  jurídicas  que  no  concuer- 
dan  con  el  estado  de  cultura  y  que  solo  se  explican  como 
consecuencias  tardías  del  derecho  primitivo  de  venganza. 
Durante  la  Edad  Media,  por  ejemplo,  se  practicaron  mu- 
cho las  represalias  civiles.  Cuando  alguno  había  recibido 
daño  por  efecto  de  un  delito,  recababa  de  la  autoridad 
una  carta  de  represalias,  la  que  le  facultaba  para  perseguir 
al  culpable  hasta  obtener  indemnización.  Como  lo  observan 
\^ecchio  y  Casanova,  estas  prácticas  se  fundan  en  el  senti- 
miento de  la  venganza,  «tan  antiguo  como  el  género  hu- 
mano  y  universal  en  la  infancia  de  los  pueblos)^   (cr). 


(c  o)     Lubbock,    Ori<¿;ines    de   la    Civilisation.    chap.    X,    pag.    459 
et  463. 

Freycinet,   Voy  age  auiour  du  Monde,  t.  III,  pag.   784. 

(ep)     D'Arbois  de  Jubainville,  Études   sur  le    Droit    Celtique,  t.  I, 
chap.  V,  §  20,  pag-.   178,  179  et  181. 

{c  q)     Démosténe  y  Eschine,   (Euvres  Completes,  t.  IX,  pag.  268. 
Grote,  Histoire  de  la  Gréce,  t.  IV.  pag.  107. 
Números,  cap.  XXXV,  §  21. 

{c  r)     Vecchio  e  Casanova,  Le  Rappresaglie,  pag.  6,  33  e  59. 
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La  abstención  del  Estado  en  la  represión  de  la  delin- 
cuencia, abstención  que  hace  innecesaria  la  diversificación 
de  la  policía,  ocasionaría  sin  duda  desórdenes  y  atentados 
crónicos  si  las  sociedades  no  los  evitaran  por  medio  de 
una  or^ranización  preventiva. 

Según  lo  hemos  demostrado  más  arriba  (  §  15  ),  los  pue- 
blos atrasados  están  fraccionados  en  gentes  y  tribus,  cuyos 
miembros  todos  se  suponen  descender  de  un  ascendiente 
común;  y  que  para  conservar  su  autonomía  y  la  pureza  de 
su  sangre,  forman  aldeas  donde  ningún  extraño  puede  esta- 
blecerse como  no  sea  por  las  vías  jurídicas  de  la  adopción, 
la  naturalización  o  la  esclavitud.  Asimismo  hemos  demos- 
trado que  todos  los  pueblos  semi -civilizados  adoptan,  para 
los  efectos  militares,  una  organización  fundada  en  el  frac- 
cionamiento decimal  (§75).  Pues  bien,  en  todos  aquellos 
pueblos  donde  ambas  organizaciones  están  establecidas, 
constituyen  ellas  un  régimen  a  la  vez  preventivo  y  repre- 
sivo, acaso  más  eficaz  que  nuestros  cuerpos  de  policiales, 
contra  las  alteraciones  del  orden  interno. 

En  el  antiguo  derecho  mosaico,  cuando  se  encontraba  un 
cadáver  en  el  territorio  de  una  población,  ella  tenía  (jue 
excusarse  colectivamente  de  haber  cometido  el  homicidio 
so  pena  de  cargar  con  la  responsabilidad.  Al  efecto,  los 
ancianos  juraban,  en  representación  de  la  colectividad,  que 
sus  manos  no  habían  derramado  la  sangre  del  occiso  ni  sus 
ojos  habían   visto  derramarla  (  c  s  ). 

Una  disposición  semejante  aparece  en  la  prinu-ra  ley  ca- 
l^itular  agregada  al  Código  de  los  francos  salios:  la  comu- 
nidad, en  cuyo  distrito  se  encontraba  un  cadáver,  cargaba 
con  la  responsabilidad  del  delito  a  menos  que  los  ancia- 
nos se  justificaran  por   medio  del  juramento  {  c  t  ). 

Análogamente,  según  el  antiguo  derecho  de  Polonia, 
cuando   el  autor  de  un  asesinato  era  desconocido,   respon- 


(cs)     Dareste,  Etudos  d'histoirv  dii  lU-nH.   |>aj;    2^  n  24. 
Deutcronomio.  cap.  XXI,  §  6  y   7. 

(ct)     Dareste,  ob.  cit.,  pag.  391,  411  «t   413. 
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día  del  delito  la  aldea  en  cuyo  territorio  se  encontraba  el 
cadáver,  pero  ella  podía  eximirse  de  toda  responsabilidad 
denunciando  a  una  familia,  y  ésta  a  su  turno,  denunciando  a 
uno  de  sus  miembros.  La  misma  regla  se  seguía  en  los  ca- 
sos de  salteos  y  robos.  En  el  derecho  del  siglo  XV,  se 
suprimió  la  solidaridad  entre  los  consanguíneos,  pero  se 
mantuvo  la  obligación  que  de  antiguo  gravaba  a  los  vecinos 
de  cada  aldea  de  prestarse  recíproca  ayuda.  Así,  en  los 
casos  de  robo,  la  víctima  podía  exigirles  auxilio  para  per- 
seguir al  ladrón  (cu). 

En  Inglaterra,  antes  de  la  conquista  normanda,  todos  los 
hombres  estaban  obligados  a  servirse  de  garantes  de  diez 
en  diez.  La  mayor  garantía  del  orden  público,  decía  una 
ley  atribuida  a  Eduardo  el  Confesor,  se  funda  en  la  obli- 
gación que  cada  habitante  tiene  de  formar  parte  de  una 
decuria  y  de  una  centuria.  Con  arreglo  a  este  derecho, 
era  en  vano  que  huyera  un  delincuente  puesto  que  queda- 
ban nueve  deudores  solidarios  que  respondían  de  la  indem- 
nización. Esta  solidaridad  no  desapareció  en  los  trastornos 
de  la  conquista  normanda,  porque  posteriormente  se  dis- 
puso que  cuando  se  encontrara  en  el  cantón  de  una  centuria 
el  cadáver  de  un  normando,  ésta  pagaría  una  multa  de  46 
marcos  siempre  que  dentro  de  una  semana  no  fuese  apre- 
hendido el   asesino  (  c  r  ). 


(cu)     Dareste,  ob.   cit.,  pag.    113,    196    et  230. 

(  c  v)  Gneist,  Constitution  Cominunale  de  l'Angleterre.  t.  I,  pag.  51 
et  130. 

Sumner  Maine.  L' Anden  Droit,  chap.  V,  pag.   120. 

Hallam,  Histoire  de  l'Europe  au  Moyen  Age.  t.  III,  pag.  155. 

Spencer,  Principes  de  Sociologie,  t.  III,  §  512. 

En  la  misma  Inglaterra,  cuando  la  supervigilancia  del  orden  de  cada 
condado  o  distrito  estaba  ya  a  cargo  del  Estado  representado  por  los 
shériff  y  los  jueces,  éstos  podían  informarse  de  si  había  delincuentes  en 
el  lugar  tomando  juramento  a  12  hombres  de  cada  centuria  y  a  cuatro  de 
cada  decuria;  y  en  1285,  se  estableció  que  cuando  un  ladrón  no  fuese 
aprehendido  dentro  de  40  días,  respondería  del  robo  la  centuria  entera. 
Franqueville,  Le  Systéme  judiciaire  de  la  Grande  Bretagne,  t.  I, 
pag.  562  et  563. 
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En  el  principado  de  Montenegro,  hasta  hoy  mismo  está 
establecido  que  la  obligación  de  pagar  el  precio  de  la  san- 
gre grava  no  solamente  al  homicida  sino  también  a  toda 
la  aldea  en  que  la  sangre  se  derramó  (  ca');  y  en  la  Rusia 
medioeval  regía  un  derecho  penal  semejante  al  de  los 
anglo- sajones  porque  cada  decanía  estaba  obligada  a  ven- 
gar la  injuria  que  se  hacía  a  cualquiera  de  sus  miembros 
y  obligada  a  responder  de  la  conducta  de  todos  ellos.  Es 
presumible  que  el  mismo  régimen  imperase  en  el  antiguo 
Imperio  de  los  Incas,  y  no  otro  es  el  que  todavía  impera 
en   el  Japón   (  c y  ). 

De  estas  observaciones,  se  infiere  que  las  sociedades 
atrasadas,  donde  el  Estado  no  se  encarga  de  conservar  el 
orden,  tienen  una  organización  preventiva  contra  la  delin- 
cuencia y  que  la  base  de  esta  organización  es  la  responsa- 
bilidad solidaria,  la  que,  obligando  a  los  individuos  de  las 
fracciones  decimales  y  de  las  agrupaciones  de  consanguí- 
neos a  vigilarse  constante  y  recíprocamente,  propende  a 
impedir  las  perturbaciones  del  derecho. 

La  solidaridad  penal  se  encuentra  establecida  bajo  de  las 
más  variadas  formas  en  todos  los  pueblos  que  no  han  lle- 
gado a  los  grados  superiores  del  desenvolvimiento  jurídico. 

Entre  los  germanos,  los  miembros  de  cada  familia  eran 
solidarios  por  activa  y  por  pasiva,  esto  es,  para  recibir 
y  para  pagar  las  indemnizaciones  penales. 

En  Esclavonia  y  en  Oalmacia,  el  derecho  servio  del  si- 
glo XIV  imponía  la  solidaridad  entre  los  consanguíneos 
que  tenían  domicilio  común.  En  virtud  de  esta  mancomu- 
nidad, el  hermano  respondía  por  el  hermano,  el  padre  por 
los  hijos,  el  pariente  por  el  pariente.  Con  referencia  al  de- 
recho que  impera  en  las  sociedades  semi- civilizadas,  obser- 
va Sumner  Maine,  que  la  vida  común  basada  en  la  consangui- 


(c.v)     Jovanovic',    Eíudc  sur  Jo  Moiitrurirro.  paf^.  ■\><0  du   Bullctin   He 
la  Société  de  Législation  Comparce  de  1890. 

(cy)     Nadaillac,  L'Aiiicrirjuc  jtrcliistnrituic.  chap.  VIII.  pag.  441. 
Spencer,  PrÍDcipes  do  Socinlofíio.  t.  III.  §  512. 
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nidad  implica  siempre  la  mancomunidad  en  el  cumplimiento 
de  las   obligaciones  legales  {  c  z  ). 

Una  ley  de  Atenas  disponía  que  si  alguno  muriese  víctima 
de  un  acto  de  violencia,  sus  parientes  pudieran  hacer  apre- 
hender, para  vengar  su  muerte,  hasta  tres  de  las  personas 
en  cuya  casa  se  hubiese  perpetrado  el  asesinato  y  mante- 
nerlos arrestados  hasta  que  se  fallara  el  proceso  o  hasta 
que  entregaran  o  se  descubriese  el  asesino  {da). 

De  estos  hechos  fluye  una  consecuencia  jurídica  que  ape- 
nas sería  de  creer  si  no  estuviese  atestiguada  por  veracísi- 
mos testimonios,  cual  es  que  en  las  sociedades  atrasadas 
el  hombre  que  no  tiene  parientes,  por  ejemplo,  el  extran- 
jero, vive  sin  protección  ni  amparo,  expuesto  en  cada  mo- 
mento de  su  vida  a  ser  víctima  del  primero  que  encuentra 
en  su   camino. 

Lenormant  y  Babelon,  observan  que  en  la  antigua  Asiría, 
donde  el  Estado  no  se  cuidaba  del  orden,  el  pueblo  estaba 
dividido  en  tribus,  cuyos  miembros  se  auxiliaban  recíproca- 
mente, y  agregan  que  para  un  hombre  no  había  peligro 
mayor  que  el  no  tener  parientes  porque  el  que  no  formaba 
parte  de  alguna  tribu  se  encontraba  fuera  de  la  sociedad, 
abandonado  a  sí  mismo,  sin  protección  ni  amparo  (  d  b  ). 

Asimismo,  Dingelstedt  nos  informa  que  entre  los  kir- 
guizes  de  la  Rusia  asiática,  el  Estado  no  tiene  policía  para 
proteger  la  propiedad  y  la  vida;  que  en  los  casos   de  crí- 


(cz)  Sumner  Maine,  L' Anden  Droit  et  la  Coutume  Pvimitive, 
chap.  Vm,  pag.  318. 

Dareste,  Études    d'hJstoire    du    Droit,    pag.    196,    et  IX,  230. 

(da)     Démosthéne  et  Eschine,   CEuvres,  t.  Vil,  pag.  69. 

Según  Vecchio  y  Casanova,  el  texto  transcripto  de  Demóstenes  no  es 
auténtico,  pero  es  efectiva  la  disposición.  Cuando  el  crimen  era  come- 
tido por  un  extranjero,  la  victima  o  sus  parientes  podían  arrestar  uno  o 
más  ciudadanos  del  Estado  a  que  pertenecía  el  culpable  si  dicho  Estado 
no  lo  castigaba  o  no  accedía  a  la  extradición.  Vecchio  e  Casanova,  Le 
Rappresaglie,  pag.  55. 

(dh)  Lenormant  et  Babelon,  Hisioire  Ancienne  de  l'Orient,  t.  V. 
liv.  VI,  chap.  I,  §  5,  pag,  88. 
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menes,  asesinatos,  raptos,  robos,  toda  la  tribu  de  la  vícti- 
ma está  obligada  a  perseguir  la  debida  reparación,  y  que 
el  que  no  tiene  parientes  vive  expuesto  a  ser  impune- 
mente asesinado. 

Esto  mismo  ha  evidenciado  Ihering  respecto  de  Roma. 
En  el  primitivo  Estado  romano,  observa,  el  derecho  no 
era  individual,  sino  gentilicio.  El  que  formaba  parte  de 
una  fivi]s  tenía  plena  capacidad  civil;  el  que  no,  era  ab- 
solutamente incapaz.  Con  arreglo  a  este  principio,  el  ex- 
tranjero no  tenía  derecho  alguno;  y  con  arreglo  al  mismo 
principio,  el  destierro  inspiraba  en  la  Antigüedad  horror  y 
espanto  porque  el  desterrado,  jurídicamente  sin  hogar  y  sin 
derecho  a  auxilio,  semejaba  una  fiera  a  quien  cualquiera 
podía  asaltar  y  que  no  contaba  para  defenderse  m;ís  que 
con  sus  solas  fuerzas   (  d  c  ). 

Por  último.  Rosales  dice  de  los  araucanos  que  «  no  tie- 
nen policía  de  alcaldes,  corregidores,  alguaciles,  ni  menos 
escribanos,  receptores,  procuradores,  como  tampoco  cár- 
celes, grillos,  cadenas,  ni  otro  género  de  prisión,  ni  horca, 
ni  cuchillo».  Pero  cuando  los  delitos  dañan  a  terceros, 
'<  las  partes  ofendidas  se  hacen  justicia  y  juntando  sus  pa- 
rientes, van  con  gente  armada  a  vengar  el  agravio  »   (  d  ch). 

Merced  a  la  responsabilidad  solidaria,  las  sociedades  de 
civilización  media  consiguen,  sin  mantener  cuerpos  de  poli- 
cía, evitar  el  desarrollo  de  la  delincuencia  entre  los  grupos 
decimales  o  consanguíneos  que  las  componen.  Pero  este 
régimen  no  abraza  por  sí  solo  todos  los  delitos,  ponjue  de 
nada  sirve  que  la  responsabilidad  sea  solidaria  cuando  un 
individuo  de  un  grupo  atenta  contra  otro  del  mismo  grupo. 
A  nuestro  juicio,  estos  casos  caen  l)a)o  la  jurisdicción  do- 
méstica del  cacique,  patriarca  o  pnti'r-t¡¡iniliii'. 

Las  leyes  de  Atenas  no  mencionaban  el  parricidio  entre 
los  delitos;   y  el    mismo  silencio   guardan    casi    todas   las  le- 


((/(•)     F)infjelstedf,  Lr  Réf^iinc  Pntrinrchal  des  Kirfíiz,  pag.  33. 
Ihering,   Esprit  du  Droit  líomain.  t.  I,  §   19,  pap.  226  á  229. 

(dch)     Rosales.  ¡listorin   do  Chilr.  t.  I.  lib.   I,  cap.  XXIII.  pág.   137. 
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gislaciones  de  los  pueblos  bárbaros.  En  lo  tocante  al  de- 
recho ateniense,  Plutarco  explica  la  omisión  diciendo  que 
Dracón  y  Solón  no  admitieron  la  posibilidad  de  que  un 
padre  fuese  asesinado  por  su  propio  hijo.  No  hay  tal  cosa;  la 
verdadera  explicación  es  que  la  represión  del  parricidio  no 
correspondía  ni  a  la  venganza  ni  al  Estado,  sino  al  pater- 
íkmiliíB  (  d  d). 

El  principio  de  la  solidaridad  penal,  que  tanto  repugna 
al  sentimiento  jurídico  de  los  pueblos  civilizados,  tiene  sus 
raíces  en  las  costumbres  y  en  la  organización  social  de  los 
pueblos  semi-civilizados. 

En  dichos  pueblos,  donde  no  está  desarrollada  la  noción 
de  la  criminalidad,  una  costumbre  universal  autoriza  el  res- 
cate de  los  más  nefandos  delitos  por  medio  de  la  composi- 
ción. En  otros  términos,  con  solo  pagar  el  precio  legal 
del  delito,  el  más  grande  de  los  criminales  se  pone  a  dere- 
chas con  la  víctima  y  sus  parientes.  Al  castigo,  propia- 
mente tal,  impuesto  por  la  venganza,  no  ha  lugar  sino 
cuando  el  victimario  o  sus  parientes  se  niegan  a  la  compo- 
sición. 

Pues  bien,  aquí  está  el  fundamento  y  la  justificación  de  la 
solidaridad  penal  porque  formando  los  grupos  en  las  socie- 
dades atrasadas  verdaderas  comunidades,  el  pago  de  la 
composición  grava  necesariamente  a  todos  los  comuneros; 
y  cuando  en  los  casos  de  fuga  del  victimario  resisten  ellos 
el  rescate  del  delito,  la  aplicación  de  la  ley  del  talión  por 
parte  de  la  víctima  no  es  en  el  fondo  más  que  un  medio  de 
apremio  para  obligarles  a  pagar  la  composición. 

§  83.  Mientras  los  consanguíneos  sobre  la  base  de  la  pro- 
piedad colectiva  viven  constituidos  en  comunidades,  la  so- 
lidaridad penal  se  mantiene  por  activa  y  por  pasiva  con 
un   vigor  que    hace  de  ella  la    más    eficaz    de  las    medidas 


(dd)  En  ]as  leyes  penales  de  Persia  parece  ser  que  había  el  mismo 
silencio,  y  Heródoto  había  dado  seis  siglos  antes  que  Plutarco  la  misma 
pueril  explicación.  Heródoto,  Los  Xueve  Libros  de  la  Historiii,  t.  I, 
lib.  I,  cap.  CXXXVII.  Kovalewski,  Droit  Contumier  Ossétien,  chapi- 
tre  VI,  pag.   311. 

Dareste,   Et lides  d'histoive  du  Droit,  pag.   149. 
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preventivas  que  se  podrían  imaginar  para    mantener  el  or- 
den en  las  sociedades  atrasadas. 

Mas,  cuando  la  propiedad  empieza  a  individualizarse,  este 
debilitamiento  de  la  base  fundamental  de  la  comunidad  trae 
consigo  la  relajación  de  los  lazos  jurídicos  que  unen  entre 
sí  a  los  consanguíneos.  Precisados  éstos  a  prestar  atención 
a  sus  intereses  particulares,  los  grupos  se  dispersan  territo- 
rialmente  y  las  personas  que  los  forman  se  sienten  jurídica- 
mente menos  ligadas  entre  sí.  Empieza  a  nacer  el  derecho 
individual;  a  los  parientes  de  la  víctima,  les  repugna  ahora 
la  obligación  que  les  manda  exponerse  a  los  peligros  de  la 
venganza,  y  los  del  victimario  ya  no  conceptúan  justificado 
el  que  se  les  haga  responsables  de  delitos  ajenos. 

l^^n  lo  tocante  a  la  prevención  de  los  delitos,  este  cambio 
de  la  predisposición  ¡jsicológica  de  los  pueblos,  fundado 
en  el  cambio  de  la  organización  social,  ocasiona  graves 
consecuencias.  Por  indolencia,  por  complicidad,  por  miedo, 
por  egoísmo,  la  acción  particular  empieza  a  renunciar  a  la 
práctica  de  la  venganza,  y  la  flojedad  por  parte  de  las 
víctimas  en  perseguir  a  los  victimarios  da  pábulo  a  la  delin- 
cuencia, dejando  impunes  muchos  actos  criminosos.  En  tales 
condiciones,  se  impone  como  necesidad  del  orden  social 
que  el  Estado  tome  a  su  cargo  la  función  policiaria  por 
excelencia,  cual  es,  la  de  la  prevención  de  los  delitos. 

Para  desempeñar  estas  nuevas  funciones,  el  Estado  no 
advierte  de  pronto  a  crear  una  nueva  institución,  sino  que 
las  confía  a  la  fuerza  que  de  antemano  se  encuentra  orga- 
nizada para  fines  bélicos  y  que  según  lo  hemos  demostrado, 
se  compone  de  todos  los  varones  válidos  en  edad  de  car- 
gar armas.  En  la  historia  del  desenvolvimiento  orgánico 
del  Estado,  son  frecuentes  los  casos  análogos,  casos  en  que 
la  creación  de  nuevas  funciones  no  trae  consigo,  a  lo  me- 
nos de  pronto,  la  de  nuevos  órganos  porque  se  las  asigna  a 
órganos  antiguos  que  han  sido  instituidos  con  otros  objetos. 

Así  como  el  ejército  se  contunde  en  el  Estado  primitivo 
con  la  población  entera,  así  la  policía  se  confunde  con  el 
ejército.  «  En  tanto,  cuanto  usa  de  la  fuerza  para  reprimir  los 
agresores  internos,  dice  Spencer,  la  policía  se  asemeja  al  ejér- 
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cito,  que  emplea  la  fuerza  para  rechazar  los  agresores  exterio- 
res. Por  eso  vemos,  que  ambas  funciones  aparecen  con- 
fundidas originariamente  en  una  sola  y  no  tienen  ni  aun 
en  los  pueblos  más  adelantados  organizaciones  y  agentes 
enteramente  distintos.  En  muchos  de  ellos,  las  fuerzas  de 
la  policía  están  sometidas  a  disciplina  militar  y  armadas  de 
manera  que  apenas  se  distinguen  los  policiales  de  los  sol- 
dados. Bastarán  dos  hechos  para  probar  la  identidad  origi- 
naria de  ambas  fuerzas:  durante  el  período  merovingio  en 
Francia,  bandas  de  siervos  armados,  agregados  a  las  cortes 
del  rey  y  de  los  duques,  servían  a  la  vez  de  policía  y  de 
guarnición;  y  en  Inglaterra,  durante  la  época  feudal,  la  fuerza 
armada  se  componía  de  todos  los  hombres  libres  de  15  a  60 
años,  y  servía  bajo  la  autoridad  del  shériff  para  mantener 
la  paz  interior   y   para    rechazar  las    invasiones »    (de). 

Confundidos  originariamente  en  una  sola  masa  la  policía 
con  el  ejército  y  el  ejército  con  la  población,  hay  en  la  historia 
del  desenvolvimiento  político  del  Estado  un  largo  período 
durante  el  cual  todos  los  varones  en  edad  de  cargar  armas 
prestan  sin  distinciones  específicas  los  dos  servicios  de  mili- 
tares y  de  policiales.  Simples  derivaciones  de  este  régimen 
son  la  obligación  de  cargar  armas  y  la  corvea  de  las  rondas. 

Como  se  sabe,  en  los  pueblos  más  cultos,  donde  es  re- 
primida la  venganza,  correlativamente  se  prohibe  cargar 
armas  porque  incumbe  de  manera  exclusiva  a  los  cuerpos 
de  policía  la  conservación  del  orden  y  la  represión  de  la 
delincuencia.  Pero  en  los  pueblos  semi- civilizados,  no  se 
puede  proscribir  la  práctica  de  cargar  armas  porque  en 
ellos  no  están  todavía  abrogados  el  derecho  y  el  deber  de 
la  venganza,  aun  cuando  el  Estado  coopere  con  su  acción 
particular  en  la  empresa  de  reprimir  la  delincuencia.  Más 
aun:  así  como  en  los  Estados  más  cultos  todos  los  policia- 
les cargan  armas  mientras  desempeñan  su  función  preventi- 
va, así  en  los  semi-civilizados  las  cargan  todos  los  ciuda- 
danos aun  en  los  períodos  de  paz,  porque  todos  desempeñan 


(de)     Spencer,  Principes  de  Sociologie,  t.  III,  §  528. 

Gneist,  Constitiition  Communale  de  FAngleterre,  t.  I,  pag-.  208. 


560  CAPÍTULO    SÉPTIMO,     §    83 

dicha  función.  \o  es  un  caso  singular  el  del  gobierno  de 
Inglaterra  que  hacia  1181  dispuso  que  todos  sus  subditos 
adquiriesen  armas  con  el  doble  propósito  de  vivir  apercibi- 
dos para  la  defensa  del  reino,  y  de  ayudar  a  las  autoridades 
en  la  represión  de  los  desórdenes  interiores. 

La  segunda  obligación  que  en  favor  del  orden  grava  a 
los  ciudadanos  en  los  pueblos  semi- civilizados  es  la  del 
servicio  de  ronda. 

La  ronda  es  un  servicio  de  policía  nocturna  que  prestan 
por  turno  en  tiempo  de  paz  todos  los  hombres  que  se  ha- 
llan  en   estado  de  cargar  armas. 

Donde  quiera  que  el  listado  toma  a  su  cargo  la  preven- 
ción de  la  delincuencia  sin  instituir  a  la  vez  un  cuerpo  es- 
pecial de  guardianes,  la  ronda  surge  espontáneamente.  En 
este  caso,  como  en  muchos  otros  que  ya  hemos  estudiado, 
queda  una  vez  más  comprobado  que  cuando  una  función 
necesaria  al  orden  social  no  se  vincula  a  unos  pocos,  fatal- 
mente corre  su  desempeño  a  cargo  de  la  población    entera. 

Empero,  auncjue  en  la  Edad  Media  gravase  a  todos  los 
ciudadanos  la  obligación  de  prestar  ayuda  personal  en  la 
ol)ra  de  reprimir  la  delincuencia,  ello  es  ([ue  muy  j)ronto 
las  clases  superiores  empezaron  a  eludir  la  persecución  sin 
gloria  de  los  malhechores  y  a  consagrarse  exclusivamente 
al  servicio  propiamente  militar.  A  su  turno,  las  clases  infe- 
riores, que  no  podían  pagar  el  rescate  de  la  obligación, 
empezaron  a  preferir  el  servicio  de  policía  no  solo  porque 
les  imponía  menos  gastos  sino  también  porcjue  no  compro- 
metiéndolas en  guerras  lejanas,  las  permitía  mantenerse  en 
sus  hogares  y  seguir  atendiendo  sus  intereses.  Así  fué 
como  durante  los  siglos  medios,  aparecieron  las  rondas  noc- 
turnas en  las  principales  naciones  europeas.  En  Inglaterra, 
aquellos  subditos  (jue  j)or  carencia  de  fortuna  no  jiodían 
armarse  y  equiparse  a  su  propia  costa  para  ir  a  la  guerra 
(¡uedaron  obligados,  como  ya  lo  hemos  visto,  al  servicio  de 
ronda   (  J/').     Vm  Francia,  por  lo  menos  en  París,    había  en 


(  (¡  f)     (ineist,  (\nistitiitioit  Cnitiiimnnlr  (¡c  ]' An^lvtí'i  ro.  i.  I,  pag.  36 
á  43. 
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los  tiempos  de  San  Luis  dos  rondas,  la  real  y  la  burguesa, 
le  giiet  roval  et  le  giiet  bourgeois  {d  g  )',  y  de  las  de 
España,  habla  Cervantes  en  la  historia  del  gobierno  de  vSan- 
cho  Panza, 

El  servicio  de  rondas  no  ha  sido  que  sepamos  estudiado 
por  los  sociólogos,  y  los  historiadores  apenas  lo  han  men- 
cionado de  pasada.  Presumiblemente  ni  los  unos  ni  los 
otros  han  advertido  ni  los  servicios  que  la  ronda  presta  a 
la  conservación  del  orden  ni  el  papel  que  desempeña  en  el 
desenvolvimiento  político  del  Estado.  Constituida  como 
quedó  desde  los  siglos  medios  exclusivamente  por  los  po- 
bres que  no  podían  ir  a  la  guerra,  con  la  ronda  empieza  la 
diversificación  del  servicio  de  policía;  y  en  muchas  nacio- 
nes, por  ejemplo  en  Chile,  no  ha  habido  hasta  los  últimos 
tiempos  otro  cuerpo  de  policía  rural  (dh  ). 

Por  más  importantes  que  sean  los  servicios  de  las  rondas, 
en  todos  los  pueblos  llega,  por  obra  del  desenvolvimiento 
social,  una  época  en  que  ellas  no  bastan  a  reprimir  la  de- 
lincuencia. La  ronda  es  un  servicio  de  caballería  semi- 
militar  que  obrando  en  cuerpo  o  a  lo  más,  dividida  en 
piquetes,  tiene  alguna  eficacia  en  los  campos,  donde  hay 
que  recorrer  largos  caminos  y  donde  los  malhechores  an- 
dan ordinariamente  en  gavillas;  pero  es  inadecuada  para 
atender  a  la  vigilancia  diurna  y  nocturna,  individual  y  silen- 
ciosa de  las  poblaciones  urbanas.  A  un  servicio  esencial- 
mente individual  que  deja  confiadas  a  la  iniciativa  y  a  la 
discreción  de  cada  guardián  la  vigilancia  y  las  pesquisas, 
no  conviene  un   régimen   que  por  su  carácter  semi- militar, 


{  d g)  Dareste  de  la  Chavanne,  Hisioire  de  l'Adiniíüstration  en 
France,  t.   I.  chap.  VII.  pag.   222. 

(dh)  En  mi  infancia,  allá  por  los  años  1865,  vi  yo  funcionar  las  ron- 
das al  sur  del  Maule,  en  los  llanos  de  .'arquen,  donde  mi  padre  había  for- 
mado la  hacienda  llamada  Flor  del  Maule.  Todas  las  noches  los  hombres 
en  estado  de  cargar  armas  venían  por  turno  y  a  caballo  a  rondar  los  cami- 
nos hasta  las  dos  o  tres  de  la  mañana,  mandados  por  el  subdelegado.  Es 
presumible  que  este  servicio  de  rondas  cesara  en  Chile  cuando  en  Diciem- 
bre de   I88I   se  dictó  la  ley  que  instituyó  la  policía  rural. 

36 
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convierte  a  los  individuos  de  cada  ronda  en  masas  pasivas 
que  no  proceden  sino  bajo  las  órdenes  de  un  jefe.  Acaso 
mientras  los  delitos  se  reducen,  como  acaece  en  los  pueblos 
atrasados,  a  meros  y  violentos  atentados  contra  la  propie- 
dad y  las  personas,  baste  una  policía  semi- militar  como  la 
ronda:  así  lo  demuestra  la  frecuencia  con  que  se  comisio- 
nan cuerpos  de  caballería  del  ejército  para  perseguir  mal- 
hechores en  los  campos.  Pero  contra  los  delitos  de  astucia, 
de  fraude,  de  estafa,  de  falsificación,  de  adulteración  y  de 
hurto,  no  de  robo,  que  son  los  que  predominan  en  los 
pueblos  más  civilizados,  se  necesita  en  realidad  una  poli- 
cía técnica,  esto  es,  especialmente  adiestrada  y  exclusiva- 
mente consagrada  a  su  tarea,  auxiliada  por  peritos,  quími- 
cos, higienistas,  facultativos,  alienistas,  etc.,  con  sus  iiulis- 
pensables  laboratorios  y  gabinetes  de  estudio.  Por  otra 
parte,  la  extensión  y  la  complejidad  que  el  servicio  de 
policía  ha  venido  adquiriendo  de  tiempo  atrás  son  tan  des- 
mesuradas que  ni  aun  medianamente  se  podría  atenderlo  si 
no  se  lo  encomendara  a  un  cuerpo  especial  consagrado  ex- 
clusivamente  a  prestar  estas  atenciones. 

De  todas  las  instituciones  piiblicas,  con  la  sola  excepción 
de  los  ayuntamientos  municipales,  la  policía  es  la  (jue  me- 
jor ha  reflejado  el  crecimiento  de  la  órbita  de  acción  del 
Estado.  La  legislatura  y  la  justicia  no  tienen  esencialmente 
en  los  pueblos  civilizados  más  funcicMies  que  en  los  atrasa- 
dos; pero  el  gobierno,  que  nace  exclusivamente  para  la 
guerra,  y  que  solo  mucho  m;is  tarde  se  encarga  también  de 
conservar  el  orden  interno,  ha  venido  extendiendo  su  juris- 
dicción a  todos  los  órdenes  sociales.  Correlativamente  la 
policía,  (jue  es  uno  de  los  brazos  que  el  gobierno  emplea 
para  imponer  la  observancia  de  las  leyes  y  decretos,  ha 
venido  athjuiriendo,  como  lo  h«^mos  demostrado  más  arri- 
ba ( §  iSl  ),  una  complejidad  ijue  ha  hecho  indispensable  la 
creación  de  un  órgano  f)ermanente  (|ue  desempeñe  tan  múl- 
tiples funciones   {  il  i  ) 


{r¡i)      En    h?<|);iñ.i     m-    atribuya   .1    Icrniíiuio   ili    el    Santo   (  Í2l7-124»i). 
haber  sido  el   mnnarca  que    «para  seguridad  de   lus  caminos  y   contra  i>an- 
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De  las   precedentes   observaciones    se   infiere   que    en    la 
evolución  de  la  policía   ha  habido   cuatro  grados: 

1°  En  el  primero,  la  policía  se  ha  concretado  a  la  orga- 
nización  preventiva  de  la  sociedad  contra  la  delincuencia; 


didos  y  malhechores  instituyó  la  Hermandad  Vieja  «.  Nuñez  de  Castro. 
Corona  GJtbica.  Parte  III,  pág-.  80.  Pero  los  serenos  o  celadores  noc- 
turnos de   Madrid  solo   se   instituyeron   en    1797  y  1798. 

En  Inglaterra  se  instituyeron  por  primera  vez  guardianes  del  orden, 
condestables,  como  empleados  independientes  bajo  el  reino  de  Eduardo  III 
(1327- 1377  ).  Estos  guardianes,  que  velaban  por  la  conservación  del 
orden  y  aprehendían  a  los  delincuentes  sin  perjuicio  de  la  responsabili- 
dad de  las  centurias,  eran  nombrados  a  los  principios  por  la  Cour  leet 
o  fonciére.  o  en  subsidio  por  los  jueces  de  paz.  Blackstone,  Commeii- 
taires  sur  les  Lois  Anglaises,  t.   II,  pag.  30  et  31. 

Gneist.  Constitution  Communale  de  l'Angleterre.  t.  I,  pag.  251. 

En  conformidad  con  estos  antecedentes,  una  ley  de  1 83 1  facultó  a  Ins 
jueces  de  paz  para  nombrar  condestables  especiales  en  casos  de  necesidad, 
y  otra  de  1839  para  instituir  cuerpos  permanentes  de  policía;  y  como  esta 
autorización  no  surtiese  efecto,  otra  de  1856  la  convirtió  en  obligación. 
Franqueville,  Le  Systeme  jmliciaire  de  la  Grand  Bretagne,  t.  I,  pag.  569. 

La  policía  de  Londres  se  instituyó  con  carácter  independiente  solo  en 
1829  y  quedó  bajo  la  mano  del  ministro  del  interior  porque  en  aquella 
época  no  había  en  esta  metrópoli  una  autoridad  única  de  carácter  local  a 
quien  confiarla.  En  1888,  cuando  se  unificó  la  administración  de  toda  la 
ciudad,  su  cabildo  reclamó  la  dirección  de  la  policía;  pero  el  gobierno 
no  la  largó.      Franqueville,   ob.    cit.,   t.    I.   pag.    586. 

Gneist,  ob.   cit.,    t.   IV.  pag.   52. 

En  Francia,  había  desde  la  Eldad  Media,  fuera  de  las  rondas,  unos  cuer 
[ios  de  policía  de  seguridad  que  servían  de  au.KÍliares  a  la  justicia  criminal, 
particularmente  a  los  prebostes  que  la  administraban  y  que  presumible- 
mente habían  sido  instituidos  por  efecto  de  las  costumbres,  leyes  y  orde- 
nanzas que  hacían  responsables  a  los  señores  y  a  los  administradores  mu- 
nicipales de  los  desórdenes- y  delitos  que  se  cometían  en  sus  respectivos 
territorios.  En  1343  se  instituyó  en  París  un  lugarteniente  criminal,  que 
en  1669  se  denominó  lugarteniente  de  policía,  y  que  es  el  antecesor  del 
actual  prefecto  de  policía.  En  1389  Carlos  VI  confió  al  preboste  de  Pa- 
rí«  la  represión  de  la  delincuencia  en  todo  el  reino;  en  1493  la  coron.i 
se  atribuyóla  facultad  de  nombrar  todos  los  prebostes;  y  en  cada  muni- 
cipio (  bailliage)  instituyó  un  cuerpo  de  40  gendarmes.  Dareste  de 
la  Chavanne,  Histoire  de  rAdmhiistration  en  France,  t.  I.  chap.  Vil, 
pag.   220  á  225. 

Raisson,  Histoire  de  la  Pidlce  en  France,  chap.   I.  pag.  6  á   II. 
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2°  En  el  segundo,  el  servicio  de  prevención   de  la    de- 
lincuencia ha  corrido  a  cargo  del  ejército; 

3°  En  el  tercero,   se  ha   instituido  el  servicio    por  turno 
de  las  rondas;   y 

4°  En  el  cuarto,  se  ha  instituido  un  órgano  permanente 
y  específico   para  desempeñar  las  funciones  preventivas. 

§  84.  A  los  principios  del  coloniaje,  como  es  de  regla 
en  los  pueblos  atrasados,  la  policía  no  constituyó  en  Chile 
un  servicio  especial,  esto  es,  no  hubo  un  cuerpo  de  guar- 
dianes instituido  solo  para  prevenir  los  delitos  y  aprehen- 
der a  los  delincuentes. 

Los  pocos  centenares  de  invasores  que  fundaron  las  pri- 
meras ciudades  desempeñaban  a  la  vez  el  triple  papel  de 
población  civil,  de  ejército  y  de  policía.  Así,  el  8  de  Diciem- 
bre de  1554,  el  vecindario  de  Santiago,  convocado  a  cabildo 
con  motivo  de  las  discordias  de  los  pretendientes  al  go- 
bierno de  la  colonia,  acordó  que  cada  y  cuando  los  regi- 
dores y  alcaldes  pidieran  favor  y  ayuda  en  nombre  del  rey, 
los  vecinos  acudieran  con  sus  armas  y  caballos  (  dj  ). 

Bien  pronto,  sin  embargo,  se  empezó  a  formar  una  po- 
blación meramente  civil  que  abandonó  el  servicio  de  las 
armas  en  manos  de  los  que  preferían  dedicarse  por  com- 
pleto a  la  prosecución  de  la  guerra  contra  los  indígenas. 
Impúsose  esta  separación  de  los  elementos  civiles  y  de  los 
militares  por  la  doble  circunstancia  de  recjuerir  igual  y 
permanente  atención  de  un  lado  la  guerra,  tjue  tuvo  ca- 
rácter de  perpetua,  y  del  otro  lado  las  industrias  nacien- 
tes, en  especial  la  agricultura. 

Desde  que  en  Chile  hubo  ejército,  a  él  correspondieron 
las  dos  misiones  propias  de  la  fuerza  piíblica,  la  de  soste- 
ner la  guerra  y  la  de  conservar  el  orden.  Hasta  los  tiem- 
pos del  presidente  Amat,  el  ejército  era  ocupado  indistinta 
y   alternativamente  en   una   y   otra  empresa. 

No  era  que  los  militares  hicieran  en  los  caminos  ni  en 
las  calles   servicio  de    guardia   a  manera  de    los   policiales, 


(  f /  /  )     ('iilf'cci'ni  <lr  liistnriadorfs  de  Cliih'.  t.   I.  pía-   '♦53. 
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sino  que  cuando  la  criminalidad  se  incrementaba,  dice  Ba- 
rros Arana,  los  gobernadores  hacían  salir  en  persecución 
de  los  facinerosos  piquetes  de  milicia  o  de  tropa  de  línea  a 
cargo  de  oficiales  de  confianza  (di). 

Aquel  régimen  subsistió  hasta  después  de  haber  corrido 
la  primera  mitad  del  siglo  XVIll.  En  aquella  época,  los 
robos,  los  salteos  y  los  asesinatos  que  habían  empezado  a 
poco  de  la  fundación  de  las  primeras  colonias  a  impulso 
sin  duda  de  la  reacción  de  la  raza  subyugada  contra  la 
conquistadora,  se  habían  multiplicado  extraordinariamente 
en  Santiago  y  sus  cercanías.  Para  reprimirlos,  el  presi- 
dente Amat  había  desplegado  la  más  inexorable  energía. 
En  una  ocasión  había  hecho  colgar  en  la  plaza  pública  once 
cadáveres  de  otros  tantos  malhechores  que  habían  sido 
ultimados  el  día  precedente.  Pero  tan  duros  escarmientos 
eran  ineficaces  y  la  criminalidad  parecía  encontrar  en  ellos 
pábulo  para  incrementarse,  sembrando  en  los  hogares  la 
alarma,  el  desasosiego  y  el  espanto.  En  tan  climatéricas 
circunstancias,  Amat  fué  llamado  desde  la  frontera  por  ur- 
gentes necesidades  del  servicio,  y  teniendo  que  partir  escol- 
tado por  las  pocas  fuerzas  que  ponían  algún  atajo  a  los 
facinerosos,  los  vecinos  se  sintieron  sobrecogidos  de  tan  indes- 
criptible pánico,  que  la  real  Audiencia  se  avanzó  a  implorar 
del  presidente  que  no  dejara  indefensa  la  capital  del  reino. 
Entonces  Amat  organizó,  con  acuerdo  de  aquel  tribunal  y 
aprobación  de  la  Junta  de  la  Real  Hacienda  (  1758  ),  una 
compañía  de  50  hombres  que  llamó  Dragónos  de  la  Reina, 
y  que  quedó  encargada  de  la  custodia  del  orden.  Cen- 
surada por  la  Audiencia  de  Lima,  la  creación  de  aquel 
cuerpo  de  policía  estuvo  a  punto  de  anularse,  pero  el  pro- 
gresista gobierno  de  Carlos  III  la  mantuvo  en  vida,  sancio- 
nándola con  fecha  12  de  Octubre  de  1760  (dm). 

Después  de  1810,  el  gobierno  patriota,  como  entonces 
se  calificaba,  se  preocupó  de  la  organización    de  la   policía 


((11)     Barros  Arana,  Historia  de  Chile,  f.  VII.  pájr.   471. 

{(1  m)    Barros  Arana,  Historia  de  Chile,  t.   VI.  pág.   206  y  207. 
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desde  antes  de  consumada  la  independencia;  y  asi  vemos 
que  y^  el  primer  Congreso  Nacional  encargó  a  la  Junta  de 
Gobierno,  por  oficio  fecho  el  16  de  Septiembre  de  1811, 
que  confeccionase  un  reglamento  de  jíolicía.  Consta  (jue 
la  Junta  cumplió  el  encargo  porque  el  25  de  Octubre  si- 
guiente propuso  al  Congreso  un  proyecto  de  reglamento 
de  policía  que  con  algunas  modificaciones  fué  a  poco  apro- 
bado y   sancionado  en    14  de  Abril  de  1813. 

Este  reglamento  de  seguridad,  vigilancia  y  policía  no 
creó  un  cuerpo  de  guardianes;  se  limitó  a  instituir  ciertos 
funcionarios  de  policía.  Instituyó,  en  primer  lugar,  un  juez 
de  alta  policía  y  puso  bajo  su  dependencia  el  aseo,  la  poli- 
cía y  el  orden  de  la  Capital,  las  prisiones,  la  seguridad  y 
la  tranquilidad  del  vecindario.  Dividió  la  ciudad  en  cuatro 
cuarteles,  y  cada  cuartel  en  ocho,  diez  o  más  barrios;  puso 
a  la  cabeza  de  cada  cuartel  un  inspector,  y  a  la  cabeza  de 
cada  barrio  un  alcalde  de  barrio.  Los  alcaldes  quedaron 
bajo  la  dependencia  de  los  inspectores,  y  los  inspectores 
bajo  la  dependencia  del  juez  de  alta  policía. 

Para  guardar  el  orden,  estos  funcionarios  no  tenían  a  su 
disposición  un  cuerpo  de  guardianes,  sino  (jue  todos  los 
funcionarios  públicos,  así  los  civiles  como  los  militares,  tjue- 
daban  obligados  a  prestarles  auxilio.  Más  aun:  todo  ve- 
cino que  no  ocurriese  al  llamado  de  su  alcaUle  para  una 
pronta  prisión,  ronda  u  otra  medida  extraordinaria  de  se- 
guridad, podía  ser  multado  a  la  primera  vez  hasta  con  20 
pesos  y  a  la  segunda,  con  destierro.  En  cuanto  a  la  insti- 
tución de  rondas  y  serenos,  ella  se  establecería  más  tarde 
cuando  la  experiencia  d<-l  juez  de  alta  policía  lo  juzgara 
conveniente.  Por  idtimo,  todo  vecino  debía  dar  noticia  al 
alcalde  de  barrio,  bajo  pena  de  multa,  de  la  llegada  a  su 
casa  de  cualquier  huésped  que  hubiera  de  permanecer  más 
de  un  día  en  ella  (  d  i¡  ). 

;  Cuándo  se   instituvó  por  primera  vez  el  cuerpo  de  guar- 


ní//j)      I,ctfiier,    Srsiniirs    flr    íns  (^lU'Vpos  JjVfrislntivos  <U' (lii¡*\   ti. 
págs.    I7íi  a   I7H. 
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dianes  que  funciona  hoy  en  todas  las  ciudades  de  la  Repú- 
blica? 

La  disposición  más  antigua  que  conocemos  es  el  Regla- 
mento provisorio  expedido  el  14  de  Septiembre  de  1818 
por  don  Francisco  Borja  Fontecilla,  gobernador -intendente 
de  Santiago,  para  fijar  los  deberes  de  los  jueces  diputados, 
funcionarios  a  quienes  él  delegó  muchas  atribuciones  judi- 
ciales y  de  policía. 

El  artículo  10  de  aquel  Reglamento  dispone  lo  que  sigue: 
«  10.  Rondarán  (  los  jueces  diputados  )  con  mucha  frecuen- 
cia los  territorios  de  su  diputación;  pero  si  su  extensión 
u  otras  ocupaciones  se  lo  impidiesen  hacerlo  con  la  conti- 
nuación debida  para  el  lleno  de  los  graves  encargos  que 
se  le  encomiendan,  podrán  y  deberán  nombrar  otros  con 
el  título  de  tenientes -celadores,  para  que  les  ayuden  en  esta 
parte,  procurando  siempre  que  los  haya  en  corta  distancia 
y  que  los  nombramientos  recaigan  en  sujetos  activos,  de 
juicio  y  conocida  conducta». 

Después  de  este  Reglamento,  no  conocemos  ley  ni  decre- 
to sobre  la  materia  hasta  el  de  8  de  Junio  de  1830  que  consta 
de  17  artículos,  el  primero  de  los  cuales  dice:  «  Artículo  1" 
Se  establece  un  cuerpo  de  vigilancia  destinado  a  cuidar 
durante  el  día:  1°  de  la  decencia  pública  que  debe  guar- 
darse en  las  calles,  y  prevención  de  los  crímenes  que  puedan 
cometerse  en  ellas;  2°  de  la  aprehensión  de  los  delicuentes 
infraganti;  3°  del  cumplimiento  de  todas  las  disposiciones 
de  policía  (  d  ñ  ). 


(dñ)     Letelier,  Sesiones    de   los    Cuerpos  Legishitivos    de  Chile, 
t.  XIX,  pág.   193. 


CAPÍTULO    OCTAVO 
Génesis  de  la  Justicia 


Sumario.  —  §  85.  La  Justicia.  —  §  86.  La  justicia  popular.  —  §  87.  Delega- 
ción de  la  justicia  popular.  —  §  88.  La  justicia  oligárquica  y  la  jus- 
ticia teocrática.  —  §  89.  La  justicia  monárquica.  —  §  90.  Carácter 
arbitral  y  carácter  coercitivo  de  la  justicia.  —  §  91.  Orígenes  del  mi- 
nisterio público.  —  §  92.  Delegación  de  la  justicia  monárquica.  — 
§  93.  Orígenes  de  los  tribunales  superiores  y  de  alzada.  —  §  94.  Su- 
bordinación histórica  de  la  justicia  al  gobierno.  --  §  95.  El  nota- 
riado. 


§  85.  De  los  tres  Poderes  que  comparten  entre  sí  la 
suma  total  de  la  autoridad  pública,  el  que  más  tardíamente 
nace,  se  diversifica  y  entra  en  funciones  es  el  encarcrado  de 
la  justicia  (a  ). 

A  diferencia  de  la  leg^islatura  y  del  gobierno,  que  desde 
antes  de  nacer  el  Estado  son  representados  por  las  asam- 
bleas generales,  no  hay  en  los  pueblos  más  atrasados  ni 
el  más  leve  esbozo  de  función  judicial.  A  virtud  de  causas 
que  expondremos  en  seguida,  no  empieza  a  nacer  la  justi- 


(a)  La  palabra  /(/síi'c/a,  derivada  de  jus.  derecho,  significa  recono- 
cimiento del  derecho. 

Como  bien  se  comprende,  no  tratamos  de  averiguar  otros  orígenes  que 
los  de  la  justicia  piíblica.  En  cuanto  a  la  justicia  que  podríamos  llamar 
doméstica  porque  actúa  exclusivamente  sobre  consanguíneos,  su  adminis- 
tración corresponde  en  todos  los  pueblos  atrasados  a  los  caciques,  patriar- 
cas y  padres  de  familia.      Así,  por  ejemplo,  aunque  a  la  época  de  la  con- 


5  70  CAPÍTLI-O    OCTAVO,    §    85 


cia  sino  en  grados  relativamente  avanzados  del  desarrollo 
social,  de  ordinario  cuando  ya  se  ha  pasado  del  salvagis- 
mo  primitivo  a  la  barbarie  propiamente  tal  y  cuando  los 
otros  dos  Poderes  futidamentales  han  alcanzado  ya  larga 
vida. 

Las  causas  del  tardío  nacimiento  de  la  justicia  son  muy 
obvias. 

En  el  orden  penal,  no  puede  ella  actuar  a  los  principios 
porque  en  fuerza  de  las  costumbres  establecidas,  la  repre- 
sión de  la  delincuencia  se  estima  ser  función  privativa  de 
las  víctimas  y  sus  consanguíneos  (  §  82  ).  Los  pueblos  tnás 
atrasados  no  ven  en  el  delito  el  atentado  contra  el  orden 
moral  y  jurídico,  sino  el  daño  que  con  él  se  causa  a  una  o 
m;is  personas;  y  bajo  la  sugestión  de  este  criterio,  dejan  a 
cargo  exclusivo  de  los  interesados  la  empresa  de  obtener 
indemnización,  o  en  subsidio,  la  de  tomar  venganza  (  />  ). 

Algunos  autores  han  creído  ver  un  comienzo  embrionario 
de  justicia  en  una  ])ráctica  muy  general  de  las  tribus  sil- 
vajes,  cual  es  la  de  matar  públicamente  a  los  culpal)les  de 
ciertos  atentados  más  o  menos  graves.  En  realidad,  es  pre 
sumible,  según  lo  demostraremos  más  adelante,  que  la  jus- 
ticia criminal  empiece  antes  que  la  civil  mediante  la  institu- 
ción espontánea  de  los  delitos  públicos.  Pero  es  el  hecho 
<]ue  en  las  sociedades  más  atrasadas,  cuando  una  tribu 
reprime  un  atentado  por  medio  de  la  muerte  del  culpable, 
no  procede  a  la  manera  y  guisa  de  un  tribunal  (jue  castiga 
un  crimen,  sino  a  la  manera  y  guisa  de  una   víctiin.»  (¡ue  se 


(|uista  castellana  no  liabian  instiiuiHo  la  justiria  jíiíblica  los  araucanos, 
rada  cacique  era  juez  de  los  suyos.  Guevara.  Co.stuinhrcs  ¡udicialf'S  y 
/'^'/jscñn/j/fl  fh  Ins  nrnucnuoK.  pág.  43. 

•  Point  des  contestations  juridiijues  dans  la  maison  roniaine.  dice  Ihering, 
la  justice  n'a  rien  á  y  voir;  le  rhef  de  famille  exerce  lui-meme  la  justice. 
I-a  maison  romaine  avec  lout  ce  qu'elle  conlient .  .  .  est  un  monde  fermé 
dont  la  conduite  et  la  direction  appartienment  exclusivement  au  chef  sn- 
preme.  au  ¡.atriínmi  I  Ins  ».  Ihering,  Ksprit  di¡  Droit  IíoihhÍii.  t.  II.  §  3(i. 
pa^.   I.S5.     Kovalewski.   Droit  toutumirr  Ossi^tim,  chap.  Vil,  pap.  385. 

(  li  )     Sumner  Maine.   L'Amii-n   ¡hnit.  chap.  X,  |)a(i.  350. 
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venga  del  victimario.  En  todo  caso,  se  cuentan  entre  las 
tribus  más  salvajes  y  aun  entre  las  que  han  llegado  al  es- 
tado de  barbarie  muchas  que  jamás  se  sienten  afectadas 
por  delito  alguno;  y  que  por  lo  mismo,  jamás  sienten  la  nece- 
sidad ni  aprecian  la  utilidad  de  la  justicia  pública.  Entre 
los  antiguos  araucanos,  dice  Barros  Arana,  no  podían  los 
caciques  imponer  castigos  ni  administrar  justicia  (  c  ).  El 
aymará,  dice  Saavedra,  siente  recóndito  horror  a  la  inter- 
vención de  la  justicia  moderna  y  en  el  Avllu  moderno,  los 
delitos  de  sangre  dan  lugar  solamente  a  la  composición  ( (/ ). 
Lo  mismo  certifica  Lubbock,  respecto  de  los  caribes  y  de 
ciertos  indígenas  de  Norte  América  (  e  );  y  según  D'Arbois 
de  jubainville,  el  derecho  céltico  nunca  hace  intervenir  al 
magistrado  en  la  represión  y  castigo  del  asesinato    (  f  ). 

Con  mayor  razón  huelga  la  justicia  en  el  orden  civil. 
Cuando  todavía  se  vive  bajo  el  régimen  primitivo  de  la 
comunidad  universal;  cuando  si  ya  se  conoce  la  propiedad 
individual,  no  comprende  ella  más  que  unos  pocos  obje- 
tos que  cada  cual  fabrica  y  lleva  consigo;  cuando  aun  no 
hay  comercio  ni  se  contrata  {  g),  es  punto  menos  que  im- 
posible el  que  sobrevengan   contiendas  jurídicas. 

Con  referencia  a  los  indígenas  del  Río  de  la  Plata,  obser- 
va Bunge  que  por  causa  del  estado  rudimentario  de  su 
industria,  no  tenían  riquezas;  que  en  rigor  no  poseían  otras 
que  sus  armas,   utensilios   y   presas,    y    que    por    lo   mismo, 


(c)  Barros  Arana,  Historia  de  Chile,  t.  I,  Parte  primera,  cap.  IV. 
§  3,  y  nota  30. 

(d)  Saavedra,  El  Ayllu,  pág.    138. 

(e)  Lubbock,   Origines  de  la  Civilisation.  chap.  X,  pag.  459. 

(/)  D'Arbois  de  Jubainville,  Études  sur  le  Droit  Celtique.  t.  I, 
pag.    181. 

Sobre  la  justicia  privada  en  los  tiempos  priniitivos  de  Roma,  véase 
Ihering,  Esjtrit  dii  Droit  Romain.  t.  I,  §  11. 

(o-)  Sería  engolfarnos  en  el  estudio  de  materias  extrañas  a  esta  obra  el 
ponernos  a  demostrar  aquí  el  tardío  nacimiento  de  los  contratos.  Si  las 
fuerzas  y  la  vida  no  nos  fallan,  estudiaremos  este  punto  con  gran  copia 
de  datos  en   otra  obra. 
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no  necesitaban  jueces  (/i  )!  y  con  referencia  a  los  subditos 
del  Imperio  Incásico,  dice  Garcilaso  de  la  Vega,  que  «  po- 
cos casos  civiles  se  les  ofrecían   sobre   que    pleytear  »   (  i  ). 

Innumerables  observaciones  hechas  por  los  etnógrafos 
contemporáneos  y  por  los  historiadores  de  la  Antigüedad 
corroboran  el  mismo  hecho,  o  sea  cjue  en  los  pueblos  más 
atrasados,   no  se  conoce  la  contienda  propiamente  civil. 

Lubbock  dice  que  cuando  Cook  visitó  la  isla  de  Tahiti, 
ios  naturales  no  tenían  leyes  ni  tribunales  y  apenas  se  cu- 
raban de  la  seguridad  personal  y  de  los  derechos  de  la 
propiedad  privada  (,/);  y  Dareste  dice  de  los  osetas  del 
Cáucaso  que  no  teniendo  como  no  tenían  ni  industria  ni 
comercio,  contrataban  poco  y  que  por  lo  mismo,  no  había 
en   su  organización   ni  jueces  ni  fallos  judiciales  (  A:  ). 

Hechos  análogos  encontramos  acreditados  en  las  obras 
de  la  Antigüedad   clásica. 

De  los  andrófagos,  vecinos  de  los  escitas,  dice  Heródoto, 
que  eran  los  más  fieros  de  los  hombres  no  teniendo  para 
regirse  ni  leyes  ni  tribunales;  y  de  los  habitantes  de  Mu- 
sicán,  dice  Strabon,  que  no  formaban  procesos  sino  por 
causa  de  asesinato  y  de  violencia  en  atención  a  que  no  está  en 
la  mano  de  nadie  evitar  estos  atentados,  y  |)or  lo  tocante  al 
orden  civil,  que  no  había  jueces  porque  siendo  incuinbencia 
de  cada  cual  mirar  con  quien  contrata,  no  corresponde  al 
Estado  garantir  la  fe  de    las  convenciones  y   negocios  (  /  ). 

Hay  más  aún:  si  el  aparecimiento  de  la  justicia  civil  no 
se    retardase    sino   por    efecto    de    la   sola    causa  que   hasta 

I  /í  )  IJimt^i-,  /[istiirlii  (Irl  Dcri-clii}  ArL^rntinn.  ti.  paj;.  100.  Más 
o  menos  lo  mismo  acredita  Porto  Seguro  He  los  indígenas  del  Urasil. 
Porto  Seguro,  ¡listnria   dt^raí  do  lirnxih  t.   I.  cap.    IV.   |)ají.  47. 

(  i  )  Garcilaso  de  la  Vejra.  Cnmaitarins  rt^nlrs  ih'  los  ¡iims,  iil>.  II. 
cap.   XIII     pá)í.   50. 

(/)      LuMjock.   L'Hommc  Préliistorifjm:  chaji.  XIII.  pa^;.   441. 

(A)     Dareste,   I'Jtudes  d'histoirr  dii   Drnit.   pap.    141   et    I.SI. 

(/)  Heródoto,  Los  Xurvv  Lihros  i¡i-  ¡n  Historia,  t.  I.  lili.  IV. 
cap.   CVI,  pág.  439. 

Strabon.   (ipoirrapliif.   t.    III,   liv.   XV.   pag.    229. 
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aquí  hemos  enunciado,  cual  es,  la  falta  de  contiendas  jurí- 
dicas que  decidir,  claro  es  que  en  el  desarrollo  de  los  Esta- 
dos primitivos  la  veríamos  aparecer  al  punto  de  sobrevenir 
las  primeras  contensiones.  Pero  no  ocurren  así  las  cosas. 
Por  qué?  porque  en  todos  los  pueblos  atrasados  las  con- 
tiendas civiles  degeneran  espontáneamente  en  contiendas 
criminales  y  o  se  zanjan  a  mano  armada  por  los  mismos  inte- 
resados,  o  caen   bajo  la  jurisdicción  de  la  justicia  penal. 

Con  referencia  a  los  charrúas,  dice  Azara,  que  «  las  partes 
interesadas  componían  por  sí  solas  las  diferencias  particu- 
lares que  solían  ocurrir,  y  cuando  no  se  avenían  buena- 
mente, se  acometían  a  puñadas  »  (  U  ).  Pues  bien,  no  hay 
en  semejante  práctica  nada  de  anómalo.  P"atalmente,  en 
todos  los  tiempos  y  en  todos  los  países,  los  hombres  pro- 
penden a  resolver  sus  diferencias  a  viva  fuerza  cuando  no 
hay  justicia  que  les  mantenga  en   paz. 

Desgraciadamente,  es  efecto  de  la  misma  práctica  el  que 
se  retarde  por  largo  tiempo  el  establecimiento  de  la  justicia 
civil  porque  no  se  puede  sentir  la  necesidad  de  instituirla 
mientras  se  crea  que  las  violaciones  de  los  contratos,  asimi- 
ladas a  los  delitos,  corresponden  a  la  competencia  de  la 
justicia  penal. 

Pruebas  de  que  en  los  pueblos  atrasados  no  se  distingue 
lo  civil  de  lo  criminal  las  hay  numerosas  en  los  códigos  más 
antiguos.  Según  Dareste,  en  la  legislación  brahmánica,  se 
estimaba  delito  la  inejecución  de  las  obligaciones;  en  el 
Código  de  Manú  se  hacía  reo  de  robo  el  que  no  devolvía 
la  cosa  recibida  en  depósito  o  en  préstamo;  y  en  el  dere- 
cho de  Israel,  no  se  distinguía  la  acción  que  tenía  por  objeto 
reivindicar  la  propiedad  de  la  que  tenía  por  objeto  obte- 
ner indemnización   por  un  delito   (  i)}  ). 


(  11 )  Azara,  Descripción  e  Historia  del  Paraguay  y  del  Rio  de 
la  Plata,   t.   I.  cap.  X.  pág.   156. 

(m)  En  Israel,  «les  actions  instituées  pour  garantir  le  droit  de  pro- 
priété,  dit  Dareste.  se  produisent  sous  la  forme  de  poursuites  en  répara- 
tion  d'un  delit».     Dareste,   Études  d'Histoire  du   Droit.  pag-.   27. 

Dans  les  anciens  codes  brahmaniques  « l'inexécution  des   obligation    est 
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Nadie  ignora  que  en  la  mayor  parte  de  aquellos  pueblos 
donde  la  vida  de  los  contratos  ha  cobrado  ya  algún  des- 
arrollo, la  insolvencia  del  deudor  trae  consigo  ora  su  esclavi- 
tud, ora  su  prisión;  y  si  advertimos  que  es  la  responsabilidad 
penal  la  que  afecta  a  las  personas  y  que  la  responsabilidad 
civil  no  debe  afectar  sino  a  las  cosas,  tenemos  que  llegar 
a  esta  conclusión:  la  esclavitud  y  la  prisión  del  deudor  no 
se  pueden  autorizar  sino  donde  y  cuando  se  confunde  la 
inobservancia  de  las  obligaciones  con  la  infracción  de  las 
leyes  criminales.  íSupuesto  este  criterio  ;(]ué  necesidad  hay 
déla  justicia  civil?     ;Fara  qué  serviría  instituirla? 

Acredita  Dionisio  de  Halicarnaso,  fiel  depositario  de  las 
tradiciones  romanas,  (|ue  por  primera  vez  se  instituyeron 
en  Roma  jueces  civiles  bajo  el  reinado  de  vServio  Tulio. 
esto  es,  hacia  una  época  en  que  la  justicia  penal  contaba 
ya  siglos  de  existencia  (  /;  ).  Kn  j^erfecta  concordancia  con 
este  testimonio  tradicional,  los  datos  de  la  etnografía  general 
prueban  que  la  justicia  civil  se  instituye  muy  tardíamente 
porque  durante  largos  períodos  de  tiempo,  el  conocimiento 
de  las  contiendas  jurídicas,  asimiladas  a  las  contiendas  cri- 
minales,  se  defiere  a   la  justicia   penal. 

§  86.  Sabida  cosa  es  que  durante  los  siglos  metli(ís,  los 
reyes   de   las   principales    naciones  europeas    administraban 


cotisiderée  comme  un  délit.  Le  dépositaire  inlidtílc  esi  puni  comme  vi»- 
leur  et  t-n  general,  celui  qui  ne  dome  pas  ce  qiril  a  promis  esi  cnntraint 
de  s'exécuier  et  paye,  en  outre,  une  amende  de  250  ptums.  Si  un  contrat 
de  l«)najíe  d'oiivrage  vient  á  étre  rompu.  . .  les  ¡)artie  en  faute  paye  á  l'autre 
une  somme  égale  au  salaire  stipulc  el  en  ouire,  100  ¡taiiHS.  d'amende  au 
roi.  Celui  qui  apres  avoir  hypothéqué  un  bien  confere  sur  ce  m¿(ne  l)ien 
une  hypothéqué  a  un  second  cróancier,  sans  avoir  désintéressfi  le  premier, 
est  condamné.  suivant  la  valeur  du  bien,  au  fonet.  a  la  [)rison  ou  a  lameii- 
de  »    .  .  Dareste,  ob.   cil..   (íap.    7^. 

Dans  le  Code  de  Manú,  •  le  second  titre  est  celui  du  dépót :  ce  qui  com- 
prend  dans  les  idees  des  Hindous,  le  pret  á  usage.  Dans  tous  les  cas. 
le  refus  de  restituer  est  assimilé  au  vol  et  puni  des  mémes  peines  ».  I)a- 
ret,  ob.   cit.,   pajj.   84. 

(  ti)     Denys  d'Halicarnase,   Antitjiiitfs  /i'o/;j«ines.  i.    II!,    pajj.  65, 
Iherinjj,    Ks/irit  du   Ih-nit   Rniuaiii.  t     11,   §   28,   pag.   21. 
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justicia  personalmente  como  si  fuese  función  anexa  a  la  co- 
rona; que  más  tarde  deleitaron  la  administración  judicial  en 
manos  de  sus  áulicos,  y  que  no  obstante  aquella  delegación, 
se  reservaron  en  principio  la  doble  facultad  de  reasumir  el 
ejercicio  personal  de  las  funciones  y  de  rever  los  fallos  que 
en   su   nombre  se  dictaran. 

Por  obra  de  estos  antecedentes  históricos,  que  siendo 
los  más  inmediatos,  habían  de  hacer  mayor  impresión,  se 
ha  creído  que  en  el  fondo  no  es  la  justicia  más  que  una 
derivación  y  rama  del  gobierno,  y  que  no  puede  ni  nacer 
desligada  de  esta  subordinación,  ni  aspirar  a  una  existencia 
independiente. 

En  contra  de  esta  doctrina,  la  historia  y  la  etnografía 
han  llegado  posteriormente  a  enseñarnos  que  si  el  desenvol- 
vimiento político  de  las  sociedades  no  hubiese  sido  de  con- 
tinuo alterado  por  causas  perturbadoras,  la  justicia  no  se 
habría  instituido  por  delegación  de  los  gobiernos  sino  de 
los  pueblos. 

En  efecto,  tanto  la  historia  como  la  etnografía  manifies- 
tan que  en  el  Estado  nunca  se  crea  inmediatamente  un  ór- 
gano nuevo  para  cada  nueva  función  porque  mientras  no 
alcanza  ella  cierto  grado  de  importancia,  se  la  mantiene 
vinculada  a  uno  u  otro  de  los  órganos  preexistentes.  Sujeta 
a  estas  condiciones  se  desarrolla  la  justicia. 

Cuando  la  justicia  empieza  a  nacer,  fatalmente  aparece 
como  función  anexa  o  del  Poder  Legislativo  o  del  gobier 
no:  del  Poder  Legislativo  donde  las  AsambVeas  generales 
conservan  su  primitiva  preponderancia;  del  gobierno  donde 
las  autocracias  militares  han  logrado,  por  efecto  de  necesi- 
dades transitorias,  sobreponerse  a  los  pueblos  y  acaparar 
la  suma   total   de  las  funciones  públicas. 

Que  en  las  sociedades    atrasadas    la  justicia  propende  a 
nacer  como  función   de  las  asambleas   generales  es  una  pro 
posición  que  está  afianzada  por   innumerables  hechos  de  la 
historia   y   de   la  etnografía. 

Entre  los  indígenas  de  Australia,  según  Delessert,  las 
Asambleas  generales  castigan  los  delitos  que  se  someten  a 
su  fallo;  y  según   Rienzi,  en  las  Islas  de  Nasau,   «la  Asam- 
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blea  de  todos  los  habitantes  de  cada  aldea  es  la  que  jiizt^a 
las  contiendas  y  castiga  los  delitos  »    (  ñ  ). 

No  de  otra  manera  se  administra  la  justicia  entre  los  ho- 
tentotes,  porque  las  asambleas  compuestas  de  todos  los 
hombres  válidos  del  krnul  y  presididas  por  el  respectivo 
cacicjue  fallan  todas  las  cuestiones  a  pluralidad  de  votos. 
Generalizando,  dice  Cureau,  que  en  todas  las  tribus  del  África 
ecuatorial  no  hay  más  juez  de  instrucción,  ni  más  ministerio 
público,   ni  más  tribunal  que    la  muchedumbre  (  o  ). 

X'eamos  ahora  como  se  administraba  la  justicia  en  los 
pueblos  bárbaros  o  semi- civilizados  que  aparecieron  en 
los  pasados  siglos. 

Tácito  atestigua  que  entre  los  germanos  era  lícito  enta- 
blar querellas  y  causas  criminales  ante  las  asamljleas  gene- 
rales (  />  );  y  una  práctica  análoga  parecen  haber  tenido 
los  bárbaros  invasores.  Así  en  la  monarquía  franca  la  justi- 
cia era  administrada  por  cortes  /  pUicituin.  inulluní  ¡,  compuea- 


(  ñ  )     Rien/i,   La   (Jceania.  t.    I,  pág.   1 3.'?. 

Delessert.    \'oyaííf  diiiis  les  <]i-ii.\    ( h-cniís.  img.    14.^. 

(  o)  Por  de  contado,  donde  las  asambleas  se  roniponen  solo  de  ancia- 
nos, a  ellos  solos  corresponde  la  potestad  Judicial,  l.ivinjjstone  refiere  que 
cerca  del  valle  de  Mehamhué,  habiéndose  cometido  un  hurto.  « los  anci.inos 
del  caserío  se  reunieron  y  condenaron  al  culpable  a  papar  el  ciiádru|)lo 
del    valor    hurtado».      Livingstone,   [h'rnu'f  Joumnl.  t.    I.   |iag.    32. 

Cureau.  Ae.s  Sociétés  Primitivos  ilc  l'Al'riijUc  é(mntniitiU\  ¡jag.  39.S. 

S|)encer,   ¡'rinci¡>es  dr  Sorinlo<ri(\  t.    III.  §  523. 

{  ji)     Tácito,    (irrinniiin.  XI 1 

Kn  la  parte  final  del  capitulo  XII  de  su  Cifriuaitia.  dice  Tácito,  cjue 
en  las  mismas  asambleas  generales  se  elegían  jefes  cpie  administrasen 
justicia,  asesorados  por  cien  colegas  (  cDnútcs  )  sacados  del  |)Ueblo.  Fun- 
dadti  en  este  dato  y  sin  tener  la  menor  cuenta  del  comienzo  del  mismo  ca- 
pitulo. Fustel  de  Coulanges.  niega  que  entre  los  germanos  se  administrase 
justicia  por  el  pueblo  entero,  contradiciendo  una  vez  más  a  la  cuasi  tota- 
lidad de  los  historiadores.  Fustel  de  Coulanges.  Rt'cln't'clu's  sur  (lUt'l- 
ijiirs  ¡'rnhióinvs  li'Histoiri-,  pag.  3íjI  á  371.  Pero  si  las  asambleas  po- 
dían entender  en  las  causas  criminales  (  licrt  H¡>tid  ciiiicilium  ncciisan' 
'/íiOf/tíP.s  el  discrimen  rajdtis  intciuU'rc )  y  si  ordinariamente  los  jueces  se 
asesoraban  con  cien  colegas  sacados  del  pueblo,  no  es  dudoso  que  la  jus- 
ticia se   administrase  popularmente. 
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tas  de  todos  los  hombres  libres  del  condado,  de  la  centuria 
o  de  la  decuria  y  presididas  respectivamente  por  el  conde, 
el  centurión   o   el  decurión   (  q  ). 

Más  aun:  como  lo  han  observado  los  historiadores  de 
las  instituciones  medioevales,  en  las  asambleas  de  los  fran- 
cos así  como  en  las  de  los  anglo- sajones,  así  como  en  los 
comicios  de  Roma,  no  solo  se  administraba  justicia  sino 
que  también  se  desempeñaban  ciertos  servicios  anexos  y 
conexos,  en  especial  el  del  notariado.  Sea  que  se  requi- 
riese su  consentimiento,  sea  que  bastase  su  simple  testimo- 
nio, ante  ellas  se  perfeccionaban  ciertos  contratos,  en  espe- 
cial los  de  compra  -  venta  de  inmuebles;  y  las  donaciones  de 
bienes  raíces,  los  testamentos,  las  emancipaciones  y  otros 
actos  jurídicos  se  tenían  que  celebrar  ante  ellas  para  que 
adquiriesen  la  publicidad  y  la  autenticidad  que  en  los  Esta- 
dos cultos  les  dan  los  notarios   (  /■  ). 


(  q  )  Respecto  de  los  visigodos,  dice  Hinojosa,  que  « no  consta  que 
el  Conventus  publicus  vicinorum  tuviera  atribuciones  judiciales  «.  Hino- 
josa, Estudios  sobre  la  Historia  del  Derecho  Español,  pág.  8.  Pero 
más  adelante  observa  que  «  la  palabra  concilium  se  usa  en  los  diplomas. 
a  contar  desde  el  siglo  X,  para  designar  el  conjunto  de  los  hombres  libres 
de  un  mismo  territorio  y  a  Ja  asamblea  judicial  constituida  por  ellos.  ■  . 
¿Cuál  es  el  origen  de  esta  institución,  de  que  no  se  halla  vestigio  alguno 
en  las  fuentes  del  período  visigótico?  Descartada  por  inverosímil,  la  hi- 
pótesis de  que  se  la  tomara  de  los  francos.  .  .  habremos  de  admitir  que 
fué  traída  a  España  por  los  visigodos  y  que  como  tantas  otras  institucio- 
nes germánicas,  subsistió  entre  ellos  a  pesar  de  las  tentativas  de  roma- 
nización consignadas  en  el  Fuero  Juzgo  ».   Hinojosa,  ob.  cit.,  págs.  18  y  19. 

Gneist,  Constitution  Comnmnale  de  VAngleterre.  t.   I,  pag.  45  et  75. 

Dareste,  Études  dliistoire  du  Droit,  pag.  389. 

Fustel  de  Coulanges,  que  en  todos  los  puntos  fundamentales  sobre  los 
orígenes  de  las  instituciones  de  Francia,  contradice  a  todos  los  historia- 
dores, niega  que  entre  los  francos  tuviese  el  pueblo  intervención  en  la  jus- 
ticia; pero  de  los  textos  antiguos  en  que  funda  su  negativa  se  infiere  pre- 
cisamente lo  contrario,  esto  es,  que  para  administrar  la  justicia  se  convocaban 
las  asambleas  generales.  Fustel  de  Coulanges,  La  Monarchie  Franque. 
chap.  XIII. 

(r)  Guizot,  Histoire  du  Gouvernement  Répresentatif,  t.  I,  IVe  le- 
con,   pag.   65.  et  XVIII   ie^on,  pag.  240. 

Hinojosa,  Estudios  sobre  la  Historia  del  Derecho  Español,  pág.  22. 
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En  la  Irlanda  céltica,  según  D'Arbois  de  Jubainville,  el 
Poder  Judicial  y  el  Poder  Legislativo  no  constituían  dos 
órganos  diferentes  del  Estado  porque  las  funciones  de  uno 
y  otro  estaban  a  cargo  de  las  Asambleas  generales,  presi- 
didas por  los  reyes.  Cuando  se  reunía  para  hacer  leyes  o 
tratados,  la  Asamblea  se  denominaba  conghnil;  cuando  para 
administrar  justicia,  (hll  o  uirocht;  pero  en  uno  y  otro  caso, 
se   componía  de  todos  los  hombres  válidos  (  rr  ). 

En  la  Heptarquía  anglo- sajona,  las  famosas  juntas  nacio- 
nales conocidas  con  el  nombre  de  W'ifonngeinote,  enten- 
dían no  solo  en  los  asuntos  políticos,  militares  y  eclesiás- 
ticos, sino  también  en  los  judiciales  de  mayor  importancia. 
Por  lo  tocante  a  la  justicia  inferior,  estaba  a  cargo  de  las 
asambleas  de  condado,  que  se  reunían  dos  veces  al  año,  o 
de  las  de  centuria,  que  se  reunían  mensualmente.  La  con- 
quista normanda  no  las  despojó  ile  la  función  judicial,  ha- 
biéndole bastado,  según  parece,  que  la  ejercieran  en  nombre 
del  rey,  Merced  a  esta  discreta  política,  Inglaterra  es,  entre 
las  grandes  naciones  civilizadas,  la  única  donde  las  actuales 
cortes  de  justicia  vienen  directamente  de  las  primitivas  asam- 
bleas populares  (  ,s  ). 

Prácticas  semejantes  encontramos  en  otros  pueblos  euro 
peos  de  la  Edad  Media.  Entre  los  daneses,  la  justicia  era 
administrada  por  tr¡i)unales  populares,  el  Liiinl-riiiíj;  en  cada 
provincia,  y  el  Hem^ds-Tiní;  en  los  cantones;  y  en  Sue- 
cia,  según  Dareste,  la  base  de  la  organización  judicial  era 
el  ting,  esto  es,  la  asamblea  del  pueblo  presidida  en  la 
provincia  por  el  hifíhnuin,  y  en  la  centuria  por  el  centu- 
rión.     Anotemos,  por  último,   (jue    los  primitivos   polacos   v 


(  ;•;■)      D'.Arbois   Hi-   Jub.iinville,   L/-   Srinlius  Mm:   pag.   77.  97   ct  102. 
D'.Arbois  de  Jubainvillp.    Etiiii«'s  sur  /p   Drnit   <\'lti(¡u(\    t.    I,   pajj.   7  7 
ft   293. 

Sumner  Maine.   Lvs   lustitutiniis   ¡'riinitiyfS.   cha|».    II,    pajj.   37. 

( .s )  Gneist,  Constitution  Coittiniiunlr  de  l'An^Irtcín:  t.  I.  pap.  4f> 
:i   48,  et    75    a    7«. 

Cilasson.  Uistiti rf  ikt  I)ri)it  rt  dvs  In.stitutions  li-  lAii^htrrn: 
t.    I.  chap.   V.   pajj.    174. 
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los  slavos  seguían  la  misma  costumbre  de  administrar  la 
justicia  en  asambleas  populares   (  t  ). 

En  la  Antigüedad  clásica,  a  lo  menos  desde  los  comien- 
zos de  la  historia,  inmediatamente  después  de  los  siglos 
tradicionales,  la  justicia  aparece  administrada  por  los  pue- 
blos en  todos  los  Estados  democráticos. 

Con  referencia  a  Roma,  Cicerón  y  Dionisio  de  Halicar- 
naso,  dicen  que  bajo  la  monarquía,  la  justicia  fué  prerroga- 
tiva de  los  reyes;  y  ya  veremos  que  en  fuerza  de  causas 
políticas  muy  conocidas,  aquel  régimen  era  el  más  adecua- 
do al  estado  de  guerra  permanente  en  que  por  entonces  se 
vivía.  Pero  aunque  sea  mucha  verdad  lo  que  ambos  auto- 
res afirman,  nos  atrevemos  a  pensar,  afianzados  por  Ihering» 
que  no  tuvo  razón  Mommsen  cuando  dijo  que  en  la  histo- 
ria tradicional  de  Roma  no  hay  vestigio  alguno  de  justicia 
popular,  pues  la  antigua  tradición  del  juicio  de  Horacio 
prueba  que  en  los  tiempos  históricos  se  conservaba  re- 
cuerdo de  la  primitiva  intervención  del  pueblo  en  las  cau- 
sas criminales   (  u  ). 

No  podía  el  rey  administrar  la  justicia  sino  en  presencia 
del  pueblo  entero,  y  tanto  esta  circunstancia  cuanto  la 
provocado  son  claros  indicios  de  que  la  asamblea  general 
nunca  fué  completamente  despojada  de  la  potestad  judicial. 
Cuando  veamos,  dice  Ihering,  que  en  la  época  de  la  Repú- 
blica el  pueblo  ejerce  la  justicia  suprema,  no  creamos  que 
solo  entonces  obtuvo  tal  prerrogativa;  lo  que  debemos 
creer  es  que  solo  entonces  recuperó   por  completo   su  ejer- 


(f  )     Spencer,  Principes  de  Sociologie.  t.   III,  §  523. 
Dareste,    Etucles  d'histoii-e  du  Droit.  pag.   302,  303  et  316. 

(  u  )     Tito  Livio.  Décadas,  t.    I,  lib.    I,  pág.  45. 

Cicerón.  De  Ja  Répuhlique.   t.    II,  liv.  V.  §   II,  pag.    152. 

Denys  d'Halicarnase,  Les  Antiquités  Romaines.  t.  II,  chap.  V, 
pag.  29. 

Mommsen,   Histoire  Romaine.  t.    I,  liv.   I,  chap.  XI,  pag.   186. 

Maynz,  Esquisse  historicjue  du  Droit  criinincl  de  I'Ancieiine  Rome, 
pag.   2,  13  á   16. 

Maynz,  Couvs  de  Droit  Rotnain.  t.  I,  §  35. 
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cicio,  que  en  parte  le  había  sido  usurpado  por  la  reye- 
cía    (  V  ). 

Sea  de  esto  lo  que  sea,  podemos  observar  con  -Sumner 
Maine,  que  la  historia  auténtica  del  derecho  penal  empieza 
en  Roma  con  los  judicin  popnli,  con  los  juicios  popula- 
res (  w  ),  y  cuando  más  tarde  las  leyes  Valerias  establecie- 
ron el  recurso  de  apelación  contra  toda  sentencia  para  ante 
el  pueblo,  muy  a  las  claras  se  dejó  entender  que  en  tiempos 
pasados,  había  sido  prerrogativa  suya  la  administración  de 
justicia,  porque  según  veremos,  la  apelación  nace  origina- 
riamente de  la  práctica  que  se  adopta  de  ocurrir  ante  el 
juez  que  administra  la  justicia  de  propia  autoridad  por  vía 
de  queja  contra  los  fallos  dictados  por  los  jueces  delega- 
tarios (  A'  ). 

De  manera  muy  semejante  se  desarrolló  la  justicia  en 
Atenas.  Según  Plutarco,  el  pueblo  ateniense  no  habría 
empezado  a  desempeñar  funciones  judiciales  sino  desde  los 
tiempos  de  Solón,  y  debería  a  este  legislador  tan  soberana 
prerrogativa.  Pero  la  tradición  de  Hypermnestra  parece 
acreditar  un  hecho  muy  diferente  por(]ue  cuando  esta  mu- 
jer se  negó  en  la  noche  de  sus  bodas  a  perpetrar  el  ase- 
sinato de  su  marido,  la  acusación  se  entabló  ante  la  asam- 
blea del  pueblo  presidida  por  el  rey,  el  cual  si  tenía  la 
prerrogativa  de    opinar  antes  que  otro    alguno,    no    j^odía 


(  v)  Ihering,  Es¡>iit  i¡u  Ihoit  Romniíi.  t.  I,§  I»,  pag.  2\<k  ct  §  20. 
pa^;.   258. 

Mommsen,    Dorrclio  Penal  Ix'ninniio.  t.    I,  lib.    II.  cap.    III,   pág.   162. 

(\\  )     Sumner  Maine,  I/Aiicirn  Droit.  chap.   X,  i)a;í.  3<>I, 

(  .V  )  Hacia  los  ¡jrincipios  del  siglo  XVII.  los  regidores  de  los  cabildos 
niunici{)alcs  ejercían  la  facultad  de  conocer  en  grado  de  apelación  de  las 
causas  que  los  corregidores  fallaban  en  primera  instancia;  y  para  explicar 
esta  jurisdicción  de  alzada,  ob.serva  Bovadilla.  que  según  refiere  Tito 
Livio,  <  en  los  tiempos  de  los  antiguos  romanos  se  usaba,  por  la  ley  que 
hizo  Publicóla,  que  de  los  magistrados  se  apelase  para  ante  el  pueblo;  y 
Bartulo  y  otros  muchos  dicen  que  faltando  en  una  ciudad  o  pueblo  o 
juez  de  apelación,  se  ha  de  apelar  ante  el  Senado  y  Congregación  de  De- 
curiones, que  hoy  son  los  Regidores!.  Bovadilla.  PaíHica  j>nra  Corn^ 
ffidorfs.  t.   II,  lib.   III,  cap.  VIII,  pág.   195. 
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ejercer  por  sí  solo  la  jurisdicción.  En  tiempos  posteriores, 
bajo  la  dominación  de  los  eupatritas,  se  establecieron  los 
dos  famosos  tribunales  del  Archontado  y  del  Areópago; 
pero  cuando  el  espíritu  democrático  reaccionó  contra  ellos, 
la  Constitución  de  Solón,  como  queda  dicho,  estableció  el 
recurso  de  apelación  contra  sus  fallos  para  ante  la  Helia ia , 
nombre  que  tomaba  la  asamblea  del  pueblo  cuando  admi- 
nistraba justicia  (y).  Cuando  Atenas  se  encontraba  en  el 
período  de  mayor  esplendor,  estaba  el  pueblo  tan  connatu- 
ralizado con  el  ejercicio  de  la  función  judicial  que  para 
Aristóteles  la  prerrogativa  más  característica  del  ciudadano 
era  la  de  administrar  justicia  como  miembro  de  la  asam- 
blea general   ( z  ). 

Por  último,  en  Israel  aun  bajo  el  pleno  imperio  de  la  le- 
gislación mosaica  y  de  su  organización  judiciaria,  corres- 
pondía al  pueblo  el  juzgamiento  y  represión  de  ciertos 
crímenes,  tales  coino  el  robo  sacrilego,  la  cohabitación  con 
mujer  idólatra  y  la  blasfemia  contra  Jehová   (  a  a  ). 


{y)     Sumner  Maine.  U Anden  Droit,  chap.  X,  pag.   361. 

Aristóteles.  La  Répuhlique  Athénienne.  §  9. 

En  realidad,  la  Heliaia  o  tribunal  popular  era  algo  diferente  de  la  Asam- 
blea general.  Mientras  la  Asamblea  se  componía  de  todos  los  ciudada- 
nos en  estado  de  cargar  armas,  la  Heliaia  se  componía  de  solo  6000, 
elegidos  anualmente  por  el  archonta  epónimo  de  entre  los  que  habían 
cumplido  30  años,  a  razón  de  600  por  cada  tribu.  Con  estos  6000  ciu- 
dadanos se  componía  en  cada  caso  el  tribunal  correspondiente,  el  cual  a 
veces  no  constaba  de  más  de  200  individuos,  pero  que  también  podía  cons- 
tar de  los  6000  sorteados.  Perrot,  El  Derecho  Público  (le  Atenas,  pági- 
nas  196,  203,  206  y  207. 

Goguet,  Origines  des  Lois.  etc.,  t.  1 1 1,  liv.  I,  chap.  IV,  pag.  103 
et  107. 

Plutarque,    Vies  des  Hmnmes  Illusfres:  Solón,  t.   I,  pag.  203. 

(  z  )  Grote  observa  que  la  palabra  tliesmoi  significa  a  la  vez  ley  y  sen- 
tencia, porque  estando  un  solo  Poder  a  cargo  de  las  funciones  legislati- 
vas y  judiciales,  no  se  las  distinguía,  y  en  realidad  no  había  para  qué 
distinguirlas.     Grote,  Histoire  de  la  Gréce,  t.    IV.  pag.   118  et  119. 

Aristóteles,  La  Politique.  liv.   III,  chap.    I.  §  4  et  .S. 

[na)  Thonissen,  Droit  (A-iminel  des  Peuples  Anciens.  t.  1 1,  liv.  III. 
chap.   II,  pag.  20. 
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En  nuestro  dictamen,  dos  son  las  causas  que  en  alp^unos 
países  vinculan  al  pueblo  las  funciones  judiciales.  Es  la 
primera  la  que  ya  hemos  insinuado,  a  saber,  que  cuando  la 
justicia  pública  empieza  a  nacer  tiene  que  aparecer  como 
función  de  las  asambleas  generales  porque  ni  reíjuiere, 
dado  su  primitivo  carácter  ocasional,  órgano  específico  que 
la  desempeñe,  ni  existe  otro  Poder  con  bastante  autoridad 
f)ara  asumir  las  funciones  judiciales. 

Aun  cuando  esta  causa  baste  por  sí  sola  a  vincular  dichas 
funciones  al  pueblo,  hay  otra  que  actúa  con  peso  quizá  más 
decisivo. 

Según  hemos  observado  más  arriba,  en  los  pueblos  más 
atrasados  no  interviene  la  justicia  en  la  represión  de  la 
delincuencia,  y  ahora  agregaremos  que  cuando  empieza  a 
intervenir,  no  lo  hace  en  interés  y  en  substitución  de  los 
particulares  ni  para  abrogar  el  derecho  y  el  deber  de  la 
venganza;  lo  hace  en  interés  y  en  representación  de  la  so 
ciedad  entera.  En  otros  términos,  siempre  (¡ue  un  crimen 
afecta  solo  a  individuos  particulares,  por  horrendo  (jue 
sea,  la  justicia  pública  no  se  mueve  ni  se  conmueve,  inspi- 
rada por  la  idea  de  que  la  reparación  incumbe  exclusivamente 
a  las  víctimas  y  sus  consanguíneos.  La  justicia  naciente 
no  encuentra  justificada  su  intervención  por  lo  común  sino 
cuando  los  crímenes  afectan  al  pueblo  entero,  como  son  los 
casos  de  traición,  de  adoración  de  dioses  extraños,  hurto 
de  cosas  sagradas  o  públicas,  etc.,  etc.  Pues  bien,  en  tales 
casos,  no  cabe  que  la  justicia  sea  hecha  por  otra  entidad 
que  el  pueblo.  vSi  es  regla  general  de  las  sociedades  atra 
sadas  la  que  atribuye  a  las  víctimas  los  derechos  de  repa- 
ración y  de  venganza,  al  pueblo  ha  de  corresponder  ejerci- 
tarlos cuando  a  él  se  infiere  el  daño.  Cuando  la  sociedad 
romana  comprendió  (jue  se  la  ofendía,  observa  Sumner 
Maine,  la  analogía  de  esta  ofensa  con  la  que  se  infería  a  los 
particulares  se  llevó  hasta  sus  últimas  consecuencias,  y  el 
Estado  procedió  contra  el  ofensor  a  la  manera  de  una  víc- 
tima cualquiera  que  toma  venganza  contra  su  victimario. 
De  aquí  resultó  que  a  los  principios  de  la  República,  todo 
crimen  (jue  afectaba  gravemente  su  seguridad  o  sus  intere- 
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ses  se  castig^aba  por  medio  de  una  ley  privada  o  privile- 
gium  {  a  h  ). 

La  misma  observación  se  aplica  a  la  justicia  popular  de 
Grecia.  En  su  alegato  contra  Midias,  manifiesta  Demóste- 
nes  que  a  los  tribunales  ordinarios  correspondía  juzg-ar  las 
ofensas  inferidas  a  los  particulares;  pero  que  habiendo  él 
sido  golpeado  en  su  calidad  de  chorega,  cuando  desempe- 
ñaba funciones  públicas,  era  el  pueblo  el  llamado  a  fallar  la 
causa  entablada  contra  el  ofensor  (  n  c  ). 

§  87.  Mientras  la  población  está  reducida  a  una  sola  co- 
munidad, el  desempeño  de  las  funciones  judiciales  no  se 
resiente  de  la  falta  de  un  órgano  especial,  tanto  porque  las 
asambleas  generales  se  reúnen  con  suma  frecuencia  cuanto 
porque  son  muy  raros  los  casos  en  que  tiene  que  actuar  la 
justicia  pública.  Pero  a  la  larga,  estas  prácticas,  que  hacen 
las  veces  de  organización  judicial,  no  bastan,  porque  por 
obra  del  crecimiento  de  la  población,  de  la  adopción  de  la 
agricultura  y  del  establecimiento  del  comercio,  las  conten- 
siones se  multiplican  y  la  justicia  extiende  su  jurisdicción 
al  mismo  tiempo  que  se  dificulta  la  reunión  de  las  asambleas 
generales.  En  tales  condiciones,  se  impone  la  diversifica- 
ción  de  los  órganos  judiciales. 

Se  dice,  observa  Sumner  Maine,  que  el  origen  de  los 
tribunales  que  al  presente  existen  en  algunos  Estados,  por 
ejemplo,  en  Escocia,  se  remonta  a  unas  comisiones  que  la 
legislatura  nombraba  antiguamente  para  que  la  subroga- 
sen en  el  desempeño  de  las  funciones  judiciales  {  a  d).  Es 
lo  que  se  hacía  en  la  antigua  Germania  porque  aun  cuando 
la  asamblea  general  pudiera  conocer  sin  duda  de  todos  los 
asuntos  judiciales,  era  de  práctica  que  nombrase  jueces, 
para  que  durante  su  receso  administsasen  la  justicia,  aseso- 
rados en  cada  cantón  por  cien  varones  (  a  o  ). 


(  a  b  )  Sumner  Maine,  L' Anden  Droit,  chap.  X,   pag.   352. 

{ac)  Démosthéne  et  Eschine,   CEuvres,  t.  VI,  pag.    171,    175   et  176. 

(ad)  Sumner  Maine,  L' Anden  Droit,  chap.  X. 

(ae)  Tácito,  Germania.  XII. 
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De  análoga  manera  parecen  haberse  diversificado  los 
órganos  judiciales  en  el  Imperio  Azteca.  Según  Torque- 
mada,  todas  las  causas  se  discutían  allí  ante  tribunales  per- 
manentes que  una  vez  terminada  la  discusión,  las  fallaban; 
pero  el  carácter  de  simples  delegaciones  que  ellos  tenían 
lo  prueba  el  hecho  de  que  eran  falladas  por  el  pueblo 
aquellas  que  estaban  pendientes  en  los  días  de  reunión  de 
las  asambleas  generales  («/'). 

El  mismo  proceso  evolutivo  tuvo  la  administración  judi- 
cial en  Roma.  Desde  tiempos  muy  remotos,  acostumbraron 
los  comicios  a  nombrar  unas  qunestionos,  que  como  su  nom- 
bre lo  deja  .  adivinar  (  de  quíiero,  (¡uupi'i'n\  (jiniositum. 
buscar  ),  no  fueron  encargadas  a  los  principios  sino  de  las 
indagaciones  y  de  la  instrucción  de  los  procesos,  pero  que 
a  la  larga  se  convirtieron  en  verdaderos  jurados  premunidos 
de  jurisdicción  para  administrar  la  justicia  criminal.  Cada 
qiifiostio  no  tenía  competencia  sino  para  juzgar  una  clase  de 
delitos,  y  en  respeto  a  este  jjrincipio,  solían  funcionar  si- 
multáneamente 20  o  30  qunestioncs.  A  los  principios  se 
las  nombraba  accidentalmente,  cuando  ocurría  el  caso  que 
era  menester  juzgar;  más  tarde  se  adoptó  la  práctica  de 
nombrar  algunas  periódicamente;  una  ley  del  año  419  an- 
tes de  J.  C.  estableció  una  permanente  para  residenciar  a 
los  gobernadores;  y  posteriormente  se  establecieron  otras 
con  otros  objetos.  De  esta  tardía  institución  de  las  <iini- 
est iones  perpetuas,  resultó  un  hecho  singular  que  ha  llama- 
do la  atención  de  los  romanistas  y  (jue  durante  siglos  se 
tuvo  por  inexplicable,  cual  es,  su  falta  de  competencia  para 
imponer  la  pena  capital  a  los  ciudadanos.  La  explicación 
es  obvia:  en  Roma  no  podían  imponer  la  pena  de  muerte 
sino  los  comicios  de  centurias,  y  habiendo  sido  establecidas 
las  (junostinnos  perpetuas  j^or  los  comicios  de  tribus  ,1  los 
fines  de  la  República,  cuando  ya  no  se  reunían  los  de  cen- 
turias, quedaron  ^\n  competencia  para  imponer  dicha 
pena  (  u  íf  ). 

(a/')       1  or(|ui-marla.   Mniiiiitiuin    liniinini,   t.    I.  lib.    II.   cap.    I-III. 
{  n  fj;  \    Sumner  Maine,  L'Aiu'ien  Droit.  rhap.   X,  pap.  3f)0  a  369. 
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De  esta  manera,  o  sea  de  una  manera  muy  paulatina  e 
insensible,  se  efectuó  en  la  administración  judicial  de  Roma 
aquella  trascendental  evolución.  Después  de  haber  visto 
las  asambleas  primitivas  juzgando  todos  los  delitos  públi- 
cos, llegó  una  época  en  que  el  pueblo,  como  si  se  hubiese 
desinteresado  del  ejercicio  de  la  potestad  punitiva,  empezó 
a  delegarla  en  manos  de  las  quaestiones,  sin  perjuicio  de 
avocarse  el  consentimiento  de  los  casos  más  graves.  Así 
mismo,  cuando  los  hombres  libres  de  las  tribus  teutónicas 
se  reunían  para  dictar  leyes,  a  la  vez  ejercían  la  jurisdicción 
criminal,  pero  solo  para  castigar  los  cielitos  más  graves  o 
para  juzgar  a  delincuentes  de  alta  categoría.  Para  conocer 
en  los  demás  procesos,  se  instituían  jueces  que  eran  como 
delegatarios  de  las  asambleas  generales  {  a  b  ). 

Donde  quiera  que  sea  dable  estudiar  paso  a  paso  esta 
evolución,  se  encuentra  que  son  unas  mismas  las  causas 
que  imponen  la  delegación  de  la  administración  judicial: 
el  aumento  de  la  población  y  del  territorio,  que  impide  la 
frecuente  reunión  de  las  asambleas;  el  creciente  desarrollo 
de  la  industria  y  del  comercio,  que  avivando  el  interés,  mul- 
tiplica las  contensiones;  la  complicación  del  derecho  pro- 
cesal, que  inhabilita  a  la  mayor  parte  de  los  ciudadanos 
para  fallar  en  conciencia.  En  grados  determinados  de  la 
cultura  jurídica,  esta  última  causa  impone  con  carácter  de 
imprescindible  la  necesidad  de  instituir  jueces  especiales  y 
permanentes  que  se  dediquen  a  estudiar  las  leyes  y  la  ju- 
risprudencia y  hagan  délas  funciones  judiciales  una  profe- 
sión exclusiva. 

Por  efecto  de  estas  causas,  hay  una  nación  que  se  cuenta 
entre  las  más  grandes  y  más    cultas   de  la    tierra   donde    la 


Mommsen,  Histoire  Romaine.  t.   IVy  pag.   172. 
Mommsen,  Derecho  Penal  Romano,  t.  I.  lib.   II,  cap.  V. 
Faustin-Hélie,  Histoire  et  théorie  de  la  Procédure  eriminelle,  §  12 
et   13. 

Maynz,  Coars  de  Droit  Romain,  t.   I,  §  35. 

(ah)     Sumner  Maine,  U Anden  Droit,  chap.  X,   pag.  352. 

Schulte,  Histoire  du  Droit  et  des  ínstitutions  de  l'AUemagne.  §  1 10,  V. 
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justicia  penal  es  administrada  hoy  por  deleg^aciones  direc- 
tas del  pueblo  mismo:  tal  es  Inglaterra.  En  efecto,  nunca 
fueron  supriinidas  ni  se  extinj^uieron  en  la  historia  judicial 
de  este  reino  aquellas  asambleas  generales  que  bajo  la  do- 
minación sajona,  desempeñaron  todas  las  funciones  públicas 
y  entre  ellas  las  judiciales;  y  al  contrario,  después  de  la 
conquista  normanda  quedaron  subsistentes,  si  bien  reduci- 
das a  administrar  justicia.  Yo  no  creo,  dice  Sumner  Maine, 
que  razonablemente  se  pueda  poner  en  duda  que  la  filia- 
ción legitima  de  la  Cour-lent,  de  la  Coui  -linron  y  de  la 
Cour-coutunüíTO,  tril)unales  judiciales  de  Inglaterra,  los 
hace  remontar  a  la  asamblea  primitiva  del  tdwaship.  por- 
que además  de  la  vasta  jurisdicción  civil  y  criminal  que 
ejercen,  han  ejercido  también  durante  mucho  tiempo  funcio- 
nes administrativas  y  reguladoras  que  por  su  naturaleza,  no 
son  propias  de  los  tribunales  y  dejan  suponer  que  en  un 
tiempo  estaban  investidos  de  facultades  legislativas  (  a  i  ). 

^  88.  El  desarrollo  que  en  los  dos  parágrafos  preceden- 
tes hemos  expuesto  es  el  que  en  todas  partes  tendría  sin 
duda  la  administración  de  justicia  si  causas  extrañas  no  lo 
alterasen  y  modificasen   más  o  menos  profundamente. 

Pero  en  la  ciencia  de  las  instituciones,  como  en  todas 
las  ciencias  superiores,  las  causas  modificatrices  son  tantas 
y  tan  eficientes  que  muy  a  menudo,  bajo  de  su  influjo,  lo 
normal  no  se  efectúa  sino  por  excepción,  y  lo  anormal 
aparenta  el  carácter  de  lo  regular  y  ordinario.  Esta  ol)ser- 
vación  está  corroborada  en  el  estudio  de  la  génesis  de  la 
justicia  porque  la  diversificación  más  regular  de  este  órga- 
no del  Estado  no  ha  sido  en  manera  alguna  la  más  ge- 
neral. 

Ora  a  causa  del  tardío  nacimiento  de  la  justicia,  ora  a 
causa  de  la  negligencia  de  las  asambleas  generales  para 
desempeñar  la  función  judicial,  en  la  mayor  parte  de  los 
pueblos  hoy    civilizados  ha    ocurrido  (jue  en   un    momento 


(/I/)     Sumner    Maine.    fítudes   sur  Vhistoirr  du    l>i<>it.    V.  pap.    I«.^ 
á    184. 
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de  su  historia  primitiva,  fatalmente  ha  pasado  este  Poder 
a  manos  de  entidades  que  de  antemano  habían  adquirido 
cierta  preponderancia  social  y  política.  De  aquí  viene  que, 
concretándonos  al  núcleo  de  las  naciones  más  adelantadas, 
solo  por  excepción  encontramos  que  los  orígenes  de  las 
actuales  administraciones  judiciales  remonten  a  las  asambleas 
generales  porque  desde  la  más  remota  Antigüedad,  la  jus- 
ticia ha  sido  fundada  principalmente  o  i)or  la  teocracia,  o 
por  la  oligarquía,   o  por  la  autocracia. 

Normalmente  no  hay  necesidad  de  emplear  la  fuerza  para 
transferir  las  funciones  judiciales  de  manos  del  pueblo  a 
las  de  la  oligarquía.  Las  mismas  causas  sociales  que  de 
manera  insensible  transfieren  a  los  senados  y  cuerpos  aristo- 
cráticos la  preponderancia  que  primitivamente  corresponde 
a  las  asambleas  generales  les  transfieren  también  el  ejerci- 
cio de  las  funciones  públicas.  Si  los  ciudadanos  no  pueden 
reunirse  para  legislar,  tampoco  lo  pueden  para  juzgar. 
Sea  por  negligencia  o  poltronería,  sea  por  la  atención  que 
los  negocios  particulares  exijan,  sea  por  falta  de  civismo, 
ellos  se  muestran  más  y  más  reacios  para  concurrir  a  deli 
beraciones  que  de  ordinario  versan  sobre  asuntos  de  mínima 
cuantía  y  más  y  más  firmes  en  el  propósito  de  no  moles- 
tarse sino  para  tratar  asuntos  de  alguna  gravedad  e  impor- 
tancia. De  aquí  proviene  que  la  jurisdicción  de  las  asambleas 
generales,  conservándose  intacta  en  derecho,  de  hecho  se 
empieza  a  reducir  y  transferir,  a  menos  que  se  evite  la 
transferencia  por  medio  de  las  delegaciones. 

Por  causa  de  la  negligencia  de  las  asambleas  generales 
para  reunirse  durante  los  siglos  •  medios,  vemos  surgir  en 
muchas  ciudades  cuerpos  oligárquicos.  Un  senado  aristo- 
crático era  el  que,  a  falta  de  dichas  asambleas,  legislaba  y 
administraba  justicia  en  Lieja  {  aj  ):,  y  el  célebre  Consejo 
de  los  Diez  de  Venecia,  dictadura  que  asumió  todo  el  Po- 
der Público,  presumiblemente  se  levantó  cuando  el  pueblo 
renunció  al  ejercicio  de  la  soberanía. 


(  a  j  )     Laveleye,  Le  GouvenwiiH'iit  dans  la  Démocratie.  t.  II,  pag.  367. 
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En  Inglaterra,  desde  los  tiempos  de  la  dominación  sajo- 
na, los  pequeños  propietarios  dejaron  de  asistir  con  regu- 
laridad a  las  asambleas  locales,  que  desempeñaban  las  veces 
de  tribunales  de  condado;  y  por  lo  mismo,  no  podían  co- 
nocer ni  la  jurisprudencia  que  se  iba  estableciendo,  ni  el 
espíritu  de  las  leyes.  De  aquí  provino  que  sin  violencias 
ni  resistencias,  la  administración  judicial  se  empezó  a  con- 
centrar en   manos  de  los  grandes  propietarios  (  ,(  / ). 

Posteriormente,  en  la  primera  época  de  la  con(|uista 
normanda,  observa  Guizot,  « los  Poderes  Legislativo  y  Ju- 
diciario  no  estaban  separados,  sino  que  ambos  eran  ejerci- 
dos por  la  Asamblea  de  los  Grandes,  como  antes  lo  habían 
sido  por  el  Wittonuííoinnt  sajón  »   (  u  l¡ ). 

Oiú/Á  en  fuerza  de  causas  análogas  vemos  en  la  Antigüe- 
dad al  Areópago  de  Atenas,  al  Senado  de  Esparta,  al  de 
Roma  y  a  otros  cuerpos  oligárcjuicos  compartir  con  los 
pueblos  la  prerrogativa  de  la  administración  judicia- 
ria  (  í<  ni  ). 

En  todos  estos  casos,  la  jurisdicción  ha  pasado  de  manos 
de  las  asambleas  generales  a  las  de  tales  o  cuales  cuer- 
pos oligárquicos. 

Imi  otros,  no  parece  haber  habido  trasferencia.  Según 
lo  hemos  manifestado  más  arriba  (  sj  52  ),  hay  muchas  tri- 
bus y  aun  pueblos  donde  las  asambleas  no  se  componen 
de  todos  los  hombres  adultos   válidos  sino  exclusivamente 


I  <i  /  I  Gneist,  Coiistitution  (^niniiniiii)lr  di-  l'AiiLsIrtrm:  t.  I,  pa^;.  47 
et    4«. 

(  íi // )     Giii/o«.   ( rnu\*-rnriiiri¡l    h'f'prt'Sfiitalií'.  i.    Il.leíon  IV.   pag. 

Acerca  df  estf  alto  tribunal  anjflo-sajón.  dice  Gneist:  a  II  ya  des  ren- 
seignement  sur  147  wití^na^omotfs  de  l'année  698  á  IOf>f).  Le  nom  de 
\yitf'ntt<£fm(>te  est  |)hitot  conventionnel.  Originellement  ot  léealement  ellcs 
s'appelaient,  comme  Idutes  les  réunions  judiciaires,  <;rmntrs.  coininniif. 
fiiniiliiiiii.  <iirin  líin^iin,  nssisa  fínirralis.  jtlncitnin.  (iiiivorsi  jxipuli. 
etc.  l-'unité  que  nous  appi-lons  aujourd'hui  l'Ktat.  s'appellc  on  moyen 
api-  peiiple.  nation  (  rélativement  Kglise):  c'cst  le  peu|)le,  la  nation  en- 
ture, par  opposition  aux  communes  particuliéres. »  Gneist.  La  Coiistitu- 
tina  ('ominuiinh'  fie  l'AnfílHtorrn.  t.   I.  pajf.   81   et   183. 

(a  ni)     Spencer.   Prinrii-'^   '!•■  ><'iii(>lo^io,  t.    III.  §   524.  pag.   hhh. 
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de  los  jefes,  de  los  caciques,  de  los  patriarcas,  de  los  an- 
cianos. En  todos  estos  pueblos  y  tribus,  la  jurisdicción  no 
corresponde  a  todos  los  ciudadanos,  sino  a  aquella  porción 
selecta  que  tiene  derecho  de  concurrir    a  las  asambleas. 

Entre  los  indígenas  de  la  margen  oriental  del  Diampué, 
en  África,  los  jefes  de  los  villorrios  circunvecinos  son  de 
continuo  citados  en  calidad  de  jueces  para  fallar  causas 
judiciales  {  a  n  )\  y  en  Suna,  los  wamiris  respetan  los  fallos 
que  los  jefes  de  familia  dictan  en  las  cuestiones  civiles  {añ). 
Igualmente  en  las  Filipinas,  cuando  llegaron  allá  los  espa- 
ñoles, las  cuestiones  contenciosas  eran  falladas  por  un  Con- 
sejo compuesto    de  un  jefe  y  de   algunos   ancianos  (  a  o  ). 

Para  que  se  comprenda  bien  la  espontaneidad  del  des- 
arrollo político,  debemos  insistir  en  una  observación  prece- 
dente, cual  es,  que  los  cuerpos  oligárquicos  no  necesitan 
de  la  fuerza  para  despojar  de  la  función  judicial  a  las 
asambleas  generales. 

Toda  fuerza  social  propende  fatalmente  a  actuar  como 
fuerza  política,  esto  es,  a  ejercer  una  parte  más  o  menos 
considerable  del  Poder  Público;  y  cuando  por  efecto  de 
una  u  otra  causa,  se  ha  hecho  preponderante  la  oligarquía, 
sin  emplear  la  violencia,  puede  tomar  a  su  cargo,  con 
solo  extender  la  mano,  las  funciones  que  más  le  acomoden. 
Si  un  pueblo  no  quiere  molestarse  administrando  la  justicia 
¿porqué  se  opondría  a  que  aquellos  ciudadanos  que  go- 
zan de  prestigio  y  autoridad  moral  se  encarguen  espontá- 
neamente de  reprimir  la  delincuencia  y  de  poner  paz  entre 
los  ciudadanos? 

A  virtud  del  mismo  principio,  cuando  la  preponderancia 
no  corresponde  a  la  oligarquía,  no  son  los  cuerpos  oligár- 
quicos los  que  se  encargan  de  las  funciones  judiciales;  y 
más  determinadamente,  cuando  corresponde  a  la  teocracia, 
la  justicia  es  prerrogativa  de  los  cuerpos  sacerdotales. 


{  a  n  )     Living-stone,  Le  Derniev  Journal,  t.   I.  pag.   146. 
(añ)      Stanley,  Le  Continent  Mystérieux,  t.  I,  pag.   105. 
(a  o)     Rienzi.  La  Óceania.   t.   I,  pág.  292. 


590  CAPÍTULO    OCTAVO,    §    88 


En  el  Imperio  teocrático  de  los  Faraones,  la  justicia  fué 
prerrogativa  del  sacerdocio  {  u  j)  )  y  entre  los  hebreos, 
los  sacerdotes  eran  jueces  supremos,  en  términos  que  la 
inobservancia  de  sus  fallos  traía  aparejada  pena  de  muerte 

Julio  César  atestigua  que  en  las  Galias  correspondía  a  los 
druidas  juzgar  todas  las  contiendas,  así  las  públicas  como 
las  privadas,  y  las  civiles  tanto  como  las  criminales  (  h  r  )\ 
y  según  D'Arbois  de  Jubainville,  en  la  Irlanda  céltica  es- 
taban encomendadas  las  mismas  funciones  a  los  fíle,  esto 
es,  los  poetas   (  u  s  ). 

En  la  misma  Germania,  donde  ordinariamente  la  justicia 
era  administrada  por  las  asambleas  generales  o  por  sus 
delegatarios,  la  jurisdicción  criminal  se  convertía  en  pre- 
rrogativa del  sacerdocio  durante  la   guerra  (ni). 

Es  un  fenómeno  que  se  ha  repetido  en  todos  los  Estados 
teocráticos:  los  cuerpos  sacerdotales  han  hecho  sentir  su 
predominio  menos  por  el  ejercicio  directo  de  las  funciones 
políticas  que  por  el  de  las  funciones  judiciales. 

Durante  los  siglos  medios,  siglos  de  predominio  de  la 
Iglesia   católica,    estuvo  a  punto    de  pasar    íntegramente   a 

(  ap  )  Thonissen.  Druit  cvimiiwl  des  Pcuplvs  Aiiciens.  t  i.  liv  III. 
chap.   I.  pag.   208. 

iaf/)     Deuterononiio.  cap.  XVI,  §  18. 

Spencer,  Principes  de  Sociolofj^ie.  t.  III,  §  525,  pap.  671. 

{¿ir)     Julio  César,   De  bello  paHico.  lib.  VI.  cap.   IV.   páp.  255. 
D'Arbois  de  Juliainville.    Ktudes  sur    le    Droit  cehiquc.  t.   I.   chap.   V. 
S   17. 

(hs)  D'Arbois  de  Jubainville.  Introdnctinn  ii  l'étude  de  la  littéra- 
ture  celtifpie.  liv.   II,  chap.   II.  pag^.  93  et  chap.  VI.  pag.  129. 

(  a  t  )  Kn  este  punto,  la  famosa  obra  de  Tácito  se  contradice  dos  ve- 
ces: en  el  capítulo  VII  dice  <|uf  «  con  excepción  de  los  sacerdotes  nadie 
tiene  derecho  ni  de  castifjar,  ni  de  encarcelar,  ni  de  golpear  » ;  en  el  ca- 
pitulo XII,  dice  que  •  se  pueden  entablar  ante  las  asambleas  generales 
acusaciones  y  causas  criminales  »,  y  que  « los  castigos  varían  según  los 
delitos »,  y  al  final,  agrega  que  en  las  mismas  asambleas  se  eligen  jefes 
que  administren  la  justicia. 

Tácito,   (rermaiiin.  cap.  VII  v  XII. 
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SUS  manos  la  administración  de  justicia.  En  su  carácter  de 
guardiana  de  los  registros  civiles,  se  avocó  el  conocimiento 
de  todas  las  causas  relativas  a  la  legitimidad  de  los  hijos, 
a  la  validez  o  nulidad  de  los  matrimonios,  al  divorcio  tem- 
poral o  perpetuo  de  los  cónyuges;  y  con  el  pretexto  de  que 
la  violación  del  juramento  era  caso  de  conciencia,  se  arro- 
gó también  en  algunas  naciones  jurisdicción  para  conocer 
en  los  pleitos  y  querellas  que  versaban  sobre  incumplimien- 
to de  promesas  juramentadas  (a  u).  Si  la  Iglesia  no  hu- 
biese tropezado  con  la  invencible  resistencia  del  feudalismo, 
tan  vigorosamente  organizado  para  mantener  sus  privile- 
gios, no  es  dudoso  que  mediante  la  simple  multiplicación 
de  los  casos  de  conciencia,  la  administración  de  justicia  ha- 
bría pasado  toda  entera  a  manos  del  clero  católico. 

§  89.  Sin  desconocer  los  servicios  que  la  teocracia,  la  oli- 
garquía y  el  pueblo  han  prestado  a  la  administración  judi- 
cial, podemos  decir  que  la  diversificación  de  la  justicia  es 
obra  que  se  debe  principalmente  a  los  gobiernos  auto- 
cráticos. 

Según  lo  hemos  manifestado  más  arriba  (  §  65  ),  los  esta- 
dos duraderos  de  anarquía  interna,  así  como  los  de  guerra 
internacional,  propenden  a  crear  gobiernos  que  para  cumplir 
bien  su  misión,  se  arrogan  sin  grandes  resistencias  la  suma 
total  del  Poder  Público.  Como  quiera  que  las  tribus  más 
atrasadas  viven  en  estado  permanente  de  hostilidad  (  §  18  ), 
las  dictaduras,  ora  accidentales,  ora  vitalicias,  ora  heredi- 
tarias, convertidas  en  verdaderas  reyecías,  aparecen  flore- 
cientes en  todas  partes  y  en  todos  tiempos  a  lo  largo  y  a 
lo  ancho  del  mundo  bárbaro. 

En  esta  concentración  de  Poderes,  que  en  el  fondo  es  una 
acumulación  de  funciones  heterogéneas,  nada  hay  deliberado; 
todo  se  opera    espontáneamente.      Dado  que   en  los  grados 


(au)  En  España,  las  cortes  de  Medina  del  Campo  celebradas  en  I3I8 
y  otras  posteriores,  reclamaron  contra  la  usurpación  de  la  jurisdicción 
temporal  por  los  jueces  eclesiásticos.  Cortes  de  los  antiguos  Reinos 
de  León  y  de  Castilln,  t.  I,  pág.   330. 

Pollock,  Introduction  a  l'étude  de  la  Science  Politique,  pag.  238. 
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inferiores  del  desenvolvimiento  político  no  se  distingrue  entre 
función  y  función,  los  pueblos  no  advierten  absolutamente 
que  con  la  institución  de  la  autocracia  confieren  a  una  misma 
persona  múltiples  y  heterogéneas  facultades  de  general,  de 
gobernante,  de  legislador,  de  administrador  y  de  juez. 
Para  los  bárbaros,  el  gobierno  puede  tener  limitaciones  de 
hecho,  pero  no  de  derecho;  en  principio,  tiene  tanta  com- 
petencia para  legislar  como  para  ordenar,  y  no  menos  para 
fallar  (jue  para  administrar.  El  gobierno  es  la  suma  total  del 
Poder  Público,  y  sin  alarmas  ni  escrúpulos  jurídicos  fun- 
dados en  la  separación  y  hetereogeneidad  de  las  funciones, 
el  mismo  jefe  que  manda  los  ejércitos  durante  la  guerra, 
queda  en  la  paz  dictando  órdenes,  leyes  y  sentencias. 

Sumner  Maine  observa  cjue  en  Israel,  antes  de  la  insti- 
tución de  la  monarcjuía,  los  dictadores  militares  que  el  j)ue- 
blo  creaba  en  los  casos  de  peligro  nacional  recibieron  el 
nombre  áftjuocos  porque  cuando  la  paz  se  restablecía,  se 
prevalían  del  prestigio  que  habían  alcanzado  para  consa- 
grarse a  administrar  justicia  (  n  v  ). 

Casos  análogos  los  encontramos  en  todas  partes. 

«Entre  los  tártaros,  dice  Gibbon,  el /íjunsvi  ejercíala  au- 
toridad de  juez  durante  la  paz  y  la  de  jefe  durante  la  gue- 
rra » ;  y  entre  los  visigodos,  aparecen  a  la  época  de  las  in- 
vasiones los  caudillos  Alavivus  y  I'Vitigern  desempeñando 
funciones  judiciales  (  u  \v  ). 

En  las  islas  Palaos,  a  la  época  de  su  descubrimiento  (  1783), 
«  diariamente,  al  medio  día,  se  sentaba  el  rey  ante  el  público 
para  oír  las  demandas  de  sus  subditos  y  decidir  las  disi- 
dencias que  entre  ellos  había»  (  h  .y);  y  en  Molemba 
(África),  Livinsgtone  presenció  una  audiencia  judicial  en 
que   hizo  de  juez  el  jefe  de  la   tribu.      .Así    mismo,  según  el 


(nr)     Sumner    Maim-,   I/Aiiticii    ¡Jrnii    rt    la    Ctnitunu;    l'riitiitivr, 
chaj).  VI,  pajj.   2I«. 

(  rt  u-  )     Gibl)on,   [tf'u'adoiice    df    í ICin¡>ire  Roiiihíii.  t.   I.    rhap.  XXVI, 
pag.  614  ct  ft26. 

(  H  .V  )     Wilson.  RrJatinii  des  Isles  Polew.  pag.   289. 
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testimonio  de  Rienzi,  en  Java  « la  Justicia  y  el  Poder  Eje- 
cutivo están  confiados  a  una  misma  persona»  (aj');  en 
Abisinia,  según  Hartmann,  y  entre  los  chañes  del  Chaco, 
según  Nordenskiold,  los  jefes  oyen  y  fallan  personalmente 
las  querellas  de  sus  subditos  (  «  z  );  y  es  indicio  de  que  los 
toquis  araucanos  desempeñaban  a  la  vez  las  funciones  de 
jefes  y  de  jueces,  el  origen  etimológico  del  nombre,  que  vie- 
ne del  verbo  toqiun,  el  cual,  dice  Molina,  tiene  dos  acep- 
ciones, la  de  mandar  y   la  de  juzgar  (  h  a  ). 

Grave  error  que  dejaría  científicamente  inexplicado  el 
proceso  evolutivo  de  la  administración  judicial  sería  aceptar 
las  preocupaciones  democráticas,  según  las  cuales  no  han 
podido  los  gobiernos  asumir  el  desempeño  de  las  funcio- 
nes judiciales  sino  usurpándolas  por  medio  de  la  violencia. 
Aun  cuando  sin  duda  se  puedan  citar  algunos  casos  histó- 
ricos de  usurpación  violenta,  la  regla  general  en  las  socie- 
dades atrasadas,  donde  todavía  no 'se  hace  distinción  entre 
las  funciones  del  Estado,  es  que  los  jefes  sean  investidos 
de  la  suma  entera  del  Poder  Público,  y  por  ende  de  las  fa- 
cultades judiciales  por  obra  de  una  conformidad  general  que 
se  establece  bajo  la  presión  incontrastable  de  circunstancias 
externas.  Las  usurpaciones  violentas  que  no  han  contado 
con  el  favor  de  las  circunstancias  sociales,  jamás  han  tenido 
efectos  duraderos  en  la  historia. 

En  comprobación  de  nuestra  doctrina,  [)odríamos  citar 
muchos  y  muy  varios  casos.  Prescindiendo  de  aquellos, 
difíciles  de  comprobar,  en  que  no  pudo  haber  usurpación 
porque  a  causa  de  su  nacimiento  tardío  la  justicia  fué  fun- 
dada por  el  mismo  gobierno,   nos  es  fácil    recordar  algunos 


(ay)     Rienzi,  La  Oceanía.  t.  I.  pág.   164. 
Livingstone,  Dernier  Journal,  t.  1,  pag.  216. 

{a  z  )     Nordenskiold,  La    Vje   des   Indiens  áans  ¡e  Chaco,  chap.  XIV, 
pag.  201. 

Hartmann,  Zes  Peuples  de  1' Aí'r¡(¡ue.  pag.   214. 

(ha)     Molina,  Historia    Civil   del   Reino   de  Chile,    lib.   II,  cap.    II, 

pág.  61. 

Smith,  Los  Araucanos,  cap.  XIV.  pág.   148. 

38 


594  CAPÍTULO    OCTAVO,    §    89 

en  que  él  ha  asumido  las  funciones  judiciales  por  exigen- 
cias indeclinables  de  los  oprimidos,  y  otros  en  que  le  han 
sido  confiadas  por  expresa  delegación  de  las  asambleas 
públicas. 

A  esta  última  clase  pertenece  el  caso  recordado  por 
üareste,  cual  es,  que  antes  de  entrar  los  húngaros  en  el 
país  que  a  consecuencia  de  la  ocupación  permanente  se  lla- 
mó Hungría,  eligieron  un  jefe  supremo  y  le  invistieron  de 
facultades  judiciales  bajo  reserva  de  que  si  fallaba  injusta- 
mente, la  asamblea  general  podría  casar  sus  fallos  y  depo- 
nerle (  h  h  ).  Recordemos  también  entre  estos  mismos  casos 
de  delegación  el  de  la  reyecía  de  los  tiempos  heroicos  de 
Grecia,  que  concentró  en  sus  manos  las  funciones  del  ge- 
neralato, del  sacerdocio  y  de  juez  supremo  y  que  según  el 
testimonio  de  Aristóteles,  se  instituyó  con  consentimiento 
de  los  pueblos  (  he). 

Pero  aun  sin  que  medie  delegación  expresa,  el  jefe  que 
goza  (le  algún  prestigio  no  necesita  recurrir  a  la  violencia 
porque  son  los  mismos  pueblos  los  que  le  instan  a  desempe- 
ñar funciones  judiciales,  como  sucede  siempre  que  los  opri- 
midos le  piden  amparo  y  justicia  ateniéndose  más  a  su  po- 
der que  a  su  competencia.  Cuando  los  caciques  araucanos 
vienen  ante  el  Presidente  de  Chile  a  pedirle  que  les  ampare 
contra  los  detentadores  particulares  de  sus  tierras,  proce- 
den así  porque  no  haciendo  como  no  hacen  distinción  en- 
tre las  funciones  gubernativas  y  las  judiciales,  se  imaginan 
que  el  jefe  del  gobierno,  tlueño  de  la  fuerza  pública,  ha 
de  tener  los  medios  y  por  consiguiente,  facultades  para 
enmendar  las  injusticias. 

Por  efecto  de  esta  general  e  inevitable  indistinción  de  las 
funciones  públicas,  en  las  sociedades  atrasadas  tiene  (jue 
repetirse  todos  los  días  el  caso  de  Salomón,  llamado  en  su 
calidad  de  rey  a  dirimir  cuestiones  litigiosas.  Xo  se  ex- 
plica de  otra  manera   el   hecho  de  que  en    todas  las   auto- 


{  Itb)     Dart-ste.    Ktuücs  (¡'¡lisluirr  ilti  Ifioit.  t.  II,   pan    249 
{be)     Arisióteles,  La.  P>)liti(¡ue.  liv.   III,  chap.   IX,  §   7. 
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cracias  antiguas  y  medioevales,  aun  en  aquellas  como  las 
de  Egipto,  Israel,  Media,  León  y  Castilla,  el  Imperio  Incá- 
sico, etc.,  donde  se  había  ya  diversificado  la  administración 
judicial,  el  príncipe  aparezca  desempeñando  las  funciones 
de  juez  supremo   (  b  ch  ). 

Así  fué  como  en  Roma,  a  principios  de  nuestra  Era,  pasó 
la  administración  judicial  a  manos  de  los  emperadores. 
Aunque  allí  había  jueces,  como  eran  los  comicios,  el  Se- 
nado, los  pretores,  etc.,  ello  es  que  los  débiles,  los  espolia- 
dos, los  perseguidos  acudían  al  príncipe  de  todas  partes 
del  Imperio  en  demanda  de  favor,  amparo  y  justicia;  y  aun- 
que estas  querellas  le  distraían  de  los  asuntos  de  gobierno, 
se  prestaba  de  buen  grado  a  dirimirlas  porque  el  ejercicio 
de  la  jurisdicción  le  abría  la  puerta  para  favorecer  a  sus 
parciales  y  hostilizar  a  sus  adversarios.  Es  acaso  el  prin- 
cipal incentivo  que  el  acaparamiento  de  la  justicia  tiene 
para  los    autócratas    primitivos,  de   quienes  no    podríamos 


(hcJi)  Thonissen,  Droit  Criminal  des  Peuples  Anciens,  t.  I,  liv.  II, 
pag-.   93. 

Heródoto,  Los  Xiwve  Libros  de  la  Historia,  lib.  I,  cap.  C. 

Núñez  de  Castro,  Corona  Gothica.  2"  Parte,  pág.  97. 

Martínez  Marina,  Ensayo  histórico -critico  sobre  la  legislación  v 
principales  cuerpos  legales  de  los  Reinos  de  León  y  Castilla,  pági- 
nas 59  y  152. 

Garcilaso  de  la  Vega.  Comentarios  Reales,  t.  I.  lib.  II,  cap.  XIII. 
pág-.  51. 

Colmeiro,  Introducción  a  las  Cortes  de  León  y  de  Castilla,  Parte 
Primera,   pág.   254. 

» Donde  se  hallaba  presente  el  Inca,  dice  Cobo,  él  solo  era  el  juez 
ante  quien  se  pedían  todos  ios  agravios  hechos,  y  donde  no,  hacían  jus- 
ticia sus  gobernadores  y  caciques».  Cobo.  Historia  del  Nuevo  Mundo. 
t.  III,  lib.  XII,  cap.  XXVI,   pág.   237. 

En  el  poema  del  Cid,  observa  Hinojosa,  « el  Rey  se  presenta  ejerciendo 
personalmente  una  de  las  funciones  más  esenciales  y  características  de  la 
dignidad  real  así  en  el  período  visigótico  como  en  León  y  Castilla:  la 
de  juez.  Aunque  su  competencia  en  este  orden  era  ilimitada,  pues  podía 
avocar  a  sí  el  conocimiento  de  todo  linaje  de  asuntos,  había  algunos  que 
ya  poRsu  importancia,  ya  por  las  personas  interesadas,  estaban  reserva- 
dos a  ella  exclusivamente».  Hinojosa,  Estudios  sobre  la  Historia  del 
Derecho  Español,  pág.  90. 
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sin  mucha  ingenuidad  suponer  que  se  molestan  por  amor 
a  la  justicia  o  a  los  pueblos. 

Para  nosotros,  no  hay  duda  en  que  esta  doble  e  ins- 
tintiva propensión  de  los  oprimidos  a  buscar  el  amparo 
de  los  poderosos,  y  de  los  poderosos  a  favorecer  a  sus 
parciales,  unos  y  otros  bajo  el  manto  de  la  justicia,  explica 
satisfactoriamente  la  frecuencia  con  que  en  el  mundo  bár- 
baro encontramos  a  la  autocracia  dedicada  a  las  tareas  ju- 
diciales. 

Cuando  la  justicia  es  trasferida  de  manos  del  pueblo  a 
las  de  la  autocracia,  casi  invariablemente  quedan  huellas 
visibles  de  su  origen  popular  en  el  modo  como  los  jefes  y 
los  reyes  siguen  administrándola.  Entre  esas  huellas,  la 
más  característica  es,  sin  duda,  la  práctica  de  oir  y  fallar  las 
querellas  en  lugares  abiertos,  a  menudo  en  plazas  |)ul)li- 
cas,  y  en   presencia  del   pueblo  entero  (  b  d  ). 

Dionisio  de  Halicarnaso,  fiel  relator  de  las  tradiciones  de 
Roma,  dice  que  en  la  época  de  la  monarquía  la  justicia  era 
administrada  por  los  reyes;  y  con  referencia  a  la  misma 
época,  observa  Mommsen,  que  »  la  jurisdicción  correspon- 
día a  la  comunidad,  esto  es,  agrega,  al  rey,  quien  adminis- 
traba la  justicia  I  Jiis  I  en  los  días  fijados  {  (U(>s  f'nsti  /  para 
fallar,  sentado  en  una  plataforma  I  trihuiml  I  que  se  colo- 
caba en  la  plaza  de  las  asambleas  públicas»    (  he). 

Algo  muy  parecido  encontramos  en  la  antigua  Atenas 
porque  sus  reyes,  según  Goguet,  tenían  la  prerrogativa  de 
convocar  al  pueblo  para  tratar  siih  dio  de  los  asuntos  con- 
tenciosos y  en  estas  asambleas  públicas  «  opinaban  en  pri- 
mer término,  oían  las  demandas  y  fallaban  las  contiendas 
de  los   ciudadanos-     (  hf).       Iodo   lo  cual  significa  que  la 


{  It  i¡  \     Spencer.    ¡'riiiiii>i-s  de  Socinlogir.  t.   III.  <»   524. 

(  /<  p  )     Dcnys  d'Halicarnase.   ADtii/uitt^s  ¡\oiiiHÍt¡t's.  t.  VI.   liv.   X.  rha- 
pitre  I,  pag.  2. 

Mommsen.  líistnire  Roinaine,  t.  I.  pag.   185. 

Cicerón,   f^a  RrjiñhUra.  t.   II.  lil).  V.  págs.    153,    IS7   y    1X9. 

(/>/')      (ioguei.   (trifrinrs  f/<-s   ¡yois.  etc.,  t.  IlI.  pag.   47,   49  et    107. 
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justicia  popular  y  la  justicia  real  actuaban  combinadamente 
porque  ni  una  ni  otra  era  dueña  exclusiva  del  campo. 

Diez  o  doce  siglos  más  tarde,  encontramos  esta  misma 
organización  en  la  monarquía  franca.  Tampoco  allí  había 
desaparecido  por  completo  la  justicia  popular,  ni  predomi- 
nado exclusivamente  la  justicia  real.  Así  como  en  Roma, 
así  como  en  Grecia,  la  justicia  era  administrada  en  asam- 
bleas generales  presididas  ora  por  el  rey,  ora  por  el  conde 
que  la  corona  había  nombrado,  y  el  presidente  pronunciaba 
los  fallos  con   aprobación  de  los  circunstantes  {  b  g  ). 

Lo  mismo  pasaba,  según  D'Arbois  de  Jubainville,  en  la 
Irlanda  céltica  (bh);  y  en  Tenerife,  según  Bory  de  Saint 
Vincent,  a  la  época  de  la  conquista  española,  las  demandas 
y  querellas  se  entablaban  ante  la  asamblea  plenaria,  presi- 
dida por  el  rey,  a  quien  incumbía  dictar  las  sentencias  (  b  i). 

Por  de  contado,  no  puede  ser  igual  en  todas  partes  el 
grado  en  que  los  pueblos  conserven  la  prerrogativa  de  la 
administración  judicial.  Üonde  la  reyecía  es  débil,  la  jus- 
ticia tiene  más  carácter  popular  que  real;  pero  donde  el 
poder  autocrático  alcanza  una  preponderancia  decisiva,  el 
pueblo  asiste  a  los  actos  de  administración  judicial  más 
bien  como  testigo  fiscalizador  de  su  rectitud  que  como  juez 
encargado   de  ejercerla. 

Como  quiera  que  originariamente,  cuando  no  hay  más 
tribunal  que  el  pueblo  entero,  la  justicia  es  administrada  o 
en  las  plazas  y  puertas  de  la  ciudad  o  en  los  campos  cer- 
canos, los  jefes  que  la  acaparan  siguen  a  los  principios  la 
misma  práctica  de  desempeñar  las  funciones  judiciales  en 
lugares  abiertos,  al  aire  libre  y  en  presencia  de  todos  los 
ciudadanos.  En  Roma,  la  justicia  se  administraba,  según 
Mommsen,  en  el  gran  mercado,  en  el  gran  foro,  en  los  foros 
de  César  y  de  Augusto.  Por  excepción,  quizá  en  los  días  de 
lluvia,  se  la  administraba  también  en  basílicas  cubiertas,  pero 


(hg)     Fustel  de  Coulanges,  La  Moiíai-chie   Ffuntjur.  chap.   XIII. 

(  h  h  )     D'Arbois  de  Jubainville,  Le  Drait  Cfltirjtii:  pag.   96. 

(  b  i  }     Bory  de  Saint  Vincent,  Les  /.s-7t'.s  Fortutiécs.  chajj.  II,  pag.  108. 
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mientras  duraba  la  audiencia,  su  entrada  permanecía  franca 
para  el  pueblo  entero  (hj).  De  la  misma  manera,  esto  es,  en 
lugares  abiertos  y  con  la  más  amplia  publicidad,  se  administra 
la  justicia  en  Atenas  y  en  Kachemir  (  />  /  ),  y  se  la  adminis- 
traba en  Tenerife  a  la  época  de  la  conquista  española  (  /)  m  ). 
En  los  tiempos  de  las  invasiones,  aparece  uno  de  los  más 
famosos  s^uerreros,  Atila,  administrando  justicia  a  la  puerta 
de  su  casa,  asesorado  por  un  jurisconsulto  y  fiscalizado  por 
todo  el  público  (  h  n  )[  y  entre  los  Israelitas,  por  disposi- 
ción del  Deutoroiioniitt,  los  jueces  debían  administrar  la 
justicia  en  las  puertas  de  las  ciudades  (  l>  ñ  ). 

lodo  el  que  ha  viajado  por  el  Oriente,  observa  Lenor- 
mant.  ha  notado  que  a  la  entrada  de  las  principales  ciuda- 
des, hay  puertas  monumentales  a  cuya  sombra  el  crobernador 
administra  diariamente  justicia.  Rs  lo  que  los  viajeros 
atestis^uan  haber  visto  en  Mossul,  en  Semil  y  otras  partes, 
y  esta  costumbre  es  la  que  dio  al  íjobierno  turco  el  nom- 
bre de   Puerta   Otomana  o  Sublime  Puerta   (  h  o  ). 


{bj)  Momnist-n.  lU-icc¡io  Pinnl  h'mniMiu.  t.  I.  lib.  III.  cap.  II.  pá- 
gina 359. 

Es  de  presumir  que  en  los  tiempos  primitivos  de  Roma,  la  asamblea 
del  pueblo  se  reuniese  para  administrar  justicia  fuera  de  la  ciudad,  en  un 
sitio  que  preferido  de  pronto  por  los  mercaderes  para  sus  negocios,  fué 
por  lo  mismo  centro  de  gran  concurrencia  y  adquirió  rápidamente  el  ca- 
rácter de  centro  de  la  población  entera.  Así  lo  deja  colegir  el  nombre 
de  la  plaxa.  fornni.  que  literalmente  significa  afuera.  Maunier.  L'<lri- 
f^inc  et  la  Fonction  économ¡(¡U('  drs  Viílcs,  pag.  155. 

Denys  d'Halicarnase.  Antit¡u'ítos    Ronmiiirs.  t.   IV.  pag.   355. 

(hl)     Spencer.  Principes  de  Sncin¡(\L:ii'.  t.  III.  §  524. 
Goguet.  Origines  des  Lois.  etc.,  t.  III.  pag.   47  et   49. 

(  It  m  )  Bory  de  Saint  Vincent.   Les  ¡síes  Fortunees.  chap.  I!,   pag.  108. 

(/*/í)     Blaramberg,   Instiliiriaiis  et  Luis  de  In   Roiimnnie.   pag.   39. 

(hñ)      Deiiíernnomio.  caj).  XVI.  §   18. 

(  /»  o )  Lenormant  el  H.ibelon.  llistniri-  Ati<iri¡iie  </c  ¡'trirtit.  t  V. 
liv.    VI.    chap.   I.  ij   X,  pag.    121. 

-  Dans  la  Bible,  nous  voyons  les  anciens.  les  magistrats,  se  teñir  auz 
portes  de  la  cité;  Mardochéc  constamment  assis  a  la  porte  du  palais ; 
Hooz  réunissant  ses  parents  a  la  porte  de  la  ville.  De  cet  usage  est  venu 
le   nom  de    Porte,  de  Sublime  Porte,    donné  d'abord  á  l'entréc  du  Vieux- 
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La  práctica  de  administrar  justicia  en  lucrares  abiertos  se 
ha  solido  conservar  hasta  grados  muy  altos  de  la  civilización. 

Del  Areópago  de  Atenas  sabemos  que  vulgarmente  se  le 
conocía  con  el  mote  de  Consejo  de  Arriba,  no  tanto 
porque  en  la  organización  judicial  de  aquel  pueblo  fuese 
el  más  alto  tribunal  de  justicia  sino  porque  funcionaba  al 
aire  libre  en   la  cima  de  una  colina. 

Según  Dareste  de  la  Chavanne,  hacia  los  fines  de  la  Edad 
Media,  cuando  ya  había  jueces  y  tribunales  por  todo  el 
reino  de  Francia,  en  respeto  a  una  antigua  costumbre,  el 
rey  se  sentaba  ciertos  días  a  la  puerta  de  su  palacio  para 
oir  y  fallar  personalmente  las  demandas  y  querellas  que  se 
le  presentaban;  y  cuando  San  Luis  desempeñaba  las  mismas 
funciones  bajo  la  legendaria  encina  de  \^incennes,  no  ha- 
cía más  que  conformarse  con  los  usos  establecidos  desde 
tiempos  inmemoriales.  Prácticas  análogas  siguieron  los  mo- 
narcas de  León   y  de  Castilla,  según  Martínez  Marina  (  h  p). 

No  obstante  estas  prácticas,  debemos  observar  que  cuan- 
do las  autocracias  europeas  asumieron  las  funciones  judi- 
ciales, no  fué  siempre  a  los  pueblos  a  quienes  despojaron 
de  la  prerrogativa  de  su  desempeño  sino  también  a  los 
ayuntamientos  y  a  los  señores  feudales.  Prestando  oído  a 
todas  las  quejas  contra  los  jueces  locales,  amparando  a  los 
que  se  presentaban  como  víctimas  de  abusos  y  despojos 
judiciales,  arrogándose  la  facultad  de  enmendar  las  injusti- 
cias, los  reyes  contaron  con  el  apoyo  caluroso  de  los  pue- 
blos para  extender  su  jurisdicción   {  b  q). 


Sérail.  á  Constantinople,  puis  apliqué  au  Conseil  qui  s'y  tenait,  et  entin 
au  gouvernement  meme  du  Sultán».  Le  Bon,  Les  Premieres  Civilisa- 
tions,  liv.   IV,  chap.  VII,  pag.   582. 

[bp)  Martínez  Marina,  Ensayo  sobre  Leuislación  y  principales 
cuerpos  legales  de  los  Reinos  de  León  y  Castilla,  pág.   152. 

Démosthéne  et  F^schine,   Oeuvres,  t.  I,  pag.   178. 

Dareste  de  la  Chavanne,  Histoire  de  rAdministration  Publique  en 
France.  t.  I.    chap.  VIH,  §  VI. 

Joinville,  Histoire  de  tSaint  Louis.  §  59. 

Goguet,   Origines  des  Lois,  etc.,  t.  III,  pag.  46  et  47. 

(bq)      t  Los  Concejos,  florecientes   en  el  siglo  XIII,  dice  Colmeiro,  de 
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Dos  prácticas  judiciales  establecidas  desde  tiempo  inme- 
morial, facilitaron  este  acaparamiento  de  la  justicia  por  los 
monarcas.  Fué  la  una  que  en  cada  reino  se  reconoció  a 
todo  siibdito  el  derecho  de  ocurrir  directamente  a  la  justi- 
cia real,  saltando  las  justicias  subalternas;  y  fué  la  segunda 
que  cuando  el  rey  visitaba  las  ciudades  emancipadas  o  los 
Estados  de  sus  grandes  vasallos,  los  jueces  feudales  y  los 
jueces  municipales  suspendían  sus  funciones  porque  donde 
él  llegaba,  solo  él  podía  ejercer  la  prerrogativa  de  admi- 
nistrar justicia.  Ahora  bien,  los  monarcas  tuvieron  en  tanta 
estima  esta  prerrogativa,  cuyo  ejercicio  les  daba  popularidad 
y  estendía  su  jurisdicción  sobre  feudos  y  ciudades  indepen- 
dientes, que  de  continuo  recorrían  sus  Estados  fallando 
causas  civiles  y  criminales   (  />  /•  ). 

El  acaparamiento  de  las  funciones  judiciales  por  los  jefes 
militares  convertidos  en  gobernantes  surte  efectos  de  la  ma- 
yor trascendencia  en  el  desarrollo  orgánico  del  Estado. 

En  el  orden  político,  cuando  todavía  no  se  comprende 
que  los  gobiernos  tengan  nada  que  hacer  durante  la  paz, 
la  administración  de  justicia  les  da  una  ocupación  perma- 
nente que  justifica  su  subsistencia  después  de    la   guerra,  y 


tal  suerte  abusaron  de  su  libertad  que  degeneró  en  licencia  intolerable. 
Los  vecinos  y  moradores.  .  .  se  dividieron  en  bandos  que  se  disputaban 
con  las  armas  el  g^obierno  municipal.  .  .  Nadie  obedecía  la  ley  ni  guar- 
daba respeto  a  los  magistrados  populares.  Alfonso  XI,  rey  justiciero, 
castigó  algunas  ciudades  reemplazando  los  alcaldes,  regidores  y  jurados 
electivos  con  otros  a  su  voluntad;  y  para  extir|)ar  de  raíz  los  abusos, 
instituyó  los  corregidores,  ministros  de  la  justicia  y  autoridades  superiores 
a  los  Concejos  en  todo  lo  perteneciente  al  gobierno  de  los  puebl4)s  i. 
Colmeiro.  ¡utrorlucciñn  a  las  Cortes  üv  ¡os  antiguos  Ruiitos  (U-  Lvin 
y    da  Castilla.  Parte  Primera,  págs.  94  y   254. 

«  La  supériorité  de  la  justice  royale  (  dice  Glasson.  respecto  de  Inglate- 
rra )  ne  contribua  pas  peu  a  maintenir  cette  égalité  (  celle  du  peuple  an- 
glais  ).  Klle  ¡lermit  aussi  d'entourer  les  faibles  de  mesures  de  protection 
dont  ils  ne  juissaicnt  pas  dans  d'autres  pays  ».  (ilasson,  Hlstolrr  üit 
l'inii  rt  f/e.s  Institutions  de  ¡'An^Ieterre.  t.   III.  pag.    171. 

i  li  r  )     Pardessus,   L'< tffsaiiisatinn  •hidiriaire.  pag.   X4.  87  et  243. 
Gncist.  Const'itutioii  Coiniuunale  de  ¡' AnuloUTre.  pag.  48.   114  á  117. 
^olmeiro,   Intrndurcidn  a  las  Cortes,  etc..  Parte  Primera,  pág.  2.S4. 
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les  atrae  adhesiones  que  los  fortifican  en  bien  de  la  conso- 
lidación del  orden.  Si  a  los  jefes  que  intermitentemente 
gobernaron  el  pueblo  de  Israel  antes  de  la  monarquía  se 
les  dio  el  nombre  de  jueces,  es  cabalmente  porque  des- 
pués de  cumplir  la  misión  militar  que  al  elegrirles  se  les 
había  confiado,  quedaban  constituidos,  por  efecto  de  su 
prestigio,   en  arbitros  de  todas  las  contiendas. 

En  el  orden  judicial,  el  acaparamiento  de  funciones  judi- 
ciales por  los  gobiernos  rinde  a  la  larga  los  siguientes  be- 
neficios: 

P  Da  carácter  coercitivo  a  la  justicia,  que  a  los  prin- 
cipios es  puramente  arbitral; 

2°  La  hace  más  activa  y  más  eficaz  mediante  la  insti- 
tución del  ministerio  público; 

3°  La  diversifica  y  la  hace  técnica  quitándole  el  ca- 
rácter empírico  que  conserva  mientras  es  administrada  por 
el  pueblo;  y 

4°  La  organiza  de  manera  que  se  corrija  a  sí  misma  y 
se  haga  más  perfecta,  enriqueciéndola  con  tribunales  de  al- 
zada, que  son,  por  naturaleza,  instituciones  de  fiscalización 
y  revisión. 

Vamos  a  estudiar  uno  por  uno  estos  progresos  de  la 
justicia. 

§  90.  El  carácter  arbitral  de  la  justicia  primitiva  se  ha 
observado  en  numerosos   pueblos  de  todos  los  tiempos. 

Entre  los  turcomanos  nómadas  del  Khorossan,  los  ancia- 
nos gobiernan  y  administran  justicia  en  calidad  de  simples 
arbitros  y  consejeros  porque  las  tribus  se  resisten  a  recono- 
cerles y  obedecerles  en  el  carácter  de  jefes  (  h  s  )\  y  entre 
los  araucanos,  cuando  se  comete  un  asesinato,  los  caciques 
intervienen  en  calidad  de  simples  arbitros  para  reconciliar 
a  las  familias  de  la  víctima  y  del  victimario  {  h  t). 

En  el  principado  de  Montenegro,  según  Jovanovic',  la  jus- 
ticia   penal  es,    hasta    hoy    mismo,    esencialmente   arbitral. 


(bs)     Letourneau.    De  ]a  ProprifHA.  pag.   138. 

(bt  \     Rosales,  Historia  de  Chili:  t.  I,  lih.   I.  cap.  XXII. 
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Cuando  se  comete  un  delito,  por  ejemplo  un  homicidio, 
van  las  mujeres  de  la  familia  del  victimario  a  pedir  perdón 
a  la  víctima  o  a  su  familia;  y  obtenido  el  perdón,  o  sea 
remitida  la  venganza,  se  nombran  24  jueces  arbitros  para 
que  fijen   el    precio  de  la  sano^re  (  h  ii  ). 

Así  mismo,  en  la  Cieorcria  y  en  otros  pueblos  del  C.áu- 
caso  y  de  la  Slavia  tanto  como  en  la  India,  propiamente 
no  hay  jueces  ni  se  dictan  fallos  que  obliguen  a  las  partes; 
solo  hay  arbitros  que  se  empeñan  en  reconciliarlas  sin  ave- 
riguar a  (]uien  corresponda  el  derecho.  Que  la  reconcilia- 
ción deje  consumada  una  enorme  iniquidad  e  impune  un 
horrendo  crimen,  no  es  incumbencia  de  los  arbitros  el  im- 
pedirlo (  l>  V  ). 

Tampoco  se  conoció  más  que  la  justicia  arbitral  durante 
los  siglos  medios  en  todos  aquellos  pueblos  europeos  que 
quedaron  substraídos  a  la  justicia  coercitiva  de  la  autocracia 
romana.  Por  ejemplo,  en  Dinamarca,  en  Succia,  en  No- 
ruega y  en  Islandia,  el  Poder  público  no  intervenía  en  las 
causas  criminales  sino  a  guisa  de  mediador  para  restablecer 
la  paz  entre  ofensores  y  ofendidos;  y  según  el  derecho  del 
siglo  XV  en  Hungría,  la  intervención  del  juez  no  tenía  más 
objeto,  aun  en  los  casos  de  asesinato,  (jue  aconsejar  a  las 
partes    que   transigieran   (  /)  A"  ). 

Con  referencia  a  los  celtas,  dice  D'.Arbois  de  Jubainville, 
que  X  en  las  contiendas  entre  particulares  no  había  jurisdic- 
ción obligatoria»;  que  la  justicia  se  reducía  a  un  puro  ar- 
bitraje; que  «  en  el  primer  siglo  de  nuestra  Era,  los  druidas 
eran  simples  arbitros  » ;  que  «  aun  los  fallos  pronunciados 
por  el  rey  en  procesos  por  heridas,  por  asesinatos  o  por 
cuahjuiera    otra     causa    eran    meramente    arbitrales»;    que 


(  h  n)     Jovanovic".   Ktinh's  sur  ¡r   Monfénef!' o,  pap-   481  du  IhiDrtin 
i¡f  ¡n  Socit'tó  ilr  [jt'-^islnlit>ií  C(tm¡>nrói-  de   1800. 

(  /»  \    )     Dareste.     Ktmlrs    fíltistitirr    du    Ihitii.    VI.    |)a>r.    127   rt    ISI. 
ex  X.  pa^.  2.^7. 

(  fe  .1  I      Dnrestp.    Hiudf's  (tltistoin-  ilu  ¡fmit.   XI.   pan-   270. 
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«  nadie  estaba  obligado  a  aceptar  al  rey  por  juez  ni  con- 
formarse con  sus  sentencias»,  y  en  fin,  que  no  incurría  en 
pena  alguna  el  que  se  negaba  a  acatarlas   (  h  v). 

Recordemos  también  que  entre  los  galos,  los  príncipes  o 
caciques  no  administraban  la  justicia  sino  por  medio  de 
consejos  y  fallos  arbitrales;  que  entre  los  germanos  los  tri- 
bunales se  componían  de  ancianos  que  actuaban  más  bien 
en  carácter  de  arbitros  que  en  el  de  jueces  (  /)x  );  y  que 
después  de  las  invasiones,  los  tribunales  de  centuria  no 
siempre  estaban  facultados  para  imponer  coercitivamente 
sus  sentencias  civiles  (  c  «  ). 

Schulte  se  imagina  que  si  el  Estado  franco  no  intervenía 
coercitivamente  en  la  represión  de  los  delitos,  lo  hacía  así 
por  respeto  a  la  libertad  individual.  La  libertad,  dice,  es- 
taba a  tal  punto  protegida  que  no  era  permitido  a  la  co- 
munidad pesquisar  más  crímenes  que  aquellos  que  la  ofen- 
dían a  ella  misma;  para  los  demás,  quedaron  subsistentes 
hasta  el  Código  Carolino  la  pena  del  talión  y  la  venganza 
privada  (  c  h  ).  Hay  en  esto  mucha  ideología  porque  la 
abstención  del  Estado  en  la  empresa  de  reprimir  la  delin- 
cuencia no  es  indicio  de  mucho  liberalismo  sino  de  mucha 
barbarie. 

Por  último,  Maynz  y  Sumner  Maine,  observan  ser  muy 
probable  que  a  los  principios  de  Roma  careciese  la  justicia 
civil  de  carácter  coercitivo  porque  las  formas  del  procedi- 
miento judicial  que  subsistió  hasta  los  tiempos  históricos 
suponen   el  sometimiento  voluntario   de  las  partes  a    sus  de- 


iby)     D'Arbois  de   Jubainville,   Etudes  suf  le  Droit    veltique,  t.    I, 
chap.  IV,  §   I.  pag.   37,  et  chap.   V,  §  6,  pag.    104,  et  §    17.   pag.    158. 

{hz)     Tácito,   Germania.  chap.  XII. 

Julio  César.  De  Bello  Gallico.  lib.  VI,  cap.  IV,  pág.   252. 

(  e  a )     Sumner   Maine,    U Anden    Droit    et  la    Coutume    Priinitive, 
chap.  VI,  pag.   226  et  227. 

(  c  b)     Schulte,  Histoire  du  Droit  et  des  Institutions  de  l'AUeniagne, 
§   109,  I. 


604  CAPÍTULO    OCTAVO,    §    90 


cisiones  (ce)',  y  Mommsen  dice,  respecto  de  la  jurisdicción 
jienal,  que  presumiblemente  el  Estado  no  intervenía  a  los 
principios  en  dicha  ciudad  « sino  para  intentar  cjue  se 
diese  alguna  satisfacción  al  ofendido  >■  o  que  se  convinier.i 
en  algún  juicio  de  conciliación  o  composición,  el  que  solo 
a  la  larga  se  hizo  obligatorio.  En  corroboración  de  estas 
presunciones,  agregaremos  que  la  voz  sontontin.  nombre 
del  fallo  judicial,  no  envolvía  etimológicamente  la  idea  de 
mandato  u  orden  sino  la  de  sentir   u  opinión  del  juez  (od). 

Como  bien  se  comprende,  no  puede  nacer  la  justicia  sino 
con  el  carácter  de  simple  arbitraje  porque  siendo  la  ven- 
ganza en  los  pueblos  atrasados  un  deber  y  un  derecho,  el 
Estado,  que  más  bien  debe  favorecer  que  no  entorpecer  la 
acción  del  vengador,  tiene  que  concretar  su  intervención 
a  ofrecerle    una    transacción   voluntaria   y   renunciable. 

En  mérito  de  estos  antecedentes,  observa  Sumner  Maine 
que  si  la  justicia  primitiva  presta  reales  servicios  al  orden 
social,  es  porcjue  actúa  con  carácter  simplemente  arbitral, 
pues  a  los  principios  no  habría  quien  la  respetara  si  inten- 
tase imponerse  coercitivamente  (  o  o  ). 

Determinar  cómo  los  pueblos  se  avienen  a  perder  esta 
libertad  para  tener  la  justicia  no  es  tarea  de  poco  momento 
porque  para  no  sublevar  el  sentimiento  jurídico,  se  ha  de 
efectuar  por  lo  común  de  manera  tan  insensible  la  evolu- 
ción que  rara  vez  se  ha  de  notar  cuando  va  pasando  de 
uno  a  otro   régimen. 

Sin  duda,  la  individualización  de  la  propiedad,  el  aumento 


(ce)     .Maynz,   l^sifiiissi-  i]ii  I hail  <  riiniínl.   pajr.    15. 

.Maynz,  Coiirs  di^  Drn'it  liínttniíi.   t.   I,  §  36  et    130. 

Sumner  Maine,   Í/Ain'ifn  I>roit.  chap.  X,  pag:.  354. 

Sumner  Maine,  Lfs  ¡nstittilions  I*rimitivfs,  chap.  IX.  pag.  312. 

Mommsen,   iJfrvclni  í'riml  ¡¿nnmno.  t,  II.  lib.  IV,  cap.  I.  pájfs.  20  a  22. 

(  (•  f/ )      Mommsen,   [>rn')lii>  ['iiml  HoniniiD.   t.   11.  lil).   V.  cap.   I,   pági- 
na  350. 

Ihering,    Kspritriii  Ihnit    Ixuimun.   t.    i.   ?    i^,    pag.    174. 

(<•»•(     Sumner    Maine.     L'Aiuiín     Ihnlt   rl    ln    (^nitimif     Priiuilivr, 
rhap.    XI.   ijag.    522. 
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de  la  producción  industrial  y  agrícola,  el  desarrollo  del 
comercio  y  los  hábitos  de  la  paz,  que  permiten  al  hombre 
renunciar  al  empleo  de  la  fuerza  y  a  las  prácticas  de  la  ven- 
ganza personal,  son  causas  que  actuando  de  consuno,  han  de 
hacer  sentir,  por  sí  solas,  en  determinado  momento  de  la 
vida  de  los  pueblos,  la  insuficiencia  de  la  justicia  meramen- 
te arbitral  para  reprimir  los  atentados  contra  el  derecho  y 
las  personas.  Pero  poco  avanzamos  con  establecer  que  por 
obra  de  estas  causas,  se  hace  necesaria  la  institución  de  la 
justicia  coercitiva,  puesto  que  de  antemano  sabemos  que 
son  ellas  las  que  propulsan  el  desarrollo  político  entero 
del  Estado.  Lo  importante  y  lo  difícil  es  averiguar  la  ma- 
nera y  la  forma  cómo  ellas  actúan  ;  y  lo  que  más  dificulta 
la  solución  es  el  que  en  los  pueblos  atrasados  no  se  pueda 
justificar  jurídicamente  la  intervención  del  Estado  porque 
en  ellos  no  existe  la  noción  de  la  criminalidad,  no  estimán- 
dose el  delito  más  que  como  un  daño  indemnizable,  ¿Cómo 
se  establece,  pues,  la  justicia  coercitiva? 

Para  llegar  a  l:i  solución  de  este  problema,  observaremos 
en  primer  lugar  que  entre  los  grandes  crímenes  (grandes 
ante  el  sentimiento  moral  y  jurídico  dominante  )  se  distin- 
guen unos  que  solo  afectan  a  individuos  particulares,  y 
otros  que  afectan  a  la  sociedad  entera.  La  traición,  la  de- 
serción, la  revuelta,  la  adoración  de  dioses  extraños,  el 
ejercicio  de  cultos  prohibidos,  los  casamientos  entre  nacio- 
nales y  extranjeros  donde  las  costumbres  han  proscrito  en 
absoluto  la  exogamia,  el  hurto  de  cosas  sagradas  o  perte- 
necientes al  Fisco,  etc.,  etc.,  son  delitos  que  a  menudo  cau- 
san profunda  impresión  en  el  pueblo  y  que  no  afectan  in- 
dividualmente a  personas  determinadas.  En  casos  de  esta 
naturaleza,  la  justicia  pública  puede  intervenir  en  la  repre- 
sión sin  violar  el  principio  jurídico  que  atribuye  a  la  vícti- 
ma el  derecho  y  el  deber  de  la  venganza  porque  entonces 
el  Estado  procede  en  representación  de  la  sociedad  ofen- 
dida a  la  manera  de  cualquier  particular. 

Por  de  contado,  no  en  todos  los  pueblos  atrasados  se 
hace  esta  distinción.  Muchos  no  conocen  los  delitos  públi- 
cos, esto  es,    los    pesquisables   de    oficio:  solo    conocen  los 
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delitos  privados  por  cuya  ejecución  no  se  siente  afectada 
la  sociedad.  De  los  Kirguizes,  dice  expresamente  Dingels- 
tedt,  que  no  conocen  crímenes  que  afecten  a  la  sociedad,  y 
de  los  osetas  del  Cáucaso.  dice  Dareste,  que  en  el  derecho 
más  antiguo  ningún  delito  afectaba  al  Pastado  (c/').  La 
misma  observación  se  aplica  a  gran  parte  de  los  pueblos 
más  atrasados,  dado  que  en  ellos  no  se  encuentra  vestigio 
alguno  de  justicia  pública.  Para  que  el  Estado  arme  su 
brazo  contra  ciertos  delitos  que  sin  ofender  particularmente 
a  nadie,  ofenden  en  realidad  a  todos,  se  requiere  que  de 
antemano  se  haya  desarrollado  la  ()ersonalidad  del  pueblo 
hasta  adquirir  conciencia  de  sí  misma  (  c  g  ). 

Según  Mommsen,  la  jurisdicción  de  los  magistrados  no 
tuvo  a  los  principios  en  Roma  carácter  coercitivo  sino  res- 
pecto de  los  delitos  públicos  (  c  /i  );  y  según  Maynz,  el  pri- 
mer delito  que  en  aquel  j)ueblo  se  conceptuó  público  y 
merecedor  de  la  pena  capital  fué  la  traición,  ¡)cri¡ii<'lli(). 
como  lo  deja  colegir  el  hecho  de  que  hasta  los  siglos  históri- 
cos se  diese  el  mismo  nombre  a  todo  crimen  que  por  su 
gravedad  provocaba  la  vindicta  del  Estado   (  c  i  ). 

Pues  bien,  dice  Sumner  Maine,  cuando  la  sociedad  roma- 
na comprendió  (jue  solo  a  ella  afectaban  estos  crímenes, 
asimiló  la  ofensa  a  las  (^ue  se  inferían  a  los  ciudadanos,  y 
procediendo  como  ellos,  no  entregó  los  ofensores  a  la  jus- 
ticia ordinaria  sino  (jue  se  vengó  de  ellos  por  sí  misma  (  cj  ). 
Que  el  pueblo  romano  no  entendía  propiamente  castigar 
los  crímenes   sino    vengarse    de  sus   autores,    lo   prueba   el 


(cf)     DingfUteHt.   lióirinw  ¡mtrinrclml  i¡rs  Kiií^lii/..   paj;.   44. 
Dareste,   Etiulvs  d'histoin:  da  I>rúit.  pag.   149. 

(c^í)     Sumner  Maine.     ¡.Ancirii    ¡)ri>it    rt    la    Cutittiinr    Primitive. 
rhap.   XI,   |)ag.   523. 

{  f  li )     .Mommsen,   Derecho  Pemil  h'aniiiiid.  t.   I,   lil>    I.   <ap.   IV.  pági- 
na 40. 

(  <•  /  )     Maynz.  Cniírs  fie  Droit  Romain.  t.  I,  §  3,s, 
Maynz.   Le  I>rnit  eriminel  de  ¡'ancienne  Home,  pag.  5. 

(  ej  )     Sumner  Maine.  L' Anden  Droit.  chap.   X,  pag.  352. 
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nombre  vindicta,  esto  es,  venganza,  que  se  daba  a  la  san- 
ción  penal. 

No  solo  en  Roma  podemos  estudiar  los  orígenes  de  la 
justicia  coercitiva.  Entre  los  israelitas,  se  sometía  a  los 
tribunales  ordinarios  el  juzgamiento  de  los  delitos  que  da- 
ban lugar  a  la  acción  privada;  pero  el  robo  sacrilego,  la 
cohabitación  con  mujer  idólatra,  la  blasfemia  contra  Jeho- 
vá,  etc.,  se  tenían  por  delitos  que  afectaban  al  orden  social 
y  que  facultaban  a  todo  testigo  para  matar  al  criminal  y  al 
pueblo  entero  para  lapidarlo.  No  otro  fué  el  motivo  de  la 
lapidación  de  algunos  mártires  del  cristianismo  {  c  k  ). 

Por  lo  tocante  a  los  germanos,  Tácito  no  es  muy  preciso 
en  este  punto;  pero  es  el  hecho  que  por  un  lado,  acredita 
que  todas  las  diferencias  y  delitos,  hasta  el  homicidio  inclu- 
sive, se  podían  componer  entre  las  familias  de  la  víctima  y  el 
victimario,  mediante  el  pago  de  ciertas  indemnizaciones,  y 
que  por  otro  lado,  dice  de  las  asambleas  generales  que  cas- 
tigaban la  traición,  el  transfugio,  la  cobardía  y  la  pederas- 
tía, con  severísimas  penas.  Lo  cual  significa  que  la  justicia 
del  Estado  actuaba  coercitivamente  solo  para  reprimir 
aquellos  delitos  contra  los  cuales  ningún  particular  tenía 
acción   privada  (  c  1  ). 

Los  comienzos  de  la  potestad  penal  se  pueden  estudiar 
también  en  el  mundo  bárbaro  de  nuestros  días.  Según 
Freycinet,  entre  los  indígenas  de  Puerto  Jackson,  «  los 
miembros  de  la  tribu  o  de  la  familia,  reunidos  en  asamblea, 
juzgaban  los  delitos  que  afectaban  a  la  sociedad  entera  e 
inflingían  las  penas  a  los  culpables  »;  y  se  subentiende  que 
dicho  tribunal  no  tenía  competencia  para  juzgar  y  castigar 
otra  clase  de  delitos.  Lo  mismo  deja  entender  Nordens- 
kiold  de  los  chañes  del  Chaco  cuando  dice  que  sus  jefes  no 
conocen  de  otros  crímenes  que  el  asesinato,  la  seducción  y 
la  brujería,  y  no    otra  cosa   ha    de    haber  pasado  entre  los 


(  c  A" )     Thonissen,  Le  Droit  criwinel  des  Peuples  anciens,  t.  II,  liv.  III, 
chap.  II,  pag.  20  et  23. 

{el)     Tácito,   Germania,  cap.  XII  y  XXI. 
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araucanos,  dado  que  Molina  dice  que  la  asamblea  «reneral 
castigaba  la  traición,  la  felonía,  la  brujería  y  otros  críme- 
nes (  o  11  ). 

■  Desde  el  momento  en  que  se  reconoce  una  clase  de  deli- 
tos que  a  causa  de  su  naturaleza,  solo  el  Estado  puede  re- 
primir, se  empieza  a  multiplicar  por  un  lado  el  número  de 
acjuellos  que  se  substraen  a  la  veiioair/.a  privada,  entregando 
al  juzgamiento  público  muchos  (jue  aunque  afecten  a  per 
sonas  determinadas,  ofenden  también  por  su  gravedad  al 
orden  social  entero;  y  por  otro  lado,  la  justicia  del  listado 
va  extendiendo  el  campo  donde  sin  protestas  de  nadie  pue- 
de ejercer  coercitivamente  su  potestad   (  c  ni ). 

Acabamos  de  ver  que  entre  los  araucanos,  la  asamblea 
general  castigaba  con  pena  de  muerte  la  felonía,  la  traición 
y  la  brujería;  delitos  que  por  su  naturaleza,  que  no  afecta  a 
persona  determinada,  han  de  haber  sido  sin  duda  los  que 
originariamente  provocaron  la  acción  coercitiva  del  Estado; 
pero  ya  en  los  tiempos  de  Molina,  esto  es,  en  el  siglo  XX'lll, 
la  misma  asamblea  castigaba  también  el  adulterio,  el  hurto 
de  cosa  valiosa  y  el  homicidio  voluntario  cuando  el  crimi- 
nal no  se   avenía   a    pagar  el  rescate   (  c  ii  ). 

Análogamente,  en  el  derecho  más  antiguo  tie  Suecia  y  de 
los  otros  pueblos  scandinávicos,  se  estableció  que  el  asesi- 
nato alevoso  y  el  incendio  v  la  bigamia,  al  igual  de  la 
traición  y  la  revuelta,  serían  en  lo  sucesivo  crímenes  no  in- 
demnizables.  cuyos  autores  sufrirían  la  pena  capital  auti  en 
aíjuellos  casos  en  que  las  víctimas  se  declarasen  satisfechas. 
Oeemos,  así  mismo.  (|ue  no  otra  es  la  aplicación  de  aíjudla 
ley  que  durante  los  siglos  medios  rigió  en  los  reinos  de 
León    v  de  Castilla,    v  (jue  reservaba    al    re\     el    juzgamiento 


(  e // )     Freyciní-t.    \'in-nfío    uutnnr  du   Síuivh:  t.  III.   pají.   7X7. 
Nordenskiold.    ¡^n   V/e  fie.v  liuüvns  tlmis  ¡r  Clmin.   pajj.   201. 
Molina,    ¡listitrin  ci\  il  ihl  I'rinn  dr  (^liih:   pá^.  fi4. 

(  e /íJ  )      .Mommscn,    Ih-rrrho    l'i'iinl    liDiunnn.   t.   II.  lih.    V.  cap.    I.    pá- 
gina iSO. 

(<-n)      M<ilina.   Itistnrin  civil  ih'¡  Rv'uio  rk' Cltilr.   pá;j.   o4. 
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de  «  muerte  segura,  mujer  forzada,  tregua  quebrantada,  ca- 
mino quebrantado,  casa  quemada,  traición  aleve  y  rapto». 
¿Qué  otro  objeto  pudo  tener  la  reserva  si  no  es  el  de  im- 
pedir que  tamaños  crímenes  quedaran  impunes  por  efecto 
de  transacciones  celebradas  entre  las  víctimas  y  los  victi- 
marios? {  c  ñ  ). 

Por  último,  las  tradiciones  romanas  conservaron  un  vago 
recuerdo  de  una  época  en  que  la  justicia  pública  no  casti- 
gaba el  asesinato:  así  se  infiere  del  hecho  de  que  ellas  atri- 
buyesen a  Xuma  el  haber  dictado  una  ley  que  habría  confe- 
rido al  Estado  competencia  para  juzgar  los  pnrricidios  (c  o). 

De  estos  hechos,  se  infiere  que  a  virtud  de  la  institución 
de  los  delitos  públicos,  la  justicia  adquiere  carácter  coer- 
citivo porque  desde  el  momento  en  que  la  sociedad  em- 
pieza a  sentir  que  ellos  la  ofenden,  es  lo  más  humano  que 
se  prevalga  de  su  fuerza  para  vengarse. 

Pero  al  lado  de  esta  primera  causa,  cuyos  efectos  no  se 
han  de  hacer  sentir  sino  muy  a  la  larga,  ordinariamente 
actúan  otras  de  manera  más  rápida  y  decisiva.  Cuando  los 
gobiernos  autocráticos,  tan  adecuados  a  los  primeros  gra- 
dos del  desarrollo  político,  se  ponen  a  administrar  justicia, 
instintivamente  propenden  a  darla  carácter  coercitivo  no 
solo  porque  el  simple  arbitraje  les  quita  el  medio  de  favo- 
recer a  sus  parciales  y  de  hostilizar  a  sus  adversarios,  sino 
también  porque  nunca  hubo  jefe  absoluto  dispuesto  a  tolerar 
que  sus  fallos  y  decisiones  quedasen  sin   cumplimiento. 

Por  más  que  la  justicia  de  los  gobiernos  autocráticos  se 
haya  resentido  durante  largos  siglos  de  la  arbitrariedad 
que  caracteriza  a  las  autocracias  primitivas,  ello  es  que  di- 
fícilmente habría  adquirido  carácter  coercitivo  si  los  mo- 
narcas y  dictadores  no  se  hubiesen  interesado,  para  aumen- 


(c  ñ)     Dareste.  Études  d'histoire  du  Droit.  pag.  297,  315,  334  et  351. 
Martínez  Marina,  Ensayos  sobre  la  Legislación  y  principales   Cuer- 
pos legales  de  los  Reinos  de  León  y  Castilla,  pág.  152. 

ico)  Parece  ser  que  originariamente  parricidium  no  significó  sino 
homicidio  de  un  par,  esto  es,  de  un  igual  o  un  prójimo  cualquiera.  DAr- 
bois  de  Jubainville,  Etiides  sur  le  Droit  celtique.  t.  I,  pag.   180  et  181. 
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tar  el  número  de  sus  parciales  y  el  prestigio  de  su  poder, 
en  el  propósito  de  hacer  cumplir    sus   fallos  y    resoluciones. 

En  comprobación,  observaremos  que  en  las  sociedades 
atrasadas,  no  siempre  son  los  jefes  más  benévolos  y  popu- 
lares los  más  empeñados  en  administrar  justicia;  (jue  ordi- 
nariamente los  más  tiránicos  dejan  a  sus  subditos  en  libertad 
para  arreglar  sus  diferencias  como  les  dé  la  gana,  y  que 
indefectiblemente,  cuando  intervienen,  no  se  ve  que  su  in- 
tervención sea  inspirada  por  el  amor  al  orden  y  al  derecho, 
sino  por  el  propósito  de  reportar  alguna  ventaja  política. 
En  la  isla  de  Timor,  donde  los  rajas  y  reyezuelos  ejercen 
sobre  sus  subditos  «  una  autoridad  absoluta  y  casi  despó- 
tica »,  observa  Freycinet,  «rara  vez  administra  el  principe 
personalmente  la  justicia,  pero  lo  hace  siempre  que  le  pare- 
ce conveniente  »    (  c  jj ). 

Empero,  no  vayamos  a  creer  que  las  autocracias  proce- 
dan siempre  atropellada  y  caprichosamente.  Ningún  Poder 
tiene  bastante  fuerza  para  perpetuarse  si  no  cuenta  más  que 
con  la  misma  fuerza,  si  no  reconoce  más  regla  que  el  capri- 
cho, si  de  alguna  manera  no  sirve  en  nada  ni  al  orden,  ni 
al  derecho,  ni  a  los  intereses  sociales.  Aun  en  los  pueblos 
atrasados  es  tan  vivo  el  sentimiento  jurídico  que  las  mismas 
autocracias  absolutas  no  siempre  logran  dar  carácter  coerci- 
tivo a  la  justicia  sino  aparentando  respetar  el  derecho  con- 
suetudinario de   la  venganza. 

En  muchas  legislaciones  primitivas,  aparece  de  manifiesto 
la  discreción,  y  acaso  sería  más  propio  decir  la  timidez  con 
que  el  Estado  empieza  a  intervenir  en  la  represión  de  la 
delincuencia,  porque  nunca  principia,  como  se  podría  creer, 
por  suprimir  la  venganza,  sino  por  reglamentarla  o  por  to- 
marla a  su  cargo.  El  Pontntouco  conservó  una  vaga  re- 
miniscencia de  una  época  en  (jue  la  venganza  corría  a  cargo 
de  la  acción  privada,  y  de  un  momento  en  que  sin  conde- 
n.irla  se  estableció  (jue  en  lo  sucesivo  correría  a  cargo  de 
Jehová  (  c  <¡  ). 

{cp)     Freycinet,    Voya^v  aiitoiir  ilii  MoiaJr.   t.  I.  pag.   705  et  70o. 
*  (•  fj  )     (Jt-nesis.    cap.   IX.  ^  5   y  h. 
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A  la  inversa,  durante  los  primeros  siglos  de  la  Edad  Me- 
dia, la  venganza  siguió  en  la  mayor  parte  de  los  pueblos 
de  Europa  a  cargo  de  las  víctimas;  pero  desde  muy  tem- 
prano intervino  coercitivamente  el  Estado  para  evitar  los 
abusos  reglamentándola.  Una  disposición  que  se  reprodujo 
en  varios  de  los  códigos  de  los  pueblos  bárbaros  prescri- 
bía que  la  venganza  no  se  podría  ejercer  sino  a  falta  de 
indemnización,  y  que  la  indemnización  no  se  podría  repu- 
diar por  parte  de  la  víctima;  y  una  ley  de  los  lombardos 
autorizaba  a  la  justicia  para  castigar  a  todo  el  que  se  ven- 
gase después  de  haber  sido  indemnizado.  Si  en  algunos 
Estados,  por  ejemplo  en  Hungría  hacia  el  siglo  XV,  se 
prohibió  a  los  particulares  vengarse,  no  es  porque  se  con- 
denase la  venganza,  es  porque  el  Estado  juzgó  preferible 
encargarse  de  vengar  a  las  víctimas  ampliando  y  robuste- 
ciendo su  competencia  {  c  r  ). 

Empero,  si  las  autocracias  nacionales  tienen  que  proce- 
der respetando  los  derechos  adquiridos  para  lograr  a  la  pos- 
tre el  propósito  de  dar  carácter  coercitivo  a  la  justicia,  bien 
se  comprende  que  las  autocracias  extranjeras,  impuestas 
por  obra  de  la  victoria,  pueden  llegar  al  mismo  íin  sin  ne- 
cesidad de  guardar  a  los  pueblos  vencidos  tales  mira- 
mientos. 

Cuando  un  pueblo  era  subyugado  por  Roma,  los  vence- 
dores lo  ponían  bajo  la  mano  de  un  gobernador,  de  un 
procónsul,  de  un  prefecto  o  de  un  legado  que  quedaba 
gobernando  autocráticamente  y  que  en  las  causas  crimina- 
les y  contenciosas  hacía  prevalecer  sus  propios  fallos  y  re- 
soluciones contra  el  arbitraje  y  la  venganza  (es).  Así  nos 
enseña  D'Arbois  de  Jubainville  que  entre  los  celtas  de  la 
Gran  Bretaña  y  de  las  Galias,  la  conquista  romana  abrogó 
el  derecho    de   la  venganza  y  la  composición   penal,   encar- 


(cr)     Hallam,  Histoire  de  l'Europe  au  Mayen  Age,  t.  III,  pag.  154. 

iMontesquieu,  Esprit  des  Lois,  liv.  XXX.  chap,  XIX. 

Dareste,  Études  d'histoire  du  Droit,  pag-.  64,  270,  334.  351   et  390. 

(es)     Fustel  de  Coulanges,  La   Gaule  Romainv,  pag.   197. 
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gando  a  los    magistrados  castigar  a  los   culpables  de  asesi- 
natos y  de  violencias  {  c  t). 

üe  las  observaciones  precedentes  se  infieren  las  siguien- 
tes conclusiones: 

1°  Que  a  los  principios  no  interviene  la  justicia  pública, 
tanto  en  las  causas  civiles  como  en  las  criminales,  sino  a 
instancia  de  parte  y  en  el  carácter  de  simple  mediadora; 

2°  Que  en  seguida,  cuando  adquiere  carácter  coercitivo, 
tampoco  procede  si  no  es  solicitada,  pero  una  vez  que  a 
instancia  de  parte  empieza  a  intervenir,  impone  por  la  fuer- 
za sus  fallos  y  resoluciones; 

3°  Que  cuando  se  instituye  la  clase  de  los  delitos  pú- 
blicos, el  tribunal  (  sea  el  pueblo,  sea  el  rey  )  que  obra  en 
representación  de  la  sociedad,  y  que  de  pronto  solo  actúa 
a  instancia  de  cualquier  ciudadano,  queda  en  una  situación 
en  que  sin  vulnerar  derechos  adquiridos,  puede  arrogarse  la 
facultad  de  proceder  de  oficio  contra  los  culpables;   y 

4°  Que  en  interés  del  orden  social,  se  llega  a  dar  ca- 
rácter público  a  todos  los  delitos  de  cierta  gravedad  y  en- 
tonces el  procedimiento  de  oficio  propende  a  prevalecer 
contra  el  procedimiento  acusatorio,  la  noción  del  castigo 
se  substituye  en  los  juicios  criminales  a  la  de  la  indemni- 
zación, y  la  necesidad  de  la  pena  torna  imposibles  la  com- 
posición y  la  transacción  entre  la  víctima  y  el  victimario. 
Respecto  de  la  justicia  civil,  que  a  los  principios  no  inter- 
viene en  los  litigios  sino  en  calidad  de  arbitro  compone- 
dor, creemos  que  no  ha  de  adquirir  carácter  coercitivo 
sino,  por  imposición  de  las  autoridades,  y  muy  a  la  larga, 
cuando  los  pueblos  se  han  habituado  a  respetar  los  fallos 
arbitrales  de  los  jueces  del  Estado  (  c  //  ). 

§  91.   Mientras   la   organización   judicial  se  encuentra  en 
estos  primeros  grados  de  su  desenvolvimiento,   no  se  siente 


(  c  t  )     D'Arbois  He  Juhainville.    Études  sur  Ir   Droit    opUí<¡iu:   t.    I 
chapitre  V,  §  5. 

(vu)     Respecto  de   Roma,  véase  Mainz,  Cours  <]>•  JJroit  lioiiinin.  t.  I. 
S  36  et  S   130. 
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la  necesidad  del  acusador  público  porque  en  principio  todos 
los  delitos  se  someten  a  la  jurisdicción  criminal  ora  a  ins- 
tancia de  parte,  ora  de  oficio.  De  aquí  viene  que  este  fun- 
cionario, auxiliar  indispensable  de  la  justicia  criminal  en  los 
pueblos  cultos,  no  existe  en  las  sociedades  semicivilizadas, 
mucho  menos  en  las  más  atrasadas  (  c  r  ). 

Según  Gognet,  no  hubo  en  los  Estados  griegos  funcio- 
nario alguno  encargado  de  pesquisar  los  delitos  y  de  re- 
querir el  castigo  de  los  delincuentes  (  cir);  según  Momm- 
sen,  tampoco  lo  hubo  en  Roma,  ni  en  la  monarquía 
merovingia,  según  Fustel  de  Coulanges  (  c  x  ).  Así  mismo, 
nos  informa  Dingelstedt,  que  los  kirghizes  no  tienen  fisca- 
les que  acusen  en  nombre  del  Estado  porque  para  ellos  los 
delitos  son  actos  que  sólo  dan  acción  a  las  víctimas  y  no 
afectan  al  orden  social  {cv  ). 

Por  causa  de  la  naturaleza  de  sus  funciones,  no  se  puede 
instituir  el  ministerio  público  en  nación  alguna  donde  no 
estén  plenamente  reconocidos  la  jurisdicción  penal  del  Es- 
tado y  el  deber  que  le  incumbe  de  velar  por  la  conserva- 
ción del  orden.  En  una  época,  dice  Pardessus,  de  la  Edad 
Media,  en  que  la  represión  de  los  delitos  estaba  a  cargo 
del  interés  privado,  casi  podríamos  decir  que  a  cargo  de  la 
venganza  privada,  y  en  que  el  duelo  judicial   y  las  ordalías 


(  e^')  Se  ha  creído  ver  un  acusador  público  en  el  machi  de  los  arau- 
canos, que  unía  su  carácter  de  médico  al  de  adivino,  y  que  en  los  casos 
de  enfermedades  tenía  por  lo  mismo  que  designar  al  autor  del  daño.  « En- 
cargado, dice  Barros  Arana,  de  descubrir  un  culpable  que  no  existía,  el 
adivino  señalaba  caprichosamente  a  uno  de  sus  propios  enemigos,  mu- 
chas veces  a  alguno  de  los  parientes  del  muerto,  o  a  algún  indio  mise- 
rable y  desvalido  que  espiaba  con  una  muerte  cruel  un  crimen  que  no 
había  cometido».  Barros  Arana,  Historia  de  Chile,  t.  I,  Parte  I,  cap.  V 
§  5.  Pero  a  todas  luces,  en  estos  casos  el  machi  hacía  las  veces  de  po- 
licía de  pesquisa  más  bien  que  las  de  acusador  público. 

(c  \v)     Goguet,  DeVOrigene  des  Lois,  des  Ai^ts,  etc.,  t.  III,  pag.  144 

í  c  A' )     Mommsen,  Derecho  Penal  Romano,  t.  I,  lib.  III,  cap.  III. 
Fustel  de  Coulanges,  La  Monarchie  Franque.  chap.  XIV,  pag.  415. 

(cy)     Dingelstedt,  Le  Régime  patriarchal  des  Kirghiz.  pag.  44. 
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decidían  de  la  inocencia  o  culpabilidad  de  los  reos,  no  po- 
día existir  el  ministerio  público  tal  cual  hoy  se  compren- 
de ( c  /  ),  esto  es,  como  una  institución  que  supone  ser 
incumbencia  del  Estado  velar  por  la  represión  de  la  crimi- 
nalidad. 

La  doctrina  política  que  atribuye  al  Estado  la  obliga- 
ción de  velar  activamente  por  la  conservación  del  orden 
jurídico,  doctrina  que  nos  parece  ser  tan  obvia  y  elemental, 
es  una  doctrina  relativamente  nueva,  que  no  rige  en  los 
pueblos  atrasados,  donde  la  represión  de  la  delincuencia 
está  a  cargo  de  la  acción  privada  y  que  no  ha  llegado  a 
establecerse  sino  muy  a  la"  larga  merced  al  lento  desarrollo 
de  la  ciencia  del  gobierno.  En  la  misma  monarquía  im- 
perial de  Roma  y  en  las  monarquías  absolutas  de  la  Edad 
Moderna,  donde  tan  lejos  se  llevó  la  nocit^n  del  Estado 
omnipotente,  dicha  doctrina  no  fué  realmente  aceptada  sino 
en  cuanto  era  indispensable  para  restablecer  la  unidad  del 
derecho,  tan  quebrantada  por  el  imperio  subsistente  del 
estatuto  personal  y  de  las  autonomías  locales.  ;A  cuál 
necesidad  respondería  el  ministerio  público  en  pueblos 
donde  no  incumbe  al  Estado  la  conservación  del  orden 
jurídico? 

Empero,  por  poco  que  se  desarrolle  el  progreso  políti- 
co, se  hacen  sentir  nuevas  necesidades  (¡ue  propenden  a  en- 
sanchar la  esfera  de  acción  del  Estado.  Donde  quiera  que 
la  represión  de  la  delincuencia  esté  a  cargo  de  la  vengan- 
za, ora  pública,  ora  privada,  fatalmente  ha  de  llegar,  con  el 
progreso  social,  una  época  en  que  relajándose  la  actividad 
en  la  persecución  de  los  delincuentes,  se  empieza  a  recla- 
mar una  intervención   más  enérgica  de  parte  del  gobierno. 

Por  un  lado  la  atención  de  los  intereses  particulares,  el 
apego  a  las  comodidades  y  a  la  vida  tranquila  y  el  temor 
a  los  peligros  de  la  persecución  retraen  a  la  víctima  y  a  sus 
parientes  de  la  tentación  de  vengarse,  ora  judicial,  ora  ex- 
trajudicialmente;   y   por  otro  lado,  la  desidia  natural  de  h^s 


(cz)     Pardessus,  L'Or^anisatinn  judiciain:  pa^.   191. 
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jueces,  su  indolencia  ante  males  que  ordinariamente  sólo 
afectan  a  los  desvalidos,  sus  complacencias  para  con  los 
poderosos  y  el  temor  a  descubrir  en  la  pesquisa  responsa- 
bilidades temibles,  les  retraen  asi  mismo  de  entablar  pro- 
cesos de  oficio.  Sea  por  efecto  de  unas  causas  o  de  otras, 
ello  es  que  en  un  momento  dado  empieza  a  crecer  el  nú- 
mero de  los  delitos  que  quedan  impunes,  decayendo  el 
ánimo  de  las  víctimas  para  denunciarlos  y  el  de  los  jueces 
para  pesquisarlos.  Era  lo  que,  según  parece,  ocurría  en 
Roma  a  los  principios  del  Imperio,  esto  es,  hacia  la  época 
en  que  la  molicie  y  la  poltronería  disuadían  a  los  roma- 
nos de  la  tentación  de  comprometer  su  tranquilidad  en  per- 
secuciones odiosas  (da).  En  tales  circunstancias,  cuando 
nadie  quiere  molestarse,  cuando  los  jueces  mismos  ílaquean, 
la  delincuencia  crece  más  y  más  alimentada  por  la  impuni- 
dad hasta  que  el  gobierno  se  resuelve  a  reprimirla  contra 
todas  las  tradiciones  jurídicas,  estableciendo  una  institución 
nueva,  realmente  revolucionaria,  que  suple  la  inacción  de 
las  víctimas  y  vela  porque  los  jueces  no  se  duerman  ni  pre- 
variquen. 

La  institución  del  ministerio  público  es,  de  consiguiente, 
por  sus  orígenes  tanto  como  por  su  naturaleza,  una  afirma- 
ción de  aquella  potestad  de  que  todo  gobierno  debe  esti- 
marse armado  para  velar  por  la  conservación  del  orden;  y 
aunque  en  algunos  Estados,  por  ejemplo  en  Chile,  los  pro- 
motores fiscales  y  los  procuradores  públicos  forman  parte 
integrante  de  la  organización  judicial,    no  se  comete  error 


{da)     Mommsen,  Derecho  Penal  Romano,  t.  I,  pá;j.  363. 

Por  de  contado,  la  impunidad  ha  de  ser  más  general  en  aquellos  pue- 
blos donde  los  procesos  criminales  no  se  pueden  instaurar  de  oficio.  De 
una  encuesta  que  hacia  1856  se  hizo  en  Inglaterra  .para  justificar  la  ins- 
titución del  ministerio  público,  resulta  que  con  el  régimen  entonces  vi- 
gente de  la  acusación  privada  quedaban  impunes  muchos  delitos  por  falta 
de  interés,  de  tiempo,  de  recursos  o  de  ánimos  de  parte  de  las  víctimas 
para  perseguir  y  que  no  eran  raros  los  casos  en  que  los  procedimientos 
penales  se  suspendían  por  efecto  de  colusiones  o  transacciones  entre  acu- 
sados y  acusadores.  Gneist,  Constitution  CommunaJe  de  UAn'^lete- 
rre,  t.  IV,  pag.  25. 
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alguno  allí,  por  ejemplo  en  Francia,  donde  más  bien  se  les 
tiene  por  agentes  gubernativos  encargados  ante  la  justicia 
de  auxiliarla  y  secundarla  en  la  obra  de  restablecer  el  orden 
jurídico  (  d  h  ). 

Cuando  la  reyecía,  dice  Faustin-Hélie,  propendió  a  con- 
vertirse en  centro  de  todos  los  intereses  del  Estado,  en 
único  representante  de  la  sociedad  entera,  fluyó  como  con- 
secuencia natural  que  incumbía  al  rey  la  represión  de  la 
criminalidad;  y  bajo  la  inspiración  de  este  nuevo  criterio, 
no  sólo  aceptado  sino  impuesto  por  la  corona,  se  hizo  in- 
dispensable crear  funcionarios  que  la  representaran  en  el 
cumplimiento  de  este  deber.  Existían  de  antemano  unos 
empleados  llamados  procuradores  que  estaban  encargados 
de  defender  ante  la  justicia  los  intereses  particulares  del  mo- 
narca; y  tanto  porque  no  se  quería  aumentar  las  cargas  del 
Estado  cuanto  porque  no  se  hacía  mucha  diferencia  entre 
la  hacienda  privada  de  los  reyes  y  la  hacienda  ¡:)üblica  del 
Estado,  se  encargó  a  estos  mismos  empleados  primeramente 
defender  los  intereses  fiscales,  y  en  seguida  compeler  a  la 
justicia  a  pesquisar  los  delitos  que  no  fuesen  denunciados 
por  las  víctimas.  Tal  fué  en  Francia  el  origen  del  ministe- 
rio público  (de). 

Sustancialmente  no  ocurrieron  las  cosas  de  manera  dife- 
rente en  el  resto  de  Europa:  en  todas  partes  nació  tardía- 
mente el  ministerio  público  como  institución  complementa- 
ria de  gobiernos  autocr;iticos  y  paternales  (]ue  habían  to- 
mado a  su  cargo  la  guarda  del  orden.  En  Venecia,  solo 
en  el  siglo  Xl\',  cuando  ya  el  Consejo  de  los  Diez  había  al- 
canzado la  plenitud  de  su  desenvolvimiento  autocrático, 
unos  abogados  que  a  los  principios  no  tenían  más  función 
que  la  de  defender  ciertos  intereses  fiscales,  fueron  encar- 
gados también  de  la  de  promotores  del  crimen   (  ti  d  ). 


((//*)     Faustin-Hélie,    Trnit«-  dr  l'Action  l'uldir¡ue  vt  dr  l'ActionCi- 
vile.  N"  655. 

(de)     Faustin-Hélie.  ob.  cit.,  N"   360  á   368. 

Esmein,  Histoirv  de  la  Procédure  Crimintdli:  pag.   100  et   lOI. 

(  dd)     Sclopis.  llistnirr  df  In  Lt'-ísislntinn  Itnlirnw.  t.  I,  pag.  260  ct  522. 
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En  el  Imperio  germánico  la  institución  del  ministerio  pú- 
blico aparece  por  primera  vez  en  la  Ordenanza  Nacional 
( Enndes.  ordnung }  de  Baviera,  promulgada  en  1553,  esto 
es,  en  la  época  del  mayor  auge  del  poderío  imperial  (de). 

Por  último,  en  España,  las  Siete  Partidas,  compuestas 
entre  los  años  de  1256  y  1265,  no  traen  la  menor  alusión 
al  ministerio  público;  y  solo  en  la  Recopilación  de  1566 
aparecen  ordenanzas  dictadas  en  1431  y  en  1436,  que  insti- 
tuyeron los  procuradores  y  promotores  fiscales  del  cri- 
men (  d  f ). 

En  el  establecimiento  de  esta  nueva  institución,  los  mo- 
narcas de  la  Edad  Moderna  nada  tuvieron  que  inventar 
porque  se  concretaron  a  remedar  lo  que  de  antemano  esta- 
ba establecido  en  la  organización  eclesiástica.  En  efecto, 
desde  que  en  el  siglo  XIII  reasomaron  las  herejías,  la  Igle- 
sia había  estimado  indispensable  perseguirlas  activamente 
para  conservar  la  unidad  religiosa,  y  no  satisfecha  con  fa- 
cultar a  la  Inquisición  para  pesquisarlas  de  oficio  porque 
temía  la  natural  desidia  de  los  jueces,  había  instituido  a  su 
lado  un  promotor  fiscal  encargado  de  excitarlos  y  auxi- 
liarlos en  las  indagaciones.  Con  tanta  y  tan  terrible  efica- 
cia se  ensañó  aquel  funcionario  contra  los  herejes,  que  todos 
los  monarcas  europeos  se  sintieron  tentados  a  crear  uno  se- 
mejante que  procediera  contra  los  malhechores  {dg). 

Esta  parte  pública,  dice  Faustin-Hélie,  que  tan  rápida- 
mente se  afianzó  sobre  las  ruinas  del  régimen  feudal,  debe 
tenerse  por  una  de  las  más  admirables  instituciones  nacidas 
de  la  Edad  Media.  Fué  ella  el  signo  inequívoco  y  el  re- 
sultado más  útil  del  movimiento  de  centralización  monár- 
quica que  hacia  el  siglo  XIV  se  efectuaba  en  todas  las 
naciones.     A  los  esfuerzos  débiles  de  las  víctimas,  ella  subs- 


(d  e  )     Esmein,  Histoire  de  la  Procédure  Criminelle.  pag.  301  et  312. 

I  d  f)  El  Fuero  Juzgo  había  instituido  la  acción  popular  para  denun- 
ciar los  homicidios  y  había  autorizado  al  juez  para  perseguirlos  de  oficio. 
Lib.  VI,  tít.  V,  leyes  14  y  15. 

(dg)     Esmein,  Histoire  de  la  Procédure  Criminelle,  pag.  299. 
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tituyó  la  acción  de  la  autoridad  pública,  y  a  la  lucha  de  las 
fuerzas  individuales,  el  poder  de  la  fuerza   social  (  d  h  ). 

sj  92.  El  tercer  beneficio  que  en  el  orden  judicial  deben  los 
pueblos  á  la  autocracia  es  la  diversificación  de  la  justicia 
con  carácter  técnico. 

En  rigor,  no  es  posible  la  administración  personal  de  la 
justicia  por  el  príncipe  sino  en  Estados  municipales  muy 
pequeños,  donde  la  parvidad  de  la  población,  la  escasez 
del  comercio  y  de  las  relaciones  jurídicas,  el  derecho  con- 
suetudinario de  la  venganza  y  la  suspensión  de  las  funciones 
propiamente  gubernativas  durante  la  j:)az  le  dan  tiempo 
para  entender  en  los  pocos  asuntos  judiciales    que  ocurren. 

Desde  que  el  territorio  crece,  y  se  desarrollan  la  agri- 
cultura y  el  comercio,  y  se  aumenta  la  población,  y  se 
transfiere  al  Estado  la  represión  de  la  delincuencia,  el  prín- 
cipe se  ve  precisado  o  bien  a  ir  de  ciudad  en  ciudad  ende- 
rezando entuertos  y  castigando  delitos  (y  molestia  tan  grave 
no  provee,  sin  embargo,  sino  muy  intermitente  y  muy  defi- 
cientemente a  la  necesidad  permanente  de  la  justicia  )  o  bien 
a  delegar  el  desempeño  de  las  funciones  judiciales  en  manos 
de  terceros,  formando  así  un  personal  especial  que  las  ejer- 
za por  todo  el  Estado  en  su  nombre. 

Según  cuenta  el  Éxodo,  Moisés  solía  pasar  días  enteros 
administrando  justicia  sin  dar  abasto  a  todas  las  necesida- 
des judiciales.  «  Te  consumes,  le  observaba  Jethró,  tú  y 
tu  pueblo  en  un  trabajo  vano,  que  es  superior  a  tus  fuerzas 
y  que  tú  solo  no  puedes  soportar.  Lo  que  debes  hacer  es 
nombrar  jueces  que  fallen  los  asuntos  de  menor  importan- 
cia». Oído  lo  cual,  hizo  Moisés  lo  que  se  le  aconsejaba  e 
instituyó  unos  jueces  que  le  subrogaran  en  la  administración 
de  justicia   {  d  i ). 

Xo  hay  en  esta  leyenda  nada  que  no  sea  perfectamente 
verosímil.  En  el  fondo  la  justicia  no  se  ha  diversificado  de 
otra  manera  en  parte  alguna. 


(f¡  h)     Fausfin-Hélie.    Traite  do  ¡'Action  PahUque  rt  df  1' Anión  Ci- 
vil»'.  N"  60.";. 

(di)     Éxodo,  ca|>.  XVIII,  ^    14  a  2o. 
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En  el  antiguo  Egipto,  todos  los  jueces,  tanto  los  inferio- 
res como  los  superiores,  dependían  del  rey,  y  su  calidad 
orio-inaria  de  simples  delegatarios  suyos  la  prueba  el  hecho 
de  que  él  podía  avocarse  el  conocimiento  de  todas  las  cau- 
sas, fuese  para  fallarlas  personalmente,  fuese  para  encargar 
su  fallo  a  otros  funcionarios   (  dj  ). 

Así  mismo  en  la  India,  correspondía  al  rey,  según  las 
leyes  de  Maná,  la  administración  de  justicia;  pero  cuando 
él  no  podía  ejercerla  por  sí  mismo,  especialmente  cuando 
para  ejercerla  tenía  que  trasladarse  a  ciudades  lejanas,  la 
delegaba  en  subditos  de  su  confianza  (di). 

No  de  otra  manera  se  diversificaron  las  funciones  judi- 
ciales en  los  siglos  medios. 

En  la  monarquía  franca,  bajo  de  los  merovingios,  el  conde 
de  palacio  (comes  palatii J  reemplazó  al  rey  en  la  adminis- 
tración de  la  justicia;  y  el  conde  de  distrito,  que  bajo  de 
la  misma  dinastía  fué  simple  ejecutor  de  los  fallos  judicia- 
les, se  convirtió  bajo  de  los  carlovingios  en  juez  ordinario, 
nombrado  por  la  corona.  Los  mismos  condes  así  como 
los  duques  y  demás  señores  feudales,  que  al  tornarse  here- 
ditarios desde  el  siglo  IX  adelante  conservaron  la  prerro- 
gativa de  administrar  la  justicia,  se  cansaron  en  breve  de 
esta  tarea  y  encargaron  a  subditos  suyos  que  la  desempeña- 
sen en  su  nombre  (  d  m  ). 


(dj)     Dareste.  Études  de  l'histoire  du  Droit,  pag.  9. 

{di)     Leyes  de  Manú.  cap.  VII,  §Ia3y9aII. 

(dm)  Babeau,  Les  Assamblées  genérales,  troisieme  partie,  chap.  II, 
pag.  73  et  74, 

Hinojosa,  Estudios  sobre  la  Historia  del  Derecho  Español,  págs.  14 

y  15. 

Con  referencia  al  Reino  visigodo,  dice  Martínez  Marina,  que  «  el  sobe- 
rano ejercía  privativamente  en  todas  las  provincias  el  alto  señorío  de  jus- 
ticia y  el  supremo  imperio  por  medio  de  magistrados  políticos,  civiles  y 
militares  que  en  tiempo  de  los  godos  y  en  los  primeros  siglos  de  la  mo- 
narquía legionense,  se  llamaron  duques  y  condes,  títulos  de  oficio  y  no 
de  honor  como  al  presente,  y  algunos  solían  reunir  la  jurisdicción  civil, 
política  y  militar  s.  Martínez  Marina,  Ensayo  sobre  la  Legislación  y 
principales  Cuerpos  legales,  etc.,  pág.  67. 
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\o  satisfechos  con  esta  delegación,  adoptaron  los  monar- 
cas medioevales  dos  prácticas  judiciales:  la  una,  que  ya 
hemos  estudiado,  fué  la  de  recorrer  el  reino  para  adminis- 
trar personalmente  la  justicia  y  corregir  los  abusos  de  los 
jueces  locales;  y  la  otra  fué  la  de  nombrar  comisarios  que 
ya  con  el  carácter  de  ocasionales,  ya  con  el  de  permanentes, 
velasen  en  los  lugares  lejanos  de  la  Corte  por  el  correcto 
desempeño  de  las  funciones  judiciales. 

vSon  conocidos  en  la  historia  judicial  los  missi  donünici, 
comisarios  que,  con  el  objeto  indicado,  constituyó  Carlo- 
magno;  y  aun  cuando  desaparecieron  hacia  fines  del  siglo 
IX,  esto  es,  cuando  los  grandes  estalilecieron,  merced  a  la 
debilidad  de  la  reyecia,  la  justicia  feudal  independiente,  se 
los  encuentra  en  épocas  posteriores  nombrados  por  la  co- 
rona para  que  trasladándose  a  ciudades  lejanas,  fallasen  en 
nombre  del  rey  ciertas  causas  particulares   (  d  n  ). 

En  Inglaterra,  los  jueces  ambulantes  (  itinerant  justices  ) 
fueron  instituidos  bajo  el  reinado  de  Enrique  I  (  1100  a  1135) 
y  reconocidos  y  afianzados  por  la  Muann  Cliartu,  subsisten 
hasta  nuestros  días  (  d  ñ  ).,  y  en  España,  desde  los  siglos 
de  la  monarquía  gótica,  solía  el  rey  nombrar  comisarios 
para  que  fuesen  a  las  provincias  a  reprimir  abusos  y  a  fallar 
ciertas  causas  (do). 

De  esta  práctica  traen  su  origen  en  España  los  famosos 
funcionarios  conocidos  con  los  nombres  de  vorregidoros  y 
de  ulcnldcs  de  aisn  v  corto,  y  merced  a  ella,  desaparecie- 
ron en  la  península  los  últimos  restos  de  la  primitiva  justi- 
cia  popular.     Es  interesante  la  historia  de  sus  orígenes. 

Durante  los  siglos  medios,  en  casi  todas  las  ciudades  la 
justicia,    tantq  la  civil    como  la    penal,  se    administraba    en 


(<¡n)     Spencer.  Principes  de  Socioloffic.  t.  III.  §  526. 
Gneist.  Consdtution    Commnnnlc  de  l'An^leterre.    t.    I.-  pag.    48  et 
114  á   117. 

(dñ)     Guizot.  (foiivernement  fíeprésvntatif.  t.  I.  le(,'on   XXVI.  page 
3X7.  et  t.   II,  ie<^on  V>.    pag.  68. 

(  f /  O )     Martínez  .Marina,    Teoría    de  ¡as  Cortrs.   t.    II,  rap.   XXI.    ]>.ini- 
na  250. 
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representación  del  pueblo  por  jurados,  jueces  y  alcaldes  que 
cada  ayuntamiento  o  concejo  municipal  nombraba,  Pero 
cuando  esta  justicia  local  provocaba  protestas  por  su  desi- 
dia, por  su  parcialidad,  por  sus  iniquidades,  la  corona  solía 
nombrar,  ora  de  oficio,  ora  a  solicitud  de  las  víctimas,  co- 
misarios que  fuesen  a  restablecer  el  imperio  del  derecho. 
Porque  ordinariamente  eran  nombrados  de  entre  los  sirvien- 
tes, como  entonces  se  decía,  de  la  corte  y  casa  real,  se  les 
llamaba  alcaldes  de  casa  y  corte  para  distinguirles  de  los 
alcaldes  ordinarios,  nombrados  por  los  ayuntamientos. 

El  nombre  de  corregidor  con  que  también  se  les  distin- 
guió aparece  por  primera  vez  en  las  Cortes  de  León  en 
1387,  bajo  el  reinado  de  Alfonso  XI,  y  viene  directamente 
del  latín,  a  diferencia  de  la  palabra  alcalde,  tomada  sin  tra- 
ducción del  árabe. 

Cuando  el  Imperio  romano  empezó  a  consolidarse,  los 
oprimidos  de  las  provincias  ocurrían  al  príncipe  en  deman- 
da de  amparo  contra  las  justicias  y  gobiernos  locales,  y 
éste  ponía  la  mayor  solicitud  en  ampararles  porque  pro- 
cediendo así  no  solo  extendía  con  el  apoyo  de  los  pueblos 
su  jurisdicción  y  poderío  sino  también  se  captaba  adhesio- 
nes calurosas  e  interesadas  que  afianzaban  su  situación. 
Para  que  en  representación  suya  fuesen  con  plenos  poderes 
a  reprimir  los  abusos,  nombraba  entre  otros  funcionarios, 
unos  llamados    correctores  (  d p  ).      Como    quiera    que  los 


(dp)  Marquardt,  Organisation  de  l'Einpire  Roiuain.  t.  I.  pag.  115 
et  225,  et  t.  II.  pag.   23  á  25. 

«  Hasta  mediados  del  siglo  XI,  dice  Hinojosa,  los  diplomas  y  los  fueros 
de  León  y  Castilla,  sin  excepción  conocida  hasta  ahora,  usan  la  palabra 
judex  para  designar  a  los  funcionarios  encargados  de  la  administración  de 
justicia.  Habla  jueces  en  las  ciudades  y  en  los  alfoces,  según  el  fuero  de 
León,  y  aun  mucho  tiempo  después  se  emplean  para  designarlos  los  tér- 
minos de  judex  y  de  justicia.  Hubo  territorios,  como  el  de  Galicia, 
donde  no  arraigó  el  nombre  de  alcalde  hasta  principios  del  siglo  XIII. 
Los  Mozárabes  introdujeron  este  nombre  en  el  reino  de  León,  pero  no  la 
institución  designada  con  él,  que  existió  siempre  entre  los  cristianos  inde- 
pendientes. El  vocablo  de  alcalde,  sinónimo  de  juez,  como  el  de  alfoz, 
usado  en  lugar  de  territorium.  .  .  penetró    y  adquirió    carta  de    naturaleza 
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alcaldes  de  casa  y  corte  eran  nombrados  en  los  reinos  es- 
pañoles para  desempeñar  misiones  análogas,  el  cultera- 
nismo les  aplicó  el  mismo   noinl)re  corregidores. 

A  los  principios,  los  corregidores  se  nombraban  ocasio- 
nalmente para  casos  particulares,  las  más  de  las  veces  «  a 
pedimento  de  los  querellosos  o  de  los  pueblos»,  pero  tam- 
bién de  oficio.  En  todo  caso  su  remuneración  corría  de 
cargo  a  los  ayuntamientos. 

Con  el  propósito  de  evitar  tanto  el  gravamen  imprevisto 
cuando  la  supeditación  de  las  justicias  municipales,  los 
pueblos  exigieron  de  la  corona  insistentemente  en  las  cor- 
tes que  se  abstuviese  de  enviarles  corregidores  de  oficio; 
y  después  de  una  lucha  tenaz,  alcanzaron  la  promesa  de  que 
no  los  enviaría  sino  cuando  lo  pidieran  los  ayuntamientos 
y  cuando  los  jueces  locales  administraran  mal  la  justicia. 
Pero  a  poco  la  autocracia  naciente,  celosa  de  las  autono- 
mías municipales,  renovó  con  mayor  desenfado  la  invasión 
de  las  jurisdicciones  de  los  pueblos.  Desde  el  reinado  de 
Fernando  e  Isabel,  la  corona  empezó  a  nombrar  de  oficio 
corregidores  que  a  las  funciones  judiciales  unían  las  de 
gobernador.  A  los  principios  eran  nombrados  sólo  por 
un  año;  y  mientras  duraba  el  desempeño  de  su  misión, 
quedaban  en  suspenso  los  alcaldes  de  los  ayuntamientos. 
Posteriormente  se  prorrogaban  sus  nombramientos  por  dos, 
por  tres  o  más  años,  o  por  tiempo  indefinido  hasta  cjue 
la  corona  les  enviase  reemplazante.  De  esta  manera,  los 
corregimientos,  de  institución  real,  suplantaron  a  las  alcal- 
días de  institución  municipal   (  d  <¡  ). 

Con  más  o  menos  resistencia,  con  más  o  menos  facilida- 
des, la  misma  evolución  se  efectuó  a  fines  de  la  Etiad  .\le- 
ilia  en   otras  naciones   europeas.      Empleando   procedimién- 


en  León  y  Castilla.  .  .  sin  desterrar  por  completo  los  usados  anteriormen- 
te». Hinojosa,  Estudios  sobre  7íi  Historia  '/'•/  r>'T»'<lin  F>^t„iñi>}. 
págs.    12.  93   y  94. 

(fií/)     Hovadilla,  Pnlitica  parñ  (^nrre^i dores  y  señores  df  \'asH¡los. 
t.  I.  lib.   I,  cap.  I,  págs.   I6  a   17. 

Martínez  Marina,    Teoría  de  las  Cortes,  i.  11,  cap,  XXI  v  X.XIl. 
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tos  substancialmente  semejantes,  ia  corona  de  Francia  trans- 
firió la  justicia  a  manos  de  funcionarios  reales  llamados 
bailios  (dr),  prebostes,  senescales;  la  del  Imperio  ger- 
mánico, a  manos  de  funcionarios  imperiales  llamados  burg- 
graíen,  landrichter,  y  la  de  Inglaterra,  a  las  de  los  eal- 
dermen,  que  dependían  directamente  del  rey. 

Así  mismo,  en  Dinamarca,  donde  la  justicia  fué  a  los 
principios  administrada  por  las  asambleas  generales,  quedó 
a  la  larga  exclusivamente  en  manos  de  los  prebostes  rea- 
les que  las  presidían,  porque  los  hombres  libres  se  retraían 
de  asistir  a  ellas  para  rehuir  las  molestias  de  las  tareas 
judiciales  (  d  s  ). 

Dos  son  las  causas  que  precisan  a  los  monarcas  a  dele- 
gar la  justicia:  es  la  una  la  imposibilidad  de  administrarla 
por  sí  mismos,  imposibilidad  que  les  pone  en  el  caso  de 
instituir  en  todo  el  reino  agentes  que  mantengan  a  los  pue- 
blos bajo  su  jurisdicción  {  d  t  )\  y  es  la  otra  el  invencible 
apego  al  ocio  y  a  los  placeres  de  la  soberanía  que  les 
inspira  repugnancia  por  el  estudio  de  engorrosos  litigios  y 
legislaciones  enmarañadas. 

Delegada  la  justicia  por  efecto  de  estas  causas,  los  jueces 
reales  se  instituyen  bajo  la  implícita  condición  de  suplir  con 
su  laboriosidad  y  su  saber  la  pereza  y  la  ignorancia  del 
príncipe.  En  otros  términos,  la  delegación  trae  consigo, 
por  virtud  espontánea,  un  profundo  mejoramiento  de  la 
administración  judicial.     Merced  a  ella,    la  justicia    esencial- 


{  d  r)  Según  lo  que  Pardessus  dicede  los  bailios,  instituidos  por  Fe- 
lipe Augusto  entre  1 180  y  1 190,  estos  funcionarios  desempeñaban  en 
Francia  el  mismo  papel  que  los  corregidores  en  España.  Pardessus, 
L'Organisation  Judiciaíre,  pag.  245  et  246. 

Faustin-Hélie,  Histoire  et  théorie  de  la  Procédure  criminelle,  §  72. 

[ds)     Dareste,  Études  d' histoire  da  Droit,  t.  II,  XIII,  pag.  316. 

{  dt)  Fué  la  causa  que  precisó  a  los  reyes  de  Francia  a  nombrar 
comisarios  que  presidiesen  en  su  nombre  las  cortes  judiciales  de  Nor- 
mandía  y  de  Champagne,  cuando  ambos  feudos  quedaron  sometidos  a  la 
Corona.     Pardessus,  L'Orfíaiiisation  Judiciaire,  pag.   124  et  126. 

Fournier,  Histoire  du  Droit  d'appel,  pag.  183. 
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mente  impresionista  de  las  asambleas  generales  y  la  justicia 
predominantemente  política  de  los  monarcas  empieza  a  ce- 
der el  campo  a  la  justicia  técnica,  que  es  la  única  justicia 
justa,  fundada  en  el  doble  estudio  de  los  hechos  y  del  de- 
recho. 

Pardessus  ha  expuesto  con  gran  sagacidad  la  manera 
como  esta  evolución  se  efectuó  en  el  reino  de  Francia.  A 
los  principios,  la  Corte  real,  que  presidida  por  el  rey  ad- 
ministraba la  justicia,  se  componía  exclusivamente  de  pro- 
ceres y  magnates  que  sobre  ser  muy  ignorantes  en  jiun- 
tos  de  derecho,  conceptuaban  indigno  de  su  nobleza  dejar 
la  espada  por  el  bufete  (  chnnger  leurs  opees  en  écro- 
toire ).  Hacia  la  misma  época,  para  substraerse  al  imperio 
de  las  costumbres  jurídicas  que  eran  muchas  y  muy  contra- 
dictorias, que  nadie  conocía  bien  porque  no  estaban  escri- 
turadas y  que  se  afirmaban  o  negaban  alternativamente  se- 
gún el  interés  de  cada  cual,  se  adoptó  la  práctica  de  celebrar 
los  contratos  con.  arreglo  al  derecho  escrito,  esto  es,  al 
derecho  romano.  Por  otra  parte,  en  respeto  al  uso  tradi- 
cional, las  escrituras  respectivas  se  redactaban  en  latín  tanto 
por  los  legistas  como  por  los  notarios;  y  los  nobles,  llama- 
dos a  fallar  los  pleitos,  que  no  las  entendían,  hubieron  de 
buscar,  para  asesorarse,  burgueses  que  conocieran  esta  len- 
gua y  el  derecho.  Precisados  los  grandes  por  causa  de  su 
ignorancia  a  conformarse  con  el  dictamen  de  sus  asesores, 
comprendieron  a  la  larga  que  hacían  un  pajicl  desairado,  y 
absteniéndose  poco  a  poco  de  asistir  a  la  Corte,  dejaron 
que  los  monarcas  la  integraran  con  sujetos  burgueses  más 
entendidos  y  a  la  vez  más  dóciles  (  d  u  ). 

En  todas  partes,  mientras  se  conserva  vivo  el  recuerdo 
de  la  delegación  originaria,  el  príncipe  mantiene  la  facultad 
de  avocarse  el  conocimiento  de  las  causas  y  la  justicia  se 
administra  en  su  nombre.  En  comprobación  nos  dice  Ua- 
reste  que  en  el  antiguo  Egipto  el  rey  podía  avocarse  todos 
los  juicios,  ora  para  fallarlos  por  sí  mismo,  ora  para    confiar 


( í/ ti  I     Pardessus,  L'fJriía.nisationJi¡diciairt:  pag.   IOf>  a   III. 
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SU  fallo  a  otros  jueces;  y  Freycinet  acredita  que  en  la  isla 
de  Timor,  el  rey  hace  lo  mismo  cuando  lo  cree  convenien- 
te. Por  lo  tocante  a  Francia,  allí  siempre  se  entendió  antes 
de  1789  que  los  jueces  no  tenían  jurisdicción  propia  sino 
delegada;  que  la  administración  de  justicia  era  prerroga- 
tiva  de  la  corona  y  que  el  rey  podía  en  cualquier  momento 
avocarse  el  conocimiento  de  los  litigios  y  procesos  pen- 
dientes (dv). 

Así  mismo,  en  Inglaterra  se  entendía  hasta  fines  del  siglo 
XVIII  que  la  administración  de  justicia  era  prerrogativa  de 
la  corona  y  que  los  jueces  no  la  tenían  a  su  cargo  sino  por 
obra  de  una  delegación  esencialmente  revocable.  En  ejer- 
cicio de  esta  prerrogativa,  el  rey  los  nombraba  y  destituía  a 
su  regalada  gana;  instituía  y  suprimía  tribunales;  extendía 
o  restringía  su  competencia,  y  podía  presidir  personalmente 
las  cortes  judiciales  y  avocarse  el  conocimiento  de  las  cau- 
sas. Hasta  hoy  mismo  el  formulario  de  los  fallos  judiciales 
supone  la  delegación  porque  los  jueces,  conformes  con  el 
carácter  de  simples  delegatarios,  declaran  en  las  senten- 
cias que  las  dictan  en  nombre  y  representación  del  monarca 
(dx). 


{dv)  En  Francia,  fué  Luis  XV  el  último  monarca  que  intervino  di- 
recta y  personalmente  en  la  administración  judicial.  Con  fecha  3  de  Sep- 
tiembre de  1770,  cuando  ya  había  resuelto  sin  duda  deshacerse  del  duque 
de  Choiseul,  se  presentó  de  repente  en  el  Palais  a  presidir  el  parlamento, 
hizo  retirar  todos  los  expedientes  relativos  al  duque  de  Aiguillon,  enemi- 
go personal  de  dicho  ministro,  y  ordenó  que  se  sobreseyese  para  siempre 
en  ellos,  a  pesar  de  que  ya  se  había  dictado  una  sentencia  condenatoria. 
Maugras,  Le  duc  et  la  duchesse  de  Choiseul,  chap.  XVIII.  pag.  454 
et  455. 

Freycinet,  Voyage  autouv  du  Monde,  t.  I,  pag.  705  et  706. 

{dx)  Nous  avons  vu  dans  la  période  precedente,  dit  Glasson,  que  le 
roí,  ne  pouvant  pas  présider  en  personne  toutes  les  séances  de  sa  Cour, 
on  avait  constitué  de  bonne  heure  un  sénat  spécial  qui  depuis  Richard  I 
siégeait  sous  la  présidence  du  grand  justicier  de  toute  TAngleterre,  sur 
le  Banc  du  roi,  á  Westminster.  Á  partir  de  la  Grande  Charte,  on  donna 
spécialement  le  nom  de  Cour  du  Banc  du  roí  a  celle  dont  on  avait  détaché 
les  plaids  communs  parce  que  c'est  dans  cette  Cour  que  fút  conservé  le 
Banc  du  roi.     L'existence  méme  de  ce  Banc  implique  pour  le  roi  le  droit 

40 
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Restos  inequív^ocos  de  la  delegación  oricrinaria  es  en  to- 
dos los  pueblos  civilizados  la  doble  prerrocjativa  de  la  gra- 
cia y  el  indulto.  Si  originariamente  no  hubiese  correspon- 
dido a  los  gobiernos  la  potestad  judicial,  es  muy  dudoso  que 
se  hubiese  ocurrido  al  legislador  conferirles  una  prerrogativa 
que  les  permite  modificar  las  sentencias  penales  y  aun  exi- 
mir de  toda  pena  a  malhechores  que  en  mérito  de  pruebas 
decisivas,  la  justicia  ha  declarado  convictos  y  confesos.  Sólo 
la  historia  puede  justificar  semejante  prerrogativa  demos- 
trando que  se  la  instituyó  a  los  princi[)ios  por  efecto  inme- 
diato de  una  delegación  revocable  de  la  potestad  judicial. 

En  la  práctica  son  tan  funestos  los  efectos  de  esta  subor- 
dinación que  espontáneamente  se  predisponen  los  pueblos 
contra  ella,  y  empezando  por  exigir  a  los  príncipes  que  no 
dicten  fallos  sin  asistencia  de  asesores,  acaban  por  exigirles 
que  se  abstengan  en  absoluto  de  intervenir  personalmente 
en  la  adininistración  de  justicia.  Kn  la  legislación  indú  del 
Narada,  el  rey  aparece  administrando  justicia  sentado  en  su 
trono,  con  el  libro  de  la  ley  en  la  mano  y  rodeado  de  ase- 
sores; pero  se  le  aconseja  deferir  al  parecer  de  ellos  (  d  y  ). 
Tito  Livio  enuncia  entre  los  actos  de  tiranía  que  se  imputa- 
ron a  Tarquino  el  Soberbio  el  haber  fallado  causas  judicia- 
les sin  asistencia  de  asesores  (  d  z  )\  y  bajo  el  imperio  del 
feudalismo,  cuando  la  justicia  pasó  a  mano  de  los  des|)óti- 
cos   proceres  de  cada   reino,  sucesivamente   se   estableció: 


de  siéger  et  encoré  aujourd'hui  le  ro¡  est  censé  présent  a  tous  les  tribu- 
naux  anglais:  toute  jurisdiction  emane  du  souverain.  Mais,  de  boniie 
heure  les  rois  cesscrent  d'exercer  ce  droit.  Ainsi  Blackstone  dit  que  le 
roi  Edouard  I  prit  souvent  part  á  l'administration  de  la  justice;  mais  le 
fait  est  contesté...  «  II  est  certain  que  Jacques  I  ayant  voulu  siéger,  les 
juges  ne  lui  contestérent  pas  le  droit  de  présider,  seulement  ils  soutin- 
rent  que  le  roi  ne  pouvait  pas  donner  son  avis  au  tribunal  >.  Glasson, 
Histoire  du  Dmit  t-t  des  Institutions  de  rAn^k'tcrrv,  t.  III,  pag.  249. 
Franquevilie.  Le  Systí'itiv  Judiciairo  da  la  (¡randv  Brvta^nv.  t.  I. 
pag.  32. 

(r/v)     Sumner   Maine.    I.'Aiicivn    Dmit    ct    la    Coutumv  ¡irimitiye, 
chap.  XI,  pag.  513. 

(dz)     Tito  Livio,  Décadas,  t.  I.  lib.  I,  pág.  82. 
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1°  que  no  podían  dictar  sentencias  válidas  sin  asesorarse  de 
hombres  entendidos  en  el  derecho;  y  2°  que  no  podían 
ellos  ejercer  personalmente  las  funciones  judiciales  sino  que 
debían  delegarlas  en  sus  vasallos  (  e  a  ). 

Más  tarde,  cuando  la  reyecía  acaparó  la  administración  de 
justicia,  gozaron  a  los  principios  de  mucha  popularidad  los 
reyes  que  desempeñaban  personalmente  y  por  sí  solos  las 
funciones  judiciales;  pero  una  justicia  autocrática,  que  a 
menudo  falla  por  impresiones,  sin  pruebas  y  sin  someterse 
a  las  lentitudes  del  procedimiento;  que,  por  otra  parte,  no 
admite  apelaciones  y  hace  predominar  de  continuo  los  mo- 
tivos políticos  contra  el  derecho,  se  desprestigia  rápida- 
mente. 

Las  mismas  Cortes  de  Castilla,  que  rogaban  a  los  reyes 
se  dignasen  visitar  personalmente  los  juzgados  de  todo  el 
reino  para  reprimir  los  abusos  de  los  alcaldes  y  corregido- 
res, reclamaron  insistentemente  contra  la  antigua  práctica  de 
avocarse  ni  aun  en  grado  de  apelación  el  conocimiento  de 
las  causas  judiciales.  Y  en  Inglaterra,  después  de  la  revo- 
lución de  1652  ningún  monarca  ha  pretendido  administrar  la 
justicia  por  sí  misma  (  eh). 

No  se  detuvo  en  este  punto  la  evolución  orgánica  de  la 
justicia.  Sin  duda^  fué  grande  el  progreso  que  se  realizó 
cuando  se  hubo  conseguido  que  los  príncipes  se  abstuvie- 
ran de  ejercer  las  funciones  judiciales;  pero  con  esta  abs- 
tención, no  se  logró  asegurar  por  completo  ni  la  indepen- 
dencia, ni  la  imparcialidad  de  la  justicia. 

Sin  excepción  alguna  en  todas  las  naciones  europeas,  los 
jueces  estaban  y  siguieron  en  condición  subordinada  por- 
que en  su  carácter  originario  de  simples  delegatarios,  eran 
nombrados  y  amovibles  a  voluntad  de  la  cororia.  Tanto 
los  de  Francia  y  España,  como  los    de  Inglaterra  y  el  ím- 


(ea)     Hallam.  L'Euvope  au  Moyen  Age.  t.  1,  pag-.  215. 

{eh)     Franqueville,  Le  Systéme  Jiidiciaire  de  la  Grande  Hretagne^ 
t.  I,  pag.  33. 

Martínez  Marina,    Teoi'ia  de  las  Cortes,  t.  II,  págs.  285.  304  y  305.. 
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perio  germánico,  podían  ser  removidos  gubernativamente 
y  sin  causa,  por  simple  capricho,  por  el  solo  deseo  de  con- 
fiar las  vacantes  a  otros  más  complacientes.  ¿Cómo  ha- 
brían podido  administrar  justicia  igual  e  independiente,  jus- 
ticia a  favor  de  los  débiles  y  en  contra  de  los  poderosos, 
jueces  cuya  suerte  estaba  en  manos  de  magnates  que  no 
ejercían  el  poder  sino  para  abusar  de  sus  prerrogativas? 

Con  rara  unanimidad,  los  mismos  pueblos  que  habían 
luchado  por  la  institución  de  funcionarios  especiales  que 
administrasen  la  justicia  empezaron  a  luchar  por  su  inamo- 
vilidad.  Procedieron  así,  no  por  inspiración  de  doctrinas 
abstractas;  acaso  en  teoría  sería  difícil  encontrar  razones 
que  justifiquen  el  carácter  vitalicio  de  los  cargos  judiciales. 
Exigieron  la  inamovilidad  bajo  la  presión  de  la  necesidad 
que  se  sentía  de  garantizar  la  independencia  de  la  justicia, 
constantemente  amenazada  por  el  peligro  permanente  de 
la  remoción  de  los  jueces. 

Los  monarcas  no  opusieron  mayor  resistencia  para  ceder 
a  estas  reclamaciones  cuando  se  persuadieron  a  que  fácil- 
mente podían  poner  a  salvo  sus  intereses  contra  la  inde 
pendencia  judicial.  Empezaron  por  instituir  la  justicia  ad- 
ministrativa para  que  conociera  en  todos  aquellos  casos  en 
que  la  corona  o  el  fisco  eran  parte:  y  en  seguida  decreta- 
ron la  inamovilidad  de  los  jueces.  Una  ordenanza  de  1467 
declaró  en  Francia  que  los  cargos  de  bailíos  o  senescales 
no  vacarían  sino  por  muerte,  renuncia  o  destitución  de  los 
titulares;  y  una  ley  de  1700  dispuso  en  Inglaterra  que  los 
jueces  permanecerían  en  sus  puestos  durante  su  buen  des- 
empeño, y  que  sólo  se  les  podría  destituir  a  consecuencia 
de  representaciones  de  las   Cámaras  Legislativas  ( f*  f  ) 

Independientemente  de  estas  declaraciones,  conspiró  a 
establecer  la  inamovilidad  de  los  jueces  la  venalidad  de  los 


(ec)  Faustin-Hélie,  Histoire  et  tbéorie  do  la  Procédurc  rriminf- 
lle.     pag.  440. 

Franqueville,  Lr  Systomc  Jariiciairo  dr  In  drandn  ItrotUiXiu'.  t.  I. 
pajr.  383  ft   384. 

Tocquevilli-,   L'Aiicii'ii  liñj'niv  rt   In   AVMo/fjf/o/).  ch.ip.  IV.  pag.  103. 
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cargos  judiciales,  porque  para  tener  interesados  en  las  su- 
bastas, era  indispensable  empezar  dando  a  los  subastadores 
la  seguridad  de  que  no  serían  removidos  sino  por  causas 
legales.  En  España,  donde  en  hora  muy  temprana  se  pro- 
hibió la  venta  de  los  cargos  judiciales,  nunca  se  pudo  con- 
seguir antes  de  la  Edad  Contemporánea  ni  la  inamovilidad, 
ni  la  independencia  de  los  jueces  (  ed). 

Así  queda  al  fin  la  justicia  emancipada  de  la  reyecía  y 
constituida  en  un  poder  que  comparte  con  los  otros  la  so- 
beranía. Una  delegación,  que  a  los  principios  es  esencial- 
mente eventual,  voluntaria  y  revocable  y  que  los  monarcas 
hacen  ora  por  librarse  de  molestias,  ora  por  servir  mejor 
a  sus  subditos,  se  torna  a  la  larga  permanente  y  obligato- 
ria, dando  origen  a  una  institución  superior  que  actúa  por 
sí  misma  e  independientemente.  No  importa  que  en  algunas 
monarquías,  por  ejemplo  en  Inglaterra,  donde  se  conservan 
las  fórmulas  vanas  de  la  delegación  originaria,  se  siga  ad- 
ministrando la  justicia  en  nombre  del  rey.  Este  mandato 
nominal  no  da  al  príncipe  autoridad  alguna  sobre  los  tri- 
bunales, no  le  faculta  para  reasumir  las  funciones  judiciales, 
ni  para  fiscalizarlos,  ni  para  residenciarlos,  ni  para  recibir 
apelaciones  contra  los  fallos,  así  como  tampoco  le  acarrean 
responsabilidad  alguna  los  desaciertos  y  abusos  que  sus 
jueces  cometan   (  e  e  ). 

En  suma,  diremos,  modificando  una  observación  de  Gui- 
zot,  el  progreso  más  notable  que  el  orden  jurídico  alcanzó 
bajo  de  las  autocracias  modernas   fué  convertir  la   adminis- 


{e  (1)  Solorzano  Pereyra,  La  Política  Indiana,  t.  II,  lib.  VI,  cap.  XIII, 
incisos  2  y  3. 

«  En  fin,  la  vénalité,  dit  Louis-Lucas,  quelque  irrationnelle  qu'elle  fút, 
eút  pour  résultat  trés-heureux  d'affermir  et  d'engendrer  peut-étre  l'un  des 
principes  les  plus  salutaires  de  notre  droit  public:  nous  voulons  diré 
linamovilité,  principe  qui  proclamé  en  1467,  doit  étre  consideré...  córa- 
me une  garantie  absolue  d'indépendance  de  la  Magistrature,  et  partant, 
comme  la  sauvegarde  la  plus  tutélaire  du  justiciable».  Louis-Lucas,  La 
Vénalité  des  Charges  et  Fonctions  publiques,  t.  II.  chap.  I,  §  III, 
pag.  41. 

(  e  e  )     Bentham.  (Euvres,  t.  III,  pag.   10. 
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tracíón  de  justicia  en  una  función  especial,  que  desempe- 
ñada independientemente  por  los  legistas,  se  subrogó  a  la 
justicia  empírica  de  las  asambleas  populares  y  a  la  justicia 
política  de  los  monarcas  (ef). 

§  93.  Los  efectos  que  la  delegación  de  las  funciones 
judiciales  ocasiona  en  la  organización  del  Estado  no  se  re- 
ducen a  la  formación  de  un  personal  técnico  e  indepen- 
diente de  jueces,  porque  a  la  misma  evolución  deben  ori- 
ginariamente su  existencia  los  tribunales  superiores  y  en 
especial  los  de  alzada. 

Para  determinar  con  acierto  los  orígenes  de  los  unos  y  de 
los  otros,  debemos  empezar  por  establecer  las  diferencias 
más  capitales  que  los  caracterizan  y  distinguen. 

A  diferencia  de  los  tribunales  de  alzada,  que  nacen  en 
grados  más  o  menos  adelantados  del  desarrollo  judicial  y 
•que  conocen  en  segunda  instancia  de  toda  clase  de  causas, 
ios  tribunales  superiores  se  encuentran  instituidos  aun  en 
pueblos  que  no  han  salido  del  estado  de  barbarie  y  su 
competencia  se  limita  a  juzgar  ciertas  causas,  ordinariamente 
criminales,  que  ora  por  su  naturaleza,  ora  por  la  dignidad 
de  los  litigantes,  revisten  excepcional  importancia. 

Por  de  contado,  hay  estados  sociales  de  avanzada  cul- 
tura donde  también  surgen  Ips  tribunales  superiores,  llama- 
dor a  la  vida  por  premiosas  necesidades  políticas,  Por  ejem- 
plo, siempre  que  por  obra  de  circunstancias  sociales  se 
forma  una  aristocracia  privilegiada,  se  hacen  necesarios 
los  tribunales  superiores  porque  ella  no  se  aviene  a  someter 
sus  causas  a  los  tribunales  comunes. 

Empero,  originariamente  los  tribunales  superiores  nacen 
cuando  el  administrador  de  la  justicia,  sintiéndose  al)rumado 
por  la  multiplicidad  de  los  asuntos  judiciales  y  no  queriendo 
renunciar  por  completo  al  ejercicio  de  tan  alta  prerroga- 
tiva, empieza  a  delegar  en  hombres  de  su  confianza  el  co- 
nocimiento de  las  causas  menos  importantes,  reservando 
para  sí  el  de  las  más   graves.     Esta  separación  o  selección 


(  ef)     Guizot,  Histoiro  dr  la  Civilisntion  vn  Finncí'.  t.  IV.  lev»"  -'^'• 
pag.  84. 
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de  causas,  que  da  origen  a  los  tribunales  superiores,  vie- 
ne a  los  principios  como  consecuencia  de  las  primeras 
delegaciones,  que  no  pueden  ser  absolutas  sino  parciales,  y 
es  tan  espontánea  que  bajo  la  administración  judicial  de  los 
pueblos  se  opera  lo  mismo  que    bajo  la  de  los  reyes. 

Según  el  Éxodo,  Moisés,  que  de  la  mañana  a  la  tarde  ad- 
ministraba justicia  a  su  pueblo  sin  dar  abasto,  instituyó 
como  cooperadores  unos  jueces  a  quienes  dio  competencia 
para  juzgar  sólo  las  causas  de  menor  importancia,  reser- 
vándose implícitamente  el  juzgamiento  de  las  más  gra- 
ves (  eg);  y  de  unos  pasajes  de  Tácito  parece  inferirse  que 
entre  los  germanos,  la  asamblea  general  sólo  conocía  en 
las  causas  criminales  de  la  mayor  gravedad  y  nombraba 
jueces  para  que  sin  intermitencias  ejerciesen  la  jurisdicción 
ordinaria  (  e  72  ). 

De  análoga  manera,  esto  es,  por  delegación,  se  constitu- 
yeron los  primeros  tribunales  de  alzada  que  la  historia 
recuerda. 

Cuando  los  emperadores  romanos  tenían  que  resolver 
cuestiones  de  alguna  importancia,  nunca  las  fallaban  sin  so- 
meterlas previamente  al  estudio  de  sus  áulicos  y  favoritos. 
La  misma  práctica  siguieron  cuando  las  poblaciones  de  las 
provincias  empezaron  a  entablar  ante  ellos  quejas  contra 
los  funcionarios  políticos  y  verdaderos  recursos  de  apela- 
ción y  de  casación  contra  los  magistrados  judiciales.  Sea 
con  el  propósito  de  dictar  fallos  acertados,  sea  con  el  de 
eludir  el  trabajo  personal,  confiaban  el  estudio  y  las  inves- 
tigaciones a  los  cortesanos  que  les  rodeaban,  aun  cuando 
no  desempeñasen  cargo  político  alguno.  Por  efecto  de 
esta  práctica,  se  constituyó  a  la  larga  con  los  sirvientes  de 
palacio,  con  los  libertos  del  príncipe,  con  sus  áulicos  y 
amigos  un  verdadero  Consejo  de  Estado  que  se  conoció 
bajo  el  nombre  de  Consistorium  o  Auditorium  Principia  y 
que  solo  fué  organizado  oficialmente  y  a  firme  en  el  siglo  II, 


(eg)     Éxodo,  cap.  XVIII.  §  22. 
{e  h)     Tácito,  Germania.  XI  et  XII. 
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por  el  emperador  Adriano.  Pero  la  evolución  de  aquel 
organismo  no  se  paralizó  en  este  punto  porque  habiendo 
aumentado  la  repugnancia  de  los  emperadores  a  molestarse 
con  el  conocimiento  de  cuestiones  particulares  y  habiéndose 
substraído  a  las  deliberaciones  de  sus  consejeros,  empezaron 
por  conformarse  con  todos  los  dictámenes  que  emanaban 
del  Consistorium  y  acabaron  pgr  darle  jurisdicción  para 
que  fallara  los  recursos  en  representación  y  nombre  del 
príncipe   (  e  i  ). 

Prácticas  análogas  dieron  origen  en  Castilla  a  una  insti- 
tución muy  semejante.  Desde  los  tiempos  de  la  monarquía 
visigoda,  que  trató  de  remedar  la  organización  del  Imperio 
Romano,  acostumbraba  el  rey  a  tomar  el  parecer  de  sus 
sirvientes  personales  y  de  los  dignatarios  de  su  palacio  so- 
bre cuantos  asuntos  tenía  que  resolver.  En  especial  se  los 
pedía  sobre  las  querellas  y  recursos  que  sus  subditos  en- 
tablaban contra  los  poderosos  o  contra  los  fallos  inicuos 
de  los  jueces  locales.  Como  quiera  que  este  Consejo  no 
había  sido  instituido  para  administrar  justicia  ni  para  nada, 
no  tenía  residencia  fija  ni  competencia  propia,  y  sus  miem- 
bros lo  integraban  sin  nombramiento,  porcjue  en  cada  caso 
el  monarca  pedía  dictamen  a  quienes  le  daba  la  gana  de 
entre  la  turba  multa  de  ;íul¡cos  y  cortesanos  que  le  seguían 
por  donde  (|uiera  que  ii)a.  Por  primera  vez,  bajo  el  rei- 
nado de  San  Fernando,  se  dio  legalmente  (  1245  )  a  este 
Consejo  competencia  para  conocer  en  ciertos  negocios  de 
especial  importancia  y  en  los  recursos  de  alzada  que  se 
entablaran  contra  los  fallos  de  los  otros  tribunales  (  oj  ). 
Mas,   como  la    multiplicidad   de  los  asuntos  administrativos 


{ci)     Fournier.   L'histoirv  ilu  l'roit  dApprl,  pag.   ?'5  a  59. 
Ortolan.  IUstoive  de  la  Ló<:¡sIa(ioii  Romattw.  §   51  et  §   70. 
Mommsen,  Derecho  Penal  Romano,  t.  I,  lih.  II,  cap.  IX.  ^  I. 

(  ej  )  Sepún  Mariana,  *  dícese  que  este  rey  (  don  Fernando  el  Santo, 
muerto  en  1252  )  inventó  e  introdujo  el  Consejo  Real  que  hoy  en  Castilla 
tiene  la  suprema  autoridad  para  determinar  los  pleytos.  Señaló  doce  oydo- 
res  a  cuyo  conocimiento  perteneciesen  los  negocios  mayores,  y  los  pleytos 
que  en  los  otros  tribunales  se  tratasen  por  vía  de  apelación  con  las   1500 
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y  la  complejidad  de  los  contenciosos  no  permitían  ya  que 
un  solo  cuerpo  tuviese  a  su  cargo  dos  clases  tan  hetero- 
géneas de  funciones,  paulatinamente  se  empezó  a  desdoblar 
el  Consejo,  confiándose  el  estudio  y  fallo  de  las  cuestiones 
iudiciales  a  aquellos  cortesanos  que  tenían  algi'm  conoci- 
miento del  derecho.  Sin  duda  por  efecto  de  esta  diversifi- 
cación, encontramos  en  el  mismo  siglo  XIII,  bajo  el  reinado 
de  don  Alfonso  el  Sabio,  radicada  esta  competencia  en 
aquellos  famosos  funcionarios  que  porque  tenían  su  asiento 
oficial  en  el  palacio,  real,  se  conocieron  con  el  nombre  de 
alcaldes  de  Casa  v  Corte  (el).  En  1371,  se  dio  un  nuevo 
paso  en  el  proceso  de  la  diversificación  instituyéndose  sobre 
la  base  de  este  cuerpo  de  consejeros  judiciales,  como  tribu- 
nal de  alzada  para  todo  el  reino,  la  primera  Real  Audien- 
cia que  hubo  en  España.  Pero  que  aun  después  de  aquel 
año  conservó  este  tribunal  el  carácter  de  simple  consejo 
real,  sin  independencia  alguna  y  sin  competencia  propia, 
lo  prueba  por  sí  solo  el  hecho  de  haber  quedado  sujeto 
a  la  irrenunciable  obligación  de  los  cortesanos,  la  de  seguir 
al  monarca  a  donde  quiera  que  fuese.  El  nombre  de  Corte 
que  en  muchas  naciones  se  da  a  los  tribunales  de  alzada 
viene  precisamente  de  que  el  primero  de  ellos  no  fué  a  los 
principios  masque  una  reunión  délos  áulicos,  dignatarios  y 
favoritos  de  palacio,  o  sea  de  los  cortesanos.  Sólo  años 
más  tarde,  entre  los  de  1379  y  1425,  se  asignó  a  la  Real 
Audiencia  asiento  fijo  por  insistente  pedido  de  las  Cor- 
tes legislativas  {  em). 

En  Inglaterra,  antes  del  siglo  XI,  la  asamblea  de  los  gran- 


doblas  que  deposita  el  que  apela  y  las  pierde  en  el  caso  que  se  dé  sen- 
tencia contra  él  ».  Mariana,  Historia  de  España,  t.  III,  lib.  XIII,  capí- 
tulo VIII,  pág.   271. 

Martínez  Marina,  Ensayo  histórico-critico  sobre  la  Legislación  y 
principales  Cuerpos  legales  de  los  Reinos  de  León  y  Castilla,  pági- 
nas 54  a  58. 

{el}     Des  Essart.  Histoire  genérale  des  Trihunaux,  t.  II,  pag.  358. 

(em)  Hinojosa.  Estudios  sobre  la  Historia  del  Derecho  Español, 
pág.  90. 

Martínez  Marina.    Teoría  de  las  Cortes,  t.  II,  págs.  292,  301  a  304. 
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des  llamada  ^Mten{}gemot.  se  congrecraba  tres  veces  al  año 
en  el  lugar  donde  el  rey  se  encontraba.  Concretábase  su 
oficio  a  dar  su  parecer  a  la  corona  sobre  todos  los  asuntos 
de  interés  público,  y  en  especial  sobre  la  manera  como  se 
debían  faltar  aquellas  causas  que  competían  a  la  jurisdic- 
ción real.  Después  de  la  conquista  normanda,  se  empezó  a 
formar  al  rededor  del  monarca  con  sus  domésticos,  con  su.s 
favoritos,  con  los  dignatarios  de  la  corona  una  corte  o  cuer- 
po permanente  de  consejeros  que  se  llamó  cunn  o  tmln 
regis  y  que  le  seguía  adonde  quiera .  que  fuese.  Como 
quiera  que  el  ducado  de  Xormandía  reclamaba  de  conti- 
nuo la  presencia  del  rey  de  Inglaterra,  Guillermo  I  insti- 
tuyó un  nuevo  dignatario,  un  ju!>ticiíir,  para  que  durante 
sus  ausencias  presidiera  en  reemplazo  suyo  la  corte.  A  la 
larga  se  hastiaron  los  monarcas  de  la  tarea  de  estudiar  y 
fallar  cuestiones  particulares,  que  no  tenían  atingencia  con 
el  interés  público;  y  sin  renunciar  a  la  prerrogativa  de 
avocarse  las  causas,  dejaron  que  sus  consejeros  las  fallasen 
por  sí  solos  en  nombre  de  la  corona,  presididos  por  el 
Justiciar  (  c  /;  ). 

Respecto  de  Francia,  hemos  visto  más  arriba  que  a  lo 
menos  desde  el  siglo  \'I  se  reunía  tres  o  cuatro  veces  por 
año  la  asamblea  de  los  grandes,  análoga  a  la  llamada  W'ite- 
nagomot  entre  los  anglo -sajones;  y  que  dichíi  asamblea, 
conocida  a  los  principios  bajo  los  nombres  de  convontus, 
coníiToíTiitio,  roncilium,  curin  jilonn,  coronntn.  solomnís; 
fué  llamada  también,  por  lo  menos  desde  1108,  ¡nírlnnwntn, 
dejándose  adivinar  su  carácter  meramente  deliberante  (  §  59, 
nota  (  t'p  )  y  (  /'.ir  ). 

Hacia  la  misma  época  la  curia  regis.  esto  es,  la  corte 
real,  compuesta  de  los  dignatarios,  clientes  y  domésticos 
del  palacio,  formaba  un  cuerpo  más  íntimo  de  consejeros 
que    asesoraba  al   rey  tanto  en  los  asuntos   administrativos 


(en)  Blackstone,  Commentairrs  sur  les  Lois  Anfílaisos,  t.  IV. 
chap.  IV.  pa.g.  57  á  oO. 

Franqueville,  Le  Systi'nir  Ju<licÍHÍre  de  la  (irniidr  lirvtnutw..  t.  I. 
pan-  372  a  374. 
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como  en  los  judiciales.  Según  se  infiere  de  las  noticias  que 
nos  han  llegado  de  la  curia  regis,  no  tenía  ella  días  fijos 
para  deliberar  sobre  los  asuntos  que  interesasen  a  la  coro- 
na y  al  Estado;  pero  en  lo  tocante  a  los  judiciales,  no  fun- 
cionaba sino  en  las  mismas  épocas  del  año  en  que  se  reunía 
la  asamblea  solemne  de  los  grandes.  De  esta  circunstancia 
provino  que  como  los  litigantes  preguntasen  cuándo  habría 
parlamento  para  saber  cuándo  habría  administración  de  jus- 
ticia, a  virtud  de  una  muy  explicable  trasposición  se  empe- 
zó a  dar  el  nombre  de  parlamento  a  la  curia  regis  cuando 
se  reunía  presidida  por  el  monarca,  para  fallar  los  asuntos 
judiciales  (  e  ñ  ). 

A  los  principios  todos  los  dignatarios  y  domésticos  que 
componían  la  corte  real,  eran  igualmente  competentes  para 
asesorar  al  rey,  tanto  en  los  asuntos  administrativos  como 
en  los  judiciales;  pero  cuando  fué  menester  confiarse  a  los 
legistas  para  administrar  con  acierto  la  justicia,  la  curia  re- 
gis se  dividió,  hacia  1318,  como  lo  había  hecho  antes  la  de 
España,  en  dos  secciones,  la  del  Consejo,  compuesta  exclu- 
sivamente de  proceres,  y  la  del  parlamento,  compuesta  prin- 
cipalmente de  doctores  en  derecho  (  e  o  ).     La  facultad  que 


(eñ)     Pardessus,  L'Organisation  Judiciaire,  pag-.   74  et  119. 

Joinville,  que  siempre  se  contó  entre  los  cortesanos  de  San  Luis  (  no- 
veno de  su  nombre  )  pintó  de  visu  la  manera  como  este  monarca  compo- 
nía su  cprte  y  administraba  la  justicia. 

«Le  roi  (dice  ).  .  .  gouverna  sa  terre  bien  et  loyalement  et  selon  Dieu.  .  . 
II  avait  sa  besogne  reglée  en  telle  maniere  que  monseigneur  de  Nesle  et 
le  bon  comte  de  Soissons  et  nous  autres  qui  étions  autour  de  lui,  qui 
avions  oui  nos  raesses,  allions  ou'ír  les  plaids  de  la  porte  qu'on  apelle 
maintenant  les  requétes.  Rt  quant  il  revenoit  dou  moustier.  il  nous  en- 
voioit  querré,  et  s'asséoit  au  pié  de  son  lit,  et  nous  fesoit  touz  asseoir 
entour  11,  et  nous  demandoit  se  il  y  en  avoit  nulz  a  delivrer  que  on  ne 
peust  delivrer  sanz  li ;  et  nous  les  li  nommiens,  et  il  les  faisoit  envoir 
querré.  .  Et  se  traveilloit  ainsi  li  sainz  hom,  á  son  pooir,  comment  il  les 
metteroit  en  droite  voie  et  en  raisonable  ».  Joinville,  Histoire  de  Saint 
Louis,  §  57  et  58. 

(  e  o )     Dareste  de  la  Chavanne,  Histoire  de  V Administration  Fran- 
gaise,  t.  I,  chap.  I,  §  H,  et  chap.  VIII,  §  VI. 
Pardessus,  L'Organisation  Judiciaire,  pag.   7  7. 
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hasta  1789  conservaron  los  parlamentos  o  tribunales  supe- 
riores de  hacer  reglamentos  con  carácter  de  leyes  provisio- 
nales y  sobre  todo,  de  registrar  y  representar  por  ilegales 
las  ordenanzas  reales  y  que  las  Cortes  de  Cuentas  conservan 
respecto  de  los  decretos  de  pago,  es  un  indicio  del  carácter 
político  que  tuvieron  en  sus  orígenes  {ep  ).  Cuando  esta 
facultad  les  fué  quitada,  se  les  autorizó,  como  lo  hace  el  ar- 
tículo 5  de  nuestro  Código  Civil,  para  representar  anual- 
mente al  gobierno  los  defectos  y  vacíos  que  hubiesen  no- 
tado en  las  leyes  al  aplicarlas  en  la  administración  de  la 
justicia. 

Como  en  España,  como  en  Inglaterra,  la  corte  real  de 
Francia  seguía  al  rey  a  donde  quiera  que  fuese,  y  solo  en 
1302  se  fijó  su  residencia  a  firme  en  París.  En  el  Imperio 
germánico,  la  cámara  imperial  conservó  todavía  durante 
dos  siglos  su  carácter  ambulante,  como  que  no  se  la  fijó 
definitivamente  en  Franfort  del  Mein  hasta  1495   {  e  q  ). 

Desde  que  el  parlamento  de  Francia  quedó  arraigado  en 
París  y,  sobre  todo,  desde  que  se  limitó  su  competencia  a 
los  asuntos  judiciales,  los  monarcas  se  desinteresaron  de 
sus  deliberaciones,  y  con  el  hecho  de  dejar  de  presidirlo, 
dieron  aire  a  su  independencia. 

Dado  que  en  sus  orígenes  se  concretan  estas  cortes  a  ad- 
ministrar, en  nombre  del  príncipe,  la  justicia  de  única  ins- 
tancia, es  muy  interesante  determinar  cómo,  sin  ley  alguna 
que  extienda  o  modifique  su  competencia,  se  transforman 
espont.íneamente  a  la  larga  en  tribunales  de  casación  y  de 
alzada. 

Para  empezar  nuestro  estudio,  desvaneciendo  un  prejui- 
cio, anticipémonos  a  prevenir  que  no  son  unos  mismos  los 
orígenes  de  la  competencia  para  la  casación  y  los  de  la 
competencia  para  la  alzada. 

.Mientras  una  entidad  cuahjuiera  administra  la  justicia  por 


f  f  yi )     Laferricre.  Jiisinirr  iJu  Droit  Fniiiftiis.  i.   1.  liv.  \',  pap.   214. 
Pardessus.  L'( h'fsnnisntion  Jiidicinirc,  patj.   I IX    a  120  ct  2-0. 

( ('  (j  )     Daresle   He  la  Chavanne,  oh.   cit.,  t.   I.  chap.   VIII.  ^   II. 
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derecho  propio,  no  caben  ni  los  tribunales  de  casación,  ni 
los  de  alzada.  Sea  el  pueblo  entero,  sea  el  príncipe  solo, 
sea  el  sacerdocio,  sea  la  oligarquía,  la  entidad  que  en  tales 
condiciones  desempeña  las  funciones  judiciales  dicta  en  una 
sola  instancia  fallos  definitivos  porque  no  hay  ni  puede  ha- 
ber sobre  ella  otra  que  esté  investida  de  autoridad  superior 
para  reverlos,  modificarlos  o  anularlos. 

x\  la  inversa,  desde  que  la  justicia  se  empieza  a  adminis- 
trar por  delegación,  propende  espontáneamente  a  formarse 
una  jerarquía  judicial  porque  en  todo  caso  se  entiende  que 
el  delegante  conserva  su  autoridad  propia  y  puede  en  ejer- 
cicio de  ella  confirmar,  revocar  o  modificar  los  fallos  dic- 
tados por  el  delegatario.  No  son  otros  los  orígenes  de  los 
tribunales  de  alzada.  Por  de  contado,  dice  Spencer,  cuando 
un  jefe  se  vale  de  sus  servidores  para  administrar  justicia 
no  les  confiere  jurisdicción  absoluta,  reservándose  siempre 
la  facultad  de  revisar  los  fallos.  Hállase  establecida  esta 
práctica  aun  en  sociedades  salvajes,  por  ejemplo,  en  los 
pueblos  de  las  islas  de  Sandwich,  donde  el  que  no  se  con- 
forma con  la  sentencia  de  su  juez  apela  al  gobernador,  y  del 
gobernador  al  rey   {  e  r). 

Prescindamos  de  aquellos  casos  en  que  aparecen  los  le- 
gisladores confiando  a  tal  o  cual  entidad,  con  propósitos 
ostensiblemente  políticos,  la  facultad  de  rever  los  fallos 
judiciales.  Cuando  Solón  dio  competencia  al  pueblo  ate- 
niense para  fallar  las  causas  en  última  instancia,  y  cuando 
las  leyes  Valerias  autorizaron  en  Roma  a  los  comicios  de 
tribus  para  rever  las  sentencias  criminales  que  impusieran 
pena  de  muerte,  acaso  no  hicieron  en  el  fondo  sino  recono- 
cer que  primitivamente  había  correspondido  al  pueblo  la 
función  judicial;  pero  no  contemos  estos  casos  entre  los  que 
confirman  nuestra  doctrina  porque  evidentemente  en  el  uno 
y  en  el  otro  la  alzada  no  nació  espontáneamente,  sino  que 
fué  instituida  por  los  legisladores,  con  el  propósito  de  ro- 
bustecer en  el  ofobierno   del  Estado   las   influencias   demo- 


(er)     Spencer,  Principes  de  Sociologie,  t.  III.  §  527. 
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oráticas.  Ya  lo  dijo  Aristóteles  al  comentar  la  reforma  de 
Solón:  dueño  de  la  justicia,  el  pueblo  se  hizo  por  lo  mismo 
dueño  del  Estado  (es). 

Siglos  más  tarde  aparece  funcionando  en  la  misma  Roma 
un  verdadero  tribunal  de  alzada,  formado  sin  intervención 
del  legislador,  por  el  solo  efecto  de  la  práctica  universal 
de  recurrir  al  juez  delegante  por  vía  de  apelación  o  de 
queja  cuando  los  fallos  del  delegatario  nos  infieren  agravio. 
En  efecto,  cuando  los  primeros  emperadores  estaban  en- 
tregados a  la  tarea  de  consolidar  su  j>oderío,  adoptaron  la 
doble  práctica  de  administrar  justicia  por  s»  mismos  y  de 
facultar  a  sus  lugartenientes,  a  sus  gobernadores  o  a  fun- 
cionarios especiales  para  que  la  administraran  en  su  nom- 
bre en  las  provincias;  y  ordinariamente  acontecía  que  cuan 
do  las  partes  interesadas  no  se  conformaban  con  el  fallo  de 
un  delegatario,  ocurrían  en  grado  de  queja  al  César.  Pero 
la  mayor  parte  del  tiempo  no  era  el  emperador  mismo 
quien  se  ocupaba  en  la  poco  grata  tarea  de  estudiar  y 
rever  los  fallos,  porque  cuando  no  tenía  algún  interés  es- 
pecial que  le  moviese  a  intervenir  personalmente,  la  de- 
jaba encomendada  a  su  consejo  de  áulicos  llamado,  como 
queda  dicho,  Huditoriuní  o  consistan iiin  prinoipi.  Como 
bien  se  comprende,  cuanto  más  se  desinteresaba  el  César 
de  estas  cuestiones,  más  se  consolidaban  la  jurisdicción  y 
la  autoridad  de  su  Consejo.  Cuando  Adriano  reorganizó 
a  firme  esta  institución,  dándole  existencia  legal,  no  hizo 
más  que  sancionar  lo  establecido  porque  de  largo  tiempo 
atrás  ella  desempeñaba  de  hecho  las  funciones  de  verda- 
dera corte  de  alzada  (  et  ). 

Exactamente  de  la  misma  manera   nacieron  los  tribunales 
de  alzada  en  cada  una  de  las  monartiuías  que  se  desgaj.irtMi 


(es)     Aristóteles.  Ln  Rvpuhlii¡iie  Athénicnnc.  §  3  et  9. 

Tito  Livio,  Décadas  (k'  ln  Historia  fíomann.  t.  I,  lib.  III.  pá>r.   113. 

Faustin-Hélie,  De  la  Procédurr  criminollc,  §  9. 

(  e  t  )     Mommsen,  Derecho  Penal  Romano,  t.  I,  lib.  11,  cap.  IX.  §  3, 
y  lib.   ¡11.  cap.  VIII.  .^  5. 

Faustin-Hélie.  Histoirc  e  thénrie  de  la  Procédure  rriminelle.  %  25. 
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del  Imperio  Romano.  En  cada  una  de  ellas,  el  monarca 
asumió  el  ejercicio  del  Poder  Judicial,  asesorado  por  sus 
cortesanos;  en  cada  una  de  ellas,  la  corona  confió  a  funcio- 
narios especiales  la  misión  de  administrar  la  justicia  en  los 
pueblos  situados  a  distancia  de  la  corte;  encada  una  de 
ellas,  se  estableció  espontáneamente  la  práctica  de  apelar 
ante  el  rey  contra  los  fallos  de  los  jueces  delegatarios;  y 
en  cada  una  de  ellas,  la  corte  de  áulicos  que  le  asesoraba 
quedó  convertida  en  verdadera  corte  de  apelaciones  cuando 
por  ineptitud  y  pereza,  renunció  él  de  hecho  a  la  molesta 
tarea  de  ejercer  personalmente  las  funciones  judiciales  (e  u  ). 

Diferentes  fueron  los  orígenes  de  la  casación.  Si  la  alza- 
da se  establece  por  efecto  de  la  facultad  que  todo  poder 
soberano  se  reserva  de  rever  las  decisiones  de  sus  delega- 
dos, la  casación  se  establece  generalmente  por  efecto  de  la 
facultad  que  las  autocracias  populares  se  arrogan  de  repri- 
mir en  bien  de  los  débiles  las    iniquidades  de  los  poderosos. 

Bajo  el  respecto  jurisdiccional,  los  subditos  del  Imperio 
Romano  estaban  sometidos  o  bien  a  los  jueces  imperiales, 
o  bien  a  los  jueces  senatoriales,  o  bien  a  los  tribunales  y 
jueces  locales  que  venían  de  tiempos  anteriores  a  la  con- 
quista. Pues  bien,  contra  los  fallos  de  los  jueces  imperia- 
les y  senatoriales  se  apelaba  respectivamente  al  emperador 
y  al  senado,  esto  es,  a  las  autoridades  delegantes.  Contra 
los  fallos  de  los  jueces  locales,  no  se  apelaba,  sino  que  se 
entablaban  verdaderos  recursos  de  casación  y  de  queja 
ante  el  César,  que  estaba  llamado  a  reprimir  las  iniquida- 
des en  su  calidad  de  protector  general  de  los  pueblos. 

De  la  misma  manera  se  convirtieron  en  cortes  de  casa- 
ción las  cortes  reales  de  las  monarquías  medioevales. 

Habiéndose  restablecido  desde  el  siglo  XII  la  enseñanza 
del  derecho  romano,  los  jurisconsultos  realistas  empezaron 
a  predicar,  inspirados  por  ella,  la  doctrina  que  suponía 
ser  las  monarquías  bárbaras  directas  herederas  del  Impe- 
rio Romano  haciendo  al  rey  fuente   originaria   de  toda  au- 


íeu)     Pardessus,    Essai  historique  sur  l'Ovganisation  judiciaire, 
partie  I,  tit.  I,  chap.  I,  pag.   78  et  88. 
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toridad.  Por  efecto  de  la  prédica  de  estas  doctrinas, 
que  alentaban  y  secundaban  las  nacientes  tendencias  auto- 
cráticas  de  los  monarcas,  la  corte  real  se  asimiló  al  nudi- 
torium  principi,  y  por  efecto  de  esta  asimilación,  se  la 
reconoció  competencia  para  conocer  no  sólo  en  los  recur- 
sos que  se  entablaban  contra  los  fallos  de  los  jueces  reales 
sino  también  en  los  que  se  entablaban  contra  los  fallos  de 
los  jueces  feudales  o  señoriales  {  e  v  ). 

Mas,  en  la  revisión  de  los  fallos  de  la  justicia  señorial 
no  podía  proceder  la  corona  con  el  desembarazo  con  que 
procedía  en  la  de  los  fallos  de  los  jueces  reales.  Temerosa 
de  provocar  una  resistencia  de  parte  de  los  señores  feu- 
dales que  acaso  habría  sido  invencible,  limitó  de  pronto 
su  competencia  a  conocer  en  aquellos  casos,  cuales  eran 
los  de  injusticia  notoria,  en  que  presumiblemente  el  ejerci- 
cio de  sus  prerroíjativas  había  de  granjearle  simpatías  y 
en  que  asimilándolos  a  los  casos  de  denegación  de  justicia, 
era  más  fácil  justificar  su  intervención. 

Al  admitir  los  nuevos  recursos  de  casación,  mal  disfra- 
zados bajo  la  forma  de  simples  recursos  de  queja,  no  en- 
tendieron los  monarcas  alargar  los  procesos  con  una  nueva 
instancia.  Aun  cuando  la  misma  corte  que  venía  conocien- 
do en  las  apelaciones  fué  llamada  a  conocer  también  en 
las  casaciones,  es  evidente  que  a  los  principios  jírocedió 
la  corona  menos  como  justicia  que  como  gobierno,  imagi- 
nándose que  con  las  mismas  facultades  con  que  reprimía 
los  abusos  de  los  funcionarios  políticos  podía  reprimir  las 
iniquidades  de  los  funcionarios  judiciales. 

De  estas  observaciones,  relativas  a  la  génesis  de  las  cor- 
tes de  casación,  se  infiere:  1°  que  originariamente  no  se 
puede  establecer  este  recurso  sino  bajo  el  ala  de  una  auto- 
cracia que  tenga  suficiente  fuerza,  prestigio  y  poderío  para 
reprimir  las  iniquidades  de  justicias  soberanas;  y  2°  que 
por  lo  mismo,  todo  tribunal  que  constituye  una  verdadera 
corte,  esto  es,  todo  tribunal  compuesto  de  cortesanos  que 


(er)     Faustin-Hélie.  Histoirf  vt  tln'-itriu  tjr  In  Procf-dure  crimiiir- 
Ue,  §  82. 
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funciona  al  lado  y  en  representación  de  un  monarca  auto- 
crático  propende  espontáneamente  a  convertirse  en  tribu- 
nal supremo  de  casación  y  revisión.  El  ^^'iteImgenlOt  de 
los  anglo- sajones  y  la  curia  regis  de  Francia  no  fueron  en 
sus  orígenes  cortes  de  alzada,  sino  que  más  bien  tuvieron 
el  carácter  de  cortes  de  casación  porque  a  los  principios  no 
revieron  los  fallos  de  las  justicias  locales  y  feudales  sino  en 
los  casos  de  injusticia  notoria  (  eir). 

De  las  mismas  observaciones  se  infiere  que  las  cortes  su- 
periores, sea¡i  o  no  de  alzada,  se  han  creado  originariamen- 
te no  en  interés  de  la  justicia,  sino  en  interés  de  los  monarcas. 
Han  empezado  los  reyes  por  acaparar  la  administración 
judicial  e  instituir  el  recurso  de  alzada  como  instrumento 
de  dominación  y  de  gobierno  (eA');  y  cuando  se  han  sen- 
tido abrumados  por  la  multiplicidad  y  complejidad  de  los 
asuntos  contenciosos,  han  concluido  por  delegar  en  sus  áuli- 
cos y  consejeros  el  ejercicio  de  la  real  jurisdicción.  Por  con- 
siguiente, no  es  dudoso  que  en  sus  orígenes  las  cortes  su- 
periores no  tienen  más  objeto  que  suplir  ora  la  desidia, 
ora  la  impotencia,  ora  la  incapacidad  de  los  monarcas. 

Una  vez  nacidas  a  la  vida  rinden  estas  instituciones  tantos 
frutos,  que  sin  resistencia  alguna  se  perpetúan  bajo  el  am- 
paro de  los  pueblos  aun  cuando  desaparezca  la  causa  que 
las  dio  origen.  Merced  a  las  cortes  de  alzada,  se  han  re- 
primido en  gran  parte  los  abusos  y  la  parcialidad  de  los 
jueces  lugareños,  se  han  dado  a  las  leyes  aplicaciones  más 
uniformes  y  más  elevadas,  se  ha  despojado  a  la  justicia 
real  de  su  carácter  político,  y  en  bien  de  las  libertades  pú- 
blicas, se  han  separado  las  funciones  judiciales  de  las  gu- 
bernativas. 

Los  mismos  monarcas  han  ganado  en  dignidad  y  prestigio 
con  esta  delegación  de  las  funciones  judiciales  no  sólo  porque 


(e\r)     Gneist,  ConstitutionCommunale  de  TAngleterre.  t.  I,  pag.  81. 
Pardessus,  Essai  historique  sur  l'Organisation  judiciaire,  pag.  27 
et  80. 

(ex)     Faustin-Hélie,  Histoire  et  théorie  déla  Procédure  criminn- 
lle,  §  82. 
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merced  a  ella  han  ofrecido  a  los  pueblos  una  justicia  más 
técnica  y  más  imparcial  sino  también  porque  de  un  lado 
han  descargado  sobre  sus  jueces  la  inevital)le  malquerencia 
de  los  perdidosos  y  de  otro,  han  podido  arrogarse  la  sim- 
pática prerrogativa  de  la  gracia  no  sólo  para  indultar  a 
sus  favoritos,  sino  para  suavizar  el  rigor  de  aquellos  fallos 
que  por  ajustarse  mucho  a  la  ley,  prescinden  no  poco  de 
la  equidad.  Xo  fué  por  simple  coincidencia,  fué  en  virtud 
de  las  relaciones  que  hay  entre  la  causa  y  el  efecto,  por  lo 
que  en  Inglaterra  empezaron  los  reyes  a  usar  esta  prerro- 
gativa a  poco  de  haber  dejado  de  intervenir  personalmente 
en  la  administración  de  justicia.  Por  una  razón  análoga, 
cuando  los  magistrados  romanos  dictaban  una  sentencia 
condenatoria,  el  reo  podía  entablar  uno  como  recurso  de 
gracia  ante  los  comicios  (  ev). 

Del  mismo  favor  goza  en  los  pueblos  cultos  la  corte  de 
casación  y  revisión  porque  no  obstante  sus  orígenes  evi- 
dentemente autocráticos,  se  juzga  indispensable  mantenerla 
en  interés  del  principio  democrático  de  la  igualdad,  organi- 
zándosela  más  bien  con  el  objeto  de  uniformar  el  derecho 
nacional  que  con  el  de  hacer  buena  justicia.  Se  puede  de- 
cir que  para  la  corte  de  casación  no  existe  la  justicia  ab- 
soluta, sólo  existe  la  justicia  legal,  por  manera  que  ante 
ella  nadie  puede  tener  derechos  cuyo  reconocimiento  sea- 
ocasionado  a  interrumpir  la  uniformidad  de  la  jurispru- 
dencia. 

Como  bien  se  comprende,  cuanto  más  numerosas  sean 
las  cortes  de  alzada  tanto  más  posibles  son  las  aplicaciones 
discordantes  de  la  ley  como  no  haya  un  tribunal  supremo 
que  con  rigor  inflexible  mantenga  la  uniformidad.  Cuando 
las  cortes  de  alzada  no  tienen  que  temer  esta  fiscalización 
superior,  no  se  puede  impedir  que  bajo  el  influjo  del  me- 
dio ambiente  se  rebelen  a  cada  paso  contra  la  aplicación 
mecánica  de  la  ley  para  ceder  ante  consideraciones  liumanas 


I  e  V  )     Mommsen.  Derecho    Penal    romano,    t.  I.  lil).    III.    cap.  VIII. 
l)ág.   453. 
Spenccr.  Principes  de  Sociolof^io,  t.  III,  §  527. 
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de  equidad.  Sumner  Maine  pone  de  manifiesto  la  grande 
influencia  civilizadora  que  en  la  India  ha  tenido  la  existen- 
cia de  una  Corte  Suprema  de  Justicia  porque  manteniendo 
una  jurisprudencia  más  o  menos  uniforme,  dicho  tribunal 
ha  enmendado,  desarrollado  y  unificado  el  derecho  en  parte 
considerable,  antes  que  las  cortes  de  alzada,  que  se  han 
inclinado  más  a  respetar  hasta  la  exageración  las  normas 
jurídicas  locales  (  e  z  ). 

Un  influjo  análogo  tuvieron  las  cortes  revisoras  que  du- 
rante la  Edad  Media  se  formaron  en  el  Imperio  germánico 
y  en  otras  naciones,  sin  intervención  del  legislador.  Suce- 
dió que  cuando  una  ciudad  importante  prosperaba  bajo  un 
régimen  municipal,  otras  lo  adoptaban  sin  modificaciones; 
y  cuando  más  tarde  ocurrían  en  los  tribunales  de  las  últimas 
casos  jurídicos  de  difícil  solución,  se  acudía  en  consulta  a 
los  tribunales  de  la  metrópoli.  Por  efecto  de  esta  práctica 
espontánea,  se  tuvieron  por  superiores  los  tribunales  de  la 
metrópoli,  que  a  los  principios  no  podían  pretender  que  les 
correspondiera  jurisdicción  alguna  sobre  los  de  las  otras 
ciudades.  Como  que  responden  a  una  necesidad  de  la 
administración  de  justicia,  siempre  falible,  los  recursos  de 
revisión,  de  casación  y  de  súplica  no  desaparecieron  cuando 
se  crearon  las  cortes  de  alzada  y  conservaron  sus  carac- 
teres originarios  hasta  que  el  legislador  juzgó  preferible  ins- 
tituir francamente  la  tercera  instancia  (  í'h  ). 

§  94.  De  los  hechos  que  en  los  parágrafos  precedentes 
dejamos  apuntados,  se  infiere  sin  lugar  a  duda  que  en  va- 
rias de  las  más  importantes  naciones  de  Europa,  la  adminis- 
tración de  justicia  fué  durante  largos  siglos  prerrogativa 
de  los  monarcas  habiendo  nacido  como  simple  ramificación 
de  los  gobiernos  autocráticos. 

Bajo  la  sugestión  de  estos  antecedentes  históricos,  que 
por  ser  los  más  inmediatos  debían  impresionar  más  vivamen- 
te, una  escuela  de   publicistas   y  jurisconsultos,  en  especial 


(ez)     Sumner  Maine.   Études  sur  l'histoire  (Iii  Droit.  pag.  54. 
(  fa)     Schulte.  Ilistoire  clu  Droit  et  des  Instinitlon  de  l'Allemagney 
%   119. 
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de  jurisconsultos  monárquicos,  ha  venido  sosteniendo  du- 
rante toda  la  Edad  Moderna  y  aun  en  nuestros  días,  que 
la  justicia  no  se  puede  estimar  ni  constituir  como  poder 
autónomo  del  Estado  porque  en  el  fondo  no  es  más  que 
una    rama  del  gobierno. 

Mirabeau  decía  que  no  se  puede  concebir  el  Poder  Judi- 
cial como  Poder  diferente  del  Poder  Ejecutivo;  y  la  misma 
opinión  han  sostenido  Sismondi,  Henrion  de  Pansey,  Se- 
rrigny   y   Aucoc  ( í'h  ). 

En  particular,  Serrigny  enseñó  que  bajo  el  doble  res- 
pecto de  la  teoría  y  del  derecho  constitucional,  el  Poder 
Judicial  era  en  F'rancia  una  simple  emanación  del  Poder  Real. 
«  Lo  que  mejor  confirma  nuestra  doctrina,  agregaba,  es  que 
si  recurrimos  a  nuestro  antiguo  derecho  público,  encontra- 
mos que  la  función  judicial  era  en  tal  grado  una  atribución 
del  Poder  Real  que  el  rey  mismo  hacía  en  su  Consejo  las 
veces  de  un  tribunal  superior  de  casación.  Las  atribucio- 
nes que  hoy  ejerce  la  Corte  de  Casación  formaban  parte 
de  las  prerrogativas  de  la  corona,  y  cuando  los  monarcas 
erigían  tribunales,  no  entendían  renunciar  a  la  facultad  de 
administrar  por  sí  mismos  la  justicia.  Después  de  la  re- 
volución, han  sido  substraídos  de  la  jurisdicción  de  la  co- 
rona y  sometidos  a  la  Corte  de  Casación  muchos  de  los 
asuntos  que  eran  de  la  competencia  del  Consejo  privado; 
pero  las  atribuciones  de  éste  y  de  otros  tribunales  son  ju- 
rídicamente, segiin  la  carta,  una  desmembración  de  la  au- 
toridad  real  »    (  fe  ). 


(fh)  Franqueville.  Le  Systrmr  ¡utüiiairi'  df  In  <  hanili- ¡irftaiSDo. 
i.  1,  pag.   15. 

De  la  misma  opini()n  es  Ducrocq.  »  Lorsqu'en  se  pla<;ant  á  ce  point  de 
vue  (dice)  on  analyse  le  Pouvoir  Exécutive  en  luí  ■  méme,  indépendam- 
roent  des  formes  et  des  conditions  pnlitiques  sous  lesquelles  il  peut  se 
produire,  on  reconnait  qu'il  se  suhdivise  en  un  certain  nombre  de  bran- 
ches.  Suivant  nous,  ees  branchc  distinctes  du  Pouvoir  Kxécutive,  sont 
au  nombre  de  trois:  le  gouvernement,  l'administration,  la  justice».  Du- 
crocq. Cours  de  Droit  Administratif.  t.  I,  §  24. 

(fe)  Serrigny.  'íraiif'  déla  Competence  et  déla  Procedan;  t.  1, 
«1   II. 
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Doctrina  muy  semejante  sostiene  Blackstone  respecto  de 
Inglaterra.  «  La  Constitución  del  reino,  dice,  ha  conferido 
al  rey  todo  el  Poder  Ejecutivo  de  las  leyes;  pero  como 
era  imposible  y  aun  poco  conveniente  que  él  lo  ejerciera 
por  sí  mismo,  hubo  de  establecer  tribunales  que  lo  ejercie- 
ran en  su  nombre  y  representación.  Dados  estos  antece- 
dentes, es  claro  que  las  cortes  inglesas  de  justicia  no  tienen 
potestad  que  les  pertenezca  por  derecho  propio:  la  que 
ejercen  es    mera  emanación  del    Poder  Real »    (  fd  ). 

Considerable  refuerzo  trajo  a  esta  doctrina  El  Espíritu 
de  las  Le^^es,  porque  aunque  Montesquieu,  lejos  de  subs- 
cribirla, la  impugnó  a  fondo  sosteniendo  el  principio  con- 
trario de  la  separación  de  los  tres  Poderes  fundamentales 
del  Estado,  ello  es  que  con  la  errónea  terminología  política 
que  adoptó  para  distinguirlos,  dejó  entender  que  atribuía 
al  Gobierno  una  función  que  fácilmente  se  podía  confundir 
con  la  de  los  tribunales  y  jueces. 

No  es  defecto  particular  de  Montesquieu,  sino  propio  de 
los  espíritus  sistemáticos  la  propensión  inmoderada  a  bus- 
car la  simetría  en  las  clasificaciones,  los  términos  antitéti- 
cos y  correlativos  en  las  nomenclaturas.  Arrastrado  por 
esta  propensión,  cuando  Montesquieu  hubo  llamado  Poder 
Legislativo  al  que  hace  las  leyes  y  Poder  Judicial  al  que 
las  aplica  en  casos  contenciosos,  no  pudo  resistir  la  tenta- 
ción de  la  simetría  verbalista  y  llamó  Poder  Ejecutivo  al 
que  las  hace  cumplir  sin  consideración  a  los  derechos  particu"- 
lares.  Aun  cuando  este  nombre  carezca  de  propiedad,  pues- 
to que  no  es  la  única  ni  siquiera  la  principal  función  del 
Gobierno  la  de  ejecutar  las  leyes,  jurisconsultos  y  publicis- 
tas, lo  sancionaron  con  su  aceptación  indeliberada,  y  los 
de  la  escuela  monárquica  lo  hicieron  servir  de  pie  para  sos- 
tener la  doctrina  predicha,  o  sea,  que  la  justicia  constituye 
una  simple  rama  del  Poder  Ejecutivo  por  que  su  función 
peculiar  es  la  misma  de  la  otra  rama,  es  la  misma  del  Go- 
bierno, a  saber,  ejecutar  las  leyes. 


{fd)     Blackstone,  Commentaires  des  Lols  Anglaises.  t.  I.  pag.  783. 
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En  nuestros  días,  la  ciencia  política  ha  demostrado  teó- 
ricamente que  dadas  la  diversidad  y  aun  la  incompatibili- 
dad de  las  funciones  gubernativas  y  de  las  judiciales,  no  se 
puede  sostener  que  en  principio  se  deban  dejar  perpetua- 
mente vinculadas  a  un  solo  órgano.  Pasada  la  necesidad 
más  o  menos  duradera,  pero  esencialmente  transitoria  de  la 
concentración  de  Poderes  dirigida  a  constituir  autocracias 
vigorosas,  el  pleno  y  normal  desenvolvimiento  del  Esta- 
do hace  necesarias  la  diversificación  y  la  autonomía  de  la 
justicia. 

Como  bien  se  comprende,  el  origen  de  la  doctrina  que  im- 
pugnamos es  el  hecho  histórico  de  haberse  desarrollado  la 
administración  judicial  en  los  siglos  modernos  a  la  manera 
de  una  simple  rama  del  Gobierno.  Con  antecedentes  análo- 
gos, habrían  j^odido  sostener  los  romanos  de  la  República 
que  la  justicia  era  una  rama  del  Poder  Legislativo  porque 
la  administración  judicial  se  había  formado  en  Roma,  prin- 
cipalmente por  delegación  de  los  comicios.  En  uno  y  otro 
caso  el  antecedente  no  justifica  la  doctrina,  porque  ya  hemos 
observado  que  en  la  evolución  espontánea  del  Estado,  las 
nuevas  funciones  se  vinculan  siempre  a  órganos  preexis- 
tentes y  solo  cuando  han  adquirido  en  su  'actividad  un 
desarrollo  que  justifique  la  separación,  se  las  dan  órganos 
propios. 

Para  determinar  con  acierto  la  teoría  de  las  institucio- 
rfes,  no  debemos  estudiarlas  tanto  en  su  estado  embriona 
rio  cuanto  en  el  de  pleno  desarrollo,  cuando  ya  la  evolu- 
ción política  les  ha  asignado  el  papel,  las  funciones  y  la 
situación  que  en  el  Estado  han  de  tener  a  perpetuidad.  Si 
a  virtud  de  causas  sociales,  que  hemos  estudiado  más  arriba, 
el  Poder  Político  tuvo  a  su  cargo  las  funciones  judiciales 
en  los  siglos  medios  y  modernos,  no  seria  lógico  inferir  de 
tal  antecedente  la  perpetua  subordinación  de  la  justicia  al 
Ciobierno  como  no  estemos  dispuestos  a  conformarnos  con 
todos  los  males  que  ella  trae  consigo. 

Decir  (jue  la  justicia  es  rama  del  Gobierno  es  sostener 
implícitamente  que  cuando  el  listado  ha  llegado  a  su  pleno 
v   normal   drsenvolviuiiento,  esta  subordinación   conviene  a 
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la  política,  a  la  República,  a  la  sociedad,  y  sobre  todo,  a 
la  justicia  misma;  pero  en  este  punto  hay  antecedentes  his- 
tóricos que  dicen  los  contrario. 

Franqueville  nos  informa  que  durante  largos  siglos,  o  sea 
mientras  se  tuvo  la  administración  judicial  por  rama  subordi- 
nada de  la  corona,  la  justicia  fué  en  Inglaterra  venal  y  servil. 
La  complacencia  para  con  el  soberano,  agrega,  era  muy 
natural  cuando  los  jueces  no  pasaban  de  ser  agentes  del 
gobierno  real.  Con  referencia  a  la  misma  época,  observa 
un  escritor,  citado  por  el  mismo  Franqueville,  que  entre 
un  juez  y  un  ladrón  no  había  diferencia  sino  en  la  manera 
como  uno  y  otro  escamoteaban  al  prójimo,  y  agrega  que 
lo  que  los  reyes  del  continente  solían  hacer  por  medio  de 
asesinos  mercenarios,  los  de  Inglaterra  lo  hacían  por  medio 
de  sus  jueces  (  fe ). 

Sería  grave  error  imaginarse  que  solo  los  jueces  ingleses 
se  distinguiesen  por  su  servilismo.  En  todas  partes  y  en 
todos  los  tiempos,  ios  jueces  subordinados  propenden  fa- 
talmente a  valerse  de  la  justicia  para  complacer  a  sus  supe- 
riores. Cuando  el  Gobierno  de  quien  dependen  es  sano  y 
honrado,  le  complacen  administrándola  con  imparcialidad; 
cuando  es  tiránico  y  arbitrario,  le  complacen  convirtiendo 
la  justicia  en  medio  de  hostilizar  a  los  adversarios  y  de  fa- 
vorecer a  los  parciales.  Da  lo  mismo  que  los  jueces  sean 
agentes  de  un  mal  gobierno  o  de  un  político  inescrupulo- 
so: con  jueces  serviles  no  hay  garantía  para  la  justicia.  Su 
independencia  es  indispensable  para  garantir  la  correcta  y 
honrada  aplicación  del  derecho  (  ff). 

Los  males  que  la  subordinación  y  el  consiguiente  servi- 
lismo de  la  justicia  ocasionan  son  tan  graves  que  en  todas 
partes  han  propendido  los  pueblos  a  dar  la  independencia 
mucho  antes  de  que  los  legisladores  se  hayan  resuelto  a  cons- 
tituirla en  Poder  autónomo. 


(fe)     Franqueville,    Le    Systéine  Judiriaire    de   la    Grande    Bre- 
tagne.  t.  I,  pag.   380  et  381. 

{ff}     Blackstone,  Coniment&ires  des  Lois  Aiiglaises.  t.  I.  pag.  387. 
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Con  referencia  a  Inglaterra,  observa  Blackstone,  que  si 
bien  originariamente  los  tribunales  no  administraban  justicia 
sino  por  delegación  de  la  corona,  de  siglos  atrás  se  ha 
entendido  que  ellos  ejercían  el  poder  judicial  por  derecho 
propio,  de  manera  que  el  monarca  no  podría  ni  cambiar 
su  composición  ni  sus  procedimientos,  ni  intervenir  en  el 
pronunciamiento  de  los  fallos,  ni  modificarlos  o  anularlos. 
Evidentemente,  esta  emancipación  espontánea  de  la  justicia 
se  ha  operado  porque  no  es  efectivo,  como  se  supone,  que 
sean  una  sola  y  una  misma  cosa  la  función  judicial  que 
dicta  fallos,  y  la  función  gubernativa  que  hace  cumplir  las 
leyes  y  resoluciones  de   todos  los  Poderes  Públicos. 

Por  las  mismas  causas,  igual  independencia  se  ha  dado  a 
la  justicia  en  todos  los  pueblos  civilizados. 

Prescindiendo  de  los  males  que  la  subordinación  del  per- 
sonal judicial  trae  consigo,  la  hetereogeneidad  de  las  funcio- 
nes impone  a  la  larga  la  diversificación  y  recíproca  inde- 
pendencia de  los  órganos  cjue  han  de  desempeñarlas  a 
perpetuidad.  Asimilar  la  justicia  a  la  administración,  obser- 
varemos con  Franciueville,  es  desconocer  en  absoluto  la 
naturaleza  de  las  funciones  que  a  una  y  otra  institución 
corresponden.  Todo  empleado  administrativo  es  esencial- 
mente subordinado  por(|ue  tiene  a  su  cargo  un  simple 
servicio  sobre  cuyo  desempeño  se  le  pueden  dar  órde- 
nes ol)ligatorias.  Pero  el  juez,  que  tiene  a  su  cargo  una 
parte  del  Poder  público,  debe  actuar  con  la  mayor  inde- 
pendencia, proceder  con  arreglo  a  las  leyes  y  a  su  pro- 
pia conciencia  y  no  aceptar  ni  mandatos  ni  instrucciones 
de  nadie  porque  la  justicia  cjue  no  es  independiente  no  es 
justicia. 

•Más  palpablemente  se  nota  la  necesidad  de  la  indepen- 
dencia en  los  casos  no  raros  de  conflictos  entre  los  parti- 
culares y  el  Estado.  Como  c|u¡era  que  en  la  generaliílad 
de  los  casos  el  Estado  se  compromete  por  actos  del  Go- 
bierno o  de  empleados  administrativos  que  proceden  por 
órdenes  suyas,  no  podríamos  tener  la  justicia  por  simple 
rama  del  Poder  Ejecutivo  sino  admitiendo  (¡ue  sea  lícito  al 
Gobierno  ser  juez  en  las  mismas  causas  en  que  aparezca  ser 
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parte  (  fg  ).  Sería  aquello  la  negación  de  la  justicia.  Con 
mayor  intensidad  se  siente  la  necesidad  de  constituir  la 
justicia  como  Poder  autónomo  en  las  naciones  más  civili- 
zadas, todas  más  o  menos  democráticas,  porque  en  los 
casos  tan  frecuentes  de  luchas  políticas,  no  ofrecen  a  los 
opositores  garantía  alguna  de  imparcialidad  aquellos  jueces 
que  por  causa  de  su  subordinación  jurídica  al  gobierno 
estiman  que  el  primero  de  sus  deberes  es  complacer  a 
los  poderosos.  La  constitución  autonómica  de  la  justicia 
se    impone. 

No  importa  que  por  causa  de  su  tardío  nacimiento,  la 
justicia  haya  aparecido  en  todas  partes  como  función  anexa 
de  aquellos  Poderes  que  estaban  de  antemano  constituidos. 
No  importa  que  durante  largos  siglos  se  hayan  desempeña- 
do, las  funciones  judiciales  por  los  príncipes  y  sus  delegados 
sin  que  se  haya  sentido  la  necesidad  de  vincularlas  a  un 
órgano  específico.  Requerida  la  concentración  de  Poderes 
por  el  carácter  ocasional  e  intermitente  que  la  justicia  ha 
de  tener  a  los  principios,  presta  en  los  primeros  grados 
del  desenvolvimiento  político,  cuando  la  mayor  dificultad 
con  que  el  Estado  tropieza  para  desarrollarse  es  la  indis- 
ciplina de  los  bárbaros,  el  inapreciable  servicio  de  cons- 
tituir un  régimen  fuerte  que  les  impone  la  subordinación 
y  la  obediencia.  De  un  extremo  a  otro  del  mundo, 
en  todas  partes  son  las  autocracias  las  que  originariamen- 
te dan  vida  al  Estado.  La  libertad  es  sólo  propia  de  pue- 
blos más  o  menos  cultos  que  se  han  acostumbrado  a  res- 
petar las  leyes  y  las  autoridades  sin  necesidad  de  que  una 
coacción  efectiva  les  obligue  en  cada  momento. 

Empero,  la  concentración  de  Poderes  no  puede  mantenerse 


(fg)  Franqueville,  Le  SystJiéme  judiciaire  de  la  Grande  Bve- 
tagne,  t.  I,  pag^.  13    et  14. 

AI  transcribir  los  conceptos  de  Franqueville,  hemos  conservado  en  ge- 
neral su  terminología  para  dar  idea  más  exacta  del  fondo  de  su  pensa- 
miento. A  no  ser  por  esta  consideración,  nos  habríamos  abstenido  de 
dar  al  Gobierno  el  desgraciado  nombre  de  Poder  Ejecutivo  y  de  con- 
fundirlo con  la  administración  propiamente  tal. 
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a  perpetuidad  no  sólo  porque  se  hace  innecesaria  cuando  los 
pueblos  se  capacitan  para  la  vida  libre  sino  también  por- 
que a  la  larga  se  multiplican  y  agravan  los  inconvenientes  de- 
rivados de  la  acumulación,  en  un  solo  órgano,  de  funciones 
esencialmente  incompatibles. 

Para  demostrar  esta  incompatibilidad,  nos  bastará  ob- 
servar: que  mientras  la  misión  del  gobierno  es  resguardar 
el  orden  general,  la  de  la  justicia  es  declarar  el  derecho 
entre  particulares  y  castigar  a  los  delincuentes,  previa  com- 
probación de  los  delitos;  que  en  seguimiento  de  sus  res- 
pectivos fines,  el  gobierno  puede  proceder  siempre  de  oficio 
en  tanto  que  las  tribunales  civiles  no  pueden  proceder  por  lo 
común  sino  a  solicitud  de  parte;  que  cuando  el  cumplimiento 
de  una  ley  ha  de  ocasionar  perturbaciones  graves,  puede  el 
gobierno  suspender  la  vigencia  porque  no  hay  deber  superior 
al  de  conservar  el  orden,  mientras  que  el  juez,  que  no 
tiene  porqué  atender  a  las  consecuencias  sociales  de  sus 
fallos,  debe  aj^licar  la  ley  tal  cual  es;  que  llamado  el  Gobierno 
a  proceder  por  motivos  políticos  (  se  entiende  que  en  el 
sentido  más  elevado  de  la  palabra  ),  debe  atenerse  más  al 
espíritu  que  a  la  letra  de  la  ley,  preguntándose  en  cada 
caso:  cuál  sería  la  inteligencia  que  el  legislador  daría  a  este 
precepto  si  lo  dictara  bajo  el  imperio  de  las  actuales  cir- 
cunstancias; y  que  a  la  inversa,  el  juez,  (jue  debe  proceder 
siempre  por  motivos  jurídicos,  debe  atenerse  para  mayor 
garantía  del  derecho  a  la  letra  antes  que  al  esjííritu  de  la 
ley,  preguntándose  en  cada  caso:  cuál  fué  la  inteligencia 
que  el  legislador  la  dio  supuestas  las  circunstancias  en  que 
la  dictó.  Por  causa  de  estas  diferencias  esenciales,  no  pue- 
de una  misma  persona  desempeñar  unas  y  otras  funciones 
porque,  según  su  educación,  su  carácter  y  su  idiosincrasia, 
o  se  inclina  en  todos  sus  actos,  sin  hacer  distinción  entre 
los  políticos  y  los  judiciales,  a  prescindir  de  las  considera- 
ciones políticas,  las  cuales  deben  siempre  prevalecer  en  el 
ánimo  del  gobernante,  o  se  inclina  a  prescindir  de  las 
consideraciones  jurídicas,  únicas  que  deben  inspirar  al 
juez. 

De  manera   particular  resalta  la  incompatibilidad  de  am- 
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bas  funciones  cuando  se  estudia  el  modo  y  forma  como 
unas  y  otras  se  ejercen.  Como  se  sabe,  la  administración 
de  la  justicia  no  se  puede  desempeñar  de  cualquier  modo 
bajo  una  u  otra  forma,  sino  que  debe  sujetarse  a  ciertas 
reglas  muy  minuciosas  que  sirven  de  garantía  a  los  litigan- 
tes contra  las  sorpresas,  contra  las  precipitaciones,  contra  el 
favoritismo,  contra  la  parcialidad.  Para  inspirar  confianza 
en  los  fallos  de  la  justicia,  el  derecho  procesal  de  todas  las 
naciones  civilizadas  tiene  una  disposición  común,  cual  es, 
la  que  manda  anular  aun  los  más  justos  cuando  no  se  los 
haya  dictado  en  rigurosa  conformidad  con  las  leyes  de  pro- 
cedimiento ( fh  ). 

Pues  bien,  los  gobiernos  no  están  sujetos  a  tales  trabas 
en  el  desempeño  de  sus  funciones,  ni  podrían  desempeñar- 
las cumplidamente  si  se  les  obligase  a  respetar  reglas  pro- 
cesales tan  lentas  como  las  de  la  administración  judicial. 
Para  proveer  con  oportunidad  a  lo  imprevisto,  para  repri- 
mir con  rapidez  los  desórdenes  antes  de  que  cobren  fuerza 
y  cuerpo;  en  una  palabra,  para  cumplir  su  misión,  necesitan 
estar  armados  de  una  potestad  que  les  permita  proceder 
expedita  y  desembarazadamente.  Cuando  los  abogados,  lle- 
vados por  razón  de  oficio  a  convertir  las  cuestiones  polí- 
ticas en  -  cuestiones  jurídicas,  pretenden  sujetar  a  reglas 
rigurosas  todos  los  actos  del  gobierno,  lo  único  que  con- 
seguirían, si  lograran  su  propósito,  no  sería  crear  una 
garantía  en  favor  de  los  pueblos,  sino  inhabilitar  al  go- 
bierno para  cumplir  su  misión. 

Empero,  sea  de  esto  lo  que  sea,  el  hecho  es  que  los  go- 
bernantes, habituados  a  proceder  desembarazadamente,  no 
hacen  por  lo  comiín  buenos  jueces  porque  no  se  avienen  a 
respetar  la  lentitud  de  las  tramitaciones  judiciales. 

§  95.  Para  poner  remate  a  nuestro  estudio  sobre  los  orí- 
genes de  la  justicia,  diremos  cuatro  palabras  sobre  los  del 
notariado,  institución  que  en  todos  los  Estados  cultos  forma 
parte  integrante  de  la  administración  judicial. 


(  fh  )     Ihering,  Esprit  du  Droit  Romain.  t.  II.  §  28,  pag.  22. 
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Una  y  otra  vez  hemos  observado  que  cuando  florecen 
las  asambleas  genérales,  ellas  suelen  tomar  espontáneamente 
a  su  cargo  aquellas  funciones  nuevas  para  cuyo  desempeño 
no  se  ha  formado  todavía  un  órgano  especial.  Es  lo  (jue 
pasa  con  la  función  notarial,  la  que  esencialmente  se  reduce 
a  dar  autenticidad  a  ciertos  actos  y  contratos. 

En  Roma  se  otorgaban  ante  los  comicios  (  in  conütiis 
calatis )  las  donaciones  por  causa  de  muerte  y  los  testa- 
mentos propiamente   tales  {  f  i). 

Entre  los  germanos,  las  donaciones  que  suplían  la  falta 
de  testamento,  se  debían  hacer  ante  el  nuil  (  í'J  );  y  tanto  en- 
tre los  francos  como  entre  los  anglo- sajones,  ante  las  asam- 
bleas se  hacían  las  emancipaciones,  se  otorgaban  los  testa- 
mentos, y  se  ejecutaban  otros  actos  jurídicos  (  /'/  ).  Una 
vez  ejecutado  un  acto  jurídico,  la  escritura  respectiva  se 
intercalaba  entre  las  fojas  de  la  Biblia  de  la  parroquia. 

El  mismo  requisito,  o  sea  el  del  otorgamiento  ante  la 
asamblea  pública,  se  impone  en  los  pueblos  semi- civilizados 
a  la  compra -venta  de  inmuebles. 

El  más  antiguo  contrato  de  compra- venta  que  cono/.ca- 
mos,  dice  Dareste,  es  uno  de  que  habla  el  Génesis.  A  la 
muerte  de  Sarah,  quiso  Abraham  adquirir  un  terreno  para 
construir  una  tumba  a  su  finada  esposa,  y  al  efecto,  se  di- 
rigió a  los  Hetheos,  esto  es,  a  la  tribu  en  cuyo  territorio 
estaba  el  solar,  y  cuando  ella  hubo  consentido,  trató  el 
precio  con  el  propietario  y  adquirió  el  dominio  en  presen- 
cia del  pueblo  reunido  a  la  puerta  de  la  ciudad   (  /'/?)  ). 

En    Israel    mismo,    no  se  podían  hacer  las   enajenaciones 


{fi)     Montesquieu,   Esprit  des  Lois,   liv,  XXVII. 
Ihcring,  Esprit  du  Droit  Rotnain,  t.  I,  pag.  147. 

(/■/)     Dareste,  PJtudvs  d'histoiro  du  Droit.  t.   II,  pag.  406. 

(//)     Guizot,  Ilistoire  dr  la  Civilisation  en  Franco,  t.  III.  pag.  294. 
Guizot,  Le  (iouvernemeni  Roprósentatií.  t.  I,  pag.  oS. 
Gneist.  Constitution  Communale  de  l'Angleterrc,  t.  1.  pag.  4fi  a  4K 
et   75. 

(fm)     (wnesis.  cap.  XXIII. 

Dareste.  Eludes  d'histoire  du  Droit.  t    II.  pag.  30. 
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de  bienes  raíces  sino  a  la  puerta  de  la  ciudad,  esto  es,  en 
público,  y  en  presencia  de  diez  ancianos  que  representaban 
al  pueblo  todo  (  fn  ). 

De  ciertos  requisitos  que  para  la  validez  de  las  enage- 
naciones  se  exigían  en  Grecia,  en  Italia  y  en  Egipto,  se  ha 
inferido  con  fundamento  que  también  en  estos  Estados  se 
debían  celebrar  originariamente  dichos  contratos  en  presen- 
cia de  las  asambleas  generales.  Particularmente  en  el  Egip- 
to, se  distinguían  como  dos  actos  inconexos  la  venta  y 
la  tradición;  y  según  se  ha  observado,  la  práctica  de  cele- 
brar el  contrato  en  dos  tiempos  no  se  explica  sino  por  la 
doble  y  de  ordinario  sucesiva  intervención  del  vendedor  y 
del  pueblo.  Donde  quiera,  en  efecto,  que  no  se  pueda  ha- 
cer la  enajenación  de  un  predio  sin  el  consentimiento  po- 
pular el  contrato  tiene  que  celebrarse  substancialmente  en 
dos  actos,  uno  en  que  los  interesados  estipulan  las  condi- 
ciones, y  otro  en  que  la  asamblea  consiente;  consenti- 
miento que  comúnmente  se  presta  en  el  momento  en  que 
el  vendedor  simula  la  tradición.  Por  las  inscripciones,  dice 
Dareste,  sabemos  que  la  misma  práctica  de  ejecutar  dos 
actos  en  la  compra -venta  se  seguía  en  Grecia,  y  los  papi- 
ros de  Ravenna  acreditan  que  hacia  el  siglo  VI  se  la  se- 
guía también  en  Italia  (  fñ  ).  A  no  dudarlo,  la  celebración 
del  contrato  en  "dos  tiempos  tuvo  en  estos  países  el  mismo 
origen  que  en  Egipto. 

Así  mismo,  durante  la  Edad  Media  las  enajenaciones  de 
bienes  raíces  alodiales  tenían  que  hacerse  en  casi  todos 
los  Estados  europeos  en  presencia  y  con  consentimiento 
del  vecindario.  Particularmente  en  el  Imperio  germánico, 
los  contratos  de  compra -venta  se  debían  celebrar  in  mallo 
publico,  o   en    una    iglesia  ( fo  ).     En  el    antiguo    derecho 


( fu  )     El  Libro  de  Ruth.  cap.  IV,  §   I  a  4. 

(  fñ )     Dareste,  Études  d'bistoire  du  Droit.  t.  II,  pag-.  13. 

(  fo )  Schulte,  Études  d'histoire  du  Droit  et  des  Institutions  de 
l'AUemagne,  §  148,  II. 

A  diferencia  de  los  alodios,  las  propiedades  feudales  no  se  podían  ena- 
jenar sino  con  intervención  y  consentimiento  del    respectivo  señor  feudal. 
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danés,  la  tradición  de  los  inmuebles  se  efectuaba  solemne- 
mente ante  la  asamblea  pública,  el  ting;  en  Noruega  tam- 
poco se  operaba  la  transferencia  sino  cuando  se  habían 
practicado  ciertas  ceremonias  ante  el  ting,  o  en  una  iglesia; 
y  en  Inglaterra,  durante  la  dominación  sajona,  la  tradición 
de  la  propiedad  inmueble  se  hacía  ante  la  asamblea  del 
condado  después  de  una  proclama  pública  (  fp ). 

En  nuestros  días,  el  requisito  del  co;isentimiento  popular 
para  la  validez  de  las  enajenaciones  se  encuentra  estable- 
cido todavía  en  muchos  Estados.  En  la  India,  se  requiere 
el  consentimiento  de  la  comunidad  para  vender  un  inmue- 
ble a  un  extraño;  y  en  la  Slavia  meridional,  las  enajena- 
ciones no  tienen  efecto  sino  cuando  son  autorizadas  por  los 
aldeanos.  Por  último,  en  Servia,  bajo  el  imperio  del 
Código  Civil  de  1844,  no  se  podía  enajenar  ni  hipotecar 
los  inmuebles  sino  con  el  consentimiento  de  los  varones 
casados  y  mayores  de  edad  que  compusiesen  la  comuni- 
dad  (í'q). 

El  consentimiento  popular  como  requisito  de  validez  en 
las  enajenaciones  se  halla  establecido  todavía,  observa 
vSuraner  Maine,  en  una  graniie  extensión  del  mundo  ario; 
y  presumiblemente  se  requirió  también  en  los  primeros 
tiempos  de  Roma  porque  aun  cuando  la  mancipación  sea 
un  modo  de  transferencia  privada,  no  obstante  lleva  en  sí 
la  marca  de  su  publicidad  primitiva.  Según  un  principio 
de  representación  por  cinco  que  muy  a  menudo  se  encuen- 
tra establecido  en  los  pueblos  más  atrasados,  debían  asis- 
tir al  acto  de  la  mancipación  cinco  ciudadanos,  los  cuales 
desde  los  principios  de  la  historia  no  intervenían  ya  sino 
en  calidad  de  testigos,  pero  que   anteriormente    habían   re- 


(fp)     Hareste,   Etudes  dhistnire  dii  Droit,  pag.   310  et  331. 

{fr¡)  Laveli-ye,  Les  Or¡<:¡'nes  de  la  Propriété.  chap.  IX,  pag.  104 
et   166. 

Sumner  Mainc.  Étudt's  sur  Thistoire  du  Droit,  pag.  46?. 

Sumner  .Maine,  L'Ancivn  Droit  et  Ja  Coutume  Primitive.  chap.  VIH, 
pag.  351. 

Dareste,  Eludes  d'histoirv  du  Droit.  pag.  24g. 
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presentado  sin  duda  a  la  comunidad  en   el  acto  de    prestar 
su  consentimiento   (  fr  ). 

La  intervención  del  pueblo  en  las  enajenaciones  es  pre- 
sumiblemente una  derivación  del  derecho  de  condominio  que 
en  los  tiempos  primitivos  corresponde  a  todos  los  vecinos. 
No  se  establece,  de  consiguiente,  este  requisito  para  garan- 
tizar mediante  la  publicidad  los  derechos  de  terceros  contra 
las  tentativas  de  fraude  sino  como  una  sanción  y  reconoci- 
miento de  los  derechos  que  la  comunidad  se  reserva  sobre  la 
tierra  cuando  empieza  la  individualización  de  la  propiedad. 

A  la  larga,  cuando  ya  la  propiedad  se  ha  individualizado 
por  completo  y  se  ha  borrado  todo  vestigio  y  todo  re- 
cuerdo de  la  comunidad  primitiva,  la  intervención  popular, 
que  antes  se  hacía  en  forma  de  consentimiento,  subsiste  como 
medio  de  dar  publicidad  y  por  consiguiente,  autenticidad  a 
las  enajenaciones.  Este  cambio  en  el  carácter  de  la  inter- 
vención popular  aparece  palpable  en  el  derecho  romano, 
porque  mientras  a  los  principios  el  pueblo  intervenía  en 
estos  contratos  para  prestar  su  consentimiento,  más  tarde 
los  cinco  ciudadanos  que  comparecían  en  representación  de 
las  cinco  clases  de  centurias  no  tenían  más  oficio  que  el 
de  atestiguar  las  transferencias  de  la  propiedad. 

Según  lo  hemos  manifestado  más  arriba,  cuando  las  asam- 
bleas empiezan  a  decaer,  sus  funciones  legislativas,  judicia- 
les, administrativas,  etc.,  empiezan  a  pasar  a  otras  manos, 
orapor  delegación  expresa,  ora  por  espontánea  transferen- 
cia. A  la  misma  evolución  están  naturalmente  sujetas  las 
funciones   notariales. 

En  el  Imperio  Germánico,  desde  el  siglo  XII,  se  adoptó 
la  práctica  de  celebrar  las  compra- ventas  ante  el  tribunal 
del  distrito  f  landgericbt  y;  y  en  Hungría,  hacia  el  siglo  XIII 
se  hacían   las  enajenaciones  ante  un  tribunal  y  testigos  ( fs). 


(fr)     Sumner  Maine.    L' Anden    Droit    ei    la    Coutume  Primitive, 
chap.  X,  pag.   476  et  477. 

( fs )     Schulte,  Histoire  du  Droit  et  des  Institutions  de  l'Allemagne, 
§    148,  III. 

Dareste,  Études  d' histoire  du  Droit.  XI.  pag.  268. 
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Mientras  se  seguía  la  práctica  de  celebrar  las  compra- 
ventas o  ante  las  asambleas  públicas,  o  ante  los  tribuna- 
les locales,  habían  nacido  tanto  en  los  Estados  antiguos 
como  en  los  medioevales  unos  empleados  que  ora  tenían 
a  su  cargo  la  redacción  de  los  contratos,  ora  la  guarda  de 
las  escrituras.  Empleados  semejantes  parece  haber  habido 
en  la  Asiría,  en  Israel,  en  Egipto.  Entre  los  griegos,  dice 
Fernández  Casado,  eran  conocidos  con  los  nombres  de  sín- 
o-raphos  y  apógraphos.  Por  lo  tocante  a  Roma,  funciona- 
ron allí  notíirii,  que  eran  como  taquígrafos  que  escribían 
en  abreviaturas;  scribae,  que  transcribían  en  las  tablas  las 
actas  públicas;  y  otros  llamados  chnrtularii,  uctinirii,  (n- 
bulíirii,  cancehirü,  etc.,  etc.   (  í't  ). 

Ni  los  agoránomos  de  Egipto,  ni  los  síngraphos  y  apó- 
graphos de  Grecia,  ni  los  cartularios,  actuarios,  etc.  de  Ro- 
ma, tuvieron  a  los  principios  el  carácter  de  funcionarios 
fedantes.   Eran  simples  pendolistas.. 

En  algunos  Estados,  acostumbraban  los  contratantes  dar 
a  guardar  sus  escrituras  a  personas  de  confianza,  o  deposi- 
tarlas en  los  archivos  de  los  templos  o  en  los  archivos  de 
las  ciudades.  Era  lo  que  se  hacía  en  Asia  Menor,  en  Egip- 
to, en  la  Beocia  y  en  toda  la  Grecia.  Pero  se  hacía  así 
por  prudencia,   no   por  obligación   (  fu  ). 


(ft)  Fernández  Casado,  Tratailo  ik'  Xoturia.  t.  1,  §  33  a  37.' 
a  Le  contrat  dressé  conforroément  aux  regles  precedentes  (dice  Beau- 
chet  )  est  ordinairement  dcposé  par  les  parties  chez  une  personne  invcs- 
tie  de  leur  confiance.  Le  texte  de  Démosthene  prccédemment  cité  té- 
moigne  de  la  généralité  de  ce  usage.  II  monlre  cgalement  le  huí  de  ce 
dépót,  qui  est  d'assurer  la  conservation  de  l'acte  et  de  donner  aux  parties, 
en  cas  de  contestation,  le  moyen  d'y  rccourrir  facilement  pour  y  trouver 
la  preuve  de  leurs  droits.  Ce  dépót  s'effettuait  non  seulement  pour  les 
testament...  mais  encoré  pour  les  contrats  de  toute  sorte.  prí-ts.  ventes. 
compromis  ou  autres>.  Beauchet,  Ilistoire  du  Droit  privt'  (h  la  Rr- 
¡uifiHíliie  Athi'nii'iinc.  t.  IV,  pag.  60. 

I)art•^tc.  XnuvcHí-s  ÉtufIfS  d' Ilistoire  du  Droit.  pag.  99. 

(  ín  )     Beauchet,  Histoirc  du   Droit  privé  dv  la  Rt'puhliquc  Athó- 
niruiir,  t.   IV,  pag.  bO  á   66. 

Guiraud,  La  l'ropriété  fonciére  en  Gréce.  liv.  II,  chap.  XI.  pag.  292. 
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Tampoco  tuvieron  este  carácter  a  nuestro  juicio  los  es- 
cribanos que  durante  la  Edad  Media  florecieron  en  España. 
Presumiblemente  redactaban  las  escrituras.  Acaso  cuando 
las  habían  redactado,  quedaban  encargados  de  su  guarda. 
Pero  no  hay  textos  legales  ni  documentos  de  donde  inferir 
que  el  escribano  estuviese  llamado  a  darlas  autenticidad 
con  su  firma  y  sello.  Al  contrario,  la  ley  1^,  tít.  XMII 
de  la  Partidci  S"  confirma  nuestra  opinión  cuando  dice  que 
escrivano  tanto  quiere  decir  como  orne  que  es  sahidor  de 
escrevir. 

;Cómo  llegaron  estos  empleados  a  adquirir  el  carácter 
de  funcionarios  fedantes?  En  este  punto,  adherimos  nos- 
otros al  dictamen  de  Fernández  Casado.  A  su  juicio, 
reconocidos  los  inconvenientes  de  que  las  escrituras  andu- 
viesen en  manos  de  los  particulares,  es  presumible  se  in- 
trodujera la  práctica  de  dejarlas  en  manos  de  los  escribanos 
que  las  habían  redactado,  a  menudo  eclesiásticos  que  ins- 
piraban general  confianza  (  í'v  ).  Acaso  a  ellos  se  ocurría 
posteriormente  en  demanda  de  copias  fieles,  de  cuya  auten- 
ticidad nadie  dudaba,  puesto  que  se  hacían  sobre  las  mis- 
mas matrices.  Cuando  la  ley  vino  más  tarde  a  darles  la 
autoridad  de  funcionarios  fedantes,  ya  ellos  desempeñaban, 
facultados  por  la  costumbre,  todas  las  funciones  de  notarios. 
Solo  les  faltaba  que  el  legislador  hiciera  de  cada  uno  de 
ellos  un  testigo  mayor  de  toda  excepción  cuyo  testimonio 
valiera  por  prueba  plena. 


(f  V)     Fernández  Casado,   Tratado  de  Xotaría,  t.  I,  §  8. 
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§  96.  En  el  cuadro  esquemático  que  al  principio  de  esta 
obra  expusimos  (§  12  ),  dejamos  establecido  que  entre  los 
elementos  internos  del  Estado,  se  deben  distinguir  los  de 
carácter  político,  o  sean  los  Poderes  Públicos,  y  los  de 
carácter  administrativo,  o  sean  los  servicios  que  van  ane- 
xos a  toda  organización   política. 

Con  arreglo  a  esta  distinción,  hemos  procurado  en  todo 
el  curso  de  la  presente  obra  no  confundir  los  unos  con  los 
otros,  y  hemos  procedido  en  este  punto  tan  escrupulosa- 
mente que  la  hemos  respetado  aun  en  aquellas  ocasiones 
en  que  la  estrecha  conexión  de  los  asuntos  nos  ha  preci- 
sado a  estudiarlos  simultáneamente. 

Llegados  a  este  punto,  y  antes  de  empezar  nuestras  in- 
vestigaciones sobre  la  génesis  de  la  administración  pública, 
conviene  advertir  que  entre  los  publicistas  se  cuentan  mu- 
chos que  declaran  no  haber  descubierto  diferencia  especí- 
fica alguna  que  permita  distinguir  de  los  elementos   políti- 
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eos  los  administrativos;  y  que  entre  los  que  hacen  tal 
distinción,  ninguno,  absolutamente  ninguno  ha  encontrado 
ni  sugerido  hechos  o  fundamentos  que  la  justifiquen;  lo 
cual  denota  que  en  el  campo  general  de  las  ciencias  polí- 
ticas, no  está  todavía  bien  constituida  la  del  derecho  ad- 
ministrativo. 

La  misma  palabra,  administración  piíblica,  de  uso  tan 
general  en  la  ciencia  y  en  la  política,  no  expresa  para 
todos  una  misma  idea.  Hay  autores  que  involucran  en 
ella  la  actividad  entera  del  listado,  salva  solo  la  legisla- 
tura (  ;/  I.  Para  otros,  la  administración  pública  es  todo 
uno  y  se  confunde  con  el  gobierno.  Ninguno  conocemos 
que  justifique  científicamente  los  límites  que  en  la  exposi- 
ción y  en  el  estudio  se  asignan  al  campo  del  Derecho  Ad- 
ministrativo. 

Hasta  donde  llegan  la  confusión  y  la  anarquía,  lo  dicen 
las  múltiples,  imprecisas  y  contradictorias  definiciones  que 
se  han  dado  para  fijar  el  sentido  de  la  expresión.  Háse 
definido  la  administración  pública  de  tantas  y  tan  diversas 
maneras  que  no  hay  prueba  más  manifiesta  de  la  indeter- 
minación del  concepto  que  la  variedad  y  multiplicidad  cJo 
las  definiciones  Kn  muchos  tratados  se  nota  que  no  caben 
dentro  de  los  términos  de  la  definición  inicial  todas  las  ma- 
terias (|ue  subsiguientemente  se  estudian;  y  no  son  pocos 
los  publicistas  c}ue  sugieren  un  concepto  de  la  administra 
ción  a  los  comienzos,  cuando  la  definen,  y  otro  muy  dife- 
rente en  seguida,  cuando  estudian  las  materias  administra- 
tivas. 

En  la  presente  obra,  no  tendría  ni  cabida  ni  objeto  el 
disertar  acerca  de  tantos  y  tan  contrailictorios  conceptos. 
Para  el   efecto  de    determinar  los    orígenes  de   la   adminis- 


{  H  f  .Mc-yer.  ¡jii  Aiiiiiiiiistrncidn  y  In  ^ tfiíanizai-nhi  Aihniíiistinti- 
\n.   |>ájj.   M5  a  XX. 

Beriolini,  .SflM-^'/  (//  Scit-ii/.n  r  lUritto  ilrlln  ¡'iihhlicn  Aiiiininistiuizin- 
i)f.  t.   I.  pag.   49.    nota. 

Stein.  La  Soifiixii  >li'lln  í'ttltUíicn  Admiiustrmiont'.  pAgs.  36,  37,  79 
y  siguientes. 
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tración  pública,  basta  que  tracemos  el  campo  que,  según 
nuestro  propio  juicio,  le  corresponde;  y  con  este  propó- 
sito, prescindiendo  por  un  momento  del  Estado,  averigua- 
remos previamente  qué  se  entiende  por  ridministración  en 
el  orden  privado. 

Pues  bien,  tan  pronto  como  tomamos  este  nuevo  rumbo, 
el  camino  se  ensancha  y  se  allana.  A  diferencia  de  lo  que 
pasa  en  el  orden  público,  donde  la  voz  administración  se 
usa  en  los  más  varios  y  contradictorios  sentidos,  no  hay 
en  el  orden  privado  la  menor  discrepancia.  Sin  discrepan- 
cia alguna,  siempre  que  en  el  orden  privado  se  pronuncia 
la  palabra  administración,  todos  entienden  que  se  trata 
de  una  gestión  de  interés;  de  una  guarda,  cuidado  o  fo- 
mento de  bienes,  capitales  o  institutos;  de  un  servicio  o 
conjunto  de  servicios  que  hemos  establecido  para  procu- 
rarnos goces  y  comodidades,  para  suplir  nuestra  incapaci- 
dad, para  auxiliarnos  en  nuestras  tareas  industriales,  profe- 
sionales o  artísticas,  etc.  Si  no  es  cuando  se  administran 
remedios,  o  el  viático  u  otra  cosa  cualquiera,  nunca  se  da 
en  el  orden  privado  otro  sentido   a  la  voz   administración. 

Volviendo  ahora  al  orden  público  ¿qué  razón  aconsejaría 
atribuir  en  él  a  dicha  palabra  sentidos  diferentes  de  los  cjue 
la  damos  en  el  orden  privado?  A  nuestro  juicio,  ninguna. 
La  voz  administración,  que  no  ha  sido  inventada  por  los 
publicistas,  ha  sido  tomada  del  orden  privado  para  expre- 
sar en  el  orden  público  las  mismas  ideas  que  vulgarmente 
se  expresan  cuando  se  dice  administración  de  un  fundo,  o 
de  un  banco,  o  de  una  casa  de  comercio  Xo  otro  es  el 
sentido  que  las  ciencias  políticas  dan  a  la  misma  palabra 
cuando  hablan  de  la  administración  de  aduanas,  de  la  de 
correos,  de  la  de  impuestos  y  contribuciones,  etc.  En  todos 
estos  casos,  los  funcionarios  son  simples  empleados,  cjue 
semejantes  a  los  de  la  industria,  no  tienen  participación 
alguna  en  el  ejercicio  de  la  soberanía  porque  se  concretan 
a  prestar  servicios. 

Verdad  es  que  siendo  la  justicia  un  Poder,  decimos  tam- 
bién, y  lo  decimos  sin  impropiedad:  la  administración  de 
justicia.     Pero  es  que  en  este  caso  usamos  la  voz  más  o  me- 
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nos  en  el  sentido  que  la  atribuímos  cuando  decimos  admi- 
nistración del  viático,  administración  de  un  medicamento. 
En  todos  los  demás  casos,  la  voz  administrucion  es  en  el 
orden  público  sinónimo  de  servicio. 

Desgraciadamente  en  las  ciencias  políticas,  y  por  efecto 
de  su  influjo,  en  el  lenguaje  vulgar  no  siempre  se  usa  la 
palabra  con  la  misma  precisión.  Aun  hay  una  escuela  de 
publicistas  que,  bajo  el  influjo  de  ciertos  antecedentes  his- 
tóricos, o  confunde  la  administración  con  el  gobierno,  o  la 
considera  como  simple  rama  del  llamado   Poder  Ejecutivo. 

En  sentir  de  Ducrocq,  el  Poder  Ejecutivo  consta  de  tres 
ramas:  el  gobierno,  la  administración  y  la  justicia.  El  go- 
bierno es  aquella  rama  del  Poder  líjecutivo  que  está  encar- 
gada de  dirigir  el  Estado  por  las  vías  de  su  desarrollo  in- 
terior y  de  sus  relaciones  exteriores;  la  administración  es 
su  complemento  y  su  acción  vital.  Macarel  ha  dicho  con 
razón:   él  es  la    cabeza,  y  ella   el    brazo  de  la  sociedad  (  h  ). 

Una  doctrina  muy  semejante  enseña  Di  Bernardo.  La  fun- 
ción del  Poder  Ejecutivo,  dice,  es  doble  porque  consiste 
en  gobernar  y  administrar.  Al  gobierno  corresponde  el 
alto  comando  en  la  ejecución  de  las  leyes  positivas  y  la 
supervigilancia  de  todas  las  ramas  del  servicio  público. 
La  administración  es  la  actuación  de  las  leyes  y  de  las  dis- 
posiciones reglamentarias  en  cada  caso  y  en  las  relaciones 
particulares  de  la  vida  interna  y  externa  del  Estado  (  c  ). 


(  />  )     Ducrocq,  Cours  do  Drnit  A<Jmiiiistrnt¡t'.  §  24.  .^2  t-t  .>4. 

{  (■)  Di  Bernardo,  La  Pubblicn  Ainniiiiistriizionr'  c  la  Sociolofr'ia. 
t.   II,  pajr.   533. 

A  la  misma  escuela  pertenece  el  notable  publicista  norteamericano 
Goodnow,  para  quien  tía  Administración  es  la  actividad  de  los  funciona- 
rios ejecutivos  del  jjobierno  ».  «  Siempre  que  vemos  al  gobierno  en  ac- 
ción, a  diferencia  de  cuando  delibera  o  pronuncia  una  sentencia  judicial, 
decimos  que  administra  >.  VA  derecho  constitucional,  agreda  más  adelan- 
te, i  traza  el  plan  general  de  la  organización  y  acción  del  Estado  • ;  el 
derecho  administrativo  •  desarrolla  ese  plan  en  sus  pormenores  más  minu- 
ciosos, le  completa  y  acaba,  .^sí.  la  ilistinción  que  existe  entre  uno  y 
otro  es  más  de  grado  que  de  esencia  ».  Goodnow.  ¡tfrt'fliit  ,Ií///í//j/s- 
trativo  Ciimjmrado,  t.  I.  págs.   II   y  25. 
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Otros  autores  van  aun  más  lejos  porque  terminante- 
mente sostienen  que  no  liay  razón  para  distinguir  los  actos 
administrativos  de  los  gubernativos;  lo  cual  implica  que 
tampoco  la  hay  para  distinguir  la  administración  del  go- 
bierno. En  el  fondo  no  es  otra  la  doctrina  que  Bremond 
sostiene  cuando  enseña  que  las  dificultades  con  que  se  tro- 
pieza para  distinguir  los  actos  políticos  y  los  administrati- 
vos provienen  del  errado  empeño  en  que  los  publicistas 
andan  comprometidos,  cual  es  el  de  establecer  una  distin- 
ción que  tenga  efectos  positivos  entre  cosas  que  por  natu- 
raleza pertenecen  a  una  misma  especie.  Cuando  se  exami- 
nan a  fondo  estas  distinciones,  observa,  se  nota  que  se 
reducen  a  clasificar  como  actos  de  gobierno  a  los  más  im- 
portantes del  Poder  Ejecutivo,  y  como  actos  de  administra- 
ción a  los  menos  importantes.  De  consiguiente,  no  se  fundan 
ellas  en  ninguna  diferencia  real,  pues  la  mayor  o  menor 
importancia  de  los  actos  públicos  se  deriva  mucho  menos  de 
su  naturaleza  que  de  las  circunstancias  en  que  se  los  eje- 
cuta {c  h  I. 

A  nuestro  juicio,  confusión  tan  deplorable,  que  amalgama 
en  un  mismo  cuerpo  un  Poder  Público  y  los  servicios  del 
Estado,  viene  de  que  bajo  la  sujestión  de  lo  pasado,  no  se 
advierte  a  inferir  del  hecho  histórico  las  tendencias  de  la 
evolución  política. 

Es  sin  duda  un  hecho  histórico  el  que  por  causa  de  la 
inevitable  imperfección  del  desarrollo  del  Estado,  la  admi- 
nistración nazca  en  todas  partes  desempeñada  por  los  fun- 
cionarios políticos;  pero  tal  antecedente  no  autoriza  para 
confundirla  con  el  Poder  Ejecutivo.  Cuando  el  biólogo  se 
propone  determinar  y  caracterizar  las  funciones  de  un  ani- 
mal, no  empieza  por  estudiar  el  embrión,  cuyos  órganos 
mal  diseñados  prestan  a  menudo  servicios  promiscuos.  Lo 
que  hace  es  estudiar  cuerpos  adultos,  en  los  cuales  cada 
órgano  presta  servicios  especiales  y  las  funciones  están  bien 
diversificadas. 


(ch)     Brémond,  Des  Actes   de   Gouvernement.  pag.    35  et  36  He  la 
Revue  du  Droit  Public  et  de  la  Science  Politiqíie,  t.  I  de  1896. 
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En  la  vida  política  ocurre  lo  mismo  (¡ue  en  la  vida  ani- 
mal. La  acumulación  de  las  funciones  administrativas  y  de 
las  gubernativas  en  unas  mismas  manos  no  sicrnifica  que 
sean  una  sola  cosa  la  administración  y  el  gobierno.  Lo 
único  que  significa  es  que  por  no  haber  llegado  el  Estado 
a  su  completo  desarrollo,  unos  mismos  órganos  desempeñan 
funciones  de  muy  diversa  naturaleza. 

Durante  siglos,  a  contar  desde  los  fines  de  la  Edad  Me- 
dia, las  funciones  judiciales  fueron  desempeñadas  en  los 
principales  puel)los  de  Europa  por  agentes  de  la  corona,  y 
aunque  todavía  hay  autores  que  bajo  el  influjo  de  estos 
antecedentes  tienen  la  justicia  por  simple  rama  del  gobierno, 
ello  es  que  por  lo  menos  desde  Montesquieu,  la  ciencia 
viene  enseñando  que  el  Poder  Judicial  es  cosa  diferente  y 
debe  ser  cosa  independiente  del  Poder  Político.  Análoga 
dinrinción  debemos  establecer  entre  la  administración  y  el 
gobierno,  siquiera  no  sea  para  llegar  a  la  misma  indepen- 
dencia. 

Cuando  se  vacuna,  cuando  se  enseña,  cuando  se  salubri- 
fican  las  poblaciones,  cuando  se  cuidan  las  bi!)liotecas, 
cuando  se  recaudan  las  contribuciones,  cuando  se  constru- 
yen cloacas,  ferrocarriles  y  caminos,  no  se  puede  decir  que 
se  gobierna.  Tampoco  se  puede  decir  que  los  empleados 
encargados  de  tales  servicios  sean  agentes  del  gobierno  en 
cuanto  desempeñan  las  funciones  respectivas.  Hacer  eso 
no  es  gobernar,  es  administrar. 

Sería  fácil  demostrar  que  la  administración  está  ditun- 
dida por  casi  todos  los  órganos  del  Estado,  bien  así  como 
la  actividad  lo  está  por  casi  todos  los  órganos  del  cuerpo 
animal.  No  sólo  administran  a(|uellos  órganos,  las  teso- 
rerías, las  aduanas,  los  correos,  (}ue  se  suponen  instituciones 
gubernativas.  También  desempeñan  funciones  administra- 
tivas los  tribunales,  los  cuerpos  legislativos,  el  ejército,  etc. 
De  consiguiente,  es  no  tener  idea  cabal  de  la  administra- 
ción el  ver  en  ella  una  simple  rama  del  gobierno. 

;Qué  diferencia  hay,  pues,  entre  gobernar  y  administrar.' 
He  aquí  una  cuestión  que  en  la  ciencia  está  planteada, 
pero  no  resuelta   todavía. 
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A  nuestro  juicio,  si  todavía  no  se  han  determinado  las 
diferencias  específicas  que  distinguen  lo  uno  de  lo  otro,  no 
es  porque  falten  los  fundamentos  objetivos;  es  porque  se 
ha  tomado  el  errado  camino  de  querer  caracterizar  la  ad- 
ministración y  el  gobierno  sin  determinar  previamente  la 
naturaleza  de  las  funciones  respectivas. 

En  el  estudio  del  organismo  político,  hay  que  proceder 
más  o  menos  como  en  el  del  organismo  humano.  Si  un 
profesor  de  biología  intentara  distinguir  el  corazón  del  hí- 
gado diciendo  que  el  primero  de  estos  dos  órganos  tiene 
la  particularidad  de  ser  el  más  importante  ¿qué  luz  nos  da- 
ría semejante  enseñanza?  Absolutamente  ninguna.  Pero  si 
enseñara  que  el  corazón  sirve  para  distribuir  y  renovar  la 
sangre  en  todo  el  organismo,  y  el  hígado  para  completar 
la  digestión  rociando  de  bilis  los  alimentos,  ¿no  es  verdad 
que  con  esta  enseñanza  adquiriríamos  nociones  positivas 
para  distinguir  ambos  órganos? 

Pues  bien,  procediendo  de  manera  análoga  en  la  deter- 
minación de  nuestro  problema,  creemos  que  se  debe  renun- 
ciar al  intento  de  distinguir  la  Administración  y  el  Gobierno 
sin  tener  cuenta  de  la  varia  naturaleza  de  las  respectivas 
funciones,  como  si  en  el  cuerpo  político  todos  los  órga- 
nos estuviesen  muy  bien   definidos  y  caracterizados. 

La  doctrina  caduca  de  la  separación  de  los  Poderes  Pú- 
blicos (  í/ ),  según  la  cual  el  Estado  sería  un  cuerpo  inorgá- 
nico, compuesto  de  partes  inconexas,  pretendió  establecer 
que  cada  órgano  no  debía  desempeñar  más  que  una  sola 
función;  y  es  claro  que  con  arreglo  a  este  criterio,  bastaría 
averiguar  cuáles  son  los  órganos  del  cuerpo  político  para 
saber  si  debemos  tener  o  no  por  cosas  diferentes  la  z\dmi- 
nistración  y  el  Gobierno.  Pero  es  la  verdad  que  en  la 
práctica    no    se   puede    seguir    este    procedimiento    porque 


(d)  Posada,  Tratado  de  Derecho  Político,  t.  I,  vol.  I,  pág-.  25  7, 
edición    de   I9I5. 

Blunschli,    Théorie  genérale   de  l'Etat.  liv.  VII.  chap.  VII,  pag.  45.S. 

Goodnow.  Derecho  Administrativo  Comparado,  t.  I,  lib.  I.  cap.  III, 
pág.  30. 
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ligadas  como  están  todas  las  instituciones  del  Estado  por 
una  trabazón  orgánica,  la  mayor  parte  del  tiempo  sucede 
(]ue  los  órganos,  todavía  imperfectamente  diseñados,  des- 
empeñan funciones  promiscuas,  esto  es,  de  varia  natura- 
leza. 

En  comprobación,  descompongamos  analíticamente  la  ac- 
tividad fisiológica  de  cualquiera  de  las  instituciones  públi- 
cas; estudiemos,  verbigracia,  el  ejército.  ;Qué  vemos? 
Vemos  que  además  de  sus  funciones  peculiares,  cuales  son 
las  militares,  ejerce  funciones  judiciales  por  medio  de  sus 
tribunales,  funciones  políticas  cuando  se  declara  una  parte 
del  país  en  estado  de  sitio,  funciones  legislativas  cuando 
conquista  territorios  de  un  Estado  extranjero,  funciones 
administrativas  cuando  atiende  a  su  propia  provisión.  ;Se 
(juerrá  decir  que  el  ejército  que  hace  tantas  cosas  está  mal 
organizado? 

lístudiemos  el  Poder  judicial.  Qué  vemos?  \'emos  que 
además  de  su  función  propia,  cual  es  la  de  administrar  jus- 
ticia, las  Cortes  superiores  ejercen  facultades  inspectivas 
sobre  los  jueces,  sobre  los  abogados  y  sobre  los  empleados 
auxiliares  de  la  Administración  judicial;  y  facultades  polí- 
ticas en  cuanto  cooperan  a  la  conservación  del  orden  pii- 
blico  y  en  cuanto  admiten  recursos  contra  los  actos  ilícitos 
de  los  gobernantes.  ;  Quiere  decir  esto  que  se  entrometen 
en  campos  que  no  son  de  su  incumiíencia  y  que  se  las  debe 
despojar  de  las  facultades  extrañas  a  la  judicatura? 

Estudiemos  el  Poder  Político.  ¿Qué  vemos?  \'emos  que 
además  de  sus  funciones  peculiares,  cuales  son  las  que  mi 
ran  a  la  conservación  y  desarrollo  del  orden,  ejerce  funcio 
nes  judiciales  en  cuanto  falla  expedientes  de  montepío,  de 
jubilación  y  ile  retiro,  y  funciones  legislativas  en  cuanto 
ejercita  las  prerrogativas  de  la  iniciativa,  del  vrto,  de  la 
discusión  y  de  la  sanción  de  las  leyes.  ;  Acaso  se  podría 
condenar  en  nombre  de  la  ciencia  esta  promiscuidad  i\v 
funciones? 

Lo  rej)etimos:  es  sentar  una  noción  muy  errónea  el 
afirmar  que  cada  tuncion  esté  o  deba  estar  localizada  en 
un  solo  órgano.      Bajo   de   muchos    respectos,  el   Estatio  es 
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un  organismo  cuyos  miembros,  conectados  entre  sí,  se  afec- 
tan recíprocamente  y  forman  un  consensus.  No  se  lo  tome 
como  un  agregado  de  partes  inconexas  semejantes  a  un 
mineral.  Sujeto  a  la  ley  de  un  desarrollo  indefinido,  po- 
demos decir  que  aun  en  la  forma  más  perfecta  que  ha  alcan- 
zado, semeja  un  simple  embrión,  cuyos  órganos  mal  dise- 
ñados desempeñan  a  menudo  funciones  promiscuas;  y  dado 
este  carácter  orgánico  de  su  constitución,  no  es  presumible 
que  las  instituciones  que  lo  componen  hayan  de  adquirir 
algún  día  vida  propia  para  actuar  independientemente.  Se 
puede  y  se  debe  establecer  en  la  ciencia  del  derecho  pú- 
blico la  distinción  de  las  funciones  políticas,  legislativas, 
administrativas,  judiciales  para  los  efectos  de  determinar  el 
carácter  predominante  de  cada  institución  y  la  tendencia 
espontánea  de  su  desarrollo.  Pero  de  hecho,  a  lo  menos 
por  ahora,  es  imposible  constituir  el  Estado  en  forma  que 
a  la  distinción  de  funciones  corresponda  una  separación 
absoluta  de  los  órganos.  vSi  se  estableciera  una  separación 
muy  rígida  entre  todas  las  instituciones,  observa  Bertolini, 
quedarían  comprometidas  la  unidad,  la  armonía  y  de  con- 
siguiente, la  rapidez  de  la  acción  del  Estado  (  e  ).  Tomada 
en  un  sentido  absoluto,  dice  Franqueville,  la  separación 
de  los  Poderes  es  una  quimera  que  si  llegase  a  existir, 
constituiría  en  cada  Estado  tres  soberanías  independientes, 
es  decir,  la  lucha  y  la  anarquía   (  f). 

En  conformidad  con  esta  doctrina,  no  hay  otro  medio 
de  averiguar  si  la-  administración  y  el  gobierno  son  cosas 
diferentes  que  el  de  determinar  la  naturaleza  de  las  funcio- 
nes administrativas  y  gubernativas  puesto  que  nada  signi- 
fica el  que  unas  y  otras  hayan  estado  a  cargo  de  unos 
mismos  órganos. 


(e)     Bertolini,  Sagfíi  di  Scienza  e  Diritto  della  Pubblica  Amiiiinis- 
trazione.  t.  I,  pag-.  54. 

(fi     Franqueville,  Lr  Systéme  judiciaire  déla   Grande  Bretagne, 
t.  I,  pag.  9. 

Holtzendorff.  La  Pilitique.  §  46. 


668  CAPÍTULO    NOVENO,    §  96 


A  este  propósito  observaremos  primeramente  que  entre 
los  actos  de  los  funcionarios  públicos,  se  distinguen  a  pri- 
mera vista  porque  su  naturaleza  les  diferencia  de  los  actos 
de  la  vida  civil,  aquellos  que  mandan,  prohiben  o  permiten; 
que  dan,  quitan  o  declaran  derechos;  que  organizan  las 
instituciones  sociales  y  políticas;  que  imponen  gravámenes 
obligatorios  al  Fisco  o  a  los  particulares,  etc.  Son  actos 
de  autoridad  que  suponen  el  ejercicio  de  una  parte  de  la 
soberanía  y  que  ni  vulgar  ni  científicamente  se  pueden  asi- 
milar a  los  de  los  empleados  particulares.  Dictar  leyes  es 
legislar;  declarar  derechos  es  hacer  justicia;  dictar  decretos 
es  gobernar.      Xada  de  eso  es  servir;   nada,   administrar. 

Pero  no  todos  los  actos  de  los  funcionarios  públicos  son 
de  esta  naturaleza.  Entre  ellos  se  cuentan  otros  que  el 
empleado  del  Estado  ejecuta  a  la  manera  de  cualquier  man- 
datario particular,  sin  necesidad  de  que  se  le  invista  de 
autoridad.  Cuéntanse  en  esta  segunda  clase  aquellos  que 
son  requeridos  por  la  gestión  de  los  caudales,  de  los  ins- 
titutos y  de  los  servicios  públicos;  por  la  provisión,  la 
compra  y  la  venta  de  provisiones  para  la  i)olicía  y  para 
el  ejército;  por  la  gerencia  de  los  ferrocarriles,  de  los 
correos,  de  los  telégrafos,  de  los  hospitales;  pí)r  la  cons- 
trucción y  conservación  de  los  caminos,  puentes  y  demás 
obras  públicas,  etc.,  etc.  Cuando  un  empleado  hace  algo 
de  esto,  no  legisla,  ni  juzga,  ni  gobierna,  esto  es,  no  ejerce 
autoridad  alguna.  Lo  «jue  hace  es  servir,  o  sea,  admi- 
nistrar. 

Con  estas  someras  observaciones,  tenemos  ya  allanado 
el  camino  para  distinguir  entre  sí  la  administración  v  el 
gobierno. 

El  Poder  Ejecutivo,  denominación  poco  feliz  que  desde 
Montesquieu  se  suele  dar  al  gobierno,  es  aquella  institución 
que  está  encargada  de  cumplir  los  tincs  políticos  del  lis- 
tado, cuales  son  los  de  conservar  y  desarrollar  el  orden, 
ejerciendo  de  propia  autoridad  una  parte  tle  la  soberanía 
como  se  lo  permitan  las  circunstancias  sociales  y  en  con 
formidad  con  un  ideal  que  debe  cambiar  a  la  par  con  las 
corrientes  dominantes  de  opinión.      .\1   gobierno    es  a  (]uiet> 
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principalmente  corresponde  fijar  en  cada  momento  el  rumbo 
del  Estado  e  imprimir  a  la  República  carácter  liberal,  ra- 
dical o  conservador.  Su  característica  es  que  nada  puede 
hacer  sino  ejerciendo  autoridad,  por  manera  que  cada  acto 
suyo  es  un  decreto,  una  orden,  una  disposición  imperativa. 
Las  órdenes  de  allanamiento,  los  nombramientos,  licencias 
y  destituciones  de  los  empleados  públicos;  las  visitas  de 
inspección,  la  expedición  de  instrucciones  y  reglamentos  son 
actos  de  autoridad;  y  toda  iniciativa  para  ordenar  la  con- 
tratación de  profesores  o  maquinistas,  para  construir  obras 
públicas,  para  hacer  una  exposición  industrial,  para  fomen- 
tar de  cualquier  modo  el  progreso  es  también  acto  de  go- 
bierno porque  fija  un  rumbo  determinado  a  la  administra- 
ción. Y  nótese  bien:  merced  al  ejercicio  de  la  potestad 
reglamentaria,  o  en  otros  términos,  merced  al  desempeño 
de  la  función  política,  que  es  la  que  le  corresponde  por  na- 
turaleza, el  gobierno  crea  derecho  administrativo,  pero  no 
administra. 

Muy  otros  son  los  caracteres  propios  de  la  función  ad- 
ministrativa. Instituida  de  alto  abajo  para  prestar  servi- 
cios, la  Administración  no  comparte  con  los  Poderes  Públi- 
cos el  ejercicio  de  la  soberanía  aun  cuando  sus  jefes,  según 
veremos,  deban  estar  investidos  de  alguna  autoridad  disci- 
plinaria. Los  empleados  que  corren  con  las  aduanas,  con 
las  tesorerías,  con  los  correos,  con  la  construcción  de  las 
obras  públicas,  etc.,  no  invisten  carácter  alguno  que  les 
distinga  de  los  empleados  de  los  bancos,  de  los  almacenes, 
de  las  sociedades  anónimas.  Para  servir  como  profesor  en 
un  Liceo  del  Estado  o  como  jefe  de  estación  en  los  ferro- 
carriles fiscales,  no  se  necesita  más  autoridad  que  la  que 
se  necesita  para  prestar  los  mismos  servicios  en  empresas 
particulares.  vSi  el  gobierno  desempeña  sus  funciones  man- 
dando, la  Administración  desempeña  las  suyas  sirviendo. 
A  menos  de  alterar  profundamente  el  sentido  usual  de  las 
palabras,  no  se  puede  decir  que  ejerzan  potestad  los  em- 
pleados que  tienen  a  su  cargo  la  contabilidad  fiscal,  o  la 
higiene  pública,  o  el  trasporte  ferroviario. 

La  Constitución   de   Chile  declara  (  art.  72  )  que  al   Ma- 
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gistrado  Supremo  está  confiada  la  Administración  y  el  Go- 
bierno de  la  República;  de  donde  viene  sin  duda  que  en 
el  lenguaje  vulgar,  se  usen  promiscua  e  indistintamente  las 
expresiones:  Gobierno  Montt  y  Administración  Montt,  Go- 
bierno Pérez  y  Administración  Pérez,  Gobierno  Sanfuentes 
y  Administración  Sanfuentes.  A  nuestro  juicio,  según  la 
doctrina  que  venimos  exponiendo,  hay  una  impropiedad 
manifiesta  en  este  uso  promiscuo  de  dos  expresiones  que 
no  son  sinónimas,  porque  si  es  verdad  que  el  Presidente  de 
la  República  gobierna,  también  lo  es  que  no  administra 
aun  cuando  tenga  a  su  cargo  la  Administración. 

Comprendamos  alguna  vez  que  una  cosa  es  administrar  y 
otra  dirigir  la  administración,  una  cosa  servir  y  otra  regla- 
mentar los  servicios. 

Comprendamos  así  mismo  que  aun  cuando  la  Administra- 
ción y  el  Gobierno  intervengan  en  unos  mismos  asuntos,  in- 
tervienen con  diferente  competencia.  El  Gobierno  decreta 
la  inversión,  y  la  Administración  efectúa  el  pago:  el  Gobier- 
no manda  ejecutar  la  obra,  y  la  Administración  la  cons- 
truye; el  Gobierno  ordena  celebrar  un  contrato,  y  la  Admi- 
nistración lo  firma;  el  Gobierno  nombra  los  empleados,  y 
la  Administración  los  ocupa;  el  Gobierno  reglamenta  los 
servicios,  y  la  Administración  los  desempeña;  y  por  último, 
mientras  h\  Administración  sirve,  el  Gobierno,  que  la  tiene 
a  su  cargo,  la  supervigila,  la  dirige,  la  impulsa,  la  orga- 
niza. 

De  ordinario,  toda  tarea  a^lministrativa  empieza  por  un 
acto  que  la  autoriza,  que  la  decreta,  que  la  reglamenta; 
esto  es,  por  un  acto  político,  por  un  acto  gubernativo.  Es 
tarea  administrativa  la  construcción  de  un  hospital,  pero  es 
acto  político  su  fundación.  Es  tarea  administrativa  la  ges- 
tión de  una  empresa  ferroviaria,  pero  el  Estado  ejecuta  viu 
acto  político  cuando  resuelve  tener  ferrocarriles  a  su  cargo. 
Es  tarea  administrativa  construir  canales  de  navegación  o 
de  regadío,  pero  la  Admistración  no  puede  empezar  a  cons- 
truirlos antes  que  el  Gobierno  acuerde  fomentar  por  este 
medio  la  industria  y  la  agricultura,  adoptando  la  política 
proteccionista. 
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Cuando  hemos  aprendido  a  distiní^uir  las  funciones  polí- 
ticas y  administrativas,  no  hay  el  menor  peligro  de  que  la 
trabazón  orgánica  que  existe  entre  los  miembros  del  Estado 
nos  induzca  en  el  error  de  confundir  la  Administración  y 
el  Gobierno.  Así  como  nadie  sostiene  que  el  Gobierno  sea 
una  institución  militar  porque  tenga  a  su  cargo  el  ejército, 
ni  una  institución  docente  porque  dirija  la  enseñanza,  así 
tampoco  se  puede  decir  que  sea  una  institución  adminis- 
trativa porque  organiza,  dirige  y  supervigila  los  varios  ser- 
vicios de  la  Aministración  Pública.  ;  Quién  confundió  jamás 
en  el  organismo  humano  la  actividad  intelectual,  que  es 
directriz,  con  la  actividad  física,  que  es  subordinada? 

Xo  ignoramos  que  hay  casos  en  que  la  confusión  es  muy 
explicable.  Como  quiera  que  en  todo  departamento  admi- 
nistrativo, los  empleados  superiores,  o  sea  los  jefes,  están 
siempre  investidos  de  cierta  autoridad,  esto  es,  de  facultades 
semi-políticas  para  mantener  la  disciplina,  parece  ser  en  el 
primer  momento  que  no  siempre  es  el  servicio  la  función 
propia  y  característica  de  la  Administración,  y  que  por  lo 
menos  en  las  jefaturas  y  superintendencias,  no  hay  fundamen- 
to plausible  para  distinguir  la  x\dministración  y  el  Gobierno. 

Pero  en  realidad,  el  hecho  de  que  los  jefes  administrati- 
vos ejerzan  cierta  autoridad  sobre  sus  subalternos  ni  les  da 
el  carácter  de  gobernantes  ni  les  quita  el  de  servidores. 
Como  ya  lo  heinos  demostrado,  no  hay  en  el  Estado  nin- 
gún órgano  importante  que  viva  reducido  a  desempeñar  su 
función  propia.  Sin  excepción  alguna  todos  desempeñan, 
fuera  de  sus  funciones  propias,  algunas  extrañas.  Fuera  del 
Congreso,  hay  autoridades  que  ejercen  ciertas  atribuciones 
de  carácter  legislativo,  y  fuera  de  los  tribunales,  hay  auto- 
ridades que  ejercen  atribuciones  judiciales.  De  la  misma 
manera  hay  en  la  República  funcionarios  que  sin  ser  gober- 
nantes, ejercen  facultades  políticas   (  g  ). 


{g)  El  precedente  parágrafo  (§  96)  es  mera  trascripción  de  una  lec- 
ción de  apertura  del  curso  de  Derecho  Administrativo  que  en  la  Escuela 
de  Leyes  teníamos  a  nuestro  cargo,  lección  que  el  año  de  1898  apareció 
publicada    en  los   Anales    de   la    Universidad.     Posteriormente  ha  sido 
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§  97.  Establecida  la  distinción  entre  la  Administración 
y  el  Gobierno,  creemos  que  no  lograríamos  determinar  con 
acierto  los  orígenes  de  los  primeros  servicios  públicos  si 
a  la  vez  no  pusiéramos  de  manifiesto  el  estado  de  subordi- 
nación y  dependencia  en  que  la  organización  administrativa 
nace  y  se  desarrolla,  vive   y  funciona. 

Por  respetar  el  orden  cronológico,  dando  a  la  vez  una 
idea  más  clara  de  la  manera  como  se  forma  la  estructura 
orgánica  del  Estado,  hemos  anticipado  el  estudio  de  la  más 
fundamental  de  las  instituciones  administrativas,  cual  es  la 
fuerza  política.  Corresponde  ahora  determinar  la  génesis 
de  aquellos  otros  servicios  que  por  su  importancia  militar 
(  respecto  predominante  en  los  pueblos  atrasados  )  se  han 
de  instituir  en  los  primeros  grados  del  desarrollo  político. 
Al  determinar  su  génesis,  quedará  de  manifiesto  el  estado 
de  subordinación  en    que  nacen. 

Por  de  contado,  no  debemos  esperar  que  la  historia  y  la 
etnografía  nos  suministren  los  datos  en  la  abundancia  que 
sería  menester  para  estudiar  los  orígenes  de  la  administra- 
ción pública  con  la  minuciosidad  con  que  hemos  estudiado 
los  de  los  Poderes  del  Estado.  Eso  nó.  Sea  un  país  culto, 
sea  bárbaro,  a  los  viajeros  que  lo  visitan,  a  los  historiado- 
res que  estudian  su  vida  les  llaman  mucho  más  la  atención 
los  actos  de  los  Poderes  Públicos  que  el  callado  y  mo- 
desto funcionamiento  de  los  servicios  administrativos.  Mu- 
chas obras  históricas  y  etnográficas  se  podrían  citar  que 
hal)lan  más  o  menos  extensamente  de  los  Poderes  Públi- 
cos, en  particular  del  Gobierno,  y  (jue  no  mencionan  tal  o 
cual  servicio  administrativo  sino  porque  ha  llamado  la  aten- 
ción por  alguna  singularidad.  La  deficiencia  de  las  fuentes 
de  información,  aunada  con  la  menor  importancia  que  en 
la  constitución  del  Estado  tienen  los  servicios  respecto  de 
los  Poderes,  nos  precisa  a  recorrer  más  rápidamente  esta 
parte  del    campo  de   nuestros  estudios. 


aceptada  por  al);unos  pul)licistas  la  doctrina  que  cx|)Ubifnos  en  aquella 
lección  sobre  la  naturaleza  de  las  funciones  administrativas  v  que  enton- 
ces  fué  una   novedad. 
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De  todos  los  elementos  internos  del  Estado,  los  que  más 
tardíamente  nacen,  se  desarrollan  y  diy.ersifican  son  los  ser- 
vicios públicos.  En  los  grados  inferiores  del  desenvolvi- 
miento político,  no  se  pagan  impuestos,  y  de  consiguiente, 
no  hay  servicio  de  recaudación;  no  se  remuneran  las  fun- 
ciones públicas,  y  de  consiguiente,  no  hay  oficinas  paga- 
doras; no  corre  de  cuenta  del  Estado  el  armamento  y  la 
provisión  de  los  militares,  y  de  consiguiente,  no  hay  co- 
misarías; no  se  cura  nadie  de  la  higiene,  ni  de  la  beneficen- 
cia, ni  de  la  edilidad,  ni  de  la  educación,  y  de  consiguiente, 
tampoco  hay  empleados  que  atiendan  a  estas  necesidades; 
y  si  es  verdad  que  hay  fuerza  pública,  también  lo  es  que 
ella  está  vinculada  a  la  sociedad  entera  y  que  sólo  en  gra- 
dos superiores  del  desarrollo  del  Estado  se  forma  un  ór- 
gano especial,  el  ejército,  para  que  desempeñe  exclusiva- 
mente las  funciones  militares. 

En  otra  parte  (  §  65  )  hemos  observado  que  originaria- 
mente el  Estado  nace  y  se  organiza  para  la  guerra,  y  ahora 
agregaremos  que  mientras  concreta  su  misión  a  preparar 
la  victoria,  no  puede  preocuparse  de  instituir  otros  servi- 
cios que  aquellos  que  están  dirigidos  a  mantener  y  robus- 
tecer la  organización  militar,  como  son  los  de  recaudación, 
de  pago,  de  provisión,  de  construcción  de  obras  defensi- 
vas, etc.,  etc.  \'^ano  empeño  sería  buscar  en  estos  prime- 
ros grados  del  desenvolvimiento  político  ni  ediles,  ni  maes- 
tros, ni  higienistas,  etc.  En  la  infancia  de  los  pueblos,  no 
hay,  no  puede  haber  más  servicios  que  aquellos  que  cons- 
tituyen la  administración  política,  cuales  son  los  que  miran 
a  la  existencia  y  vida  del  mismo  Estado. 

Así  mismo,  hemos  observado  más  arriba  (  §  66  )  que 
cuando  la  anarquía  o  las  guerras  se  prolongan  mucho  tiem- 
po, los  pueblos  adoptan  espontáneamente  el  régimen  polí- 
tico que  más  se  asemeja  al  régimen  militar,  cual  es,  el  au- 
tocrático.  Pues  bien,  bajo  el  imperio  de  las  autocracias, 
que  en  interés  de  sus  usufructuarios  a  menudo  subsistieron 
hasta  largos  siglos  después  de  haber,  desaparecido  las  cir- 
cunstancias que  las  justificaban,  es  casi  imposible  que  el 
Estado  llegue   a  concebir  la    elevada    noción  de  sus    fines 
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sociales.  Identificado  el  Estado  con  la  autocracia,  los  que 
tienen  en  sus  manos  las  riendas  del  Poder  no  pueden  acep- 
tar en  principio  la  que  conceptúan  degradante  condición 
de  servidores  del  pueblo.  Cuando  el  autócrata,  el  inca,  el 
faraón,  el  sultán  se  preocupa  de  la  suerte  de  sus  subditos, 
su  atención  no  va  más  allá  de  lo  que  juzga  absolutamente 
indispensable  para  explotarlos  mejor.  Es  la  atención  del 
amo  por  sus  esclavos,  no  el  cumplimiento  de  una  misión 
social.  De  estas  observaciones  se  infiere  que  todos  aquellos 
servicios  que  en  los  pueblos  civilizados  constituyen  la  que 
se  ha  llamado  administración  socinl  porque  miran  al  bien- 
estar y  prosperidad  de  las  sociedades;  no  nacen,  no  pueden 
nacer  sino  en  grados  más  o  menos  altos  del  desarrollo  po- 
lítico, cuando  ya  el  Estado  ha  amplificado  mucho  la  órbita 
de  su  misión,  persuadiéndose  a  que  está  instituido,  no  en 
interés  de  si  mismo  o  de  los  gobernantes,  sino  en  el  de  los 
pueblos.  La  doctrina  individualista,  que  querría  concretar 
sus  fines  a  la  tarea  de  conservar  el  orden  interno  y  la  in- 
dependencia nacional,  es  a  la  luz  de  estas  observaciones 
una  tentativa  inconsciente  de  reacción  hacia  los  grados  pri- 
mitivos del  desarrollo  político. 

Aunijuc  la  administración  pública  nunca  pueda  faltar,  el 
Estado  es  dirigido  y  en  su  parte  fundamental,  formado  solo 
por  los  Poderes  Públicos.  Son  ellos  los  que  dan  a  su 
Constitución  carácter  democrático,  aristocrático,  oligár- 
quico o  autocrático;  ellos  son  los  que  imprimen  a  su  acti- 
vidad tendencia  progresista,  conservadora  o  reaccionaria; 
ellos,  los  que  fijan  las  garantías  con  que  cuentan  los  ciu- 
dadanos, sus  personas,  sus  bienes,  sus  libertades.  En  cuanto 
a  la  Administración,  que  no  tiene  la  menor  ingerencia  en  la 
dirección  política,  se  desarrolla  precisada  a  seguir  los  rum- 
bos que  se  la  trazan,  a  secundar  propósitos  ajenos,  a  servir 
de  mero  auxiliar.  La  política  declara  la  guerra  y  la  Ad- 
ministración suministra  la  fuerza,  las  armas  y  las  provisio- 
nes. La  política  acuerda  construir  ferrocarriles  y  la  Admi- 
nistración suministra  ingenieros,  obreros  y  recursos.  La 
política  se  encarga  de  la  instrucción  pública  y  la  Adminis- 
tración suministra  el  personal  docente.     En  una  palabra,  la 
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política  hace  todo  aquello  que  no  se  puede  hacer  sino  por 
ley,  por  decreto,  por  mandato  u  obra  de  autoridad;  y  queda 
cargo  de  la  Administración  la  ejecución  y  el  servicio. 

Sea  por  causa  de  su  tardío  aparecimiento,  sea  por  efecto 
de  su  carácter  meramente  auxiliar,  la  organización  admi- 
nistrativa nace  y  se  desarrolla  en  todas  partes  y  en  todos 
los  tiempos  subordinada  a  la  organización  política.  Cuando 
por  causa  de  revoluciones  se  cambia  solo  la  organización 
política,  sobrevienen  períodos  más  o  menos  largos  de  en- 
sayos para  adaptar  al  nuevo  orden  constitucional  la  orga- 
nización administrativa.  En  algunos  de  los  pueblos  america- 
nos que  a  principios  del  siglo  XIX  derribaron  la  Constitución 
monárquica,  hasta  hoy  mismo  no  se  ha  cerrado  el  período 
de  adaptación  de  la  organización  administrativa  a  los  idea- 
les republicanos. 

Aunque  algunos  pueblos  hayan  pasado  períodos  de  escan- 
daloso desbarajuste  y  corrupción  administrativa,  la  historia 
política  casi  no  recuerda  revolucione^  contra  la  adminis- 
tración pública.  Las  revoluciones  sólo  se  hacen  contra 
los  Poderes  del  Estado.  Por  qué?  porque  la  administra- 
ción pública  no  es  responsable  de  sí  misma  ante  los  pueblos. 
Ella  presta  sus  servicios  como  se  lo  mandan.  Si  sirve 
bien,  es  porque  ha  sido  bien  organizada  y  está  bien  diri- 
gida. Si  sirve  mal,  es  porque  los  Poderes  Públicos  la  han 
o  descuidado,  o  corrompido,  u  organizado  defectuosamente. 
Guiados  solo  por  el  instinto,  los  pueblos  no  se  equivocan: 
siempre  que  tienen  quejas  contra  la  Administración,  se  alzan 
contra  el  Gobierno. 

Tanto  por  causa  de  su  condición  dependiente  y  subor- 
dinada cuanto  por  causa  de  la  naturaleza  de  sus  funciones, 
la  administración  pública  se  desarrolla  sujeta  a  trabas  que 
en  cada  momento  limitan  y  fijan  el  grado  de  su  crecimiento. 

El  vulgo  se  imagina  que  los  legisladores  pueden  hacer 
su  regalada  gana  en  materias  administrativas  y  que  para 
tener  una  buena  administración  les  bastaría  reproducir  una 
que  funcione  bien  en  cualquier  Estado  civilizado.  Profundo 
error,  porque  ni  la  consecuencia  con  los  principios  cons- 
titucionales ni  las  condiciones,  externas   en  que  la   Adminis- 


676  CAPÍTULO    NOVENO,    §  97 


tración  ha  de  funcionar  permiten  ni  la  organización  arbi- 
traria ni  la  reproducción  servil. 

Acaso  no  iría  el  vulgo  descaminado  si  la  administración 
de  los  Estados  se  formase  con  elementos  propios,  extraños 
a  la  sociedad,  traídos  verbigracia  de  la  luna.  Pero  no  es 
esto  lo  que  sucede. 

La  administración  de  cada  Estado  es  un  órgano  de  la  so- 
ciedad que  para  desarrollarse  tiene  que  emplear  elementos 
sociales  y  que  crece  o  decrece,  se  complica  o  simplifica  a 
la  medida  de  las  necesidades  sociales.  Formada  de  un  me- 
canismo simplicísimo  en  los  pueblos  más  atrasados,  donde 
se  sienten  menos  necesidades,  va  desarrollando  nuevos  ór- 
ganos para  desempeñar  nuevas  funciones  conforme  adelanta 
la  cultura  nacional.  La  administración  se  proporciona  al 
grado  de  desenvolvimiento  de  la  sociedad,  observa  Di  Ber- 
nardo, porque  vive  en  la  sociedad.  Por  eso,  en  la  histo- 
ria de  la  evolución  social  de  cada  pueblo  se  puede  leer  la 
historia  de  la  administración  pública,  «  así  como  el  geólogo 
lee  en  las  varias  estratas  de  la  tierra  la  historia  de  los 
cambios  de  nuestro  planeta,  o  así  como  el  filósofo  lee  en 
las  palabras  que  pronuncia  la  historia  de  los  cambios  que 
el  lenguaje  ha  sufrido  en  el  trascurso  de  los  siglos  (  h  ). 

Pero  esta  doctrina  explica  no  sólo  el  desarrollo  de  la 
organización  administrativa,  sino  también  su  funcionamiento. 
Las  necesidades  sociales  la  desarrollan,  y  las  necesidades 
sociales  la  impulsan  a  obrar  y  gradúan  la  eficacia  de  su  ac- 
ción. La  administración  funciona  para  satisfacerlas  y  no 
obtiene  buen  suceso  sino  en  tanto  cuanto  las  satisface.  Aun 
en  a(juellos  casos  en  que  dispone  de  recursos  inagotables 
y  de  fuerzas  abrumadoras,  ella  no  puede  nada  si  no  cuenta 
con  la  cooperación  social,  üurante  una  gran  parte  de  la 
Edad  Moderna,  los  gobiernos  de  Italia,  de  Alemania  y  de 
Grecia  pasaron  empeñados  en  extirpar  el  bandolerismo,  y 
no  lo  conseguían  porque  los  bandoleros  contaban  con  el 
amparo,  el  encul)rimiento  y   la  complicidad  de  las  poblacio- 


(  // )     Di   Bcrnardt).    Ln  Sociología   r  ht   PiihliJicH    Ainmiiiistrazinno, 
t.   I,   pajr.  4?2. 
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nes.  Esta  doctrina,  entonces,  fija  a  la  vez  la  amplitud  y 
los  límites  de  la  acción  del  Estado  y  explica  al  mismo  tiem- 
po el  acierto  y  el  fracaso  de  tales  o  cuales  empresas  admi- 
nistrativas. 

;Por  qué  no  podemos  tener  en  Santiago  una  grande  uni- 
versidad como  la  de  Francia?  ;Por  qué  nuestros  ferrocarri- 
les no  pueden  ser  tan  bien  administrados  como  los  de  Ingla- 
terra? ;Por  qué  no  podemos  trasplantar  a  Chile  el  sistema 
de  provisión  de  los  cargos  públicos  que  rige  en  Alemania? 
;  Por  qué?  Por  una  razón  muy  sencilla  que  la  doctrina 
científica  nos  sugiere:  porque  un  pueblo  no  puede  tener 
ni  servicios  ni  instituciones  administrativas  que  sean  supe- 
riores a  su  cultura  y  que  no  respondan  a  verdaderas 
necesidades  sociales. 

Si  la  extraordinaria  actividad  administrativa  de  los  últi- 
mos años  nos  induce  a  creer  en  la  omnipotencia  del  Es- 
tado, nos  convenceremos  de  nuestro  error  con  solo  obser- 
var el  irreorular  funcionamiento  de  alg^unas  instituciones  v 
el  completo  fracaso  de  otras.  Nadie  puede  impedir  al  Es- 
tado que  dicte  leyes  para  crear  una  grande  institución; 
pero  el  Estado  no  puede  hacer  que  ella  arraigue  y  florezca 
y  fructifique  si  el  terreno  no  está  preparado  de  antemano. 
Puede  instituir  las  asambleas  generales,  pero  no  hacer  que 
concurran  a  ellas  aquellos  ciudadanos  cuyo  consejo  es  más 
necesario  a  una  democracia.  Puede  instituir  el  registro  civil, 
pero  no  hacer  que  la  masa  proletaria  de  la  población  ins- 
criba el  nacimiento  de  sus  hijos.  Puede  trasplantar  a  San- 
tiago la  organización  de  la  policía  de  Berlín,  pero  de  la 
inculta  población  de  la  capital  de  Chile  no  sacará  jamás 
guardianes  parecidos  a  los  que  custodian  la  propiedad  y 
la  vida  en  la  capital  de  Alemania.  Puede,  en  fin,  por  me- 
dio de  declaraciones  de  incompatibilidad  segregar  del  Con- 
greso a  los  altos  funcionarios  públicos,  pero  no  está  en  su 
mano  impedir  que  las  leyes  de  carácter  administrativo  se 
resientan  más  y  más  de  la  incapacidad  y  torpeza  de  los 
legisladores. 

Es  verdad  que  otras  instituciones  han  florecido;  pero  han 
florecido  porque  la  sociedad  las  ha  alimentado  con  su  savia. 
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¿Por  qué  está  dando  tan  preciados  frutos  la  enseñanza 
agrícola?  Porque  ella  se  instituyó  para  desarrollar  las  in- 
dustrias rurales  en  los  momentos  en  que,  amagada  la  agri- 
cultura nacional  por  la  competencia  de  California,  de  Aus- 
tralia y  de  la  Argentina,  se  sentía  por  todos  la  necesidad 
de  cambiar  el  cultivo  extensivo  por  el  intensivo.  ;Por  qué 
las  Escuelas  Profesionales  de  niñas  funcionan  con  una  asis- 
tencia tan  numerosa?  Porque  atienden  a  la  necesidad  de 
desarrollar  las  facultades  industriales  de  la  mujer  del  pue- 
blo y  de  enseñarle  un  arte  o  un  oticio  a  fin  de  que  no  ne- 
cesite recurrir  al  vicio  para  vivir.  ;Por  qué  ha  podido 
mantenerse  un  servicio  tan  técnico  como  el  de  la  Oficina 
Hidrográfica?  Porque  siendo  Chile  un  país  esencialmente 
marítimo,  el  servicio  indicado  provee  a  grandes  necesidades 
de  nuestra  marina  mercante  y  de  guerra.  Como  quiera  que 
se  estudie  el  punto,  se  nota,  pues,  lo  cjue  observa  Di  Ber- 
nardo, que  el  progresivo  desarrollo  de  la  vida  administra- 
tiva es  simple  efecto  del  progresivo  desarrollo  de  la  vida 
general  de  la  sociedad   (  /  ). 

De  estas  observaciones  se  infiere  claramente  que  las  le- 
yes escritas  no  dan  por  sí  solas  idea  cabal  de  la  adminis- 
tración pública.  Particularmente  en  los  pueblos  nuevos, 
que  viven  sedientos  de  progreso,  es  muy  frecuente  (]ue  el 
idealismo  de  los  gobernantes  funde  instituciones  exóticas; 
pero  los  frutos  que  ellas  rendirán,  verbigracia  en  América, 
rara  vez  se  asemejarán  a  los  que  rinden  en  Europa.  De  con- 
siguiente, para  adquirir  una  noción  exacta  de  la  adminis- 
tración de  un  Estado  cualquiera,  se  necesita  conocer,  fuera 
de  las  disposiciones  escritas,  las  condiciones  políticas  y  so- 
ciales en  que  ella  funciona;  y  solo  en  el  conjunto  de  las 
instituciones  de  cada  pueblo,  en  las  ideas  dominantes,  en 
los  hábitos,  en  el  temperamento  y  en  las  tendencias  de  sus 
habitantes,  se  puede  encontrar  la  norma  verdadera  de  la 
acción  administrativa  (  /  ). 

(/)  ni  FlcrnarHo,  Lii  Snciolnfrin  r  ln  ¡'til>lil¡<ii  .\iiiinii\ist rmiom-. 
t.   I.  pag.  (i. 

(i)     í)i   Bernardo,  ob.  cit..  1.   I,  pag.   422. 
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vS¡  estas  observaciones  dejaran  la  impresión  de  que  el 
desarrollo  social  es  la  única  causa  del  desarrollo  adminis- 
trativo, se  necesitaría  aclararlas  y  completarlas  para  evitar 
errores  de  concepto.  En  realidad,  el  desarrollo  social  ex- 
plica muy  bien  los  orígenes  de  aquellos  servicios  que  se 
instituyen  en  bien  directo  de  los  pueblos;  pero  no  siempre 
explica  muy  satisfactoriamente  los  de  aquellos  que  se  ins- 
tituyen en  interés  directo  del  Estado.  La  administración 
del  más  grande  y  duradero  Imperio  de  la  Antigüedad  se 
desarrolló  no  sólo  por  obra  del  desenvolmiento  social  sino 
también  por  efecto  de  la  conquista;  y  en  los  siglos  mo- 
dernos, la  administración  de  la  corona  de  España  se  rami- 
ficó y  se  complicó  extraordinariamente  por  efecto  de  la 
misma  causa.  No  hay  en  este  fenómeno  nada  que  no 
sea  muy  explicable.  Así  como  el  desarrollo  social  aumen- 
tando las  necesidades  de  los  pueblos  impone  a  la  adminis- 
tración pública  deberes  e  incumbencias  nuevas  que  ensan- 
chan su  esfera  de  acción,  así  la  conquista  ensanchando  el 
territorio  nacional,  impone  al  Estado  la  necesidad  de  insti- 
tuir nuevos  servicios  o  de  ramificar  los  antiguos,  por  ejem- 
plo los  de  recaudación,  de  correos  v  de  viabilidad,  para 
explotar  y  mantener  sojuzgados  a  los  vencidos. 

El  crecimiento  territorial  desarrolla  de  dos  maneras  la  ad- 
ministración pública,  o  por  vía  de  superposición,  o  por  vía 
de  suplantación   de  servicios. 

Cuando  la  conquista  se  consuma  entre  naciones  civiliza- 
das, donde  está  arraigado  el  estatuto  real,  la  administra- 
ción del  Estado  conquistador  se  ensancha  por  vía  de  sim- 
ple suplantación  a  costa  de  la  del  vencido.  Así,  en  Alsacia 
y  Lorena  el  Imperio  Alemán  extendió  su  propia  adminis- 
tración suplantando  la  del  Imperio  Francés;  y  en  Tarapacá, 
Chile  substituyó  la  administración   peruana  por  la   chilena. 

Por  el  contrario,  en  los  Estados  atrasados,  que  habitua- 
dos al  estatuto  personal  resisten  enérgicamente  la  asitnila- 
ción  administrativa,  se  impone  la  vía  de  la  superposición 
porque  la  de  la  suplantación  es  impracticable.  A  menos  que 
el  conquistador  se  proponga  exterminar  a  los  vencidos, 
tiene  que  respetar  la  administración  indígena  y  que  concre- 
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tarse:  1°  a  imponerle  su  soberanía,  y  2"  a  instituir  sobre 
ella  los  servicios  necesarios  para  afianzar  y  explotar  la 
conquista. 

Marquardt  manifiesta  como  Roma,  a  medida  que  exten- 
día su  imperio,  por  un  lado  dejaba  subsistentes  las  insti- 
tuciones locales  según  lo  hemos  visto  más  arriba,  y  por 
otro,  iba  creando  sobre  la  base  de  sus  colonias  y  de  las 
ciudades  aliadas  centros  administrativos  a  los  cuales  afec- 
taba los  territorios  conquistados  y  sin  los  cuales  no  habría 
podido  mantener  sojuzgados  a  los  pueblos  vencidos.  La  ad- 
ministración de  los  Estados  aliados  ejercía  bajo  este  régi- 
men, además  de  sus  atribuciones  originarías  o  municipales, 
otras  que  se  le  confiaban  como  órganos  de  Roma.  .\  ella 
incumbía  en  nombre  del  conquistador  reclutar  tropas,  alojar- 
las, alimentarlas,  suministrar  posada  y  medios  de  trasporte 
a  los  funcionarios  romanos  que  iban  en  viaje,  trasportar  los 
caballos  y  los  víveres,  reparar  los  caminos,  supervigilar  la 
recaudación  de  los  tributos,  etc.,  etc.    (  I  ). 

La  misma  política,  según'  hemos  visto,  ha  seguido  en 
nuestros  días  Inglaterra,  para  extender  su  imperio  por  las 
cinco  partes  del  mundo.  Dejando  incólumes  las  adminis- 
traciones locales,  resj)etando  todas  las  jerarquías  adminis- 
trativas, subvencionando  todos  los  sacerdocios,  su  soberanía 
provoca  muy  pocas  resistencias  porque  prácticamente  se 
concreta,  bajo  el  respecto  político,  a  mantener  la  domina- 
ción inglesa;  y  bajo  el  respecto  administrativo,  a  instituir 
unos  pocos  servicios  que  el  prestigio  de  su  imperio  re- 
quiere. 

§  98.  En  ninguna  otra  parte  de  la  organización  adminis- 
trativa se  puede  apreciar  mejor  su  carácter  dependiente 
que  en  los  sistemas  o  modos  de  provisión  de  los  cargos 
públicos. 

Los  sistemas  de  provisión,  la  elección,  la  cooptación,  la 
herencia,  la  suerte,  la  venalidad,  el  nombramiento  simple  y 
directo,  el   nombramiento  indirecto  y  calificado,  etc.   son  de 


(/)     Mar(|uardt.    I/Ur^niiisutiou    tic    I' h'iiijiirc    /'oiiuiin.  t.   I.  |)ag.    18 
M    19. 
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tan  varia  naturaleza  que  no  se  adaptan  con  igual  precisión 
a  todas  las  formas  de  gobierno  ni  a  todas  las  organizaciones 
políticas;  y  por  otra  parte,  cuando  se  ha  constituido  polí- 
ticamente un  Estado,  la  consecuencia  con  los  principios  pro- 
hibe establecer  sistemas  de  provisión  que  hayan  de  surtir 
efectos  contrarios  a  la  Constitución. 


Practicado  en  toda  su  pureza,  el  sistema  de  la  suerte 
supone  que  todos  los  ciudadanos  son  igualmente  aptos  para 
desempeñar  cada  uno  de  los  cargos  públicos.  En  teoría,  es 
el  sistema  que  correspondería  a  un  régimen  de  igualdad 
democrática  absoluta  (  m  ). 

Un  régimen  semejante  nunca  ha  existido  en  lo  pasado,  ni 
es  presumible  que  exista  jamás  en  lo  venidero.  A  pesar 
de  todas  las  ideologías,  los  pueblos  comprenden  que  no 
pueden  exponerse  a  que  el  rectorado  de  sus  universidades 
caiga  en  manos  de  ignorantes  analfabetos,  o  el  comando 
de  sus  ejércitos  en  las  de  idiotas  inválidos. 

En  la  Antigüedad  clásica,  fué  de  uso  muy  general  este 
modo  de  provisión  de  los  cargos  públicos.  Fuera  de  algu- 
nos cuerpos  colegiados  que  en  los  casos  de  vacancia  se  inte- 
graban a  sí  mismos  (  sistema  llamado  de  la  cooptüción  ), 
acaso  el  que  tuvo  más  general  aplicación  fué  el  de  la  suer- 
te (  n  ).  Pero  se  evitaban  los  peligros  de  las  designaciones 
desacertadas  formando  previamente  nóminas  en  que  no  se 
incluían  más  que  nombres  de  ciudadanos  merecedores  de 
los  cargos  que  se  trataba  de  proveer.  Merced  a  esta  adul- 
teración del  sistema,  la  suerte,  que  para  los  antiguos  no  era 
el  acaso,  sino  un  modo  como  la  divinidad  designaba  a  sus 
favoritos,  no  sirvió  nunca  para  aplicar  en  la  administración 
el  principio  ideológico  de  la  igualdad  absoluta    y  más  bien 


(  m  )     Aristóteles,  La  Politique.  Hv.  VII,  chap.  I,  §  8. 

( /] )     Aristóteles,  La  République  Athéniense,  %  43. 

Fustal  de  Coulanges.  Xomination  des  Archontas  Athéniens.    pag-.  5 

et  23. 
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se   lo  tuvo  en    calidad    de  sistema    acentuadamente   oligár- 
quico o   aristocrático. 

En  Chile  los  jurados  de  imprenta  se  forman  a  la  suerte, 
según  un  procedimiento  muy  semejante  al  que  los  romanos 
llamaban  sorsfiflo.  de  sors,  suerte    (  ñ  ). 


Sistema  de  provisión  que  en  la  Edad  Media  tuvo  muy 
general  aplicación  y  que  en  las  naciones  más  civilizadas  pro- 
pende a  desaparecer  por  completo  es  el  de  la  sucf'sión  ho- 
reditarw,  que  vincula  los  cargos  públicos  a  familias  deter- 
minadas. En  los  pueblos  más  atrasados  no  se  encuentra 
aplicado  este  sistema  sino  a  la  trasmisión  de  los  cacicazgos. 

Hasta  nuestros  días  no  se  ha  explicado  de  manera  com- 
pletamente satisfactoria  el  origen  de  este  sistema.  Acaso 
está  en  la  combinación  de  la  influencia  ejercida  por  antece- 
sores ilustres  con  la  apreciación  de  las  ventajas  que  en 
ciertos  estados  sociales  de  anarquía  y  desgobierno  ofrece 
la  provisión  automática  e  instantánea  de  los  cargos  pú- 
blicos. 

Esta  influencia  se  hace  sentir  tanto  en  las  monaríjuías 
como  en  las  repúblicas  porque  cuando  de  una  familia  sajen 
varios  servidores  públicos  eminentes,  se  forma  en  los  pue- 
blos una  opinión  espontánea  que  propende  a  vincular  tales 
o  cuales  cargos  a  dicha  familia. 

En  las  naciones  civilizadas,  especialmente  en  aquellas 
donde  subsiste  la  institución  de  los  mayorazgos,  no  se  co- 
noce más  que  una  forma  de  trasmisión  hereditaria,  la  (lue 
trasfieye  los  derechos  de  primogénito  en  primogénito  por 
la  línea  masculina;  pero  en  realidad  son  muchas  y  a  veces 
muy  complejas  las  formas  de  trasmisión  hereditaria  que  en 
los  puel)los  atrasados  han   regido. 

A  virtud  de  la  confusión  primitiva  del  derecho  privado  y 
el  derecho  público,  el  régimen  hereditario  que  en  cada 
pueblo  se  aplica  a  la   trasmisión  de  los  cargos   públicos  es 


(ñ)     Faustin-Hélie,    Trnltr   ilf    l'Artion   jinhl¡i¡tir    i't  fhlActinn  ri- 
viU-,  N"  71. 
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el  mismo  que  se  aplica  a  la  de  los  bienes  particulares. 
Donde  la  trasmisión  hereditaria  de  los  bienes  se  efectúa  por 
la  línea  masculina,  por  la  línea  masculina  se  efectúa  la  de 
los  cargos  públicos;  donde  los  bienes  se  trasmiten  por  la 
línea  uterina,  por  la  línea  uterina  se  trasmiten  los  cargos; 
y  donde  la  mujer  es  excluida  de  la  sucesión  civil,  es  igual- 
mente excluida  de  la  sucesión  política.  Cuando  se  sigue 
la  línea  masculina,  los  bienes  y  los  cargos  pasan  ora  de 
primogénito  en  primogénito,  ora  de  decano  en  decano,  ora 
excluyendo,  ora  incluyendo  a  las  hembras.  Cuando  se  si- 
gue la  línea  uterina  ora  pasan  del  hermano  al  hermano 
materno,  ora  del  tío  al  sobrino  uterino,  ora  con  exclusión, 
ora  con  inclusión  de  las  hembras. 

Entre  los  wasukomas  del  oriente  del  África  ecuatorial, 
entre  los  yerkalas,  entre  los  jynthias  y  entre  los  kassias  de 
la  India,  la  herencia  pasa  del  tío  al  sobrino,  y  en  algunas 
comarcas  slavas,  de  manos  del  actual  jefe  al  hermano  que 
le  sigue  en  edad.  Entre  los  indígenas  de  Valdivia  y  entre 
los  de  las  islas  Palaos,  se  trasmitía  también  de  hermano  a 
hermano  y  solo  cuando  se  extinguía  una  generación,  se  tras- 
mitía al  primogénito  de  la  rama  mayor  (  o  ).  Un  régimen 
semejante  encontramos  en  la  Antigüedad,  entre  los  libios, 
entre  los  nublos,  etc.,  porque  el  jefe  no  trasmitía  su  heren- 
cia a  sus  hijos  sino  a  los  hijos  de  su  hermana. 

El  régimen  de  la  sucesión  uterina  nos  da  la  clave  de  una 
costumbre  muy  general  en  sociedades  semi-civilizadas.  Se- 
gún es  sabido,  en  el  antiguo  Perú,  el  inca  estaba  obligado 
a  casarse  con  la  covu.  esto  es,  con  su  propia  hermana  y 
el  hijo  de  este  connubio  era  el  heredero  del  trono.  La 
misma  costuinbre  se  siguió  en  el  antiguo  Egipto,  como  que 
en  respeto  a  ella,  la  reina  Cleopatra  fué  mujer  de  su  her- 
mano Ptolomeo  Dionisio;  y  en  la  antigua  Persia,  donde 
Cambises  aparece  casado  con   una  hermana  de  padre  y  rna- 


(  o  )     Martínez  de  Bernavé,  La  Verdad  en  Campaña,  LXI. 
Wilson,  Rélation  des  islas  Pelew:  pag.  249  et  300. 
Letoumeaii,    Évolution   de  la  Propiété,  pag-.   121   et  423. 
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dre  (/)).  Cuando  Freycinet  llegó  a  la  isla  de  Mowi  (  1819  ), 
el  jefe  tenía  como  mujer  favorita  a  una  hermana  de  17  años, 
y  según  Bory  de  vSaint  \'incent,  en  las  Canarias,  el  rey  tenía 
el  privilegio  de  casarse  con  sus  hermanas.  Parece  ser  que 
en  Siam  rigió  la  misma  costumbre   (  q  ). 

La  explicación  de  una  costumbre  tan  repugnante  para 
nuestra  cultura  es  acaso  que  en  estas  sociedades  el  here- 
dero ha  sido  el  hijo  de  la  hermana,  y  cuando  el  sentimiento 
de  la  paternidad  se  ha  empezado  a  inclinar  en  favor  de  los 
propios  descendientes,  el  jefe  ha  adoptado  la  costumbre 
de  casarse  con  su  hermana  a  tin  de  dejar  la  herencia  a  su 
propio  hijo  sin  violar  la  costumbre  que  le  mandaba  dejár- 
sela a  su  sobrino.  Que  no  carece  de  fundamento  esta  ex- 
plicación lo  deja  adivinar  el  régimen  de  sucesión  política 
del  Imperio  Incásico,  porque  según  Acosta,  a  la  muerte  del 
Inca  heredaban  el  cetro  sus  hermanos  uterinos,  esto  es,  los 
hijos  de  la  misma  Coya,  y  sólo  a  falta  de  éstos,  su  hijo  (  r  ). 

De  todos  los  sistemas  de  sucesión,  el  que  ha  tenido  ma- 
yor importancia  en  la  historia,  es  el  de  la  priinogenitura 
que  rigió  con  insignificantes  variantes  durante  toda  la  Edad 
Media  en  las  principales  naciones  europeas. 

A  la  verdad,  la  práctica  de  mejorar  a  uno  de  los  hijos, 
a  veces  al  mayor,  a  veces  al  menor,  está  establecida  en 
numerosísimos  pueblos  y  aparece  muy  justificada  porque  al 
favorecido  con  mayor  cuota  se  le  grava  en  ellos  con  obli- 
gaciones especiales  en  beneficio  de  la  familia  entera.  Pero 
la  primogenitura  que  constituye  al  mayor  en  único  here- 
dero de  los  bienes  patrimoniales,  con  exclusión  de  sus  her- 
manos, es  una  institución  única  e  inconfundible,  cuvos  oríge- 
nes no  han  sido  todavía  bien   determinados. 

A   nuestro  juicio,    se  facilita   sobre  manera  el  estudio  de 


( /( )      Her(')doto.   Los    Xtirvr    Lihrns  t}r    ¡a    Histnrin.    lib.   III,    capi'iu- 
1.)   XXXI. 

(  i¡  )     Freycinc-t,    \'ityafi('  nutour  du  inoiulc.  t.   II.  pag.  530. 
Bory  He  Saint  Vincent,  Les  Isles  Fortiinres.  pag.  99. 

( /•  )     .^costa,   líisturia   Xntiiral  y  Mnnil  dr  Ihs    ínflias.  t.   II,  lih.   NI. 
cap.   XM. 
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sus  orígenes  haciendo  dos  observaciones  previas.  Es  la 
primera,  que  a  los  principios  la  primogenitura  no  impli- 
caba la  exclusión  de  los  postgénitos.  La  propiedad  que 
no  estaba  todavía  individualizada  y  pertenecía  a  la  familia 
entera,  era  administrada  en  interés  común  por  el  primogé- 
nito. Solo  cuando  la  propiedad  se  individualizó,  apareció 
el  primogénito  como  único  dueño,  sin  que  sus  coherederos 
notasen  la  expoliación   de  que  eran  víctimas. 

La  segunda  observación  es  que  la  primogenitura,  así  en- 
tendida, no  se  instituyó  por  regla  general  sino  allí  donde 
la  propiedad  llevaba  anexo  algún  título  nobiliario  o  cargo 
público,  por  su  naturaleza  indivisible.  Que  a  la  larga  se 
adoptó  el  mismo  régimen  hereditario  para  otras  propieda- 
des no  es  dudoso,  puesto  que  por  él  se  rigen  los  simples 
mayorazgos.  Pero  en  los  primeros  siglos  de  la  Edad  Me- 
dia, cuando  todo  propietario  ejercía  funciones  de  soberano 
y  cuando  no  había  soberanía  sin  propiedad,  la  institución 
de  la  primogenitura  respondió  a  la  necesidad  de  mantener 
indivisa  la  herencia  territorial  para  no  debilitar  el  poder 
protector  en  pro  de  la  familia  y  de  los  pueblos. 

En  concordancia  con  estas  observaciones,  Sumner  Maine 
recurre  a  un  principio  jurídico  que  rige  en  la  India  para 
explicar  la  primogenitura.  Aun  cuando  la  propiedad  es 
allí  esencialmente  divisible,  dice,  siempre  que  su  trasmisión 
implica  la  devolución  de  funciones  públicas,  la  sucesión  se 
regla  según  el  régimen  de  la  primogenitura  porque  siendo 
indivisible  el  cargo,  no  puede  partirse  la  herencia.  Por  una 
causa  análoga,  la  Bula  de  Oro  de  1356  declaró  que  en  los 
Estados  de  los  Grandes  Electores  la  sucesión  era  indivisi- 
ble, fundándose  en  la  indivisibilidad  del  voto  electoral  (  s ). 

La  cualidad  distintiva  del  sistema  hereditario,  sobre  todo 
cuando  se  funda  en  la  institución  de  la  primogenitura,  es 
la  instantaneidad  con  que  provee  las  vacantes  de  los  car- 
gos públicos;  defecto  capital  suyo  es    que  no  provee   sino 


(  s  ]     Sumner  Maine,   L' Anden  Droit.  chap.  VII,  pag.   220  á  223. 
Adam  Smith,  La   Richesse   des  Xations,  t.  II,  liv.   III,  chap.  II,  page 
415   et  416. 
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muy  deficientemente  a  las  aptitudes  de  los  funcionarios. 
Como  quiera  que  los  otros  sistemas  de  provisión  garantizan 
mejor  la  competencia  administrativa,  no  siempre  los  pue- 
blos han  aceptado  sin  resistencias  ni  para  todos  los  cargos 
públicos  el  sistema  hereditario. 

Lyall  y  Sumner  Maine  han  observado  personalmente  en 
la  India  un  estado  de  lucha  entre  el  sistema  electivo,  que 
da  la  f:)referencia  a  las  aptitudes,  y  el  sistema  hereditario, 
que  se  la  da  a  la  conservación  del  orden.  Con  referencia 
a  la  primogenitura,  hacen  notar  particularmente  que  en 
algunos  pueblos  de  la  Radjputana,  donde  todavía  no  está 
adoptado  este  régimen  hereditario,  los  clanes  no  han  po- 
dido fundar  sistema  político  alguno  y  viven  en  estado  cró- 
nico de  desagregación  molecular  (  í ). 

Una  manera  de  atender  conjuntamente  al  orden  y  a  la 
competencia  es  la  combinación  del  sistema  hereditario  con 
el  electivo.  lintre  los  slavos  meridionales,  la  costumbre 
más  general  parece  ser  que  los  caciques  o  patriarcas  alcancen 
el  patriarcado  por  elección;  pero  las  elecciones  favorecen 
casi  invariablemente  a  parientes  del  último  jefe.  La  misma 
costumbre  se  sigue  en  la  Radjputana  y  en  otros  países  de 
la  India;  y  es  de  presumir  que  no  era  otra  la  que  origina- 
riamente regía  en  las  monarquías  electivas  de  Polonia,  del 
Imperio  Germánico,  de  los  visigodos,  de  los  anglo- sajo- 
nes, etc.  A  la  larga,  merced  a  la  práctica  de  elegir  inva- 
riablemente en  cada  caso  al  primogénito,  el  régimen  elec- 
tivo quedó  subsistente  solo  en  principio  y  de  hecho  no 
imperó  más  que  el  hereditario. 

El  sistema  hereditario,  que  excluye  de  los  cargos  públi- 
cos a  la  masa  del  pueblo,  vinculándolos  a  un  número  cir- 
cunscripto de  familias,  es  el  sistema  peculiar  de  los  Kstados 
aristocráticos,  y  la  época  de  su  mayor  ílorecimiento  ha  sitio 
la  Edad  Media.  No  se  puede  tener  Estado  aristocrático  sin 
régimen  hereditario;  y  correlativamente,  si  no  se  da  a  todos 


(t)     Sumner  Maine,   L'Ancicn    llmit  rt  ¡n   (^niituinr  l'riiiiit¡\  >•.   cha- 
pitre  V. 

Lyall.    Uif'urs  <lr  I F.  \t nmr  ' 'rit-nt.   pap.   429.  430,  et   4nO  a  Ahi. 
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los  ciudadanos  igual  opción  a  los  cargos  públicos,  no 
puede  haber  democracia.  Cuando  OHiggins  abolió  en 
Chile  (  15  de  Septiembre  de  1817  )  los  títulos  nobiliarios, 
manifestó  muy  bien  que  sus  tendencias  eran  republicanas  y 
democráticas. 

Aun  cuando  este  sistema  tenga  la  ventaja  de  acabar  con 
las  disensiones,  fijando  un  orden  regular  para  la  provisión 
de  las  vacantes  y  la  de  formar  una  clase  burocrática  que 
se  adiestra  hereditariamente  para  el  desempeño  de  las  fun- 
ciones públicas,  su  carácter  de  monopolio,  que  mata  la  emu- 
lación y  el  estímulo  y  quita  a  la  masa  de  los  ciudadanos  la 
noble  ambición  de  servir  a  la  patria,  le  hace  impopular  y 
le  da  carácter  de  arbitrio  transitorio  para  salvar  épocas  de 
anarquía  y  desgobierno.  A  esto  se  agrega  que  en  los  ca- 
sos de  minoridad,  de  idiotismo  y  de  propensiones  viciosas 
o  criminales  o  tiránicas,  las  regencias  y  tutorías  no  suplen 
sino  muy  imperfectamente  las  deficiencias  de  este    sistema. 


El  sistema  de  la  venalidad  consiste  en  ceder  los  cargos 
¡júblicos  al  mejor  postor  entre  los  interesados  que  cumplen 
determinados  requisitos  establecidos  por  las  leyes. 

A  semejanza  de  los  sistemas  de  la  suerte  y  de  la  herencia, 
el  de  la  venalidad  es  propio  de  los  tiempos  medios  porque 
no  se  lo  encuentra  adoptado  en  las  sociedades  más  atrasa- 
das y  propende  a  desaparecer  por  completo  en  las  más 
civilizadas.  Aunque  en  el  Imperio  Romano  y  en  los  Esta- 
dos medioevales  se  generalizó  mucho  la  corruptela  de  exi- 
gir gravosísimos  presentes  a  los  agraciados  con  nombra- 
mientos públicos,  la  venalidad  como  régimen  normal  solo 
se  instituyó  bajo  de  Felipe  el  Hermoso,  a  fines  del  siglo  XIII, 
y  su  época  de  auge  abrazó  la  Edad  Moderna  entera. 

El  sistema  de  la  venalidad  se  generalizó  rápidamente  en 
Europa  porque  ofrecía  recursos  inagotables  a  las  arcas 
escuetas  de  los  monarcas.  En  las  leyes  recopiladas  se  pue- 
den leer  numerosas  disposiciones  que  reglamentan  su  fun- 
cionamiento en   España  y  sus    colonias.     En   Chile    no  fué 
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abrogado  este  sistema  sino  después  de  la  independencia, 
por  resoluciones  legislativas  de  1811  y  1821   (  {/  ). 

El  sistema  de  la  venalidad  se  fundó  en  la  confusión  pri- 
mitiva del  derecho  público  con  el  derecho  civil,  confusión 
que  convirtió  los  empleos  del  Estado  en  propiedades  de  la 
corona  al  mismo  título  que  cualquiera  cosa  venal.  No  otra 
era  la  doctrina  que  los  jurisconsultos  prohijaban  para  jus- 
tificar juntamente  la  venta  de  los  oficios  y  la  avidez  de  los 
monarcas. 

Al  establecer  la  venalidad  de  los  oficios,  no  se  propusie- 
ron los  reyes  nada  más,  ni  nada  menos,  que  instituir  una  nueva 
fuente  de  recursos.  En  seguimiento  de  este  propósito,  aca- 
pararon todos  los  cargos  electivos  de  los  pueblos  y  multipli- 
caron sin  tasa  ni  medida  los  empleos  públicos  (  v  ).  En 
Francia,  sólo  Luis  XI\'  creó  en  18  años  40.000  oficios 
nuevos,  y  de  su  venta  reportó  anualmente  150.000.000 
libras.  La  inutilidad  de  los  nuevos  empleos  era  por  lo  co- 
mún tan  manifiesta  que  un  superintendente  de  hacienda  solía 
decir  al  monarca:  «  Cada  vez  que  vuestra  Majestad  instituye 
un  oficio,  Dios  crea  un  tonto  que  se  lo  compre  ».  Los  Es- 
tados Generales  de  Francia,  el  Parlamento  de  Inglaterra  y 
sobre  todo,  las  Cortes  de  España,  hicieron  grandes  y  perse- 
verantes esfuerzos  para  conseguir  de  la  corona:  1°  (]ue  pro- 
hibiese la  venta  de  los  cargos  judiciales;  2°  que  se  abstuviese 
de  crear  nuevos  oficios;  y  3°  que  suprimiese  los  inútiles, 
como  decían  las  leyes  españolas,  por  consumnción,  esto 
es,  cuando  por  muerte,  renuncia  u  otra  causa  legal,  se  ex- 
tinguiese el  derecho  de  los  actuales  titulares.  Pero  en  la 
práctica  no  se  obtenían  sino  promesas  de  enmienda  que 
nunca  se  cumplían  porque  dadas  las  necesidades  crecientes 


(u)  Letelier,  Sesiones  de  ¡os  Cuerpos  Lcgislat ¡vos  de  l'liili:  t.  I. 
pág.   130,  y  t.  V,  pág.   217. 

(  i' )  Por  real  cédula  de  1620,  dispuso  cl  rey  de  España  (jui-  en  lo 
sucesivo  no  se  proveyesen  ni  por  elección  ni  a  la  suerte  los  caraos  de 
regidores,   sino  que  se  vendiesen  al   mejor-  postor. 

Dareste  de  la  Chavanne,  Histoire  de  l'Adiniíiisti'ation  Pnhlitjite  en 
France.  t.  I,  chap.  VIII.  §   I«,  et  chap.  VI.  §  II. 
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del  Estado  y  el  dispendioso  fausto  de  las  Cortes,  no  se 
podía  suprimir  una  fuente  tan  grande  de  recursos  cuando 
no  se  creaba  otra  para  reemplazarla. 

Instituido  como  fuente  de  recursos,  el  sistema  de  la  ve- 
nalidad trajo  consigo  dos  beneficios  inesperados.  Fué  el 
primero  el  de  haber  emancipado  a  la  justicia  de  la  intere- 
sada tutoría  de  los  monarcas  porque  los  jueces  no  salieron 
ya  del  círculo  de  los  obsequiosos  cortesanos  y  se  sintieron 
más  firmes  en  puestos  que  adquirían  a  perpetuidad  con  su 
dinero:  de  este  sistema  nació  la  inamovilidad  judicial  (  A' ). 
Y  fué  el  segundo  el  de  haber  abierto  la  puerta  a  la  burgue- 
sía para  que  sin  favoritismo,  con  el  solo  producto  de  su 
trabajo,  pudiera  optar  al  desempeño  de  las  funciones  pú- 
blicas (v)-  Para  los  monarcas,  que  habían  ya  iniciado  la 
lucha  de  exterminio  contra  el  feudalismo,  el  ingreso  de  los 
burgueses  enriquecidos  en  la  administración  del  Estado  tuvo 
el  carácter  y  el  efecto  de  un  gran  refuerzo. 

Por  su  naturaleza,  el  sistema  de  la  venalidad,  así  como 
aquel  sistema  electoral  que  funda  en  la  renta  el  dereclio  de 
voto,  es  propio  de  las  constituciones  plutocráticas,  que 
vinculan  las  funciones  públicas  a  la  fortuna  y  excluyen  por 
falta  de  interés  a  los  pobres.  En  las  naciones  más  cultas, 
donde  se  distingue  el  derecho  civil  del  derecho  público  y 
donde  prevalecen  las  tendencias  democráticas,  la  venta  de 
los  oficios  es  injustificable. 


En  mayor  o  menor  grado,  el  sistema  electivo  se  encuen- 
tra implantado  en  todos  los  estados  sociales,  desde  las  tri- 
bus más  salvajes  que  nombran  sus  jefes  por  aclamación 
hasta  las  naciones  más  civilizadas  que  para  nombrar  sus 
representantes  han  adoptado  el  voto  proporcional. 


(  A-  )     Tocqueville,  L' Anden  Redime,  pag-,  87. 

Louis- Lucas,    Vénalité    des   Charges  et   Fonctions   Publiques,  t.  II, 
pag.    16.    17   et  41. 

(y  )     Louis-Lucas,  Vénalité  des  Charges  et  Fonctions  Publiques,  t.  II, 
pag.  40. 
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En  sus  orígenes,  el  sistema  electivo  tiene  carácter  pura- 
mente administrativo  porque  sólo  se  adopta  cuando  hay 
que  confiar  a  uno  o  a  varios  una  función  que  no  pueden 
desempeñar  todos  como  medio  de  garantizar  la  competen- 
cia de  los  encargados  de  desempeñarla  (  z  ).  Solo  en  gra- 
dos superiores  del  desenvolvimiento  del  Estado,  adquiere 
carácter  predominantemente  político  empleándoselo  mucho 
más  para  fijar  la  preferencia  por  ciertos  principios  de  go- 
bierno que  para  garantizar  las  aptitudes  administrativas  de 
los  funcionarios. 

Por  su  naturaleza,  el  sistema  electivo  es  pro|)io  de  los 
Estados  democráticos,  donde  no  habiendo  habido  antece- 
dentes históricos  que  hayan  vinculado  las  funcionas  públicas 
a  unas  pocas  familias  o  a  una  sola  la  soberanía,  corres- 
ponde al  pueblo  ejercerlas  ora  por  sí  mismo,  ora  por  medio 
de  delegados.  Donde  los  ciudadanos  ejercen  sus  derechos 
electorales  con  independencia,  discreción  y  patriotismo,  este 
sistema  rinde  los  frutos  más  envidiables. 

Desgraciadamente,  son  muy  pocos  los  pueblos  que  tienen 
la  educación  cívica  de  los  suizos  para  manejar  este  instru- 
mento de  la  soberanía,  que  es  el  voto.  Desde  los  tiempos 
antiguos  hasta  nuestros  días,  el  sistema  electivo  ha  surtido 
los  más  funestos  efectos  en  la  mayor  parte  de  las  naciones. 
Donde  se  ha  adoptado  el  sistema  del  sufragio  restringido, 
se  han  formado  oligarquías  cerradas  y  egoístas  que  no  se 
han  cuidado  para  nada  de  la  suerte  de  los  pueiílos  y  han 
convertido  la  política  en  un  medio  de  explotar  al  Estado 
en  beneficio  propio  (  a  n  ).  Donde  se  ha  adoptado  el  sis- 
tema del  sufragio  universal,  llamadas  las  muchedumbres  ig- 
norantes y  miserables  al  ejercicio  de  la  soberanía,  jamás  se 
ha  impedido  ni    que  vendiesen  sus  votos  al    mejor   postor, 


(  7.  t     Aristóteles  observa   que  en    I  arento  se   habían  duplicado  todos  los 
empleos  a  fin  de   proveer  los  unos  por  la   suerte  para  que  el    pueblo  en- 
tero tuviese    opción  a  su  desempeño,  y  los    otros    por    la  elección    para 
garantizar  el  mejor  desempeño  de  sus  funciones.      Aristóteles,     ha    Poli 
tíijiw,  liv.  VI,  chap.  XII,  §   II   á   13,  et  liv.   VII,  chap.   III,  §  5. 

(aa)     .Aristóteles,  La  PoIiti(jVe,  liv.   III,  chap.  V,  §  4. 
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ni  que  la  corrupción  electoral  acabase  por  corromper  al  Es- 
tado entero.  Estos  males  son  tanto  más  de  lamentar  cuanto 
que  el  sistema  electivo  tiene  para  ciertas  funciones  públi- 
cas  el  doble  carácter  de  irreemplazable  y  de  permanente. 


Igual  carácter  de  permanente  tiene  el  sistema  nominati- 
vo. Practicado  espontáneamente  por  los  jefes  primitivos 
como  medio  de  descargarse  en  parte  del  peso  de  las  pro- 
pias tareas,  el  sistema  de  los  nombramientos  se  usa  en  se- 
guida durante  toda  la  vida  del  Estado  como  medio  de  pro- 
veer las  vacantes  de  los  cargos  políticos,  judiciales  y 
administrativos,  cuando  la  Constitución  no  manda  proveerlas 
de  otro  modo. 

Hay  dos  clases  fundamentalmente  diversas  de  nombra- 
mientos. Los  unos  se  hacen  directamente  por  la  autoridad, 
sin  sujeción  a  requisito  alguno;  los  otros  se  hacen  a  pro- 
puesta de  los  jefes  de  los  servicios  públicos  en  favor  de 
individuos  que  cumplen  ciertas  condiciones  especiales  de 
estudio  e  idoneidad. 

Por  su  naturaleza,  el  sistema  de  los  nombramientos  sim- 
ples y  directos  es  propio  de  las  autocracias  absolutas  que 
en  la.  provisión  de  los  empleos  necesitan  obrar  desembara- 
zadamente para  otorgar  como  favor  lo  que  bajo  de  otros 
regímenes  se  otorga  en  razón  de  la  antigüedad,  de  las  apti- 
tudes o  del  mérito.  Uno  de  los  medios  que  los  empera- 
dores romanos  y  los  reyes  de  las  monarquías  modernas 
emplearon  para  avasallar  a  los  pueblos  e  imponerse  abso- 
lutamente fué  el  de  multiplicar  los  cargos  nominativos  (a  /) ), 
y  acaparar  la  directa  provisión  de  los  que  antes  habían 
sido  electivos.  Cuando  Luis  XIV  despojó  a  los  pueblos 
de  sus  derechos  electorales  y  se  arrogó  la  facultad  de  pro- 
veer por  sí  mismo  los  cargos  concejiles,  la  autocracia  fran- 
cesa alcanzó  el  mayor  auge  de  su  poderío. 

Muy  otros  son  los  effectos  de  los  nombramientos  indirec- 


(  a  íi )     Louis- Lucas,    Véiuilité  des   CharL>;es  et  Foncthins  Publiques, 
t.  I,  pag.   241   á  289. 
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tos  y  calificados.  En  primer  lugar,  merced  a  la  propuesta, 
propende  a  mejorarse  más  y  más  la  administración  pública 
porque  aun  cuando  la  designación  jurídica  se  mantiene  a 
cargo  de  la  autoridad  política,  la  designación  virtual  queda 
a  cargo  de  los  jefes  de  oficina  y  de  servicios,  que  son  ios 
más  interesados  en  rodearse  de  colaboradores  probos  y 
competentes. 

En  segundo  lugar,  merced  a  los  requisitos  de  estudio  e 
idoneidad  que  se  imponen  a  los  aspirantes,  por  una  parte 
adquieren  los  servicios  públicos  carácter  técnico  y  se  vin- 
culan a  una  clase  culta  de  los  pueblos,  y  por  otra  se  res- 
tringen juntamente  la  empleomanía  y  las  facultades  discrecio- 
nales de  la  autoridad  jíolítica  para  elegir  el  personal  del 
Estado. 

Por  su  naturaleza,  el  sisteina  de  los  nombramientos  cali- 
ficados es  propio  de  aquellos  estados  superiores  de  cultura 
donde  la  instrucción  pública  ha  alcanzado  un  desarrollo  que 
permita  imponer  la  condición  de  los  estudios  previos  y 
especiales.  Sin  violar  el  principio  democrático  que  reco- 
noce a  todos  los  ciudadanos  el  derecho  de  igual  opción  a 
todos  los  cargos  públicos,  se  pueden  confiar  entonces  las 
funciones  del  Estado  exclusivamente  a  una  clase  culta  y 
selecta. 


Dado  el  carácter  servil  de  la  organización  administrativa, 
sería  empeño  vano  buscar  los  orígenes  de  los  sistemas  de 
provisión  de  los  cargos  públicos  indejíendientemente  de  la 
respectiva  organización  política.  A  cada  forrna  de  gobierno, 
a  cada  constitución  política  y  aun  diremos,  a  cada  estado 
social,  corresponde  un  sistema  de  provisión  cjuc  nace  y  se 
desarrolla  espontáneamente  a  su  lado. 

lín  contra  de  esta  doctrina,  se  observará  (juizá  que  en 
todos  los  Estados,  bajo  los  más  diferentes  regímenes,  se 
aplican  indistintamente  los  más  variados  sistemas  de  provi- 
sión y  que,  por  consiguiente,  no  se  puede  inferir  de  los  he- 
chos la  correlación  que  hemos  enunciado.  Pero  si  estudia- 
mos el  fondo  de    las    cosas,    esta  objeción  confirma   nuestra 
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doctrina.  El  empleo  simultáneo  de  varios  sistemas  de  pro- 
visión en  todos  los  Estados,  solo  significa  que  ninguna  or- 
ganización política  de  las  practicadas  en  la  historia  es  pura- 
mente autocrática,  o  puramente  aristocrática,  o  puramente 
plutocrática  o  democrática.  Todas,  absolutamente  todas, 
son  mixtas,  y  solo  se  distinguen  por  su  carácter  predomi- 
nante (  a  c  ).  En  la  autocrática  Rusia,  hay  principios  de- 
mocráticos, de  ios  cuales  son  manifestaciones  sus  elecciones 
locales  y  las  asambleas  generales  de  sus  aldeas;  y  en  la  de- 
mocrática Francia,  se  sostiene  en  principio,  bajo  de  la  Re- 
pública, que  incumbe  al  jefe  del  Estado  hacer  todos  los 
nombramientos  sin  sujetarse  a  condiciones  de  ninguna  natu- 
raleza  (  a  d). 

Este  carácter  mixto  que  todas  las  organizaciones  polí- 
ticas tienen  no  es  un  defecto.  Es  al  contrario  una  calidad 
que  las  hace  viables,  porque  establecidas  como  deben  ser 
bajo  la  inomisible  condición  de  amoldarse  al  estado  social 
y  a  los  antecedentes  históricos,  es  claro  que  influencias 
tan  múltiples  y  complejas  excluyen  por  completo  esas 
ideologías  que,  sueñan  el  sueño  imposible  y  tonto  de  una 
constitución  fundada  en  un  principio  absoluto  cualquiera. 
Por  lo  mismo  nunca  se  ha  establecido  ni  es  presumible 
que  jamás  se  establezca  una  organización  política  que 
adopte  un  solo  sistema  para  la  provisión  de  todos  los 
cargos,  públicos. 

En  la  Constitución  chilena  de  1833,  hoy  muy  cambiada 
por  numerosas  leyes  y  sobre  todo,  por  las  prácticas  parla- 
mentarias, encontramos  sistemas  de  provisión  que  evidente- 
mente corresponden  a  regímenes  políticos  muy  diversos, 
combinados  entre  sí  para  formar  uno  solo  mixto.  Por  una 
parte,  el  primitivo  art.  8°  dejaba  ver  la  tendencia,  oligárquica 
de  este  Código  cuando  exigía  como  condición  para  ejercer 
los  derechos  electorales  poseer  una  propiedad  de  un  valor 
determinado  o  ejercer    alguna   profesión,    arte,   industria  o 


(ac)     Aristóteles.  La  Politiqíie.  liv.  VI,  chap.  VII. 
i  a  d)     Dupriez,  Les  Ministres,  t.  II.  pag.  495   á  497. 
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empleo  equivalente;  y  por  otra,  el  art.  82  dejaba  ver  su 
tendencia  autocrática  cuando  confería  al  Presidente  de  la 
República  la  facultad  de  proveer  la  cuasi  totalidad  de  los 
empleos  públicos  sin  sujeción   a  condición  alguna. 

§  99.  Una  y  otra  vez  hemos  observado  que  a  los  princi- 
pios el  Estado  se  organiza  exclusivamente  para  la  guerra, 
como  que  no  nace  sino  por  efecto  de  las  necesidades  bé- 
licas. 

Correlativamente,  por  causa  de  su  condición  subordinada, 
la  administración  tiene  siempre  a  los  principios  carácter 
acentuadamente  militar  y  no  funda  más  instituciones  que 
aquellas  que  la  guerra  más  o  menos  permanente  hace  in- 
dispensables. 

Presumiblemente  los  primeros  servicios  administrativos 
son  instituidos  por  los  jefes  militares  como  medio  de  descar- 
garse de  la  parte  más  pesada  y  menos  gloriosa  de  sus  ta- 
reas; y  no  han  de  tener  a  los  principios  carácter  público, 
bastando  que  el  cacique  o  reyezuelo  los  confíe  a  sus  amigos, 
a  sus  cortesanos,  a  sus  domésticos  en  forma  de  comisiones 
privadas  de  amistad  y  de  confianza.  De  la  misma  turl)a 
multa  de  áulicos  y  caudatarios  de  donde  hemos  visto  salir 
los  grandes  consejeros  reales,  los  poderosos  ministros  de 
Estado,  los  miembros  de  las  Cortes  Supremas  de  Justicia, 
salen  también  muy  paulatina  e  insensiblemente  los  recau- 
dadores, los  proveedores,  los  administradores  de  los  bienes 
fiscales,  y  los  directores  de  aquellas  obras  públicas,  como 
las  murallas,  los  puentes  y  los  caminos,  que  integran  la 
organización   militar  de  los  pueblos  atrasados  (  u  r  ). 

Como  quiera  que  la  administración  nace  bajo  el  impulso 
de  las  necesidades  bélicas,  cuando  el  pueblo  entero  está 
organizado  para  la  guerra,  fatalmente  tiene  que  suceder  a 
los  principios  que  todas  las  funciones  públicas,  aun  aquellas 
que  en  los  pueblos  cultos  se  estiman  civiles,  sean  desempe- 
ñadas exclusivamente  por  militares.  Xo  anda  descaminado 
Thonissen  cuando  observa  que  los  jueces  instituidos  por 
Moisés  a  la  cabeza  de  grupos   de  diez,  de  ciento  y  de    mil 


fae)      .Mommsen,   Le  Drnit  Piihlic  ¡'nmfíin.    t.   V,    |).t;,'.    104   li    110. 


orígenes  de  la  administración  publica  695 

hombres  eran  más  bien  comandantes  militares  que  magis- 
trados judiciales;  y  cuando  Aristóteles  dice  que  en  Malia 
los  guerreros  componían  el  cuerpo  político,  que  allí  los 
magistrados  se  elegían  de  entre  los  ciudadanos  que  forma- 
ban parte  del  ejército,  y  que  las  primeras  repúblicas  de 
toda  la  Grecia,  sucedáneas  de  la  reyecía,  se  compusieron 
exclusivamente  de  los  hombres  que  cargaban  armas;  muy  a 
las  claras  deja  entender  que  todos  los  empleos  civiles  te- 
nían que  confiarse  a  los  militares  («  /). 

En  los  primeros  siglos  de  Roma,  la  palabra  milicia, 
como  lo  deja  colegir  su  etimología  (  de  miles,  soldado  que 
formaba  parte  de  un  contingente  de  mil  hombres  )  se  em- 
pleaba solo  para  significar  la  fuerza  pública  organizada. 
Cuando  cayó  derrumbada  la  República,  se  empleó  la  misma 
palabra  para  designar  el  numeroso  personal  de  domésticos 
del  emperador,  todos  militares.  A  poco,  por  extensión,  se 
dio  el  mismo  nombre  al  personal  de  domésticos  de  los  go- 
bernadores de  provincia  representantes  del  príncipe.  Y  por 
último,  se  concluyó  por  llamar  milicia  al  cuerpo  entero  de 
los  empleados  civiles.  Pues  bien,  este  desarrollo  y  esta 
trasposición  del  sentido  de  la  palabra  milicia  fué  efecto  de 
la  evolución  de  los  servicios  civiles.  Cuando  los  servicios  civi- 
les del  palacio  estaban  a  cargo  de  militares,  los  domésticos  for- 
maban un  cuerpo  que  sin  mayor  impropiedad  pudo  llamarse 
milicia;  pero  por  hábito  se  siguió  dando  el  mismo  nombre 
al  personal  administrativo  cuando  Diocleciano  y  Constan- 
tino empezaron  a  separar  las  funciones  civiles  de  los  cargos 
militares  {a  g  ). 

En  segundo  lugar,  se  revela  el  carácter  militar  de  la 
administración  primitiva  en  la  minuciosa  reglamentación  de 
la  vida  entera  del  hombre. 

Una  y  otra  vez  se  ha  observado  que  en  los  códigos  pri- 


(af  )     Aristóteles,  La  Politi<¡ue.  Hv.  VI,  chap.  X,  §   10. 
Thonissen,  Histoire   da  Droit   Crimine!   des  Peuples  Anciens.  t.  I, 
pag.   210  et  211. 

{afr)     Louis- Lucas,   Étude  sur  la  Vénalité  des  Charges  publiques, 
t.  I,  pag.   368   á  371. 
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mitivos  de  la  humanidad  aparecen  reglamentadas  no  sólo  la 
actividad  jurídica  de  los  hombres  sino  también  su  conducta 
moral,  sus  prácticas  religiosas,  su  higiene,  su  trabajo,  su 
comida,  etc.  Esta  minuciosa  reglamentación  es  originaria- 
mente obra  del  espíritu  militar,  impuesta  por  la  necesidad 
de  establecer  la  disciplina  y  de  procurar  la  unidad  de  ac- 
ción (  ¿i  h  ). 

La  influencia  del  espíritu  militar  es  tan  incontrastable 
que  aun  en  las  sociedades  más  civilizadas  espontáneamente 
se  establece  el  mismo  régimen  siempre  que  se  hace  sentir 
la  misma  necesidad.  Aun  cuando  en  principio  nos  parezca 
ser  insoportable  tiranía  el  que  la  administración  reglamente 
aquella  parte  de  nuestra  conducta  que  nada  tiene  que  ver 
con  el  derecho,  es  el  hecho  que  a  esta  reglamentación  vive 
sujeta  en  los  Estados  cultos  la  porción  más  fuerte  y  altiva 
de  la  población.  ;De  qué  gente  si  no  están  compuestos 
los  ejércitos?  ;Y  cómo  si  no  se  la  disciplina  y  se  aunan 
sus  esfuerzos?  No  de  otra  manera  que  como  lo  hace  la 
administración  de  los  Estados  semi- bárbaros,  esto  es,  pres- 
cribiendo el  corte  de  la  barba  y  del  cabello,  el  corte  y  los 
colores  del  vestido,  los  lavatorios,  los  ejercicios  gimnásticos, 
las  horas  de  sueño  y  de  comida,  la  manera  ■  de  usar  las 
armas,  y  hasta  la  manera  de  saludar.  Si  la  masa  de  los 
pueblos  no  está  sujeta  a  esta  reglamentación  en  las  socie- 
dades más  civilizadas,  no  es  por  otra  causa  sino  porque  en 
ellas  se  sacrifica  el  espíritu  militar  a  los  intereses  industria- 
les, a  los  cuales  repugna  toda  traba  puesta  al  libre  ejercicio 
de  la  actividad   humana. 

Spencer  pretendió  dividir  la  vida  política  entera  de  los 
pueblos  en  dos  épocas  perfectamente  distintas  y  caracteri- 
zadas: una  en  que  predomina  el  espíritu  militar  y  con  él 
los  gobiernos  autocráticos  y  las  reglamentaciones  adminis- 
trativas; y  otra  en  que  predomina  el  espíritu  industrial  y 
con  él  los  gobiernos  liberales  y  las  administraciones  que 
dejan  hacer.  Según  el  mismo  pensador,  las  naciones  más 
civilizadas  de  nuestros  días  no  habrían  llegado  todavía  a  la 


(  ah)     Spencer,   ¡'iiiivi¡>i's  <jr  Socioloiílc.   t.  II,   §  259.  pag.    150  a  153. 
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época  de  pleno  predominio  del  industrialismo  y  se  encon- 
trarían en  un  período  de  simple  transición   (  a  i  ). 

Por  más  precipitada  y  endeble  que  sea  esta  generaliza- 
ción, no  es  dudoso  que  en  primer  lugar  al  espíritu  indus- 
trial debe  la  civilización  la  abolición  de  las  reglamentaciones 
primitivas,  la  libertad  del  trabajo  y  del  comercio,  la  supre- 
sión de  las  aduanas  interiores,  la  de  los  privilegios  de  co- 
rreos, de  amonedación,  etc.;  y  que  obra  del  mismo  espí- 
ritu son  en  gran  parte  la  unión  postal  de  todos  los  pueblos, 
los  servicios  internacionales  de  higiene  y  de  estadística,  los 
tratados  que  garantizan  la  propiedad  de  los  inventos  y  la 
de  las  obras  literarias,  etc.,  etc. 

§  100.  Hemos  observado  más  arriba  (  §  66  )  que  en  las  tri- 
bus anorgánicas  el  jefe  militar  que  triunfa  en  la  guerra, 
espontáneamente  propende  a  conservar  en  sus  manos  la 
autoridad  una  vez  restablecida  la  paz;  y  que  cuando  del 
seno  de  una  familia  salen  en  varias  generaciones  sucesivas 
grandes  servidores  públicos,  especialmente  generales  victo- 
riosos, el  agradecimiento  de  los  pueblos  la  recompensa 
confiándola  el  poder  supremo  a  perpetuidad  y  elevándola 
a  la  dignidad  de  dinastía  hereditaria.  Pues  bien,  de  estos 
fenómenos  de  la  sociología,  proviene  a  la  larga  la  necesi- 
dad de  diversificar  una  de  las  ramas  más  importantes  de 
la  administración  pública. 


(ai)     Spencer,  Principes  de  Sociologie.  t.   II,  chap.  X. 

Generalmente  se  atribuye  a  Spencer  esta  generalización  porque  sin  duda 
él  ha  sido  el  que  ha  acopiado  más  datos  para  probarla.  Pero  es  la  ver- 
dad que  de  antemano,  por  lo  menos  desde  1838,  la  había  inferido  Au- 
gusto Comte  de  la  historia  del  desenvolvimiento  político  de  las  naciones. 
« Tous  les  divers  moyens  généraux  d'exploration  rationnelle,  applicables 
aux  recherches  politiques  (  decía  el  inmortal  filósofo  ),  ont  deja  spontané- 
ment  concourn  a  constater  d'une  maniere  également  décisive,  l'inévitable 
tendance  primitive  de  l'humanité  á  une  vie  principalement  militaire,  et  sa 
destination  finale  non  moins  irresistible,  á  une  existence  essentiellement 
industrielle.  Aussi  aucune  intelligence  un  peu  avancée  ne  refuse- t-elle 
desormais  de  reconnaítre,  plus  ou  moins  explicitement,  le  décroissement 
continu  de  l'esprit  militaire  et  l'ascendant  graducl  de  Tesprit  industrie! 
comme  une  double  conséquence  necéssaire  de  notre  évolution  progressi- 
ve«.     Comte,  Couvs  de  Philosopbíe  Positive,  t.  IV,   Lie  Le^on.  pag.  504. 
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Como  lo  observa  Spencer,  la  institución  del  sistema  he- 
reditario para  la  provisión  del  gobierno  provoca  un  serio 
antagonismo,  que  a  menudo  se  mantiene  latente,  pero  que 
a  veces  estalla  entre  la  aptitud  y  la  herencia  del  mando  (fij). 
Aun  cuando  el  régimen  hereditario  se  instituya  a  los  prin- 
cipios como  para  recompensar  servicios  militares,  ello  es 
que  él  no  puede  garantizar  la  capacidad  militar  de  los  here- 
deros del  fundador  de  la  dinastía.  Fatalmente  llega  un  día 
en  que  alguno  de  ellos  se  encuentre  ante  sus  subditos  en 
una  situación  desmedrada  quedando  de  manifiesto,  a  veces 
a  costa  de  ignominiosas  derrotas,  su  ineptitud  para  el  co- 
mando de  los  ejércitos. 

Aun  prescindiendo  de  la  incapacidad  militar,  la  necesidad 
de  separar  las  funciones  ha  de  sobrevenir  cuando  la  com- 
plicación creciente  de  las  atenciones  administrativas  pone 
a  los  jefes  políticos  en  la  imposibilidad  de  atender  a  todo, 
y  también  cuando  las  desconfianzas  contra  la  masa  desafecta 
del  pueblo  les  retraen  de  alejarse  para  no  dejarlo  en  liber- 
tad de  alzarse  contra  el  orden  establecido. 

En  los  primeros  grados  del  desarrollo  político,  esto  es, 
en  el  período  inicial  del  entronizamiento  de  las  dictaduras 
militares,  cuando  la  disciplina  y  la  subordinación  se  man- 
tienen más  por  obra  de  la  fuerza  que  por  efecto  de  las  re- 
laciones jurídicas,  el  peligro  del  alzamiento  ha  de  amagar 
aun  la  autoridad  de  los  jefes  más  populares  en  todos 
aquellos  casos  en  que  por  su  alejamiento  del  Estado,  se 
suspende  el  imperio  coercitivo.  La  delegación  del  comando 
militar  no  sería  más  que  un  medio  de  evitar  el  alejamiento 
y  el  peligro. 

Para  prevenir  los  fracasos  ocasionados  por  la  incapaci- 
dad militar,  se  suele  conservar  el  carácter  electivo  a  la  re- 
yecía,  sea  que  se  la  vincule  o  no  a  una  dinastía.  Electivos 
fueron,  según  lo  hemos  observado,  los  primitivos  reyes  de 
Cartago,  de  Esparta  y  de  Roma  (  s^  66  );  y  en  el  antiguo 
Imperio  Azteca,  el  heredero  no  era   investido  de   la  realeza 


(  aj  )     SpenciT.  Piincijifs  Uc  Sociolo^ic,  t.  III,  §  5IS. 
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sino  cuando  había  dado  pruebas  de  fortuna  y  acierto  en  el 
cargo  de  general  en  jefe.  Por  el  contrario,  en  todos  aque- 
llos pueblos  belicosos  donde  se  adopta  el  régimen  heredi- 
tario, sin  tomar  precauciones  que  garanticen  la  capacidad 
militar  de  los  herederos,  fatalmente  se  vuelve  a  dar  tarde  o 
temprano  carácter  electivo  al  comando  de  los  ejércitos. 
Entre  los  guaraníes,  el  gobierno  se  transmite  de  padres  a 
hijos,  pero  el  comando  militar  es  electivo.  En  la  antigua 
Nicaragua,  el  jefe  militar  era  elegido  por  los  guerreros  en 
mérito  de  su  habilidad  y  de  su  valor,  y  el  jefe  civil  de  carác- 
ter hereditario  no  hacía  más  que  acompañar  al  ejército. 
Entre  los  indígenas  de  Nueva  Zelandia,  donde  correspon- 
día a  los  jefes  hereditarios  el  comando  militar,  se  solía  pres- 
cindir de  ellos  y  elegir  para  capitanes  a  guerreros  que  se 
habían  distinguido  por  su  bravura.  Entre  los  dayakes  del 
Sacarra,  va  siempre  un  jefe  militar  al  lado  del  jefe  civil;  y 
en  Tahití  es  muy  frecuente  que  el  rey  resigne  en  alguno  de 
sus  jefes  el  comando  de  sus  ejércitos,  sea  porque  tiene  con- 
ciencia de  su  incapacidad,  sea  porque  quiere  evitar  el  peli- 
gro (al). 

A  los  casos'comprobatorios  citados  por  Spencer,  podemos 
agregar  algunos  otros.  Según  Aristóteles,  la  reyecía  tuvo 
desde  sus  principios  carácter  hereditario  en  Atenas,  pero 
llegó  un  día  en  que  fué  menester  instituir  el  cargo  electivo 
de  polemarca  para  suplir  la  incapacidad  militar  de  algunos 
reyes  (  a  m  ). 

Cuando  Tácito  dice:  reyes  ex  nohilitate,  diices  ex  vir- 
tute  sumuiit,  deja  entender  que  el  mismo  régimen  im- 
peraba entre  los  germanos  {a  n  ),  esto  es,  por  debajo  de 
los  reyes  hereditarios,  se  elegían  duques,  (  que  quiere  decir 
conductores,  o  generales  ),  en  mérito  de  su  valor. 

Anotemos  también  que  entre  los    chorotis   y  los   ashlusla- 


{  a  I  )     Spencer,  ob.  et  loe.  cit. 

Nadaillac,  L'Amérique  Préhistorique,  chap.  VI,  pag.  309  et  315. 

(nm)  Aristóteles,  La  République  Athénienne.  §  3. 

{  a  ii)     Tácito,  Germania,  chap.  VII. 
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yos  del  Chaco  boliviano,  según  Nordenskiold,  los  patriarcas 
hereditarios  que  dragonean  de  jefes  durante  la  paz  son  a 
menudo  reemplazados  en  la  jefatura  militar  durante  la  gue- 
rra por  individuos  que  han  manifestado  cualidades  especiales 
para  combatir  y  para  vencer  (  u  ñ  ). 

Por  ultimo,  el  abate  Molina  atestigua  cjue  mientras  los 
ulmenes,  patriarcas  o  jefes  civiles  eran  hereditarios  entre 
los  araucanos,  el  cargo  de  í(><iui  o  general  tenía  carácter 
electivo  {  a  o  ). 

§  lÜl.  Naciendo  como  realmente  nace  el  Estado  para  la 
guerra,  es  de  presumir  que  los  servicios  administrativos 
que  primero  se  instituyan  sean  aquellos  que  miran  a  la 
organización  y  eficiencia  de  la  fuerza  pública. 

En  comprobación,  podemos  observar  que  entre  los  más 
antiguos  servicios  recordados  por  la  historia  se  cuentan  los 
de  comunicaciones  o  correos,  que  originariamente  tienen 
acentuado  carácter  militar. 

Según  Maspero,  bajo  la  18'  dinastía  egipcia  tenían  esta- 
blecido los  faraones  un  vasto  sistema  postal  para  comuni- 
carse con  los  gobernadores  de  las  provincias  y  con  los 
jefes  de  los  Estados  amigos  y  de  los  pueblos  conquistados. 
Había  unos  mensajeros  que  no  eran  ocupados  sino  en  las 
regiones  del  sur,  otros  que  no  lo  eran  sino  en  las  del 
norte;  y  uijos  pocos  que  podían  ser  enviados  a  los  cuatro 
puntos  cardinales.  Todo  mensajero  del)ía  conocer  las  ru- 
tas y  las  lenguas  de  los  países  que  tenía  que  recorrer  (  u  p  ). 

Un  servicio  semejante,  acaso  más  perfecto,  existió  en 
Persia  por  lo  menos  desde  los  tiempos  de  Ciro  el  Grande. 
.A.  lo  largo  de  los  caminos,  de  jornada  en  jornacla,  se  apos- 
tal)an  hombres   y   caballos  para  la  r.ifíida   trasmisión   de  las 

{  a  ñ  )  Nordenskiold,  /wi  \ir  ilrs  ¡rulicus  ilniís  le  Chuco,  chap.  III, 
pag.   30. 

Spencer.   I'iiiiiii>r.s  i¡c   Sociolni^ir.   t.    I!,   §    318. 

(no)     Rosales,   Historia  dv  Chile,  t.  I.  lib.   III.  cap    XXXI.  pá^'.   4S2. 
.Molina,   IHstorin  dvil  del  Reino  de  Chile,  lib.   II.  cap.  II.  pá>r.  o3. 

{  u  ¡I  )  .Maspero,  Hisioire  Aiuiemir  (/»•>  Pnijdi-s  <lr  l(  trii'tit  clnssi- 
ijiif.   t.    II.   rhap.    III,   pap.   276. 
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comunicaciones.  El  primero  de  los  correos  corría  veloz- 
mente a  trasmitir  las  órdenes  y  recados  al  segundo,  el  se- 
gundo al,  tercero,  el  tercero  al  cuarto  et  sic  de  coeteris. 
Ni  la  lluvia,  ni  el  calor,  ni  el  frío,  ni  la  noche,  eran  excusas 
para  interrumpir  el  servicio.  «  Yo  no  sé,  dice  Heródoto, 
que  de  nubes  abajo  haya  cosa  más  expedita  ni  más  veloz 
que  estos  correos  inventados  por  los  persas».  Bajo  los 
sucesores  de  Artajerjes,  se  construyeron  de  etapa  en  etapa 
altas  torres  de  madera  y  en  ellas  se  apostaron  hombres 
que  trasmitían  a  gritos  los  mensajes  reales;  y  según  parece, 
hacia  la  misma  época  se  solían  utilizar  las  palomas  men- 
sajeras (  a  q  ). 

Entre  los  galos,  entre  los  griegos,  entre  los  turcomanos, 
entre  los  tártaros  el  servicio  postal  parece  haberse  insti- 
tuido en  tiempos  anteriores  a  todo  recuerdo;  y  en  el  anti- 
guo Perú,  a  la  época  de  la  conquista  española,  los  Incas 
tenían  admirablemente  organizados  los  correos. 

A  lo  largo  de  los  caminos,  de  cuarto  en  cuarto  de  legua, 
había  casuchas  que  servían  de  vivienda  a  los  clnisquis,  así 
llamados  los  empleados  encargados  del  servicio.  Cuando 
había  que  trasmitir  mensajes,  el  chasqui  los  llevaba  sal- 
vando a  carrera  precipitada  la  distancia  entre  una  y  otra 
casucha,  y  al  llegar  a  la  última,  rendido  de  cansancio,  los 
trasmitía  a  otro  que  allí  le  aguardaba  y  a  su  turno  éste 
daba  la  carrera  hasta  la  posta  inmediata.  Para  comunicar 
las  noticias  de  rebeliones,  levantamientos  o  invasiones,  se 
usaban  también  las  fogatas  encendidas  en  las  cimas  de  los 
cerros,  y  por  este  medio  el  Inca  solía  imponerse  en  breves 
horas  de  lo  que  ocurría  en  los  extremos  de  su  vasto  Impe- 
rio, a  500  o  600  leguas  de  distancia  ( a  r ).  Por  su  orga- 
nización estaba  destinado  este  servicio  exclusivamente  al 
gobierno. 

Durante   el   coloniaje,   la  institución   de    los  chasquis  fué 


(aq)     Heródoto,  Los  Xueve  Libros  de  la  Historia,  lib.  V,  cap.   1. 1 1. 
y  lib.  VIH,  cap.  XCVIII. 

(a/-)     Garcilaso  de  la  Vega,  Comentarios  Reales,  lib.  VI,  cap.  VII. 
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mantenida  en  su  forma  originaria  ¡jor  las  autoridades  espa- 
ñolas; y  aun  cuando  el  gobierno  de  la  corona  mandó  una  y 
otra  vez  que  se  remunerasen  los  servicios  de  los  indios  que 
se  ocuparan  en  la  trasmisión  de  mensajes  y  corresponden- 
cia, los  virreyes  prefirieron  respetar  estas  órdenes  pero  no 
cumplirlas,  manteniendo  gravada  la  población  indígena  con 
la  corvea  tradicional  y  gratuita  {as). 

En  Roma,  donde  el  servicio  postal  alcanzó  un  desarrollo 
v  un  perfeccionamiento  extraordinario,  los  correos  fueron 
instituidos  muy  a  los  principios  de  la  República  y  reorga- 
nizados, ramificados  y   mejorados  bajo  el   Imperio. 

A  lo  largo  de  las  calzadas  militares,  se  habían  construido 
de  dos  en  dos  leguas  estaciones  o  postas  (  n  t  )  para  el  des- 
canso de  los  correos  y  para  el  relevo  de  las  cabalgaduras 
y  de  los  carros.  La  administración  encargada  del  trasporte 
de  los  despachos  y  cosas  oficiales  se  llamaba  ('nrsiis  i)U~ 
hlicus,  correo  público;  y  fnboJhii'ii  eran  los  empleados  (jue 
llevaban  consigo  las  tablillas  de  la  correspondencia  oficial. 
En  los  carros,  establecidos  por  Augusto  para  reemplazar  el 
servicio  pedáneo,  se  trasportaban,  además  de  la  correspon- 
dencia, funcionarios  públicos  y  todas  las  cosas  que  las  auto- 
ridades enviasen   de   uno  a  otro   lugar. 

Los  particulares  no  podían  servirse  del  (Uirsiis  ¡nihlii'us 
sino  por  favor  y  con  licencia  especial.  Cuando  los  publí- 
canos (  ;»  u  )  y   los  agiotistas  querían  mandar  algún  mensaje, 


{as)     Solórzano  Pereyra,    Politica    Jiuliann.   t.   I,  lib.   II,  cap.   XIV. 

Recopilación  de  Leyes  de  Indias,  lib.    II  I,  tft.  XVI,  leyes  21  y  22. 

Las  Casas,  Las  Antiguas  .Gentes  del  Perú.  cap.  XIX.  pág.  171,  dice 
<jue  cliasffiíis  sig^nifica  e¡  t¡iie  tuina.  «  porque  tomaba  el  mensaje  el  uno 
del  otro  •. 

{  nt)  I. a  palabra  posta,  del  latín  positiiin.  posita.  sijjnilica  etimolo- 
picamente  lo  mismo  que  estación. 

{  a  u  )  Llamábanse  puftiicanos  los  contratistas  fiscales,  como  ser  los 
constructores  de  obras  públicas,  los  que  se  encargaban  de  la  provisión 
de  las  legiones,  los  asentistas  o  rematantes  del  ramo  de  impuestos  y  tri- 
butos, etc.  ¡*iilt¡irnni  sunt  ipii  jitihlicn  tYimntiir.  .  .  el  oinnes  tpii  (¡uid 
a  fisco  conduciint  ri'cte  appellaotur  pnhlicani.  Deloume,  /><-.s  inn- 
iiirtirs  fl'niiri'itt  /I  Home,  chap.  II,  pag.  94. 
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se  valían  o  bien  de  sus  esclavos  y  libertos  (  h  v  )  o  bien 
de  una  empresa  que  se  conocía  con  el  mismo  nombre  que 
los  griegos  daban  a  sus  correos,  angariae  (  a  A'). 

A  los  principios  correspondía  a  cada  país  proveer  a  los 
relevos  de  los  correos  y  a  las  necesidades  de  los  funciona- 
rios que  lo  atravesaban.  Nerva  eximió  de  esta  corvea  a 
los  Estados  de  Italia;  y  Séptimo  Severo,  que  fué  el  primer 
emperador  sirio,  extendió  la  misma  exención  a  todo  el 
Imperio. 

Así  como  la  vastísima  red  de  caminos  construida  por  los 
romanos  no  tuvo  por  objeto  abrir  puertas  al  comercio  sino 
facilitar  el  trasporte  de  las  tropas  y  del  material  de  guerra, 
así  los  correos  no  se  establecieron  para  el  servicio  del  pú- 
blico sino  para  el  del  Estado.  En  particular,  Augusto  no 
se  propuso  otra  cosa  al  reorganizarlos  que  regularizar  el 
servicio  de  sus  comunicaciones  con  los  gobernadores  y  con 
los  espías  que  tenía  distribuidos  en  todas  las  provincias  del 
Imperio   (a^v). 

Como  bien  se  comprende,  los  correos,  que  no  pueden 
ser  a  los  principios  de  carácter  internacional,  solo  nacen  y 
se  desarrollan  por  efecto  de  la  conquista  que  ensanchando 
el  territorio  nacional,  impone  la  necesidad  de  establecer 
servicios  de  comunicaciones  como  medio  de  dominación  más 
que  de  gobierno. 

Antes  de  la  Edad  Moderna  y  fuera  del  núcleo  de  la  ci- 
vilización, nunca  se  le  ocurrió  a  ningún  Estado  poner  los  co- 
rreos al  servicio  de  las  relaciones  sociales  y  comerciales. 
Sin  excepción  alguna,  en  todas  las  sociedades  atrasadas 
donde  existen  los  correos,  ellos  constituyen  un  servicio  ex- 
clusivamente oficial,  y    a  los  principios,    esencialmente  mili- 


(av^)     Duruy,  Histoire  des  Romains,  u  VI,  pag.   III. 

(  a -Y  )     Rothschild,  Histoire  de  la  Poste,  t.  I,  pag.  37.   38,   52,   et  60 
a  65. 

(ay)     Suetonio,  Octavio  Augusto,  cap.  XLIX. 

Bergier,  Histoire   des  Grands  chemins  de  l'Empire  Romain,  t.  II, 
liv.  IV,  chap.  IX  et  X,  §  5. 

Marquardt,  Organisation  de  l'Empire  Romain,  t.  II.  pag.  587  a  592. 
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tar,  instituido  como  medio  doble  de  comunicación  y  de 
espionaje.  A  no  ser  por  la  presión  de  las  necesidades 
político -militares,  los  pueblos  atrasados  no  conocerían  este 
servicio. 

Los  correos  conservan  este  carácter  primitivo  hasta  gra- 
dos muy  altos  de  la  civilización  y  hasta  largo  tiempo  des- 
pués que  se  entregan  al  servicio  público.  Cuando  los  em- 
peradores romanos  los  extendieron  por  todos  los  pueblos 
que  estaban  bajo  la  mano  de  Roma,  no  se  propusieron  sa- 
tisfacer las  necesidades  del  comercio  y  de  las  relaciones 
sociales,  sino  tener  un  servicio  oficial  de  información;  y 
cuando  los  monarcas  modernos  lo  pusieron  a  disposición 
del  público  para  disminuir  los  gravámenes  de  su  sosteni- 
miento, se  reservaron  ora  de  hecho,  ora  de  derecho  la  facul- 
tad de  enterarse  de  la  correspondencia.  Richelieu,  el  mar- 
qués de  Louvois,  Luis  XIV  mantuvieron  oficinas  reservadas 
con  el  encargo  de  abrir  las  cartas  y  sorprender  los  secre- 
tos políticos  y  domésticos;  y  con  el  mismo  propósito,  prohi- 
bió Luis  X.y  trasportarlas  por  otro  conducto  que  el  de  la 
posta  real.  Honra  mucho  a  la  corona  de  España  haber 
sido  el  primer  gobierno  que  por  medio  de  reiteradas  rea- 
les cédulas,  en  especial  por  una  de  1592,  estableció  la  in- 
violabilidad de  la  correspondencia. 

Mientras  los  correos  conservan  el  carácter  primitivo  de 
servicio  exclusivamente  oficial,  hacen  por  lo  general  sus  ca- 
rreras con  mucha  irregularidad  porque  las  necesidades  del 
gobierno  son  la  mayor  parte  del  tiempo  intermitentes  y  oca- 
sionales. Por  el  contrario,  tan  pronto  como  se  entregan 
al  servicio  del  público,  las  necesidades  permanentes  del 
comercio  y  de  las  relaciones  sociales  imponen  la  regulari 
dad.  Pero  los  grandes  progresos  del  orden  administrativo 
se  obtienen  tan  lenta  y  trabajosamente  que  los  pueblos  tu 
vieron  que  bregar  durante  toda  la  Edad  Moderna  para 
conseguir:  1°  que  se  pusieran  los  correos  a  disposición  del 
público;  2°  que  se  regularizara  su  servicio;  y  v^''  que  se 
respetara  la  inviolabilidad  de   la  correspondencia. 

VA  actual  perfeccionamiento  tlel  servicio  postal  se  debe 
en  primer  lugar  a  Inglaterra,    que  en   1839   adoptó  la  estam- 
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pilla  y  rebajó  considerablemente  el  porte,  y  a  la  Unión  Pos- 
tal de  Berna,  que  en  1873  estableció  las  bases  de  su  unifi- 
cación universal. 

§  102.  Al  mismo  tiempo  que  el  servicio  militar  de  co- 
rreos, se  desarrolla  como  complemento  suyo  en  ciertos 
Estados  bárbaros  el  de  la  viabilidad. 

En  el  antiguo  Perú,  habían  construido  los  Incas  desde  el 
Cuzco  hasta  los  confines  norte  y  sur  del  Imperio  dos  cami- 
nos largos  de  dos  mil  millas;  uno  que  iba  por  los  llanos  y 
otro  que  iba  por  los  montes,  de  manera  que  para  hacerlos, 
dice  Garcilaso,  «  fué  necesario  alzar  los  valles,  tajar  las  pie- 
dras y  peñascos  vivos,  y  humillar  la  alteza  de  los  montes». 
De  jornada  en  jornada,  había  casuchas  para  los  correos,  y 
depósitos  para  la  provisión   de  las   fuerzas  militares    (az). 

Un  camino  parecido,  largo  de  450  parasangas,  o  sea  de 
13.500  estadios,  que  miden  2430  kilómetros,  corría,  según 
Heródoto,  en  la  antigua  Persia,  entre  Sardes  y  Susa,  y 
también  de  jornada  en  jornada  había  postas  y  paraderos 
en   número  de  111    (ha). 

Con  referencia  a  Grecia,  dice  Thucídides,  que  a  los  prin- 
cipios, esto  es,  cuando  cada  Estado  estaba  reducido  a  una 
ciudad,  no  hubo  en  este  país  comunicaciones  terrestres  ni 
marítimas  seguras;  que  más  tarde  Archelao,  hijo  de  Per- 
diccas,  hizo  construir  en  Macedonia  algunas  fortalezas,  abrió 
vías  rectilíneas  y  mejoró  todos  los  servicios  públicos,  en 
especial  los  relacionados  con  la  organización  militar  {b  b). 


{  a  z  )  Garcilaso  de  la  Vega,  Comentarios  Reales  de  los  Incas,  li- 
bro IX,  cap.  XIII. 

Medina,  Los  Aborígenes  de  Chile,  cap.  XII,  págs.  346  a  348. 

Las  Casas  dice  de  estos  caminos  que  «  parecieran  cosa  soñada  si  los 
españoles  no  lo  ^vieran  »,  y  que  «discretos  seglares  afirman  que  ni  roma- 
nos ni  otras  gentes  algunas  en  los  edificios  destos  caminos  no  les  hicieron 
ventaja)).  Las  Casas,  Las  Antiguas  Gentes  del  Perú.  cap.  XIX,  pági- 
nas  161  y  162. 

{b  ü)  Heródoto,  Los  Xueve  Libidos  de  la  Historia,  lib.  V,  cap.  LII 
y  Lili. 

(bb)  Thucydide,  Giierre  du  Féloponése,  liv.  I,  chap.  II,  et  liv.  II, 
chap.  C. 

45 
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Entre  todos  los  sistemas  de  viabilidad  construidos  hasta 
el  presente,  el  más  vasto,  completo  y  perfecto  ha  sido  el 
de  los  romanos.  En  este  ramo,  como  en  todos  los  de  la 
administración  pública,  tocó  a  la  República  tomar  la  ini- 
ciativa y  al  Imperio  desarrollar  y  acabar  la  obra  empezada. 
Construyéronse  los  primeros  caminos,  la  vía  Appia,  la  vía 
Aurelia  y  la  vía  Flaminia,  respectivamente,  en  los  años  442, 
512  y  513  de  Roma;  y  durante  la  República,  no  se  alcanzó 
a  prolongarlos  fuera  de  Italia.  El  empeño  de  Augusto  y 
sus  inmediatos  sucesores  consistió  en  completar  esta  obra 
ramificando  los  caminos  por  todo  el  Imperio  y  prolong^án- 
dolos  hasta  tocar  las  fronteras. 

Según  cálculos  hechos  por  diferentes  autores  y  que  no 
difieren  mucho  entre  sí,  se  construyeron  en  la  sola  Italia  de 
49  a  54  caminos  con  un  desarrollo  de  unas  9000  millas;  y 
en  todo  el  Imperio  unos  372.  Desde  los  más  extremos 
confines  a  donde  llegaban,  a  la  manera  de  radios  de  una 
circunferencia,  todos  convergían  a  Roma,  y  formando  un 
verdadero  sistema,  todos  partían  desde  la  columna  áurea 
establecida  en  el  foro  y  salían  de  la  ciudad  en  todas  direc- 
ciones por  29  a  31  avenidas  principales. 

Había  un  camino  largo  de  4400  millas  romanas  que  vi- 
niendo de  York,  pasaba  por  Londres,  Boulogne,  Reims, 
Lyon,  Milán,  Roma,  Brindisi,  Bisancio,  Antioquía,  Tiro  y 
Jerusalem  (he). 


(be)     Gibbon,  Décadence  de  l'Empire  Roinain.  t.  I,  cap.  H,  pag.  .^0. 

Por  de  contado,  las  importantes  provincias  romanas  de  España  no  que- 
daron sin  parte   en  la  viabilidad. 

t  De  las  dos  principales  cadenas  de  comunicaciones  que  venían  de  Italia 
a  España,  la  una  arrancaba  de  la  misma  Roma  por  la  puerta  Aurelia,  se- 
guía por  la  Toscana  a  Genova,  a  Arles  por  los  Alpes  Marítimos,  a  Narbo- 
na,  Cartagena,  Málaga  y  Cádiz;  la  otra  partía  de  Milán  y  atravesaba  los 
.Mpes  cotianos  y  la  Calía  Narbonense:  continuaba  por  Gerona,  Barcelo- 
na, Tarragona,  Lérida,  Zarago/a,  Calahorra  y  León,  y  se  prolongaba  por 
Galicia  y  Lusitania  hasta  Mérida.  Cruzaban  además  a  España  otras  mu- 
chas magníficas  calzadas,  de  las  cuales  concurrían  nueve  a  Mérida,  siete  a 
Astorga,  cuatro  a  Lisboa,  cuatro  a  Braga,  tres  a  Sevilla  y  cinco  a  Córdoba. 
Calcúlase  en   una  longitud   de  cerca  de  tres  mil  leguas  lo  que  los  romanos 


orígenes  de  la   administración  publica  707 

La  construcción  de  todo  camino  empezaba  entre  los  ro- 
manos por  la  fijación  en  el  terreno  del  rumbo  que  él  debía 
llevar.  Al  efecto,  se  trazaban  a  cordel  dos  surcos  equidis- 
tantes ya  fuese  en  la  llanura  o  en  la  montaña,  en  suelo  firme 
o  cenagoso.  Por  lo  común,  se  daba  a  las  grandes  vías  un 
ancho  de  20  pies,  cerca  de  6  metros;  las  de  España  medían 
de  30  a  32  cuartas. 

Trazados  los  surcos,  se  cavaba  la  lonja  intermedia  de 
terreno  hasta  tocar  el  suelo  firme,  como  lo  hacen  los  arqui- 
tectos cuando  construyen  grandes  edificios.  En  algunos 
parajes,  por  efecto  de  las  excavaciones,  la  lonja  intermedia 
semejaba  un  verdadero  canal,  y  quizá  de  esta  circunstancia 
provino  que  vulgarmente  se  diese  a  los  caminos  el  nombre 
de  can n les. 

Abierto  el  canal,  se  empezaba  la  construcción  propiamen- 
te tal  de  la  vía.  Lo  primero  que  se  hacía  era  formar  en 
él  una  espesa  capa  de  arena  y  cal,  cuidadosamente  apla- 
nada para  darle  toda  la  consistencia  y  solidez  posible.  Hasta 
donde  era  dable,  se  la  levantaba  a  un  común  nivel.  Donde 
el  suelo  firme  bajaba,  se  lo  levantaba  construyendo  a  veces 
obras  costosísimas  de  albañilería;  donde  se  tropezaba  con 
alturas,  aun  cuando  fuesen  de  piedra,  se  las  tajaba  para 
mantener  la  horizontalidad  y  la  línea  recta. 

Una  vez  formada  esta  primera  capa  de  arena  y  cal,  se 
construían  otras  dos  de  piedra  unidas  por  alguna  tierra  im- 
permeable, una  de  10  pulgadas  de  espesor  y  otra  de  8. 
Sobre  estas  tres   capas,  se  construía  otra   de  cemento  o  de 


tenían  ramificado  de  calzadas.  Muchas  de  ellas  estaban  cubiertas  con  una 
capa  de  argamasa  en  extremo  consistente  y  dura;  el  camino  que  atrave- 
saba por  Salamanca  lo  estaba  de  una  piedra  blanquecina,  que  le  dio  el 
nombre  de  vía  argenteaf.  Lafuente,  Historia  General  de  España. 
t.   I,  lib    II,  cap.  VIII,  pág:.  240. 

«  Otro  camino  de  romanos  harto  insigne  es  la  entrada  de!  reino  de  León 
a  Galicia,  por  la  montaña  que  llaman  los  Codos  de  Ladoco,  aunque  vul- 
garmente pronuncian  Laroco.  Está  la  peña  tajada  por  espacio  de  una 
legua,  y  algunas  veces  de  más  de  diez  estados  en  hondo,  para  hacer  ca- 
mino llano,  y  porque  va  dando  vueltas  con  ángulos,  los  llaman  los  Codos. 
Morales,  Coránica  General  de  España,  t.  IX,  pág.  52. 
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greda  cuyo  espesor  solía  medir  doce  o  más  pulgadas.  Por 
último,  la  superficie  del  camino  se  formaba  o  bien  de  piedra 
laja,  o  bien  de  cascajo  y  arena  mezclados  con  cal.  Era  de 
práctica  golpear  y  batir  cada  una  de  las  capas  ( salvo 
acaso  la  de  laja  )  para  darle  la  mayor  consistencia  posible. 
De  esta  práctica  parece  haberse  derivado  la  palabra  jmvi- 
inento  (  h  d). 

Como  ya  lo  hemos  dicho,  todo  camino  se  suponía  tener  su 
principio  en  una  columna  de  oro  colocada  por  Augusto  en  el 
foro,  frente  al  templo  de  Saturno  y  desde  allí  a  cada  mil  pa- 
sos de  cinco  pies  cada  uno,  de  donde  viene  milh.  se  levantaba 
una  piedra  niilinrin  en  que  se  marcaba  la  distancia  desde  la 
ciudad  eterna.  En  el  lenguaje  vulgar,  no  se  expresaban 
las  distancias  por  millas  sino  por  piedras,  que  tanto  daba. 

Tales  fueron  a  grandes  rasgos  los  caminos  romanos,  al- 
gunos de  los  cuales  están  todavía  hoy  en  servicio  activo. 
En  la  historia  no  se  conoce  obra  humana  que  revele  ma- 
yor pujanza.  Jamás  concibió  el  espíritu  del  hombre,  dice 
Bergier,  ni  su  mano  nunca  ejecutó  obra  más  grande.  Si 
los  caminos  romanos  se  hubiesen  construido  en  los  tiempos 
de  esplendor  de  Grecia,  se  los  habría  tenido,  no  por  la 
octava,  sino  por  la  única  maravilla  del  mundo  (he).  Des- 
pués de  algunos  siglos,  cuando  ya  se  había  perdido  el  re- 
cuerdo de  sus  constructores  y  todo  lo  extraordinario  se 
explicaba  por  medio  de  supersticiones,  las  tradiciones  po- 
pulares de  Bélgica  e  Inglaterra  testificaban  muy  seriamente 
que  los  caminos  romanos  habían  sido  construidos  ora  por 
el  demonio,  ora  por  los  gigantes  de  las  primeras  edades, 
esto  es,   por  fuerzas  sobrehumanas  (/)/). 


{}>(])  Según  Bergier,  la  voz  jinvimcnto  se  aplica  lo  mismo  al  suelo 
de  las  casas  que  al  de  las  calles  y  al  de  los  caminos,  y  se  deriva  del 
verbo  anticuado  puvirc.  que  signilica  golpear,  batir,  porque  dichos  suelos 
se  forman  amalgamando  y  endureciendo  a  golpes  los  materiales  que  entran 
en  su  formación.  Bergier,  Iltstoire  dos  (íraiids  dwiniíis  ih'  l'Kwjñn' 
Romain.  t.  1.  liv.  II,  chap.  X,  §   I,  et  chap.  XI,  §  4. 

(he)     Bergier,  ob.  cit..  t.   I,   Preface. 

(  /)  f)     Bergier,  ob.  cit..  t.  I.  liv.  I.  chap.  X.WI.  ^  7,  et  chap.  XXX,  ^  2. 
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§  103.  Estudiados  someramente  los  orígenes  históricos  de 
la  viabilidad,  tócanos  ahora  determinar  las  causas  que  la 
originan.  ¿Por  qué  ciertos  Estados  la  establecen  en  hora 
tan  temprana,  antes  que  la  mayor  parte  de  los  servicios 
administrativos?  He  aquí  el  problema  que  tenemos  que 
resolver. 

Por  no  buscar  la  explicación  de  la  viabilidad  en  sus  orí- 
genes, algunos  autores  han  solido  atribuirla  a  causas  com- 
pletamente imaginarias. 

Para  unos  la  viabilidad  responde  al  instinto  de  asocia- 
ción que  arrastra  al  hombre  a  entrar  en  relaciones  con  sus 
semejantes  (bg).  Pero  si  realmente  la  naturaleza  humana 
está  dotada  de  tal  instinto,  si  no  se  ha  tomado  por  instin- 
to natural  un  simple  hábito  adquirido  a  la  larga  merced  a 
la  facilidad  de  las  comunicaciones,  ello  es  que  en  los  pue- 
blos atrasados,  no  se  manifiesta  él  en  forma  de  servir  de 
estímulo  a  los  viajes.  En  los  países  bárbaros  y  aun  en  los 
semi- civilizados,  el  hombre  no  se  separa  de  su  residencia 
natal  sino  cuando  alguna  necesidad  se  lo  impone.  La  afi- 
ción a  los  viajes,  independientemente  de  todo  propósito  de 
lucro,  no  se  forma  sino  en  sociedades  cultas,  donde  se  ha 
instituido  de  antemano  una  viabilidad  fácil,  barata  y  se- 
gura. 

Por%efecto  de  la  misma  causa  psicológica,  esto  es,  por 
no  haber  estudiado  los  primeros  orígenes  de  la  viabilidad, 
otros  autores  se  han  valido  para  explicarla  de  una  hipótesis 
aun  más  absurda  que  la  del  instinto  de  asociación,  cual  es 
la  que  atribuye  a  los  Estados  bárbaros  el  propósito  de 
facilitar  y  estimular  las  relaciones  sociales  y  comerciales. 
Un  somero  estudio  de  la  historia  basta  a  demostrar  que 
uno  de  los  propósitos  más  perseverantes  de  los  Estados 
bárbaros  y  semi -civilizados  es  cabalmente  el  de  entorpecer 
tales  relaciones. 

Vulgarmente  se  atribuye  a  singularidad  de  los  antiguos 
chinos  el  haber  construido  en  el  siglo  111,  antes  de  J.  C,  una 


{bg)     Arrazola  y  otros,  Enciclopedia  Española  de  Derecho  y  Ad- 
ministración, t.  VII,  artículo  Caminos,    pág.  290. 
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muralla  de  incomunicación  larga  de  5290  kilómetros.  Pero 
es  la  verdad  que  lo  mismo  hicieron  muchos  pueblos  de  la 
Antigüedad. 

Cuando  Milciades,  hijo  de  Cipselo,  fué  a  establecerse  en 
la  Quersoneso,  llamado  por  los  dolongos,  la  primera  pro- 
videncia que  tomó  en  su  dominio,  cuenta  Heródoto,  fué 
la  de  cerrar  el  istmo,  tirando  una  muralla  desde  la  ciudad 
de  Cardia  hasta  la  de  Pactia,  con  el  objeto  de  impedir 
las  invasiones  y  correrías  de  los  apsintios  en  toda  la  tie- 
rra   {bh). 

Así  mismo,  nos  refiere  Jenofonte  que  cuando  los  Diez 
mil  venían  de  vuelta,  llegaron  ante  la  muralla  llamada  de 
Media,  construida  de  ladrillos  ligados  con  asfalto,  ancha 
de  20  pies,  alta  de  100  y  larga  de  20  parasangas.  Co- 
rría esta  muralla  desde  el  Tigris  hasta  el  Eufrates  y  tenía 
por  objeto  poner  a  salvo  la  ciudad  de  Babilonia  contra 
las  incursiones  de  los  pueblos  nómades  de  la  Mesopota- 
mia  (h  i  ). 

También  fué  muy  mentada  por  los  geógrafos  e  historia- 
dores orientales  la  muralla  de  Derbend,  en  la  antigua  Per- 
sia.  Construida  de  piedra  y  plomo  corría  ella  desde  la 
ciudad  de  este  nombre  hasta  los  montes  vecinos  con  un 
largo  de  28  parasangas  y  era  tan  ancha  que  sobre  su  filo 
podían  marchar  de  frente  20  jinetes  (  hj  ). 

Por  último,  es  sabido  que  muchos  siglos  antes  de  que 
\ecao  intentara  cortar  el  istmo  de  Suez,  acaso  antes  de  la 
12'  dinastía,    se  había    construido    allí    mismo    una  muralla 


(hh)  Heródoto,  Los  .Vurif  Libros  tlr  In  líistorlit.  üb.  VI.  capí- 
tulo XXVI. 

(  I)  i  )     Xenophon.  Expedition  de   Cvnis.  liv.  II.  chap.  IV. 

(  h  j)  Justi,  Historia  dv  la  An(im¡a  Pcrsia.  páfr.  93  áv\  tomo  II.  de 
la  Historia  í'/ii\('rí.H7.  de  Oncken. 

Los  mismos  romanos  construyeron  entre  Inirlaterra  y  Kscocia,  por  orden 
de  .Alejandro  Severo  (  año  210  de  nuestra  Kra  )  una  muralla  de  aislamiento 
larga  de  118  kilómetros.  ■Brialmont,  La  Défense  des  États  ct  ¡es  Cainps 
h'et ranches,  pap.  12. 


ORÍGENES    DE    LA    ADMINISTRACIÓN    PÚBLICA  711 


almenada  de  torres    fuertes   para    estorbar  las   incursiones 
de  los  pueblos  asiáticos  {b  1  ). 

Con  el  mismo  propósito  de  aislar  a  los  pueblos,  han 
solido  ejecutar  los  Estados  otras  obras  de  muy  diferente 
naturaleza. 

Recordemos  en  comprobación  las  dos  grandes  obras  hi- 
dráulicas ejecutadas  por  la  reina  Nitocris  de  Babilonia. 
Según  Heródoto,  fué  la  una  la  formación  de  un  laguna  de 
420  estadios,  que  tenía  por  objeto  alargar  el  camino  para 
llegar  a  Babilonia,  imponiendo  a  los  viajeros  un  rodeo;  y 
fué  la  otra  la  reconstrucción  del  cauce  del  Eufrates  con 
tantas  vueltas  y  revueltas  que  los  viajeros  que  venían  a 
Babilonia,  navegando  por  el  río,  tenían  que  pasar  antes  de 
llegar  a  ella  tres  veces  en  tres  días  diferentes  por  una  al- 
dea que  dependía  de  aquella  ciudad  {  b  m). 

Así  mismo,  refiere  Strabon  que  por  temor  a  los  ataques 
exteriores,  los  persas  obstruyeron  la  navegación  del  Eu- 
frates y  del  Tigris,  construyendo  desde  su  desembocadura 
arriba  estacadas  y  cataratas  artificiales  que  Alejandro  el 
Grande  hizo  destruir   (  h  n  ). 

El  mismo  Strabon  atestigua  que  en  su  tiempo  el  istmo 
de  la  península  de  Ballena,  frente  a  Magnesia,  cuyo  ancho 
medía  cinco  estadios,  estaba  cortado  por  un  foso  que  la 
aislaba  (hñ);  y  si  Necao  suspendió  el  corte  del  istmo  de 
Suez,  cuando  en  la  obra  habían  ya  perecido  120.000  hom- 
bres, fué  porque  un  oráculo  le  advirtió  que  en  realidad  tra- 
bajaba para  ahorrar  fatiga  al  bárbaro,  esto  es,  que  el  canal 


(bl)  Maspero,  Histoive  Ancieime  des  Peuples  de  l'ürient.  liv.  II, 
chap.  IV,  pag.   131. 

Meyer,  Historia  del  Antiguo  Egipto,  pág.  187  tomo  I  de  la  Historia 
Universal,  de  Oncken. 

{b  m)  Heródoto,  Los  Xueve  Libros  de  la  Historia,  lib.  I,  capítu- 
lo LXXXV. 

(bn)     Strabon,  Géographie.  t.  III,  liv.  XVI,  chap.  I,  §  9. 

{b  ñ)     Strabon,  ob.  cit.,  t.  II,  liv.  VII,  fragment  28. 
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serviría  más  bien  para  franquear  que  para  cortar  las  co- 
municaciones (h  o  ). 

Pero  los  Estados  bárbaros  no  se  reducen  a  construir  obras 
de  incomunicación  contra  los  extranjeros,  porque  para  com- 
pletar el  aislamiento  prohiben  o  entorpecen  de  mil  modos 
los  viajes  de  los  nacionales.  En  el  mismo  Imperio  Incásico, 
que  estaba  cruzado  por  dos  magníficos  caminos  largos  de 
2000  millas,  no  podían  los  subditos  salir  de  la  tierra  natal 
si  no  era  para  ir  a  la  guerra  (h  p  )\  y  si  en  Grecia  se  cons- 
truyeron caminos,  no  fué  sin  duda  para  facilitar  los  viajes 
y  el  comercio  puesto  que  algunos  de  los  Estados  helénicos, 
por  ejemplo  Lacedemonia,  prohibían  a  los  extranjeros  esta- 
blecerse en  el  territorio  nacional,  y  a  los  nacionales  salir 
de  él  (  b  q). 

Creemos  no  equivocarnos  si  afirmamos  que  en  los  países 
atrasados,  la  falta  de  comercio  y  los  hábitos  sedentarios,  y 
el  estatuto  personal  que  fomenta  los  odios  internacionales 
e  interprovinciales  arraigan  firmemente  a  las  poblaciones; 
que  en  todos  ellos  se  miran  con  desconfianza  los  viajes  de 
los  indígenas  y  la  llegada  de  forasteros;  y  que  cuando  los 
gobiernos  empiezan  a  preocuparse  de  la  locomoción,  no 
dirigen  sus  primeras  medidas  al  propósito  de  facilitarla  y 
fomentarla  sino  al  de  restringirla  y  trabarla. 

]ín  estas  desconfianzas  suscitadas  y  alimentadas  por  el 
estado  de  recíproca  y  permanente  hostilidad  en  que  los 
pueblos  atrasados  viven,  se  debe  buscar  la  raíz  de  las  nu- 
merosas trabas  administrativas  (jue  en  todos  los  países  se 
han  puesto  en  tiempos  anteriores  a  la  libre  circulación  de 
los  hombres.  Bajo  la  inspiración  de  este  sentimiento,  se 
ha  impuesto  a  los  viajeros  la  molesta  y  a  menudo  dispen- 
diosa obligación  de  llevar  consigo  pasaportes,  licencias, 
cédulas  de  identidad,   certificados   de   indemnidad,    y   la  de 


{  h  n)     Heródoto.  ob.  cit.,  lib.  II,  cap.  CLVIII. 

(  l>  ¡i)     Garcilaso  de  la  Vega,  Comentarios  Realrs.  lib.   V,  cap.  VI. 

i  hi/)     Xenophon.  frouvvrnement  des  Lacédémoniens.    chap.  XV. 
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registrarse  a  cada  paso  pagando  derechos  de  peaje,  de  pon- 
tazgo, de  portazgo,  de  naviazgo,  etc.,  etc.  {  h  r  ) 

Esta  absurda  política  que  arraigando  las  poblaciones  en- 
torpece el  desarrollo  del  comercio,  se  ha  perpetuado  en 
muchas  naciones  cultas  hasta  la  Edad  Contemporánea.  Es 
lo  que  ha  ocurrido  en  la  América  hispana. 

Desde  los  primeros  días  de  su  descubrimiento,  se  empe- 
zaron a  dictar  por  la  metrópoli  reales  cédulas  que  prohi- 
bían tanto  a  los  naturales  como  a  los  extranjeros  venir  a 
las  Indias  o  ir  de  ellas  a  España  sin  expresa  y  personal 
licencia;  que  apercibían  a  los  contraventores  con  la  total 
confiscación  de  sus  bienes;  que  imponían  a  los  que  pedían 
licencia  la  obligación  de  rendir  informaciones  ante  las  justi- 
cias locales;  que  limitaban  el  tiempo  de  la  licencia  al  plazo 
máximo  de  dos  años;  que  mandaban  indagar  de  los  intere- 
sados antes  de  concedérsela  con  cuál  objeto  se  proponían 
hacer  el  viaje,  si  eran  solteros  o  casados,  si  eran  o  no  mer- 
caderes, cuanto  dinero  llevaban,  etc.;  que  prescribían  a  los 
gobernadores  y  virreyes  de  América  impedir  el  desembar- 
co de  los  pasajeros  que  llegasen  sin  licencia,  etc.,  etc.  {h  s  ). 
En  Hispano  América  no  desaparecieron  estas  trabas  sino  a 
principios  del  siglo  XIX,  cuando  la  revolución  de  la  inde- 
pendencia abrió  para  todo  el  mundo  los  puertos  o  sea  las 
puertas  de  estos  países. 

De  suyo  se  infiere  que  una  política  tan  recelosa  contra 
el  ir  y  venir  de  nacionales  y  extranjeros  no  puede  cons- 
truir los  caminos  con  el  propósito  de  facilitar  y  fomentar 
el  comercio,  la  circulación  y  los  viajes.  El  mismo  trazo 
rectilíneo  de  las  vías  primitivas  es  un  claro  desmentido  de 
semejante  propósito  porque  las  destinadas  al  comercio  se 
desarrollan  siempre  en  forma   de  zig-zag,  desviándose  a  de- 


(h  r)  íin  el  camino  de  Santiago  a  Valparaíso,  por  ejemplo,  construido 
solo  a  fines  de  la  colonia,  bajo  el  gobierno  de  don  Ambrosio  O'Higgins, 
se  pagaban  derechos  de  peaje  en  varios  pasos;  y  la  primera  disposición 
patria  que  conocemos  sobre  viabilidad  es  una  ley  dictada  en  29  de  Julio 
de   I8I9  para  duplicar  esos    derechos. 

(b  s)     Recopilación  de  Leyes  de  Indias,  lih.  IX,  tit.  XXVI. 
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recha  e  izquierda  en  busca  de  los  centros  de  producción  y 
de  consumo.  La  vía  inflexiblemente  recta,  que  es  el  camino 
más  corto  entre  dos  puntos  extremos,  solo  se  adopta  cuan- 
do por  una  u  otra  causa  se  desea  hacer  los  viajes  y  los 
trasportes  con  la  mayor  rapidez  posible.  ;Cuál  es,  pues, 
el  objeto  originario  de  los  caminos? 

Si  originariamente  el  Estado  nace  para  la  guerra,  a  pvio- 
ri.  podemos  suponer,  sin  peligro  de  equivocarnos,  que  son 
las  necesidades  militares  las  que  llaman  a  la  vida  las  pri- 
meras instituciones  públicas  y  entre  ellas,  los  sistemas  de 
viabilidad. 

En  efecto,  de  los  caminos  del  antiguo  Perú,  dice  Garci- 
laso  de  la  \  ega,  que  según  las  tradiciones  fueron  cons- 
truidos para  facilitar  la  movilización  de  las  fuerzas  milita- 
res (ht)\  y  cuando  Thucídides  habla  de  las  obras  que 
construyó  Archelaus  para  perfeccionar  la  organización  mi- 
litar, menciona  entre  ellas  las  vías  rectas  (  }>  ii ). 

El  mismo  carácter  militar  tuvieron  los  caminos  romanos; 
y  que  el  pueblo  no  lo  desconocía  lo  prueba  el  hecho  de 
que  los  llamase  vius  militaros  (hv).  Xo  estaba  combi- 
nado su  trazo  como  para  unir  las  más  importantes  pobla- 
ciones del  Imperio;  y  si  tenía  alguna  cuenta  de  los  centros 
de  producción  y  de  consumo,  no  la  tenía  sino  en  la  medida 
que  la  provisión  de  las  legiones  y  el  abastecimiento  de 
Roma  lo  necesitaba.  El  trazo  iba  desde  la  ciudad  domi- 
nadora hasta  las  fronteras,  a  menudo  deshabitadas  del  Im- 
perio; y  estaba  hecho  en  línea  recta  para  trasportar  las 
tropas  con  la  mayor  rapidez  posible  a  los  puntos  en  que 
su  dominación  era  amagada  por  algún  peligro.  No  es  exa- 
gerado decir  que  los  romanos  habrían  estimado  indigno  de 
Roma  construir  caminos  para  facilitar  el  comercio. 


{  b  t )     Garcilaso  de  la  Vepa.  Comentarios   Reales,  lib.  IX.  cap.  XIII. 

( />  (7 )     Thucydidc,    (hierre  du  Péloponése.    liv.  I.  chap.  II,  et  liv.  I!, 
chap.  C. 

(  /»  \- )  Bergier.  Histoire  ries  Orands  Chemins  </(•  l'Eiií¡>iri'  Romaiiu 
t.   I.  liv.   I.  rhap.   IX.  ?  4. 
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Los  grandes  caminos  del  Imperio  Romano,  dice  Blanqui, 
han  sobrepujado  en  grandeza  y  solidez  cuanto  de  más  mag- 
nífico se  ha  hecho  en  este  orden  desde  los  tiempos  inme- 
moriales, pero  debemos  advertir  que  de  pronto  no  repor- 
taron muchos  servicios  a  la  civilización  ni  desarrollaron  la 
prosperidad  comercial,  ni  previnieron  las  hambres  genera- 
les. No  vieron  los  romanos  en  sus  caminos  sino  un  simple 
medio  de  trasportar  rápidamente  sus  tropas  desde  el  centro 
a  las  fronteras;  hecho  muy  explicable  porque  aquel  pue- 
blo no  tuvo  más  industria  que  la  agricultura,  cuyos  pro- 
ductos se  consumían  por  lo  común  en  la  localidad  en  que 
se  cosechaban  o  en  los  pueblos  circunvecinos.  En  cuanto 
al  abastecimiento  de  la  Capital,  se  lo  hacía  por  mar,  única 
vía  posible  para  el  trasporte  de  los  trigos  de  África  y  de 
Sicilia.  Cuando  se  conocen  estos  antecedentes,  la  magnifi- 
cencia de  los  caminos  romanos  no  se  explica  sino  como  un 
simple  desarrollo  del  sistema  militar  de  aquel  pueblo  anti- 
industrial y  anti-comercial  (  h x). 

Según  se  ha  observado  una  y  otra  vez,  los  romanos  no 
se  estimaban  absolutamente  dueños  de  un  país  mientras  no 
lo  encadenaban  a  Roma  por  medio  de  un  camino  que  per- 
mitiese el  rápido  trasporte  de  la  tropas  dominadoras  a  la 
menor  tentativa  de  alzamiento.  Así,  para  acabar  de  domar 
a  los  pueblos  que  habitaban  en  el  nudo  inextricable  de  los 
Alpes  y  que  presumían  de  independientes  en  una  época  en 
que  todo  el  resto  de  Europa,  el  Asia  y  el  África  rendían 
vasallaje  a  Roma,  el  emperador  Augusto  abrió  grandes 
vías  en  la  roca  viva  de  aquellas  cordilleras;  y  apenas  es- 
tuvieron ellas  terminadas,  la  independencia  de  Helvecia 
pasó  a  la  historia  (hy). 


(  b  a)     Blanqui,  Histoire  de  T  Économie  Politique,  chap.  Vil,  pag.  52. 
Bergier,  Histoire  des   Grands  Chemins  de  VEmpire  Romaiii,  t.  II, 
liv    IV,  chap.   XIX,  §  2. 

ihy)     Gibbon,  Histoire  de  la  Décadence  de  l'Empire  Romain,  t.  I, 
chap.  II,  pag.   30. 

Bergier.  ob.   cit.,  t.  I,  liv.  I,  chap.  XXVIII,   §  4. 
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En  una  palabra,  los  caminos  primitivos  son  simple  com- 
plemento del  servicio  militar  de  correos. 

§  104.  Mientras  las  funciones  públicas  son  desempeñadas, 
sin  distinciones  específicas,  por  la  asamblea  general  del  pue- 
blo, no  cabe  establecer  el  régimen  de  la  remuneración  por- 
que confundidos  al  justo  en  un  solo  cuerpo  los  que  po- 
dríamos llamar  funcionarios  y  los  que  tendrían  que  ser 
contribuyentes,   no  hay  quien   pague  a  quien. 

Cuando  se  pretendiera  remunerar  las  funciones  públicas, 
el  intento  fracasaría  porque  no  habría  con  qué,  dado  que 
en  los  grados  inferiores  del  desarrollo  político  el  Estado  no 
tiene  ni  bienes  ni  entradas.  Las  entidades  jurídicas  que  en 
los  pueblos  cultos  se  conocen  con  los  nombres  de  Fisco  y 
de  Erario  no  nacen  sino  en  estados  más  o  menos  avanza- 
dos de  cultura   política  (  b  /.  ). 

Tanto  por  estas  causas  como  por  efecto  del  hábito,  el  ré- 
gimen de  la  gratuidad  se  perpetúa  hasta  largo  tiempo 
después  que  ha  empezado  en  los  pueblos  la  delegación  y 
diversificación  de  las  funciones  públicas.  Siendo  como  son 
originariamente  gratuitos  los  cargos  militares  e  instituyén- 
dose como  se  instituyen  los  primeros  cargos  civiles  a  guisa 
de  simples  complementos  de  la  administración  militar,  no 
se  puede  pensar  en  remunerar  los  nuevos  cuando  bajo  el 
régimen  establecido  se  sirven  sin  remuneración  los  anti- 
guos. 


(h  z)  l'lravio.  arrarium.  viene  de  la  raíz  aes.  bronce,  moneda  de 
plata;  y  fisco,  iiscus.  significó  originariamente  talego  o  cestillo  en  que 
los  recaudadores  recogían  el  dinero  de  los  impuestos  y  tributos.  Hum- 
bert,  Les  Finances  et  la  Comptahiíité  pub]i(/uo  choz  les  líomains, 
t.  I,  pag.   187   et   195. 

Bajo  los  primeros  emperadores  había  diferencia  entre  ambas  voces:  el 
erario  era  el  tesoro  público,  el  fisco  era  el  tesoro  de  que  ellos  dispo- 
nían como  de  una  propiedad  privada.  Marquardt,  L'Or<;anisation  finan- 
ciere  chez  les  fínniains,  pag.  388. 

En  nuestros  días  se  llama  Fisco  al  Estado  como  dueño  particular  de 
bienes  de  todas  clases,  muebles  e  inmuebles,  en  especie  y  en  dinero;  y 
el  nombre  de  Erario  se  reserva  con  toda  propiedad  jiara  la  institución 
que  guarda  los  dineros  del  Estado. 
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Respecto  de  los  jefes  de  los  Estados,  la  gratuidad  está 
comprobada  por  innumerables  testimonios.  En  ninguna 
sociedad  atrasada  reciben  ellos  sueldo,  renta,  asignación 
periódica  ni  suma  alzada  en  remuneración  de  sus  servicios, 
sino  que  «  cada  uno  provee  a  sus  necesidades  a  la  manera 
de  cualquier  particular  »   (  c  a  ). 

Según  Molina,  entre  los  araucanos,  los  vasallos  no  esta- 
ban sujetos  a  la  leva  ni  a  otro  género  de  servicio  personal 
sino  era  en  tiempo  de  guerra,  ni  estaban  tampoco  obligados 
a  pagar  tributo  a  los  caciques,  los  cuales  tenían  que  sus- 
tentarse de  sus  propios  bienes  (cb);  y  según  Oviedo,  en- 
tre los  indígenas  de  Nicaragua,  los  caciques  no  recibían 
remuneración  alguna  de  los  suyos  ni  podían  exigir  servicios 
personales  sino  a  sus  esclavos.  Así  mismo,  en  una  relación 
transcripta  por  Medina,  se  observa  que  en  las  provincias 
del  Darien,  « no  tenían  los  señores  rentas  ni  tributos  de 
sus  subditos,  salvo  el  servicio  personal »  (ce).  Adam 
Smith  acredita  que  el  mismo  régimen  imperaba  en  Arabia  y 
en  Tartaria  porque  dice  que  cada  jefe  no  contaba  con  más 
recursos  qu^  los  frutos  de  sus  propios  ganados  que  él 
cuidaba  y  apacentaba  personalmente  (  c  d  ). 

Veamos  ahora  lo  que  acerca  de  este  régimen  encontra- 
mos en  la  Antigüedad  clásica.  Goguet  nos  dice  que  en  la 
antigua  Grecia  no  tenían  los  reyes  más  rentas  que  las  de  sus 
bienes  particulares,  consistentes  en  tierras,  bosques,  gana- 
dos (ce  );   y  de  los    primitivos    reyes   de  Roma,  nos  dice 


(ca)     Spencer,  Principes  de  Sociologie.  t.  III,  §  542. 

Adam  Smith,  Richesse  des  Nations,    t.  IV,  liv.  V,  chap.  II,  pag-.  25^. 

(  c  h)     Molina,  Historia  Civil   del   Reino  de   Chile,    lib.  II,  cap.  II. 
pág-.  63. 

(ce)     Oviedo,  Historia   General  y  Xatural  de    las   Indias,  t.  IV. 
lib.  XLII,  cap.  III,  pág.  54. 

Medina,  El  Descubrimiento  del  Océano  Pacifico,  t.  II,  pág-.  194. 

[cd)     Adam  Smith,  La  Richesse  des  Nations,  t.  IV,  liv.  V,  chap.  II, 
pag.  258. 

(  e  e )     Goguet,  Origine  des  Lois.   des  Arts,  etc.,    t.  III.  liv.  I.  cha- 
pitre  IV,  §  VII. 
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Cicerón  que  se  sostenían  con  los  productos  de  sus  campos, 
de  sus  bosques  y  de  sus  prados  (  c  í').  Por  herencia  de 
los  tiempos  primitivos,  fué  igualmente  gratuito  el  cargo 
supremo  de  cónsul,  y  cuando  cayó  derrumbada  la  Repú- 
blica, los  primeros  emperadores  siguieron  de  pronto  la 
práctica  tradicional  de  vivir  de  sus  rentas  personales  sin 
recibir  sueldo  ni  otra  remuneración  del  Erario  público  (  c  g). 

El  mismo  régimen  volvemos  a  encontrar  en  los  Estados 
que  a  consecuencia  de  las  invasiones  bárbaras,  se  formaron 
en  Europa.  Según  Guizot,  la  riqueza  de  los  reyes  anglo- 
sajones comprendía  muchos  dominios  y  aun  algunas  impor- 
tantes ciudades,  pero  era  independiente  de  los  jíueblos  y 
de  carácter  privado  (  c  li  ). 

Así  mismo,  los  reyes  de  Francia  y  de  Lombardía,  según 
Hallam,  subvenían  con  el  producto  de  sus  bienes  particu- 
lares a  los  gastos  de  sus  cortes;  y  por  la  falta  de  rentas 
públicas,  Carlomagno  se  veía  precisado  a  prestar  mucha 
atención  al  cuidado  y  explotación  de  sus  dominios  (  c  /  ), 

Si  las  jefaturas  son  gratuitas,  no  hay  razón  para  creer  que 
sean  remunerados    los  otros   cargos  superioroe  del  Estado. 

Mommsen  acredita  que  en  Roma  «  el  servicio  de  jurado, 
la  participación  en  los  comicios,  el  ejercicio  de  los  cargos 
públicos,  inclusive  el  tribunado  militar  y  los  grados  supe- 
riores eran  cargas  que  gravaban  a  todos  los  ciudadanos  y 
cuya  prestación  no  daba  derecho  a  remuneración  alguna  ni 
del  Erario  a  título  de  sueldo,  ni  de  los  particulares  a  título 
de  tasa  legal  »   (  vj  ). 


((•/')     Cicerón,   I)('  la  Répuhl¡(¡ui\  Üb.  V,  i4   II. 

(c^)     Marquardt,    L' (J/'f^anisatioii    íiitantii'fc     che/.    Ir.s    Roinaiiis. 
pag.   321  á  323. 

.\lommsen,  Le  Droit  Puhlic  Komnin.  t.   I,  pag.  331. 

{  clt)     Guizot,  I^c  (iniívrriwniriit  Réprcsentutit'.  t.  I.  k'(,on  V,  pag.  oS. 

{  c  i )     Hallam.   Hisinirc   dr  P Fui ropr  na  Mayen  Á<!c.  t.   I.  pag.   LSI 
a   185. 

Schulte,  Histoirc  du  I'roit  ct  rlvs  ¡nstitutions  de  l'Allcma<xn(\  §   79. 

(  ('  /' )     Mominsen,  Lv  Droit  Puhlic  Rnmain,  t.   I,  pag.  331. 

Ihering,  Histoirc  du  Dévcloppcuicnt  du   Droit  Romain.  S  56,  dice: 
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Según  Humbert,  todavía  después  de  Constantino,  había 
en  el  Imperio  muchos  cargos  púbhcos  que  se  desempeña- 
ban gratuitamente  a  título  de  cargas  concejiles  que  se  cono- 
cían bajo  los  nombres  de  muñera  sórdida,  muñera  eivi- 
lia  (el). 

En  Atenas,  se  desempeñaban  también  gratuitamente  a  los 
principios  todas  las  funciones  públicas,  y  Aristóteles  censu- 
ró a  Feríeles  por  haber  introducido  en  el  derecho  adminis- 
trativo de  aquel  Estado  la  innovación  de  remunerar  los 
cargos  judiciales  (  c  772  ). 

Gratuitas  fueron  también  en  Israel  las  funciones  judicia- 
les {c  n)  y  presumiblemente    todas  las  de  carácter  público. 

Durante  varios  siglos  de  la  Edad  Media,  si  exceptuamos 
ciertas  prestaciones  ocasionales  que  pagaban  los  vasallos, 
los  Estados  no  tuvieron  más  rentas  fijas  que  los  produc- 
tos de  los  bienes  particulares  de  los  monarcas  y  de  los 
señores  feudales.      Xi  en  los  textos    históricos,  ni  en  los  le- 


'i  Le  service  de  l'horame  libre  ( á  Rome )  n'est  pas  un  ministerium 
mais  un  munus,  dit  Ihering:  il  ne  consiste  pas  en  une  action  corporelle, 
son  activité  est  toute  intellectuelle,  et  il  est  presté,  non  en  vue  d'un  salaire, 
mais  par  bienveillance  { gratia,  gratis).  II  constitue  une  complaisance 
(  munifícentia,  heneñcium,  ofñcium  )  en  rapport  avec  la  dignité  de 
Thomme  libre  ( líber,  liberalitatis )  et  qui  á  l'autre  partie  n'impose  qu'un 
devoir  de  reconnaissance  ( gratiae,  gratum  faceré,  gratifícatio ).  Le 
munus  peut,  cependant,  selon  les  circunstances,  étre  rendu  (  re-munera- 
ri ),  méme  en  arg-ent,  mais  cette  rémunération  n'est  pas  une  merces; 
elle  apparaít  comme  honor,  honorarium,  comme  un  cadeau  honorifique. .  . 
Telle  était  l'antique  conceptión  du  travail  á  Rome.  .  .  La  forcé  intellec- 
tuelle, le  talent,  le  savoir  son  des  biens  dont  tout  homme  d'honneur  doit 
libéralement  faire  propiter  ses  concitoyens  et  l'Etat.  Le  fonctionnaire  de 
l'État  ne  recoit  pas  de  soldé ;  les  magistraiures  sont  des  charges  purement 
honoriliques;  le  service  subalterne  seul,  en  tant  qu'il  n'est  pas  rempli 
par  les  esclaves  pubiics,  est  payé». 

[el)     Humbert,  Essai  sur  les  Finances  et  la  Comptabilité  publique, 
chez  les  Romains,  t.   I,  pag.  382  á  385  et  39L 

(cm)     Aristóteles,  La  Politique,  t.   II,  chap.   IX,  §  3. 
Aristóteles,  La  République  Athénienne,  §  27. 

(en)     Thonissen,    Droit    criminel  des    Peuples   Anciens,  liv.   III, 
chap.   I,  pag.  236. 
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gales,  observa  Fustel  de  Coulanges,  hay  indicio  alguno  de 
que  los  condes  de  la  monarquía  franca  recibieran  alguna 
remuneración  del  Estado.  La  práctica  romana  de  retri- 
buir los  servicios  de  los  gobernadores  de  provincia  para 
quitarles  el  pretexto  de  las  exacciones  había  caído  en  de- 
suso (  c  ñ).  Acaso  con  la  sola  excepción  de  los  cargos 
judiciales,  los  demás  del  Estado  no  alcanzaron  remunera- 
ción fiscal  sino  tardíamente  por  influencia  de  la  institución 
del  sueldo  militar. 

Para  aquellos  cargos  públicos  que  tienen  sus  orígenes  en 
los  primeros  grados  del  desenvolvimiento  político,  el  ré- 
gimen de  la  gratuidad  se  conserva  vigente  por  mucha  parte 
en  el  seno  de  las  sociedades  civilizadas.  vSin  hablar  del 
starostH  ruso,  que  más  bien  es  un  patriarca  que  no  un  al- 
calde y  que  a  semejanza  del  cheik  árabe,  dice  Hepvvorth- 
Dixon,  desempeña  sus  funciones  gratuitamente  (  c  o  ),  es 
sabido  que  tanto  en  Europa  como  en  América,  los  miembros 
electivos  de  las  municipalidades,  ayuntamientos  o  cabildos 
prestan  por  lo  común  sus  servicios  sin  recibir  remuneración 
alguna. 

Sobre  que  no  dan  derecho  a  remuneración  fiscal,  los  car- 
gos públicos  imponen  por  lo  común  a  los  funcionarios,  en 
los  pueblos  atrasados,  gravámenes  que  no  pueden  soportar 
más  que  las  personas  de  mayor  fortuna.  En  Nuka-hiva. 
ninguno  podía  aspirar  a  la  jefatura  sino  poseía  muchos  co- 
coteros y  otros  árboles  alimenticios  para  distribuir  los 
productos  entre  todos  lo  miembros  de  la  tribu;  y  entre  los 
omahas  de  Norte  América,  no  puede  un  indígena  llegar  a  jefe 
como  no  tenga  fortuna  para  ganarse  voluntades  mediante  re- 
galos sembrados  generosamente  a  diestra  y  siniestra  (  c  p  ). 

(  c  ñ  )     Kustel  de  Coulang^es,  La  Mniimcliie  FrauriUP.  chap.  X.  pag.  215. 

Hallam,  Histoirc  de  l'Europe  au  Mnyen  Áf^e.  t.   I.  pag.   181  á  18.5. 

Martínez  Marina,  Ensayo  Jiistórico-crítico  sobre  la  Ijefzislación  y 
}>rincipales  cuerpos  legales  de  los  Reinos  de  León  y  Castilla,  pági- 
nas 77  y  78. 

{  r  o)     Hepworih  -  Di.xon,  La  Russic  Liliri'.  chap.  XX-W'III.  pajj.  275. 

icp)     Letourneau,  Evolution  de  la  Propriété.  pag.  62. 
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Entre  los  cargos  gratuitos  de  Atenas,  se  contaban  algu- 
nos, como  los  de  chorega,  gymnasiarca  y  hestiador,  que 
sobre  no  ser  remunerados,  imponían  a  los  titulares  gra- 
vámenes sobre  manera  onerosos  (  c  q  )]  y  según  Marquardt, 
en  muchas  ciudades  del  Imperio  Romano,  fué  costumbre 
que  al  tomar  posesión  de  sus  cargos,  aplicasen  los  magis- 
trados una  cantidad  de  dinero  de  su  propio  peculio  a  la 
utilidad  y  entretenimiento   del  pueblo  (cr). 

Como  bien  se  comprende,  el  régimen  de  la  gratuidad, 
que  nace  espontáneamente  en  los  primeros  grados  del  des- 
arrollo político,  cuando  todavía  no  ha  empezado  la  apro- 
piación individual  de  la  tierra,  no  ofrece  mayores  inconve- 
nientes mientras  subsiste  la  comunidad  de  los  bienes 
inmuebles;  pero  cuando  empiezan  las  diferencias  de  fortu- 
na, ocasionadas  por  la  individualización  de  la  propiedad, 
dicho  régimen  perpetúa  una  injusticia  obligando  a  unos  a 
desatender  en  beneficio  de  todos  la  administración  de  sus 
bienes  particulares,  y  despojando  de  hecho  a  la  masa  po- 
bre de  los  pueblos  del  derecho  de  opción  a  muchos  cargos 
que  por  su  carácter  gratuito  y  en  ocasiones  oneroso,  quedan 
fatalmente  vinculados  a  los  ricos. 

En  Atenas,  no  sólo  de  hecho  no  podían  los  pobres  des- 
empeñar los  cargos  gratuitos  y  dispendiosos  de  trierarcas, 
de  gymnasiarcas,  de  architeoras  y  -otros,  sino  que  el  dere- 
cho imponía  indirectamente  a  los  ricos  la  onerosa  carga 
de  su  desempeño,  porque  con  arreglo  a  una  ley  singular, 
todo  ciudadano  designado  para  desempeñar  una  función 
onerosa  podía  transferirla  a  otro  más  rico  o  en  caso  que 
éste  se  negase  a  encargarse  de  ella,  obligarle  a  cambiar  de 
fortuna.  En  su  sátira  contra  Atenas,  observa  Jenofonte  que 
la  masa  de  los  ciudadanos  no  manifestaba  el  menor  interés 
por  alcanzar  a  los  más  altos  grados  del  ejército,  dejándolos 
en  manos  de  los  ricos,  y  que  su  civismo  solo  aparecía  cuan- 


{cq)     Démostht;ne  et  Eschine,   G^uvres,  t.  VI,  pag.  2'/. 

(  e  r)     Marquardt,  L'Organisatioii  fínanciéve  chez  les  Romains,  t.  I, 
pag.   214. 
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do  se   trataba  de    ocupar  cargos   remunerados  que  se  des- 
empeñasen cómodamente  a  domicilio   (  es  ). 

En  aquellos  Estados  antiguos  donde  se  intentó  mantener 
la  gratuidad  de  los  cargos  públicos  junto  con  las  institucio- 
nes democráticas,  los  efectos  de  esta  absurda  amalgama 
fueron  tan  funestos  que  causaron  el  descrédito  de  la  demo- 
cracia. Aristóteles  acredita  que  cuando  el  cargo  de  éphoro 
caía  en  Esparta  en  manos  de  ciudadanos  pobres,  éstos  sa- 
lían de  la  miseria  dejándose  cohechar,  y  que  en  Cartago  la 
opinión  pública  tenía  por  imposible  que  los  pobres  aban- 
donasen su  trabajo  y  administrasen  con  probidad  los  inte- 
reses del  Estado  (  c  í  ). 

En  los  pueblos  más  civilizados,  sobre  todo  en  los  de  ten- 
dencias democráticas,  el  régimen  de  gratuidad  está  en  prin- 
cipio generalmente  repudiado.  Por  excepción  se  lo  man- 
tiene respecto  de  ciertos  cargos,  como  los  de  concejales,  que 
se  sirven  intermitentemente,  que  no  ocupan  sino  el  tiempo 
sobrante  y  en  cuyo  desempeño  encuentra  el  funcionario  por 
vía  de  remuneración  el  medio  de  satisfacer  su  patriotismo 
o  su  filantropía  o  de  realizar  sus  ideales.  Pero  las  tenden- 
cias democráticas  propenden  a  remunerar  todos  los  cargos 
públicos.  Según  Erskine  May,  el  14  de  Junio  de  1839  se 
presentó  a  la  Cámara  de  los  Comunes  una  petición  firmada 
por  1.280.000  ciudadanos  que  reclamaban  el  sufragio  uni- 
versal, el  voto  secreto,  la  renovación  anual  del  parlamento 
y  la  asignación  de  dietas  a  los  diputados  (cu). 

§  105.  Aunque  a  los  principios  sean  jurídicamente  gra- 
tuitos todos  los  cargos  públicos,  esta  gratuidad  es  de  hecho 
muy  relativa.  \'erdad  es  que  no  se  los  remunera  con  suel- 
do u  otra  asignación  fiscal,  pero  en  todos  los  pueblos  atra- 
sados, se  encuentran  arraigadas  ciertas  prácticas  que  corri- 


(cs)     Xenophon,  Goiivernement  dos  Athéniens,  chap.  I. 

(c'O     .Aristóteles,  La  Politiqíiv.  üv.  II,  chap.  VI.  §   14,  et  chap.  VIH. 
§  5. 

{cu)     l'^rskine  May.  Historia    Constitucional    de    hv^latcrra.  t.   III, 
pág.  299. 
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gen  la  injusticia  de  gravear  a  unos  pocos  con  la  carga  de 
servir  gratuitamente  a  todos.  Entre  ellas  merece  particular 
mención  la  de  los  presentes. 

En  la  Antigüedad,  observa  Goguet,  fué  práctica  general 
que  los  pueblos  manifestasen  su  gratitud  a  los  príncipes 
por  medio  de  obsequios  y  regalos.  Según  el  Génesis,  cuan- 
do los  hijos  de  Jacob  volvieron  de  Egipto,  llevaron  toda 
clase  de  presentes  al  primer  ministro  del  Faraón,  y  según 
el  Libro  Tercero  de  los  Reyes,  cuando  los  israelitas  ve- 
nían a  admirar  la  magnificencia  y  la  sabiduría  de  Salomón, 
«  cada  uno  le  llevaba  todos  los  años  sus  presentes,  vasos 
de  plata  y  oro,  vestidos  y  armas  de  guerra,  y  aromas  tam- 
bién y  caballos  y  muías  »    (  c  v). 

Heródoto  atestigua  que  bajo  los  reinados  de  Ciro  y  de 
Cambises,  como  no  se  hubiese  organizado  todavía  un  siste- 
ma tributario,  los  pueblos  subvenían  a  los  gastos  de  la 
corona  con  sus  donativos  (ex);  y  Heeren  agrega  que  se- 
gún la  costumbre  de  todo  el  Oriente,  hasta  nuestros  días, 
ninguna  persona  comparece  en  Persia  ante  un  superior  sin 
ofrecerle  un  presente,  sea  de  dinero,  sea  de  objetos  raros  y 
preciosos  (  c  y  ). 

Así  mismo,  en  la  antigua  Grecia,  todo  el  que  comparecía 
ante  el  rey  en  demanda  de  algún  favor  o  de  la  impunidad 
o  para  apaciguar  su  cólera,  llegaba  cargado  de  presen- 
tes (cz)^  y  no  de  otra  manera  procedían    los  subditos  de 


(cv)     Génesis,    cap.  XLIII,  §  II   a  26. 
Libro  Tercero  de  los  Reyes,  cap.  X,  §  10  y  25. 
Goguet,  Origine   des   Lois,    des   Arts,    etc.,    t.  III,    liv.  I,    chap.  IV, 
art.  VII. 

(ex)     Heródoto,   Los    Xueve  Libros  de  la  Historia.  lib.  III,  capí- 
tulo LXXXIX. 

(hy)     Heeren,  De  la  Politique  et  du  Commerce  des  Peuples  de 
l'Aniiquité,  t.  I,  pag.  519.  ' 

(cz)     Grote,  Histoire  de  Gréce,  t.  II,  pag.  297. 
Spencer,  Principes  de  Sociologie.  t.  III,  §  542  et  543. 
El  tributo  que  el  rey   de  los  tracios   recibía   de  los    pueblos   bárbaros  y 
de  los  griegos,  en  los  tiempos  de    la  guerra  del    Peloponeso,  ascendía    a 
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Roma  cuando  se  presentaban  ante  los  generales,  procón- 
sules y  gobernadores  que  el  Senado  les  imponía  (da  ). 

Entre  los  germanos  era  costumbre  que  las  poblaciones  se 
cotizaran  para  suministrar  a  los  jefes  respectivos  una  canti- 
dad de  granos  o  de  ganado  por  vía  de  contribución  volun- 
taria, y  era  motivo  de  particular  engreimiento  el  recibir 
presentes  de  los  pueblos  vecinos,  verbigracia,  hermosos 
caballos,  armas  grandes,  caparazones  y  collares  (  d  h  ). 

Después  de  las  invasiones,  encontramos  establecida  la 
misma  práctica  en  todas  las  monarquías  bárbaras.  Durante 
toda  la  Edad  Media,  ningún  solicitante  podía  esperar  favor 
ni  justicia,  ni  de  la  Corte  ni  de  los  grandes,  como  no  se 
captase  por  medio  de  presentes,  llamados  dona,  las  volunta- 
des dispensadoras.  Aun  los  grandes  estaban  obligados 
por  la  costumbre  a  estas  prestaciones;  y  el  empeño  que 
algunos  monarcas  pusieron  en  congregar  a  los  proceres 
procedía  en  parte  sin  duda  de  que  ninguno  venía  a  estas 
asambleas  sin  traer  al  rey  obsequios  y  regalos  de  la  más 
varia  naturaleza    {  d  r). 

Gregorio  de  Tours  refiere  un  caso  singular  ocurrido  con 
motivo  de  la  práctica  de  los  dona.  Cuando  todavía  no  eran 
hereditarios  los  condados,  desempeñaba  el  cargo  de  conde 
de  Auxerre  un  tal  Paconius;  y   como  deseara  que   se  le  re- 


400  talentos  de  plata,  o  sean  2.160.000  francos.  «  A  esta  suma  se  debe 
agregar  la  de  los  presentes  en  oro  y  plata  que  habia  obligación  de  ofre- 
cer y  que  raás  o  menos  equivalía  a  otro  tanto;  sin  contar  las  telas  bor- 
dadas o  lisas  y  otros  regalos  que  era  menester  hacer  no  solo  al  rey  sino 
también  a  los  grandes  y  a  los  nobles  del  Estado.  Entre  los  odrizes,  asi 
como  en  el  resto  de  los  tracios,  reina  una  costumbre  opuesta  a  la  de  los 
reyes  persas:  es  la  de  recibir  más  bien  que  dar.  Los  odrizes  aun  han 
exagerado  este  uso  prevalidos  de  su  poderío;  entre  ellos  nada  se  consi- 
gue sino  por  medio  de  presentes;  así  los  reyes  han  acumulado  inmensas 
riquezas  i>.     Thucydide,   (liierre  du  Pélopnni'se.  liv.  II,  chap.  97. 

{da)     Marquardt,     L'< )rfíaiiisation     Unancirre   cltez    les   Rointiiiis. 
pag.  372. 

{  <1  h  )     Tácito,  Gerniania.  XV. 

(  f/r)     Eginhard,  Anuales  des  Franks.  années  806.  807.  811,  829.  etc. 
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novara  su  nombramiento,  ordenó  a  su  hijo  Ennius  que  fuese 
a  solicitar  la  renovación,  llevando  al  rey  grandes  presentes. 
Pero  ocurrió  que  Ennius  ofreció  los  presentes  a  su  propio 
nombre  y  burlando  las  espectativas  de  su  padre,  solicitó  y 
obtuvo  para  sí  el  gobierno  del  condado  (  d  d).  Esta  anéc- 
dota, concluye  Fustel  de  Coulanges,  prueba,  por  una  parte, 
que  los  presentes  eran  muy  apreciados  en  la  Corte  mero- 
vingia,  y  por  otra,  que  los  cargos  públicos  se  confiaban  a 
menudo  al  mejor  postor   (de). 

Pasemos  ahora  a  otro  continente. 

Según  Hartmann,  el  rey  del  Nilo  Blanco  vivía  rodeado 
de  sus  mujeres  sin  dejarse  ver  de  sus  subditos,  pero  recibía 
a  los  mercaderes  de  las  tribus  extrañas  porque  no  podían 
presentarse  a  él  sin  traerle  dones  y  regalos  (  d  /');  y  según 
Letourneau,  una  buena  porción  de  las  rentas  de  los  jefes, 
entre  los  cafres,  se  forma  con  los  presentes  de  los  subdi- 
tos (  dg). 

En  Urangua,  dice  Stanley,  hacíamos  largas  jornadas,  pero 
la  tela  disminuía  rápidamente  porque  cada  reyezuelo,  cuyo 
territorio  atravesábamos,  nos  exigía  un  cambio  de  presen- 
tes (  d  h  ). 

En  el  monótono  diario  de  viaje  de  Livingstone,  se  ve  como 
el  famoso  explorador  no  podía  dar  un  paso  sin  llevar 
cuentas  de  vidrio,  avalorios,  telas  de  vistosos  colores,  etc., 
para  ir  obsequiando,  en  conformidad  con  las  prácticas  es- 
tablecidas, a  cada  jefe  de  tribu  cuyo  minúsculo  territorio 
tenía  que  atravesar.  Cuando  llegó  a  orillas  del  Lopiri, 
cierto  cacique  le  hizo  preguntar  si  deseaba  que  se  le  diera 
audiencia.  «  Pero  os  advierto,  le  previno  el  mensajero,  que 
no  se  puede  comparecer  por  primera  vez  ante  hombre  tan 


(d  d)     Gregoire  de  Tours,  Histoire  écclesiastique  des  Franks,  liv.  IV, 
chap.  XLII. 

(de)  Fustel  áe  Coulanges,  La  Monarchie  Franque,   pag.  211. 

(df)  Hartman,  Les  Peuples  de  TAfrique.  pag.   193. 

(dg)  Letourneau,  Évolution  de  la  Propriété.  pag.  113. 
(dh)  Stanley,  Le  Continent  Mystérieux,  t.  I,  pag.  468. 
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arande  sin  llevarle  algún  presente».  En  Rúa,  cerca  del 
Tanganica,  no  podían  los  extraños  atravesar  el  país  si  pre- 
viamente no  ofrecían  presentes  a  los  jefes  (di). 

Las  mismas  prácticas  estaban  establecidas  en  América  a 
la  época  de  la  conquista  española. 

En  el  antiguo  Imperio  de  los  Incas,  el  oro  y  la  plata 
que  los  indios  daban  al  rey  «  era  presentado  y  no  de  tri- 
buto forzoso  »,  dice  Garcilaso  de  la  Vega,  porque  «  no  su- 
pieron jamás  visitar  al  superior  sin  llevar  algún  presente,  y 
cuando  no  tenían  otra  cosa,  llevaban  una  cestica  de  fruta 
verde  o  seca»'.  Los  curacas,  por  su  parte,  seguían  la  mis- 
ma costumbre  de  los  señores  feudales  porque  cuando  visi- 
taban al  inca  en  las  principales  fiestas  del  año  y  cuando  el 
inca  visitaba  el  reino,  «jamás  le  besaban  las  manos  sin  lle- 
varle todo  el  oro  y  plata  y  piedras  preciosas  que  sus  indios 
sacaban  cuando  estaban  ociosos»   i  dj  ). 

En  el  reino  de  los  chibchas  (  Bogotá  ),  el  rey  no  solo 
recibía  pasivamente  los  presentes  que  con  mucha  o  poca 
voluntad  se  le  ofrecían  sino  que  los  exigía  coercitivamente 
cuando  no  se  le  rendía  este  homenaje  (di). 

Por  último,  después  de  rastrear  esta  costumbre  en  los 
pueblos  de  la  Antigüedad,  Torquemada  atestigua  que  tam- 
bién estaba  ella  arraigada  entre  los  indios  de  Méjico,  «  por- 
que todas  las  veces  que  iban  a  saludar  al  señor  o  rey  le 
llevaban  flores  y  presentes  t.  (  d  m  );  y  con  respecto  a  los 
aborígenes  de  Guatemala,  Batres  Jáuregui  acredita  que 
« los  jueces  podían  recibir  presentes  con  motivo  del  plei- 
to »   (  d  n  ). 

La  universalidad  de  estas  prácticas  en  los  pueblos  atra- 
sados prueba  que  entre  aquellos  que  han  empezado  la 
delegación   de    las   funciones,   ninguno    puede   engreírse  de 


{(I  i  )     Livingstonc.   Ucrnirr  Joiiriinl.  t.   1.  pag;.   200  et   297. 
(  il  i  I     Garcilaso,  Comentarios  Reales,  lib.  V,  cap.  Vil, 
{  di  )     Letourneau,   Évolution  de  la  Propriété.  pag.  97. 
idni)  Torquemada.  Monarquía  Indiana,  t.  II,  lib.  XIV.  cap.  IX 
{iln)     Batres  Jáuregui,  Los  indios,  cap.  V,  pág.  56. 
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ser  en  el  fondo  gratuitamente  servido.  Sin  excepción  al- 
guna, donde  el  Estado  no  se  encarga  de  remunerar  los 
cargos  públicos,  las  prácticas  generales  propenden  a  esta- 
blecer modos  espontáneos  de  remuneración,  que  a  menudo 
resultan  más  gravosos  que   los  más  altos  sueldos. 

Grave  error  sería  el  de  creer  que  en  las  sociedades  atra- 
sadas, tenga  la  práctica  de  los  presentes  el  carácter  de 
simple  curruptela  que  tiene  en  las  más  adelantadas.  Esta- 
blecida por  la  costumbre  como  un  medio  espontáneo  de 
reparar  la  injusticia  de  la  gratuidad,  y.  sancionada  por  la 
autoridad  moral  de  los  más  probos  funcionarios,  nadie 
guarda  reserva  ni  para  dar  ni  para  recibir  y  muy  a  menudo 
el  derecho  mismo  interviene  para  reglamentarla  y  fijar  las 
ocasiones  y  la  cuantía  de  las  dádivas.  Bajo  el  imperio 
del  derecho  servio  del  siglo  XIV,  los  jueces  visitadores  no 
podían  exigir  emolumentos  judiciales  de  las  poblaciones, 
pero  estaban  autorizados  para  aceptar  los  presentes  que 
se  les  ofrecieran  voluntariamente  (dñ).  Entre  los  Kir- 
guizes,  los  jueces  reciben  como  remuneración  de  sus  servi- 
cios: 1°  los  presentes  que  las  partes  les  ofrezcan;  y  2°  más 
o  menos  el  diezmo  del  valor  disputado  (  do). 

En  España  estuvo  durante  algún  tiempo  expresamente 
sancionada  por  el  derecho  la  práctica  de  las  dádivas.  Como 
se  quejasen  las  Cortes  de  Zamora  de  que  se  gravase  a  los 
ayuntamientos  con  la  obligación  de  remunerar  los  servi- 
cios de  los  corregidores  que  la  corona  enviaba  a  los 
pueblos,  el  rey  convino  en  que  para  lo  futuro,  dichos  ser- 
vicios fuesen  pagados  o  bien  a  costa  de  la  justicia  cuya 
negligencia  provocara  la  visita  del  funcionario  real,  o  bien 
por  las  partes  (  dp  ). 

Bajo  el  interés  combinado  de  los  que  dan  en  dar  y  del 
que  recibe  en  recibir,    los  presentes,  que  empiezan   con   el 


(  d  ñ)  Dareste.  Études  d'histoire  du  Droit,  t.  II.  pag.  232. 

(do)  Ding-elstedt,  Le   Régime  patriarchal  des    Kirghiz.   pag.  XL 
et  47. 

{dp)  Martínez  Marina.    Teoría  de  las  Colotes,  t.  II,  págs.  254  y  255. 
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carácter  de  voluntarios,  adquieren  con  suma  rapidez  el  de 
obligatorios.  Con  solo  observar,  dice  Spencer,  como  la 
práctica  esencialmente  voluntaria  de  hacer  regalos  de  boda 
ha  adquirido  en  la  sociedad  inglesa  carácter  casi  obliga- 
torio, se  comprenderá  como  una  vez  que  alguien  se  ha 
captado  la  voluntad  del  jefe  por  medio  de  presentes,  el 
ejemplo  feliz  encuentra  en  seguida  imitadores  que  genera- 
lizan y  arraigan  la  práctica.  Cuando  el  uno  que  ha  ofre- 
cido obsequios  alcanza  lo  que  pretende,  otros  le  imitan,  y 
cuanto  más  se  generaliza  la  práctica  más  desventajoso  se 
hace  infringirla,  hasta  que  llega  un  día  en  que  todos  dan 
porque  nadie  se  atreve  a  formar  excepción   (  d  q). 

Marquardt  observa  que  el  uuruní  coronHriuni.  que  ori- 
ginariamente no  fué  más  que  un  don  voluntario  hecho  por 
los  aliados  y  los  habitantes  de  las  provincias  a  los  gene- 
rales victoriosos,  se  convirtió  antes  de  expirar  la  Repú- 
blica en  prestación  obligatoria  a  favor  de  los  gobernado- 
res (  (Ir).  Pero  aquel  caso  no  es  realmente  excepcional:  en 
todas  partes,  sin  que  el  legislador  intervenga  para  sancio- 
nar la  costumbre,  los  presentes  adquieren  por  sí  solos  ca- 
rácter obligatorio  desde  el  día  en  que  los  inferiores  juzgan 
peligroso  no  rendir  este  homenaje   a  sus  superiores. 

Aunque  los  presentes  neutralicen  en  parte  la  índole  oli- 
gárquica del  régimen  de  la  gratuidad,  tienen  tan  graves  in- 
convenientes que  los  pueblos  más  civilizados  han  concluido 
por  repudiar  este  modo  de  remunerar  los  cargos  públicos. 

Entre  esos  inconvenientes,  anotaremos  primeramente  el 
de  que  la  cuantía  de  los  presentes  no  guarde  proporción 
alguna  con  la  importancia  de  los  servicios.  El  funcionario 
que  goza  de  mayor  popularidad  o  que  ejerce  mayor  pode- 
río recibe  mayor  cantidad  de  presentes  aun  cuando  por 
ineptitud  o  pereza  no  se  preocupe  del  desempeño  de  sus 
funciones. 


( fj  (j  )     Spencer.  ¡*nncipef!  (le  Snciologie,  t.  III,  ^  543. 

{(Ir)     Marfiuardt,   1^'(  h'ffanisatioii  Cumncirrc  rlivz   Iv  Romnins.   pa- 
ge  372. 


orígenes  de  la  administración  publica  729 

En  segundo  lugar,  la  práctica  de  los  presentes  genera 
inevitablemente  en  todas  partes  la  de  las  exacciones,  pues 
aunque  en  principio  se  los  tenga  por  voluntarios,  el  funcio- 
nario los  arranca  coercitivamente  cuando  no  se  le  ofrecen 
de  propio  albedrío  porque  no  ha  aceptado  el  cargo  sino 
en  vista  de  la  renta  que,  según  la  práctica  establecida,  le 
ha  de  producir.  Al  mismo  procedimiento  recurre  cuando 
a  su  juicio  se  le  ofrecen  de  menor  valor  que  el  que  corres- 
ponde a  la  importancia  del  favor  que  ha  hecho,  de  la  reso- 
lución que  ha  dictado,  del  monopolio  que  ha  otorgado. 

En  el  Loango,  dice  Spencer,  el  rey  espera  presentes  de 
sus  subditos  libres,  y  si  a  su  parecer  no  se  los  traen  de 
valor  y  cantidad  que  le  satisfagan,  ordena  a  sus  esclavos 
tomarles  cuanto  poseen.  Así  mismo,  en  las  islas  de  Tonga, 
cada  cual  da  a  su  jefe  cuanto  puede,  temeroso  de  que  si 
éste  se  irrita,  le  arrebate  todos  sus  bienes   (  d  s  ). 

Humbert  dice  que  Constantino  junto  con  dotar  de  pin- 
gües rentas  a  los  empleados  palatinos,  les  prohibió,  bajo 
severísimas  penas,  exigir  propinas  f  sportulae  )  a  los  parti- 
culares, pero  que  no  habiendo  conseguido  extirpar  la  co- 
rruptela, concluyó  por  reglamentar  estas   exacciones   (  d  t). 

Como  al  fin  y  al  fallo  no  son  las  exacciones  sino  medios 
más  o  menos  arbitrarios  que  los  funcionarios  públicos  em- 
plean para  hacerse  pagar  sus  servicios,  los  pueblos  siempre 
acaban  por  comprender  que  para  ellos  no  hay  régimen  más 
oneroso  que  el  de  la  gratuidad,  y  que  si  el  Estado  no  toma 
a  su  cargo  la  remuneración  de  las  funciones  públicas,  las 
simples  prohibiciones  legislativas  jamás  consiguen  extirpar 
la  práctica  de  las  extorsiones. 

Aristóteles,  citado  por  Santo  Tomás  de  Aquino,  men- 
ciona una  costumbre  que  regía  en  Calcedonia,  cual  era,  que 
cada  y  cuando  una  elección  recaía  en  un  ciudadano  virtuo- 
so pero  pobre,    se  le  sostenía   a  expensas   del  Erario   para 


(ds)    Spencer,  Principes  de  Sociolof^ie,  t.  III,  §  543. 

{dt)     Humbert,  Essai  sur  les Finances  et  la  Coniptahilité publique 
chez  les  Romains,  t.  I,  pag.  326  et  334. 
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quitarle  toda  tentación  y  pretexto  de  enriquecerse  por  me- 
dios ilícitos;  y  esta  es  la  razón,  continúa  Santo  Tomás, 
porque  todos  los  Estados  han  adoptado  el  régimen  de  la 
remuneración  de  los  servicios  públicos  a  íin  de  que  los  fun- 
cionarios no  recurran  a  la  rapiña  para   enriquecerse   (  d  u  ). 

Prescindiendo  del  inevitable  peliorro  de  las  extorsiones,  la 
práctica  de  los  presentes  trae  aparejados  otros  males  que  la 
hacen  repudiable  porque  a  la  vez  entroniza  en  el  gobierno 
el  favoritismo  de  los  obsequiosos,  propende  a  convertir  los 
servicios  públicos  en  servicios  particulares  y  crea  situacio- 
nes en  que  es  punto  menos  que  imposible  la  justicia.  Si  el 
juez  está  autorizado  para  recibir  en  remuneración  de  sus 
servicios  los  obsequios  de  las  partes,  es  muy  humano  que 
simpatice  más  con  los  más  obsequiosos  y  no  se  puede  im- 
pedir que  aun  inconscientemente  incline  la  justicia  del  lado 
de  sus  simpatías. 

Cuenta  la  Biblia  que  cuando  Samuel  se  sintió  viejo,  -<  puso 
a  sus  hijos  por  jueces  de  Israel »,  pero  que  en  vez  de  seguir 
el  ejemplo  de  su  padre,  ellos  «  se  desviaron  en  pos  de  la 
avaricia  y  tomaron  regalos  y  pervirtieron  la  justicia » ;  y 
según  Martínez  Marina,  las  Cortes  de  1442,  celebradas  en 
Valladolid,  representaron  a  Juan  II  que  en  la  Real  Audiencia 
había  oidores  y  alcaldes  que  recibían  dádivas  de  los  abo- 
gados y  procuradores  y  que,  sin  atender  a  la  justicia,  favo- 
recían a  la  parte  dadivosa  y  maltrataban  a  la  que  se  abstenía 
de  recurrir  a  tales  medios  para  obtener  el  reconocimiento 
de  sus  derechos  (  d  v  ). 

Que  los  pueblos  notan  rápidamente  estas  prevaricaciones 
de  los  jueces  ocasionadas  por  las  dádivas  de  los  litigantes 
lo  prueba  el  hecho  de  que  la  reacción  contra  la  práctica  de 
los  presentes  empieza  por  lo  común  en  el  orden  judicial. 
Son  muchas  las  legislaciones   que  dejan  a  la   generalidad  de 


(f/tj)    Santo  Tomás,    El    Gobivrno  Moimri¡uico.    üb.  IV,    cap.   XX. 
pág.  464. 

(f/v)     Martínez  Marina,    Troria  de  las  Cortes,  t.   II.  pág.   311. 
Libro  Primero  de  los  Reres,  cap.  VIII,  §  1   a  3. 
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los  funcionarios  públicos  en  libertad  de  recibir  presentes  y 
que  solamente  al  personal  de  la  administración  de  justicia 
le  prohiben  con   apercibimiento  de   graves  penas  recibirlos. 

Demóstenes  acredita  que  el  legislador  de  Atenas  había 
prohibido  recibir  presentes,  cierto  de  que  quien  los  recibe 
■  no  puede  administrar  imparcialmente  los  intereses  del  Es- 
tado; y  que  en  particular,  los  heliastas,  miembros  del  tri- 
bunal llamado  Helien,  eran  obligados  a  prometer,  bajo  de 
jurainento,  que  no  recibirían  dádivas  por  la  administración 
de  la  justicia  (  d  ^v  ). 

En  España,  la  ley  56^  tít.  \\  lib.  II  de  las  Recopiladas 
de  Castilla,  prohibía  a  los  funcionarios  judiciales  recibir 
presentes  por  sí  o  por  interpósita  persona;  y  en  Chile,  el 
Congreso  Constituyente  de  1823,  en  sesión  del  6  de  Diciem- 
bre, acordó  recomendar  al  gobierno  que  hiciera  cumplir 
dicha  ley  y  publicar  las  sentencias  que  en  cumplimiento 
de  ella  se  dictaren. 

§  106.  Para  ponernos  en  grado  de  explicarnos  los  orí- 
genes y  la  evolución  del  régimen  remuneratorio,  conviene 
estudiar  previamente,  siquiera  sea  de  modo  somero,  los 
orígenes  y  la  evolución  del  sistema  tributario. 

Hemos  tenido  ya  ocasión  de  observar  que  en  los  prime- 
ros grados  del  desenvolvimiento  político,  el  pueblo  no  paga 
impuestos  ni  contribuciones  y  que  hasta  cierto  punto,  no 
se  los  necesita  porque  los  servicios  militares  y  sus  anexos, 
únicos  que  se  instituyen  a  los  principios,  se  prestan  gra- 
tuitamente por  los  ciudadanos. 

No  sería  difícil  multiplicar  los  casos  comprobatorios.  En 
las  islas  Marquesas,  dice  Du  Petit-Thouars,  ningún  jefe  re- 
cibe ni  servicios  ni  tributos,  ni  tiene  derecho  a  exigir- 
los (c/a).  y  de  los  araucanos,  dice  Rosales,  que  entre 
ellos  no  había  ni  alcabalas,  ni  quintos,  ni  imposiciones,  ni 
servicios  reales,  ni  personales,  y  que  los   toquis  y   los   caci- 


(c?u')     Démosthene   et    Eschine,    CEuvres.    t.  IV,    pag;.  17,    et  t.   VII, 
pag;,  305. 

(  dx)    Du  Petit  Thouars.    Voyage   autour  du   Monde,  t.  II,  pag-.  355. 
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ques  no  podían  exigir  que  se  les  pagaran  tributos  ni  feu- 
do (  dv  ). 

Como  bien  se  comprende,  la  inmunidad  (  de  nninus,  car- 
ga )  es  un  atributo  de  la  libertad,  atributo  que  los  pueblos 
pierden  cuando  pasan  por  debajo  del  yugo.  Después  de 
enumerar  los  pueblos  del  Imperio  Persa  que  pagaban  tri- 
buto, Heródoto  observa  que  no  cuenta  entre  ellos  a  los 
persas  porque  éstos,  como  señores  soberanos,  gozaban  del 
privilegio  de  la  inmunidad  {  d  z  ). 

Entre  los  antiguos  griegos  y  romanos,  se  mantuvo  celo- 
samente durante  largos  siglos  este  privilegio.  Para  ellos 
no  había  ni  se  comprendía  que  hubiese  más  pueblos  trihu- 
turios  que  los  pueblos  subyugados.  Ideal  de  la  Antigüe- 
dad era  que  el  Estado,  merced  a  sus  victorias,  pudiera  vivir 
exclusivamente  a  costa  de  los  vencidos  (o  a). 

El  mismo  principio  de  la  inmunidad  rigió  durante  los  si- 
glos medios.  Particularmente  desde  que  las  ciudades  empe- 
zaron a  comprar  a  peso  de  oro,  desde  el  siglo  XI  adelante 
la  exención  perpetua  de  impuestos  y  contribuciones,  equi- 
parándose bajo  el  respecto  tributario  a  la  nobleza  y  al 
clero,  desapareció  casi  por  completo  la  masa  imponible.  No 


(dy)    Rosales,  Historia  de  Chile,  t.  I,  lib.  I,  cap.  XXIII.  pág.   137. 
Smith,  Los  Araucanos,  cap.  XIV,  pág.   148. 

{dz)  Según  Heródoto,  fué  Darío  el  primer  monarca  que  impuso  un 
tributo  permanente  a  todos  los  subditos  del  Imperio,  salvo  los  persas,  y 
su  memoria  fué  por  esta  causa  vilipendiada.  Heródoto,  Los  Xueve  Libros 
dr    la    Historia,  lib.  III.  cap.  LXXXIX   y  XCVII. 

(ea)  Los  aliados  de  los  griegos,  observa  Blanqui.  eran  pueblos  tri- 
butarios a  quienes  se  imponía  el  pago  de  tributos  en  cambio  de  un  con- 
tingente arbitrario  de  soldados.  La  Caria,  la  Tracia.  las  orillas  del  He- 
lesponto,  Efeso,  Rodas,  se  convirtieron  as!  en  verdaderos  feudos  de  Grecia. 
Aristófanes  contaba  más  de  1000  ciudades  sujetas  al  yugo  helénico,  e 
irónicamente  proponía  que  se  encargase  a  cada  uno  de  sostener  a  20  ciu- 
dadanos atenienses. 

Por  su  parte,  los  griegos  y  sobre  todo  los  atenienses,  continúa  Blan; 
qui.  tuvieron  siempre  aversión  contra  todo  impuesto  personal  o  territorial; 
y  las  rentas  ordinarias  de  los  Estados  helénicos  provenían  de  los  domi- 
nios públicos,  de  los  bienes  comunes  y  de  las  tasas  con  que  se  gravaba 
a  los  extranjeros.     Blanqui,  IJistoiro  de  I Economie  Politique.  chap.  II. 
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otro  origen  tuvo  el  principio  de  derecho  público  que  nadie 
puede  ser  pechado  sin  su  consentimiento  (  e  h  ). 

Empero,  esta  inmunidad  no  es,  no  puede  ser  absoluta 
porque  en  la  vida  de  los  pueblos,  mil  casos  ocurren  en  que 
el  principio  tiene  que  ceder  ante  la  necesidad.  En  tales 
casos,  por  mucho  que  repugne  a  los  hombres  libres  el  pa- 
gar contribuciones,  tienen  que  resignarse  irremediablemente 
a  la  necesidad  de  ofrecer  al  Estado  subsidios  extraordi- 
narios. 

En  el  año  779,  Carlomagno  exigió  una  contribución  a  sus 
subditos  con  motivo  de  un  hambre  general;  y  otra  impuso 
Carlos  el  Calvo  en  el  de  877  para  pagar  un  tributo  a  los 
normandos  (  ec  ). 

En  la  Gran  Bretaña,  fué  famosa  durante  los  siglos  medios 
una  tasa  denominada  dánegeld  destinada  a  organizar  la 
defensa  contra  las  devastaciones  de  los  daneses;  y  en  Fran- 
cia, con  motivo  de  las  cruzadas,  se  avinieron  a  pagar  tasas 
análogas  el  pueblo,  la  nobleza  y  el  clero    (  e  cb  ). 

En  el  régimen  financiero  de  la  Edad  Media,  el  príncipe, 
así  fuese  un  señor  feudal  o  el  rey,  no  tuvo  derecho  a  exi- 
gir la  ayuda  pecuniaria  de  sus  subditos  sino  en  ocasiones 
excepcionales  que  habían  quedado  fijadas  por  la  costumbre. 
Era  entendido,  en  efecto,  que  en  los  casos  de  guerra,  de 
coronación  y  de  matrimonio,  los  pueblos  debían  ofrecer  al 
príncipe  verdaderos  subsidios  bajo  la  apariencia  de  presen- 
tes voluntarios;  pero  fuera  de  estos  casos  excepcionales, 
el  príncipe  atendía  con  otras  entradas  a   sus  necesidades,  y 


{  e  b)  Debemos  advertir  que  las  cartas  forales  rara  vez  otorgaban  la 
inmunidad  absoluta;  pero  las  poblaciones  que  quedaban  gravadas  paga- 
ban pechos  tan  módicos  que  en  el  fondo  el  privilegio  que  compraban 
era  el  de  la  inmunidad.  Martínez  Marina,  Ensayo  sobre  la  Legislación 
y  principales  Cuerpos  legales  de  los  Reinos  de  León  y  Castilla^ 
págs.  142  y  143. 

(ec)     Guizot,  (Jouvernement  Représentatif.  t.  II,  le^on  V. 

(ech)  Guizot,  Gouvernement  Représentatif,  t.  II,  le^on  V,  pag.  67. 
Hallam,  Histoire  de  VEurope  au  Moyen  Age,  t.  I,  pag.  191. 
Michand,  Histoire  des  Croisades,  t.  IV,  liv.  XXII,  chap.  II,  pag.  208. 
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SUS  subditos  vivían  exentos  de  contribuciones  {  e  d  ).  Aun 
en  los  primeros  siglos  que  siguieron  a  la  institución  del  régi- 
men representativo,  los  monarcas  se  concretaron  a  pedir 
subsidios,  y  de  pronto  no  osaron  proponer  a  los  diputados 
el  establecimiento  de  impuestos  permanentes.  En  principio, 
seguía  subsistiendo  el  privilegio  de  la  inmunidad. 

El  tipo  de  estos  subsidios  extraordinarios  es  el  tributo 
que  los  romanos,  o  sea  los  hombres  más  orgullosos  de  su 
libertad,  pagaban  en  la  Antigüedad.  Como  lo  deja  adivi- 
nar la  palabra  tributo,  las  tres  tribus  que  en  los  tiempos 
prehistóricos  se  aliaron  para  formar  el  pueblo  romano  esta- 
blecieron desde  temprano  que  subvendrían  por  iguales  par- 
tes a  las  necesidades  del  Estado:  tributo  era  propiamente 
el  tercio  con  que  cada  una  contribuía  a  los  gastos  públi- 
cos. Este  tributo  no  se  exigía  por  regla  general  sino  en 
casos  de  guerra,  y  no  era  raro  que  fuese  devuelto  a  los  con- 
tribuyentes con  el  botín  y  los  frutos  de  la  victoria,  adqui- 
riendo entonces  el  carácter  jurídico  de  simple  emprésti- 
to (ce). 


(ed)  En  el  antiguo  Imperio  Germánico,  según  Schulte,  se  levant.Tron, 
desde  el  siglo  XII  adelante,  impuestos  generales  para  objetos  ocasionales. 
Así  ocurrió,  dice,  cuando  la  guerra  de  los  Hussistas  y  cuando  la  guerra 
contra  los  turcos;  y  así  se  hacia  de  ordinario  en  todos  los  casos  de  gue- 
rra: el  Reichstag  decretaba  un  impuesto  extraordinario  cuya  unidad  mí- 
nima estaba  lijada  de  antemano,  pero  que  se  podía  exigir  varias  veces. 
Kn  el  principado  de  Montenegro,  se  estableció  por  primera  vez  un  im- 
puesto en  1803  y  fué  fijado  en  60  dineros  por  hogar.  En  Suecia,  el 
Codex  Christophorianus  del  siglo  XV.  que  es  mero  trasunto  del  Códi- 
<iO  de  Maf^nus  del  siglo  XIII,  disponía  que  no  se  pudiera  establecer  im- 
puestos sino  en  casos  determinados:  por  ejemplo  en  caso  de  guerra,  o 
para  la  coronación  del  rey  o  para  el  casamiento  de  algún  príncipe  real. 
Dareste,  Eludes  d'histoire  du  Droit,  t.  II,  pag.   237,  et  pag.  285. 

Schulte,  Ilístoire  du  Droit  et  des  Institutions  do  V AUvmarrtu:  §75 
et   100. 

Todas  las  Filípicas  de  Demóstenes  tuvieron  por  objeto  persuadir  a  los 
atenienses  a  que  dieran  subsidios  para  la  guerra  y  a  que  se  enrolaran 
para  formar  un  ejército  nacional  y  no  se  confiaran  por  completo  a  las 
fuerzas  mercenarias. 

(ee)  Marquardt,  L't h'f^anisation  linaniirrc  cliex  les  lioiiiains, 
pag.   126,  et  3e  Partie,  A,  B  et  C. 
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Regla  general:  en  todos  los  pueblos  libres  los  impuestos 
directos  son  a  .los  principios  esencialmente  eventuales  y 
ocasionales. 

Dados  estos  antecedentes,  cabe  preguntar:  si  el  Estado  no 
puede  requerir  la  ayuda  pecuniaria  de  sus  subditos  sino  en 
casos  muy  excepcionales  ¿  con  qué  recursos  provee  a  las  ne- 
cesidades permanentes  de  la  vida  ordinaria?  Que  en  las  pri- 
meras etapas  del  desenvolvimiento  político  no  los  necesita 
porque  nacido  para  la  guerra,  cuenta  con  los  servicios  gra- 
tuitos de  todos  los  ciudadanos  y  suspende  sus  funciones  al 
restablecerse  la  paz,  ya  lo  sabemos.  Pero  también  sabemos 
que  a  la  larga  cesa  la  gratuidad  del  servicio  militar  y  que 
aun  prescindiendo  de  la  remuneración  de  los  cargos  públi- 
cos, el  Estado  tiene  que  hacer  gastos,  como  los  requeridos 
por  la  institución  de  los  correos,  por  la  construcción  de 
caminos,  por  la  de  murallas,  por  la  de  puentes  y  acueduc- 
tos, que  no  se  pueden   cubrir  sin  entradas  muy  cuantiosas. 

Pues  bien,  para  subvenir  a  sus  necesidades,  el  Estado,  que 
no  puede  como  soberano  gravar  con  impuestos  directos 
a  sus  subditos,  cuenta  en  primer  lugar  con  derechos,  rega- 
lías, cánones,  censos  e  impuestos  indirectos  que  les  exige 
en  calidad  de  propietario  particular. 

A  la  manera  de  un  simple  propietario,  procedía  Roma 
cuando  exigía  un  censo  ( vectigal )  a  los  que  explotaban 
las  tierras  públicas  (ager  puhlicus)]  derechos  a  los  que 
explotaban  sus  salinas,  sus  bosques  o  sus  minas,  y  a  los  que 
querían  gozar  de  los  baños  y  teatros  públicos;  cánones,  a 
los  que  ocupaban  sus  edificios,  etc.,  etc.  (ef).     La    mayor 


Humbert,  Les  Finances  et  la  Comptabilité  publique  chez  les  Ro- 
mains,  t.  I,  liv.  I,  chap.  I,  pag.  21. 

Según  Mommsen,  desde  el  año  587  de  Roma  hasta  Diocleciano,  este 
subsidio  no  se  exigió  a  los  romanos  sino  una  vez,  en  el  año  711  con 
motivo  de  la  guerra  civil.  Mommsen,  Droit  Public  Romain,  t.  VI'. 
pag.   257   et  258. 

(  e  f)  Humbert,  Les  Finances  et  la  Comptabilité  publique  chez  les 
Romains,  t.  I,  pag.  21,  22  et  27. 

Marquardt,  L'Organisation  ñnanciére  chez  les  Romains,  pag.  354 
á  356. 
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parte  de  las  entradas  de  los  Estados  medioevales  las  ob- 
tenían los  príncipes  más  en  el  carácter  de  propietarios  que 
en  el  de  soberanos  (  e  íí  ). 

En  segundo  lugar,  cuentan  los  Estados  atrasados  con  la 
suma  de  muchos  derechos  y  gabelas  que  universalmente  se 
imponen  a  los  extranjeros.  Entre  los  indígenas  de  Norte 
América,  por  ejemplo,  entre  los  ahtes  y  entre  los  indígenas 
de  Sud  América,  por  ejemplo,  entre  los  araucanos,  el  ex- 
traño que  atraviesa  el  territorio  debe  pagar  un  derecho  de 
peage  y  el  valor  de  la  leña,  del  agua,  de  la  caza  y  de  los 
frutos  silvestres  que  consume;  y  uno  de  los  mayores  obs- 
táculos con  que  se  tropieza  para  explorar  el  centro  de 
África,  donde  hormiguean  millares  de  cacicazgos,  es  que 
habiéndose  de  pagar  derechos  semejantes  a  cada  uno  de 
los  jefes  que  se  encuentran  en  el  camino,,  no  bastan  los 
más  grandes  cargamentos   (  c  ¡i  ). 

Es  muy  presumible  que  originariamente,  al  establecer  los 
derechos  de  aduana  o  de  puerto,  llamados  portoriuiu  por 
los  romanos,  se  haya  pensado  en  gravar  a  los  extranjeros 
más  bien  que  el  consumo  nacional. 

En  tercer  lugar,  se  sostienen  los  servicios  ordinarios  del 
Estado:  I,  con  los  frutos  y  rentas  que  los  príncipes  obtie- 
nen por  sus  bienes  particulares  y  de  los  dominios  públicos; 
II,  con  el  ramo  de  multas  y  confiscaciones,  ramo  que  bajo 
de  los  gobiernos  autocráticos  ha  solido  rendir  cuantiosísi- 
mas entradas;  III,  con  el  botín  de  la  victoria;  y  IV,  con 
los  tributos  que  los  pueblos  subyugados  pagan. 

En  Grecia,  donde  sentían  los  ciudadanos  instintiva  repul- 
sión contra  los  impuestos,  el  Estado  vivía  principalmente  de 


(e^)     Hallam,  Histoire  de  l'Europe  au  Moren  Age,  t.  I,  pag.   181. 
Schulte,  Histoire  du  Droit  ft  des  Institutions  de  I Allemagne.  §  45 
ex  75. 

{>■}})     Smith.  Los  Araucanos,  cap.  IX.  pág.   104. 
Livingstone,  Dernier  Journal,  t.  I,  pag.  308. 

Stanley.  Le   Cnntincnt   Mystérieux.  t.  I,  pag.  97.    461,    47(>.    478    et 
487.  etc. 

Letourneau,   Évolution  dr  la  Propriété.  pag.  58  et   124. 
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los  tributos  que  le  pagaban  la  Caria,  la  Tracia,  Efeso,  Ro- 
das y  otros  pueblos. 

Lo  mismo  pasó  en  Roma  durante  largos  siglos.  Cuando 
la  República  subyugaba  algún  pueblo,  lo  dejaba  libre  a  con- 
dición de  que  reconocieran  su  dominación  y  de  que  le 
pagara  o  bien  la  contribución  del  diezmo,  o  bien  un  im- 
puesto de  capitación. 

Según  Julio  César,  cuando  el  pueblo  suevo  venció  a  los 
ubienses,  aunque  no  lograse  desalojarlos  de  su  territorio,  los 
obligó  a  pagarle  tributo;  y  según  Marquardt,  cuando  los 
bárbaros  invadieron  el  Imperio  romano,  hicieron  tributarias 
suyas  a  las  poblaciones  en  cuyo  seno  se  establecieron  (ei). 
Los  mismos  francos  cuando  sojuzgaban  otras  tribus  bárba- 
ras, las  sujetaban  a  la  obligación  de  pagarles  tributo;  y  es 
sabido  que  al  tiempo  de  la  conquista  española,  los  indíge- 
nas de  Chile  estaban  gravados  con  una  obligación  análoga 
en  favor  de  los  Incas  del  Perú  (  ej  )■ 

Respecto  de  los  bárbaros  de  nuestros  días,  apuntemos 
que  los  grassias  de  la  Radjputana,  al  norte  de  la  India,  es 
una  tribu  merodeadora  que  ha  tomado  su  nombre  de  la 
práctica  que  sigue  de  vivir  de  los  tributos  que  impone  a 
los  vencidos  (el). 

La  práctica  de  convertir  a  los  vencidos  en  tributarios  es 
hija  de  un  cálculo  utilitario  que  propende  en  las  sociedades 
semi- civilizadas  a  humanizar  las  guerras.  En  lugar  de  in- 
corporarlos en  el  Estado  vencedor,  incorporación  que  re- 
pugna al  estatuto  personal;  en  lugar  de  exterminarlos,  ex- 
terminio que  desvalorizaría  el  territorio  conquistado,  se  les 
devuelve  la  libertad,  no  la  independencia,  bajo  la  triple 
condición  de  reconocer  la  dominación  del  conquistador,  de 
prestarle  auxilio  en  casos  de  guerra,  y  de  pagarle    un  tri- 


(ei)     Marquardt,    L'Organisation    fínanciére    chez    les   Romains, 
pag.  357. 

Julio  César,  De  Bello  Gallico,  lib.  IV.  cap.  I,  pág-.  139. 

(ej)     Rosales,  Historia  de  Chile,  t.  I,  lib.  II,  cap.  V,  pág-.  209. 
Medina,  Los  Aborígenes  de  Chile,  cap.  XII,  pág-.  337. 

(el)     Lyall,  Moeurs  de  V  Extreme  Orient.  chap.  VII,  pag.  350. 
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buto  permanente.  En  realidad,  son  estos  tributos  los  úni- 
cos impuestos  directos  de  carácter  permanente  que  las 
sociedades  atrasadas  conocen  y  no  se  avienen  ellas  a  pa- 
garlos sino  cuando  el   vencedor  extranjero  se  los  exige. 

En  ninguno  de  estos  casos  se  viola  la  inmunidad,  privile- 
gio de  los  hombres  libres.  La  abolición  de  este  privilegio 
ha  sido  en  la  historia  obra  de  la  autocracia,  de  la  dictadura 
imperial  en  la  antigua  Roma,  y  de  la  reyecía  absoluta  en 
las  monarquías  modernas. 

Desde  que  quedaron  consumadas  las  grandes  con(]uistas 
de  la  República,  Roma  había  vivido  exclusivamente  del 
botín  y  de  los  tributos  de  los  pueblos  vencidos;  y  todos 
los  ciudadanos,  inclusos  los  italiotas,  que  en  masa  habían 
sido  nacionalizados,  habían  quedado  exentos  de  pagar  im- 
puestos directos  (em).  Pero  aquel  estado  de  completa 
inmunidad  hubo  de  desaparecer  por  efecto  de  las  crecien- 
tes necesidades  del  Imperio,  porque  para  extender  su  acción 
a  todas  partes,  tuvo  él  que  crear  innumerables  empleos 
dejando  subsistentes  los  antiguos  ¡jara  no  parecer  que  aten- 
taba contra  las  instituciones  republicanas.  Precisado  por 
estas  necesidades,  estableció  un  vasto  plan  de  contribuciones 
directas  e  indirectas  sobre  las  importaciones,  sobre  ios  con- 
sumos, sobre  las  herencias,  etc.,  que  gravaron  principalmente 
a  los  ciudadanos.  En  cuanto  a  los  no  ciudadanos,  siguie- 
ron   pagando   tributos    permanentes    como  subditos    de  los 


(  e  m  )  Se  apreciará  la  cuantía  de  los  tributos  pagados  por  los  pueblos 
vencidos  con  los  siguientes  datos  acopiados  por  Humbert.  La  reocupa- 
ción de  Tárenlo  hizo  ingresar  en  las  arcas  públicas  como  3000  talentos 
de  oro,  más  o  menos  15.375.000  francos.  La  victoria  de  Zama  les  dio 
123.000  libras  de  plata,  o  sea  9.000.000  de  francos,  y  además  quedó  obli- 
gada Cartago  a  pagar  anualmente,  durante  50  años,  un  tributo  de  10.000 
talentos  de  plata,  o  sea  L275.000  francos.  Cuando  Antiochus  fué  ven- 
cido se  llevaron  a  Roma  54.000.000  de  francos  según  unos,  87.000.000 
según  otros;  y  cuando  fué  vencido  Perseo,  56.000.000.  Con  estos  tribu- 
tos, Koma  había  instituido  un  tesoro  de  guerra,  o  de  reserva;  y  el  año 
9L  antes  de  J.  C,  este  tesoro  guardaba  L620.829  libras  de  oro,  o  sea 
L5I2.783.405  millones  de  francos!  Humbert.  Les  Fiíinncos  et  la  Comp- 
íahilitó  publique  chez  les  RomaJns.  t.   I,  pag.  25   et  26. 
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antiguos  pueblos  vencidos.  Bajo  de  este  doble  régimen  tri- 
butario, vivió  el  Imperio  cerca  de  dos  siglos  hasta  que  ur- 
gido por  la  necesidad  de  aumentar  sus  rentas  para  pagar 
sus  disipaciones,  el  infame  Caracalla  otorgó  la  ciudadanía  a 
todos  los  subditos  de  Roma  a  fin  de  que  todos  pagaran  los 
impuestos  que  gravaban  a  los  ciudadanos,  sin  dejar  de  pagar 
los  que  debían  como  subditos  (en). 

En  la  Edad  Media,  se  establecieron  por  transacción  en- 
tre el  Estado  y  las  ciudades  los  primeros  impuestos  direc- 
tos permanentes.  Cuando  las  poblaciones  urbanas,  entre- 
gadas al  trabajo,  habían  perdido  la  afición  a  las  armas, 
empezaron  a  celebrar  capitulaciones  en  virtud  de  las  cuales 
se  obligaban  a  pagar  o  bien  una  suma  alzada  o  bien  un 
tributo  perpetuo  en  cambio  de  la  exención  del  servicio  mi- 
litar (  e  ñ  ). 

A  poco,  cuando  empezaron  las  grandes  guerras  nacio- 
nales, la  inevitable  institución  de  los  ejércitos  permanentes 
creó  necesidades  nuevas  que  no  pudiéndose  satisfacer  con 
los  recursos  ordinarios,  precisaron  a  los  Estados  a  establecer, 
con  el  carácter  de  perpetuos,  nuevos  impuestos  y  contribu- 
ciones  (  e  o  ). 

§  107.  Determinados  los  orígenes  del  sistema  tributario, 
tenemos  que  determinar  ahora  cómo  se  pagan  a  los  princi- 
pios los  impuestos,  los  derechos  y  los  tributos,  cómo  las 
multas,  las  dotes  y  las  composiciones  penales,  cómo  las  in- 
demnizaciones y  los  sueldos  de  los  funcionarios  públicos. 
En    términos  generales,   lo  que  tenemos   que    averiguar  es 


(en)  Gibbon,  Histoire  de  la  Décadence  de  TEiupire  Romain,  t.  I, 
chap.   VI,  pag.   99  et   lOI. 

Blanqui,  Histoire  de  1' Economie  Politique,  chap.  VII. 

(eñ)  Gneist,  Constitation  Communale  de  V Angleterre,  t.  I,  page 
253  á  256. 

Hallam,  Histoire  de   l'Europe  au   Moyen  Age,  t.  I,  pag.  141  et  142. 

Dareste  de  la  Chavanne,  Histoire  de  V Administration  publique  en 
France,  t.  II,  chap.  XIX,  pag-.  282. 

(eo)  Hallam,  Histoire  de  l'Europe  au  Moyen  Age,  t.  I,  page 
181  a  185. 
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cómo  se  pagan  originariamente  aquellas  obligaciones  que 
en  los  pueblos  civilizados  se  cubren  con  dinero. 

Como  bien  se  comprende,  en  los  pueblos  más  atrasados, 
donde  no  existe  el  comercio,  no  se  usa  la  moneda;  y  cuan- 
do en  ellos  hay  que  pagar  tributos,  derechos,  gabelas, 
precios  de  compra  o  servicios,  se  emplean,  en  lugar  de  di- 
nero, tales  o  cuales  mercaderías. 

Entre  los  indígenas  de  Valdivia,  las  composiciones  pena- 
les se  pagaban  con  vacas,  carneros,  caballos  y  objetos  de 
uso  personal,  hachas,  tembladeras,  etc.   {  o  p  ). 

Es  raro,  dice  Hartmann,  que  el  africano  pague  en  dinero 
sonante  el  precio  de  las  mujeres  que  compra;  lo  ordinario 
es  que  lo  pague  con  telas,  bestias,  polvo  de  oro,  marfd, 
plumas  de  avestruz,  goma,  aceite  de  palma,  armas,  etc.;  y 
particularmente  en  ciertos  países  del  África  occidental  los 
impuestos  se  pagan  en  esclavos  (  o  q  ). 

Livingstone  habla  a  menudo  del  salario  que  pagaba  a  los 
cargadores  y  guías  cuyos  servicios  alquilaba  de  toldería  en 
toldería  y  que  comunmente  consistía  en  unos  cuantos  codos 
de  indiana.  Con  la  misma  tela,  muy  codiciada  por  los  afri- 
canos, arrendaba  canoas,  compraba  carne  y  pagaba  derechos 
de  peage  (  o  r  ). 

En  la  isla  de  Moata,   el  tabaco   sirvió   a   D'Albertis   para 


(f'j))     Martínez  de   Bernavé,  La    ^'rr<¡nd    en    Campaña,   I.  VII   y   LX. 
(  I' ij  )      Hartmann,    Lrs   Prujilcs  (¡'Al'fiíjur.   pa^j.    152  et  195. 

(('/•)     Livingstone,  Dcfnicf  ■Innriial.  t.   I,  pagf.    151   et    179. 

« Desde  algunos  días  atrás,  dice  en  otra  i)arie.  no  habíamos  probado 
Ijocado  de  carne,  y  ya  no  podíamos  soportar  el  hambre.  Dos  brazadas 
de  tela  decidieron  a  Moerua  a  hacernos  cocer  un  plato  de  eleusina  y  un  es- 
tómago de  elefante  »   (id.  pag.    181). 

*  Por  la  conducción  desde  el  Ounyanyembé  de  df)s  fardos  no  muy  pe- 
sados, Tani-ben-Suélim  me  exigió  14  brazadas  de  indiana  aun  cuando  ya 
se  le  había  pagado  en   Zanzíbar.  (  Id.,  t.  II,  pag.  9  ). 

1  Después  de  muchas  dificultades,  encontré  al  fin  una  canoa  cuyo  alqui- 
ler me  importó  40  yardas  de  indiana  fuera  de  cuatro  más  que  hubo  que 
dar  a  cada  uno  de  los  remeros  para  devolverla  a  su  dueño  ».  (  Id.,  t.  II, 
pag.    16). 
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comerciar  con  los  indígenas  (es),  y  en  la  de  Timor,  la 
moneda  solo  se  conoce  en  los  circuitos  de  las  colonias  eu- 
ropeas; fuera  de  ellos  « los  salarios  y  los  tributos  se  pagan 
en  especies  »    (  e  t  ). 

Para  rematar  estos  apuntes  relativos  al  mundo  bárbaro 
contemporáneo,  agregaremos  que  muchos  de  los  pueblos 
sujetos  al  Czar  de  Rusia,  le  pagan  los  tributos  en  especie. 
Cuando  Du  Petit-Thouars  pasó  por  Kamtschatka,  los  indí- 
genas lo  pagaban  en  pieles  {e  ii). 

En  la  Antigüedad  y  en  los  primeros  siglos  de  la  Edad 
Media,  fué  general  el  pago  en  especie. 

Aun  cuando  Heródoto  diga  de  los  lidios  que,  según  sus 
noticias,  fueron  los  primeros  que  acuñaron  monedas  de  oro 
y  plata  para  el  uso  público  (  o  v  );  aun  cuando  la  moneda 
fuese  conocida  en  Grecia  más  o  menos  desde  el  año  900  an- 
tes de  J.  C.  (ex);  aun  cuando  según  PHnio  fuese  el  rey 
Servio  el  primero  que  sellase  piezas  de  cobre  y  la  moneda 
de  plata  se  empezase  a  acuñar  en  el  año  485  de  Roma 
(año    269   antes   de    J.    C.)    (e^Ti;    y    aun    cuando  Strabon 


(es)     D'Albertis,  La    Xouvelle  Guiñee,  pag.  248. 

(et)     Rienzi,  La  Oeeania.  t.  II,  pág.  41. 
Freycinet,   Voyage  autour  du  Monde,  t.  I,  pag-.   709. 

(en)     Du  Petit-Thouars,   Voyage  autour  du  Monde,  t.  II,  pag.  49. 

(er)     Heródoto,  Los  Xueve  Libros,  lib.  I.  cap.  XCIV. 

(ex)  «La  monnaie  frappée,  dit  Stanley  Jevons,  était  certainement 
incomme  aux  ages  homériques;  mais  elle  existait  du  temps  de  Lycurgue. 
Nous  pouvons  done  admettre...  qu'elle  fut  inventée  entre  ees  deux  pério- 
des,  c'est-á-dire  vers  l'an  900  avant  J.  C.  La  tradition  rapporte  aussi 
que  Pheidon,  roi  d'Argos,  fit  frapper  la  premiére  monnaie  d'argent  dans 
l'íle  d'Egine  vers  895,  et  cette  tradition  est  confirmée  par  l'existence  de 
petits  lingots  d'argent  trouvés  á  Egine.  Cependant  les  derniéres  recher- 
ches  conduisent  a  croire  que  Pheidon  vivait  au  milieu  du  huitieme  siécle 
avant  J.  C;  et  Grote  a  montré  qu'il  y  a  de  bonnes  raisons  pour  admettre 
que  ce  fut  á  Argos,  et  non  pas  a  Egine,  que  se  passa  le  fait  qu'on  lui 
attribue.     Stanley  Jevons,  La  Monnaie,  chap.  VI,  pag.  46. 

Grote,  Histoire  de  Gréce,  t.  III,  pag.  233  et  322. 

{ev)  Antes  de  la  moneda,  se  usaron  mucho  en  Roma  los  metales 
para  pagar  obligaciones,  y  como  no  había  piezas  metálicas  de  valor  fija- 
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atestigüe  que  en  su  tiempo  los  dálmatas  eran  el  único  pue- 
blo del  litoral  de  Asia  que  no  usase  la  moneda  en  el  co- 
mercio (ez);  ello  es  que  en  el  comercio  la  compra- venta 
no  eliminó  por  completo  la  permuta,  y  que  en  el  orden  pú- 
blico los  Estados  vencidos  pagaban  más  generalmente  los 
tributos  en   especies  que  en  moneda. 

En  especies  los  pagaban  los  pueblos  subyugados  por 
la  antigua  Grecia  (fu):,  y  la  desbordante  población  de 
Roma  se  alimentaba  principalmente  con  los  trigos  y  animales 
vacunos  que  la  Sicilia  y  el  África  enviaban  a  la  República 
en  pago  de  sus  tributos.  Dentro  de  la  misma  República  ro- 
mana, se  pagaba  también  en  frutos  el  censo  que  gravaba 
el  usufructo  de  los  égidos  públicos  y  que  más  o  menos 
equivalía  al  diezmo  de  la  cosecha   (  f /> ). 

Entre  los  germanos,  las  multas  se  pagaban  en  especies, 
según  Tácito  (fe),  y  los  tributos  que  los  francos  impusie- 
ron a  los  frisones  y  a  los  sajones  consistían  en  bueyes  (id). 

En  las  monarquías  bárbaras  que  se  constituyeron  con 
los  escombros  del  Imperio  Romano,  la  práctica  fué  muy 
varia  porque  si  algunos  contribuyentes  pagaban  los  tribu- 
tos en  dinero,  otros  los  pagaban  en  servicios  y  otros  en 
especies   (  fo  ). 


do  por  la  ley,  se  los  pesaba.  De  ahí  viene  la  mancipación  per  acs  ct 
lihiani.  de  ahí  las  palabras  latinas  stijx'nditx.  expensa,  dispen.sato- 
res.  etc.,  que  literalmente  con  simples  modificaciones  en  las  desinencias 
han  pasado  al  castellano.  También  se  usaron  como  moneda  los  anima- 
les, de  donde  viene  pecunia,  de  pecus.  granado.  Piinio,  Hi\tt>irr  Xatii- 
relle,  t.   11.   liv.  XXXIII,  XIII.   §   I,  2  et  3. 

Marquardt.  L'Or^ani.sation  (¡nanciere  chez  les  Roinaiiis.  pa^f.   5    á  8. 

(ex)     Strabon,   Géograpliir.  t.   11.  liv.   Vil,  chap.  V,  §  5. 

(fa)     Goguet,   Ori^xiiie  des  Lois.  etc.,  t.  III,  liv.  I,  chap.  IV,  art.  Vil. 

{fh)     Marquardt,  L'(Jrf;aiüsatioii  finaiicidre  chez  les  Roniains,  page 

205   et  238. 

(í'c)     Tácito,  Germanie,  chap.  XII. 

{fd)     Laveleye,   De  la  Propriété.  chap.  IX,  pag.   150. 

(  fe)     Schulte,  liistoire  du  Droit  et  des  Institution  de  l'Allemaf^ne, 
§  44,  47  et  79. 

Sempere,  Historia  del  Derecho  I'^spaño}.  lib.  I,  cap.  XXVII.  pág.  118. 
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En  Inglaterra,  particularmente,  el  pago  en  especies  de  las 
contribuciones  de  los  condados  era  de  práctica  muy  gene- 
ral siglos  después  de  haberse  adoptado  la  moneda  metá- 
lica  {fg). 

En  Irlanda,  el  Senchus  Mor.  código  nacional  de  los  cel- 
tas indígenas,  no  alcanzó  a  conocer  la  moneda  metálica. 
Solo  en  la  segunda  mitad  del  siglo  X,  se  introdujo  el 
pinginn,  el  pennv  de  los  ingleses.  Antes  de  esta  época 
hacían  de  moneda  los  esclavos,  las  bestias  de  cuerno  y  los 
sacos  de  cebada   (  f  b  ). 

Por  último,  en  el  Imperio  Incásico,  el  tributo  principal 
consistía  en  servicios  como  el  de  la  labranza  de  las  tierras 
del  Sol  y  la  construcción  de  palacios  y  de  caminos,  pero 
los  subditos  pagaban  un  «  segundo  tributo  que  era  hacer 
de  vestir  y  de  calzar  y  armas  para  el  gasto  de  la  gue- 
rra »   (  fi ). 

§  108.  Sea  por  efecto  de  las  tendencias  democráticas, 
que  no  se  avienen  con  el  régimen  de  la  gratuidad,  sea  por 
efecto  de  la  reacción  contra  la  práctica  corruptora  de  los 
presentes,  ello  es  que  los  sistemas  tributarios  se  forman 
siempre  y  principalmente  en  fuerza  de  la  necesidad  de  re- 
munerar los  cargos  públicos. 

Verdad  es  que  en  principio  la  remuneración  no  es  acep- 
tada por  los  pueblos  sino  muy  tardía  y  trabajosamente; 
pero  también  es  verdad  que  de  hecho  se  la  empieza  a  esta- 
blecer en  hora  temprana  a  título  de  indemnización,  o  de 
alimentos,  o  de  subvención  para  gastos  públicos,  o  de  de- 
rechos y  multas  o  bajo  de  otros  disfraces  que  no  dejan  ver 
el  propósito  de  retribuir  los  servicios.  En  cuanto  al  sueldo 
propiamente  tal,  institución  que  implica  la  franca  adopción 
del  régimen  remuneratorio,  no  se    lo   establece  sino    en   los 


(  fg)     Gneist,  Constitution  Communale  de  l'Angleterre,  1. 1,  pag-.  253. 

(fh)     D'Arbois   de   Jubainville,   Études  sur   le    Droit    Celtique,  t.  I, 
deuxiéme  partie,  chap.   II,  §  2. 

(fi)     Cobo,  Historia  del  Xuevo  Mundo,  t.  III,  lib.  XII,  cap.  XXVIII, 
pág.   248,  cap.  XXXI,  pág-.  265,  y  cap.  XXXIII,   pág.   269. 

Garcilaso  de  la  Vega,  Comentarios  Reales,  lib.  V,  cap.  VI,  XV  y  XVI. 
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grados  superiores  del  desarrollo  político,  cuando  una  larga 
experiencia  histórica  ha  condenado  todas  las  otras  formas 
de  remuneración. 

Dado  que  bajo  el  régimen  primitivo  cada  hombre  debe 
a  su  pueblo  (  en  las  sociedades  donde  impera  el  estatuto 
territorial,  diríamos  a  su  ptitrin  )  su  persona,  sus  bienes  y 
su  tiempo,  el  primer  disfraz  que  la  remuneración  adopta 
para  hacerse  tolerar  es  el  de  la  indemnización. 

Si  bien  es  verdad,  dice  Marquardt,  que  en  Roma  no  go- 
zaban de  asignaciones  periódicas  ni  los  funcionarios  supe- 
riores, ni  los  gobernadores  de  provincia,  no  llevaba  el 
Estado  su  mezquindad  hasta  imponerles  sacrificios,  y  al  con- 
trario, desde  los  tiempos  de  la  República  adoptó  la  prác- 
tica de  resarcirles  los  gastos  de  viaje,  de  mobiliario  e 
instalación  y  de  los  juegos  públicos  que  debían  ofrecer  a 
las  poblaciones.  Pero  las  cosas  no  quedaron  en  este  punto 
porque  a  la  larga  eran  tan  cuantiosas  las  sumas  de  dinero 
que  les  anticipaban  a  título  de  indemnización,  dice  Momm- 
sen,  que  por  su  cuantía,  no  se  pueden  estimar  sino  como 
verdaderas  remuneraciones.  Tal  es,  por  ejemplo,  el  caso 
de  un  ciudadano  que  habiendo  sido  nombrado  gobernador 
de  Macedonia  por  solo  dos  años,  recibió  para  gastos  de 
equipo,  la  enorme  suma  de  18.000.000  de  sestercios,  o  sea 
3.950.000  francos. 

El  Imperio  conservó  la  pr.ictica  de  las  indemnizaciones, 
pero  fijó  su  cuantía  por  tiempo  determinado,  convirtiéndo- 
las en  verdaderas  remuneraciones  periódicas  (  /'/  ).  Se  sabe, 
por  ejemplo,  que  al  procónsul  se  asignó  una  indemnización 
de  1.000.000  de  sestercios  (  272.000  francos  )  por  año. 

En  cuanto  a  los  subalternos,  sin  salario  ni  sueldo,  que 
formaban  el  sé(juito  de  los  gobernadores,  prefectos  y  pro- 
cónsules, se  les  otorgó  desde  temprano  derecho  a  víveres, 
a  posada  y  a  trasporte;  y  a  la  larga,  se  adoptó  la  pr.ic- 
tica de  tasar  el  valor  de  estas  asignaciones  a  fin  de  que  los 


(  f¡)     Suetonio,  Octavio  Augusto,  cap.  XXXVI. 

Ihering,   fíistoirc  ilu  Dévoloppemeiit  du  Drolt   Hnrnnin.   §  59. 
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funcionarios  optasen  entre  recibirlas  en  especie  o  en  dine- 
ro (  fl ).  Según  Humbert,  todavía  en  los  tiempos  del  Bajo 
Imperio,  esto  es,  después  de  Constantino,  la  remuneración 
de  los  empleados  se  pagaba  en  natura  con  facultad  de  con- 
vertir las  especies  en  dinero  {ím)\  según  Fustel  de  Cou- 
langes,  los  condes  de  la  monarquía  franca  tenían,  presumi- 
blemente por  herencia  del  Imperio  Romano,  derecho  a 
posada  y  a  víveres  para  sí  y  los  suyos;  y  según  Rousseau, 
hasta  el  siglo  XVIII,  era  costumbre  en  Suiza  remunerar  con 
mercancías  los  servicios  públicos;  lo  cual  supone  que  a  los 
principios  se  daban,  no  a  título  de  remuneración,  sino  a 
título  de  alimentos   (í'n). 

No  fué  Roma  el  único  Estado  que  en  lo  antiguo  recu- 
rrió al  disfraz  de  las  indemnizaciones  para  remunerar  los 
cargos  públicos.  En  Israel  se  adoptó  la  misma  práctica 
por  la  jurisprudencia  de  los  rabinos.  Así,  cuando  un  arte- 
sano tenía  que  suspender  su  trabajo  para  desempeñar  las 
funciones  judiciales,  se  le  daba  una  modesta  suma  de  dinero 
por  vía  de  indemnización  (  fñ  ). 

Donde  el  Estado  vive  escaso  de  dinero  y  abundante  en 
otros  bienes,  por  ejemplo,  en  tierras,  indemniza  sus  servi- 
dores con  los  valores  que  posee. 

Según  Heródoto,  en  el  antiguo  Egipto  gozaban  los  mili- 
tares del  insigne  privilegio  de  turnarse  anualmente  en  el 
goce  de  lotes  de  terreno,  que  medían  12  yugadas  y  que  se 
les    entregaban  exentos    de    todo    gravamen   (/'o);   y   hay 


{fl)     Marquardt,     L'Oi'ííanisation     financiére    chez    les    Romains, 
pag.   127. 

Mommsen,  Le  Droit  Public  fíoinaiii.  t.  I,  pag.  331   a  334,  334  et  345. 
Marquardt,   Organisation  de  l'Empire  Romain.  t.  II,  pag.   586. 

( fm  )     Humbert,  Essai  sur  les  Finalices  et  la  Comptahilité  publi- 
que chez  les  Romains,  t.  I,  pag-.  392. 

(fn)     Fustel  de  Coulanges,  La  Monarchie  fvanque.  chap.  X,  pag-.  216. 
Rousseau,  Gouvernement  de  Pologne,  chap.  XI. 

( fñ )     Thonissen,    Droit    Criniinel    des   Peuplcs   Anciens,    liv.    III, 
chap.  I,   pag.   236. 

(fo)     Heródoto,  Los  Xuevc  Libros   déla   Historia,  lib.  II,  capítu- 
lo CLXVIII. 
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indicios  de  que  una  práctica  análoga  se  siguió  entre  los 
escandinavos,  entre  los  anglo- sajones,  entre  los  polacos  y 
entre  los  francos  (  í'p  }.  La  misma  práctica  se  sigue  toda- 
vía en  Java,  en  la  Cafrería,  etc. 

En  el  siglo  XVIII,  seguían  una  práctica  análoga  los  más 
grandes  Estados  de  Europa.  En  Francia,  en  España,  en 
el  Imperio  Germánico,  había  ciertos  cargos  honoríficos 
que  no  tenían  asignada  remuneración  periódica  alguna,  pero 
que  eran  sobre  modo  lucrativos  porque  iban  a  ellos  vincu- 
ladas las  rentas  de  grandes  y  ricas  posesiones.  Por  lo  co- 
mún, aquellos  cargos  no  imponían  trabajo  ni  atenciones. 
Cuando  el  rey  quería  aumentar  la  honra  y  las  rentas  de  un 
favorito,  sin  agravarle  sus  tareas,  le  confiaba  uno  de  estos 
cargos  (  fq  ). 

vSea  a  título  de  simple  indemnización,  sea  a  título  de  fran- 
ca retribución,  los  monarcas  medioevales  cedieron  a  sus 
jueces  partes  considerables  de  las  multas  judiciales.  Bajo 
de  los  merovingios,  observa  Schulte,  los  condes  no  recibían 
sueldo,  pero  tenían  derecho  a  un  tercio  de  las  multas  y  a 
varias  prestaciones  en  especies  (//*);  y  entre  los  anglo- 
sajones, según  Gneist,  el  conde  (eaW)  percibía  a  título 
honorífico   un  tercio  de  los  emolumentos  judiciales   (  /'>• ). 


(fp)     Laveleye,   Origines  de  la  Propriété.  chap.  IV,  pag-.  68. 

Fustel  de  Coulanges,  La  Monarchie  franque.  chap.  X,  pag.  266. 

(  f(¡  )  »  Reducidos  los  monarcas  de  Asturia  y  León,  dice  Martínez  Ma- 
rina, a  un  estado  de  tanta  escasez  y  pobreza,  ni  podían  dotar  competen- 
temente a  los  magistrados  públicos..  .  los  cuales  solo  percibían  por  razón 
de  su  oticio  una  parte  de  las  penas  pecuniarias  en  que  incurrían  los  de- 
lincuentes; ni  premiar  la  virtud  y  mérito  de  la  nobleza.  .  .  sino  por  medios 
ruinosos  y  perjudiciales  a  la  soberanía  y  al  reino,  y  fué  concederle  here- 
damientos, posesiones,  tierras  o  propias  de  la  corona,  o  adquiridas  y  con- 
quistadas de  ios  enemigos,  tenencias  y  gobiernos  honoríficos  y  lucrativos; 
añadiendo  a  las  veces  el  señorío  de  justicia,  o  la  jurisdicción  civil  y  cri- 
minal >.  Martínez  Marina,  I'Jiisayo  hisdirico-critico  sobro  la  Legisla- 
ción y  principales  Cuerpos  legales  de  ]os  fíeinos  de  León  y  Casi  i  Un. 
pág.  82. 

i  fr)  Schulte,  ¡iistnire  dn  Drnit  ri  des  ¡nstitutions  de  1' AUema- 
gne,  §  47. 

(fs)     Gne'iit^  Constituí  ion  ('ntnmunalr  de  l'Aiigleterre.  t.  I.  pag.  106. 
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En  la  antigua  Polonia,  las  multas  se  repartían  por  mitad 
entre  el  príncipe  y  los  jueces;  y  en  la  antigua  Noruega,  se 
cedía  a  los  jueces  una  parte  de  las  composiciones  que  los 
criminales  pagaban  por  vía  de  rescate   (ft). 

De  esta  práctica  se  originó  un  abuso  que  muchas  veces 
exasperó  a  los  pueblos.  Con  el  pretexto  de  imponer  la 
diligencia  y  la  buena  fe  a  las  partes,  pero  en  realidad  para 
crear  una  fuente  de  pingües  rentas,  se  multiplicaron  sobre 
manera  las  penas  pecuniarias:  multa  a  la  parte  que  no  res- 
pondía a  la  primera  notificación,  multa  a  la  que  negaba  un 
hecho  que  después  era  probado,  multa  a  la  que  perdía  un 
recurso  de  apelación,  multa  a  la  que  no  comparecía  en  el 
momento  de  la  sentencia,  multa  a  la  que  perdía  el  liti- 
gio  (  fu  ). 

Tanto  para  poner  coto  al  abuso  de  las  multas  y  de  las 
exacciones  cuanto  para  evitar  los  prevaricatos  ocasionados 
por  las  dádivas  de  los  litigantes,  los  pueblos  empezaron  a 
exigir,  desde  fines  de  la  Edad  Media,  que  la  corona,  como 
representante  del  Estado,  se  encargase  de  remunerar  los 
servicios  judiciales.  Según  Dareste  de  la  Chavanne,  algu- 
nas provincias  de  Francia,  al  negociar  sus  privilegios,  a 
principios  del  siglo  XIV,  estipularon  que  el  Estado  paga- 
ría a  los  jueces  ordinarios  una  indemnización  fija  (fx)\  y 
según  Martínez  Marina,  las  Cortes  de  Valladolid  (  de  1307  ) 
pidieron  a  Fernando  IV  que  diese  a  los  jueces  «  bonas  sol- 
dadas porque  se  puedan  mantener  bien  e  honradamente  e 
que  fagan  la  justicia  bien  cumplidamente»    (fy). 

Como  quiera  que  en  el  orden  privado  no  cabe  entre 
hombres  libres  la  gratuidad  de  los  servicios,  ha  solido  acae- 
cer que  algunos  funcionarios  públicos  hayan  nacido  go- 
zando remuneración  en  mérito  de  haberla  empezado  a  gozar 


(  ft )     Dareste,  Études   d'Iiistoire   da   Droit,  pag.   190,  et  pag.  334. 

(fu)     Glasson,  La  Procéduve  civile  franvaise,  pag.  67. 

(/.v)     Dareste  de  la  Chavanne,  Histoire  de  l'Administration   publi- 
que en  France,  t.  I,  pag.  296. 

( fy  )     Martínez  Marina,   Teoría  de  las  Cortes,  t.  II,  pág.  309. 
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como  servidores  particulares  o  domésticos.  Cuando  el  jefe 
de  una  horda  ofrece  a  cuantos  le  sigan  armas,  caballos, 
botín  y  tierras,  de  cierto  no  procede  sino  en  el  carácter 
privado  de  capitán  de  aventureros:  pero  cuando  merced  a 
su  buena  fortuna,  conquista  un  país  y  se  establece  en  él, 
ipso  íacto  queda  convertido  en  príncipe  del  Estado,  y  sus 
secuaces  asumen  el  papel  de  verdaderos  funcionarios  pú- 
blicos que  conservan  su  derecho  a  las  recompensas  esti- 
puladas. wSi  sabemos  que  entre  los  germanos  era  costumbre 
que  el  jefe  suministrase  a  sus  compañeros  de  expedición 
armas  y  caballos  (  fz)  y  compartiese  con  ellos  el  botín, 
¿qué  motivo  de  extrañeza  es  el  que  cuando  los  invasores 
bárbaros  se  establecieron  a  firme  en  el  Imperio  se  con- 
servase la  práctica  de  recompensar  a  los  que  siguieron 
prestando  cooperación  y  ayuda  a  los  herederos  del  pri- 
mer jefe? 

En  la  historia  de  la  administración  pública,  no  son  muy 
raros  los  casos  análogos.  Dado  (^ue  los  primeros  emplea- 
dos administrativos  que  se  forman  originariamente  empie- 
zan por  ser  simples  auxiliares  particulares  de  los  jefes 
autocráticos  encargados  de  todas  las  funciones  públicas,  es 
muy  de  presumir  que  cuando  adquieren  el  carácter  de  fun- 
cionarios del  Estado,  conserven  algunos  el  derecho  a  re- 
muneración que  adquirieron  en  el  orden  privado.  Según 
Mommsen,  un  fenómeno  de  esta  naturaleza  se  efectuó  en  el 
Imperio  Romano. 

En  efecto,  para  la  administración  de  su  hacienda  parti- 
cular los  primeros  emperadores  habían  instituido  el  empleo 
de  curntor  rutionis  j)rivn(no  que  confiaban  ora  a  un  escla- 
vo, ora  a  un  liberto,  ora  a  un  hombre  libre.  Cuando  lo 
confiaban  a  un  hombre  libre,  le  remuneraban  sus  servicios 
de  una  u  otra  manera.  A  la  larga,  por  efecto  de  las  ten- 
dencias absorbentes  de  la  autocracia  imperial,  se  confun- 
dieron en  una  sola  entidad  el  fisriis  particular  del  empera- 
dor  y   el  uorürium    público    del    Imperio;     y  entonces    el 


( /'/ )     Tácito,   (icrniania.  XIV. 
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curator  rationis  privatae,  no  obstante  su  nombre,  quedó 
convertido  en  alto  funcionario  del  Estado,  nada  menos  que 
en  ministro  de  hacienda,  con  una  asignación  anual  de 
300.000  sestercios  (80.000  francos)  (ga).  Varios  otros 
dignatarios  del  Imperio  que  vemos  figurar  con  pingües  ren- 
tas en  las  fastuosas  cortes  de  Diocleciano  y  Constantino 
fueron  también  en  sus  principios  áulicos,  turiferarios  y  do- 
mésticos de  los   primeros  emperadores  (  g  h  ). 

El  caso  más  notable  de  transformación  es  quizás  el  de 
los  diputados.  Según  lo  hemos  observado  y  demostrado 
más  arriba  (§  60),  los  diputados  que  los  pueblos  envia- 
ban a  la  Cámara  de  los  Comunes  en  Inglaterra,  a  los  Esta- 
dos generales  en  Francia,  a  las  Cortes  de  España,  tuvieron 
en  los  primeros  tiempos  el  carácter  de  simples  mandatarios 
civiles.  Instituida  la  representación  de  los  pueblos  con  el 
carácter  de  mandato  civil,  no  se  vaciló  absolutamente  en  la 
resolución  de  asignar  a  los  procuradores  remuneraciones 
que  se  distinguieron  con  el  nombre  de  dietas  (ge)  y  que 
subvenían  a  sus  gastos  de  viaje  y  residencia,  a  su  sustento 
y  al  decoro  de  su  representación.  Cuando  los  ayuntamien- 
tos empezaron  en  España  a  resistir  el  pago  de  las  dietas, 
hubo  de  tomarlo  a  su  cargo  la  corona  (  1422  ),  sea  porque 
los  diputados  conservasen  todavía  el  carácter  de  mandata- 
rios civiles,  sea  porque  en  respeto  a  las  tradiciones  del  ré- 
gimen representativo,  que  había  nacido  con  este  gravamen, 
no  fuese  posible  extender  a  esta  función  el  carácter  gratuito. 

Como  ya  lo  hemos   observado,   el  régimen   remunerato- 


( g a)  Mommsen,  Le  Droit  Public  Romain.  t.  I,  pag-.  343,  et  t.  V, 
pag.   104  á  lio. 

(  g  h  )  Humbert,  Essai  sur  les  Finalices  et  la  Comptahilité  publi- 
que chez  les  Romains.  t.  I,  pag.  331  á  334. 

{ge)  En  castellano  hay  dos  palabras  dieta:  una  que  viene  del  grie- 
go diaita  y  significa  régimen  de  vida  o  abstención  de  alimentos,  y 
otra  que  viene  del  latín  dies,  día,  y  significa  diario.  En  el  régimen  re- 
presentativo, la  palabra  se  usa  en  el  segundo  sentido  porque  la  remune- 
ración se  fijaba  en  concepto  al  número  de  días  que  el  desempeño  del 
mandato  abrazaría. 


750  CAl'ITULO    NOVENO,    §108 

rio,  que  iguala  a  los  pobres  con  los  ricos  en  la  opción  a 
los  cargos  públicos,  se  distingue  por  su  carácter  acentuada- 
mente democrático.  Fué  el  sentir  de  Aristóteles  (gd). 
Cuando  el  régimen  de  la  gratuidad  se  mantiene  en  Estados 
donde  la  individualización  de  la  propiedad  ha  ocasionado 
las  diferencias  de  fortuna,  el  pobre  queda  excluido  de  los 
cargos  públicos  aun  cuando  no  se  dicte  ley  alguna  que  los 
vincule  a  la  oligarquía.  Aun  respecto  de  la  función  pri- 
mordial de  ciudadano,  la  masa  del  pueblo,  según  hemos 
visto,  se  desinteresa  tan  completamente  que  a  la  larga  des- 
aparecen sin  dejar  rastros  de  su  existencia  las  asambleas 
generales.  En  Atenas,  donde  la  deserción  empezó  mucho 
antes  que  en  Roma,  el  Estado  quiso  ponerla  coto  ofreciendo 
repartir  al  pueblo  tres  óbolos  por  cabeza  en  cada  día  de 
asamblea  (ge).  Pero  con  sus  invectivas  contra  la  indolen- 
cia de  los  atenienses  para  cumplir  sus  deberes  cívicos, 
Demóstenes  deja  claramente  entender  que  aquella  remu- 
neración, acaso  por  lo  modesta,  no  tentó  a  la  masa  del 
pueblo. 


(gd)  Aristóteles,  Ln  Politique,  Uv.  VII,  chap.  I.  §  9.  et  chap.  III, 
§  3,  et  liv.  VIH.  chap.  VII,  §   10. 

Aristóteles,  La  Répuhlique  Athóiiienne.  §  61. 

(ge)  Según  Perrot,  esta  indemnización  se  estableció  a  mediados  del 
siglo  V  antes  de  nuestra  Era,  a  imitación  de  la  que  Feríeles  había  esta- 
blecido para  los  miembros  de  la  Heliaia  y  no  fué  a  los  principios  sino 
de  un  óbolo.     Perrot,   El   Derecho  Público  de  Atenas,  págs.   72   y    199. 


Fin. 
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